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LIBRO  III 


Gasas  espirituaiesm 


CAPÍTULO  PRIMERO 

I.  Formalidades  previas  á  la  celebración  del  matrimonio:  esponsales: 
sus  clases:  ventajas  de  este  acto:  manera  de  celebrarlos:  sus  efec- 
tos.— n.  Consentimiento  esponsalicio:  sus  cualidades:  si  lo  presta 
el  que  calla:  penas  en  que  incurren  los  que  faltan  á  la  fe  prometida 
sin  causa  legítima,  y  cómo  deben  conciliarse  las  Decretales  de  Ale- 
jandro HE  y  Lucio  in,  insertas  en  el  cuerpo  del  derecho  común 
eclesiástico. — HE.  Personas  que  no  pueden  celebrar  esponsales: 
caaos  en  los  que  son  válidos  los  que  otorgan  los  padres  por  sus  hi- 
jos,— IV.  Disposiciones  del  derecho  español  acerca  de  esta  mate- 
ria: si  son  un  contrato  puramente  civil,  y  están  ó  no  reconocidos 
por  la  ley  de  matrimonio:  si  producen  sus  efectos  los  celebrados  en 
España  sin  escritura  pública  — Y.  Causas  de  su  disolución:  J%ez 
que  entiende  en  ellas. 


Varios  son  los  actos  previos  á  la  celebración  del  matri- 
monio canónico:  esponsales,  proclamas,  consentimiento  pa- 
terno y  expediente  de  libertad. 

Vamos,  pues,  á  hacernos  cargo  de  cada  una  de  estas  for- 
malidades. 

Defínense  los  esponsales,  según  Ulpiano,  stipulari,  et 
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spondere  sibi  uxores  futuras;  estipulación  que  se  acostumbra 
hacer  siempre  entre  los  cristianos. 

Por  derecho  canónico  se  definen  los  esponsales  diciendo:: 
Mtdua promissio  et acceptatio  futurarumnuptiarum;  promesa. 
y  aceptación  mutua  de  futuras  nupcias. 

La  palabra  esponsales  viene  de  la  latina  spondendo,  por- 
que fué  costumbre  de  los  romanos  el  estipular  y  prometer 
á  las  mujeres  que  las  tomarían  por  tales.  De  aqid  las  voces- 
de  esposo  y  esposa.  • 

Hoy  no  son  necesarias  las  fórmulas  antiguas  romanas; 
basta  que  los  esposos  contesten  afirmativamente;  bien  e&« 
verdad  que  ya  los  romanos,  con  el  transcurso  del  tietópo^ 
desechando  las  estipulaciones,  contrajeron  esponsales  por 
sólo  el  consentimiento. 

No  son  necesarios  ó  indispensables  en'  general,  pero  sí 
como  cuestión  de  orden,  porque  es  difícil  que  las  cosas  aca- 
ben bien  cuando  principian  mal. 

LoB  esponsales  son  de  dos  clases,  en  sentir  de  los  cano- 
.  nistas:  unos  de  presente  y  otros  de  futuro;  éstos  son  el  con- 
sentimiento para  un  matrimonio  remoto,  y  aquéllos  para 
uno  próximo;  pero  esta  distinción  es  ya  inútil  después  del. 
Concilio  de  Trento,  porque  los  esponsales  de  presente  son 
verdadero  matrimonio. 

También  los  espón^sales,  como  verdaderos  contratos,  pue- 
den ser  puros  ó  condicionados,  y  aun  á  término  fijo.  En  los. 
esponsales  puros  nace  desde  luego  la  obligación.  En  los  ce- 
Id&rados  bajo  condición  posible  y  lícita  ó  á  término  fijo, 
debe  aguardarse  el  cumplimiento  de  aquélla  ó  al  vencimien-^ 
to  del  plazo;  pero  debe  advertirse,  que  aun  cuando  nazca  la 
obligación,  tanto  en  uno  como' en  otro  caso,  esto  no  quiere- 
decir  que  tienen  necesidad  de  contraer  el  matrimonio  in- 
mediatamente, sino  que  los  esposos  quedan  comprometidos. 
y  pueden' pedir  su  cumplimiento. 

Las  condiciones  imposibles,  bien  lo  sean  de  hecho  ó  de- 
derecho, esto  es,  contrarias  á  las  leyes  de  la  naturaleza,  ó  á 
las  de  la  moral,  anulan  los  esponsales,  por  considerarse  que» 
los  que  las  estipulan  no  qxiieren  consentir. . 


Varias  son  las  ventajas  de  este  acto  previo  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio.  En  efecto,  por  medio  de  los  esponsa- 
les se  preparan  los  esposos  para  recibir  la  gracia  que  con- 
fiere el  sacramento  del  matrimonio,  reflexionan  sobre  su 
íutm*o  estado^  j  les  da  lugar  para  tratarse  recíprocamente 
y  examinar  sus  cualidades,  carácter,  condiciones  y  defec- 
tos: de  esta  manera  se  evita  muchas  veces  que  los  jóvenes 
se  precipiten  temerariamente  á  una  unión,  que  por  su  ca- 
rácter de  indisoluble  pueda  labrar  su  desgracia  en  el  por- 
venir. 

No  comprendemos,  por  tanto,  cómo  los  ilustrados  seño- 
res Gópiez  Salazar  y  Lafuente  se  atreven  á  afirmar  que 
más  bien  que  medio  para  contraer  matrimonio,  suelen  ser 
un  estorbo  en  la  mayor  parte  de  los  casos  prácticos,  aña- 
diendo que  las  razones  que  aún  se  alegan  en  favor  de  ellos, 
no  resisten  al  examen  de  un  recto  criterio. 

Mas  luego  se  contradicen  visiblemente  cuando  afirman 
que  la  Iglesia  no  ha  querido  ni  querrá  anular  las  promesas, 
si  en  algún  caso,  aunque  raro,  pueden  .prestar  alguna  utili- 
dad. Es  más,  ¿cómo  ha  de  abandonar  la  Iglesia,  dicen,  á  la 
infeliz  joven,  que  víctima  de  una  pasión  vehemente,  y  qui- 
zás de  malas  artes,  bajo  palabra  de  casamiento  sucumbe  á 
la  seducción,  viéndose  luego  postergada,  y  que  el  seductor 
pretende  pasar  á  contraer  nuevos  lazos?  Si  el  Estado  la 
abandona  cruelmente  en  virtud  de  una  disjposición  poco 
meditada,  menos  filosófica  y  nada  cristiana,  la  Iglesia  es- 
tará 'á  su  lado  mientras  pueda. 

No  parece  sino  que  tan  reputados  maestros  han  querido 
refutar  su  propia  doctrina.  Y  á  la  verdad,  si  los  esponsales, 
lejos  de  facilitar,  dificultan  los  matrimonios,  ¿cómo  se  atre- 
ven á  censurar  de  una  manera  tan  acre  el  art.  3.^  de  la  ley 
de  matrimonio  civil  de  1870? 

Si  ese  artículo  está  poco  meditado,  si  no  es  filosófico,  ni 
tampoco  cristiano,  claro  es  que  la  ley  que  trate  de  garantir 
las  promesas  de  futuro  matrimonio  es  una  ley  cristiana  y 
filosófica;  y  semejantes  leyes  no  pueden  ser  jamás  un  es- 
torbo para  la  celebración  del  santo  vínculo  conyugal.  Tan 
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cierto  es  esto,  que  su  mayor  elogio  es  sa  misma  antigüedad; 
paes  ya  el  Concilio  Uiberitano,  celebrado  en  el  añoSOO, 
excomulga  por  tres  años  i  los  esposos  ó  sos  padres  que,  sin 
justa  causa,  quebrantan  la  fe  prometida.  Ahora  bien;  una 
institución  que  cuenta  ya  tantos  siglos,  y  á  pesar  de  sus  in- 
convenientes, la  consiente  y  autoriza  la  Iglesia,  ¿puede  de- 
cirse que  sirve  sólo  para  dificultar  los  matrimonios?  Es  ver- 
dad que  la  Iglesia  no  rompe  fácilmente  con  la  tradición, 
según  afirman  dichos  expositores;  pero  también  lo  es,  que 
la  disciplina  se  ha  acomodado  siempre  á  los  tiempos,  á  loe 
lugares  y  á  las  circunstancias.  Jamás  ha  permanecido  la 
Iglesia  estacionaria;  siempre  ha  caminado  al  frente  de  la 
civilización  y  de  todo  verdadero  progreso. 

Veamos  ahora  la  manera  de  celebrar  dichos  esponsales. 
Estos  tenían  lugar  por  el  mutuo  consentimiento  expresado 
de  palabra  ó  por  escrito,  por  señales  ó  por  medio  de  procu- 
rador, con  poder  especial  que  no  hubiere  sido  revocado.  En 
el  acto  ó  después  de  su  celebración  se  confirmaban,  según 
los  diferentes  tiempos,  con  distintas  solemnidades.  Ta  usa- 
ron de  la  bendición  sacerdotal,  del  ósculo,  arras  y  juramen- 
to, ya  de  testigos,  y  aun  á  veces  de  escritura,  como  medio 
de  probar  que  realmente  habían  sido  celebrados. 

La  bendición  sacerdotal  era  tan  antigua  como  la  Iglesia; 
pues  de  ella  hacen  ya  mención  en  los  siglos  ii  y  ui,  San 
Ignacio  Mártir  y  Tertuliano.  El  Papa  San  Siricio  habla  tam- 
bién de  esta  práctica  en  su  epístola  á  Hicmerio  de  Tarrago- 
na. Pero  luego  cayó  en  desuso,  introduciéndose  en  su  lugar 
el  juramento,  cuya  disciplina  estuvo  ya  vigente  en  el  si- 
glo XII.  El  juramento  vino,  pues,  á  ser  un  pacto  accesorio 
al  contrato  principal  de  esponsales. 

El  ósculo  fué  también  muy  común  entre  los  primeros 
cristianos,  pues  se  usaba  mucho  en  medio  de  sus  oraciones 
y  prácticas  religiosas  como  una  muestra  de  caridad  y  unión 
fraternal.  Mas  después  fué  desusándose  á  proporción  que 
desaparecieron  la  pureza  y  sencillez  de  las  costumbres  pri- 
mitivas; así  es  que  apenas  se  hace  ya  mención  de  esta  prác- 
tica en  los  monumentos  de  los  siglos  medios. 
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Las  arras,  llamadas  también  donaciones  esponsalicias  y 
prendas,  eran  ciertas  donaciones  que  se  hacían  recíproca- 
mente los  esposos,  como  garantía  para  la  celebración  del 
vínculo  conyugal.  Lo  general  era,  empero^  que  esas  dona- 
ciones se  hicieran  del  esposo  á  la  esposa.  Entre  ellas  era  la 
principal  el  anillo,  que  como  señal  de  un  pacto  mutuo  acos- 
tumbró á  dar  el  esposo  á  su  futura,  el  cual  denominó  Tertu- 
liano pronubo.  El  uso  de  los  anillos  fué  muy  común  entre  los 
romanos,  por  servirse  de  ellos  para  sellar.  También  los  da- 
ban en  prenda  á  sus  mujeres,  para  indicarles  que  les  enco- 
mendaban las  cosas  domésticas.  Los  cristianos  conservaron 
este  uso,  y  hasta  solían  grabar  en  el  anillo  el  signo  de  la  fe. 
En  tiempo  de  Plinio  era  de  hierro  y  sin  piedras;  pero  poco 
después  empezó  á  usarse  de  oro. 

No  deben  confundirse  las  arras  con  las  penas  pecunia  - 
fias  que  estipularon  alguna  vez  los  contrayentes  para  el 
caso  de  que  uno  de  ellos  violase  su  palabra;  y  decimos  al- 
guna vez,  porque  luego  se  reprobó  semejante  estipulación 
penaly  no  debiendo  admitirse  ésta  en  aquellos  ca:os  en  que 
tampoco  se  admite  la  obligación  del  interés. 

De  los  esponsales  nacen  varios  efectos.  1.^  La  obligación 
de  contraer  matrimonio,  pues  los  esposos  deben  cumplir  lo 
que  han  prometido,  tanto  más  cuanto  que  desde  el  otorga- 
miento de  dicho  contrato  se  deben  fidelidad;  esto  es,  no  se 
pertenecen,  porque  su  cuerpo  lo  deben  al  otro.  2.**- El  impe- 
dimento dirimente  de  pública  honestidad.  3.^  Un  impedi- 
menta impediente  respecto  de  cualquier  otra  unión. 

Por  derecho  romano  no  producían  los  esponsales  acción 
alguna,  ni  tenían  consecuencia  las  cláusulas  penales  que, 
como  accesorias,  se  ponían  en  ellos.  Todo  se  reducía  á  la 
pérdida  de  las  arras  por  parte  del  que  sin  causa  rescindía 
el  contrato.  Pero  la  Iglesia  les  dio  desde  un  principio  gran- 
dísimo valor,  especialmente  si  se  habían  contraído  con 
ósculo  y  bendición  sacerdotal^  y  con  arreglo  á  esta  discipli- 
na los  Emperadores  cristianos  empezaron  á  imponer  penas 
á  los  desposados  que  no  querían  cumplir  su  palabra.  En 
Oriente,  donde  se  da  todavía  el  ósculo,  y  donde  recibían 
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los  esposos  la  bendición  sacerdotal,  se  miró  como  un  adul- 
terio la  violación  del  vínculo  esponsalicio.  Para  atenuar  sin 
duda  este  rigor,  procuró  León  el  Filósofo  aproximar  todo 
lo  posible  los  esponsales  solemnes  al  matrimonio  verdade- 
ro, mandando  que  no  se  bendijesen  los  de  los  impúberes, 
Alejo  Comneno  decidió  también  que  los  contraídos  con  el 
sello  de  la  bendición  sacerdotal  equivaldrían  al  matrimo- 
nio, al  paso  que  los  celebrados  sin  dicho  requisito  y  antes 
de  la  edad  prefijada,  no  producirían  más  que  los  efectos  de 
los  antiguos. 

n 

Son  los  esponsales  un  contrato  que  celebran  los  esposos,' 
y  conforme  á  la  esencia  de  todos  los  contratos,  es  indispen- 
sable que  preceda  el  libre  consentimiento  de  las  partes. 

Se  opone  á  este  consentimiento  el  error,  la  fuerza  y  el 
miedo;  si  bien,  en  sentir  de  algunos  canonistas,  aunque  se 
celebren  bajo  la  influencia  de  cualquiera  de  estas  causas,  si 
cesan  después  y  los  contrayentes  se  ratifican,  los  esponsales 
se  revalidan  también.  Pero  esto  es  debido  no  sólo  á  la  cesa- 
ción de  la  causa,  sino  á  la  ratificación  del  contrato  en  época 
que  puede  manifestarse  libremente  la  voluntad. 

Las  cualidades,  por  tanto,  que  el  derecho  exige  para  el 
valor  de  los  esponsales,  son  las  siguientes:  1.*,  que  la  pro- 
mesa sea  seria  y  verdadera;  2.*,  que  sea  deliberada;  3.*,  que 
se  manifieste  con  palabras  ú  otros  signos  exteriores  equiva- 
lentes; 4.*,  que  sea  mutua  y  aceptada  por  ambas  partes;  5.*, 
que  las  personas  sean  hábiles. 

Ahora  bien,  dadas  estas  condiciones  esenciales  para  la 
eficacia  del  contrato  de  esponsales^  ¿podrá  afirmarse  que 
consiente  el  que  calla? 

He  aquí  una  cuestión  que  presentan  algunos  canonistas; 
quiénes  se  deciden  por  la  afirmativa,  fundándose  en  el  prin- 
cipio de  que  el  que  calla  otorga;  quiénes  otros  sostienen  la 
negativa,  invocando  á  su  vez  el  otro  principio  de  que  el  que 
calla  nada  dice;  esto  es,  ni  otorga  ni  niega. 


11 

El  ilustre  profesor  de  esta  asignatura  en  la  Universidad 
literaria  de  Sevilla,  Dr.  D.  José  Mateos  Gago,  mi  querido  y 
antiguo  compañero,  se  inclina  á  la  primera  opinión.  Dice  en 
apoyo  de  la  misma,  que  el  que  calla  otorga,  cuando  el  ne* 
gocio  es  favorable,  y  si  la  mujer  calla  al  recibir  las  arras 
que  le  ofrece  su  esposo,  claro  es  que  consiente. 

En  efecto,  uno  y  otro  principio  es  exacto;  pero  hay  ne- 
cesidad de  fijarse  para  su  aplicación  en  las  personas,  sus 
condiciones  y  circunstancias  de  tiempo  y  lugar;  así,  pues, 
unas  veces  podrá'  afirmarse  que  el  que  calla  otorga;  otras, 
que  nada  dice,  y  aun  algunas  que  niega. 

Elxaminemos,  por  último,  las  penas  en  que  incurren  los 
que  faltan,  sin  causa  legítima^  á  la  fe  prometida. 

La  Iglesia  miró  siempre  mal  á  los  esposos  que  incurrían 
en  un  olvido  semejante;  mucho  más  si  había  intervenido  en 
el  acto  juramento;  pues  unas  veces  los  sujeta  á  penitencia 
por  tres  años,  otras  les  impone  la  pena  de  excomunión,  con- 
siderando también  el  hecho  en  ciertas  ocasiones  como  una 
especie  de  sacrilegio,  y  en  otras  como  un  adulterio. 

Este  rigor  se  muestra  todavía  más  en  una  Decretal  de 
Alejandro  III,  que  se  inserta  en  el  capítulo  X  de  las  de  Gre- 
gorio rX,  en  la  cual  se  previene  al  Obispo  de  Poitiers  que 
amoneste  al  esposo  renitente,  y  si  no  accediese  ó  asintiera 
con  las  amonestaciones,  le  obligue  y  compela  con  censuras 
eclesiásticas,  al  menos  que  obste  alguna  justa  y  razonable 
causa. 

En  otra  Decretal,  empero^  de  Lucio  III,  expedida  al  año 
siguiente,  é  inserta  también  en  el  capítulo  XVII  de  las  de 
Gregorio  IX,  se  mitiga  algún  tanto  este  rigor,  pues  se  aboga 
en  favor  de  la  libertad  de  los  matrimonios  y  felicidad  de  los 
cónyuges,  diciendo  que  la  esposa,  en  caso  de  resistencia,  más 
bien  sea  amonestada  que  obligada. 

La  contradicción  que  se  advierte  entre  ambas  Decretales 
no  puede  salvarse,  en  sentir  de  Golmayo,  diciendo  que  la 
posterior  en  fecha  y  en  el  orden  con  que  está  colocada  de- 
rogue la  anterior,  porque  las  dos  están  en  el  cuerpo  del  de- 
recho, recogidas  por  un  mismo  compilador,  y  publicadas  por 
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Gregorio  IX;  así  es,  que  en  concepto  de  aquel  canonista  de- 
ben conciliarsey  teniendo  presente  el  espíritu  de  cada  Decre- 
tal. Este,  á  su  juicio,  no  pudo  ser  otro  sino  el  que  el  juez 
eclesiástico  oblígase  aun  con  censuras  á  contraer  matrimo- 
nio, cuando  la  resistencia  no  fuese  obstinada  ni  se  temiese 
de  esta  unión  un  tanto  forzada,  funestos  resultados;  si,  por 
el  contrario,  la  repugnancia  al  matrimonio  fuese  muy  ex- 
tremada, y  se  temiese  que  había  de  ser  causa  de  disgustos 
graves  y  duraderos,  en  tal  caso  únicamente  es  cuando  d^ebe 
amonestárseles  para  evitar  mayores  males. 

Verdad  es,  que  en  tales  apreciaciones  no  es  del  todo  ori- 
ginal, pues  ya  antes  las  emitieron  algunos  otros  canonistas 
y  teólogos.  Pero  las  razones  que  aduce,  aunque  de  valía,  no 
producen  el  convencimiento.  ¿Qué  reglas  pueden  seguirse 
para  temer  ó  no  de  una  unión,  que  en  todo  caso  siempre  es 
algo  forzada?  No  basta  consignar  principios  teóricos;  es  ne- 
cesario que  éstos  sean  posibles  en  la  práctica. 

Por  otra  parte,  no  es  cierto  que  exista  tísa  contradicción 
de  que  hablan  los  autores,  pues  Alejandro  III  se  refiere  al 
varón,  mientras  Lucio  III  se  limita  á  la  mujer.  En  una  pa- 
labra, no  hay  igualdad  en  los  casos;  se  trata,  pues,  de  dos 
cosas  distintas.  En  efecto,  se  pregunta  á  Lucio  III  qué  cen- 
sura debe  imponerse  á  la  mujer  que,  faltando  á  la  fe  pro- 
metida, no  quiere  contraer  el  matrimonio,  y  contesta  el  sa- 
bio Pontífice  que  ninguna,  porque  el  matrimonio  debe  ser 
libre;  así  es,  que  más  bien  sea  amonestada  que  obligada:  y 
la  razón  es  bien  obvia,  pues  la  mujer,  efecto  de  la  debilidad 
de  su  carácter,  era  fácil  que,  por  temor  á  la  censura,  acce- 
diese al  matrimonio  contra  su  voluntad,  y  fuese  mala  espo- 
sa y  peor  madre. 

He  aquí  cómo  se  concillan  ambas  Decretales,  pues  Ale- 
jandro III  se  refiere  al  varón  que  no  se  intimida  con  ame- 
nazas ni  amonestaciones,  y  Lucio  III  á  la  mujer,  que  por 
razón  de  su  sexo,  se  intimida  muchas  veces  á  la  más  leve 
amenaza. 
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No  pueden  contraer  esponsales  las  personas  <|ue  se  en- 
cuentran comprendidas  en  los  siguientes  casoer:  1.^  Loa  que 
no  pueden  consentir  por  falta  de  conocimiento,  como  los 
locos,  mentecatos,  etc.  2.^  Los  infantes  que  no  han  cumplido 
siete  años.  Los'que  han  cumplido  ya  esta  edad  pueden  cele* 
brarlos,  siempre  que  sus  padres  consientan  ó  por  lo  menos 
no  disientan;  pero  quedando  en  libertad  de  separarse  de  ellos 
ó  ratificarse  cuando  llegaren  á  púberes.  Si  son  mayores  de 
catorce  años  los  varones,  y  de  doce  las  hembras,  pueden 
hacerlo  con  el  consentimiento  de  sus  padres;  mas  sí)  los  ce- 
lebran sin  este  requisito  son  válidos,  aunque  ilicitos.  Igual- 
mente los  padres  otorgaban  esponsales  por  sus  hijos  impú- 
beres, viéndose  éstos  obligados  á  su  cumplimiento  cuando 
llegaban  á  la  pubertad;  por  lo  que  Bonifacio  VIII  derogó 
este  derecho,  estableciendo  que  los  esponsales  asi  celebra- 
dos no  obligasen  á  los  hijos,  sino  luego  que  consintiesen  en 
ellos  expresa  ó  tácitamente.  3.^  Los  que  tienen  algún  impe- 
dimento dirimente,  6  impediente,  con  tal  que  sea  perpetuo; 
así,  pues,  no  valdrían  los  esponsales  celebrados  entre  pa- 
rientes bajo  la  condición  de  si  dispensase  el  Romano  Pontí- 
fice el  impedimento,  porque  ya  sirve  de  base  al  contrato  la 
derogación  de  la  ley,  y  es  necesario,  como  afirma  Berardi, 
que  la  capacidad  para  tos  contratos  se  tenga  en  el  acto  de 
su  otorgamiento.  Ahora,  si  el  impedimento  es  impediente,. 
y  no  perpetuo,  v.  gr.,  el  voto  de  castidad  por  dos  años,  en- 
tonces bien  pueden  celebrarse  los  esponsales,  desde  luego, 
por  más  que  no  pueda  pedirse  su  cumplimiento  hasta  trans-^ 
currido  aquel  tiempo.  4.*'  Tampoco  pueden  celebrarle  los 
que  están  ligados  con  un  vínculo  perpetuo,  como  los  casa- 
dos, para  el  caso  de  viudez;  pues  sería  inmoral  y  peligroso 
pensar  en  la  celebración  de  otro  matrimonio  subsistiendo 
aun  el  primero. 
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IV 

Si  examinamos  el  tít.  I,  libro  III  del  Fuero  Juzgo,  nos 
encontramos  con  la  ley  3/,  que  dice:  «Establecemos  que 
después  que  andar  el.preiteamiento  de  las  bodas  ante  testi- 
monios entre  aquellos  que  se  quieren  desposar,  6  entre  sus 
padres,  ó  entré  sus  propinquos,  é  la  sortiia  ftiere  dada  é  re- 
cibida por  nombre  de. arras,  maguer  que  otro  escripto  non 
sea  ende  fecho,  por  nenguna  manera  el  prometimiento  non 
sea  crebantado,  ni  nenguna  de  las  partes  non  pueda  mudar 
el  pleyto,  si  el  otra  parte  non  quisiere;  mas  las  bodas  sean 
fechas,  é  los  arras  sean  complidas  segund  cuerno  es  pley- 
teado.» 

Vemos,  pues,  por  la  citada  ley,  que  en  tiempo  de  la  Espa- 
ña goda  se  hacían  los  esponsales  con  escritura  ó  delante  de 
testigos,  entregándose  también  el  anillo  ó  sortija  á  la  esposa, 
y  que  una  vez  verificado  esto,  no  podía  de  ninguna  manera 
quebrantarse  la  promesa  ó  romperse  el  contrato,  si  la  otra 
parte  no  prestaba  su  asentimiento. 

En  el  Código  inmortal  del  Rey  Sabio,  se  consagra  igufd- 
mente  á  los  desposorios  el  tít.  I  de  la  Part.  4.*^,  que  contiene 
doce  leyes,  pero  de  éstas  sólo  haremos  mérito  de  las  más 
principales  á  nuestro  objeto.  En  la  primera,  se  definen  los 
esponsales,  diciendo  que  son:  «el  prometimiento  que  fazen 
los  omes  por  palabra,  quando  quieren  casar».  La  segunda, 
explica  las  diferentes  maneras  de  otorgar  dicho  contrato.  En 
la  sexta,  se  dice  que  «.desposar  se  pueden,  también  los  varo- 
nes como  las  mujeres,  desde  que  ovieren  siete  años,  porque 
estonce  comienzan  á  aver  entendimiento,  e  son  de  edad,  que 
les  plaze  las  desposajas.  E  si  ante  desta  edad  se  desposassen 
algunos,  ó  f  iziessen  el  desposorio  sus  parientes  en  nome  de- 
Uos,  seyendo  amos,  ó  uno  dellos,  menor  de  siete  años,  non 
valdría  ninguna  cosa  lo  que  fiziessen;  fueras  ende  si  desque 
passassen  esta  edad,  les  pluguiesse  lo  que  avien  fecho,  é  lo 
consintiessen » 

La  ley  séptima,  enseña  que  «apremiar  pueden  los  Obis- 
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pos,  ó  aquellos  que  tienen  sus  logares,  á  los  desposados,  que 

cumplan  el  casamiento Ca  los  que  prometen  que  casaran 

uno  con  otro,  ténudos  son  de  lo  complii*;  fueras  ende,  si  al- 
guno dellos  pusiesse  ante  si  escusacion  alguna  derecha,  atal 
que  deviesse  valer.  E  si  tal  escusa  ncm  oviesse,  puedenlo 
apremiar  por  sentencia  de  Sancta  Eglesia,  fasta  que  lo  cum« 
pía > 

La  ley  octava,  fija  las  razones  que  pueden  existir,  para 
que  dejen  de  cumplirse  los  desposorios.  De  las  nueve  que 
señala,  citaremos  únicamente  la  séptima,  que  dice:  «si  algu- 
no se  despossase  por  palabras  que  demuestran  el  tiempo 
que  es  por-  venir;  é  después  desso  se  despossasen  alguno 
dellos  con  otro,  ó'  con  otra,  por  palabras  de  presente:  ca 

desfazense  las  primeras  desposajas^  e  valen  las  segundas 

porque  mas  fuerza  ha,  e  mas  liga,  el  casamiento  que  se  f aze 
después,  que  las  desposaja^  que  fueron  fechas  primeramen- 
te  Mas  si  algunos  se  despossasen  simplemente,  sin  jura 

ninguna,  por  palabras  del  tiempo  que  es  por  venir;  e  des- 
pués desto  algunos  dellos  se  despossase  en  essa  misma  ma- 
nera con  otro,  ó  con  otra,  e  le  jurasse  que  lo  cumplirla, 
como  quier  que  algunos  cuidarían,  que  el  segundo  desposo- 
rio -devia  valer,  por  la  jura  que  le  fue  fecha  en  el,  demás 
que  en  el  primero,  non  es  assi:  ca  seyendo  fecho  desta  gui- 
sa, el  primero  deve  valer,  e  non  el  segundo;  e  puedenlo 
apremiar,  que  lo  cumpla.  E  esto  es,  porque  la  jura  que  el 
ornó  faze  sin  derecho,  non  liga  de  manera,  que  sea  tenudo 
déla  guardar » 

Luego  vienen  las  leyes  de  Toro,  y  observamos  en  la  52 
que  todavía  estaba  en  uso  el  beso  entre  los  desposados,  pues 
en  ella  se  dice:  «Qualquier  esposa,  ora  sea  de  presente,  ora 
sea  de  futuro  suelto  el  matrimonió  gane  si  el  esposo  la  ovie- 
re  besado,  la  mitad  de  todo  lo  que  el  esposo  la  oviere  dado, 
antes  de  consumado  el  matrimonio,  ora  sea  6  no  preciso;  y 
8i  no  la  oviere  besado,  no  gane  nada  de  lo  que  la  oviere 
dado,  y  tómese  á  los  herederos  del  esposo;  pero  si  cualquie- 
ra dellos  muriere  después  de  consumado  el  matrimonio,  que 
la  mujer  y  sus  herederos  ganen  todo  lo  que  seyendo  despo- 
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sados  le  ovo  el  esposo  dado,  non  aviendo  arras  en  el  tal  ca- 
samiento 7  matrimonio » 

Publicanse  después  las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación^ 
j  en  su  libro  X,  título  II,  leemos  varias  disposiciones  relati- 
vas á  este  mismo  objeto.  Por  la  pragmática  dé  23  de  Marzo 
de  1776,  que  es  la  ley  9.*,  se  exige  el  consentimiento  oatemo 
para  la  contracción  de  esponsales  y  matrimonio  porros  hi- 
jos de  familia,  como  también  real  licencia  respecto  de  las 
personas  que,  aunque  mayores  de  edad,  tengan  obligación 
de  solicitarla.  Igualmente  se  previene  en  la  ley  13.*  que  los 
individuos  de  colegios,  seminarios,  etc.,  no  puedan  contraer 
esponsales  sin  licencia  de  sus  superiores.  Por  la  ley  17.*  se 
manda  que  no  deben  admitirse  en  los  tribunales  eclesiástí- 
eos  demandas  de  esponsales  celebrados  sin  el  consentimien- 
to paterno.  Y,  por  último,  en  la  ley  18.*  se  ordena  que  en 
ningún  tribunal  eclesiástico  ni  secular  se  admitan  deman- 
das de  esponsales,  si  no  es  que  sean  celebrados  por  personas 
habilitadas  para  contraer  por  sí  mismas,  y  prometidos  por 
escritura  pública;  y  en  este  caso  se  proceda  en  ellos,  no 
como  asuntos  criminales  ó  mixtos,  sino  como  puramente 
civiles. 

Esto  no  obstante,  siempre  se  consideró  por  los  canonis- 
tas que  el  contrato  de  esponsales,  aunque  no  se  redujese  á 
escritura  pública,  producía  el  impedimento  de  pública  ho- 
nestidad; y  aun  muchos  han  entendido  que  también  son  vá- 
lidos en  el  fuero  externo  eclesiástico,  por  más  que  no  lo 
sean  en  el  civil. 

Se  fundaban  para  ello  en  que  el  contrato  de  esponsales 
era  na  sólo  civil,  sino,  canói^ico,  porque,  como  dijo  Pío  VI 
en  su  Bula  Auctorem  fideij  el  acto  que  precede  al  matrimo- 
nio tiene  que  ser  de  su  misma  naturaleza;  y  esta  Bulase 
mandó  imprimir  y  publicar  en  todos  los  dominios  de  Espa- 
ña, por  Real  orden  del  Sr.  D.  Carlos  IV,  pu  fecha  10  de  Di- 
ciembre de  1803,  inserta  en  circular  del  Consejo  de  9  de 
Enero  de  1801,  que  es  la  ley  22.*,  título  I,  libro  I  de  la  No- 
vísima Recopilación. 

En  los  tiempos  actuales,  ya  no  puede  decirse  lo  mismo. 
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porque  el  art.  3.®  de  la  ley  de  matrimonio  civij  no  les  reco- 
noce efecto  alguno;  he  aquí  su  texto  literal:  «Tampoco  pro- 
ducirán obligación  civil  la  promesa  de  futuro  matrimonio, 
cualesquiera  que  sean  la  forma  y  soFemnidades  con  que  se 
otorgue,  ni  .las  cláusulas  penales,  ni  cualesquiera  otras  que 
en  ellas  se  estipulen.» 

Es  visto,  por  tSÉi^to,  que  la  citada  promesa  no  produce  ac- 
tualmente más  efectos  que  los  canónicos. 

Pero  para  ello  se  requiere  en  España,  según  reciente  de- 
claración de  la  Sagrada  Congregación  del  Concilio,  que  se 
reduzca  á  escritura  pública. 

De  esta  manera  han  quedado  ya  terminadas  las  distintas 
opiniones  de  los  autores.  ^ 

En  efecto,  contestando  la  Sagrada  Congregación  del  Con- 
cilio en  31  de  Enero  de  1880  á  una  consi}lta  de  la  diócesis 
de  Plasencia,  se  sirvió  resolver  que  en  España  son  nulos  los 
esponsales  que  no  están  autorizados  con  escritura  publica. 

De  aquí,  que  el  Excmo.  ó  limo.  Sr.  Arzobispo  de  Tarra- 
gona dijese  á  sus  párrocos,  en  circular  de  10  de  Mayo  del 
mismo  año,  que  en  España  son  nulos  in  utroque  foro  los  es- 
ponsales sin  escritura  pública;  y  que,  por  tanto,  faltando 
este  requisito,  no  producen  obligación  de  conciencia,  ni 
impedimento  de  pública  honestidad,  ni  pueden  ser  aten- 
didas las  reclamaciones  que  se  funden  en -dichos  espon- 
sales. 

Debemos,  por  último,  advertir:  que  en  las  disposiciones 
comunes  á  las  dos  formas  de  matrimonio,  que  reconoce  el 
vigente  Código  civil,  en  su  art.  43,  se  dice  lo  siguiente: 
«Los  esponsales  de  futuro  no  producen  obligación  de  con- 
traer matrimonio.  Ningún  tribunal  admitirá  demanda  en 
que  se  pretenda  su  cumplimiento.» 

T  luego  dice  el  art.  44:  «Si  la  promesa  se  hubiese  hecho 
en  documento  público  ó  privado  por  un  mayor  de  edad,  ó 
por  un  menor.  Asistido  de  la  persona  cuyo  consentimiento 
sea  necesario  para  la  celebración  del  matrimonio,  ó  si  se 
hubiesen  publicado  las  proclamas,  el  que  rehusare  casarse, 
sin  justa  causa,  estará  obligado  á  resarcir  á  la  otra  parte 
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loó  gastos  que  hubiese  hecho  por  razón  del  matrimonio  pro- 
metido. 

.  La  acción  para  pedir  el  resarcimiento  de  gastos,  á  que 
se  refiere  el  párrafo  anterior,  sólo  podrá  ejercitarse  dentro 
de  un  año,  contado  desde  el  día  de  la  negativa.á  la  celebra- 
ción del  matrimonio.» 

Y  en  verdad  que  estas  disposiciones  .referentes;  según  el 
Código,  lo  mismo  al  matrimonio  canónico  que  al  civil,  pug- 
nan de  una  manera  visible  y  manifiesta  con  lo  determinada 
en  el  art.  75  del  mismo  Código^  el  cual  previene  que  los  re- 
quisitos, forma  y  solemnidades  del  matrimonio  canónico  se 
regirán  por  las  disposiciones  de  la  Iglesia  católica  y  del 
Santo  Concilio  de  Trento.    ^  ^ 

Los  esponsales  se  disuelven  por  varias  causas:  1.*  Por  el 
mutuo  consentimiento  de  las  partes  si  son  púberes;  pues 
todo  contrato  rescindible  se  disuelve  por  las  mismas  causas 
que.  le  dieron  existencia:  si  fuesen  impúberes  no  pueden  di- 
solverlos basta  que  lleguen  á  la  pubertad  (1).  2.*  Por  la 
mudanza  da  estado,  como  haciendo  profesión  relig:iosa,  re- 
cibiendo órdenes  ó  contrayendo  matrimonio  con  otra  per- 
sona. Tiene  su  fundamento  en  que  todo  puede  hacerse  por 
mejor  bien.  Conviene,  empero,  advertir  que  en  caso  de  ca- 
samiento, muerto  el  cónyuge,  revive  la  obligación  de  los 
esponsales,  y  el  derecho  de  la  parte  burlada  para  pedir  su 
cumplimiento  (2).  Por  el  ingreso  en  religión  antes  de  la 
profesión,  queda  libre  la  otra  parte;  y  lo  mismo  puede  de- 
cirse cuando  se  reciben  órdenes  menores.  3.*  Si  sobreviene 
á  los  esponsales  un  impedimento  dirimente,  bien  que  la 
parte  culpable  está  obligada  á  solicitar  la  dispensa,  si  la 
otra  reclama  (3).  4.^  Por  notable  mudanza  en  los  bienes  del 
cuerpo,  del  alma  ó  de  fortuna;  pues  que,  según  derecho,  se 
presume  que  este  contrato  entraña  la  condición  de  que  las 
cosas  permanezcan  en  el  mismo  estado  (4).  Se  entiende  mu- 


(1)  Cap.  II,  de  SponscU,;  cap.  I,  de  Begulia  jurÍ8\  cap.  VIII,  de  Des- 
ponsat  ithpub. 

(2)  Cap.  XVI,  XXU,  et  XXXI,  de  Sp<m«a/¿6ii«. 

(3)  Dedtidtur,  cap.  XXV,  de  Regulis  juris,  in  Sextj. 

(4)  Cap.  XXV,  Jurejiírando;  cap.  III,  de  Conjtigio  leprosontrn. 
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^anza  «n  el  cuerpo  cuando  sobreviene  algún  vicio  en  el 
mismo,  6  cierta  enfermedad  de  imposible  6  difícil  cura- 
ción, V.  gr,,  la  lepra,  parálisis,  mal  venéreo,  falta  de  un  ojo 
6  de  los  dos,  del  brazo  ú  otro  miembro,  y  toda  deformidad 
notable.  En  orden  al  alma  ó  á  las  costumbres,  sería  sufi- 
ciente causa  de  desistimiento  si  se  descubriese  que  uno  de 
los  esposos  era  impío,  hereje,  ebrio,  jugador  de  profesión, 
de  vida  deshonesta  ó  criminal;  si  entre  ellos  ó  sus  padre  y 
sobreviniese  grave  enemistad,  al  extremo  de  temerse  pru- 
dentemente que  el  matrimonio  tenga  funestos  resultados;  si 
se  averigua  que  la  desposada  que  se  creía  virgen  ha  sido 
corrompida,  ó  que  el  hombre  tie'he  amistad  ilícita  con  pros- 
titutas ó  tenido  hijos  ilegítimos.  Es  de  advertir,  sin  embar- 
go, que  la  Decretal  de  Inocencio  III  habla  únicamente  de  la 
fornicación  de  la  mujer  posterior  á  los  esponsales;  pero  los 
intérpretes,  atendiendo  á  su  est)íritu,  la  extienden  también 
al  esposo,  puesto  que  falta  á  la  fe  prometida.  Si  la  fornica- 
ción de  la  mujer,  ha  sido  anterior  al  contrato  de  esponsales 
no  es  causa  de  la  disolución  del  mismo,  al  menos  que  el  es- 
poso ignorase  semejante  hecho,  porque  si  bien  la  mujer  no 
falta  en  e3te  supuesto  á  la  fe  que  prometió,  viene  ya  man- 
chada al  matrimonio.  La  fornicación  anterior  del  varón  no 
los  disuelve,  porque  en  él  no  es  infamante  ni  trae  las  con- 
secuencias que  tratándose  de  la  mujer.   Con  respecto  á  la 
fortuna,  sería  suficiente  causa,  si  uno  de  los  esposos  hubie-  ' 
se  sufrido,  después  de  los  esponsales,  grave  quebranto  ó 
pérdida  en  sus  bienes,  si  se  negase  la  dote  estipulada  de 
parte  de  la  mujer,  etc.;  porque  se  presume,  como  dicho  es, 
que  se  contrajo  el  enunciado  contrato  bajo  la  condición  de 
rebus  ita  stantibtés:  mas  si  el  esposo,  después  de  la  mudanza, 
<sonociese  carnalmente  á  la  esposa,  se  considera  que  renun- 
cia á  su  derecho  y  que  ratifica  los  esponsales.  5.*  Si  uno  de 
los  contrayentes  deja  transcurrir  sin  causa  el  tiempo  fijado 
para  el  cumplimiento  de  su  promesa,  queda  el  otro  en  liber- 
tad para  retractarse.  6.*  Por  ausencia  larga  é  injusta  de  al- 
gvaxo  de  los  esposos  sin  noticia  ni  consentimiento  del  otro  (1). 

(1)     Cap.  V,  de  Sponsalibiis  et  matrim. 
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Por  derecho  romano  se  fijaban  dos  años  para  esperar  al  au- 
senté,  si  estaba  dentro  de  la  proyincia,  y  tres  si  estaba  f  ñera; 
pero  por  derecho  canónico  no  se  señala  plazo  alguno,  que- 
dando, por  consiguiente,  al  arbitrio  del  juez.  Suele  distín' 
guirse  para  esto,  según  Engel,  entre  la  ausencia  por  causa 
necesaria  y  voluntaria:  si  es  necesaria  hay  obligación  de  es- 
perar siempre;  si  es  voluntaria,  pero  justa  y  racional,  dos 
años  en  la  provincia  y  tres  fuera,  opinión  que  fundan  varios 
autores  en  que  el  derecho  civil  suple  al  canón'co  en  los  ca- 
sos que  éste  no  tiene  resueltos.  Si  la  ausencia  fué  injusta  y  á 
tierras  lejanas,  sin  esperarse  su  pronto  r^reso,  entendemos 
que  la  parte  burlada  queda  desde  luego  en  libertad  para 
contraer  nuevos  esponsales  con  disílnta  persona.  7.*  Produ- 
ce también  su  disolución  la  dispensa  Pontificia,  por  más  que 
ésta  únicamente  se  concede  en  graves  casos,  v.  gr.,  por  in- 
terés público. 

Los  esponsales  se  disuelven  ipso  faeto  ó  por  declaración 
judicial.  Tiene  lugar  lo  primero  cuando  la  causa  de  la  diso- 
lución consiste  en  un  hecho  claro  y  evidente,  como  la  pro- 
fesión religiosa,  el  haber  contraído  matrimonio  con  otra 
persona,  etc.  Hay  lugar  á  lo  segundo,  cuando  existiendo 
contradicción  entre  los  esposos,  hay  necesidad  de  apreciar 
los  motivos  que  respectivamente  alegan,  como  sucedería 
tratándose  del  cambio  de  costumbres,  pérdida  de  bienes,  etc. 

Ahora  bien,  como  los  esponsales  pueden  disolverse  ipso 
/acto,  de  aquí  que  digan  los  regalistas,  que  siendo  una  cues- 
tión d9  hecho  corresponde  su  *  conocimiento  al  Príncipe,  ó 
mejor  dicho  al  Juez  civil. 

Pero  las  cosas  espirituales  no  pueden  conocerse  por  la 
autoridad  pública  secular,  y  por  esto  es  el  único  competente 
el  Juez  eclesiástico. 

La  doctrina  regalista  no  sólo  está  condenada  por  la  Bula 
Auctorem  fidei,  sino  también  por  el  Santo  Concilio  Triden- 
tíno,  el  cual  dispuso  lo  siguiente:  «Si  alguno  dijere  que  las 
causas  matrimoniales  no  pertenecen  á  los  jueces  eclesiásti- 
cos, sea  excomulgado»  (1). 

1)    Can.  XII,  Ses.  XXIV. 


CAPÍTULO  II 


I.  Proclamas:  origen  de  esta  disciplina  y  su  uso  antes  del  siglo  XIII: 
disposiciones  posteriores,  y  muy  especialmente  las  del  Decreto  del 
Concilio  Tridentino  en  este  punto. — 11.  Si  pueden  hacerse  en  los 
días  en  que  se  suprimió  la  obligación  de  oir  misa:  obligación  que 
todos  tienen  de  manifestar  á  la  Iglesia  los  impedimentos  que  su- 
pieren. — III.  Casos  de  dispensa:  requisitos  necesarios  para  ella: 
quién  la  puede  otorgar. 


Las  proclamas  ó  amonestaciones  se  definen  diciendo:  que 
son  publica  denunciación  de  los  esponsales.  Consisten  en  la 
manifestación  que  el  Párroco  hace  al  pueblo  reunido  en  la 
iglesia,  de  las  personas  que  quieren  contraer  matrimonio, 
con  el  objeto  de  evitar  que  se  celebre  si  existiese  algún  im- 
I)edimento.  i 

Estas  proclamas  se  conocieron  también  con  los  nombres 
de  pregones  y  bandos,  especialmente  en  Francia,  donde,  se* 
^án  algunos  autores,  estuvieron  ya  en  uso  en  el  siglo  v.  Sea 
,  de  esto  lo  que  quiera,  ello  es  lo  cierto  que  desde  los  prime- 
iros  siglos  acostumbraron  los  cristianos  á  verificar  sus  ma- 
trimonios ante  la  Iglesia,  preguntando  previamente  el  pres- 
bítero á  los  presentes  si  existía  algún  impedimento;  y  aun 
cuando  en  muchos  lugares  se  omitió  en  los  siglos  medios 
^sta  costumbre,  es  indudable  que  volvió  á  reproducirse  en 
Francia  en  la  época  de  las^apitulares;  así  es  que  en  el 
siglo  XII  fueron  ya  muy  conocidas  las  proclamas  en  varias 
provincias  de  aquel  territorio,  Pero  cuando  se  establecieron 
4)omo  ley  general  de  la  Iglesia  fué  en  el  Concilio  IV  de  Le- 


22 

trán,  celebrado  bajo  Inocencio  III  en  el  año  de  1216.  En*, 
dicho  sínodo  se  dio  el  decreto  siguiente:  «  üt  cum  matrimo^ 
nia  fuerint  (¡ontrahenda^  in  Ecclesiis  per  Presbyteros,  publice- 
proponantur,  competenti  termino  praefinito:  ut  intra  illum, 
qui  valueritf  et  váltierit  Ugitimum  impedimentum  opponcdr,  et 
ipsi  Presbyteri  nihilominua  investigent,  utrum  aliquod  impe- 

dimentum  obsistat »  (1). 

No  se  fijaron,  empero,  ni  cuántas  veces,  ni  en  qué  días^ 
ni  en  qué  clase  de  festividad  habían  de  manifestar  los  pres- 
bíteros en  las  iglesias  los  matrimonios  que  intentaran  con- 
traerse. 

Por  otra  parte,  este  decreto  del  Lateranense  llegó  á  des- 
usarse con  el  transcurso  del  tiempo,  y  esto  dio  lugar  á  la. 
reforma  que  se  hizo  en  el  Santo  Concilio  de  Trento. 

Mas  antes  se  dispuso  en  el  Salmanticense  del  año  1335: 
«que  las  amonestaciones  contenidas  en  el  derecho  se  hagan 
del  modo  siguiente:  que  los  contrayentes  ó  vengan  á  la  Igle- 
sia ó ,  esto  es,  que  las  referidas  amonestaciones  se  pu- 
bliquen por  el  presbítero  en  la  misa,  ó  en  la  hora  acostum- 
brada para  ellas,  en  presencia  del  pueblo,  según  está  man- 
dado.» 

El  Concilio  de  Trento,  después  de  recordar  el  decreto- 
del  de  Letrán,  acordó  las  siguientes  disposiciones:  1.*^  Que 
antes  de  contraerse  el  matrimonio  lo  anuncie  el  cura  propia 
de  los  contrayentes.  2.*  Que  la  publicación  tenga  lugar  en 
la  Iglesia.  3.*  Que  se  haga  por  tres  veces,  en  tres  días  de 
fiesta  seguidos.  4.^  Que  sea  durante  la  celebración  de  }a 
misa  mayor.  He  aquí  el  decreto  del  Tridentino:  «en  adelan- 
te, primero  que  se  contraiga  el  matrimonio,  proclame  el 
cura  propio  de  los  contrayentes  públicamente  por  tres  ve- 
ces, en  tres  días  de  fiesta  seguidos  en  la  Iglesia,  mientras  se 
celebra  la  misa  mayor,  quiénes  son  los  que  han  de  contraer 

matrimonio »  (2). 

Según  esta  disposición,  las  moniciones  deben  publicarse^ 


(1)  Cap.  III,  de  Clandest  desponaat 

(2)  Cap.  I,  de  Reform,  tnatrím.,  Ses.  XXIV, 
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por  el  propio  párroco,  de  !os  contrayentes,  esto  es,  por  el 
párroco  ante  el  cual  debe  contraerse  el  matrimonio;  pero  si 
cada  uno  de  aquellos  son  de  distinta  parroquia,  la  publica- 
ción 46be  hacerse  en  ambas,  como  previene  el  Ritual  Ro- 
mano. Si  hubiesen  tenido  varios  domicilios,  deberá  anun- 
ciarse el  matrimonio  en  todos  ellos,  aunque  en  este  particu- 
lar deberá  estarse  á  la  práctica  de  las  curias  ó  costimibres 
de  las  diócesis. 

También  se  previene  que  la  publicación  tenga  lugar  en 
tres  días  de  fiesta;  pero  cómo  los  días  festivc  s  eran  de  foro 
y  coro  y  de  coro  únicamente,  es  decir,  unos  en  que  hay 
obligación  de  oir  misa  y  no  trabajar,  y  otros  en  que  se  pue- 
de trabajar,  si  bien  oyendo  misa,  se  ofreció  la  duda  de  si 
deberían  hacerse  las  proclamas  sólo  en  los  días  de  fiesta  en- 
tera ó  también  en  los  d^  coro;  mas  como  quiera  que  el  Con- 
cilio sólo  se  propuso  dar  publicidad  al  matrimonio  para  que 
se  manifiesten  los  impedimentos,  esto  lo  mismo  se  conse- 
guía en  los  días  festivos  de  sólo  oir  misa,  como  en  los  de  no 
trabajar',  de  aquí  que  en  la  práctica  se  verificasen  las  moni- 
ciones tanto  en  unos  como  en  otros  días  (1). 

Igualmente  se  dice  que  la  publicación  se  haga  en  días 
festivos  continuos,  esto  es,  que  una  vez  empezada  no  haya 
interrupción;  pero  esta  continuidad  no  se  entiende  de  ma- 
nera que  vayan  seguidos  inmediatamente  sin  mediar  entre 
ellos  ninguno.de  trabajo,  sino  que  leída  la  primera,  se  lean 
las  otras. en  los  días  festivos  más  inmediatos. 

Entre  la  últiQaa  de  las  proclamas  y  celebración  del  ma- 
trimonio debe  mediar  tiempo  bastante  para  manifestar  al 
párroco  el  impedimento  que  pudiera  haber.  Si  el  tiempo  no 
se  fija  en  las  constituciones  sinodales,  debe  estarse  á  las  cos- 
tumbres recibidas.  En  muchas  diócesis,  incluso  la  nuestra, 
no  se  procede  al  matrimonio  sin  que  haya  transcurrido  por 


(1)  Por  Breve  de  S.  S.  Pío  IX  de  2  de  Mayo  ije  1867,  quedó  deroga- 
da en  España  la  ley  eclesiástica  que  obligaba  oir  misa  los  días  festi- 
voH  (aecnniLariosi.  Ahí,  pues,  hoy  no  existen  en  nuestro  reino  las  festi- 
vi<lades  llamadas  únicamente  de  coro. 
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lo  menos  el  espacio  de  veinticuatro  horas,  después  de  pu- 
blicada la  tercera  moniciói^. 

Obsérvase  igualmente  que,  según  el  Ritual  Romano,  de- 
ben reiterarse  las  proclamas  si  transcurren  dos  meses  des- 
pués de  ellas,  y  no  se  ha  celebrado  el  matrimonio. 

La  Sagrada  Congregación  del  Concilio  tiene,  empero,  ' 
acordado  que  puede  dilatarse  el  santo  vínculo  hasta  cuatro 
meses  después. 

En  vista  de  semejantes  disposic  ones  es  lo  más  seguro  el 
estar  á  las  costumbres  recibidas  en  cada  diócesis. 

Deben,  por  último,  leerse  en  alta  voz  de  modo  que  todos 
entiendan  los  nombres  de  los  contrayentes,  y  los  de  sus  pa- 
dres, origen,  domicilio,  y  demás  circunstancias,  con  arreglo 
á  la  costumbre  ó  estatutos  de  la  respectiva  diócesis. 

Posteriormente  se  mandó  en  el  Concilio  de  Toledo  del 
año  1582,  que  las  proclamas  de  los  que  quieran  contraer 
matrimonio  se  han  de  hacer  en  las  parroquias  de  ambos  con- 
sortes, bien  en  las  que  nacieron,  bien  en  aquella  en  donde  viven 
de^de  mucho  tiempo  atrás,  y  sobre  todo  donde  se  conocen  mejor 
su  estado  y  costumbres,  Y  estas  amonestaciones  publicas  no 
puede  diferirlas  ni  omitirlas  ningún  párroco,  como  no  sea  con 
licencia  de  su  Obispo,  y  no  de  su  Vicario ,  aunque  ^ea  el 
general. 

II 

De  antiguo  se  viene  indicando  la  duda  de  si  pueden  ó  no 
hacerse  las  proclamas  en  los  días  de  iiesta  suprimidos  por 
la  SiUa  Apostólica;  y  decimos  esto,  porque  ya  en  el  año 
de  1780  se  consultó  esta  duda  por  un  Obispo  con  la  Sagrada 
Congregación  del  Concilio,  la  cual  no  quiso  por  entonces 
resolverla,  limitándose  á  decir  en  17  de  Junio  de  aquel  mis- 
mo año,  que  el  Obispo  consultante  resolviera  el  caso,  tenien- 
do presente  las  disposiciones  Tridentinas  sobre  el  particular. 
Y  como  la  mente  del  Santo  Concilio  de  Trento  fué  que  di^ 
chas  moniciones  se 'leyeran  en  tres  días  festivos,  de  aquí  que 
algunos  entiendan  que  no  pueden  tener  lugar  en  las  fiemas 
suprimidas. 


Esto  con  tanto  mayor  motivo,  cuanto  que  consultadn 
nuevamente  d  cha  Sagrada  Congregación  por  el  Obispo  de 
Tudert,  se  declaró  en  19  de  Abril  de  1823,  en  sentido  nega- 
tÍTO,  mandando  á  la  vez  que  se  sujetase  el  consultante  á  lo 
acordado  en  el  Breve  de  1780. 
._  Pero  en  época  más  reciente  aun,  se  volvió  á  consultar 
por  el  Obispo  de  Pineroliensis,  diciéndose  que  en  las  parro- 
quias de  su  diócesis  había  diferente  práctica  sobre  esta  ma- 
taría, y  en  7  de  Abril  de  1862  se  declaró  que  podían  hacerse 
las  proclamas  en  los  días  de  fiesta  suprimidos,  siempre  que 
se  lean  al  celebrarse  el  oficio  divino,  y  á  la  hora  en  que 
concurran  mayor  número  de  fieles. 

Do  todo  esto  deduce  el  Cardenal  Soglia,  que  pueden  hoy 
tener  lugar  las  moniciones  en  los  días  de  fiesta  suprimidos, 
coando  la  Iglesia  observa,  sin  embargo,  las  funciones  ecle- 
siásticas íntegras;  pero  no  en  caso  contrario,  ni  en  las  festi- 
vidades simplemente  abrogadas. 

En  cuanto  á  la  obligación  en  que  todos  están  de  mani- 
festar á  la  Iglesia  los  impedimeatoa  dirimentes  ó  impedien- 
tes  de  que  tengan  noticia,  sólo  diremos  que  de  la  misma  ley 
que  prescribe  las  proclamas,  se  deduce  racionalmente  este 
deber  por  parte  de  los  fieles.  Es  más,  aun  cuando  sólo  se- 
pan el  impedimento  de  oídas,  están  en  la  obligación  de  de- 
nunciarle, siempre  que  las  personas  de  quienes  lo  oyeron  lo 
merezcan  entero  crédito. 

Si  no  revelan  el  impedimento  de  que  tienen  noticia,  in- 
oorren  en  las  penas  señaladas  en  las  constituciones  sinoda- 
les, siendo  tas  más  frecuentes  la  de  excomunión  ó  pecado 
mortal.  Otras  penas  ae  señalan  también  en  algunos  de  nues- 
tros Concilios,  especialmente  en  el  Valentino  del  año  1565, 
cuyo  capítulo  XXIII  dice  así:  los  que  conociendo  los  impedid 
mentas  de  consanguinidad  ó  afinidad,  no  se  opusieren  en  cnanto 
estuviere  de  su  parte  á  semejantes  eontratos  matrimoniales,  y 
loe  que,  después  de  oídas  las  amonestaciones  en  los  templos,  no 
manifestaren  estos  impedimentos,  sean  multados  en  seis  libras, 
ó  castigados  con  otrap^ta  mayor  á  arbitrio  del  Ordinario. 

Están  excusados,  empero,  de  la  revelación,  no  sólo  el 


que  adquirió  la  noticia  del  impedimento  siA  sigilo  confessto- 
nis,  sino  también  el  que  la  tiene  sub  sigilo  consilii,  ea  decir, 
por  razón  de  su  oficio,  como  el  médico,  el  abogado,  el  teó- 
logo, etc.;  porque  tales  secretos  deben  ser  inviolables.  Se 
excusan  también  los  que  no  pueden  revelarlo  sin  infamia  6 
grave  daño  propio  ó  de  loa  parientes  inmediatos,  tales  como 
padres,  hermanos,  etc. 

Conviene,  por  último,  advertir  que  no  excusa  el  secreto 
llamado  de  confianza,  aunque  se  haya  prometido  con  jura- 
mento; porque  tiene  más  fuerza  el  precepto  de  la  Iglesia,  y 
la  necesidad  de  evitar  el  perjuicio  de  tercero. 

III 

El  Santo  Concilio  de  Trento  dejó  á  la  prudencia  y  juicio 
del  Ordinario  la  facultad  de  dispensar  todas  las  proclamas- 
6  de  leer  una  en  vez  de  las  tres,  ó  de  dejarlas  para  después  de 
celebrado  el  matrimonio,  cuando  hubiese  temores  de  que 
éste  se  había  de  impedir  maliciosamente.  He  aquí  el  decreto 
Trideiitino:  si  en  alguna  ocasión  hubiere  sospechas  fundadas 
de  que  se  podrá  impedir  maliciosamente  el  matrimonio  si  pre- 
ceden tantas  amonestaciones,  Mgase  sólo  una  en  este  caso;  ó  á 
lo  menos  celébrese  el  jnatrimonio  á  presencia  del  párroco,  y  de 
dos  ó  tres  testigos.  Después  de  esto,  y  antes  de  consumarlo,  se 
han  de  hacer  las  proclatnas  en  la  Iglesia,  para  que  titas  fácil- 
mente se  descubra  si  hay  algunos  impedimentos;  á  no  ser  que  él 
mismo  Ordinario  tenga  por  conveniente  que  se  otnitan  las  men- 
cionadas proclamas,  lo  que  el  Santo  Concilio  deja  á  su  pru- 
dencia y  juicio. 

El  Concilio,  como  vemos,  no  hizo  mención  más  que  del 
caso  en  que  raaliciosaraente  se  tratara  de  impedir  el  matri- 
monio, pero  no  excluyó  los  demás  que  pudiesen  ocurrir. 
Por  esto  Benedicto  XIV,  en  au  Constitución  Satis  vobis,  se- 
ñaló otro,  á  saber:  cuando  pasando  dos  en  concepto  pfiblicj 
por  marido  y  mujer  viviesen  realmente  qn  concubinato  y 
quisieran  contraer  matrimonio.  Todavía  existe  también  otro 
caso,  y  es  cuando  se  trata  de  grandes  Príncipes,  Monarcas 


27 

y  Emperadores,  por  exigirlo  así  muchas  veces  la  utilidad  de 
la  Iglesia  6  del  Estado.  Igualmente  se  concede  esta  dispen- 
sa en  los  matrimonios  putativos^  esto  es,  en  los  celebrados 
con  arreglo  á  derecho,  pero  con  impedimento  dirimente  ig- 
norado por  ambos  ó  por  alguno  de  los  cónyuges. 

Estos  son  los  únicos  casos  en  que  procede  la  dispensa, 
conforma  á  las  prescripciones  canónicas.  A  pesar  de  esto,  se 
han  introducido  en  la  práctica  algimas  corruptelas,  por  más 
que  éstas  estén  de  acuerdo^con  la  opinión  de  varios  canonis- 
tas: así,  pues,¡se  consideran  como  justas  causas  para  dispen- 
sar, bien  la  desigualdad  notable  de  fortuna,  edad  y  condi- 
ción, bien  la  pérdida  de  intereses,  el  acercarse  el  tiempo  de 
cerrarse  las  velaciones,  un  viaje  urgente  y  repentino,  etc. 

Si  los  contrayentes  son  de  distintas  diócesis,  el  derecho 
de  dispensar  las  proclamas  corresponde,  en  sentir  de  Berar- 
di,  al  Ordinario  del  lugar  en  que  ha  de  celebrarse  el  matri- 
monio; y  al  decir^Ordinario  claro  es  que  no  está  compren- 
dido en  esta  palabra  el  párroco,  y  sí  lo  están  los  Prelados 
veré  nullius. 

Hay,  empero,  casos  extraordinarios  en  que  puede  el  pá- 
rroco omitirlas,  sin  necesidad  de  dispensa;  tales  serían  si  se 
tratase  de  un  matrimonio  en  artículo  ó  peligro  próximo  de 
muerte,  con  el  objeto  de  legitimar  la  prole,  ó  si  la  celebra- 
ción de  él  es  urgente,  para  evitar  la  infamia  ú  otros  graves 
males  y  escándalos,  con  tal  que  la  premura  del  tiempo  no 
permita  el  recurso  al  Obispo. 

La  ley  de  la  proclamación  del  matrimonio  obliga  grave- 
mente; por  tanto,  el  celebrado  sin  esta  formalidad,  aunque 
válido,  sería  gravemente  ilícito,  al  menos  que  interviniese 
legítima  dispensa.  i 

Es  más,  se  impone  por  el  Lateranense  la  pena  de  suspen- 
sión de  oficio  por  tres  años,  al  párroco  ú  otro  sacerdote  que 
con  licencia  de  éste  asiste  al  matrimonio,  en  que  se  omiten 
las  proclamas;  á  los  contrayentes  se  les  sujeta  á  penitencia^ 
y  á  los  testigos  á  penas  arbitrarias  (1). 


(1)    Cap.  fin  de  Clandestina  desponsat. 


no  se  limita  únicamente  á  mandar  qne  sean 
1  graves  penas,  á  Tolnntad  del  Ordinario,  el 
ilqaier  otro  sacerdote  qne  asista  al  contrato 

0  con  menor  número  de  testigos  qne  los  pres- 

1  sínodo,  así  como  los  testigos  qoe  coneorran 
sacerdote,  y  del  mismo  modo  los  propios  con- 


CAPITULO  iil 


I.  Del  consentimiento  paterno,  según  las  leyes  eclesiásticas:  doctrina 
del  Santo  Concilio  de  Trento  acerca  de  esta  materia. — II.  Discipli- 
na eepafiola:  leyes  del  tit.  III  de  la  Partida  4.^—111.  Pragmáticas 
.  de  1776  y  1808:  manera  de  suplir  la  falta  de  consentimiento  del 
padre. — IV.  Ley  de  20  de  Junio  de  1862  y  derecho  vigente  con  arre- 
glo al  Código  civil. — V.  Si  pueden  los  párrocos  recibir  el  consenti- 
miento ó  consejo  paterno  para  celebrar  matrimonio. 


El  respeto  y  honra  que  deben  los  hijos  á  sus  padres,  es 
el  fundamento  en  que  se  apoyan  las  leyes  relativas  al  con- 
sentimiento paterno.  Por  esto  se  reconoció  este  derecho^ 
como  basado  en  la  naturaleza  misma,  en  casi  todas  las  na- 
ciones, principalmente  entre  los  romanos,  los  cuales  decla- 
raron nulos  los  matrimonios  contraídos  contra  la  voluntad 
de  los  padres.  Esta  misma  doctrina  se  sostuvo  luego  en 
Francia,  conforme  á  los  edictos  de  los  Reyes;  si  bien  empe- 
zaron á  interpretarlos»  entendiendo  unos  que  la  nulidad  del 
matrimonio  era  sólo  por  lo  que  respecta  á  los  efectos  civi- 
les, y  otros  que  el  mismo  matrimonio  debía  quedar  nulo  y 
sin  efecto.  Los  Obispos,  empero,  rogaron  al  Monarca  que 
la  nulidad  se  considerase  únicamente  para  los  efectos  civi- 
les, y  así  por  último  se  concedió. 

En  otras  muchas  naciones  pueden  los  padres  desheredar 
á  los  hijos  que  contraen  matrimonio  contra  su  voluntad. 

La  Iglesia,  en  sentir  de  Golmayo,  se  acomodó  también 
por  mucho  tiempo  á  la  legislación  romana  en  lo  relativo  al 
consentimiento  paterno;  jurisprudencia  que  subsistió,  aña- 
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de,  hasta  el  siglo  xii,  en  cuya  época  principió  á  publicar  laa 
colecciones  de  sn  nuevo  derecho,  deaentendiéndose  ya  de  la 
antigua  legislación.  Esto  mismo  afirma  el  regalista  Cava- 
llario,  diciendo  además,  equivocadamente,  que  «como  la 
iglesia  tuvo  su  principio  en  el  Estado,  siguió  en  este  par- 
ticular las  leyes  civiles», 

Pero  es  lo  cierto  que  desde  los  primeros  tiempos  de  la 
Iglesia  se  consideró  la  falta  de  este  requisito  como  ud  im- 
pedimento para  el  matrimonio.  Los  mismos  cánones  anti- 
guos declaran  ilícitos  tales  matrimonios,  como  puede  obser- 
varse en  el  XIII  del  Conc.  IV  de  Cartago,  en  el  XII  del 
Papa  León,  y  can.  Honorantur,  cans.  XXXII,  quaest.  IT,  del 
Decreto  de  Graciano. 

Por  esto  dijeron  muy  acertadamente  los  Padrea  del  San- 
!  to  Concilio  de  Trento,  que  la  Iglesia  de  Dios  ha^a  detestado 
y  prohibido  en  todos  tiempos  semejantes  matrimonios  con  jus- 
tísimos motivos, 

Pero  á  la  vez  condenan  con  excomunión  á  «los  que  fal- 
samente aseguran  que  son  írritos  los  matrimonios  contraí- 
dos por  hijos  de  familia  sin  el  consentimiento  de  sus  padres, 
y  que  éstos  pueden  hacerlos  ratos  ó  írritos»  (1). 

Vemos,  por  tanto,  que  loa  matrimonios  de  los  hijos  de 
familia,  sin  obtener  previamente  la  licencia  paterna,  son  vá- 
lidos aunque  ilícitos,  pues  el  Concilio,  á  pesar  del  empeíLo 
en  conttario  de  los  Obispos  franceses,  no  podía  dejar  al  ar- 
bitrio de  los  padres  el  declarar  la  validez  ó  nulidad  del  ma- 
trimonio. 

II 

La  disciplina  española  acerca  de  la  materia  de  que  ve- 
nimos ocupándonos,  ha  sido  la  misma  de  la  Iglesia  univer- 
sal. El  Concilio  de  Elvira  castiga  á  los  padres  que  casan  sus 
hijas  con  infieles  y  sacerdotes  de  los  gentiles  (canon  XVI 
et  XVII),  y  el  Concilio  in  de  Toledo  dice  que  no  debe  obli- 

(1)    Cap.  I,  de  &fform.  matrim.,  Sea.  XXIV. 
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garse  á  laa  vírgenes  á  recibir  marido,  ni  contra  la  voluntad 
de  sus  padres  ni  contra  la  suya  (1).  Lo  cual  prueba  eviden- 
temente que  en  una  y  otra  época  se  exigía  para  el  matrimo- 
nio  de  los  hijos  de  familia  el  consentimiento  de  sus  padres. 

Es  más,  la  ley  2.*,  libro  III  del  Fuero  Juzgo  dice  lo  si- 
guiente: «Si  alguno  desposar  la  manceba  de  ^oluntad  de  su 
padre,  é  la  manceba  contra  voluntad  de  su  padre  quisiere 
casar  con  otro  é  non  con  aquel  á  quien  la  prometió  su  pa- 
dre, aquesto  non  lo  sofrimos  por  nenguna  manera  que  ella 
la  pueda  íazer.  Onde  si  la  manceba  contra  la  voluntad  del 
padre  quisiere  casar  con  otro,  que  ella  cobdicia  por  ventu- 
ra, y  él  la  osa  tomar  por  mugier,  ambos  sean  metidos  en  el 
poder  daquel  con  que  la  desposaran  de  la  voluntad  de  su 
padre.  E  si  los  hermanos,  ó  la  madre,  6  los  otros  parientes 
della  consintieren  que  ella  sea  dada  á  aquel  que  ella  cobdi- 
oiaba  contra  voluntad  de  su  padre,  y  estos  cumplieren, 
aquellos  que  lo  fizieren  pechen  una  libra  doro  á  quien  el 
rey  mandare.  E  todavía  la  voluntad  daquellos  non  sea  fir- 
me, é  ambos  sean  dados,  assí  ,cuemo  es  dicho  de  suso  con 
todas  sus  cosas  en  poder  daquel  que  la  avie  ante  despo- 
sada  > 

Posteriormente  el  Código  inmortal  del  Rey  Sabio  consa- 
gró un  título,  que^s  el  in  de  la  Partida  4.*,  á  las  desposajas 
é  echamientos  que  se  facen  encubiertos.  Dicho  título  contiene 
cinco  leyes;  en  la  primera  se  dice  cuáles  son  los  matrimp- 
nios  encubiertos:  «Ascondidos  son  llamados  los  casamientos, 
en  tres  maneras:  La  primera  es,  quando  los  fazen  encubier- 
tamente, é  sin  testigos,  de  guisa  que  se  non  puedan  provar. 
La  segunda  es,  quando  los  fazen  ante  algunos,  fnás  non  de- 
mandan la  novia  á  su  padre^  ó  ásu  madre,  ó  á  los  otros  pa- 
rientes que  la  han  en  giiorda;  nin  le  dan  sus  arras  ante  ellos, 
hin  les  fazen  las  otras  honras  que  manda  Sancta  Eglesia.  La 
tercera  es,  quando  non  lo  fazen  saber  concejeramente  en 

aquella  Eglesia  onde  son  parrochianos »:  en  la  segimda 

ley  se  fijan  los  casos  en  que  valen  ó  no  los  casamientos  he- 


(1)     C^inon  X. 
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chos  escondidamente:  en  la  tercera  se  determina  que  casán- 
dose algunos  de  esta  manera,  si  después  se  supiese  que  exis- 
tia entre  ellos  algún  impedimento  por  el  cual  no  pudiesen 
ser  marido  y  mujer,  los  hijos  que  tuvieren  de  tal  matrimo- 
nio no  serían  legítimos,  porque  casándose,  encubierto  semeja 
qtíe  sabían  qtie  alguno  embargo  avía  entrellos,  porque  lo  non 
devian  facer,  ó  á  lo  menos,  que  lo  non  quisieron  saber:  la 
ley  cuarta  se  limita  á  indicar  las  penas  en  que  incurren, 
fanto  el  párroco,  regular  ó  clérigo  que  autorice  semejan- 
tes matrimonios,  cuanto  aquellos  que  se  casasen  á  escon- 
didas; como  también  las  personas  que  maliciosamente  tra- 
tasen de  impedir  un  matrimonio,  diciendo  contra  los  espo- 
sos embargo  que  non  pudiessen  provar:  la  ley  quinta  explica 
las  razones  ó  motivos  que  ha  tenido  la  Iglesia  para  prohibir 
los  casamientos  encubiertos.  He  aquí  su  tenor:  cEl  casa- 
miento es  tan  santa  cosa,  é  tan  buena,  que  Siempre  deve  del 
nascer  bien,  é  amor,  entre  los  omes;  é  non  m$l,  nin  enemis- 
tad. E  porque  del  casamiento  nasciesse  bien,  é  amor,  é  ñon 
el  contrario,  tovo  por  bien  Sancta  Eglesia,  que  fuesse  fecho 
paladinamente,  é  non  en  ascondido.  Ca  sabida  cosa  es,  que 
los  omeg  que  facen  los  casamientos  á  furto,  sin  sabiduría  de 
los  parientes  de  aquellos  con  quien  casan,  mala  entencion 
les  mueve  á  facerlo:  é  todas  las  más  vegadas  se  sigue  ende 

más  mal,  que  bien Onde  Nos,  porque  avemos  voluntad, 

que  lo  que  Sancta  Eglesia  manda  que  sea  guardado:  otrosi, 
por  desviar  todos  estos  males,  é  otros  muchos  que  podrían 
nascer  ende;  defendemos,  que  ninguno  non  sea  osado  de 
casar  á  furto  nin  escondidamente.  Más  á  paladinas,  é  con 
sabiduría  del  padre,  é  de  la  madre,  de  aquella  con  quien 
quiere  casar  si  los  oviere;  si  non,  de  los  otroá  parientes  más 
cercanos » 

ni 

La  Pragmática  del  Sr.  D.  Carlos  III,  su  fecha  23  de  Mar- 
zo de  1776,  publicada  en  27  del  mismo,  que  es  la  ley  9.*,  tí- 
tulo II,  libro  X  de  la  Novísima  Recopilación,  disponía:  1.° 
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«Que  los  hijos  é  hijas  de  familia  menores  de  veinticinco  años, 
deban,  para  celebrar  el  contrato  de  esponsales,  pedir  y  ob- 
tener el  consejo  y  consentimiento  de  su  padre,  y  en  su  de- 
fecto de  la  madre,  y  á  falta  de  ambos,  de  los  abuelos  por 
ambas  líneas  respectiyamente,  y  no  teniéndolos,  de  los  d^s 
parientes  más  cercanos  que  se  hallen  en  la  mayor  edad,  y  no 
sean  interesados  ó  aspirantes  al  tal  matrimonio,  y  no  ha- 
biéndolos capaces  de  darle,  de  los  tutores  ó  curadores;  bien 
entendido,  que  prestando  los  expresados  parientes,  tutores 
ó  curadores  su  consentimiento,  deberán  ejecutarlo  con  apro- 
bación del  Juez  Real,  é  interviniendo  su  autoridad,  si  no 
fuese  interesado;  y  siéndolo,  se  devolverá  esta  Autoridad  al 
Corregidor  6'  Alcalde  mayor  realengo  más  cercano».  2.® 
«Esta  obligación  comprenderá  desde  las  más  altas  clases  del 
Estado,  sin  excepción  alguna,  hasta  las  más  comunes  del 
pueblo;  porque  en  todas  sin  diferencia  tiene  lugar  la  indis- 
pensable y  natural  obligación  del  respeto  á  los  padres  y  ma- 
yores que  estén  en  su  lugar »  3.^  «Si  llegase  á  celebrarse 

el  matrimonio  sin  el  referido  consentimiento  ó  consejo,  por 
este  mero  hecho,  así  los  que  lo  contrajeron,  como  les  hijos 
y  descendientes  que  provinieren  del  tal  matrimonio,  queda- 
rán inhábiles  y  privados  de  todos  los  efectos  civiles,  como 
son  el  derecho  á  pedir  dotes  ó  legítimas,  y  de  suceder  como 
herederos  forzosos  y  necesarios  en  los  bienes  libres  que  pu- 
dieran correeponderles  por  herencia  de  sus  padres  ó  abue- 
los, á  cuyo  respeto  y  obediencia  faltaron  contra  lo  dispuesto 
en  esta  pragmática»  (1).  4.**  «Asimismo  declara,  que  en  cuan- 


(1)  Por  Real  resolución,  á  consulta  del  Consejo,  de  5  de  Octubre 
de  1790,  comunicada  en  decreto  de  26  de  Diciembre,  teniendo  presen- 
te S.  M.  lo  dispuesto  en  este  párrafo  tercero,  se  sirvió  declarar,  qfue 
se  entienda  y  deba  entenderse  en  el  caso  de  que  los  padres  y  abuelos, 
sin  cayo  consentimiento  contrajeron  matrimonio,  ó  lo  celebraron  con- 
tra el  racional  disenso  de  éstos  sus  hijos  y  descendientes,  los  deshe- 
reden ó  priven  enteramente  de  la  sucesión  ó  derecho  á  pedir  los  efec- 
tos civiles  ó  bienes  libres,  por  no  haber  pedido  el  consentimiento  para 
contraer  matrimonio,  ó  por  haberle  contraído  contra  el  disenso  racio- 
nal; de  modo  que  no  bastará  lo  dispuesto  en  esta  pragmática  para  que 
queden  privados  de  dichos  efectos,  si  no  interviniese  también  la  des- 
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to  á  los  vínculos,  patronatos  y  demás  derechos  perpetuos  de 
la  familia  que  poseyeren  los  contraventores,  6  á  que  tuvie- 
ren derecho  de  suceder,  queden  privados  de  su  goce  y  su- 
cesión respectiva.»  5.®  «Los  mayores  de  veinticinco  años 
cumplen  con  pedir  el  consejo  paterno  para  colocarse  en  es- 
tado de  matrimonio,  que  en  aquella  edad  ya  no  admite  di- 
lación, como  está  prevenido  en  otras  leyes;  pero  si  contra- 
vinieren, dejando  de  pedir  este  consejo  paterno,  incurrirán 
en  las  mismas  penas  que  quedan  establecidas,  así  en  cuanto 
á  los  bienes  libres  como  en  los  vinculados.»  6.®  Igualmente 
declara  «que  los  padres,  abuelos,  deudos,  tutores  y  curado- 
res en  su  respectivo  caso  deban  precisamente  prestar  su  con- 
sentimiento, si  no  tuvieren  justa  y  racional  causa  para  ne- 
garlo, como  lo  sería,  si  el  tal  matrimonio  ofendiese  grave- 
mente al  honor  de  la  familia  6  perjudicase  al  Estado.»  7.^  «Y  ^ 
así  contra  el  irracional  disenso  de  los  padres,  abuelos,  pa- 
rientes, tutores  ó  curadores,  en  los  casos  y  forma  que  queda 
explicada,  respecto  á  los  menores  de  edad  y  á  los  mayores 
de  veinte  y  cinco  años,  debe  haber  y  admitirse  libremente 
recurso  sumario  á  la  Justicia  Real  ordinaria;  el  cual  se  haya 
de  terminar  y  resolver  en  el  preciso  término  de  ocho  días, 
y  por  recurso,  en  el  Consejo,  Chancillería  ó  Audiencia  del 
respectivo  territorio  en  el  perentorio  de  treinta  días.»  8.** 
«Sólo  se  podrá  dar  certificación  del  auto  favorable  ó  adver- 
so, pero  no  de  las  objeciones  y  excepciones  que  propusieren 
las  partes,  para'  evitar  difamaciones  de  personas  6  fami- 
lias.» 9.^  «Mando  así  mismo,  que  se  conserve  en  los  Infantes  J 
y  Grandes  la  costumbre  y  obligación  de  darme  cuenta  y  á 
los  Reyes  mis  sucesores,  de  los  contratos  matrimoniales  que 
intenten  celebrar  ellos  ó  sus  hijos  é  inmediatos  sucesores, 
para  obtener  mi  Real  aprobación:  y  si  omitiese  alguno  el 
cumplimiento  de  esta  necesaria  obligación,  casándose  sin 
Real  permiso,  así  los  contraventores  como  su  descendencia. 


heredación  ó  privación  de  ellos,  declarada  expresamente  por  los  pa- 
dres ó  abuelos^  como  pena  de  haber  faltado  á  respeto  tan  debido. 
Nota  2.ft  á  la  ley  9.a,  título  II,  libro  X  de  la  Nov.  Recop. 
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I)or  este  mero  hecho,  queden  inhábiles  para  gozar  de  los  tí- 
tulos, honores  y  bienes  dimanados  de  la  Corona.»  10.®  «Con- 
iriniendo  también  conservar  en  su  esplendor  las  familias  lla- 
madas á  la  sucesión  de  las  Grandezas,  aunque  sea  en  grados 
distantes,  y  las  de  los  Títulos,  declaro  igualmente,  que  ade- 
más del  consentimiento  paterno,  deben  pedir  el  Real  permi- 
so en  la  Cámara,  al  modo  que  se  piden  las  cartas  de  suce- 
sión en  ios  Títulos.» 

Por  lo  tocante  á  los  Consejeros  y  Ministros  togados  de 
todos  los  Tribunales  españoles,  que  se  casaren  estando  pro- 
vistos ya  en  plazas,  se  mandó  observar  la  costumbre  y  lo 
que  estaba  dispuesto,  de  pedir  la  licencia  al  Presidente  ó 
Gobernador  del  Consejo.  Y  en  cuanto  á  los  militares,  que  se 
onmpla  lo  dispuesto  en  las  Reales  Ordenanzas.  Así,  en  efec- 
to, se  mandó  también  por  Real  Decreto  de  19  de  Enero  1742, 
^n  el  cual  se  dijo,  que  respecto  á  casamientos  de  oficiales  ;y 
soldados,  se  sujetasen  á  los  capítulos  I  y  V,  lib.  IJ,  tít.  XVII 
de  las  Ordenanzas. 

Por  la  ley  10.*  del  mismo  título  y  libro,  se  encarga  á  los 
Prelados  el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  la  anterior 
pragmática. 

Por  las  leyes  duodécima  y  décimatercera  se  extiende  di- 
cha disposición  á  los  alumnos  del  Real  Colegio  de  Ocaña  é 
individuos  de  Colegios,  Universidades  y  Seminarios  de  am- 
bos sexos. 

La  otra  pragmática  de  1803,  dada  por  D'.  Carlos  IV  en  28 
<le  Abril,  á  consecuencia  de  su  decreto  expedido  en  Aran- 
juez  con  fecha  10  del  propio  mes,  ley  18,  tít.  11,  lib.  X  de  la 
Nov.  Recop.,  establece  nuevas  reglas  para  la  celebración  de 
matrimonios.  Dicha  pragmática  tuvo  sin  duda  por  objeto, 
-evitar  los  conflictos  á  que  daba  lugar  la  de  1776,  puesto  que 
los  hijos  podían  recurrir  á  la  autoridad  judicial,  obligando 
<le  esta  manera  á  los  padres  á  explicar  los  motivos  que  te- 
nían para  negar  su  consentimiento  ó  consejo,  lo  cual  no  po- 
<lía  menos  de  producir  consecuencias  lamentables  para  la 
paz  y  tranquilidad  de  las  familias. 

En  su  consecuencia  ordenó:  1.®  Que  ni  los  hijos  de  fami- 


•^W^   «I 


36 

lia  menores  de  veinticinco  años,  ni  las  hijas  menores  de^ 
veintitrés,  á  cualquiera  clase  del  Estado  que  pertenezcan^ 
puedan  contraer  matrimonio  sin  licencia  de  su  padre;  quien,, 
en  caso  de  resistir  el  que  sus  hijos  é  hijas  intentaren,  no  es- 
tará obligado  á  dar  la  razón,  ni  explicar  la  causa  de  su  re- 
sistencia ó  disenso.  2.®  Los  hijos  que  hayan  cumplido  vein- 
ticinco añcs  y  las  hijas  que  hayan  cumplido  veintitrés,  po- 
drán casarse  á  su  arbitrio,  sin  necesidad  de  pedir  ni  obte- 
ner consejo  ni  consentimiento  de  su  padre.  3.**  En  defecto 
de  éste  tendrá  la  misma  autoridad  la  madre;  pero  en  este 
caso  los  hijos  y  las  hijas  adquirirán  la  libertad  de  casarse  á 
su  arbitrio  un  año  antes,  esto  es,  los  varones  á  los  veinti- 
cuatro y  las  hembras  á  los  veintidós,  todos  cumplidos.  4.** 
A  falta  de  padre  y  madre  tendrá  la  misma  autoridad  el 
abuelo  paterno,  y  el  materno  á  falta  de  éste;  pero  los  meno-^ 
res  adquirirán  la  libertad  de  casarse  á  su  arbitrio  dos  años 
antes  que  los  que  tengan  padre,  esto  es,  los  varones  á  los 
veintitrés  y  las  hembras  á  los  veintiuno,  todos  cumplido s» 
5.®  A  falta  de  los  padres  y  abuelos  paterno  y  materno,  suce- 
derán los  tutores  en  la  autoridad  de  resistir  los  matrimonios 
de  los  menores,  y  á  falta  de  los  tutores  el  juez  del  domicilio, 
todos  sin  obligación  de  explicar  la  causa;  pero  en  este  caso 
adquirirán  la  libertad  de  caharse  á  su  arbitrio,  los  varones 
á  los  veintidós  años  y  las  hembras  á  los  veinte,  todos  cum- 
plidos. 6.^  Para  los  matrimonios  de  las  personas  que  deben 
pedir  Real  licencia,  ó  solicitarla  de  la  Cámara,  Gobernador' 
del  Consejo,  ó  sus  respectivos  Jefes,  es  necesario  que  los 
menores,  según  las  edades  Eeñaladas,  obtengan  ésta  después 
de  la  de  sus  padres,  abuelos  ó  tutores,  solicitándola  con  la 
expresión  de  la  causa  que  éstos  han  tenido  para  prestarla. 
7.®  La  misma  licencia  deberán  obtener  los  que  sean  mayo- 
res de  dichas  edades,  haciendo  expresión,  cuando  la  solici- 
ten, de  las  circunstancias  de  la  persona  con  quien  intenten, 
enlazarse.  8.^  Aunque  los  padres,  madres,  abuelos  y  tutores 
no  tienen  que  dar  razón  á  los  menores  de  las  edades  señala— 
das,  de  las  causas  que  hayan  tenido  para  negarse  á  consen- 
tir en  los  matrimonios  que  intentasen,  si  fueren  de  la  clase 


37 

<qu6  deben  solicitar  Real  permiso,  podrán  los  interesados  re- 
-ourrir  al  Monarca,  así  como  á  la  Cámara,  Gobernador  del 
<3onsejo  y  Jefes  respectivos  los  que  tengan  esta  obligación, 
para  que  por  medio  de  los  oportunos  informes  se  conceda  6 
niegue  el  permiso  6  habilitación  correspondiente,  para  que 
estos  matrimonios  puedan  tener  ó  no  efecto.  9.^  En  las  de- 
más clases  del  Estado  ha  de  haber  el  mismo  recurso  á  los 
Presidentes  de  las  Chancillerias  y  Audiencias,  y  al  Regente 
de  la  de  Asturias.  10.^  Los  Vicarios  eclesiásticos  que  autori- 
zaren matrimonio  para  el  que  no  estuvieren  habilitados  los 
contrayentes,  según  los  requisitos  que  van  expresados,  serán 
expatriados  y  ocupadas  todas  sus  temporalidades;  y  en  la 
misma  pena  de  expatriación  y  en  la  de  confiscación  de  bie- 
nes incurrirán  los  contrayentes. 

Hemos  visto,  por  tanto,  que  la  autoridad  que  suplía  el 
consentimiento  paterno,  lo  era,  según  la  pragmática  de  1776, 
el  Juez  ordinario,  y  por  recurso  de  su  fallo  el  Consejo,  las 
•Chancillerias  y  Audiencias  del  respectivo  territorio;  así 
como  que,  conforme  á  la  otra  pragmática  de  1803,  conocían 
de  este  asunto  los  Presidentes  de  dichas  Cancillerías  y  Au- 
diencias. 

Pero  luego,  por  decreto  de  las  Cortes  de  14  de  Abril 
de  1813,  mandado  observar  por  otro  Real  decreto  de  30  de 
Agosto  de  1836,  se  mandó  que  las  licencias  para  contraer 
matrimonio,  ó  para  suplir  el  disenso  paterno,  se  expidieran 
por  los  Jefes  políticos,  que  fueron  posteriormente  los  lla- 
mados Gobernadores  civiles  de  la  provincia.  Estas  autori- 
dades formaban  el  oportuno  expediente  gubernativo,  y 
oyendo  á  los  interesados  y,  demás  personas  que  tenían  por 
conveniente,  concedían  ó  negaban  el  permiso  solicitado.  Si 
las  hijas  de  familia  no  tenían  en  la  casa  paterna  bastante  li- 
bertad para  expresar  su  consentimiento,  podía  decretar  la 
misma  autoridad  gubernativa  que  se  depositase  en  otra  casa 
de  confianza  y  seguridad. 

En  cuanto  á  las  penas  de  que  trata  la  pragmática  última- 
mente citada,  sólo  diremos  que  se  reformaron  por  el  nuevo 
<J6digo  penal.  En  efecto,  en  el  de  1848,  reformado  en  1850, 
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ae  dijo:  cEl  menor  que  contrajere  matrimonio  sin  el  consen- 
timiento de  sus  padres,  6  de  las  personas  que  para  el  efect  > 
hagan  .sus  veces,  será  castigado  con  prisión  correccional.  »- 
«La  pena  será  de  arresto  mayor  si  las  personas  expresadas- 
aprobaren  el  matrimonio  después  de  contraído»  (1).  Es  más,- 
el  art.  403  determina  que  «el  eclesiástico  que  autorizare  ma- 
trimonio prohibido  por  la  ley  civil será  castigado  con 

las  penas  de  confinación  menor  y  multa  de  50  á  500  duros.» 

Pero  estas  penas  se  encuentran  á  su  vez  modificadas  por- 
el  Código  penal  vigente  de  1870.  El  art.  489  del  mismo,  dice 
así: -«El  menor  que  contrajere  matrimonio  sin  el  consenti- 
miento de  sus  padres  ó  de  las  personas  que  para  el  efecto- 
hagan  sus  veces,  será  castigado  con  prisión  correccional  en 
sus  grados  mínimo  y  medio.» 

«El  culpable  deberá  ser  indultado  desde  que  los  padres- 
ó  las  personas  á  quienes  se  refiere  el  párrafo  anterior,  apro- 
baren el  matrimonio  contraído.» 

Todavía  el  art.  493,  refiriéndose  al  Juez  civil,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  matrimonio  del  propio  año,  dice: 
«El  juez  municipal  que  autorizare  matrimonio  prohibido  por 

la  ley será  castigado  con  las  penas  de  suspensión  en  sus 

grados  medio  y  máximo  y  multa  de  250  á  2.500  pesetas.» 

Y  no  es  esto  todo,  sino  que  la  misma  pragmática  ha  sido 
también  modificada  en*  su  parte  civil,  por  la  Ley  de  20  de 
Junio  de  1862.  Más  aún,  abrigándose  ciertas  dudas  en  cuan- 
to á  los  matrimonios  de  los  Infantes,  Grandes  y  Títulos  del 
Reino,  y  á  los  enlaces  desiguales  de  personas  de  la  Real  fa- 
milia, se  resolvieron  éstas  por  Real  orden  de  16  de  Marzo 
de  1875,  declarándose  por  ella  vigente  la  pragmática  de  23 
de  Marzo  de  1776  en  cuanto  á  los  matrimonios  expresados- 
anteriormente. 

IV 

La  antedicha  ley  de  1862,  justísima  en  su  fondo,  vino  á 


(1)    Art  399. 
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salvar  muchos  inconvenientes  que  se  tocaba  en  la  práctica; 
pues  era  verdaderamente  duro,  que  una  autoridad  guberna- 
tiva viniese  á  suplir  lo  que  con  ligereza  se  llamó  irracional  . 
disenso  de  los  padres.  Pero  esta  ley  no  fué  original;  se  tu- 
vieron, sin  duda,  presentes  para  su  redacción  tanto  la  prag- 
mática de  1776,  en  cuanto  nos  habla  del  consentimiento  y 
consejo  paterno,  como  otras  layes  extranjeras. 

Examinemos,  empero,  sus  principales  disposiciones.  La 
Ley  de  20  de  Junio  de  1862  ordena:  1.**  Que  los  hijos  de  fa- 
milia menores  de  veintitrés  años,  y  las  hijas  menores  de 
veinte,  necesitan  para  casarse  del  consentimiento  paterno, 
cuya  facultad  corresponde  á  la  madre,  y  sucesivamente  al 
abuelo  paterno  y  al  materno,  en  el  caso  de  faltar  el  padre  ó 
hallarse  impedido  para  prestar  el  ;consentimiento.  2.°  A  fal- 
ta de  la  madre  y  del  abuelo  paterno  y  materno,  pasa  este 
derecho  al  curador  testamentario  y  al  juez  de  primera  ins- 
tancia sucesivamente;  pero  tanto  el  uno  como  el  otro  han  de 
proceder  en  unión  de  los  parientes  más  próximos,  cesando 
la  necesidad  de  obtener  su  consentimiento  si  los  que  desean 
contraer  matrimonio,  cualquiera  que  sea  su  sexo,  han  cum- 
plido la  edad  de  veinte  años.  Es  inhábil,  sin  embargo,  el  cu- 
rador para  prestar  dicho  consentimiento,  cuando  el  matri- 
monio proyectado  lo  fuese  con  pariente  suyo  dentro  del 
cuarto  grado  civil.  3.®  La  junta  de  parientes  se  compondrá: 
de  los  ascendientes  del  menor,  de  sus  hermanos  mayores  de 
edad,  y  de  los  maridos  de  las  hermanas  de  igual  condición, 
viviendo  éstas.  A  falta  de  ascendientes,  hermanos  6  maridos 
de  hermanas,  ó  cuando  sean  menos  de  tres,  se  completará 
la  junta  hasta  el  número  de  cuatro  vocales  con  los  parlantes 
más  allegados,  varones  y  mayores  de  edad,  elegidos  con 
igualdad  entre  las  dos  líneas,  comenzando  por  la  del  padre. 
En*  igualdad  de  grados  serán  preferidos  los  parientes  de  más 
edad.  4.^  Que  á  falta  de  parientes,  bien  porque  se  hayan  ex- 
cusado con  motivo  de  la  distancia,  bien  por  cualquiera  otra 
causa,  se  completará  la  junta  con  vecinos  honrados,  elegi- 
dos, siendo  posible,  entre  los  que  hayan  sido  amigos  de  los 
padres  del  menor.  5.^  La  citada  junta  de  parientes  será  con- 
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vocada  y  presidida  por  el  juez  de  primera  instancia  del  do- 
micilio del  huérfano,  cuando  le  toque  por  la  ley  prestar  el 
consentimiento;  en  los  demás  casos  lo  será  por  el  juez  mu- 
nicipal. 6.**  Cuando  el  voto  del  curador  ó  el  del  juez  de  pri- 
mera instancia  no  concuerde  con  el  de  la  junta  de  parientes, 
prevalecerá  el  voto  favorable  al  matrimonio.  Si  resultare 
empate  en  la  junta  presidida  por  el  juez  de  primera  instan- 
cia, dirimirá  éste  la  discordia.  En  la  presidida  poreljuoz 
municipal,  dirimirá  la  discordia  el  pariente  más  inmediato; 
y  si  hubiere  dos  en  igual  grado,  ó  cuando  la  junta  «e  com- 
ponga sólo  de  vecinos,  el  de  mayor  edad.  7.^  Los  hijos  natu- 
rales no  necesitan  para  contraer  matrimonio  del  consenti- 
miento de  los  abuelos;  tampoco  de  la  intervención  de  los 
parientes  cuando  el  curador  ó  el  juez  sean  llamados  á  dar- 
les el  permiso.  8.®  Los  demás  hijos  ilegítimos  sólo  tienen 
obligación  de  impetrar  el  consentimiento  de  la  madre;  á 
falta  de  ésta,  el  del  curador,  si  lo  hubiere,  y,  por  último,  el 
del  juez  de  primera  instancia.  En  ningún  caso  se  convoca  á 
los  parientes.  9.^  Los  jefes  de  las  casas  de  expósitos  son  con- 
siderados para  los  efectos  de  la  ley,  como  curadores  de  los 
hijos  ilegítimos  recogidos  y  educados  en  ellas.  10.^  Que  las 
personas  autorizadas  para  prestar  su  consentimiento,  no  ne- 
cesitan expresar  las  razones  en  que  se  funden  para  rehusar- 
lo, y  contra  su  disenso  no  se  da  recurso  alguno.  11.®  Los 
hijos  legítimos  mayores  de  veintitrés  años,  y  las  hijas  ma- 
yores de  veinte,  pedirán  consejo  para  contraer  matrimonio 
á  sus  padres  ó  abuelos  por  el  orden  ya  prefijado:  si  no  fue- 
re el  consejo  favorable,  no  pueden  casarse  hasta  después  de 
transcurridos  tres  meses  desde  la  fecha  en  que  lo  pidieron. 
La  petición  de  este  consejo  debe  acreditarse  por  declaración 
del  que  hubiere  de  prestarlo  ante  notario  público  ó  eclesiás* 
tico,  ó  bien  ante  el  juez  municipal,  previo  requerimiento  y 
en  comparecencia  personal.  12.®  Los  hijos  que  contravinie- 
sen á  estas  últimas  disposiciones  incurrirán  en  la  pena  mar- 
cada en  el  art.  483  del  Código  penal,  y  el  párroco  que  auto- 
rizare tal  matrimonio,  en  la  de  arresto  menor. 

He  aquí,  pues,  las  principales  disposiciones  de  la  ante- 
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dicha  ley;  pero  no  queremos  concluir  este  párrafo  sin  hacer- 
nos  cargo  de  algunos  artículos  de  la  ley  nacional  de  9  de 
Septiembre  de  1820,  vigente  en  Chile.  En  dicho  Estado  los 
hombres,  antes  de  cumplir  veinticuatro  años  y  las  mujeres 
antes  de  veintidós,  necesitan  para  contraer  matrimonio  pre- 
sentar por  escrito  ó  de  un  modo  fehaciente  el  consentimien- 
to de  su  padre,  y  no  existiendo  éste  el  de  la  madre;  á  falta 
de  los  padres  deberán  presentar  el  de  los  abuelos,  prefirién- 
dose la  línea  paterna  y  siempre  el  abuelo  á  la  abuela.  Fal- 
tando todo  abplengo,  se  necesita  el  consentimiento  de  los 
tutores  que  tengan  ó  les  nombre  para  este  caso  la  autoridad 
judicial.  Pasada  la  edad  de  veinticuatro  años  en  los  varones 
y  de  veintidós  en  las  hembras,  deben  pedir  á  sus  padres  y 
abuelos  un  consejo  respetuoso,  cuya  solicitud  justificará,  ya 
por  escrito  de  ellos  mismos,  ya  por  certificación  de  un  No- 
tario que  pasará  á  pedirlo.  El  hijo  natural  debe  pedir  con- 
sentimiento y  consejo  á  quien  reconozca  por  su  padre,  ma- 
dre, abuelos  ó  tutor:  faltando  éstos  la  justicia  le  nombrará 
un  tutor  para  sólo  el  consentimiento,  porque  no  necesita  en 
este  caso  de  consejo. 

El  hombre  de  dieciocho  años  y  la  mujer  de  dieciseis  quo 
no  obtengan  el  permiso  paterno,  pueden  solicitar  verbal- 
mente  de  la  justicia  que  se  instruya,  si  la  resistencia  de  lo 3 
padres  ó  personas  en  cuya  potestad  existen,  es  imprudente, 
y  en  este  caso  está  obligado  el  juez  á  convocar  un  consejo  di 
familia,  ante  quien  el  padre  y  el  hijo  pueden  exponer  ver- 
balmente  las  razones  de  su  solicitud  y  disenso,  y  ejecutarse 
lo  que  resolviere  la  mayoría  de  este  consejo;  pues  de  su  dic- 
tamen no  puede  interponerse  recurso  alguno.  Son  miembros 
natos  de  este  consejo  cinco  de  los  parientes  más  inmediatos 
del  hijo  de  familia  por  ambas  líneas,  mayores  de  veinticinco 
años;  y  en  igualdad  de  grados  se  sortean  hasta  completar 
los  cinco.  Mas  hay  la  particularidad  de  que  sólo  uno  de  los 
hermanos,  que  debe  ser  el  mayor  de  edad,  y  mayor  de  vein- 
ticinco años,  puede  ser  vocal  de  este  consejo;  los  demás  her- 
manos y  la  madre  quedan  excluidos. 

Pueden,  sin  embargo,  entrar  las  mujeres  á  falta  de  hom- 
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bres  de  igual  grado,  pero  esto  no  tiene  lugar  mientras  haya 
consanguíneos  hasta  el  sexto  grado,  y  parientes  de  afinidad 
hasta  el  cuarto.  Si  no  se  completa  el  número  de  los  cinco 
parientes  por  falta  de  consanguíneos  ó  afines,  se  llena  con 
capitulares  del  Ayuntamiento  del  lugar,  elegidos  por  suerte. 
Cuando  los  padres  ó  abuelos  resisten  prestar  su  consejo 
de  asenso  al  matrimonio,  puede  el  hijo  mayor  de  edad  proce- 
der á  contraerlo;  pero  si  el  padre  pide  al  magistrado  que 
suspenda  el  matrimonio  por  cuatro  meses,  el  Juez  debe  con- 
cedérselo. Los  padres  y  madres  que  pasan  á  segundas  nup- 
cias, aunque  presten  su  consentimiento  ó  consejo  para  casar 
á  los  hijos  del  primer  matrimonio,  sin  embargo  puede  cual- 
quier pariente  hasta  el  cuarto  grado  de  consanguinidad  y 
segundo  de  afinidad  inclusive,  pedir  al  Magistrado  que  con- 
voque consejo  de  familia,  para  que  allí  se  ratifique  ó  re- 
pruebe  el  consentimiento  ó  consejo.  Las  personas  que  por 
empleo  ó  condición  necesitan  permiso  de  los  jefes  6  magis- 
trados, ocurrirán  á  pedirlo,  presentando  el  consentimiento 
ó  consejo  paterno,  ó  las  diligencias  para  reclamar  este  últi- 
mo. Los  que  contrajesen  matrimonio,  ó  procediesen  al  acto 
de  contraerlo,  quebrantando  las  anteriores  disposiciones,  en 
el  mismo  hecho,  y  sin  otro  juicio  que  la  constancia  de  haber 
procedido,  serán  separados  á  distintas  y  distantes  provin- 
cias, por  el  término  de  cinco  años.  El  eclesiástico  que  vo- 
luntariamente ministrase  ó  concurriese  á  un  matrimonio 
ilegal,  será  expatriado  del  Estado  y  ocupadas  por  el  fisco 
sus  temporalidades. 

Véase  con  cuánta  razón  dijimos  al  principio  que  se  tu- 
vieron presentes  para  la  redacción  de  la  ley  de  20  de  Junio 
de  1862  algunas  leyes  extranjeras. 

Posteriormente  se  ha  publicado  en  España  el  vigente  Có- 
digo civil,  y  en  el  mismo  se  establece  lo  siguiente: 

«Art.  45.  Está  prohibido  el  matrimonio  al  menor  de  edad 
que  no  haya  obtenido  la  licencia,  y  al  mayor  que  no  haya 
solicitado  el  consejo  de  las  personas  á  quienes  corresponde 
otorgar  una  y  otro  en  los  casos  determinados  por  la  ley. 

Art.  46.    La  licencia  de  que  habla  el  núm.  1.^  del  artículo 
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anterior^  debe  ser  concedida  á  los  hijos  legítimos  por  el 
padre;  faltando  éste,  6  hallándose  impedido,  corresponde 
otorgarla,  por  su  orden,  á  la  madre,  á  los  abuelos  paterno  y 
materno,  y  en  defecto  de  todos,  al  consejo  de  familia. 

Si  se  tratare  de  hijos  naturales  reconocidos  ó  legitimados 
por  concesión  Real,  el  consentimiento  deberá  ser  pedido  á 
los  que  los  reconocieron  y  legitimaron;  á  sus  ascendientes  y 
al  consejo  de  familia,  por  el  ordea  establecido  en  el  párrafo 
anterior. 

Si  se  tratara  de  hijos  adoptivos,  se  pedirá  el  consenti- 
miento al  padre  adoptante,  y,  en  su  defecto,  á  las  personas 
de  la  familia  natural  á  quienes  corresponda. 

Los  demás  hijos  ilegítimos  obtendrán  el  consentimiento 
de  su  madre  cuando  fuere  legalmente  conocida;  el  de  los 
abuelos  maternos|en  el  mismo  caso,  y  á  falta  de  unos  y  otros, 
el  del  consejofde  familia. 

A  los  jefes  de  las  casas  de  expósitos  corresponde  prestar 
el  consentimiento  para  el  matrimonio  de  los  educados  en 
ellas. 

Art.  47.  Los  hijos  mayores  de  edad  están  obligados  á 
pedir  consejo  al  padre,  y  en  su  defecto  á  la  madre.  Si  no  lo 
obtuvieren,  ó  fuere  desfavorable,  no  podrá  celebrarse  el 
matrimonio  hasta  tres  meses  después  de  hecha  la  petición. 

Art.  48.  La  licencia  y  el  consejo  favorable  á  la  celebra- 
ción del  matrimonio  deben  acreditarse  al  solicitar  éste  por 
medio  de  documento  que  haya  autorizado  un  Notario  civil 
ó  eclesiástico,  ó  el  Juez  municipal  del  domicilio  del  solici- 
tante. Del  propio¡modo  se  acreditará  el  transcurso  del  tiem- 
po á  que  alude  el  artículo  anterior  cuando  inútilmente  se 
hubiere  pedido  el  consejo. 

Art.  49.  Ninguno  de  los  llamados  á  prestar  su  consenti- 
miento ó  consejo  está  obligado  á  manifestar  las  razones  en 
que  se  funda  para  concederlo  ó  negarlo,  ni  contra  su  disenso 
Be  da  recurso  alguno. 

Art.  50.  Si  á  pesar  de  la  prohibición  del  art.  45  se  casa- 
ren las  personas  comprendidas  en  él,  su  matrimonio  será 
válido;  pero  los  contrayentes,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
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potición  de  consejo  para  celebrar  matrimonio  debe  acredi- 
tarse por  declaración  del  que  hubiere  de  prestarlo  ante  No-i» 
tario  público  ó  eclesiástico,  ó  bien  ante  el  Juez'municipal. 

Nada  dice,  empero,  con  relación  al  párroco;  pero  como 
quiera  que  la  ritualidad  ó  forma  prescrita  para  dicho  otor- 
gamiento irrogaba  graves  perjuicios  á  los  interesados  en 
machas  ocasiones,  de  aquí  que  varios  Prelados,  en  su  deseo 
da  evitarlos,  diesen  á  los  Párrocos  el  título  de  Notarios  ecle- 
siásticos para  este  efecto;  con  tanto  más  motivo,  cuanto  que 
los  que  ejercen  cura  de  almas  tienen  verdaderamente  ca- 
rácter notarial  para  el  matrimonio,  y  además  registro,  sello 
y  archivo. 

A  pesar  de  esto,  y  habiendo  acudido  á  S.  M.  varios  Co- 
legios de  Notarios  pidiendo  el  puntual  cumplimiento  del  ar- 
tículo 15  de  la  antedicha  ley  de  20  de  Junio,  se  resolvió  por 
Real  orden  de  17  de  Noviembre  de  1864,  que  las  habilitacio- 
nes de  los  Párrocos  y  ecónomos  ó  regentes  de  las  parroquias 
quedarán  sin  efecto,  y  que  no  se  realizasen  en  lo  sucesivo. 
En  dicha  Real  orden  se  fijan  los  siguientes  considerandos: 
el.®  Que  la  disposición  del  art.  15  es  taxativa,  refiriéndose 
solamente  á  los  Notarios  eclesiásticos  ordinarios,  lo  que  im- 
plícitamente envuelve  la  prohibición  de  crear  otros  especia- 
les para  loscasos  en  él  expresados.  2.^  Que  aun  prescindien- 
do de  esta  prohibición,  nunca  podrían  recaer  dichos  nom- 
bramientos en  los  Párrocos  y  regentes  parroquiales  ó  ecó- 
nomos, toda  vez  que  la  ley  6.*,  título  XIV,  libro  II  de  la 
Novísima  Recopilación  prescribe,  por  regla  general,  que  los 
Notarios  eclesiásticos  han  de  ser  legos,  permitiendo  única- 
mente el  nombramiento  de  un  Notario  ordenado  ¿n  sacris 
para  actuar  exclusivamente  en  las  causas  criminales  de  los 
clérigos.  8.°  Que  según  la  misma  ley,  la  facultad  de  los 
RR.  Arzobispos  y  Obispos  para  nombrar  Notarios  eclesiás- 
ticos no  es  indefinida,  sino  que  está  circunscrita  dentro  de 
ciertos  límites  en  el  hecho  de  ordenarles  que  fijen  el  núme- 
ro de  Notarios  numerarios  llamados  mayores,  y  el  de  los 
Notarios  ordinarios.  Y  4.*^  Que  es  además  innecesaria  la  re- 
ferida habilitación,  toda  vez  que  el  mencionado  art.  15  de 
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En  la  práctioa  se  ha  venido  hasta  hoy  formando  en  los 
tribunales  eclesiásticos  respecto  de  las  grandes  poblado- 
neSy  porque  en  éstas  no  es  fácil  que  el  Párroco  conociese  á 
todos  sus  feligreses,  ni  que  éstos  se  conociesen  entre  sí,  sien- 
do preciso,  por  tanto,  que  en  el  expediente  declarasen  tes- 
tigos juramentados,  lo  cual  no  puede  hacer  el  Párroco,  sin 
competente  autorización,  porque  carece  de  curia,  y  sólo 
ejerce  la  cura  de  almas. 

Pero  en  todo  caso  deben  consignarse  por  escrito  las  ac- 
tuaciones para  no  incurrir  en  responsabilidad,  y  poderse 
probar  en  todo  tiempo  que  no  se  omitió  diligencia  alguna, 
á  fin  de  evitar  la  celebración  de  matrimonios  nulos  ó  ilí- 
citos. 

Ahora  bien,  las  circunstancias  que  en  la  práctica  debe 
contener  dicho  expediente,  son:  la  edad,  domicilio,  natura- 
leza, filiación  y  profesión  de  los  esposos;  que  han  sido  exa- 
minados y  aprobados  en  doctrina  cristiana;  que  no  tienen 
parentesco  de  consanguinidad,  afinidad,  espiritual  ni  civil; 
que  no  han  hecho  voto  de  castidad  ó  religión,  celebrado 
desposorios  con  nadie,  ni  están  ligados  con  otro  impedimen- 
to que  pueda  estorbar  su  matrimonio.  Todo  esto  se  confir- 
ma con  juramento  de  los  testigos  y  declaración  también  ju- 
rada de  los  contrayentes.  A  veces  se  hace  comparecer  á  los 
padres  ó  personas  llamadas  por  la  ley  para  prestar  su  Con- 
sentimiento ó  consejo,  á  fin  de  que  manifiesten  que  aprue- 
ban y  bendicen  el  proyectado  matrimonio. 
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Los  Párrocos  pueden  asistir  por  derecho  propio  á  la  cele- 
bración de  los  matrimonios  de  todas  las  personas  que  tienen 
su  domicilio  dentro  del  distrito  de  la  parroquia,  al  menos 
que  gocen  éstas  del  fuero  castrense;  pues  la  administración 
de  este  sacramento  corresponde  de  derecho  á  los  que  ejer- 
cen la  cura  de  almas.  En  efecto,  el  matrimonio  es  uno  de 
los  derechos  parroquiales;  esto  es,  peculiar  de  la  jurisdicción 
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;eata  al  Ordinario  obtengan  su  ' 

1  hacemoa  cargo  de  la  circular 
¡neral  del  Obispado  de  Madrid- 
L  de  1893.  En  esta  circular  se 
ítras,  las  siguientes:  1."  La  for- 
matrimoniales  que  ocurran  en 
d,  de  la  competencia  del  Pro- 
lelegación  expresa  del  mismo. 
Cruir  expedientes  matrimoniales 
da  uno  de  éstos  haya  vivido  des- 
ma  feligresía  y  aparezcan  ins- 
a  edad  expresada,  &  en  su  caso 
>s  de  empadronamiento  de  la  pa- 
Párrocos  de  fuera  de  esta  capital  ' 
lunque  los  libros  de  matrícula 
iónj  siempre  que  los  contrayen- 
abitual  domicilio,  figuren  em~ 
)  años  y  no  bayan  residido  fuera 
de  la  pubertad,  ó  de  la  viudez 

0  dispuesto  en  las  reglas  ante- 
■án  instruir  los  expedientes  ma- 
s  haya  dispensa  de  parentesco  ó 
liento  de  velaciones,  ó  se  solicite 
lio,  ó  la  práctica  de  las  diligen- 

1  de  alguno  de  los  iníeresados,  á 
:an  permiso  del  Excmo.  Prelado 
rán  formar  diligencias  matrimo- 
í  contrayentes  sea  extranjero,  de 
irtenezca>l  navio  de  cualquiera 

del  ejército. 

III 


ie  expidió  por  el  Emmo.  Carde- 
nlla,  una  circular  que  fué  publi- 
•Jclesiástico  del  8  del  mismo  mes, 
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por  la  que  se  dictaron  varias  disposiciones  con  objeto  der 
que  los  Curas  Párrocos,  Ecónomos  y  demás  encargados  ea 
la  cura  de  almas  en  los  pueblos  de  dicho  Arzobispado  en- 
tendieran en  lo  sucesivo  por  sí  solos,  y  sin  intervención 
ni  licencia  del  juzgado  eclesiástico,  ni  del  respectivo  Arci- 
prestazgo,  en  los  expedientes  y  d  ligencias  previas  para  los 
matrimonios  de  sus  feligreses.  En  dicha  circular  se  dijo: 
1.^  «Que  cuando  el  contrayente  pertenezca  á  la  jurisdicción 
castrense,  los  Párrocos  podrán  proceder  á  la  formación  del 
expediente  y  á  autorizar  el  matrimonio  si  el  interesado  pre— 
senta  licencia  del  Subdelegado  respectivo».  2.®  «Cuando  los 
contrayentes  fuesen  de  distintas  parroquias  corresponderá 
instruir  dicho  expediente  al  Párroco  de  la  novia;  pero  el 
novio  deberá  presentar  certificación  de  su  Párroco  propio 
en  la  que  conste  la  edad,  filiación,  empadronamiento  y  exa- 
men de  doctrina  cristiana.  Asimismo  presentarán  certifica- 
ción en  debida  forma  del  consentimiento  ó  consejo  que  ne- 
cesitaren, la  cual  se  unirá  al  expediente  de  estas  diligen- 
cias». 3.®  «Las  partidas  de  bautismo  de  los  contrayentes 
habrán  de  figurar  siempre  en  el  expediente  matrimonial,  á 
no  ser  que  fuere  viudo  alguno  de  ellos;  pero  será  suficiente 
que  el  Párroco  consigne  el  libro  y  folio  en  que  dicho  docu- 
mento se  encuentre,  si  el  bautismo  se  hubiere  verificado  en 
la  misma  parroquia».  4.®  «El  domicilio  ó  casi  domicilio,  se 
acreditará  por  los  medios  ordinarios  de  derecho».  5.^  «Como 
medios  probatorios  de  su  estado  y  sucesiva  residencia  pre- 
sentarán los  contrayentes  sus  padrones  parroquiales;  y 
cuando  por  cualquier  causa  no  los  tuvieren,  justificarán  di- 
chas circunstancias  por  medio  de  información  testifical, 
practicada  ante  el  Párroco  de  la  demarcación  donde  hubie- 
sen debido  empadronarse,  y  por  los  padrones  civiles  suple- 
torios en  este  caso.  Si  los  interesados  fuesen  naturales  y  ve- 
cinos de  la  población  en  que  el  matrimonio  se  celebre,  bas- 
tarán el  primero  y  los  tres  últimos  padrones.  En  otro  caso  se 
les  exigirá  los  que  el  Párroco  necesite  para  adquirir  conven- 
cimiento moral  de  la  libertad  de  los  que  van  á  casarse».  6.* 
«Presentados  por  las  partes  los  documentos  de  que  queda  he— 


53 

-cho  mérito,  el  Párroco  procederá  al  exploro,  interrogando 
bajo  juramento  y  separadamente  á  los  mismos  contrayentes, 
-fi  sus  padres,  sí  asisten  al  acto,  y  á  tres  testigos  católicos  y  de 
buena  fama,  que  por  conocimiento  propio  puedan  deponer 
acerca  de  lo  que  se  les  pregunte.  A  fin  de  que  tanto  los  in- 
teresados como  los  testigos  no  padezcan  engaño  en  sus  de- 
posiciones, el  Párroco  cuidará  de  hacerles  previamente  una 
breve,  pero  clara  y  precisa  explicación  acerca  de  los  impe- 
dimentos». 1!*  «El  acta  de  explofo  habrá  de  ser  firmada  por 
todos  los  concurrentes,  si  supieren  hacerlo;  debiendo  veri- 
ficarlo por  los  que  no  supieren  un  testigo,  que  podrá  ser  de 
los  mismos  que  hubiesen  prestado  declaración.  El  Párroco 
suscribirá  después  de  todos,  porque  debe  autorizar  con  su 
firma  las  de  los  demás».  8.^  «Extendida  el  acta,  el  Párroco 
dispondrá  la  publicación  de  proclamas^  tanto  en  la  propia 
iglesia  como  en  las  demás  parroquias  donde  con  arreglo  á 
derecho  deba  hacerse,  dirigiendo  al  efecto  el  oportuno  ofi- 
cio á  los  encargados  de  las  mismas,  y  rogándoles  en  él  que 
al  devolverlo  cumplimentado,  se  sirvan  informar  lo  que 
les  conste »  9.®  «Si  el  resultado  de  las  proclamas  fuese  fa- 
vorable, procederá  el  Párroco  al  casamiento,  previa  la  re- 
cepción por  parte  de  los  contrayentes  del  Santo  Sacramento 
^e  la  Penitencia,  todo  lo  cual  se  anotará  por  diligencia  en  el 
•expediente,  en  el  que  también  habrá  de  constar  el  libro  y 
folio  donde  se  haya  sentado  la  partida  matrimonial».  10.** 
<Los  Párrocos  procurarán  que  las  bendiciones  nupciales  si- 
gan inmediatamente  al  matrimonio,  recibiéndose  por  los 
contrayentes  en  el  mismo  día;  y  si  no  pudiesen  conseguirlo, 
emplearán  todos  los  medios  que  su  celo  les  sugiera,  á  fin 
de  que  entre  uno  y  otro  acto  no  medie  distancia  notable^  á 
menos  que  estuviesen  cerradas  las  velaciones.  Verificadas 
•éstas,  se  anotará  el  hecho  con  expresión  de  su  fecha  en  el 
libro  matrimonial,  al  margen  de  la  partida,  y  por  medio  de 
diligencia  firmada  por  el  Párroco».  11.®  «Los  expedientes 
matrimoniales,  con  todos  los  escritos  á  ellos  referentes, 
eerán  custodiados  en  los  archivos  de  las  parroquias  de  los 
^contrayentes:  exceptúanse  los  expedientes  de  los  matrimo- 
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nios  celebrados  in  articulo  mortis,  que  se  remitirán  al  res- 
pectivo Arcipreste,  y  éste  lo  hará  al  Provisor/ sin  cuya  apro- 
bación no  podrá  sentarse  la  partida.  Asimismo  deberán  los 
Párrocos  remitir  directamente  al  Provisor  los  ^expedientes- 

qué  formen  para  los  casos  reservados al  Provisorato  y 

Juzgado  de  la  Santa  Iglesia».  12.^  «Quedan  declarados  No- 
tarios eclesiásticos,  para  todas  las  actuaciones  y  diligencias- 
de  que  se  ha  hecho  mención,  los  Párrocos,  Ecónomos  y  en- 
cargados de  pa^rroquias». 

Hay  casos,  empero,  que  se  exceptúan  en  la  misma  circu- 
lar de  las  reglas  precedentes,  es  decir,  en  que  los  Párrocos 
necesitan  acudir  á  la  curia  episcopal,  y  no  pueden  casar  á 
los  interesados  sin  licencia  del  Provisor.  Estos  casos  son: 
1.®  Cuando  alguno  de  los  contrayentes,  después  de  haber 
cumplido  la  edad  nubil  ó  de  haber  enviudado,  haya  tenida 
domicilio  fuera  de  la  diócesis.  2.**  Cuando  pretende  contraer 
matrimonio  por  poder.  3.^  Cuando  habiendo  celebrado  es- 
ponsales ó  estando  unidos  por  el  llamado  matrimonio  civil, 
intenten  casarse  con  persona  distinta  de  la  comprometida  en 
dicho3  actos.  4.^  Cuando  no  puedan  casarse  sin  dispensa  ó  la 
soliciten  de  una  ó  más  amonestaciones,  ó  de  cualquiera  de- 
las  diligencias  ó  requisitos  canónicos.  5.®  Cuando  uo  hayan 
podido  proveerse,  para  acreditar  su  naturaleza  y  edad,  de- 
la  partida  de  bautismo,  ó  de  la  fe  de  viudez,  si  son  viudos. 
6.®  Cuando  habiendo  sido  militar  el  contrayente  no  muestre 
certificación  de  libertad,  expedida  por  el  Párroco  Castrense- 
y  visada  por  el  Jefe  del  Cuerpo  donde  sirvió. 

IV 

En  la  circular  de  25  de  Junio  antes  citada,  dijo  el  mismo- 
Emmo.  Prelado:  «Ocurre  con  frecuencia  que  se  trate  de  ce- 
lebrar el  Santo  Sacramento  del  Matrimonio  entre  feligreses 
pertenecientes  á  parroquias  de  este  Arzobispado  limítrofe» 
con  otras  de  las  Diócesis  colindantes.  Esta  circunstancia  ofre- 
ce  el  gravamen  á  los  contrayentes  de  tener  que  acudir  al 
Provisorato  de  su  respectiva  jurisdicción,  lo  que  produce 
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dilaciones  que  ponen  á  veces  en  peligro  la  delicada  situación 
en  que  se  hallan  los  que  aspiran  á  la  unión  conyugal.  Para 
evitar  semejantes  inconv^ientes,  nos  hemos  puesto  de  acuer- 
do con  nuestros  Venerables  Hermanos  los  Sres.  Obispos  de 
Badajoz,  de  Córdoba  y  de  Cádiz,  y  hemos  acordado  autori- 
zar, como  lo  hacemos  por  la  presente,  á  los  Párrocos  de  los 
pueblos  limítrofes  enclavados  en  el  radio  de  cuatro  leguas 
de  distancia  entre  sí,  para  proceder  al  matrimonio  con  sólo 
expediente  ordinario,  que  se  instruirá  ante  el  Cura  propio 
de  la  contrayente  y  se  archivará  en  el  de  su  Parroquia; 
guardando  en  lo  demás  cada  Párroco  las  reglas  establecidas 
para  estos  casos  en  su  respectiva  diócesis.» 

Digna  de  elogio  es,  en  verdad,  semejante  disposición, 
porque  no  sólo  tiende  á  facilitar  en  lo  posible  la  celebración 
del  matrimonio,  especialmente  entre  los  pobres,  hijos  pre- 
dilectos de  la  Iglesia,  sino  que  demuestra  que  esta  cariñosa 
Madre,  como  dice  muy  bien  dicho  Eminentísimo  Prelado, 
está  siempre  solícita  en  procurar  á  sus  hijos  la  tranquilidad 
de  conciencia  y  los  bienes  á  ella  consiguientes. 


Los  matrimonios  entre  extranjeros,  ó  de  español  con  ex- 
tranjera y  al  contrario,  deben  acomodarse,  como  dicho  es, 
á  las  mismas  reglas  prevenidas  para  los  expedientes  matri- 
moniales de  los  vagos.  Debemos,  empero,  manifestar  que 
los  documentos  presentados  por  los  contrayentes  no  han  de 
ofrecer  duda  alguna,  hallándose  al  efecto  visados  por  el 
Cónsul  ó  encargado  de  nejgocios  en  España  en  aquel  país,  ó 
por  el  de  dicho  país  en  España;  y  estando  además  traduci- 
dos por  la  Interpretación  de  lenguas. 

Existe,  sin  embargo,  una  Real  orden  de  2  de  Julio 
de  1863,  por  la  cual  se  manda  que  las  traducciones  que 
hagan  los  Agentes  Consulares  de  Francia  en  España,  tienen 
la  misma  fuerza  y  valor  que  las  que  hubiesen  verificado  los 
traductores  ó  intérpretes  jurados  españoles;  debiendo  en 
sus  respectivos  casos  adoptarse  las  oportunas  medidas  para 
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asegurar  la  autenticidad  de  la  traducción  presentada  por  los 
interesados. 

Los  documentos  que  procedan  de  las  curias  eclesiásticas 
extranjeras,  deberán  visarse  en  algunos  casos  por  la  Nun- 
ciatura apostólica  del  país,  si  es  posible,  y  en  este  supuesto, 
legaliza  la  de  Madrid  el  sello  y  signos. 

Y  ya  que  de  esto  nos  oóupamos,  conviene  rep;*oducir  lo 
que  dicen  los  Sres.  Gómez  Salazar  y  Lafuente  en  el  párra- 
fo que  dedican  á  esta  materia:  «En  un  anuncio  que  se  pu- 
blicó en  el  Boletín  Oficial  de  Málaga,  á  excitación  del  Cónsul 
francés,  hacia  el  año  de  1859,  se  avisó  que,  según  el  artícu- 
lo 170  del  Código  civil  de  aquel  país,  es  nulo  el  matrimonio 
contraído  en  el  extranjero  entre  un  francés  y  mía  extranjera 
sin  hacer  en  Francia  las  publicaciones  previas^  conforme  al 
artículo  63  del  Código  Napoleón.  Esto  es  una  iniquidad:  (¿uod 
Deus  conjunxit  homo  non  separet.  Pero  como  algunos  fran- 
ceses se  han  casado  con  españolas  ricas,  y  después  de  explo- 
tar su  dote  se  han  descasado  en  Francia  conforme  á  esa  dis- 
posición anticatólica,  conviene  que  lo  sepan  los  abogados 
españoles  para  proceder  con  precaución  en  tales  casos.» 

VI 

En  cuanto  á  los  matrimonios  de  militares,  sabido  es  que 
por  decreto  de  21  de  Mayo  de  1873,  se  suprimió  el  expe- 
diente llamado  de  Heal  licencia,  pudiendo  en  su  virtud  con- 
traer aquéllos  dicho  santo  vínculo  sin  obtener  previamente 
el  permiso  del  Jefe  del  Estado,  ó  de  otras  autoridades  com- 
petentes. Sólo  se  exige  á  las  clases  de  generales  un  certifi- 
cado de  soltería  y  graduación,  expedido  por  el  Ministerio 
de  la  Guerra;  á  los  demás  jefes  y  oficiales  igual  certificado 
de  sus  jefes  respectivos;  y  á  la  clase  de  tropa,  otro  de  solte- 
ría de  los  jefes  de  los  cuerpos  en  que  sirven. 

Respecto  á  los  demás  requisitos,  se  practicarán  las  dili- 
gencias necesarias  del  mismo  modo  que  se  hace  con  los  pai- 
sanos, no  habiendo  más  diferencia  que  la  relativa  á  la  auto- 
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rídad  llamada  á  entender  en  estos  asuntos,  que  lo  es  la  ju- 
risdicción castrense. 

Por  otro  decreto  de  10  de  Septiembre  del  propio  año,  se 
suprimieron  también  las  licencias  que  para  contraer  matri- 
monio tenían  que  solicitar  los  individuos  de  todos  los  cuer- 
pos é  institutos  de  la  Armada,  sujetándose  para  lo  sucesivo 
á  las  prescripciones  que  se  consignan  en  la  ley  de  Matrimo- 
nio civil.  En  su  consecuencia,  para  acreditar  el  requisito 
que  exigen  los  arts.  17  y  31  de  dicha  ley,  los  jefes  superiores 
inmediatos  librarían,  á  instancia  de  los  interesados,  certifi- 
cación de  libertad,  en  la  que  deben  expresarse  el  empleo  de 
que  estén  en  posesión  y  el  objeto  á  que  se  destina.  Si  los  in- 
teresados no  hiciesen  uso  de  la  certificación,  la  entregarán 
á  su  jefe  inmediato  para  que  sea  inutilizada;  y  si  después  de 
presentada  al  Juez  municipal,  no  se  llevase  á  efecto  el  casa- 
miento, exigirán  certificación  de  haber  caducado  el  expe- 
diente para  presentarla  á  su  jefe  respectivo:  si  contraen  ma- 
trimonio deberán  igualmente  presentar  á  sus  jefes  inmedia- 
tos, en  el  término  de  seis  meses,  residiendo  en  Europa,  y 
doce  en  Ultramar,  una  copia  en  debida  forma  legalizada  del 
acto  de  su  casamiento.  Los  que  dejaran  de  cumplir  con  este 
requisito,  se  entendía  que  renunciaban  á  los  derechos  que 
tuviesen,  ó  en  lo  sucesivo  pudieran  tener  á  los  beneficios 
pasivos  ó  de  Montepío. 

El  antedicho  decreto  se  refiere  al  matrimonio  civil,  úni- 
co que  en  dicha  época  de  delirio  y  calentura  producía  efec- 
tos civiles  en  un  país  eminentemente  católico. 

Pero  sigamos;  por  lo  que  hace  á  las  reservas,  el  Real  de- 
creto de  22  de  Octubre  de  1877  dicta,  entre  otras,  las  si- 
gruientes  disposiciones: 

«Art.  12.    Los  individuos  de  la  clase  de  tropa  no  podrán 

>  casarse  durante  los  cuatro  años  de  servicio  activo,  ya  se 

>  hallen  sobre  las  armas,  ya  como  reclutas  disponibles,  ó 
9  con  licencia  temporal  ó  ilimitada. 

•Después  de  pasar  á  la  reserva,  podrán  verificarlo,  dan- 

>  do  conocimiento  á  su  respectivo  jefe  para  que  lo  anote  en 

>  su  filiación  y  demás  efectos.  Este  nuevo  estado  no  les  exi- 
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>  mira  de  sus  deberes  militares,  si  fuesen  llamados  á  cum- 
»  plirlos.> 

«Art.  110.    Serán  procesados  militarmente  y  socorridos 
»  durante  su  prisión  por  el  presupuesto  de  la  Guerra,  según 

>  órdenes  vigentes: 

.«Por  separación  de  su  residencia  sin  la  debida  autori- 
»  zacióñ. 

»Por  deserción. 

»Por  desobediencia  en  el  acto  del  servicio. 

»Por  falta  de  respeto  á  sus  jefes  ú  oficiales. 

»Por  formar  parle  en  armas  de  reunión  tumultuaria  con- 
»  tra  el  orden  público,  y  permanecer  en  ella  contrariando 
»  las  órdenes  de  la  autoridad  ó  de  la  fuerza  pública. 

>Ó  por  otros  delitos  esencialmente  militares. 

>Fuera  de  estos  casos,  los  individuos  de  tropa  en  reserva 
>'estarán  sujetos  al  fuero  común  ordinario,  así  en  lo  civil 
»  como  en  lo  criminal  y  eclesiástico,* 

Vemos,  por  tanto,  que  los  individuos  de  la  clase  de  tropa 
sólo  pueden  casarse  después  de  pasar  á  la  reserva,  y  en  este 
caso  quedan  sujetos  al  fuero  común  eclesiástico. 

Posteriormente  expidió'  una  circular  el  Eminentísimo 
Sr.  Cardenal  Patriarca  de  las  Indias,  su  fecha  13  de  Noviem- 
bre de  dicho  año;  y  en  vista  de  ella,  y  de  la  ley  de  recluta- 
miento y  reemplazo  del  ejército  de  28  de  Agosto  de  1878,  el 
Exorno,  é  limo.  Sr.  Arzobispo  de  Granada,  expidió  otra  cir- 
cular en  13  de  Marzo  de  1879,  señalando  los  casos  én  que  los 
individuos  de  tropa  pueden  contraer  matrimonio  sin  la  in- 
tervención de  la  jurisdicción  castrense.  Estos  casos  son  los 
siguientes:  1.®  «No  pueden  contraer  matrimonio  los  indivi- 
duos de  la  clase  de  tropa  que  estén  en  servicio  activo,  ni 
aun  aquellos  que  habiendo  cumplido  con  ó  sin  abono  los 
cuatro  años  de  servicio  activo  que  marca  la  ley  ó  mayor 
tiempo,  por  cualquiera  circunstancia  no  hayan  obtenido  el 
pase  á  la  reserva,  por  más  que  residan.en  sus  casas  con  li- 
cencia ilimitada».  2.®  «Tampoco  pueden  contraer  matrimo- 
nio los  reclutas  disponibles,  durante  los  dos  primeros  años 
de  su  permanencia  en  esta  situación.  Se  entiende  con  el 
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nombre  de  reclutas  disponibles  todos  los  mozos  sorteados 
que  excedan  del  cupo  que  anualmente  se  asigna  á  cada  pue- 
blo para  cubrir  las  baja^  del  ejército  activo».  3.^  «Pueden 
contraer  matrimonio  los  individuos  de  la  clase  de  tropa  que, 
cumplidos  cuatro  años,  pasan  del  servicio  activo  á  la  Reser- 
va y  los  reclutas  disponibles,  á  los  dos  años  de  su  perma- 
nencia en  esta  situación».  4.^  «Ni  los  unos  ni  los  otros  de  los 
comprendidos  en  la  regla  anterior,  gozan  fuero  espiritual 
castrense;  y  por  tanto,  pueden  instruirse  sus  expedientes 
matrimoniales  sin  intervención  de  dicha  jurisdicción  privi- 
legiada». 5.**  «Los  Párrocos  deberán  exigir  á  los  referidos, 
certificación  de  sus  respectivos  jefes,  en  que  se  acredite,  ya 
la  situación  de  reserva  respecto  á  los  primeros,  ya  la  situa- 
ción de  reclutas  disponibles  cumplidos  dos  años,  respecto  de 
los  segundos». 

Esto  mismo  vino  á  reproducirse  en  otra  circular  de  la 
Subdelegación  Apostólica  Castrense  del  Arzobispado  de 
la  provincia  de  Valencia,  su  fecha  2  de  Junio  del  citado 
año  1879,  si  bien  se  añade,  que  las  clases  de  tropa  de  Cara- 
bineros y  Guardia  civil,' que  ingresen  en  estos  institutos 
procedentes  de  los  reemplazos  del  ejército,  no  pueden  con- 
traer matrimonio  hasta  que  hayan  cumplido  cuatro  años  de 
servicio,  según  se  dispone  en  la  R.  O.  de  28  de  Febrero 
de  1878.  También  se  fijan  ciertas  reglas  para  los  subditos 
castrenses  residentes  en  dicho  Arzobispado  que  deseen  con- 
traer matrimonio.  En  esas  reglas  se  dice,  que  los  citados 
subditos  deberán  acudir  á  dicha  Subdelegación  por  medio 
de  instancia  en  papel  sellado,  á  la  que  acompañarán  los  do- 
cumentos siguientes:  1.**  Partida  de  bautismo.  2.°  Fe  de  sol- 
tería expedida  por  el  capellán  párroco  del  cuerpo  á  que 
pertenezca  el  interesado,  y  visada  por  los  jefes  del  mismo. 
8.**  Consentimiento  ó  consejo  paterno,  otorgado  precisa- 
mente con  arreglo  á  la  ley  de  20  de  Junio  de  1862,  ó  las 
partidas  de  defunción  de  la  persona  ó  personas  llamadas  en 
primer  lugar  á  prestar  dicho  consentimiento  ó  consejo.  Si 
el  contrayente  fuere  viudo  deberá  presentar,  en  vez  de  la 
fe  de  .soltería  y  del  consentimiento  ó  consejo  paterno,  la 
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partida  de  defunción  de  su  anterior  consorte  y  certificado 
<le  permanecer  en  estado  de  viudez  7  libertad,  expedido  i>or 
su  párroco  castrense,  ó  el  Ordinario  de  su  residencia  á  falta 
de  éste. 

Caso  de  existir  entre  los  contrayentes  algún  impedi- 
mento, deberán  acompañar  certificación  de  haberse  obte- 
nido y  llevado  á  ejecución  la  corr^pondiente  dispensa,  li- 
brada por  la  Secretaría  de  Cámara  del  Prelado  á  quien 
aquella  fuere  cometida. 

Igualmente  deberán  presentarse  los  documentos  relativos 
á  la  contrayente  para  cerciorarse  de  la  filiación,  estado,  etc., 
de  ésta,  que  si  no  es  dé  la  jurisdicción  castrense,  se  devuel- 
ven para  presentarlos  en  la  curia  eclesiástica  á  que  corres- 
ponda. 

Con  motivo  de  dudas  ocurridas  á  algunos  Párrocos  acer- 
ca de  si  los  matriculados  de  mar  pertenecen  á  la  jurisdic- 
ción ordinaria  ó  á  la  Apostólica  castrense,  se  resolvió  por 
el  Vicario  General  Castrense  en  29  de  Julio  del  propio  año. 
que  dichos  matriculados  no  pertenecen  á  la  jurisdicción  cas- 
trense, más  que  en  el  caso  de  que,  matriculados,  presten  sus 
servicios  en  los  buques  de  la  armada,  en  cuya  situación  está 
mandado  que  no  pueden  contraed  matrimonio  por  la  citada 
jurisdicción,  hasta  no  estar  en  la  reserva;  así,  pues,  los  sim- 
plemente matriculados,  que  no  prestan  sus  servicios  en  la 
Marina  de  Guerra,  no  tienen  limitación  alguna  para  casarse 
por  la  jurisdicción  ordinaria. 

Por  último,  en  21  de  Septiembre  de  1881,  se  dictó  una 
Real  orden,  que  fué  comunicada  al  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  por  el  de  Guerra,  y  trasladada  á  varios  Prelados  en 
16  de  Diciembre  siguiente,  por  la  cual  se  mandó  recordar 
por  quien  corresponda  á  los  Párrocos,  la  prohibición  que 
existe  para  que  los  reclutas  disponibles  puedan  contraer  ma- 
trimonio antes  de  contar  dos  años  en  dicha  situación,  así 
como  tampoco  pueden  verificarlo  los  individuos  de  tropa 
que  sirven  en  activo  con  licencia  ilimitada,  mientras  no 
hayan  cumplido  cuatro  años  de  servicio. 

Según  la  ley  para  el  reemplazo  del  ejército,  que  fué  pu- 
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blicada  en  31  da  Dicieubre  de  1881,  la  duración  del  serví*  í 

cío  militar  es  de  doce  años.  Los  que  son  destinados  al  serví-  * 

cío  activo,  por  más  qne  se  encuentren  en  sus  casas  con  líoen*  r 

cía  ilimitada,  no  pueden  contraer  matrimonio,  ni  ordenarse^  f 

hasta  que  cumplidos  los  seis  primeros  años  acrediten  haber 
pasado  á  la  reserva.  Los  reclutas  disponibles  pueden  hacer 
lo  uno  y  lo  otro,  luego  de  transcurridos  dos  aüos  en  seme- 
jante situación.  En  el  mismo  caso  se  encuentran,  durante  ! 
tres  sorteos,  los  declarados  exentos  por  alguna  excepción,  ' 
mientras  dure  su  situación  expectante/                                                                        ^ 

Posteriormente  se,  dispuso  por  el  Minicterio  de  la  Gue-  j 

rra,  que  no  debe  aplicarse  la  prohibición  para  contraer  ma-  ¡ 

trimonio  á  los  que  sean  reclutas  disponibles,  por  haber  re-  ¡ 

dimido  su  suerte  en  metálico.  i 

Más  tarde  se  dio  otra  ley  de  reclutamiento  y  reemplaza  : 

del  ejército,  que  es  la  de  11  de  Julio  de  1885,  y  en  ella  se  ¡ 

declara:  que  1^  duración  del  servicio  es  también  de  doce 
años  en  el  ejército  de  la  Península  á  contar  desde  el  día  en 
que  los  mozos  ingresen  en  caja:  que  durante  estos  doce  años 
podrán  dichos  mozos  pertenecer  á  las  clases  y  situacionea 
siguientes:  1.*  Mozos  en  las  Cajas  de  recluta.  2.*^  En  servicio 
activo  permanente.  3.'^  En  reserva  activa  ó  con  licencia.  4.* 
Reclutas  en  depósito  ó  condicionales.  5.*  En  la  segunda  re- 
serva. También  se  dice:  que  son  activas  las  situaciones  2.*, 
3,*  y  4.*,  y  ea  ellas  han  de  servir  todos  los  reclutas  seis  años, 
extinguiendo  el  resto  del  total  obligatorio  en  la  1.*  y  5.*  si- 
tuación. 

Después  de  esto,  se  ha  dictado  la  R.  O.  de  28  de  Octubre 
de  1890,  que  dice:  Los  mozos  en  caja  no  podrán  contraer 
matrimonio  mientras  se  hallen  en  esta  situación. 

Los  soldados  en  activo  podrán  contraerlo  á  los  tres  años 
y  un  día  de  servicio,  contados  desde  la  fecha  de  su  incor- 
poración á  cuerpo,  en  la  forma  que  preceptúa  la  R.  O.  de 
12  de  Abril  del  año  actual.  Los  mozos  sujetos  á  revisión  por 
defecto  físico,  cortedad  de  talla  ó  por  razones  de  familia, 
podrán  verificarlo  también  á  los  tres  años  y  un  día  de  ser- 
vicio, si  subsistiera  la  causa  por  la  cual  fueron  exceptuados^ 


^fT^^^^^j^^^^^^  '■   , ' i :  •  a^i^-f 
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y  de  no  ser  así,  quedarán  en  las  mismas  condiciones  que  los 
individuos  de  la  nueva  situación  que  se  les  declare. . 

Los  redimidos,  sustituidos  y  excedentes  dé  cupo,  podrán 
contraer  matrimonio  después  de  transcurrir  un  año  y  un 
día  en  sus  situaciones  respectivas. 

Los  destinados  á  Ultramar  en  cualquier  concepto,  podrán 
contraer  matrimonio  '&  los  cuatro  años  y  un  día  de  servicio, 
contados  desde  la  fecha  de  su  embarco  para  Ultramar. 

Para  recibir  órdenes  sagrados  se  atendrán  los  indivi- 
duos de  las  situaciones  á  que  se  refieren  los  artículos  ant^ 
riores,  á  los  mismos  plazos  que  en  ellos  se  fijan  para  con« 
traer  matrimonio. 

A  consecuencia  de  lo  prevenido  en  la  Real  disposición 
que  precede,  se  dictó  otra  R.  O.  en  21  de  Enero  de  1891, 
por  virtud  de  la  cual  se  mandó:  que  sin  necesidad  de  que 
los  interesados  lo  soliciten,  se  provea  de  fe  de  soltería  á  to- 
dos los  individuos  de  tropa  que  hayan  servido  el  tiempo 
marcado  para  poder  contraer  matrimonio. 

Últimamente,  por  virtud  de  R.  D.,  inserto  en  la  Gaceta 
de  Madrid  de  14  de  Julio  de  189Í,  se  autorizó  al  Ministro  de 
la  Guerra,  para  presentar  á  las  Cortes  una  nueva  ley  de  re- 
clutamiento y  reemplazo  del  ejército. 

Por  último,  en  31  de  Julio  de  1882,  se  ha  expedido  otra 
R.  O.  (1),  por  la  que  se  declara:  que  los  eclesiásticos  que 


(1)     «El  Excmo.  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  dice  con  fecha  31 
de  Julio  próximo  pasado  al  R.  Obispo  de  Coria,  lo  que  sigue: 

limo.  Sr.:  Vista  la  consulta  elevada  á  este  Ministerio  por  el  Gober- 
nador eclesiástico  de  esa  diócesis,  con  fecha  29  de  Abril  de  1881,  so- 
bre si  los  eclesiásticos  que  autorizan  matrimonios  de  individuos  de 
tropa,  que  por  su  situación  no  puedan  contraerlo,  incurren  en  respon- 
sabilidad criminal;  oído  sobre  ella  el  parecer  del  Consejo  Supremo  de 
Guerra  y  Marina,  y  considerando  que  el  art.  9.o  de  la  Ley  de  Reem- 
plazos, el  12  de/  Reglamento  de  2  de  Diciembre  de  1878  y  demás  dis- 
posiciones que  rigen  sobre  la  materia,  recordados  por  R.  O.  circular 
de  este  Ministerio,  fecha  15  de  Diciembre  de  1881,  prohibe  contraer 
matrimonio  á  los  individuos  de  tropa  que  se  hallen  en  activo  servicio 
y  á  los  reclutas  disponibles  que  no  lleven  dos  años  en  esta  situación: 
considerando  que  según  el  art.  493  del  Código  penal  vigente,  el  Juez 
municipal  que  autorizase  matrimonio  prohibido  por  la  Ley,  incurre  en 
responsabilidad  criminal  y  en  las  penas  en  el  mismo  marcadas:  consi- 
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aatoricen  matrimonio  de  militares  ^que  no  tengan  las  condi- 
ciones legales  necesarias  para  contraerle,  incurren  en  la 
responsabilidad  criminal  y  en  las  penas  señaladas  en  el  ar- 
tícñlo  498  del  Código  penal  vigente. 

El  limo.  Sr.  Obispo  de  Avila  protestó  de  esta  Real  orden 
en  el  Boletín  Eclesiástico  de  su  Diócesis;  y  esto  dio  origen  á 
la  denuncia  del  mencionado  periódico  oficial. 

Mucho  después  se  dio  el  Real  decreto  de  27  de  Diciembre 
de  1901,  por  el  cual  se  restableció  Real  licencia  para  poder 
contraer  matrimonio  los  (jenerales,  Jefes  y  Oficiales  del 
ejército  activo  y  de  reserva,  y  sus  asimilados;  y  en  él  se  es- 
tablece: «que  no  se  concederá  licencia  para  casarse  á  los 
Jefes,  Capitanes  y  sus  asimilados  antes  de  cumplir  veinti- 
cinco años  de  edad».  A  los  Oficiales  subalternos  podrá  con- 
cedérseles también  de  veinticinco  años  en  adelante,  si  acre- 
ditan poseer  una  renta  que,  unida  á  su  sueldo,  complete  el 
de  capitán,  siendo  imputables  para  estos  efectos  las  pensio- 
nes de  cruces.  En  otro  caso,  necesitarán  tener  treinta  años 


derando  qae  la  responsabilidad  señalada  en  dicho  artículo  á  los  Jue- 
ces municipales,  tiene  su  fundamento  legal  en  que  por  la  Ley  de  ma- 
trimonio civil,  vigente  á  la  publicación  del  citado  Código,  en  su  ar- 
ticulo 2.0,  no  se  concedían  efectos  civiles  á  los  matrimonios  que  no  se 
celebrasen  con  arreglo  á  sus  disposiciones,  y  por  el  28  encomendaba 
exclusivamente  su  celebración  á  los  Jueces  municipales:  considerando 
que  derogada  en  parte  aquella  Ley  por  el  Decreto  del  Ministerio  Re- 
gencia de  9  de  Febrero  de  1876,  restableciendo  en  el  matrimonio  ca- 
nónico los  efectos  civiles  y  encomendando  su  celebración  á  los  Párro- 
cos, éstos  han  venido  á  sustituir  á  los  Jueces  municipales  en  su  cali- 
dad de  celebrantes:  y  considerando  que  si  el  art.  493  citado  quiso 
castigar  en  los  Jueces  municipales,  como  únicos  encargados  de  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  las  omisiones  que  en  tal  concepto  cometie- 
ran contra  las  disposiciones  legales  que  los  prohiben,  aquella  penali- 
dad debe  alcanzar  hoy  á  los  Párrocos,  que  como  queda  dicho  han  ve- 
nido á  sustituirles  en  su  calidad  de  autorizantes,  porque  donde  existe 
la  misma  razón,  debe  existir  la  misma  disposición;  S.  M.  el  Bey 
(Q.  D.  G.),  conformándose  con  lo  propuesto  por  dicho  Consejo  Supre- 
mo, se  ha  servido  declarar  que  los  eclesiásticos  que  autoricen  matri- 
monios de  militares  que  no  tengan  las  condiciones  legales  necesarias 
para  contraerle,  incurren  en  la  responsabilidad  criminal  y  en  las  pe- 
nas seflaladas  en  el  mencionado  art.  493  del  Código  penal  vigente,  i 

Nota  del  autor.    Las  leyes  penales  no  pueden  ampliarse  en  virtud 
de  Reales  disposiciones. 
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de  edad  y  doce  de  efectivos  servicios.  Se  exceptúan  de  estos 
requisitos  los  oficiales  subalternos  pertenecientes  á  las  esca- 
las de  reserva  de  todas  las  armas,  cuerpos  é  institutos,  los 
cuerpos  de  Alabarderos,  Inválidos,  Guardia  civil  y  Carabi- 
neros, y  los  cuei'pos  y  empleados  político-militares. 

No  se  concederá  licencia  de  c£tsamiento  á  los  alumnos  de 
las  Academias  militares,  ni  se  admitirá  á  examen  para  in- 
gresar por  oposición  en  Academias  y  cuerpos  del  ejército  á 
aspirantes  casados  ó  viudos  con  hijos.  La  renta  de  que  se  ha 
hablado  anteriormente  se  acreditará  con  bienes  inmuebles 
ó  valores  del  Estado  del  solicitante,  ó  aportados  al  matri- 
monio por  la  contrayente.  Y  los  que  sin  cumplir  las  condi- 
ciones expresadas  contrajeran  matrimonio,  serán  castigados 
por  desobediencia  con  sujeción  á  las  prescripciones  del  Có- 
digo de  Justicia  militar. 

Posteriormente  se  dio  un  proyecto  de  ley,  que  se  insertó 
en  la  Gaceta  de  27  de  Febrero  de  1902,  en  que  se  dijo  «que 
la  duración  del  servicio  militar  sería  de  doce  años,  desde  el 
día  en  que  los  mozos  ingresen  en  caja,  y  durante  ese  tiempo 
podrán  pertenecer  á  las  clases  y  situaciones  siguientes:  1.* 
Mozos  en  las  cajas  de  reclutas.  2.*  En  servicio  activo  per- 
manente. 3.*  Con  licencia  ilimitada.  4."  En  primera  reserva 
activa.  5.*  Reclutas  condicionales.  6.*  Reclutas  en  depósito. 
7.*  En  la  segunda  reserva.  Son  activas  las  situaciones  2.", 
3.*,  4.*,  5.*  y  6.*,  y  en  ellas  han  de  permanecer  seis  anos, 
extinguiendo  el  resto  de  tiempo  en  la  1.*  y  7.^ 

También  se  expidió  un  Real  decreto  en  3  de  Febrero 
de  1902,  autorizando  al  Ministro  de  la  Guerra  para  presen- 
tar á  las  Cortes  un  proyecto  de  ley  estableciendo  penalidad 
para  los  Generales,  Jefes  y  Oficiales  del  Ejército  y  sus  asi- 
milados que  contraigan  matrimonio  sin  la  competente  Real 
licencia.  Y  en  ese  proyecto,  que  tiene  fecha  de  4  de  Febrero 
del  propio  año,  se  dice:  «Que  los  matrimonios  que  se  reali- 
cen con  infracción  de  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  27 
de  Diciembre  de  1901,  no  darán  derecho  al  goce  de  pensión 
pasiva  alguna,  y  los  contraventores  quedarán  sujetos  á  los 
siguientes  correctivos: 


• '      j-  •  -  V  "  "t 


CAPÍTULO  V 


I.  MatritDonio:  su  etimología  y  nombres:  definición  como  contrato  y 
como  Sacramento:  sus  clases:  diferencia  entre  el  legítimo  y  el  rato: 
si  la  hay  entre  éste  y  el  consumado:'  solemne:  secreto  de  hecho  y 
de  derecho,  llamado  por  algunos  de  conciencia. — II.  Explicación 
de  la  Bula  Satis  vobia  de  Benedicto  XIV,  acerca  de  este  matrimo- 
nio.~III.  Del  llamado  Morganático.— IV.  Concubinato  antiguo. — 
V.  Casamientos  de  los  infieles. 


Tiempo  es  ya  de  ocuparnos  del  matrimonio,  de  esa  altí- 
sima institución  divina,  de  ese  contrato-sacramento,  origen 
inmediato  de  la  familia  y  base  de  la  sociedad.  En  efecto,  del 
matrimonio  resulta  la  familia  natural  y  legítima,  remedo  de 
la  Trinidad  Divina,  como  el  hombre  es  imagen  de  la  unidad 
de  Dios.  De  la  reunión  de  estas  familias  se  forma  el  pueblo, 
de  los  pueblos  la  provincia,  y  de  las  provincias  la  nación. 
¡Bellísimo  cuadro,  como  trazado  por  la  mano  maestra  del 
Omnipotente! 

Y  no  hay  duda,  solo  Dios  pudo  crear  todos  los  seres  que 
pueblan  el  Universo,  formando  los  dos  sexos  de  macho  y 
hembra,  y  sujetarlos  á  tres  leyes  constantes  y  generales:  la 
mortalidad  en  los  individuos,  por  la  pérdida  de  la  gracia;  la 
perpetuidad  en  las  especies,  y  la  transmisión  de  la  existen- 
cia en  éstas  por  su  recíproca  unión.  Al  efecto,  les  inspiró  un 
amor  tierno  é  instintivo,  les  dotó  de  los  órganos  naturales 
para  la  misteriosa  generación,  y  encargándoles  en  cierto 
modo  que  continuasen  la  obra  de  la  creación,  la  vinculó, 
por  decirlo  así,  en  los  seres  que  había  sacado  de  la  nada. 
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iñandándoles  que  creciesen  y  se  multiplicasen  sobre  la  tierra. 

He  aquí  cómo  explica  este  mismo  concepto  el  sabio  ca- 
nonista alemán  Walter:  «Tiene  de  particular  esta  unión  en 
el  hombre,  que  en  vez  de  ser  como  en  los  animales  mera 
ocasión  de  un  goce  pasajero,  está  sellada  por  el  dedo  de 
Dios  que  inspira  á  esposos  y  padres  un  amor  permanente, 
necesario  para  fundar  con  la  familia  la  base  de  la  civiliza- 
<;ión  7  de  la  moral  de  la  especie  humana.  Únese  á  esto  el  ca- 
rácter religioso,  cuando  se  considera  el  matrimonio  como  el 
cumplimiento  de  la  voluntad  de  Dios,  que  obliga  al  hombre 
i  continuar  la  obra  de  su  creación,  como  propagación  de  la 
especie,  en  la  cual,  y  en  cuyo  favor  se  obró  la  redención  de 
Cristo,  como  escuela  de  sacrificios  y  abnegación,  y  como 
velo  misterioso  del  acto  impuro  y  material  de  la  generación. 
Es,  pues,  en  suma  el  matrimonio  una  unión  del  hombre  á  la 
mujer  para  establecer  entre  los  dos  la  más  estrecha  existen- 
cia común,  unión  formada  por  el  amor  y  la  fidelidad,  y  ele- 
vada por  la  religión  á  la  santidad  de  sacramento.» 

¡Que  expliquen  ahora  mejor  los  modernos  filósofos  y  los 
ridículos  darwinistas  el  origen  de  la  familia  y  de  la  socie* 
dad!  ¡Pobres  inteligencias,  quieren  elevar  el  individuo  has- 
ta el  absoluto,  y  no  ven  que  rebajan  la  nobleza  de  su  origen, 
le  degeneran  y  embrutecen!  No  intenten^  no,  el  presentarnos 
el  matrimonio  y  el  Estado  como  simples  conexiones  y  rela- 
ciones de  derecho  positivo,  pues  ni  el  enigma  del  Estado  se 
resuelve  con  la  mezquina  y  falsa  teoría  del  contrato  social, 
ni  puede  nivelarse  el  matrimonio  con  un  contrato  civil  y  una 
obligación.  Con  razón  ha  dicho^  pues,  Adam  MüUer^  que  el 
matrimonio,  lo  mismo  que  el  Estado,  era  una  unión  para  los 
buenos  y  malos  días,  para  la  vida  y  la  muerte. 

Pero  sigamos:  la  palabra  matrimonio  está  tomada  de 
estas  otras:  matris  munium^  porque  á  la  madre  cabe  el  más 
pesado  cargo  en  esta  sociedad.  Así  nos  lo  enseña  también  la 
ley  2.*,  tít.  II  de  la  Part.  IV:  «Matris,  e  monium,  son  pala- 

>  bras  de  latín,  de  que  tomó  nome  matrimonio,  que  quier 

>  dezir  tanto  en  romance,  como  officio  de  madre.  E  la  ra- 
^  zon  porque  llaman  matrimonio  al  casamiento,  e  non  patri- 
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que  vivan  perpetuamente  los  dos  en  uno,  formando  la  mis- 
ma y  única  sociedad. » 

Decimos  conjunción  maridable  de  hombre  y  mujer,  para 
excluir  todas  las  demás  uniones,  y  porque  en  esta  se  trata 
de  una  unión  íntima,  conjunción,  que  es  indisoluble  y  per- 
petua; añadimos  entre  legítimas  personas,  para  indicar  que 
sólo  puede  verificarse  entre  personas  c£^áces,  conforme  á 
las  leyes  divinas,  naturales  y  civiles;  que  fué  elevada  por 
Oristo  á  la  dignidad  de  Sacramento,  para  denotar  su  carác- 
ter sacramental;  y,  por  último,  que  vivan  los  dos  en  uno, 
formando  la  misma  y  única  sociedad,  porque  el  fin  princi- 
pal del  matrimonio  es  el  mutuo  auxilio,  ó  la  mutua  ayuda. 
Se  divide  aquél  en  legitimo,  rato  y  con^uniado.  Se  dice  /e- 
^timo  él  que  se  celebra  de  conformidad  con  las  leyes  de  los 
países  en  que  no  se  reconoce  la  legislación  canónica,  esto 
6S,  cuando  se  contrae  con  sólo  el  •consentimiento  natural, 
pero  carece  de  la  saüción  católica  y  de  la  dignidad  de  Sa- 
cramento; rato  es  el  que  celebran  los  cristianos  con  arreglo 
á  las  leyes  de  la  Iglesia,  pero  sin  haberse  verificado  la  unión 
<;amal;  y  consumado,  cuando  se  ha  seguido  la  unión  de  los 
cuerpos,  es  decir,  desde  que  tiene  lugar  el  trato  conyugal, 
per  copulam  aptam  ad  generationem. 

Conviene,  empero,  advertir  que  el  matrimonio  rato  es 
perfecto  y  consumado  en  el  sentido  de  ser  verdadero  con- 
trato y  Sacramento,  por  más  que  todavía  no  signifique  la 
misteriosa  unión  de  Cristo  con  su  Iglesia,  como  sucede  en 
el  que  llamamos  consumado.  Matrimonio  rato,  y  por  tanto 
verdadero,  fué  el  que  hubo  entre  María  Santísima  y  San  José^ 
quienes  guardaron  además  los  tres  bienes  del  matrimonio, 
porque  el  bcifium  prolis  lo  observaron  en  el  hecho  de  ali- 
mentar al  Hijo  habido  por  obra  del  Espíritu  Santo. 

También  existen  otras  varias  clases  de  matrimonio,  pues 
puede  ser  éste  verdadero,  presunto  y  putativo.  Se  llama  ver- 
dadero el  que  se  contrae  realmente  entre  personas  legítimas 
y  con  las  solemnidades  debidas,  es  decir,  el  celebrado  entre 
personas  que  no  están  ligadas  con  algún  impedimento  diri- 
mente; presunto  es  el  que  presume  tal  el  derecho,  esto  es, 
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el  que  por  una  presunción  jurídica  se  consideraba  celebra- 
do, aunque  en  realidad  no  lo  estuviese,  como  sucedía  ante» 
del  Concilio  de  Trento,  cuando  habiendo  esponsales  se  unían 
después  carnalmente  los  esposos;  putativo  es  el  celebrado  con 
arreglo  á  derecho,  por  haberse  contraído  in  fade  Ecclestae- 
y  con  buena  fe;  pero  con  impedimento  dirimente  ignorado 
por  ambos  ó  por  alguno  de  los  cónyuges.  Este  matrimonio,, 
aunque  realmente  es  nulo,  la  Iglesia  reconoce  la  legitimidad- 
de  los  hijos  para  evitar  mayores  males. 

Al  ocuparnos  anteriormente  del  níatrimonio  legitimo,  del 
rato  y  del  consumado,  han  quedado  marcadas  sus  principa- 
les diferencias.  Entonces  dijimos  que  el  matrimonio  legíti- 
mo no  era  sacramento,  y  sí  el  rato  y  el  consumado,  mar- 
cando á  la  vez  la  diferencia  única  que  existe  entre  estos  dos 
últimos.  El  matrimonio  rato,  empero,  representa  la  unión, 
del  justo  con  Dios.  Mas  para  completar  nuestro  estudio  en 
esta  parte,  bueno  es  manifestar  en  qué  se  distingue  el  ma- 
trimonio como  sacramento  del  matrimonio  como  contrato. 
En  primer  lugar,  el  matrimonio  como  sacramento  causa 
gracia;  pero  no  el  matrimonio  en  cuanto  contrato;  en  se- 
gundo término,  el  matrimonio  como  sacramento  fué  insti- 
tuido por  Cristo;  pero  el  matrimonio  como  contrato  fué  afp- 
initio  mundi;  en  tercero  y  último  lugar,  el  matrimonio  como- 
sacramento  sólo  se  halla  entre  bautizados;  pero  como  con- 
trato se  encuentra  también  entre  infieles^  y  en  algún  caso- 
entre  bautizado  y  no  bautizado,  como  sucedería  en  el  ma— 
trimonio  de  dos  infieles,  si  uno  de  ellos  después  recibía  el 
bautismo. 

Matrimonio  solemne  es  el  que  se  verifica  con  las  solem- 
nidades de  costumbre,  según  las  prescripciones  Tridentinas; 
secreto,  aquel  que  tiene  lugar  con  dispensa  de  algunas  so- 
lemnidades. El  matrimonio  secreto  puede  serlo  de  hecho  y 
de  derecho:  es  secreto  de  hecho,  cuando  se  dispensan  la»^ 
proclamas;  lo  es  de  derecho  cuando,  sin  preceder  éstas,  se 
celebra  ocultamente  ante  el  Párroco  y  dos  testigos,  inscri- 
biéndose en  libros  separados. 


j^:fc 


-j^»  »Tí . «?  r."  ~"í ~"  .    '     ■  't        '  ■•'í'     '      i        ■  .•  ''        »'■    ■'.       ■■■     .  "'  '  \'^' 


72 

doles  que  luego  que  les  nazca  un  hijo,  deben  dar  cuenta  al 
Obispo  del  bautismo  que  se  le  confirió,  con  expresión  del 
lugar  y  tiempo,  -y  de  los  nombres  tanto  suyos  como  de  di- 
chos hijos  y  padrinos;  y  que  si  no  lo  ejecutan  así,  se  publi- 
cará el  matrimonio.  4.^  Que  verificado/ éste,  se  remítala 
partida  original  al  C  bispo,  el  cual  debe  hacerla  transcribir 
literalmente  en  el  libro  especial  que,  con  ese  objeto  exclusi- 
vo, debe  conservarse  cerrado  y  sellado  en  el  archivo  de  su 
secretaría  de  cámara;  cuyo  libro  sólo  puede  abrirse,  con  su 
permiso,  para  asentar  otra  nueva  partida,  ó  cuando  lo  exi- 
giese la  administración  de  justicia,  ó  si  las  partes  interesa- 
das piden  un  testimonio  para  una  prueba  que  de  otro  modo 
no  pueden  practicar.  5.^  Que  los  hijos  nacidos  de  este  ma- 
trimonio se  bauticen  en  la  iglesia  á  que  pertenecieren,  y 
corno  la  partida  de  bautismo  tampoco  se  registra  en  el  libro 
parroquial,  pongan  los  padres  en  noticia  del  Obispo  los  por- 
menores ya  expresados,  para  que  todo  se  registre  v5on  la 
debida  especificación  en  otro  libro  diferente  del  de  matri- 
monios, que  como  éste  debe  conservarse  cerrado  y  sellado 
en  la  secretaría  episcopal.  6.^  Que  si  los  padres  son  omisos 
en  el  cumplimiento  de  esta  obligación,  y  no  dan  la  enun- 
ciada noticia  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  bau- 
tismo del  hijo,  á  más  de  otras  penas  arbitrarias,  se  proceda 
á  publicar  el  matrimonio,  á  fin  de  evitar  los  gravísimos 
perjuicios  que  resultarían  á  los  hijos. 

Y  no  es  esto  sólo,  sino  que  también  se  abren  dichos  li- 
bros, cuando  alguno  de  los  contrayentes  quiere  casarse  vi- 
viendo aún  el  cónyuge  legítimo,  ó  cuando  ocurre  la  muerte 
de  uno  de  ellos,  ó  á  voluntad  de  los  mismos,  y  en  su  defecto 
por  haber  éstos  fallecido,  á  voluntad  de  los  hijos. 

Aunque  Benedicto  XIV  no  señaló  más  causa  que  la  del 
concubinato  entre  dos  personas  hábiles  para  contraer  ma- 
trimonio, consideró,  sin  embargo,  que  las  causas  podían  ser 
varias;  y  por  esto  mandó  que  los  Obispos  fuesen  los  únicos 
que  permitiesen  los  casamientos  ocultos  ó  de  conciencia, 
siempre  que  concurriera  alguna  causa  grave^  urgente  y  ur- 
gentísima. 
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Durante  el  régimen  feudal  se  conoció  un  matrimonio 
que  se  llamaba  Morganático,  de  la  palabra  morgengapy  que 
significa  donación.  Este  matrimonio  se  celebraba  según  las 
leyes  eclesiásticas,  pero  bajo  una  condición  impuesta  por 
las  leyes  feudales.  Esta  condición  consistía  en  que  si  algu- 
no, teniendo  hijo  de  un  primer  matrimonio  celebrado  con 
mujer  noble,  se  unía,  luego  de  muerta  ésta,  en  concubinato 
con  otra  menos  noble,  y  quería  desposarse  con  ella  para  no 
continuar  en  pecado,  podía  hacerlo,  siempre  que  ni  su 
nueva  consorte  ni  los  hijos  de  esta  unión  tuvieran  derecho 
á  suceder  en  los  bienes  paternos,  excepto  en  aquella  parte  ó 
donación  que  les  señale  al  tiempo  del  casamiento. 

Dicha  donación  fué  en  su  principio  arbitraria;  pero  des- 
pués mandó  Luitprandó,  Rey  de  los  Lombardos,  que  no 
pudiese  exceder  de  la  cuarta  parte  de  los  bienes  paternos. 

Si  no  existían  hijos  del  primer  matrimonio,  podían  los 
del  segundo  suceder  á  su  padre  en  esta  clase  de  bienes,  pero 
no  en  los  feudos. 

Los  matrimonios  morganáticos  fueron,  por  tanto,  muy 
conocidos  en  Francia,  Alemania  y  otras  naciones  de  Europa 
donde  dominó  mucho  el  feudalismo. 

IV 

El  concubinato  era  el  comercio  lícito  de  un  hombre  y 
de  una  mujer,  sin  que  entre  ellos  hubiese  matrimonio.  En 
Roma  fué  permitido  y  aun  común;  las .  leyes  lo  distinguían 
del  estupro,  y  no  le  imponían  pena  alguna.  Pero  desde  el 
momento  que  una  unión  era  acusada  de  violencia  ó  corrup- 
ción ejercida  sobre  una  persona  honesta;  desde  que  se  for- 
maba entre  casados,  parientes  ó  afines  en  grados  prohibi- 
dos, no  se  consideraba  ya  como  concubinato,  sino  como  es- 
tupro, adulterio  é  incesto.  Así  es  que,  aunque  permitido  el 
concubinato,  ni  se  toleraba  en  el  hombre  casado,  ni  el  sol- 
tero podía  tener  varias  concubinas  á  la  vez. 
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Es  más,  el  ooncubinato  nada  tenia  de  honroso,  especial- 
mente para  la  mujer;  de  aquí  que  apenas  ^  tomaban  por 
concubinas  más  que  manumitidas,  6  mujeres  prostituidas. 
En  el  concubinato  no  había  ni  mr  ni  í4xorf  ni  dote,  ni  patria 
potestad;  en  una  palabra,  no  producía  vínculo.  Por  esto  ce- 
saba en  cualquier  tiempo  por  la  voluntad  de  las  dos  partes 
6  de  una  sola,  sin  que  fuere  necesario  el  divorcio,  ni  enviar 
acta  de  repudio. 

Sin  embargo,  aunque  no  fuese  en  manera  algima  un  ma- 
trimonio,  producía  efecto  con  relación  á  los  hijos,  pues  in- 
dicaba la  paternidad;  así  es  que  se  les  llamaba  naturcdes  li- 
berú  Es  cierto  que  esta  cualidad  de  los  hijos  no  los  colocaba 
en  la  familia  del  padre,  ni  les  daba  derecho  de  sucesión  so- 
bre sus  bienes;  pero  les  permitía  ser  legitimados. 

Para  ponerse  en  concubinato  no  se  observaba  ninguna 
formalidad. 

También  los  fueros  y  costumbres  antiguas  de  España 
establecieron  como  legítima  semejante  unión.  La  barraga- 
nía  ó  concubinato  se  celebraba  por  contrato  jurado,  en  que 
se  prometían  los  otorgantes  perpetuidad  y  fe;  sí  bien  los 
hijos  y  mujeres  en  barraganía  no  gozaban  de  los  derechos 
dispensados  en  los  matrimonios  que  consagraba  la  religión. 

No  hay,  empero,  que  acusar  á  nuestros  antiguos  legisla- 
dores, porque  sólo  se  propusieron  facilitar  las  uniones  le- 
gítimas, dar  certidumbre  y  educación  á  la  prole,  y  hacer 
más  puras  las  costumbres  destruyendo  la  prostitución. 

Partiendo  de  este  supuesto,  no  causará  ya  extrañeza,  que 
la  ley  1.*,  tít.  VI,  lib.  V  del  Fuero  Viejo  de  Castilla,  diga: 
cQue  si  un  fijodalgo  a  fijos  de  barragana,  puédelos  facer 
fijosdalgo,  e  darles  quinientos  sueldos,  e  por  todo  esto  non 
deven  eredar  en  lo  suo » 

Dignas  son  también  de  especial  mérito  las  tres  únicas 
leyes  del  tít.  XIV,  Part.  4.*;  pero  antes  de  hacernos  cargo 
de  ellas,  conviene  reproducir  las  palabras  con  que  empieza 
dicho  título:  cBarraganas,  defiende  Sancta  Eglesia,  que  non 
tengan  ningún  Christiano,  porque  biven  con  ellas  en  pecado 
mortal.  Pero  los  Sabios  antiguos  que  f  izieron  las  leyes,  con- 
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sentieronles  que  algunos  las  pudiessen  aver  sin  pena  tem- 
poral: porque  tovieron  que  era  menos  mal  de  aver  una,  que 
muchas.  E  porque  los  fijos  que  nascieren  dallas,  fuessen 

más  ciertos » 

Luego  se  ocupa  la  ley  primera  de  definir  lo  que  se  en- 
tiende por  mujer  ingenua,  y  añade:  <E  esta  atal  puede  ser 
»  rescebida  por  barragana,  segund  las  leyes;  quier  sea  na- 

>  cida  de  vil  linaje,  ó  en  vil  logar;  ó  sea  mala  de  su  cuerpo, 

>  quier  non.  E  tomo  este  nome  de  dos  palabras;  de  barra, 
»  que  es  de  aravigo,  que  quier  tanto  dezir,  como  fuera;  e 
»  gana,  que  es  de  ladino,  que  es  por  ganancia:  e  estas  dos 

>  palabras  ayuntadas,  quieren  tanto  dezir:  como  ganancia 
»  que  es  fecha  fuera  de  mandamiento  de  Eglesia.  E  por  ende 

>  los  que  nascen  de  tales  mujeres,  son  llamados  fijos  de  ga- 

>  nancia » 

La  ley  segunda  previene,  que  todo  hombre  que  no  fuese 
clérigo  de  orden,  ni  casado,  pueda  tener  barragana,  sin 
miedo  de  pena  temporal;  si  bien,  aquella  no  ha  de  ser  vir- 
gen, ni  menor  de  doce  años,  ni  viuda  honesta.  También  pro- 
hibe que  se  pueda  tener  por  barragana  á  mujer  que  sea  pa- 
rienta  ni  cuñada,  hasta  el  cuarto  grado.  Después  indica  que 
hay  hombres  que  pueden  tener  barraganas,  y  no  pueden  re- 
cibir mujeres  legítimas;  tales  son  los  llamados  en  latín 
Praesides  provinciarum^  que  son  como  Adelantados  de  al- 
gunas tierras,  pues  éstos  no  podían  casarse  con  mujer  que 
fuese  de  la  tierra  donde  ejerciese  semejante  cargo.  Y  por 
último,  termina  con  las  siguientes  palabras:  cOtrosi  ningún 
»  orne  non  puede  aver  muchas  barraganas.  Ca  segund  las  le- 

>  yes  mandan,  aquella  es  llamada  barragana,  que  es  una 

>  sola:  e  ha  menester  que  sea  atal,  que  pueda  casar  con  ella, 
»  si  quisiere,  aquel  que  la  tiene  por  barragana.» 

La  ley  tfercera  se  limita  á  disponer  que  las  personas  ilus- 
tres no  pueden  tomar  por  barraganas  á  mujeres  viles,  bien 
sean  tales  por  razón  de  sí  mismas,  bien  por  razón  de  sus  as- 
cendientes; y  si  alguno  infringiese  el  precepto,  y  hubiese 
de  tal  mujer  hijo,  no  sería  éste  llamado  hijo  natural,  sino 
spurio.  «E  demás,  tal  fijo  como  este  non  deve  partir  en  los 
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^¿  matrem;  et  adhaerebit  uxori  stMe,  et  enmt  dúo  in  carne  una. 

«Ya  es  este  hueso  de  mis  huesos,  y  carne  de  mis  carnes; 
por  esta  causa  dejará  el  hombre  á  su  padre  y  á  su  madre,  y 
se  unirá  á  su  mujer,  y  serán  dos  en  un  solo  cuerpo.» 

La  sociedad  doméstica  es,  pues,  de  derecho  natural, 
cuya  verdad  da  por  supuesta  la  revelación.  Por  esto  dicen 
muy  oportunamente  los  Sres.  Lafuente  y  Gómez  Salazar, 
que  al  hacer  Dios  al  hombre  sociableí  y  fimdar  su  sociabi- 
lidad en  el  matrimonio,  sentó  la  base  de  la  sociología  cris- 
tiana. 

Pero  es  más,  decaída  la  humana  naturaleza  por  el  peca- 
do original,  y  corrompida  con  la  disolución  de  hombres 
obscenos,  quiso  Cristo  remediar  las  flaquezas  humanas,  san- 
tificando el  matrimonio  con  la  dignidad  del  Sacramento.  En 
efecto,  preguntado  Jesús  por  los  fariseos  si  era  lícito  al 
hombre  abandonar  á  su  mujer  por  cualquiera  causa,  les 
dijo:  ¿Non  legistis  quia  quifecit  hominem  ab  initiOj  masculum 
et  feminam  fecit  eos?  et  dixit:  Propter  hoc  dimittet  homo  pa- 
trem  et  matrem^  et  adhaerebit  tixori  stiae,  et  erunt  dúo  in  carne 
una.  Itaque  jam  non  sunt  dúo,  sed  una  caro.  Quod  ergo  Deus 
conjunxit  homo  non  separet  (1). 

Desde  este  momento  quedó  elevado  el  niatrimonio  á  la 
dignidad  de  sacramento. 

Así  es  la  verdad;  el  mismo  Cristo  enseñó  que  se  unen  y 
juntan  con  este  vínculo  dos  personas  solamente,  cuando  re- 
firiendo aquellas  últimas  palabras  como  pronunciadas  por 
Dios,  dijo:  Y  así  ya  no  son  doSj  sino  una  carne;  é  inmediata- 
mente confirmó  la  seguridad  de  este  vínculo,  declarada 
tanto  tiempo  antes  por  Adán,  con  estas  palabras:  Pues  lo  que 
Dios  unió  no  lo  separe  el  hombre. 

Este  Divino  Redentor  nos  mereció  con  su  pasión  la  gra- 
cia con  que  se  había  de  perfeccionar  aquel  amor  natural, 
confirmar  su  indisoluble  unión  y  santificar  á  los  consortes. 
Por  esto  dijo  el  Apóstol  San  Pablo:  «Hombres,  amad  á  vues- 
tras mujeres,  como  Cristo  amó  á  su  Iglesia  y  se  entregó  á 


(1)    Evang.  Matth,  19. 
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«í  mismo  por  ella»;  añadiendo  inmediatamente:  Este  sacres- 
mentó  es  grande;  quiero  decir,  en  Cristo  y  en  la  Iglesia. 

Con  razón,  pues,  enseñaron  siempre  nuestros  Santos 
Padres,  los  Concilios  y  la  tradición  de  la  Iglesia  univer- 
sal, que  se  debe  contar  entre  los  sacramentos  de  la  nue- 
va ley. 

Así  lo  declaró  también  el  Concilio  de  Florencia  en  su 
decreto  para  los  Armenios:  Septimum  est  Sacramentum  mch 
irimoniif  quod  est  signum  conjunctionis  Christi  et  Ecclesiae, 
secundum  Apostolum  dicentem:  Sacramentum  hoc  magnum  est, 
ego  autem  dico  in  Christo  et  in  Ecclesia. 

Y  esta  verdad  ha  sido  declarada  dogma,  ó  doctrina  infa- 
lible de  la  Iglesia,  en  el  can.  I,  Sess.  XXIV,  del  Santo  Con- 
cilio de  Trento.  He  aquí  su  tenor:  cSi  alguno  dijere  que  el 
matrimonio  no  es  verdadera  y  propiamente  uno  de  los  siete 
sacramentos  de  la  ley  Evangélica,  instituido  por  Cristo 
Nuestro  Señor,  sino  inventado  por  los  hombres  en  la  Igle- 
sia, y  que  no  confiere  gracia,  sea  excomulgado»  (1). 

Vemos,  por  tanto,  que  el  matrimonio  cristiano  fué  eleva- 
do por  Jesucristo  á  la  dignidad  de  sacramento,  por  el  cual^ 
además  de  estar  simbolizada  en  él  la  misteriosa  unión  de 
Cristo  con  su  Iglesia,  se  confiere  la  gracia  á  los  esposos,  se 
parifica  todo  lo  que  en  dicho  vínculo  hay  de  carnal  é  impu- 
ro, y  se  les  da  fuerzas  para  cumplir  debidamente  los  altos 
fines  de  su  institución. 

n 

Probado  está  ya  que  el  matrimonio  fué  un  verdadero 
contrato  instituido  por  Dios  desde  el  principio,  y  que  con- 
sistía en  la  unión  conyugal  del  varón  y  de  la  mujer.  Por 
esto  fué  siempre  considerado  en  todos  los  pueblos  como 


(1)  Si  quis  dixerit,  matrimonium  non  esse  veré,  et  propné  unwn  ex 
sepiem  UgU  Evangelicae  Sacramentis  á  Christo  Domint)  instit'itum,  sed 
ab  hominibus  in  Ecclesia  inventum;  ñeque  gratiam  conferre\  anathema 
sit  Can.  I,  Sess.  XXIV  del  Conc.  Trident. 
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cosa  religiosa  y  ^anta,  en  la  que  intervenían  los  ministros 
de  la  religión. 

También  sabemos  que  Jesucristo  elevó  dicho  contrato  á 
sacramento,  y  al  obrar  así,  hizo  inseparable  aquél  de  éste 
entre  los  cristianos. 

De  manera  que  está  fuera  de  duda,  que  entre  los  hijos  de 
la  Iglesia  no  puede  existir  el  contrato  sin  el  sacramento. 

Verdad  es,  que  si  todos  los  teólogos  y  canonistas  han  con- 
venido siempre  en  que  el  matrimonio,  como  cosa  divina,  debe 
celebrarse  con  los  ritos  y  ceremonias  prescriptas  por  la  Igle- 
sia, han  disputado,  empero,  sobre  si  podía  ó  no  separarse  el 
contrato  del  Sacramento.  Melchor  Cano  y  Berardi  estuvie- 
ron por  la  afirmativa;  y  aun  el  mismo  P.  Larraga  parece  in- 
clinarse á  esta  opinión,  pues  dice:  «Que  en  orden  á  esto  se 
dividen  los  teólogos,  aun  los  discípulos  de  Santo  Tomás; 
pero  nos  parece  más  probable  que  el  tal  contrato  matrimo- 
nial sería  válido,  porque  teniendo  intención  de  contraer, 
pueden  no  tenerla  de  hacer  sacramento;  y  aliunde  no  consta 
que,  elevando  Cristo  el  dicho  contrato  á  razón  de  Sacramen- 
to, hiciese  (aunque  pudo)  inseparable  uno  de  otro.» 

Por  respetables  que  sean  tales  opiniones,  nosotros  lleva- 
mos la  contraria,  pues  no  sólo  la  consideramos  más  lógica, 
más  racional  y  más  científica,  sino  que  está  además  apoya- 
da en  otras  opiniones  muy  ilustres,  y  especialmente  en  las 
palabras  de  varios  Pontífices  Romanos,  de  la  Sede  Apostó- 
lica, en  fin,  único  ser  infalible  sobre  la  tierra. 

En  efecto,  Jesucristo  dijo:  Itaqtíe  jam  non  sunt  dúo,  sed 
una  caro.  Qiiod  ergo  Detis  conjunxity  hotno  non  separeL 

«Y  así  ya  no  son  dos,  sino  una  carne.  Por  tanto,  lo  que 
Dios  unió,  el  hombre  no  lo  separe.» 

Vemos,  pues,  que  el  matrimonio  canónico  ha  sido  ante- 
rior á  toda  ley  civil  y  á  todo  gobierno.  La  ley  civil  no  ha 
hecho  otra  cosa  más  que  garantizarlo. 

Los  matrimonios  civiles  son,  por  tanto,  absolutamente 
nulos,  no  sólo  como  tales  matrimonios,  sino  aun  como  me- 
ros contratos:  así  lo  enseña  Benedicto  XIV  en  su  contesta- 
ción á  los  misioneros  de  Bélgica  y  Holanda:  en  tales  matrí- 
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monios,  les  dice,  ó  lo  hacen  todo  los  contrayentes  ó  no;  en 
el  primer  caso,  hay  matrimonio;  pero  en  el  segimdo,  no  hay 
sacramento  ni  contrato,  siendo  esta  unión  ilegítima  y  tam- 
bién la  prole.  Ij -^ 

Es  más,  dudando  algunos  si  para  declarar  la  nulidad  de 
estos  matrimonios,  debían  seguirse  los  trámites  marcados 
por  dicho  Pontífice  en  su  Bula  Dei  miseratione  de  3  de  No- 
viembre de  1741,  la  Sagrada  Congregación  del  Concilio  con- 
testó, como  era  de  esperar,  negativamente  en  29  de  Enero  * 
de  1853. 

También  Pío  VI  dijo:  que  el  matrimonio  no  es  un  con- 
trato meramente  civil,  sino  natural  estableí5Ído  por  Dios,  é 
instituido  antes  de  que  existiesen  las  dos  sociedades. 

Igualmente,  Pío  IX  en  sus  letras  al  Rey  de  Cerdeña,  de 
9  de  Septiembre  de  1862,  dijo:  que  no  puede  dar&e  entre 
cristianos  verdadero  matrimonio  sin  que  al  mismo  tiempo 
sea  sacramento.  Más  terminante  aún,  si  posible  fuera,  es  la 
proposición  73  del  Syllabus,  donde  se  condena  expresamen- 
te por  la  Silla  Apostólica  la  siguiente:  «Puede  darse  entre 
cristianos  verdadero  matrimonio  en  fuerza  del  contrato  me- 
ramente civil,  y  es  falso,  ó  que  el  contrato  matrimonial  en- 
tre cristianos  es  siempre  sacramento^  ó  que  sin  éste  es  nulo 
dicho  contrato.» 

Por  último,  el  Pontífice  recientemente  fallecido,  Su  San- 
tidad León  XIII,  en  su  carta  de  1.^  de  Junio  de  1879,  á  los 
Arzobispos  y  Obispos  de  las  provincias  eclesiásticas  de 
Turín,  Vercelli  y  Genova,  sq  expresa  de  este  modo:  «Bien 
» sabéis,  venerables  hermanos,  cómo  para  cohonestar  las 

>  intrusiones  del  poder  civil  en  la  legislación  cristiana  del  ' 
»  matrimonio,  se  saca  á  plaza,  en  primer  lugar,  como  con- 

>  quista  del  progreso  moderno,  él  concepto  de  la  separación 

>  entre  el  contrato  y  el  sacramento;  y  de  esta  suerte,  consi- 

>  dorándole  aisladamente  como  contrato,  se  le  quiere  sujetar 

>  en  todo  al  dominio  del  Estado,  dejando  á  la  Iglesia  sola- 
»  mente  la  intervención  de  xma  bendición  ritual.  Para  acre- 

>  ditar  luego  semejante  teoría,  se  recurre  á  la  autoridad  délos 

>  Códigos  extranjeros  y  al  hecho  de  tal  ó  cual  nación  cató- 
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«amenté  hostil  á  aquellos  ordenamientos  que  regulan  el  ma- 
trimonio en  sus  relaciones  civiles,  sólo  recordaremos  las 

«abias  instrucciones  con  que  la  Iglesia  misma,  puesta  en 

«alvo  la  dignidad  de  la  mujer  y  la  integridad  del  Sacramen- 
to, deja  que  los  fieles  gocen  de  las  ventajas  sociales  que 

nacen  de  las  indicadas  legislaciones.  Estas  instrucciones 

vosotros  bien  las  conocéis,  ¡oh  venerables  hermanos!  por 

machísimos  actos  de  la  Sede  Apostólica,  y  señaladamente 

por  el  Breve  de  Benedicto  XIV  á  los  Obispos  de  Holanda, 

Bedditae  sunt,  de  17  de  Septiembre  de  1746;  por  el  Breve  de 

Pío  VI  al  Obispo  de  Lucón  ó  Luzón,  de  28  de  Mayo  de  1793;  3^ 

por  la  Encíclica  de  Pío  VII  al  Episcopado  francés,  de  17  de 

Febrero  de  1809,  y  en  nuestros  días  por  la  Instrucción  ge- 

Beral  de  la  Sagrada  Penitenciaría  á  los  Obispos  de  Italia,  de  '^'W 

15  de  Enero  de  1868.  >  '' 

Después  de  la  única  y  verdadera  doctrina  de  la  Iglesia  vid 

explicada  sabiamente,  entre  otros,  por  León  XIII,  ¿qué  nos  ;l| 

resta'que  decir?  Sólo  añadiremos  lo  ocurrido  en  España 

después  de  la  revolución  de  Septiembre  de  1868. 

No  queremos  ocuparnos  de  la  Ley  de  Matrimonio  civil 
de  18  de  Junio  de  1870,  porque  es  ajena  á  este  tratado  pura- 
mente eclesiástico;  pero  no  podemos  menos  de  citar  la  Real 
orden  de  11  de  Enero  de  1872,  que  declaraba  hijos  naturales 
á  los  habidos-de  sólo  matrimonio  sacramental  y  canónico, 
único  verdadero  y  legítimo  entre  cristianos  á  los  ojos  de 
Dios  y  de  su  Igle3ia.  Bien  es  verdad  que  semejante  disposi- 
ción fué  derogada  por  decreto  de  22  de  Enero  de  1875,  el 
cual  mondó  que  los  hijos  del  matrimonio  exclusivamente 
canónico  fuesen  inscriptos  como  legítimos  en  el  Registro 
civiL  Posteriormente  se  expidió  otro  decreto,  su  fecha  9  de 
Febrero  de  1875,  por  el  que  se  restableció  la  antigua  legis- 
lación española  sobre  el  matrimonio  canónico  y  se  reintegró 
á  éste  en  la  plenitud  de  los  derechos  y  efectos  civiles  de  que 
le  había  despojado  la  precitada  ley  provisional  de  1870;  de- 
biendo, empero,  los  casados  proceder  á  la  inscripción  como 
tales  en  dicho  Registro.  Únicamente  los  no  católicos  eran  los 
que  quedaron  sujetos  á  la  enunciada  ley  de  Matrimonio  civil. 
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CAPÍTULO  VII 


I.  Naturaleza  del  matrimonio:  no  es  mero  contrato  civil:  proposicio- 
nes del  Syllabus  desde  la  65  á  la  75;  males  que  trae  esta  teoría  con- 
denada por  la  Iglesia. — II.  Propiedades  del  matrimonio:  háblese- 
de  la  unidad:  canon  del  Triddntino  en  la  sesión  XXIV  con  rela- 
ción á  esta  propiedad:  la  poligamia  está  prohibida  por  derecho  di- 
vino y  por  el  humano:  opinión  de  Montesquieu  sobre  la  materiar 
su  refutación,  indicando  los  males  que  la  poligamia  produce,  tanto 
á  la  sociedad  conyugal  como  á  la  civil.— III.  Fines  del  matrimonior 
mutua  ayuda  (honum  fidet)-,  procreación  y'  educación  de  la  prole- 
(bonum  prolis);  santificación  de  los  casados  (honum  Sacramenü), — 
.  IV.  Si  la  autoridad  temporal  puede  legislar  sobre  el  matrimonio  dé- 
los cristianos:  limites  en  todo  caso  de  semejante  derecho. 


Nada  más  útil  que  empezar  este  capítulo  con  las  palabras- 
del  sabio  Pontífice  León  XIII,  en  su  carta  á  los  Prelados  de 
Turín,  Vercelli  y  Genova.  Preciso  es  desconocer,  dice,  los» 
principios  fundamentales  del  cristianismo,  y  aun  pudiéra- 
mos decir  las  nociones  elementales  del  derecho  natural, 
para  afirmar  que  el  matrimonio  sea  una  creación  del  Esta- 
do y  nada  más  que  un  vulgar  contrato  y  un  consorcio  so- 
cial enteramente  del  orden  civil.  La  unión  conyugal,  añade, 
no  es  obra  6  invención  del  hombre:  Dios  mismo,  supremo- 
Autor  de  la  Naturaleza,  ordenó  desde  el  principio  con  esta- 
unión  la  propagación  del  género  humano  y  la  constitución> 
de  la  familia;  y  luego  en  la  ley  de  gracia  quiso  además  en- 
noblecerla imprimiéndola  el  sello  divino  del  Sacramento. 

Con  las  mismas  palabras  de  la  Silla  Apostólica  tenemos- 
explicada  ya  la  naturaleza  del  matrimonio.  Consiste?  ésta^ 
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por  tanto,  en  el  contrato  Sacramento;  pero  no  en  el  contrato 
civil,  sino  en  el  natural,  pues  la  primera  unión  tuvo  lugar 
áb  initio. 

Ahora  bien;  en  el  matrimonio,  como  contrato,  hay  que 
distinguir  su  perfección  de  la  consumación,  según  sucede 
en  los  demás  consensúales  á  los  que  se  asemeja.  Se  perfec- 
ciona el  contrato  del  matrimonio  por  la  unión  del  ánimo, 
es  decir,  por  el  mutuo  consentimiento  de  los  contrayentes; 
y  sé  consuma  por  la  entrega  de  los  cuerpos.  Pero  no  por- 
que se  asemeje  á  los  demás  contratos  consensúales,  puede 
decirse  que  el  matrimonio  es  mero  contrato  civil.  Si  tal 
fuera,  podrían  los  Príncipes  legislar  en  el  contrato  Sacra- 
mento, y  tendría  explicación  muy  satisfactoria  el  llamado 
matrimonio  civil.  Mas  este  matrimonio,  pese  á  los  moder- 
nos reformistas,  no  será  más  que  un  torpe  concubinato,  ó, 
eomo  dice  un  autor,  una  fornicación  legal. 

Ya  lo  hemos  dicho,  el  casamiento  civil  es  á  los  ojos  de 
la  Iglesia  peor  que  los  matrimonios  clandestinos,  toda  vez 
que  no  es  Sacramento.  Es  más,  tiene  su  origen  inmediato 
en  el  protestantismo;  puesto  que  éste  fué  quien  dio  al  ma- 
trimonio un  carácter  puramente  civil,  dejándolo  reunido  á 
la  legislación  común. 

Pero  el  matrimonio  no  es  un  contrato  meramente  civil, 
sino  natural,  establecido  por  Dios  desde  el  principio,  y  ele- 
vado á  sacramento  -por  Cristo.  Existió,  pues,  el  matrimo- 
nio, como  dijo  Pío  VI,  antes  de  que  existiera  la  sociedad 
civil.  Por  esto,  puede  afirmarse  que  el  matrimonio,  en 
cuanto  concierne  á  la  subsistencia  y  santidad  del  vínculo, 
es  un  acto  esencialmente  sagrado  y  religioso,  cuyo  ordena- 
miento, como  dice  León  XIII,  naturalmente  pertenece  á  la 
potestad  religiosa^  no  por  delegación  del  Estado  ni  por  con^ 
sentimiento  de  los  príncipes,  sino  por  mandato  del  Divino 
fufidador  del  Cristianismo  y  Autor  de  los  Sacramentos. 

Con  razón,  pues,  se  condenaron  por  Pío  IX  en  el  Sylla- 
buSf  las  siguientes  proposiciones: 

65.    Con  ninguna  razón  puede  probarse  que  Cristo  haya 
elevado  el  matrimonio  á  la  dignidad  de  Sacramento. 
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66.  El  Sacramento  del  matrimonio  sólo  es  una  cosa 
accesoria  al  contrato,  del  que  puede  separarse,  y  el  mis- 
mo sacramento  únicamente  consiste  en  la  sola  bendición 
nupcial. 

67.  El  vínculo  del  matrimonio  no  es  indisoluble  por  de- 
recho natural,  y  en  varios  casos  el  divorció,  propiamente 
dicho,  puede  ser  sancionado  por  la  autoridad  civil. 

68.  La  Iglesia  no  puede  establecer  impedimentos  de  ma- 
trimonio, cuya  potestad  compete  á  la  autoridad  civil,  por 
lo  que  deben  quitarse  los  impedimentos  existentes. 

69.  La  Iglesia  empezó  en  los  siglos  bárbaros  á  introdu- 
cir los  impedimentos  dirimentes,  no  por  derecho  propio, 
sino  usando  del  que  había  rec  bido  de  la  potestad  civil. 

70.  Los  cánones  del  Concilio  de  Trento,  que  fulminan 
anatema  contra  los  que  se  atrevan  á  negar  á  la  Iglesia  fa- 
culta! de  establecer  impedimentos  dirimentes,  ó  no  son 
dogmáticos,  ó  deben  entenderse  de  la  recibida  de  la  potes- 
tad civil. 

71.  La  forma  prescripta  por  el  Concilio  de  Trento  no 
obliga  bajo  pena  de  nulidad  allí  donde  la  ley  civil  establece 
otra  distinta,  y  quiere  sea  válido  el  matrimonio  mediante 
esta  nueva  forma. 

72.  Bonifacio  VIII  fué  el  primero  que  declaró  que  el 
voto  de  castidad,  emitido  en  la  ordenación,  hace  nulo  el 
matrimonio. 

73.  Puede  darse  entre  cristianos  verdadero  matrimonio 
en  f uerzfi  del  contrato  meramente  civil,  y  es  falso,  ó  que  el 
contrato  matrimonial  entre  cristianos  es  siempre  Sacramen- 
to, ó  que  sin  éste  es  nulo  dicho  contrato. 

74.  Las  causas  matrimoniales  y  los  esponsales  por  su 
propia  naturaleza,  pertenecen  al  foro  civil. 

Basta  leer  semejantes  proposiciones,  para  conocer  los 
males  que  su  teoría  produce  á  la  familia  y  á  la  sociedad. 

Si  el  matrimonio  no  es  Sacramento,  si  éste  es  sólo  una 
cosa  accesoria  al  contrato,  si  él  vínculo  matrimonial  no  es 
indisoluble  por  derecho  natural,  si  deben  suprimirse  los 
impedimentos  existentes,  si  la  Iglesia  no  tiene  potestad  sobre 
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esta  materia,  y  todo  pertenece  al  foro  civil,  ¿qué  resta,  pues? 
El  caos,  la  confusión,  el  desorden,  la  más  espantosa  anar- 
quía, la  poligamia,  la  lujuria  y  todas  las  más  inmundas  pa- 
siones. Ya  lo  dice  Su  Santidad  León  XIII:  la  unión  pura- 
mente civil  entre  cristianos,  no  ptiede  ser  ni  licita,  ni  honrch- 
da,  ni  duradera. 

Pero  es  más,  de  admitirse  tales  proposiciones,  ni  puede 
haber  contrato  indisoluble,  ni  unión  legítima,  ni  familia,  ni 
sociedad  cristiana. 

Para  que  la  vida  doméstica,  que  es  el  modelo  de  la  vida 
social,  ascienda  á  su  verdadera  altura,  necesita,  según  la 
expresión  del  P.  Félix,  un  modelo  vivo;  lo  necesita  lo  más 
acabado,  lo  más  perfecto  posible,  lo  más  divino  bajo  la 
forma  humana.  La  familia  católica  es  la  única  que  repre- 
senta en  medio  de  nosotros  su  verdadera  actitud,  porque  te- 
niendo á  Jesucristo  con  todos  sus  poderes,  tiende  en  sus  as- 
piraciones al  infinito. 

De  este  modo  es  como  la  humanida'd  se  eleva,  se  educa  y 
se  engrandece. 

Jesucristo,  por  tanto,  no  es  solamente  en  la  familia  cató- 
lica la  vida  que  la  penetra  y  el  modelo  que  la  forma,  es  tam- 
bién la  fuerza  que  la  defiende. 

Allí  donde  se  encuentren  muchos  seres,  dice  el  mismo 
Padre,  predestinados  á  la  asociación,  es  preciso  que  haya 
unafuerza  central  que  retenga  todos  los  partidos  en  la  uni- 
dad, esto  es,  en  la  fuerza  misma  que  viene  del  centro. 

¿Sabéis  cuál  es  esta  fuerza  en  la  familia  Católica?  El 
amor.  Romped  tan  dulce  sentimiento,  borrad  tan  mágica 
palabra  del  corazón  de  los  padres  y  de  los  hijos,  y  yo  pre- 
guntaría: ¿qué  resta  en  el  hogar  doméstico?  El  orgullo, 
las  pasiones,  la  desobediencia,  la  infidelidad,  la  muerte 
moral. 

Y  no  es  esto  todo;  ¿qué  sería  nuestra  madre  en  la  fami- 
lia? La  concabina  de  nuestro  padre.  No  más.  En  efecto,  ca- 
recería de  todo  imperio  y  poder,  no  sería  ya  la  personifica- 
ción del  amor  más  dulce,  la  compañera  inseparable  del 
hombre,  la  madre  tiemísima  de  sus  propios  hijos;  otros'sen- 
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tímientos  se  albergarían  en  su  alma,  pues  toda  su  aspira- 
ción, todo  su  deseo  consistiría  en  el  lujo  y  en  los  placeres. 
¡Ah!  que  no  hay  apenas  diferencia  entré  esta  mujer  y  la 
mujer  sei\sual,  egoísta,  deshonrada,  que  se  precipitaba  con 
todo  el  peso  de  su  existencia  en  la  antigua  esclavitud. 

Ahora  bien,  ¿con  tales  padres  y  con  tales  hijos,  podría 
alcanzar  la  humanidad  la  perfección  á  que  aspira?  Nunca; 
pese  á  los  nuevos  reformistas  y  á  los  modernos  filósofos. 

La  Iglesia  católica  es  la  única  que  predica  el  lenguaje  de 
la  justicia  y  de  la  verdad.  Cuando  ella  afirma  un  dogma, 
cuando  proclama  un  derecho  en  el  nombre  de  Dios  revela- 
dor y  fundador,  no  tenemos  más  que  bajar  nuestra  cabeza,, 
humillar  nuestra  cerviz  ante  su  voz  infalible,  ante  la  pura 
y  santa  doctrina  de  Cristo  Redentor. 

II 

Las  principales  propiedades  del  matrimonio  son  dos: 
unidad  y  perpetuidad;  pues  este  santo  vínculo  se  contrae 
perpetuamente,  es  decir,  por  toda  la  vida,  entre  un  solo 
hombre  y  una  sola  mujer,  siendo  dos  en  una  carne,  erunt 
dúo  in  carne  una, 

A  la  unidad  se  opone  la  poligamia,  esto  es,  la  unión  de 
un  hombre  con  muchas  mujeres;  así  como  también  la  de 
una  mujer  con  varios  hombres. 

A  la  perpetuidad  se  opone  asimismo  toda  unión  vaga  y 
pasajera.  ^ 

La  poligamia  es  contraria  al  amor  conyugal,  á  la  educa- 
ción de  los  hijos  y  á  la  base  de  la  sociedad.  Por  esto,  jamás 
se  aprobó  ni  aun  entre  los  Patriarcas,  pues  á  éstos  sólo  los 
fué  permitida. 

La  poligamia,  en  fin,  está  prohibida  por  derecho  divino 
y  por  el  humano. 

«Si  alguno  dijere,  enseña  el  Tridentino,  que  es  lícito  á 
los  cristianos  tener  á  un  mismo  tiempo  muchas  mujeres,  y 
que  esto  no  está  prohibido  por  ninguna  ley  divina,  sea  exco- 
mulgado» (1). 

(1)    Si  qui8  dixerity  lieere  christianis  plures  simxil  hábere  tiocorea,   et 


91     * 

Montesquieo,  empero,  en  el  Espíritu  de  las  leyes,  esta- 
blece una  teoría  que  tiende  á  justificar  la  poligamia  y  á 
considerarla  en  oierta  manera  como  una  consecuencia  de  la 
influencia  del  clima  en  los  países  meridionales  de  Oriente. 
Para  ello  toma  en  cuenta  por  un  lado,  la  desproporción  en- 
tre el  número  de  varones  y  de  hembras,  y  por  otro  el  pre- 
maturo desarrollo  de  la  pubertad  en  éstas. 

Las  mujeres,  dice,  son  nubiles  en  los  climas  calientes  á 
los  diez,  nueve  y  aun  ocho  aúos^  y  viejas  á  los  veinte;  de 
manera  que  se  uñe  en  ellas  la  infancia  y  el  matrimonio,  y 
nunca  la  belleza  y  la  madurez  de  juicio,  no  pudiendo,  por 
tanto,  ejercer  influencia  sobre  el  varón  para  sostener  el 
equilibrio  é  igualdad  de  relacionen  recíprocas.  Si  la  reli- 
gión no  lo  prohibe,  naturalmente  el  hombre  busca  otra 
compañera,  no  teniendo  vínculos  que  le  unan  con  la  prime- 
ra por  haber  desaparecido  al  instante  las  gracias  de  la  ju- 
ventud, y  no  haber  podido  ejercer  durante  ellas  imperio 
alguno  sobre  el  marido,  por  faltarle  entonces  la  razón  y  la 
prudencia,  que  no  vienen  sino  con  la  experiencia  y  con  los 
años. 

Esta  teoría,  añade  el  docto  Golmayo,  por  más  que  sea 
ingeniosa,  desde  luego  se  puede  notar  que  tiene  por  funda- 
mento suposiciones  algo  gratuitas,  las  cuales  no  tienen,  ni 
aun  con  mucho,  el  valor  que  les  da  su  autor.  Basta  consi- 
derar para  esto  que  el  cristianismo  estuvo  floreciente  largo 
tiempo  en  estos  mismos  países  del  Asia  y  África,  en  los  cua- 
les está  hoy  tan  arraigada  la  poligamia,  que  ésta  fué  cons- 
tantemente prohibida  antes  también  por  las  leyes  de  la  Re- 
pública y  del  Imperio,  y  que  si  la  religión  de  Mahoma,  sen- 
sual y  grosera,  no  hubiera  consignado  en  su  Alcorán  como 
una  ley  de  derecho  divino,  la  permisión  de  semejante  abu- 
so, hubiera  continuado  la  antigua  legislación,  prescindien- 
do de  la  influencia  del  clima,  que  en  la  confección  y  subsis- 
tencia de  las  leyes  morales,  ó  no  debe  hacer  papel  alguno,  ó 


hoc  ntdla  lege  divina  esse  prohibitum;  anathema  sit.  Can.  II,  Sea.  XXIV. 
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debe  ser  muy  insignificante.  El  mismo  autor,  continúa, 
viene  á  reconocer  esto  mismo  en  el  cap.  VI,  donde  dice: 
«que  la  poligamia  independientemente  de  las  circunstancias 
que  pueden  hacerla  tolerar  un  pocOf  no  es  útil  ni  al  género 
humano  ni  á  ninguno  de  los  sexos,  sea  al  que  abusa  ó  al  de 
que  se  abusa,  ni  á  los  hijos »  La  posesión  de  muchas  mu- 
jeres no  evita  los  deseos  de  las  de  otros,  sucediendo  con  la 
lujuriarlo  mismo  que  con  la  avaricia,  que  aumenta  su  sed 
en  la  misma  proporción  que  se  aumentan  los  tesoros  (1). 

Vemos,  por  tanto,  que  el  mismo  Montesquieu  refuta  su 
propia  doctrina,  pues  después  de  abogar  por  la  poligamia, 
conviene  en  que  no  es  útil  al  género  humano,  hi  á  ninguno 
de  los  sexos,  ni  á  los  hijos,  y  todavía,  añade,  que  la  pose- 
sión de  muchas  mujeres  no  evita  el  deseo  de  las  que  perte- 
necen á  otros. 

¿Que  más  podríamos  nosotros  decir  acerca  de  esta  ins- 
titución? 

La  poligamia,  en  verdad,  no  puede  existir  en  los  países 
^  civilizados,  donde  ni  aun  se  concibe  la  posibilidad  de  vivir 
juntas  bajo  un  mismo  techo  cuatro  ó  más  mujeres  con  sus 
respectivos  hijos,  sin  que  se  alterase  en  seguida  la  paz  do- 
méstica. 

Si  en  Oriente  no  hay  que  lamentar  desórdenes  de  esta 
naturaleza^  esto  consiste  en  que  á  la  poligamia  va  unida  la 
clausura,  y  á  la  clausura  la  esclavitud  de  la  mujer.  Pero  es 
imposible  que  exista,  donde  la  mujer  es  la  tierna  y  dulce 
compañera  del  hombre,  donde  la  madre  es  la  reina  absolu» 
ta  de  su  casa,  donde  el  amor  es  el  lazo  eterno  que  une  den- 
tro del  hogar  á  la  familia  entera.  Y  como  quiera  que  en  el 
hogar  doméstico  es  donde  se  encuentra  realmente  el  secre- 
to del  verdadero  progreso  humano,  por  eso  aquellos  países 
florecientes  un  tiempo,  ven  hoy  pasar  siglos  y  siglos  sin  dar 
im  paso  en  la  carrera  deJa  civilización. 

He  aquí  también  por  qué  ha  dicho  un  notable  publicista. 


(1)    Nota  3.a  InstitwÁones  de  Derecho  canónico,  por  Golmayo,  tomo 
segundo,  pág.  4. 


guir  dos  oosaa  en  lo  relatívo  íi  bu  propagacido:  una,  que  le 
es  común  con  todos  los  demás  animales;  y  otra,  que  es  ex- 
clusiva del  ser  sociable  y  racional. 
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educación  de  los  hijos,  es  una  consecuencia  racional  y  lógi- 
ca de  la  procreación;  viniendo,  por  tanto,  á  constituir  am- 
bas cosas  un  'mismo  fin. 

El  tercero  lo  es,  después  del  pecado  de  Adán,  el  mitigar 
la  concupiscencia. 

De  aquí  que  los  cónyuges  deban  guardar  los  tres  bienes 
del  matrimonio,  á  saber:  bonum  fidei,  bonum  prolis,  bonum 
Sacramenti. 

Consiste  el  primero  en  guardarse  fidelidad,  sin  que  fal- 
ten á  ella  de  palabra,  ni  de  obra,  ni  de  pensamiento:  con- 
siste el  segundo,  no  precisamente  en  tener  cópula,  sino  en 
que  si  la  tuvieren,  no  impidan  la  generación:  consiste,  por 
último,  el  tercero,  en  que  vivan  jimtos,  y  dure  tan  sagrado 
vínculo  hasta  la  muerte  de  imo  de  los  dos. 


IV 

Como  quiera  que  el  matrimonio  es  un  contrato,  y  los 
contratos  en  todos  tiempos  y  países  han  sido  regidos  por  la 
autoridad  pública  secular,  de  aquí  que  digan  muchos,  que 
los  Principes  tienen  derecho  de  legislar  sobre  esta  materia. 
Olvidan,  empero,  que  el  matrimonio  es  también  sacramen- 
to, y  que  éste  es  inseparable  del  contrato;  y  siendo  así,  di- 
cho se  está  que  la  autoridad  temporal  no  puede  legislar  sobre 
cosas  espirituales. 

No  es  cierta,  por  tanto,  la  afirmación  de  algunos,  de  que 
en* un  principio  las  leyes  eclesiásticas  no  afectaban  al  víncu- 
lo conyugal,  porque  esta  doctrina  supone  que  la  Iglesia  ha 
usurpado  dicha  facultad  á  la  sociedad  civil.  Por  el  contra- 
rio, desde  el  origen  del  cristianismo  han  venido  las  leyes 
eclesiásticas  afectando  dicho  vínculo,  si  bien  sólo  en  el  fuero 
de  la  conciencia.  Más  claro:  la  autoridad  eclesiástica  ha  le- 
gislado siempre  entre  los  cristianos,  por  más'  que  en  los 
tiempos  de  persecución  no  pudiese  influir  en  los  efectos  ci- 
viles del  matrimonio.  Asi  lo  hicieron  en  sus  cartas  los  Após- 
toles, y  después  de  ellos  los  Santos  Padres  y  los  Concilios. 
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San  Agustín,  particularmente,  desmenuzó  en  el  siglo  v  el 
espíritu  y  extensión  del  derecho  matrimonial  cristiano. 

Qtra  cosa  muy  diferente  es  el  influjo  que  ejerció  este  de^ 
recho  en  la  legislación  civil.  La  Iglesia  no  llegó  á  alcanzar 
esto,  sino  entre  los  pueblos  germánicos  recién  convertidos. 
Desde  entonces  la  legislación  matrimonial  se  hizo  mixta:  la 
Iglesia  fijó  las  reglas  necesarias,  y  el  poder  secular  les  daba 
fuerza  de  leyes  civiles.  Lo  mismo  se  hizo  luego  en  la  mo- 
narquía de  los  Francos,  y  otro  tanto  sucedió  sin  dificultad 
alguna  en  todos  los  reinos  cristianos.  Esto  inismo  'enseña  el 
canonista  Walter:  corresponde,  dice,  esencialmente  á  la 
Iglesia  el  derecho  de  resolver  en  lo  espiritual  sobre  los  ma- 
trimonios. La  fuerza  ^ivil  de  tales  decisiones  dependerá  de 
la  autoridad  temporal;  pero  en  los  Estados  cristianos,  en 
los  cuales  es  de  riguroso  derecho  proteger  á  la  Iglesia,  no 
parece  que  debería  faltarla  el  apoyo  del  Gobierno  en  tan 
interesante  extremo. 

Y  ciertamente  que  no  puede  concebirse  que  en  un  mismo 
territorio  y  tratándose  de  unas  mismas  personas,  haya  dos 
autoridades  legislando  sobre  un  mismo  punto,  y  con  facul- 
tad de  declarar  la  una  nulo  é  írrito  lo  que  la  otra  tenga  por 
lícito  y  válido. 

En  una  palabra:  la  autoridad  temporal  no  puede  legislar 
sobre  la  santidad  del  vínculo  conyugal;  puede,  sí,  dar  fueri^a 
á  las  disposiciones  de  la  Iglesia;  puede  también  regular, 
conforme  á  justicia,  sus  efectos  civiles. 

Para  concluir,  oigamos  al  sabio  y  virtuoso  Pontífice 
León  XIII:  «Es  muy  de  notar,  dice,  cuan  injustamente  se 
viene  acusando  á  la  Iglesia  de  querer  ejercitar  una  acción 
invasora  en  materia  de  legislación  matrimonial,  en  daño, 
como  afirman,  de  las  prerrogativas  del  Estado  y*  de  la  auto- 
ridad política.  La  Iglesia  interviene  para  defender  solamen- 
te lo  que  está  bajo  el  imperio  del  derecho  divino,  y  que  á 
ella  fué  encomendado  de  una  manera  inalienable;  esto  es, 
la  santidad  del  vínculo  conyugal  y  las  relaciones  religiosas 
que  le  son  propias.  Por  lo  demás^  nadie  le  disputa  al  Estado 
la  parte  que  puede  competirle  para  ordenar  temporalmente 
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el  matrimoiiio  al  bien  común,  y  para  regular  confor^ne  á  jus- 
ticia sus  efectos  civiles.  Mas  no  asf  cuando  el  Estado,  entran- 
do en  el  santuario  de  la  Religión  y  de  la  conciencia,  se  hace 
arbitro  y  reformador  de  las  relaciones  íntimas  de  un  víncu- 
lo augusto  que  Dios  por  sí  mismo  ordenara,  y  que  las  po- 
testades del  siglo,  así  como  no  pueden  anularle,  así  tampoco 
pueden  desatarle  ni  reformarle  nunca.» 
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Lsaxí,  que  el  contrato  celebrado  por  ellos  es  materia  del  sa- 
<;raiiientOy  la  bendición  del  párroco  su  forma,  y  éste  mismo, 

-el  ministro  del  propio  sacramento. 

Al  contrario,  hay  quienes  opinan,  que  los  mismos  con- 
trayentes administran  y  reciben  juntamente  el  sacramento, 
como  que  su  forma  es  el  expreso  consentimiento  de  dichos 
contrayentes,  sus  cuerpos  la  materia,  y  que  la  bendición  del 
párroco  se  ha  de  tener  por  pura  ceremonia. 

En  efecto,  muchos  teólogos  establecen  por  materia  á  los 
mismos  contrayentes,  y  por  forma  las  palabras  que  expre- 

.  san  el  consentimiento;  otros  sostienen  que  las  mismas  pala- 
bras ó  el  consentimiento  mutuo,  expresado  por  medio  de 

-  éstas  ó  de  signos,  son  á  la  vez  materia  y  forma;  la  materia 
en  cuanto  se  hallan  determinadas,  la  forma  por  lo  que  de- 
terminan; unos  y  otros,  sin  embargo,  confiesan  que  el  mi- 
nistro dé  este  sacramento  son  los  mismos  contrayentes.  Pero 
hay  una  tercera  opinión,  que  sostuvieron  entre  otros  auto- 
res, Melchor  Cano,  Estío,  Drouven,  Natal  Alejandro  y  Ca- 
yallario,  según  la  cual  la  materia  del  sacramento  es  el  con- 
trato civil,  la  forma  la  bendición  sacerdotal,  y  el  ministro 

-el  sacerdote  que  bendice  esta  unión.  Todavía  Cavallario,  en 
apoyo  de  su  tesis,  añade  que  es  fácil  de  observar  que  el 

-contrato  se  perfecciona  por  el  consentimiento,  y  el  sacra- 
mento con  los  sagrados  ritos. 

Como  consecuencia  de  la  doctrina  de  los  primeros,  debe 
haber  sacramento  tan  luego  como  exista  contrato  matrimo- 
nial, porque  el  matrimonio,  dicen  ellos,  fué  elevado  por  Je- 
sucristo á  la  dignidad  de  sacramento^  debiendo  por  tanto 
considerarse  como  tales  todos  los  matrimonios  de  los  cris- 
tianos. Los  últimos  reconocen  la  legitimidad  del  matrimo- 
nio, j)ero  i|o  creen  que  sea  sacramento  basta  que  es  bende- 
cido por  el  sacerdote. 

La  Iglesia,  empero,  ha  manifestado  ya  su  opinión  acerca 

de  este  punto. 

Es  indudable,  en  nuestro  sentir,  que  el  contrato  natural 

es  la  materia  del  sacramento  del  matrimonio,  porque  esta 

fué  la  que  Jesucristo  quiso,  y  el  Divino  fundador  de  la  Igle- 
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sia ,  al  elevar  el  matrimonio  á  sacramento,  se  refiere  á  los: 
tiempos  de  Adán:  Y  así  ya  no  son  dos,  dijo,  sino  una  carne. 
(Itaquejam  non  sunt  dúo,  sed  tina  caro).  Es  decir,  qne  el  mis- 
mo Jesucristo  tomó  como  materia  del  sacramento  el  contrato- 
natural,  que  es  uno,  general,  indestructible  y  perpetuo;  con- 
diciones que  no  reúne,  ni  puede  reunir  el  contrato  civil,  des- 
conocido además  en  aquellos  tiempos. 

La  forma  del  matrimonio  es  la  manifestación  de  aquel 
consentimiento;  esto  es,  las  palabras  ó  señales  que  revelan 
la  intención  de  las  partes  en  contraerle. 

Y,  por  último,  el  ministro  son  los  propios  contrayentes,, 
porque  el  matrimonio  se  funda  en  el  consentimiento. 

La  bendición  sacerdotal  no  es  otra  cosa  que  la  publica- 
ción del  matrimonio,  á  fin  de  evitar  que  sea  clandestino. 

Esta  opinión  fué,  sin  duda,  la  de  los  Padres  del  Santo 
Concilio  de  Trento,  toda  vez  que  dijeron:  «Los  que  atenta- 
ren contraer  matrimonio  de  otro  modo  que  á  presencia  del 
Párroco  ó  de  otro  sacerdote,  con  licencia  del  Párroco  6  del 
Ordinario,  y  de  dos  ó  tres  testigos,  quedan  absolutamente 
inhábiles  por  disposición  de  este  ¡Santo  Concilio  para  con- 
traerlo aun  de  este  modo ;  y  decreta  que  sean  írritos  y  nulos 
semejantes  contratos,  como,  en  efecto,  los  irrita  y  anula  por  el 
presente  decreto»  (1). 

Más  claro:  el  consentimiento  debe  expresarse  ante  el  Pá- 
rroco, que  hace  las  veces  de  Notario  ó  testigo  cualificado,  y 
de  otros  dos  ó  tres  testigos  más;  de  lo  contrario,  el  matrimo- 
nio es  clandestino.  Luego  para  evitar  tales  matrimonios,  se 
expidió  únicamente  el  decreto  en  cuestión.  De  otra  manera 
se  hubiera  redactado,  si  los  Padres  del  Concilio  hubiesen 
creído  que  el  sacerdote  era  el  ministro  de  dicho  sacramento. 

Así,  pues,  desde  el  momento  que  existe  y  se  revela  el 
consentimiento  natural,  hay  matrimonio,  contrato  y  sacra- 
mento entre  los  cristianos. 

Esto  supuesto,  ¿bastará  entonces  la  presencia  material 
del  Párroco  para  que  se  entienda  celebrado  el  matrimonio- 


(1)    Cap.  T,  de  Reform,  tnatrim.,  Ses.  XXIV. 
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cálido?  Claro  es  que  si;  y  la  razón  es  bien  obvia,  pues  el  Pá- 
rroco no  necesita  tener  intención,  toda  vez  que,  como  sabe- 
moBy  no  es  el  ministro  del  sacramento.  Por  esto  sería  válido 
también  el  que  se  celebrase  ante  un  Párroco  tonsurado, 
puesto  que  el  Párroco  que  presta  su  presencia  material,  hace 
él  oficio  de  testigo  cualificado,  y  esto  basta ,  según  el  Con- 
cilio Tridentino. 

Es  más,  semejante  doctrina  está  confirmada,  no  sólo  por 
él  Breve  de  30  de  Abril  de  1841,  expedido  por  Gregorio  XVI 
al  Primado  de  Hungría,  sino  también  por  varias  declaracio- 
aes  de  las  Sagradas  Congregaciones. 

Ahora  bien,  los  matrimonios  contraídos  ante  el  Párroco 
por  sorpresa  ó  violencia,  serán  ilícitos,  pero  válidos. 

Bueno  es  recordar  lo  que  sobre  esta  materia  disponía  el 
Código  penal  reformado  de  1850.  El  art.  398,  dice  así: 

«El  que  en  un  matrimonio  ilegal,  pero  válido,  según  las 
«disposiciones  de  la  Iglesia,  hiciere  intervenir  al  Párroco  por 
iSorpresa  ó  engaño,  será  castigado  con  la  pena  de  prisión  co- 
rreccional.» 

«Si  le  hiciere  intervenir  con  violencia  ó  intimidación, 
será  castigado  con  la  de  prisión  menor.» 

Esta  disposición,  sin  embargo,  se  encuentra  derogada 
con  la  publicación  del  vigente  Código  penal  de  1870. 

II 

Siendo  el  matrimonio  un  contrato  sacramento,  es  esen- 
<^ial  para  su  validez  que  preceda  á  su  celebración  el  libre 
oonaentimiento  de  los  cónyuges;  la  unión  de  los  cuerpos  es 
una  consecuencia,  si  se  quiere,  de  la  unión  de  los  ánimos, 
pero  n^da  más;  pues  los  contratos  consensúales  producen 
4lerechos  y  obligaciones  recíprocas,  sin  necesidad  de  que  se 
^entreguen  las  cosas  objeto  del  contrato.  Verdad  es  que  mu- 
chos sostienen  que  el  contrato  de  matrimonio  en  Roma  era 
no  sólo  consensual,  sino  también  real,  porque  no  bastaba  el 
«imple  consentimiento;  era  además  necesario  la  entrega  de 
la  mujer  al  marido.  Pero  aunque  así  fuera,  esto  obedecía  á 
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la  organización  de  aquella  familia,  y  no  es  aplicable,  por 
tanto,  al  matrimonio  cristiano,  que  produce  iguales  de- 
rechos. 

Se  equivoca  Graciano  al  sostener  que  para  la  naturaleza 
del  matrimonio  sea  indispensable  la  unión  de  los  cuerpos- 
por  la  cohabitación;  semejante  opinión  está  refutada  por- 
casi  todos  los  teólogos  y  canonistas,  y  es  también  contraría 
á  la  de  los  jurisconsultos  romanos  Paulo  y  Ulpiano.  El 
primero  dice,  que  puede  suceder  que  una  virgen  tenga 
la  acción  de  dote;  y  como  esta  acción  corresponde  á  la  mu- 
jer casada  luego  de  muerto  su  marido,  resulta  de  aquí,  que 
hubo  matrimonio  antes  de  la  cohabitación.  El  segundo  afir- 
ma, que  si  el  que  se  casó  estando  ausente  muriese  antes  de 
conocer  á  su  mujer,  oh  uxore  lugendus  esL 

En  una  palabra,  el  matrimenio  no  lo  hace  el  coito,  sino- 
la  voluntad:  matrimonium  quideni  non  facit  coitus,  sed  vo- 
lantas  (1). 

Es  más,  el  Concilio  FlorenL  dijo:  que  la  causa  eficiente 
del  matrimonio  era  el  mutuo  consentimiento. 

Pero  este  consentimiento  debe  ser,  en  primer  lugar,  in- 
terno; porque  para  que  sea  verdadero,  requiérese  intención 
de  contraer  la  obligación  y  vínculo  que  de  ella  nace:  tam- 
bién debe  ser  mutuo  y  simultáneo,  al  menos  moralmente: 
debe  asimismo  exteriorizarse  por  palabras  ó  signos  equiva- 
lentes, tanto  más  cuanto  que  el  matrimonio  como  sacra- 
piento  entraña  la  razón  de  signo  sensible;  igualmente  debe 
manifestarse  in  facie  Ecclesiae,  y  estar  exento  de  error  y 
aun  de  todo  miedo  grave. 

Así,  pues,  el  consentimiento  libre  y  verdadero  puede 
expresarse,  ya  por  palabras  de  presente,  ya  por  signos  6 
señales  que  manifiesten  la  voluntad,  cuyos  signos  pueden 
fijarse,  bien  por  el  derecho,  bien  por  las  costumbres  de 
los  lugares.  Por  esto  dice  Inocencio  III  que  los  sordomu- 
dos pueden  contraer  matrimonio  por  el  mutuo  consentí- 
miento  sin  necesidad  de  palabras.  En  efecto,  los  que  no 


(1)    Cau8.  XXVir,  quacBt.  II,  Can.  I. 
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Las  mismas  circunstancias  debe  contener  la  certificación 
de  óbito,  caso  de  fallecimiento  del  poderdante. 

Nota  Donoso,  con  referencia  á  Berardi,  que  rara  vez,  y 
sólo  concurriendo  gravísimas  causas,  se  ha  de  admitir  en  el 
matrimonio  el  oficio  de  los  procuradores,  por  las  frecuentes 
disputas  que  semejantes  enlaces  originan;  y  particularmente 
porque,  en  sentir  de  graves  teólogos,  no  tienen  éstos  el  ca- 
rácter y  dignidad  del  sacramento  (1). 

Sin  embargo,  el  matrimonio  por  poder  se  considera  como 
tal;  pero  tiene  algo  de  extraordinario  que  le  rebaja  de  algún 
modo.  Por  esto  decía  el  eminente  canonista  D.  Ramón  de 
Beas,  mi  ilustre  maestro,  que  hay  que  ratificarlo  ad  cautélame 
porque  la  mujer  puede  decir  muchas  cosas  sobre  un  mismo 
asunto. 

En  cuanto  á  si  la  mujer  puede  otorgarlo  de  la  misma  ma- 
nera que  el  hombre,  nada,  en  verdad,  tiene  establecido  ex- 
presamente el  Derecho  canónico;  pero  como  quiera  que,  se- 
gún la  legislación  romana,  supletoria  de  aquel  Derecho,  se 
prohibía  á  la  mujer  casarse  por  poder,  Vir  absens  uxorefn 
ducere  potest,  faemina  absens  nubere  non  potest,  de  aquí  que 
Berardi  diga  que  debe  sostenerse  la  jurisprudencia  romana, 
mientras  no  *conste  que  está  derogada  por  la  costumbre^ 
Otros  entienden  que,  en  todo  caso,  debe  haber  mayor  difi- 
cultad para  permitir  á  la  mujer  que  se  case  por  poder,  que 
no  al  hombre;  y  algunos  enseñan  que  si  la  mujer  otorga  di- 
cho poder,  sea  siempre  en  favor  de  un  hombre,  y  no  en  per- 
sona de  su  sexo,  puesto  que  aquél  está  menos  expuesto  á 
fraudes  y  engaños;  esto  con  tanto  más  motivo,  cuanto  que, 
según  San  Ligorio,  no  se  requiere  diversidad  de  sexo  en  los 
procuradores.  El  ilustre  Profesor  de  esta  asignatura  en  la 
Universidad  Literaria  de  Sevilla,  Doctor  D.  José  Mateos 
Gago,  mi  muy  querido  compañero,  opina,  por  el  contrario, 
oon  notable  acierto,  que,  dada  la  organización  de  la  familia 
cristiana,  los  derechos  de  la  mujer  en  la  misma,  sus  progre- 
sos, y  las  costumbres  y  leyes  de  estos  reinos,  puede  otor- 


(1)    Donoso,  lib.  III,  cap.  X,  párrafo  8.o 
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garse  por  ella  poder,  de  la  propia  manera  y  con  los  mismos 
requisitos  que  el  hombre;  y  así  realmente  sucede  en  la  prác- 
tica. 


III 


Llámase  matrimonip  condicionado,  el  que  se  celebra  bajo 
condición. 

Ya  conocemos  el  verdadero  concepto  del  matrimonio  y 
su  naturaleza;  tócanos  ahora  ocupamos  de  las  condiciones 
con  que  puede  celebrarse. 

Condición  es  una  circunstancia  que  suspende  el  cumplid 
miento  de  la  obligación  hasta  cierto  evento.  De  aquí  se  infiere 
que  todas  las  condiciones  deben  ser  de  futuro;  pues  las  que 
hacen  relación  á  tiempo  pasado  ó  présente  no  son  verdade- 
ramente tales. 

Las  condiciones  pueden  ser  necesarias  y  naturales,  por 
más  que  ni  unas  ni  otras  merezcan  propiamente  este  nom- 
bre; las  necesarias  porque  tienen  que  ocurrir,  y  las  natu- 
rales porque  pertenecen  á  la  naturaleza  del  matrimonio, 
V.  g.,  me  caso  para  tener  descendencia. 

Son  también  las  condiciones  honestas  y  deshonestas^  posi-^ 
bles  é  imposibles;  y  estas  últimas  pueden  serlo  de  hecho  y  de 
derecho. 

Los  civilistas  dividen  las  posibles  en  potestativas ,  casuales 
y  mixtas.  Igualmente  se  liacen  cargo  de  otras  divisiones, 
como  son  las  de  condiciones  afirmativas  y  negativas,  copula- 
Uvas  ó  disyuntivas,  expresas  y  tácitas. 

De  todas  estas  divisiones  basta  á  nuestro  objeto  el  ocu- 
pamos en  general  de  las  posibles  é  imposibles  y  de  las  contra- 
rias  á  los  fines  del  matrimonio,  por  producir  en  derecho  muy 
diferente  efecto. 

Las  condiciones  imposibles,  cualesquiera  que  ellas  sean, 
se  tienen  por  no  puestas;  de  modo  que  no  vician  el  matri- 
monio. 

Lasque  se  oponen  á  su  substancia  y  á  su  naturaleza,  esto 
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eSy  á  sus  biefies  ó  fines  esenciales,  que  son  bonum  fidei,  bonum 
prolis,  et  bonum  sacramenti^  éstas  lo  hacen  ^ulo. 

Las  posibles  j  honestas  pueden  admitirse;  pero  en  cuanto 
á  sus  efectos  difieren  los  canonistas.  Berardi  afirma  que  se 
convierten  en  modo,  como  en  el  caso  de  que  una  mujer  diga 
«me  caso  si  eres  abogado,  y  resulte  que  el  contrayente  lo 
sea»:  otros  escritores  sostienen  que  no  hay  más  que  espon- 
sales, por  más  que  aparezca  celebrado  con  palabras  de  pre- 
sente y  bajo  una  condición  de  futuro:  algunos  creen  que 
existe  verdadero  matrimonio,  toda  vez  que  se  cumpla  la 
condición  ó  se  perdone,  sin  necesidad  entonces  de  nuevo 
consentimiento:  otros,  en  fin,  dicen,  que  aunque  realmente 
haya  verdadero  matrimonio  cumplida  que  sea  lá  condición, 
debe  renovarse  el  consentimiento  como  cosa  más  segura,  es- 
pecialmente si  ha  mediado  largo  tiempo  desde  el  primer 
acto  al  segundo. 

En  la  práctica,  dice  Golmayo,  no  se  admiten  matrimo- 
nios bajo  condición,  pero  no  duda  de  que  el  Obispo  pueda 
consentirlo  en  algún  caso  muy  singular  con  las  debidas  pre- 
cauciones y  por  motivo  de  grande  interés. 

Donoso,  por  el  contrario,  entiende,  que  el  matrimonio 
debe  ser  absoluto  y  no  condicionado;  porque  la  agregación 
de  cualquiera  condición  sería  contra  el  constante  uso  de  la 
Iglesia,  y  por  lo  menos,  añade,  dejaria  en  duda  el  valor  del 
sacramento. 

Nosotros  entendemos,  que  en  los  países  donde  está  admi- 
tido el  Santo  Concilio  de  Trento,  no  deben  celebrarse  me- 
trimonios  condicionados,  puesto  que  en  dicho  sínodo  se  pro- 
hibieron los  matrimonios  clandestinos,  y  se  fijaron  realas 
para  la  celebración  de  los  legítimos  y  verdaderos  entre 
cristianos.  Esto,  no  obstante,  creemos  que  en  los  países 
donde  no  rigen  las  disposiciones  de  aquél  Concilio,  pueden 
tener  lugar  tales  matrimonios,  si  bien,  entonces,  conformé 
con  Berardi,  la  condición  posible  y  honesta  se  convertirá 
en  modo. 

Para  terminar  esta  materia  recomendamos  á  nuestros 
lectores  el  contenido  de  las  leyes  3.*,  4.*,  5.*  y  6.*,  tít.  IV, 
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Partida  4.^,  donde  se  habla  de  las  condiciones  que  ponen  los 
ornes  en  las  desposa  jas  ^  e  en  los  mcstrimonios  (1). 


(1)  Ley  3.^  «Cerca  las  condiciones  que  ponen  los  ornes  en  las  des- 
posajas,  e  en  los  casamientos,  ha  departimiento  en  machas  mane- 
ras.' Ca  tales  y  dellas  que  son  convenibles,  e  guisadas,  e  tales  que 
non.  £  aun  aquellas  que  son  guisadas,  e  convenibles,  dellas  y  ha  que 
fnzen  los  ornes  de  su  voluntad.  E  otras  y  ha  que  conviene  en  todas 
guisas  que  las  fagan.  £  las  que  no  son  guisadas^  nin  honestas,  tales 
y  ha  que  son  contrarias  á  las  desposajas,  e  á  los  casamientos,  de  ma- 
nera que  los  embarga,  e  tales  y  ha  que  non.  £  (as  que  son  guisadas, 
e  convenibles,  e  pueden  los  ornes  poner  a  su  voluntad,  son  átales; 
como  quando  alguno  dice  a  alguna  mujer:  Casarme  contigo,  si  me 
dieres  cien  maravedís,  o  tal  Castillo:  o  otra  cosa  semejante  destas. 
£  quando  tal  condición  cgmo  esta  ponen,  aluéngase  el  casamiento 
por  ella,  de  manera,  que  non  es  tenudo  acabarte,  nil  pueden  apremiar 
por  ende,  fasta  que  la  condición  sea  complida.  Fueras  ende,  si  des- 
pués desto  se  ayuntasse  a  ella  camalmente,  o  si  se  casasse  con  ella 
después  por  palabras  de  presente.  Ca  por  qualquier  destas  razones 
tenudo  es  de  casar  con  ella.  £  si  non  lo  quisiere  fazer,  puedenlo 
apremiar  que  lo  faga.  £  a  esta  condición  llaman  honesta,  porque 
non  ha  en  ella  mala  estancia,  nin  villanía  ninguna.  £  Uamanla.  otro- 
3Í,  de  voluntad,  porque  en  su  escogencia  es  de  aqqellos  que  casan, 
de  la  poner  o  non.» 

Ley  4,B>  «Convenible  condición  ha  menester,  en  todas  guisas,  que 
se  faga  en  algunas  desposajas,  e  matrimonios:  e  es  la  que  se  faase 
desta  manera,  como  quando  algún  Christiano  se  desposasse  con  al- 
guna mujer  Judia  o  Mora,  quier  por  palabras  de  presente,  o  del  tiem- 
po que  es  porvenir,  diziendo  assi:  Yo  te  recibo  o  prometo  de  rescebir 
por  mi  mujer,  si  te  fizieres  Christiana.  Ca  tal  condición  como  esta 
llaman  convenible,  en  romance,  que  quier  tanto  dezir,  en  latín,  como 
honesta,  porque  al  Christiano  non  conviene  de  casar  con  otra  mujer, 
si  non  con  Christiana.  £  es  llamada  necesaria,  porque  ha  menester 
en  tales  desposajas,  e  matrimonios,  que  la  pongan,  e  que  sea  com- 
plida en  todas  guisas:  ca  de  otra  guisa  non  valdrían  las  desposajas, 
nin  el  casamiento.» 

Ley  5.&  «Desconvenibles,  e  desaguisadas,  e  deshonestas,  son  aque- 
llas condiciones,  que  derechamente  vienen  contra  la  natura  del  ma- 
trimonio. Como  si  alguno  desposándose,  o  casándose  con  alguna, 
dixesse:  Yo  te  rescibo  por  mi  mujer  de  aqui  a  un  afio,  o  fasta  otro 
tiempo  cierto,  é  non  mas,  o  fasta  que  falle  otra  mas  rica,  e  mas  hon- 
rada; o  dixesse:  Yo  me  desposo,  o  me  caso  contigo,  si  guisares  ¿on 
yervas,  o  de  otra  guisa  que  non  puedas  aver  fijos;  o  si  dixesse  que 
se  desposa  va  o  se  casaba  con  ella,  si  yoguiesse  con  los  o  mes,  porquel 
diessen  algo;  si  alguna  destas  condiciones  fuere  puesta,  non  vale 
nada  el  desposorio,  nin  el  casamiento,  en  que  la  pusieren.» 

Ley  6.^  «Torpes  e  deshonestas  y  a  otraa  condiciones  que  no  son 
contra  la  natura  del  matrimonio,  como  si  alguna  mujer  dixesse  a  al- 
gún ome:  Yo  me  caso  contigo,  o  prometo  que  caaasA^  eí  faltares,  tal 
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»  cosa,  o  matares  tal  orne.  Otras  condiciones  y  a  que  son  llamadas  eñ 

>  latín  imposibles,  que  quiere  tanto  dezir,  como  que  se  non  puede 

>  cumplir.  Como  si  dixesse  algún  orne,  o  alguna  mujer:  Casare  contigo, 

>  si  me  dieres  un  monte  de  oro,  o  si  alcanzares  con  la  mano  al  Cielo. 
->  Átales  condiciones,  como  estas  de  suso  dichas  en  esta  ley,  o  otras  se- 
Tt  mejantes,  non  valen  nada,  ma^er  las  pongan;  nin  se  destorvan  por 

>  ellas  las  desposajas,  ni  'los  casamientos,  maguer  non  se  puedan 
3»  complir.i 


CAPÍTULO  IX 


I.  Causas  qae  impiden  legalmente  la  celebración  de  an  matrimonio^  6 
le  disuelven  después  de  contraído:  Impedimentos:  sus  clases:  f uen- 
tes  de  los  dirimentes  y  número  de  los  que  de  ellas  nacen. -^n.  Po- 
testad á  quien  corresponde  el  derecho  de  establecerlos:  fundamen- 
to de  la  doctrina  católica  definida  en  el  can.  IV  del  Concilio  de 
Trento,  Ses.  XXIV:  disciplina  de  la  Iglesia  en  todos  los  tiempos 
acerca  de  la  constitución  de  impedimentos. — UI.  Las  potestades  se- 
culares no  pueden  legislar  sobre  esta  materia  para  el  matrimonia 
cristiano:  condenación  de  la  doctrina  contraria  en  el  Syüabus. 


La  celebración  de  los  matrimonios  ha  estado  siempre 
bajo  la  salvaguardia  y  tutela  de  las  leyes  y  de  la  autoridad 
legítima,  porque  son  la  base  de  la  felicidad  pública  y  priva- 
da. De  aquí  la  prohibición  de  ciertas  uniones  que  sean  con- 
trarias á  la  ley  divina  ó  humana. 

No  es  extraño,  por  tanto,  que  existan  causas  que  impidan 
legalmente  la  celebración  de  este  santo  vínculo,  ó  le  disuel-\ 
van  después  de  contraído,  y  estas  causas  se  denominan  im- 
pedimentos. Son  estos,  pues,  las  prohibiciones  legítimas,  ema^ 
nadas  de  las  leyes,  que  obstan  á  la  celebración  del  matrimonio. 

Los  canonistas  distinguen  los  impedimentos  matrimonia- 
les en  dirimentes  é  impedientes.  Llámanse  dirimentes  los  que, 
no  sólo  impiden  que  el  matrimonio  sea  lícito,  sino  que  lo  in- 
validan ó  anulan;  é  impedientes  los  que  sin  invalidarlo  im- 
piden su  lícita  celebración,  esto  es,  los  que  son  un  obstáculo 
para  que  se  celebre  lícitamente,  pero  que  una  vez  celebra- 
do subsiste  válido  é  indisoluble. 
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El  impedimento  dirimente  no  sólo  quita  al  matrimonio 
el  carácter  de  sacramento,  sino  que  irrita  y  anula  el  con- 
trato natural,  y  por  consiguiente  no  produce  éste  ningún 
vínculo. 

Hay  también  impedimentos  naturales,  es  decir,  impues- 
tos por  la  naturaleza,  que  son  aquellos  que  no  permiten  al 
hombre  cumplir  con  los  fines  esenciales  del  matrimonio. 

Igualmente  los  impedimentos  pueden  ser  antecedentes  6 
subsiguientes,  según  se  descubren  antes  ó  después  de  cele- 
brado aquél  santo  vínculo. 

En  cuanto  á  sus  fuentes,  he  aquí  las  palabras  de  Santo 
Tomás:  Matrimonium  autem  in  quantum  est  in  officium  natu- 
rae  sMuitur  lege  naturas;  in  quantum  est  sacramentum  statui- 
tur  jure  divino:  in  quantum  est  officium  communitatis  statui- 
tur  lege  cívili. 

El  matrimonio^  pues,  se  halla  reglamentado  bajo  tres 
conceptos.  Por  la  ley  natural,  en  cuanto  que  se  dirige  á  la 
conservación  y  propagación  de  la  especie.  Por  derecho  di- 
vino, en  cuanto  que  es  sacramento.  Por  la  ley  civil,  en  cuan- 
to que  se  ordena  al  bien  político  y  social. 

Pero  entiéndase  que  la  prohibición  proveniente  de  la  ley 
humana  no  obsta  para  el  matrimonio,  según  dicho  Santo 
Doctor,  á  menos  que  intervenga  la  autoridad  de  la  Iglesia 
en  su  sanción. 

Por  esto  podemos  decir  que  las  fuentes  se  reducen  á  tres, 
á  saber;  el  derecho  natural,  el  derecho  divino  positivo,  y  ^el 
derecho  eclesiástico. 

De  aquí  que  los  impedimentos  procedan:  1.^  De  falta  de 
consentimiento;  2.^  De  defecto  ó  incapacidad  natural;  3.^  De 
defecto  de  reverencia;  4.^  De  defecto  de  libertad;  5.^  De  de- 
fecto de  religión  6  santidad;  6.®  De  defecto  de  modo  y  forma. 

La  mayor  parte  de  los  decretalistas  reducen  todos  los^ 
impedimentos  dirimentes  á  los  contenidos  en  estos  versos: 

Error,  conditío^  votum,  coan'Mo,  crimen^ 
cultas  disparitas,  vis,  ordo,  Ugamen,  honestas 
si  sis  affiniSy  si  forte  coire  nequihis 
raptave  sit  mulier,  neo  partí  reddíta  tutae, 
si  parochi  et  duplicis  dessit  praesentia  testis. 
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Pero  tales  versos  son  muy  defectuosos,  porque,  como  en- 
seña Berardi,  se  omiten  algunos  impedimentos,  v.  g.,  la 
falta  de  edad,  la  falta  de  consentimiento  en  los  locos,  fu- 
riosos, etc.,  y  la  condición  torpe  contra  la  substancia  del 
matrimonio;  además  de  esto^  hay  en  otros  redundancia, 
como  poner  la  condición  servil,  que  puede  reducirse  al 
error  acerca  de  la  pereíona;  y  también  ambigüedad,  como 
«n  el  voto,  que  lo  mismo  puede  ser  solemne  que  simple,  y 
la  disparidad  de  cultos,  que  según  los  casos  puede  ser  im- 
X>edimento  impediente  ó  dirimente. 


II 


Ta  sabemos  que  el  matrimonio  es  un  sacramento  de  la 
ley  nueva,  y  por  esta  consideración  está  sujeto  á  la  jurisdic- 
ción de  la  Iglesia.  A  ésta,  pues,  corre8i)onde  la  potestad  de 
instituir  impedimentos  dirimentes:  así  lo  enseñan  también 
los  Padres  Tridentinos:  cSi  alguno  dijere  que  la  Iglesia  no 
pudo  establecer  impedimentos  dirimentes  del  matrimonio, 
ó  que  erró  en  establacerlos,  sea  excomulgado>  (1). 

Es  visto,  por  tanto,  que  el  Santo  Concilio  de  Trento  de  - 
claró  como  dogmática  esta  doctrina,  porque  el  canon  define 
con  anatema. 

Y  como  la  Iglesia  universal  está  representada  en  los  Con- 
cilios generales,  ó  por  el  Vicario  de  Cristo,  en  virtud  de  su 
suprema  autoridad  y  jurisdicción,  claro  es  que  tanto  al  Pon- 
tífice Romano  como  á  los  enunciados  Concilios  compete  ex- 
clusivamente semejante  facultad. 

Si  queremos  buscar  ahora  el  fundamento  de  esta  doctri- 
na, no  tenemos  más  que  fijamos  en  las  Sagradas  Escrituras 
y  en  la  tradición.  La  potestad  de  la  Iglesia  es  por  sí  origi- 
naria, pues  le  fué  concedida  por  su  Divino  Fundador.  El 
mismo  Cristo  le  concedió  la  facultad  de  juzgar,  y  la  teoría 
sin  la  práctica,  la  doctrina  sin  la  aplicación,  para  nada  sir- 


(1)  8i  quis  dixerii,  Ecdesiam  von  potuisse  constittiere  impedimenta, 
mUitrimonium  dirimentiUy  vel  in  íis  constituendie  errase,  anathema  sit. 
Can.  IV,  Ses.  XXIV. 


t 
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ve.  Se  equivocan  los  que  enseñan  que  la  Iglesia  no  debe  en- 
tender en  las  causas  matrimoniales,  porque  para  sostener 
esta  tesis  tienen  necesidad  de  separar  lo  que  de  suyo  es  in- 
separable, esto  es,  el  contrato  del  sacramento. 

He  aquí  las  palabras  del  Santo  Concilio  de  Trento:  tSi 
alguno  dijere  que  las  causas  matrimoniales  no  pertenecen  á 
los  jueces  eclesiásticos,  sea  excomulgado»  (1). 

El  matrimonio  por  su  naturaleza  y  en  cuanto  tiene  de 
divino,  no  puede  menos  de  estar  sujeto,  como  dicho  es,  á  la 
jurisdicción  de  la  Iglesia. 

Por  esto  vemos  que  en  todo  los  tiempos  ha  tenido  facul- 
tad para  establecer  las  reglas  que  en  su  celebración  habían 
de  observar  los  cristianos,  y  como  esas  reglas  son  la  causa 
de  los  impedimentos,  de  aquí  que  tengamos  que  confesar 
que  únicamente  la  Iglesia  tiene  por  derecho  originario  la 
potestad  de  establecer  los  impedimentos  del  matrimonio. 

En  efecto,  el  mismo  Jesucristo  estableció  ya  el  impedi- 
mento de  ligamen,  y  San  Pablo  nos  habla  del  de  disparidad 
de  culto.  Si  examinamos  los  cánones  llamados  Apostólicos, 
observaremos  que  el  V  fija  como  impedimento  el  orden,  y 
el  LXVI  establece  el  de  rapto.  El  Concilio  de  Elvira  celebra- 
do el  año  300,  según  la  opinión  más  probable,  se  ocupa  tam- 
bién de  otros  varios  impedimentos:  el  canon  VIII  priva  de 
la  comimión  á  la  mujer  que  sin  causa  alguna  abandona  á  su 
marido  y  se  junta  con  otro:  el  banon  IX  castiga  á  la  mujer 
fiel  que  dejare  por  adúltero  á  su  marido  también  fiel,  y  pro- 
hibe que  aquélla  pueda  unirse  á  otro  hombre:  los  cánones  XV 
y  XVI  prohiben  asimismo  los  matrimonios  de  doncellas  cris- 
tianas con  gentiles  ó  infieles:  el  canon  LIV  castiga  á  los  pa- 
dres que  rompen  la  fe  de  los  esponsales:  el  canon  LXI  esta- 
blece el  impedimento  de  cuñadía,  pues  prohibe  al  fiel  que 
se  case,  muerta  su  mujer,  con  la  hermana  de  ésta:  el 
canon  LXVI  prohibe  igualmente  el  matrimonio  con  la  hijas- 
tra ó  entenada:  y  el  LXVII  prohibe  que  ninguna  mujer  fiel 


(1)    Si  quÍ8  dixerit,  causas  matrimoniales  non  spectare  ad  judices 
ecclesiásticos;  anathema  sit.  Can.  XII,  Sea.  XXIV. 
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6  cateoúmena  se  oase  con  cómicos  ó  sujetos  de  elicena.  El 
Concilio  de  Neocésárea,  en  su  canon  II  no  permite  tampoco 
á  la  mujer  que  se  case  con  dos  hermanos:  y  en  el  de  Calce- 
donia^ IV  general,  se  establece  el  impedimento  del  voto, 
pues  dice  el  canon  XVI:  No  es  licito  casarse  á  la  virgen  que  se 
ofrece- á  Dios,  igttalmente  qtée  al  monje;  y  si  alguno  de  los  dos 

lo  hiciere,  queda  excomulgado 

Vemos,  por  consecuencia,  que  la  Iglesia  legisló  desde  un 
principio  en  materias  de  impedimentos,  sin  tener  para  nada 
en  cuenta  las  disposiciones  de  los  Emperadores. 


III 

Dice  Cavallario  con  error,  que  á  la  potestad  civil  compe- 
te el  derecho  de  establecer  impedimentos  para  el  matrimo- 
nio; pues  este  contrato,  añade,  no  tan  sólo  es  una  institución 
de  la  naturaleza  y  un  sacramento,  sino  también  un  negocio 
civil.  Recuerda  al  intento  las  palabras  de  Santo  Tomás, 
cuando  afirma  que  el  matrimonio,  en  cuanto  se  dirige  al 
bien  público,  está  sometido  á  la  ley  civil. 

Por  eso,  continúa,  los  Emperadores  cristiaaos,  y  poste- 
riormente los  ReyeS;  establecieron  en  sus  Códigos  varios 
impedimentos  dirimentes  del  matrimonio;  señalaron  los  gra- 
dos de  cognación  y  afinidad,  dentro  de  los  cuales  no  podía 
contraerse;  permitieron  por  sus  rescriptos  los  matrimonios 
prohibidos,  y  declararon  que  el  cuidado  de  todo  este  con- 
trato era  peculiar  suyo.  Esta  doctrina  es  completamente 
subversiva,  porque  su  couBecuencia  lógica  es  que  la  Iglesia 
ha  usurpado  aquella  facultad  á  los  poderes  seculares. 

No  comprendemos,  por  tanto,  cómo  dicho  autor,  después 
de  explicar  á  su  manera  las  palabras  que  cita  del  Ángel  de 
loa  escuelas,  se  permite  asegurar  á  renglón  seguido  que  á  la 
Iglesia  corresponde  también  la  facultad  de  arreglar  el  ma- 
tríznonio  y  de  encaminarlo  al  fin  de  la  religión^  por  cuyo  mo- 
tivo estableció  ésta  en  todbs  tiempos  cánones,  para  que  los  fieles 
se  casasen  según  lo  ordena  el  Señor. 

IffST.  DE  DBBBOHO  OANÓMIOO  —  TOMO  H  3 
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Es  má^:  desde  muchos  siglos  á  estaparte,  añade,  fueron 
siendo  menos  frecuentes  los  edictos  de  los  Príncipes  acerca 
del  matrimonio^  ya  porque  se  les  hiciese  cargo  de  concien- 
cia establecer  leyes  sobre  una  cosa  que  constituía  un  gran 
sacramento,  ó  ya  porque  no  les  pareciese  conveniente  que 
las  suyas  estuviesen  en  pugna  con  las  de  los  Obispos. 

En  efecto,  si  la  Iglesia  desde  un  principio  estableció  cá- 
nones para  los  cristianos,  ¿cómo  puede  concebirse  que  en  un 
mismo  territorio,  y  con  relación  á  unas  mismas  personas, 
haya  dos  autoridades,  la  civil  y  la  eclesiástica,  legislando 
sobre  un  mismo  punto? 

Cuando  la  legislación  civil,  dice  Walter,  quiere  aislarse 
enteramente  de  la  eclesiástica,  viene  á  estar  la  Iglesia  como 
en  sus  primeros  tiempos,  sin  más  garantía  que  la  conciencia 
de  los  fieles  y  las  penas  espirituales  para  mantener  sus  le- 
yes. Pero  ya  reducida  á  esta  esfera  debe  ser  libre,  porque 
no  habría  nada  más  opuesto  á  la  libertad  religiosa  que  el 
obligarla  á  reconocer  y  confirmar  una  unión  válida  por  la 
legislación  civil,  pero  nula  según  la  suya  propia.  Tampoco 
puede  el  Estado  obligar  á  la  Iglesia  á  que  trate  de  nulo  un 
matrimonio  que  tal  han  declarado  las  leyes  civiles,  si  las  es- 
pirituales le  tienen  por  válido.  Mas  si  el  Estado  quiere  con- 
servar el  carácter  de  cristiano,  debe  conformarse  con  los 
impedimentos  esenciales  que  ha  señalado  la  Iglesia. 

Por  esto  diremos  nosotros  que  únicamente  ella  tiene  de- 
recho en  los  países  católicos  para  establecer  impedimentos 
dirimentes.  La  Iglesia ,  en  fin,  es  la  única  que  debe  legislar 
sobre  el  matrimonio  como  sacramento;  si  bien  debe  tener  en 
cuenta  las  disposiciones  civiles,  en  cuanto  no  se  opongan  á 
su  legislación. 

Más  claro;  la  suprema  autoridad  civil  podrá  establecer 
leyes  que  prohiban  ciertas  uniones,  bajo  la  denegación  de 
ciertos  efectos  civiles,  pero  no  invalidar  el  matrimonio  en 
cuanto  á  la  sustancia,  ora  se  le  considere  como  sacramento 
ó  como  contrato;  porque  la  materia  de  aquél  no  es  el  con- 
trato civil,  sino  el  natural,  que  el' Príncipe  no  puede  des- 
truir. 
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Esta  aserción  cuenta  en  su  apoyo  con  la  autoridad  de 
Santo  Tomás,  el  cual,  tratando  de  lia  ley  civil,  que  numera 
la  cognación  legal  entre  los  impedimentos  dirimentes,  dice: 
Prohibiüo  legis  humanae  non  »^fficere  ad  impedimentum  mar- 
trimonii,  nisi  interveniret  EccUsiae  auQtoritcts,  qitae  ident 
^am  ifUerdidt 

Y  no  es  esto  sólo,  sino  que  así  lo  enseñan  también  las 
Pontífices  Urbano  VIII,  Benedicto  XIV,  Clemente  XlIIy 
Pío  VI,  entre  otros  muchos.  En  una  carta  de  éste  último 
Pontífice,  que  extracta  Gousset,  se  dice:  «que  siendo  el  ma- 
trimonio uno  de  los  siete  Sacramentos  de  la  ley  Evangélica, 
la  Iglesia  tiene,  ella  sola,  todo  derecho  y  todo  poder  para 
juzgar  de  la  validez  ó  nulidad  de  los  matrimonios;  que  el 
Tiddentino  anatematizó,  en  general,  á  todo  el  que  dijese  que 
las  causas  matrimoniales  no  pertenecen  á  los  jueces  eclesiás- 
ticos; que  las  palabras  del  Concilio  son  tan  generales,  que 
comprenden  y  abrazan  todas  las  causas,  y  que  todas  estas 
corresponden  exclusivamente  á  los  jueces  eclesiásticos;  que 
tal  es,  en  fin,  el  sentir  universal»  de  los  canonistas,  sin  ex- 
ceptuar ni  aun  aquellos  cuyos  escritos  son  menos  favorables 
á  los  derechos  de  la  Iglesia.» 

Bien  es  verdad,  que  no  pudiendo  negar  los  jansenistas 
que  la  Igleáia  ha  ejercido  constantemente  esta  potestad,  ape- 
laron al  efugio  de  decir,  que  ella  corresponde  originaria- 
mente á  la  suprema  autoridad  civil,  y  que  la  Iglesia  sólo  ha 
podido  ejercerla  por  concesión  de  aquélla.  Pero  esta  doctri- 
na fué  condenada  por  Pío  VI,  en  su  bula  Auctorein  fidei,  con 
las  siguientes  palabras:  Doctrina  Synodi{de  Pistoya)  asserens 
ad  supremam  civilem  potestatem  duntaxat  originarie  spectare 
contracttís  matrimoniiapponere  impedimenta  ejm  generis,  quae 
ipaum  nullum  reddant,  dicunturque  dirimentia;  quasi  Ecclesia 
non  semper  potuerit  in  christianorum  matrimoniis,  jure  pro- 
prio  impedimenta  constituere,  quae  fnatrimonium  non  solum  im- 
pediant,  sed  et  nullum  reddant  quoad  vinculum,  quihus  chris- 
tiam  obstricU  teneantur,  etiam  in  terris  infidelium,  in  cisque 
dispensare  canonum  3,  4,  9,  12,  sess.  2i,  Goncilii  Trid.  ever- 
siva  et  haeretica. 


Art.  396.     <EI  que  cun  algún  otro  impedimento  dirimente  no  diapen- 

MbU  porta  Iglesia  contrajeTe  matrimonio,  será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  menor.» 

Art.  397.     tEl  que  conlrajere  matrimonio  mediando   algún   in^pedi- 
niento  diepentablt  por  la  Igletta,  será  caeiigado  con  una  multa  de   10  á. 

lOOrtUTOS.) 

<Si  por  culpa  suya  no  revalidare  el  matrimonio,  previa  dispensa,  en 
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por  el  Código  penal  de  1870,  porque  si  bien  se  castigan  en 
-el  mismo  los  matrimonios  ilegales,  se  refiere  sólo  á  aque- 
llos que  tienen  lugar  contra  lo  prescripto  en  la  ley  de  ma- 
trimonio civil. 

Esto,  no  obstante,  y' reconociéndose  hoy  el  matrimonio 
canónico  como  el  único  legalpara  todos  los  fieles,  entiendo 
que  también  son  comunes  á  éstos  las  prescripciones  del 
nuevo  Código  (1). 


^1  término  que  los  Tribunales  designen,  ser£  castigado  con  la  pena  de 
prisión  menor^  de  la  cual  quedará  relevado  cuando  quiera  que  se  re- 
valide el  matrimonio.» 

Ari.  404.  cEn  todos  los  caeos  de  este  capítulo,  el  contrayente  do- 
loso será  condenado  á  dotar,  según  su  posibilidad,  á  la  mujer  que  hu- 
biere contraído  matrimonio  de  buena  fe.» 

(1)  Código  penal  de  1870.  Art.  486.  «El  que  contrajere  segundo  ó 
ulterior  matrimonio,  sin  hallarse  legítimamente  disuelto  el  anterior, 
será  castigado  con  la  pena  de  prisión  mayor.» 

Art  487.  «El  que  con  algún  impedimento  dirimente  no  dispensa- 
ble  contrajere  matrimonio,  será  castigado  con  la  pena  de  prisión  co- 
rreccional en  sus  grados  medio  y  máximo.» 

Art.  488.  «El  que  contrajere  matrimonio  mediando  algún  impedi- 
mento dippensable,  será  castigado  con  una  multa  de  125  á  1.250  pe- 
setas.» V 

«Si  por  culpa  suya  no  revalidare  el  matrimonio,  previa  dispensa, 
en  el  término  que  los  Tribunales  designen,  será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  correccional  en  sus  grados  medio  y  máximo,  de  la  cual  que- 
dará relevado  cuando  quiera  que  se  revalide  el  matrimonio.» 

Art  494.  «En  todos  los  casos  de  este  capítulo,  el  contrayente  doloso 
«era  condenado  á  dotar,  según  su  posibilidad,  á  la  mujer  que  hubiere 
•contraído  matrimonio  de  buena  fe.» 


"      s 


CAPITULO  X 


I.  ImpedimentoB  que  nacen  del  defecto  de  conseotimi en to:  el  error^ 
Ift  tuerza  y  el  miedo:  la  condición  servil. — ll.  Rapto:  si  ee  impedi- 
mento canónico  el  de  seducción:  doctrina  del  Tridentíno  en  el 
Cap.  VI,  de  Reform.  Matrim.,  Sese,  XXIV.— rtl.  Demencia:  cuál 
dirime  el  matrimonio:  si  la  embriaguez  puede  considerarse  impe- 
dimento en  algún  cabo. 


Consiste  el  error,  aliud  pro  alio  potare,  ea  decir,  en  juz- 
gar una  cosa  por  otra. 

El  error  excluye  el  conocimiento,  y  los  aotos  sin  cono- 
cimiento  ni  son  voluntarios  ni  son  librea. 

El  error  puede  ser  esencial  y  accidental:  el  primero  pue- 
de ser  de  cosa  ó  de  peraona;  el  segundo  ea  siempre  de  cua- 
lidad. 

Ei  error  acerca  de  la  peraooa  anula  el  matrimonio  con- 
traído, porque  falta  el  conaentimiento  preciao  para  el  va- 
lor del  contrato  matrimonial,  como  sucedería  ai  creyendo 
uno  contraer  matrimonio  con  Juana,  lo  contrae  con  María. 

Pero  no  anula  este  santo  vínculo  el  error  que  versa  acer- 
ca de  las  cualidades  ó  fortuna  de  la  persona,  v.  gr.:  sí  se 
oree  ser  ésta  rica,  noble  ó  virtuosa,  no  siendo  tal  en  reali- 
dad; porque  las  cualidades  son  cosa  vaga  é  incierta  que  no 
pueden  reducirse  á  número  ni  medida.  Por  otra  parte,  el 
derecho  no  puede  dar  valor  á  esas  conaideracionea,  puesto- 
que  en  semejante  caso  habría  lugar  á  la  nulidad  de  casi  to- 
doa  los  matrimonios,  diciendo  los  interesados  que  se  habían 
engañado. 
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Por  derecho  antiguo  sólo  el  error  sustancial  producía  la 
nulidad  del  vínculo,  y  en  ningún  caso  el  accidental.  Pero 
después  estableció  Santo  Tomás,  que  cuando  la  cualidad 
redunde  en  la  persona  podía  anularse  el  matrimonio;  y  esta 
nueva  doctrina  fué  aceptada  por  todos  los  intérpretes  del 
derecho. 

Se  entiende  que  redunda  en  la  persona^  cuando  la  cuali- 
dad es  el  objeto  primario,  es  decir,  cuando  el  contrayente 
se  la  propuso  como  fin  principal,  de  manera,  que  no  exis- 
tiendo aquélla,  no  hubiera  tenido  voluntad  de  contraer;  tal 
sucedería  si  creyendo  casarse  con  la  heredera  del  trono,  se 
casara  con  otra  mujer  que  no  tuviese  esta  cualidad. 

Mas  es  necesario  para  que  dicho  error  produzca  seme- 
jante efecto:  1.^  Que  verdaderamente  retraiga  al  hombre  de 
contraer  matrimonio.  2.®  Que  la  causa  no  sea  frecuente. 
3.®  Que  sea  cierta  y  grave.  4.®  Que  no  pueda  separarse  de 
la  persona. 

Es  fuerza  el  ímpetu  de  una  causa  exterior  que  no  ptiede  re-  , 
sistirse.  Y  como  sin  libertad  no  hay  consentimiento,  de  aquí 
que  el  matrimonio  celebrado  por  fuerza  sea  nulo. 

Esta  fuerza  puede  ser  absoluta  y  condicional :  la  primera 
és  la  que  propiamente  lleva  este  nombre,  pues  consiste  én 
la  fuerza  material^  es  decir,  en  el  ímpetu  que  lleva  al  hom- 
bre á  hacer  lo  que  no  quiere:  la  segunda  es  más  bien  inter- 
na, y  se  confunde  con  el  miedo. 

Es  éste  la  perturbación  ¿leí  ánimo  por  el  peligro  de  algún 
nuU  que  nos  amenaza. 

Más  claro,  la  fuerza  se  hace  directamente  al  cuerpo,  el 
miedo  al  espíritu. 

El  miedo  es  grave  6  leve,  justo  6  injusto ,  intrínseco  y  ex- 
irínseco. 

Es  miedo  grave  el  que  cae  en  varón  constante,  por  ame- 
nazarle un  gran  peligro  que  no  pueda  evitar:  es  leve  el  sim- 
ple temor  por  una  ligera  amenaza.  Y  tanto  el  uno  como  el 
otro  pueden  ser  objetivo  y  subjetivo. 

Se  llama  miedo  justo  el  que  impone  la  legítima  autori- 
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presa  promesa  de  matrimonio;  como  también  si  el  Juez  civil 
amenazase  al  estuprador  con  arresto  si  no  se  casaba  con  la 
estuprada.  Sería  igualmente  válido  el  matrimonio,  si  éste  se 
contrajera  en  fuerza  de  la  amenaza  que  hiciera  el  padre  de 
la  seducida  al  seductor,  de  demandarle  ante  el  Juez  compe- 
tente; mas  no  valdría  si  le  conminara  con  la  muerte,  pues 
careciendo  de  derecho  para  esto,  el  miedo  sería  injusto.  4.® 
Se  requiere,  por  último,  que  el  miedo  se  infiera  con  la  mira 
de  arrancar  el  consentimiento  para  el  matrimonio. 

Cuando  por  cualquiera  de  los  cónyuges  se  alega  de  nuli- 
dad por  razón  de  fuerza,  sus  efectos  prácticos  consisten  en 
que  probada  la  demanda,  el  matrimonio  es  nulo  desde  el 
momento  que  se  contrajo. 

No  sucede  lo  mismo  con  relación  al  miedo,  pues  aun  pro- 
bado, se  ignora  si  lo  considerarán  suficiente  los  Tribunales 
para  declarar  la  nulidad.  Más  claro:  no  basta  el  hecho,  es 
indispensable  que  el  Tribunal  considere  que  en  él  han  con- 
carrido  todas  las  condiciones  necesarias  para  producir 
aquel  efecto,  puesto  que  no  todo  miedo  es  causa  suficiente 
para  hacer  semejante  declaración.  Es  más,  el  resolver  si  el 
miedo  ha  sido  grave  ó  leve  será  en  algunas  ocasiones  muy 
difícil,  atendido  el  sexo,  la  edad,  el  estado  de  salud,  la  con- 
dición moral  y  todas  cuantas  circunstancias  puedan  influir 
sobre  la  sensibilidad  del  sujeto. 

Por  lo  que  hace  á  la  condición  servil,  que  Berardi  redu- 
ce al  error  acerca  de  la  persona,  claro  es,  que  una  vez  ig- 
norada por  el  cónyuge,  dirime  el  matrimonio  por  derecho 
canónico;  mas  no  si  tenía  conocimiento  de  ella;  como  tam- 
poco en  el  caso  de  que  ambos  contrayentes  fuesen  esclavos, 
aunque  alguno  de  ellos  ignorara  la  esclavitud  del  otro  (1). 

Según  derecho  civil,  los  siervos  eran  considerados  más 
bien  como  cosas  que  como  hombres;  de  aquí  que  sus  unio- 
nes se  llamasen  contubernios ^no  matrimonios,  pues  carecían 
de  los  efectos  del  derecho.  Estas  uniones,  sin  embargo  He- 
laron á  considerarse  como  verdadero  matrimonio  por  con- 


(1)    Cap.  IV,  de  Conjugio  aervorum. 
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secuencia  de  la  doctrina  católica,  la  cual  ensefia  que  con 
respecto  á  Dios  no  hay  distinción  de  personas:  así  es  que  los 
matrimonios  de  los  siervos  llegaron  á  ser  válidos,  y  aun  se 
contrajeron  contra  la  voluntad  de  sus  dueños  (1);  admitién- 
dose también  por  legítimo  el  de  un  hombre  libre  con  una 
esclava,  con  tal  que  supiese  la  condición  de  la  mujer  (2);  y 
al  contrario. 

Dignas  de  estudio  como  recuerdo  de  otros  tiempos,  son 
á  este  propósito  las  cuatro  leyes  del  tít.  V,  Part.  4.*  Citare- 
mos, empero,  únicamente  la  primera  y  tercera;  la  1.*  dice 
así:  cUsarón  de  luengo  tiempo  acá,  e  túvolo  por  bien  Sanota 
»Eglesia,  que  casassen  comunalmente  los  siervos,  e  las 
»  siervas,  en  uno.  Otrosí  puede  casar  él  siervo  con  mujer 
»  libre,  e  valdrá  el  casamiento  si  ella  sabia,  que  era  siervo, 
»  quando  caso  con  el.  Esso  mesmo  puede  fazer  la  sierva, 
»  que  puede  casar  con  ome  libre.  Pero  ha  menester  que  sean 
»  christianos,  para  valer  el  casamiento.  E  pueden  los  sier- 

>  vos  casar  en  uno:  e  maguer  lo  contradigan  sus  señores, 

>  valdrá  el  casamiento con  todo  esto,  tenudos  son  de  los 

»  servir,  también  como  ante  fazian » 

La  Ley  3.*  se  expresa  en  estos  términos:  «Sierva  de  al- 
»  guno  casando  con  ome  libre,  e  no  sabiendo  aquel  que  ca- 
»  sava  con  ella,  que  era  de  servil  condición,,  non  valdría  el 

»  casamiento  qué  asi  fuesse  fecho Otrosí  quando  algún 

»  siervo  casasse  con  mujer  libre,  cuydando  que  era  síervn, 
»  non  se  puede  el  departir  della,  diciendo  que  errara.  Ca, 
»  pues  que  casa  con  mujer  de  mejor  condición  que  el,  non 
»  puede  dezir,  que  es  engañado.  E  esto  se  entiende,  que- 
»  riendo  ella  fincar  con  el,  sabiendo  queera  siervo E  si 

>  algún  siervo,  cuydando  casar  con  mujer  libre,  casasse 
»  con  ^erva,  non  se  puede  departir  della,  por  dezir  que 
»  erro.  Ca  por  tal  yerro  como  este  non  se  debe  tener  por 
»  engañado,  nin  deve  ser  desfecho  el  casamiento  por  el,  pues 
»  que  caso  con  mujer  de  tal  condición  como  el  mismo  era.» 


(1)  Cap.  I,  de  Cof^ugiú  servorum. 

(2)  Cap.  III,  de  ídem. 
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Se  entiende  por  rapto,  el  robo  violento  de  una  persona 
de  un  lagar  seguro,  á  otro  donde  esté  bajo  el  poder  del  raptor , 
con  el  fin  de  contraer  matrimonio. 

Golmayo  define  este  impedimento  en  términos  muy  pa- 
recidos, agregando  además  las  palabras  vel  Ubidinis  causa. 
Se  funda  para  ello  en  que  puede  haber  fuerza  sin  rapto  y 
rapto  sin  fuerza;  pues  el  rapto,  añade,  puede  ser  contradi- 
ciéndolo  ó  consintiendo  la  persona  robada:  en  el  primer 
caso  hay  rapto  de  violencia,  .en  el  segundo  de  seducción, 
porque  este  último  supone  violencia  respecto  á  los  padres 
ó  curadores,  lo  cual  basta  para  que  exista  rapto,  y  para  que 
el  raptor  esté  sujeto  á  las  penas  establecidas.  Sin  embargo, 
continúa,  para  que  haya  rapto  de  seducción  es  necesario: 
primero,  que  la  persona  robada  esté  en  la  menor  edad,  y 
segundo,  que  sea  persona  hcmesta. 

Ya  veremos  hasta  qué  punto  es  equivocada  y  errónea 
semejante  doctrina.  Por  ahora  conviene  sólo  advertir  que 
la  liviandad  no  es  el  objeto  del  raptor. 

Desde  los  tiempos  de  Constantino  se  castigó  severamente 
por  derecho  romano  el  rapto  violento,  y  la  misma  Iglesia 
le  castigaba  también  con  excomunión  y  penitencia  riguro- 
sas (1).  Pero  Justiniano  fué  quien  prohibió  en  absoluto  el 
matrimonio  entre  el  raptor  y  robada;  y  decimos  en  absolu- 
to, porque  le  declaró  nulo,  aunque  la  robada  consintiese.  La 
Iglesia  aceptó  esta  legislación,  la  cual  estuvo  vigente  hasta 
el  siglo  X,  que  principió  ya  á  relajarse  con  motivo  de  los 
muchos  raptos  que  se  cometían  á  la  sombra  de  los  pequeños 
señoríos  feudales.  Posteriormente  Graciano  introdujo  en  su 
Decreto  un  canon  (2),  que  dijo  ser  de  San  Jerónimo,  según 
el  cual  se  consideraba  válido  el  matrimonio  entre  el  raptor 
y  la  robada  en  consintiendo  ésta,  cuya  doctrina  se  consig- 
nó después  de  una  manera  terminante  en  las  Decretales  (8). 


(1)  Walter,  Manual  del  Derecho  edeiiástico  universal,  pág.  489. 

(2)  Can.  Vm,  caus.  XXXVI,  quaest.  II. 

(3)  Cap.  VI  et  Vil,  de  Raptoribus,  etc. 


■J,  •■ 


124 

Es  visto,  por  tanto,  que  si  bien  el  rapto  es  impedimento 
dirimente  del  matrimonio,  se  permitió  su  celebración  con 
tal  que  ambos  lo  coQviniesen;  pero  como  quiera  que  mien- 
tras permanecía  la  mujer  en  poder  de  su  raptor  no  podía 
conocerse  si  prestaba  voluntario  consentimiento  para  casar- 
se, determinaron  los  Padres  del  Concilio  de  Trento  que  fuese 
válido  el  matrimonio  entre  el  raptor  y  la  robada,  si  ésta, 
separada  de  él  y  puesta  en  un  lugar  seguro,  consiente  libre- 
mente. 

He  aquí  el  cap.  VI  de  lieform.  Matrim. ,  Sess.  XXIV:  «El 
»  Santo  Concilio  decreta,  que  no  puede  haber  matrimonio 
»  alguno  entre  el  raptor  y  la  robada,  por  todo  el  tiempo  que 
>  permanezca  ésta  en  poder  del  raptor.  Mas  si  separada  de 
»  ^te  y  puesta  en  lugar  seguro  y  libre  consintiere  en  tenerle- 
»  por  marido,  téngale  éste  por  mujer,  quedando,  no  obstan- 
»  te,  excomulgados  de  derecho  y  perpetuamente  infames  é 
»  incapaces  de  toda  dignidad,  así  el  mismo  raptor  como  to- 
*  dos  los  que  le  aconsejaron,  auxiliaron  y  favorecieron,  y  si 
»  fueren  clérigos,  sean  depuestos  del  grado  que  tuvieren.» 

«Esté  además  obligado  el  raptor  á  dotar  decentemente, 
»  á  arbitrio  del  juez,  la  mujer  robada,  ora  case  con  ella, 
»  ora  no.» 

También  nuestras  leyes  civiles  han  impuesto  gravísimas 
penas  á  los  raptores.  La  ley  1.*,  tít.  III,  lib.  III  del  Fuero 
Juzgo  castiga  al  hombre  libre  que  lleva  por  fuerza  mujer 
virgen  ó  viuda,  á  perder  la  mitad  de  lo  que  tiene,  que  gana 
esta  mujer,  si  vuelve  antes  de  perder  su  virginidad  ó  casti- 
dad; pero  si  pierde  estas  condiciones,  aquel  que  la  levó  non 
deve  casar  con  ella  por  nenguna  manera,  y  este  forzador  sea 
metido  con  quanto  que  oviere  en  poder  daquellos  á  quien  fizo  la 
fuerza;  é  reciba  €C  azotes  delante  tod  el  pueblo^  é  sea  dado  por 
siervo  al  padre  de  la  muier  que  levó  por  fuerza  ó  á  la  fnuier 
virgen  ó  bibda  que  levó  por  fuerza 

Estas  penas  no  deben  causamos  extrañeza,  dada  la  época 
en  que  dicho  Código  fué  publicado. 

Las  seis  primeras  leyes  del  título  X,  libro  IV  del  Fuero 
Real  se  ocupan  igualmente  de  los  que  furtan  ó  roban  muje- 
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res;  y  en  la  ley  1.^  se  dice:  que  si  algún  hombre  llevase  mu- 
jer soltera  por  fuerza,  por  faaer  con  ella  fornicación^  é  lo 
finiere  f  muerqt  por  ello,  E  H  la  llevare  por  fuerza^  é  no  yoguie- 
re  con  élla^  peche  cient  maravedís 

La  ley  3.*,  tít.  XX,  Part.  7.*,  impone  al  hombre  que  roba 
alguna  mujer  viuda  de  buena  fama,  ó  virgen,  ó  casada,  ó 
religiosa,  6  yaziendo  con  algunas  aellas  por  fuerza,  la  pena  de 
muerte;  y  además  la  confiscación  de  todos  sus  bienes  en  fa- 
vor de  la  forzada.  Fueras  ende,  si  después  desso  ella  de  su 
grado  casase  con  el  que  la  robó,  ó  forzó,  non  aviendo  otro  mari- 
do. Pues  entonces  los  bienes  del  forzador  serán  de  los  pa- 
dres de  la  forzada,  ó  de  la  Cámara  del  Rey,  según  los  casos. 

La  ley  1.*,  tít.  XXI,  libro  XII  de  la  Nov.  Recop.  excusa 
de  la  pena  señalada  ai  homicida  voluntario  á  aquel  que  ma- 
tare á  otro  si  le  hallare  llevando  mujer  forzada,  para  yacer  con 
ella,  ó  que  haya  yacido  con  ella. 

Nuestro  vigente  Código  penal,  castiga  también  el  rapto 
de  una  mujer  ejecutado  contra  su  voluntad  y  con  miras  des- 
honestas, con  la  pena  de  reclusión  temporal,  imponiéndose 
en  todo  caso  la  misma  pena,  si  la  robada  fuere  menor  de 
doce  años  (art.  460). 

Asimismo  castiga  al  raptor  de  una  doncella  menor  de 
veintitrés  años  y  mayor  de  doce,  ejecutado  con  su  anuencia, 
con  prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo  y  medio 
(aW.  461)  (1). 

Veamos  ahora  si  hay  rapto  sin  fuerza;  y,  por  consiguien- 
tOy  si  debe  admitirse  como  tal  el  de  seducción. 

La  mayor  parte  de  los  canonistas  aseguran  que  no  hay 
rapto  sin  fuerza,  es  decir,  que  el  de  seducción  no  es  impe- 
dimento dirimente  para  el  matrimonio.  La  doctrina  contra- 
ria es  propia  de  los  franceses^  quienes  enseñan  que  hay 
rapto  de  seducción  cuando  la  mujer  seducida  con  halagos, 
caricias,  regalos  ó  promesas,  adopta  el  partido  de  seguir  al 


(1)  Mayor  era  aún  la  penalidad  en  el  Código  reformado  de  1850^ 
pues  castigaba  al  raptor,  en  el  primer  caso,  con  la  pena  de  cadena 
temporal;  y  en  el  segundo,  con  la  de  prisión  menor  (arts.  368  y  369). 
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raptor  contra  la  expresa  voluntad  de  sus  padres  6  de  las 
personas  de  quienes  dependa.  Pero  es  el  caso  que  en  tal  su- 
puesto no  hay  rapto  propiamente  dicho,  porque  ella  coa- 
siente; y  las  palabras  del  Tridentino  se  refieren  sólo  al  rapto 
de  violencia:  así,  por  ultimo,  lo  han  confesado  algunos  mo- 
dernos franceses,  como  son  Bouvier  y  Gousset. 

Es  más,  respondiendo  Pío  Vil  al  Emperador  Napoleón, 
que  solicitaba  se  declarase  nulo  el  matrimonio  de  su  her- 
mano Jerónimo,  alegando,  entre  otras  causas,  el  defecto  de 
consentimiento  de  los  padres  y  el  rapto  de  seducción^  le  dice, 
en  carta  de  26  de  Junio  de  1805,  lo  siguiente:  «La  Iglesia, 
>  lejos  de  declarar  nulos,  en  cuanto  al  vínculo,  los  matri- 
»  monios  contraídos  sin  el  consentimiento  de  lo?  padres  ó 
»  tutores,  aun  cuando  los  vitupera,  los  ha  declarado  válidos  ^ 
»  en  todos  tiempos  y  sobre  todo  en  el  Concilio  de  Trento. 
»  Es,  igualmente,  contrario  á  las  máximas  de  la  Iglesia  de- 
»  ducir  la  nulidad  del  matrimonio  del  rapto  de  seducción]  el 
»  impedimento  de  rapto  no  tiene  lugar  sino  cuando  el  ma- 
»  trimonio  se  ha  contraído  entre  el  raptor  y  la  raptok^  antes 
»  que  ésta  haya  sido  restituida  en  su  plena  libertad.  Empero, 
»  en  el  caso  de  que  se  trata,  no  hay  verdadero  rapto^  pttes  lo 
»  qí4e  se  designa  en  la  memoria  con  la  expresión  rapto  de  se- 
»  ditcdóny  significa  lo  mismo  que  el  defecto  de  consentimiento 
»  de  los  padres,  de  donde  se  deduce  la  seducción  del  menor  y  lo 
»  que  no  puede  por  consiguiente  constituir  un  impedimento  di- 
»  rimente  en  cuanto  al  vínculo. » 

Por  otra  parte,  y  si  posible  fuera  la  duda  acerca  de  este 
extremo,  recordaríamos  para  resolverla,  el  axioma  jurídico 
de  que  debe  restringirse  todo  lo  odioso. 

También  los  franceses  se  ocupan  del  rapto  de  varón  eje- 
cutado por  la  mujer,  cuyo  caso,  aunque  raro,  dice  Golma- 
yo,  no  deja  de  estar  comprendido  en  el  espíritu  de  la  legis- 
lación civil  y  eclesiástica.  Pero  para  que  tal  cosa  sucediera, 
se  hacía  preciso  que  la  mujer  encargase  á  otros  hombres  la 
ejecución  del  hecho,  y  entonces  no  sería  rapto  propiamente 
dicho,  sino  fuerza. 

No  quiere  esto  decir  que  dejen  de  ocurrir  casos,  aunque 
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raros,  en  la  práctica,  donde  realmente  el  seducido. es  el  va- 
rón; pero  ya  hemos  manifestado  que  el  rapto  de  seducción 
en  ningún  caso  es  impedimento  dirimente  del  matrimonio. 

m 

Los  furiosos,  dementes  6  fatuos,  completamente  priva- 
dos del  uso  de  la  razón,  son  incapaces  de  contraer  matri- 
monio por  derecho  natural,  pues  carecen  de  plena  y  perfec- 
ta deliberación  para  obrar  y  consentir. 

La  demencia,  sin  embargo,  es  absoluta  ó  parcial,  y  per> 
petua  ó  temporal.  De  todas  ellas  sólo  la  absoluta  y  perpetua 
dirime  el  matrimonio,  no  así  la  parcial  ó  temporal.  Por  esto 
pueden  casarse  válidamente  los  que  recobran  por  intervalos 
su  juicio,  pero  es  necesario  que  el  matrimonio  se  celebre 
durante  esos  lúcidos  intervalos,  formándose  el  oportuno  ex- 
pediente para  acreditar  semejante  extremo.  Asimismo  pue- 
den contraerlo  los  semifatubs,  ó  que  sólo  gozan  de  un  im- 
perfecto uso  de  razón.  Empero,  el  Párroco  debe  procurar 
apartar  de  unos  y  otros  la  idea  del  matrimonio,  cuyas  obli- 
gaciones no  podrían  cumplir  debidamente. 

De  todos  modos,  el  Párroco  no  debe  autorizar  tales  ma- 
trimonios sin  consultar  previamente  al  Obispo. 

Por  lo»  que  hace  relaciona  la  embriaguez,  son  muchos 
los  cauonistas  que  la  equiparan  á  la  demencia.  Podemos  ci- 
tar, entre  otros,  á  Berardi  y  Golmayo;  el  primero  dice,  que 
no  pueden  consentir  los  furiosos,  embriagados  y  durmientes; 
el  segundo  afirma,  que  en  el  mismo  caso  de  la  demencia 
perpetua  y  absoluta  se  encuentra  el  que  está  embriagado, 
aunque  antes  hubiese  tenido  voluntad  de  contraer  matri- 
monio. ^ 

Dichas  apreciaciones  nos  parecen  un  tanto  exageradas. 
Por  regla  general,  la  embriaguez  no  puede  estimarse  como 
impedimento  dirimente  del  matrimonio.  Si  tal  fuera,  que- 
daba á  merced  de  los  contrayentes  el  disolver  ese  santo 
vínculo.  ¿Pues  qué,  ignoramos  los  efectos  que  de  ordinario 
producen  en  el  hombre  las  bebidas  alcohólicas?  No  pierde 


CAPÍTULO  XI 


I.  Impedimentos  que  nacen  de  defecto  ó  de  incapacidad  natural.  Edad: 
la  que  fijó  la  Iglesia  para  contraer  matrimonio:  situaciones  en  que 
pueden  encontrarse  los  impúberes  con  relación  á  la  validez  del 
matrimonio  que  quieran  contraer  ó  hayan  contraído:  si  la  avan- 
zada edad  puede  ser  impedimento  del  matrimonio. — 11.  Impoten- 
cia: sus  clases,  y  cuál  de  ellas  dirime  el  matrimonio:  pruebas  cuan- 
do es  cierta,  ó  no  hay  más  que  señales  verosímiles  ó  dudosas:-  De- 
cretal de  Celestino  m,  derogada  por  el  motu  proprio  de  Sixto  V, 
acerca  de  si  puede  vivir  con  su  cónyuge  el  impotente. 


Los  impedimentos  que  nacen  de  incapacidad  natural  son 
la  edad  y  la  impotencia. 

Por  derecho  natural  sólo  se  prescribe  para  el  matrimo- 
nio el  uso  de  la  razón  ó  la  discreción;  mas  por  derecho  ecle- 
siástico, y  el  civil  español,  requiérese  la  pubertad,  esto  es, 
catorce  años  en  el  varón  y  doce  en  la  mujer  (1),  que  es  la 
edad  que  se  considera  t'ambién;¡necesaria  para  poder  con- 
sumarlo. 

Nótese,  empero,  que  tanto  la  ley  canónica  como  la  civil, 
ponen  la  excepción:  Nisi  tnálitia  suppleat  aetatem  (2).  Dicese 
que  la  malicia  suple  la  edad,  cuando  concurren  simultánea- 


(1)  Caps.  VI,  X  et  XI,  de  Desponsatione  impvtberum.  Ley  6.»,  tít.  I, 
Part.  4.&.  Aun  la  misma  Ley  de  Matrimsnio  civil,  por  más  que  no  sea 
aplicable  á  los  católicos,  exi^e  en  su  art.  4.o  la  circunstancia  de  ser  pú- 
beres los  contrayentes,  entendiéndose  que  el  vafóii  ,1o  es  á  los  catorce 
años  camplidos  y  la  mujer  á  los  doce. 

(2)  Ibid.,  cap.  IX;  ley  de  Partida  ya  citada,  y  el  mismo  arL  4,J>,.  ci»- 
cunstancia  1.*  de  la  de  matrimonio  civil. 

INST.  DB  Dbrbcho  canónico  —  Toico  II  9 
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II 

Se  entiende  por  impotencia  «la  incapacidad  de  poder  con- 
;sumar  el  matrimonio;»  ó,  mejor  dicho,  inhabilitas  ad  actum 
-eonjugalem  per/ectum  seu  generationi  aptum, 

S.  S.  Alejandro  III  dijo  en  su  constitución  Quod  sedem^ 
-que,  como  el  niño,  el  impotente  no  puede  prestar  el  débito. 

No  debe  confundirse,  empero,  la  esterilidad  con  la  im- 
potencia; aquélla  no  supone  como  ésta  vicios  de  organiza- 
ción, porque  los  estériles  consuman  el  matrimonio;  y  si  á 
pesar  de  eso  no  hay  generación,  esto  depende  de  causas  des- 
conocidas. 

La  impotencia  puede  ser  de  varias  clases:  natural  y  acd- 
-dental;  perpetua  ó  temporal;  absoluta  y  respectiva;  antecedente 
y  consiguiente. 

Llámase  impotencia  natural,  la  que  proviene  de  la  natu- 
raleza; así  como  accidental^  la  que  trae  su  qrigen  de  hechos 
de  los  hombres. 

Es  perpetua  la  que  no  puede  curarse  por  medios  lícitos, 
ó  sin  una  operación  que  entrañe  peligro  de  muerte;  temporal 
«CB  la  curable  por  medios  naturales,  y  sin  riesgo  de  morir. 

Es  absoluta  la  que  tiene  lugar  respectD  de  todas  las  per- 
sonas del  otro  sexo;  y  respectiva  la  que  sólo  inhabilita  con 
relación  á  tal  persona  en  particular. 

Por  último,  denomínase  antecedente,  la  que  precede  al 
matrimonio;  y  consiguiente,  la  que  sobreviene  al  ya  con- 
traído. 

La  impotencia  antecedente  y  perpetua,  sea  absoluta  6  res- 
jpecUvaj  natural  6  accidental,  es  la  única  que  dirime  el  matri- 
monio por  derecho  positivo  y  natural  (1). 

No  lo  dirime,  por  tanto,  la  consiguiente,  aunque  sea  ab- 
soluta, puesto  que  una  vez  contraído  válidamente,  es  indi- 
Boluble;  ni  tampoco  la  temporal  que  sólo  inhabilita  ad  tempus 
para  el  cumplimiento  de  la  obligación  matrimonial,  bien 
antecedente  6  consiguiente. 

(1)    Cap.  I  et  11,  de  Frígidia  et  máteficiatis. 


de  oomfin  acuerdo,  no  obs- 
¡ODtinuar  en  el  matrimonio, 
an  liacerlo,  conforme  á  una 
jrta  en  el  cap.  V,  título  XV, 
>  eata  disciplina  fué  expresa- 
^0  de  Sixto  V,  porque  con 
tves  inconvenienteB. 
m  loB  trámites  de  que  antes 
}  menos,  lo  asegura  Walter, 

w  declarado  nulo  por  causa 
ueba  que  no  existía,  aunque 
o,  debe  declararse  válido  y 
la  sentencia  dada  contra  el 
iridad  de  cosa  juzgada. 


CAPÍTULO  xn 


I.  Impe(fimento8  que  provienen  del  defecto  de  reverencia.  Parentesco: 
sus  clases:  estirpe,  linea^  grados  y  reglas  para  la  computación  ca- 
nónica: origen  de  este  impedimento  y  bienes  qae  han  resultado  de- 
su  establecimiento.— IL  Consanguinidad:  grados  prohibidos  y  de- 
recho por  el  que  dirimen:  doctrina  del  Concilio  de  Trento. — lU. 
Afinidad:  su  fundamento,  grados  y  estirpe:  derecho  de  que  procede- 
este  impedimento  en  ambas  lineas:  doctrina  del  Tridentino. — IV. 
Cognación  legal:  su  origen  y  fundamento:  entre  quiénes  dirime  el 
matrimonio:  si  hay  este  impedimento  entre  los  hijos  ilegítimos  del 
adoptante  y  los  adoptados,  ó  si  persevera  disuelta  la  adopción:  si 
produce  este  impedimento  el  alumnato  y  unión  de  la  prole. — V. 
Cognación  espiritual:  su  fundamento  y  antigüedad:  entre  quiénes 
dirimía  el  matrimonio  en  la  disciplina  antigua,  y  entre  quiénes 
hoy,  según  lo  dispuesto  en  el  capítulo  n  de  Reform.  Matrim.,. 
Ses.  XXIV  del  Concilio  de  Trento:  si  se  contrae  este  parentesco 
en  el  bautismo  de  socorro. — VI.  Pública  honestidad:  su  fundamen- 
to:  cuándo  tiene  lugar:  hasta  qué  grado  impidió  antiguamente,  y 
disciplina  establecida  en  el  Tridentino:  condiciones  de  los  espon- 
sales para  que  produzcan  este  impedimento:  no  nace  de  los  cele- 
brados en  Espafia  sin  escritura  pública,  ni  del  matrimonio  llamado 
civil:  declaración  de  León  XTTI  (17  de  Marzo  de  1879)  y  de  la  Con- 
gregación del  Concilio  (31  de  Enero  de  1880):  razón  de  no  haberse 
restringido  este  impedimento  en  el  matrimonio  rato,  como  cuando- 
nace  de  los  esponsales. 


Los  impedimentos  que  provienen  de  defecto  de  reveren- 
cia, son  aquellos  que  nacen  del  grado  de  parentesco  con  que 
86  encuentran  ligados  los  contrayentes. 

De  esta  clase  son  la  cognación,  afinidad  y  pública  hones- 
tidad. 
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Mas  la  cognación  es  de  tres- especies,  á  saber:  natural, 
civil  y  espiritual. 

Llámase  natural  el  vínculo  que  une  á  las  personas  que 
descienden  de  un  mismo  tronco,  por  medio  de  1^  generación 
camal.  Es  civil  el  que  resulta  de  la  adopción.  El  espiritual 
se  contrae  por  el  bautismo  y  la  confirmación. 

El  parentesco  natural  puede  ser  legítimo  é  ilegítimo:  el 
legítimo  nace  del  matrimonio  canónico;  el  ilegitimo  del  ci- 
vil entre  católicos  y  dé  toda  unión  ilícita.  También  puede 
ser  simple  y  doble:  es  simple  el  que  se  contrae  entre  perso- 
nas extrañas;  el  doble  tiene  lugar  entre  parientes. 

En  el  parentesco  debe  distinguirse  la  estirpe,  la  linea  y 
el  grado.  Estirpe  es  la  persona  de  la  cual  descienden  aque- 
llas cuyo  parentesco  se  trata  de  averiguar;  linea  es  la  serie 
de  personas  que  descienden  del  mismo  tronco  por  diversos 
grados;  j  grado  es  el  intervalo  entre  un  consanguíneo  y  otro, 
ó  sea  la  distancia  que  hay  de  los  parientes  entre  si  y  de  la 
estirpe. 

La  línea  es  recta  ó  transversal:  la  recta  comprende  las 
personas  que  descienden  unas  de  otras,  teniendo  un  tronco 
común;  esta  línea  se  dice  ascendiente^  cuando  empezando 
desde  los  últimos  se  sube  al  tronco,  y  descendiente,  cuando 
del  tronco  se  baja  á  los  descendientes,  esto  es,  á  los  que 
traen  origen  directo  de  la  estirpe.  La  línea  transversal  es  la 
serie  de  personas,  que  teniendo  un  tronco  común,  no  des- 
cienden las  imas  de  las  otras,  v.  gr.:  los  hermanos,  tíos, 
primos,  etc.;  esta  línea  es  igual  ó  desigual:  es  igual,  cuando 
los  parientes  distan  en  igual  grado  del  tronco  común,  como 
dos  hermanos,  dos  primos  hermanos;  es  desigual,  cuando 
distan  en  grado  desigual,  coino  tíos  y  sobrinos,  de  los  cua- 
les el  uno  está  en  primer  grado  y  el  otro  en  segundo. 

El  Derecho  canónico  asigna  tres  reglas  para  la  computa- 
ción de  grados;  no  sucede  lo  mismo  en  el  civil,  en  el  que 
bastatener  presente  una  sola  regla,  á  saber:  son  tantos  los 
grados f  cuantas  son  las  generaciones. 

Las  tres  reglas  canónicas  son  las  siguientes:  1.^  En  línea 
recta  son  tantos  los  grados,  cuantas  son  las  personas,  exclu- 
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yendo  la  estirpe;  por  esto  el  hijo  está  en  primer  grado,  el 
nieto  en  segundo,  etc.  2.*  En  línea  transversal  igual  dos  per- 
sonas distan  entre  sí,  en  el  mismo  grado  que  cada  una  de 
ellas  dista  del  tronco  común;  así,  distando  dos  hermanos  un 
solo  grado  del  tronco,  distan  uno  solo  entre  sí.  3.^  En  la 
línea  transversal  desigual  dista  uno  de  otro  el  mismo  grado 
que  dista  del  tronco  el  más  remoto;  por  esto  vemos,  que  el 
tío  y  sobrino,  do  los  cuales  el  primero  dista  un  grado  y  el 
segundo  dos  del  tronco  común,  están  entre  sí  en  el  segimdo 
grado. 

Más  claro,  el  cómputo  de  derecho  civil  da  el  mismo  re- 
sultado en  línea  recta  que  el  del  canónico;  pero  no  sucede  lo 
propio  en  la  línea  transversal^  pues  mientras  el  civil  cuenta 
ambas  líneas,  el  canónico  sólo  cuenta  una  de  ellas  en  la 
igual,  y  la  más  distante  en  la  desigual. 

Advertiremos,  por  último,  que  la  computación  canónica 
se  sigue  en  los  matrimonios,  y  la  civil  en  las  sucesiones  he- 
reditarias. 

El  origen  de  este  impedimento  es  antiquísimo,  porque, 
como  dice  Walter,  una  ley  de  la  naturaleza  prohibe  el  ma- 
trimonio entre  próxin.^^  parientes.  El  derecho  judaico  y 
luego  el  romano  vinieron  á  confirmar  esta  misma  prohibi- 
ción, por  más  que  el  cómputo  lo  hiciesen  de  una  manera  es- 
pecial y  determinada. 

La  Iglesia  vedó  igualmente  tales  uniones,  si  bien  empleó 
en  sus  principios  el  cómputo  romano,  que  se  perpetuó  en 
Oriente. 

Más  tarde,  en  sus  relaciones  con  los  pueblos  germánicos, 
se  sirvió  la  Silla  Apostólica  de  la  cuenta  por  miembros  6 
generaciones,  que  se  hizo  al  fin  general,  tanto  en  la  monar- 
quía de  los  francos,  cuanto  en  Inglaterra.  En  Italia,  empe- 
ro, se  seguía  tradicionalmente  el  derecho  romano,  hasta  que 
Alejandro  11,  dirimiendo  la  controversia  suscitada  entre  el 
Obispo  Pedro  Damiani  y  los  jurisconsultos  de  Rávena,  con- 
firmó la  computación  canónica  como  la  única  legal  (1). 


(1)    Can.  n,  caus.  XXXV,  quaest.  V. 
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Grandes  y  poderosas  razones  existen  en  pro  de  un  impe- 
dimento de  esta  naturaleza. 

Los  parientes  se  deben  reverencia,  que  está  fundada  en 
la  conmixtión  de  la  sangre;  igualmente  se  deben  caridad; 
han  de  tener  la  virtud  de  las  buenas  costumbres,  y  poner 
freno  á  sus  pasiones  dentro  del  hogar  doméstico. 

¿Qué  sería  de  una  sociedad  donde  los  lazos  de  la  sangre 
no  sirvieran  de  valladar  á  las  pasiones  del  hombre?  ¿Qué 
req)eto,  ni  qué  consideración  se  tendrían  en  otro  caso  los 
parientes  entre  sí? 

Pues  estos  son  en  resumen  los  bienes  que  han  resultado 
de  establecer  dicho  impedimento. 

II 

Se  entiende  por  consanguinidad  el  parentesco  natural,  que 
es,  como  sabemos,  el  vínculo  de  la  sangre  entre  personas  que 
descienden  de  un  mismo  tronco,  ya  inmediata,  ya  mediatamente. 

La  consanguinidad  en  línea  recta,  anula  el  matrimonio, 
por  derecho  natural,  en  cualquier  grado  usque  in  infinitum. 
No  están,  por  tanto,  en  lo  cierto  algunos  teólogos,  cuando 
dicen  que  por  ^emejante  derecho  sólo  se  irrita  en  el  primer 
errado,  pues,  aparte  de  que  jamás  se  ha  dispensado  el  impe- 
dimento en  esta  línea,  es  lo  cierto,  que  naturalmente  se  abo- 
rrecen estos  enlaces,  y  que  las  obligaciones  de  los  esposos 
no  convienen  con  las  que  se  deben  padres  é  hijos. 

En  el  primer  grado  de  la  línea  transversal,,  también  se 
anula  el  matrimonio,  pero  no  ya  por  derecho  natural,  sino 
por  el  divino  positivo.  Es  cierto  que  muchos  teólogos  y  ca- 
nonistas afirman  que  semejante  prohibición  nace  del  dere- 
cho natural^  opinión  que  es  la  más  generalmente  seguida; 
otros  dicen,  que  si  bien  sería  el  matrimonio  gravemente  ilí- 
cito, fuera  del  caso  de  necesidad,  no  adolecería  empero  de 
nulidad,  atendido  sólo  aquel  derecho.  Nosotros  disentimos 
de  la  una  y  de  la  otra  opinión:  de  la  última,  porque  tales 
uniones  repugnan  al  pudor,  y  porque  el  buen  orden  y  tran- 
quilidad de  las  familias  debe  hacer  siempre  imposible  el 
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inatrimonio  entre  personas  que  han  de  vivir  juntas  en  la 
edad  de  las  pasiones;  disentimos  de  la  primera,  porque  los 
hijos  de  Adán  y  Eva  se  casaron  entre  si,  y  éstos  estaban 
obligados  al  derecho  natural.  La  prohibición,  pues,  nace 
únicamente  del  derecho  divino  positivo. 

En  cuanto  á  los  demás  grados  prohibidos  de  la  transver- 
sal, la  Iglesia  se  acomodó  en  un  principio  á  la  legislación 
del  imperio;  ampliando,  luego,  ó  restringiendo  la  prohibi- 
ción, según  los  tiempos  y  las  circunstancias.  Por  esto,  el  de- 
recho que  dirime  el  matrimonio  en  estos  otros  grados,  lo  es 
solo  el  eclesiástico. 

El  derecho  romano  tuvo  vedado  el  matrimonio  en  la  lí- 
nea colateral  entre  hermano  y  hermana^  como  también  en- 
tre tío  paterno  ó  materno  y  sobrina  carnal;  se  fundaba  para 
esta  última  prohibición,  en  que  una  de  las  personas  tenía 
para  la  otra  el  carácter  de  padre  ó  madre.  Pero  no  estaba 
prohibido  entre  primos  hermanos,  bien  fuesen  por  línea  pa- 
terna ó  materna.  Mas  Teodosio  el  Grande  vedó  estas  últimas 
uniones  en  385,  haciendo  esta  concesión  al  pudor  y  continen- 
cia^ como  dice  Aurelio  Victor.  Pero  Arcadio  renovó  más 
tarde  la  autoridad  del  derecho  antiguo;  y  por  último,  Jus- 
tiniano  permitió  asimismo  el  matrimonio  entre  primos  her- 
manos. 

La  Iglesia  prohibió  también  muy  pronto  el  matrimonio 
entre  parientes  próximos,  pero  no  extendió  por  entonces  los 
impedimentos  más  que  el  derecho  romano;  pues  atestigua 
San  Agustín,  que  antes  del  Emperador  Teodosio  no  estaban 
prohibidos  los  de  los  primos  camales.  Luego  aceptó  el  de- 
recho Teodosiano,  que  continuó  vigente  entre  los  católicos, 
á  pesar  de  haberse  restablecido  por  Arcadio  y  Justiniano 
el  derecho  antiguo. 

Los  francos  prorrogaron  los  impedimentos  insensible- 
mente hasta  á  los  nietos  de  hermanos  y  hermanas,  y  á  decir 
verdad,  hasta  la  tercera  con  cuarta  generación,  ó  séptimo 
grado  de  la  cuenta  romana. 

No  graduaba  la  Corte  Pontificia  en  el  siglo  vii  de  ente- 
ramente lícitos  los  matrimonios  hasta  la  quinta  generación; 


p^f^.-W,,.   I- f-^- ■■--•.  ,      -^  '-  ■    ■■  T.         P- 


139 

pero  tampoco  anulaba  los  contraídos,  según  Rábano  Mauro, 
dentro  de  la  tercera  y  cuarta.  Mas  á  principios  del  siglo  viii 
se  celebró  un  Concilio  romano  (721),  bajo  el  Pontificado  de 
Gregorio  II,  en  cuyo  sínodo  se  restableció  una  ley  del  Le- 
vítico,  que  prohibía  admitir  mujer  de  su  propia  parentela. 
Gomo  quiera  que  esta  ley  estaba  concebida  en  términos  tan 
vagos,  ocurrió  la  dificultad  de  señalar  el  grado  hasta  dónde 
se  extendía  la  cognación:  fundados  los  Obispos  én  la  auto- 
ridad del  jurisponsulto  Paulo,  que  establecía  siete  grados  de 
sucesión,  dedujeron  que  el  parentesto  alcanzaba  hasta  el 
séptimo  grado. 

Siguiendo  este  principio  vino  después  el  Código  visigodo 
prohibiendo  los  matrimonios  hasta  el  grado  sexto,  que  era 
el  límite  legal  de  la  cognación  romana.  S.  S.  Gregorio  III 
fijó  dicho  límite  en  la  séptima  generación  (1). 

Posteriormente  se  adoptó  también  en  varios  Concilios 
romanos  el  mismo  límite  de  parentesco  (2). 

Esta  prohibición  tan  lata  tenía  una  satisfactoria  explica- 
ción. He  aquí  lo  que  á  este  respecto  dice  el  ilustrado  cano- 
nista Golmayo:  «El  fraccionamiento  de  la  Europa  en  peque- 
ños reinos  y  dentro  de  éstos  un  sinnúmero  de  señoríos  por 
el  establecimiento  del  régimen  feudal,  trajo  naturalmente 
consigo  el  aislamiento  de  los  ciudadanos  en  estos  pequeños 
círculos,  la  incomunicación  con  los  demás,  y  hasta  el  odio  y 
resentimiento  muchas  veces,  como  consecuencia  de  sus  con- 
tinuas guerras:  una  ley  que  tendiese  á  extender  los  vínculos 
de  la  sangre  y  con  ellos  los  de  la  fraternidad,  dificultando 
los  matrimonios  en  la  propia  comarca  y  obligando  á  los  ciu- 
dadanos á  buscar  mujeres  fuera  de  su  parentela,  no  puede 
desconocerse  que  fué  dictada  con  grande  sabiduría,  y  que 
debió  producir  en  aiquellos  tiempos  muy  felices  resultados.» 
Pero  vencida  la  enfermedad,  claro  es  que  era  ya  innece- 
sario el  remedio.  Por  esto  vemos,  que  pasado  algunos  siglos 
y  cambiadas  las  circunstancias,  se  limita  la  prohibición  al 


(1)  Epist.  I,  ad  BonifaCf  a.  731.  c.  5. 

(2)  Conc,  Román,  a.  1069.  c.  11.  Conc,  Boman,  a.  1063.  c.  9. 
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grado  cuarto  en  el  Concilio  general  de  Letrán,  bajo  el  Pon- 
tificado de  Inocencio  III  (1).  Más  aún«  si  una  de  las  perso- 
nas está  en  quinto  grado,  y  la  otra  en  grado  más  próximo, 
no  existe  impedimento  alguno,  quia  gradus  remotior,  trahit 
ad  86  propinquiorem  (2). 

El  fundamento  que  se  alegó  para  semejante  disposición 
fué  el  de  que  hay  cuatro  humores  en  el  cuerpo,  el  cual  consta 
de  cuatro  elementos.  A  este  propósito  dice  Cavallario,  que  no 
debe  extrañarse  que  unos  varones  tan  sabios  alegasen  razo- 
nes tan  poco  discretas,  pues  de  esto  tenemos  varios  ejem* 
píos,  entre  otros  del  mismo  jurisconsulto  Paulo,  cuando  in- 
tenta deducir  de  los  números  pitagóricos,  que  el  feto  está 
completamento  formado  á  los  siete  meses. 

Finalmente,  el  Santo  Concilio  de  Trento  fijó  como  dog- 
mática la  siguiente  doctrina:  <Si  alguno  dijere  que  sólo 
aquellos  grados  de  consanguinidad  y  afinidad  que  se  expre- 
san en  el  Levítico,  pueden  impedir  el  contraer  matrimo- 
nio, y  dirimir  el  contraído;  y  que  no  puede  la  Iglesia  dis- 
pensar en  algunos  de  aquellos,  ó  establecer  que  otros  mu- 
chos impidan  y  diriman;  sea  excomulgado»  (3). 

m 

La  afinidad  es  el  vinculo  6  proximidad  de  las  personen, 
proveniente  de  acto  camal  consumado  licito  ó  ilicito. 

La  contrae,  por  tanto,  el  varón  con  los  consanguíneos  de 
la  mujer,  y  ésta  con  los  consanguíneos  de  aquél. 

La  única  razón  en  que  se  funda  este  impedimento  con- 
siste en  que  el  marido  y  la  mujer  se  consideran  como  un 
mismo  cuerpo  y  una  misma  persona,  fiunt  dúo  in  carne  una. 
De  aquí  que  no  sobrevenga  afinidad  mientras  no  ha  sido 

(1)  Cap.  Vni,  de  Consanguinitate. 

(2)  Cap.  IX,  de  Id. 

(3)  Si  qui8  dixerit^  eos  tantiim  consanguinitatiSf  et  affinitatis  gradus 
qui  Levitico  exprimuntur,  posse  impediré  matrimonium  contrtihendum,  et 
dirimere  contractum;  nec  posse  Ecclesiam  in  non  nuüis  illorum  dispensa- 
re,  aut  constituere,  ut  plures  impediant,  et  dirimant,  anathema  sit.  Ca- 
non III,  Ses.  XXIV  del  Conc.  Trideat. 
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consumado  el  matrimonio.  Por  esto  se  estableció  también 
que  naciese  dicho  impedimento,  aun  cuando  fuese  la  unión 
Ilícita. 

En  la  afinidad  existe,  como  en  la  consanguinidad,  li- 
nea de  ascendientes,  de  descendientes  y  de  colaterales,  y 
aunque  realmente  no  haya  grados,  porque  no  hay  genera- 
ciones, hay  qtum  grados;  porque  eu  el.  grado  que  uno  e& 
consanguíneo  del  marido,  en  el  mismo  es  afín  de  su  mujer,, 
y  al  contrario.  Así  es  que  en  el  modo  de  computar  los  gra- 
dos de  afinidad  puede  observarse  la  regla  siguiente:  «Cuan- 
tos grados  de  cognación  dista  el  marido  de  sus  consanguí- 
neos, otros  tantos  de  afinidad  distará  la  mujer  de  estos  mis- 
mos consanguíneos  del  marido;  y  cuantos  grados  de  cogna- 
ción se  aparta  la  mujer  de  sus  parientes,  tantos  de  afinidad 
se  apartará  su  marido  de  dichos  parientes  de  la  mujer»  (1). 
Esta  misma  regla  es  aplicable  también  á  la  afinidad  que 
nace  de  cópula  ilícita. 

Es  de  advertir,  empero,  que  á  veces  sobreviene  esta  úl- 
tima afinidad  al  matrimonio  ya  contraído,  como  sucede 
cuando  el  trato  camal  tiene  lugar  con  los  consanguíneos 
del  consorte  dentro  de  cierto  grado,  porque  si  bien  no  pue- 
de disolverse  el  matrimonio,  priva  al  delincuente  del  dere- 
cho de  exigir  el  débito  conyugal;  de  manera  que  pidiéndolo 
pecaría  gravemente.  No  pierde,  sin  embargo,  semejante  de- 
recho el  que  ignora  la  consanguinidad,  y  menos  la  mujer 
que  sucumbe  oprimida  por  una  fuerza  irresistible. 

Las  estirpes  f  órmanla  marido  y  mujer;  por  esto  no  puede 
decirse  que  sean  ellos  afínes  entre  sí. 

EU  parentesco  de  afinidad  en  línea  recta  se  extiende  hasta 
lo  infinito;  en  la  transversal  no  pasa  de  cierto  grado. 

El  derecho  hebraico,  prohibía  el  matrimonio  con  la  ma- 
drastra, con  la  hijastra  y  la  hija  de  ésta  ó  del  hijastro,  con 
la  suegra,  la  nuera  y  la  viuda  del  hermano  y  del  tío  pa- 
terno. 

El   derecho  romano  no  prohibió  por  de  pronto  sino  el 


V 

I 


x*- 


(1)     Berardi,  Instituciones  de  Derecho  eclesiástico,  tomo  II,  pág.  276. 
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matrimonio  con  la  suegra  y  la  madrastra,  y  á  la  inversa, 
con  la  nuera  y  la  hijastra;  mas  por  deferencia,  sin  duda,  á 
las  decisiones  de  la  Iglesia,  extendió  la  prohibición  más 
adelante  con  la  viuda  del  hermano  y  concia  hermana  de  la 
consorte  difunta  (1). 

El  derecho  canónico  no  salió  de  estos  límites  por  algún 
tiempo;  pero  tomando  luego  á  la  letra  el  principio  de  que 
los  cónyuges  forman  una  sola  carne,  sujetó  á  cada  uno  de 
ellos  á  los  mismos  impedimentos  que  tenía  el  otro  con  sus 
propios  parientes. 

Es  más,  no  sólo  contraía  afinidad  el  que  tenía  comercio 
carnal, .  sino  los  consanguíneos  de  éste  con  los  consanguí- 
neos de  la  persona  conocida;  así,  por  ejemplo,  si  Juan  y  Ma- 
ría eran  casados,  el  hermano  de  Juan  no  podía  casarse  con 
la  hermana  de  María. 

Distinguíanse  también,  conforme  á  las  Decretales,  afines 
de  primero,  segundo  y  tercer  género,  según  que  la  afinidad 
se  contraía  mediante  una,  dos  ó  tres  personas.  Más  claro:  el 
primer  matrimonio  hacía  á  los  cognados  del  marido  afines 
del  primer  grado  con  relación  á  la  mujer,  y  era  lo  que  cons- 
tituía la  afinidad  propiamente  dicha;  si. después  la  mujer, 
ya  viuda,  pasaba  á  segundas  nupcias,  este  segundo  marido 
era  afín  del  segundo  género  j  para  los  cognados  del  primero; 
y  si  muerta  la  mujer  el  marido  que  la  sobreviviese  se  casa- 
ba con  otra,  era  ésta  afín  del  tercer  género  con  respecto  á 
los  cognados  del  primer  marido. 

En  una  palabra,  el  impedimento  de  afinidad,  fué  sucesi- 
vamente prorrogándose,  hasta  que  Gregorio  II  en  el  Conci- 
lio Romano  del  año  721,  lo  extendió  á  todos  los  afines  den- 
tro del  grado  séptimo. 

.  Pero  Inocencio  III  varió  esta  disciplina  en  el  Concilio  La- 
teranense  IV,  pues  no  sólo  redujo  en  él  dicho  impedimento 
al  grado  cuarto,  sino  que  suprimió  la  afinidad  de  segundo  y 
tercer  género,  dejando  sólo  en  vigor  la  del  primero,  es  de- 


(1)     Cmic.  Eliber.  c.  61.  Conc.  Neocaesar,  c.  2.  C.  2.  4.  C.  Th.  de  ín- 
cest  nupt,  (8.  12),  c.  6.  8.  9.  C.  Just.  cod.  tit  (5.  5). 
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cir,  la  que  contrae  el  que  tiene  comercio  camal  con  los  con- 
sanguíneos de  la  persona  conocida  (1). 

Del  nuevo  arreglo  introducido  por  Inocencio  III,  na- 
ció el  axioma  canónico,  affinitas  non  parit  ctffinitatem;  del 
cual  se  deduce,  que  pueden  contraer  matrimonio  dos  her- 
manos de  una  de  las  partes  con  dos  hermanas  de  la  otra,  el 
padre  é  hijo  con  la  madre  é  hija;  el  viudo  de  la  hermana 
coala  viuda  del  hermano;  el  entenado  con  la  madre,  hija  ó 
hermana  de  la  madrastra;  la  entenada  con  el  padre,  hijo  6 
hermano  del  padrastro;  y  en  fin,  puede  casarse  uno  sucesin 
vamente  con  dos  viudas,  cuyos  maridos  difuntos  eran  her- 
manos. 

Últimamente,  el  Santo  Concilio  de  Trento  hizo  una  nueva 
modificación,  pues  dispuso  que  la  afinidad  procedente  ex 
furnieatione  quedase  reducida,  en  cuanto  impedimento  diri- 
mente, al  segundo  grado.  He  aquí  el  capítulo  IV  de  Jieform, 
M^rim,  Ses.  XXIV:  «Además  de  esto  el  Santo  Concilio, 
movido  de  estas  (alude  á  las  dificultades  que  lleva  consigo 
la  prohibición  en  grados  ulteriores)  y  otras  gravísimas  cau- 
sas, restringe  el  impedimento  originado  de  afinidad  con- 
traída por  fornicación,  y  que  dirime  al  matrimonio  que  des- 
pués se  celebra,  á  sólo  aquellas  personas  que  son  parientes 
en  primero  y  segundo  grado.  Respecto  de  los  grados  ulte- 
riores, establece  que  esta  afinidad  no  dirime  al  matrimonio 
que  se  contrae  después.» 

Para  concluir,  disputan  los  doctores  si  la  afinidad  ex  co- 
pula eonjiégali  dirime  el  matrimonio  por  derecho  natural  en 
el  primer  grado  de  línea  recta.  Muchos  defensores  tiene 
tanto  la  afirmativa  como  la  negativa.  A  nosotros  bástenos 
observar,  con  Benedicto  XIV,  que  los  Romanos  Pontífices  se 
han  negado  constantemente  á  dispensar  en  este  grado.  Pero 
sea  cualquiera  la  opinión  con  respecto  al  mismo,  es  induda- 
ble que  en  los  grados  restantes,  como  también  en  todos  los 
de  la  línea  colateral,  el  impedimento  emana  del  derecho 
eclesiástico.  ^ 


(1)    Cap.  VIII,  de  Conaany,  et  affinit. 
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IV 


La  cognación  legal  es  el  parentesco  proveniente  de  la 
adopción. 

Según  el  derecho  romano  sólo  los  hombres  podian  adop- 
tar, estándoles  prohibido  casarse  con  la  adoptada,  aun  des- 
pués de  su  emancipación.  La  prohibición  en  la  línea  cola- 
teral se  fundaba  en  que  el  adoptado  venía  á  ser  agnado  de 
los  agnados  del  adoptante:  razón  por  la  cual  la  ley  prohibía 
al  adoptado  mientras  duraba  la  adopción  el  matrimonio  con 
los  otros  hijos  del  adoptante,  con  sus  nietos,  su  madre,  su 
hermana  y  su  tía  paterna,  pero  no  con  sus  cognados. 

También  se  prohibió,  aun  después  de  disuelto  aquel 
vínculo  legal,  el  matrimonio  entre  el  adoptado  y  la  mujer 
del  adoptante  y  viceversa. 

La  Iglesia  aceptó  ordinariamente  el  derecho  romano 
acerca  de  este  punto.  Por  esto  se  dice  que  el  origen  de  este 
impedimento  está  en  el  derecho  civil. 

La  Iglesia,  sin  embargo,  prohibió  tales  uniones  en  con- 
sideración á  la  reverencia  y  honestidad  que  se  deben  las 
personas  entre  quienes  se  contrae  dicho  parentesco.  De  aquí 
que  la  prohibición  nazca  verdaderamente  del  derecho  ecle- 
siástico. 

La  ley  7.**,  tít.  VII,  Part.  4.*,  después  de  definir  lo  que  se 
entiende  por  fijamiento,  explica  y  distingue  dos  clases  de 
adopciones:  Es  la  una  la  llamada  en  latín  arrogatio;  «que 
quier  tanto  dezir  en  romance,  como  porfijamiento  de  orne 
que  es  por  sí,  e  non  ha  padre  camal;  e  si  lo  ha,  es  salido  de 
su  poder,  e  cae  nuevamente  en  poder  de  aquel  que  lo  porf i- 
ja:»  es  la  otra,  la  designada  propiamente. con  el  nombre  de 
(tdopción;  «que  es  porfijamiento  de  ome,  que  ha  padre  car- 
nal, e  es  en  su  poder  del  padre,  e  por  ende  no  cae  en  poder 
de  aquel  quel  porfija.» 

En  una  palabra,  en  la  arrogación  se  trata  de  aquel  que 
es  8ui  juris;  en  la  adopción  del  alieni  juris. 

Pero  como  los  términos  de  la  ley  son  generales,  parece  lo 


amo  en  aos  casos,  a  saoer:  enixe  ei  aaopianie  y  la  adoptada 
S  entre  ésta  y  los  hijos  naturales  del  adoptante  (1).  Pero  to- 
davía existen  otros  casos,  tanto  en  linea  recta  como  en  la 
colateral,  con  la  diferencia  que  en  aquélla  continúa  el  im- 
pedimento aun  después  de  terminada  la  adopción,  y  en  ésta 
cesa  cuando  se  rompe  el  vínculo  por  la  emancipación  ó  la 
muerte. 

Asi,  pues,  hay  prohibición  absoluta  y  perpetua;  1°  Entre 
el  adoptante  y  el  adoptado.  2."  Entre  los  hijos  y  nietos  de 
éste  y  el  adoptante.  3."  Entre  el  adoptado  y  la  mujer  de 
aquél.  4."  Entre  el  adoptante  y  la  mujer  del  adoptado.  Hay 
a^mismo  impedimento,  pero  sólo  temporal,  es  decir,  mien- 
tras dura  la  adopción,  entre  el  adoptado  y  los  hijos  camales 
del  adoptante. 

Importante  es  á  este  objeto  la  doctrina  de  Benedicto  XIV, 
en  su  preciosa  obra  de  Synodo  dioecesana:  Cognationem  legct^ 
lem,  et  quae  exeaad  nuptias  pro/luunt  obstacula,  eo  prorsus 
modo  qtto  a  jure  cívili  statuta  fuerunt,  universim  recepit 
approbavitque  Nicolaus  I,  in  responsione  ad  consulta  Bulga- 
rorum. 

Quantobrem,  si  quaesHo  incidal,  sive  in  tribunali  ecclesiás- 
Heo,  sive  etiam  in  synodo,  an  in  hoc  vel  tilo  casu  adsit  impedí- 
mentum  cognationis  legalis,  necessario  recurrendum  est  ad  leges 
civiles,  atque  ad  earumdem  normam  controversia  decidenda. 

EIs  de  advertir  igualmente,  quQ  si  en  ia  adopción  no  se 
observan  las  formalidades  de  derecho,  no  hay  impedimen- 
to; porque  entonces  deja  de  contraerse  el  parentesco  legal. 
Opinan  muchos  autores,  que  los  hijos  ilegítimos  del 
adoptante  no  tienen  dicho  impedimento  con  el  adoptado, 
puesto  que  no  están  sujetos,  como  los  legítimos,  á  la  patria 
potestad.  Claro  es,  por  tanto,  que  si  no  contraen  cognaoiÓ» 
legal,  mal  puede  perseverar  ésta,  una  vez  disuelta  la  adop- 

(1)     C.  I,  cauB.  XXX,  quaeat.  III,  cap.  unic.  de  Cognat.  teg. 
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aeración  6  nueva  vida  que  se  da  al  sujeto  por  medio  de  es- 
tos sacramentos,  y  de  aquí  que  la  Iglesia  considere  al  bau- 
tizante y.  al  padrino  y  madrina  como  padres  del  regene- 
rado. 

En  cuanto  á  su  antigüedad,  debemos  decir  que  no  es  an- 
terior á  los  tiempos  de  Justiniano.  En  efecto,  antes  de  este 
Emperador  no  se  habla  de  semejante  impedimento,  por  más 
que  se  conociesen  los  fidejtéssores  6  sponsores.  Justiniano  fue 
•el  primero  que  se  ocupó  de  él,  limitándolo  al  padrino  y  su 
ahijado.  Posteriormente  lo  adoptó  y  amplió  la  Iglesia;  así 
es  que  dicho  impedimento  dirime  el  matrimonio  sólo  por 
derecho  eclesiástico.  El  Concilio  Trulano  lo  extendió  al  pa- 
drino con  los  padres  del  bautizado  (can.  53).  Más  adelanto 
se  amplió  á  los  hijos  de  unos  y  otros;  y  por  último,  á  los  pa- 
rientes respectivos  hasta  el  mismo  grado  de  parentesco  real: 
contribuyó  á  esto  el  haber  dicho  los  Padres  de  aquel  Conci- 
lio, que  el  parentesco  ó  afinidad  espiritual  es  mayor  que  él  que 
procede  de  la  unión  de  los  cuerpos.  También  el  Papa  Nico- 
lás I,  comparó  este  parentesco  con  la  adopción.  La  Iglesia 
latina  se  fijó  desde  luego  en  este  principio,  extendiéndolo  á 
los  padrinos  de  la  confirmación. 

Por  esto  se  prohibió  el  matrimonio:  1.®  Entre  padrinos 
j  ahijado  (1).  2,**  Entre  éste  y  los  hijos  de  aquéllos  (2). 
5.®  Entre  padrino  y  madrina  (3).  4.**  Y  entre  éstos  y  los  pa- 
dres del  ahijado  (4). 

Con  todo,  se  exceptuaba  el  caso  de  que  el  marido  hubie- 
se apadrinado  á  un  hijo  de  su  mujer  (5). 

El  Santo  Concilio  de  Trento,  que  es  la  disciplina  vigen- 
te, limitó  el  impedimento  á  estos  casos:  1.®  Entre  los  padm- 
nos  y  el  bautizado.  2.^  Entre  aquéllos  y  los  padres  de  éste. 
3.**  Entre  el  que  bautiza  y  el  bautizado.  4.°  Entre  los  padres 


(1)  Can.  V,  caus.  XXX,  quaest.  I. 

(2)  Can.  I,  caus.  XXX,  quaest.  III.  Cap.  III,  VII  et  VIII,  de  Cogna- 
iione  sjnrituali, 

(3)  Can.  V,  caus.  XXX,  quaest.  I. 

(4)  Can.  n,  caus.  XXX,  quaest.  I.  (Conc.  Compendíense,  art.  757). 
Cap.  VI,  de  Cognatione  spiritualL 

(5)  Can.  I,  caus.  XXX,  quaest.  I.  Cap.  II,  de  Cognatione  spirituali. 
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de  éste  y  el  bautizante.  También  mandó  que  el  parentesco- 
que  se  contrae  por  la  oonfirmaoíón  uo  se  extienda  á  má» 
persouas  que  al  que  confirma,  al  confirmado,  al  padre  y 
loadre  de  éste,  y  á  la  persona  que  le  tenga  (1). 

No  contraen,  por  tanto,  parentesco,  los  que  á  más  de  los 
designados  por  los  padres,  6  por  el  Párroco  en  defecto  de 
éstos,  se  entrometen  á  ejercer  el  oficio  de  padrinos;  pero  si 
por  olvido  ó  descuido  de  los  unos  y  del  otro  no  se  hubiera 
designado  padrino,  contraen  entonces  el  parentesco  todos- 
Ios  que,  haciendo  veces  de  tales,  tocan  simultáneamente  al 
bautizado;  si  le  tocaren  no  simultánea,  sino  sucesivamente, 
en  tal  caso  lo  contrae  sólo  el  primero. 

Tampoco  contrae  parentesco,  según  tiene  declarado  la 
Congregación  del  Concilio,  el  padrino  que  asiste  al  bautis- 
mo y  no  toca  físicamente  al  bautizado. 

De  igual  modo  no  le  contrae  el  procurador  que  ejerce  á 
nombre  de  otro  dicho  oficio,  sino  el  poderdante.  Mas  si  éste 
fue^e  alguna  corporación  6  sociedad,  dicen  unos,  como 
Fagnano,  que  todos  sus  ludividuos  contraen  el  parentesco; 
otros,  como  Berardi,  sostienen  con  más  razón,  que  no  se 
contrae  con  ninguno. 

Asimismo  los  padrinos,  ni  los  que  bautizan  á  un  hijo  de 
infieles,  ningfln  parentesco  contraen  con  los  padres  del  bau- 
tizado; tampoco  lo  contrae  el  padrino  infiel,  ni  el  bautizan- 
te si  también  lo  era,  con  el  bautizado,  ni  con  los  padres  de 
éste:  así  lo  afirman  los  teólogos  con  el  Ángel  de  las  escue- 
las, esto  es,  con  Santo  Tomás  de  Aquino. 

Si  contra  las  prescripciones  canónicas  ejerciera  algún 
párvulo  el  oficio  de  padrino,  éste  no  contraería  parentesco; 
pero  sí  lo  contrae  si  tuviese  uso  de  razón,  aunque  fuera 
impúber. 

En  cuanto  á  los  otros  á  quienes  prohibe  también  el  de- 
recho de  ser  padrinos,  cnales  son  los  herejes,  excomulga- 
dos, pecadores  públicos  y  demás  cristianos  ya  mencionados 
en  el  capítulo  correspondiente,  si  de  hecho  desempeñaran 


(1)    Cap.  II,  de  Beform.  Malrím.,  See.  XXIV. 
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fiquel  cargo,  contraen  parentesco  espiritual  con  el  ahijado  y 
suB  padres. 

Veamos,  por  último,  si  también  se  contrae  en  el  bautis- 
mo de  socorro. 

Es  común  sentir,  por  regla  general,  que  el  ministro  que 
confiere,  caso  necesario,  el  bautismo  privado,  contrae  dicho 
parentesco,  no  sólo  con  el  bautizado,  sino  con  el  padre  y 
madre  de  éste.  Pero  no  sucede  lo  mismo  con  relación  á  los 
padrinos,  pues  ni  éstos  en  el  expresado  bautismo,  ni  los  que 
desempeñan  ese  cargo,  cuando  sólo  se  suplen  en  la  iglesia 
las  ceremonias  solemnes,  contraen  parentesco  alguno;  así, 
dice  Ferraris,  está  declarado  por  la  Sagrada  Congregación 
del  Concilio. 

VI 

La  pública  honestidad,  llamada  también  cuasi  afinidad, 
por  cierta  semejanza  con  la  afinidad,  es  el  parentesco  que 
nace  ¿le  los  esponsales  y  del  matrimonio  rato  y  no  consumado; 
cuyo  parentesco  se  contrae  entre  el  varón  y  los  consanguí- 
neos de  la  mujer,  y  entre  ésta  y  los  consanguíneos  de  aquél. 
Su  fundamento  está  en  la  honestidad;  así  lo  dice  también 
la  ley  12,  título  I,  Part.  4.*:  E  este  derecho  tovieron  todos  los 
ornes  por  hien^  que  fuesse  guardado  por  onestad  de  la  Eglesia^ 
é  por  egualdad  de  los  pueblos^  é  por  toller  escándalo  de  entre 
ellos. 

Tiene  lugar  este  impedimento  cuando  se  disuelve  alguno 
de  los  actos  que  lo  constituyen;  pues  entonces  las  personas 
que  lo  hubiesen  contraído  no  pueden  casarse  con  los  con- 
sanguíneos de  la  otra  hasta  cierto  grado. 

Los  grados  de  la  honestidad  pública  se  cuentan  lo  mismo 
que  los  de  afinidad. 

Es  de  advertir  que  cuando  es  nulo  el  matrimonio,  todavía 
interviene,  sin  embargo,  dicho  impedimento,  á  menos  que 
sea  inválido  por  defecto  de  consentimiento.  No  sucede 
lo  mismo  tratándose  de  los  esponsales,  pues  si  éstos  son 
nulos  por  cualquier  motivo  que  sea,  cesa  el  enunciado  im- 
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pedimento,  según  expresa  declaración  de  los  Padres  Tri- 
dentinos. 

También  debemos  hacer  constar  que  para  que  resulte  pú- 
blica  honestidad  de  los  esponsales,  deben  éstos  ser  ciertos,, 
no  indeterminados,  ni  pendientes  de  alguna  condición. 

Dicho  impedimento  dirimente  trae  su  origen  de  la  más 
remota  antigüedad,  si  bien  no  procede  del  derecho  natural 
ó  divino,  sino  sólo  del  derecho  eclesiástico. 

Por  disciplina  antigua  se  extendió  hasta  el  grado  sépti- 
mo, limitándose  al  cuarto  en  el  Concilio  general  IV  de  Le- 
trán.  El  Santo  Concilio  de  Trento  varió  esta  disciplina,  en 
cuanto  á  los  esponsales,  prescribiendo  lo  siguiente:  JtisHtiae 
publicae  honestatis  impedimentum^  ubi  sponsalia  quaqumqm 
ratione  valida  non  erunt,  sancta  Synodus  pror^m  tollit;  ubi 
autem  válida  fuerint^  primum  gradum  non  excedant:  quoniam 
¿n  ulterioribt4S  gradibtis  jam  non  potest  Imjumnodi  prohibitio 
absqtte  dispendio  observan:  «El  Santo  Concilio  quita  entera- 
mente el  impedimento  de  justicia  de  pública  honestidad, 
siempre  que  los  esponsales  no  fuesen  válidos  por  cualquier 
motivo  que  sea;  y  cuando  fueren  válidos,  no  pase  el  impe- 
dimento del  primer  grado,  pues  en  los  grados  ulteriores  no 
se  puede  ya  observar  esta  prohibición  sin  muchas  dificul- 
tades» (1).  Es  visto,  por  tanto,  que  el  impedimento  prove- 
niente de  los  esponsales,  sólo  se  extiende  á  la  hermana,  ma- 
dre ó  hija.  Mas  no  cambió  la  antigua  disciplina  respecto  al 
matrimonio  rato,  según  consta  de  la  Constitución  Ad  JRo- 
manum  de  S.  Pío  Y,  año  de  1568:  así,  pues,  el  impedimento 
resultante  de  este  matrimonio  dirime  hoy  hasta  el  cuarto 
grado,  conforme  al  derecho  anterior. 

Era  opinión  muy  común  y  probable,  que  nacía  dicho  im- 
pedimento no  sólo  de  los  esponsales  públicos  celebrados  con 
las  solemnidades  legales,  sino  también  de  los  privados  y 
ocultos.  Pero  esta  doctrina  no  puede  sostenerse  en  España^ 
á  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  la  pragmática  de  1808, 
que  exige,  como  sabemos,  sean  prometidos  por  escritura 


(1)    Cap.  III,  de  Beform.,  Ses.  XXIV. 
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.CAPÍTULO  xm 


I.  Impedimentos  que  nacen  del  defecto  de  libertad  ó  estado  de  la  per- 
sona: ligamen:  por  qué  derecho  dirime  el  matrimonio:  la  ausencia  de 
uno  de  los  cónyuges  por  larga  que  sea  no  disuelve  el  matrimonio 
primero,  sin  la  noticia  que  exige  el  Pontífice  Clemente  III  (Cap.  XIX 
de  SponaaUbíM  et  matrím.)—!!.  Orden  sagrado:  desde  cuándo  es  im- 
pedimento dirimente:  su  fundamento  y  derecho  de  que  procede:  ca- 
non IX  de  la  8es.  XXIV  del  Concilio  de  Trento.—III.  Voto:  cuál 
dirime  el  matrimonio  con  arreglo  al  canon  citado:  la  profesión  reli- 
giosa dirime  el  matrimonio  rato,  según  el  canon  \^  de  la  antedicha 
sesión. — IV.  Impedimento  de  crimen:  su  origen  y  fundamento:  sus 
clases:  crimen  de  adulterio:  desde  cuándo  se  exigió  para  este  impe- 
dimento el  pacto  n%U>endi:  conyugicidio:  adulterio  y  conyugicidio  á 
la  vez:  condiciones  para  que  se  dirima  el  matrimonio  en  estos  dos 
casos:  atentado  de  matrimonio  por  palabras  de  presente. 


Los  impedimentos  que  nacen  del  defecto  de  ^ibertad  ó 
estado  de  la  persona,  son  los  de  ligamen,  orden  sagrado, 
voto  y  crimen.  Nos  haremos  cargo  separadamente  de  cada 
uno  de  ellos. 

Elntiéndese  por  ligamen  el  vínculo  del  primer  matrimonio, 
durante  el  cual  no  se  puede  contraer  otro.  De  aquí  que  la  po- 
ligamia se  oponga  á  la  naturaleza  del  matrimonio,  estando 
además  prohibida  por  todos  los  derechos.  El  segundo  ma- 
trimonio, por  tanto,  contraído  durante  el  primero  es  nulo 
por  derecho  divino,  según  consta  de  expresa  decisión  del 
Tridentino  en  el  can.  11  de  la  Ses.  XXIV,  que  dice  así:  «Si 
alguno  dijere  que  es  lícito  á  los  cristianos  tener  á  un  mismo 
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tiempo  muchas  mujeres,  y  que  esto  no  está  prohibido  por 
ninguna  ley  divina,  sea  excomulgado»  (1). 

Por  esto,  sin  duda  alguna,  dijo  San  Pablo  á  los  corintios: 
«La  mujer  casada  está  atada  á  la  ley  mientras  vive  su 
marido.» 

Pero  puede  suceder  que  uno  de  los  cónyuges  se  ausente 
á  países  remotos,  sin  tener  en  lo  sucesivo  noticia  suya,  y 
en  este  caso  se  pregimta:  ¿cuándo  podrá  contraer  el  otro 
cónyuge  segundas  nupcias?  Es  indudable  que  la  ausencia  de 
un  cónyuge,  por  larga  que  sea,  no  es  bastante  para  declarar 
disuelto  el  primer  matrimonio,  el  cual  se  considera  siempre 
subsistente  mientras  no  haya  pruebas  ciertas  de  su  muerte. 
Así  lo  dice  expresamente  el  tít.  XXI,  libro  IV,  cap.  Domini- 
btis  de  las  Decretales:  Nullus  amodo  ad  secundas  nuptias  mi- 
grare  praesuniat  doñee  ei  constet  quod  ab  vita  migraverü  con^ 
jus  ejíés.  Es  más,  el  Pontífice  Clemente  III  (cap.  XIX  de 
Sponsalibus  et  Matrim.)  exige  noticia  cierta  de  la  muerte. 
He  aquí  sus  palabras:  Consulationi  tiiae  taliter  respondemus 
quod  quantocumque  annorum  numero  ita  retnaneant,  viventibus 
viris  suiSy  non  possunt  ad  aliorum  consortium  canonice  convo- 
lare,  nec  auctoritate  Ecclesiae  permitías  contraharé,  doñee  cer- 
tum  nuntium  recipiant  de  morte  virorum.  Ahora  bien,  por  las 
palabras  certmn  nuntium  entienden  algunos  autores  la  depo- 
sición de  un  testigo  irrecusable,  otros  la  voz  pública  apoya- 
da en  algunas  circunstancias  de  una  muerte  probable;  pero 
es  lo  cierlo  que  estos  medios  de  prueba  se  determinan  según 
la  diversidad  de  circunstancias,  distancias  de  los  lugares, 
etcétera.  En  la  práctica  se  exige  la  partida  ó  certificado  de 
defunción,  ó  en  su  defecto,  información  testifical.  Todas 
estas  diligencias  se  practican  en  la  curia  del  Obispo,  debien- 
do éste  ser  consultado  en  todo  caso  dudoso. 

Digna  es  de  especial  mérito  la  Constitución  del  sínodo  de 
Santiago  de  1763,  concebida  en  estos  términos:  «Se  declara 
que  mientras  no  haya  instrumento  auténtico  que  justifique 


(1)    Si  quis  dixerit,  licere  christianis  plures  sitrnil,  hahere  uxares,  et 
hoc  nulla  lege  divina,  eaae  prohibitum,  anathema  8it. 
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mo  con  relación  al  tiempo  en  que  el  orden  sagrado  fué  im- 
pedimento dirimente  del  matrimonio.  Parece,  sin  embargo, 
lo  más  probable  que  tales  matrimonios  no  fueron  írritos  6 
nulos  hasta  el  siglo  xii.  El  primero  que  los  anuló,  en  sentir 
de  Golmayo,  fué  el  Concilio  de  Letrán,  bajo  Calixto  11,  esto 
es,  el  I  Lateranense.  Tournely  y  otros  aseguran  que  los  irri- 
tó Inocencio  II,  en  el  Concilio  II  de  Letrán,  hacia  el  año 
de  1139. 

Lo  cierto  es,  que  en  el  siglo  siguiente  era  ya  disciplina 
general  de  la  Iglesia,  la  cual  ha  continuado  sin  interrupción, 
confirmándola  luego  también  el  Concilio  de  Trento  contra 
los  protestantes.  En  efecto,  este  Santo  Sínodo  decidió  que, 
«si  alguno  dijere  que  los  clérigos  ordenados  de  mayores  ór- 
»  denes  ó  los  regulares  que  han  hecho  profesión  solemne  de 
»  castidad,  pueden  contraer  matrimonio,  y  que  es  válido  el 
»  que  hayan  contraído,  sin  que  les  obste  la  ley  eclesiástica, 
»  ni  el  voto;  y  que  lo  contrario  no  es  más  que  condenar  el 
»  matrimonio  y  que  pueden  contraerlo  todos  los  que  cono- 
»  cen  que  no  tienen  el  don  de  la  castidad,  aunque  la  hayan 
»  prometido  por  voto,  sea  excomulgado;  pues  es  constante 
»  que  Dios  no  lo  rehusa  á  los  que  debidamente  le  piden  este 
»  don,  ni  tampoco  permite  que  seamos  tentados  más  que  lo  que 
>  podemosT^  (1). 

Y  no  es  esto  sólo,  sino  que  la  Iglesia,  con  el  fin  de  que  la 
ley  del  celibato  fuese  más  eficaz^  y  perdiesen  los  clérigos 
mayores  hasta  la  esperanza  de  contraer  matrimonio,  les  im- 
puso también  la  obligación  del  voto  como  anejo  á  los  órde- 
nes sagrados  (2). 

No  se  entienda  por  esto,  que  el  orden  sagrado  por  sí  solo 


(1)  Can.  IX,  Sea.  XXIV.  Si  quis  dixerit,  clericos  in  sacris  ordinibu8 
constituios,  vel  Megúíares  casHtatem  aolemniter  professaa,  posee  nuUri- 
monium  cowtrahere,  conlractumqtte  vcdidum  esse,  no  obstante  legt  Ectde- 
siastica,  vel  voto;  et  opposiium  nihü  aliud  esse;  quavn  damnare  matrimo- 
nium;  posseque  omnes  contrahere  mairimonium,  qui  non  sentiunt  se  caati- 
tatis,  etiatnsi  eam  voverint,  haber e  donum;  ancUhema  sit:  cum  Deus  id 
recté  petentibus  non  deneget,  necpatiatur,  nos  supra  id,  quod  possumus, 
tentari, 

(2)  Dist.  XXVm,  can.  I,  VI  et  VH. 
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deje  de  ser  impedimento  dirimente  del  matrimonio;  pues  ya 
hemos  visto  lo  contrario  en  el  canon  IX  del  Santo  Concilio 
de  Trento;  asi  es,  que  si  el  ordenando  no  hace  voto  ni  pien- 
sa en  él  al  tiempo  de  la  ordenación,  no  por  eso  deja  de  estar 
sujeto  á  la  ley  de  la  contiaenc'a;  y  por  el  contrario,  si  la  or- 
denación fuese  nula,  aunque  el  ordenando  pensase  en  el 
voto,  no  estaría  por  eso  obligado  á  sus  consecuencias. 

En  cuanto  al  fundamento  del  celibato  eclesiástico,  sólo 
diremos  que  lo  tiene  en  la  santidad  del  ministerio,  en  la  ne- 
cesidad de  dar  limosnas,  por  razón  de  milicia,  y  por  razón 
también  de  secreto.  El  ministerio  es  santo  y  divino,  y  el 
sacerdote  debe  huir  de  la  asquerosidad  de  la  carne,  dando 
á  la  vez  ejemplos  de  caridad  y  de  buenas  obras.  Por  otra 
parte,  el  soldado  debe  estar  siempre  dispuesto  á  la  lucha 
y  á  la  victoria,  y  el  ministro  del  altar  ha  de  consagrarse 
constantemente  al  bien  espiritual  de  sus  semejantes,  luchan- 
do y  venciendo  á  los  enemigos  de  Dios.  También  el  sacer- 
dote es  el  único  que  guarda  el  secreto  de  la  confesión,  y 
siendo  casado  era  más  fácil  que  rompiera  este  sigilo. 

ni 

Se  entiende  por  voto  la  promesa  deliberada  hecha  á  Dios 
acerca  de  un  bien  mejor. 

El  voto  se  divide  en  simple  y  solemne.  Este  se  hace  por  la 
profesión  religiosa  ó  es  inherente  al  orden  sagrado,  según 
declaró  Bonifacio  VIII  en  el  cap.  un.  de  Voto  in  Sexto;  aquél 
tiene  lugar  fuera  de  la  profesión  religiosa  y  de  la  recepción 
del  orden  sagrado.  Uno  y  otro  voto  tienen  su  origen  en  el 
derecho  eclesiástico,  porque  si  lo  tuvieran  en  el  derecho  di- 
vino jamás  se  hubiesen  dispensado,  y  hay  varios  hechos 
históricos  que  demuestran  precisamente  lo  contrario.  De 
estos  votos  sólo  el  solemne  dirime  el  matrimonio:  el  voto 
simple,  ya  sea  de  castidad,  ó  de  entrar  en  religión,  ó  de  re- 
<;ibir  órdenes  sagrados^  si  bien  impide  qué  se  contraiga 
aquel  santo  vínculo,  sin  pecado  mortal,  no  le  dirime.  En 
una  palabra,  el  voto  solemne  hecho  en  profesión  religiosa 


159 


IV 


Con  el  nombre  de  crimen  se  designa  el  impedvnento  diri- 
mente que  nace,  ó  del  adulterio  sólo,  ó  del  conyugicidio  sólo,  6 
del  adulterio  unido  al  conyugicidio. 

Este  impedimento  proviene  del  derecho  romano,  según 
el  cual  no  podían  jamás  casarse  el  adúltero  y  la  adúltera, 
llegado  el  cascí  de  viudez  (1);  cuya  doctrina  siguió  la  Iglesia 
por  espacio  de  muchos  siglos. 

Su  fundamento  está  en  el  derecho  natural  y  en  el  divino 
positivo,  porque  se  opone  á  los  fines  del  matrimonio. 

La  Iglesia,  empero,  trasladó  este  impedimento  al  dere- 
cho eclesiástico,  ocupándose  de  él  en  las  Decretales,  donde 
exigió  para  producirle  el  pacto  nubendi. 

Conviene  también  advertir,  que  siendo  odiosa  esta  ma- 
teria, debe  restringirse. 

Sentado  esto,  pasemos  á  tratar  de  cada  una  de  sus 
clases: 

Crimen  de  adulterio.  Para  que  el  adulterio  sólo  sea  impe- 
dimento dirimente,  requiérese:  primero,  que  sea  verdadero 
y  formal  de  una  y  otra  parte,  es  decir,  que  sea  válido  el  ma- 
trimonio contra  el  que  se  atenta,  y  que  una  de  las  partes  no 
ignore  que  la  otra  es  casada  (2);  segundo,  que  sea  consuma- 
do (3);  tercero,  que  antes  ó  después  del  adulterio,  pero  du- 
rante el  matrimonio  intervenga  promesa  recíproca,  ó  acep- 
tada al  menos  por  la  otra  parte,  de  casarse  en  llegando  á  es- 
tar en  libertad  (4). 

Dudan  los  doctores  si  basta  la  promesa  fingida,  y  la  con- 
dicional, y  aunque  la  afirmativa  es  opinión  más  generalmen- 
te seguida,  nosotros  tenemos  por  más  cierta  la  contraria,  esto 


(1)  Nov.  234,  c.  7,  col.  9,  tít.  IX. 

(2)  Cap.  I,  de  Eo  qui  duxit  in  matrim.,  etc. 
(8)  Cap.  Vin,  de  Eo  qui  duxit, 

(4)  Cap.  M,  Ídem, 


160 

es,  de  que  la  promesa  debe  ser  absoluta,  verdadera  y  no  re- 
tractada ni  condicionada,  pues  ya  hemos  manifestado  qu^ 
los  cánones  que  se  ocupan  de  esta  materia,  deben  interpre- 
tarse en  sentido  restrictivo. 

También  hay  autores,  como  Golmayo,  que  al  tratar  del 
crimen  de  adulterio,  dicen:  produce  impedimento  dirimente 
cuando  uno  ó  ambos  adülteros  atenían  contra  la  vida  del  cónyu- 
ge inocente,  aunque  no  8e  siga  la  muerte,  Y  esta  doctrina,  ade- 
más de  ser  equivocada,  confunde  el  adulterio  solo  con  el 
crimen  de  adulterio  y  conyugicidio.  Ya  hablaremos  de  esta 
clase  de  crimen,  y  entonces  veremos  que  es  indispensable 
que  se  siga  la  muerte.  Por  eso  decimos  que  aquella  teoría  es 
equivocada,  con  tanta  mayor  razón  cuanto  que,  de  no  se- 
guirse la  muerte  del  cónyuge  inocente,  no  hay  términos  há- 
biles para  que  el  culpable  pueda  contraer  nueva  unión. 

Conyugicidio.  Para  que  el  crimen  de  conyugicidio  sin 
adulterio  constituya  impedimento  dirimente,  es  necesario: 
primero,  mutua  conspiración  ó  maquinación,  por  lo  que  no 
basta  que  el  cónyuge  quite  la  vida  á  su  consorte,  si  la  per- 
sona con  quien  intenta  casarse  ignora  esta  acción  ó  no  con- 
siente en  ella  (1);  segundo,  que  en  realidad  se  siga  la  muer- 
te (2);  tercero,  que  se  maquine  la  muerte  con  expresa  inten- 
ción, al  menos  de  una  de  las  partes,  de  contraer  matri- 
monio. 

Es  cierto  que  la  ley  no  requiere  expresamente  esta  inten- 
ción; pero  también  lo  es,  que  la  supone  como  necesaria,  ^- 
gún  el  común  sentir  de  los  canonistas. 

Adulterio  unido  al  conyugicidio.  En  este  caso  no  se  re- 
quiere, para  que  haya  impedimento  dirimente,  que  ambos 
conspiren  ó  maquinen  la  muerte,  ni  tampoco  que  haya  pro- 
mesa de  matrimonio,  pero  es  necesario  que  la  muerte  se  eje- 
cute, y  que  sea  con  intención  de  contraer  matrimonio,  al 
menos  por  una  de  las  partes. 


(1)  Cap.  I,  de  Conversione  infidel. 

(2)  Cap.  VI,  de  Eo  qui  duxit,  ya  citado. 
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También  produce  impedimento  diñmente  el  matrimonio 
contraído  ó  intentado  entre  casados  con  palabras  de  presen* 
te,  cuyo  impedimento  subsiste  aun  después  de  muerto  el 
cónyuge  inocente,  •    ■ 

Digna  es  de  estudio  por  lo  que  hace  relación  á  toda  esta 
materia  la  ley  19,  tít.  11  de  la  Part.  4.*. 
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puesto  el  principio  de  que  el  matrimonio  Ee  constituía  por 
el  consentimiento,  era  igual  que  la  manifestación  de  éste  se 
'  hiciese  pública  ú  ocultamente;  con  esta  diferencia,  según 
Oolmayo:  que  si  el  consentimiento  fué  público,  la  Iglesia 
obligaba  á  los  cónyuges  á  vivir  maritalmente  en  caso  de 
negativa  6  de  resistencia;  y  si  era  oculto,  venía  á  ser  el  ma- 
trimonio un  negocio  de  conciencia.  Pero  si  siendo  oculto 
llegaban  en  cualquier  tiempo*á  manifestarlo  á  la  Iglesia,  en 
tal  caso  se  consideraba  el  matrimonio  para  todos  los  efectos 
<>omo  si  desde  el  principio  se  hubiese  celebrado  con  la  ma- 
yor solemnidad. 

Estos  enlaces,  sin  embargo,  producían  gravísimos  ma- 
les, porque  no  pudiéndose  probar  generalmente  su  existen- 
cia en  el  fuero  externo,  daban  frecuente  ocasión  á  la  mala 
fe,  ya  para  negar  el  enlace  contraído,  abandonando  á  la 
mujer  legítima,  ya  para  contraer,  viviendo  ésta,  otro  se- 
^ndo  matrimonio.  Por  esto  el  Santo  Concilio  de  Trento, 
reconociendo  su  validez  por  lo  pasado,  los  anuló  en  adelan- 
te, declarándolos  írritos,  tanto  en  razón  de  contrato,  como 
de  Sacramento.  He  aquí  los  términos  del  decreto:  «Aunque 
»  no  se  puede  dudar  de  que  los  matrimonios  clandestinos 

>  efectuados  con  libre  consentimiento  de  los  contrayentes, 
»  fueron  matrimonios  legales  y  verdaderos^  mientras  la  Iglesia 
»  católica  no  los  hizo  írritos Considerando  el  Santo  Con- 

>  cilio  los  graves  pecados  que  se  originan  de  los  matrimo- 

>  nios  clandestinos,  y  principalmente  los  de  aquellos  que  se 
»  mantienen  en  estado  de  condenación,  mientras  abandona- 

>  da  la  primera  mujer,  con  quien  de  secreto  contrajeron 
»  matrimonio,  contraen  con  otra  en  público  y  viven  con  ella 

>  en  perpetuo  adulterio,  no  pudiendo  la  Iglesia,  que  no  juzga 
»  de  los  crímenes  ocultos,  ocurrir  á  tan  grave  mal,  si  no 

>  aplica  algún  remedio  más  eficaz,  manda  con  este  objeto, 
»  insistiendo  en  las  determinaciones  del  Sagrado  Concilio 

>  de  Letrán,  celebrado  en  tiempo  de  Inocencio  III,  que  en 

>  adelantej  primero  que  se  contraiga  el  matrimonio,  procla- 
»  me   el  cura  propio  de  los  contrayentes  públicamente  por 

>  tres   veces,  en  tres  días  de  fiesta  seguidos  en  la  Iglesia, 
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>  mientras  se  celebra  la  Misa  mayor,  quiénes  son  los  que 

>  han  de  contraer  matrimonio;  y  hechas  estas  amonestado- 

>  nes  se  pase  á  celebrarlo  á  la  faz  de  la  Iglesia,  si  no  se  opu- 

>  siere  ningún  impedimento  legítimo,  y  habiendo  pregunta- 
»  do  en  ella  el  Párroco  al  Varón  y  á  la  mujer,  y  entendido  el 
»  mutuo  consentimiento  de  los  dos,  ó  diga:  Yo  os  uno  en  ma- 

>  trimonio  en  el  nombre  del  Pcuire,  del  Hijo  y  del  Espíritu 
»  Santo j  ó  use  de  otras  palabras,  según  la  costumbre  recibi- 
»  da  en  cada  provincia.  Y  si  en  alguna  ocasión  hubiese  sos- 

>  pechas  fundadas  de  que  se  podrá  impedir  maliciosamente 

>  el  matrimonio,  si  preceden  tantas  amonestaciones,  hágase 
»  sólo  una  en  este  caso;  ó  á  lo  menos  celébrese  el  matrimo- 

»  nio  á  presencia  del  Párroco  y  de  dos  ó  tres  testigos 

»  Los  que  atentaren  contraer  matrimonio  de  otro  modo  que  á 

>  presencia  del  Párroco  6  de  otro  sacerdote  con  licencia  del 
»  Párroco,  6  del  Ordinario^  y  de  dos  o  tres  testigos ,  quedan  oft- 
»  solutamente  inhábiles  por  disposición  de  este  Santo  Concilio, 
»  p'ira  cantraerlo  aun  de  este  modo;  y  decreta  que  se%n  írritos  y 
•»  nulos  semejantes  contratos,  como  en  efecto  los  irrita  y  anula 
»  por  el  presente  decreto.  Manda,  además,  que  sean  castiga- 
»  dos  con  graves  penas  á  voluntad  del  Ordinario,  el  Párroco 
»  ó  cualquiera  otro  sacerdote  que  asista  á  semejante  contra- 
» to  con  menor  número  de  testigos,  así  como  los  testigos 
»  que  concurran  sin  Párroco  ó  sacerdote,  y  del  mismo  modo 

» los  propios  contrayentes Y  para  que  lleguen  á  noticia 

»  de  todos  estos  tan  saludables  preceptos,  manda  á  todos  los 
»  Ordinarios  que  procuren  cuanto  antes  puedan  publicar 
»  este  decreto  al  pueblo,  y  que  se  explique  en  cada  una  de 
»  las  Iglesias  parroquiales  de  su  diócesis;  y  esto  se  ejecute 
»  en  el  primer  año  las  más  veces  que  puedan,  y  sucesiva- 
»  mente  siempre  que  les  parezca  oportuno.  EstMece,  en  fin, 
»  qu^  este  decreto  comience  á  tener  su  rigor  en  todas  ¿as  parro- 

>  quiis  á  los  treinUí  días  de  publicado,  los  cuales  se  han  de  con- 
»  tar  desde  el  día  de  la  primer  i  publicación  que  se  hizo  en  la 
*  mism*  parroquia*  (1). 


(1)    Gap.  I,  de  Refor.n.  Mabiin.,  Sas.  XXIV. 
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Por  más  que  dicho  decreto  es  bien  claro,  explicaremos 
algunas  de  sus  principales  partes,  con  arreglo  á  las  decisio- 
nes 7  doctrinas  canónicas. 

En  orden  al  Párroco  debemos  decir,  que  será  siempre  el 
propio  de  los  dos  contrayentes,  y  si  éstos  son  de  distintas 
parroquias,  el  de  aquella  en  cuyo  distrito  se  contrae  el  ma- 
trimonio, igualmente  haremos  constar  que  por  Párroco  pro- 
pio se  entiende,  no  el  del  nacimiento  ú  origen,  sino  el  del 
domicilio;  y  por  domicilio,  no  sólo  el  llamado  estrictamente 
tal,  sino  el  cuasi-domicilio,  que  se  adquiere  por  la  perma- 
nencia de  cuatro  ó  seis  meses.  Júzgase  que  tienen  cuasi-do- 
micilio,  y  por  consiguiente  deben  contraer  ante  el  Párroco 
de  la  casa  ó  establecimiento  donde  actualmente  habitan:  el 
Gobernador,  el  Juez  ó  cualquiera  otro  empleado;  la  joven 
que  vive  en  un  colegio  ó  monasterio,  con  el  fin  de  educarse; 
los  estudiantes,  los  sirvientes  domésticos,  y  los  confinados  ó 
desterrados  por  sentencia  judicial. 

No  es  necesario  que  el  Párroco  sea  sacerdote,  con  tal  que 
desde  su  promoción  no  haya  pasado  el  año  que  el  derecho  le 
<;oncede  para  ordenarse;  pero  si  delegase  sus  facultades,  es 
preciso  que  lo  sea  el  delegado. 

También  se  contrae  válidamente  el  matrimonio,  aunque 
•el  Párroco  sea  irregular,  cismático  y  hereje,  6  esté  excomul- 
gado, suspenso  ó  entredicho,  siempre  que  no  haya  renun- 
c  ado  el  beneficio,  ó  se  le  haya  depuesto  canónicamente. 

En  cuanto  á  la  presencia  del  Párroco  no  basta  la  mera- 
mente física  ó  material,  requiérese  la  moral,  esto  es,  que  el 
Párroco  advierta  y  pueda  tes'^if  icar  el  acto  que  se  practica  á 
su  presencia;  lo  cual  no  podría  tener  efecto,  si  el  Párroco 
estuviese  dormido  ó  fuese  demente  (1). 


I 


(1)  Lia  Sagrada  Congregación  del  Concilio,  según  puede  verse  en 
Benedicto  XIV,  De  Synodo,  lib.  XIII,  cap.  XXIII,  ha  declarado  válido 
-el  matrimonio  en  los  casos  siguientes:  l.o  Si  el  Párroco  es  obligado  por 
€aerza  ó  violencia  á  presenciar  el  matrimonio.  2.o  Si  hallándose  ca- 
«oalmente  presente  se  le  avisa  del  matrimonio  y  oye  la  expresión  del 
consentimiento  mntao.  8.o  Si  siendo  llamado  con  otro  objeto,  presen- 
cia efectivamente  el  matrimonio.  4.o  Si  advertido  del  matrimonio, 
afecta  no  oir  ni  entender  á  los  contrayentes. 
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Respecto  á  los  testigos  ninguna  cualidad  les  exige  el  San* 
to  Concilio  de  Trento:  basta  que  sean  hábiles  por  derecho- 
natural,  es  decir,  que  tengan  uso  de  razón;  así  es  que  pue- 
den serlo  los  impúberes,  los  siervos,  las  mujeres,  los  iafie- 
es,  ex3omulgado3,  infames  y  los  consanguíneos  de  uno  7 
otro  contrayente,  etc.  Sí  se  requiere  que  puedan  dar  testi- 
monio del  acto,  y  que  la  presencia  de  ellos  sea  simultánea 
con  la  del  Párroco. 

Obsérvese,  por  último,  que  cuando  concurren  circuns- 
tancias extraordinarias,  ó  se  reside  en  un  lugar  donde  no 
existe  Párroco  católico,  se  puede  contraer,  no  sólo  válida, 
sino  lÍQitamente  coa  la  sola  presencia  de  dos  testigos,  con  tat 
de  que  no  obste  ningún  otro  impedimento,  según  ha  decidido 
repetidas  veces  la  curia  romana,  y  especialmente  Pío  VI,  en 
tiempo  de  la  perturbación  de  la  Iglesia  galicana  á  fines  del 
siglo  antepasado. 

£1  Decreto  Tridentino  obliga  en  todos  los  países  en  que 
ha  sido  publicado,  al  menos  que  posteriormente  haya  domi- 
nado en  ellos  la  herejía. 

Veamos  ahora  en  qué  casos  son  válidos  los  matrimonios 
clandestinos,  aun  después  de  celebrado  el  Santo  Concilio  de 
Trento. 

En  primer  lugar,  son  válidos  tales  matrimonios  en  los 
lugares  en  que  no  se  ha  publicado  el  Concilio  Tridentino^ 
pero  únicamente  para  las  personas  domiciliadas  en  el  país,, 
y  no  para  las  que  de  propósito  van  allí  á  casarse.  En  segundo 
término,  son  también  válidos  en  los  países  donde,  hacia  la 
época  del  Concilio,  dominaba  la  herejía,  como  en  Inglaterra, 
Escocia,  Suecia,  Dinamarca,  y  en  varios  Estados  de  Alema- 
nia; pues,  como  observa  Palavicino,  tal  fué  la  mente  expre- 
sa del  Concilio^  que  por  eso  quiso  no  tuviese  fuerza  hasta 
después  de  su  publicación,  in  singulis  parochiis.  En  tercer 
lugar,  son  igualmente  válidos  los  celebrados  en  Bélgica  j 
Holanda,  no  obstante  haberse  publicado  el  decreto  del  Con- 
cilio por  mandato  de  Felipe  II,  toda  vez  que  posteriormente 
dominó  el  calvinismo:  así  lo  declaró  Benedicto  XIV  en  su 
Constitución  del  año  1741.  De  e&ta  declaración  deducen  mu- 
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dios  teólogos  que  lo  propio  debe  decirse  de  los  matrimo- 
nios de  los  protestantes  y  otros  sectarios,  que  tienen  iglesias 
y  ejercen  su  culto  en  países,  donde  en  un  principio,  fué  pu- 
blicado el  decreto  del  Tridentino:  si  bien  otros  muchos  en- 
señan lo  contrario,  fundándose  especialmente  en  que  la  Con- 
gregación del  Concilio  ha  expuesto  repetidas  veces:  declara- 
tionem  Benedicti  XIV  fwn  esse  extensam  ad  protestantes  Gch 
lliae^  neo  applicari  posse  absque  novo  S.  Apoatolicae  judicio 
regionibus  ab  Hollatídia  distinctis,  Pero  esto  sólo  prueba, 
responden  los  primeros^  que  esa  declaración  no  tiene  fueraa 
de  juicio  respecto  de  otros  países  distintos  de  aquel  para  el 
cual  fué  expedida;  mas  no  desvirtúa  el  argumento  de  induo^ 
cibn  fundado  en  la  identidad  de  casos.  Ello  es  lo  cierto,  que 
si  bien  los  herejes,  como  subditos  de  la  Iglesia  por  el  bau* 
tismo  recibido,  están  sujetos  á  las  leyes  de  ésta,  en  cuanto  á 
loe  impedimentos  dirimentes  del  matrimonio,  es  necesario 
distinguir  si  existían  ó  no  antes  de  la  separación  de  alguna 
secta.  Los  que  estaban  vigentes  antes  de  la  separación,  cla- 
ro es  que  se  extienden  á  los  herejes;  pero  no  sucede  lo  mis- 
mo con  relación  á  aquellos  que  se  han  establecido  por  la 
Iglesia  después  de  dicha  separación,  porque  se  juzga  que  la 
Iglesia  no  quiso  obligar  á  éstos.  Este  parece  ser  el  sentir  de 
la  Iglesia  romana,  según  lo  prueban  varios  Breves  de  Bene- 
dicto XIY,  y  principalmente  la  Constitución  Ad  tuas  manus^ 
dirigida  á  los  Obispos  de  Polonia. 

Otros  varios  canonistas,  sin ''calificar  la  mayor  ó  menor 
probabilidad  de  las  anteriores  opiniones,  aconsejan  que  en 
la  práctica  se  renueve  el  consentimiento  ante  el  Párroco  ca- 
tólico. Nosotros  creemos  que  los  matrimonios  de  los  herejes 
entre  sí  son  válidos,  aunque  se  celebren  sin  la  presencia  del 
Párroco  católico  y  testigos;  y  lo  creemos  así,  por  las  razo- 
nes ya  explicadas  al  ocupamos  de  los  impedimentos  diri- 
mentes. De  este  mismo  sentir  es  el  canonista  alemán  Walter, 
invocando  al  intento  la  muy  autorizada  opinión  de  S,  S.  Be- 
nedicto XIV,  en  su  preciosa  obra  de  Synodo  dioecesána. 

Y  por  último,  fueron  asimismo  válidos  todos  los  matri- 
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no  ll^ó  á  declararlas  nulas:  así  vemos  que,  tanto  en  el  es- 
tado  de  la  ley  natural  como  en  el  de  la  ley  escrita  y  en  el 
de  la  ley  evangélica,  tuvieron  lugar  semejantes  matrimo- 
nios; V.  g.,  entre  Abrahám  y  la  idólatra  Cetura,  Isaac  y  Re- 
beca, Mahalón  y  Chelión  con  Orfa  y  Ruth;  Santa  Ménica  y 
Patricio,  Santa  Clotilde  y  Clodoveo,  Sigisberto  con  Bruni- 
clide,  etc. 

Sin  embargo,  desde  el  siglo  xii,  ya  la  disparidad  de  cul* 
to  se  considera  como  impedimento  dirimente  del  matrimo- 
nio introducido  en  la  Iglesia  por  general  costumbre.  Así  lo 
enseña  también  Benedicto  XIV  con  las  siguientes  palabras: 
Omnes  nunc  sentiunt  ob  cultas  disparitatem.  irrita  matrimonia 
essenon  quidemjureS.  Ganonum  sed  generali  Ecclesiae  more  y 
qui  aplurihus  seculis  vim  legis  obtinent{i). 

En  el  mismo  lugar  sienta  el  propio  Pontífice,  que  tam- 
bién sería  inválido  el  matrimonio  de  un  protestante  ú 
otro  hereje  con  persona  infiel  ó  no  bautizada;  porque  los 
herejes  son  subditos  de  la  Iglesia,  y  les  ligan  las  leyes  de 
ésta. 

Por  último,  este  impedimento  no  tiene  lugar  en  el  matri- 
monio de  dos  personas  bautizadas,  aunque  una  sea  católica 
y  la  otra  hereje;  por  más  que  tales  uniones  sean  ilícitas. 

El  impedimento  dirimente  de  disparidad  de  culto  se  fun- 
da en  que  no  puede  existir  entre  I09  casados  la  mutua  ayuda^ 
que  como  sabemos,  es  el  primer  fin  del  matrimonio.  Por 
otra  parte  hay  peligro  de  perversión,  y  de  que  no  se  eduque 
á  la  prole  cristianamente. 

Además  de  todo  esto,  conviene  también  no  olvidar  que 
ia  Silla  Apostólica  condena  con  excomunión  á  los  que  comu- 
nican in  divinis  con  los  infieles. 

Para  concluir,  nos  haremos  cargo  del  can.  XV  del  Con- 
cilio de  Elvira;  dice  así:  «Por  tener  muchas  hijas  doncellas 
no  se  han  de  dar  por  esposas  á  los  gentiles,  pues  que  en  su 
tierna  edad  se  las  pondría  en  peligro  de  abandonar  la  fe.» 

Vemos,  por  tanto,  que  la  razón  que  tuvieron  los  Padres 


(1)    Breve  al  Cardenal  Eboracense. 


CAPÍTULO  XV 


I.  Impedimentos  impedientes:  sn  fundamento:  cuántos  fueron  en  la 
disciplina  antigua,  y  cuántos  hoy. — II.  Ecdesiae  i'etittim:  impedi- 
mentos que  se  comprenden  en  esta  prohibición:  Matrimonios  mix- 
tos: disciplina  sobre  su  validez  y  licitud:  Constitución  de  Bene- 
dicto XIV  Moffnae  nobia  (29  de  Junio  de  1748):  requisitos  para 
otorgar  la  dispensa,  y  lo  dispuesto  en  la  instrucción  del  Cardenal 
Antonelli  (15  de  Noviembre  de  1868). — III.  Tenipus  clavssum:  dis- 
ciplina antigua,  y  la  fijada  por  el  Tridentino  (capitulo  X  de  Reform. 
MaMm.,  Ses.  XXIV). — IV.  Sponscdia:  obligación  que  imponen. — 
V.  Votum:  el  simple  de  castidad;  su  objeto  y  santidad^  según  el 
Tridentino  (can.  X  de  la  Ses.  XXI\'^. — VI.  De  otros  impedientes 
establecidos  por  las  leyes  civiles  y  edemásHcas. 


Ya  hemos  manifestado  que  se  llaman  impedimentos  im- 
pedientes los  defectos  que  hacen  el  matrimonio  ilícito^  aunqtíe 
válido. 

Su  fundamento  está  en  la  ley  eclesiástica,  salvaguardia 
de  la  honestidad,  del  respeto  debido  y  de  la  consideración 
á  las  personas. 

Por  disciplina  antigua,  á  más  de  los  impedimentos  impe- 
dientes que  hoy  se  conocen,  existían  el  de  disparidad  de 
culto,  profesión  de  la  vida  monástica  y  orden  sagrado.  Tam- 
bién se  conocieron  otros  dos,  que  ya  han  desaparecido  por 
completo  con  la  alteración  de  la  disciplina;  era  uno,  el  es- 
tado de  penitente  público,  por  considerar  el  matrimonio  in- 
compatible con  la  mortificación;  era  el  otro,  las  relaciones 
verdaderamente  paternales  que  nacían  entre  maestro  y  ca- 
tecúmeno. 


TTCi 
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Pero  en  la  actual  disciplina  se  reducen  estos  impedimen- 
tos á  cuatro,  que  son:  Ecclesiae  vetitum^  tempus^  spansalia, 
votum, 

II 

Entiéndese  por  Ecclesiae  vetitum,  no  sólo  toda  prohibi- 
ción emanada  de  ley  general  de  la  Iglesia,  tal  como  la  de 
contraer  con  excomulgados  y  herejes,  ó  sin  que  preceda  el 
consentimiento  paterno,  las  proclamas,  ó  la  instrucción  que 
deben  tener  los  contrayentes  en  los  rudimentos  de  la  doc- 
trina cristianfi,  sino  también  todo  mandato  especial  del  su- 
perior eclesiástico  que,  con  justa  causa,  prohiba  á  alguno  el 
matrimonio;  como  por  ejemplo,  cuando  se  trata  de  saber  si 
hay  ó  no  impedimento^  si  se  hace  legítima  oposición,  ó  si  el 
matrimonio  ha  de  ocasionar  graves  escándalos,  etc. 

Por  esto,  la  prohibición  de  la  Iglesia  puede  ser  general 
ó  particular. 

La  particular  puede  hacerla,  no  sólo  el  Obispo,  sino  aun 
el  Párroco. 

En  cuanto  á  los  matrimonios  mixtos,  que^  son  los  celebra- 
dos entre  católicos  y  herejes,  si  bien  ninguna  ley  general  los 
irrita,  la  Iglesia  los  consideró  siempre  tíomo  ilícitos,  prohi- 
biéndolos por  gravísimas  causas,  pero  especialmente,  dice 
Benedicto  XIV,  propfer/Za^ifeo^aw  communicationem  in  sch- 
cris,  periculum  subversionis  catholici  conjugis  pravamqtte  so- 
bolis  nasciturae  institutionem, 

Llámanse  matrimonios  mixtos  de  mixta  religione. 

Se  conviene,  empero,  que  el  Sumo  Pontífice  puede  dis- 
pensar esta  prohibición  bajo  de  ciertas  condiciones,  que  ex- 
presa Benedicto  XVI  en  la  Constitución  Magnas  nóbis,  diri- 
gida á  los  Obispos  de  Polonia  en  29  de  Junio  de  1748:  Si 
nonnulla  inveniantur  exempla  Momanorum  Pontificum  qui  aut 
licentiam  contrahendi  matrimonium^  aut  dispensationem  super 
impedimento  concesserunt,  non  adjeeta  conditione  de  abjuran- 
da  pritis  haeresi^  rarissimas  primum  dicimus  kujttómodi  con- 
cessiones  fuisse  et  quidem  plerasque  earum  pro  •  matrimoniis 
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Ínter  ataremos  principes  contrahendis,  nec  nisi  gravissUna  ur- 
gente causa  eaque  ad  publicum  bonum  pertinente  /actas  fuisse; 
insHper  8,^  adjectas  semper  fuisse  opportunas  cautelas ^  tum  ne 
conjux  catholicus  ab  haeretico  pervertí  posset^  quin  potius  Ule 
teneri  se  sciret  ad  huno  pro  virihus  áb  errore  retrahendum;  tum 
etiam  3,^  ut  proles  utriusqtíe  sexus  ex  eo  matrimonio  procrean- 
da  in  catholicae  religionis  sanctitate  ómnino  educaretur. 

Desde  principios  del  siglo  xix  se  dejó  de  exigir  ya  la 
condición  de  que  el  hereje  abjurase  su  error;  pero  habían 
de  tenerse  presentes  los  requisitos  prevenidos  por  el  Santo 
Concilio  de  Trento  en  los  países  donde  se  observasen  sus 
decretos;  y  en  aquellos  otros  que  no  estén  en  observancia^ 
deberán  celebrarse  con  la  forma  que  en  cada  uno  de  ellos 
tenga  establecida  la  Iglesia. 

El  Papa  Pío  Vil  dispuso  que  en  Alemania  y  Rusia  pudie- 
se asistir  el  Párroco  á  tales  uniones,  permitiendo  también 
que  éstas  se  inscribiesen  en  el  registro  de  matrimonios. 

Es  hoy,  empero,  indispensable  para  que  se  celebren  ma- 
trimonios mixtos,  que  no  haya  impedimento  ni  condición 
alguna,  que  se  evite  la  perversión  del  cónyuge  católico,  y 
que  éste  dé  palabra  de  trabajar  para  conseguir  la  conver- 
sión del  otro,  prometiéndose  además  que  los  hijos  se  educa- 
rán en  la  religión  católica. 

Debe  asimismo  observarse,  que  en  estos  matrimonios  el 
Párroco  no  debe  practicar  ningún  rito  ó  ceremonia  sagra- 
da; se  contraen  en  lugar  decente  fuera  de  la  Iglesia,  limi- 
tándose el  párroco  á  oir  la  expresión  del  consentimiento  en 
presencia  de  los  testigos.  Por  esto,  ni  hay  proclamas,  ni  se 
bendice  el  matrimonio  con  las  palabras:  Ego  conjugo  vos,  etc. 

Sin  embargo,  en  algunos  países,  por  excepción,  toleran 
los  Obispos  que  haya  proclamas,  pero  éstas  tienen  lugar 
fuera  del  templo  y  sólo  donde  así  esté  establecido  por  la  eos- 
tumbre.  / 

Mucho  más  debe  abstenerse  el  oárroco  de  celebrar  en 
presencia  de  los  esposos  la  misa  nupcial,  y  de  darles  la  so- 
lemne bendición  que  en  ella  se  acostumbra.  Por  eso  es  que 
en  las  dispensas  concedidas  por  el  Romano  Pontífice,  se 
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exige  expresamente:  Ut  extra  ecclesiam  ábaque  ulía  eccleHaS" 
tica  solemnitate  et  benedictione  matrimonium  confrahatur. 

.  Finalmente,  en  15  de  Noviembre  de  1858,  el  inmortal 
Pontífice  Pío  IX,  por  su  Secretario  de  Estado  Cardenal  An- 
tonelli,  dio  una  carta  á  los  Obispos,  que  dice:  «En  adelanto 
los  Obispos,  salvas  y  firmes  siempre  las  cauciones  prescrip- 
tas,  si  conocen  que  en  algunos  lugares  no  se  pueden  llenar 
estas  formas  sin  mayores  males,  toleren  en  ellos  sólo  la  cos- 
tumbre de  poner  el  rito  proscripto  en  el  ritual  diocesano 
para  estos  matrimonios,  menos  la  celebración  de  la  misa,  te- 
niendo presentes  las  circunstancias  de  lugares,  tiempos, 
personas  y  casos,  y  siendo  responsables  en  conciencia  los 
Prelados  de  la  gravedad  y  variedad  de  estas  circunstancias.  > 

III 

La  Iglesia  prohibió  desde  muy  antiguo  la  bendición  y 
solemnidad  de  los  matrimonios  en  los  tiempos  de  penitencia 
y  en  algunas  de  las  más  principales  festividades,  según  pue- 
de verse  en  los  cánones  8,  9  y  10  de  la  caus.  XX3aiI, 
quaest.  IV. 

En  el  Concilio  Lao(Rensi  se  prohibió  celebrar  justas  nup- 
cias en  los  días  de  Quadragésima.  ^ 

En  el  de  Lérida  se  extendió  la  prohibición  desde  Septua- 
gésima hasta  la  octava  de  Pascua,  tres  semanas  antes  de  la 
festividad  de  San  Juan  Bautista,  y  desde  el  Adviento  del 
Señor  hasta  después  de  Epifanía. 

Pero  todas  estas  prohibiciones  quedaron  limitadas  por  el 
Santo  Concilio  de  Trente  al  tiempo  que  media  entre  el  pri- 
mer domingo  de  Adviento,  hasta  el  día  de  la  Epifanía,  y 
desde  el  miércoles  de  Ceniza  hasta  la  octava  de  Pascua  in- 
clusive, esto  es,  hasta  la  Dominica  in  albis. 

He  aquí  el  decreto  del  Tridentino  (1):  «Manda  el  Saato 


(1)  Cap.  X,  de  Reform,  Matrim.y  Ses.  XXIV.  *Ab  adventu  Domini 
noatri  Jeim-ChrUti  uaqxie  in  diem  Ejnphaniae^  et  á  feria  quarta  Cinertan 
naque  in  octavan  Faschatis  inclusive,  antiquas  solemnium  nuptiarufn 
prohibitiones  diligenter  áb  ómnibus  observari  sancta  Synod'us  praecipit: 
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»  Concilio  que  todos  observen  exactamente  las  antiguas  pro- 

>  hibiciones  de  las  nupcias  solemnes  ó  velaciones,  desde  el 

>  Adviento  de  Nuestro  Señor  Jesucristo  hasta  el  día  de  la 

>  Epifanía,  y  desde  el  día  de  Ceniza  hasta  la  octava  de  Pas- 

>  cua  inclusive.  En  los  demás  tiempos  permite  se  celebren 
» solemnemente  los  matrimonios,  que  cuidarán  los  Obispos 
» 36  hagan  con  la  modestia  y  honestidad  que  corresponde; 

>  pues  siendo  santo  el  matrimonio ,  debe  tratarse  santa- 
mente.» * 

Muchos  teólogos,  sin  embargo,  han  pretendido  que  en  los 
expresados  tiempos  no  sólo  se  prohibe  la  solemnidad  de  las 
nupcias,  sino  aun  la  simple  celebración  de  ellas  ante  el  Pá- 
rroco y  testigos,  y  tal  es  realmente  la  costumbre  de  la  Igle- 
sia galicana.  Pero  la  contraria  opinión  tiene  en  su  apoyo  la 
terminante  autoridad  del  Ritual  Romano,  el  cual  dice:  so- 
lemnitates  nuptiarum  tantum  prohihitas  esse,  ut  nuptias  bene- 
dicerej  sponsam  traducere,  nuptialia  celebrare  convivía:  matri- 
mdnium  autem  ornni  tempore  contrahi  posse. 

Es  visto,  por  tanto,  que  lo  único  que  se  prohibe  en  los 
tiempos  ya  enunciados  es  la  solemnidad  de  las  velaciones, 
pero  no  la  celebración  de  los  matrimonios. 

IV 

Acerca  de  los  esponsales  basta  lo  expuesto  en  el  cap.  I 
de  este  mismo  libro. 

Sin  embargo,  repetiremos  por  vía  de  recuerdo,  que  se  de- 
finen: mutua  promissio  et  aceptatio  futurarum  nuptiarum;  y 
que  los  que  celebran  este  contrato  quedan  obligados  á  con- 
traer matrimonio,  sin  que  puedan  otorgar  otros  esponsales, 
ni  contraer  aquel  santo  vínculo  con  diferente  persona. 


En  orden  al  voto,  no  se  comprende  bajo  este  nombre  el 


in  aliis  vero  temparihus  nuptias  aolemniter  cdébrari  permittit:  quasEpis- 
cQjpi,  ut  ea,  qua  decety  modestia,  et  honéstate  Jiant,  curabunt,  Sancta 
enim  res  est  matrimonium,  et  sánete  tractandum,* 
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solemne  de  castidad,  que  es  uno  de  los  impedimentos  diri* 
mentes  de  que  ya  nos  ocupamos,  sino  los  votos  simples,  es 
decir,  aquellos  que  se  hacen  privadamente  fuera  de  la  profe- 
sión religiosa  y  de  la  recepción  del  orden  sagrado. 

Estos  votos  simples  pueden  ser  de  tres  clases,  á  saber:  ó 
de  entrar  en  religión,  6  de  recibir  los  órdenes  sagrados,  6 
de  no  casarse.  Todos  ellos  obligan  por  derecho  natural,  y 
hacen  ilícito  el  matrimonio  que  después  se  contrae,  á  menos 
que  preceda  legítima  dispensa. 

Es  de  advertir,  empero,  que  el  que  se  casa  teniendo  he- 
cho voto  simple  de  castidad,  si  bien  no  puede  pedir  el  débi- 
to, está  obligado  á  prestarle;  ideoque  non  licet  ei  petere,  sed 
debet  reddere  debitum. 

Los  votos  de  entrar  en  religión  y  de  recibir  orden  sacro, 
sólo  se  suspenden  durante  el  matrimonio,  pero  reviven  una 
vez  disuelto  éste. 

Véase  cómo  explica  el  Tridentino  la  santidad  de  los  votos 
simples:  si  alguno  dijere  que  el  estado  del  matrimonio  debe 
preferirse  al  estado  de  virginidad  ó  de  celibato,  y  que  no  es 
mejof,  ni  más  feliz  mantenerse  en  la  virginidad  ó  celibato, 
que  casarse;  sea  excomulgado  (1). 

VI 

Ya  sabemos,  que  tanto  la  ignorancia  de  los  rudimentos 
de  la  religión  cristiana,  como  el  no  haber  precedido  las  pro- 
clamas matrimoniales,  y  la  falta  de  consentimiento  paterno, 
son  impedimentos  impedientes  para  el  matrimonio,  com- 
prendidos todos  ellos  en  la  prohibición  de  la  Iglesia,  Eccle- 
siae  vetitum.  Pero  también  existen  otros  varios  establecidos 
por  las  leyes  civiles,  que  deben  los  católicos  acatar  y  obe- 
decer. No  queremos  decir,  por  esto,  que  el  Estado  tenga  de- 
recho para  establecer  impedimentos  canónicos,  aunque  sean 


(1)  Can.  X,  Ses.  XXIV:  Si  quis  dixerity  statum  conjiigalem  antepo- 
nendum  esse  statui  virginitatis,  vel  caelibatíia;  et  7wn  esse  melixis  ac  htOr 
this  inamertf  in  virginitate,  aut  caelibatu;  qiiamjungi  matrimonio;  ana- 
tlhema  sit. 
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También  se  cuenta  entre  los  impedimentos  impedientes 
la  falta  de  Real  licencia,  respecto  á  las  personas  que  sin  ella 
no  pueden  contraer  matrimonio,  conforme  á  la  legislación 
actual. 


re  ó  hubiere  tenido  en  guarda,  á  no  ser  que  el  padre  de  ésta  hubiere 
autorizado  debidamente  este  matrimonio,  será  castigado  con  las  penas 
de  prisión  correccional  en  su  grado  medio  y  máximo  y  multa  de  126  á 
1.250  pesetas.» 


^oe^ 


t 
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CAPÍTULO  XVI 


1.  Dispensas  matrimoniales:  si  á  la  Iglesia  corresponde  el  derecho  pro- 
pio de  concederlas:  si  siempre  lo  ejerció:  si  hubo  alguna  época  en 
que  ios  príncipes  las  otorgaron. — II.  Quién  en  la  Iglesia  tiene  esa 
pc^eetad  en  los  impedimentos  dirimentes,  examinando  la  discipli- 
na, ya  anterior,  ya  posterior  al  siglo  xil:  doctrina  del  Santo  Conci- 
lio de  Trento  sobre  esta  materia:  casos  en  los  cuales  pueden  dis- 
pensar los  Obispos  de  aquellos  impedimentos,  y  en  virtud  de  qué 
titulo:  á  quiénes  corresponde  la  dispensa  de  los  impedientes. — III. 
Si  todos  los  impedimentos  del  matrimonio  son  de  suyo  dispensa- 
bles:  cuáles  no  lo  son,  según  costumbre  de  la  Silla  Apostólica,  y 
•cuáles  sí,  pero  con  dificultad,  teniéndose  presente  para  ello  el  ca- 
pítulo V,  de  Reform.  matrim,,  Ses.  XXIV  del  Concilio  Tridentino. 
IV.  Causas  que  justifican  las  dispensas:  diligencias  para  solicitar- 
las: en  qué  oficinas  de  Roma  se  despachan:  cumplimiento  de  la  grá- 
bela Pontificia,  y  efectos  de  la  que  se  impetró  y  ejecutó  con  preces 
falsas:  decreto  del  Concilio  de  Trento  y  leyes  de  España  sobre 
la  manera  de  pedirlas.— V.  Revalidación  de  matrimonios  nulos, 
4ina  vez  dispensado  el  impedimento  dirimente  con  que  aquellos  se 
contrajeron. 


Es  la  dispensa  matrimonial,  en  sentir  de  Golraayo:  «la 
:autorizaoión  que,  mediando  justa  causa,  concede  la  autori- 
dad competente  á  las  personas  que  tienen  algún  impedimen- 
to para  que  puedan  celebrar  su  matrimonio  válida  y  lícita- 
xQente.>  O  en  otros  términos:  dispensación  eclesiástica  est 
Juris,  vel  legis  canonicae  rélaxatio  facta  alicui,  cum  cognitio- 
ne  eausoCf  a¡b  eo  qui  potestatem  hábet  relaxandi. 

Dícese  legis  canónicas ^  porque  sólo  tratamos  de  la  dispen* 
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eación  eclesiástica  y  no  civil  ó  secular:  añádese  facta  alicuif 
porque  la  que  se  hace  á  todos  en  general,  más  que  dispensa- 
ción debe  llamarse  abrogación  de  la  ley  ó  derecho.  Por  esto 
el  docto  Tamburino,  para  declarar  mejor -que  sea  propia- 
mente dispensación,  dice:  est  actas  jar isdictionis.  Dícese  tam- 
bién cum  cognitione  causóte,  porque  para  dispensar,  á  lo  me- 
nos licite,  se  requiere  necesidad  verdadera  6  causa  razona- 
ble que  sea  conocida  del  dispensante.  Últimamente,  se  aña- 
den las  palabras  ah  eo  qui  potestatem  habet  relaxandi,  porque 
para  el  valor  de  cualquiera  dispensa  se  requiere  en  el  dis- 
pensante superioridad,  potestad  dispensativa  ordinaria  ó 
delegada,  y  que  el  dispensado  sea  subdito  suyo.  • 

Todavía  pudiera  completarse  aun  más  el  anterior  con- 
cepto, puesto  que  tratamos  de  dispensas  matrimoniales,  si 
añadimos  que  en  virtud  de  la  relajación  hecha  por  la  legíti- 
ma autoridad  eclesiástica,  pueden  contraer  matrimonio  vali- 
de et  licite  aquellos  que  estaban  ligados  por  algún  impedi- 
mento. 

Ahora  bien;  sabedor  de  lo  que  se  entiende  por  dispensa^ 
expongamos  su  fundamento  filosófico.  Este  descansa  en  dos 
principios;  es  el  uno,  de  la  igualdad  subjetiva  del  hombre, 
pues  todos  nacemos  iguales  y  morimos  iguales:  es  el  otro,  el 
principio  opuesto,  es  decir,  el  de  la  igualdad  relativa  del 
hombre,  porque  somos  desiguales  física  y  moralmente  con- 
siderados. 

El  medio,  pues,  de  hermanar  estos  dos  principios  es  tra- 
tando desigualmente  á  seres  desiguales;  y  de  este  modo  es 
como  resultará  la  más  completa  igualdad. 

Veamos  ya  si  á  la  Iglesia  corresponde  el  derecho  propio 
de  conceder  las  dispensas  matrimoniales;  y  si  siempre  lo 
ejerció. 

Es  innegable  que  á  la  Iglesia,  como  verdadera  y  legiti- 
ma sociedad,  corresponde  la  dispensa  de  toda  ley  eclesiásti- 
ca. Pero  es  más;  se  trata  de  un  contrato  sacramento  insepa- 
rable lo  uno  de  lo  otro  para  los  cristianos,  y  la  Iglesia  es  la 
única  que  puede  conocer  de  cosas  espirituales.  Por  esto  di- 
jeron los  Padres  Tridentinos  en  los  cánones  IV  y  XII» 
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Ses.  XXIV:  que  sea  excomulgado  el  que  dijere  que  la  Iglesia 
no  pudo  establecer  impedimentos  dirimentes  del  matrimo- 
nio, 6  que  erró  en  establecerlos:  como  igualmente  el  que  di- 
jere que  las  causas  matrimoniales  no  pertenecen  á  los  jueces 
eclesiásticos. 

Y  no  sólo  corresponde  este  derecho  á  la  Iglesia,  sino  que 
siempre  lo  ejerció  en  la  forma  que  tuvo  por  conveniente. 

Ahora  bien,  que  la  Iglesia,  por  exigirlo  así  los  tiempos, 
no  otorgara  dispensas  previas  al  matrimonio  en  los  prime- 
ros siglos,  es  ya  otra  muy  distinta  cuestión.  Pero,  sin  em- 
bargo, vemos  que  aun  en  estos  primeros  tiempos,  la  Iglesia 
«quita  ó  disminuye  las  penitencias  que  había  impuesto  á  los 
cristianos  tranegresores  de  la  ley  canónica:  más  claro,  si  las 
dispensas  no  fueron  previas^  se  concedieron  después  de  ce- 
lebrado el  matrimonio  con  impedimento  ignorado. 

Por  lo  demás,  sabido  es  que  hasta  el  siglo  xri  no  se  otor- 
garon dispensas  previas  al  ngiatrimonio.  El  primero  que  la 
concedió  fué  Inocencio  III  á  Othón  IV  para  casarse  con  la 
hija  de  su  competidor  Felipe,  rey  de  romanos,  á  fin  de  con- 
ciliar en  lo  posible  los  intereses  de  una  y  otra  casa. 

Dicen  algunos  que  los  Príncipes  concedieron  también  en ' 
lo  antiguo  semejantes  dispensas.  Casiodoro  trae  dos  fórmu- 
las (1),  por  una  de  las  cuales  concedió  Teodorico  que  con- 
trajesen matrimonio  un  noble  y  una  plebeya,  y  por  la  otra 
que  se  casasen  los  primos  hermanos. 

Pero  estas  leyes,  si  bien  se  examinan,  no  dispensan  más 
que  de  los  impedimentos  civiles.  En  una  palabra,  los  Prín- 
<5ipes  tienen  potestad  por  derecho  de  gentes  para  establecer 
leyes  relativas  á  los  efectos  civiles  del  matrimonio;  y  como 
la  autoridad  que  da  leyes  es  la  única  que  puede  dispensar 
de  su  observancia,  de  aquí  que  los  Príncipes  tengan  derecho 
para  dispensar  de  los  impedimentos  civiles,  pero  nunca  de 
los  canónicos. 

'En  efecto,  la  autoridad  temporal  no  puede  legislar  en  la 
esencia  del  contrato  sacramento,  porque  aparte  de  que  se 


(1)     Lib.  VII,  variar.,  cap.  VI,  núms.  40  y  47. 
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trata  de  una  cosa  espiritual,  la  materia  del  matrimonio  no 
es  el  contrato  civil,  sino  el  contrato  natural,  y  los  Príncipes- 
no  tienen  poder  para  intervenir  en  las  cosas  espirituales  y 
divinas,  pues  no  fueron  llamados  para  regir  y  gobernar  la 
Iglesia  de  Dios.  Ellos  son  hijos  sumisos  y  predilectos  de  esta 
Iglesia;  pero  no  están  sobre  la  Iglesia,  qué  es,  como  sabe- 
mos, de  institución  divina.  Por  otra  parte,  si  los  Príncipes 
ejercieran  semejante  potestad  minarían  el  poder  legislativo 
de  la  Iglesia^  destruirían  su  unidad  y  convertirían  el  matri- 
monio, ese  vínculo  santo,  perpetuo  é  indisoluble,  en  contra- 
to meramente  civil.  No,  los  Príncipes  carecen  de  competen- 
cia para  dispensar  los  impedimentos  canónicos;  así  lo  enseña 
la  Iglesia  y  está  expresamente  consignado  en  la  Bula  Aucto- 
tem  fidei  y  en  las  proposiciones  68  y  69  del  Syllábus,  del  in- 
mortal Pío  IX. 

Si  alguna  vez  los  Príncipes  han  otorgado  dispensas  ma- 
trimoniales, entiéndase  que  sólo  han  podido  hacerlo  de  los 
impedimentos  civiles. 

II 

El  derecho  de  dispensar  los  impedimentos  es  correlativa 
al  derecho  de  establecerlos,  y  por  tanto,  corresponde  tan 
solo  al  Romano  Pontífice  y  á  los  Concilios  generales,  puesta 
que  se  trata  de  leyes  que  obligan  á  la  Iglesia  universal. 

Es  cierto  que  ni  en  los  cánones  antiguos,  ni  en  las  Decre- 
tales contenidas  en  el  cuerpo  del  derecho  común,  hay  decre- 
to alguno  por  el  cual  se  reserve  al  Sumo  Pontífice  la  facul- 
tad de  dispensar;  pero  según  las  costumbres  y  la  disciplina 
novísima,  él  tiene  únicamente  este  derecho,  acerca  del  cual 
no  hizo  alteración  el  Concilio  Tridentino.  En  efecto,  se  dispu- 
tó en  esta  Santa  Asamblea  si  sería  mejor  reservar  á  los  Obis- 
pos  la  facultad  de  dispensar  los  impedimentos  dirimentes  y  y 
aunque  Pío  IV  estaba  dispuesto  á  dejarles  esta  facultad  res- 
pecto al  cuarto  grado  de  consanguinidad,  manifestó  el  Obis- 
po de  Ausburgo  que  las  dispensas  serían  entonces  más  f re- 


183 

cuentes  que  lo  que  deseaba  el  Concilio,  y  por  esto  no  se  hizo 
alteración  alguna  en  la  disciplina. 

Por  otra  parte,  y  puesto  que  los  Concilios  generales  no 
se  celebran  con  frecuencia,  preciso  es  que  el  Romano  Pon- 
tífice, como  Primado  de  la  Iglesia  universal  y  supremo  le- 
gislador, esté  revestido  de  semejante  potestad. 

Hay,  sin  embargo,  algunos  autores  que,  fundados  en  las 
Falsas  Decretales,  sostienen  que  á  los  Obispos  corresponde 
también  dicha  facultad.  Se  fundan  para  ello:  primero,  en 
que  la  materia  de  dispensas  ha  sufrido  en  los  distintos  tiem- 
pos diversas  modificaciones:  segundo,  en  que  el  derecho  de 
dispensar  no  es  tan  inherente  al  Primado,  que  pueda  pade- 
cer éste  en  su  naturaleza  esencial;  tercero,  que  los  Concilios 
provinciales  conocieron  de  estas  causas  en  los  primeros 
tiempos;  cuarto,  que  en  los  doce  primeros  siglos  no  se  com- 
prueba que  el  Sumo  Pontífice  otorgará  semejantes  dis- 
pensas. 

Pero  á  estas  observaciones  puede  contestarse  de  la  ma- 
nera siguiente:  A  la  primera,  que  no  es  cierto  que  pueda  mo- 
dificarse lo  que  es  de  constitución  nativa  de  la  Iglesia,  sien- 
do falso  además  que  los  Obispos  hayan  dispensado,  porque 
no  hay  un  caso  siquiera  que  justifique  ese  aserto.  A  la  se- 
gunda, que  es  tan  inherente  dicha  facultad  al  Primado,  que 
sin  este  derecho  y  el  de  apelación,  se  destruiría  por  su  base. 
A  la  tercera,  que  si  bien  los  Concilios  provinciales  conocie- 
ron de  varias  causas  matrimoniales,  era  sólo  en  cuanto  á  la 
validez  6  nulidad  de  los  matrimonios,  pero  no  para  conce- 
der dispensas.  A  la  cuarta,  que  tampoco  se  comprueba  el  he* 
cho  de  que  dichos  Concilios  otorgaran  antes  del  siglo  xii  las 
enunciadas  dispensas. 

Estamos,  pues,  en  nuestro  derecho  al  afirmar  que  úni- 
camente al  Romano  Pontífice  corresponde  semejante  fa- 
cultad. 

Para  resumir,  al  Jefe  Supremo  de  la  Iglesia  corresponde 
de  derecho  la  facultad ,  de  dispensar  en  todos  los  impedi- 
mentos dirimentes,'  de  suyo  dispensables,  y  en  los  impedien- 
tes  de  esponsales,  tempm  claussum,  voto  simple  y  herejía. 
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Corresponde  e^ta  facultad  al  Pontífice,  tanto  en  los  unos 
como  en  los  otros,  porque  se  trata  de  leyes  generales  de  la 
Iglesia:  así  lo  declaró  expresamente  la  Oongregación  de 
Obispos  y  Regulares,  respecto  al  impedimento  de  tempus 
clamsumf  pues  dijo  que  la  dispensa  de  éste  correspondía  al 
Romano  Pontífice,  y  no  al  Obispo,  por  ser  materia  general 
y  no  particular. 

Véase  ahora  cómo  se  eacplica  el  Tridentino  en  el  cap.  V, 
de  Reform,  matrim.^  Ses.  XXIT:  «Si  presumiere  alguno  con- 
»  traer  á  sabiendas  matrimonio  dentro  de  los  grados  prohi- 
»  bidos,  sea  separado  de  la  consorte,  y  quede  excluido  de  la 

>  esparanza  de  conseguir  dispensa;  y  esto  ha  de  tener  efecto 
»  con  mayor  fuerza  respecto  del  que  haya  tenido  la  audacia, 
*  no  sólo  de  contraer  el  matrimonio,  sino  de  consumarlo. 
»  Mas  si  hiciese  esto  por  ignorancia,  en  caso  que  haya  des- 
»  preciado  cumplir  las  solemnidades  requeridas  en  la  cele- 
»  bración  del  matrimonio,  quede  sujeto  á  las  mismas  penas; 
»  pues  no  es  digno  de  experimentar  como  quiera  la  benigni- 
»  dad  de  la  Iglesia,  quién  temerariamente  despreció  sus  sa- 
»  ludables  preceptos.  Pero  si  observadas  todas  las  solemni- 
»  dades,  se  hallase  después  haber  algún  impedimento  que 
»  probablemente  ignoró  el  contrayente,  se  podrá  en  tal  caso 
»  dispensar  con  él  más^fácilmente,  y  de  gracia.  No  se  conce- 
»  dan  de  ningún  modo  dispensas  para  contraer  matrimonio, 
»  ó  dense  muy  rara  vez,  y  esto  con  causa  y  de  gracia.  Ni 

>  tampoco  se  dispense  en  segundo  grado,  á  no  ser  entre 

>  grandes  Príncipes,  y  por  una  causa  pública.» 

Hay  también  casos  en  que  los  Obispos  pueden  dispensar 
de  impedimentos  dirimentes:  estos  casos  son  cuatro,  á  saber: 
por  ley,  por  costumbre,  por  privilegio  y  por  voluntad  pre- 
sunta de  la  Silla  Romana.  Fuera  de  estos  casos  no  pueden 
hacerlo,  aunque  el  impedimento  sea  oculto. 

Es  necesario  también  gran  cuidado  cuando  los  Obispos 
dispensan,  fundándose  en  laudables  costumbres,  pues  no 
siempre  éstas  son  legítimas.  Pío  VH  dijo  á  los  Obispos  fran- 
ceses en  1809,  tratando  de  dispensas  matrimoniales:  que  no 
hay  costumbre  que  pueda  legitimarse  siendo  abusiva,  como 
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» 

lo  es  ésta,  que  no  tiene  nada  de  laudable.  Berardi  y  Bene- 
dicto XIV,  dicen  á  este  objeto  que  semejante  costumbre  es 
una  corruptela,  como  todo  lo  que  se  oponga  al  nervio  de  la 
disciplina. 

En  cuanto  á  los  impedimentos  impedientes,  á  excepción 
de  los  ya  manifestados,  cuya  dispensa  corresponde  al  Papa, 
todos  los  demás  pueden  dispensarlos  los  Obispos  por  dere- 
/  cho  ordinario» 

Veamos  ahora  si  algunas  otras  autoridades  eclesiástica» 
pueden  también  otorgar  dispensas  matrimoniales. 

El  Nuncio  Apostólico  de  cada  reino  puede  dispensar  en 
todo  el  territorio  de  su  Legacía,  lo  que^wr^  ordinario  pueden 
en  su  diócesis  los  Obispos,  y  en  los  mismos  casos^  circuns- 
tancias y  con  las  mismas  condiciones  que  ellos.    . 

La  razón  es,  porque  se  reputa  como  jue?  ordinario  de  la 
provincia  ó  reino  en  que  es  tal  Nuncio. 

Además  de  esto,  suelen  concederles  los  Papas  especial  fa- 
cultad para  dispensar  ciertos  impedimentos  dirimentes;  pero 
como  estas  atribuciones  no  son  fijas,  ni  siempre  las  mismas, 
debe  estarse  al  contenido  de  las  letras  de  su  nombramiento. 

Es  de  advertir,  sin  embargo,  que  esta  facultad  especial 
sólo  la  concede  el  Pontífice  respecto  de  aquellas  personas 
que  por  su  pobreza  é  incomodidad  no  pueden  recurrir  á 
Roma  por  dispensa,  y  que  sea  omnino  gratis. 

También  puede  el  Comisario  general  de  Cruzada  por  es- 
pecial comisión  y  privilegio  del  Papa,  dispensar  {in  foro 
canscientiae)  en  el  impedimento  dirimente  de  afinidad,  que 
proviene  de  cópula  ilícita,  en  cualquiera  línea  y  grado  que 
I  sea.  Mas  para  que  dicha  dispensa  sea  válida,  se  requieren 

'  cuatro  condiciones,  á  saber:  primera,  que  el  impedimento 

/  esté  oculto;  segunda,,  que  esté  contraído  el  matrimonio  con 

dicho  impedimento,  habiéndose  además  celebrado  según  la 
solemnidad  y  forma  prescrita  por  el  Santo  Concilio  Triden- 
tino;  tercera,  que  el  tal  matrimonio  se  haya  contraído  con 
buena  fe,  al  menos  de  parte  del  uno;  cuarta,  que  se  le  cer- 
ciore al  ignorante  de  la  nulidad  del  matrimonio  contraído 
con  dicho  impedimento,  no  ya  clara  y  expresamente,  si  en 
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ello  hubiese  algún  temor,  sino  de  manera  que  baste  para 
que  se  mueva  á  poner  nuevo  consentimiento. 

Es  asimismo  común  sentir  de  los  Doctores,  especialmente 
Barbosa  y  Reinf  estuel,  que  el  capítulo,  Sede  vacante,  puede 
dispensar  en  los  impedimentos  dirimentes  en  los  casos  que 
puede  hacerlo  el  Obispo,  cómo,  y  cuando  él.  Consiste  la  ra- 
zón en  que  el  cabildo,  Sede  vacante,  succedü  Episcopo  en  la 
autoridad  y  potestad  de  jurisdicción  que  éste  ejerce  por  ra- 
zón de  su  oficio  pastoral. 

m 

Ya  hemos  manifestado  que  el  Papa  puede,  de  plenitudine 
potestatiSf  dispensar  pro  utroque  forOy  en  todos  los  impedi- 
mentos impedientes  del  matrimonio,  como  también  en  los 
dirimentes  de  derecho  humano  y  eclesiástico.  Se  exceptúan 
sólo  los  que  dirimen  por  derecho  natural  ó  divino  positivo. 
Por  esto  no  dispensa  en  los  dirimentes  de  impotencia,  de  li- 
gamen  y  de  consanguinidad  en  primer  grado  de  línea  recta. 
Tampoco  dispensa  de  aquellos  otros  que  se  oponen  á  la  mis- 
ma naturaleza  del  matrimonio,  como  la  falta  de  consenti- 
miento, el  error,  la  fuerza  y  el  miedo.  Es  la  razón,  porque  el 
Papa,  adhuc  como  cabeza  de  la  Iglesia  es  omnino  inferior ,  no 
sólo  á  Dios,  sino  también  á  la  Naturaleza,  de  quien  es  parte: 
et  lex  mperioris  per  inferiorem  toUi  non  potest. 

Por  el  contrario,  puede  dispensar  en  todos  los  impedi- 
mentos de  derecho  eclesiástico  y  canónico,  porque  es  Pastor 
universal  de  toda  la  Iglesia  y  supremo  legislador;  y  sabido 
es  el  axioma  jurídico:  ejusdem  est  solvere^  cujus  est  ligare. 
Por  otra  parte,  la  misma  Silla  Apostólica  tiene  manifestado 
lo  siguiente:  Qui  secundum  plenitudinem  potestatis  de  jure 
possumus  mpra  jtis  dispensare. 

De  aquí  que  todos  los  impedimentos  establecidos  por  de- 
recho humano  y  eclesiástico  pueden  dispensarse,  inclusos  ^1 
voto  solemne  y  el  orden  sagrado. 

Esto  no  obstante,  se  ha  disputado  por  algunos,  si  deter- 
minados impedimentos  son  ó  no  de  derecho  natural  y  divi- 
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no;  y,  en  su  oonsecuenoia,  si  el  Papa  tiene  facultad  para  dis- 
pensarios. 

En  primer  lugar  se  habla  de  los  esponsales  y  del  voto  de 
castidad  como  impedientes,  jure  naturcte  et  divino;  pero  aun- 
que así  fuera,  debieran  comprender  que  no  lo  son  ahsolute, 
et  simplieiterf  sino,  en  tal  caso,  dependenter  de  la  voluntad 
humana;  pues  se  derivan  y  se  fundan  en  los  actos  humanos 
de  los  fieles;  y  el  Papa  tiene  potestad  sobre  estos  actos  como 
cabeza  universal,  que  es  de  todo  el  cuerpo  místico  de  la 
Iglesia. 

También  se  ha  disputado  entre  los  Doctores  si  el  impedi- 
mento de  consanguinidad  ea  el  primer  grado  de  la  línea 
transversal  es  de  derecho  natural  6  positivo;  disputa  si  se 
quiere  inútil  por  lo  que  hace  á  las  dispensas,  porque  la 
Iglesia  jamás  la  ha  concedido  para  que  se  casen  los  her- 
manos. 

Igual  disputa  se  ha  suscitado  con  motivo  al  voto  solem- 
ne de  castidad  religiosa;  y  aunque  este  impedimento  dirime 
sólo  por  derecho  eclesiástico,  es  lo  cierto  que  aun  cuando 
asf  no  fuera,  en  caso  de  urgentísima  necesidad  pública  bien 
puede  recurrirse  al  Papa  por  la  dispensa  de  dicho  impedi- 
mento; pues  siendo  probable  tener  el  Pontífice  autoridad 
para  dispensarlo,  puede  á  lo  menos  declarar  no  ser  dirimen- 
te en  tales  circunstancias;  toda  vez  que  es  común  sentir  en- 
tre los  canonistas,  que  el  Papa,  aunque  no  pueda  dispensar 
absolutamente  en  las  leyes  divinas  ó  de  derecho  natural, 
puede  sin  embargo  declarar  no  ser  en  tales  ó  cuales  circuns- 
tancias obligatoria. 

Por  otra  parte,  es  conocida  la  dispensa  que  Celestino  III 
cDncedió  á  Constancia,  hija  de  Rogerio^  Rey  de  Sicilia,  que 
era  monja  profesa,  como  también  la  que  se  otorgó  á  D.  Ra- 
miro el  Monje,  Rey  de  Aragón.  Es  más,  el  Papa  Pío  VII  dis- 
pensó de  sus  votos  á  algunos  religiosos  y  sacerdotes  que 
durante  la  revolución  francesa  habían  contraído  matrimonio. 

En  cuanto  á  la  dispensa  de  todos  los  demás  impedimen- 
tos de  derecho  eclesiástico,  sólo  debemos  decir  que  se  con- 
ceden con  más  ó  menos  dificultad  según  la  naturaleza  del 
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oaso,  con  tal,  empero,  que  no  se  oponga  á  las  buenas  oos- 
tumbresy  como  el  rapto  ó  el  adulterio  y  homicidio  cum  pacto 
nubendi. 

Desde  luego  podemos  afirmar  que  es  difícil  la  dispensa 
entre  cuñados,  y  más  difícil  aun  con  relación  á  la  viuda  para 
casarse  con  el  hermano  de  su  marido.  También  es  difícil  la 
dispensa  respecto  al  impedimento  de  cognación  espiritual,  y 
conforme  al  cap.  V  de  Meform.  matrim.y  Ses.  XXIV  del 
Santo  Concilio  de  Trento,  no  debe  concederse  en  segundo 
grado,  á  no  ser  entre  grandes  Príncipes,  y  por  una  causa 
pública.  Asimismo  previene  dicho  Santo  Sínodo,  en  términos 
generales,  que  no  se  concedan  dispensas  para  contraer  ma- 
trimonio, ó  se  den  muy  rara  vez,  y  esto  con  causa  y  de 
gracia. 

IV 

Muchas  y  varias  son  las  causas  razonables  por  las  que  se 
pueden  lícitamente  dispensar  los  impedimentos  dirímentei 
del  matrimonio.  Pero  en  e^o  no  tanto  se  ha  de  mirar  á  ellas, 
como  advierte  Reinfestuel,  cuanto  á  la  práctica  y  constante 
uso  de  la  Curia  Romana.  Esta  admite  comt)  tales  causas,  en- 
tre otras,  para  el  efecto  de  dispensar  impedimentos  matri- 
moniales, las  quince  siguientes:  1.^  La  prerrogativa  de  las 
personas  que  quieren  contraer,  como  Príncipes,  Reyes,  et- 
cétera. Es  la  razón,  porque  parece  justo  que  la  Iglesia  so 
muestre  benigna  con  sus  defensores  y  patronos,  por  la  exce^ 
lencia  de  sus  méritos,  y  también  por  la  conservación  de  la 
paz  pública  de  la  misma  Iglesia.  2.^  La  conservación  de  un:i 
familia  ilustre;  esto  es,  para  que  no  perezca  por  falta  de  he- 
redero, ó  para  que  los  bienes  de  fortuna  permanezcan  en  L'\ 
familia,  y  pueda  ésta  conservarse  en  su  antiguo  esplendor  y 
nobleza.  3.^  La  excelencia  de  los  méritos  de  los  contrayen- 
tes; es  decir,  por  servicios  que  tengan  hechos  á  la  Iglesia,  ya 
defendiéndola  de  sus  enemigos,  ya  dispensándole  todo  gé- 
nero de  protección.  El  fundamento  de  esta  gracia  %stá  en  la 
equidad  y  la  justicia,  porque  concediendo  la  Iglesia  á  tales 
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personas  estos  beneficios,  pueden  otros  moverse  á  defender- 
la y  ayudarla  en  sus  aflicciones  y  necesidades.  4.*  Guando  el 
matrimonio  es  medio  para  extinguir  ó  componer  algún  pleito 
grave,  pues  la  extinción  y  buena  composición  de  tales  asun- 
tos promueve  mucho  el  bien  común,  y  es  medio  eficaz  para 
establecer  la  verdadera  paz  cristiana.  5.^  Guando  el  matri- 
monio es  también  medio  eficaz  para  evitar  una  gran  discor- 
dia 6  enemistad,  6,*  Cuando  lo  es  para  asegurar  y  confirmar 
la  paz  entre  los  contrayentes  y  sus  familias.  7.*  Guando  lo 
03  para  evitar  algún  escándalo  grave  de  ellos  ó  del  pueblo. 
Estas  tres  últimas  causas  son  cuasi  una  misma,  aunque  con 
distintos  respectos.  La  razón  general  de  ella  es,  porque  así 
como  la  verdadera  paz  es  tan  conveniente  al  bien  común  y 
público,  así  por  el  contrario  la  enemistad,  odio  y  discordia 
son  muy  contrarias  á  él.  Por  esto  es  muy  justo  que  el  Papa^ 
como  Padre  universal,  dispense  en  su  ley  cuando  se  juzga 
necesaria  para  evitar  escándalos,  y  promover  la  paz  que  Je- 
sucristo tanto  encomendó  á  su  Iglesia.  Se  tiene,  pues,  por 
urgentísima  necesidad  para  dispensar  el  bontim  pasci.  8.**  La 
estrechez  del  lugar  de  los  contrayentes,  por  chanto  la  joven 
no  encuentra  enlace  igual  fuera  de  la  familia^  esto  es,  que 
no  halla  esposo  correspondiente  á  su  cualidad  y  condición 
que  no  sea  pariente  ó  afín  en  grado  prohibido;  y  de  no  ca- 
sarse con  éste,  tendría  que  hacerlo  con  persona  de  distinta 
condición,  ó  fuera  de  su  lugar,  abandonando  en  este  caso  la 
amable  compañía  de  sus  padres  y  allegados. 

Dicen  algunos  que  se  entiende  por  lugar  pequeño  el  que 
no  tiene  trescientas  casas,  y  por  tanto,  se  duda  si  la  dispen- 
sa es  licita  cuando  se  alega  esta  causa  y  el  lugar  pasa  de 
trescientos  vecinos.  La  duda  se  funda  en  que  comúnmente 
en  las  tales  dispensas  se  pone  la  cláusula:  Dummodo  praefata 
civitas  trecentorum  foctdariorum  nunierum  non  excedat.  El  P. 
Reinfestuel  sostiene  la  negativa,  si  es  lugar  en  que  hay  cáte- 
dra episcopal;,  mas  el  P.  González  Mateo,  con  Sánchez,  dice 
ser  impertinente  esta  circunstancia  para  la  justificación  de 
dicha^causa.  De  este  último  sentir  es  tambiéji  el  Rdo.  Padre 
Fr.  Manuel  de  Erce  y  Portillo,  cuya  opinión  aceptamos^ 
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porque  tenga  ó  no  el  lugar  trescientos  vecinos  con  cátedra 
episcopal  ó  sin  ella,  si  en  este  lugar  se  verifican  las  mismas 
condiciones  que  en  otro  menos  popular,  siempre  existirá  la 
propia  razón,  y  existiendo  ésta,  debe  aplicarse  la  miama 
disposición  de  derecho.  Conviene,  empero,  para  no  errar  en 
la  práctica,  cuando  se  pone  esta  causa  por  único  motivo 
para  la  dispensa,  expresar  en  la  súplica:  que  aun  cuando  el 
lugar  pasa  de  trescientos  vecinos  6  casas,  no  encuentra  la 
suplicante  en  él  persona  igual  á  su  condición  ó  estado,  con 
quien  pueda  contraer  matrimonio,  que  no  sea  consanguíneo 
ó  afín,  etc.  9.^  La  insuficiencia  de  4a  dote,  defectos  dotis 
competentiSy  por  cuanto  la  mujer,  ó  es  tan  pobre  que  nada 
posee,  6  no  tiene  la  dote  competente  para  casarse  con  un. 
igual  á  su  estado  y  condición  que  no  sea  pariente.  La  razón 
63,  porque  en  estas  circunstancias,  ó  se  debería  estar  innupta 
con  grave  peligro  de  incontinencia,  ó  le  obligaría  á  casarse 
con  desigual  á  su  estado  y  familia,  dando  ocasión  de  dis- 
cordias. Es  opinión  de  muy  respetables  canonistas,  que  se 
verifica  realmente  el  defecto  de  dote,  aunque  la  mujer  tenga 
lo  competente  para  casarse  con  igual  no  pariente  fuera  de  su 
lugar,  como  verdaderamente  no  lo  tenga  respecto  de  los  de 
su  lugar  propio  y  originario,  si  es  que  no  quiere  casarse 
fuera.  También  son  de  sentir,  que  concurre  dicha  causa,  aun 
en  el  caso  de  que  la  mujer  tenga  dote  competente,  si  no  está 
en  pacifica  posesión  de  ella,  sino  en  litigio;  por  lo  cual  nin- 
guno de  calidad  igual,  que  no  sea  pariente  ó  afín,  quiere 
casarse  con  ella  tomando  á  su  cargo  el  pleito  y  defensa:  y 
es  la  razón,  porque  estando  en  pleito  no  puede  decirse  real- 
mente, y  con  toda  verdad,  ser  dote  competente  ad  substenr- 
tanda  onera  matrúnonii.  Igualmente  observan  que  concuríe 
esta  causa,  aunque  la  doncella  tenga  padres  bien  acomoda- 
dos, siempre  que  no  puedan  dotarla,  por  necesitar  lo  que 
poseen  para  la  decente  manutención  de  su  familia,  y  lo  mis- 
mo puede  decirse  respecto  de  aquella  que  tenga  esperanza 
moralüer  certa  de  poseer  la  dote  competente  por  donación, 
legado  ó  herencia,  porque  como  en  tales  casos  no  la  ten^ 
de  presente,  sino  sólo  in  spe,  siempre  se  considera  pobre. 
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Nótese,  en  fin,  que  son  muy  diversas  causas,  en  orden  á  ' 
dispensar  el  Papa,  el  poner  que  la  mujer ,  carece  de  dote  6 
que  no  tiene  la  competente  para  casar  con  igual  no  parien- 
te; porque,  en  el  primer  caso  la  dispensa  se  da  in  forma  pau- 
perum;  lo  que  no  sucede  en  el  segundo:  de  aquf,  que  si  en 
la  súplica  se  pone  sólo  la  primera  causa,  debiendo  poner  la 
segunda,  la  dispensa  sea  inválida,  por  dispensarse  de  diver- 
so modo  en  nna  que  en  otra,  y  por  ser  falso  lo  que  se  pro- 
pone. 10.*  La  edad  de  la  mujer,  es  decir,  si  habiendo  cum- 
plido ya  veinticuatro  años,  no  ha  encontrado  enlace  conve- 
niente fuera  de  la  familia.  La  Iglesia  obra  en  este  caso  como 
Madre  piadosa,  para  que  las  doncellas  no  queden  destituidas 
de  quien  las  ampare,  y  con  peligro  de  incontinencia.  Mas 
esto  no  se  entiende  respecto  de  las  viudas,  según  estilo  de 
la  Curia.  11,*  El  comercio  ilícito  de  las  partes,  esto  es,  có- 
pula ilícita  con  pariente,  si  el  matrimonio  se  juzga  necesa- 
rio á  la  reparación  del  honor,  ó  á  la  legitimación  de  la  pro- 
le. Es  la  razón  para  que  la  mujer  no  quede  infamada  y  sin 
esperanzas  de  poderse  casar  con  persona  igual.  12.*  Infamia 
mtdieris,  es  decir,  la  estrecha  familiaridad  de  las  partes,  que 
tiene  lugar  cuando  la  mujer  ha  dado  causa  y  motivo  en  el 
pueblo,  por  su  trato  con  el  pariente,  á  que  se  so^)eche  si  han 
tenido  ó  no  cópula,  aunque  realmente  no  la  hayan  tenido; 
porque  es  lo  cierto  que  esos  rumores  difaman  á  la  mujer. 
13.*  Si  loctís  est  ad  litiis  maris,  cuando  algún  lugar  está  á  la 
costa  del  mar,  y  por  eso  expuesto  á  hostilidades  de  infieles 
ó  herejes;  por  lo  cual  los  extraños  con  dificultad  quieren 
casarse  en  él;  la  razón  que  abona  esta  causa  es  la  misma 
que  se  dijo  anteriormente  al  tratar  de  la  estrechez  del  lugar. 
14.*  El  matrimonio  contraído  con  buena  fe  de  no  haber  im- 
pedimento, y  especialmente  si  está  ya  consumado  con  la 
misma  buena  fe  y  con  prole.  La  razón  general  es,  porque  de 
la  disolución  de  un  matrimonio,  así  bona  fide  contraído,  se 
siguen  graves  inconvenientes,  y  no  puede  hacerse  por  lo  co- 
mún sin  escándalo.  15.*  La  que  se  dice  general,  ex  certis  ra- 
tionalibus  causis^  esto  es,  sin  especificar  causa  alguna  in  in- 
dividuo,  sino  diciendo  generalmente  ex  certis. 
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Todavía  los  autores  citan  algunas  otras  causas  más^/verbi 
gracia:  la  educación  de  los  hijos,  que  exige  el  matrimonio 
de  la  viuda  con  un  pariente;  la  orfandad  de  la  mujer,  es  de- 
cir, si  carece  de  padre  y  madre,  6  al  menos  de  aquél,  etc. 

Debemos,  por  último,  advertir  que  algunas  de  las  causas 
expresadas  no  son  suficientes  por  sí  solas  para  obtener  la 
dispensa;^  pero  lo  son  si  se  reúnen  dos  6  tres  de  ellas:  tam- 
bién hay  otras  que  se  juzgan  bastantes  para  acordar  la  dis~ 
pensa  de  un  impedimento  menor;  mas  no  lo  son,  muchas 
veces,  para  otorgar  la  de  otro  mayor. 

En  cuanto  á  la  manera  de  impetrar  las  dispensas,  he  aquí 
algunas  reglas  relativas  á  las  circunstancias  que  deben  ex- 
presarse en  el  suplicatorio:  1.^  En  el  parentesco  natural  y  en 
el  de  afinidad  se  ha  de  expresar  la  linea  y  el  grado,  y  asi- 
mismo si  uno  de  los  dos  está  en  grado  más  próximo  que  el 
otro,  como  también  si  el  grado  más  próximo  es  el  hombre 
ó  la  mujer;  igualmente  debe  expresarse  respecto  de  la  afini- 
dad, si  proviene  de  cópula  lícita  ó  ilícita.  En  la  cognación 
espiritual  ha  de  decirse  si  es  sólo  de  compaternidad,  ó  bien 
de  paternidad  por  una  parte,  y  de  filiación  por  .la  otra,  y 
además  si  la  cognación  es  doble.  En  la  honestidad  pública, 
si  proviene  de  esponsales  válidos  ó  de  matrimonio  rato.  Res- 
pecto del  crimen  es  menester  decir  si  uno  y  otro  era  casado, 
si  hubo  conyugicidio  sólo,  ó  adulterio  sólo,  ó  ambas  cosas; 
si,  en  fin,  el  crimen  es  público  6  no.  2.**  Si  el  impedimento 
es  oculto,  se  omite  el  nombre  de  los  suplicantes,  ó  se  expre- 
sa uno  supuesto;  si  es  público,  hay  necesidad  de  decir  los 
nombres  y  apellidos,  diócesis  y  lugar  en  que  habitan.  3.^.  Si 
tratándose  de  la  cognación  natural  y  de  afinidad,  y  según 
ídgunos,  también  de  la  espiritual  y  pública  honestidad^  ha 
precedido  comercio  ilícito  entre  los  suplicantes,  es  menester 
expresar  esta  circunstancia  declarando  si  aquél  se  tuvo  con 
la  intención  de  obtener  más  fácilmente  la  dispensa;  pero  no 
es  necesario  decir  cuántas  veces  se  cometió  el  incesto.  4.** 
Si  se  trata  del  matrimonio  ya  contraído,  se  ha  de  exponer 
si  éste  ha  sido  consumado,  si  el  impedimento  es  público  ú 
oculto,  si  se  contrajo  con  buena  ó  mala  fe  de  parte  de  los  dos 
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ó  de  uno,  como  también  si  los  casados  no  pueden  separarse 
sin  escándalo. 

Dicho  se  está  también  que  las  súplicas  deben  hacerse  por 
escrito,  y  este  escrito,  aunque  puede  redactarse  en.  italiano 
6  francés,  es  lo  más  común  y  general  hacerlo  en  latín,  por 
ser  esta  la  lengua  más  digna  y  común  en  todas  las  naciones; 
y  respecto  d^  los  romanos  es  la  más  natural,  propia  y  mater- 
na. También  debemos  advertir  que  dichas  súplicas  deben 
hacerse  con  toda  claridad,  y  palabras  ó  voces  propias,  y 
las  más  usuales  in  Curia  Homana, 

Debe,  finalmente,  evitarse  todo  vicio  de  obrepción  y  su- 
brepción: se  dice  obrepción,  cuando  se  expresa  como  ver- 
dadero lo  que  es  realmente  falso;  subrepción,  cuando  en  la 
narración  de  la  súplica  se  omite  1q  verdadero.  De  aquí,  que 
si  en  la  solicitud  se  expresara  un  parentesco  por  otro,  ó  un 
grado  más  remoto  por  otro  más  próximo,  ó  si  siendo  el  pa- 
rentesco doble  se  calla  esta  circunstancia,  ó  si  hay  dos  im- 
pedimentos jde  diferente  especie,  y  sólo  se  expone  uno;  en 
todos  estos  casos  la  dispensa  es  evidentemente  inválida. 

Respecto  á  las  diligencias  que  tienen  lugar  para  solicitar 
hs  dispensas,  sólo  diremos  que  los  interesados  acuden  ge- 
neralmente con  una  solicitud  al  juez  eclesiástico  de  la  loca- 
lidad, exponiendo  su  deseo  de  contraer  matrimonio,  el  im- 
pedimento  con  que  se  hallan  ligados  y  la  causa  ó  causas  en 
que  fundan  su  pretensión.  El  juez  eclesiástico  provee  á  di- 
cha solicitud,  examinando  un  notario  del  tribunal  las  de- 
posiciones de  los  testigos  presentados  por  la  parte  acerca  de 
la  verdad  de  la  causa  en  que  se  fundan  para  solicitar  la  dis- 
pensa; luego  se  libra  despacho  al  Párroco  de  los  interesa- 
dos, para  que  informe  lo  que  le  conste  sobre  la  verdad  de 
la  causa  alegada,  y  si  podrá  resultar  perjuicio  á  tercero  de 
verificarse  este  matrimonio.  Expedido  por  el  juez  eclesiás- 
tico el  correspondiente  atestado  á  favor  de  las  partes,  este 
documento  se  remite  á  Roma  por  el  conducto  que  aquellas 
tengan  á  bien.  Esto  se  entiende  por  disciplina  general  de  la 
Iglesia;  pues  por  lo  que  hace  relación  á  España,  deben  tener- 
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se  presentes  otras  disposiciones  de  que  nos  haremos  cargo 
después. 

Igualmente  debemos  observar  que,  caso  de  ser  pobres 
los  interesados,  debe  hacerse  constar  esta  circunstancia;  por- 
que á  ios  pobres  se  les  conceden  las  dispensas  gratis:  tam- 
bién á  los  que  tienen  escaso  patrimonio,  se  les  otorga  con 
rebaja;  razón  por  la  cual  deben  hacerse  constar  siempre  los 
bienes  de  los  dispensados:  esto  con  tanto  mayor  motivo, 
cuanto  que  así  puede  graduarse  mejor  la  penitencia  que 
deba  imponérseles. 

En  los  casos  que  deba  acudirse  á  la  Penitenciaría  se  sigue 
un  orden  especial,  pues  generalmente  solicita  la  dispensa  el 
confesor  ó  Párroco  del  interesado,  sin  expresar  el  nombre 
de  éste,  y  luego  de  concedida,  la  ejecuta  el  mismo  confegor, 
quien  quema  la  hoja  para  que  en  ningún  tiempo  llegue  á  co- 
nocimiento de  persona  alguna. 

Varias  son,  por  tanto,  las  oficinas  ó  dependencias  roma- 
nas que  entendían  en  la  dispensación  de  impedimentos,  á 
saber:  Batana,  Cancelaría,  Prefectura  de  Breves  y  Peniten- 
ciaría. Las  tres  primeras  estaban  destinadas  para  dispensar 
pro  forOy  no  sólo  interno,  sino  también  externo,  público  y 
contencioso.  La  Penitenciaría  sólo  es  para  el  foro  interno  de 
la  conciencia;  pues  á  ella  solamente  pertenecen  los  casos  ó 
impedimentos  ocultos.  Hoy  puede  decirse  que,  á  excepción 
de  un  solo  caso,  todos  los  impedimentos  dispensables  lo  son, 
ya  por  Dataría,  ya  por  Penitenciaría,  según  que  el  impedi- 
mento sea  público  ú  oculto. 

En  lo  antiguo  se  despachaban  por  Dataría  sólo  aquellas 
dispensas  que  pertenecen  á  los  dirimentes,  así  de  consangui- 
nidad, como  de  afinidad  ex  copula  licita,  y  de  honeatidad  ex 
matrimonio  rato,  etc:,  en  los  grados  más  remotos,  v.  g.,  in 
quarfo;  vel  tertio,  et  quarto  gradii  por  cualquiera  línea  que 
provengan.  En  la  Cancelaría  se  despachaban  aquellas  que 
miran  á  dichos  impedimentos  in  tertio  solum;  vel  in  secundo 
ciim  tertio  gradu  in  qualihct  lifiea  tra^isversali.  Y  en  la  Prefec- 
tura de  Breves  sólo  aquellas  dispensas  de  impedimentos  en 
grados  más  próximos,  v.  g.,  in  primo  affinitatis;  vel  priniOy 
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et  secundo;  vel  in  primo ^  et  tertio;  aut  primo ^  et  quarto  consan-^ 
guinitatis,  vel  affinitatis  gradu,  etc. 

Mas  en  la  actualidad,  volvemos  á  repetir,  se  despachan 
todas  estas  dispensas  por  Dataría.  En  efecto,  Su  Santidad 
Benedicto  XIV,  por  su  Bula  Gravissimum  Ecclesiae  universaSj 
fija  las  atribuciones  de  la  Dataría  y  Secretaría  de  Breves, 
así  privativé  como  promiscué,  y  sólo  concede  á  dicha  Secre- 
taría la  facultad  de  dispensar  impedimentos  dirimentes 
respecto  de  los  Príncipes  supremos.  Reyes  ó  Emperadores: 
la  expedición  de  todas  las  demás  dispensas  matrimoniales, 
cuando  el  impedimento  es  público,  corresponde  exclusiva- 
mente á  la  Dataría.  Es  más,  la  Bula  HomanurS  Fonti/ex,  de 
S.  S.  Inocencio  XII,  y  la  que  empieza:  Pastor  bonus,  de  Be- 
nedicto XIV,  vienen  á  confirmar  esta  misma  doctrina,  pues 
especificando  dichos  Pontífices  las  facultades  que  conceden 
á  la  Penitenciaría  para  poder  dispensar  en  los  impedimen- 
tos del  matrimonio,  dan  por  supuesta  la  facultad  de  la  Da- 
taría para  dispensar  en  los  dirimentes;  así  de  consanguini- 
dad como  de  afinidad  ex  copula  licita^  y  de  otros  en  cual- 
quier grado,  aunque  sea  el  primero,  y  primero  con  segun- 
do, etc. 

La  Sagrada  Penitenciaría  tiene  facultades  par»  dispen- 
sar de  impedimentos  ocultos  en  el  foro  interno  ó  de  la  con- 
ciencia; y  estas  facultades  miran  unas  á  dispensar  ante,  et 
post  eontractum  matrimonium,  y  otras  post  contractum  sola- 
mente. 

Varias  son  las  diferencias  que  existen  en  los  recursos  de 
dispensas  matrimoniales,  según  se  dirijan  á  la  Dataría  ó  á 
la  Penitenciaría.  Es,  una  de  ellas,  que  las  dispensas  dadas 
por  Dataría  valen  pro  utroque  foro;  mas  las  que  se  despa- 
chan por  Penitenciaría  valen  sólo  para  el  fuero  interno  de 
la  conciencia,  excepto  el  caso  señalado  con  el  número  7  en 
el  Breve  de  Pío  VI,  su  fecha  28  de  Junio  de  1780:  es  otra 
diferencia,  que  en  los  recursos  á  la  Dataría,  como  dicho  es 
anteriormente,  no  sólo  se  debe  expresar  el  Reino,  Obispado 
y  lugar  del  suplicante,  sino  también  su  nombre  y  apellidos; 
y  la  súplica  se  debe  dirigir  inmediatamente  al  mismo  Papa, 


y 
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poniendo  dentro  por  cabeza  Beatissime  Fater,  j  por  fuera^ 
después  de  cerrada,  Ad  Summum  Pontificem;  pero  cuando  el 
recurso  es  á  ia  Sagrada  Penitenciaria,  ni  se  ponen  los  nom* 
bres  ni  apellidos  propios  de  los  suplicantes,  sino  iniciales  ú 
otros  nombres  supuestos;  ni  la  súplica  se  dirige  inmediata- 
mente al  Papa,  sino  al  Penitenciario  mayor,  poniendo  den- 
tro  por  cabeza  Eminentissinie,  et  Reverendissime  Domine,  y 
por  sobrescrito:  Eminentissimo  ac  Reverendissimo  Dotmno- 
Cardinali  Foenitentiario  majori:  se  diferencia  también  en 
que  los  recursos  á  la  Dataría  se  hacen  con  gastos  y  expensas- 
de  los  suplicantes,  pues  además  de  los  dereckos  que  devengan 
los  Procuradores  y  Agentes,  debe  abonarse  en  la  mism%^  Da- 
taria la  tasa  que  está  señalada  según  la  clase  de  impedimen- 
to, grado  y  Multiplicación  (1);  excepto  cuando  la  dispensa  se 
despacha  in  forma  pauperum:  mas  los  recursos  á  la  Peniten- 

(1)    Dice  Gol  mayo  en  la  nota  segunda  del  párrafo  64,  tomo  II  de 
sus  Instituciones  ^de  Derecho  canónico,  que  «suele  hablarse  mucho  y 
de  una  manera  muy  vulgar  del  dinero  que  sale  para  Roma  con  motivo 
de  las  dispensas,  y  recuerdan  algunos  autores  con  cierto  aire  de  triun- 
fo y  maligna  complacencia  el  decreto  del  Concilio  de  Trento,  en  que^ 
se  manda  que  las  dispensas  se  concedan  gratis.  Al  hablar  de  este 
asunto  nos  parece  que  debe  tenerle  presente  la  observación  siguiente: 
Cuando  se  celebró  el  Concilio  de  Trento,  el  Romano  Pontífice  estaba 
en  posesión  de  las  annatas,  de  los  espolios  y  vacantes,  de  las  pensio- 
nes y  de  la  expedición  de  títulos  por  la  colación  de  beneficios,  por  cu- 
yo concepto  la  España  contribuía  á  la  Corte  Romana  con  cantidades 
muy  considerables;  habiendo  cesado  enteramente  estos  recursos  por 
el  Concordata  de  1758,  se  explica  ya  bien  la  infracción  del  canon  Tri- 
dentino.  Debe  notarse  al  mismo  tiempo  que  el  Romano  Pontífice  no  pue- 
de considerarse  como  una  autoridad  extrafia  á  las  naciones  católicas,. 
y  que  en  el  concepto  de  Jefe  de  la  Iglesia  tiene  derecho  á  que  se  le 
atienda  de  cualquier  manera  por  los  cristianos  de  todos  los  países  con 
los  medios  de  subsistencia  para  el  sostenimiento  de  su  persona  y  de 
su  Corte,  y  demás  atenciones  de  la  religión »  Aunq«e  estamos  con- 
formes con  las  apreciaciones  del  enunciado  expositor,  no  son  éstas 
precisamente  las  causas  de  exigirse  hoy  la  expresada  limosna:  se  exi- 
gen, porque  así  lo  mandó  Benedicto  XIV,  quien  dispuso  hubiera  dos 
cajas  para  el  dinero  de  las  dispensas,  cuyo  importe  se  destina  para 
propagar  la  fe  á  los  pueblos  salvajes  é  incultos.  Y  entiéndase  que  la 
tasa  ó  gastos  que  ocasiona  la  dispensa  no  se  deben  por  la  dispensa 
misma,  es  decir,  per  modum  pretii  de  la  dispensa,  sino  por  otros  naoti- 
vos  justísimos  que  tiene  para  ello  la  Silla  Apostólica,  y  de  cuyos  mo- 
tivos se  hace  cargo  Bonacina  en  su  tratado  de  Simomaj  tomo  I,  párrafo 
17,  uúm.  6. 


pensatorias  Pontificias,  según  procedan  de  la  Dataria  ó  de 
(a  Penitenciaría. 

Por  regla  general  puede  afirmarse  que  tales  ejecutores 
-deben  cuidar  de  no  excederse  de  los  límites  de  su  comisión 
y  de  las  instrucciones  que  en  la  dispensa  se  les  dieren,  puei 
aoD  taxativas  y  delegadas.  Estas  letras  llevan  además  dos 
cláusulas  muy  notables;  la  una  sobre  la  verdad  de  las  pre- 
ces, pues  la  dispensa  suele  decir  si  precen  vertíate  nUantur;  la 
otra  dice  supra  quibus  conacientiam  vestram  oneramus,  con 
euyaa  palabras  descarga  su  conciencia  la  Curia  romana,  y 
echa  la  responsabilidad  sobre  el  ejecutor. 

Se  llama  asi  aquel  á  quien  comete  el  Papa  la  ejecución 
dispenaatoria. 

Por  lo  general,  y  tratándose  de  dispensas  concedidas  pol- 
la Dataría,  suele  darse  esta  comisión  pro  foro  externo  al  Or- 
dinario de  los  mismos  suplicantes,  ó  á  su  Vicario  general; 
pero  si  vienen  las  letras  directamente  dirigidas  al  Obispo, 
en  eate  caso  no  puede  el  tal  Vicario  ponerlas  en  ejecución, 
Á  pesar  de  hacer  con  el  Obispo  un  mismo  Tribunal,  y  al  con- 
trario; porque  la  facultad  que  el  Papa  delega  por  sus  letras 
Apostólicas  no  es  ordinaria,  sino  especial  y  miaisterial. 

De  tres  modos  puede  cometerse  esta  facultad  por  la  Silla 
.apostólica:  el  primero,  expresando  el  Papa  en  sus  letras  el 
nombre  y  apellido  de  la  persona  á  quien  se  la  comete;  y  esta 
comisión  se  llama  personal:  el  segundo,  expresando  sólo  el 
oficio  6  dignidad  que  tenga,  y  se  llama  comisión  real:  el 
tercero,  expresando  así  el  nombre  como  la  dignidad  ú  ofi- 
cio, jr  esta  comisión  se  puede  llamar  mixta. 

De  aquí  que  en  unos  casos  siga  la  comisión  á  la  persona. 
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y  en  otros  al  oficio  6  dignidad;  y  en  cuanto  á  la  mixta,  tie- 
gún  la  opinión  más  probable,  debe  tenerse  siempre  por  per- 
sonal y  no  real,  al  menos  que  se  colija  ser  otra  la  intención 
del  Papa.  Presentan  algunos  el  caso  de  que  la  comisión  sea 
real,  en  favor  del  Vicario  general  del  Obispo,  y  ocurra  la 
vacante  de  la  Silla  antes  de  su  ejecución,*y  preguntan:  ¿pue- 
de el  Vicario  capitular  suceder  al  Vicario  general  en  tal  co- 
misión? El  padre  Sánchez  lo  afirma,  pero  la  más  probable 
sentencia  lo  niega.  Es  más,  Cerrado,  Barbosa,  Espérelo, 
Tamburino  y  Reinf estuel,  dicen  que  así  está  ya  decidido  por 
muchas  declaraciones  de  la  Sagrada  Congregación  y  deci- 
siones de  Rota. 

En  las  letras  Apostólicas  se  consigna  generalmente  una 
cláusula  que  contiene  dos  cosas:  la  una,  el  mandato  del  Papa 
al  delegado,  para  que  antes  de  poner  en  ejecución  la  dispen- 
sa reciba  información  de  la  verdad  de  las  preces;  y  la  otra, 
para  que  todo  lo  haga  omnino  gratis. 

En  su  consecuencia,  debe  el  ejecutor  de  la  dispensa  ha- 
cer dicha  información  con  toda  diligencia  y  cuidado,  no  sólo 
de  la  verdad  positiva  de  lo  que  en  la  súplica  se  expresa,  sino 
de  la  omisiva,  porque  si  se  falta  á  la  verdad,  ya  no  puede 
válidamente  dispensarse  el  impedimento  sin  nuevas  letras 
Apostólicas  que  revaliden  la  nulidad  de  las  primeras;  y  es- 
tas segundas  letras  contienen  las  fórmulas  per  inde  valere. 

El  ejecutor  de  las  letras  dispensatorias  de  la  Penitencia^ 
ría  es  la  persona  á  quien  este  Sagrad9  Tribunal  comete  la 
facultad  de  ponerlas  en  ejecución.  No  debe  confundirse  el 
ejecutor  con  el  receptor,  porque  el  ejecutor  se  nombra  ge- 
neralmente en  el  sobrescrito,  ó  sea  por  la  parte  de  afuera 
de  las  letras,  mientras  el  receptor  es  la  persona  á  quien  és- 
tas se  dirigen,  por  ser  la  que  hizo  ó  firmó  la  súplica. 

El  ejecutor  de  esta  clase  de  letras  debe  también  cercio- 
rarse de  la  verdad  de  las  preces,  pero  no  ya  por  testigos 
distintos  de  los  mismos  suplicantes  ó  suplicante,  sino  por 
solo  él,  á  quien  se  le  debe  dar  crédito,  aunque  no  jure;  por- 
que como  estas  dispensas  sólo  se  deleguen  pro  secreto  foro 
conscientiae,  siguen  las  leyes  de  este  mismo  foro,  en  que  se 
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da  crédito  al  penitente,  á  no  constar  evidentemente  lo  con- 
trarío. 

Si  se  hubiesen  cometido  los  vicios  de  obrepción  ó  su- 
brepción, ó  el  ejecutor  de  las  letras  dispensatorias  faltase  á 
algima  de  las  condiciones  absolutas  de  las  mismas,  claro  es 
que  la  gracia  Pontificia  sería  nula  ó  inválida. 

Para  concluir,  diremos  siquiera  dos  palabras  acerca  del 
decreto  Tridentino  y  leyes  de  España  sobre  la  manera  de 
pedir  semejantes  dispensas. 

Antes  de  la  celebración  de  dicho  Santo  Sínodo,  los  su- 
plicantes se  dirigían  directamente  á  Roma,  donde  hecha  la 
justificstción  de  las  causas  que  alegaban,  dispensaba  el  Ro- 
mano Pontífice  cometiendo  la  ejecución  á  los  Ordinarios,  lo 
cual  se  llamaba  conceder  la  dispensa  in  fornia  gratiosa.  No 
dejaba  esta  práctica  de  tener  graves  inconvenientes,  y  para 
evitarlos  dispuso  el  Santo  Concilio  de  Trento  que  cías  dis- 
pensas que  se  hayan  de  conceder,  por  cualquiera  autoridad 
que  sea,  si  se  cometieren  fuera  de  la  curia  Romana,  comé- 
tanse á  los  Ordinarios  de  las  personas  que  las  impetren. 
Mas  no  tengan  efecto  las  que  se  concedieren  graciosamente, 
si  examinadas  primero  sólo  sumaria  y  extrajudicialmente 
por  los  mismos  Ordinarios,  como  Delegados  Apostólicos,  no 
hallasen  éstos  que  las  preces  expuestas  carecen  del  vicio  de 
obrepción  ó  subrepción»  (1). 

Siguiendo  este  mismo  espíritu,  dice  Golmayo,  se  mandó 
por  las  leyes  recopiladas  que  nadie  pudiese  acudir  directa- 
mente á  Roma  en  solicitud  de  dispensas,  indultos  y  otras 
gracias,  sino  que  había  de  ser  por  conducto  de  los  Ordina- 
rios, ios  cuales  las  mandaran  al  Gobierno,  para  que  éste  les 
diese  la  más  segura  y  menos  costosa  dirección.  Veamos,  sin 
embargo,  lo  que  hay  de  cierto  sobre  el  particular. 

Conocidas  son  las  reclamaciones  que  se  hicieron  en  tiem 
po  de  Felipe  IV  cerca  de  la  Corte  Pontificia,  con  motivo  de 
'  los  derechos  que  se  devengaban  por  la  expedición  de  dis- 
pensas y  otras  gracias;  agí  como  también  el  arreglo  que  tuvo 


(1)     Cap.  V,  de  Beform,,  See.  XXU, 
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lugar  en  1640,  mediante  la  Concordia  Facheneü.  Pues  bien, 
los  disgustos  entre  ambas  Cortes  sobre  intereses  políticos  no 
se  apagaron  por  esto,  sino  que  se  recrudecieron  en  tiempo 
de  Felipe  V;  y  esto,  unido  al  carácter  particular  de  la  es- 
cuela regalista  en  los  siglos  xvii  y  xviii,  fué  causa  de  nue- 
vas reclamaciones  por  parte  de  la  autoridad  temporal.  Pero 
sea  de  esto  lo  que  se  quiera,  ello  es  lo'cierto  que  se  dictaron 
varias  disposiciones  civiles  con  relación  á  esta  materia. 

Ea  la  primera,  la  ley  de  16  de  Junio  de  1768,  que  es  la 
9.*,  tít.  in,  libro  II  de  la  Nov.  Recop.  En  esta  ley  se  previe- 
ne que  los  Breves  de  dispensas  matrimoniales,  entre  otros, 
quedan  exceptuados  de  la  presentación  general  en  el  Con- 
sejo;  pero  deberán  presentarse  precisamente  á  los  Ordina- 
rios diocesanos,  á  fin  de  que  en  uso  de  su  autoridad,  y  tam- 
bién como  delegados  Regios,  procedan  con  toda  vigilancia 
á  reconocer  si  se  turba  ó  altera  con  ellos  la  disciplina,  ó  se 
contraviene  á  lo  dispuesto  en  el  Santo  Concilio  de  Trento, 
dando  cuenta  al  Consejo  de  cualquier  caso  en  que  observa- 
ren alguna  contravención;  y  además  remitirán  al  Consejo 
listas  de  seis  en  seis  meses  de  todas  las  expediciones  que  se 
les  hubieren  presentado.  Mas  si  la  Silla  estuviese  vacante, 
se  presentarán  al  Consejo  los  rescriptos,  dispensas  6  cua- 
lesquiera letras  que  no  pertenezcan  á  Penitenciaría,  pues 
estos  Breves,  como  dirigidos  al  fuero  interno,  quedan  exen- 
tos de  toda  presentación.  Posteriormente,  ó  sea  en  11  de 
Septiembre  de  1778,  que  es  la  ley  12  del  mismo  título  y  li- 
bro, se  mandó  por  el  Sr.  D.  Carlos  III,  que  hasta  que  se  es- 
tableciese el  nuevo  método  para  dirigir  las  pretensiones  que 
ocurrieran  en  la  Curia  Romana  se  dirigiesen  los  suplicantes 
á  sus  diocesanos,  ó  á  las  personas  que  diputaren,  y  éstos  re- 
mitiesen las  súplicas  con  su  dictamen  al  Rey  por  la  primera 
Secretaría  de  Estado  y  del  Despacho,  ó  por  medio  del  Con- 
sejo y  Cámara,  con  expresión  de  la  calidad  de  la  urgencia, 
para  que  en  su  vista  pueda  dárseles  la  más  conveniente/ 
más  segura  y  menos  costosa  dirección. 

Por  Real  orden  de  30  de  Noviembre  de  1778  nombró 
S.  M.  im  Agente  general  en  Madrid,  con  el  encargo  ú  obli- 
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gación  de  dirigir  los  Breves  6  rescriptos  de  la  Curia  Roma- 
na que  vengan  por  la  Secretaría  de  Estado,  después  de  ha- 
ber pedido  en  el  Consejo  el  pase  de  los  que  corresponda, 
s^ún  la  antedicha  pragmática,  á  las  personas  que  los  Pre- 
lados hubiesen  nombrado  ó  nombrasen  en  cada  diócesis. 

Los  Prelados  á  su  vez  nombraron  notarios  expedicione- 
ros,  y  éstos  son  los  que  se  entienden  directaiúente  con  la 
Agencia  general. 

Con  respecto  á  las  dispensas  matrimoniales  se  encargó, 
lo  relativo  á  este  punto  al  caballero  Azara,  agente  de  preces 
en  Roma,  el  cual  remitió  en  5  de  Julio  de  1781  una  instruc- 
ción sobre  los  impedimentos  que  suelen  dispensarse,  y  las 
causas  en  cuya  virtud  se  obtiene  aquella  gracia. 

Prescindimos  de  ocuparnos  del  decreto  de  5  de  Septiem- 
bre de  1799,  que  fué  obra  del  Ministro  Urquijo,  en  el  que  se 
mandaba  á  los  Arzobispos  y  Obispos,  que  en  materias  de 
dispensas  matrimoniales,  usasen  de  toda  la  plenitud  de  sus 
facultades  conforme  á  la  antigua  disciplina  ,de  la  Iglesia; 
porque  elegido  Pontífice  Pío  VII,  este  Papa  reprendió  á  los 
Obispos  que  habían  accedido  á  las  pretensiones  de  los  mi- 
nistros, y  Carlos  IV  destituyó  á  éstos  por  haberle  inducido 
en  aquel  error. 

La  Agencia  general  de  preces  continuó  en  sus  funciones; 
pero  bien  pronto  se  desacreditó,  porque  amparada  en  la  ley 
que  prohibía  toda  concurrencia,  servía  tarde,  mal  y  caro. 
El  Gobierno  mismo  hubo  de  matarla  más  tarde  con  el  des- 
crédito en  el  preámbulo  del  decreto  de  1.®  de  Septiembre 
de  1839,  pues  se  confesaban  en  él  sus  abusos  y  vejaciones.. 

La  Agencia,  sin  embargo,  se  restableció  por  dos  razones: 
la  primera  como  medio  de  proporcionar  ingreso  al  Tesoro, 
y  la  segunda  para  poder  continuar  ejerciendo  el  Jefe  del 
Estado  su  llamado  derecho  de  Pase  ó  exequátur  (1). 

Posteriormente,  ó  sea  en  19  de  Marzo  de  1877,  se  ha  ex- 
pedido una  Real  cédula  de  ruego  y  encargo  para  que  los 


(1)     Véanse  las  sesiones  de  Cortes  de  28  de  Enero  de  1870  y  si- 
*  ^lentes. 
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Prelados  se  atengan  á  lo  mandado  en  la  ley  12,  tít.  III,  li- 
bro II  de  la  Nov.  Recop. 

Debemos,  por  último,  advertir,  que  el  Código  penal  es- 
tablece penas  contra  los  que  contrajesen  matrimonio  con 
impedimento  dirimente  sin  preceder  la  oportuna  dispen- 
sa (1). 

También  se  impone  mayor  pena,  tanto  en  uno  como  en 
otro  Código,  al  que  contrajere  matrimonio  con  impedimenta 
dirimente  no  dispensable. 


Materia  es  la  revalidación  de  matrimonios  nulos,  de  suyo 
delicadísima,  y  que  requiere  gran  prudencia  de  parte  del 
Párroco  ó  del  confesor. 

Sin  embargo,  nos  permitiremos  hacer  ligeras  indicacio- 
nes, para  que  el  lector  pueda  deducir  algunas  reglas  prác- 
ticas. 

Si  el  Párroco  ó  confesor  duda  del  valor  del  matrimonio 
de  un  penitente,  debe  examinar  la  cuestión  con  todo  deteni- 
miento;* pero  sin  revelar  nada,  entre  tanto,  al  penitente.  Si 
de  este  estudio  resultase  cierta  la  nulidad,  debe  distinguir 
si  él  penitente  está  ó  no  de  buena  fe.  En  el  primer  caso  no 
debe  sacarle  de  la  ignorancia,  si  de  la  monición  se  teme  con 
fundamento  que  se  sigan  graves  males;  v.  gr.,  que  haya  im- 


(1)    Código  penal  de  1860. — Art.  397.  «El  que  contrajere  matrimo- 
>nio  mediando  algún  impedimento  dispensable  por  la  Iglesia,  será  cas- 
tigado con  una  multa  de  10  á  100  duros.» 

« Si  por  culpa  suya  no  revalidare  el  matrimonio,  previa  dispensa^ 
en  el  término  que  los  Tribunales  designen,  será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  menor,  de  la  cual  quedará  relevado  cuando  quiera  que  se 
revalide  el  matrimonio.» 

Código  penal  de  1870.— iárí.  488,  «El  que  contrajere  matrimonio 
mediando  algún  impedimento  dispensable,  será  castigado  con  una 
multa  de  126  á  1.260  pesetas.» 

«Si  por  culpa  suya  no  revalidare  el  matrimonio,  previa  dispensa, 
en  el  término  que  los  Tribunales  designen,  será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  correccional  en  sus  grados  medio  y  máximo,  de  la  cual  que- 
dará relevado  cuando  quiera  que  se  revalide  el  matrimonio.» 
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posibilidad  de  obtener  el  oonsentímiento  de  la  otra  parte,  6 
peligro  de  abandono,  infamia  ó  separación  con  escándalo  de 
los  fieles  y  detrimento  de  la  familia;  pero  si  no  abriga  tales 
temores,  entonces  está  en  el  deber  de  revelar  la  verdad  para 
que  se  revalide  el  matrimonio.  En  el  segundo  caso  debe 
»[empre  intimar  al  penitente  la  obligación  que  le  incumbe, 
y  decimos  siempre,  porque  debe  prescindir  en  toda  circuns- 
tancia de  los  inconvenientes  que  se  teman^ 

En  orden  al  modo  de  revalidar  los  matrimonios  nulos^ 
he  aquí  las  reglas  más  importantes:  1.^  Si  el  matrimonio  fué 
nulo  por  defecto  de  verdadero  ó  libre  consentimiento,  y  el 
defecto  existió  de  una  y  otra  parte,  deben  ambas  renovar  el 
consentimiento,  sin  que  para  ello  se  requiera  la  presencia 
del  Párroco  y  testigos;  pero  si  uno  solo  no  prestó  verdadero 
consentimiento,  ó  le  prestó  inducido  por  error,  fuerza  ó 
miedo  grave,  afirman  muchos  que  en  tal  caso  basta  que  éste 
renueve  el  consentimiento;  pues  el  del  otro  se  juzga  que  per- 
severa moralmente:  otros,  empero,  lo  niegan,  y  exigen  la 
renovación  del  consentimiento  de  parte  de  ambos;  porque 
según  ellos,  es  falso  que  persevere  moralmente  el  primer 
consentimiento.  Esta  opinión  es,  sin  duda,  la  más  segura  y 
la  que  debe  seguirse  en  la  práctica.  2.*  Si  el  matrimonio  fué 
nulo  por  no  haberse  contraído  en  la  forma  prescripta  por  el 
Tridentino,  es  evidente  que  para  su  revalidación  debe  con- 
traerse de  nuavo  ante  el  Párroco  y  dos  testigos.  3.*  Si  no  fué 
inválido  por  defecto  en  el  consentimiento,  ni  por  clandesti- 
nidad, sino  por  cualquier  otro  impedimento  dirimente,  se 
procede  á  la  revalidación  de  diferente  modo,  según  que  el 
impedimento  es  público  ú  oculto.  Público  se  dice  si  ex  natu- 
ra suuy  puede  probarse  en  el  fuero  externo,  v.  g.,  la  con- 
sanguinidad, afinidad,  pública  honestidad  ó  la  cognación 
espiritual,  ó  si  no  siendo  de  esta  clase,  son  sabedores  de  él 
cierto  número  de  personas:  oculto  se  llama  aquel  que  ni 
puede  probarse  ex  natura  sua,  ni  tienen  noticia  del  impedi- 
mento determinado  número  de  personas,  al  menos,  cinco  ó 
seis.  Ahora  bien:  si  dicho  impedimento  es  público,  todos 
convienen  en  que  después  de  obtenida  la  dispensa  se  debe 
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revalidar  ante  el  Párroco  y  testigos,  en  la  forma  prescripta 
por  el  Santo  Concilio  de  Trento.  Si  es  oculto,  ó  tienen  cono- 
cimiento de  él  ambas  partes,  ó  una  sola.  En  el  primer  caso 
ambos  deben  renovar  el  consentimiento;  pero  según  el  co- 
mún sentir,  no  se  requiere  que  lo  hagan  ante  el  Párroco  y  tes- 
tigos, si  bien  sería  conveniente  que  recibieran  la  bendición' 
sacerdotal.  En  el  segundo,  debe  revelarse  á  la  parte  igno- 
rante la  nulidad  del  primer  consentimiento;  pero  sin  descu- 
brirle la  causa  de  donde  provino,  y  ambos  deben  renovar 
entre  sí  el  consentimiento,  cuando  no  hay  probable  peligro 
de  que  la  revelación  de  la  nulidad  haya  de  producir  graví- 
simos males.  Pero  si  se  teme,  con  suficiente  probabilidad, 
tan  graves  inconvenientes,  los  teólogos  sugieren  en  tales 
circunstancias  cinco  medios  indirectos  de  obtener  la  reno- 
vación del  consentimiento,  sin  que  Sea  necesario  revelar  la 
nulidad  del  primero.  Es  uno  de  estos  medios,  que  el  cónyu- 
ge sabedor  diga  al  ignorante  del  impedimento  cque  está  ha- 
ce tiempo  con  algún  remordimiento  de  conciencia;  pues 
cree  que  su  matrimonio  fué  inválido,  al  menos  de  parte  de 
su  consentimiento,  toda  vez  que  no  lo  dio,  como  debía  darlo, 
según  ha  sabido  con  posterioridad;  por  lo  cual  sería  muy 
del  caso  para  sosegar  su  conciencia,  el  formar  de  nuevo  los 
dos  un  mutuo  consentimiento  de  presente:  y  asi  yo  desde  lüs- 
go  te  quiero  por  mi  legitima  mujer  (ó  marido,  según  fuera  el 
caso.)»  Y  si  la  parte  ignorante  consiente  en  ello  y  dice:  pues 
yo  también  te  quiero  por  mi  legítimo  marido,  ya  queda  reva- 
lidado el  matrimonio  sin  más  diligencia.  Consiste  el  segun- 
do medio  en  que  el  sabedor  se  explique  con  su  consorte  ig- 
norante, y  le  diga:  cQue  supuesto  que  tiene  tan  experimen- 
tada su  fineza  y  amor,  está  persuadida  (siendo  la  mujer  la 
que  habla)  que  aunque  no  se  hallara  casada  con  él,  sin  duda 
se  casaría:  y  que  juzga  lo  mismo  de  él,  viendo  la  paz  en  que 
se  hallan:  por  lo  cual,  para  mayor  expresión  de  mi  amor  y 
afecto,  te  digo  desde  luego  que  asi  lo  quiero,  y  te  quiero  por 
mi  legitimo  marido  con  gtssto  y  complacencia*. 

Dieho  esto,  debe  esperar  lo  que  responde  el  ignorante;  y 
si  contesta  que  si  lo  haría,  y  que  desde  luego  él  tambiénr  la 
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quiere  por  mujer;  y  más  si  añadiese,  aunque  por  acaso  hubie- 
se sido  nulo  su  matrimonio,  ya  queda  éste  revalidado;  pero 
no  quedaría,  si  sólo  respondiese:  que  sí  la  aunaba  de  corazdtiy 
y  que  está  tan  contento  con  su  matrimonio,  que  aunque  no  se 
hvbiera  casadoj  se  casaría,  y  la  querría  por  mujer:  porque 
esto  no  es  consentimiento  absoluto  de  presente,  ni  nuevo, 
sino  sólo  de  futuro,  ó  una  expresión  de  su  amor.  El  tercer 
medio  és  el  mejor  y  el  máí  seguro,  y  consiste  en  que  el  sa- 
bedor del  impedimento  diga  resueltamente  y  con  claridad 
(aunque  siempre  caute  et  oportune,  y  sin  descubrir  su  delito)  ai 
consorte  ignorante:  Que  cuando  se  casó  dio  un  consentimiento 
nulo  (pues  en  realidad  nulo  fué),  y  que  así,  por  orden  de  su 
confesor,  y  para  la  quietud  de  su  conciencia,  y  evitar  escánda- 
los, le  parece  preciso  el  que  a^nbos  renueven  su  consentimiento 
á  solas,  queriéndose  por  esposos:  lo  cual  él  {ó  ella),  desde  luego 
lo  Tiace,  y  la  quiere  por  su  legitima  mujer.  Conviniendo  en 
ello  la  otra  parte,  y  usando  sustancialmente  de  las  mismas 
palabras,  queda  también  revalidado  el  matrimonio  sin  otra 
diligencia.  Es  el  cuarto  medio,  que  el  cónyuge  sabedor  del 
impedimento,  dispensado  ya  deéi,  accedatad  conjugem  ins- 
ciam  nullitatis,  petendo  debitum  conjúgale;  et  ponendo  ex  parte 
sua  novum  consensum  de  praesenti  (como  si  entonces  se  casase) 
hoibeat  cum  ea  copulam  affectu  maritáli  {vel  uxoris,  si  es  la 
mujer).  Y  como  este  afecto  maridable  se  supone  igual  en  la 
otra  parte,  o  cónyuge  ignorante,  pagando  el  débito  (pues 
juzga  ser  su  marido)  podrá  pasar  por  renovación  del  con- 
sentimiento mutuo  nuevo,  que  se  necesita  para  revalidar  el 
tal  matrimonio,  por  ser  el  caso  tan  urgente  como  difícil,  en 
que  no  parece  discurrirle  otra  intención  de  la  Iglesia,  ni 
Penitenciaría,  como  tan  piadosa.  Así  discurre  el  P.  Sánchez 
y  otros  que  cita,,  á  quien  comúnmente  siguen  muchos  mo- 
dernos. El  quinto  medio^  es  el  que  trae  Reinfestuel,  cuyo  te- 
nor sustancial,  es  como  sigue:  que  el  cónyuge  sabedor  de  la 
nulidad  se  valga  de  su  confesor,  ó  de  otro  sujeto  idóneo 
y  prudente,  quien  en  presencia  de  las  partes,  visitándolos 
con  algún  pretexto  de  urbanidad,  ú  otro  motivo,  introduzca 
con  maña  y  disimulo  conversación  acerca  de  la  excelencia 
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del  sacramento  del  matrimonio  y  diga  (como  quien  habla 
con  celo  y  lástima  de  Tos  desórdenes  que  puede  haber  entre 
los  casados)':  qtie  muchos  matrimonios  s^uelen  ser  nulos,  igno- 
rándolo los  mismos  cónyuges;  pues  suele  suceder  el  casarse  con 
algún  impeditnento  oculto,  que  ellos  ignoran:  y  otros  no  tienen 
la  debida  intenc¿&n,ni  ponen  el  consentimiento  como  deben,  lo 
que,  aunque  se  ignore,  hace  el  matrimonio  nulo.  Que  los  qt^e  se 
casan  así,  aunque  no  pequen  por  su  ignorancia  y  buena  fe,  no 
reciben  el  sacramento:  y  de  consiguiente,  se  ven  privados  de 
muchos  auxilios  y  gracias  sacramentales,  que  Dios  distribuye, 
cuando  reciben  el  sacramento  válido,  sin  los  cuales,  en  los  «ito- 
trimonios  nulos,  suele  haber  muchas  desgracias  y  trak>ajos,  ó 
privarlos  Dios  de  muchos  beneficios  y  bendiciones,  que  tes  echa- 
ría  si  hubieran  recibido  válidamente  su  matrimonio:  sin  saber 
los  casados  de  dónde  proviene,  por  estar  en  buena  fe, 

For  lo  cuál  (puede  proseguir)  es  sano  consejo,  que  renova- 
sen alguna  ó  algunas  veces  en  el  año  sus  consentimientos  (así 
como  suelen  los  religiosos  renovar  sus  votos)  por  ser  cosa  sin 
duda  agradable  á  Dios;  diciendo,  como  si  antes  no  hubieran 
contraído,  cada  uno:  Si  mi  matrimonio  fué  nulo  por  cualquie- 
ra caicsa  que  sea,  yo  de  nuevo  lo  contraigo  contigo,  y  te  quiero 
por  mi  legítima  esposa  {ó  esposo  respectivamente.)  Hecho  esto, 
el  cónyuge  sabedor  de  la  nulidad  puede  aconsejar  al  igiio- 
rante  el  que  pongan  en  ejecución  el  consejo,  renovando  su 
matrimonio  de  presente,  sid)  conditione  nullitatis,  como  si 
nunca  lo  hubieran  contraído. 

A  pesar  de  todo  esto  es,  sin  duda,  lo  más  acertado  el 
consultar  al  Obispo,  para  que  éste  sugiera  el  medio  más 
á  propósito,  ó  bien  otorgue  la  dispensa  in  radice,  si  se  halla 
facultado  para  ello. 

En  cuanto  á  esta  dispensa,  he  aquí  cómo  la  define  Bene- 
dicto XIV:  Abrogatio  in  casu  particulari  facia  legis  impedí- 
mentum  inducentis,  et  conjuncta  cum  irritatione  omnium 
effectuum,  qui  jam  antea  ex  eadem  lege  secuti  fuerant 

Así,  pues,  los  que  obtienen  la  dispensa  in  radice  son 
considerados  cual  si  hubiesen  sido  hábiles  en  un  principio, 
y  hubiesen  consentido  válida  y  legítimamente. 
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Benedicto  XIV  exige,  empero,  en  el  Breve  Etsi  matrimo^ 
nialis,  para  la  citada  dispensa,  que  concurran  las  siguientes 
condiciones:  1/  La  buena  fe  de  una  de  las  partes  al  tiempo 
de  la  celebración  del  matrimonio;  pues  que  se  dispensa  la 
renovación  del  consentimiento,  en  cuanto  se  supone  que  los 
<56nyuges  tuvieron  al  principio  verdadera  voluntad  de  con- 
traer, lo  cual  no  puede  tener  lugar  respecto  del  que  sabía 
que  celebraba  un  matrimonio  inválido.  Si  el  uno,  pues,  pro- 
-oedía  de  buena  fe  j  el  otro  de  mala,  seria  menester  que  éste 
prestase  nuevo  consentimiento.  2.^  Que  el  impedimento  sea 
sólo  de  derecho  eclesiástico.  3.*  Que  haya  constancia  de  que 
persevera  aún  el  consentimiento  dado  al  principio.  4.*  Que 
concurra  para  la  dispensa  una  grave  y  urgente  causa. 

Las  causas  principales  son:  1.^  Cuando  ambas  partes  son 
sabedoras  del  impedimento,  pero  xma  de  ellas  se  niega  de- 
cididamente á  renovar  el  consentimiento,  aunque  consiente 
expresamente  en  continuar  la  vida  maridable.  2.^  Cuando 
sólo  un9  tiene  noticia  del  impedimento,  y  éste  no  puede  re- 
velarse á  la  otra  sin  graves  inconvenientes,  como  sucede 
en  el  impedimento  de  afinidad  por  cópula  ilícita.  3.*^  Cuando 
hay  un  motivo  poderoso  para  no  descubrir  á  los  cónyuges  la 
nulidad  del  matrimonio,  v.  gr.,  si  fué  inválida  la  dispensa 
concedida  por  el  Obispo. 

Inútil  creemos  advertir,  que  semejantes  dispensas  corres- 
ponden por  autoridad  propia  al  Jefe  supremo  de  xa  Iglesia. 


CAPÍTULO  XVII 


I.  Forma  de  la  celebración  del  matrimonio  en  los  tiempos  antiguos  j 
en  la  Edad  ^|edia:  causa  del  desuso  de  las  solemnidades. — 11.  For- 
malidades que  se  deb^n  usar  en  la  actual  disciplina  en  cuanto  al 
tiempo,  lugar,  persona  de  los  contrayentes  y  Párroco.— III.  Vela- 
ciones: sus  efectos:  si  es  obligatoria  la  misa  de  bendición  nupcial, 
y  si  puede  bendecirse  el  matrimonio  después  de  haber  cohabitado 
•  los  esposos:  declaraciones  de  las  Sagradas  Congregaciones  acerca 
de  esta  materia:  panon  XI,  Sés.  XXIV  del  Tridentino  sobre  las 
bendiciones  y  ceremonias  del  matrimonio. — IV.  Efectos  de  este 
santo  vínculo  con  relación  á  los  cónyuges:  los  particulares  que  se 
,  refieren  á  cada  uno  de  los  esposos,  y  á  los  hijos,  marcando  los  de- 
rechos y  obligaciones  peculiares  á  cada  uno  de  ellos. — V.  Legitima- 
ción de  los  hijos  por  subsiguiente  matrimonio:  su  conveniencia 
contra  los  que  la  impugnan  como  un  mal  grave:  si  deben  conside* 
rarse  legítimos  los  hijos  de  matrimonio  putativo,  aun  después  de 
la  contestación. de  la  demanda,  que  interrumpe  la  baena  fe  legal. 


Desde  los  primeros  siglos  observaron  los  cristianos  cier- 
tas ceremonias  para  celebrar  sus  matrimonios,  y  muy  espe- 
cialmente la  bendición  sacerdotal:  así  lo  afirma  Tertuliano 
en  su  lih,  II  ad  uxor.,  cap.  IX.  También  lo  enseñan  los 
Santos  Padres,  y  en  particular  San  Ambrosio  y  San  Crisós- 
tomo.  En  efecto,  desde  un  principio  obligó  la  Iglesia  á  los 
fieles  á  que  diesen  parte  de  sus  matrimonios  al  Obispo,  y  si 
éste  no  les  encontraba  inconveniente  mandaba  bendecirlos, 
corriendo  desde  entonces  como  puros  y  legítimos. 

No  es  cierto,  por  tanto,  que  los  primeros  cristianos  cele- 
brasen sus  matrimonios  con  arreglo  á  las  leyes  romanas,  es 
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decír^por  confarreación,  coención  y  uso.  Se  equivoca  Golma- 
f  o  al  sostener  semejante  doctrina.  Bien  es  verdad,  que  como 
la  esencia  del  matrimonio  era  el  consentimiento,  no  faltaron 
más  tarde  algunos  cristianos  que  omitiesen  la  bendición  nup- 
cial, y  esto  fué  causa  de  que  se  exigiera  este  requisito  aun  por 
la  misma  ley  civil;  por  esto  vemos  que  establecieron  este  de- 
recho Garlo-Magno  en  Occidente,  y  León  el  Filósofo  en 
Oriente.  ¿Y  qué  extraño  es  que  así  sucediese  entre  cristia- 
nos, cuando  sabemos  que  á  principios  del  Imperio  ya  esta- 
ba en  desuso  el  matrimonio  por  confarreación,  y  en  la  épo- 
ca de  los  jurisconsultos  apenas  se  usaban  la  coención  y 
el  uso? 

Es  más,  según  la  Novela  22  de  Justiniano,  sólo  era  nece- 
sario el  consentimiento,  pues  ni  había  ya  necesidad  de  los 
instrumentos  dótales,  ni  tampoco  de  las  tablas  nupciales: 
únicamente  se  exceptuaban  de  esta  regla,  por  la  Nov.  117^ 
las  grandes  dignidades,  para  cuyos 'matrimonios  se  exigían 
aun  los  instrumentos  dótales. 

Todavía,  empero,  existen  autores,  como  Ortolán,  que  en- 
tiendan que  el  matrimonio  entre  los  romanos  era  del  núme- 
ro de  los  contratos  reales,  y  que  semejante  á  todos  estos  con- 
tratos, no  existía  sino  por  la  tradición.  Es  cierto,  añade, 
que  algunas  veces  se  redactaba  un  acta,  sea  para  arreglar 
las  convenciones  relativas  á  los  bienes,  histrumenta  dotcdia^ 
sea  para  hacer  constar  el  matrimonio,  nuptiáles  fábulae,  ins- 
trumenta ad  prohationem  matrimonii;  pero  estas  actas  no 
eran  sino  medios  de  prueba,  porque  ellas  no  hacían  el  ma- 
trimonio. 

Sea  lo  que  quiera  respecto  á  la  legislación  civil  de  aquel 
pueblo,  ello  es  indudable  que  los  cristianos  celebraban  sus 
matrimonios  por  el  consentimiento  y  la  bendición  sacer- 
dotal. 

El  mismo  Golmayo  reconoce  que,  manifestado  el  con- 
sentimiento, se  seguían  después  ciertos  ritos  religiosos  y 
profanos;  eran  los  primeros,  dice,  la  bendición  del  Sacerdo- 
te en  la  Iglesia;  eran  los  segundos  el  cubrir  con  un  velo  á  la 
mujer  cuando  se  presentaba  al  esposo,  el  adornarlos  á  am- 
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bos  con  guirnaldas  y  coronas,  y  el  llevar  la  esposa  á  casa 
del  esposo  con  cierta  solemnidad,  á  la  cual  se  seguían  des- 
pués generalmente  fiestas  y  convites;  pero  entiende  con 
error,  que  esto  no  tuvo  lugar  hasta  los  tiempos  de  Judtinia- 
no,  y  luego  de  haber  caído  en  desuso  los  tres  métodos  anti- 
guos áe  confarreación,  coención  juso, 

Pero  llega  la  Edad  Media,  y  la  celebración  de  los  matri- 
monios quedó  enteramente  abandonada  á  la  voluntad  de  los 
contrayentes,  porque  en  ellos  ni  intervenía  la  autoridad  se- 
cular, ni  la  autoridad  eclesiástica.  Contribuyó,  sin  duda,  á 
esto,  la  confusión  de  los  tiempos,  el  restablecimiento  del 
estudio  del  derecho  romano,  según  el  cual  ,el  matrimonio 
se  constituía  por  el  consentimiento,  la  infeudación  y  las 
continuas  guerras. 

No  faltan,  sin  embargo,  algunos  autores  que,  fundándose 
en  una  Decretal  del  Papa  Nicolás  I  á  los  búlgaros,  sostengan 
que  en  todos  los  tiempos  se  exigió  la  bendición  sacerdotal 
para  el  matrimonio  de  los  cristianos.  Nosotros  entendemos, 
que  si  bien  se  usó  en  los  primeros  siglos,  no  se  siguió  esta 
práctica  en  los  tiempos  medios,  y  que  la  Decretal  que  se  cita 
del  Pontífice  Nicolás  no  enseña  nada  en  contrario,  puesto 
que  al  exigir  este  Papa  la  bendición  sacerdotal  no  se  refería 
á  la  validez  del  matrimonio,  sino,  á  si  los  que  la  omitían  pe- 
caban ó  no:  más  claro,  dijo:  «qué  era  ilícito  el  contraer  ma- 
trimonio sin  que  interviniera  la  bendición  sacerdotal»,  pero 
no  añadió  que  fuese  nulo  ó  inválido. 

II 

Las  solemnidades  del  matrimonio,  conforme  á  la  vigente 
disciplina,  hacen  relación  al  lugar  donde  se  celebra,  perso- 
nas que  lo  contraen,  tiempo.  Párroco,  testigos  y  acto  ritual. 

En  cuanto  al  lugar,  puede  celebrarse  en  cualquiera  casa, 
que  por  lo  general  suele  ser  la  de  la  contrayente;  pero  debe 
hacerse  en  la  Iglesia. 

Respecto  al  tiempo,  muchos  han  creído  que  estando  ce- 
rradas las  velaciones,  es  decir,  durante  el  tempus  ctaussum^ 
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no  puede  celebrarse  el  matrimonio  ante  el  Párroco  y  testi- 
gos, y  tal  es  la  costumbre  de  la  Iglesia  galicana,  donde  no  se 
permite  hacerlo,  en  dichos  tiempos,  sin  expresa  licencia  del 
Obispo.  Pero  no  sucede  así  entre  los  católicos,  según  termi- 
nante prescripción  del  Ritual  Romano:  lo  único  que  se  omi- 
te en  los  tiempos  prohibidos  es  la  solemne  bendición  nupcial. 

En  cuanto  á  los  contrayentes,  además  de  las  condiciones 
de  capacidad  y  libertad,  de  que  ya  nos  hemos  ocupado,  de- 
ben sujetarse  á  la  práctica  de  ciertas  ceremonias;  es  una  de 
ellas,  el  exploro  que  debe  hacer  el  Párroco  para  ver  si  exis- 
te libre  consentimiento;  es  otra,  el  examen  de  doctrina  cris- 
tiana, como  también  el  que  confiesen  y  comulguen  antes  de 
la  celebración  del  matrimonio,  y  si  no  pudiesen  comulgar, 
que  confiesen  al  menos,  cuidando  de  no  unirse  carnalmente 
hasta  que  reciban  la  Sagrada  Eucaristía. 

Respecto  al  Párroco  y  testigos  sólo  debemos  recordar  la 
prescripción  Tridentina,  que  prohibe  se  celebren  matrimo- 
nios clandestinos.  En  el  cap.  I,  de  Eeform,  matrim.,  Se- 
sión XXIV,  se  dice  cuanto  es  necesario  saber  con  relación  á 
este  punto.  Por  otra  parte,  ya  nos  hemos  ocupado  de  él  al 
tratar  de  la  materia,  forma  y  ministro  del  Sacramento  del 
matrimonio.   ' 

Conviene,  sin  embargo,  advertir  que  el  Párroco  ha  de 
ser  el  actual,  y  ha  de  ver  y  oir. 

Si  algún  Obispo  prohibiese  á  un  Párroco  casar  á  ciertas 
personas  de  su  feligresía,  y  no  obstante  esta  prohibición  se 
atreviese  á  ello,  el  matrimonio  sería  indudablemente  válido. 

Los  ritos  son  ciertas  reglas  ó  ceremonias  establecidas  por 
la  Iglesia,  y  también  concurren  en  la  celebración  de  los  ma- 
trimonios. 

ni 

Llámase  velación  la  bendición  solemne  qiie  confiere  el  Pá- 
rroco en  la  misa  nupcial.  Esta  bendición,  que  se  da  después 
de  la  oración  Libera  nos\  es  antiquísima  en  la  Iglesia. 

Las  velaciones  son  de  precepto  respecto  de  las  primeras 
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al  día  inmediato  siguiente,  ó  á  otro  más  remoto,  cuando  los 
cónyuges,  antes  de  recibir  la  bendición  en  el  templo,  habi- 
ten en  una  misma  casa. 

Luego  declaró  la  misma  Sagrada  Congregación,  á  com- 
sulta  del  Vicario  Capitular  Goelsonensis  (27  de  Septiembre  de 
1879),  que  puede  tolerarse  la  costumbre  de  celebrar  la  mi- 
sa nupcial  después  del  día  de  las  bodas  cuando  concurre  al- 
guna causa  racional,  y  á  la  vez  no  cohabiten  los  cónyuges 
^n  el  tiempo  intermedio. 

En  81  de  Agosto  delSSl  declaró  también  la  Sagrada  Con- 
gregación de  la  Inquisición  que  la  bendición  nupcial  puede 
darse  en  el  matrimonio  de  los  católicos  en  cualquier  tiem- 
po que  ellos  la  pidan,  si  por  cualquier  causa  no  la  obtuvie- 
ron oportunamente:  igualmente  dijo,  que  la  viuda  podía  re- 
<3ibirla,  si  no  se  le  había  conferido  en  otras  nupcias;  y  por 
último,  que  esta  bendición  pertenece  al  rito  y  solemnidad 
del  matrimonio,  pero  no  á  su  sustancia  y  validez. 

En  cuanto  al  sacerdote  que  debe  dar  la  bendición  nup- 
cial, ordena  el  Tridentino  que  sea  el  propio  Párroco,  y  que 
sólo  éste  ó  el  Ordinario  puedan  conceder  á  otro  Sacerdote 
licencia  para  darla;  sin  que  obste  privilegio  alguno,  ó  cos- 
tumbre, aunque  sea  inmemorial,  que  con  más  razón  debe  lla- 
marse corruptela.  Y  si  el  Párroco,  añade,  ú  otro  Sacerdote, 
ja  sea  regular,  ya  secular,  se  atreviere  á  unir  en  matrimo- 
nio, ó  dar  las  bendiciones  á  desposados  de  otra  parroquia 
sin  licencia  del  Párroco  de  los  consortes,  quede  suspenso 
ipso  jure,  aunque  alegue  que  tiene  licencia  para  ello  por 
privilegio  ó  costumbre  inmemorial,  hasta  que  sea  absuelto 
por  el  Ordinario  del  Párroco  que  debía  asistir  al  matrimo- 
nio, ó  por  la  persona  de  quien  se  debía  recibir  la  bendición. 
No  queremos  concluir  este  párrafo,  sin  reproducir  el  ca- 
non XI,  Sesión  XXIV  del  Santo  Concilio  de  Trento,  cuyo 
tenor  es  como  sigue:  Si  quis  dixerit,  prohibitionem  solemni-' 
-toéis  nuptiarum  certis  anni  temporíbus  superstitionem  esse  ty- 
rannicam,  ab  eíhnicorum  süperstitione  profectam:  atU  benedio- 
¿iones  et  alias  caeremonias,  quibus  Ecclesia  in  illis  utitur, 
damnaverit)  anathem%  siU 
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«Si  alguno  dijere,  que  la  prohibición  de  celebrar  nupcias 
fiolemnes  en  ciertos  tiempos  del  año  es  una  superstición  tirá- 
nica, dimanada  de  la  superstición  de  los  gentiles;  ó  conde- 
nase las  bendiciones,  y  otras  ccFemonias  que]  usa  la  Iglesia 
en  los  matrimonios;  sea  excomulgado.» 

Respecto  á  los  efectos  civiles  que  producen  las  velacio- 
nes, he  aquí  lo  dispuesto  en  la  ley  8.^,  tít.  V,  lib.  X  de  la 
Nov.  Recop.  (leyes  47  y  48  de  Toro):  «El  hijo  ó  hija  casado  y 

>  velado,  sea  habido  por  emancipado  en  todas  las  cosas  para 
»  siempre:  y  haya  para  sí  el  usufructo  de  todos  sus  bienes 

>  adventicios,  puesto  que  sea  vivo  su  padre;  el  cual  sea  obli- 

>  gado  á  se  lo  restituir,  sin  le  quedar  parte  alguna  del  usu- 
»  fructo  de  ellos». 

En  una  palabra,  que  para  emanciparse  el  hijo  por  razón 
de  matrimonio,  debe  casarse  y  velarse. 

Pero  hoy,  según  el  art.  314,  núm.  1.®  del  Código  civil^ 
basta  sólo  el  matrimonio  del  menor. 

IV 

Formada  la  comunidad  conyugal,  dice  Walter,  por  el 
amor  y  la  fidelidad,  produce  los  siguientes  efectos:  1.^  La 
obligación  de  vivir  en  sociedad  participando  en  común  de  la 
dicha  y  la  desgracia,  y  la  de  asistirse  mutuamente  en  todas 
las  situaciones  de  la  vida.  2.^  La  de  guardar  fidelidad  con- 
yugal. 3.^  Quiere  la  naturaleza  de  las  cosas  que  sea  de  cuen- 
ta del  marido  el  sostener  y  gobernar  la  casa,  y  que  la  mujer 
le  respete  y  obedezca  como  á  su  jefe.  Este,  por  su  parte,  debe 
tratar  con  dulzura  y  amor  á  su  mujer,  y  protegerla  como  lo 
exige  su  debilidad.  4.^  El  derecho  canónico  recomienda  en 
las  relaciones  íntimas  conyugales  el  espíritu  de  castidad  que 
impide  á  los  esposos  el  abandonarse  por  entero  á  la  sensua- 
lidad. 5.^  El  de  asegurar  á  los  hijos  una  paternidad  cierta, 
y  lo  que  en  esta  materia  falta  para  completar  la  entera  cer- 
tidumbre, lo  suple  el  derecho  positivo  con  la  presunción 
natural  en  el  matrimonio,  de  que  todos  los  hijos  concebidos 
mientras  dura,  tienen  por  padre  al  marido.  6.°  Por  favor 
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particular  al  matrimoniOy  tiene  reconocida  la  Iglesia  la  le- 
gitimación de  los  hijos  portel  subsiguiente  de  sus  padres.  7.^ 
El  matrimonio  nulo,  celebrado  de  buena  fe  y  con  ignoran- 
cia de  la  nulidad,  produce  los  efectos  de  uno  legal  para  to- 
dos los  interesados,  si  ambos  consortes  procedieron  de  bue- 
na fe,  6  para  el  que  únicamente  la  tenía  y  para  los  hijos,  si 
sólo  mediaba  esta  circunstancia  por  la  una  parte. 

Las  leyes  civiles  fijan  también  todos  los  efectos  del  ma- 
trimonio con  relación  á  los  bienes  temporales. 

Hasta  aquí  el  enunciado  canonista^  pero  conviene  fijar 
ordenadamente  los  efectos  de  este  santo  vínculo,  ya  con 
relación  á  los  cónyuges  en  general,  ya  los  particulares  de 
cada  uno  de  ellos,  ya,  en  fin,  los  de  los  hijos:  marcando  al 
propio  tiempo  sus  derechos  y  obligaciones. 

Los  efectos  del  matrimonio  nacen,  bien  de  la  naturaleza 
de  él,  bien  de  la  ley  civil. 

Son  comunes  á  los  cónyuges:  primero,  la  perpetuidad 
del  vínculo;  segundo,  el  derecho  ínutuo  á  los  cuerpos;  ter- 
cero, obligación  de  fidelidad;  cuarto,  la  gracia  del  Sacra- 
mento. 

Son  peculiares  del  padre:  primero,  la  potestad  marital;  ' 
segundo,  la  patria  potestad. 

Son  particulares  de  la  madre:  primero,  la  participación 
de  los  honores  del  marido;  segundo,  derecho  de  ser  alimen- 
tada; tercero,  la  patria  potestad  en  defecto  del  padre. 

Los  efectos  del  matrimonio  para  con  los  hijos,  son:  pri- 
mero, su  legitimidad,  pues  los  hijos  nacen  legítimos  cuando 
proceden  de  matrimonio  legitimo  ó  putativo;  segundo,  de- 
recho de  alimentos,  y  de  educación  honesta  y  cristiana,  se- 
gún la  fortuna  de  sus  padres;  tercero,  el  estar  sujetos  á  la 
patria  potestad. 

Estos  son,  en  resumen,  los  efectos  del  matrimonio,  tanto 
respecto  de  los  padres  como  respecto  de  los  hijos.  Los  de- 
más derechos  qué  marcan  las  leyes  civiles  son  consecuencia 
legítima  de  la  patria  potestad.  Hay  algunos,  sin  embargo, 
que  nacen  de  la  paternidad  propiamente  dicha,  como  el  de 
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tributar  á  los  padres  respeto  y  reverencia,  aun  cuando  los 
hijos  estén  emancipados. 


Los  hijos  se  hacen  legítimos,  ya  por  el  subsiguiente  ma- 
trimonio de  sus  padres,  ya  por  dispensa.  El  primer  modo  se 
llama  legitimación  de  derecho,  el  segundo  de  gracia.  Esta 
legitimación,  por  dispensa,  puede  hacerse  por  el  Romano 
Pontífice  para  los  efectos  eclesiásticos,  y  poi*  el  Príncipe 
para  los  efectos  temporales. 

Hay  que  notar,  empero,  que,  según  una  Decretal  de  Ino- 
cencio III,  en  ciertos  casos  arduos,  pueden  los  Papas  legiti- 
mar los  hijos  habidos  fuera  del  matrimonio,  aun  para  los 
efectos  temporales. 

Varios  autores  sostienen  que  la  legitimación  por  subsi- 
guiente matrimonio  fomenta  el  concubinato,  pero  esta  opi- 
nión está  destituida  de  todo  fundamento.  Precisamente  su- 
cede lo  contrario,  porque  los  que  así  viven,  se  unen  muchas 
veces  en  matrimonio,  siquiera  sea  por  consideración  á  sus 
hijos. 

Por  otra  parte,  las  leyes  que  autorizan  este  medio  de  le- 
gitimar la  prole  son  altamente  morales,  porque  dejan  abierta 
la  puerta  al  arrepentimiento,  base  fecunda  de  grandes  ac- 
ciones, como  muy  oportunamente  dice  Golmayo;  además, 
es  indudable  que  esas  leyes  están  fundadas  en  el  espíritu 
dulce  y  consolador  del  cristianismo,  y  sólo  pueden  censurar- 
se por  almas  vulgares  y  comunes.  De  aquí  que  las  acepten 
todas  las  naciones  cultas,  excepción  hecha  de  la  escéptica 
Inglaterra;  y  cuando  la  humanidad  en  todos  los  siglos  y  en 
todos  los  tiempos  proclama  unos  mismos  principios,  es  in- 
negable que  está  en  posesión  de  la  verdad. 

Ahora  bien,  y  por  lo  que  hace  relación  á  España,  debe- 
mos advertir  que  sólo  los  hijos  naturales  son  susceptibles  de 
legitimación  por  subsiguiente  matrimonio:  así  lo  dice  expre- 
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sámente  el  art.  1.*^  de  la  ley  de  14  de  Abril  de  1838,  en  con- 
sonancia con  la  ley  1.*,  tít.  XIII,  Part.  4.*. 

Tampoco  debe  olvidarse  que  únicamente  merecen  el 
nombre  de  hijos  naturales,  conforme  á  la  ley  11  de  Toro, 
que  es  la  1.^,  tít.  Y,  lib.  X  de  la  Nov,  JRecop.  «Quando  al 
tiempo  que  nascieren,  6  fueren  concebidos,  sus  padres  po- 
dían casar  con  sus  madres  jus^iamente  sin  dispensación;  con 
tanto  que  el  padre  lo  reconozca  por  su  hijo,  puesto  que  no 
haya  tenido  la  mujer,  de  quien  lo  hubo,  en  su  casa,  ni  sea 
una  sola » 

Esto,  no  obstante,  ha  venido  hoy  á  declararse  por  el  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  en  sus  sentencias  de  20  de  Junio 
y  12  de  Diciembre  de  1865,  que  los  hijos  incestuosos  pasan 
á  la  condición  de  legítimos  por  el  subsiguiente  matrimonio 
de  sus  padres,  contraído  previos  los  requisitos  prevenidos 
por  la  Iglesia.  Esta  declaración  se  funda  en  las  Reales  cé- 
dulas de  6  de  Julio  de  1803  y  11  de  Enero  de  1837. 

Ya  el  canonista  alemán  Walter  emitió  este  mismo  juicio 
en  su  Mantiud  de  Derecho  Eclesiástico;  pues  dijo,  que  pueden 
l^itimarse  por  subsiguiente  matrimonio  los  hijos  incestuo- 
sos,  porque  el  hecho  de  verificarse  después  el  matrimonio  prue- 
ha  por  si  mismo  que  también  pudo  suceder  antes  con  dispensa. 

Así  ha  venido  también  á  reconocerse  por  el  art.  119  del 
vigente  Código  civil,  porque  si  bien  sólo  pueden  ser  legiti- 
mados los  hijos  naturales,  entiende  que  éstos  son:  los  nacidos 
fuera  de  matrimonio,  de  padres  que  al  tiempo  de  la  concep- 
ción de  aquéllos  pudieron  casarse  sin  dispensa  ó  con  ella. 

Inútil  creemos  decir  que  la  legitimación  hace  á  los  hijos 
iguales  en  un  todo  á  los  legítimos. 

Para  concluir,  como  los  hijos  nacen  legítimos,  no  sólo 
del  matrimonio  válido,  sino  también  del  inválido  por  impe- 
dimento oculto,  con  tal  que  tengan  buena  fe  los  cónyuges  ó 
uno  de  ellos,  se  suscitó  la  cuestión  de  si  deben  considerarse 
tales  legítimos,  aun  después  de  la  contestación  de  la  deman- 
da, que  interrumpe  la  buena  fe  legal.  Mas  como  quiera  que 
esta  buena  fe  se  presimie  siempre  en  el  foro  extemo,  cuando 
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aa  ha  celebrado  el  matrimonio  in  facie  Eeeleaiae,  de  aquí 
que  si  los  cónyugeB  poraeveran  en  ella,  los  hijos  que  nazcan 
pendente  lite  se  han  de  tener  por  legftimoe.  Es  más,  la  mala 
fe  legal  que  se  induce  por  la  conteatación  del  liti3,  no  puede 
perjudicar  á  la  prole.  Tal  ea  la  opinión  del.  eminente  cano- 
nista Cardenal  Soglia. 


CAPÍTULO  xvm 


I.  Indisolubilidad  del  matrimonio:  testimonios  de  la  ley  divina  y  de  la 
tradición  constante:  definición  de  la  Iglesia  en  el  Concilio  de  Tren- 
to  (can.  Vil  de  la  Ses.  XXIV):  razones  deducidas  de  la  naturaleza 
del  matrimonio:  de  lo  que  importa  al  orden  religioso^  social  y  ciyiU 
IL  Motivos  por  los  que^  puede  disolverse  el  matrimonio  legítimo  y 
el  rato:  canon  VI  del  Tridentino,  Ses.  XXIV.— in.  Divorcio  y  sus 
clases:  del  repudio  entre  los  antiguos  pueblos  y  principalmente  el 
judío:  diferencia  entre  el  divorcio  y  el  repudio. — IV.  Causas  canó- 
nicas que  justifican  el  divorcio  qtioad  thorum  et  cohabitationem:  ca- 
non Vni,  Ses.  XXIV  del  Santo  Concilio  de  Trento:  si  pueden  loe 
cónyuges  separarse  auctoritcUe  privata  6  debe  decretarla  siempre 
el  juez  competente:  cuál  sea  éste:  si  su  sentencia  pasa  en  autoridad 
de  cosa  juzgada. 


La  indisolubilidad  del  matrimonio  es  un  dogma  católico 
fondado  en  clarísimos  testimonios  de  la  Escritura. 

Todos  los  cristianos  convienen  en  que  el  matrimonio  co- 
mo contrato  natural,  no  es  rescindidle  por  la  mera  voluntad 
de  los  contrayentes.  Y  esta  misma  doctrina  se  ha  consignado 
en  la  ley  de  matrimonio  civil.  De  mo(lo,  que  aun  aquellos 
que  pretenden  que  el  contrato  puede  separarse  del  sacra- 
mento, y  legislan  en  materia  de  suyo  sagrada  y  divina,  no 
pueden  menos  de  confesar  que  el  matrimonio  es  por  su  natu-- 
raleza  perpeltto  é  indisolvAle  (art.  1.^).' 

Aun  el  vigente  Código  civil,  en  su  art.  52,  dice:  «que  el 
matrimonio  sólo  se  disuelve  por  la  muerte  de  uno  de  los 
cónyuges». 


ji^ 
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Así  es  la  Verdad,  y  esta  indisolubilidad  se  prueba  oon 
testimonios  de  la  ley  divina  y  de  la  tradición  constante. 

Refiere  San  Mateo  (Cap.  XIX,  v.  3.^  y  siguientes),  que  los 
fariseos  se  acercaron  á  Jesús  y  le  preguntaron:  «¿Es  lícito 
á  un  hombre  repudiar  á  su  mujer  por  cualquiera  causa?»  A 
cuya  pregunta  les  coiitestó  Aquél:  «¿No  habéis  leído  que  el 
que  hizo  al  hombre  desde  el  principio,  varón  y  hembra  los 
hizo,  y  dijo:  Por  lo  cual  dejará  el  hombre  padre  y  madre,  y  se 
ayimtará  á  su  mujer,  y  serán  dos  en  una  carne?  Así  que  ya 
no  son  dos,  sino  ima  carne.  Por  tanto,  lo  que  Dios  juntó^  el 
hombre  no  lo  separéis. 

Jesucristo,  pues,  restituyó  el  matrimonio  á  su  primer 
estado,  considerando  como  adúlteros  al  varón  ó  mujer  que, 
estando  casados,  contraen  con  otra  persona,  la  cual  es  de- 
clarada tBmbién  adúltera  por  este  solo  hecho. 

Es  cierto  que  también  se  lee  en  San  Mateo:  quicumque  di- 
misseritj  tixorem  stiam  nisi  ob  fornicationem  et  aliam  duxeritj 
maechatur,  et  qui  dimissam  düxerit,  maechatur. 

Pero  esta  excepción  no  se  refiere  á  la  disolución  del  ma- 
trimonio en  cuanto  al  vínculo,  sino  á  la  separación  ó  divor- 
cio: así  lo  afirma  la  tradición  constante,  y  la  opinión  casi 
unánime  de  los  Santos  Padres,  y  de  todos  los  teólogos. 

Esto  mismo  se  haUa  consignado  en  textos  del  Evangelio, 
que  no  dejan  duda  alguna;  como  también  en  las  cartas  del 
Apóstol  San  Pablo  á  los  Corintios  y  á  los  Romanos.  He  aquí 
cómo  se  explica  San  Marcos  (capítulo  X,  v.  11  y  12):  €Qui^ 
cumque  dimisserit  tixorem  suam,  et  aliam  duxerit,  adulterium 
commitit  super  eam.  Et  si  uxor  dimisserit  virum  suum^  et  aíii 
nupserit  maech€Uur*. 

Y  San  Lucas  dice  (cap.  XVI,  v.  18):  ^Omnis  qui  dimitUt 
uxorem  suam,  et  alteram  ducit,  maechatur:  et  qui  dimissan  á 
viro  ducitf  maechatur*. 

El  Apóstol  San  Pablo  en  sus  ya  citadas  Epístolas,  se  ex- 
presa en  los  mismos  términos:  ^lis  autem,  qui  matrimonio 
juncti  suntf  praecipio  non  ego,  sed  Dominus,  uxorem  á  viro 
non  discedere:  quod  si  discesserit,  manere  innuptam:  cMt  viro 
suo  reconciliari.  Et  vir  uxorem  non  dimittat.  Mulier  alligcia 
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est  legi  quanto  tempore  vir  ejus  vivit,  Quod  si  dormierit  vir 
ejus,  liberata  est:  cui  vul  nubat:  tantum  in  Domino  (1). 

Esto  es,  «mas  á  aquéllos  que  están  unidos  en  matrimo- 
nio, mando,  no^  yo,  sino  el  Scfñor,  que  la  mujer  no  se  se- 
pare del  marido;  y  si  se  separase,  que  se  quede  sin  casar,  6 
que  haga  paz  eon  su  marido.  Y  el  marido  tampoco  deje  á  su 
mujer » 

Los  Concilios  y  los  Padres  de  la  Iglesia  se  explican  en  el 
propio  sentido.  En  efecto,  el  Concilio  de  Elvira,  entre  otros, 
varios  españoles^  mandó  en  su  can.  IX  que  «á  la  mujer  fiel 
que  dejare  por  adultero  á  su  marido  también  fiel  y  quisiere 
tomar  otro,  se  la  debe  prohibir  que  lo  realice:  si  ya  se  ha 
casado,  no  reciba  la  comunión  mientras  viva  el  primero,  á 
no  ser  que  se  vea  en  el  artículo  de  la  muerte.»  En  cuanto  á 
los  Santos  Padres,  he  aquí  cómo  se  expresa  San  Jerónimo: 
«unas  son  las  leyes  de  los  Césares,  otras  las  de  Jesucristo; 
una  cosa  estableció  Papiniano,  otra  nuestro  Pablo.»  San 
Juan  CrÍ3Óstom9  dice:  «no  me  leas  esas  leyes  que  han  dado 
otros,  que  por  ellas  no  te  ha  de  ju«gar  Dios,  sino  por  las 
mismas  que  él  estableció.»  Y  San  Ambrosio  enseña  «que  la 
mujer  no  se  separe  del  varón  sino  por  causa  de  fornicación: 
y  si  se  separase,  quédese  sin  casar  ó  se  reconcilie  con  el  va« 
ron:  el  marido  no  deje  tampoco  á  su  mujer». 

Como  este  Santo  Padre  no  dijo  más  acerca  del  varón,  los 
glosadores  entendieron  que  éste  podía  casarse,  si  su  mujer 
era  adúltera.  Y  en  este  error  incurre  también  el  doctor  Gol- 
mayo  al  consignar  en  la  nota  3.*^,  par.  73,  tomo  II  de  sus 
Instituciones  de  Derecho  canónico ,  que  algunos  Santos  Pa- 
dres sostenían  que  por  adulterio  se  disolvía  el '  vínculo  del 
matrimonio.  Pero  esta  afirmación  no  tiene  fundamento  al- 
guno, cuando  el  mismo  San  Ambrosio  dice  más  adelante: 
«¿crees  que  no  cometes  crimen  abandonando  á  tu  mujer 
porque  no  te  lo  prohibe  la  ley  humana?  Pues  oye  la  ley  di- 
vina, que  dice:  Lo  que  Dios  unióf  el  hombre  no  lo  separe*. 


(1)     Epís.  I,  ad  Corinth ,  cap.  VII,  v.  10,  11   y  89.  ítem.,  Epist  aS 
Bcm.y  cap.  Vil,  v.  2  y  3. 
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Es  visto,  por  tanto,  que  la  separación  á  que  se  refería 
no  era  respecto  al  vínculo,  sino  sólo  en  cuanto  á  la  cohabi- 
tación. 

Esta  misma  es  también  la  doctrina  de  los  Romanos  Pon- 
tífices, pudiendo  citar  entre  otros  á  Nicolás  I,  Inocencio  III 
y  León  X. 

Por  último,  el  Santo  Concilio  de  Trento  vino  á  confirmar 
cuanto  Uevaihos  dicho,  anatematizando  á  los  que  aseguran 
que  la  Iglesia  yerra  cuando  enseñó  y  enseña,  que  según  la 
doctrina  evangélica  y  apostólica  no  se  disuelve  el  vínculo 
del  matrimonio  por  adulterio.  He  aquí  el  canon  del  Triden- 
tino  (1):  «¿>¿  quis  dixerit^  Ecclesiam  errare,  cum  docuit^  etáo- 
cet,  juxta  Evangelicanif  et  Apostolicam  doctrinam,  propter 
adulteríwn  alteritcs  conjugum  Matrimonii  vinculum  non  posse 
dissolvi  (Matth.  19,  Lucae,  10,  1,  Cor.  7);  et  utrumqtie,  vel 
etiam  innocentem  qui  causam  adulterio  non  dedit,  non  posse,  al^ 
tero  conjuge  vívente,  aliud  Matrimonium  contrahere;  maecha- 
rique  eum,  qui,  dimissa  adultera,  aliam  duxerit,  et  eam  quae 
dimisso  adultero,  alii  nupserit;  anatliema  sit>, 

»Si  alguno  dijere  que  la  Iglesia  yerra  cuando  ha  enseña- 

>  do  y  enseña,  según  la  doctrina  del  Evangelio  y  de  los 
»  Apóstoles,  que  no  se  puede  disolver  el  vínculo  del  matri- 

>  monio  por  el  adulterio  de  uno  de  los  dos  consortes;  y  cuan- 
»  do  enseña  que  ninguno  de  los  dos,  ni  aun  el  inocente  que  no 
»  dio  motivo  al  adulterio,  puede  contraer  otro  matrimonio 

>  viviendo  el  otro  consorte;  y  que  cae  en  fornicación  el  que 
»  se  casare  con  otra  dejada  la  primera  por  adúltera,  ó  la 
»  que,  dejando  al  adúltero,  se  casare  con  otro;  sea  excomul- 
gado». 

Además  de  lo  expuesto,  puede  también  probarse  la  per- 
petuidad é  indisolubilidad  del  matrimonio  por  razones  de- 
ducidas de  su  misma  naturaleza,  y  por  lo  que  importa  al  or- 
den religioso,  social  y  civil.  Por  esto,  dicen  muy  bien  los 
señores  Lafuente  y  Gómez  Salazar,  «que  la  disolución  del 
matrimonio  en  cuanto  al  vínculo  se  opone  á  los  principios 


(1)    Can.  VII,  Ses.  XXIV. 
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secundarios  del  derecho  y  ley  natural,  toda  vez  que  la  natu- 
raleza de  esia  unión,  que  no  es  semejante  á  los  demás  con- 
ti*atos,. lleva  consigo  la  disolución  de  la  familia  en  perjuicio 
del  Estado,  de  la  mujer  y  de  los  hijos,  si  los  hay,  y  de  la 
moral.»  «Los  males  que  se  acaban  de  indicar  se  dejarían 
^ntir  siempre  que  hubiera  lugar  al  divorcio  propiamente 
dioho  en  un  solo  caso,  porque  de  este  modo  no  seria  difícil 
buscar  otros  casos  iguales  ó  semejantes,  dejando  viva  en  el 
corazón  una  pasión  violenta,  que  crece  y  se  desarrolla  con 
la  sola  esperanza  de  ser  posible  la  consecución  de  sus  vehe- 
mentes deseos,  según  lo  acredita  la  experiencia,  y  por  esta  ra- 
zón se  abolió  en  Francia  en  8  de  Mayo  de  1816  la  ley  de  1803, 
que  permitía  el  'divorcio  propiamente  dicho,  no  como  un 
bien  en  sí,  sino  como  un  remedio,  atendida  la  corrupción 
de  costumbres  de  aquel  país>. 

Hoy,  sin  embargo,  está  reconocido  el  divorcio,  en  virtud 
de  la  ley  de  1884,  si  bien  se  exige  para  decretarle  determi- 
nadas condiciones. 

Y  el  canonista  Golmayo,  hablando  del  propio  asunto,  se 
expresa  en  estos  términos:  «la  indisolubilidad  del  matrimo- 
nio está  fundada  en  altos  principios  de  moralidad  pública, 
en  el  interés  de  los  cónyuges,  principalment^de  la  mujer,  y 
en  el  interés  de  los  hijos». 

Así  es  la  verdad:  la  indisolubilidad  del  matrimonio  se 
funda  en  el  derecho  natural,  importando  no  poco  al  orden 
religioso,  social  y  civil.  Proclama  su  perpetuidad  la  natura- 
leza misma  de  esta  unión,  erunt  dtéo  in  carne  una,\  la  procla- 
ma también  el  mismo  orden  natural,  porque  si  fuera  diso- 
luble, se  alegaría  como  causa  para  una  nueva  unión,  la  pa- 
sión y  la  concupiscencia;  porque  de  disolverse  se  mataría  el 
estímulo  al  trabajo;  porque  se  opone  á  los  fines  civiles,  y, 
por  último,  por  el  abandono  incurable  en  que  estarían  las 
malas  costumbres  de  los  hijos. 

II 

Los  motivos  por  que  puede  disolverse  el  matrimonio  le- 
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gítimo  y  el  rato  son  los  siguientes:  la  conversión  á  la  fe  de 
uno  de  los  cónyuges  infieles,  la  profesión  solemne  en  reli- 
gión aprobada  y  la  dispensa  del  Sumo  Pontífice,  6  ^mejor 
dicho,  el  matrimonio  legítimo  se  disuelve  por  la  primera  de 
estas  causas,  y  el  rato  por  las  otras  dos. 

Se  disuelve  el  legítimo  en  cuanto  al  vínculo,  si  converti- 
do á  la  fe  católica  uno  de  los  cónyuges  infieles,  no  quiere 
el  otro  continuar  viviendo  pacíficamente  con  el  convertido, 
ó  al  menos  no  quiere  habitar  con  él,  sin  ofensa  de  la  religión 
y  contumelia  del  nombre  divino,  ó  sin  inducirle  á  algún 
grave  pecado. 

Esta  doctrina  se  halla  consignada  en  la  revelación,  lo 
mismo  que  en  la  tradición  y  práctica  constante  de  la  Iglesia. 
El  Apóstol  San  Pablo  dice  terminantemente  (1):  «que  si  al- 
gún cristiano  tiene  mujer  infiel  no  la  deje,  si  ella  consiente 
habitar  con  él.  Y  si  la  mujer  fiel,  tiene  marido  infiel  que 
consiente  habitar  con  ella,  no  deje  al  varón;  pues  el  marido 
infiel  es  santificado  por  la  mujer  fiel;  y  la  mujer  infiel  es 
santificada  por  el  marido  fiel;  de  otra  manera  vuestros  hi- 
jos serían  inmundos;  mas  ahora  son  santos.  Pero  si  el  infiel 
se  separa,  sepárese  la  parte  fiel,  porque  no  es  justo  que  el 
hermano  ó  hermana  se  hallen  sujetos  á  servidumbre».  Gra- 
ciano manifiesta  también,  con  arreglo  á  la  doctrina  del 
Apóstol,  que  si  el  infiel  se  separa  del  fiel  por  odio  á  la  fe 
cristiana,  éste  puede,  sin  incurrir  en  pecado,  unirse  en  ma- 
trimonio con  otra  persona;  pero  el  infiel  que  se  separa  de  la 
parte  fiel,  peca  contra  Dios  y  contra  el  matrimonio  (2). 

Inocencio  III,  apoyado  en  igual  fundamento,  dice  que  el 
vínculo  conyugal  no  se  disuelve  entre  los  fieles,  aunque  uno 
de  ellos  haya  incurrido  en  herejía;  pero  sí  en  el  caso  de  que 
uno  de  los  cónyuges  infieles  se  convierta  á  la  fe  y  no  quiera 
la  otra  parte  cohabitar  con  él  sin  injuria  del  Criador,  ó  sea 
sin  pecado  mortal  (3).  Consiste  la  raaón  de  esta  diferencia 


(1)  Primera  ad  Corinth.,  cap.  Vil,  v.  10  y  siguientes. 

(2)  Can.  II,  cau8.  XXVIII,  quaest  II. 

(3)  Cap.  VII,  de  Divortiis, 
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en  que  en  el  primer  caso  no  hay  tanto  peligro  de  apostasía 
por  parte  del  cónyuge  fiel  como  en  el  segundo;  porque  en  el 
uno  se  trata  del  recién  convertido;  cuya  fe  naturalmente  es 
más  insegura,  y  en  el  otro  de  una  fe  arraigada  en  la  prime- 
ra  educación,  y  en  el  ejemplo  y  prácticas  de  toda  la  vida. 

Los  teólogos  y  canonistas  están  contestes  acerca  de  esta 
materia,  y  lo  mismo  los  Sumos  Pontífices;  asi  que  San 
Pío  V  declaró  que  el  infiel  que  tiene  muchas  mujeres,  puede 
conservar  aquella  que  se  convierta  con  él  á  la  fe  y  se  bauti- 
(ie,  aunque  no  sea  la  primera  con  quien  se  casó. 

En  una  palabra^  el  cónyuge  convertido  á  la  fe  puede 
contraer  nuevas  nupcias  en  los  casos  siguientes:  1.^  Si  el  in- 
fiel se  separa  y  no  quiere  habitar  con  el  fiel.  2.^  Si  no  quie- 
re cohabitar  con  el  convertido  sin  injuria  del  Criador  ó  de 
la  fe,  como  si  le  prohibe  ejercer  los  actos  de  religión  pro- 
pios del  cristiano.  3.^  Si  obliga  á  la  parte  fiel  á  cometer 
actos  por  los  que  se  incurre  en  pecado  mortal.  Pero  nótese 
que  para  que  tenga  lugar  la  disolución  del  primer  vínculo 
es  necesario  que  preceda  la  interpelación  jurídica,  que  con- 
siste en  hacer  saber  al  cónyuge  infiel  si  quiere  convertirse 
á  la  fe,  ó  si  al  menos  desea  continuar  viviendo  con  el  con- 
vertidO;  sin  injuria  de  la  religión,  y  sin  procurar  apartarle 
del  ejercicio  de  ella,  ni  inducirle  á  otra  ofensa  del  Criador. 
Esta  interpelación  es  indispensable  para  que  el  convertido 
pueda  contraer  segundas  nupcias,  salvo  si  no  pudiera  ha- 
cerse por  haberse  ocultado  el  infiel,  ó  trasladado  á  palees  re- 
motos; pues  entonces  está  recibido  se  obtenga  dispensa  del 
Romano  Pontífice;  el  cual,  según  Benedicto  XIV,  puede 
otorgarla  en  tales  circunstancias,  para  que,  sin  necesidad  de 
aquélla,  se  pueda  pasar  á  segundo  matrimonio. 

S.  S.  Gregorio  XIII  concedió  facultad  á  los  misioneros 
de  ciertas  regiones  para  que  puedan  permitir  contraer  ma- 
trimonio á  los  fieles  de  uno  y  otro  sexo  que  habitan  en 
aquellos  países,  lo  mismo  que  á  los  siervos  convertidos  á  la 
fe  y  casados  antes  de  haber  recibido  el  bautismo,  aunque 
viva  el  cónyuge  infiel,  y  no  se  le  haya  dado  conocimiento  ó 
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esperado  su  respuesta  aceroa  de  si  consiente  vivir  pacífica- 
mente con  el  convertido  sin  ofensa  de  Dios. 

Tanto  esta  disposición  como  la  de  San  Pío  Y,  fueron 
adoptadas  con  motivo  de  la  imposibilidad  que  hay  en  cier- 
tos casos  de  interpelar  al  infiel  para  que  manifieste  su  vo- 
luntad sobre  este  punto,  ya  porque  se  ignore  su  paradero, 
ya  porque  exista  dificultad  suma  en  hacerlo,  aunque  conste 
el  punto  de  su  residencia,  y  ya  porque  la  mayor  parte  de 
ellos  son  polígamos. 

Obsérvese,  en  fin,  con  el  citado  Benedicto  XIV,  que  el 
matrimonio  contraído  en  la  infidelidad  Sólo  se  disuelve,  en 
cuanto  al  vínculo,  cuando  el  consorte  convertido  celebra  el 
segundo;  de  manera  que  si  antes  de  este  caso  el  consorte  in- 
fiel se  convierte  y  bautiza,  recobra  su  vigor  el  primero,  y 
débeseles  compeler  á  vivir  como  casados. 

El  matrimonio  entre  los  cristianos  no  se  disuelve  en 
cuanto  al  vínculo,  sino  en  el  caso  de  que  sea  rato,  y  me- 
diante la  solemne  profesión  en  orden  religiosa  aprobada 
por  la  Iglesia:  así  se  halla  consignado  en  varias  Decretales 
y  en  el  Concilio  Tridentino.  En  efecto,  Alejandro  III  dice 
terminantemente  «que  puede  uno  de  los  cónyuges  antes  de 
consumar  el  matrimonio  entrar  en  religión  en  los  dos  meses 
siguientes,  quedando  el  otro  cónyuge  en  libertad  para  cele- 
brar nuevas  nupcias»:  en  igual  sentido  se  expresa  Inocen- 
cio ni  en  su  contestación  al  Arzobispo  de  Lyon,  y,  por  últi- 
mo, el  Santo  Concilio  de  Trento  enseña  que  «si  alguno  di- 
jere que  el  matrimonio  rato^  mas  no  consumado,  no  se  diri- 
me por  los  votos  solemnes  de  religión  de  uno  de  los  dos 
consortes,  sea  excomulgado»  (1). 

El  derecho  concede  á  los  casados  dos  meses  para  delibe- 
rar acerca  de  su  entrada  en  religión,  pasados  los  cuales' 
pueden  reclamar  recíprocamente  la  consumación  del  matri- 
monio (2). 


(1)  Si  quÍ8  dijcent,  matrimonium  ratum,  non  constimmatum,  per  sá- 
lenme reliqionis  professionem  alte^-ixis  conjugum  non  dirimi;  anathema 
8it,  Can.  VI,  Ses.  XXIV. 

(2)  Cap.  VIT,  de  Convera,  eonjug. 
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Se  ha  dicho  también  que  el  matrimonio  rato  se  disuelve^ 
no  por  el  ingreso,  sino  por  la  solemne  profesión  religiosa;  y 
•de  aquí  se  deduce,  que  entrando  uno  de  los  cónyuges  en  re- 
ligión, el  otro  debe  esperar  se  cumpla  el  término  del  novi- 
ciado, y  cumplido  puede  exigir  que  aquél  profese  ó  se  vuel- 
va á  juntar  con  él. 

Advierte,  empero,  y  prueba  Berardi  con  buenas  razones, 
que  si  la  mujer  fué  conocida  por  el  marido  antes  del  matri- 
monio^ ó  si  contraído  éste  se  consumó  por  fuerza  ó  miedo 
grave,  en  ninguno  de  los  dos  casos  se  disuelve  el  vínculo 
por  la  profesión  monástica. 

La  doctrina  que  enseña  que  el  matrimonio  rato  se  disuel  - 
ve  por  la  profesión  solemne  en  religión  tiene  su  f undamen  - 
to,  según  unos  en  el  Derecho  natural,  puesto  que  los  religio- 
sos se  consideran  muertos  para  el  siglo;  según  otros  en  el 
derecho  divino,  porque  el  estado  de  virginidad  ó  de  celiba- 
to es  más  perfecto  que  el  de  matrimonio,  como  así  lo  decla- 
raron los  Padres  Tridentinos:  y  algunos  afirman  que  lo  tie- 
ne también  en  el  derecho  eclesiástico.  Ello  es  lo  cierto,  que 
BU  verdadero  fundamento  está  en  las  siguientes  palabras  de 
Jesucristo:  «Que  ganará  ciento  el  que  dejare  á  su  mujer,  á 
su  padre  y  á  su  madre,  y  le  siga». 

Es  visto,  por  tanto,  que  consumado  el  matrimonio  no 
puede  ya  un  cónyuge  hacer  profesión  religiosa  sin  el  con- 
sentimiento del  otro;  la  profesión  en  tal  caso  sería  nula,  y  se 
le  obligaría  á  cumplir  con  los  deberes  conyugales,  por  más 
que  él  no  tuviese  derecho  á  pedir  el  débito.  Pero  de  común 
acuerdo  pueden  profesar  la  vida  monástica,  bien  entrando 
ambos  en  religión,  bien  haciéndolo  uno  de  ellos  y  perma- 
neciendo el  otro  en  el  siglo,  siempre  que  éste  haga  voto  de 
castidad  y  no  haya  peligro  de  incontinencia. 

Lo  mismo  puede  decirse  con  relación  á  los  órdenes  sa- 
grados; pues,  de  mutuo  acuerdo,  puede  el  marido  recibir 
los  órdenes  profesando  la  mujer  en  religión;  y  si  ésta  fuese 
de  edad  avanzada  y  no  hubiese  peligro  de  incontinencia  po- 
dría quedar  en  el  siglo,  mediante  voto  de  castidad  hecho 
ante  el  Obispo. 


■-^-■r 
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Claro  es  que  en  ninguno  de  estos  casos  se  rompe  el  víncu- 
lo matrimonial. 

También  el  matrimonio  rato  se  disuelve  por  dispensa  del 
Sumo  Pontífice.  Y  aunque  esta  cuestión  tiene  divididos  tan- 
to á  los  teólogos  como  á  los  canonistas,  es  lo  cierto  que  esta 
doctrina  tiene  su  fundamento  en  la  tradición,  en  el  respeto- 
que  se  debe  al  Jefe  Supremo  de  la  Iglesia,  y  en  el  uso  que 
de  esta  facultad  han  hecho  Pontífices  dignos  de  la  mayor 
veneración,  tales  como  Martino  V,  Eugenio  IV,  Paulo  lÜ^ 
Pío  IV,  Gregorio  XIII,  Clemente  VIII,  Urbano  VIII,  etc. 
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Se  entiende  por  divorcio  la  legitima  separación  de  los  cón- 
yuges. Esta  Reparación  puede  ser  de  diferentes  especies  6- 
clases,  á  saber:  en  cuanto  al  vinculo ^  en  cuanto  al  lechOy  y  en 
cuanto  al  lecho  y  á  la  habitación. 

La  primera  especie  de  divorcio  tiene  lugar,  no  sólo  cuan- 
do se  disuelve  el  vínculo  matrimonial  por  alguna  de  las  tres- 
causas  de  excepción  expuestas  en  el  precedente  párrafo,  sino- 
también  cuando  el  matrimonio  se  declara  nulo  por  haberse 
contraído  con  algún  impedimento  dirimente.  La  separación 
en  cuanto  al  lecho  suspende  la  obligación  relativa  al  débito 
conyugal,  es  decir,  impide  que  se  unan  carnalmente  los  cón- 
yuges por  más  que  vivan  bajo  un  mismo  techo.  La  tercera 
especie  de  separación,  que  tiene  lugar  quoad  thorum  et  coha- 
hitationem^  es  la  que  de  ordinario  se  designa  con  la  palabra 
divorcio. 

La  segunda  clase  de  separación  pueden  hacerla  los  cón- 
yuges de  común  acuerdo,  y  hasta  se  les  recomienda  por  la 
Iglesia  en  tiempo  de  ayunos  y  penitencias,  conforme  al  con- 
sejo del  Apóstol  San  Pablo  á  los  Corintios. 

La  tercera,  ó  sea  el  divorcio  propiamente  dicho,  puede 
también  tener  lugar  por  mutuo  consentimiento;  pero  sóle^ 
en  los  casos  de  profesión  religiosa  por  parte  de  ambos  cón- 
yuges, ó  de  uno  de  ellos,  emitiendo  el  otro  voto  perpetuo  de 
continoncia,  con  tal  que  éste  por  su  edad  y  costumbres  sea 
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<ex6nto  de  sospecha,  ó  cuando  el  marido,  de  acuerdo  con  la 
mujer,  recibe  órdenes  sagrados,  entrando  ella  en  religión, 
ó  quedando  en  el  siglo  en  la  forma  expresada.  Igualmente 
pueden  separarse,  aun  contra  la  voluntad  del  otro  cónyuge, 
áegún  Bouvier,  si  el  marido  muda  continuamente  de  domi- 
cilio sin  necesidad,  y  si  la  diferencia  del  clima  produce  á  la 
mujer  grave  peligro  espiritual  ó  corporal. 

También  pueden  hacerlo  en  todos  los  demás  casos  preve- 
nidos para  el  divorcio. 

Entre  los  antiguos  se  permitía  el  libelo  de  repudio  dado 
por  el  marido  á  la  mujer  con  ciertas  solemnidades.  En  el 
pueblo  judío  era  este  un  derecho  del  marido,  sin  que  tuviese 
necesidad  de  alegar  causa  alguna;  pero  tenía  que  hacerlo 
por  escrito  ante  notario.  Jesucristo  prohibió  el  uso  de  este 
libelo,  declarando  que  si  Moisés  les  permitió  ó  toleró  que 
dejasen  á  sus  mujeres,  fué  debido  á  la  dureza  coráis  vestri, 
de  vuestro  corazón.  En  Grecia  se  declaró  por  una  ley  de  So- 
lón, que  el  derecho  de  repudiar  en  determinados  casos  co- 
rrespondía á  ambos  cónyuges.  En  Roma  no  se  concedió  sino 
al  marido,  permitiéndolo  Rómulo  únicamente  en  los  tres  ca^ 
sos  de  adulterio,  preparación  de  veneno  y  falsificación  de 
llaves.  Más  adelante  se  observó  que  también  lo  ejercían  las 
mujeres,  lo  cual  parece  fué  importado  de  Atenas  por  la  le- 
gislación de  las  Doce  Tablas;  y  decimos  parece,  porque  es 
grave  cuestión  entre  los  romanistas,  si  el  pueblo  Rey  aceptó 
ó  no  algunas  leyes  de  Grecia.  No  entraremos  en  esta  cues- 
tión, ajena  á  nuestro  propósito,  pero  sí  diremos  que  todos 
los  pueblos  tienen  que  beber  en  las  fuentes  de  otros  más 
adelantados,  por  más  que  luego  se  apropien,  es  decir,  hagan 
compatibles  con  su  carácter  y  condiciones  leyes  importadas 
del  extranjero. 

Reconocido,  por  tanto,  en  Roma  el  derecho  de  repudiar 
por  causa,  el  divorcio  por  el  consentimiento  mutuo  vino  á 
:ser  ya  muy  natural;  pues  la  incompatibilidad  mutua  debía 
admitirse  como  una  de  las  principales  causas  para  romper 
el  matrimonio. 

La  historia  romana,  sin  embargo,  refiere  un  hecho  que 
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parece  inverosímil,  y  es  el  de  no  haber  ocurrido  ningún 
caso  de  divorcio  hasta  que  Garvilio  ó  Carvillo  Ruga  repudi6 
á  su  mujer  por  estéril.  Este  hecho  lo  explica  Plutarco  de  la 
siguiente  manera:  la  ley  real  permitía  el  repudio  en  los  tre& 
casos  de  adulterio,  preparación  de  veneno  y  falsificación  de- 
llaves:  el  que  repudiase  en  otros  casos  estaba  obligado  á  dar 
á  su  mujer  la  mitad  de  sus  bienes,  y  la  otra  mitad  á  la  diosa 
Ceres.  Con  sujeción,  pues,  á  esta  pena  se  podía  ^repudiar  en 
todos  los  casos,  y  esto  fué  lo  que  nadie  hizo  hasta  Garvilio 
Ruga. 

Las  cosas  continuaron  de  la  misma  manera  aun  en  tiempo^ 
de  los  .Emperadores  cristianos,  porque  aunque  éstos  conce- 
dían el  divorcio  únicamente  por  delitos  graves,  á  los  que  se 
divorciaban  en  fuerza  de  las  costumbres  recibidas  ó  por 
causas  leves,  unas  veces  los  castigaban  y  otras  los  dejaban 
impunes. 

Es  más,  lo3  Emperadores  Teodosio  y  Valentiniano  am- 
pliaron considerablemente  las  causas  de  divorcio,  y  el  Em- 
perador Anastasio  permitió  la  separación  mutuo  consensu. 

El  líiismo  Justiniano  no  fué  consecuente  en  esta  materia, 
pues  unas  veces  añadía  nuevas  causas  de  divorcio,  otras  las. 
limitaba  á  ciertos  delitos  graves;  en  unas  ocasiones  permitió 
la  separación  por  mutuo  consentimiento,  y  en  otras  prohi- 
bía ésta  completamente. 

No  hay,  sin  embargo,  que  confundir  el  divorcio  con  el 
repudio,  por  más  que  estas  palabras  se  usen  indistintamente,, 
porque  existen  entre  uno  y  otro  diferencias  muy  notables:, 
primera,  el  divorcio  entre  los  antiguos  solía  aplicarse  á  la 
separación  por  mutuo  consentimiento,  y  el  repudio  á  la  que^ 
tenía  lugar  contra  la  voluntad  de  una  de  la  partes;  segunda, 
el  divorcio  puede  pedirse  por  el  marido  ó  la  mujer,  y  el  repu- 
dio era  generalmente  un  derecho  del  marido;  tercera,  el  di- 
vorcio puede  ser  en  cuanto  al  vínculo,  al  lecho  y  al  tálamo 
y  habitación,  y  el  repudio  era  en  cuanto  al  vínculo;  cuarta» 
el  divorcio  sólo  puede  verificarse  entre  marido  y  mujer  ^ 
mientras  el  repudio,  como  voz  más  genérica,  comprendo 
tanto  á  los  cónyuges  como  á  los  esposos. 
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IV 

Las  causas  del  verdadero  divorcio  en  el  sentido  canónico 
de  esta  palabra,  esto  es,  las  que  justifican  realmente  el  di- 
vorcio quoad  thorum  et  cohábittxtionem^  pueden  ser  varias:  la 
primera  es  el  adulterio,  tanto  de  la  mujer  como  del  varón  (1), 
pero  se  requiere  que  sea  cierto,  consumado  y  manifiesto, 
porque  no  bastan  los  indicios,  sino  la  certeza  moral,  ya  que 
la  material  sea  casi  imposible  de  conseguir;  y  además,  por- 
que no  constituyen  adulterip  los  actos  imperfectos,  -como  son 
l3S  ósculos  y  tactos  impúdicos.  Nótese,  empero,  que  según 
derecho  canónico,  cesa  la  acción  para  pedir  el  divorcio:  1.** 
Cuando  el  inocente  remite  la  injuria  al  adúltero,  con  pala- 
bras ó  hechos,  es  decir,  expresa  ó  tácitamente.  Se  entiende 
perdonada  la  injuria  por  hechos  6  tácitamente,  admitiéndo- 
le al  lecho  ó  cohabitando  con  él  después  del  adulterio  (2). 
2.*^  Si  ambos  son  reos  del  mismo  delito,  esto  es,  si  el  deman- 
dante ha  quebrantado  también  la  fe  conyugal  (3).  3.^  Si  el 
adulterio  fué  sólo  material,  es  decir,  inculpable;  bien  por- 
que hubiera  existido  violencia  ó  miedo  grave,  bien  porque 
interviniera  fraude,  como  en  el  caso  de  que  una  persona  se 
disfrazase  con  las  ropas  del  marido,  y  la  mujer  creyera  que 
cohabitaba  con  éste  (4).  4.^  Si  el  marido  prostituye  á  la  mu- 
jer ó  le  aconseja  el  adulterio,  ó  al  menos  lo  consiente  (5). 
La  segimda  causa  es  el  peligro  de  la  salud  espiritual  ó  la 
provocación  al  pecado  mortal,  como  cuando  uno  de  los 
cónyuges  provoca  ó  insta  al  otro  á  cometer  graves  deli- 
tos (6). 

La  tercera  es  la  sevicia  ó  malos  tratamientos  de  uno  de 
ios  cónyuges  (7).  Disputan,  empero,  los  autores  si  la  sevicia 

(1)  Can.  IV,  caué.  XXXLI,  quaesL  IV.  Can.  XIX,  XX  y  XXHI,  cauB . 
XXXn,  quaest.  V. 

(2)  Can.  XX^,  de  Jurejur.,  can.  IV,  caua.  XXXII,  quaest  I. 

(3)  Cap.  IV,  de  Dioort,  cap.  VI,  VII,  de  AdiUter. 

(4)  Can.  III,  IV,  VII,  caus,  XXXII,  quaest.  V.,  can.  VI,  cau8. 
XXXI V,  quaest  I  et  U. 

(1)    Cap.  VI,  de  Eo  qui  cognovii.  etc. 

(6)  Cap.  TI,  de  Divort 

(7)  Cap.  VIII,  XIII  de  Restit,  spoliat 
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ha  de  ser  ó  no  oalif ioada;  más  claro,  si  deberá  ser  tal,  que 
ponga  en  peligro  la  vida  del  otro  cónyuge;  y  aunque  la  opi- 
nión afirmativa  es  la  más  común,  basta  en  nuestro  sentir  que 
se  cometan  frecuentemente  actos  de  violencia,  aunque  no 
lleguen  á  producir  aquel  extremo.  Ahora  sí,  lo  que  es  insu- 
ficiente es  una  sevicia  cualquiera,  hija  las  más  veces  de 
arrebatos  de  mal  humor.  También  muchos  canonistas  com- 
prenden en  esta  causa  los  agravios  morales. 

La  cuarta  causa  lo  es  el  crimen  de  herejía  ó  apostasía  por 
parte  de  uno  de  los  cónjruges  (1). 

La  quinta  lo  son  las  enfermedades  contagiosas,  si  á  jui- 
cio de  médicos  y  peritos,  pueden  comunicarse  por  la  sola 
cohabitación  (2). 

Estas  son,  en  resumen,  las  causas  canónicas  del  verdade- 
ro divorcio. 

Hay,  sin  embargo,  autores,  como  Walter,  que  entienden 
que  una  enfermedad  repugnante  ó  contagiosa  no  basta  para 
la  separación,  porque  por  el  contrario,  dice,  debe  servir  de 
crisol  para  afinar  el  amor  y  la  constancia  de  ios  esposos. 
Otros,  por  el  contrario,  no  sólo  la  justifican  en 'toda  su  ex- 
tensión, sino  que  también  señalan  como  tales  causas  de  di- 
vorcio, los  viajes  y  riesgos  por  mudanza  de  clima,  la  guerra 
y  las  persecuciones,  y  aun  el  mutuo  consentimiento  de  los 
cónyuges  mediante  licencia  de  la  autoridad  eclesiástica^  Los 
Sres.  Laf  uente  y  Gómez  Salazar  citan  precisamente  este  úl- 
timo caso,  invocando  al  intento  un  decreto  sinodal  del  Arzo- 
bispado  dé  Toledo,  y  añaden  que  esto  se  suele  conceder  á 
veces  por  las  reyertas  escandalosas  é  incompatibilidad  de 
caracteres. 

No  falta  tampoco  quien  afirme  ser  causa  suficiente  de  di- 
vorcio la  molesta  cohabitación. 

Debemos,  sin  embargo,  advertir  que  las  únicas  causas 
perpetuas  de  divorcio  son  el  adulterio,  la  herejía  y  apostasía; 


(1)  Cap.  VI,  de  Dirorí. 

(2)  Cap.  I,  de  Conjug,  leprosor. 
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todas  las  demás  pueden  ser  temporales,  y  se  restablece  la 
unión  en  cuanto  dejan  de  existir. 

Enseñan  algunos,  que  el  marido  está  obligado  á  separar- 
se de  la  mujer  adúltera,  no  sólo  por  lo  que  dice  el  libro  de 
los  Proverbios  de  que  cel  que  sigue  con  ella  es  necio  é  im- 
pío», sino  también  para  evitar  que  sus  hijos  legítimos  se 
mezolen  con  los  ilegítimos.  Pero  puede  suceder  qué  esta  mu- 
jer se  arrepienta  de  su  crimen  y  haga  penitencia,  y  enton- 
ces previenen  los  cánones  que  puede  recibirla  de  nuevo  (1). 

La  Iglesia  desea  siempre  el  perdón  de  las  injurias;  pero 
no  manda  que  un  marido  pierda  de  vista  su  honor  cerrando 
los  ojos  á  la  mala  conducta  de  su  mujer;  así  es  que  no  quie- 
re que  ésta  vuelva  al  hogar  doméstico  sin  una  severa  peni- 
tencia. Mas  ya  arrepentida  debe  unirse  á  ella  su  marido^  aun- 
que no  sea  más  que  por  caridad.  Sin  embargo  de  esto,  el 
cónyuge  inocente  podrá  perdonar  la  injuria,  pero  no  está 
obligado  legalmente  á  recibir  al  adúltero,  aunque  haya  dado 
éste  pruebas  positivas  de  arrepentimiento.  Y  véase  por  qué 
el  adulterio  es  causa  de  divorcio  perpetuo. 

Respecto  á  la  herejía  y  apostasía,  si  bien  el  inocente  pue- 
de separarse  del  lapso,  porque  uno  y  otro  delito  producen  la 
muerte  del  alma,  se  le  obliga,  empero,  á  juntarse  con  él  si 
llega  á  convertirse,  al  menos  que  el  divorcio  se  hiciera  con 
autoridad  de  la  Iglesia;  y  por  esto  se  considera* también  esta 
causa  como  bastante  para  el  divorcio  perpetuo  (2). 

El  Santo  Concilio  de  Trento  determina  que  puede  hacer- 
se por  muchas  causas  la  separación  del  lecho  ó  de  la  coha- 
bitación entre  los  casados.  He  aquí  el  canon  Vni,  Ses.  XXIV: 
^Si  qui8  dixerit  Ecclesiam  errare  cum  oh  multas  camas  separch 
tianefn  inter  conjtigeSf  qttoad  thorum,  seu  qtioad  coha¡bitationem¡^ 
lid  eertum,  in  certumve  tempus  Jieri  posse  decernit;  anathe-- 
iiíasié,» 

«Si  alguno  dijere,  que  yerra  la  Iglesia  cuando  decreta 
>  que  se  puede  hacer  por  muchas  causas  la  separación  del 


(1)  Can.  V,  VI,  VIÍ,  caus,  XXXII,  quaest.  I. 

(2)  Cap.  De  illa  de  Divort, 
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>  lecho,  ó  de  la  cohabitación  entre  los  casados  por  tiempo 

>  determinado  ó  indeterminado;  sea  excomulgado.» 

Réstanos  oouparnps  de  si  pueden  los  cónyuges  separarse 
auctoritate  privata  ó  debe  decretarla  siempre  el  juez  compe-» 
tente.  Y  aun  cuando  esta  cuestión  es  bien  obvia  de  resolver, 
diremos  que,  según  los  cánones,  no  pueden  separarse  los 
cónyuges  por^su  propia  voluntad  y  sin  decreto  de  la  autori- 
dad eclesiástica  (1).  Hay  casos,  empero,  en  que  pueden  ha- 
cerlo, por  más  que  éstos  son  pocos  en  número,  y  forman  la 
excepción  de  la  regla  general.  En  el  caso  de  adulterio  espi- 
ritual ó  lapso  en  herejía,  puede  el  cónyuge  inocente  separar- 
se, aun  por  propia  autoridad;  pero  si  aquél  se  convierte  está 
en  el  deber  de  volverse  á  juntar  con  él;  obligación  que  no 
tiene,  coíno  ya  hemos  manifestado,  si  el  divorcio  se  hizo  con 
autoridad  de  la  Iglesia.  Pueden  también  separarse  en  mo- 
mentos de  peligro  para  uno  de  ellos;  v.  gr.,  si  el  varón  per- 
siguiese de  muerte  á  su  consorte  (2). 

En  todos  los  demás  casos,  dicho  se  está  que  es  preciso  la 
intervención  del  juez  competente.  Y  ouá|  sea  éste  lo  dice 
terminantemente  el  canon  XII,  Ses.  XXIV  del  Santo  Conci- 
lio de  Trento:  «SL  alguno  dijere,  que  las  causas  matrimonia- 
les no  pertenecen  á  los  jueces  eclesiásticos;  sea  excomulgado.» 

Ahora  bien,  este  juez  eclesiástico  es  sólo  el  Obispo,  por- 
que dice  el  Tridentino  «que  las  causas  matrimoniales  y  cri- 
ftiinales  no  se  dejen  al  juicio  del  deán,  arcediano  ú  otros  in- 
feriores, ni  aun  en  el  tiempo  de  la  visita,  sino  oí  examen  y 
jurisdicción  del  Obispo^  (3). 

Claro  es,  por  tanto,  que  el  Vicario  general  puede  igual- 
mente conocer  en  todas  las  causas  matrimoniales,  ai  tiene 
para  ello  autorización  especial  del  Obispo. 

En  una  palabra,  sólo  la  autoridad  eclesiástica  puede  co- 
nocer en  todo  lo  que  se  refiere  esencialmente  al  sacramento 
del  matrimonio  y  al  vínculo;  y  conforme  á  las  Decretales, 


(1)  Can.  I,  cau8.  XXXIII,  quaest.  II;  cap.  III  et  VI  de  DivorU 

(2)  Cap.  VIII  et  Xlll  de  Restit  spoliat: 

(3)  Cap.  XX,  de  Reform.,  Ses.  XXIV. 
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conocía  también  de  los  incidentes.  Pero  los  Jueces  civiles 
entienden  en  España,  según  las  leyes  de  la  Nov.  Recop.  (1), 
en  lo  que  es  extrínseco  al  mismo  matrimonio,  y  en  este  con- 
cepto conocen  de  los  delitos  de  adulterio,  lesiones,  depósito, 
alimentos,  dote,  gananciales,  administración  de  bienes  pa- 
rafernales, tutela  de  los  hijos,  etc. 

Nada  decimos  de  los  casamientos  civiles,  que  son  también 
de  la  competencia  de  la  autoridad  seglar,  porque  éstos  no 
obligan  ya  en  España  á  los  cristianos,  y  porque  la  Iglesia  los 
considera  como  meros  concubinatos. 

En  cuanto  á  la  sentencia  que  dictan  los  tribunales  ecle- 
siásticos en  causas  matrimoniales,  únicamente  nos  toca  de- 
cir que  nunca  pasan  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  porque 
en  cualquier  tiempo  pueden,  si  quieren,  unirse  los  cónyuges. 

Se  suscita,  empero,  esta  grave  cuestión:  ¿si  después  de 
dada  y  ejecutada  la  sentencia  de  divorcio,  el  cónyuge  ino- 
cente adultera,  podrá  el  culpable  repetir  contra  él?  Y  aunque/ 
algunos  sostienen  la  negativa,  fundándose  en  la  cosa  juzga- 
da, es  lo  cierto  que  debe  restablecerse  la  unión,  no  ya  sólo 
porque  esta  sentencia  no  declara  derechos,  sino  porque  de 
saberse  la  conducta  del  otro  cónyuge,  no  se  hubiera  deter- 
minado la  separación.  Es  llegado,  pues,  el  caso  llamado  por 
los  civilistas  de  non  causa. 

Por  otra  parte,  el  caso  en  cuestión  se  halla  resuelto  por 
el  cap.  V,  de  Divortiis. 


(1)    Ley  20,  tít.  I,  lib.  II,  Nov.  Recop. 


CAPÍTULO  XIX 


I.  Nulidad  del  matrimonio:  quién  puede  intentar  una  demanda  de 
esta  especie,  y  qué  autoridad  «onoce  de  ella:  Constitución  de  Bene- 
dicto XIV,  Dei  miserattone,  estableciendo  el  defensor  de  matrimo- 
nios, y  marcando  sus  obligaciones:  si  ha  lugar  á  lo  dispuesto  en 
dicha  Constitución  en  los  casos  notorios:  si  las  sentencias  que  re- 
caen en  estas  causas  anulan  el  matrimonio,  ó  declaran  simplemen- 
te que  desde  su  origen  fué  nulo. — II.  Segundas  nupcias:  no  están 
condenadas:  explicación  del  cap.  V  del  Concilio  Xin  de  Toledo 
sobre  matrimonios  de  viudas  de  Príncipes:  leyes  civiles  sobre  el 
afio  de  luto,  obligatorio  á  las  viudas. 


Ya  sabemos  que  el  matrimonio,  aunque  sea  consumado, 
se  anula  siempre  que  se  baya  celebrado  con  alguno  de  los 
impedimentos  dirimentes.  Pero  conviene  advertir  que  en 
ningún  caso  pueden  separarse  los  cónyuges  por  autoridad 
propia,  aunque  la  nulidad  del  matrimonio  sea  indudable  y 
notoria.  Esto  no  obsta,  para  que  estando  cierto  el  cónyuge 
de  dicha  nulidad,  esté  obligado  en  el  fuero  de  la  conciencia 
á  abstenerse  de  pedir  y  dar  el  débito,  y  aun  de  separar  ha- 
bitación, si  no  pudiesen  vivir  juntos,  sin  peligro  de  incon- 
tinencia. 

En  cuanto  á  las  personas  que  pueden  intentar  una  deman- 
da de  esta  especie,  debe  distinguirse  si  el  impedimento  es  de 
interés  público  ó  de  interés  particular  de  los  cónyuges. 
Guando  el  impedimento  es  de  interés  público,  como  la  oon- 
■aangiiínldad,  afinidad,  pública  honestidad,  clandestinidad, 
ú  otro  que  no  puedan  renunciar  las  partes,  puede  y  debe 
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acusar  cualquiera  persona  que  tenga  noticia  de  él;  debién- 
dose, empero,  preferir  el  testimonio  de  los  parientes  al  de 
los  extraños.  Mas  si  el  impedimento  es  de  interés  particular 
de  los  cónyuges,  como  sucede  cuando  la  nulidad  proviene 
de  fuerza,  miedo  grave,  ó  de  error  acerca  de  la  persona  ó 
condición  de  ella,  en  tales  casos  sólo  pueden  pedir  la  nulidad 
los  mismos  cónyuges;  pero  para  ello  han  de  abstenerse,  lue- 
go de  conocido  el  impedimento,  de  todo  trato  camal. 

Y  nótese  que  la  acción  para  acusar  no  sólo  no  se  prescri- 
be por  el  transcurso  del  tiempo,  por  largo  que  sea,  sino  que 
aun  se  puede  acusar  después  de  la  sentencia  dada  por  la  va- 
lidez del  matrimonio,  porque  la  que  se  pronuncia^  sea  por  la 
ralidez  ó  nulidad,  jamás  pasa  en  autoridad  de  cosa  juzgada^ 
como  expresamente  consta  en  el  cap.  VII,  de  Sententia  et  re 
judicata. 

No  se  admite,  sin  embargo,  la  acusación:  primero,  de 
los  que  habiendo  intentado  percibir  un  torpe  lucro,  sólo  la 
hacen  porque  los  cónyuges  se  negaron  á  darles  cierta  suma 
de  dinero;  segundo,  la  de  los  que  no  denunciaron  el  impedi- 
mento al  tiempo  de  publicarse  las  moniciones  para  el  ma- 
trimonio, á  menos  que  hagan  constar  que  entonces  estaban 
ausentes  ó  enfermos,  ó  eran  de  edad  insuficiente  para  de- 
nunciar, ó  que  juren  que  sólo  tuvieron  noticia  del  impedi- 
mento después  de  celebrado  el  matrimonio;  tercero,  tam- 
bién se  desprecia  la  acusación  de  los  que  no  la  hacen  en  per- 
sona, sino  por  cartas,  á  no  ser  que  concurran  otros  admi- 
nícuíos  suficientes. 

'  Para  que  el  juez  pueda  pronunciar  sentencia  de  nulidad, 
requiérese  prueba  plena.  La  semiplena  no  basta.  Si  la  prue- 
ba es  testimonial,  exígese  por  lo  menos  la  deposición  de  dos 
testigos  mayores  de  toda  excepción;  sieiido  hábiles  para  de- 
clarar, como  tales,  los  mismos  que  lo  son  para  acusar.  La 
confesión  de  los  dos  cónyuges  acerca  del  impedimento  no  es 
admisible,  por  la  facilidad  con  que  pueden  ponerse  de  acuer- 
do para  quedar  libres  y  pasar  á  otras  nupcias. 

La  autoridad  que  conoce  de  estas  demandas  lo  es  única- 
mente la  eclesiástica,  porque  el  sacramento  del  mairimonio 
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es  causa  de  obligaciones  que  nacen  del  derecho  natural,  di- 
vino y  eclesiástico.  Por  otra  parte,  la  nulidad  es  una  excep- 
ción de  la  que  no  puede  conocer  sino  aquel  que  entiende  en 
lo  principal;  es  así  que  á  la  Iglesia  corresponde  conocer  del 
sacramento  del  matrimonio,  luego  la  misma  debe  entender 
de  las  citadas  causas  matrimoniales.  El  Santo  Concilio  de 
Trento  también  nos  enseña  esta  misma  verdad. 

Partiendo,  pues,  de  ella,  diremos  que  el  juez  competente 
lo  es  el  Obispo  ó  su  Vicario  general,  como  también  el  Vica- 
rio capitular,  sede  vacante.    . 

Mas  ocurre  en  esta  clase  de  juicios,  que  además  del  fis- 
cal eclesiástico,  debe  intervenir  otro  funcionario  llamado 
defensor  del  matrimonio,  cuyo  cargo  fué  instituido  por  Be- 
nedicto XIV  en  su  Bula  Dei  miseratione,  de  1741.  Por  esta 
constitución  se  manda  á  los  Obispos  que  elijan  en  sus  res- 
pectivas diócesis  una  persona  de  probidad  y  pericia  en  el 
derecho,  la  cual  deberá  ser  clérigo,  si  es  posible,  para  que 
intervenga  y  sea  parte  únicamente  en  las  causas  de  nulidad; 
siendo  su  deber  defender  la  validez  del  matrimonio,  ya  de 
palabra,  ya  por  escrito,  y  hacer  á  este  respecto  todas  las 
observaciones  que  crea  conducentes.  También  debe  interve- 
nir en  todos  los  actos  del  juicio,  declarándose  nula  toda  di- 
ligencia que  se  haga  sin  su  legitima  citación.  Igualmente  se 
ordena  que  el  defensor  preste  juramento  de  desempeñar 
fielmente  el  oficio,  no  sólo  en  su  nombramiento,  sino  siem* 
pre  que  como  tal  haya  de  intervenir  en  causas  de  esta  natu- 
raleza. Es,  asimismo,  obligación  del  defensor  el  apelar  de 
la  sentencia  judicial  en  que  se  declare  nulo  el. matrimonio, 
aunque  ninguna  de  las  partes  interponga  dicho  recurso; 
mas  si  la  sentencia  decidiese  la  validez,  y  ninguno  de  los  in- 
teresados apelase,  se  abstendrá  también  de  hacerlo   este 
funcionario:  debiendo  proceder  del  mismo  modo^  cuando 
en  la  segunda  instancia  se  declare  la  validez  contra  la  sen- 
tencia de  nulidad  pronimciada  en  la  primera.  Llevada  la 
causa  por  la  apelación  al  juez  de  segunda  instancia,  debe 
observarse  en  ésta  el  mismo  procedimiento  prescrito  res- 
pecto de  la  primera;  pero  si  en  esta  segunda  instancia  £e 
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confirmase  la  sentencia  de  nulidad  diotada  en  la  primera, 
y  el  defensor  no  creyere,  según  su  conciencia,  que  debe  in- 
terponer nueva  apelación,  podrá  omitirla,  y  caso  de  que  las 
partes  también  la  consientan,  quedarán  en  libertad  para 
contraer  nuevas  nupcias.  Pero  si  de  la  sentencia  de  nulidad 
dada  en  segunda  instancia  apelase*  alguna  de  las  partes, 
volverá  á  oirse  al  defensor  en  tercera  instancia^  como  tam- 
bién en  el  caso  de  que  éste  apelase  de  la  de  segunda  por  con- 
siderarla injusta  é  inválida.  Si  en  esta  tercera  instancia  se 
declarase  nulo  un  matrimonio  que  se  juzgó  válido  en  la  an- 
terior, tiene  el  defensor  la  obligación  de  apelar  á  la  cuarta 
instancia. 

Con  motivo  á  tantas  instancias,  se  consultó  por  un  Obis> 
po  de  la  América  septentrional  á  la  Sagrada  Congregación 
del  Concilio  en  1868,  si  había  necesidad  de  seguirlas  en  los 
casos  expresos  en  la  citada  Bula,  aun  cuando  las  causas  fue- 
ran completamente  notorias,  como  lo  era  el  matrimonio  de 
un  subdiácono,  pues  decía  este  Obispo  que  la  enunciada  Bu- 
la ó  Constitución  de  Benedicto  XIV  comprendía  sólo  los  ca- 
sos dudosos,  y  el  matrimonio  de  un  subdiácono  era  eviden- 
teihente  nulo.  La  Sagrada  Congregación  contestó:  primero, 
que  la  citada  Bula  no  comprende  sólo  los  casos  dudosos,  si- 
no que  habla  también  de  los  casos  generales;  y  segundo, 
que  no  se  exceptúan  las  causas  notorias. 

Debemos,  empero,  advertir  que  para  estos  casos  notorios 
se  concede  facultad  á  los  Obispos  por  el  Romano  Pontífice, 
para  que  puedan  resolver  por  sí  en  primera  y  segunda  ins- 
tancia, siempre  que  se  asesoren  en  la  segunda  con  personas 
diferentes  de  las  que  se  asesoró  en  la  primera. 

De  este  modo  se  acorta  el  procedimiento  y  se  cumple  lo 
dispuesto  por  Benedicto  XIV,  de  que  en  ningún  caso  se  di- 
suelva el  matrimonio,  sin  que  haya  dos  resoluciones  com- 
pletamente conformes. 

Es  de  advertir,  por  último,  que  laé  sentencias  áobre  nuli- 
dad de  un  matrimonio  son  meramente  declaratorias,  por- 
que en  realidad  se  trata  de  un  acto  nulo  en  su  origen  por 
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haberse  llevado  á  efecto  entre  personas  que  no  podían  cele- 
brarle, en  virtud  del  impedimento  dirimente. 

n 

Llámanse  segundas  nupcias  el  matrimonio  contraído  por  él 
viudo  b  viuda^  es  decir,  el  que  celebra  uno  después  de  la  muer- 
te de  su  cónyuge.  Así,  pues,  cuando  el  matrimonio  se  di- 
suelve por  nulidad  ó  porque  se  haya  contraído  con  impedi- 
mento dirimente,  y  una  de  las  partes  celebra  nueva  unión, 
este  matrimonio  no  se  llamará  ya  segundas  nupcias,  porque 
no  existió  realmente  el  primero.  De  modo  que  puede  afir- 
marse, que  sólo  en  el  caso  de  disolverse  un  matrimonio  por 
la  muerte,  es  cuando  el  sobreviviente  puede  contraer  nue- 
vas nupcias. 

Esta  doctrina  tiene  su  fundamento  en  las  siguientes  pa- 
labras del  Apóstol  San  Pablo  á  los  Corintios:  Mulier  alligata 
est  legi,  quanto  tempore  vir  ejus  vivit:  quod  si  dormierit  vir 
ejus,  liherata  est:  cui  vult  nubat,  tantum  in  Domino^ 

No  e3tán,  por  tanto,  condenadas  las  segundas  nupcias  por 
la  Iglesia.  Pero  como  el  mismo  Apóstol  recomendó  por  oba 
parte,  la  virginidad  como  estado  más  perfecto  que  el  matri- 
monio, y  de  este  estado  de  perfección  se  iban,  naturalmen- 
te,  separando  los  que  contraían  segundas  y  ulteriores  nup 
cias,  de  aquí  que  se  mirasen  mal  estas  uniones,  y  se  consi- 
deraran como  muestra  de  incontinencia.  Por  esto  se  sujeta- 
ron los  bigamos  á  penitencia  pública,  y  por  esto  también  se 
negaron  los  órdenes  mayores  á  los  que  se  habían  casado  doe 
veces. 

Estos  principios  se  arraigaron  fácilmente  en  los  pueblos 
germánicos,  los  cuales  estimaban  muy  particularmente  á  la 
viuda  que  no  mudaba  de  condición. 

Por  otra  parte,  el  Derecho  canónico  de  Occidente  daba 
ensanche  para  las  segundas  nupcias  en  el  hecho  de  abolir  la 
pena  establecida  en  Roma  contra  la  viuda  que  s&  casaba  den- 
tro del  año  de  su  luto;  pena  que  consistía  en  incurrir  eiLla 
nota  de  infamia,  perdiendo  lo  que  el  marido  le  hubiese  deja- 


I    _ 


241 

do  en  8u  testamento,  y  en  la  prohibición  de  recibir  cosa  al- 
guna por  última  voluntad,  ni  donaciones  mortia  causa  de  nin- 
guna clase  de  persona,  como  tampoco  las  herencias  ab  intes- 
¿atOf  ni  legítimas,  ni  honorarias  más  allá  del  tercer  grado. 
Afas  aunque  la  Iglesia,  según  las  Decretales,  derogó  esta  ley, 
suprimió,  empero,  en  el  segundo  enlace  la  bendición  sacer- 
dotal. No  se  crea  por  esto  que  se  negaba  á  las  segundas  nup- 
cias toda  clase  de  bendición,  sino  sólo  la  solemne,  es  decir, 
la  que  se  verificaba  durante  la  solemnidad  de  la  Misa  pro 
sponso  et  sponsa. 

La  Iglesia  griega  mantuvo  ciertas  penas  canónicas  para 
los  segundos  matrimonios,  agravándolas  en  los  terceros  (1), 
y  consiguió  que  el  Derecho  civil  se  las  sancionase  (2).  De  re- 
sultas de  las  graves  disensiones  que  hubo  en  esta  Iglesia  con 
motivo  del  cuarto  matrimonio  del  emperador  León,  prohi- 
bió Constantino  Porphyrogenaeta,  en  su  decreto  de  unión,  el 
cuarto  matrimonio  en  todos  los  casos,  y  el  tercero  á  las  per-  * 
sonas  que,  llegadas  á  los  cuarenta  años,  tuviesen  algún  hijo 
dé  sus  precedentes  enlaces.  A  pesar  de  todo  esto,  tampoco 
condenó  esta  Iglesia  las  segundas  nupcias;  pues  se  limitó  sólo 
á  decir  que  los  bigamos  se  entregaran  por  algún  tiempo  á 
las  oraciones  y  ayunos. 

Pero  al  lado  de  esta  doctrina,  como  dice  muy  bien  Gol- 
mayo,  campeaba  en  el  imperio  romano  el  escandaloso  di- 
vorcio á  la  sombra  de  la  legislación  secular;  y  tal  vez  á  es- 
tas segundas  y  terceras  nupcias  por  consecuencias  del  di- 
vorcio, más  bien  que  á  las  que  se  celebraban  después  de  la 
muerte  del  cónyuge,  eran  á  las  que  algunos  Santos  Padres 
llamaban  adulterio  simulado  y  honesta  fornicación. 

En  la  actual  disciplina  se  conserva  todavía  distinta  solem- 
nidad para  el  matrimonio  áef  los  célibes  y  para  el  de  los  viu- 
dos; pues  en  las  segundas  nupcias  no  hay  bendición  solem- 
:.  I     ne,  toda  vez  que  los  esposos  están  ya  bendecidos  en  la  pri- 
,1-  i    mera  unión.  Pero  si  la  mujer  fuese  soltera,  entonces  la  ha- 
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\^i)     Cono.  Neocaesar.,  c.  3;  Conc.  Laodic.^  c.  l.o 
{2)     xVbt?.  lo^,  90. 
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bría,  porque  ésta  no  había  recibido  ninguna.  Esta  es,  por  lo 
menos,  la  general  costumbre,  según  manifestamos  al  tratar 
de  las  velaciones. 

El  cap.  V  del  Concilio  XIII  de  Toledo  prohibe  casarse  con 
viuda  de  príncipe,  6  tener  trato  ilícito  con  ella.  He  aquí  par- 
te de  su  tenor:  «Es  ima  maldad  execrable  y  una  obra  en  ex- 
tremo inicua  aspirar  al  lecho  real  después  de  muerto  el  Rey, 
y  mancharle  con  horrenda  profanación:  ¿y  qué  cristiano  su- 
frirá resign?idamente  que  la  esposa  del  Rey  difunto  vuelva  á 
contraer  matrimonio,  ó  se  entregue  livianamente  al  prínci- 
pe sucesor?;  ¿ó  que  la  que  fué  señora  de  la  nación  quede  des* 
pues  convertida  en  torpe  prostituta;  y  la  que  estaba  enalte- 
cida, por  el  lecho  real  sea  considerada  como  reproba,  y  uni- 
da á  los  estupros  ó  á  los  matrimonios  de  aquellos  de  quienes 

antes  fué  reina? Por  lo  tanto,  á  nadie  será  lícito  casarse 

con  la  viuda  del  Rey,  ni  mancharla  con  torpes  contactos..,.. 
Y  si  alguno  lo  hiciere  en  adelante,  bien  sea  casándose  con 
la  Reina  viuda,  bien  cometiendo  adulterio  con  ella,  sea  Rey, 
ó  de  cualquiera  otra  clase,  quedará  separado  de  la  comunión 
total  de  los  cristianos,  y  entregado  con  el  diablo  al  fuego 
del  infierno » 

La  razón  de  esta  ley,  demasiado  dura,  por  cierto,  no  fué, 
como  algunos  han  creído,  para  asegurar  la  dignidad  de  la 
viuda,  sino  meramente  política;  pues  de  esta  manera  se  evi- 
taba que  el  cetro  real  pasase  á  manos  extrañas.  Fué,  en  una 
palabra,  una  súplica  del  Rey  Ervigio,  para  evitar  que  cier- 
tos hombres  por  ambición  pudiesen  usurpar  el  reino. 

En  cuanto  á  las  leyes  civiles  sobre  el  año  de  luto,  ii\ie&- 
tro  Código  penal  castiga  á  la  viuda  que  se  casare  antes  ,de 
los  trescientos  un  días  desde  la  muerte  de  su  marido,  ó  an- 
tes de  su  alumbramiento,  si  hubiere  quedado  en  cinta. 
Igualmente  pena  á  la  mujer  cuyo  matrimonio  se  hubiese  de- 
clarado nulo,  si  se  casare  antes  de  su  alumbramiento  6  de 
haberse  cumplido  el  anterior  término  después  de  su  sepa- 
ración legal  (1). 


(1)    Código  penal  de  1850. — Art  400,  «La  viada  que  casare  antes  de 


243 

También  son  dignas  de  estudio  las  leyes  del  título  XII, 
Part.  4.*  He  aquí  el  tenor  de  la  3.*:  «Librada,  e  quita  es  la 

>  mujer  del  ligamento  del  matrimonio  después  de  la  muerte 

>  de  su  marido,  segund  dize  Sant  Pablo.  E  porende  non  to- 

>  do  por  bien  Sancta  Eglesia,  que  le  fuesse  puesta  pena,  si 
:>  casare  quando  quisiere,  después  que  el  marido  fuere  muer- 
» to.  Solamente  que  case  como  deve,  non  lo  faziendo  contra 
»  defendimiento  de  Santa  Eglesia.  Pero  el  Fuero  de  los  legos 

>  defendióle,  que  non  case  fasta  un  año,  e  poneles  pena,  á 

>  las  que  ante  casan.  E  la  pena  es  esta:  que  es  después  de 

>  mala  fama,  e  deve  perder  las  arras,  e  la  donación  que  le 

>  fizo  el  marido  finado,  e  las  otras  cosas  que  le  oviesse  de- 

>  xadas  en  su  testamento:  e  devenías  aver  los  fijos  que  fin- 
»  caren  del;  e  si  fijos  non,  dexare,  los  parientes  que  oviessen 

>  de  eredar  lo  suyo.  Essa  misma  pena  deve  aver,  si  ante  que 

>  pasasse  el  año  f  iziesse  maldad  de  su  cuerpo.  Pero  la  mujer 

>  que  fuesse  desposada,  si  el  esposo  se  muriesse  ante  quel 

>  matrimonio  fuesse  cumplido,  puede  casar  sin  pena,  quan- 
»  do  quisiere.  Otrosí,  non  deve  aver  esta  pena  la  mujer,  que 
*  con  otorgamiento  del  Rey  casare  ante  que  se  cumpla  el 

>  año.  Esso  mismo  seria,  ca  non  debe  aver  pena,  la  mujer 

>  que  se  desposasse  ante  quel  año  fuesse  cumplido;  solamen- 
»  te,  que  en  este  comedio  non  cumpla,  el  matrimonio». 


los  trescientos  un  días  desde  la  muerte  de  su  marido,  ó  antes  de  su 
:alambramiento  si  hubiere  quedado  en  cinta,  incurrirá  en  las  penas  de 
arresto  mayor  y  multa  de  20  á  200  duros». 

c£n  la  misma  pena  incurrirá  la  mujer  cuyo  matrimonio  se  hubiere 
-declarado  nulo  si  casare  antes  de  su  alumbramiento  ó  de  haberse  cum- 
plido trescientos  un  días  después  de  su  separación  legal». 

Código  penal  de  1870. — Art  490.  cLa  viuda  que  se  casare  antes  de 
los  trescientos  un  días  desde  la  muerte  de  su  marido,  ó  antes  de  su 
Alambramiento^  si  hubiere  quedado  en  cinta,  incurrirá  en  las  penas  de 
.arresto  mayor  y  multa  de  125  á  1.260  pesetas». 

c£n  la  misma  pena  incurrirá  la  mujer  cuyo  matrimonio  se  hubiere 
«declarado  nulo,  si  se  casare  antes  de  su  alumbramiento,  ó  de  haberse 
«umplido  trescientos  un  días  después  de  su  separación  legal». 


COSAS  CORPORALES 


CAPÍTULO  XX 


\ 


I.  Iglesias:  su  significación,  nombres  y  necesidad  para  el  culto  católi- 
co: su  antigüedad  y  clases:  forma  y  parte  de  que  constaban  en  los 
tiempos  antiguos:  disciplina,  nuera  en  este  punto:  diferencia  entre 
iglesias,  oratorios,  capillas  y  ermitas. — 11.  Edificación  de  los  tem- 
plos: justas  causas  para  ello:  licencia  de  la  autoridad  competentes 
dotación  para  el  culto  y  sus  ministros:  citación  de  los  interesados, 
y  designación  del  área:  si  los  Reyes  de  España,  como  Patronos,  de- 
ben tener  intervención  en  tales  expedientes. — III.  Reparación  de 
las  iglesias:  á  quiénes  corresponde,  según  las  Decretales  y  el  Con- 
cilio de  Trento:  disposiciones  que  rigen  en  nuestra  patria  sobre  la 
materia,  y  muy  especialmente  las  contenidas  en  el  Concordato 
de  1861,  y  Decretos  de  4  de  Octubre  de  1861  y  13  de  Agosto  de  1876. 
Circular  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  de  18  de  Diciembre 
de  1880. — IV.  Oratorios:  su  origen  histórico:  clases:  disciplina  so- 
bre su  concesión,  y  lo  dispuesto  en  el  Concilio  Tridentino:  Bula  de 
Benedicto  XIV  Magno  cum  animi  nostri  sobre  los  privados:  orato- 
rios públicos:  en  qué  se  diferencian  de  los  privados:  oratorios  de 
los  Obispos  y  Prelados:  de  los  de  hospitales  y  otras  congregacio- 
nes: Capillas  Reales:  origen  de  la  de  los  Monarcas  españoles,  y  sus- 
privilegios. — V.  Altares:  sus  clases:  disciplina  sobre  su  forma  y 
número. — VI.  Bendición  y  consagración  de  las  iglesias  y  altares: 
derecho  de  que  proceden:  antigüedad  y  ritos  de  la  consagración  en 
la  disciplina  antigua  y  actual:  quién  puede  consagrar  y  bendecir 
las  iglesias  y  altares:  si  la  bendición  puede  delegarse  y  con  qué 
condiciones:  sus  ritos. — VII.  Profanación  de  las  iglesias  y  de  eaán- 
tas  maneras  puede  ser:  violación  y  actos  que  da'n  lugar  á  ella:    qué 


-VIII. 

Liede  hacerla,  B«^n 


una  Bignificación 
al  mente,  e3  decir, 
iivinoa  y  á  las  co- 
I  edificio  público 
1  los  fieles  coQ  el 
os  sacramentos  y 
seña  Golmayo,  el 
ó  bendecido  sotem- 

.a  voz  iglesia  vie- 
congregación,  ya 
•eino  de  Dios,  ya 

se  dirigen  á  Dios, 
r  en  verdad;  y  de 
inirse  para  tribu- 
3,  el  culto  interno 
tración  de  sacra- 
mimes,  y  todo  lo 
ver  la  adoración. 
1  ayudar  á  la  fia- 
)  de  las  ceremo- 
i  y  la  práctica  de 

ferentes  nombres 
llama  Dominica  y 
n  estaban  dedica- 
Domus  OraUonis, 
adas  sobre  el  se- 
1,  se  las  llamaba 
bre  de  título  fué 
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también  bastante  general,  por  más  que  se  aplicó  principal- 
mente á  las  iglesias  parroquiales.  Sin  embargo  de  esto,  con 
semejante  nombre  se  indicó  en  un  principio  la  congregación 
de  los  fieles.  Más  tarde,  ó  sea  después  de  Constantino,  8& 
denominaron  templos  y  basílicas.  No  quisieron  los  cristia- 
nos de  los  tres  primeros  siglos  llamar  templos  á  los  lugares 
consagrados  al  culto  del  verdadero  Dios,  porque  los  genti- 
les llamaban  así  á  los  sitios  destinados  para  los  ídolos.  En 
España  no  fué  conocido  este  nombre  hasta  el  siglo  xiii.  EL 
de  basílica  se  conoció  ya  en  el  siglo  vi,  pues  se  usó  de  él  en 
el  Concilio  Tarraconense  del  año  516. 

Respecto  á  la  antigüedad  de  las  iglesias  están  divididos 
los  eruditos:  unos,  comol^edus  y  Binghamo,  enseñan  que^ 
tuvieron  su  principio  en  el  mismo  t  empo  de  los  Apóstoles; 
otros,  como  Videlio  Suicero  y  Bohemero  sostienen,  por  el 
contrario,  que  en  los  tres  primeros  siglos  no  hubo  propia- 
mente hablando  iglesias,  que  estuviesen  destinadas  al  efecto 
y  libres  de  otros  usos.  En  medio  de  esta  divergencia  de  opi- 
niones, Cavallario  se  decide  porque  en  el  primer  siglo  no 
tuvieron  los  cristiaaos  iglesias  propiamente  tales,  é  invoca 
la  autoridad  de  Jerónimo  de  Costa.  En  efecto,  dice,  siendo 
tenida  en  un  principio  la  religión  cristiana  como  una  secta 
de  los  judíos,  se  permitía  á  los  fieles  orar  en  las  sinagogas, 
por  cuya  razón  se  reunían  para  celebrar  los  sacrificios  pro- 
pios en  los  cenáculos,  que  entre  los  israelitas  eran  unos  ora- 
torios construidos  en  la  parte  superior  de  los  edificios.  De 
este  mismo  sentir  es  Golmayo,  pues  afirma  que  en  los  tiem- 
pos Apostólicos  no  tuvieron  los  cristianos  más  lugar  para  el 
culto  que  el  templo  de  Jerusalén  y  las  sinagogas.  Pero  en  el 
segundo  y  tercer  siglo  entiende  que  hubo  ya  iglesias,  bien 
en  los  sitios  solitarios,  bien  en  los  parajes  públicos,  si  la 
I)ersecución  no  lo  impedía. 

Ello  es  lo  cierto  que  desde  la  edad  Apostólica  tuvieron 
los  cristianos  ciertos  lugares  donde  se  reunían  con  frecuen- 
cia para  las  prácticas  sagradas  y  religiosas:  lugares,  que 
desde  luego,  recibieron  el  nombre  de  iglesias,  para  distin- 
guirlos de  los  templos  y  /anos  de  los  gentiles.  Así  vemos  que 
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San  Pablo  deoia  á  los  de  Corintio:  Convenientibua  voUs  in 

Ecclesiam  audio  sdssuras  esse  inter  vos ¿Numquid  donios 

twn  haibetü  ad  mandtécandum  et  bihendunif  aut  Ecclesiam  J)ei 
contemnitis?  También  Santiago  el  Menor  celebraba  eij  las 
iglesias  sus  fiestas  religiosas.  Ahora  bien,  estas  primeras 
iglesias  fueron  sencillas  y  reducidas,  como  lo  exigian  la  po- 
breza de  los  fieles,  y  sobre  todo  los  peligros  de  la  época. 
Pero  cambian  las  circunstancias  con  la  paz  de  Constantino, 
y  ya  entonces  empieza  á  aumentar  su  número  y  á  edificarse 
suntuosos  templos  por  la  piedad  de  los  fíeles.  Por  otra  parte 
los  Emperadores  cedieron  á  los  cristianos  los  que  estaban 
consagrados  á  las  supersticiones  de  los  gentiles;  y  no  con- 
tentos con  esto  edificaron  también  suntuosas  iglesias.  Tal 
sucedió  á  Constantino  que  mandó  construir  varias  en  Jeru- 
salén,  Antioquía,  Nicomedia,  Hieropolis  y  otros  muchos  lu- 
gares. Él  echó  igualmente  los  cimientos  de  la  tan  celebrada 
Santa  Sofía  de  Constantinopla,  concluida  por  Constancio  y 
reedificada  con  más  esplendidez  por  Justiniano  después  del 
incendio. 

En  cuanto  á  sus  clases  son:  Catedrales,  colegiatas,  parro- 
quiales y  conventuales.  Llámanse  catedrales  las  iglesias  ma- 
trices, donde  el  Obispo  tiene  su  silla  ó  cátedra;  colegiatas 
son  aquellas  en  que  funciona  un  colegio  ó  comunidad  de  ca- 
nónigos bajo  la  presidencia  de  un  superior;  parroquiales  las 
destinadas  á  la  cura  de  almas  y  regidas  por  ún  rector  ó  pá- 
rroco con  cierto  territorio  sujeto  á  su  jurisdicción.  Estas 
iglesias  pueden  ser  matrices  ó  filiales:  llámase  matriz  ó  ma- 
dre aquella  á  la  cual  se  ha  desmembrado  parte  de  su  terri- 
torio para  formar  una  nueva  parroquia,  que  por  razón  de 
su  origen  se  denomina  filial,  y  ésta  debe  á  la  anterior  cierta 
especie  de  sujeción.  El  nombre  de  matriz  conviene  mejor  á 
las  catedrales,  que  á  ninguna  otra  iglesia.  Sin  embargo,  se 
denominan  tales:  primero,  las  iglesias  apostólicas;  segundo, 
las  principales;  tercero,  las  que  tienen  pila  bautismal;  y 
cuarto,  las  que  con  sus  fondos  auxilian  á  otra:  son  iglesias 
conventuales  las  que  pertenecen  á  una  comunidad  de  reli- 
giosos, que  celebra  en  ella  los  oficios  divinos. 
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Hay  también  otras  iglesias  menores,  tanto  en  la  pobla- 
ción como  en  el  campo,  y  estas  iglesias,  que  se  distinguen  de 
las  anteriores, ^lámanse  oratorios,  capillas,  santuarios  ó  er- 
mitas. 

Las  antiguas  iglesias  eran,  á  veces,  de  figura  circular; 
otras  se  construían  en  forma  prolongada  á  manera  de  nave, 
y  muchas  en  figura  de  cruz.  Edificábanse  por  lo  general  de 
modo  que  la  fachada  y  el  altar  mirasen  hacia  el  Occidente, 
por  cuanto  los  antiguos  cristianos  acostumbraban  orar  con 
el  rostro  hacia  el  Oriente.  Estas  iglesias,  especialmente  las 
principales,  constaban  de  varias  divisiones,  unas  interiores 
ó  sea  de  paredes  adentro,  y  otras  exteriores.  Las  interiores 
eran  el  nartex  ó  férula,  el  templo  6  f^ve,  y  el  bema  6  santua- 
rio. El  nartex  era  un  espacio  estrecho  que  corría  por  todo  el 
largo  de  la  fachada  de  la  iglesia  en  la  parte  interior,  y  era  el 
lugar  en  que  estaban,  durante  los  sermones  y  lecturas  de  las 
Santas  Escrituras,  los  infieles,  herejes,  catecúmenos  y  los 
penitentes  llamados  oyentes.  Pasado  este  recinto,  seguía  la 
segunda  división,  que  era  el  verdadero  templo  ó  nave  de 
figura  cuadrada,  separada  del  nartex  por  una  valla  ó  cancel 
de  madera  con  sus  puertas,  que  se  llamaban  regias  6  especio- 
sas.  En  la  parte  inferior  de  este  sitio  estaban  los  penitentes 
substractos,  y  en  la  superior,  que  era  la  más  próxima  al  san- 
tuario, los  consistentes,  y  todos  los  demás  fieles;  pero  con  su 
debida  separación  de  hombres  y  mujeres,  de  doncellas  y  ca- 
sadas y  de  monjes  y  seglares.  En  medio  de  la  nave  estaba  el 
anthón  6  tribima,  que  era  un  sitio  más  alto  donde  se  coloca- 
ban los  cantores  y  lectores. 

La  tercera  división  era  el  santuario,  llamado  por  los 
griegos  bema.  Estaba  cercado  de  verjas  con  el  fin  de  que  no 
pudiesen  entrar  los  legos  durante  los  oficios  divinos.  En  la 
parte  superior  del  santuario  estaba  el  absis  6  afmde,  que  era 
una  especie  de  coro  semicircular  en  que  estaba  el  trono  ó 
cátedra  del  Obispo,  y  á  uno  y  otro  lado  los  de  los  presbíte- 
ros y  diáconos. 

Las  partes  exteriores  de  la  iglesia  eran  ciertos  edificios 
contiguos  á  la  misma,  aunque  fuera  del  recinto  del  verdade- 
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ro  templo.  Uno  de  ellos  era  el  cUrio,  cuya  entrada  se  llamaba 
vestíbulo,  y  consistía  en  un  patio  descubierto  cercado  alrede- 
dor de  cuatro  pórticos.  En  medio  del  atrio  había  pilas,  fuen- 
tes ó  cisternas  en  las  cuales  se  lavaban  los  cristianos  manos 
y  cara  al  entrar  en  la  iglesia,  de  cuya  costumbre  se  deriva 
el  actual  uso  del  agua  bendita.  Los  demás  edificios  que  ro- 
deaban la  iglesia  y  tenían  el  nombre  general  de  exedras, 
eran  el  bautisterio ,  el  dictconicpn,  el  pasto foriOf  la  escuela  y  la 
biblioteca.  Era  el  bautisterio  un  edificio  bastante  capaz, 
dentro  del  cual  se  hacía  la  ablución  y  demás  ceremonias  del 
bautismo.  El  diaconicon  ó  sacristía  era  el  lugar  donde  se 
custodiaban  los  ornamentos,  vasos  sagrados  y  demás  alha- 
jas de  la  iglesia.  El  pastoforio,  yóz  que  tiene  muchas  signi- 
ficaciones, denotaba  j)or  lo  común  varias  habitaciones  á  uno 
y  otro  lado  del  templo,  que  servían  de  domicilio  á  los  guar- 
das y  otros  ministros  de  la  iglesia.  La  escuela  y  la  biblioteca 
eran  sitios  destinados  á  la  instrucción  cristiana. 

Según  la  disciplina  nueva,  las  iglesias  constan  de  tres 
partes,  á  saber:  santuario,  nave  y  coro.  El  santuario,  ílama^ 
do  generalmente  presbiterio,  es  la  parte  más  inmediata  al 
altar  mayor,  cuyo  piso  está  más  elevado  que  el  de  la  iglesia, 
y  en  cuya  parte  sólo  pueden  entrar  los  clérigos  que  asisten 
á  los  oficios  divinos  ó  los  que  sirven  en  el  altar.  La  nave,  es 
la  parte  de  la  iglesia  más  ancha  y  extensa  destinada  para  los 
fieles,  y  que  está  en  medio  del  santuario  y  del  coro.  Este  es 
aquel  lugar  cercado  de  paredes  ó  de  canceles,  en  donde  es- 
tán los  clérigos  que  cantan  los  oficios  divinos.  La  pila  bau- 
tismal, está  regularmente  á  la  entrada  misma  de  la  iglesia, 
en  un  lugar  cerrado  por  un  cancel  de  hierro  6  rejas.  Son  po- 
cas las  iglesias  que  no  tengan  atrios,  principalmente  aque- 
llas que  conservan  vestigio  de  haber  sido  de  monasterios,  y 
no  hay  ninguna  que  no  tenga  sacristía.  En  algunas  iglesias, 
e^ecialmente  las  principales,  hay  también  otros  edificios 
adjuntos  para  celebrar  los  capítulos,  para  el  archivo,  para 
guardar  las  alhajas  y  aun  para  habitar  los  ministros.  Igual- 
mente forma  parte  de  las  iglesias  la  torre,  en  donde  están 
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las  campanas,  con  las  cuales  se  convoca  á  los  cristianos  para 
las  reuniones  sagradas. 

De  lo  expuesto,  fácil  es  deducir  la  diferencia  que  existe 
entre  Iglesias,  Oratorios,  Capillas  y  Ermitas. 

Las  iglesias,  ya  sabemos,  que  son  catedrales,  colegiatas, 
parroquiales  y  conventuales;  y  según  los  casos,  asi  estarán 
regidas  inmediatamente  por  el  Obispo,  por  una  comunidad 
ó  colegio,  por  Párrocos  6  por  una  corporación  regular;  si 
bien  en  todas  ellas  se  celebran  los  cultos  ordinarios  y  el 
Santo  Sacrificio  de  la  Misa. 

No  sucede  lo  mismo  con  relación  á  los  oratorios,  capillas 
y  ermitas,  pues  en  todos  éstos  se  celebran  cultos  extraordi- 
narios. Y  aunque  unos  y  otros  pueden  edificarse  tanto  en  el 
campo  como  en  la  ciudad,  lo  más  general  es  que  los  orato- 
rios y  capillas  se  edifiquen  en  poblado  y  las  ermitas  en  des- 
poblado. Por  lo  menos,  las  primeras  de  éstas  se  edificaron 
en  el  campo  para  un  objeto  pío.  Además  de  esto,  los  orato- 
rios y  ermitas  suelen  tener  un  solo  altaf,  mientras  que  las 
capillas  tienen  varios.  Por  otra  parte,  el  nombre  de  capilla 
viene  de  capella  6  capa,  es  decir,  del  vestido  de  San  Martín, 
que  se  conservaba  en  el  oratorio  del  Rey  de  Francia:  otros 
lo  derivan  de  la  misma  voz,  significando  ésta  la  caja  de  las 
reliquias  de  dicho  Santo,  y  de  los  demás  que  se  guardaban 
en  aquel  oratorio.  Además,  las  capillas  se  destinan  al  libre 
uso  de  los  fieles.  Los  oratorios  son  capillas  destinadas  al 
culto  divino,  no  tanto  para  el  libre  uso  del  pueblo  fiel,  co- 
mo para  el  de  un  colegio  ó  comunidad:  así  es  que  deben  su 
origen  á  las  capillas  que  los  monjes  edificaron  en  sus  claus- 
tros para  sus  usos  piadosos.  Las  capillas,  en  fin,  son  pú- 
blicas, mientras  los  oratorios,  unos  son  públicos  y  otros  pri- 
vados. 

II 

Para  la  edificación  de  las  iglesias  se  requieren  cinco  re- 
quisitos ó  circunstancias,  á  saber:  licencia  de  la  autor  ida  1 
eclesiástica  correspondiente,  justa  causa,  dotación  neoesa- 


I 


251 

fía  j>ara  el  sostenimiento  del  culto  y  de  los  ministros,  cita- 
«i6n  ele  los  interesados  y  designación  del  área  (1). 

Hornos  dioho  licencia  de  la  autoridad  eclesiástica  co- 
'fasj>ondiente,  porque  en  unos  casos  deberá  impetrarse  la 
^^^  fíomano  Pontífice,  y  en  otros  la  del  Obispo.  Si  se  trata 
J  !«.  edificación  de  iglesias  catedrales,  colegiatas  ú  orato- 
.  !^^  I>rivados,  debe  acudirse  á  la  Silla  Apqstólica;  y  si  de 
^i  ^^ifis  parroquiales,  capillas  ú  oratorios  públicos,  es  suf  i- 
oja^*^  la  del  Obispo.  La  razón  de  esta  diferencia  es  bien 
edi^^-   es  necesaria  la  licencia  del  Romano  Pontífice  para 
^k^j^^^^u*  una  iglesia  catedral,  porque  en  ella  tiene  su  silla  ó 
^^^^a  el  Obispo;  lo  es  igualmente  para  las  colegiatas,  por- 
QJ^ft  ^n  ©lias  hay  colegio  de  canónigos;  y  por  último,  se  exi- 
ge también  para  la  construcción  de  los  oratorios  privados, 
porque  el  uso  de  éstos  es  una  gracia  ó  privilegio  que  conce- 
de el  Sumo  Pontífice. 

En  todos  los  demás  casos  basta  la  licencia  del  Obispo, 
conforme  á  la  disciplina  general  de  la  Iglesia,  consignada 
y^  en  el  Canon  IV  del  Concilio' Calcedonense. 

Asimismo  debe  concurrir  justa  causa,  es  decir,  necesi  - 
dad  ó  utilidad,  como  son,  la  distancia  de  los  lugares,  las 
incomodidades  ó  peligros  de  los  caminos,  el  aumento  de 
población  en  territorio  poco  poblado,  la  edificación  de  un 
monasterio  ó  de  un  hospital,  especialmente  si  éste  está 
destinado  á  enfermos  leprosos,  con  el  fin  de  evitar  el  con- 
tagio (2). 

Igualmente  debe  asignarse  suficiente  dote,  para  su  con- 
servación, culto  y  ministros;  pues  si  la  iglesia  se  contruyó 
sin  asignarle  lo  suficiente,  puede  ser  compelido  á  dotarla 
el  que  la  edificó,  y  no  pudiendo  éste  hacerlo,  recae  la  obli- 
gación en  el  Obispo  qué  otorgó  su  licencia  sin  exigir  la  ne- 
cesaria caución.  Esto  mismo  enseñan  las  leyes  1.%  2.*  y  3.*, 
tít.  X,  Part.4.* 

Es  más,  la  nueva  iglesia  no  puede  construirse  en  perjui- 


(1)  Can.  Vni  et  IX,  Dist.  I  de  Consecrat. 

(2)  Cap.  II  et  III  de  Ecdes.  aedific. 
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de  la  misma  iglesia,  y  no  teniéndolos  corresponde  la  obli- 
gación á  los  beneficiados  y  patronos  (1).  De  aquí  que  se  con- 
cediesen  dos  acciones  reales,  una  contra  la  fábrica  ó  fondos 
de  la  parroquia  y  la  otra  contra  los  beneficiados.  Además^  se 
otorgó  una  acción  personal  contra  los  patronos.  El  Concilio 
Toledano  XVI,  en  su  cap.  V,  estableció:  «que  si  creyeran 
que  las  tercias  que  los  cánones  antiguos  ordenaron  que  se 
dieran  á  los  Obispos  de  lo  que  correspondía  á  sus  parro- 
quias, deben  exigirlas,  entonces  los  Obispos  reparen  las 
mismas  iglesias;  pero  que  si  quieren  cederlas,  en  tal  caso  los 
que  dan  el  culto  en  las  mismas  iglesias  tendrán  que  reparar- 
las bajo  la. inspección  y  solicitud  de  sus  pontífices*. 

La  doctrina  de  las  Decretales  fué  confirmada  por  el  San* 
to  Concilio  de  Trento,  quien  extendió  la  obligación  á  todos 
los  que  participaran  de  frutos  provenidos  de  las  mismas 
iglesias,  y  en  defecto  de  éstos,  á  los  feligreses  ó  parroquia- 
nos. He  aquí  la  disposición  Tridentina  (2). 

«Cuiden  también  (los  Obispos)  de  reparaj:  y  reedificar  las 
»  iglesias  prrroquiales  así  arruinadas,  aunque  sean  de  dere- 
»  cho  de  patronato,  sirviéndose  de  todos  los  frutos  y  rentas 
»  que  de  cualquier  modo  pertenezcan  á  las  mismas  iglesias; 
»  y  si  éstos  no  fueren  suficientes,  obliguen  á  ello  con  todos 
» los  remedios  oportunos  á  todos  los  patronos  y  demás  que 
»  participan  algunos  frutos  provenidos  de  dichas  iglesias,  ó 

>  en  defecto  de  éstos  obliguen  á  los  parroquianos;  sin  que 
»  sirva  de  obstáculo,  apalación,  exención,  ni  contradicción 
»  alguna.  Mas  si  padeciesen  todos  suma  pobrera,  sean  trans- 
»  feridas  á  las  iglesias  matrices,  6  á  las  más  veoinas,  con  fa- 

>  cuitad  de  convertir  así  las  dichas  parroquiales,  como  las 

>  otras  arruinadas,  en  usos  profanos  que  no  sean,  indecoro- 

>  so9y  erigiendo,  no  obstante,  una  cruz  en  el  mismo  lugar.  > 

De  modo  que,  coaforme  al  Tridentino,  se  han  de  reparar 
las  iglesias  con  los  frutos  y  rentas  que  de  cualquier  modd 
pertenezcan  á  las  mismas  iglesias,  y  si  éstos  no  fueren  bas- 


(1)  Cap.  I  et  IV,  de  Eccles.  aedific. 

(2)  Cap.  VII,  de  Beform.,  Sea.  XXI. 
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tantes  recae  la  obligación  en  los  beneficiados,  patronos,  par- 
tícipes de  diezmos  y  primicias,  y  en  último  término,  en  los 
feligreses.  Mas  si  por  falta  de  recursos  fuera  enteramente 
imposible  la  reparación,  en  este  caso  puede  convertirse 
aquella  iglesia  en  usos  profanos,  aunque  no  indecorosos,  po- 
niendo en  dicho  lugar  nna  cruz. 

Consiguiente  á  las  prescripciones  de  esté  Santo  Sínodo, 
y  en  consideración  á  varias  declaraciones  de  la  Congrega- 
ción de  Intérpretes,  estableció  Benedicto  XIV  la  siguiente 
gradación  en  orden  á  las  personas  obligadas  á  la  reparación 
de  una  iglesia  parroquial,  cuando  ésta  carece  de  ramo  de 
fábrica.  En  primer  lugar  está  obligado  el  Párroco,  no  con 
_sus  bienes  patrimoniales,  sino  con  los  réditos  del  beneficio, 
después  de  deducir  lo  necesario  para  su  congrua  sustenta- 
ción: en  segundo  lugar,  los  que  poseen  en  la  parroquia  be- 
neficio eclesiástico:  en  tercero  el  patrono,  si  la  parroquia  es 
de  derecho  de  patronato:  de  suerte  que  no  cumpliendo  con 
esta  obligación,  en  el  tiempo  que  le  fijare  el  Obispo,  pierda 
sus  derechos  de  patrono:  en  cuarto,  el  pueblo  y  los  que  ha- 
bitan en  la  parroquia,  aunque  sean  arrendatarios  de  fundos 
ajenos,  y  el  dueño  more  en  otro  lugar;  pudiendo  indemni- 
zarse, en  este  caso,  reteniendo  la  pensión  correspondiente. 

Sin  embargo  de  todo  estb,  en  España  no  se  permite  que 
los  Obispos  hagan  semejantes  derramas  entre  los  parroquia- 
nos; y  sólo  se  consiente  que  acudan  en  casos  extremos  á  la 
piedad  de  los  fieles.  Es  la  razón,  porque  no  puede  exigirse 
contribución  alguna  sin  que  esté  votada  en  Cortes,  ó  por  lo 
menos,  autorizada  por  el  Gobierno  de  S.  M. 

Las  disposiciones  que  rigen  entre  nosotros  acerca  de  esta 
materia  se  hallan  especialmente  consignadas  en  el  Concor- 
dato de  1851,  Convenio  de  1859  y  Reales  decretos  de  4  de 
Octubre  de  1861  y  13  de  Agosto  de  1876. 

A  pesar  de  esto,  no  debemos  omitir  las  prescripciones 
contenidas  en  las  leyes  4.*  y  5.*,  tít.  II,  lib.  I  de  la  Novísima 
Recopilación.  En  la  primera  de  estas  leyes  se  manda  por  el 
Sr.  D.  Carlos  III  que  no  se  haga  ni  ejecute  obra  alguna,  así 
de  escultura  como  de  arquitectura,  en  todas  y  cada  una  de 


256 

» 

Por  lo  que  hace  al  Concordato  de  1851,  he  aquí  el  tenor 
de  su  art.  36:  «Las  dotaciones  asignadas  en  los  artículos  an- 
teriores para  los  gastos  del  culto  y  del  clero,  se  entenderán 
sin  perjuicio  del  aumento  que  se  pueda  hacer  en  ellas  cuan- 
do las  circunstancias  lo  permitan.  Sin  embargo,  cuando  por 
razones  especiales  no  alcance  en  algún  caso  particular  algu- 
na de  las  asign^aciones  expresadas  en  el  art.  34,  el  Gobierno 
de  S.  M.  proveerá  lo  conveniente  al  efecto:  del  mismo  modo 
proveerá  á  los  gastos  de  las  reparaciones  de  los  templos  y  demás 
edificios  consagrados  al  culto. 

En  el  convenio  adicional  al  Concordato,  otorgado  en 
1859,  y  publicado  como  ley  en  4  de  Abril  de  1860,  se  dice  (1): 
«Queda  en  su  fuerza  y  vigor  lo  dispuesto  en  el  Concordato 
acerca  del  suplemento  que  ha  de  dar  el  Estado  para  pago  de 
las  pensiones  de  los  religiosos  de  ambos  sexos,  como  tam- 
bién cuanto  se  prescribe  en  los  artículos  35  y  36  del  mis- 
mo, acerca  del  mantenimiento  de  las  casas  y  Congregacio- 
nes religiosas  que  se  establezcan  en  la  Península,  y  acerca  \ 
de  la  reparación  de  los  templos  y  otros  edificios  destinados  al 
culto.  El  Estado  se  obliga  además  á  construir  á  sus  expensas 
las  iglesias  que  se  consideren  necesarias » 

Sigue  después  el  Real  decreto  de  4  de  Octubre  de  1861, 
que  tiene  por  objeto  señalar  el  procedimiento  que  debe  se- 
guirse en  la  formación  de  expedientes  para  la  construcción 
y  reparación  de  templos  y  otros  edificios  religiosos,  á  fin 
de  que  se  observe  en  la  materia  todo  cuanto  reclaman  y 
aconsejan  la  equidad,  justicia  é  importancia  del  asunto. 

Pero  antes  se  habían  ya  expedido  los  decretos  de  19  de 
Septiembre  de  1851  y  12  de  Junio  de  1857,  determinando  las 
principales  formalidades  que  habían  de  observarse  para  la 
instrucción  de  los  expedientes  que  versen  sobre  edificación 
y  reparación  de  las  iglesias  parroquiales  y  de  las  iglesias  y 
casas  de  religiosas. 

Nada,  sin  embargo,  decían  respecto  á  las  formalidades 
que  hayan  de  guardarse  para  instruir  los  expedientes  sobre 


(1)     Artículo  13. 
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ediñoación  ó  reparación  de  los  templos  catedrales  ó  cole- 
giales, de  los  palacios  episcopales,  de  los  seminarios  conci- 
liares y  de  las  iglesias  y  casas  de  religiosos.  Tampoco  pres- 
cribían reglas  para  que  el  Gobierno  pudiese  apreciar  la  ma-. 
yor  6  menor  urgencia  de  las  obras,  ni  dictaban  medidas  su- 
ficientes para  que  pudiera  conocer  minuciosamente  la  inver- 
sión que  sedaba  á  los  fondos  aplicados  á  tan  interesante  obje- 
to. Para  subsanar  estas  oi^isiones  se  dio  el  Real  decreto  de  4 
de  Obtubre  de  1861.  En  esta  disposición  se  establece  que  los 
gastos  de  reparación  pueden  ser  ordinarios  y  extraordina- 
rios. Llámanse  ordinarios,  aquellos  que  en  cada  año  sea  ne- 
cesario hacer  para  tener  en  buen  estado  de  conservación  los 
edificios,  y  que  puedan  cubrirse  con  las  dotaciones  consig- 
nadas en  los  artículos  34  y  35  del  Concordato  para  gastos 
del  culto  catedral,  colegial  y  parroquial  y  de  los  seminarios 
conciliares,  con  lá  parte  de  la  renta  que  se  devengue  en  la 
vacante  de  las  sillas  episcopales  que  debe  destinarse  á  repa- 
rar los  palacios  de  los  Prelados,  según  lo  determinado  en  el 
artículo  37  del  mencionado  Convenio,  y  con  las  cantidades 
que  de  limosna  se  recauden  en  cada  diócesis  con  destino  á 
este  fin. 

Se  consideran  gastos  extraordinarios  todos  los  que  no 
puedan  ser  atendidos  y  cubiertos  por  los  medios  indicados, 
y  cuyos  fondos  tenga  que  suministrar  el  Estado. 

Los  gastos  ordinarios  pueden  hacerse  por  los  respectivos 
Párrocos,  superiores  religiosos  y  demás  encargados  de  las 
iglesias  con  entera  libertad,  sin  otra  vigilancia  ni  interven- 
ción que  la  de  sus  propios  Ordinarios,  Para  las  reparaciones 
extraordinarias  debe  formarse  expediente;  y  á  este  propósi- 
to se  crearon  juntas  en  todas  las  diócesis,  que  se  componen 
del  Arzobispo  ú  Obispo  respectivo.  Presidente;  del  Deán,  de 
un  Canónigo  nombrado  por  el  Cabildo,  del  Fiscal  de  S.  M. 
6  Promotor  fiscal  donde  no  haya  Audiencia,  Síndico  del 
Ayuntamiento  y  un  individuo  de  la  comisión  de  monumen- 
tos artísticos.  Si  la  obra  se  hace  en  la  iglesia  parroquial  de 
un  pueblo,  se  formará  una  junta  local  dependiente  de  la  pri- 
mera, que  la  compondrán  el  Párroco,  presidente;  el  Alcalde; 

In8T  1)r  Derecho  canónmco  —  Tovo  II  •         17 
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primer  teniente  de  Cura  6  Coadjutor  donde  lo  hubiere;  el 
Síndico  del  Ayuntamiento  y  dos  feligreses  de  los  que  más 
contribuyan  con  sus  limosnas.  Mas  si  la  obra  no  se  hace  en 
•parroquias  y  si  en  iglesias  y  casas  de  religiosos  y  religiosas, 
se  compondrá  la  Junta  del  superior  de  aquéllos  ó  capellán 
de  éstas,  presidente;  del  Párroco,  'Alcalde  y  Síndico  del 
Ayuntamiento. 

Todos  los  contratos  para  la  ejecución  de  obras  de  edifi- 
cación ó  reparación  extraordinarias  deben  celebrarse  por 
remate  público,  previa  subasta.  Se  exceptúan,  empero,  las 
obras  cuyo  importe  no  exceda  de  4.000  reales,  y  las  de  los 
templos  y  edificios  que  por  su  mérito  artístico  considere  el 
Gobierno  conveniente  disponer  se  ejecuten  por  administra- 
ción. 

En  el  período  revolucionario  no  se  han  observado  las 
disposiciones  de  este  decreto,  y  únicamente  se  dispuso  en  el 
de  23  de  Julio  de  1874,  que  deroga  los  arts.  8.**  y  9.®  del  de 
13  de  Mayo  de  1873,  que  los  fondos  pertenecientes  á  la  oaja 
de  la  extinguida  sección  de  ramos  especiales  del  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  se  apliquen  á  la  reparación  de  templos, 
previos  los  oportunos  expedientes,  que  se  instruirán  con  su- 
jeción á  lo  establecido  en  el  Real  decreto  de  4  de  Octubre 
de  1861. 

En  13  de  Agosto  de  1876  se  dio  otro  Real  decreto,  cuyos 
principales  artículos  son  los  siguientes:  las  obras  de  cons- 
trucción y  reparación  de  los  templos  catedrales,  colegiales  y 
parroquiales,  palacios  episcopales,  seminarios  conciliares  é 
iglesias,  y  casas  de  religiosos  y  religiosas,  se  dividen  en  or- 
dinarias y  extraordinarias;  entendiéndose  por  tales  las  mis^ 
mas  que  prefija  el  Real  decreto  antes  citado  de  4  de  Octubre 
de  1861.  Pero  se  advierte  que  las  obras  que  se  hagan  sin 
subvención  del  Estado  se  consideran  como  ordinarias  para 
los  efectos  del  decreto  que  se  relaciona.  Las  obras  ordina- 
rias de  reparación  de  los  templos  catedrales,  colegiales  y 
parroquiales,  de  los  palacios  episcopales,  de  los  seminarios 
conciliares  y  de  las  iglesias  y  casas  de  institutos  religiosos, 
se  harán  por  los  respectivos  Cabildos,  Párrocos,  Prelados  y 
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ción  que  hayan  contribuido  con  mayor  limosna  para  la  obra, 
y  si  no  los  hubiere,  dos  vecinos  nombrados,  uno  por  el  Pre- 
sidente de  la  Junta  y  otro  por  el  Alcalde.  Para  practicar  los 
reconocimientos  facultativos  de  los  edificios,  levantar  pla- 
nos y  formar  los  proyectos  de  las  obras,  se  nombra  por  el 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  el  número  de  Arquitectos  dio- 
cesanos y  de  suplentes  que  se  juzgue  necesario,  atendiendo 
á  la  extensión  y  especiales  circunstancias  de  cada  diócesis. 
No  se  ejecutará  obra  alguna  extraordinaria  en  los  templos 
ni  en  los  edificios  destinados  al  servicio  de  la  Iglesia  sin 
previa  autorización  Real.  Al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
corresponde  aprobar  los  proyectos  de  obras  y  acordar  su 
ejecución.  Cuando  el  presupuesto  de  la  obra  exceda  de  6.000 
pesetas,  no  se  resolverá  el  expediente  sin  informe  del  Go- 
bernador de  la  provincia,  quien,  para  emitirlo,  habrá  de  oir 
necesariamente  al  Arquitecto  provincial.  También  debe 
oirse,  en  los  casos  en  que  la  importancia  artística  de  la  obra 
lo  requiera,  á  la  Real  Academia  de  Bellas  Artes  de  San  Fer- 
nando. 

En  23  de  Mayo  de  1877  se  ha  dado  una  instrucción  para 
el  cumplimiento  del  anterior  decreto. 

Réstanos  ocuparnos  de  la  Circular  del  Ministerio  de  Gra- 
cia  y  Justicia  de  13  de  Diciembre  de  1S80. 

El  propósito  que  guió  en  la  misma  al  Ministro  que  la 
suscribe  fué  el  facilitar  y  hacer  más  expedita  la  fornñación 
de  ciertos  proyectos  y  presupuestos. 

Por  esto  se  dice  en  la  citada  Circular,  que  como  no  siem- 
pre pueden  tener  desarrollo  normal  las  medidas  que  en 
ocasiones  se  dictan  con  el  mejor  deseo,  ha  acontecido  que 
cuando  se  trata  de  reparaciones  de  poco  coste  y  en  templos 
á  largas  distancias  de  las  capitales  donde  residen  general- 
mente los  Arquitectos,  á  éstos  se  les  causa  verdaderos  per- 
juicios por  tener  que  abandonar  sus  habituales  ocupaciones 
y  residencia,  y  se  originan  además  gastos  excesivos,  aten- 
dido al  importe  total  de  la  reparación  que  se  proyecta. 
«Adoptando  un  temperamento  que  sin  mermar  la  interven- 
ción de  los  Arquitectos  en  los  presupuestos  que  se  hagan 


261 

para  estas  repai^aciones,  facilite  la  tramitación  de  los  ex- 
pedientesy  ocasionando  también  menos  gastos,  puede  este 
inconveniente  ser  menor,  autorizando  á  los  maestros  de 
obras  6  á  los  maestros  alarifes  para  que  formen  los  proyec- 
tos y  presupuestos  para  trabajos  de  pura  conservación,  cu- 
yo importe  material  no  exceda  de  1.250  pesetas,  y  no  afec- 
ten á  partes  del  edificio  que  puedan  considerarse  de  mérito 
artístico;  pero  pasando  los  proyectos,  antes  de  que  las  Jun- 
tas los  remitan  á  este  Ministerio,  á  los  Arquitectos  diocesa- 
nos, para  que  informen  sobre  ellos  y  redacten,  cuando  no 
lo  esté,  el  resumen  general  del  presupuesto.»  En  su  conse- 
cuencia se  fijan,  entre  otras,  las  prescripciones  y  reglas  si- 
guientes: 1/  La  instrucción  de  los  expedientes  previos  se 
sujetará  estrictamente  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  12  y 
13  del  Real  decreto  de  13  de  Agosto  de  1876;  haciéndose 
constar  en  ellos  los  datos  necesarios  sobre  la  urgencia  de 
las  obras,  imposibilidad  de  costearlas  con  la^ consignación 
ordinaria,  informe  de  la  autoridad  local,  fruto  de  la  cues- 
tación ú  oferta  del  vecindario  y  cálculo .  aproximado  del 
importe  de  la  reparación  que  se  solicita.  2.*  Para  obtener  la 
autorización  de  las  obras  de  reparación  en  los' templos 
y  demás  edificios  eclesiásticos,  las  Juntas  diocesanas  for- 
marán y   elevarán   al  Ministef*io    relaciones  trimestrales, 
acompañadas  de    los  expedientes    previos,  sobre  los  que 
hayan  tomado  acuerdo  favorable.  Dichas  relaciones  deben 
redactarse  conforme  al  modelo  que  contiene,  en  el  cual  se 
expresa  el  número  de  orden,  el  nombre  del  edificio,  locali- 
dad en  que  está  situado,  y  el  cálculo  aproximado  del  coste 
de  las  obras;  teniendo  además  una  casilla  para  observacio- 
nes. 3.*  Todos  los  expedientes  previos,  ya  se  refieran  á  tem- 
plos ó  á  conventos,  palacios  episcopales  ó  seminarioe,  se  in- 
cluirán en  una  misma  relación  con  numeración  correlativa, 
que  seguirá  en  las  posteriores  que  se  formen.  4.*  En  nin- 
gún caso  se  acompañarán  á  los  expedientes  previos  que  se 
remitan  con  la  relación  trimestral,  los  proyectos  ni  presu- 
puestos de  las  reparaciones  que  se  solicitan,  debiendo  única- 
mente constar  el  cálculo  aproximado  de  las  obras;  ni  las 
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Juntas  autorizarán  su  formación  sino  después  de  haberlo^ 
así  resuelto  el  Ministerio  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  15  del  referido  decreto.  5.*  Las  Juntas  diocesanas  tras- 
ladarán íntegras  las  Reales  órdenes  autorizando  la  forma- 
ción de  proyectos  á  los  Arquitectos  respectivos,  haciendo 
constar  el  cálculo  que  sirvió  de  base  á  cada  uno.  6.*  Los 
Arquitectos  diocesanos  se  sujetarán  escrupulosamente  á  los 
modelos  circulados  y  prescripciones  de  la  instrucción,  pro- 
curando separar  con  claridad  en  el  resumen  del  presupues- 
to las  partidas  destinadas  á  la  ejecución  material  de  las  obras, 
imprevistos  y  beneficio  industrial  que  forman  el  tipo  del 
de  la  contrata  de  las  demás  que  se  incluyen  para  gastos  del 
proyecto;  y  cuando  las  obras  se  hagan  por  administración,, 
podrán  adicionar  otra  partida  para  gastos  de  la  Junta  espe- 
cial; que  el  Gobierno  se  reserva  aprobar,  según  los  casos» 
7.^  Las  Juntas  diocesanas  podrán  encomendar  los  trabajos 
necesarios  para  el  reconocimiento  de  edificios  y  formación 
de  proyectos  de  obras  autorizadas,  á  los  Arquitectos  de  las 
diócesis  limítrofes  cuya  residencia  esté  más  próxima,  si  el 
de  la  propia  estimare  más  económico  y  expedito  que  así  se 
verifique.  8,*  Los  proyectos  y  presupuestos  de  mera  repara- 
ción y  conservación  que  no  afecten  á  alguna  parte  del  edi- 
ficio considerada  de  mérito  artístico,  siempre  que  el  cálcu- 
lo no  exceda  de  1.250  pesetas,  podrán  formarse,  en  lo  suce- 
sivo, por  maestros  de  obras  y  alarifes,  designados  por  laa 
Juntas;  debiendo  someterse  después  al  informe  de  los  Ar- 
quitectos diocesanos,  quienes  manifestarán  principalmente 
si  puede  ofrecer  algún  inconveniente  grave  la  ejecución  de 
las  obras,  y  redactarán,  cuando  carezcan  de  él,  jcI  resumen 
del  presupuesto  y  el  general  de  las  mismas  con  arreglo  al 
modelo  número  primero.  9.^  Las  Juntas  no  autorizarán,  ni 
los  Arquitectos  formarán   presupuestos  adicionales  ^   las 
obras  en  curso  de  ejecución  sin  que  previamente  se  haya 
solicitado  de  la  superioridad,  exponiendo  las  razones  que 
aconsejen  la  necesidad  de  su  formación  y  el  cálculo  aproxi* 
mado  á  que  puede  ascender  su  importe.  10.^  Dispone  el 
Real  decreto  citado  que  cuando  el  presupuesto,  y  debe  en- 
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tenderse  el  de  contrata,  exceda  de  5.000  pesetas,  "no  se  re- 
suelva el  expediente  sin  informe  del  Gobernador  civil,  que 
oirá  necesariamente  al  Arquitecto  provincial.  Pues  bien: 
cuando  no  haya  Arquitecto  provincial,  6  éste  sea  el  au- 
tor del  proyecto,  lo  informará  el  municipal  de  la  capital 
de  la  diócesis,  y  si  tampoco  lo  hubiere,  las  Juntas  remitirán 
los  expedientes  y  proyectos  sin  dicho  informe,  expresando 
la  causa  de  esta  omisión.  11.*  Los  trabajos  de  las  obras  con- 
tratadas deben  dar  principio  forzosamente  dentro  de  los 
treinta  días,  contados  desde  la  fecha  de  la  orden  de  apro- 
bación de  las  subastas;  sin  perjuicio  de  que,  si  en  casos  ex- 
cepcionales no  puede  el  contratista  verificarlo,  solicite  la 
oportuna  prórroga.  12.^  Guando  las  obras  subastadas  hayan 
de  abonarse  no  sólo  con  recursos  del  Estado,  sino  con  otros 
procedentes  del  fondo  de  reserva  de  las  diócesis,  donativos, 
limosnas,  ofertas  vecinales  y  con  el  importe  de  materiales 
tomados  en  cuenta  en  el  presupuesto  aprobado,  valorarán 
los  Arquitectos,  en  las  certificaciones  que  expidan,   el  im- 
porte total  de  las  obras  ejecutadas  en  el  período  que  las 
mismas  comprendan,  expresando  después  separadamente 
la  parte  que  corresponda  abonar  al  Estado,  y  la  que  deba 
serlo  por  cada  uno  de  los  mencionados  conceptos.  Igual 
procedimiento  se  seguirá  al  hacer  las  liquidaciones  finales 
de  las  obras.  IS.*^  En  las  actas  de  los  remates  par^  la  ejecu- 
ción de  dichas  obras  se  haráQ  constar  por  los  Notarios  todas 
las  proposiciones  que  sean  presentadas  por  los  licitadores, 
expresando  además  si  han  sido  acompañadas  del  documento 
en  que  se  acredite  haberse  constituido  el  depósito  del  cinco 
por  ciento.  14.*  Los  Notarios  que  autoricen  la  escritura  de 
contrata  harán  relación  en  ella  del  resguardo  ó  documento 
que  justifique  haberse  constituido  la  fianza  de  diez  por  cien- 
to efectivo,  en  que  se  haya  adjudicado  el  remate.  15.*  El 
art.  27  de  la  instrucción  previene  que  se  dé  cuenta  al  Ministe- 
rio de  la  terminación  de  las  obras,  para  que  se  designe  el  Ar- 
quitecto que  haga  la  recepción  provisional  de  las  mismas. 
Si  pasados  veinte  días  desde  la  fecha  en  que  se  haya  remiti- 
do por  la  Junta  la  comunicación  haciéndolo  presente,  no  se 
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hubiese  hecho  dicha  designación^  el  Prelado  dará  orden  al 
Arquitecto  diocesano  para  que  lo  verifique.  Igual  procedi- 
miento se  seguirá  cuando,  terminado  el  plazo  de  garantía  y 
responsabilidad  del  contratista,  deba  hacerse  la  i'ecepción 
definitiva  de  las  obras. 

No  queremos  terminar  este  párrafo  sin  hacemos  cargo, 
aunque  sea  brevemente,  de  la  Real  orden  de  23  de  Abril  de 
1880.  En  esta  Real  orden  se  determina,  oída  la  Academia  de 
Bellas  Artes  de  San  Fernando,  que  la  Comisión  provincial 
de  Monumentos  de  Sevilla  no  tiene  facultad  de  vigilar  las 
obras  de  templos  abiertos  al  culto.  Este  derecho  correspon- 
de sí,  y  deben  ejercitarle  las  Comisiones  de  Monumentos  en 
todas  aquellas  obras  que  se  ejecuten  en  templos  en  que  no 
haya  culto,  y  que  se  conserven  y  custodien  por  su  mérito 
artístico. 

IV 

Ya  hemos  dicho  que  se  llaman  oratorios  las  capillas  des- 
tinadas al  culto  divino,  no  tanto  para  el  libre  uso  del  pue- 
blo fiel,  como  para  el  de  un  colegio  6  comimidad. 

También  hemos  manifestado  que  deben  su  origen  á  las 
capillas  que  los  monjes  edificaron  en  sus  claustros  para  sus 
usos  piadosos. 

Igualmente  hemos  afirmado  que  la  palabra  capilla  viene 
de  capella  6  capa;  y  ahora  añadimos,  que  según  algxmos,  se 
dio  este  nombre  á  ciertos  oratorios  por  cubrirse  el  ara  con 
sabanilla. 

Los  oratorios  son  públicos  6  privados,  y  estos  últimos 
traen  su  origen  de  la  más  remota  antigüedad.  Sabido  es  que 
los  primeros  cristianos  tenían  dentro  de  sus  casas,  y  gene- 
ralmente en  la  parte  superior  de  ellas,  lo  que  entre  los  ju- 
díos se  llamaban  Cenáculos,  que  no  eran  otra  cosa  que  ver- 
daderos oratorios  domésticos  para  los  ejercicios  particula- 
res de  piedad.  Y  no  es  esto  sólo,  sino  que  durante  los  tiem- 
pos de  la  persecución,  puede  decirse  que  cada  fiel  se  con- 
vertía en  recinto  sagrado,  porque  en  su  mismo  cuerpo  He- 
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vaba  el  pan  eucaristico  á  sus  hermanos,  para  fortalecerlos  y 
animarlos  en  sus  prisiones. 

Pero  cuando  más  se  extendieron  y  desarrollaron  tales 
oratorios  fué  en  tiempo  del  Feudalismo.  Entonces  todo  no- 
ble tenia  dentro  de  su  casa  un  oratorio  privado  ó  doméstico, 
pues  los  Obispos  fueron  muy  fáciles  en  conceder  semejante 
gracia.  Los  abusos  á  que  esta  conducta  dio  lugar^  hicieron 
que  se  restringiera  la  facultad  de  los  Ordinarios,  quedando 
exclusivamente  reservada  á  la  Silla  Apostólica. 

T  en  verdad  que  si  el  espíritu  de  la  Iglesia  ha  sido  siem- 
pre que  los  fieles  concurran  al  templo  parroquial,  la  conce- 
sión de  estos  oratorios  debe  restringirse  todo  cuanto  sea  po- 
sible. Por  otra  parte,  es  indudable  que  el  otorgamiento  de 
dicha  gracia  es  una  derogación  del  derecho  común;  y  esta 
clase,  de  derogaciones  está  reservada  al  Jefe  Supremo  de  la 
Iglesia. 

De  aquí  que^los  Padres  del  Santo  Concilio  de  Trento  di- 
jeran: «que  los  Obispos  no  toleren  que  se  celebre  el  Santo 
Sacrificio  de  la  Misa  por  seculares,  6  regulares,  cualesquie- 
ra que  sean,  en  casas  de  particulares,  ni  absolutamente  fue- 
ra de  la  iglesia  y  oratorios  únicamente  dedicados  al  culto 
divino,  los  que  han  de  señalar  y  visitar  los  mismos  Ordina- 
rios, con  la  circunstancia,  no  obstante,  de  que  los  concu- 
rrentes declaren  con  la  decente  y  modesta  compostura  de  su 
cuerpo,  que  asisten  á  él  no  sólo  con  el  cuerpo,  sino  con  el 
ánkno  y  afectos  devotos  de  su  corazón»  (1). 

Claro  es,  por  tanto,  que  este  decreto  quitó  á  los  Obispos 
la  facultad  de  conceder  las  licencias  de  que  se  trata,  pues 
era  incompatible  con  el  precepto  que  les  impuso,  de  no  per- 
mitir que  se  diga  misa  en  oratorios  privados. 

Pero  si  alguna  duda  quedara,  se  desvanece  completamen- 
te por  !a  expresa  decisión  de  Paulo  V,  en  la  encicliea  dirigi- 
da á  todos  los  Obispos,  año  de  1615,  que  concluye  así:  Fa- 
GuUcstem  hujusmodi  Ucentias  dandi  ipsitis  concüii  decreto  uni- 


(1)     See.  XXn,  Decret.  de  Observandis,  et  evitandis  in  celebratione 
Misae, 
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cuique'  ademptam  esse,  solique  Beatísimo  Romano  Ponlifici 
esse  reservatam. 

El  Romano  Pontífice,  es,  pues,  quien  concede  á  los  par- 
ticulares, mediante  justa  causa,  el  privilegio  de  colocar  ora- 
torio privado  dentro  de  su  propia  morada,  en  el  cual  pueda 
celebrarse  cui  tempm  el  Santo  Sacrificio  de  la  Misa. 

Se  dice  mediante  justa  causa,  porque  siempre  tiene  que 
alegarse  algún  motivo  que  impida  el  ir  á  la  iglesia  pa- 
rroquial, como  la  demasiada  edad,  la  imposibilidad  física 
ó  moral  del  solicitante,  ó  un  estado  habitualmente  valetudi- 
nario, etc.  Sin  embargo,  entre  los  privilegios  de  los  caba- 
lleros grandes  cruces  de  las  Ordenes  españolas,  se  encuen- 
tra por  concesión  Apostólica  el  de  poder  erigir  oratorio  do- 
méstico. 

Igualmente  se  dice  ad  temptiSj  porque  estas  licencias  se 
conceden  de  ordinario  por  un  tiempo  limitado;  y  se  excep- 
túan además  algunos  de  los  días  festivos  más  solemnes,  co- 
mo son:  las  Pascuas  de  Resurrección  y  Pentecostés,  el  Cor- 
ptís  Christi,  la  Epifanía,  Ascensión,  Trinidad,  Anunciación^ 
Natividad  de  San  Juan  Bautista,  Todos  los  Santos,  San  Pe- 
dro y  San  Pablo  y  el  patrón  de  la  ciudad  ó  pueblo. 

Los  términos  en  que  generalmente  viene  concebido  el 
Breve  de  oratorio,  es  á  favor  del  agraciado,  sus  domésti- 
•  eos  V  familiares;  valiéndoles  á  todos  la  misa,  estando  pre- 
sente el  primero. 

Hay  que  advertir,  que  el  citado  Breve  debe  presentarse 
al  Ordinario,  para  que  éste,  bien  por  sí  ó  por  medio  de  per- 
sona delegada,  proceda  á  la  visita  del  oratorio;  pues  mien- 
tras ésta  no  se  verifica,  no  puede  celebrarse  en  él  el  Santo 
Sacrificio  de  la  Misa. 

El  objeto  de  la  visita  es  para  inspeccionar  el  sitio  donde 
se  ha  erigido  el  oratorio,  pues  no  puede  colocarse  en  habi- 
taciones dedicadas  á  pasadizo,  ni  tener  encima  dormitorios; 
en  una  palabra,  ha  de  estar  en  pieza  separada  de  todo  otro 
uso,  y  decorosa. 

También  debe  examinarse  si  el  altar  está  provisto  de 
ara,  crucifijo,  sabanillas,  sacras,  y  si  hay  además  todos  los 
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en  casas  privadas  para  casos  urgentes,  v.  gr.,  una  grave 
enfermedad  que  no  permite  ir  á  la  iglesia  para  oir  la  misa 
6  celebrarla.  Pero  advertimos  que,  si  tal  sucede,  es  porque 
ha  llegado  el  caso  de  voluntad  presunta  por  parte  de  la  Si- 
lla Romana. 

Tócanos  ahora  hablar  de  los  oratorios  públicos  y  de  sus 
diferencias  con  los  privados. 

Llámase  oratorio  público  la  capilla  construida  cdt  auto- 
ridad del  Obispo,  y  que  teniendo  puerta  y  libre  entrada  y 
salida  al  camino  común,  está  dedicada  perpetuamente  al 
culto  divino. 

Así,  pues,  la  principal  diferencia  entre  este  oratorio  y  el 
privado,  consiste  en  que  el  oratorio  público  tenga  puerta 
abierta  al  camino  público  6  común;  de  manera  que  no  se 
entre  ni  se  salga  por  la  casa,  atrio,  predio  6  campo  del  do- 
minio particular.  Pero  por  lo  general  se  distingue  también 
uno  de  otro  oratorio:  1.**  En  que  el  oratorio  público  debe 
tener  campana,  mas  no  el  privado.  2.^  En  que  el  primero  se 
destina  perpetuamente  al  culto  divino,  y  por  lo  tanto  debe 
bendecirse;  y  el  segundo  sólo  ad  tempus,  y  no  exige  bendi- 
ción. 3.®  En  que  en  el  oratoriopublico.se  predica  la  palabra 
divina,  lo  cual  no  tiene  lugar  en  el  privado. 

Por  lo  que  hace  á  los  oratorios  de  Obispos  y  Prelados, 
como  á  los  de  hospitales  y  otras  congregaciones,  sólo  dire- 
mos que  los  primeros  son  públicos,  mientras  los  últimos  se 
consideran  únicamente  como  píos  y  religiosos;  tal  sucede  á 
los  de  monasterios,  hospitales,  seminarios,  etc. 

Por  lo  demás,  ya  hemos  manifestado  en  el  libro  ti,  que 
las  capillas  ú  oratorios  de  los  establecimientos  públicos  es- 
tán regidos  por  sacerdotes  que  desempeñan  actos  cuasi  pa- 
rroquiales, como  la  Comunión  pascual,  el  Viático  y  la  Ex- 
tremaunción. Allí  también  recordamos  el  contenido  del  ar- 
tículo 25  del  Concordato  de  1851,  que  dice  así:  «Los  coadju- 
tores y  dependientes  de  las  parroquias  y  todos  los  eclesiás- 
ticos destinados  al  servicio  de  ermitas,  santuarios^  oratorios, 
capillas  públicas  ó  iglesias  no  parroquiales,  dependerán 
del  Cura  propio  de  su  respectivo  territorio,  y  estarán  su- 
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ta,  y  que  no  interviniese  en  ella  ningún  Prelado  local  que 
pudiera  imponerles  censuras.  Mas  los  canónigos  de  aquella 
especie  de  colegiata  pretendieron  que  tampoco  se  les  podía 
excomulgar  como  Párrocos.  Llevada  la  queja  al  Papa  Ino- 
cencio ni,  dio  la  célebre  Decretal  Cum  capella.  En  ella  dis- 
tingue dicho  Pontífice  los  dos  conceptos  de  los  capellanes, 
y  manda:  In  quantum  exempti  mh  ejusdem  ^ratione  Capellae 
apostolicis  privilegiis  deferas  reverenter,  sed  in  quantum  ra- 
tione  parochiarum  ecclesiarnm,  vel  alias,  jurisdictionem  tuam 
respicere  dignoscuntur  officii  tui  dehitum  in  eosdem  libere 
prosequaris.  Ahora  bien,  D.  Ramón  de*  Borgoña  casó  con 
Doña  Urraca  de  Castilla,  hija  de  Alfonso  VI:  dióle  éste  en 
dote  el  señorío  de  Galicia  y  los  territorios  de  Avila,  Sala- 
manca y  Zamora.  En  Salamanca  puso  sü  corte,  y  allí  fundó 
la  capilla  de  San  Marcos,  al  estilo  de  Borgoña,  haciendo 
que  los  Párrocos  de  la  ciudad  le  sirviesen  de  capellanes. 

Más  tarde  Alfonso  IX  y  otros  monarcas  posteriores  favo- 
recieron con  grandes  privilegios  á  esta  capilla,  que  todavía 
subsiste  en  aquella  ciudad. 

Luego  el  Emperador  Carlos  V,  viendo  ruinosos  el  casti- 
llo y  palacio  ducal  de  Gante,  su  patria,  á  donde,  se  traslada- 
ron los  Duques  de  Borgoña,  después  de  vencidos,  con  los 
objetos  de  su  corte  que  pudieron  salvar  de  sus  derrotas, 
trasladó  los  derechos  de  ella  á  la  de  Madrid:  de  modo  que 
la  Real  Capilla  de  nuestros  Reyes  está  en  tal  concepto  ínti- 
mamente relacionada  con  la  decretal  Cum  capella. 

Por  lo  que  hace  á  la  exención,  los  Reyes  Católicos  obtu- 
vieron tres  Bulas  del  Pontífice  Sixto  IV;  la  una  en  1474, 
otra  en  1477,  y  la  última  en  1479,  concediéndoles  dicho  pri- 
vilegio; de  manera  que  su  capilla  quedó  exenta  y  fuera  día 
la  autoridad  ordinaria,  Estos  privilegios  se  fueron  aumen- 
tando sucesivamente  hasta  constituirse  la  Real  Capilla  y  sus 
dependencias  en  territorio  veré  nullius. 

Posteriormente  se  concedieron  á  esta  capilla  derechos  de 
parroquialidad,  trasladando  á  ella  el  Santísimo  con  gran 
aparato,  desde  la  contigua  Parroquia  de  San  Juan,  á  9  de 
Marzo  de  1639. 
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los  que  se  UBan  en  campaba,  y  loa  que  llevan  en  8ub  viajes 
los  Obispos. 

Eo  un  principio  eran  los  altares  de  madera;  posterior- 
mente se  construyeron  de  piedra,  y  después  de  concedi- 
da la  paz  á  la  Iglesia,  fueron  adornados  de  oro  y  plata,  sien- 
do costumbre  en  los  primeros  tiempos  el  colocarlos  de  ma- 
nera que  el  celebrante  estuviese  oon  la  cara  vuelta  al  pue- 
blo. Sobre  el  altar,  que  también  se  llamó  ara,  sagrada  mesa, 
y  sancta  aanctorum,  estaba  el  cimborio,  que  era  un  edificio 
torreado,  sostenido  cuando  menos  por  cuatro  columnas,  con 
el  que  se  cubría  completamente  aquél.  En  medio  del  altarse 
ponía  una  cruz,  y  no  podía  haber  más  que  uno  de  aquéllos 
en  cada  iglesia,  para  indicar  la  unidad  del  sacerdocio.  Eu 
el  siglo  VI  ya  había  en  cada  tfimplo  de  los  latinos  muchos 
altares,  según  prueba  San  Gregorio  Magno;  y  este  uso  se 
fué  extendiendo  en  todas  las  iglesias,  principalmente  des- 
pués que  se  aumentaron  las  Misas  rezadas.  Sin  embaído,  los 
griegos  coaservan,  basta  hoy,  el  uso  de  un  solo  altar. 

Hay  otros  altares  á  modo  de  altar  fijo,  que  son  los  fabri- 
cados del  mismo  muro  de  la  iglesia,  con  ara  de  piedra. 

La  Sagrada  Congregación  de  Ritos,  á  consulta  del  Reve- 
rendísimo José  Fessler,  Obispo  de  San  Hipólito,  resolvió  en 
31  de  Agosto  de  1867  lo  siguiente:  primero,  que  en  todas 
las  iglesias  haya  al  menos  un  altar  á  modo  d©  altar  fijo, 
pudiendo  los  demás,  incluso  el  mayor,  ser  de  madera,  y  es- 
to en  la  misma  iglesia  parroquial.  Pero  si  no  se  bailare  nin- 
gún altar  empotrado  en  el  muro,  conviene  que  al  menos 
uno  se  construya  de  esta  forma  y  que  éste  sea  el  altar  ma- 
yor; segundo,  que  cuando  los  altares  portátiles  adolecen  de 
una  hendidura  angosta,  que  corre  por  medio  de  toda  la  pie- 
dra, aunque  el  sepulcro  no  haya  sido  violado,  debe  decla- 
rarse execrado  el  altar,  á  semejanza  de  lo  que  sucede  coa 
el  fijo;  tercero,  que  se  tengan  por  execrados  los  altares 
fijos,  cuyos  sepulcros  han  destapado  los  Párrocos,  volvién- 
dolos á  cerrar  una  vez  halladas  las  sagradas  reliquias. 
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VI 


Es  la  consagración  un  acto  "sagrado  y  solemne^  hecho  con 
rito  especialf  por  el  que  se  habilita  la  iglesia  para  él  culto  di- 
vino.  ' 

Llámase  bendición  á  otro  acto  solemne,  pero  mucJho  menos 
que  el  de  la  consagración^  celebrado  con  ritos  especiales ,  y  me- 
diante el  cucd  queda  también  la  igles^ia  Juibililada  para  él  culto 
divino. 

Por  lo  visto  puede  afirmarse,  que  tanto  por  la  consagra- 
ción como  por  la  bendición  queda  la  iglesia  habilitada  para 
celebrar  en  ella  los  divinos  Oficios.  Pero  existen,  sin  embar- 
go, muchas  diferencias  entre  la  una  y  la  otra.  En  la  consa- 
gración interviene  la  unción  del  sagrado  crisma,  lo  cual  no 
tiene  lugar  en  la  bendición;  y  aunque  ambos  actos  están  re- 
servados á  la  autoridad  episcopal,  la  facultad  de  consagrar 
no  puede  delegarse  por  ser  propia  de  la  potestad  de  orden, 
mientras  la  bendición  puede  cometerse  á  los  presbíterQs  en 
los  términos  que  diremos  después. 

Se  ha  preguntado  si  bendecido  ó  consagrado  un  templo, 
quedan  bendecidos  ó  consagrados  los  altares.  Y  á  esto  debe- 
mos decir,  que  en  lo  antiguo  así  sucedió  por  no  haber  más 
que  un  altar,  y  por  combatir  la  herejía  de  Arrio,  que  nega- 
ba la  divinidad  de  Jesucristo^  pues  si  se  hubiese  consagrado 
el  altar,  hubieran  sostenido  aquellos  sectarios  que  se  consa- 
graba dicha  divinidad,  toda  vez  que  el  altar  representaba  á 
Jesucristo. 

MaS^  en  tiempos  posteriores  se  hizo  ya  necesaria  la  con- 
sagración de  los  altares,  á  causa  también  de  otra  herejía,  la 
de  Eiitiques,  que  negaba  en  Jesucristo  las  dos  naturalezas; 
significando  entonces  la  consagración  del  altar  la  de  la  hu- 
manidad de  Nuestro  Señor  Jesucristo. 

La  consagración  es  de  derecho  de  gentes,  porque  todos 
los  pueblos  han  tenido  culto  y  lugar  para  el  sacrificio.  Así 
es  que  Devoti  dice:  que  si  antes  dfe  Constantino  no  hubo  una 
consagración  pública  y  solemne  de  las  iglesias,  no  dejaría 
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de  haber  algún  acto  religioso  para  dedicarlas  al  culto,  como 
que  la  consagración  de  los  templos  venia  del  Antiguo  Testa- 
mentó j  y  es  de  tercer  que  pasaría  á  los  Apóstoles  y  de  éstos  á 
sus  sucesores.  En  efecto,  los  antiguos  Patriarcas  consagra- 
ron el  tabernáculo  y  el  templo,  pero  la  consagración  de  las 
iglesias,  propiamente  dicha,  tiene  su  origen  en  los  tiempos 
Apostólicos. 

La  bendición  se  introdujo  en  la  Edad  Media  á  causa  de 
las  muchas  ocupaciones  de  los  Obispos. 

La  consagración  puede  hacerse  en  cualquier  día,  aunque 
ae  recomienda  que  sea  festivo  (1);  pero  se  prohibe  hacerla 
fuera  de  la  celebración  de  la  misa  (2). 

Todos  los  años  debe  celebrarse  el  aniversario  de  la  con- 
sagración de  la  iglesia  (3),  ó  sea  su  dedicación.  Llámase  así, 
porque  se  le  da  un  nombre  ó  se  dedica  á  un  santo.  Dice  Be- 
rardi  que  en  la  dedicación  de  los  templos  vio  la  Iglesia  la 
imagen  del  hombre  cristiano,  equiparando  el  bautismo  y  la 
confirmación  á  la  bendición  y  consagración . 

El  día  en  que  ésta  tenía  lugar  era  de  grande  alegría  y  re- 
gocijo para  los  cristianos,  y  se  celebraba  con  himnos,  mís- 
ticas oblaciones,  oraciones  y  sacrificios,  concurriendo  los 
Obispos  inmediatos,  que  pronunciaban  sermones  alusivos  á 
aquella  solemnidad;  cuyos  sermones  se  encuentran  en  San 
Agustín,  San  Ambrosio  y  otros  Padres.  Nos  quedan  testimo- 
nios de  aquellas  festividades  en  los  Concilios  que  con  seme- 
jante motivo  se  celebraron,  como  el  famoso  de  Antioquía. 

El  ceremonial  de  la  consagración,  según  la  actual  disci- 
plina, se  encuentra  en  el  Pontifical  Romano,  siendo  también 
de  mucha  pompa  y  aparato:  «A  la  consagración  debe,  prece- 
der el  ayuno,  y  cantarse  las  vísperas  el  día  anterior  delante 
de  las  reliquias  que  se  han  de  colocar  debajo  del  altar.  Por 
la  mañana  el  consagrante  da  tres  vueltas  por  el  exterior  de 
la  iglesia,  rociando  las  paredes  con  agua  bendita.  Después 


(1)  Cap.  II,  de  Consecrat. 

(2)  Can.  ITT,  de  Coiisea-at,  cRst.  I. 

(3)  Can.  XVI,  de  Consecrat,  dist.  I. 
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<de  entrar  en  la  iglesia  forma  con  la  extremidad  de  su  báculo 
^bre  ceniza  esparcida  en  el  pavimento  las  letras  del  alfabe- 
to griego  y  latino,  principiando  desde  el  ángulo  de  la  iglesia 
á  la  izquierda  de  la  entrada,  y  después  desde  el  de  la  dere- 
•cha,  formando  una  cruz  en  forma  de  aspa:  en  la  primer  lí- 
nea forma  el  alfabeto  griego  y  en  la  segunda  el  latino,  sím- 
bolos ambos  de  la  instrucción  catequística*  En  la  puerta  sé- 
dala una  cruz  y  doce  en  las  paredes  por  la  parte  interior, 
ungiéndolas  con  el  Santo  Crisma,  y  todo  esto  va  acompaña-  ^ 
4o  de  muchas  ceremonias,  cánticos  y  oraciones  adecuadas 
alacto«» 

Es  de  advertir  que  las  doce  cruces  que  se  colocan  en  el 
interior  del  templa  se  distribuyen  de  manera  que  cada  tres 
se  fijan  en  uno  de  los  cuatro  vientos. 

El  principal  efecto  de  la  consagración  consiste  en  quedar 
la  iglesia  perpetuamente  dedicada  al  culto  divino;  así  es  que 
no  se  la  puede  emplear  én  usos  profanos  mientras  conserva 
moraimente  la  misma  forma.  De  aquí  resulta  que  es  ilícito 
reiterar  la  consagración;  lo  cual  sólo  se  permite  cuando  ésta 
es  incierta  ó  dudosa  (1).  Empero  la  consagración  espira 
cuando  la  iglesia  se  arruina  totalmente  ó  en  su  mayor  parte, 
j  necesita  de  nueva  consagración,  aunque  se  reedifique  con 
el  mismo  material.  Termina  asimismo,  cuando  en  un  incen- 
dio el  fuego  devora  la  parte  interior  de  las  paredes,  aunque 
éstas  no  caigan.  Lo  contrario  debe  decirse,  cuando  el  edifi- 
<5Ío  se  repara  por  partes  sucesivamente,  esto  es,  cuando  la 
reedificación  es  parcial,  como  también  en  el  caso  de  que  se 
dé  más  extensión  y  amplitud,  con  tal  que  la  parte  añadida 
sea  menor  que  la  antigua,'  porque,  según  una  regla  de  dere- 
-cho,  magis  dignum  iraJiit  ad  se  minus  dignum^  et  major  para 
minorem.  Basta  en  estos  casos  que  la  parte  nueva  reciba  la 
aspersión  del  agua  bendita. 

Los  altares  fijos  pueden  también  consagrarse,  aunque  la 
iglesia  esté  sólo  bendecida.  Cuando  se  consagran  se  colocan 
<;inoo  cruces,  cuatro  de  ellas  en  los  extremos  del  altar,  y  la 


(1)     Can.  XVI  et  XVIII,  de  Consecrat.,  dist.  I. 
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otra  en  el  ara;  colocándose  además  en  el  centro  las  reliquias^ 
de  los  Santos. 

Importantes  son  las  leyes  todas  del  tít.  X,  Part.  1.*,  con 
relación  á  las  materias  que  abraza  el  presente  capítulo;  pero^ 
especialmente  las  leyes  13,  14,  15,  16  y  19. 

La  facultad  de  consagrar  y  bendecir  las  iglesias  y  alta- 
res, corresponde  al*  Obispo,  pues  la  consagración  es  inhe- 
rente al  orden  episcopal,  y  la  bendición  se  cuenta  entre  las 
bendiciones  episcopales.  Hay,  sin  embargo,  esta  diferenciar 
La  consagración  no  puede  delegarla  el  Obispo  á  un  simple^ 
presbítero;  quia  licet  Episcopus  committere  valeat,  quaejuris- 
dictionis  existunt:  quae  ordinis  tamen  Episcopális  sunt,  nwi 
potest  inferioris  gradas  clericis  demandare*  La  bendición, 
por  el  contrario,  puede  delegarse  por  el  Obispo  al  simple- 
presbítero;  pero  es  necesario  que  aquél  esté  facultado  por  la 
Silla  Apostólica  para  hacer  ad  hoc  semejante  delegación. 

Claro  es,  que  sólo  el  Obispo  del  lugar  donde  existe  la 
iglesia  es  el  competente  para  la  consagración;  y  si  ésta  se- 
hiciera  por  un  Obispo  extraño  sin  permiso  del  propio,  aun- 
que válida,  sería  sin  duda  alguna  ilícita. 

Los  ritos  de  la  bendición  se  prescriben  también  en  ios- 
rituales  respectivos,  y  deben  observarse  religiosamente. 
Consisten  casi  en  las  mismas  ceremonias  que  para  la  consa- 
gración, excepto  la  unción  con  el  Santo  Crisma.  Tampoco 
se  colocan  en  su  interior  las  doce  cruces  de  que  se  ha  ha- 
blado anteriormente,  ni  se  derrama  en  su  pavimento  ceniza, 
sal,  agua  y  vino.  La  iglesia^  empero,  debe  estar  sola  y  sin 
ningún  mueble  ni  ornamento,  aunque  se  permite  una  mesa 
de  altar  para  celebrar;  la  aspersión  del  agua  bendita  se  hace 
hacia  la  parte  superior  de  los  muros  y  hacia  los  cimientos; 
se  asigna  también  patrón  á  la  nueva  iglesia,  y  concluida  la 
bendición  se  celebra  la  misa. 

La  bendición  no  impide  que  la  iglesia  pueda  ser  consa- 
grada; antes  bien,  se  considera  como  una  medida  subsi- 
diaria. 

La  bendición  de  la  iglesia  no  debe  reiterarse  por  cual- 
quier reparación  de  ella,  sino  sólo  cuando  se  reedifica  ente— 
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ramente  ó  en  su  mayor  parte.  En  una  palabra,  se  aplica 
proporcionalmente  á  la  bendición  lo  que  se  ha  dicho  res- 
pecto de  la  consagración. 

Los  altares  se  bendicen  asimismo  por  los  presbíteros,  con 
igual  autorización  que  para  las  iglesias. 

VII 

Todos  los  fieles  deben  portarse  en  los  lugares  sagradoj 
<;on  religiosa  piedad,  compostura,  humildad 'y  devoción.  De 
iiqui  que  cualquier  acto  indigno  del  templo  lo  profana;  tai 
sucede  con  ebpaseo  por  la  iglesia,  la  conversación  y  otros 
de  esta  índole.  Mucho  menos  pueden  permitirse  los  juicios 
jseculares,  ni  las  reuniones  de  personas,  sociedad  ó  corpora- 
ción que  tenga  uii  objeto  profano:  también  se  prohiben  los 
mercados  y  negociaciones;  los  vanos  entretenimientos,  y 
tanto  más  las  confabulaciones  deshonestas  y  depravadas. 

Pero  hay  otros  actos  muchos  más  graves,  que  cuando 
tienen  lugar  en  las  iglesias  de  dice  que  éstas  quedan  viola- 
das. No  es  lo  mismo,  por  tanto,  profanación  que  violí^ción. 
Se  equivoca,  pues,  el  Doctor  Golmayo  cuando  dice  qué  se 
profana  una  iglesia  siempre  que  se  cometen  en  ella  acciones 
torpes,  indecentes  ó  injuriosas  al  lugar  sagrado,  como  son 
la  sepultura  de  un  infiel,  de  un  hereje  ó  de  un  excomulgado  • 
vitando,  el  homicidio  injurioso,  ó  voluntaria  efusión  de  san- 
gre; y  por  último,  per  Humani  aeminis  voluntariam  effusio- 
nem;  porque  todos  estos  actos  no  sólo  profanan  la  iglesia, 
sino  que  la  violan.  Y  es  de  advertir  que  los  efectos  no  son 
unos  mismos,  porque  la  profanación  no  interrumpe,  las  ce- 
remonias eclesiásticas,  mientras  que  la  violación  envuelve 
la  prohibición  canónica  de  ofrecer  el  sacrificio  de  la  misa, 
y  celebrar  los  divinos  oficios.  Además  de  esto,  la  iglesia 
profanada  se  purifica  sólo  con  el  asperges,  inciensos  y  ora- 
ciones continuas,  y  la  iglesia  violada  no  llega  á  purificarse 
hasta  que  se  verifica  la  reconciliación. 

Algunos  autores,  al  hablar  de  la  profanación  de  las  igle- 
sias, dicen  que  éstas  se  execran  ó  contaminan;  y  fijan  los 
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c  asos  en  que  tiene  lugar  lo  uno,  y  lo  otro.  Ya  veremos  mis- 
adelante  cuál  es  el  verdadero  sentido  de  la  palabra  execra- 
ción. Por  lo  que  hace  á  los  casos  en  que  ^as  iglesias  se  con- 
taminan, son  los  mismos  de  que  tratan  otros  autores  al  ocu- 
parse de  la  violación. 

También  suele  confundirse  esta  palabra  con  la  de  polu- 
ción, puesto  que  el  adjetivo  poluta  significa  cosa  sucia,  in- 
munda y  contaminada. 

Más  claro:  unos  confunden  la  profanación  con  la  viola- 
ción y  polución,  considerándolo  todo  como  una  misma  cosa; 
otros  distinguen  entre  las  dos  primeras  que,  en  su  sentir, 
expresan  lo  mismo,  y  la  polución;  y  algunos  entienden,  que 
una  cosa  es  la  profanación  y  otra  diferente  la  violación  ó 
polución,  que  CQnfunden  á  su  vez. 

Esta  diversidad  de  opiniones  nace  de  que  la  palabra  pro- 
fanación se  toma  en  un  sentido  genérico,  y  como  miembro» 
de  ella,  la  de  violación  y  polución.  Contribuye  á  esto  tam- 
bién el  que  en  el  Diccionario  de  la  Academia  se  usan  como 
sinónimas,  para  este  objeto,  las  palabras  profanar,  violar  y 
contaminar;  y  como  poluto  ó  poluta  significa  inmundo  y 
contaminado,  de  aquí  que  se  emplee  indistintamente  cual- 
quiera de  estas  voces  para  expresar  un  mismo  pensamiento. 

Nosotros,  sin  embargo,  hemos  de  distinguir  todas  esas 
palabras.  Ya  sabemos  cuándo  tiene  lugar  la  profanación,  y 
cuándo  la  violación,  y  en  qué  se  diferencia  la  una  de  la 
otra.  Vamos  ahora  á  tratar  de  los  actoi  que  dan  lugar  á  la 
violación. 

Se  viola  la  iglesia:  1.^  Por  la  voluntaria,  injuriosa  y  gra- 
vemente pecaminosa  efusión  de  sangre,  dentro  del  lugar 
sagrado:  decimos  voluntaria,  porque  no  hay  violación,  si 
el  derramamiento  de  sangre  es  meramente  casual  ú  ocasio- 
nado  por  un  loco  ó  fatuo;  injuriosa,  porque  tampoco  la  hay, 
si  se  ejecutad  acto  con  derecho,  como  sucede,  si  se  verifi- 
ca en  defensa  de  la  propia  vida;  gravemente  pecaminosa, 
porque  no  viola  la  iglesia  la  acción  que  es  ligeramente  cul- 
pable; tal  sucedería,  si  dos  niños  se  golpearan  de  manera 
que  fluyese  de  las  narices  del  uno  notable  cantidad  de  san- 


280 

viola  asimismo  por  el  culto  impío^  es  decir,  cuando  se  adora 
en  las  iglesias  á  falsos  Ídolos;  tal  sucedió  en  Francia,  du- 
rante la  revolución,  que  adoraban,  eñ  vez  de  las  imágenes, 
á  la  diosa  Razón,  representada  por  prostitutas.  5.^  Se  viola, 
por  último,  per  seminis  hutnani  effusionem  voluntariam  et 
gravitar  culpabiiem  (1).  Aunque  el  Derecho  canónico  habla 
sólo  del  adulterio,  es  opinión  común  que  también  viola  la 
iglesia  toda  fornicio,  como  dice  la  ley  de  Partida  (2);  é 
igualmente  toda  efusión  voluntaria  y  culpable  seminis .  ha^ 
tnani,  verificada  públicamente  ó  con  escándalo.  Es  además 
probable  que  viole  la  iglesia,  aun  el  acto  conyugal  ejecuta- 
do dentro  de  ella,  porque  si  bien  ese  acto  es  en  sí  mismo  líci- 
to, no  lo  es  respecto  del  lugar  sagrado.  Lo  contrario  afirman 
respetables  autores,  á  cuya  opinión  suscribimosv  tratándose 
de  un  caso  de  necesidad^  en  que  se  corra  peligro  de  inconti- 
nencia, como  sucedería  sí  los  cónyuges  se  vieran  obligados 
á  habitar  en  la  iglesia  por  un  largo  período  de  tiempo,  .á 
causa  de  una  guerra  ó  con  otro  motivo  análogo.  En  Sevilla 
precisamente  ocurrió  esto  en  la  época  del  bombardeo,  pues 
multitud  de  familias  se  refugiaron  en  la  Iglesia  Catedral^ 
sin  que  por  esto  se  reconciliase  después. 

También  los  altares  se  contaminan  en  dos  casos,  á  saber: 
primero,  quando  se  rompe  el  ara  de  tal  manera,  que  en  im 
pedazo  de  los  rotos  no  quepan  el  cáliz  y  la  patena;  segundo, 
cuando  se  extraen  del  ara  las  reliquias  de  los  Santos. 

La  violación  no  se  verifica  respecto  del  lugar  no  consa-^ 
grado  ni  bendecido  para  el  uso  público;  de  donde  se  infiere 
que  no  se  viola  propiamente  el  oratorio  doméstico,  pera 
sí  el  cementerio  que  está  bendecido,  y  se  equipara  ,á  la 
iglesia. 

De  igual  modo  observamos  que  violada  la  iglesia,  se 
juzga  también  violado  el  cementerio  contiguo  á  ella,  por- 
que éste  es  un  accesorio  de  aquélla;  y  por  la  misma  razón  la 
violación  del  cementerio  no  se  extiende  á  la  iglesia  (3). 


(1)  Cap.  V,  de  Adidteriis]  can.  XIX,  de  Consecrat,,  dist.  I. 

(2)  ^  Ley  XX,  tít.  X,  Part.  1.* 

(3)  Gap.  ún.  de  Consecrat,  in  Sexto. 


281 

Ta  hemos  manifestado  cuáles  son  los  efectos  de  la  viola- 
ción; asi  es  que,  el  que  en  iglesia  públicamente  violada  ce- 
lebra la  misa  ú  otros  oficios  divinos,  6  sepulta  un  difunto 
peca  mortalmente,  porque  infringe  en  materia  grave  el  pre- 
cepto de  la  Iglesia.  Pero  se  pregunta:  si  el  sacerdote  sólo 
sabe  por  la  confesión  el  hecho^  ¿estará  obligado  á  abstener- 
se de  celebrar  en  ella  el  sacrifiLcio  ó  los  divinos  oficios, 
mientras  no  sea  reconciliada?  Y  á  esto  debemos  contestar, 
con  la  opinión  más  común,  que  no  tiene  semejante  obliga- 
ción; como  tampoco  es  necesario  en  este  caso,  que  la  iglesia 
se  reconcilie. 

Mas  si  en  el  acto  de  la  celebración  de  la  Misa  se  viola 
públicamente  la  iglesia,  entonces  debe  observarse  la  pres- 
cripción de  la  rúbrica  del  Misal:  Si  Sacerdote  celebrante  vio- 
letur  Ecclesia  ante  canonem,  dimittcAur  missa^  si  post  cano- 
9iem,  non  dimittatur. 

Finalmente,  en  el  momento  de  ser  pública  la  violación 
de  la  iglesia,  debe  extraerse  de  ella  la  Sagrada  Eucaristía, 
desnudarse  los  altares  y  sacar  todos  los  muebles,  sin  que  se 
verifique  acto  alguno  religioso' hasta  que  sea  reconcilia- 
da (1). 

Conviene,  empero,  advertir  que  cuando  la  violación  se 
comete  en  la  única  iglesia  de  una  aldea,  si  bien  no  pueden  * 
celebrarse  en  aquéUa  ceremonias  públicas,  se  puede  no  obs- 
tante administrar  los  sacramentos  del  Bautismo,  Viático  y 
Matrimonio. 

Réstanos  sólo  decir  lo  que  se  entiende  por  polución,  y 
cuál  sea  el  verdadero  sentido  de  la  palabra  execración. 

Así  como  los  casos  en  que  se  considera  contaminada  ía 
iglesia,  son  los  mismos  que  fijan  los  autores  al  hablar  de  la 
violación,  de  la  propia  tóanera  puede  entenderse,  en  sentido 
general,  que  violada,  tanto  quiere  decir  cómo  poluta;  pues 
los  cánones  usan  indistintamente  de  las  palabras  violata  6 
poUuta  (2).  Pero  á  pesar  de  esto,  polución  es  verdaderamen- 


(1)  Cap.  X,  de  Coíwecrof. 

(2)  Can.  XIX,  de  Coiwecraty  dist.  I;  caj).  X  y  otros  de  Comecrat. 
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te  uno  de  los  easos  de  la  violación,  pues  como  dice  el  Dic- 
cionario de  la  Academia  española,  Virilis  seminis  ^fuaio. 
Esta  es  su  acepción  gramatical,  cuando  se  emplea  como 
nombre.  ^ 

La  palabra  execración  tampoco  debe  confundirse  con  la 
de  violación;  pues  la  execración  se  aplica  sólo  para  signifi- 
car el  término  ó  pérdida  de  la  consagración.  Y  se  execran 
las  iglesias  consagradas  en  tres  casos,  que  son:  1.^  Cuando 
se  arruinan  ó  destruyen:  2.°  Cuando  se  reparan  de  manera, 
que  puede  decirse  haberse  erigido  una  nueva:  3.^  Cuando 
se  rompen  las  cruces  de  la  consagración;  tal  sucedería  si  en 
un  incendio  se  destruyera  la  superficie  interior  de  las  pa- 
redes. 

En  estos  casos  hay  necesidad,  no  ya  de  reconciliar  las 
iglesias,  sino  de  consagrarlas  nuevamente. 

vm 

Aunque  un  delito  cometido  en  lugar  sagrado  no  puede 
mancharle  física  y  realmente,  es  lo  cierto  que  ya  no  se  con- 
sidera decoroso  para  el  culto.  La  imagen  del  hombre  cris- 
tiano por  el  bautismo  y  la  confirmación  representada  en  la 
bendición  y  consagración  de  las  iglesias,  se  lleva  todavía 
más  adelante  en  su  signifipación  simbólica;  de  manera,  dice 
Golmayo,  muy  acertadamente,  que  así  como  el  hombre  por 
el  pecado  pierde  su  pureza,  así  también  la  pierde  la  iglesia 
por  la  profanación  (entiéndase  violación),  recobrándola  res- 
pectivamente el  hombre  por  la  penitencia,  y  la  iglesia  por 
la  reconciliación.  Ahora  bien,  ésta  no  puede  hacerse  sino 
por  el  Obispo,  cuando  la  iglesia  está  consagrada;  pues  se  le 
prohibe  terminantemente  al  simple  sacerdote,  aunque  use 
agua  bendita  por  el  Obispo  (1).  Pero  si  la  iglesia  está  sólo 
bendecida,  puede  reconciliarla  el  Párroco  ó  Rector  de  ella 
ó  cualquiera  otro  presbítero  con  autorización  del  Obispo  (2); 


(1)  Cap.  IX,  de  Consecrat  eccles. 

(2)  Cap.  X,  de  Catisecrat.  eccles. 


*       283 

porque  asf  como  para  bendecirla  necesita  delegación  espe- 
cial» del  propio  modo  para  reconciliarla,  se  requiere,  dicha 
autorización.  Los  superiores  regulares,  en  virtud  de  expreso 
privilegio  de  León  X,  pueden  reconciliar  sus  iglesias  antes 
consagradas,  con  el  agua  bendita  por  el  Obispo;  y  distando 
éste  más  de  dos  dietas,  pueden  hacerlo  también  con  el  agua 
bendita  por  ellos  mismos. 

Nótese  que  cuando  se  viola  la  iglesia  ó  cementerio  por 
la  sepultura  de  im  infiel  ó  excomulgado  vitando,  se  ha  de 
proceder  ante  todo  á  la  exhumación  del  cadáver  (1). 

La  reconciliación  de  una  iglesia  consagrada  se  hace  ro- 
ciando las  paredes  y  pavimento  de  ella  con  agua  y  vino  mez- 
clados con  ceniza,  símbolo  de  penitencia.  A  la  aspersión 
preceden  y  siguen  varias  preces  y  ceremonias  adecuadas  al 
acto,  cuyo  espíritu  es  devolver  á  aquel  lugar  la  santidad 
perdida  por  el  crimen  con  que  fué  violado  (2).  Mas  si  la 
iglesia  está  bendecida  y  no  consagrada,  se  verifica  la  re-, 
conciliacii5n  sólo  con  agua  bendita  y  las  oportunas  preces. 

Digna' es  de  especial  mención  la  ley  20,  tít.  X,  Part.  1.*, 
cuyo  tenor  es  el  siguiente:  «Reconciliada  deve  ser  la  Eglesia, 
» ipor  dos  maldades  que  f  azen  los  omes  en  ella,  que  la  ensu- 
» zian.  La  una  es,  quando  algún  orne  fiere  á  otro  en  ella,  e 
»  cae  y  sangre.  E  la  otra  es,  quando  faze  alguno  adulterio,  ó 
^  fornicio  en  ella,  yaziendo  con  alguna  mujer:  onde  quando 
» alguna  destas  cosas  fuere  y  fecha,  non  deven  y  cantar 

>  Missa  nin  decir  Horas  fasta  que  la  reconcilien;  que  quiere 
»  tanto  dezir,  como  alimpiarla  de  aquel  mal  que  fizieron,  e 
*  que  la  tomen  al  primer  estado,  en  que  ante  era,  quier  sea 

'»  el  fecho,  manifiesto  ó  encubierto:  e  si  la  Eglesia  fuere  con- 
5  sagrada,  puédela  el  Obispo  reconciliar  con  Agua  bendita, 

>  que  el  mismo  oviesse  fecho,  ó  otro  Obispo  oviesse  fecho, 
»  en  que  oviesse  vino,  e  sal,  assi  como  lo  deve  aver^  en  la 

>  que  fazen  para  consagrar  las  Eglesias:  e  esto  non  lo  puede 
»  facer  otro  Clérigo  de  Missa.  Pero  si  non  fuesse  consagrada, 


(1)  Can.  XXVn,  de  Consecrat,  dist.  I. 

(2)  Cap.  IV^,  de  Consecrat.  eccles. 
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>  bien  la  puede  reconciliar  Clérigos  de  Missa  con  Agua  ben- 
»  dita  porque  non  queden  de  dezir  las  Horas:  e  esto  puede  f a- 
»  zer  con  mandado  del  Obispo.  Otrosi,  quando  algún  desco- 
»  mulgado  soterrassen  en  el  Cementerio;  desque^lo  sopieren, 
»  devenlo  sacar  ende,  e  reconciliar  el  .Cementerio  con  el 
»  Agua  bendita,  conque  reconcilian  la  Eglesia,  cuando  es 
.»  menester.  E  por  estas  mismas  razones  han  de  reconciliar 

>  el  Cementerio,  porque  reconcilian  la  Eglesia.» 


'••«••• 


CA  PÍTÜLO  XXI 


I.  Inmanidad:  su  definición  y  clases:  doble  concepto  de  la  local:  dere- 
obo  de  que  procede. — U.  Origen  y  fundamento  del  derecho  del  asi- 
lo en  las  iglesias:  su  historia  en  el  pueblo  judío,  en  el  pagano  y  en 
el  cristiano  hasta  la  destrucción  del  Imperio  romano. — ^III.  Su  ex- 
tensión en  la  Edad  Media:  limitaciones  impuestas  por  las  Decreta- 
les.— IV.  Disposiciones  españolas  acerca  de  la  materia  desde  el 
Fuero-Juzgo  hasta  las  Partidas:  Concordato  de  1737:  Breve  de  Cle- 
mente Xiy  de  12  de  Septiembre  de  1772:  delitos  que  en  la  actual 
disciplina  de  la  Iglesia  de  España  no  gozan  de  inmunidad. — Y.  Del 
Juez  en  las  causas  de  asilo^  y  extradición  de  los  reos:  formas  de 
ésta,  según  la  Nov.  Recop.  (ley  6.a,  tít.  IV,  lib.  I):  reos  de  violación 
de  asilo  y  penas  en  que  incurren. 


La  voz  inmunidad  se  deriva  de  la  palabra  munus^  que 
significa  carga  ú  obligación  impuesta  por  la  ley:  asi  el  que 
está  libre  de  tal  carga  ú  obligación,  se  dice  que  es  inmune, 
ó  que  goza,»  á  este  respecto,  de  inmunidad.  Más  claro,  in- 
munidad en  general  tanto  quiere  decir  como  exención  de 
carga.  Podemos,  sin  embargo,  definirla,  diciendo  que  es: 
«dispensa  ó  privilegio  de  una  obligación  común». 

Donoso,  empero,  define  la  eclesiástica:  «el  derecho  por 
el  cual  las  iglesias  y  las  personas  eclesiásticas  y  las  cosas  de 
unas  y  otras  son  libres  é  inmunes  de  las  cargas  seculares,  y 
de  los  actos  contrarios  á  la  santidad  y  reverencia  que  sq  de- 
be á  aquéllas.»  Pero  esta  definición,  aunque  explica  el  con- 
cepto de  la  inmunidad  en  sus  tres  distintas  especies,  nos 
parece  algo  difusa,  y  puede  dar  ocasión  á  entender  con 
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error,  que  todas  las  cosas  pertenecientes  alas  personas  ecle- 
siásticas son  libres  de  cargas  seculares. 

Por  esto  se. definiría  mejor,  en  nuestro  sentir,  diciendo; 
privilegio  de  exención  de  cargas  en  favor  de  las  iglesias,  de 
los  clérigos  y  de  las  cosas  eclesiásticas, 

Y  esto  mismo  nos  indica  ya  que  son  tres  las  clases  en  que 
'  se  divide  )a  inmunidad,  á  saber:  local,  personal  y  real. 

La  local,  es  el  derecho  que  compete  á  las  iglesias  para 
que  no  pueda  ejercerse  en  ellas  actos  profanos  y  seglares,  ni 
extraerse  con  violencia  á  los  criminales  asilados  en  su  re- 
cinto; la  personal,  concede  á  los  clérigos  los  privilegios  del 
canon  y  del  fuero,  eximiéndoles  también  de  toda  carga  per- 
sonal emanada  de  la  jurisdicción  secular;  la  real,  exime  ó 
eximía  los  bienes  eclesiásticos  de  la  autoridad  laical,  y  de 
toda  exacción  que  ésta  quisiera  imponerles. 

De  todas  estas  inmunidades,  vamos  ahora  á  ocupamos 
exclusivamente  de  la  local. 

La  inmunidad  local  consiste  en  dos  cosas,  esto  es,  tiene 
un  doble  concepto:  1.**  La  prohibición  de  ejercer  en  las  igle- 
sias, ó  lugares  sagrados,  todo  acto  contrario  á  la  reverencia 
;  que  se  les  debe.  2.®  El  derecho  de  que  gozan  los  delincuen- 
tes que  á  ellas  s^  acojen,  para  ser  protegidos,  y  para  que 
no  se  les  pueda  extraer  de  las  mismas,  sino  bajo  ciertas 
condiciones. 

Ya  indicamos  en  el  párrafo  7.®  del  cap.  XX  los  actos  pro- 
fanos que  se  prohiben  en  las  iglesias:  allí  dijimos,  que  no 
pueden  tener  lugar  los.juicios  civiles  ni  criminales  del  fue- 
ro laical;  las  fiestas  teatrales,  convitee  y  vanos  entreteni- 
mientos; alocuciones  civiles;  reuniones  de  personas  ó  cor- 
poraciones que  tengan  un  objeto  profano;  mercados,  ferias, 
y  todas  las  demás  cosas  que  repugnan  á  la  santidad  y  decoro 
del  lugar  sagrado:  tales  son  las  prescripciopnes  del»derecho 
positivo,  según  los  capítulos  I  y  V  de  Tnmunitate  ecclesiarum, 
el  II  de  Inmunitate  in  Sexto,  y  el  XII  de  Vita  et  Jumestate. 
Debemos,  empero,  advertir  que  los  juicios  seculares  son 
nulos,  llevando  además  aneja  los  criminales  la  pena  de  ex- 
comunión contra  los  jueces;  porque  sería  absurdo  y  cruel, 
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dice  la  ley,  imponer  penas  de  sangre  en  el  mismo  lugar  es- 
tablecido  para  hacer  obras  de  piedad  y  misericordia.  Mas 
los  contratos  son  válidos,  según  la  opinión  más  común,  por- 
que ningún  derecho  los  irrita  ó  anula. 

El  Santo  Concilio  de  Trento,  al  ocuparse  de  esta  materia 
en  el  decreto  de  Observandis^  et  evitandia  in  celebratione 
MissaSf  Sesión  XXII,  dice:  «Aparten  también  (los  Obispos) 
de  sus  iglesias  aquellas  músicas  en  que  ya  con  el  órgano,  ya 
con  el  canto  se  mezclan  cosas  impuras  y  lascivas;  así  como 
toda  conducta  secular,  conversaciones  inútiles,  y  consiguien- 
temente profanas,  paseos,  estrépitos  y  vocerías;  para  que, 
precavido  esto,  parezca  y  pueda  con  verdad  llamarse  casa 
de  oración  la  casa  del  Señor.» 

Se  disputa  entre  los  sabios  si  la  inmunidad  local  respecto 
al  derecho  de  asilo  es  de  derecho  divino  ó  humano:  unos 
dicen,  que  es  de  derecho  divino,  porque  ha  existido  en  todos 
los  pueblos,  consignándose  además  en  el  Antiguo  Testamen- 
to: otros,  que  es  de  derecho  eclesiástico,  no  sólo  porque  no 
hay  precepto  alguno  en  el  Nuevo  Testamento,  sino  porque 
esta  materia  es  de  disciplina  y  no  dogmática:  algunos,  como 
el  Sr.  Gago,  catedrático  que  fué  en  la  Universidad  Literaria 
de  Sevilla,  optan  por  una  opinión  intermedia;  pues  dicen 
que  procede  mediatamente  del  derecho  divino  é  inmediata- 
mente del  derecho  eclesiástico. 

No  falta  tampoco  quienes  afirmen,  como  Cavallario,  Co- 
varrubias,  Suárez,  Pereyra  y  otros,  que  esta  inmunidad 
debe  su  origen  á  la  piedad  de  nuestros  Reyes^  que  la  han 
concedido  á  las  iglesias.  Y  en  efecto^  añaden,  que  así  como 
á  los  Príncipes  les  corresponde  el  derecho  de  castigar,  de 
igual  manera  les  compete  el  derecho-de  gracia. 

Donoso  entiende  que,  aunque  el  derecho  natural  pres- 
cribe el  culto  divino  y  la  reverencia  debida  á  los  lugares 
sagrados,  no  se  infiere  de  aquí  el  derecho  de  asilo;  pues  la 
extracción  del  reo  de  la  iglesia  no  es  contra  el  culto  divino,, 
ni  contra  la  reverencia  que  se  debe  al  lugar  sagrado:  así  es 
que  se  decide  por  que  el  asilo  es  de  derecho  canónico  y 
civil. 
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Nosotros  respetamos  todas  estas  opiniones;  pero  creemos 
que,  si  es  una  verdad  que  ha  existido  en  todos  los  pueblos, 
no  puede  menos  de  confesarse  que  procede  del  derecho  de 
gentes.       ,    " 

No  procede  del  divino  positivo,  porque  no  existe  sobre 
esto  ninguna  ley^  precepto  ó  tradición  recibida  de  los  Após- 
toles, y  si  bien  es  verdad  que  en  el  Antiguo  Testamento  de- 
signaba la  ley  divina  ciertos  lugares  de  adilo,  esta  ley,  como 
todas  las  ceremoniales  y  judiciales,  espiró  con  aquél,  y  no  se 
encuentra  renovada  en  el  Nuevo  Testamento. 

Respecto  á  los  que  enseñan  que  procede  del  dereche  civil, 
sólo  diremos  que  los  Príncipes  carecen  de  competencia  para 
modificar  por  sí  la  inmunidad;  y  mucho  menos  si  ésta  se  ha 
.acordado  ó  establecido  por  ambas  potestades.  Es  más,  la 
Silla  Apostólica  tiene  condenada  la  doctrina  de  los  que 
dicen  que  el  asilo  procede  del  derecho  civil;  porque,  si  bien 
esta  materia  es  de  suyo  variable,  semejante  facultad  compe- 
te exclusivamente  á  los  Romanos  Pontífices. 

Claro  es,  por  lo  demás,  que  la  idea  de  respeto  y  vene- 
ración á  los  lugares  sagrados  es  tan  antigua  como  el  hom- 
bre; y  bajo  este  concepto  pudiera  sostenerse  que  el  asilo 
procede  del  derecho  divino  natural.  Pero  aunque  esa  idea 
sirva  de  fundamento  al  asilo,  es  lo  cierto  que  éste  no  se  in- 
fiere de  aquélla;  ni  la  ley  divina  tampoco  lo  estableció  y  re- 
gularizó. Por  esto  hemos  afirmado  que  debe  su  origen  al  de- 
recho de  gentes.  Ahora  bien,  la  Iglesia  lo  aceptó  y  regulari- 
zó en  su  espíritu  de  lenidad  y  mansedumbre;  y  de  aquí  que 
Devoti  tenga  razón  al  sostener  que  el  derecho  de  asilo  in- 
cumbe exclusivamente  á  la  autoridad  eclesiástica. 

II 

El  derecho  de  asilo  concedido  á  los  templos  tiene  su  fun- 
damento en  la  mansedumbre  evangélica;  y  aunque  seme- 
jante institución  no  pudo  desarrollarse  durante  las  persecu- 
ciones, tan  luego  como  éstas  cesaron,  se  vio  la  tendencia  á 
darle  vida  y  estabilidad.  ;Y  cómo  no,  si  la  Iglesia  es  madre 
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tierna  y  cariñosa,  amparo  de  los  afligidos,  consuelo  de  los 
pecadores!  Ved  por  qué,  dice  Golmayo  muy  acertadamente, 
las  bases  fundamentales  del  asilo  eclesiástico,  son:  1.^  La 
clemencia  para  con  los  desgraciados  que  necesitan  protec- 
ción. 2.*  La  enmienda  de  los  delincuentes  bajo  el  régimen 
severo  de  las  penitencias  públicas,  conforme  á  la  gravedad 
de  los  delitos.  Y  3.*  La  reverencia  debida  á  los  templos  con- 
sagrados al  Seüor,  bajo  cuyo  amparo  se  ponen  los  que  en» 
ellos  se  refugian. 

Sentado  esto,  veamos  ahora  su  origen  histórico. 
Los  lugares  de  asilo  y  refugio  se  conocieron  ya  en  los 
pueblos  antiguos. 

Los  Egipcios  tenían  un  templo  consagrado  á  Hércules, 
que  no  servía  de  asilo  más  que  á  los  esclavos  oprimidos  por 
sus  señores.  ^ 

Los  Griegos  establecieron  también  varios  lugares  de  re- 
fugio que  libertaban  de  toda  pena  á  los  esclavos  ú  hombrei 
ilbres  que  se  acogían  á  ellos. 

Pero  donde  especialmente  debemes  estudiar  esta  institu- 
ción, es  en  los  pueblos  judío  y  romano. 

Entre  los  judíos  el  Arca  Santa  fué,  durante  su  peregrina- 
ción por  el  Desierto,  el  único  lugar  de  refugio.  Pero  cuan- 
do ocuparon  la  Tierra  de  Promisión,  fueron  señaladas  para 
este  efecto  seis  ciudades,  entre  las  cuarenta  y  ocho  poblacio- 
nes adjudicadas  á  los  Levitas. 

Esta  inmunidad  tenía  sólo  lugar  para  aquellos  que  mata- 
sen sin  intenci  m,  á  fin  de  evitar  la  venganza  de  los  parien- 
tes; pero  los  refugiados  tenían  que  permanecer  en  la  ciudad 
del  asilo  hasta  la  muerte  del  Sumo  Sacerdote. 

Los  Romanos  conocieron  asimismo  este  derecho,  otor- 
gándolo unas  veces  á  las  ciudades  por  miras  políticas;  y 
otras  á  los  templos  y  los  altares,  por  el  respeto  y  reveren- 
cia debidos  á  los  dioses.  Dícese  que  en  la  edificación  de  Ro- 
ma se  señaló  ya  por  Rómulo  un  lugar  que  servía  de  asilo  á 
los  que  llegasen  de  las  comarcas  circunvecinas,  el  cual  se 
quitó  después  por  el  mismo  Rómulo,  porque  se  quejaron  los 
Sabinos  y  otros  pueblos,  usando  también  de  represalias,  que 
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interrumpían  las  relaciones  y  el  comercio.  Pero  luego  Ser- 
vio Tulio,  de  acuerdo  con  las  ciudades  inmediatas,  edificó 
un  templo  á  Diana  en  el  monte  Aventino  como  lugar  de  asi- 
lo, con  el  privilegio  de  que  los  refugiados  no  pudieran  juz- 
garse sino  por  todos  los  socios.  Los  triunviros  después  de  la 
muerte  de  César,  le  edificaron  también  un  templo  que  go- 
zaba de  la  inmunidad.  Y;  por  último,  hasta  las  estatuas  de 
*  los  Emperadores  fueron  igualmente  punto  de  seguridad  pa- 
ra los  perseguidos. 

Dicho  es,  por  consiguiente,  que  el  derecho  de  asilo  fué 
introducido  entre  los  cristianos,  no  tanto  por  la  costumbre, 
cuanto  por  el  derecho  de  gentes.  «El  derecho  positivo  civil 
y  eclesiástico  no  hizo  más  que  reconocerlo,  regularlo  y  dar- 
le mayor  fuerza  y  estabilidad.  Algunos  autores  sostienen, 
empero,  que  Constantino  fué  quien  concedió  á  las  iglesias 
semejante  derecho;  pero  si  así  fuera,  no  hubiera  existido 
antes  de  aquel  Emperador;  y  ya  hemos  visto  que  la  institu- 
ción fué  conocida  por  los  Egipcios,  Griegos  y  Judíos. » 

Es  más,  el  primer  documento  legislativo  que  trata  de  es- 
ta materia,  en  la  época  del  imperio,  es  una  ley  de  Arcadio, 
en  la  cual  no  se  concede  el  derecho  de  asilo  á  las  iglesias, 
sino  que  se  reconoce  como  subsistente.  Y  entiéndase  que.  es- 
ta ley  habla  sólo  de  los  judíos  que,  agobiados  por  deudas  6 
habiendo  cometido  algún  delito,  se  acogían  á  los  templos 
manifestando  deseos  de  convertirse,  y  se  disponía  en  ella 
que  no  fuesen  admitidos  hasta  que  pagasen  ó  se  purificaran 
de  los  delitos  demostrando  su  inocencia. 

Verdad  es  que  el  mismo  Emperador  quitó  el  asilo  por 
influencia  del  eunuco  Eutropio;  pero  este  hecho  fué  causa  de 
que  los  Obispos  de  África  enviasen  una  comisión  á  los  so- 
beranos para  alcanzar  su  restitución,  á  fin  de  que  los  que  hu- 
biesen cometido  cualquier  delito  y  se  acogiesen  á  las  iglesias^ 
alcanzasen  de  los  esclarecidos  Principes  una  pre^Togativa,  par- 
ra qne  ninguno  se  atreviese  á  sacarlos  de  los  lugares  de  asilo. 

Posteriormente  se  dictaron  por  los  Emperadores  varias 
leyes  que  fueron  tomadas  de  los  cánones  de  los  Concilios 
Africanos. 
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Son  dignas  de  citarse,  entre  otras,  las  de  Honorio,  Teo- 
dosio  II  7  Yalentiniano  m.  En  una  de  estas  se  manda  que 
nadie  pueda  extraer  de  las  iglesias,  bajo  la  pena  de  lesa  ma- 
jestad, á  los  que  á  ellas  se  acogen.  En  otra  se  habla  del  es- 
pacio en  que  ios  sitios  adyacentes  á  las  iglesias  se  concede 
á  los  refugiados,  y  de  los  que  llevan  armas.  En  la  cuarta  se 
trata  de  los  siervos  que  también  se  presentan  con  armas,  y 
de  los  que  llevan  el  ánimo  de  resistirse  confiando  en  ellas. 
Pero  en  ninguna  de  estas  leyes  ni  en  las  otras  que  omitimos, 
■se  habla  de  refugiados  que  hayan  cometido  delitos  graves, 
ni  menos  de  la  remisión  ó  disminución  de  la  pena. 

Si  alguna  duda  quedara  acerca  de  la  corta  extensión  que 
•entonces  tenía  el  derecho  de  asilo,  basta  para  desvanecerla 
el  contenido  de  la  novela  17  de  Justiniano,  donde  se  dice: 
que  no  se  concede  por  la  ley  á  los  que  hacen  daño,  sino  á  los 
oprimidos.  . 

Es  visto,  por  tanto,  que  el  objeto  del  asilo  era  proteger 
á  los  desvalidos  más  bien  que  atropellar  los  derechos  ajenos. 
Y  puede  comprenderse  la  importancia  •  de  esta  protección, 
teniendo  presente  los  rigores  que  se  usaban  contra  los  escla- 
vos y  la  dureza  de  la  patria  potestad. 

Cierto  es  que  en  la  citada  novela  se  excluyen  únicamen- 
te del  asilo  los  homicidas,  los  adúlteros  y  los  raptores  de 
vírgenes;  pero  en  la  razón  de  la  ley,  quia  templorum  cautela 
non  nocentihuSf  sed  laesis  datur  a  lege,  se  ven  claramente  ex- 
cluidos todos  los  que  hubiesen  cometido  delitos  graves,  y  si 
el  Emperador  habló  sólo  de  los  tres  referidos,  fué  sin  duda, 
como  dice  Golmayo,  bien  porque  estos  delitos  serían  los  que 
se  cometieran  con  más  f recuencia^  bien  porque  daban  lugar 
á  mayores  abusos. 

El  asilo  de  los  templos  tampoco  alcanzaba  á  libertar  de 
la  3anción  penal  á  los  delincuentes;  pero  como  por  otra 
parte  el  derramamiento  de  sangre  no  se  avenía  bien  con  el 
espíritu  de  lenidad  de  la  Iglesia,  de  aquí  que  los  Obispos 
intercediesen  cerca  de  los  Príncipes  y  Magistrados  por  los 
reos  de  graves  delitos,  y  especialmente  por  los  asilados. 

Esta  intercesión  de  los  Obispos  se  consideró  en  los  anti- 


292 

guos  tiempos  como  una  parte  muy  esencial  de  su  sagrado- 
ministerio.  Los  escritos  de  San  Agustín  están  llenos  de  los 
más  tiernos  sentimientos  en  este  sentido^  y  de  fervientes» 
ruegos  á  favor  de  los  reos:  sus  epístolas  al  Conde  Marceli- 
no, á  Donato  y  á  Macedonio,  nos  prueban  esta  verdad,  y 
eso  que  se  trataba  de  les  Donatistas,  cismáticos  primero,  y 
herejes  después,  que  turbaron  por  largo  tiempo  la  paz  de  la 
Iglesia. 

III 

El  espíritu  de  mansedumbre  evangélica  no  quedaba  sa- 
tisfecho ni  con  la  intercesión  de  los  Obispos  por  los  reos,  ni 
con  la  limitada  extensión  que  tenía  el  derecho  de  asilo  du- 
rante la  dominación  romana.  La  Iglesia  deseaba  que  se  ex- 
tendiese éste  á  toda  clase  de  delitos;  y  esto  no  pudo  reali- 
zarse hasta  que  los  pueblos  del  Norte  se  establecieron  sobre 
las  ruinas  del  imperio  romano. 

Desde  entonces  el  derecho  de  asilo  consiste  en  que  á  los 
refugiados  no  se  les  pueda  castigar  ni  oon  la  pena  de  muer- 
te,  ni  con  la  pérdida  de  ningún  miembro.  Y  esta  disciplina 
se   introdujo  sin  dificultad  en  los  nuevos  reinos,  porque 
convenía  con  las  costumbres  de  los  germanos.  Estos  no  dis- 
tinguían bien  la  dqble  ofensa  que  envuelve  todo  crimen: 
una  á  la  sociedad  y  otra  al  individuo;  sino  que  redimían 
todos  los  delitos  con  multas  pecuniarias:  la  pena  de  muerte 
la  aplicaban  sólo  en  el  caso  de  desconfiar  de  la  enmienda 
del  culpable.  De  modo  que  satisfecha  la  ofensa  de  la  perso- 
na por  la  compensación,  ó  pagada  la  multa,  la  Iglesia  se 
apoderaba  de  los  reos  para  sujetarlos  al  régimen  severo  de 
las  penitencias  públicas,  con  lo  cual  se  conseguía  no  sólo 
su  castigo,  sino  también  su  corrección  y  enmienda,  pues- 
los  hacía  ciudadanos  honrados  y  buenos  cristianos. 

La  Iglesia,  por  tanto,  prestó  un  gran  servicio  al  Estado; 
y  no  fué  esto  sólo,  sino  que  evitó  también  las  venganzas, 
privadas,  y  el  consiguiente  derramamiento  de  sangre. 

Los  dulces  y  humanitarios  sentimientos  de  la  Iglesia  los 
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<)xpre8a  admirablemente  el  can.  IX,  caus.  XVII,  quaest.  IV; 
he  aquí  su  tenor:  Beum  ad  Ecclesi%m  confugienteni  nemo 
abstrahere  audeat^  ñeque  inde  donare  ad  poenam  vel  ad  mor- 
iem;  ut  honor  Dei  et  Sanctorum  ejns  conservetur:  sed  rectores 
Ecelesiarum  pacem  et  vitam  ac  memhra  ejus  obtinere  stúdeant: 
Jtwien  legitime  componat^  quod  inique  fecit. 

Loa  asilos  de  las  iglesias  aprovechaban  á  todos  los  que 
se  acogían  á  ellas,  por  delitos  comunes,  bien  fuesen  católi- 
cos, bien  infieles  ó  herejes,  porque  los  textos  jurídicos  á 
nadie  excluían,  y  por  otra  parte,  este  privilegio,  como  local, 
no  se  concedía  tanto  á  las  personas  cuanto  al  lugar. 

Es  más,  daban  seguridad  á  los  asilados,  no  sólo  las  igle- 
sias en  su  parte  interior,  sino  también  las  exedras,  á  fin  de 
que  los  reos  no  tuviesen  necesidad  de  permanecer  siempre 
dentro  de  los  templos.  Y  como  algunos  de  éstos  carecían  de  , 
cercas,  el  Derecho  canónico  concedió  á  la  iglesia  mayor 
cuarenta  pasos  de  circuito  para  el  asilo,  y  á  las  menores 
treinta  (1).  Gozaban  también  de  este  privilegio  aun  las  igle- 
sias no  consagradas,  con  tal  que  se  celebrasen  en  ellas  los 
divinos  oficios  (2);  y  lo  mismo  sucedía  con  las  casas  episco- 
pales y  parroquiales,  especialmente  si  estaban  dentro  del 
ámbito  designado^ 

Igualmente  se  concedió  el  derecho  de  asila  á  las  capillas 
y  oratorios  públicos,  á  los  cementerios  separados  de  las 
iglesias,  monasterios  de  uno  y  otro  sexo,  hospitales  y  hos- 
picios, y  otros  establecimientos  religiosos;  y  por  último, 
aun  á  las  cruces  colocadas  en  los  caminos. 

Pero  la  grande  extensión  que  se  dio  en  la  Edad  Media  á 
semejante  derecho,  y  que  fué  conveniente,  como  hemos 
visto,  bajo  muchos  aspectos,  llegó  después  á  ser  perjudicial, 
porque  desusadas  las  penitencias  públicas,  los  reos  venían  á 
quedar  impunes,  y  al  abrigo  de  la  inmunidad  se  fomentaban 
indirectamente  los  delitos.  Para  evitar  esto,  la  Iglesia,  que 
nunca  ha  permanecido  estacionaria,  dictó  al  momento  sabias 


(1)  Can.  VI,  cam,  XVII,  quaeat,  IV. 

(2)  Cap.  IX,  de  Immunit,  Ecclea. 
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disposiciones,  en  virtud  de  las  cuales  se  excluían  del  men- 
cionado derecho  á  los  reos  de  los  más  graves  delitos.  Por 
eso  vemos  que,  según  la  legislación  de  las  Decretales,  se  ex- 
cluyen:  1.^  A  los  ladrones  públicos  y  taladores  nocturnos  de 
los  campos  (1).  2.^  A  los  que  delinquiesen  de  intento  y  con 
la  esperanza  de  acogerse  á  lugar  sagrado;  como  también  á 
los  que  cometían  homicidios  en  las  iglesias  y  cementerios,  ó 
mutilaban  algún  miembro  (2).  Y  3.^  A  los  asesinos,  esto  es,. 
á  los  que  matasen  con  alevosía  y  con  deliberación  (3). 

IV 

En  el  Fuero  Juzgo,  que  concluyó  con  el  derecho  perso- 
nal ó  de  razas,  afirmando  de  una  manera  completa  la  uni- 
dad nacional,  encontramos  varias  leyes  que  tratan  del  asilo 
eclesiástico. 

En  el  libro  VI,  tít.  V,  existen  dos,  que  son  la  16  y  18:  la  pri- 
mera se  ocupa  de  los  homicidas,  y  dice:  «Mas  si  f  uyer  al  altar, 
9  el  omné  quel  quiere  prender,  no  le  debe  ende  á  tirar  sin 
»  mandado  de  los  sacerdotes.  Mas  después  que  fuere  dicho 
»  al  sacerdote  é  jurar  que  aquel,  que  fuyó  á  la  Iglesia,  es 
»  condempnado  de  muerte  por  el  pecado  que  fizo,  el  sacer- 
»  dote  tirel  del  altar  y  échelo  fuera  de  la  iglesia :  y  estonze 
»  aquel,  que  andaba  en  pos  él,  lo  prenda,  e  non  le  debe  dar 

>  muerte,  pues  que  lo  echaron  de  la  iglesia;  más  develo  me- 
»  ter  en  poder  de  los  parientes  más  propinóos  del  muerto, 
»  que  fagan  del  lo  que  quisieren,  fueras  muerte.» 

Vemos,  pues,  que  si  el  homicida  huye  al  altar  no  puede 
sacarse  del  asilo  Hn  mandado  de  los  sacerdotes;  y  que  una  vez 
fuera  de  la  iglesia,  tampoco  puede  imponérsele  la  pena  do 
muerte. 

La  ley  18  manda  que,  «si  el  fijo  mata  el  padre,  6  el  padre 

>  mata  el  fijo,  ó  el  marido  á  la  mugier,  ó  la  mugier  el  ma- 


(1)  Cap.  VI,  de  Immtmit  Ecclea, 

(2)  Cap.  X,  de  Id, 

(3)  Cap.  I,  de  Homic.  volunt 
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>  rído,  ó  la  madre  mata  la  fija,  6  la  fija  la  madre;  6  el  er- 

>  mano  al  ermano,  ó  la  ermana  á  la  ermana,  6  el  yerno 
» mata  el  suegro,  6  el  suegro  el  yerno:  6  la  nuera  mata  la 

>  suegra,  ó  la  suegra  la  nuera:  ó  otros  omnes  qualesquier  de 

>  so  linaje,  6  que  son  allegados^  á  so  linaje;  el  que  mata, 
» luego  deve  morir,  E  si  por  ventura  el  quel  mata  fuyere  á 

>  la  iglesia,  y  el  rey  ol  señor  lo  quisieren  librar  de  muerte 
»  por  piedad  embienlo  por  siempre  fuera  de  la  tierra,  e  to<}a 

>  su  buena  daquel  quel  mató  ayan  los  erederos  del  muerto» 

>  assi  cuerno  es  departido  en  la  otra  ley  de  suso.  E  si  el 

>  muerto  non  oviere  ningún  pariente,  aya  la  buena  daquel 

>  desterrado  el  rey.» 

Pero  es  más,  en  el  libro  IX  hay  un  título,  que  es  el  III, 
el  cual  está  especialmente  dedicado  á  los  que  huyen  á  la 
iglesia.  Comprende  cuatro  leyes,  que  algunos  suponen  fue- 
ron escritas  por  el  gran  San  Isidoro,  que  asistió  al  Concilio  IV 
de  Toledo,  celebrado  en  tiempo  de  Sisenando. 

La  primera  de  esas  leyes  determina,  que  ningún  hombre 
puede  sacar  por  fuerza  al  refugiado  en  la  iglesia,  al  menos 
que  se  defendiese  con  armas. 

La  segunda  ordena  que  si  el  refugiado  no  deja  las  armas 
que  tuviere,  se  le  puede  hasta  matar  sin  violación  y  sin  in- 
currir en  pena  por  la  Iglesia. 

La  tercera  previene,  que  si  algún  hombre  saca  á  su  sier- 
vo 6  á  su  deudor  de  la  iglesia  ó  del  altar  por  fuerza,  sin 
que  se  lo  entregue  el  sacerdote,  pague,  si  es  de  grand  guisa j 
cien  sueldos  á  la  iglesia.  E  si  ftíere  omne  de  menor  guisa, 
peche  treinta  sueldos;  y  si  no  tuviere  nada,  reciba  cien  azo- 
tes, y  el  sennor  aya  su  siervo  quitamientre  y  el  otro  aya  su 
debdor. 

La  cuarta  manda  que  la  extracción  de  un  hombre  refu- 
giado en  la  iglesia  se  demande  al  sacerdote  ó  diácono.  Y  si 
es  tal  hombre  que  non  deve  prender  mt4ertej  el  sacerdote  deve 
rogar  por  él  á  aquel  que  lo  quiere  prender ^  que  le  perdone.  Mas 
si  algún  deudor  huye  á  la  iglesia,  ésta  debe  entregarlo  á  su 
acreedor,  siempre  que  no  lo  hiera  ni  maltrate;  fijando  ade- 
más el  sacerdote  un  plazo  para  el  pago  de  dicha  deuda. 
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Los  Fueros  municipales  extendieron  á  su  vez  el  derecho 
de  asilo;  y  lo  que  es  más,  se  apropiaron  esta  institución, 
ofreciendo  la  impunidad  á  los  malhechores,  y  haciendo  con- 
siderar como  extranjeras  entre  si  las  diferentes  municipali- 
dades en  que  se  hallaba  establecido.  Por  esto  vemos  que  el 
Fuero  de  León  concede  scímejante  derecho  á  sus  moradores: 
el  de  Sepúlveda  lo  otorga  á  todo  el  que  fuese  á  poblar  allí, 
quedando  exento  de  responder,  no  tan  sólo  por  los  delitos, 
sino  también  por  las  deudas  y  fianzas  anteriores;  pero  si  el 
forastero  cometía  un  homicidio,  había  de  ser  despeñado  ó 
ahorcado  sin  que  le  valiera  ningún  asilo:  el  de  Cuenca  esta- 
blece igualmente  que  los  homicidas  forasteros  no  tengan  el 
citado  derecho  de  asilo. 

Pero  volvamos  á  nuestro  principal  estudio:  las  leyes  1.* 
y  2.*,  tít.  IV,  lib.  II  del  Fuero  Viejo  de  Castilla  disponen 
que  el  Rey  debe  mandar  hacer  pesquisas  por  quebranta- 
miento de  iglesia. 

La  ley  8.*,  tít.  V,  lib,  I  del  Fuero  Real  excluye  del  dere- 
cho de  asilo  á  los  ladrones  públicos,  á  los  taladores  noc- 
turnos ó  incendiarios  de  mieses,  y  á  los  que  quebrantan 
la  iglesia  ó  su  cementerio,  matando  ó  hiriendo  á  alguno; 
cuya  disposición  se  incluyó  después  en  la  Novísima  Recopi- 
lación (1). 

El  mismo  espíritu  se  refleja  en  el  Código  inmortal  del 
Rey  Sabio.  En  efecto^  el  tít.  XI,  Part.  1.*,  se  ocupa  especial- 
mente de  los  privilegios  y  franquicias  que  gozan  las  iglesias 
y  sus  cementerios.» 

La  ley  1.*  de  dicho  título  y  Partida  trata  de  los  actos  pro- 
hibidos en  la  casa  de  Dios.  La  2.*^,  dice  así:  «Franqueza  ha  la 
»  Eglesia  e  su  Cementerio  en  otras  cosas,  de  mas  de  las  que 
»  diximos  en  la  ley  ante  desta:  ca  todo  ome  que  f  uyere  a  ella, 
»  por  mal  que  oviesse  fecho,  ó  por  debda  que  deviesse,  6  por 
*  otra  cosa  cualquier,  deve  ser  y  amparado,  e  non  lo  deven 
»  ende  sacar  por  fuerza,  nin  matarlo,  e  üin  dalle  pena  en  el 
»  cuerpo  ninguna,  nin  cercarlo  al  derredor  de  la  Eglesia, 


(1)    Ley  1.a  tít.  IV,  lib.  I. 
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nin  del  cementerio,  nin  vedar  que  non  le  den  á  comeri  nin 
á  bever.  E  este  amparamiento  se  entiende  que  deve  ser  fe- 
cho en  ella,  e  en  sus  portales,  e  en  su  Cementerio;  fueras 
en  las  cosas  señaladas,  que  dize  en  la  tercera  ley  después 
desta:  e  aquel  que  estoviere  encerrado,  los  Clérigos  le  de- 
ven dar  á  comer,  e  a  bever,  e  guardarlo,  quanto  pudieren, 
que  non  resoiba  muerte,  nin  daño  en  el  cuerpo:  e  los  que 
lo  quisieren  ende  sacar,  por  aver  derecho  del  mal  que 
fizo,  si  dieren  seguranza,  e  fíadores  a  los  Clérigos,  que  non 
le  fagan  mal  ninguno  en  el  cuerpo;  ó  si  non  los  pudieren 
dar  que  juren  esso  mismo  seyendo  átales  ornes  de  que  sos- 
pdchassen  que  guardarían  su  jura;  e  estonce  lo  puedeiOL  sa- 
car de  la  Eglesia,  para  facer  de  fecho  enmienda,  segund 
las  leyes  mandan;  ó  si  non  oviere  de  que  pechar  el  mal  fe- 
cho que  sirva  tant )  por  ella,  quanto  tiempo  mandare  el 
Juzgador,  e  toviere  por  bien,  segund  fuere  la  razón.  Mas 
por  el  debdo  que  deviesse,  non  deve  servir,  nin  ser  preso 
de  ninguno,. pero  deve  dar  seguranza,  la  mayor  que  pu- 
diere, que  quando  oviere  alguna  cosa,  que  pague  lo  que 
deve.» 

La  ley  3.^  habla  del  siervo  que  huye  á  la  iglesia  sin  man- 
dato de  su  señor,  y  del  deudor  que  toma  asilo  por  miedo  de 
la  deuda  que  debe. 

Las  leyes  4.*  y  5.*  se  ocupan  de  los  excluidos  de  este  de- 
recho. La  ley  cuarta  excluye  del  derecho  de  asilo  a  los  la- 
drones manifiestos,  qm  tiene  los  caminos  e  las  carreras,  e  ma- 
tan los  ornes,  e  los  roban,  Otrosi  los  que  andan  de  noche,  que- 
numdo,  ó  destruyendo  de  otra  manera  las  miesses,  e  las  viñas  ^ 
e  los  árboles  e  los  campos.  También  á  los  que  matan  ó  hieren 
en  la  iglesia,  6  en  el  cementerio,  ó  á  los  qíie  la  queman  ó  la 
fjuebrantan. 

La  ley  quinta  excluye  igualmente  á  los  traidores  conoci- 
dos, e  los  que  matan  &  otro  á  tuerto,  á  los  adúlteros,  á  los  vio- 
ladores de  yírgenes  y  á  los  que  tienen  de  dar  cuenta  á  los 
Emperadores  6  Reyes  de  sus  tributos,  ó  de  sus  pechos. 

Los  artículos  2.^,  3.°  y  4.**  del  Concordato  de  1737,  cele- 
brado entre  S.  S.  Clemente  XII  y  S.  M.  C.  D.  Felipe  V,  se 
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ocupan  también  de  este  mismo  asunto.  El  primero  de  los 
oitados  artículos  dice:  «Que  para  mantener  la  tranquilidad 
del  público  é  impedir  que  con  la  esperanza  del  asilo  se  co- 
metan algunos  más  graves  delitos  que  puedan  ocasionar  ma- 
yores disturbios,  dará  S.  S.  en  cartas  circulares  á  los  Obis- 
pos las  órdenes  necesarias,  para  establecer  que  la  inmuni- 
dad local  no  sufrague  en  adelante  á  los  salteadores  ó  asesi- 
nos de  caminos  aun  en  el  caso  de  un  solo  y  simple  insulto; 
con  tal  que  en  aquel  acto  mismo  se  siga  muerte  ó  mutilación 
de  miembros  en  la  persona  del  insultado:  igualmente  orde- 
nará que  el  crimen  de  lesa  majestad,  que  por  las  constitu- 
ciones apostólicas  está  excluido  del  beneficio  del  asilo,  com- 
prenda también  á  aquellos  que  maquinaren  ó  trazaren  cons- 
piraciones dirigidas  á  privar  á  S.  M.  de  sus  dominios,  en  el 
todo  ó  en  parte.  Y  finalmente,  para  impedir,  en  cuanto  sea 
posible,  la  frecuencia  de  los  homicidios,  extenderá  S.  S.  con 
otras  letras  circulares  á  los  reinos  de  España  la  disposición 
de  la  Bula  que  comienza:  In  supremo  Justitiae  soliOf  publi- 
cada últimamente  para  el  estado  eclesiástico.» 

El  segundo  establece:  «Que  habiéndose  en  algunas  partes 
introducido  la  práctica  de  que  los  reos  aprehendidos  fuera 
del  lugar  sagrado  aleguen  inmunidad,  y  pretendan  ser  res- 
tituidos á  la  iglesia  por  el  título  de  haber  sido  extraídos  de 
ella  ó  de  lugares  inmunes  en  cualquiera  tiempo,  huyendo  de 
este  modo  el  castigo  debido  á  sus  delitos,  cuya  práctica  se 
llama  comúnmente  con  el  nombre  de  iglesias  frías:  decla- 
rará S.  S.  que  en  estos  casos  no  gocen  de  inmunidad  los 
reos,  y  expedirá  á  los  Obispos  de  España  letras  circulares 
sobre  este  asunto,  para  que  en  su  conformidad  publiquen 
los  edictos.» 

Y  en  el  último  se  consigna  lo  siguiente:  «Porque  S.  M. 
particularmente  ha  insistido  en  que  se  providencie  sobre  el 
desorden  que  nace  del  refugio  que  gozan  los  delincuentes  en 
las  ermitas  é  iglesias  rurales,  y  que  les  da  ocasión  y  facili- 
dad de  cometer  otros  delitos  impunemente,  se  mandará 
igualmente  á  los  Obispos  por  letras  circulares  que  no  gocen 
de  inmunidad  las  dichas  iglesias  rurales  y  ermitas  en  que  el 
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Santísimo  Sacramento  no  se  conserva,  6  en  cuya  casa  con- 
tigua no  habita  un  sacerdote  para  su  custodia,  con  tal  que 
en  ellas  no  se  celebre  con  frecuencia  el  Sacrificio  de  lá  Misa.  > 

Para  el  debido  cumplimiento  de  lo  anteriormente  con- 
venido se  expidió  el  Real  decreto  de  7  de  Diciembre  del 
mismo  año,  cuyo  contenido  se  inserta  en  la  ley  4.^,  título  IV» 
libro  I  de  la  Novísima  Recopilación. 

Consiguiente  al  antedicho  Concordato,  mandó  Su  Santi- 
dad en  Breve  de  14  de  Noviembre  del  propio  año  de  37,  di- 
rigido á  todos  los  Arzobispos  y  Obispos  de  España:  «Que  en^ 
adelante  de  ninguna  suerte  les  valga  á  los  asesinos  y  saltea- 
dores de  caminos  la  inmunidad  local  de  las  iglesias,  ni  aun 
por  un  tan  solo  y  único  crimen  que  hayan  cometido  de  este 
género,  como  se  hubiese  seguido  efectivamente  la  muerte  de 
aquel  á  quien  hicieron  fuerza  y  violencia,  ó  resultando  mu- 
tilación de  alguno  de  los  miembros  de  su  cuerpo,  del  mismo 
modo  que  no  les  vale  este  beneficio  de  la  inmunidad  á  todos 
aquellos  que  han  incurrido  en  el  crimen  de  lesa  majestad, 
pues  quedan  totalmente  éstos  privados  por  constituciones 
Apostólicas  del  derecho  de  asilo.»  De  igual  modo  ordenó 
que  no  les  sufrague  á  todos  aquellos  que  se  hubiesen  secre- 
tamente agavillado  y  conspirado  entre  sí  de  robar  y  quitar 
al  Rey  de  España  todo  ó  parte  de  los  señoríos  y  dominios 
sujetos  á  su  Corona.  También  declaró  S.  S.  que  no  gozasen 
de  este  derecho  las  iglesias  frías;  como  tampoco  las  ermi- 
tas ó  iglesias  rurales,  en  las  cuales  ó  no  se  guarda  el  Santí- 
simo Sacramento,  ó  la  casa  del  sacerdote  que  tiene  cura  de 
.almas  no  está  contigua  á  ellas,  con  tal  que  en  las  mismas 
tampoco  se  celebre  frecuentemente  el  Santo  Sacrificio  de  la 
Misa. 

Es  de  advertir,  que  por  la  Bula  de  Clemente  XII,  que  co- 
mienza In  s^upremo  Jtistitiae  solio,  expedida  en  29  de  Enero 
de  1734,  se  confirman  otras  dos  de  Gregorio  XIV  y  Bene- 
dicto XIII,  que  principia  Cum  alias  y  Ex  quo  Divina]  por  las 
que  se  excluyeron  del  beneficio  de  la  inmunidad  eclesiástica 
los  legos  residentes  en  Roma  y  en  los  demás  dominios  suje- 
tos á  la  Silla  Apostólica,  que  con  ánimo  deliberado  y  pre- 
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meditado  osaran  matar  á  su  prójimo,  6  hacer  dentro  de  sa- 
grado muertes  ó  mutilación  de  miembros;  y  también  los  sal- 
teadores de  caminos  y  calles,  ladrones  públicos  y  famosos, 
taladores  de  campos  y  heredades,  alevosos,  herejes,  traidores 
y  falsificadores  de  letras  Apostólicas;  los  superiores  y  em- 
pleados en  Montes  de  piedad  u  otros  fondos  ó  Bancos  públi- 
cos, que  cometieren  hurto  ó  falsedad;  los  monederos  falsos, 
cercenadores  de  moneda  de  oro  y  plata;  los  fingidos  minis- 
tros de  justicia  que  entraren  á  robar  las  casas  con  muerte  ó 
mutilación  de  miembro;  y  los  demás  crímenes,  que  por  de- 
recho estuvieren  exceptuados. 

Por  Breve  de  Clemente  XIV,  que  empieza  Ea  semper,  ex- 
pedido á  solicitud  de  Garlos  lU,  en  12  de  Septiembre  de 
1772,  se  mandó  á  los  Prelados  y  Ordinarios  eclesiásticos  de 
España  é  Indias,  que  con  la  mayor  prontitud  y  á  lo  más 
denfro  de  un  año,  señalasen  en  cada  lugar  sujeto  á  su  juris- 
dicción una,  ó  á  lo  más  dos  iglesias  ó  lugares  sagrados,  se- 
gún su  población,  en  las  cuales  se  guardase  y  observara  so- 
lamente la  inmunidad  y  asilo,  según  la  forma  de  los  sagra- 
dos cánones  y  constituciones  Apostólicas,  y  no  en  otra  de 
las  demás,  previniendo  que  á  las  que  así  quedaren  sin  in- 
munidad se  les  tenga  el  correspondiente  respeto,  culto  y  ve- 
neración: cuyo  Breve  se  mandó  cumplir  en  esta  parte  por 
Real  cédula  de  14  de  Enero  de  1773,  que  es  la  ley  5.*,  tít.  IV, 
libro  I  de  la  Nov.  Recop. 

Igualmente  se  insinuó  á  los  Prelados  diocesanos,  por  cir- 
cular del  Consejo  de  28  de  Enero  del  mismo  año  de  73,  el 
inconveniente  de  que  señalen  por  asilos  las  iglesias  cercanas 
á  las  cárceles,  las  conventuales  de  regulares,  y  otras  con  vi- 
viendas y  cercas  contiguas  á  las  mismas,  para  evitar  dispu- 
tas en  razón  de  las  oficinas  que  debían  gozar  de  la  inmuni- 
dad del  asilo,  perjudicando  los  refugiados  la  tranquilidad 
de  las  mismas  comunidades,  y  haciéndose  más  fácil  á  los 
reos  la  huida;  y  que  hicieran  constar  por  edicto  fijado  en  I 
puerta  del  templo  ó  templos,  cuál  debe  gozar  del  derecho  ó 
asilo  de  inmunidad  local. 

Asimismo  se  restringió  este  derecho,  en  cuanto  á  las 
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personas,  privando  de  él  á  los  reos  de  los  más  graves  crí- 
menes. 

Estas  restricciones  constan  de  las  constituciones  expedi- 
das sobre  la  materia  por  Gregorio  XIV,  Benedicto  XIII, 
Clemente  XII  y  Benedicto  XIV,  en  las  cuales  se  ha  ido  au- 
mentando gradualmente  el  número  de  delitos  exceptuados. 
Los  que  lo  están  según  la  vigente  disciplina  de  la  Iglesia  de 
España,  son:  1.^  Los  incendiarios  y  los  que  á  sabiendas  les 
hubiesen  prestado  su  auxilio  ó  consejo,  para  entregar  dolo- 
sámente  á  las  llamas  cosa  sagrada,  religiosa,  profana,  cam- 
pos ó  heredades.  2.^  Los  plagiarios,  ó  sean  los  bandidos  que 
con  violencia  y  dolo  arrebatan  6  detienen  á  algunas  perso- 
nos  con  el  fin  de  que  se  rediman  con  dinero.  3.^  Los  que 
componen,  venden  6  dan  veneno  con  ánimo  de  matar,  aim- 
que  no  se  siga  el  efecto,  4.^  Los  asesinos,  es  decir,  los  que 
dan  ó  reciben  dinero  para  matar  á  otro;  y  los  que  dieren 
sus  instrucciones  ó  consejo  para  ello,  aunque  no  se  verifique 
la  muerte,  con  tal  que  se  cause  herida  grave.  5.°  Los  saltea-  , 
dores  de  caminos,  aunque  no  hieran  á  persona  alguna.  6.** 
Los  ladrones  que  entran  de  noche  en  las  casas,  tiendas  ó  al- 
macenes, valiéndose  de  instrumentos  ú  otros  medios,  y  ro- 
baren tanta  cantidad,  que  mereciesen  pena  de  muerte  (1).  7.^ 
Los  que  fingiéndose  ministros  de  justicia  entran  en  las  ca- 
sas y  hurtan  en  ellas,  ó  violentan  las  mujeres  honestas.  8.® 
Los  que  adulteran  escrituras,  cédulas,  libros  ú  otros  escri- 
tos de  los  Bancos  públicos,  y  los  que  falsifican  órdenes  6 
mandamientos  para  estafar  al  Tesoro.  9.°  Los  comerciantes 
que  hicieren  quiebra  fraudulenta.  10.^  Lps  encargados  de 
las  exacciones  fiscales  que  cometieren  hurto  ó  fraude  en  los 
caudales  recibidos,  cuando  el  delito  merezca  pena  ordina- 
ria; como  también  los  tesoreros  y  empleados  de  Hacienda, 
los  encargados  de  Bancos  y  Montes  píos  que  robaren  los 
caudales  ó  alhajas  encomendadas  á  su  cuidado,  en  caso  de 
merecer  la  pena  legítima.  11.^  Los  reos  de  lesa  majestad,  6 

(1)  Por  el  vigente  Código  penal  no  se  impone  pena  de  muerte  al 
autor  de  robo,  cualquiera  que  sea  la  cantidad  robada,  al  menos  que 
con  ocasión  del  mismo  resultare  homicidio. 
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que  conspiran  contra  la  autoridad  suprema  de  la  nación. 
12.^  Los  que  extraen  ó  mandan  extraer  por  fuérzalos  reos 
del  asilo.  13.^  Los  que  en  lugares  de  asilo  cometen  homici- 
dios, mutilaciones  de  miembros  ú  otros  delitos  que  se  casti- 
gaban con  penas  <ie  sangre  ó  galeras.  14.^  L03  que  saliendo 
del  asilo  cometan  los  mismos  crímenes.  15.^  Los  taladores 
de  los  campos,  los  herejes,  los  falsificadores  de  letras  Apos- 
tólicas, los  que  matan  con  premeditación  y  los  monederos 
falsos. 

Es  visto,  por  tanto,  que  el  derecho  de  asilo  ha  llegado  á 
ser  casi  inútil  en  los  últimos  tiempos,  porque  los  casos  excep- 
tuados son  muchos,  y  la  pena  de  perdimiento  de  miembro  se 
ha  desterrado  de  los  códigos,  y  la  de  muerte  se  hace  cada 
vez  más  rara.  Sin  embargo,  todavía  puede  tener  aplicación 
en  algún  caso,  como  sucede,  respecto  al  delito  de  deserción 
delante  del  enemigo,  pues  no  estando  éste  exceptuado  en  Es- 
paña, y  castigándose  con  pena  de  muerte,  puede  el  reo  li- 
brarse de  ella,  refugiándose  á  una  de  las  iglesias  señaladas 
por  el  Obispo  para  gozar  de  esta  inmunidad  local. 

Se  ha  disputado  por  algunos,  que  en  el  hecho  de  hacerse 
caso  omiso  del  asilo  eclesiástico  en  el  Concordato  de  1851, 
ha  quedado  derogada  en  España  la  legislación  que  trata  de 
la  materia.  Pero  á  esto  diremos  que  para  considerar  dero- 
gada una  ley,  es  preciso  que  se  manifieste  así  por  el  legisla- 
dor, ó  cuando  menos  que  se  establezca  un  principio  contra- 
rio; y  nada  de  esto  se  hace  en  el  mencionado  Concordato. 
Es  más,  ya  sabemos,  que  en  el  de  1737  se  habló  de  esta  in- 
munidad; pues  bien,  en  el  artículo  44  del  celebrado  en  1851, 
se  consigna  que,  el  Santo  Padre  y  S.  M.  C.  declaran  confir- 
mados los  convenios  hechos  anteriormente  entre  ambas  po- 
testades, los  cuales  seguirán  en  su  pleno  vigor  en  todo  lo  que  no 
se  altere  ó  modifique  por  el  presente. 

Excusado  creemos  el  hacernos  cargo  de  otro  fundamen- 
to que  alegan  también  varios  canonistas,  á  saber:  la  omisión 
que  acerca  de  este  punto  se  advierte  asimismo  en  nuestro 
vigente  Código  penal,  porque  además  de  lo  expuesto,  el  de- 
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recho  de  asilo  se  rige  por  las  disposiciones  canónicas  y  no 
por  las  civiles. 


Por  largo  tiempo  se  ha  sostenido  controversia  entre  ca- 
nonistas y  teólogos  acerca  del  juez  competente  para  conocer 
de  las  causas  de  asilo,  atribuyendo  unos  este  derecho  á  la 
autoridad  temporal,  y  otros  á  la  autoridad  eclesiástica, 
disputa  que  continuó  aun  después  de  la  publicación  de  la 
Bula  Cum  alias  de  Gregorio  XIV.  En  este  documento  ponti- 
ficio se  declaró:  1.^  Que  la  extradición  se  haga  por  la  auto- 
ridad eclesiástica.  2.^  Que  el  refugiado  sea  conducido  á  las 
cárceles  del  Obispo.  Y  3.^  Que  permanezca  en  ella  hasta 
que  el  mismo  juez  eclesiástico  declare  por  sentencia  si  el 
reo  ha  cometido  ó  no  el  delito  que  se  le  imputa,  y  si  es  ó  no 
de  los  exceptuados.  La  Bula  además  impone  á  los  tranagre- 
sores censuras  y  otras  penas  eclesiásticas. 

Por  otra  Bula  de  Clemente  XII  (1),  confirmatoria  de  la 
anterior  y  de  la  de  Benedicto  XIII,  Ex  quo,  se  previene  que 
la  declaración  sobre  si  los  reos  deben  gozar  ó  no  de  la  in- 
munidad toca  al  juez  eclesiáetico.  Mas  el  Breve  de  Clemen- 
te XIV,  expedido  en  12  de  Septiembre  de  1772,  mandó  que 
el  juez  eclesiástico  proceda  por  si  mismo  á  la  extracción  del 
reo  eclesiástico,  y  para  la  del  lego  los  ministros  de  la  curia 
seglar  practiquen  el  oficio  de  ruego  de  urbanidad;  pero  sin 
usar  de  ninguna  forma  de  escrito  ni  exponer  la  causa  de  la 
extracción,  que  se  pedirá  al  eclesiástico,  que  con  título  de 
Vicario  general  ó  foráneo  ó  con  cualquiera  otro,  ejerciese 
en  la  ciudad  ó  lugar  la  jurisdicción  episcopal  ó  eclesiástica; 
y  por  su  ausencia  ó  falta,  y  también  en  caso  de  repugnan- 
cia, se  deberá  hacer  el  mismo  ruego  de  urbanidad  á  otro 
eclesiástico  de  edad  provecta,  y  el  más  visible  de  todos  los 
del  pueblo;  y  que  el  juez  eclesiástico,  el  superior  local  de 
iglesias  regulares,  ó  el  eclesiástico  provecto,  que  fuesen 


(1)    In  supremo  Justitiae  solio. 


304 

amonestados,  sin  la  más  pequeña  detención  y  sin  conoci- 
miento alguno  de  causa  estén  obligados  á  permitir  la  ex- 
tracción que  inmediatamente  se  ha  de  ejecutar  por  16s  mi- 
nistros del  tribunal  eclesiástico  si  se  hallasen  pronto,  y  si 
no  por  los  del  brazo  secular,  pero  siempre  con  intervención 
de  persona  eclesiástica. 

A  pesar  de  esto,  y  con  motivo  de  haber  representado  la 
Audiencia  de  Aragón  que  lo  prevenido  en  el  citado  Breve 
era  enteramente  contrario  á  sus  prácticas  y  regalías,  en  vir- 
tud de  las  que  siempre  habían  extraído  los  ministros  secu- 
lares á  los  reos  de  los  lugares  inmunes  sin  permiso  del  ecle- 
siástico, ni  perjuicio  de  la  inmunidad,  aunque  con  el  debido 
respeto  á  la  casa  de  Dio§;  acordó  el  Consejo  en  26  de  Mayo 
de  1778,  que  continuase  en  Aragón  la  observancia  del  fuero 
y  costumbre  en  esta  parte,  sin  perjuicio  de  la  reducción  de 
asilos. 

Posteriormente  publicó  D.  Carlos.  IV  su  cédula  de  11  de 
Noviembre  de  1800,  por  la  que  fijó  reglas  para  la  extrac- 
ción de  reos  refugiados  á  sagrado,  formación  y  determina- 
ción de  sus  causas;  cuya  Cédula  es  la  ley  6.*,  tít.  IV,  libro  I 
de  la  Nov.  Recop.  Según  esta  ley,  cualquiera  persona  de 
ambos  sexos,  sea  del  estado  y  condición  que  fuese,  que  se 
refugiase  á  sagrado,  se  extraerá  inmediatamente  con  noti- 
cia del  Rector,  Párroco  ó  Prelado  eclesiástico  por  el  Juez 
Real,  bajo  la  competente  caución  por  escrito  ó  de  palabra, 
á  arbitrio  del  retraído,  de  no  ofenderle  en  su  vida  y  miem- 
bros, y  le  pondrá  en  cárcel  segura.  Sin'  dilación  se  proce- 
derá á  la  averiguación  del  motivo  ó  causa  del  retraimento; 
y  si  resultase  que  es  leve,  se  le  corregirá  arbitraria  y  pru- 
dentemente, y  se  decretará  su  libertad.  Si  resultase  delito, 
se  le  hará  el  correspondiente  sumario;  y  evacuada  su  confe- 
sión, con  las  citas  que  resulten,  en  el  término  preciso  de 
tres  días  se  remitirán  los  autos  á  la  Audiencia  del  territorio. 
En  ésta  se  pasará  el  sumario  al  dictamen  Figcal,  y  con  lo 
que  opine  y  resulte  de  lo  actuado,  se  providenciará  sin  de- 
mora según  la  calidad  de  los  casos.  Cuando  el  delito  sea 
atroz,  y  de  los  que  por  derecho  no  deben  los  reos  gozar  de 
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la  inmunidad  local,  se  devolverán  los  autos  por  el  Tribunal 
al  Juez  inferior,  para  que  con  copia  autorizada  de  la  culpa 
que  resulte  y  oficio  en  papel  simple,  pida  (sin  perjuicio  de  la 
prosecución  de  la  causa)  al  Juez  eclesiástico  de  su  distrito  la 
consignación  formal  y  llana  entrega,  sin  caución,  de  la  per- 
sona del  reo  ó  reos;  pasando  al  mismo  tiempo  acordada  al 
Pi-elado  territorial,  para  que  facilite  el  pronto  despacho.  El 
Juez  eclesiástico,  en  vista  sólo  de  la  referida  copia  de  cul- 
pa, proveerá  si  ha  ó  no  lugar  la  consignación  y  entrega  del 
reo,  y  le  avisará  inmediatamente  de  su  determinación  con 
oficio  en  papel  simple.  Provista  la  consignación  del  delin- 
cuente, se  efectuará  la  entrega  formal  dentro  de  veinticua- 
tro horas;  y  una  vez  verificada,  procederá  el  Juez  secular 
en  los  autos,  como  si  el  reo  hubiera  sido  aprehendido  fuera 
del  sagrado;  imponiéndole  la  pena  que  corresponda  con 
arreglo  á  las  leyes.  Si  el  Juez  eclesiástico,  en  vista  de  lo  ac- 
tuado por  el  secular,  denegase  la  consignación  y  entrega  del 
reo,  se  dará  cuenta  por  el  inferior  al  Tribunal  respectivo, 
con  remisión  de  los  autos  y  demás  documentos  para  la  intro- 
ducción del  recurso  de  fuerza,  de  que  se  harán  cargo  los 
Fiscales;  y  en  tal  caso  el  Tribunal,  en  donde  ha  de  ventilar- 
se la  fuerza,  librará  la  ordinaria  acostumbrada  para  que  el 
Juez  eclesiástico  remita  igualmente  los  autos,  citadas  las 
partes.  Cuando  el  reo  refugiado  sea  eclesiástico  y  conserve 
su  fuero,  se  hará  la  extracción  y  encarcelamiento  por  su  Juez 
competente,  y  procederá  en  la  cau^a  con  arreglo  á  justi- 
cia, auxiliándose  por  el  brazo  seglar  en  todo  lo  que  necesite 
y  pida. 

Esta  ley,  empero,  se  encuentra  modificada  en  parte  por 
las  vigentes  de  Enjuiciamiento  civil  y  de  unificación  de 
fueros. 

Siempre  que  los  reos  tengan  derecho  á  la  inmunidad  lo- 
cal, no  pueden  ser  sacados  de  la  iglesia  violentamente,  y  los 
que  lo  ejecutaren  son  considerados  como  reos  de  violación 
de  asilo.  También  se  consideran  tales:  1.^  Los  que  arrojan 
directamente  á  los  asilados.  2.^  Los  que  impiden  que  se  les 
lleve  lo  necesario  para  su  preciso  sustento.  3.    Los  que  por 
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medio  de  la  persuasión  ó  del  engaño  hacen  que  el  reo  salga 
de  la  iglesia,  y  después  se  apoderan  de  él.  4.^  Los  jueces  ó 
magistrados  que,  sin  los  requisitos  prevenidos,  sacan  los 
reos  del  lugar  sagrado.  Y  5.^  Los  que  juzgan  en  las  iglesias 
á  los  criminales  ó  delincuentes.  Todos  estos  incurren  en  las 
penas  marcadas  por  los  cánones,  que  son:  primera,  reato  de 
sacrilegio:  segunda,  nulidad  de  lo  que  se  actúa  contra  el  reo 
sacado  del  asilo;  tercera,  excomunión;  y  cuarta,  la  de  que- 
dar excluidos  de  la  inmunidad  local. 


CAPÍTULO  XXII 


1.  Sepultara:  sos  nombres,  necesidad  y  obligación  piadosa  de  enterrar 
los  cadáveres:  la  cremación  es  contraria  á  la  doctrina  católica  y  á 
los  sentimientos  de  todos  los  pueblos:  lugar  de  la  sepultura  entre 
los  judíos  y  paganos:  el  de  los  cristianos  antes  y  después  del  si- 
.  glo  IX:  diferencias  entre  las  sepulturas  de  los  cristianos  y  las  de 
los  paganos. — II.  Cementerios:  etimología  de  este  nombre:  sus  cla- 
ses: construcción  y  bendición  de  ellos:  disciplina  de  la  Iglesia,  y  la 
particular  de  Espafia  sobre  la  materia:  interpretación  del  canon  34 
del  Concilio  de  Elvira:  disposiciones  del  derecho  español  acerca  de 
los  mismos. — III.  El  lugar  de  la  sepultura  de  los  fíeles  es  el  cemen- 
terio de  su  parroquia:  casos  de  excepción:  sepelio  y  funeral  de  los 
Obispos,  canónigos  y  beneficiados;  como  también  de  los  regulares, 
novicios  y  educandos:  funerales  de  las  religiosas:  cosas  prohibidas 
-en  el  entierro  y  funerales.— IV.  Origen  y  causa  de  los  derechos  por 
-exequias  y  sepulturas:  fueron  voluntarias  al  principio,  luego  lau- 
dables costumbres,  después  obligatorias:  arancel  de  derechos  fune- 
rarios: cuarta  parroquial  pro  funere:  en  qué  consiste  hoy:  á  quién 
«lebe  pagarse  y  por  quiénes:  razón  de  este  derecho  y  obligación. — 
V.  Fundamento  de  la  negación  de  sepultura  eclesiástica:  refiéranse 
los  excluidos,  dando  la  razón  canónica  para  ello:  lo  dispuesto  por 
las  leyes  civiles  y  Reales  órdenes  vigentes:  cementerios  profanos: 
su  diferencia,  según  que  son  para  extranjeros  ó  para  espafioles  im- 
penitentes.— VI.  Exhumación  y  traslación  de  los  cadáveres:  auto- 
ridad que  en  esto  entiende:  casos  y  formalidades  para  llevarla  á 
efecto:  condenación  de  los  que  profanan  los  cadáveres  con  trata- 
miento feroz,  ó  contrario  á  la  piedad:  penas  impuestas  por  Boni- 
facio YIII:  casos  en  que  se  permite  desenterrar  y  aun  dividir  un 
cadáver. 


Llámanse  sepulturas  los  lugares  destinados  á  los  cadáveres. 
Las  sepulturas  han  recibido  diferentes  nombres,  como 
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flon:  sarcófago,  túmulo,  tumba,  numsoleo,  cenotafiOy  tambiént 
criptas  y  arenales^  porque  se  abrían  en  la  arena;  y  catacumbas, 
porque  estaban  en  vías  subterráneas;  igualmente  se  denomi- 
naron cementerios  por  ser  lugares  destinados  al  sueño  per- 
petuo. 

Todos^los  pueblos,  aun  los  bárbaros,  han  respetado  los 
restos  mortales  de  los  hombres,  dándoles  sepultura.  Y  no« 
podía  ser  de  otra  manera,  dada  la  dignidad  del  hombre  y 
los  sentimientos  del  corazón  humano.  Por  otra  parte,  repug- 
na que  los  cadáveres  se  dejen  expuestos  á  la  voracidad  y 
pasto  de  las  fieras.  Además  era  útil  quitar  de  la  vista  tan 
aterrador  espectáculo,  para  evitar  la  putrefacción  y  los  olo- 
res pestilentes;  y  por  último,  la  sepultura  se  ha  considerado 
en  todos  los  tiempos  como  un  deber  de  humanidad,  que  no 
debía  negarse  ni  á  los  mismos  enemigos. 

He  aquí  las  razones  que  justifican  su  necesidad.  Si  á  esto 
se  agrega  que,  según  la  doctrina  gentílica,  las  almas  anda- 
ban errantes  é  inquietas  cuando  los  cuerpos  quedaban  inse- 
pultos, y  que  la  sepultura  entre  los  cristianos  es,  no  sólo 
una  obra  de  piedad,  sino  también  un  deber  de  caridad  y  de 
religión,  se  comprenderá  aun  más  todavía  las  razones  que 
la  hacen  necesaria. 

La  sepultura  entre  los  cristianos  es  la  continuación  y 
complemento  de  la  intervención  de  la  Iglesia  en  la  vida  es- 
piritual de  los  fieles  que  viven  y  mueren  en  su  comunión. 
Por  esto  dice  Golmayo  muy  oportunamenteque,  en  cuanto 
nace  el  hombre,  lo  recibe  en  su  seno,  regenerándolo  con  las 
aguas  saludables  del  Bautismo,  lo  fortifica  después  con  el 
Sacramento  de  la  Confirmación,  bendice  su  unión  más  ade- 
lante llegado  el  caso  de  contraer  matrimonio,  lo  conforta 
en  su  agonía,  para  que  se  presente  tranquilo  ante  el  tribunal 
de  Dios,  lo  acompaña  hasta  el  sepulcro  bendiciendo  sus  res- 
tos mortales,  y  ruega  después  por  su  eterno  descanso  con 
sufragios  y  sacrificios. 

La  sepultura^  en  fin,  es  de  tradición  constance  y  tiene  su 
fundamento  en  la  resurrección  de  la  carne. 

En  lo  antiguo  se  quemaban  los  cadáveres,  enterrando 
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después  sus  cenizas.  Tal  sucedió  entre  los  griegos  y  romanos, 
'  <;uya  costumbre  se  introdujo  para  evitar  la  putrefacsión 
-consiguiente  á  las  grandes  mortandades  que  ocurrían  en  las 
guerras,  á  lo  cual  se  agregó  una  antigua  superstición,  según 
la  cual  se  creía  que  el  fuego  purificaba  las  almas  y  les  ha- 
cía más  fácil  la  subida  al  cielo.  Pero  semejante  combustión 
6  quema  se  miró  con  repugnancia  por  los  cristianos,  como 
contraria  á  la  idea  de  la  resurrección.  Hoy  vuelve  á  discu- 
tirse si  deben  ó  no  quemarse  los  restos  mortales.  Los  defen- 
sores de  la  afirmativa,  dicen:  que  los  cadáveres  se  enterra- 
ban cuando  los  pueblos  eran  rudos;  pero  que  una  vez  c  vi- 
lízados,  procedieron  á  la  quema  de  aquéllos;  de  esta  mane- 
ra, añaden,  se  evitan  también  los  olores  pestilentes  y  los 
males  que  con  esto  puedan  ocurrir.  Los  que  sostienen  la  ne- 
gativa enseñan,  que  el  enterramiento  de  los  cadáveres  es 
de  tradición  apostólica,  que  está  conforme  con  las  prácticas 
piadosas  y  con  la  doctrina  de  la  resurrección  de  la  carne,  y 
que  debe  pagarse  á  la  tierra  nuestra  madre  común  el  debido 
tributo. 

La  Iglesia  por  su  parte  arregló  sii  liturgia  para  los  ente- 
rramientos de  los  cristianos,  y  no  para  que  los  restos  de 
^stos  sirviesen  de  combustible  á  las  llamas.  Más  aún^  con- 
denó siempre  la  cremación  como  opuesta  al  sentimiento  ca- 
tólico y  á  los  dogmas  del  cristianismo.  / 

Además  es  errónea  y  falsa  la  opinión  de  aquellos  que 
afirman  que  sólo  cuando  los  pueblos  se  civilizan  tiene  lugar 
la  quema  de  sus  cadáveres,  porque  el  primero  que  dispuso 
que  se  quemase  su  cuerpo  fué  Syla,  y  esto  lo  hizo  por  temor 
de  que  no  le  insultasen  después  de  su  muerte,  como  él  mis- 
mo había  insultado  los  restos  de  Mario  (1).  No  tomó,  pues, 
esta  resolución  porque  las  costumbres  fuesen  más  puras,  ni 
estuviese  más  civilizado  el  pueblo  romano:  precisamente 
era  una  época  de  desmoralización,  de  luchas  fratricidas,  de 
proscripciones  y  de  sangre. 

Aparte  de  esto,  la  higiene  no  se  opone  al  enterramiento 


(1)     Plinio,  Hb.  Vn,  cap.  LIV. 
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de  los  restos  mortales,  siempre  que  los  cementerios  estén: 
bien  constituidos  y  separados  de  las  poblaciones.  La  crema- 
ción, por  tanto,  es  contraria  á  la  doctrina  católica  y  á  los 
sentimientos  de  todos  los  pueblos  cultos.  ¿Quién  puede  ver 
con  indiferencia  que  los  cadáveres  de  sus  padres,  parientes- 
y  deudos  se  conviertan  en  un  montón  de  cenizas?  ¿Quién 
que  se  precie  de  amante  hijo  y  de  tierno  esposo,  puede  con- 
sentir que  desaparezcan  en  un  momento  restos  para  él  tan 
queridos?  Sería  preciso  tener  seco  el  corazón,  embotada  el 
alma.  Y  con  tales  sentimientos  ni  se  civilizan  los  pueblos,, 
ni  se  purifican  sus  costumbres.  Séneca  dice:  «que  el  deber 
de  enterrar  los  cadáveres  es  uno  de  los  derechos  que  no  es- 
tán escritos,  pero  que  es  aún  más  firme  que  todos  los  es- 
critos». 

Veamos  ahora  cuáles  eran  los  lugares  de  sepultura  en 
los  pueblos  judío  y  pagano* 

El  pueblo  judío  enterraba  sus  cadáveres  en  el  campo,, 
según  testimonio  de  los  sagrados  textos.  El  sepulcro  de  Lá- 
zaro estaba  fuera  de  Jerusalén,  y  allí  fué  Jesucristo  para 
dar  vida  á  sus  restos  inanimados.  En  una  palabra,  los  luga- 
res de  sepultura  entre  los  judíos  estaban  fuera  de  la  ciudad. 
Nada  diremos  cuando  habitaban  aún  el  desierto,  porque  en- 
tonces claro  es  que  sus  restos  no  podían  enterrarse  sino  en 
su  mismo  campo. 

Los  paganos,  por  el  contrario,  enterraban  los  cadáveres 
dentro  de  sus  propias  casas,  para  no  separarlos  de  sus  dio- 
ses lares:  creencia  que  revela  la  comunicación  que  existe 
entre  los  vivos  y  los  muertos.  Los  egipcios  practicaron  lo 
mismo,  si  bien  embalsamándolos  previamente;  y  los  griegos 
y  romanos,  como  dicho  es,  los  quemaban  en  despoblado, 
para  evitar  la  putrefacción,  sepultando  luego  sus  cenizas;  de 
modo  que  el  lugar  de  la  sepultura  entre  estos  últimos  tenía 
que  ser  fuera  de  las  poblaciones. 

La  ley  de  las  Doce  Tablas  así  lo  dispuso  para  el  pueblo 
romano,  no  ya  sólo  para  evitar  los  incendios  en  las  ciuda- 
des, como  sucedió  á  la  basílica  Porcia,  que  fué  abrasada  por 
las  llamas  de  la  pira  de  Clodio,  sino  porque,  en  sentir  del 
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jnriBconsulto  Paulo,  las  supersüoiones  gentílicas  enseñaban 
que  los  dioses  superiores  habían  de  contaminarse  con  la  vis- 
ta ó  contacto  de  cosas  funestas,  como  eran  los  cadáveres. 
Los  transgresores  de  esta  ley  eran  castigados  con  la  pena  de 
cuarenta  áureos;  pena  que  más  tarde  se  renovó  por  una  cons- 
titución de  Diocleciano  y  Maximlano. 

Mas  andando  los  tiempos  es  posible  que  la  citada  ley  ca- 
yera en  desuso,  porque  vemos,  que  Teodosio  el  Grande  la 
restableció,  mandando  que  los  cadáveres,  ya  estuviesen  en 
urnas,  ya  en  sarcófagos,  se  trasladasen  fuera  de  la  ciudad. 
Sólo  se  exceptuaban  las  personas  de  virtud  esclarecida,  los 
Emperadores  y  las  vestales. 

Los  sepulcros  eran  públicos  ó  privados;  aquéllos  se  des- 
tinaban para  los  pobres,  y  éstos  para  el  uso  de  los  particu- 
lares; pero  unos  y  otros  se  ponían  generalmente  en  las  cer- 
canías de  los  caminos  públicos,  para  recordar  á  los  tran- 
seúntes que  ellos  también  eran  mortales. 

Respecto  á  los  cristianos,  aunque  parezca  difícil  el  de- 
signar dónde  enterraban  sus  cadáveres  en  los  primeros  si- 
glos, es  lo  cierto  que  durante  éstos  observaron  puntualmen- 
te las  leyes  públicas  como  los  demás  ciudadanos.  Pero  dada 
la  paz  á  la  Iglesia,  las  reliquias  de  los  mártires  se  trajeron, 
según  Golmayo,  á  los  nuevos  templos,  y  el  fervor  religioso 
excitó  el  deseo  de  los  fieles  de  ser  enterrados  cerca  de  ellas 
para  participar  de  su  santidad.  Como  una  especie  de  privi- 
legio, añade,  fué  esto  concedido  á  varios  Emperadores,  en 
el  vestíbulo,  no  en  el  interior  de  los  templos,  el  cual  tam- 
bién se  extendió  á  los  Obispos,  Abades,  presbíteros  y  legos 
de  reconocida  santidad,  haciéndose  después  general  para 
todos  los  fieles.  Mas  en  los  cánones  de  los  Concilios  celebra- 
dos en  los  siglos  viii  y  ix  se  renuevan,  dice,  las  disposicio- 
nes de  la  disciplina  general  para  que  no  se  entierren  los  cris- 
tianos dentro  de  las  iglesias,  sino  en  los  pórticos,  atrios  y 
exedras,  consignando  al  mismo  tiempo  la  excepción  á  favor 
de  los  sacerdotes  ó  legos  que  por  sus  méritos  se  hayan  hecho 
dignos  de  semejante  distinción.  Pero  como  la  calificación  de 
los  méritos  quedaba  al  arbitrio  de  los  Obispos  y  Párrocos, 
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y  los  fíeles  todos  ambicionabaii  ser  enterrados  cerca  de  las 
reliquias  de  los  mártires  y  de  ios  santos,  se  fué  poco  á  poco 
introduciendo  la  costumbre  de  enterrar  dentro  de  los  tem- 
plos, considerando  dignos  de  ello  á  cuantos  morían  en  la 
comunión  de  la  Iglesia, 

Hasta  aquí  el  expositor  citado,  y  en  verdad  que  no  se 
comprende  cómo  dando  sepultura  á  los  Emperadores  y  lue- 
go á  lo<3  fieles,  en  el  vestíbulo  y  no  en  el  interior  de  los  tem- 
plos, hubo  necesidad  después  de  prohibir  en  ios  Concilios 
que  se  enterrasen  dentro  de  las  iglesias.  La  ley  prohibitiva 
supone  que  se  venían  cometiendo  abusos  en  tal  sentido,  y 
esto  exige  más  detenida  explicación. 

Es  un  hecho  cierto  é  indudable,  que  tan  luego  como  se 
trasladaron  á  las  iglesias  los  restos  de  los  Apóstoles,  de  los 
Mártires  y  de  los  Santos,  empezó  á  introducirse  la  costum- 
bre de  enterrar  á  los  Obispos,  Emperadores  y  Reyes  en  los 
atrios  y  pórticos  de  las  mismas  iglesias,  cuya  costumbre  se 
extendió  luego  á  los  Abades,  clérigos  y  legos  de  reconocida 
santidad.  Mas  llega  el  siglo  vi,  y  este  privilegio  alcanza  £ 
todos  los  fieles.  Entonces  fué  cuando  empezaron  á  inhumar- 
se dentro  de  los  templos  los  cadáveres  de  los  Príncipes  cris- 
tianos y  demás  personas  de  esclarecida  virtud.  No  es  cierto, 
por  consiguiente,  que  en  esta  época  fuese  general  la  cos- 
tumbre de  enterrar  á  los  fieles  dentro  de  las  mismas  igle- 
sias. En  una  palabra,  hasta  el  siglo  v  sólo  se  enterraban  en 
la  parte  exterior  de  los  templos,  y  no  en  su  interior,  los  ca- 
dáveres de  los  Emperadores,  Reyes,  Obispos,  clérigos  y  le- 
gos de  reconocida  santidad;  y  como  quiera  que  en  el  si- 
glo VI  se  hizo  extensivo  este  privilegio  á  todos  los  fíeles,  de 
aquí  que  desde  este  tiempo  se  enterrasen  á  loe  primeros  den- 
tro de  las  iglesias,  para  diferenciarlos  de  los  últimos. 

Claro  es  que  todos  los  cristianos  deseaban  que  sus  restos 
se  sepultasen  junto  á  las  urnas  de  los  santos,  no  sólo  porque 
vinieron  á  persuadirse  que  podían  ser  coadyuvados  más  con 
la  intercesión  de  éstos,  sino  ser  aliviados  con  mayor  efica- 
cia mediante  las  oraciones  de  los  fieles. 

Por  esto  es  muy  posible  que  desde  el  siglo  vi  al  ix  se  co- 
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metieran  algunos  abusos,  los  cuales  fueron  origen  de  los 
cánones  de  los  concilios  citados  por  Golmayo.  El  Braca- 
rense  I,  dice:  qtte  de  ninguna  manera  se  entierren  los  cuerpos 
de  los  difuntos  en. la  basílica  de  los  santos;  pero  si  es  fiecesa^ 
rio,  no  repugna  que  se  sepulten  fuera  de  ellas  en  un  lugar  in- 
mediato á  las  paredes  de  las  mismas. 

Vemos,  pues,  que  la  disciplina  general  de  la  Iglesia  hasta 
el  siglo  IX  fué  que  los  cadáveres  de  los  cristianos  se  ente- 
rrasen en  los  atrios  y  pórticos  de  los  templos,  pero  no  en  el 
interior  de  los  mismos;  á  excepción  sólo,  desde  el  vi,  de  los 
Príncipes,  Prelados  y  demás  personas  de  reconocida  santi- 
dad, cuyos  restos  se  sepultaban  dentro  de  las  iglesias. 

Así  se  deduce  de  los  datos  que  hemos  tenido  á  la  vista,  á 
saber:  Conc.  Nannetense,  Moguntiacum  ó  Moguntinum  et 
TriburiensCf  y  de  los  hechos  históricos  que  citan  Eusebio, 
Nicéf  oro  y  San  Gregorio  de  Tours:  el  primero  con  relación 
á  la  sepultura  de  Constantino;  el  segundo  á  las  de  Teodosio 
el  Grande,  Arcadio  y  Teodosio  el  Joven;  y  el  tercero  res- 
pecto á  la  de  Clodoveo,  Rey  de  los  Francos. 

Pero  desde  el  siglo  ix  en  adelante  se  permitió  ya  que  los 
<;adáveres  de  los  fieles  fuesen  enterrados  dentro  de  los  mis- 
mos  templos. 

Sin  embargo  de  esto,  el  espíritu  de  la  legislación  canó- 
nica ha  sido  siempre  que  los  restos  de  los  cristianos  se  se- 
pultasen fuera  de  los  lugares  sagrados. 

Réstanos  sólo  hacemos  cargo  de  las  diferencias  que  exis- 
tían entre  las  sepulturas  de  los  cristianos  y  las  de  los  pa- 
ganos. 

En  primer  lugar  los  sepulcros  de  los  gentiles  eran  mag- 
níficos, es  decir,  sus  mausoleos  eran  suntuosos;  mientras 
que  los  de  los  cristianos  fueron  pobres  y  humildes,  teniendo 
fiólo  una  cruz  y  un  monograma  donde  se  expresaba,  ya  el 
nombre  del  difunto  y  su  edad,  ya  la  fecha  de  su  falleci- 
miento. 

Ea  segundo  lugar,  los  entierros  de  los  paganos  se  haoían 
ocultamente  y  de  noche,  por  el  terror  que  les  inspiraba  el 
ver  un  cadáver;  pero  cuando  llegaron  &  verificarlo  con  al- 
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guna  pompa,  entonces  asistía  una  muchedumbre  de  mujeres 
llamadas  lloronas,  siempre  dispuestas  á  verter  lágrimas  ve* 
nales.  Es  más,  los  parientes  y  amigos  del  difunto  colocaban 
cerca  de  sus  despojos  mortales  un  pequeño  vaso  de  barro 
llamado  lacrimatorio,  donde  se  contenían  algunas  lágrimas. 
Los  cristianos,  por  el  feontrarib,  solemnizaban  el  entierro 
de  sus  hermanos  con  pompa  religiosa;  esto  es,  de  día  y  con 
el  canto  de  Salmos,  cuyo  uso  ha  llegado  hasta  nosotros.  No 
convenía,  dice  Berardi,  que  hubiese  llantos  manifiestos,  ni 
significación  alguna  de  tristeza  en  la  muerte  de  los  fieles, 
«antes  bien  se  había  de  congratular  á  los  difuntos  por  haber 
pasado  á  la  inmortal  felicidad». 

II 

Son  los  cementerios  lugares  religiosos  d^tinados  ala  se^ 
pultura  de  los- fieles,  previa  la  bendición  episcopal. 

La  palabra  cementerio  viene  de  una  griega  que  significa 
lugar  de  descanso  6  dormitorio,  y  lugar  del  sueño,  pues, 
según  el  lenguaje  de  las  Escrituras,  se  dice  de  los  muertos 
que  duermen:  «Lazarus  frater  vester  dormita*  Joann.,cap.  XI. 
«NoUo  vos  ignorare  de  dormientibtis»,  dice  San  Pablo  á  los 
de  Tesalónica,  c.  4. 

Estos  cementerios  pueden  estar  contiguos  á  las  iglesias 
6  separados,  aunque  lo  más  conveniente  para  la  salubridad 
pública  es  que  estén  fuera  de  la  población. 

Los  cementerios  son  de  varias  clases:  sagrados  y  profa- 
nos; urbanos  y  rurales;  públicos  y  privados. 

Son  sagrados  los  bendecidos  por  el  Obispo,  bien  perso- 
nalmente, ó  por  delegación;  los  profanos  no  están  bendeci- 
dos por  la  Iglesia;  Uámanse  urbanos  los  que  están'  sitos  en 
las  ciudades,  y  rurales  los  que  lo  están  en  el  campo;  y,  por 
último,  públicos  son  aquellos  que  están  destinados  á  todos 
los  fieles,  mientras  los  privados  son  peculiares  de  una  fa- 
milia, instituto  ó  corporación. 

Acerca  de  la  construcción  y  bendición  de  ellos  sólo  di- 
remos que  una  vez  designado  el  lugar  donde  ha  de  estable- 
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cerse  un  cementerio,  cuya  necesidad  ó  utilidad  se  haya  pro- 
bado con  arreglo  á  la  ley,  y  adquirida  su  propiedad,  se  em- 
piezan las  obras  prescritas  en  el  plano  ó  diseño  formado  y 
aprobado.  Después  de  esto  se  procede  á  su  bendición,  que 
está  reservada  al  Obispo;  pero  puede  delegarla  á  un  Sacer- 
dote ó  Presbítero.  En  lo  antiguo  se  consagraban;  mas  desde 
los  tiempos  de  San  Gregorio  de  Tours,  sólo  se  bendicen. 

Dicho  es  que  los  cementerios  se  violan  por  las  mismas 
causas  que  las  iglesias;  y  que  en  el  caso  de  haberse  dado 
sepultura  en  ellos  al  qadáver  de  uno  que  haya  muerto  fuera 
de  la  comunión  católica,  no  puede  reconciliarse  sin  que  se 
extraiga  previamente  dicho  cadáver.  Por  lo  demás,  la  re- 
conciliación del  cementerio  puede  hacerse  por  el  Obispo  6 
Sacerdote  delegado  por  aquél,  observándose  lo  prescrito  en 
el  Pontifical,  ó  Ritual  romano  respectivamente. 

Aunque  la  Iglesia  toleró  la  costumbre  de  enterrar  dentro 
de  los  templos,  nunca  dio  disposición  alguna  legislativa  en 
su  apoyo;  lejos  de  eso  estableció  lo  contrario  en  varios  de 
sus  Concilios.  Es  más,  el  mismo  Ritual  Romano  dispone  que 
en  los  lugares  donde  se  conserve  la  costumbre  de  enterrar 
en  los  cementerios,  se  retenga,  y  en  los  que  haya  sido  abo- 
lida, se  restablezca. 

Esta  misma  ha  sido  también  la  disciplina  de  la  Iglesia 
española,  según  lo  demuestran  los  Concilios  de  Elvira,  Bra- 
ga, Tarragona,  Valencia  y  León,  entre  otros  muchos. 

Se  equivoca,  por  tanto,  el  Sr.  Donoso  cuando  afirma  que 
en  los  dominios  de  España  se  conservó  la  costumbre  de  en- 
terrar dentro  de  las  iglesias,  hasta  el  año  de  1804;  pues  en 
los  siglos  XI,  XII,  XIII  y  XIV  se  observó  con  rigor  que  los 
fieles  difuntos  se  enterrasen  en  los  cementerios  de  sus  pro- 
pias parroquias,  sin  otra  excepción  que  la  de  los  Reyes, 
Obispos  y  Santos.  Mas  aun  en  España,  puede  decirse  que 
no  se  conocieron  sepulturas  dentro  de  las  iglesias,  hasta  el 

siglo  XVI. 

El  Concilio  Iliberitano  celebrado  en  el  año  de  300,  se 
ocupa  ya  de  los  cementerios. 

El  canon  34,  dice  así:  «No  deben  de  día  encenderse  ci- 
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rios  en  el  cementerio,  porque  no  se  han  de  inquietar  los  es- 
píritus de  los  santos;  y  los  que  no  observaren  esta  prohibi- 
ción, sean  separados  de  la  comunión  de  la  Iglesia». 

Este  canon  ha  dado  lugar  á  muy  diversas  interpretacio- 
nes; unos  afirman  que  la  mente  de  él  es  ajena  de  las  costum- 
bres, de  la  doctrina  cristiana  y  de  la  antigua  Iglesia;  porque 
juzgan  que  se  prohibe  que  se  enciendan  luces  en  los  monu- 
mentos de  los  difuntos  ó  de  los  santos.  Pero  A  hubieran  exa- 
minado más  prof  undamepte  el  espíritu  de  los  Padres,  lleno 
de  religión,  hubieran  hallado  que  no  quisieron  atacar  estos 
monumentos  de  piedad,  sino  arrancar  las  raíces  de  la  anti- 
gua superstición.  En  efecto,  antiguamente  se  jactaban  los 
magos  y  nigrománticos  de  querer  y  poder  evocar  é  inquie- 
tar los  ipanes  de  los  santos  para  consultarlos  acerca  de  las 
cosas  futuras:  haciéndolo  así  con  objeto  de  poder  con  más 
facilidad  separar  á  los  primeros  cristianos  del  verdadero 
culto  de  Dios;  por  lo  que  á  este  arte  llamó  rectamente  Ter- 
tuliano segunda  idolatría^.  Y  como  que  estos  errores  estaban 
muy  introducidos  en  España,  queriendo  los  Padres  acabar 
con  ellos,  prohibieron  que  se  encendiesen  luces,  no  en  las 
iglesias,  como  algunos  equivocadamente  han  creído,  sino 
en  los  cementerios,  en  dónde  reposaban  las  cenizas  de  los 
difuntos.  Los  Padres  añadieron  las  palabras  per  diem,  para 
que  no  se  creyera  que  las  vigilias  nocturnas  que  entonces 
eran  muy  comunes,  se  celebraban  á  obscuras;  y  también 
porque  los  sacrificios  no  se  hacían  por  la  noche,  puesto  que 
después  de  comer  no  era  lícito  celebrar  sin  causa  necesaria. 
Igualmente  debe  advertirse  que  en  lo  antiguo  se  entendían 
por  santos  los  cristianos  fieles,  como  se  ve  en  la  ^pistola  lá 
los  Gorinthios,  y  en  el  capitulo  lá  los  JFilipensesi  por  lo   cual 
el  nombre  de  santos  usado  por  los  Padres  de  este  Concilio, 
puede  entenderse  de  los  fieles;  como  si  decretaran  que  no 
debían  sacarse  los  manes  de  los  fieles  de  la  quietud  en  que 
yacían:  otros  dicen  que  por  santos  deben  entenderse  los  fie- 
les vivos,  cuyo  espíritu  se  inquieta  con  la  concurrencia  ó 
tjon  el  cuidado  excesivo  de  encender  los  cirios. 

González,  interpretando  el  mismo  canon,  dice  también 
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que  con  razón  ha  dado  mucho  que  hacer  á  los  intérpretes^ 
tanto  por  la  prohibición  cuanto  por  la  razón  que  da  de  ella; 
pues  que  la  prohibición  parece  estar  en  contra  del  uso  ge- 
neral de  toda  la  Iglesia  y  en  especial  de  la  española,  de  en- 
cender luces  en  los  sepulcros  de  los  mártires  ó  de  los  fieles 
difuntos;  costumbre  que  está  recomendada  por  tantas  leyes 
de  la  Iglesia,  que  serian  innumerables  las  citas  que  podrían 
aducirse.  Y  el  que  siempre  se  haya  acostumbrado  en  los  di- 
vinos oficios  de  la  Iglesia  y  en  los  funerales  el  uso  de  lám- 
paras y  cirios  lo  prueban  varios  escritores^  entre  ellos  Ba- 
ronio.  Pero  la  mayor  dificultad  consiste  en  la  prohibición 
expresada  con  estas  palabras:  inqtmtcmdi  enim  spiritus  sane- 
torum  non  sunt;  pues  no  puede  entenderse  de  los  espíritus  de 
los  fieles  difuntos,  bien  estén  en  el  cielo,  bien  en  el  purga- 
torio. Reconocieron  esta  dificultad  muchos  escritores;  por 
lo  que  algunos  son  de  opinión  que  los  Padres  en  el  citado 
canon  prohibieron,  no  el  encender  simplemente  luces,  sino 
el  encenderlas  según  la  superstición  gentílica:  pero  no  hu- 
bo motivo  para  que  prohibieran  encenderlas  de  día:  é  igual- 
mente porque  no  pueden  inquietarse  las  almas,  por  los  en- 
cantamientos mágicos.  Pero  omitida  esta  interpretación, 
dicen  otros,  que  enseñaron  los  Padres  que  se  prohibiera  en- 
cender luces  en  los  cementerios  con  rito  gentílico  ó  á  mane- 
ra de  gentiles;  los  cuales  juzgaban  que  los  cuerpos  de  los 
difuntos  recibían  algún  alivio  encendiéndoles  luces;  cuyo 
culto,  como  supersticioso,  era  desechado  por  los  santos. 

De  lo  expuesto  se  deduce,  que  los  Padreas  del  Concilio 
Uiberitano  no  prohibieron  encender  luces  en  los  cemente^ 
rioB,  si  esto  se  hacía  por  culto  y  piedad;  lo  que  prohibieron 
realmente  fué  que  se  encendieran  luces  para  inquietar  los  es- 
píritus de  los  santos f  es  decir,  para  evocar,  llamar  ó  invo- 
car los  manes  de.  los  fieles  difuntos;  con  lo  cual  también  se 
inquietaba  el  espíritu  de  los  vivos.  En  una  palabra,  vinieron 
á  condenar  la  superstición  y  la  magia,  que  desgraciadamen- 
te 86  conoce  aun  con  el  nombre  de  espiritismo. 

En  el  canon  XXXV  prohiben  igualmente,  que  las  muje- 
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que  soy  protector,  para  el  restablecimiento  de  la  Discipli- 
na de  la  Iglesia,  en  el  oso  j  construcción  de  cimenterios, 
según  lo  mandado  en  el  Ritual  Romano,  y  en  la  ley  11.^, 
título  ÍSin,  Partida  1."  (se  inserta),  ciiya  regla  y  excepcio- 
nes quiero  se  sigan  por  ahora;  con  la  prevención  de  que 
las  personas  de  virtud  6  santidad,  cuyos  cadáveres  podrán 
enterrarse  en  las  iglesias  según  la  misma  ley,  hayan  de  ser 
aquellas  por  cuya  muerte  deban  los  Ordinarios  eclesiásti- 
cos formar  procesos  de  virtudes  y  milagros,  ó  depositar 
sus  cadáveres  conforme  á  las  decisiones  eclesiásticas,  y 
que  los  que  podrán  sepultarse,  por  haber  escogido  sepul- 
turas, hayan  de  ser  únicamente  los  que  ya  las  tengan  pro- 
pias al  tiempo  de  expedirse  esta  cédula » 

«Se  harán  los  cimenterios  fuera  de  las  poblaciones,  siem. 
pre  que  no  hubiere  dificultad  invencible  6  grandes  an- 
churas dentro  de  ellas,  en  sitios  ventilados  é  inmediatos  á 
las  Parroquias  y  distantes  de  las  casas  de  los  vecinos;  y  ^e 
aprovecharán  para  capillas  de  los  mismos  cimenterios  las 
ermitas  que  existan  fuera  de  los  pueblos,  como  se  ha  em- 
pezado á  practicar  en  algunos  con  buen  suceso.» 

«La  construcción  de  los  cimenterios  se  executará  á  la 
menor  costa  posible,  baxo  el  plan  6  diseño  que  harán  for- 
mar los  Curas  de  acuerdo  con  el  Corregidor  del  partido, 
que  cuidará  de  estimularlos  y  expondrá  al  Prelado  su  dic- 
tamen en  los  casos  en  que  haya  variedad  ó  contradicción, 
para  que  se  resuelva  lo  conveniente.» 

«Con  lo  que  resolviese  ó  resultase  se  procederá  á  las 
»  obras  necesarias,  costeándose  de  los  caudales  de  fábrica 

>  de  las  iglesias,  si  los  hubiere;  y  lo  que  faltare  se  prora- 
»  teará  entre  los  participes  en  diezmos,  inclusas  mis  Reales 
» tercias,  Excusado  y  Fondo  pío  de  pobres;  ayudando  tam- 
» bien  los  caudales  públicos  con  mitad  ó  tercera  parte  del 

>  gasto,  según  su  estado,  y  con  los  terrenos  en  que  se  haya 
»  de  construir  el  cimenterio,  si  fueren  concejiles  ó  de  pro- 
»pios.» 

Por  el  cap.  II  de  las  Reales  Ordenanzas  de  15  de  Noviem- 
bre de  1796,  respectivas  á  la  policía  de  la  salud  pública,  se 
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dispuso,  que  hasta  que  llegue  el  momento  de  la  erección  de 
cementerios  rurales,  cuide  el  Presidente  y  la  Junta  de  Go- 
bierno que  los  cadáveres  se  sepulten  con  la  profundidad 
competente. 

Más  tarde,  6  sea  por  Real  resolución  á  consulta  del  Con- 
sejo, comunicada  en  circulares  de  26  de  Abril  y  de  28  de 
Junio  de  1804,  se  mandó,  que  para  activar  en  todo  el  reino 
dicha  providencia  con  la  eficacia  correspondiente  á  su  im- 
portancia, se  nombrasen  por  el  Sr.  Gobernador  los  Minis- 
tros del  mismo  Consejo  á  cuyo  cargo  ha  de  correr  respecti- 
vamente en  los  Obispados  que  se  les  señalen;  para  que, 
acordando  por  sí  las  providencias  que  consideren  más  cony 
ducentes  según  las  circunstancias  de  cada  pueblo,  y  sin  ne- 
cesidad de  acudir  al  Consejo,  fuera  de  los  casos  en  que  lo 
conceptúen  conveniente  por  su  gravedad,  se  simplifique 
aquélla,  y  se  logre  el  más  pronto  y  cumplido  efecto. 

El  Consejo  de  Castilla,  por  una  declaración  de  17  de  Oc- 
tubre de  1805,  previno  que  ninguna  comunidad  pudiese  es- 
tablecer para  su  uso  cementerio  distinto  de  los  que  se  cons- 
truyen para  el  enterramiento  de  los  cadáveres  de  todo  el 
vecindario. 

Después  se  dictaron  las  Reales  órdenes  de  6  de  Octubre 
de  1806  y  13  de  Febrero  de  1807,  disponiendo^  que  los  Ar- 
zobispos y  Obispos  pueden  ser  enterrados  dentro  de  las 
iglesias. 

Luego  se  dictó  la  Real  orden  de  30  de  Octubre  de  1835, 
por  la  cual  se  ordenó  que  las  religiosas  profesas  podian  se- 
pultarse en  los  atrios  y  huertos  de  sus  monasterios. 

Estas  disposiciones  fueron  reiteradas  en  otra  Real  orden 
de  30  de  Enero  de  1851. 

También  en  2  de  Junio  de  1833  se  dio  una  Real  orden, 
insistiendo  en  la  necesidad  de  construir  cementerios  ,en 
todos  los  pueblos,  y  señalando  los  fondos  que  se  habían  de 
destinar  á  tan  importante  objeto. 

Finalmente,  por  otra  Real  orden  de  12  de  Mayo  de  1849, 
se  dispuso,  entre  otras  cosas,  que  continúe  indefinida  la 
prohibición  de  enterrar  los  cadáveres  y  de  trasladar  y  co- 
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locar  sus  restos  en  las  iglesias,  panteones  particulares  ó  ce- 
menterios que  estuviesen  dentro  de  poblado. 

Asimismo  se  han  dictado  con  posterioridad  otras  muchas 
disposiciones,  relativas  las  unas  á  los  cementerios  profanos, 
las  otras  á  la  exhumación  y  traslación  de  cadáveres,  y  algu- 
nas sobre  exclusiones  de  sepultura  eclesiástica,  de  tod^s  las 
cuales  nos  haremos  cargo  en  su  lugar  oportuno. 

Conviene,  empero,  advertir  que  todas  nuestras  leyes  ci- 
viles reconocen  el  derecho  que  la  autoridad  eclesiástica  tie- 
ne en  los  cementerios,  como  cosas  espiritualizadas  y  fuera 
del  comercio  de  los  hombres:  asi  es^  que  á  ella  corresponde 
el  tener  sus  llaves,  según  declaraciones  del  Consejo  de  Es- 
tado, y  aprobar  el  nombramiento  de  capellán  hecho  por  el 
Municipio,  cuando  el  cementerio  se  ha  construido  con  fon- 
dos municipales. 

Nada  de  lo  dicho  priva  á  la  administración 'ó  autoridad 
temporal  de  la  justa  intervención  que  le  corresponda  en  todo 
lo  que  se  refiera  á  la  policía  y  salud  pública. 

'        III 

Los  fieles  deben  ser  enterrados  en  lugar  sagrado  ó  reli- 
gioso, y  aunque  pueden  elegir  sepultura,  se  desecha  la  elec- 
ción de  un  lugar  profano  como  torpe  y  contraria  á  las  cos- 
tumbres cristianas.  Es  más,  Bonifacio  VTII  impuso  pena  de 
excomunión  á  los  que  instigasen  á  los  fieles  para  hacer  se- 
mejante elección. 

Por  derecho  común  antiguo  la  parroquia  6  su  cemente- 
rio es  el  lugar  propio  de  la  sepultura  de  los  cristianos,  y  alM 
deben  ser  conducidos  los  cadáveres  -de  todos  los  que  estu- 
viesen incluidos  dentro  de  la  demarcación  parroquial.  La 
razón  es  bien  obvia,  pues  la  sepultura  cristiana  se  considera 
como  parte  de  la  comunión  eclesiástica. 

Las  Decretales  dicen,  que  si  alguno  ha  dejado  las  cos- 
tumbres de  los  Padres  antiguos,  eligiendo  sepultura  en  lugar 
menos  religioso,  obra  contra  las  antiguas  instituciones  (1). 


(1)     Cap.  ni,  de  Sepulturis. 

IK8T  DB  Derecho  canónico  —  Tomo  II  21 
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Los  extranjeros  y  transeúntes  suelen  enterrarse  en  la  po- 
blación donde  fallecen,  si  no  pueden  ser  transportados  có- 
modamente á  su  propio  domicilio  (1). 

También  los  vagos,  escolares  y  sirvientes  se  entierran  en 
el  cementerio  de  la  parroquia  donde  ha  ocurrido  su  fallecí- 
mientj.  v 

Esto  mismo  se  observa  con  los  que  mueren  en  los  hospi- 
tales; sus  cadáveres  se  entierran  en  los  cementerios  de  loe 
mismos;  pero  en  estos  casos  hay  que  atenerse  á  los  estatutos 
y  legítimas  costumbres  de  cada  pai0,  diócesis  ó  población. 

Hay,  sin  embargo,  varios  casos  de  excepción,  á  saber: 
1.®  Los  monjes,  regulares,  canónigos  y  beneficiados:  pues 
los  primeros  se  entierran  en  su  propio  monasterio,  y  los  úl- 
timos e^  la  Iglesia  del  cabildo  ó  de  su  beneficio  (2).  2.^  Los 
fieles  que  tienen  sepultura  familiar  (3).  3.^  Los  que  la  eligen 
en  otra  parte,  pues  el  derecho  canónico  reconoce  esta  facul- 
tad hasta  en  las  mujeres,  púberes  é  hijos  de  familia;  toda 
vez  que  la  considera  como  uno  de  los  derechos  espirituales 
propios  de  todos  los  cristianos  que  han  llegado  al  uso  de  la 
razón  (4). 

Si  la  mujer  no  ha  elegido  sepultura  se  entierra  en  la  de 
su  marido,  y  si  hubiere  tenido  varios,  en  la  del  último. 

El  impúber  no  puede  hacer  esta  elección,  por  falta  de  dis- 
cernimiento suficiente;  pero  pueden  ejercer  dicha  facultad 
sus  padres,  abuelos  y  tutores;  si  bien,  en  sentir  de  algunos, 
es  necesario  que  la  usen  antes  del  fallecimiento  de  aquél, 
porque  una  vez  muerto  cesa  ya  la  patria  potestad,  que  es  el 
fundamento  de  esta  elección.  Otros  entienden,  que  pueden 
también  usar  de  este  derecho  sus  consanguíneos  y  afi- 
nes; pues  careciendo  los  abuelos  de  patria  potestad,  mal 
puede  alegarse  aquel  fundamento;   asi  es  que  le  buscan 


(1)  Cap.  ni,  de  Sepulturist  in  Sexto. 

(2)  Cap.  V,  de  SepiUturis,  in  Sexto. 

(3)  Can,  II,  catís.  XIII,  quaest.  II. 

(4)  Cap.  Vn,  de  Sepulturis,  Can.  III,  can8,  XIU,  quaest.  II:  cap.  IV, 
de  Sepulturis,  in  Sexto. 
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•en  la  falta  de  discreción  necesaria  por  parte  de  los  impú- 
beres. 

No  debe  confundirse  el  derecho  de  sepultura  con  el  de 
funeral,  porque  aquél  corresponde  al  fiel,  y  el  de  funeral  al 
Párroco. 

A  pesar  de  esto  existen  algunos  casos  en  que  el  Párroco 
no  ostenta  semejante  derecho;  tal  sucede  respecto  al  fune- 
ral de  los  Obispos,  canónigos,  beneficiados,  religiosos  y  no- 
vicios. 

Los  funerales  del  Obispo  se  liacen  en  la  Iglesia  Cate- 
dral, oficiando  el  deán  ú  otra  dignidad  del  cabildo;  y  lue- 
go se  le  da  sepultura,  como  dicho  es,  dentro  de  la  misma 
iglesia  (1). 

Los  funerales  de  los  canónigos  tienen  también  lugar  en 
la  misma  Iglesia  Catedral  ó  colegial,  donde  asimismo  se  se- 
pultan sus  restos,  al  menos  de  que  el  cabildo  tenga  panteón 
especial. 

Lo  mismb  debe  decirse  con  relación  á  los  beneficiados, 
respecto  de  las  iglesias  de  sus  beneficios;  por  más  que  algu- 
na vez  ha  surgido  cuestión  sobre  este  asunto,  si  el  benefi- 
■ciado  muere  en  parroquia  distinta  de  aquella  donde  sirve  el 
beneficio. 

En  cuanto  á  los  regulares,  sabido  es  que  están  exentos 
4e  la  jurisdicción  del  Párroco,  y  por  lo  tanto  se  entierran 
y  se  les  hacen  los  funerales  sin  intervención  de  aquél;  lo 
<5ual  tiene  igualmente  lugar  cuando  mueren  fuera  de  su  mo- 
nasterio, en  cuyo  caso  se  les  conduce  al  mismo  para  darles 
sepultura  y  hacerles  las  exequias,  á  menos  que  la  defunción 
de  los  mismos  haya  ocurrido  en  un  lugar  tan  distante,  que 


(1)  El  Romano  Pontífice  tiene  también  derecho  á  elegir  sepultura; 
pero  8i  no  la  elige,  su  cadáver  se  entierra  en  el  Vaticano.  Si  ocurre  su 
fallecimtento  fuera  de  Roma,  debe  enterrarse  en  la  Catedral.  Los  Car- 
denales se  entierran  también  dentro  de  lugar  sagrado;  y  si  ocurriese  la 
muerte  de  alguno  de  éstos  fuera  de  la  capital  del  Orbe  cristiano,  su  ca- 
dáver deberá  sepultarse  en  la  iglesia  principal. 
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no  puedan  ser  trasladados  fácilmente  á  sus  propios  con- 
ventos. 

De  igual  derecño  gozan  las  congregaciones  de  hombre» 
con  votos  simples. 

Las  leyes  civiles  de  casi  todos  los  pueblos  prohiben  que 
se  entierre  en  las  iglesias,  y  de  aquí  que  los  cadáveres  d& 
los  religiosos  sean  llevados  al  cementerio  común,  situado 
ordinarjlamente  en  despoblado. 

Con  este  motivo  se  cuestionó  mucho  entre  los  Párrocos 
y  los  regulares  acerca  de  ^s  respectivos  derechos  en  los  fu- 
nerales y  conducción  de  los  cadáveres  de  los  religiosos;  pero 
las  declaraciones  de  la  Sagrada  Congregación  del  Concilio^ 
dicen  los  Sres.  Laf  uente  y  Gómez  Salazar,  han  terminado 
estas  controversias,  y  hoy  el  funeral  del  regular  y  su  con- 
ducción al  cementerio  corresponden  á  los  religiosos  de  su 
orden. 

No  sucede  lo  mismo  respecto  á  los  religiosos  exclaustra- 
dos, pues  el  sepelio  y  funeral  de  éstos  corresponden  á  los 
respectivos  Párrocos  del  punto  en  que  se  hallaban  domici* 
liados  á  la  hora  de  su  muerte,  según  declaraciones  de  la 
Congregación  de  Obispos  y  Regulares. 

Los  novicios  y  las  personas  destinadas  al  servicio  de 
los  regulares  gozan  de  los  mismos  derechos  que  los  religio- 
sos profesos. 

En  cuanto  á  los  jóvenes  de  ambos  sexos,  que  se  educan 
respectivamente  en  los  conventos  de  los  regulares  y  religio- 
sas en  clausura,  hay  divergencia  entre  los  doctores;  pero 
nos  parece  preferible  la  opinión  de  los  que  sostienen  que 
dichos  jóvenes  no  se  hallan  exentos  de  la  jurisdicción  del  Pá- 
rroco propio;  entendiéndose  por  tal,  bien  el  de  la  parroquia 
en  que  esté  situado  el  monasterio,  bien  él  de  sus  padres  si 
viven  en  el  mismo  pueblo. 

Las  religiosas  exentas  y  con  votos  solemnes  goaan  de 
igual  prerrogativa  que  los  religiosos.  Pero  no  sucede  lo 
mismo  coh  respecto  á  las  religiosas  no  exentas  y  con  votos 
simples,  porque  éstas  se  hallan  bajo  la  jurisdicción  del  Pá- 
iroco  por  derecho  común,  y  á  él  corresponde  intervenir  en 
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sus  funerales  y  sepelios,  á  no  mediar  costumbre  ú  otro  tí- 
tulo legítimo  en  contrario  (1), 

Respecto  á  las  cosas  prohibidas  en  el  entierro  y  funera- 
les, he  aquí  cómo  se  explica  el  Tridentino:  «Cuiden  los 
Obispos  que  los  sufragios  de  los  fieles,  es  á  saber,  los  sa- 
crificios de  las  misas,  las  oraciones,  las  limosnas  y  otras 
-obras  de  piedad,  que  se  acostumbran  hacer  por  otros  fieles 
difuntos,  se  ejecuten  piadosa  y  devotamente  según  lo  esta- 
blecido pcfr  la  Iglesia,  y,  que  se  satisfaga  con  (ñligencia  y 
exactitud  cuanto  se  debe  nacer  por  los  difuntos,  según  exi- 
jan las  fundaciones  de  los  testadores  ú  otras  razones,  no  su- 
perficialmente, sino  por  sacerdotes  y  ministros  de  la  Igle- 
sia y  otros  que  tienen  esta  obligación>  (2). 

La  ley  13,  tít.  XIII,  Part.  1.*,  dice:  «que  ricas  vestiduras, 

>  nin  otros  guamimientos  preciados,  assi  como  oro  o  plata, 
»  non  deven  meter  á  los  muertos,  si  non  á  personas  ciertas, 
»  assi  como  á  Rey  o  á  Reina,  o  alguno  de  sus  fijos,  o  á  otro 
»  orne  honrado,  o  cavallero,  á  quien  soterrasen  segund  la 
»  costumbre  de  la  tierra,  o  á  Obispo,  o  á  Clérigo,  o  á  quien 
»  deven  soterrar  con  los  vestimentos  que  les  pertenesce,  se- 
» gund  la  Orden  que  han > 

Las  leyes  2.*  y  3.%  tít.  III,  lib.  I  de  la  Nov.  Recopilación 
prohiben  los  grandes  gastos  y  el  lujo  inútil  y  profano  en  los. 
entierros,  exequias  y  ataúdes  de  los  difuntos. 

La  ley  9.*,  tít.  I,  lib.  I  del  mismo  Código  prohibe  asi- 
mismo los  llantos  y  duelos  inmoderados;  he  aquí  su  tenor: 
«  Porque  por  nuestra  *santa  y  verdadera  Fé  creemos,  que 
»  los  que  finan  esperan  resucitar  en  el  dia  del  Juicio,  y  los 
»  que  viven  no  se  deben  desesperar  de'  la  vida  perdurable, 

>  haciendo  duelos  ni  llantos  por  los  difuntos,  mayormente 
»  desfigurando  y  rasgando  las  caras,  y  mesando  los  cabellos 
»  porque  es  defendido  por  la  santa  Escritura,  y  es  cosa  que 
»  no  place  á  Dios^  por  ende  ordenamos  y  mandamos,  que 


(1)  Señores  Lafuente  y  Gómez  Salazar,  Disciplina  edeaiástica,  lec- 
ción LIV,  párrafos  6.o  y  6  o  del  tomo  II. 

(2)  Decret  de  Pargat,  Ses.  XXV. 
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>  ningunos  sean  osados  de  hacer  llantos,  ni  otros  duelos^ 

>  desaguisados  por  cualquier  que  finare;  é  á  los  Perlados  de 
» todas  las  iglesias  de  nuestros  reynos  mandamos,  que  or- 
»  denen  y  manden,  que  si  los  Clérigos,  quando  fueren  con 
»  la  cruz  á  casa  del  tal  finado,  fallaren  rasgando  la  cara,  6 
»  mesando  á  algunos,  ó  haciendo  algunos  llantos  de  los  so- 
»  bredichos,  que  se  tomen  con  la  cruz,  y  no  entren  con  ella 

>  do  estuviere  el  dicho  finado » 

La  Real  cédula  de  22  de  Abril  de  1857  prohibe  también 
leer  6  pronunciar  versos  ó  elogios  de  los  difuntos  al  tiempo 
de  inhumarlos  en  los  cementerios,  asi  como  todo  lo  que 
desdiga  de  la  gravedad  cristiana. 

IV 

Los  ministros  del  altar  no  pueden  exigir  retribución  al* 
guna  por  razón  de  las  exequias  y  sepultura,  porque  el  des- 
empeño de  estos  oficios  de  piedad  y  religión  se  considera 
como  parte  de  su  sagrado  ministerio.  Pero  prohibidas  las 
exacciones,  no  sucedió  lo  mismo  respecto  á  las  oblaciones 
voluntarias  que  con  este  motivo  hicieran  los  parientes  y 
amigos  del  difunto.  La  Iglesia  las  recibía  en  este  concepto^ 
y  se  daba  de  esta  manera  un  testimonio  de  que  aquél  había 
muerto  en  su  comunión.  No  siendo  así,  las  reónazaba  por 
completo.  Este  carácter  voluntario  de  las  oblaciones  duró 
por  espacio  de  mucho  tiempo;  mas  después  del  siglo  x  lle- 
garon á  convertirse  en  costumbres  piadosas,  y  luego  la  ley 
vino  á  reconocerlas  como  una  obligación  de  justicia.  En  este 
sentido  dijo  el  Concilio  IV  de  Letrán:  Qtiapr^pter  super  his 
pravas  exactiones  fieri  prohibemus,  et  pías  consuetudiftes  pro»' 
cipimus  óbservari  (1). 

Vemos,  por  tanto,  que  el  origen  de  los  citados  derechos 
se  remonta  á  la  mayor  antigüedad;  así  es  que  Tertuliando 
atribuye  á  la  tradición  confirmada  por  la  costumbre.  Lo 
cierto  es  que  las  oblaciones  voluntarias  se  conocieron  ya  en 
tiempo  de  los  Apóstoles. 


(1)    Cap.  XLII,  de  Simonia. 
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La  oaasa  de  convertirse  en  forzosas  tales  oblaciones  fué 
la  falta  de  dotación  de  las  iglesias  parroquiales,  porque  los 
bienes  de  éstas  se  devolvieron  en  los  siglos  medios  de  ma- 
nos de  los  legos  á  los  monasterios  y  cabildos,  por  razones 
especialísimas  que  entonces  existieron  para  ello.  En  tal  si- 
tuación fué  preciso  acudir  á  las  ofrendas,  para  alimentar 
con  ellas  al  clero.  Bajo  este  aspecto,  y  no  como  cambio  de 
cosas  espirituales  por  temporales,  ni  como  recompensa  de 
un  trabajo  que  los  clérigos,  están  obligados  á  prestar,  es 
como  esta  exacción  debe  considerarse. 

Deben,  empero,  los  Párrocos  cuidar  de  que  no  se  traspa- 
sen los  justos  limites  con  exacciones  exorbitantes,  para  que 
no  parezca  especulan  con  la  tierra,  teniendo  sobre  todo  obli- 
gación de  ser  humanos  y  generosos  con  los  pobres.  La  Igle- 
sia de  España  tomó  también  precauciones  prudentes  para 
evitar  abusos  con  motivo  de  los  derechos  de  funerales  y  se- 
pultura, según  puede  verse  en  los  cánones  de  varios  de  sus 
Concilios,  entre  otros,  el  Bracarense,  Hispalense  y  Compos- 
telano.  Es  más,  se  encargó  igualmente  á  los  Obispos  que 
pusiesen  tasa  á  estos  derechos,  teniendo  en  consideración 
los  lugares  y  las  personas.  Esta  misma  doctrina  se  reprodu- 
ce en  la  ley  1.%  tít.  XIII,  Part.  1.*,  pues  en  ella  se  dispone: 
que  el  oficio  que  dizen  los  Clérigos  sobre  los  muertos,  non  se 
deve  vender  en  ninguna  manera,  nin  deven  demandar  los  Clé- 
rigos precio  por  ello. 

Regularmente  no  hay  otra  regia  para  la  exacción  de  es- 
tos derechos  que  la  costumbre,  la  cual  es  diferente  en  cada 
diócesis,  en  cada  pueblo,  y  á  veces  hasta  en  cada  parroquia. 
A  pesar  de  esto,  suelen  consignarse  por  escrito  en  los  aran- 
celes parroquiales. 

Estos  aranceles  se  forman,  ya  en  los  sínodos  diocesanos, 
ya,  y  es  lo  más  común,  por  los  Obispos,  oyendo  previamen- 
te á  los  Arciprestes  y  Párrocos  de  sus  diócesis;  y  una  vez 
formados,  se  ponen  de  manifiesto  al  público  en  la  sacristía 
de  las  iglesias. parroquiales.  Dicho  es  que  el  Párroco  no  pue- 
de excederse  de  las  cantidades  fijadas  en  los  tnismo^.  En  las 
poblaciones  de  alguna  importancia,  como  sucede  en  Sevilla, 


I  ^  -j 
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está  admitida  la  distinción  de  funerales  de  primera,  segun- 
da, tercera,  cuarta  y  quinta  clase,  prácticas  que  no  son  vi- 
tuperables de  parte  del  clero,  porque  la  diferencia  de  emo- 
lumentos es  correspondiente  á  la  pompa,  número  de  ecle- 
siásticos asistentes,  luces,  ornato  exterior  del  templo,  etc. 

Algunos  canopistas  entienden  que  dichop  aranceles  de- 
ben someterse  á  la  aprobación  de  la  autoridad  temporal, 
porque  se  trata  de  una  materia,  dicen,  en  que  debe  interve- 
nir, ño  raras  veces,  la  potestad  secular  para  compeler  á  los 
que  rehusan  esas  erogaciones  debidas  por  justicia. 

Nosotros  creemos  que  no  es  necesaria  semejante  aproba- 
ción, por  más  que  no  deba  negarse  al  Principe  algún  géne- 
ro de  intervención  en  este  asunto.  Mucho  más  en  España, 
donde,  aparte  de  sus  derechos  de  patrono,  está  concordado 
que  esos  emolumentos  formen  parte  de  la  dotación  del 
clero  (1). 

Por  lo  demás,  ya  sabemos  que,  según  derecho  común, 
cada  cual  debe  ser  enterrado  en  su  parroquia,  y  que  por 
derecho  especial  puede  serlo  en  el  sepulcro  de  sus  mayores 
ó  en  el  lugar  que  hubiese  elegido.  Ahora  bien,  como  esto 
no  debe  hacerse  lastimando  los  legítimos  derechos  de  los 
que  administraron  el  pasto  espiritual  á  los  fieles,  y  les 
acompañaron  constantemente  en  los  trabajos  de  la  vida;  de 
aquí  que  se  procure  conciliar  los  intereses  de  todos,  dispo- 
niendo las  Decretales  que  los  Párrocos  perciban  cierta  can- 
tidad de  lo  que  sus  feligreses  hayan  dejado  á  la  iglesia  ele- 
gida para  su  sepultura  (2).  Esta  cantidad  6  porción  que  de- 
be recibir  el  Párroco  tiene  el  nombre  de  cuarta  parroquia! 
6  funeral;  parroquial,  por  razón  de  la  persona  que  la  per- 
cibe; y  cuarta  funeral,  porque  según  el  derecho  común,  de- 
be ser  la  cuarta  parte  de  todos  los  emolumentos  que  se  de- 
jan á  la  iglesia  elegida  para  entierro  y  funerales.  Este  nom* 
bre  de  cuarta  fufheral  se  conserva,  aunque  se  reciba  más  ó 
menos  de  la  cuarta  parte;  así  es  que  dicha  cantidad  no  es  la 


(1)  Concordato  de  1861:  articido  33, 

(2)  Cap.  I,  de  Sepxdtwris, 
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mi8ma  en  todas  las  diócesis,  sino  que  en  unas  consiste  en  la 
mitad  de  las  ofrendas  y  legados  que  se  señalan  por  la  sepul- 
tura eclesiástica,  en  otras  la  tercera,  y  en  algunas  la  cuar- 
ta  parte  íntegra,  según  las  respectivas  costumbres  (1). 

También  depende  de  la  diversidad  de  usos  ó  de  pactos 
establecidos  el  determinar  de  qué  ofrendas  y  mandas  debe 
deducirse  aquélla. 

Esto  mismo,  y  con  la  misma  variedad,  se  observa  en  las 
Iglesias  de  España.  Por  esto  vemos  que  en  el  Arzobispado 
de  Valencia  se  entiende  por  cuarta  parroquial  la  tercera 
parte  de  mandas  piadosas  y  bien  de  alma,  que  deja  el  difun- 
to en  sus  disposiciones  testamentarias. 

Sin  embargo,  este  derecho  ha  quedado  reducido  gene- 
ralmente á  la  cuarta  parte  de  las  misas  que,  pro  funere, 
se  dejan  en  testamento;  así  es  que  no  se  deduce  de  las  de- 
más que  deja  el  testador  por  su  alma.  Esta  al  menos  es  la 
práctica  del  Arzobispado  de  Sevilla  y  de  algunas  otras  dió- 
cesis. No  sucede  así,  empero,  en  todas  ellas,  porque  en  va- 
rias es  forzoso  celebrar  en  la  parroquia  la  cuarta  parte  del 
total  de  misas,  que  el  difunto  hubiese  señalado.    . 

Algunos  autores  dicen  que  también  tiene  derecho  la  pa- 
rroquia, cuando  un  feligrés  se  entierra  en  otro  cementerio, 
á  una  cantidad  por  razón  del  rompimiento  de  sepultura, 
cuya  cantidad  se  determina  en  algunos  puntos  por  medio 
de  concordias  celebradas  entre  las  parroquias  y  sacramen- 
tales. 

Ello  es  lo  cierto,  que  tanto  los  derechos  por  exequias  y 
sepultm-a,  como  la  cuarta  funeral,  corresponden  al  Párroco, 
porque  él  es  quien  tiene  el  deber  de  enterrar  los  cadáveres 
de  sus  feligreses.  Por  otra  parte,  esta  exacción  se  funda  en 
la  comunión  del  fiel  con  la  parroquia,  y  es  una  muestra  de 
reverencia  y  respeto  filial. 

Tan  sagrado  es  este  derecho  de  los  Párrocos,  que  cuando 
los  Romanos  Pontífices  concedieron  privilegio  de  sepultura 
á  ciertas  iglesias  y  monasterios,  fué  siempre  con  la  condición 


(1)    Cap.  IX,  de  SepulturU. 
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de  quedar  á  salvo  los  derechos  parroquiales  salva  jastitii 
ecclesiarum;  así  es  que  la  concesión  de  semejante  privilegio 
no  supone  la  facultad  de  hacer  en  dichas  iglesias  las  exequias 
y  demás  oficios  fúnebres;  éstos  han  de  tener  lugar  en  la  pa 
rroquia  por  el  propio  Párroco. 

Es  más;  si  algún  feligrés  tuviera  dos  domicilios,  los  res- 
pectivos Párrocos  tendrían  derecho  á  que  se  les  dé  participa- 
ción en  los  emolumentos  del  funeral  y  oficio  de  sepultura 
que  por  él  se  celebre  en  parroquia  del  otro  domicilio,  ó  en 
otra  iglesia  de  la  que  no  era  feligrés. 

Idéntico  derecho  corresponde,  según  la  Ley  6.%  tít.  III, 
libro  I  de  la  Novísima  Recopilación,  á  los  capellanes  del 
ejército  y  armada,  por  los  entierros  de  los  militares,  pues  en 
dicha  ley  se  declara  que  el  capellán  de  regimiento,  armada, 
cuerpo  militar,  castillo,  cindadela  ó  plaza,  conserve  para  sí 
el  derecho  de  cuarta  funeral  ú  ofrenda;  todo  sin  perjuicio  de 
los  derechos  que  asimismo  le  pertenecen  cuando  el  capellán 
hace  el  entierro,  y  dejando  á  las  iglesias  parroquiales,  de  co- 
munidades, ó  en  la  que  se  entierre  el  cadáver,  los  derechos 
que  conforme  á  estilo  les  correspondan  por  el  acompafta- 
miento,  sepultura  y  campanas. 

También  las  Leyes  de  Partida  se  ocupan  de  estas  exac- 
ciones. La  Ley  5.^  tít.  XIII,  Partida  1.*.  después  de  consignar 
que  todo'hombre  debe  enterrarse  en  el  cementerio  de  su  pa- 
rroquia, dice  lo  siguiente:  «Pero  si  alguno  quisiesse  escoger 

>  sepultura  en  otro  cimenterio,  así  como  en  la.Eglesia  Cathe- 
»  dral,  ó  en  Monesterio,  ó  en  aquella  Eglesia  do  estava  en- 

>  terrado  su  linaje,  o  en  otro  cimenterio  cualquier,  puédelo 
^  facer;  fueras  ende  si  lo  fiziesse  por  f alago  de  algunos,,  que 
»  le  fiziessen  engañosamente,  que  se  soterrasse  en  su  Egle- 
»  sia;  o  si  lo  fiziesse  por  malquerencia  de  los  clérigos  donde 
»  fuesse  parrochiano,  o  por  desprecio  dello,  o  si  non  dexasse 

>  alguna  cosa  a  su  Eglesia;  ca  si  alguno  fiziesse  contra  esto, 

>  e  se  mandase  soterrar  en  otro  cimenterio,  faziendolo  por 
»  alguna  destas  quatro  cosas  sobredichas,  pueden  los  cleri- 
»  gos  de  aquella  Eglesia,  donde  era  parrochiano,  demandar 
»  el  cuerpo,  con  todos  los  derechos  que  fueren  dados  con  el, 
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» por  razón  de  la  sepultura.  E  si  por  aventura  escogiesse  se- 
»  pultura  en  otro  cimenterio  ^  non  lo  /cutiendo  por  ninguna  des- 
» tas  quatro  maneras  sobredichas,  si  dexare  alguna  cosa  a  su 
»  Eglesia  donde  era  parrochiano,  deve  aiver  demás  desto  la  ter- 
^  da,  o  la  quarta  parte,  o  la  mitad,  segund  la  costumbre  que 
»  fuere  usada  en  aquel  Obispado,  o  en  aquella  ¿ierra,  do  el  bi- 
»  viere,  de  lo  que  el  mando  a  aquella  Eglesia,  do  escogiesse  se- 
»  pultura,  edelo  que  oviere  mandado  a  otras  Eglesias,  o  a  Mo- 
»  nesterios,  o  a  Ordenes,  qualesquier  que  fiiessen.  E  si  non 
»  oviesse  en  aquella  tierra* costumbre  cierta,  de  cuanto  devia  to- 
»  mar,  debe  aver  la  quarta  parte;  e  ninguno  non  se  puede  escu- 
»  sar  que  la  non  de,  maguer  diga  que  non  avia  costumbre  de  dar 
»  cosa  por  esta  razón » 

Es  de  advertir  igualmente  que  no  debe  confundirse  la 
cuarta  parroquial  ó  funeral  con  la  porción  canónica;  porque 
si  bien  una  y  otra  tienen  puntos  de  analogía,  difieren  en  otros 
muchos.  Verdad  es  que  ambas  se  debían  al  Obispo  por  razón 
de  dignidad  y  de  comunión  católica,  pagándose  la  primera 
de  las  cantidades  que  se  señalaban  por  razón  de  entierro  y 
funerales,  y  la  segunda  de  los  legados  ó  mandas  que  adqui- 
ría la  Iglesia  ó  cualquier  lugar  pío;  pero  la  cuarta  funeral  se 
extendió  al  Párroco  como  representante  del  Obispo,  tomando 
el  nombre  de  cuarta  parroquial,  mientras  que  la  porción  ca- 
nónica es  uno  de  los  derechos  útiles  de  los  Prelados.  Se  dis- 
tinguen, por  tanto,  en  que  esta  última  se  deduce  de  todos  los 
bienes  de  la  diócesis,  y  la  cuarta  funeral  de  los  dejados  an- 
tiguamente á  la  iglesia  elegida  para  sepultura,  y  hoy  de  las 
misas  pro  funereí  también  en  que  el  Párroco,  puede  recla- 
mar éstas  de  los  herederos  del  difunto,  cuando  no  se  las  dan 
voluntariamente,  mientras  que  el  Obispo  no  puede  hacer 
respecto  de  su  parte  idéntica  reclamación:  finalmente,  en 
que  la  cuarta  parroquial  no  prescribe  y  la  porción  canóni- 
ca sí. 

Están  obligados  á  pagar  la  cuarta  parroquial:  1.®  Todos 
los  feligreses  que  se  entierran  en  la  parroquia.  2.^  Los  que 
eligen  sepultura  fuera  de  ella.  3.®  Los  feligreses  que  mueren 
fuera  de  la  parroquia  por  algima  causa  extraordinaria,  co- 
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mo  la  peste.  Y  4.®  Los  vagos,  escolares  y  sirvientes,  respectó 
de  la  iglesia  donde  ha  ocurrido  su  fallecimiento. 

La  razón  ó  fundamento  de  esta  exacción  es,  como  lleva- 
mos dicho,  la  comunión  católica.  La  iglesia  parroquial  se 
considera  respecto  de  los  fieles  como  madre  piadosa  que  los 
ha  criado  en  Jesucristo,  y  los  ha  alimentado  durante  su  vida 
con  el  pasto  espiritual  de  los  Sacramentos  y  de  la  divina  pa- 
labra. Justo  es,  por  consiguiente,  que  se  le  dé  esta  muestra 
de  veneración  y  respeto  filial. 


La  sepultura  eclesiástica  es  una  parte  de  la  comunión 
cristiana,  que  subsiste  aun  después  de  la  muerte.  Por  esto 
no  se  concede  á  los  que  durante  su  vida  no  tuvieron  comu- 
nicación con  la  Iglesia  y  á  los  que  fallecen  impenitentes  6 
separados  de  ella. 

No  comprendemos;  por  tanto,  cómo  ciertos  escritores 
acriminan  á  algunos  Párrocos  por  negar  la  sepultura  á  los 
cadáveres  de  personas  que  han  muerto  impenitentes.  La 
Iglesia  es  una  sociedad  perfecta  y  verdadera,  y  como  tal  tie- 
ne sus  leyes  que  obligan  á  todos  los  fieles.  Si  se  quiere, 
pues,  participar  de  sus  beneficios,  preciso  es  soportar  sus 
cargas.  Es  así  que  las  leyes  canónicas  fijan  los  casos  en  los 
cuales  no  puede  gozarse  de  este  beneficio;  luego  los  cristia- 
nos, en  justa  obediencia  á  sus  preceptos,  deben  procurar  no 
incurrir  en  la  sanción  de  la  ley;  pues  respetando  ésta  es  co- 
mo existe  verdadera  libertad.  Mas  no  se  crea  que  la  Iglesia 
ha  procedido  al  señalar  aquellos  casos  de  una  manera  arbi- 
traria y  caprichosa;  todos  ellos  tienen  su  razón,  ó  funda- 
mento; pues  como  dice  Inocencio  III,  con  aquellos  que  no 
nos  comunicamos  vivos,  tampoco  debemos  comunicamos 
muertos,  al  menos  que  se  reconcilien  con  la  Iglesia  en  su  úl- 
tima hora  (1).  Y  este  fundamento  se  explica  hasta  racional- 
mente, porque  vemos  que  en  todas  las  sociedades  y  agrupa - 


(1)    Cap.  XII,  de  SepiUturia. 
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ciones  de  individuos  se  procura  exbluir  á  los  hombres  que 
son  funestos  ó  perjudici  ales. 

Se  excluyen,  por  tanto,  de  sepultura  eclesiástica:  1.®  Los 
infieles  y  judíos,  apóstatas,  herejes  y  cismáticos  manifiestos; 
como  también  sus  fautores  y  favorecedores  (1).  La  razón 
para  ello  es  bien  obvia:  los  infieles  no  pertenecen  á  la  socie- 
dad cristiana,  que  se  compone  sólo  de  hombres  bautizados, 
y  por  consiguiente  mal  pueden  disfrutar  de  sus  beneficios. 
Los  apóstatas,  ^erejes  y  cismáticos  se  han  separado  de  la 
Iglesia  por  su  voluntad;  es  decir,  no  comunican  ya  con  los 
vivos,  y  justo  es  que  tampoco  comuniquen  cuando  muertos. 
En  idéntico  caso  se  encuentran  los  catecúmenos  y  los  niños 
que  mueren  sin  bautismo;  por  esto  el  Concilio  I  de  Braga, 
en  su  canon  XVII,  excluyó  á  los  primeros.  Pero  si  á  pesar 
de  la  prohibición  se  diese  sepultura  eclesiástica  á  unos  ú 
otros,^no  violarían  el  cementerio  con  tal  que  los  niños  sean 
hijos  de  padres  cristianos,  y  los  catecúmenos  hubiesen  ma- 
nifestado su  voluntad  de  recibir  el  bautismo.  2.^  Se  niega 
también  á  los  excomulgados  vitandos,  á  los  que  hiriesen 
públicamente  á  los  clérigos  y  á  los  nominalmente  entredi- 
chos (2).  La  razón  de  ello  es  muy  parecida  á  la  anterior, 
porque  todos  están  privados  de  la  comunión  Eucarística. 
Según  la  Decretal  de  Martino  V  Ad  evitandum  scandálay  no 
son  excomulgados  vitandos  sino  los  que  han  sido  denuncia- 
dos ó  declarados  tales  por  el  Ordinario,  ó  han  herido  públi- 
camente á  algún  clérigo.  Disputan  los  autores  sobre  si  los 
excomulgados  que  no  han  sido  denunciados  podrán  ser  en- 
terrados en  sagrado,  acerca  de  lo  cual,  sólo  diremos  que  no 
pueden  serlo  si  la  excomunión  es  pública;  pero  debe  adver- 
tirse que  si  se  entierran  en  cementerio  católico,  no  le  violan. 
En  los  entredichos  generales,  aunque  no  es  permitido  dar 
sepultura  eclesiástica  á  los  que  mueren  bajo  esta  censura,  se 


(1)  Can.  XXVII  et  XXVIU,  dist  I,  de  Conaecrat:  cap.  H,  de  Hae- 
reticié. 

(2)  Cap.  XII,  de  Sepulturts;  cap.  XIV,  de  Judaeis;  Bula  Apostoli- 
cae  Sédis:  Clement,  1,  de  Sepuliuris, 


834 

exceptúan  por  gracia  especial  de  Inocencio  m  los  clérigos, 
los  cuales '  pueden  ser  enterrados  en  el  cementerio  de  la 
iglesia  sin  solemnidad  ni  toque  de  campanas  (1).  3.^  Igual- 
mente se  priva  de  sepultura  eclesiástica  á  los  suicidas,  á  los 
muertos  en  torneos,  y  los  que  fallecen  en  desafíos  y  sus  pa- 
drinos (2).  La  prohibición  de  enterrar  á  los  suicidas,  bien  se 
den  muerte  con  arma  blanca,  veneno,  precipitándose,  ahor- 
cándose ó  de  cualquier  otro  modo,  se  lee  ya  en  el  canon  XYI 
del  Concilio  I  de  Braga,  celebrado  en  el  siglo  vi. 

Es  de  observar,  empero,  que  cuando  el  suicidio  se  ha 
verificado  por  enajenación  mental,  ó  si  heridos  mortalmen- 
te  se  arrepienten  antes  de  morir,  en  tales  casos  no  se  les  nie- 
ga la  sepultura  eclesiástica. 

No  sucede  lo  propio  con  los  que,  heridos  mortalmente  en 
el  torneo,  dan  señales  de  penitencia,  pues  aunque  no  se  les 
niegue  ésta,  se  les  priva,  no  obstante,  de  dicha  sepultura. 

Respecto  al  duelo,  dice  Golmayo  lo  siguiente:  cPara  que 
haya  duelo  no  es  necesario  que  haya  padrinos,  pero  sí  lo^es 
que  los  combatientes  s^  hayan  citado  en  hora  y  sitio  deter- 
minado. Según  esto  no  se  puede  considerar  como  duelo  un 
combate  repentino,  ni  se  incurrirá  por  tanto  en  las  penas  de 
la  le} ,  porque  los  términos  penales  se  han  de  tomar  estric- 
tamente. Lo  mismo  puede  decirse,  según  la  opinión  de  va- 
rios canonistas,  de  los  que  no  mueren  en  el  duelo,  aunque 
hayan  sido  heridos  mortalmente;  porque  el  Concilio  dice:  H 
in  ipso  conflictu  decesserint  (sí  muriesen  en  el  mismo  desa- 
fío), cuyas  palabras  deben  interpretarse  benignamente.» 

Si  conformes  estamos  con  dicho  expositor  en  cuanto  á  la 
doctrina  que  sustenta  primeramente,  no  así  respecto  de  la 
última.  Cierto  que  las  palabras  del  Concilio  parecen  com- 
prender tan  sólo  á  los  que  mueren  en  el  mismo  desafío; 
como  también  que  las  leyes  penales  deben  ser  interpretadas 
benignamente.  Pero  es  que,  además  de  la  prescripción  Tri- 


(1)  Cap.  XI,  de  Poehitentiü  et  Remissionibus. 

(2)  Can.   XII,  caus.  XXIII,  quaest  V:  cap.  I,  de  TomeamenÜK 
cap.  XIX,  de  Reform.^  Se8.  XXV,  Cmic.  Tridmtino. 


335 

dentina,  existe  la  Bula  Detestabileín  de  Benedicto  XZV.  T  en 
esta  bula  prívase  asimismo  de  sepultura  eclesiástica  á  los 
que  fallecieren  con  motivo  de  la  herida  recibida  en  el  duelo, 
aun  cuando  hayan  dado  señales  ciertas  de  penitencia  y  ha- 
yan obtenido  la  absolución  de  los  pecados  y  censuras.  Sin 
embargo,  es  un  hecho  que  posteriormente  se  ha  templado  el 
rigor  de  esta  Bula. 

La  razón  de  dichas  exclusiones  es  fácil  de  comprender. 
La  Iglesia,  como  madre  tierna  y  cariñosa,  quiso  evitar  esos 
crímenes  y  el  consiguiente  derramamiento  de  sangre,  y  para 
evitarlos  no  hay  otro  medio  que  el  castigo  del  criminal.  Por 
otra  parte,  el  hombre  desea  ser  amado  en  vida  y  llorado  en 
muerte,  y  cuando  sabe  que  de  atentar  á  su  existencia,  su 
cadáver  no  será  sepultado  en  sagrado,  muchas  veces  esta 
idea  podrá  hacerle  desistir  de  su  fatal  propósito.  Además, 
tanto  el  duelo  como  el  torneo  se  fundan  en  el  falso  honor,  y 
decimos  falso,  porque  no  hay  honor  mayor  ni  honra  más 
grande  que  la  de  ser  fiel  cumplidor  de  la  ley  divina  y  hu- 
mana. El  invocar  el  honor  para  asesinar  á  su  hermano,  es 
un  horrible  sarcasmo;  es  querer  justificar  el  crimen  y  todas 
las  malas  pasiones.  A  pesar  de  esto,  estuvieron  muy  en  uso 
en  los  ^los  medios,  especialmente  entre  los  señores  y  no- 
bles; y  como  estos  caballeros  tenían  panteones  familiares, 
de  los  que  no  querían  verse  privados,  la  pena  impuesta  por 
la  Iglesia  contribuyó  en  mucho  para  evitar  aquellos  males. 
4.^  Se  niega  asimismo  la  sepultura  eclesiástica  á  los  rapto- 
res y  violadores  de  las  iglesias,  aunque  hayan  hecho  peni- 
tencia, á  no  ser  que  prometiesen  restituir;  á  los  ladrones 
que  mueren  en  el  acto  de  robar  ó  saltear,  y  á  los  usureros 
manifiestos  (1).  5.**  Igualmente  á  los  monjes  que  mueren  con 
peculio;  á  los  que  no  han  cumplido  con  el  precepto  de  la 
confesión  y  comunión  pascual,  si  fallecen  sin  dar  señal  al- 
guna de  contrición,  y  á  los  pecadores  públicos  y  manifies- 


(1)    Cap.  II,  de  Raptúríbua:  cap.  II,  de   Furtis:  cap.  III,  de  üsxtris: 
cap.  II,  de  Ídem,  in  Sexto. 


toa  muertos  impeiiiteBtes  (1).  El  fundamento  de  estas  prohi- 
biciones es  parecido  al  anterior.  La  Iglesia  se  propuao  con 
el  castigo  de  los  culpables  evitar  la  comisión  de  semejantes 
actos,  purificando  las  costumbres  (2). 

Es  de  advertir  que  la  privación  de  sepultura  ecleeiástica, 
á  los  que  no  cumplen  con  el  precepto  pascual,  se  acordó  ya 
en  el  Concilio  Bracarense  X  y  en  el  de  Valladoild. 

También  San  Pío  V  por  au  Bula  De  aalute,  excluyó  á  los 
clérigos  y  religiosos  que  aEistieseu  á  las  corridas  de  toros; 
pero  las  censuras  de  este  Pontífice  fueron  modificadas  por 
sus  sucesores  Gregorio  XIII  y  Clemente  VIII;  y  por  esto  no 
hemos  hecho  mérito  de  aquéllos  en  su  lugar  oportuno. 

Pero  sí  diremos,  por  más  que  ya  estén  comprendidos 
entre  los  herejes  y  excomulgado^  püblicos,  que  tanto  loa 
francmasones  como  loa  carbonarios  y  otros  análogos,  están 
privados  de  sepultura  cristiana. 

Acerca  de  las  censuras  en  que  todos  ellos  incurren,  con- 
viene recordar  la  Bula  Apostolicae  iSedis  del  inmortal  Ko  IX. 

Para  ooncluir,  el  clérigo  que,  faltando  á  las  dispoácio- 
nea  canónicas,  diese  á  alguno  de  los  excluidos  sepultnra 
eclesiástica,  incurre  ipso/acto  en  excomunión. 

En  lo  antiguo  no  había  necesidad  de  formar  expediente 
para  la  denegación  de  sepultura  cuando  moría  alguno  de  los 
excluídoa,  porque  los  nombres  de  todos  ellos  estaban  al  pú- 
blico en  una  tabla  que  se  fijaba  junto  á  la  pila  del  agua 
bendita. 

Hoy  no  sucede  lo  mismo,  pues  ae  requiere  la  formación 
de  expediente,  aunque  sumarísimo.  El  Párroco  debe  poner 
el  caso  en  conocimiento  de  su  Prelado,  á  fin  de  que  forme 
por  sí  mismo  el  expediente  ó  delegue  para  ello.  Si  lo  forma 
por  8Í  mismo,  se  pone  la  comunicación  del  Párroco  por  ca- 
beza de  dicho  expediente,  y  á  continuación  el  auto  mandando 


(1)  Cap.  VI,  de  Sltttu  Monacít:  cap.  Xn,  de  Poenit.  el  ranwiomb.; 
can.  XVI,  cam.  XIII,  qitaest.  II. 

(2)  Los  que  sufren  el  liltiino  suplicio  pueden  ser  sepultados  crialia- 
L  hiciesen  la  debida  penitencia.  Can.  XXX,  can».   XITI, 
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examinar  los  testigos  que  se  presenten  por  aquél^  previa 
presentación  del  oportuno  certificado  expedido  por  el  facul- 
tativo. Si  delega  para  ello,  el  delegado  pone  á  la  cabeza  del 
expediente  1^  comunicación  del  Prelado;  designa  enseguida 
la  persona  que  ha  de  funcionar  como  Notario  si  allí  no  le 
iiay,  y  procede  al  examen  de  los  testigos:  también  se  une  la 
certifica 3ión  facultativa;  y  en  vista  de  todo,  dicta  auto  con- 
cediendo ó  negando  al  fiaado  la  sepultura  eclesiástica. 

Las  leyes  civiles  vienen  también  en  apoyo  de  las  disposi- 
ciones canónicas.  En  efecto,  las  leyes  8.*,  9.*  y  10.*,  tít.  XIII^ 
Part.  1.*,  excluyen  expresamente  de  sepultura  cristiana  á  los 
moros,  judíos,  iierejes  y  cuantos  no  soa  de  la  comunión  ca- 
tólica, como  también  á  los  cristianos  que  mueren  con  exco- 
munión mayor,  y  aun  los  de  la  menor,  si  es  aquella  en  que 
caen  los  hombres  á  ^blendas,  despreciándola,  ó  acompa- 
ñándose con  los  excomulgados  de  la  mayor. 

Igualmente  á  los  usureros  y  pecadores  públicos,  al  me- 
nos qu3  muestren  señales  de  arrepentimiento;  á  los  que 
mueren  en  torneos,  aunque  se  confesasen  y  recibiesen  el 
sagrado  Viático;  y  á  los  ladrones,  si  ellos  ó  sus  parieates  no 
pueden  restituir.  Sin  embargo,  respecto  d^  éstos,  dice  la 
ley  10.*:  «Otro  si  tovo  por  bien  de  dar  otra  tal  pena,  á  los  ro- 

>  badores^  que  si  en  su  sanidad  no  sequisiessenconfessar  e  fa- 

>  zer  emienda  de  los  males  que  f izieron,  que  maguer  se  con- 
»  fesas^en  á  su  muerte,  sin  non  pudiessen  dar  seguranza, 

>  para  emendar  lo  que  han  robado,  que  non  sean  á  su  sepul- 
^  tura  los  clérigos;  pero  non  les  tollo,  que  los  n'^  *?  sote- 
»  rrassen  en  los  Cementerios.  Mas  si  sus  parieni       ó  sus 

>  amigos,  f iziessen  emienda  del  robo,  que  oviessen  ft  o,  non 
»  deven  los  clérigos  dexar  de  soterrarlos > 

También  la  ley  7.*  permite  enterrar  en  sagrado  los  cadá-> 
veres  de  los  condenados  á  muerte,  siempre  que  den  señales 
de  arrepentimiento. 

La  Novísima  Recopilación  en  sus  leyes.  1.*,  2.*  y  3.*,  tí- 
tulo XX,  lib.  XII,  impone  asimismo  gravísimas  penas  con- 
tra los  que  hagan,  admitan  ó  intervengan  en  los  duelos  y 
desafíos. 

iNST.  DB  Derecho  canónico  —  Tomo  11  22 
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EL  Concordato  de  1851  y  que  es  también  ley  del  Estado, 
declara  que  la  Iglesia  es  la  única  competente  para  resolver 
quiénes  mueren  dentro  ó  fuera  de  la  comunión  católica.  En 
efecto,  el  art.4.^  del  mismo,  dice  así:  «En  todas  las  demás  co- 
sas que  pertenecen  al  derecho  y  ejercicio  de  la  autoridad 
eclesiástica  y  al  ministerio  de  los  órdenes  sagrados,  los 
Obispos  y  el  clero  dependientes  de  ellos  gozarán  de  la  plena 
libertad  que  establecen  los  sagrados  cánones». 

Posteriormente  se  han  dictado  varias  Reales  órdenes  con 
relación  á  la  materia. 

Las  más  importantes  á  este  objeto,  son:  las  de  30  de  Ma- . 
yo  de  1878,  3  de  Enero  de  1879  y  31  de  Marzo  de  1880.  La 
primera  declaró  que  la  privación  de  sepultura,  eclesiástica 
sólo  podrá  acordarse  previo  el  oportuno  expediente  canóni- 
co, y  en  las  condiciones  que  las  leyes  permitan.  Por  la  de  3 
de  Enero  de  1879  se  resolvieron  las  dudas  suscitadas  con  mo- 
tivo de  la  inteligencia  de  la  expedida  con  fecha  30  de  Mayo 
de  1878,  declarándose  que  á  la  Iglesia  corresponde  exclu- 
sivamente la  facultad  de  decidir  quiénes  mueren  dentro  de 
su  comunión  y  quiénes  fuera  de  ella,  y  por  consecuencia 
de  conceder  á  los  unos  y  negar  á  los  otros  la  sepultura  ecle- 
siástica  con  arreglo  á  los  sagrados  cánones  y  á  los  conve- 
nios celebrados  con  la  Santa  Sede. 

La  de  31  de  Marzo  de  1880,  en  vista  de  la  comunicación 
dirigida  por  el  Rdo.  Obispo  de  Sigüenza  al  Ministtrio  de 
Gracia  y  Justicia,  en  queja  de  la  conducta  observada  por  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Atienza,  al  disponer  dar  se- 
pultura eclesiástica  en  el  cementerio  católico  de  Paredes^  al 
suicida  Ángel  Cabellos  de  Francisco,  mandó:  que  inmedia- 
tamente se  adoptaran  las  medidas  necesarias  para  llevar  á 
cabo  lo  exhumación  del  expresado  cadáver,  y  su  traslación 
del  cementerio  católico  de  la  citada  villa  en  que  fué  ente- 
rrado á  un  lugar  próximo  al  mismo,  ó  cuando  á  esto  se  opu- 
sieren razones  de  salubridad  pública,  se  proceda  desde  luego 
tan  solo  á  rodear  dicho  cadáver  con  una  tapia  á  la  altura  de 
las  del  mismo  cementerio,  hasta  que  pasados  los  dos  años 
que  fijan  las  prescripciones  sanitarias  se  verifique  su  ex- 
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pillas  con  8U8  correspondientes  cementerios  para  dar  eir 
ellos  sepultura  á  los  cadáveres  de  sus  afiliados  españoles  ó- 
extranjeros,  pudiendo  emplear  en  este  acto  los  ritos  y  cere- 
monias propias  de  sus  respectivas  sectas,  pero  sin  cuito  pú- 
blico. 

La  ley  de  23  de  Abril  de  1855  permite  construir  cemente- 
rios en  todas  las  poblaciones  donde  la  necesidad  lo  exija  á 
juicio  del  Gobierno,  á  los  cuales  sean  conducidos,  deposita- 
dos y  sepultados  con  el  respeto  debido  á  los  restos  humanos, 
los  cadáveres  de  los  que  mueran  fuera  de  la  comunión  ca- 
tólica. 

Por  la  otra  de  16  de  Julio  de  1871  se  dispuso  que,  por 
ahora  y  hasta  que  otra  cosa  se  determine,  los  Ayuntamien- 
tos destinen  junto  á  los  cementerios  un^  lugar  separado 
del  resto,  donde  con  decoro  se  dé  sepultura  á  los  cadáveres 
de  los  que  pertenezcan  á  religión  distinta  de  la  católica. 

La  Real  orden  de  23  de  Febrero  de  1872,  dice  lo  siguien- 
te: «1.**  De  conformidad  con  el  espíritu  y  disposiciones  con- 
signadas en  la  ley  de  29  de  Abril  de  1855,  en  todas  las  po- 
blaciones donde  no  hubiese  cementerio  destinado  á  inhumar 
los  restos  de  los  que  mueren  perteneciendo  á  religión  dis- 
tinta de  la  católica,  se  ampliarán  los  existentes,  tomando  la 
parte  del  terreno  contiguo  que  se  considere  necesario  para 
el  objeto.  La  parte  ampliada  se  rodeará  de  un  muro  ó  cerca, 
como  lo  demás  del  cementerio,  y  el  acceso  á  la  misma  se 
verificará  por  una  puerta  especial  independiente  de  éste, 
por  la  cual  entrarán  los  cadáveres  que  allí  deban  inhumar- 
se y  las  personas  que  los  acompañen.  2.®  Los  Ayuntamien- 
tos y  asociaciones  religiosas  distintas  de  la  católica  que, 
contando  con  recursos  suficientes,  deseen  construir  cemen- 
terios especiales  para  el  objeto  indicado,  podrán  verificarlo 
desde  luego,  sujetándose  á  lo  que  relativamente  á  higiene 
pública  y  policía  sanitaria  previenen  las  disposiciones  vi- 
gentes, ó  instruyéndose  los  expedientes  oportunos  en  la  for- 
ma que  éstas  determinan.  3.®  La  adquisición  por  los  Ayun- 
tamientos del  terreno  de  que  se  trata  para  la  construcción 
de  un  nuevo  cementerio,  ó  ampliación  del  antiguo,  así  como 
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las  obras  que  en  ambos  casos  sean  necesarias,  se  declararán 
de  utilidad  pública  y  expropiable  aquél,  por  lo  tanto,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  art.  14  de  la  Constitución  y  de- 
más preceptos  legales  vigentes.  4.^  Los  Ayuntamientos  res- 
peotivos  incluirán  en  sus  presupuestos  las  partidas  corres- 
pondientes á  los  gastos  que  la  ejecución  de  las  citadas  obras 
originen.  5.^  y  último.  Cualquier  duda  que  pueda  ocurrir  en 
la  inteligencia  y  para  el  cumplimiento  de  esta  Real  orden, 
se  consultará  inmediatamente  á  este  Ministerio  para  la  re- 
solución que  corresponda». 

Finalmente,  en  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecuti- 
vo de  la  República,  comunicada  en  14  de  Diciembre  de 
1874,  se  acordó  hacer  lo  propuesto  por  el  Rdo.  Obispo  de 
Tarazona,  de  rodear  con  una  tapia  el  sitio  donde  fué  ente- 
rrado uno  que  había  fallecido  en  Alf aro  fuera  del  catolicis- 
mo, y  que  se  apercibiera  á  la  autoridad  local  respectiva  para 
que  con  la  mayor  brevedad  posible  cumpla  con  lo  dispuesto 
^n  la  Real  orden  de  28  de  Febrero  de  1872. 

•     VI 

Acerca  de  la  exhumación  y  traslación  de  cadáveres,  de- 
t>emos  recordar  en  primer  lugar  la  Real  orden  de  27  de 
Marzo  de  1845.  Según  ésta,  la  instancia  pidiendo  la  trasla- 
ción del  cadáver  se  ha  de  dirigir  á  la  autoridad  superior 
administrativa  de  la  provincia  en  que  esté  sepultado;  y  la 
concesión  ha  de  ser,  previo  expediente,  en  que  conste  que 
la  traslación  va  á  hacerse  á  cementerio  ó  panteón  particular. 
Debe  constar  también  en  él  la  venia  de  la  autoridad  ecle- 
siástica; obtenida  la  cual,  se  remite  la  solicitud  á  la  Acade- 
mia de  Medicina  y  Cirugía  del  distrito,  para  que  informe  á 
la  autoridad  si  la  exhumación  puede  perjudicar  á  la  sanidad 
general.  Igualmente  se  manda  que  la  Academia  nombre  tres 
facultativos  que  presencien  la  exhumación,  los  cuales  tienen 
que  certificar  bajo  su  responsabilidad  del  estado  en  que  se 
llalla  el  cadáver,  y  sólo  cuando  de  esta  certificación  resulta 
que  no  puede  perjudicarse  la  salud  pública,  concede  el  Jefe 
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político  (hoy  Gobernador  civil)  la  licencia,  dando  conoci- 
miento al  de  la  provincia  donde  el  cadáver  va  á  trasladarse. 
No  se  da  curso  á  solicitudes  de  exhumación  y  traslación  que 
no  tengan  unidos  documentos  que  acrediten  haber  sido  em- 
balsamado el  cadáver,  ó  que  hace  tres  años  por  lo  menos 
que  fué  sepultado. 

Los  cadáveres  serán  trasladados  en  cajas  de  plomo  her- 
méticamente cerradas  cuando  la  comisión  médica  lo  crea 
necesario.  Las  solicitudes  para  trasladar  cadáveres  desde 
el  extranjero,  se  dirigen  á  S.  M.  por  conducto  del  Ministerio 
de  la  Gobernación,  acreditanto  la  circunstancia  de  haber 
sido  embalsamado,  ó  de  hallarse  en  estado  de  completa  di- 
secación. 

Es  visto,  por  tanto,  que  la  autoridad  que  entiende  hoy.de 
este  asunto  es  l^administrativa,  si  bien  oyendo  á  la  ecle- 
siástica, que  da  también  la  oportuna  venia. 

Los  casos  en  que  puede  procederse  á  la  exhumación  de  un 
cadáver  son  tres,  á  saber:  l.^Para  algún  reconocimiento  en 
causa  criminal.  2.^  Para  trasladarlo  á  otro  cementerio  6  pan- 
teón particular,  como  dicho  es.  Y  3.^  Para  enterrarlo  en  lu- 
gar profano  por  haberse  declarado  al  sujeto  indigno  de  se- 
pultura eclesiástica. 

Después  se  dictó  la  Real  orden  de  19  de  Marzo  de  1848. 
En  ella  se  dispone  que  no  pueda  verificarse  la  exhumación 
y  traslación  de  cadáveres  sin  expresa  licencia  del  Jefe  polí- 
tico de  la  provincia  donde  se  hallen  sepultados,  cuya  auto- 
ridad no  la  concederá  sino  para  cementerio  ó  panteón  parti- 
cular, y  luego  de  transcurridos  dos  años  de  la  inhumación,  á 
menos  que  los  cadáveres  estén  embalsamados.  Manda  tam- 
bién que  la  exhumación,  dentro  del  tiempo  de  dos  á  cinco 
años  después  de  sepultado  el  cadáver,  no  pueda  verificarse 
sin  que  preceda  licencia  del  Jefe  político  (hoy  Gobernador 
civil),  permiso  de  la  autoridad  eclesiástica,  y  reconoci- 
miento facultativo. 

Después  de  cinco  años  de  estar  sepultado  un  cadáver,  el 
Jefe  político  puede  ordeliar  su  exhumación  y  traslación  da 
la  manera  y  con  los  requisitos  que  estime  más  oportunos,. 
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disponiendo  que  en  todos  los  casos  se  haga  con  la  decencia 
y  respeto  debidos,  dando  conocimiento  al  de  la  provincia 
donde  el  cadáver  haya  de  trasladarse,  y  obteniendo  previa- 
mente el  asentimiento  de  la  autoridad  eclesiástica. 

En  lo  relativo  á  la  intervención  de  esta  autoridad,  dicen 
los  Sres.  Lafuente  y  Gómez  Salazar  qne  habrá  de  tenerse 
presente:  1.^  Que  la  persona  interesada  en  la  exhumación  y 
traslación  de  un  cadáver  debe  solicitar  el  permiso  del  Vica- 
rio y  Visitador  eclesiástico,  si  estos  cargos  no  se  desempe- 
ñan por  una  misma  persona.  2."  Que  la  autoridad  eclesiás- 
tica mande  al  capellán  del  cementerio  no  ponga  obstáculo 
alguno  para  la  exhumación,  y  al  del  punto  á  donde  se  tras- 
lade para  que  permita  la  inhumación,  á  menos  que  sea  á 
punto  de  otra  jurisdicción,  en  cuyo  caso  se  expide  un  ex- 
horto al  efecto.  3.°  Procúrase  también  que  el  capellán  esté 
presente,  para  que  la  exhumación  se  haga  con  todo  decoro, 
y  la  caridad  exige  que  se  digan  algunas  preces  por  el  alma 
del  difunto.  4.**  Antiguamente  se  exigía  que  se  hiciesen  fu- 
nerales en  todas  las  iglesias  por  donde  pasaba  el  cadáver, 
pero  esto  ya  no  está  en  uso. 

Posteriormente  se  dictó  otra  Real  orden,  su  fecha  12  de 
Mayo  de  1849,  en  que  se  ordena:  que  el  permiso  concedido 
por  la  Real  orden  anterior  patra  trasladar  cadáveres  á  cemen- 
terio ó  panteón  particular,  se  entienda  si  éstos  se  hallan  situa- 
dos fuera  de  las  poblaciones ;  y  que  sólo  quedaban  vigentes 
las  excepciones  hechas  en  favor  de  los  Arzobispos,  Obispos 
y  religiosas  por  Reales  órdenes  de  6  de  Octubre  de  1806,  13 
de  Febrero  de  1807  y  30  de  Octubre  de  1835. 

Más  tarde  se  dio  la  Real  orden  de  19  de  Junio  de  1857, 
en  la  que  se  dijo:  que  con  el  fin  de  eyitar  de  una  vez  los  con- 
flictos que  ocasiona  la  diversa  inteligencia  dada  por  los  Go- 
bernadores de  provincia  á  la  Real  orden  de  19  de  Marzo 
de  1848,  en  lo  relativo  á  traslaciones  de  cadáveres,  la  Reina 
(que  Dios  guarde)  se  había  dignado  resolver  que  en  lo  suce- 
sivo se  dirijan  á  S.  M.,  por  conducto  del  Ministerio  de  la  Go- 
l>ernación,  las  solicitudes  para  trasladar  cadáveres  de  una  á 
otra  provincia,  reservándose  tan  sólo  á  los  Gobernadores  la 
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facultad  de  acordar  dichas  traslaciones  cuando  hayan  de  ve- 
rificarse dentro  de  la  provincia  de  su  respectivo  mando. 

También  la  Real  orden  de  29  de  Octubre  de  1861,  expe- 
dida con  motivo  del  enterramiento  verificado  en  el  cemen- 
terio de  la  Escala,  provincia  de  Gerona,  del  cadáver  de  Ra- 
fael Puig,  resolvió  la  inmediata  exhumación  de  éste,  previas 
las  precauciones  higiénicas  necesarias,  fundándose  para  ello 
en  que  el  objeto  de  la  precitada  Real  orden  de  19  de  Marzo 
de  1848  fué  impedir  las  frecuentes  é  inmotivadas  exhuma- 
ciones y  traslaciones  de  cadáveres,  y  de  ninguna  manera  el 
de  poner  obstáculos  á  la  acción  de  la  justicia  eclesiástica  ni 
civil,  así  como  el  de  procurar  la  más  pronta  reconciliación 
del  cementerio  profanado,  tanto  para  tranquilizar  las  con- 
ciencias cuanto  para  evitar  los  perjuicios  de  los  vecinos  del 
lugar,  por  tener  que  llevar  sus  muertos  á  otro  punto  más 
lejano. 

Posteriormente,  por  otra  Úeal  orden  de  10  de  Enero 
de  1876,  se  facultó  al  Sr.  Director  general  de  Beneficencia 
y  Sanidad  para  la  autorización  de  exhumaciones  y  trasla- 
ciones de  cadáveres,  al  tenor  de  lo  prescrito  en  las  Reales 
órdenes  de  19  de  Marzo  de  1848  y  19  de  Junio  de  1857.' 

Más  tarde  aún  se  dictó  la  Real  orden  de  17  de  Febrero 
de  1886,  por  virtud  de  la  cual  se  mandó:  1.®  Que  para  cons- 
truir nuevos  cementerios  será  precisa  la  autorización  del 
Ministro  de  la  Gobernación,  previo  el  oportuno  expediente 
y  dictamen  razonado  del  Real  Consejo  de  Sanidad.  2.^  Este 
expediente  se  instruirá  por  los  respectivos  Ayuntamientos, 
oyendo  á  la  Junta  municipal  de  Sanidad  y  cura  párroco. 
3.**  Se  hará  constar  en  el  mismo,  por  medio  del  oportuno 
plano,  autorizado  por  un  Arquitecto,  Ingeniero  ó  Maestro  de 
obras,  si  en  la  localidad  no  hubiese  de  los  primeros,  la  su- 
perficie del  cementerio  en  proyecfto,  distancia  media  de  la 
población ;  orientación  contraria  á  los  vientos  que  más  co- 
múnmente reinen  en  la  localidad,  fijación  de  rumbos  con 
gran  precisión  y  especificando,  las  condiciones  geológicas 
del  terreno.  4.^  A  estos  datos  deberá  agregarse  el  informe 
de  dos  Médicos,  en  que  se  hagan  constar  las  condiciones  hi- 
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caseríos!  11.^  Llegado  el  expediente  á  la  Dirección  general 
de  Beneficencia  y  Sanidad,  ésta  lo  pasará  al  Real  Consejo 
de  Sanidad  del  Reino,  para  que  informe  cuanto  se  le  ofrezca 
y  parezca  acerca  del  proyecto  y  sus  condiciones  higiénicas, 
y  oído  el  dictamen  del  expresado  cuerpo,  consultará  con  Su 
Majestad  la  aprobación,  ó  lo  que  creyere  más  justo  ó  conve- 
niente. 12.^  Quedan  derogadas  todas  las  circulares  y  Reales 
órdenes  dictadas  acerca  de  la  construcción  de  cementerios 
que  estén  en  oposición  con  lo  dispuesto  en  la  presente. 

También  se  dictó  otra  Real  orden  en  18  de  Julio  de  1887, 
por  la  cual  se  dispuso  lo  siguiente:  1.**  Queda  prohibida  la 
inhumación  de  cadáveres  fuera  de  los  cementerios  comunes. 
Se  exceptuará  únicamente  los  de  individuos  de  la  Familia 
Real,  los  de  los  muy  Reverendos  Arzobispos,  Reverendos 
Obispos  y  los  de  las  monjas  que  hayan  guardado  perfecta  y 
absoluta  clausura,  los  cuales  seguirán  disfrutando  del  privi- 
legio que  les  concede  la  Real  orden  de  30  de  Octubre  de  1835. 
Igualmente  quedan  exceptuados  aquellos  á  quienes  el  Go- 
bierno de  S.  M.,  por  circunstancias  especiales,  conceda  de 
Real  orden  excepción  patra  ser  inhumados  en  iglesias,  pan- 
teones ú  otros  lugares.  2.®  Sólo  podrá  permitirse  la  cons- 
trucción de  panteones  osarios  con  la  condición  precisa  de 
que  han  de  estar  situados  á  la  distancia  de  poblado  que  de- 
termina la  Real  orden  de  17  de  Febrero  de  1886,  y  que  no 
radiquen  en  iglesia  ó  convento  á  que  deba  concurrir  el  pú- 
blico, debiendo  atenerse  para  la  traslación  de  los  restos,  en 
tiempo  oportuno,  á  lo  prevenido  en  la  Real  orden  de  19  de 
Marzo  de  1848.  3.^  Las  autorizaciones  concedidas  con  ante- 
rioridad á  esta  disposición  para  construir  panteones  par- 
ticulares, se  entenderán  únicamente  para  colocar  restos  ó 
cadáveres  embalsamados,  todo  en  los  términos  que  marca  la 
Real  orden  de  19  de  Marzo  de  1848. 

Y  por  último,  se  dictó  otra  Real  orden  en  5  de  Abril  de 
1889,  por  la  que  se  dijo:  que  los  Gobernadores  civiles  de  las 
provincias  puedan  conceder  en  lo  sucesivo  autorización 
para  las  traslaciones  de  cadáveres  ó  de  sus  restos  de  una  á 


348 

para  uso  de  hospitales  y  otros  establecimientos  de  benefi- 
oencia  ó  enseñanza. 

El  Código  penal  de  1850,  en  su  art.  138,  castigaba  con 
prisión  correccional  al  que  exhumare  cadáveres  humanos, 
los  mutilare  ó  profanare  de  cualquier  otra  manera. 

Y  aunque  el  título  de  delitos  contra  la  religión  ha  desapa- 
recido de  nuestro  vigente  Código  penal,  existen  en  el  mis- 
mo dos  artículos,  que  son  el  349  y  350,  cuyo  tenor  es  como 
sigue:  «Art.  349.  El  que  practicare  ó  hubiere  hecho  practi- 
car una  inhumación,  contraviniendo  á  lo  dispuesto  por  las 
leyes  ó  reglamentos  respecto  al  tiempo,  sitio  y  demás  for- 
malidades prescriptas  para  las  inhumaciones,  incurrirá  en 
las  penas  de  arresto  mayor  y  multa  de  150  á  1.500  pesetas.» 
«Art.  350.  El  que  violare  los  sepulcros  ó  sepulturas  practi- 
cando cualesquiera  actos  que  tiendan  directamente  á  faltar 
al  respeto  debido  á  la  memoria  de  los  muertos,  será  conde- 
nado con  las  penas  de  arresto  mayor  y  multa  de  125  á  1.250 
pesetas.» 
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CAPÍTULO  XXIII 


I.  Seminarios:  su  definición  y  utilidad:  su  historia  desde  los  primeros 
siglos  hasta  el  Concilio  de  Trento.— II.  Antigüedad  de  los  Semina- 
rios en  Espafia:  cánones  Toledanos:  disposiciones  Tridentinas  acer> 
ca  de  ellos  en  generad:  sus  estadios,  dirección  y  administración:  re- 
glas para  sa  creación  y  dotación. — III.  Sus  diferentes  clases:  Bula 
Apo8tolici  ministerii  respecto  al  régimen  interior  de  estos  estable- 
cimientos: leyes  recopiladas  sobre  su  erección:  principales  disposi- 
ciones del  Concordato  de  1851  acerca  de  la  materia:  Reales  decretos 
de  21  de  Mayo  de  1862  y  27  de  Noviembre  de  1876.— IV.  Casas  de 
reclusión  y  corrección  para  el  clero:  Seminarios  de  misiones. 


Def  ínense  los  Seminarios,  diciendo:  Colegio  clerical  en  el 
que  los  jóvenes  qtse  se  dedican  á  los  cargos  sacerdotales  se  ejer- 
citan y  perfeccionan  en  la  virtud  y  en  las  letras. 

En  efecto,  si  los  clérigos  han  de  ser  modelos  del  pueblo 
que  han  de  regir,  necesitan  virtud  y  ciencia.  Por  esto  decía 
San  Gelasio,  que  el  que  carece  de  letras  no  es  apto  para  un 
oficio;  y  Benedicto  XIV,  que  los  seminarios  han  de  ser  casas 
ó  moradas  donde  tengan  los  jóvenes  educación  religiosa  y 
piadosa.  De  aquí  se  deduce  la  importancia  y  utilidad  de  es- 
'tOB  establecimientos.  Si  los  clérigos^  pues,  necesitan  virtud 
y  ciencia,  nada  mejor  para  prepararse  convenientemente 
que  estas  casas  6  moradas  donde  hallan  lo  uno  y  lo  otro, 
paes  los  fines  del  Seminario  son  precisamente  piedad,  ejer- 
cicios y  estudios.  De  esta  manera  se  prueba  también  si  son 
aptos  ó  no  para  el  sacerdocio.  Y  que  la  Iglesia  ha  cultivado 
desde  un  principio  las  ciencias  en  la  medida  y  con  la  exten- 
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síón  que  se  lo  permitían  las  oírounstancias,  lo  demuestran 
multitud  de  monumentos.  Nadie  ignora  los  nombres  de  los 
sabios  eminentes  que  salieron  de  su  seno  en  los  cinco  prime- 
ros siglos.  En  el  ii  había  ya  escuelas  en  Oriente,  pues  sabe- 
mos que  regía  la  suya  Panteno  Sículo  hacia  el  año  181;  que 
á  Panteno  sucedió  Clemente  Alejandrino^  y  á  éste  Orígenes. 
También  fueron  maestros  Cirilo  Jerosolimitano  y  Gregorio 
Niseno.  En  Occidente  hubo-  asimismo  fundaciones  de  esta 
clase,  como  lo  prueban  los  cánones  Toledanos.  Hemos  dicho 
mal,  pues  las  antiguas  escuelas  no  pueden  compararse  con 
los  establecimientos  de  enseñanza  que  se  crearon  en  Occi- 
dente; asi  es  que  los  seminarios  puede  decirse  que  son  de 
institución  exclusivamente  española.  Tan  cierto  es  esto,  que 
en  las  primitivas  escuelas  de  Oriente  no  sólo  se  educaban 
clérigos,  sino  también  legos;  y  los  Seminarios  son  colegios 
destinados  únicamente  para  *la  enseñanza  y  ejercicios  de 
piedad  de  los  primeros. 

Sin  embargo,  consta  ya  que  San  Agustín  tenía  en  su  casa 
episcopal  una  especie  de  monasterio  ó  colegio  de  clérigos^ 
donde  éstos  vivían  en  común,  y  por  cuyo  medio  se  instruía 
el  Santo  de  la  índole,  costumbres  y  vocación  de  los  que  as- 
piraban al  sacerdocio.  El  Concilio  Vasense  del  año  de  529 
mandó,  no  sólo  que  hubiera  un  establecimiento  de  este  gé- 
nero en  cada  diócesis,  sino  en  cada  una  de  las  casas  de  los 
Párrocos,  y  afirma  que  tal  era  la  costumbre  recibida  en 
toda  la  Italia.  El  Concilio  Cabilonense  del  año  813  dispuso 
que  los  Obispos  establecieran  estudios  en  sus  diócesis,  don- 
de pudieran  los  clérigos  aprender  la  Escritura  Sagrada  para 
la  instrucción  de  los  fieles,  y  para  refutar  los  errores  y  he- 
rejías. Su  Santidad  Eugenio  11  también  ordenó  que  en  to- 
dos los  lugares  donde  hubiere  necesidad,  se  cuide  de  poner 
Maestros  y  Doctores  que  enseñen  Letras  Humanas  y  Sagra- 
das. Pero  los  lugares  de  verdadero  estudio  é  instrucción 
durante  los  siglos  medios  fueron  los  Monasterios,  muchos  de 
los  cuales  se  hicieron  célebres  por  sus  escuelas.  En  los  claus- 
tros, pues,  era  donde  se  enseñaban  las  sagradas  letras;  de 
modo  que  el  clero  recibía  allí  su  educación  moral  y  litera- 
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ria,  en  aquella  época  de  general  ignorancia  en  toda  Europa. 
Mas  viene  el  siglo  xi,  y  entonces  se  establecen  escuelas  en 
las  iglesias  catedrales,  á  cuyo  efecto  había  en  ellas  eclesiás- 
ticos que  dabcui  la  enseñanza,  y  por  esto  eran  denominados 
magistri  scolarum.  Siguieron  el  ejemplo  de  las  catedrales  la^ 
iglesias  colegiatas,  las  cuales  á  su  vez  erigieron  otras  escue- 
las; y  esto  mismo  tuvo  lugar  en  algunas  iglesias  simples  á  las 
que  estuviese  agregado  cierto  número  de  clérigos.  Así  es 
qae  á  más  de  las  Escuelas  de  Letras  Humanas,  que  eran  la 
Gramática,  la  Retórica  y  el  Cómputo  Eclesiástico,  había  tam- 
bién Escuelas  de  Teólogos,  y  al  mismo  tiempo  de  Notarios, 
Cantores  y  Diáconos.  En  el  siglo  xii,  época  de  restauración, 
llegaron  á  erigirse  públicas  Academias  con  el  nombre  de 
universidades,  y  entre  éstas  fueron  célebres  las  de  Bolonia, 
París  y  Salamanca.  En  estas  Universidades  eran  igualmen- 
te admitidos  los  profesores  legos  y  los  clérigos.  Viendo  esta 
ventaja  quisieron  muchos  Obispos  que  fuesen  enviados  los 
clérigos  más  jóvenes  para  que  pudieran  aprovecharse  en  la 
carrera  de  las  letras.  La  sabiduría  de  maestros  escogidos, 
la  emulación  que  se  excitaba  entre  infinitos  profesores  que 
concurrían  á  ellas,  la  comodidad  de  magníficos  edificios  le- 
vantados para  este  fin,  movieron  á  dichos  Obispos  á  tomar 
una  determinación,  que  Berardi  califica,  de  muy  acertada. 

Pero  andando  los  tiempos  se  tocaron  ya  algunos  incon- 
venientes, pues  el  fervor  literario  y  la  pompa  de  las  escue- 
las sofocaban,  á  menudo,  los  sentimientos  de  piedad  y  de- 
voción. De  aquí  que,  según  Tomasino,  se  pensase  seriamen- 
te en  la  restitución  de  los  Seminarios.  El  Concilio  III  de  Le- 
trán,  del  tiempo  de  Alejandro  III,  mandó  que  los  Obispos 
cuiden  de  establecer  escuelas  en  todas  las  iglesias  catedra- 
les y  constituir  allí  un  maestro,  el  cual  deberá  enseñar  gra- 
tuitamente á  los  clérigos  de  la  misma  iglesia  y  á  los  estu- 
diantes po\)res. 

El  Concilio  IV  de  Letrán  creó  á  su  vez  el  oficio  de  Lec- 
toral  para  enseñar  á  los  clérigos  las  Sagradas  Escrituras  y 
todo  lo  concerniente  á  la  cura  de  almas.  Sin  embargo,  al- 
gunos decretos  Pontificios  vinieron  á  confirmar  en  las  Uni- 
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versidades  el  estudio  de  la  teología.  Clemente  Y  mandó  qae 
los  grados  en  esta  facultad  no  se  recibieran  más  que  en  la 
Universidad  de  París,  y  Martino  V  sancionó  lo  hecho  por 
Pedro  de  Luna,  estableciendo  cátedras  de  Teología  en  la 
Universidad  de  Salamanca.  Esta  enseñanza  se  dio  después 
en  las  Universidades  de  Lérida,  Valencia  y  otras  muchas. 

A  pesar  de  todo  se  insistía  en  la  necesidad  de  erigir  se- 
minarios bajo  la  dependencia  inmediata  de  los  Obispos;  j  el 
Cardenal  Reginaldo  Polo  propuso  un  extenso  plan  para  su 
erección  y  régimen.  Empero  el  Santo  Concilio  de  Trente 
puso  la  última  mano  en  este  asunto,  dictando  importantes 
disposiciones  sobre  ellos. 

Los  Padres  de  este  Santo  Sínodo  creyeron  sería  una 
providencia  interesante  á  la  Iglesia  el  encargar  á  todos 
los  Obispos  el  cuidado  de  reunir  en  una  especie  de  cole- 
gio á  los  clérigos  jóvenes,  á  fin  de  que  fuesen  instruidos 
en  la  piedad  y  profesión  de  las  buenas  letras,  y  especial- 
mente en  la  literatura  eclesiástica.  A  este  colegio  pusieron 
nombre  de  Seminario  Conciliar,  por  ser  una  recolección 
destinada  para  formar  el  espíritu  de  los  que  en  adelante 
hayan  de  ser  dignos  Sacerdotes,  y  tal  vez  pastores,  y  curas 
de  almas. 

II 

Ya  hemos  dicho  que  los  Seminarios  son  realmente  de 
institución  española:  así  lo  prueban  los  cánones  de  los  Con- 
cilios Toledanos.  ' 

El  canon  I  del  Concilio  II,  celebrado  el  año  de  527,  dice 
así:  «Respecto  á  los  que  la  voluntad  paterna  destinó  desde 
los  primeros  años  de  su  infancia  al  clericato,  establecemos, 
que  después  de  tonsurados  y  puestos  en  la  clase  de  los  esco- 
gidos, deben  ser  enseñados  por  el  Prepósito  en  la  casa  de  la 
iglesia  bajo  la  inspección  del  Obispo,  y  cuando  llegaren  á 
cumplir  el  décimo  octavo  año  de  su  edad,  se  les  pregimtará 
delante  de  todo  el  clero  y  plebe,  si  quieren  ó  no  casarse;  si 
por  inspiración  de  Dios  respondieren,  que  querían  vivir  en 
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castidad,  prometiendo  observarla  sin  casarse,  serán  puestos 
bajo  el  yugo  suavísimo  del  Señor,  como  aspirantes  á  una 
vida  más  austera;  y  ante  todo,  después  de  la  prueba  de  su 
profesión,  serán  ordenados  de  subdiáconos  á  los  veinte  años: 
y  3i  llegaren  á  cumplir  veinticinco,  habiendo  pasado  todo 
este  tiempo  con  juicio  y  sin  lesión,  ascenderán  á  diáconos, 
si  son  capaces,  á  juicio  del  Cbispo,  de  cumplir  con  las  obli- 
gaciones de  tales.  Deben  guardarse  de  olvidar  sus  promesas 
casándose  ó  tomando  voluntariamente  tratos  ilícitos;  y  si 
esto  sucediere  serán  condenados  como  reos  de  sacrilegio,  y 
expelidos  de  la  Iglesia.  Mas  á  los  que  la  voluntad  propia  al 
tiempo  de  preguntarles  les  aconsejare  deseo  de  casarse,  no 
se  les  debe  prohibir,  según  cdnceden  los  .Apóstoles;  y  si 
cuando  ya  fuesen  de  edad  más  provecta,  y  estando  casados, 
prometieren  con  igual  consentimiento,  que  renunciarán  á 
todos  los  goces  de  la  carne,  podrán  aspirar  á  los  grados 
mayores.» 

En  este  canon  se  ve  ya  para  mucha  honra  de  la  Iglesia  de 
España,  el  origen  de  los  Seminarios  Conciliares,  cuyo  útil 
establecimiento  prescribió  después  el  Concilio  Tridentino, 

Y  no  es  esto  sólo,  sino  que  en  el  canon  II  del  mismo  Con- 
cilio Toledano,  se  dispone,  que  los  así  educados  no  puedan 
por  ningún  motivo  dejar  su  iglesia  y  pasar  á  otra,  porque  es 
duro  que  otro  quite  6  se  apropie  al  que  fué  sacado  de  la  rusti- 
quen y  tosquedad  de  la  infancia. 

Si  examinamos  el  Concilio  IV  de  Toledo,  celebrado  el 
ano  633,  vemos  en  su  canon  XXIV,  que  dice:  «La  adolescen- 
cia se  inclina  á  lo  malo,  y  no  hay  cosa  más  voluble  que  la 
vida  de  loa  jóvenes;  por  esto  convino  establecer,  que  lo» 
clérigos  púberes  ó  adolescentes  habiten  todos  en  un  cóncla- 
ve del  atrio;  para  que  pasen  los  años  de  la  edad  lúbrica,  no 
en  la  lujuria,  sino  en  las  disciplinas  eclesiásticáls,  encargados 
á  un  anciano  de  muy  buena  vida  y  experimentado,  á  quien 
tengan  por  maestro  y  testigo  de  sus  acciones;  y  si  algunos 
de  éstos  son  pupilos,  sean  alimentados  por  la  tutela  sacerdo- 
taly  para  que  su  vida  esté  intacta  de  crímenes,  y  sus  cosas 
libres  de  la  injuria  de  los  malos.  Y  los  que  se  opusieren  á 
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estos  preceptos  sean  encerrados  en  monasterios,  para  que  ae 
castiguen  con  una  regla  más  severa  los  ánimos  vagantes  y 
soberbios.» 

El  Concilio  "VT  de  Toledo,  año  de  638,  dispone  en  su  ca- 
non X,  que  los  hijos  de  los  libertos  manumitidos  por  la 
Iglesia  sean  educados  por  los  Obispos,  á  fin  de  que  de  este 
modo  les  tributen  el  debido  obsequio. 

Los  seminarios  en  España  datan,  por  consiguiente,  del 
siglo  VI. 

Pero  cuanto  se  organizaron  verdaderamente  fué  en  la 
época  del  Santo  Concilio  de  Trento.  Esto  no  obsta  para  afir- 
mar, que  las  disposiciones  de  los  Concilios  Toledanos  sirvie- 
ron de  norma  á  los  Padres  Tridentinos,  cuando  se  ocuparo.i 
de  este  asunto.  Además  las  Iglesias  de  Tarragona,  Granada 
y  aun  la  de  Córdoba,  tenían  sus  seminarios  con  anteriori- 
dad á  la  celebración  de  este  Santo  Sínodo. 

En  él,  sin  embargo,  se  dictaron  sabias  leyes,  con  relación 
á  la  materia. 

El  cap.  XVIII  de  Heform.^  Ses.  XXIII,  está  consagrado 
especialmente  á  dicha  institución. 

Mas  antes  dieron  los  mismos  Padres  otro  decreto,  en  el 
que  mandaron,  que  los  Obispos,  Arzobispos,  Primados  y  de- 
'uás  Ordinarios  obligasen,  aun  bajo  la  privación  de  rentas  ó 
frutos,  á  los  que  obtienen  en  las  iglesias  prebendas,  pres- 
í  ameras  ú  otro  estipendio  destinado  para  los  lectores  de 
Hagrada  Teología,  á  que  expongan  é  interpreten  la  Sa- 
grada Escritura,  ya  por  sí  mismos,  si  fueran  aptos,  ya  por 
personas  idóneas  elegidas  por  los  Ordinarios,  si  no  lo  fue- 
ren, debiendo  en  lo  sucesivo  concederse  dichas  prebendas 
á  personas  idóneas,  que  puedan  desempeñar  personalmen- 
te este  deber,  y  de  no  hacerlo  así,  sería  nula  dicha  pro- 
visión. Respecto  á  las  iglesias  metropolitanas,  catedrales  ó 
colegiatas  que  haya  en  población  sobresaliente,  aun  cuando 
estas  últimas  sean  veré  nuUius,  disponen,  que  si  no  hay  pre- 
benda, prestamera  ó  estipendio  destinado  al  objeto  mencio- 
nado, se  tenga  por  aplicada  perpetuamente  para  este  efecto 
la  primera  prebenda  que  vaque  de  cualquier  modo,  excep- 
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iiuando  las  que  tuvieren  otra  obligación  incompatible  ó  va- 
'earen  por  resigna.  Para  el  caso  en  que  no  haya  prebenda 
.alguna  en  dichas  iglesias,  ó  que  no  sea  suficiente,  previe- 
nen que  los  Ordinarios  procuren,  con  acuerdo  del  cabildo, 
que  haya  dicha  enseñanza  de  Sagrada  Escritura^  ya  asig- 
nando los  frutos  de  algún  beneficio  simple,  cumplidas  no 
obstante  las  cargas  y  obligaciones  que  éste  tenga,  ya  por 
contribución  de  los  beneficiados  de  su  ciudad  ó  diócesis,  ó 
del  modo  más  cómodo  que  se  pueda;  advirtiéndose  además^ 
que  no  se  omitan  en  ningún  caso  las  restantes  enseñanzas 
establecidas  por  costumbre  ú  otra  cualquiera  causa.  En 
cuanto  á  las  iglesias  cuyas  rentas  anuales  fueren  cortas  ó 
donde  el  clero  y  pueblo  sea  tan  pequeño  que  no  pueda  ha- 
ber cómodamente  en  ellas  cátedra  de  teología,  mandan  que 
se  tenga  á  lo  menos  un  maestro,  que  ha  de  elegir  el  Obispo 
con  acuerdo  del  cabildo,  para  que  enseñe  de  balde  la  gra- 
mática á  los  clérigos  y  otros  estudiantes  pobres,  á  fin  de  que 
puedan,  Dios  mediante,  pasar  al  estudio  de  la  Sagrada  Es- 
critura; y  por  esta  cavisa  se  asignarán  á  dicho  maestro  los 
frutos  de  algún  beneficio  simple,  que  percibirá  solo  el  tiem- 
po que  se  mantenga  enseñando,  con  tal  que  no  se  defraude 
al  beneficio  del  cumplimiento  debido  á  sus  cargas;  ó  ya  al- 
guna cantidad  ó  salario  de  la  mesa  capitular  ó  episcopal;  y 
si  esto  no  es  posible,  el  mismo  Obispo  buscará  algún  medio 
proporcionado  á  su  iglesia  y  diócesis,  para  que  por  ningún 
pretexto  se  deje  de  cumplir  esta  piadosa,  útil  y  fructuosa 
determinación. 

Quiere  también  el  mismo  Santo  Concilio,  que  haya  cáte- 
-dra  de  Sagrada  Escritura  en  los  monasterios  de  monjes, 
siempre  que  exista  al  efecto  medio  hábil  y  cómodo;  dispo- 
niendo para  el  caso  en  que  los  Abades  fueren  negligentes, 
-que  los  Obispos,  como  delegados  de  la  Silla  Apostólica,  les 
obliguen  á  ello  por  los  medios  oportunos.  Lo  mismo  dispo- 
ne en  cuanto  á  dicha  enseñanza,  respecto  á  los  conventos  de 
los  demás  regulares,  previniendo  además,  que  esta  cátedra 
Ja  han  de  dar  los  capítulos  generales  ó  provinciales  á  los 
maestros  más  dignos.  Quiere  igualmente  que  dicha  cátedra. 
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tan  honorífica  y  más  necesaria  que  las  otras,  se  establezca 
en  los  estudios  públicos  por  la  piedad  de  los  principes  y  re- 
públicas, y  por  su  amor  á  la  defensa  y  aumento  de  la  fe  ca- 
tólica, y  á  la  conservación  y  propagación  de  la  sana  doctri- 
na; mandando,  por  último,  que  se  restablezca  donde  quiera 
que  antes  se  haya  fundado  y  esté  abandonada  (1). 

Mas  volviendo  á  nuestro  principal  objeto,  ó  sea  á  la  ins- 
titución de  los  Seminarios  Conciliares,  sus  estudios,  direc- 
ción y  administración,  nada  más  útil  que  resumir  las  dispo- 
siciones del  mismo  Santo  Concilio,  en  su  ya  citado  capí- 
tulo XVIII,  de  Reform.,  Sesión  XXm. 

Siendo  inclinada  la  adolescencia,  dice,  á  seguir  los  delei- 
tes mundanales  si  no  se  la  dirige  rectamente,  y  no  perseve- 
sando  jamás  en  la  perfecta  observancia  de  la  disciplina  ecle- 
siástica sin  un  grandísimo  y  espeoialísimo  auxilio  de  Dios, 
á  no  ser  que  desde  sus  más  tiernos  años  y  antes  que  los  há- 
bitos viciosos  lleguen  á  dominar  todo  el  hombre,  se  les  dé 
crianza  conforme  á  la  piedad  y  religión;  establece  el  Santo 
Concilio  que  todas  las  catedrales,  metropolitanas  é  iglesias 
mayores  tengan  obligación  de  mantener  y  educar  religiosa- 
mente, é  instruir  en  la  dis'uplina  eclesiástica,  según  las  fa- 
cultades y  extensión  de  la  diócesis,  cierto  número  de  jóve- 
nes de  la  misma  ciudad  y  diócesis,  ó  á  no  haberlos  en  esítas, 
de  la  misma  provincia;  en  un  colegio  situado  cerca  de  las  mis- 
mas iglesias,  ó  en  otro  lugar  oportuno  á  elección  del  Obispo. 
Los  que  hayan  de  ser  admitidos  en  este  colegio  deben  reunir 
ciertas  circunstancias:  han  de  tener  por  lo  menos  doce  añoe 
de  edad  y  ser  de  legítimo  matrimonio;  saber  leer  y  escribir 
competentemente,  dando  esperanzas  por  su  buena  índole  é 
inclinaciones  de  que  siempre  continuarán  sirviendo  en  los 
ministerios  eclesiásticos.  Quiere  también  que  se  elijan  con 
preferencia  los  hijos  de  los  pobres,  aunque  no  excluye  los 
de  los  más  ricos,  siempre  que  éstos  se  mantengan  á  sus  pro- 
pias expensas,  y  manifiesten  deseos  de  servir  á  Dios  y  á  la 
Iglesia.  Manda  asimismo  que  el  Obispo,  cuando  le  parezca 


(1)    Cap.  I,  de  Beform.y  Se«.  V. 
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<soii veniente, destine  parte  de  estos  jóvenes(pues  todos  han  de 
estar  divididos  en  tantas  clases  cuantas  juzgue  oportunas  se- 
gún su  número^  edad  y  adelantamiento  en  la  díilciplina  ecle- 
siástica) al  servicio  de  las  iglesias;  parte  detendrá  para  que 
se  instruyan  en  los  colegios,  poniendo  otros  en  lugar  de  los 
que  salieren  instruidos,  de  suerte  que  sea  este  colegio,  un 
plantel  perenne  de  ministros  de  Dios.  Y  para  que  con  más 
comodidad  se  instruyan  en  la  disciplina  eclesiástica  deben 
recibir  inmediatamente  la  tonsura,  usar  siempre  de  hábito 
clerical;  y  aprender  gramática,  canto,  cómputo  eclesiástico, 
j  otras  facultades  útiles  y  honestas;  aprendiendo  de  memo- 
ria la  Sagrada  Escritura,  los  libros  eclesiásticos,  homilías 
de  los  santos,  y  las  fórmulas  de  administrar  los  Sacramen- 
toS;  en  especial  lo  que  conduce  á  oir  las  confesiones,  y  las 
de  los  demás  ritps  y  ceremonias.  Advierte  á  los  Obispos  que 
cuiden  de  que  dichos  jóvenes  asistan  todos  los  días  al  sacri- 
ficio de  la  Misa,  que  confiesen  sus  pecados  á  lo  menos  una 
vez  al  meí,  que  reciban  á  juicio  del  confesor  el  cuerpo  de 
nuestro  Señor  Jesucristo,  y  sirvan  en  la  catedral  y  otras 
iglesias  del  pueblo  en  los  días  festivos.  Ordena  igualmente 
que  el  Obispo,  con  el  consejo  de  dos  canónigos  de  los  más 
ancianos  y  graves,  que  él  mismo  elegirá,  arregle,  según  el 
Espíritu  Santo  le  sugiriere,  estas  y  otras  cosas  que  sean 
oportunas  y  necesarias,  cuidaado  en  sus  frecuentes  visitas, 
de  que  siempre  se  observen.  Para  esto  previene,  que  casti- 
gue gravemente  á  los  díscolos  é  incorregibles,  y  á  los  que 
diesen  mal  ejemplo;  expeliéndolos  también  si  fuese  nece- 
sario. 

Resta  sólo  ocuparnos  de  las  reglas  Tridentinas  acerca  en 
la  creación  y  dotación  de  estos  establecimientos. 

Haciéndose  cargo  dicho  Santo  Concilio  de  que  se  necesi- 
tan rentas  determinadas  para  levantar  la  fábrica  del  colé- 
^io,  pagar  su  estipendio  á  los  maestros  y  criados,  alimentar 
la  juventud,  y  para  otros  gastos,  manda  que  además  de  los 
fondos  destinados  en  algunas  iglesias  y  lugares  para  instruir 
-ó  mantener  jóvenes,  que  por  el  mismo  caso  se  han  de  tener 
por  aplicadas  á  este  seminario  bajo  la  dirección  del  Obispo; 
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éste  mismo  con  consejo  de  dos  canónigos  de  su  cabildo,  que^ 
uno  será  elegido  por  él  y  otro  por  el  propio  cabildo;  y  d^ 
dos  clérigos  de  la  ciudad,  cuya  elección  se  hará  igualmente 
de  uno  por  el  Obispo,  y  de  otro  por  el  clero;  tomen  alguna 
parte  6  porción  de  la  masa  entera  de  la  mesa  episcopal  y 
capitular,  y  de  cualesquiera  dignidades,  personados,  oficios, 
prebendas,  porciones,  abadías  y  prioratos  de  cualquier  or- 
den, aunque  sea  regular,  ó  de  cualquiera  calidad  ó  condi- 
ción, así'  como  de  los  hospitales  que  se  dan  en  título  ó  admi- 
nistración, según  la  constitución  del  Concilio  de  Viena  que 
principia  Quia  contingit^  y  de  cualesquiera  beneficios,  aun  de 
regulares,  aunque  sean  de  derecho  de  patronato,  sea  el  que 
fuere,  aun  exentos,  y  aunque  no  sean  de  ninguna  diócesis,  6 
sean  anejos  á  otras  iglesias,  monasterios,  hospitales,  ó  á  otros 
cualesquiera  lugares  piadosos  aunque  sean  exentos,  y  también 
de  las  fábricas  de  las'iglesias  y  de  otros  lugares,  así  como  de 
cualesquiera  otras  rentas,  ó  productos  eclesiásticos,  aun  de 
otros  colegios,  con  tal  que  no  haya  actualmente  en  ellos  Se- 
minarios de  discípulos  ó  maestr^^s  para  promover  el  bien  co- 
mún de  la  Iglesia,  y  en  el  caso  contrario  les  autoriza  dicho 
Santo  Sínodo  para  tomar  de  dichos  colegios  el  sobrante  de 
las  rentas.  Asimismo,  dice,  se  tomarán  de  los  cuerpos,  con- 
fraternidades, que  en  algunos  lugares  se  llaman  escuelas,  y 
de  todos  los  monasterios,  á  excepción  de  los  mendicantes;  y 
de  los  diezmos  que  por  cualquiera  título  pertenezcan  á  legos,, 
y  de  que  se  suelen  pagar  subsidios  eclesiásticos  ó  pertenez- 
can á  soldados  de  cualquier  milicia,  ú  orden,  exceptuando 
únicamente  los  caballeros  de  San  Juan  de  Jerusalén,  así 
como  algunos  otros  beneficios  simples  de  cualquiera  calidad 
y  dignidad  que  fueren^  ó  también  prestameras,  ó  porciones 
de  prestameras,  aun  destinadas  antes  de  vacar,  sin  perjuicio 
del  culto  divino,  ni  de  los  que  las  obtienen.  Y  este  estable- 
cimiento ha  de  tener  lugar,  aunque  los  beneficios  sean  re- 
servados ó  pensionados,  sin  que  puedan  suspenderse,  ó  im- 
pedirse de  modo  alguno  estas  uniones  y  aplicaciones  por  la 
resignación  de  los  mismos  beneficios;  y  sin  que  pueda  obs- 
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tar  absolutamente  constitución  ni  vacante  alguna,  aunque 
tenga  su  efecto  en  la  Curia  Romana. 

Igualmente  dispone,  que  el  Obispo  del  lugar,  por  'medio 
de  censuras  eclesiásticas  y  otros  remedios  de  derecho,  y  aun 
implorando  para  esto,  si  le  pareciese,  el  auxilio  del  brazo 
secular,  obligue  á  pagar  esta  porción  á  los  poseedores  de 
los  beneficios,  dignidades,  personados,  y  de  todos  y  de  cada 
uno  de  los  que  quedan  anteriormente  mencionados,  no  sólo 
por  lo  que  á  ellos  toca,  sino  por  las  pensiones  que  acaso  pa- 
garen a  otros  de  los  diclios  frutos,  reteniendo,  no  obstante, 
lo  que  por  prorrata  se  deba  pagar  á  ellos;  sin  que  obsten, 
respecto  de  todas  y  cada  una  de  las  cosas  citadas,  privilegios 
ningunos,  exenciones,  aunque  requieran  especial  deroga- 
cíóu,  ni  costumbre  por  inmemorial  que  sea,  ni  apelación  ó 
alegación  que  impida  la  ejecución.  Y  si  los  Prelados  de  las 
catedrales  y  otras  iglesias  mayores  fueren  negligentes  en 
la  fundación  y  conservación  de  este  Seminario,  y  rehusaren 
pagar  la  parte  que  les  toque,  será  obligación  del  ArzoJ^ispo 
corregir  con  eficacia  al  Obispo,  y  del  Sínodo  provincial  al 
Arzobispo  y  á  los  superiores  á  éste,  y  obligarlos  al  cumpli- 
miento de  todo  lo  mencionado. 

Para  la  recta  administración  de  estos  bienes  se  ordena 
que  eíl  Obispo  ha  de  tomar  cuenta  todos  los  años  de  las  ren- 
tas del  Seminario,  á  presencia  de  los  dos  diputados  del  ca- 
bildo, y  de  los  otros  dos  del  clero  de  la  ciudad.  Además  de 
esto  decreta  el  Santo  Concilio  que  los  Obispos,  Arzobispos, 
Primados  y  otros  Ordinarios  de  los  lugares,  obliguen  y 
fuercen,  aun  por  la  privación  de  frutos,  á  los  que  obtienen 
prebendas  de  enseñanza. á  que  desempeñen  cátedras  en  di- 
chas escuelas,  si  fuesen  capaces,  y  si  no  lo  fuesen,  elegirán 
los  mismos  propietarios  sustitutos  idóneos,  que  deberán  ser 
aprobados  por  los  Ordinarios.  Si  á  juicio  del  Obispo,  no 
fuesen  dignos,  deberán  nombrar  otro  que  lo  sea,  sin  que 
puedan  valerse  de  apelación  ninguna;  y  si  no  omitieren 
nombrarle,  lo  hará  el  mismo  Ordinario.  Estos  maestros  en- 
señarán las  facultades  que  al  Obispo  parecieren  conve- 
nientes. 
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Bachiller;  y  en  los  segundos  las  asignaturas  de  ampliación, 
padiendo  dar  los  grados  de  licenciado  y  doctor  en  Teología 
y  Derecho  canónico. 

Por  la  Bula  Apostolici  Ministerii  de  S.  S.  Inocencio  XIII, 
su  fecha  13  de  Mayo  de  1723,  se  dijo:  «Y  como  por  decreto 
del  Concilio  Tridentino  están  obligados  los  clérigos  que  se 
educan  en  los  Seminarios  episcopales  á  servir  sólo  los  días 
de  fiesta  á  la  catedral  ú  otras  iglesias  del  lugar,  para  que 
con  más  comodidad  puedan  aplicarse  al  estudio  de  las  letras 
y  cosas  sagradas,  y  ocuparse  con  más  continuación  en  apren- 
der todo  lo  dispuesto  por  el  dicho  Concilio,  queremos  y 
mandamos^  que  en  ¿odo9  los  Obispados  de  España  se  obser- 
ve este  modo  de  servir  á  las  iglesias,  como  también  el  que 
dichos  clérigos  sólo  asistan  á  las  rogativas  generales,  ó  pro- 
cesiones de'  todo  el  clero,  no  obstante  cualquiera  costumbre 
de  mayor  obligación  aunque  sea  inmemorial,  y  pospuesta 
cualquiera  apelación  ó  inhibición.  Pero  si  se  encontrase 
algún  seminario,  en  cuya  fundación  se  hubiere  establecido 
otra  cosa,  á  causa  de  haber  añadido  algima  constitución  de 
mayor  servicio  el  que  lo  fundó  ó  dotó  ó  le  hizo  alguna^pia- 
dosa  donación;  los  Obispos  den  cuenta  á  Nos,  y  al  Pontífice 
Romano  que  por  tiempo  lo  fuere,  para  que  pueda  proveer 
lo  que  convenga.» 

Igualmente  dispone  que  ninguno  de  los  Arzobispos  y 
Obispos  de  los  reinos  de  España  admita  en  adelante  para  la 
primera  tonsura,  sino  á  quienes  inmediatamente  se  haya  de 
conferid  algún  beneficio  eclesiástico,  ó  á  aquellos  de  quie- 
nes constare  se  ocupan  en  estudiar:  ó  en  fin,  á  los  que  tu- 
vieren por  conveniente  deputarlos  al  servicio  y  ministerio 
(le  alguna  iglesia. 

Las  leyes  recopiladas  se  ocupan  también  de  la  erección 
de  estos  establecimientos. 

El  Sr.  D.  Felipe  11  en  las  Cortes  de  Madrid  de  1586  dio 
la  ley  4.*,  tít.  V,  libro  IV  de  la  Nov.  Recop.,  por  la  cual 
mandó  que  el  Consejo  tuviera  cuidado  de  que  los  Prelados 
hag^an  seminarios  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  Sacro  Con- 
cilio de  Trento. 
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Más  tarde  el  Sr.  D.  Felipe  III,  por  su  cédula  de  30  de 
Enero  de  1608,  que  es  la  ley  6.*  del  antedicho  libro  y  título, 
previno  que  la  sala  de  gobierno  del  Consejo  cuidase  de  la 
erección  de  estos  establecimientos  en  los  Obispados  y  luga- 
res donde  no  está  ejecutado  lo  que  en  cuanto  á  esto  se  halla 
dispuesto. 

Por  otra  cédula  de  27  de  Mayo  de  1721  se  encargó  á  los 
Prelados  de  estos  reinos  la  erección  de  seminarios,  preve- 
nida en  el  Concilio  y  en  las  dos  leyes  anteriores. 

Por  circular  de  5  de  Mayo  de  1776  se  repitió  á  los  Prela- 
dos el  encargo  de  promover  la  erección  de  dichos  semina- 
rios al  cargo  de  clérigos  ancianos  y  doctos. 

Posteriormente  el  Sr.  D.  Carlos  III  por  Real  cédula  de  14 
de  Agosto  de  1768,  que  es  la  ley  1.*,  tít.  XI,  libro  I  de  la 
Nov.  Recop.,  mandó,  que  en  las  capitales  de  sus  dominios, 
ú  otro  pueblo  numeroso,  donde  no  los  haya,  ó  en  que  pa- 
rezca necesario  y  conveniente,  se  erijan  seminarios  conci- 
liares para  la  educación  y  enseñanza  del  clero,  oyendo  ante 
todas  cosas  sobre  ello  á  los  ordinarios  diocesanos.  Estos^ 
dice,  se  deberán  situar  en  los  edificios  vacantes  por  el  extra- 
ñamiento de  los  regulares,  cuya  anchura  y  buena  disposi- 
ción facilite  el  perfecto  establecimiento;  removiéndose  de 
este  modo  la  dificultad  que  hasta  ahora  ha  habido  de  eri- 
girlos, sin  duda  por  no  poder  desembolsarse  las  crecidas 
cantidades  que  son  precisas  para  la  construcción  de  este 
género  de  obras  públicas.  También  previno  que  los  templos 
correspondientes  á  las  casas  y  colegios  que  ocuparon  los 
Regulares  de  la  Compañía  tengan  régimen  aparte,  para  que 
nunca  vuelva  á  reunirse  ó  formarse  comunidad  monásticli, 
que  con  el  tiempo  venga  á  apoderarse  de  la  dirección  del 
seminario;  y  por  esto  será  útil  erigirles  en  parroquias,  co- 
legiatas ó  trasladar  á  ellos  las  parroquias  que  lo  necesiten. 
Después  se  ocupa  la  ley  de  las  rentas  asignadas  para  este 
objeto  por  el  Santo  Concilio  de  Trente;  y  luego  dice  que: 
«para  cuando  llegue  el  caso  de  que  haya  rentas  desembara- 
zadas, que  puedan  aplicarse  á  este  destino,  se  unirán  á  ios 
seminarios  aquellas  que  provengan  de  beneficios  simples  6 
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pensiones  eclesiásticas  unidas  á  los  colegios;  pero  no  se  eje- 
cutará indistintamente  en  las  que  pertenezcan  á  beneficios 
curados,  porque  en  muchos  casos  puede  ser  necesaria  mayor 
renta  para  la  manutención  de  tenientes  y  limosnas,  según  el 
número  y  calidad  de  los  parroquianos.  Esto*^  no  se  opone  á 
aquellos  casos  en  que  se  reconozca  convenir  la  subsistencia 
de  la  imión,  en  cuanto  á  los  frutos  del  beneficio,  total  ó  par- 
cialmente, por  haberse  extinguido  la  parroquia,  y  no  ser 
necesario  restablecer  el  Párroco,  ó  por  otras  causas,  que 
mando  se  tengan  presentes  por  mi  Consejo,  en  el  extraordi- 
nario, al  tiempo  de  reconocer  los  procesos  particulares » 

Igualmente  dispone,  que  se  puedan  aplicar  algunos  bienes 
gravados  con  aniversarios,  y  otras  fundaciones  que  puedan 
cumplir  los  maestros,  y  eclesiásticos  destinados  en  el  Semi- 
nario á  la  instrucción  clerical.  Asimismo  dice,  que  conviene 
haya  en  los  Seminarios  no  sólo  las  clases  de  aquellos  orde- 
nandos, que  se  admitan  para  la  educación  y  enseñanza,  sino 
también  algunos  Sacerdotes,  en  número  determinado,  eií 
calidad  de  maestros,  teniendo  preferencia  los  Párrocos, 
siempre  que  concurran  en  ellos  igualdad  de  doctrina  y  de 
virtud;  y  en  defecto  de  ellos,  deberán  proveerse  estos  cargos 
en  otros  Sacerdotes  seculares  de  virtud  y  letras  conocidas, 
mediante  la  oposición  ó  informes.  Deberá  servir,  añade,  de 
recomendación  especial  al  Director  y  maestros  del  Semina- 
rio su  desempeño,  para  que'  los  Reverendos  Obispos  y  la 
Cámara,  después  de  un  tiempo  que  se  establezca,  los  prefie- 
ran en  las  provisiones  de  Raciones  y  Canongías  de  las  Cate- 
drales y  Colegiales  de  las  diócesis  en  igualdad  de  mérito. 
Después  ordena  que  en'  ningún  tiempo  puedan  pasar  estos 
establecimientos  á  la  dirección  de  los  regulares,  ni  separar- 
se del  Gobierno  de  los  Reverendos  Obispos  bajo  la  protec- 
ción y  patronato  regio,  eligiéndose  á  concurso  el  Director 
de  ellos,  y  enviándose  terna  de  los  opositores  á  la  Cámara, 
con  informe  del  Obispo  para  que  el  Monarca  elija.  Luego 
previene,  que  la  enseñanza  pública  de  gramática,  retórica, 
geometría  y  artes,  como  necesaria  é  indispensable  á  toda 
clase  de  jóvenes,  deberá  permanecer  en  las  escuelas  actúa- 
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les,  á  menos  que  en  los  mismos  colegios  destinados  á  Semi- 
narios, las  haya  á  propósito;  pero  esto  debe  ser  sin  que  el 
régimen  de  tales  escuelas  menores  dependa  del  Seminario, 
ni  éste  dé  aquéllas,  porque  unos  y  otros  deben  tener  sus  Di- 
rectores distintos  y  separados. 

Finalmente  se  manda,  que  el  gobierno  interior  de  los 
Seminarios,  elección  y  admisión  de  los  seminaristas,  forma- 
ción de  sus  clases  subalternas,  y  otros  puntos  de  economía 
y  disciplina  no  debe  ser  arbitrario;  pero  la  ejecución  debe 
quedar  al  cuidado  y  vigilancia  de  los  Reverendos  Obispos, 
oyéndose  con  atención  cuanto  propongan  al  Consejo  en  lo 
que  hubiere  de  causar  regla  general,  para  que  sobre  ello  re- 
caiga la  aprobación  del  Rey  como  patrono  y  protector. 

Por  resolución  á  consulta  de  16  de  Octubre  de  1779  man- 
dó S.  M.,  que  la  elección  de  sujetos  para  ternas  de  Rectores 
y  Directores  de  Seminarios  conciliares  se  deje  al  arbitrio, 
juicio  y  prudencia  de  los  diocesanos,  sin  la  precisión  del 
concurso  que  prescribe  la  antedicha  ley;  con  declaración 
además  de  que  los  asuntos  relativos  á  los  establecidos,  ó  que 
se  establezcan  con  fondos  de  las  temporalidades  ocupadas  á 
los  jesuítas  expulsos,  no  se  dirijan  al  Consejo  sino  á  la  Cá- 
mara. 

Pero  todas  estas  disposiciones  han  sido  modificadas  por 
el  Concordato  de  1851  y  decretos  posteriores. 

El  art.  28  de  dicho  Concordato,  dice  Jsí:  «El  Gobierno 
de  S.  M.  C,  sin  perjuicio  de  establecer  oportunamente,  pre- 
vio acuerdo  con  la  Santa  Sede  y  tan  pronto  como  las  cir- 
cunstancias lo  permitan,  Seminarios  generales  en  que  se  dé 
la  extensión  conveniente  á  los  estudios  eclesiásticos,  adop- 
tará por  su  parte  las  disposiciones  oportunas  para  que  se 
creen  sin  demora  Seminarios  conciliares  en  las  diócesis  don- 
de no  se  hallen  establecidos,  á  fin  de  que  en  lo  sucesivo  no 
haya  en  los  dominios  españoles  iglesia  alguna  que  no  tenga 
al  menos  un  Seminario  suficiente  para  la  instrucción  del 
clero.» 

«Serán  admitidos  en  los  Seminarios  y  educados  é  ins- 
truidos del  modo  que  establece  el  Sagrado  Concilio  de  Tren- 
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to,  los  jóvenes  que  los  Arzobispos  y  Obispos- juzguen  conve- 
niente recibir^  según  la  necesidad  6  utilidad  de  las  diócesis; 
y  en  todo  lo  que  pertenece  al  arreglo  de  los  Seminarios,  á 
la  enseñanza  y  á  la  administración  de  sus  bienes,  se  obser- 
varán los  decretos  del  mismo  Concilio  de  Trento.» 

«Si  de  resultas  de  la  nueva  circunscripción  de  diócesÍB 
quedasen  en  algunas  dos  seminarios,  uno  en  la  capital  ac- 
tual del  Obispado  y  otro  en  la  que  se  le  ha  de  unir,  se  con- 
servarán ambos  mientras  el  Gobierno  y  los  Prelados  de  co- 
mún acuerdo  los  consideren  útiles.» 

El  articulo  35  del  mismo  Concordato,  fija  la  dotación 
de  estos  establecimientos,  y  dice:  que  tendrán  de  90  á 
120.000  reales  anuales,  según  sus  circunstancias  y  necesida- 
des. También  el  artículo  37  señala  á  los  mismos  la  mitad  del 
importe  líquido  que  se  devengue  en  la  vacante  de  las  sillas 
episcopales. 

Posteriormente  se  han  dictado  los  Reales  decretos  de  21 
de  Mayo  de  1852  y  27  de  Noviembre  de  1876.  Por  el  primero 
de  estos  decretos  se  establecieron  provisionalmente  Semi- 
narios centrales  en  Toledo,  Salamanca,  Valencia  y  Granada, 
sin  que  hasta  el  día  se  haya  modificado  esta  disposición. 
Por  el  segundo  se  extiende  con  ciertas  limitaciones  la  facul- 
tad de  conferir  grados  mayores  en  teología  y  cánones  á  los 
Seminarios  conciliares  de  Santiago  y  Canarias,  en  virtud  de 
las  peticiones  de  sus  Prelados  y  de  acuerdo  con  el  Cardenal 
Pro-nuncio  de  Su  Santidad. 

Es  de  advertir,  por  último,  que  por  decreto  de  22  de  Oc- 
tubre de  1868  se  suspendió  el  pago  de  la  asignación  que  per- 
cibían los  citados  Seminarios.  Pero  el  Gobierno  de  la  res- 
tauración derogó  las  disposiciones  de  dicho  decreto,  vol- 
viendo las  cosas  al  estado  que  antes  tenían. 

IV 

La  Iglesia  tenía  ya  en  el  siglo  iv,  según  Devoti,  cárceles 
6  decanicas  para  castigar  á  los  clérigos  criminales;  pero  era 
muy  común  sustituir  á  éstas  con  la  reclusión  en  un  monas- 
terio. De  ello  nos  habla  también  el  Concilio  de  Agde. 
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Por  lo  que  hace  á  España,  la  ley  2.*,  tít.  XI,  libro  I  de 
la  Nov.  Recop.,  determina  que  en  cada  provincia  eclesiásti- 
ca se  hará  la  erección  de  un  seminario  de  corrección,  para 
recluir  á  penitencia  los  clérigos  díscolos  y  criminosos  é  in- 
fundirles la  doctrina  y  piedad  de  que  se  hallan  destituidos; 
cuyo  establecimiento  deberá  reglarse  por  el  Metropolitano 
y  sus  sufragáneos,  bajo  la  soberana  aprobación  á  consulta 
del  Consejo. 

Sin  embargo  de  esto,  bien  puede  afirmarse  que  estas  ca- 
sas de  reclusión  y  corrección  para  clérigos  existen  en  todas 
las  diócesis,  por  más  que  no  se  haga  generalmente  uso  de 
ellas,  toda  vez  que  son  raros  los  casos  en  que  se  cometan 
por  los  clérigos  delitos  graves;  y  para  otras  faltas  se  les 
manda  hacer  ejercicios  espirituales  en  un  convento  ó  casa 
religiosa  de  San  Felipe  Neri  ú  otra  orden  aprobada,  confor- 
me al  art.  29  del  Concordato  de  1851. 

A  fines  del  siglo  pasado  se  crearon  en  Zaragoza  y  otras 
diócesis  Seminarios  llamados  sacerdotales,  para  dar  ejerci- 
cios al  clero  y  otros  fines  piadosos. 

También  deben  existir  Seminarios  de  misiones;  así  ex- 
presamente lo  ordena  la  Ley  3.*,  tít.  XI,  libro  I  de  la  Noví- 
sima Recopilación.  He  aquí  el  tenor  de  sus  principales  dis- 
posiciones: «Considerando  la  importancia  de  que  en  mis 
vastos  dominios  en  las  Indias  y  en  el  Asia  se  proporcione  la 
promulgación  del  Evangelio  y  dilatación  de  la  fe  católica  en 
muchas  regiones,  en  que  sus  habitadores  viven  todavía  en 
la  infidelidad,  y  que  en  los  ya  civilizados  se  continúe  y  ex- 
tienda por  sacerdotes  seculares mando  se  erijan  Semina- 
rios de  misiones  en  estos  mis  Reinos,  en  que  se  enseñe  y 
eduque  la  juventud,  y  aquellas  personas  del  clero  español 
que  manifiesten  vocación,  instrucción  y  piedad,  correspon- 
dientes á  tan  santo  y  grave  ministerio,  sin  que  jamás  puedan 
entrar  extranjeros,  pero  sí  venir  á  ellos  cualesquiera  mis  va- 
sallos de  mis  Reinos  de*  las  Indias,  en  los  cuales,  como  espa- 
ñoles originarios,  reinan  los  mismos  principios  de  fidelidad 
y  amor  á  mi  Soberanía.» 

«A  este  fin  destino  los  dos  grandes  colegios  de  Loyola  y 


CAPÍTULO  XXIV 


I.  Hospitales:  su  definición:  nombres  particulares  con  que  se  distin- 
guieron en  la  antigüedad:  breve  historia  de  estos  establecimientos 
hasta  el  CoDcilio  de  Trente:  su  clasificación.— 11.  Disciplina  acerca 
de  los  llamados  eclesiásticos,  laicales  y  mixtos:  1^  establecida  so- 
bre su  régimen  y  administración  en  el  Concilio  Calcedonense:  dis- 
posiciones de  los  Concilios  de  Viena  y  de  Trente  sobre  la  materia, 
m.  Leyes  patrias  sobre  el  mismo  asunto:  Bula  de  S.  Pío  V  para  la 
reducción  de  ellos  en  Espafia.—IV.  De  sus  iglesias  ó  capillas. — V. 
Juntas  de  Beneficencia:  intervención  del  clero  en  ellas:  modifica- 
ciones por  la  legislación  moderna. 


Son  los  hospitales,  lugares  piadosos  destinados  á  recibir  y 
educar  los  peregrinos  y  demás  personan  que  necesitan  del  auxi- 
lio ajeno. 

El  nombre  hospital  es  genérico,  y  comprende  toda  casa 
de  beneficencia.  Por  esto  se  designan  frecuentemente  con 
semejante  denominación  todos  los  lugares  establecidos  para 
acoger  y  alimentar  á  los  pobres,  enfermos  y  desvalidos. 
Mas  su  sentido  propio  es  el  de  lugar  donde  se  recogen  hués- 
pedes y  peregrinos. 

La  Iglesia  desplegó  siempre  constante  solicitud  para  pro- 
curar el  socorro  y  alivio  de  toda  clase  de  indigentes.  Prue- 
bas tuvieron  éstos  de  sus  paternales  cuidados  desde  el  mo- 
mento de  formarse  las  primeras  sociedades  cristianas  y  de 
crearse  el  diaconado.  Sabido  es  que  los  primeros  fieles  ofre- 
cían á  los  Apóstoles  el  precio  de  sus  bienes  para  que  se  dis- 
tribuyera á  los  pobres;  nadie  ignora  tampoco  aquellos  de- 

iNST    DB  DbBBCHO  CANÓNICO  —  TOlfO  II  24 


370 

pósitos  que  tuvo  Jesucristo,  y  continuaron  administrando 
los  Apóstoles,  consistentes  en  cierto  cúmulo  de  cosas  consu- 
mibles^ que  se  distribuían  entre  los  necesitados,  según  la  ne- 
cesidad de  cada  uno.  Tales  eran  las  antiguas  diaconías  ó  lu- 
gares diacónicos  que  había  en  las  iglesias,  en  donde  se  re- 
cogían las  ofrendas  de  los  fieles/  y  se^^  distribuían  por  los 
diáconos  á  los  menesterosos  bajo  la  dirección  de  los  Obis- 
pos. A  estas  diaconías  han  sustituido  en  siglos  posteriores 
los  establecimientos  llamados  Montes  de  Piedad. 

Pero  volvamos  á  nuestro  principal  objeto.  La  piedad  he- 
roica que  movió  á  los  Apóstoles  y  á  todos  los  fieles  de  aquel 
siglo  á  remediar  por  todos  los  medios  las  necesidades  do  los 
pobres,  hizo  discurrir  hacia  el  siglo  iv  que  el  más  oportuno 
sería  recogerlos  en  un  paraje  común.  Y  he  aquí  ya  el  origen 
de  aquellos  lugares  piadosos,  que  luego  se  denominaron 
hospitales. 

Estos  establecimientos  tomaron  diversos  nombres,  según 
la  condición  de  los  menesterosos  que  á  ellos  se  recogían: 
llamábanse  Xenodochium  los  destinados  á  los  peregrinos; 
Ptochotrophiutn  donde  se  sustentaban  los  pobres  aqhacosos  o 
mendigos;  Brephotrophium  la  casa  destinada  á  los  párvulos 
hijos  de  personas  desvalidas  y  miserables;  Horphctnotro- 
phium  en  donde  se  educaban  los  niños  huérfanos;  Geronto- 
comium  para  los  ancianos  y  valetudinarios;  Nosocomium  para 
la  asistencia  y  curación  de  enfermos,  etc. 

Estos  nombres,  griegos  en  su  origen,  prueban  que  la  ins- 
titución no  fué  conocida  en  el  pueblo  romano. 

En  efecto,  todas  las  desdichas  de  aquellos  á  quienes  aban* 
donó  la  fortuna,  no  pudieron  hallar  reniedio  en  la  jurispru- 
dencia de  los  romanos,  ni  en  la  filosofía  tan  celebrada  y 
aplaudida  de  sus  sabios.  Aquellos  panes  que  desde  cierto  si- 
tio repartían  á  los  pobres  sus  dispensadores,  eran  corto 
auxilio  á  tantas  miserias  de  infelices  ciudadanos.  Sólo  una 
caridad  sublime  y  heroica,  que  siempre  fué  el  carácter  pro- 
pio de  la  Iglesia,  pudo  excogitar  un  arbitrio  el  más  propor- 
cionado para  subvenir  á  los  verdaderos  indigentes,  y  el  más 
eficaz  para  desterrar  la  mendicidad  voluntaria. 
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La  caridad  cristiana  fué,  en  fin,  la  base  de  estos  estable- 
mientos;  y  como  aquella  era  desconocida  del  pueblo  paga- 
no, de  aquí  que  éste  no  pudiese  instituirlos. 

La  fundación,  pues,  de  los  hospitales  fué  obra  exclusiva 
de  la  Iglesia;  así  es  que  vemos  que  tan  luego  como  se  le  dio 
la  paz,  empezóse  ^  construir  gran  número  de  casas,  con  el 
objeto  de  proporcionar  á  los  pobres  habitación  y  alimento. 
Mas  no  quedaron  en  esto  los  socorros,  puesto  qye  la  misma 
Iglesia  se  juzgaba  simple  depositaría  y  repartidora  de  su 
patrimonio  con  los  necesitados.  Los  Papas  y  los  Obispos  da- 
ban con  mano  liberal  hasta  sus  bienes  patrimoniales,  al  pa- 
^0  que  los  Concilios  de  todas  las  épocas  les  imponían  la  obli- 
gación continua  de  asistir  á  los  pobres.  Las  mismas  obliga- 
ciones tenían  y  la  propia  conducta  guardaban  los  claustros, 
de  los  cuales  brotaban  en  abundancia  las  obras  de  caridad. 
Es  más,  todos  los  monasterios  tenían  en  su  recinto,  como 
dos  edificios,  para  el  hospedaje  de  indigentes,  enfermos  y 
peregrinos.  También  los  particulares  hacían  fundaciones  de 
esta  especie  y  las  reglamentaban. 

Justiniano  sujetó  ya  estas  fundaciones  á  la  suprema  in- 
tervención de  los  Obispos. 

Mas  transcurrren  los  tiempos,  y  cada  día  aumentan  estos 
establecimientos  de  origen  privado;  pero  todos  con  el  ca- 
rácter de  eclesiásticos,  y  como  tales  protegidos  y  vigilados 
por  los  Obispos,  y  aun  amparados  últimamente  por  los  Re- 
yes. Diferenciábase,  empero,  la  organización  administrativa 
de  ellos^  porque  en  los  anejos  á  iglesias  catedrales  y  á  mo- 
nasterios, siempre  estaba  á  su  frente  un  individuo  del  ca- 
bildo 6  un  monje.  De  aquí  vino  el  que  los  Obispos  elevasen 
á  verdaderos  beneficios  estas  administraciones,  y  como  be- 
neficios las  confiriesen. 

Igualmente  se  introdujo  desde  el  siglo  xii  en  adelante 
una  especie  de  regla  monástica  aplicada  al  objeto  de  la  hos- 
pitalidad, ó  ppr  mejor  decir,  surgieron  órdenes  religiosas 
destinadas  al  servicio  de  los  enfermos,  entrando  unas  en 
hospitales  ya  establecidos,  y  promoviendo  otras  la  erección 
de  algunos  nuevos. 
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Todavía,  sin  embargo,  quedaron  muchos  en  otras  manos 
que  los  administraban  arbitrariamente  con  tanta  más  segu- 
ridad, dice  Walter,  cuanto  que  por  industria  ó  prepotencia 
liabfan  logrado  mantenerse  exentas  de  la  intervetición  epis- 
copal. , 

Este  desorden  fué  causa  de  que  el  Concilio  de  Vieoa 
mandase  que  todos  los  bienes  de  estas  fundaciones  se  em- 
pleasen de  nuevo  en  su  primitivo  objeto,  y  que  en  vez  de 
concederse  su  administración  á  titulo  de  beneficio,  se  enco- 
mendara á  sujetos  de  probidad  y  experiencia,  previas  cierta» 
formalidades. 

Más  tarde  el  Santo  Concilio  de  Trento  renovó  este  canon 
del  Vienense. 

Los  hospitales  en  general,  dice  Cavallario,  ó  son  religio- 
sos ó  profanos:  los  primeros  se  fundaron  por  autoridad  del 
Obispo,  y  los  segundos  sin  su  mandato.  Pero  no  falta,  aña- 
de, quien  designe  con  el  nombre  de  profanos  á  todos  los 
establecimientos  piadosos  que  están  administrados  por  legoB^ 
y  al  contrario,  religiosos  los  que  son  regidos  por  ios  clérigos, 
cuyo  parecer  en  el  reino  de  Ñapóles  se  funda  éa  un  derecho 
cierto,  supuesto  que  fué  confirmado  por  el  concordato  entre 
Benedicto  XIV  y  Carlos  III  de  España. 

Mucho  más  acertada  es  la  clasificación  que  de  ellos  hace 
Berardi,  pues  dice:  que  unas  veces  fundaron  hospitales  los 
eclesiásticos  con  rentas  de  la  Iglesia;  otras  también  los  legos 
con  bienes  patrimoniales,  y  algunas  loa  primeros  y  segundos 
con  una  beneficencia  comúu.  De  aquí  la  división  de  hospita- 
les en  eclesiásticos,  seculares  y  mixtos.  Todavía,  añade,  hay 
ciertos  hospitales  que  se  llaman  privilegiados,  bien  por  ha- 
berlos tomado  bajo  su  protección  especial  los  Soberanos 
Príncipes,  bien  porque  gozan  de  unos  privilegios  singulares, 
como  si  están  anexos  á  algún  instituto  religioso  y  participan 
de  BUS  inmunidades. 

Igualmente  pueden  clasificarse,  decimos  nosotros,  por 
razón  de  su  fundación  y  del  dominio. 

Por  razón  de  su  fundación  se  dividen  en  libres  y  pairo- 


374 

tica  y  civil.  Si  fuesen  tales,  no  ya  por  la  fundación,  sino  por 
su  fin,  en  este  supuesto  están  sometidos  á  la  potestad  secular 
en  la  parte  administrativa  y  á  la  eclesiástica  en  lo  relativo  á 
la  enseñanza. 

No  obstante  lo  expuesto,  el  Concilio  de  Calcedonia  sujet& 
todos  los  hospitales  á  la  autoridad  del  Obispo,  sin  que  se  no- 
tase diferencia  porque  fuesen  ó  no  clérigos  los  que  adminis- 
trasen éstos,  ni  la  hubiese  tampoco  porque  se  construyesen 
por  mandato  del  Obispo  6  sin  él.  He  aquí  el  tenor  del 
can.  VIII:  «Los  clérigos  establecidos  en  los  hospitales,  mo- 
nasterios ó  martirios  estén  bajo  la  potestad  del  Obispo  de  la 
ciudad  en  que  se  hallan  éstos,  según  la  tradición  de  los  San- 
tos Padres,  y  no  deben  separarse  del  Obispo  propio  por  pre- 
sunción: los  que  se  atrevieren  á  rescindir  de  cualquier  modo 
semejante  ordenación  ó  no  quisieren  sujetarse  al  Obispo  pro- 
pio, si  fueren  clérigoS;  serán  castigados  conforme  ordenaa 
los  cánones,  y  si  monjes  ó  legos,  serán  excomulgados.» 

Pero  con  el  transcurso  del  tiempo  separáronse  muchos- 
hospitales  de  la  potestad  de  los  Obispos,  los  unos  entera- 
mente, y  los  otros  tan  sólo  en  lo  temporal.  Sustrajéronse 
principalmente  los  que  estaban  bajo  la  protección  especial 
de  los  soberanos;  y  en  lo  temporal,  aquellos  que  se  habían 
erigido  por  los  legos  con  bienes  patrimoniales  sin  interven- 
ción del  Obispo.  Otros  muchos  hospitales  quedaron  exentos 
de  la  autoridad  de  éste,  por  privilegios  de  los  Pontífices,  y 
no  faltaron  tampoco  Monarcas  que  privaran  á  los  Obispos 
de  la  administración  de  algunos,  sujetándolos  en  esta  parte 
á  los  jueces  legos,  como  sucedió,  por  cierto,  en  Francia. 

El  Concilio  de  Viena  se  vio,  pues,  en  la  necesidad  de  res- 
tablecer en  dichos  establecimientos  la  potestad  de  los  Obis- 
pos; y  al  intento  dispuso,  que  si  los  administradores  de  ellos,, 
ya  fuesen  clérigos  ó  legos,  no  cumplían  bien  con  su  encargo, 
podían  proceder  los  Obispos  por  autoridad  propia  contra  los 
Rectores  que  les  estaban  sujetos,  y  en  los  que  eran  exentos,, 
por  la  delegada  del  Pontífice;  también  ordenó  que  todos  Ios- 
bienes  de  estas  fundaciones  se  empleasen  de  nuevo  en  su 
primitivo  objeto,  y  que  en  vez  de  concederse  su  administra- 
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ción  á  título  de  beneficio,  se  encomendara  á  sujetos  de  pro- 
bidad y  experiencia,  que,  además  de  jurar  la  buena  gestión 
de  su  oficio,  la  tomaran  con  inventario  y  sujeción  de  cuenta 
anual  al^  Obispo,  ó  á  quien  por  derecho  compitiere.  Única- 
mente quedaron  exentos  de  esta  medida  los  hospitales  regi- 
dos por  institutos  religiosos  (1). 

El  Santo  Concilio  de  Trento  se  ocupa  también  de  los  hos- 
pitales en  varias  de  sus  sesiones.  El  cap.  XV  de  Reform.  de 
la  Sesión  VII,  dice  así:  «Cuiden  los  Ordinarios  de  que  todos 
los  hospitales  estén  gobernados  con  fidelidad  y  exactitud 
por  sus  administradores,  bajo  cualquier  nombra  que  éstos 
tengan,  y  de  cualquier  modo  que  estén  exentos;  observando 
la  forma  de  la  constitución  del  Concilio  de  Viena  que  prin- 
cipia Quia  contingit:  la  que  ha  creído  el  mismo  Santo  Con- 
cilio deberse  renovar,  y  en  efecto  la  renueva  con  las  dero- 
gaciones que  en  ella  se  contienen.» 

Vemos,  pues,  que  el  Tridentino  renovó  la  disposición 
del  Concilio  de  Viena  en  todas  sus  partes. 

Y  no  fué  esto  sólo,  sino  que  en  la  Sesión  XXII,  capítu*- 
lo  Vin  de  Beform.f  mandó  que  los  Obispos,  aun  como  dele- 
gados de  la  Sede  Apostólica,  sean  ejecutores,  en  los  3asos 
concedidos  por  derecho,  de  todas  las  disposiciones  piadosas 
hechas  tanto  por  última  voluntad,  como  entre  vivos:  tam- 
bién ordenó  que  tuvieran  derecho  de  visitar  los  hospitales  y 
colegios,  sean  los  que  fuesen,  así  como  las  cofradías  de  le- 
gos, aun  las  que  llaman  escuelas,  ó  tienen  cualquiera  otro 
nombre;  pero  no  las  que  están  bajo  la  inmediata  protección 
de  los  reyes,  á  no  tener  su  licencia:  igualmente  se  dice,  que 
conozcan  de  oficio,  y  hagan  que  tengan  el  destino  corres- 
pondiente, las  limosnas  de  los  montes  de  piedad  y  caridad^ 
y  de  todos  los  lugares  piadosos  bajo  cualquier  nombre  que 
tengan,  aunque  pertenezca  su  cuidado  á  personas  legas,  y 
aunque  los  mismos  lugares  piadosos  gocen  el  privilegio  de 
exención;  así  como  todas  las  demás  fundaciones  destinadas 
por  su  establecimiento  al  culto  divino  y  salvación  de  las  al- 


(1)    Clement.  Quia  conUnjít,  de  Rdig.  domibus. 
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mas,  6  alimentos  de  los  pobres;  sin  que  obsten  costumbre 
alguna^  aunque  sea  inmemorial,  privilegio,  ni  estatuto. 

Todavía  el  cap.  IX  de  la  misma  sesión,  determina  que 
los  administradores,  así  eclesiásticos  como  seculares  de  la 
fábrica  de  cualquiera  iglesia,  aunque  sea  catedral,  hospital, 
cofradía,  limosnas  de  montes  de  piedad  y  de  cualesquiera 
otros  lugares  piadosos,  estén  obligados  á  dar  cuenta  al  Or- 
dinario de  su  administración  todo6  los  años;  á  no  ser  que 
por  acaso  ^sté  expresamente  prevenida  otra  cosa  en  la  fim- 
dación  ó  constituciones  de  la  tal  iglesia  ó  fábrica.  Mas  si  por 
costumbre,*  privilegio  ú  otra  constitución  del  lugar,  se  de- 
bieren dar  las  cuentas  á  otras  personas  deputadas  para  esto, 
en  este  caso  se  ha  de  agregar  también  á  ellas  el  Ordinario; 
y  los  resguardos  que  no  se  den  con  estas  circunstancias  de 
nada  sirven  á  dichos  administradores. 

Finalmente,  en  el  cap.  VIII,  de  Reform.,  Sesión  XXV 
ddl  mismo  Santo  Sínodo,  se  amonesta  á  todas  las  personas 
que  gozan  beneficios  eclesiásticos  seculares  ó  regulares,  que 
acostumbren  ejercer  con  facilidad  y  humanidad,  en  cuanto 
les  permitan  sus  rentas,  los  oficios  de  hospitalidad;  tenien- 
do presente  que  los  amantes  de  esta  virtud  reciben  en  los 
huéspedes  á  Jesucristo.  Y  manda  á  las  personas  que  obtie- 
nen en  encomienda,  administración,  ó  cualquier  otro  título, 
ó  unidos  á  sus  iglesias  los  que  vulgarmente  se  llaman  hos- 
pitales, ú  otros  lugares  de  piedad,  establecidos  principal- 
mente para  el  servicio  de  peregrinos,  enfermos,  ancianos  6 
pobres,  ó  si  las  iglesias  parroquiales  unidas  acaso  á  los  hos- 
pitales ó  erigidas  en  hospitales,  estén  concedidas  en  admi- 
nistración á  sus  patronos^  que  cumplan  las  cargas  y  obliga- 
ciones que  tuvieren  impuestas,  y  ejerzan  efectivamente  la 
hospitalidad  que  deben  de  los  frutos  que  estén  señalados 
para  esto  según  la  constitución  del  Concilio  de  Viena,  que 
principia  Quia  contingit.  Y  si  fuere  la  fundación  de  estos 
hospitales  para  hospedar  cierta  especie  de  peregrinos,  en- 
fermos ú  otras  personas  que  no  se  encuentren  ó  se  encuen- 
tren muy  pocos  en  el  lugar  donde  están  dichos  hospitales; 
dispone,  además,  que  se  conviertan  los  frutos  de  ellos  en 
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otro  uso  pío,  que  sea  el  más  conforme  á  su  establecimiento, 
y  más  útil  respecto  del  lugar  y  tiempo,  según  pareciere  más 
conveniente  al  Ordinario  y  á  dos  capitulares  de  los  más  ins- 
truidos en  el  gobierno  de  estas  cosas,  que  deben  ser  escogi- 
dos ^or  el  mismo  Ordinario;  á  no  ser  que  quizás  esté  dado 
expresamente  otro  destino,  aun  para  este  caso,  en  la  funda- 
ción y  establecimiento  de  aquellos  hospitales,  en  cuya  cir- 
cunstancia debe  cuidar  el  Obispo  de  que  se  observe  lo  que 
estuviere  ordenado. 

En  su  consecuencia,  si  amonestadas  por  el  Ordinario  to- 
das y  cada  una  de  las  personas  mencionadas  de  cualquier 
orden,  religión  ó  dignidad  que  sean,  aunque  fueren  legas, 
que  tengan  administración  de  hospitales,  pero  no  sujetas  á 
Regulares,  entre  quienes  esté  en  vigor  la  observancia  regu- 
lar, dejaren  de  dar  cumplimiento  á  la  obligación  de  la  hos- 
pitalidad, suministrando  todo  lo  necesario  á  que  están  obli- 
gados; no  sólo  puedan  precisarlas  á  su  cumplimiento  por 
medio  de  censuras  eclesiásticas  y  otros  remedios  de  derecho, 
sino  también  privarlas  perpetuamente  de  la  administración 
ó  cuidado  del  mismo  hospital,  sustituyendo  las  personas  á 
quienes  pertenezca  otros  en  su  lugar.  También  previene  que 
las  personas  referidas  queden  obligadas  en  el  foro  de  su  con- 
ciencia á  la  restitución  de  los  frutos  que  hayan  percibido 
contra  la  institución  de  los  mismos  hospitales,  sin  que  se  les 
perdone  por  remisión  ó  composición  ninguna.  Tampoco, 
dice,  se  cometa  en  adelante  á  una  misma  persona,  la  admi- 
nistración ó  gobierno  de  estos  lugares  más  tiempo  que  el  de 
tres  años,  á  no  estar  dispuesto  lo  contrario  en  la  fundación, 
sin  que  obsten  á  la  ejecución  de  lo  expuesto  unión  alguna, 
exención,  ni  costumbre  en  contrario,  aunque  sea  inmemo- 
rial, ni  privilegio,  ó  indultos  ningunos. 

m 

Ya  hemos  manifestado,  al  tratar  de  los  derechos  y  debe- 
res de  los  Obispos,  en  el  cap.  IV  de  nuestro  anterior  libro, 
cuál  era  la  disciplina  de  la  Iglesia  de  España  con  respecto  á 
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la  materia  de  que  venimos  ocupándonos.  El  Concilio  de 
Valladolid,  dijo  que  en  los  pueblos  en  donde  hay  casas  se* 
ñaladas  para  la  hospitalidad,  los  Rectores  y  Párrocos  vigilen 
con  mucho  cuidado  que  aquéllas  estén  dispuestas  de  manera 
que  sirvan  para  el  objeto  á  que  están  destinadas,  y  á  este  fin 
obliguen  los  Obispos  á  los  Rectores. 

Pero  donde  más  resalta  el  espíritu  de  nuestra  legislación 
es  en  la  Ley  40,  tít.  V  de  la  Partida  1.*,  la  cual  dispone  que 
«  hospedadores  deven  serlos  Perlados  de  los  pobres.  Ca  assí 
»  lo  establesció  Sancta  Eglesia,  que  f  uessen  las  sus  casas, 
»  como  hospitales,  para  rescebirlos  en  ellas,  e  darles  á  co- 
»  mer.  E  los  Apóstoles  mismos  comenzaron  á  f azer  esto.  Ca 
»  las  cosas  que  les  dauan  comunalmente  a  to4os^  o  a  cada 
>  uno  por  si,  ayuntaunlo  en  uno,  e  tomauan  dello  lo  que  les 
»  era  menester  para  vestir,  e  para  su  gouierno:  e  todo  lo  que 
»  les  sobraua  daundo  a  los  pobres.  E  porende  los  Santos  Pa- 
»  dres  touieron  por  bien,  que  todo  cuanto  sobrasse  a  los  Per- 
» lados  de  las  rentas  de  la  Eglesia ,  demás  de  quanto  les 
»  abondasse  á  ellos,  é  á  sus  compañas,  que  lo  diessen  á  los 
»  pobres.  Ca  non  podrían  ellos  bien  amonestar  los  otros,  que 
»  f  iziessen  limosnas,  si  quando  viniessen  á  sus  casas  los  que 
^  ouiesen  mengua,  cerrassen  sus  puertas  é  non  los  quisiessen 
»  rescebir:  mas  deuenlos  acoger,  e  f azer  el  bien  que  pudie- 
»  ren...... 

Los  títs.  XXXVm  y  XXXIX  del  libro  VH  de  la  Novísi- 
ma Recop.,  traen  también  disposiciones  minuciosas  sobr^* 
esta  materia.  La  ley  1.*  del  tít.  XXXVIII,  dada  en  Madrid 
por  D.  Carlos  y  Doña  Juana  en  el  año  de  1528,  ordena  que 
las  casas  de  San  Lázaro  y  San  Antón  que  son  de  patronazgo 
regio,  fuesen  visitadas  por  las  personas  de  ciencia  que  con 
acuerdo  del  Consejo  se  deputasen  por  el  Rey;  y  en  las  otras 
casas,  «si  algunas  hubiere  que  no  fueren  de  nuestro  patro- 
nazgo Real,  mandaremos  dar  nuestras  cartas  para  los  Pre- 
lados y  sus  provisores,  encargándoles  que  juntamente  con 
las  nuestras  Justicias  de  los  lugares  donde  estuvieren  las 
dichas  casas,  las  vean  y  visiten  y  provean  lo  que  les  pares- 
ciere  para  el  bien  de  ellas,  y  envíen  relación,  según  dicho 
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es,  á  loa  del  nuestro  Consejo  de  lo  que  en  las  dichas  visita- 
eionesliallarenjy  les  pareciere  que  convenga  de  proveer  y 
remediar».  . 

La  ley  3.*  del  mismo  título,  expedida  por  D.  Felipe  n 
en  7  de  Agosto  de  1565,  manda  que  se  establezcan  hospitales 
en  los  pueblos  á  cargo  de  sus  Justicias  y  Ayuntamientos 
para  la  curación  de  pobres  llagados  y  capaces  de  inficionar. 

Las  leyes  4.*  y  5.*  del  propio  título,  que  son  del  señor 
D.  Carlos  III,  tratan  de  la  construcción  y  disposición  mate- 
rial de  los. hospicios  é  instrucción  y  aplicación  de  los  hospi- 
cianos á  los  ejercicios,  oficios  y  artes  útiles  del  Estado.  En 
la  primera  de  estas  leyes  se  determina  ^ue  en  todas  las  ci- 
tadas casas  debe  haber  dormitorios,  laboratorios  y  demás 
oficinas  enteramente  separadas  y  sin  comunicación  para 
ambos  sexos,  y  aun  sería  útil  que  en  dichos  departamentos 
se  separasen  los  hospicianos  por  sus  edades,  para  preservar 
á  los  niños  y  niñas  del  trato  con  los  adul'tos  de  su  mismo 
sexo.  En  la  segunda  se  previene  que  todos  los  niños  se  apli- 
quen á  la  escuela  de  primeras  letras,  y  que  haya  sacerdotes 
que  les  enseñen  la  doctrina  cristiana  y  las  sagradas  máxi- 
mas de  nuestra  religión.  Luego  de  instruidos  los  niños  en 
estos  conocimientos,  se  les  explorará  su  voluntad  y  la  de 
sus  padres,  si  los  tuvieren,  para  saber  á  qué  oficio  ó  arte 
muestran  inclinación;  y  se  les  destinará  á  ellos  bajo  la  di- 
rección de  sus  respectivos  maestros.  Concluido  el  aprendi- 
zaje se  examinará  el  niño  por  maestros  de  afuera,  y  estando 
'hábi|  pasará  á  la  clase  de  oficial  discípulo,  empezando  á 
ganar  su  respectivo  jornal,  de  cuyo  producto  retendrá  el 
hospicio  las  tres  cuartas  partes  por  su  alimento  y  vestido,  y 
la  otra  cuarta  parte  se  la  cpnservará  en  depósito  dicho  hos- 
picio, para  formarle  su  peculio.  Cuando  sea  ya  un  oficial 
perfecto,  se  le  vuelve  á  examinar,  y  hallándolo  con  la  apti- 
tud necesaria,  se  le  pone  en  absoluta  libertad  para  que  vaya 
á  establecerse  donde  gustare.  Si  el  niño  desea  consagrarse 
al  cultivo  de  los  campos,  se  le  puede  entregar  á  un  labrador 
acomodado  y  perito  en  su  ejercicio  para  que  lo  eduque.  T 
si  atendida  la  voluntad  del  niño  ó  de  su  padre  se  inclinase  á 
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algún  oficio  ó  arte  que  no  hubiese  en  el  hospicio,  se  llamará 
á  veedor  de  dicho  oficio,  previniéndole  que  elija  entre  los 
maestros  de  él  uno  de  habilidad  y  buenas  costumbres,  que 
sin  costa  suya  enseñe  á  aquel  niño  hasta  que  lo  entregue  al 
examen  de  oficial  en  su  arte.  La  ley  6.*  se  ocupa  de  la  ins- 
trucción y  destino  de  las  niñas  en  los  hospicios  desde  la  más 
temprana  edad.  La  7.*  de  la  aplicación  de  los  adultos  y  an- 
cianos que  pueden  trabajar  en  dichos  establecimientos.  Las 
demás  leyes  del  citado  título,  á  excepción  de  la  8.*^,  9.*  y  10, 
se  ocupan  del  gobierno  y  dirección  de  estas  casas,  como 
también  de  la  jurisdicción  del  hermano  mayor  y  Juez  con- 
servador del  Hospital  general  de  Madrid. 

El  tít.  XXXIX  está  consagrado  al  socorro  y  recogimien- 
to de  los  pobres,  conteniendo  oportunas  disposiciones,  ya 
para  que  éstos  sólo  puedan  pedir  limosna  en  los  pueblos  de 
su  naturaleza,  ya  para  que  no  traigan  consigo  á  sus  hijos 
mayores  de  cinco  años,  ya  para  socorrer  á  los  vergonzantes 
por  medio  de  personas  diputadas  para  ello,  ya  para  recoger 
en  su  hospicio  á  los  verdaderos  necesitados,  ya,  en  fin,  esta- 
bleciendo diputaciones  de  barrio  para  el  socorro  de  jornale- 
ros y  enfermos. 

Después  se  han  dictado  otras  varias  disposiciones,  de  las 
cuales  nos  haremos  cargo  al  tratar  de  las  Jimtas  de  Benefi- 
cencia. 

En  cuanto  á  la  bula  de  San  Pío  V  acerca  de  la  reducción 

« 

de  hospitales  en  España^  diremos  tan  sólo  por  vía  de  ante- 
cedente, que  la  piedad  de  los  fieles,  y  principalmente  del 
clero,  erigió  muchos  establecimientos  de  esta  índole,  pues 
había  poblaciones  que  contaban  con  veinte,  treinta  y  hasta 
cincuenta  hospitales,  cuyas  rentas  se  gastaban  casi  por  com- 
pleto en  administradores  y  empleados.  De  aquí  que  se  soli- 
citara su  reducción,  la  cual  se  llevó  á  efecto  de  acuerdo  en- 
tre las  dos  potestades. 

Los  hospitales  así  reducidos  tomaron  el  nombre  de  ge- 
nerales, y  el  Consejo  de  Castilla  resolvía  las  cuestiones  que 
se  suscitaban,  acerca  de  su  administración  y  otros  puntos 
relativos  á  los  mismos.  S.  Pío  V  expidió  dos  bulas,  una  en 
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6  de  Diciembre  de  1566  y  la  otra  en  9  de  Abril  de  1567,  á 
petición  y  súplica  de  D.  Felipe  II,  y  en  su  virtud,  mediante 
provisión  del  Consejo  para  su  ejecución,  se  verificó  en  Ma- 
drid la  reunión  de  once  hospitales,  de  la  cual  resultó  el 
Hospital  general  puesto  á  cargo  de  un  Ministro  del  Consejo^ 
como  protector  á  nombre  de  éste,  hasta  el  año  1749  que  el 
señor  D.  Fernando  VI  le  dio  nueva  forma  por  medio  de  or- 
denanzas y  creación  de  una  junta  para  su  régimen  y  gobier- 
no. Igualmente  se  encargó  al  Consejo  y  sala  primera  de  go- 
bierno la  reducción  y  conservación  de  los  hospitales  del 
reino  (1). 

IV 

Las  capillas  de  los  hopitales  pueden  ser  públicas  ó  priva- 
das; y  en  uno  y  otro  caso  tienen  los  Obispos  el  derecho  de 
visitarlas. 

Los  Capellanes  de  estos  establecimientos  están  en  el  de- 
ber de  administrar  los  sacramentos  de  la  penitencia,  comu- 
nión y  extremaunción  á  los  acogidos  en  ellos;  asi  como  tam- 
bién el  de  asistirlos  in  articulo  mortis,  proporcionarles  con- 
suelos espirituales^  celebrar  el  Santo  sacrificio  de  la  Misa, 
y  levantar  las  demás  cargas  impuestas  en  la  fundación. 

En  el  mismo  caso  se  encuentran  las  cárceles  públicas  y 
hospicios,  si  bien  respecto  á  las  capillas  de  las  primeras  de- 
be procurai^se  que  el  presbiterio  y  altar  estén  separados 
con  reja  del  paraje  donde  los  presos  asisten  á  la  Misa  y 
otros  actos  del  culto,  con  objeto  de  evitar  abusos  é  irreve- 
rencias. 


Los  establecimientos  de  beneficencia  en  España  están 
sujetos,  á  excepción  de  los  que  sean  de  patronato  eclesiás- 
tico, á  la  autoridad  civil;  de  modo  que  los  Obispos  sólo  pue- 


(1)    Nota  á  la  ley  11,  tít.  XXX VIII,  libro  VII  de  la  Nov.  Recop. 
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den  visitarlos  en  lo  espiritual,  y  poner  en  conocimiento  del 
Gobierno  ó  de  las  autoridades  administrativas  los  abusos  ó 
faltas  que  adviertan  en  su  parte  económica. 

Varias  son  las  disposiciones  que  se  han  dictado  en  Espa- 
ña con  relación  á  esta  materia. 

La  Constitución  de  1812,  en  su  art.  321,  número  6.^,  en- 
cargó á  los  Ayuntamientos  que  cuidasen  de  los  hospitales, 
hosgiLcios,  casas  de  expósitos  y  demás  establecimientos  de 
beneficencia,  bajo  las  reglas  que  se  prescriban. 

La  ley  de  23  de  Enero  de  1822  dispuso  á  su  vez,  que 
para  que  los  Ayuntamientos  pudieran  desempeñar  más  (ácil 
y  expeditamente  lo  prevenido  en  la  Constitución,  habría 
una  junta  municipal  de  beneficencia  en  cada  pueblo^  que 
debería  entender  en  todos  los  asuntos  de  este  ramo,  como 
auxiliar  de  su  respectivo  Ayuntamiento.  Esta  junta  había  de 
componerse,  en  las  capitales  ó  pueblos  de  cuatrocientos  ve- 
cinos ó  más,  de  las  siguientes  personas:  el  Afcalde  que  sería 
presidente  nato,  un  Regidor,  el  Cura  Párroco  más  antiguo, 
cuatro  vecinos,  un  Médico  y  un  Cirujano.  En  los  demás 
pueblos  de  menos  vecindario  se  limitaría  la  junta  á  siete 
personas,  á  saber:  el  Alcalde,  un  Regidor,  el  Cura  Párroco 
más  antiguo,  un  Médico,  y  en  su  defecto  un  Cirujano,  y  tres 
vecinos.  También  se  mandó  que  en  las  poblaciones  de  mu- 
cho vecindario  las  juntas  municipales,  con  la  aprobación  de 
su  respectivo  Ayimtamiento,  nombrasen  juntas  parroquiales 
que*  serían  presididas  por  el  Cura,  y  en  sus  ausencias  y  en- 
fermedades por  su  Teniente.  Las  Juntas  parroquiales  se  com- 
ponían de  ocho  individuos  vecinos  de  la  parroquia.  Igual- 
mente se  ordenó  que  los  fondos  de  beneficencia  se  dividieran 
en  dos  clases,  que  son:  generales  y  municipales.  Los  genera- 
les procedían  de  las  rentas,  consignaciones  y  arbitrios  que  las 
Cortes  asignasen  en  favor  de  este  importante  objeto;  y  los 
municipales,  de  los  derechos,  acciones,  censos  y  demás  arbi- 
trios particulares  que  poseyeran,  como  también  de  las  li- 
mosnas que  recolectasen  las 'juntas  respectivas  de  los  pue- 
blos. Por  último,  en  su  art.  40  previene:  que  los  objetos  que 
han  de  estar  bajo  la  dirección  y  vigilancia  de  las  jimtas  mu- 
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nicipales  son  las 'casas  de  maternidad,  las  de  socorro,  los 
hospitales  de  enfermos,  convalecientes  y  locos,  y  la  hospita- 
lidad y  socorros  domiciliarios. 

Por  la  ley  de  20  de  Junio  de  1849  se  declararon  públicos 
todos  estos  establecimientos;  sólo  se  exceptuaron,  conside- 
rándose como  particulares,  los  que  se  costeen  exclusivamen- 
te con  fondos  propios  donados  6  legados,  por  los  mismos 
particulares,  cuya  dirección  y  administración  esté  confiada 
á  corporaciones  autorizadas  por  el  Gobierno  para  este  efec- 
to, ó  á  patronos  designados  por  el  fundador.  Los  estableci- 
mientos públicos  se  clasificaron  en  generales,  provinciales 
y  municipales.  Son  provinciales,  por  su  naturaleza,  las  ca- 
sas de  maternidad  y  de  expósitos  y  las  de  huérfanos  y  des- 
amparados. También  se  dijo  que  la  dirección  de  la  benefi- 
cencia correspondía  al  Gobierno;  y  para  auxiliar  á  éste,  se 
creó  en  Madrid  una  junta  general,  en  las  capitales  de  pro-^ 
vincia  juntas  provinciales,  y  en  los  pueblos  juntas  munici- 
pales. La  jimta  general  de  beneficencia  se  compone,  según 
dicha  ley,  de  un  Presidente  que  pombrará  el  Gobierno;  del 
Arzobispo  de  Toledo,  vicepresidente;  del  Patriarca  de  las 
Indias  y  del  Comisario  general  de  Cruzada,  como  individuos 
natos;  de  un  Consejero  Real  de  la  sección  de  Gobernación, 
y  otro  de  la  de  lo  Contencioso.  Las  Juntas  provinciales,  del 
Jefe  político  (1),  presidente;  del  Prelado  diocesano,  ó  quien 
haga  sus  veces  en  ausencia  y  vacante,  vicepresidente;  de  dos 
,  capitulares  propuestos  por  el  cabildo  al  Gobierno,  y  donde 
no  hubiere  catedral,  de  dos  eclesiásticos  que  propondría  el 
Prelado;  de  un  diputado  provincial,  un  consejero  provincial 
y  un  médico.  Las  juntas  municipales  se  componían  á  su  vez, 
del  Alcalde  ó  quien  haga  sus  veces,  presidente;  de  un  Cura 
párroco  en  los  pueblos  donde  no  hubiere  más  de  cuatro  pa- 
rroquias; de  dos  donde  pasaren  de  este  número;  de  un  Re- 
gidor, de  dos  en  el  caso  de  exceder  de  cuatro  el  número  de 
los  que  componen  el  Ayimtamiento;  del  Médico  titular,  y  en 
su  defecto  de  un  facultativo. domiciliado  en  el  pueblo;  de  un 


(1)    Hoy  Gobernador  civil. 
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vocal  más,  si  los  vecinos  del  pueblo  no  llegan  á  doscientos, 
y  de  dos  si  exceden  de  este  número.  Todos  estos  vocales  ha- 
bían  d©  nombrarse  por  elJefe  político  á  propuesta  del  Al- 
calde. También  formaba  parte  de  la  junta  el  patrono  de  un 
establecimiento  que  estuviese  destinado  á  socorrer  hijos  del 
pueblo,  con  tal  que  estuviere  domiciliado  en  el  mismo;  y  si 
fueren  varios,  de  dos  que  había  de  proponer  el  Alcalde.  En 
la  misma  ley  se  dispone  que  los  Obispos,  en  desempeño  de 
su  ministerio  pastoral,  pueden  visitaí*  los  establecimientos 
de  beneficencia  de  sus  respectivas  diócesis  y  poner  en  co- 
nocimiento de  los  Jefes  políticos,  de  la  junta  general  ó  del 
Gobierno,  las  observaciones  que  juzguen  beneficiosas  á  loa 
mismos,  y  no  fueren  de  su  propia  competeneia.  Por  último, 
las  juntas  municipales  habían  de  organizar  y  fomentar  todo 
género  de  socorros  domiciliarios.  Al  frente  de  cada  junta 
subalterna  de  estos  socorros  estaba,  por  regia  general,  un 
eclesiástico  que  había  de  nombrar  el  Alcalde  á  propuesta  de 
la  junta  municipal.  Igualmente  se  consigna  que  los  Cm^as 
párrocos  lo  están,  por  razón  de  su  ministerio,  al  de  las  jun- 
tas parroquiales  de  beneficencia  domiciliari'a. 

Pero  aun  esta  pequeña  intervención  dada  al  clero  por  la 
potestad  temporal,  quedó  derogada  por  disposiciones  poste- 
riores. 

El  decreto  de  16  de  Junio  de  1873  mandó  que  la  benefi- 
cencia general  y  particular  constituyese  un  solo  servicio  ad- 
ministrativo, bajo  el  nombre  genérico  de  Beneficencia  de  lii 
República  federal,  encomeadado  á  la  iniciativa  y  adminis- 
tración particulares^  bajo  la  alta  inspección  del  Gobierno 
central,  ejercida  por  su  Ministerio  de  la  Gobernación.  En 
dicho  decreto  se  dispuso  también  que,  las  asociaciones  y 
fundaciones  particulares  de  beneficencia  que  interesen  á  co- 
lectividades indeterminadas  continuarán  encomendadas  al 
gobierno  y  administración  de  sus  respectivos  directores  ó 
patronos  fundacionales,  subrogados  ó  sustitutos.  Y  que  los 
establecimientos  de  beneficencia  general  del  Estado  se  en- 
comendasen á  la  dirección  y  administración  de  Juntas  de 
patronos  nombrados  por  el  Gobierno  de  la  República  fede- 
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ral,  sujetándose  á  la  legislación  común  de  la  beneficencia 
particular.  Es  más,  por  otro  decreto  de  22  de  Abril  del  mis- 
mo año,  se  trató  de  excluir  al  clero  de  toda  intervención 
espiritual  ea  dichos  establecimientos,  pues  pretendía  no  en- 
tender bajo  el  epígrafe  de  Directores  morales  á  los  ministros 
católicos,  ni  á  los  de  otro  culto.  Y  no  fué  esto  solo,  sino  que 
por  el  decreto  de  25  de  Junio  del  propio  año  quedaron  su- 
primidas las  plazas  de  capellanes  de  los  establecimientos  pe- 
nales. Así  desgraciadamente  se  entiende  y  se  practica  la  li- 
bertad en  España. 

El  citado  decreto  de  22  de  Abril  aprobó  también  la  ins- 
trucción general  para  los  establecimientos  benéficos  nacio- 
nales. Estos  son  de  tres  clases:  primera,  los  hospitales;  se- 
gunda, hospicios;  y  tercera,  las  casas  de  educación  ó  cole- 
gios para  huérfanas.  En  el  mismo  decreto  se  dice  que  el 
Ministro  de  la  Gobernación,  p6r  conducto  de  la  sección  de 
Beneficencia,  ejerce  la  tutela  é  inspección  superior  de  los 
establecimientos  benéficos  generales.  En  todos  los  esta- 
blecimientos á  cargo  del  Gobierno  habrá,  según  su  des- 
tino, un  Director  ó  Directora,  con  habitación  y  despacho 
dentro  del  mencionado  establecimiento,  que  será  el  Jefe  su- 
perior local  inmediatamente  responsable  ante  el  Gobierno. 
También  habrá  un  Secretario  Contador  ó  Secretaria  Conta- 
dora, quien  sustituirá  en  ausencas  y  enfermedades  al  Di- 
rector. 

Para  todo  lo  relativo  á  salubridad;  higiene  y  servicio 
médico-farmacéutico  se  delega  la  inspección  del  Gobierno 
en  un  Visitador  general  de  Beneficencia. 

Por  decreto  de  30  de  Diciembre  del  citado  año  de  1873 
se  aprobó  otra  instrucción  para  el  ejercicio  del  protectorado- 
en  las  instituciones  particulares  de  dicha  ín(lole.  En  esta 
instrucción  se  dijo  corresponder  al  Gobierno  dicho  protec- 
torado, cuyo  ejercicio  continuaría  confiado  al  Ministro  de 
la  Gobernación,  quien  lo  desempeñará  por  la  Sección  de 
Beneficencia  particular,  por  los  Gobernadores  de  provincia 
y  por  las  Juntas  del  ramo.  Este  protectorado,  sin  embargo, 
no  comprende  más  que  las  facultades  necesarias  para  lograr 

iNST    DB  DBRBCBO  CANÓNICO  —  TOMO  II  25 


386 

que  sea  cumplida  la  voluntad  de  los  fundadores  en  lo  que 
interese  á  colectividades  indeterminadas.  T  aun  todavía  se 
limita  su  misión  á  la  de  velar  por  la  higiene  y  por  la  moral 
pública,  cuando  se  trata  de  asociaciones  benéficas  creadas  y 
reglamentadas  por  la  libre  voluntad  de  los  mismos  asocia- 
dos y  sostenidas  exclusivamente  con  las  cuotas  obligatorias 
de  éstos,  como  también  en  los  establecimieiitos  propios  de 
los  que  los  gobiernen  y  adm  nistren. 

A  pesar  de  esto,  el  Gobierno  se  reservó  el  nombramien- 
tr,  suspensión,  destitución  y  renovación  total  ó  parcial  de 
las  Juntas  provinciales  y  muni3ipales  y  de  las  de  patronos, 
que  han  de  ejercer  en  su  nombre  el  patronazgo  que  por  ley 
ó  por  título  d3  fundación  le  corresponde. 

Las  Juntas  provinciales  de  beneficencia  particular  cons- 
tarán, según  esta  instrucción,  de  siete  á  once  vocales,  veci- 
nos de  la  capital  de  provincia.  Estas  Juntas  durarán  cuatro 
años,  y  los  individuos  que  las  formen  serán  renovados  por 
mitad  en  cada  bienio.  La  misma  Junta  nombra  Presidente  y 
Secretario  de  entre  bus  vocales  al  empezar  su  ejercicio,  ó 
bien  cuando  vacaren  aquellos  cargos. 

De  igual  modo  el  Gobierno  creará  Juntas  municipales  de 
beneficencia  particular,  con  audiencia  de  la  provincial  res- 
pectiva, en  los  pueblos  apartados  de  la  capital  que  tuvieren 
instituciones  del  ramo  numerosas  ó  muy  ricas.  Estas  Juntas 
han  de  constar  de  cinco  á  nueve  individuos.  Los  períodos  de 
su  duración  y  renovación  y  las  condiciones  y  circunstancias 
de  sus  vocales  son  iguales  á  las  de  las  Juntas  provinciales. 

También  se  habla  de  las  Juntas  de  patronos  á  que  el  Go- 
bierno confiará  el  régimen  y  administración  de  las  institu- 
ciones que  por  ley  ó  por  fundación  correspondan  á  su  patro- 
nazgo, y  estas  juntas  no  tienen  duración  determinada,  ni  nú- 
mero fijo  de  vocales.  Finalmente,  se  ocupa  de  los  adminis- 
tradores provinciales  y  municipales,  siendo  propuestos  en 
terna  los  primeros  por  las  respectivas  Juntas  y  nombrados 
por  el  Ministro  de  la  Gobernación. 

Más  tarde,  ó  sea  por  decreto  de  27  de  Abril  de  1875,  se 
modificaron  varias  de  estas  disposiciones  agresivas  al  cato- 


387 

licísmo,  y  se  aprobó  una  nueva  instrucción  para  el  ejercicio 
•del  Protectorado  del  Gobierno  en  ki  Beneficencia.  En  él  se 
dijo  que  los  servicios  de  la  Administración  central,  conoci- 
dos hoy  con  las  denominaciones  de  Beneficencia  general  y 
particular,  constituirán  uno  solo,  bajo  el  nombre  genérico 
de  Beneficencia,  encomendado  á  la  iniciativa  y  adminis- 
tración particulares,  bajo  la  inspección  y  protectorado  del 
Gobierno,  ejercidos  por  el  Ministro  de  la  Gobernación  y  la 
Dirección  del  ramo.  También  se  dispuso  que  los  patronos  de 
establecimientos  ó  instituciones  benéficas  particulares,  cual- 
quiera que  sea  el  origen  legal  de  su  cargo,  serían  respetados 
y  protegidos  en  el  ejercicio  de  sus  derechos.  Y  que  los  esta- 
blecimientos benéficos  denominados  hoy  generales,  los  de 
patronazgo  del  Gobierno  ó  de  sus  delegados  y  agentes,  y 
todos  los  demás  particulares  huérfanos  temporal  ó  indefini- 
damente, en  todo  ó  en  parte,  de  los  patronos  que  les  designa- 
ran sus  respectivos  fundadores,  serán  encomendados  á  Jun- 
tas de  patronos. 

Luego  se  dictó  el  Real  decreto  de  28  de  Julio  de  1881, 
por  el  cual  se  modificaron  varios  artículos  de  la  instrucción 
últimamente  citada.  Pero  estas  modificaciones  se  refieren 
sólo  á  la  parte  administrativa  de  dichos  establecimientos, 
esto  es,  al  nombramiento,  suspensión,  destitución  y  renova- 
ción de  las  Juntas  provinciales  y  municipales,  sus  presu- 
puestos y  cuentas. 

Existe  una  instrucción  para  la  organización,  régimen, 
gobierno  y  administración  de  los  establecimientos  de  Bene- 
ficencia general,  aprobada  por  Real  decreto  de  27  de  Enero 
de  1885. 

Hay  también  Junta  de  señoras  creada  en  1875,  cuyas  fa- 
cultades se  determinan  en  los  Reales  decretos  de  27  de 
Abril  de  1875  y  8  de  Abril  de  1876,  y  art.  6.°  de  la  Instruc- 
ción de  1885. 

También  se  ha  dictado  un  Real  decreto  en  11  de  Enero 
de  1887  sobre  asilo  de  inválidos  del  trabajo. 

En  14  de  Marzo  de  1899  se  dictó  una  Real  orden  referen- 
te á  la  beneficencia  general  y  particular,  y  en  ella  se  dijo 
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que  los  servicios  de  la  Administración  central  conocidos  hoy 
con  la  denominación  de  beneficencia  general  y  particular^ 
continuarían  encomendados  á  la  inspección  y  protectorado- 
del  Gobierno  ejercidos  por  el  Ministro  de  la  Gobernación 
y  la  Dirección  correspondiente.  Dice  también,  que  son  ins- 
tituciones de  beneficencia  los  establecimientos  ó  asociacio- 
nes permanentes  destinados  á  la  satisfacción  gratuita  de  ne- 
cesidades intelectuales  ó  físicas,  como  escuelas,  colegios, 
hospitales,  casas  de  maternidad,  hospicios,  asilos,  manico- 
mios, pósitos.  Montes  de  Piedad,  Cajas  de  Ahorros,  y  otros^ 
análogos,  y  las  fundaciones  sin  aquel  carácter  de  permanen- 
cia, aunque  con  destino  semejante,  conpcidaa  comúnmente 
con  los  nombres  de  patronatos,  memorias^  legados,  obras  y 
causas  pías. 

Pertenecen  á  la  Beneficencia  general  todos  los  estableci- 
mientos clasificados  con  este  carácter,  los  cuales  seguirán 
rigiéndose  por  el  Real  decreto  é  Instrucción  de  27  de  Enera 
de  1885;  así  como  la  Beneficencia  particular  comprenderá 
todas  las  instituciones  benéficas  creadas  y  dotadas  con 
bienes  particulares  y  cuyo  patronato  y  administración  fue- 
ron reglamentados  por  los  respectivos  fundadores. 

En  las  fundaciones  benéficas  particulares  se  respetará 
siempre  la  voluntad  de  los  fundadores  y  sus  patronos,  cual- 
quiera que  sea  el  origen  legal  de  su  cargo.  Son  bienes  pro- 
pios de  la  Beneficencia  particular  todos  los  que  actualmente 
posean,  á  cuya  posesión  tengan  derecho  y  los  que  en  lo  su- 
cesivo adquiera  por  limosnas,  donación,  herencia  ó  cual- 
quiera otro  de  los  medios  establecidos  en  el  derecho  común'. 

Cuando  estos  bienes  constituyan  capital  permanente  de 
las  fundaciones,  deberán  convertirse,  si  ya  no  lo  estuvieren, 
en  inscripciones  intransferibles  de  la  renta  perpetua  al  4 
por  100  interior.  Si  consistieren  en  inmuebles  ó  derechos 
reales^  se  inscribirán  en  el  plazo  de  un  año  en  los  Registros 
de  la  propiedad  respectivos  á  nombre  de  las  fundaciones  á 
que  pertenezcan  hasta  que  se  realice  su  venta,  cuando  pro- 
ceda. Los  que  estén  representados  por  acciones  del  Banco 
-de  España  de  libre  disposición  se  convertirán  desde  luego 
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•en  inalienables  indefinidamente  á  nombre  de  las  fundacio- 
nes respectivas.  Las  instituciones  de  Beneficencia,  bien  sean 
actores,  bien  demandados,  litigarán  como  pobres,  así  en  los 
negocios  administrativos  y  contencioso -administrativos, 
como  en  los  ordinarios,  utilizando  al  efecto  todos  los  medios 
legales.  Los  bienes  y  rentas -de  las  instituciones  de  la  Bene- 
ficencia no  podrán  ser  objeto  de  procedimientos  de  apremio. 
El  protectorado  resolverá  la  forma  de  hacer  efectivas  las 
obligaciones  que  contra  ellas  resulten.  Este  protectorado 
continuará  confiado  al  Ministro  de  la  Gobernación,  quien 
lo  desempeñará  por  sí,  por  la  Dirección  general  correspon- 
diente y  por  los  Gobernadores  de  provincia.  Serán  auxilia- 
res del  Protectorado  las  Juntas  y  administradores  provin- 
ciales y  municipales,  las  Juntas  de  Patronos  y  los  Delegados 
j  demás  funcionarios  del  ramo;  quedando  derogadas  todas 
las  disposiciones  anteriores  sobre  la  misma  materia. 
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CAPÍTULO  XXV 

I.  La  Iglesia  necesita  de  bienes  para  el  sostenimiento  del  culto  y  ma- 
nutención de  sus  ministros,  y  tiene  derecho  inconcuso  para  ad- 
quirirlos  y  poseerlos:  opinión  contraria  de  los  herejes  y  razones  en 
que  la  apoyan:  su  refutación. — II.  Diferencia  entre  el  derecho  y  la 
forma:  medios  de  sustentación  del  culto  y  de  sus  ministros,  em- 
pleados según  las  circunstancias. — III.  Oblaciones:  qué  se  entiende- 
por  ellas:  sus  clases  y  autigítedad:  cuáles  sustituyeron  á  las  anti- 
guas: quién  recibía  éstas  y  de  quiénes  no  podían  tomarle,  según 
disposición  del  Concilio  de  Elvira:  disciplina  actual. — IV.  Derechos 
de  estola  y  pie  de  altar:  obligación  de  pagarlos:  lo  dispuesto  en  el 
Concordato  de  1861  (art.  33):  no  son  precio  de  las  cosas  santas  ni 
recompensa  por  el  trabajo:  doctrina  consignada  por  Alejandro  UI 
en  el  título  de  Simonía  (caps.  VIII  y  IX). 


La  Iglesia  es,  como  sabemos,  una  sociedad  perfecta,  ex- 
terna, visible,  la  cual  es  regida  y  gobernada  por  sus  legíti- 
mos pastores,  y  profesa  y  ejerce  un  culto  externo.  Ahora 
bien:  una  sociedad  tal,  no  puede  subsistir  ni  llenar  los  fines 
de  su  institución,  á  menos  que  posea  bienes  y  derechos  úti- 
les con  que  proveer  á  los  gastos  y  expensas  que  le  son  nece- 
sarios. Así  es  que  el  mismo  Cristo,  de  quien  recibió  su  régi- 
men, le  concedió  la  capacidad  necesaria  para  adquirir  bie- 
nes y  tener  en  ellos  verdadero  dominio;  cuya  capacidad  no» 
emana  por  consiguiente  de  concesiones  de  los  Príncipes. 
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La  Iglesia  poseyó  bienes  por  derecho  propio  desde  su 
mismo  origen.  Jesucristo,  su  fundador,  tuvo  su  erario  ó  caja 
común,  que  el  Evangelio  llama  lóculos,  para  subvenir  á  las 
necesidades  de  los  Apóstoles,  los  discípulos  y  los  pobres.  Los 
Apóstoles  imitaron  el  ejemplo  del  Maestro  Divino,  pues  como 
se  refiere  en  los  hechos  apostólicos,  todos  los  fieles  recién 
convertidos,  vendían  sus  bienes,  y  ponían  el  precio  á  dispo- 
sición de  aquéllos  para  que  de  ese  común  depósito  se  prove- 
yese á  las  necesidades  de  todos  (1).  Esto  mismo  observaron 
los  sucesores  de  los  Apóstoles  en  el  régimen  de  la  Iglesia, 
depositando  las  oblaciones  de  los  fieles  para  proveer  á  las 
necesidades  comunes. 

Es,  por  tanto,  grave  error  atribuir  á  la  república  civil  el 
dominio  de  los  bienes  eclesiásticos,  puesto  que  la  Iglesia  es 
una  sociedad  del  todo  diversa  de  aquella,  con  su  régimen 
propio  y  un  fin  esencialmente  diferente;  y  dicho  está  que  no 
puede  concebirse  sociedad  sin  medios  naturales  de  subsis- 
tencia. La  razón  humana,  dice  Golmayo,  viene  en  apoyo  de 
esta  doctrina,  y  de  acuerdo  con  la  razón  humana  está  la  his- 
toria de  todos  los  pueblos  en  los  tiempos  antiguos  y  mo- 
dernos. 

En  el  principio  del  capítulo  siguiente  se  refiere  la  repen- 
tina muerte  de  Ananías  por  haber  ocultado,  de  acuerdo  con. 
su  mujer  Zafira,  parte  del  precio  en  que  había  vendido  un 
campo,  con  cuyo  motivo  le  dijo  San  Pedro:  Anania  car  ten- 
t  tvit  sotanas  cor  tunm,  mentiri  te  Spiritui  Santo,  et  fraudari 
de  pretio  agri non  es  ínentitus  hominibus,  sed  Deo». 

Pero  es  lo  cierto  que  algunos  herejes,  á  pesar  de  tan  cla- 
ros y  evidentes  testimonios,  han  sostenido  opinión  contraria. 
Ellos  dicen  que  no  son  necesarios  los  bienes  á  la  Iglesia, 
porque  la  misión  de  ésta  es  orar.  Más  aun,  la  propiedad, 
afiaden,  conviene  al  ser  individual,  pero  no  al  colectivo,  que 
es  la  Iglesia.  Y  todavía  invocan  varios  la  ley  civil  como 


(1)     Act.,  cap.  2,  V.  46:  «  Possessiones  et  subatantiaa  vendebant  et  divi 
debant  illa  ómnibus  y  proal  caique,  op\m  erat.*   Id.,  c.  4,  v.  36:  «.Joseph 

aiitetn cum  haberet  agrutn,  venlidít  eum^  et  attulit  pretium,   et  posuit 

ante  pedes  Apostoloriim.9 
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principio  fundamental  y  suficiente,  para  alterar  las  bases  de 
este  sagrado  derecho. 

Increíble  parece  que  el  hombre,  ser  racional,  pueda  en-, 
tregarse  á  tan  absurdas  teorías  y  tan  equivocados  conceptos. 
Cierto  que  la  Iglesia,  representada  por  sus  legítimos  pasto- 
res, tiene  el  deber  de  orar;  pero  ni  éste  constituye  su  única 
misión  ni  los  medios  materiales  de  subsistencia  son  incom- 
patibles con  este  deber.  Por  lo  mismo  que  debe  orar,  nece- 
sita bienes  para  el  sostenimiento  de  sus  templos,  vasos  sa- 
grados, ornamentos  y  dotación  de  sus  ministros. 

En  efecto,  si  éstos  han  de  entregarse  á  la  oración  y  ad- 
ministración de  cosas  espirituales,  también  tienen  derecho 
á  que  los  fieles  le  procuren  medios  con  que  atender  á  su 
preciso  sustento,  porque  el  que  sirve  al  altar,  del  altar  debe 
vivir.  Y  esta  verdad  inconcusa  está  consignada  en  el  Evan- 
gelio de  San  Lucas  cuando  dice:  Dígnus  est,  enim  operarius 
mercede  sua.  También  San  Mateo  se  expresa  en  términos 
análogos;  y  por  último,  San  Pablo  manifiesta  que  es  de  de- 
recho natural  y  de  gentes,  porque,  como  dice:  ¿Quién  va 
jamás  á  campaña  á  sus  expensas?  ¿Quién  plantó  la  viña  y  no 
come  de  su  fruto?  ¿Quién  apacienta  ganado  y  no  se  alimen- 
ta con  su  leche? 

Pero  es  más,  si  los  ministros  de  Jesucristo  tienen  medios 
suficientes  para  su  desorosa  manutención,  claro  es  que  po- 
drán ejercer  con  más  fruto  y  más  constancia  su  sagrado  mi- 
nisterio, porque  así  no  tiene  que  distraerse  en  asuntos  y  co- 
sas temporales. 

Que  la  Iglesia  no  necesita  bienes,  porque  es  un  ^er  colec- 
tivo, sólo  puede  ocurrirse  á  una  inteligencia  enferma.  ¿Pues 
qué,  diremos  nosotros,  las  colectividades  no  se  forman  de 
individuos?  ¿Puede  existir  una  colectividad  allí  donde  no 
haya  individualidades?  Y  si  los  individuos  tienen  derecho  á 
la  propiedad,  ¿cómo  negársela  al  conjunto  de  estos  mismos 
'  individuos? 

Tampoco  la  ley  civil  puede  alterar  las  bases  de  este  de- 
recho. Ya  veremos  más  adelante  que  la  ley  no  crea  el  dere- 
cho de  propiedad,  sino  que  únicamente  le  protege  y  garan- 
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tiza.  Pero  aunque  así  no  fuera,  no  debe  olvidarse  qué  la 
Iglesia  es  diferente  del  Estado,  y  diferente  por  su  origen,  por 
sus  medios,  por  su  objeto  y  por  su  fin.  No  es,  por  tanto,,  la 
Iglesia  oomo  una  sociedad  cualquiera.  Ella  nace  perseguida 
desde  Belén  al  Calvario,  desde  su  origen  á  nuestros  días; 
y  sin  embargo,  se  extiende  por  todo  el  mundo.  ¿Qué  prueba 
esto?  Prueba  que  esta  sociedad  no  es  oreada  por  los  hom- 
bres, sino  instituida  por  Cristo.  ¿Cómo,  pues,  la  ley  civil  ha 
de  alterar  sus  bases?  ¿Cómo  ha  de  destruir  los  medios  nece- 
sarios para  su  misma  subsistencia,  si  es  sabido  que  la  Iglesia 
ha  de  durar  hasta  la  consumación  de  los  tiempos? 

Y  no  se  diga  que  el  hombre  no  necesita  de  culto,  porque 
es  un  ser  moral,  inteligente  y  libre.  Pues  bien,  para  soste- 
ner ese  culto  es  indispensable  un  medio,  y  este  medio  no 
puede  ser  otro  que  los  bienes  temporales,  esto  es,  la  pro- 
piedad. 

« 

II 

De  lo  expuesto  anteriormente  se  deduce  que  el  clero  tiene 
derecho  á  ser  alimentado  por  el  pueblo  cristiano,  y  que  esto 
se  funda  en  la  ley  natural  y  cristiana;  de  manera  que  los 
fieles  no  pueden  faltar  á  este  deber  sin  quebrantar  la  ley 
que  profesan.  Hasta  la  ley  mosaica  reconoció  este  mismo 
principio,  del  que  tenemos  ya  una  prueba  en  la  conducta  dé 
Abrahám  para  con  Melchisedech. 

Pero  la  forma  en  que  han  de  cumplirlo  es  de  derecho 
humano,  y  por  tanto,  variable,  según  los  tiempos  y  circuns-  • 
tancias.  Así  es  que  la  Iglesia  contó  en  un  principio  con  las 
oblaciones  voluntarias  de  los  fieles,  luego  con  rentas  y  pro- 
ductos de  sus  bienes  inmuebles,  diezmos,  primicias  y  pres- 
taciones obligatorias.  También  forman  parte  de  su  caudal 
los  censos,  precarias  y  feudos,  y  aun  las  mismas  asignacio- 
nes de  los  Gobiernos  y  subsidios  de  los  pueblos  y  de  los 
fieles. 

En  efecto,  además  de  las  oblaciones  espontáneas,  diez- 
mos y  primicias,  la  Iglesia  disfrutó  rentas  de  los  bienes  in- 
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muebles  que  poseyó  desde  su  principio,  y  principalmente 
desde  el  tiempo  de  Constantino.  También  adquirió  otros 
muchos  por  medio  de  las  precarias,  que  eran  unas  donacio- 
nes de  predios  que  los  fieles  hacían  á  la  Iglesia,  reserván- 
dose el  usufructo  de  los  mismos,  y  recibiendo  además  por 
derecho  usufructuario  un  duplo  de  los  bienes  eclesiásticos 
mientras  vivían  ellos  ó  sus  hijos  y  parientes,  según  lo  esti- 
pulado. De  igual  modo  aumentó  su  caudal  con  las  limosnas 
llamadas  redención  de  penitencias f  limosnas  que  hacían  los 
fieles  por  las  penitencias  canónicas.  Igualmente  con  los  cen- 
sos impuestos  en  favor  de  la  misma  Iglesia  sobre  predios 
poseídos  por  particulares.  Lo  mismo  puede  decirse  res- 
pecto de  los  feudos  concedidos  á  la  Iglesia  por  los  Prín- 
cipes ó  señores  poderosos  y  que  después  fueron  causa  de 
célebres  cuestiones,  conocidas  en  la  Historia  con  el  nombre 
de  investiduras.  Finalmente,  las  subvenciones  del  Estado, 
en  justa  compensación  de  los  bienes  eclesiásticos  vendidos 
por  el  mismo,  y  las  limosnas  de  los  fieles  cuando  la  dota- 
ción es  exigua,  todo  ello  constituye  lo  que  pudiéramos 
llamar,  aunque  impropiamente,  sistema  tributario  de  la 
Iglesia. 

III 

Entiéndese  por  oblaciones  aquellas  cosas  que  los  fieles 
dan,  religionis  intuitu,  para  uso  de  alguna  iglesia  ó  de  sus 
ministros  por  cualquiera  causa,  pero,  principalmente,  con 
ocasión  de  algún  ministerio  eclesiástico.  Todavía  puede  ex- 
plicarse su  concepto  en  menos  palabras;  pues  la  oblación  no 
es  otra  cosa  que  liberalidad  espontánea  por  amor  de  Dios  he- 
cha á  la  Iglesia  por  los  fieles,  Gtolm^y  o  la  define,  diciendo, 
que  es  ofrenda  voluntaria  de  cosa  mueble.  Bien  es  verdad 
que  también  afirma  que  en  su  acepción  más  general,  com- 
prende esta  palabra  tanto  las  cosas  muebles  como  las  in- 
muebles que  se  dan  á  la  Iglesia,  cualquiera  que  sea  el  uso  á 
que  se  destinen. 

Su  origen  es  antiquísimo,  pues  empezaron  á  existir  do3- 
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de  el  tiempo  de  los  Apóstoles.  En  efecto,  todos  los  fieles  se 
consideraron  obligados  á  contribuir  á  la  subsistencia  de  la 
naciente  sociedad  con  limosnas  y  oblaciones.  De  aquí  el  po- 
ner los  cristianos  el  precio  de  sus  bienes  en  manos  de  los 
Apóstoles,  para  que  lo  distribuyesen  entre  los  ministros  y 
los  pobres;  y  de  aquí  también  la  creación  de  los  diáconos 
en  un  concilio  de  Jerusalén,  con  objeto  de  que  se  encarga- 
sen de  la  administración  de  las  cosas  temporales.  Pero  es 
más;  los  Apóstoles  instituyeron  los  Ágapes  ó  convites  sagra- 
dos, que  consistían  en  que  cada  uno  de  los  fieles  ofreciera 
en  la  iglesia  pan,  vino  y  otras  especies,  y  consagrándose  una 
parte  de  aquel  pan  y  vino,  el  sobrante,  según  Donoso,  se 
empleaba  en  el  convite  sagrado  de  que  todos  eran  partíci- 
pes. Cierto  que  los  Ágapes  dejaron  de  existir  al  poco  tiem- 
po, á  causa  de  los  abusos  que  en  ellos  tuvieron  lugar;  pero 
se  conservaron  las  oblaciones,  aunque  con  el  carácter  de 
voluntarias,  recitándose  públicamente  en  la  iglesia  los  nom- 
bres de  los  oferentes. 

Estas  oblaciones  eran  de  tres  clases,  á  saber:  unas  se 
hacían  al  altar,  otras  fuera  del  altar,  y  las  terceras  al  admi- 
nistrar los  sacramentos,  en  las  exequias  por  los  difuntos ,  ó 
cuando  se  celebraban  en  la  iglesia  otros  oficios  sagrados. 

Las  primeras  tenían  lugar  al  tiempo  de  la  celebración 
del  sacrificio,  y  consistían  en  pan  y  vino,  ó  trigo  y  uvas  en 
tiempo  de  los  nuevos  frutos,  y  también  en  aceite  é  incienso» 
Del  pan  y  vino  se  tomaba  lo  indispensable  para  la  Eucaris- 
tía y  lo  demás  se  llevaba  á  casa  del  Obispo  para  distribuirlo 
á  los  clérigos  y  á  los  pobres.  Según  Tertuliano,  se  ofrecía 
igualmente  el  Sábado  Santo,  que  era  el  día  destinado  á  la 
solemne  administración  del  bautismo,  leche  y  miel,  porque 
se  acostumbraba  dar  á  los  recién  bautizados.  Pero  la  mayor 
parte  de  los  canonistas  consideran  que  estas  últimas  obla- 
ciones se  hacían  fuera  del  altar.  Esta  opinión  parece  tanto 
más  acertada,  cuanto  que  ya  el  Concilio  Trulano,  en  su  ca- 
non 57,  prohibe  ofrecer  al  altar  miel  y  leche;  pero  esta  mis- 
ma prohibición  indica  que  en  algún  día  hubo  de  admitirse 
dicha  ofrenda. 
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Estas  prestaciones,  llamadas  también  Eucarísticas,  con- 
cluyeron cuando  los  fieles  dejaron  de  comulgar  en  la  misa, 
siendo  sustituidas  por  el  estipendio  que  se  ofrece  hoy  al 
sacerdote.  Sin  embargo,  existen  aun  en  España  algunas  pro- 
vinciaSi  como  las  Vascongadas,  donde  todavía  se  satisfacen 
en  especie  al  tiempo  de  consagrarse  los  Obispos. 

Las  oblaciones  de  fuera  del  altar  consistían  en  dinero, 
legumbres,  frutas,  aves  y  otras  semejantes.  Se  hacían  dia- 
riamente, por  semanas  ó  meses,  á  voluntad  de  los  fieles  y 
según  su  riqueza,  y  ée  depositaban  en  una  arca  llamada  Cor- 
hona,  que  había  dentro  de  la  Iglesia.  Después  se  introdujo 
el  gazophilacio^  lugar,  en  la  parte  exterior  del  templo,  des- 
tinado también  para  recibir  estas  limosnas. 

Entre  las  oblaciones  que  se  hacían  al  altar  y  fuera  del 
altar  había  la  diferencia  de  que  la*s  primeras  se  ofrecían 
principalmente  para  el  sacrificio,  mientras  que  las  segundas 
se  destinaban  desde  luego  para  el  alimento  de  los  clérigos 
y  de  los  pobres.  Esto  no  obstante,  debemos  advertir  que  de 
esta  clase  de  ofrendas  se  tomaba  lo  necesario  para  comprar 
ornamentos,  vasos  sagrados,  y  cuanto  era  indispensable 
para  el  culto.  Estas  oblaciones  han  quedado  reducidas  ac- 
tualmente á  la  ofrenda  que  se  hace  el  Viernes  Santo  al  ado- 
rar la  Cruz,  las  limosnas  que  se  depositan  en  las  cajas  ó  ce- 
pillos de  las  iglesias,  y  las  demás  que  se  colectan  en  las  mis> 
mas  con  algún  fin  piadoso. 

La  tercera  clas3  de  oblaciones  eran  las  que  se  hacían, 
como  dicho  es,  al  tiempo  de  las  exequias,  ó  cuando  los  fieles 
recibían  los  sacramentos,  6  en  ciertos  oficios  sagrados.  Con- 
sistían también  en  dinero  6  en  especies,  siendo  enteramente 
voluntarias.  Pero  á  fuerza  de  repetirlas  llegaron  á  conver- 
tirse en  costumbres  piadosas,  y  más  adelante,  cuando  falta- 
ron á  los  ministros  del  altar  los  medios  de  sustentación, 
vino  la  ley  á  darles  su  apoyo  haciéndolas  obligatorias.  Des- 
de esta  época  dejaron  ya  de  ser  verdaderamente  tales  obla- 
ciones, cambiándose  su  nombre  por  el  de  obvenciones,  ó 
sea  por  los  derechos  conocidos  con  el  nombre  de  estola  y 
pie  de  altar. 
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Las  oblaciones  libres  6  voluntarias  se  recibian  por  el 
Obispo,  estando  su  administración  á  cargo  de  un  clérigo  á 
quien  se  daba  el  nombre  de  ecónomo,  el  cual  sustituyó  á  los 
diáconos.  Este  ecónomo  obraba  en  todo  con  arreglo  á  lo  que 
le  ordenaba  el  Obispo.  Esto  mismo  se  observaba  en  Espa- 
ña, como  lo  demuestra  el  canon  XXI  del  Concilio  I  de  Bra- 
ga, en  el  que  se  estableció  que  si  los  fieles  ofreciesen  alguna 
cosa,  bien  por  la  festividad  de  los  mártires,  bien  por  las 
conmemoraciones  de  los  difuntos,  sea  depositada  fielmente 
en  uno  de  los  clérigos;  y  al  tiempo  designado,  sea  una  ó  dos 
veces  al  año,  se  divida  entre  todos  los  clérigos,  pues  que- re- 
sulta no  pequeña  discordia  de  la  misma  desigualdad,  si  cada 
uno  se  apropia  lo  que  se  ha  ofrecido  en  su  semana. 

El  Concilio  de  Elvira  en  su  canon  XXVIII,  dispone:  que 
el  Obispo  no  debe  recibir,  dádiva  del  que  no  comulga.  Y  entién- 
dese que  no  comulga,  no  sólo  aquel  que  está  privado  de  la 
percepción  de  la  Eucaristía,  sino  también  el  que  carece  de 
derecho  de  comunión  y  sociedad  cristiana;  así  es  que  cual- 
quiera que  estuviese  privado  de  ambas  comuniones  ó  de  una 
de  las  dos,  se  decía  que  no  se  hallaba  en  jcomunión;  tal  su- 
cedía á  los  extraños,  excomulgados,  catecúmenos,  peniten- 
tes, energúmenos,  peregrinos  y  á  los  clérigos  que  estaban 
sin  letras  comunicatorias  reducidos  á  la  comunión  peregri- 
na, pues  á  todos  estos  se  llamaban  no  comunicantes.  Laa 
ofrendas  y  donativos  de  éstos  no  podían  ser  recibidos,  según 
este  canon,  por  el  Obispo,  porque  se  jugaba  que  Dios  no 
admitía  con  mucha  gratitud  la  oblación  del  que  no  podía 
tomar  el  sagrado  cuerpo  de  su  Hijo;  por  lo  cual,  con  razón 
reputaba  la  Iglesia  estos  dones  como  pútridos. 

Además  de  estas  personas,  había  otras  cuyas  ofrendas 
desechaba  también  la  Iglesia;  tales  eran  los  pecadores  pú- 
blicos, herejes,  sacrilegos,  opresores  de  los  pobres,  usure- 
ros manifiestos  y  otros. 

Conforme  al  derecho  de  las  Decretales,  requiérese  para 
la  lícita  recepción  de  estas  oblaciones:  1.^  Que  no  hay^  al- 
guna intención  simoniaca,  para  lo  cual  preciso  es  observar 
si  procede  ó  no  de  mera  liberalidad  ó  gratitud  del  oferente» 
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2.^  Que  la  oblación  no  sea  de  cosas  injustamente  adquiridas^ 
ó  debidas  á  otro  por  justicia,  caridad  6  piedad,  á  fin  de  que 
se  entienda  que  la  Iglesia  en  ningún  caso  intenta  perjudicar 
el  derecho  ajeno  (1). 

Las  leyes  civiles  españolas  reconocen  también  esta  clase 
de  oblaciones. 

La  ley  10.*,  tít.  XIX,  Partida  1.*,  se  ocupa  precisamente 
de  las  personas  cuyas  ofrendas  deben  desechar  los  clérigos. 
T  son  estas  personas,  dice:  «assi  como  aquellos  que  han 
»  enemistad  ó  malquerencia  con  sus  christianos,  e  non  quie- 
»  ren  aver  paz  con  ellos,  e  les  buscan  mal  concejeramente, 
»  e  gelo  fazen.  E  contra  esto  dixo  Sant  Cebrián:  Que  quien 
»  non  ha  paz  con  su  christiano,*  podiendola  aver,  que  non 

*  la  puede  aver  con  Dios.  E  otrosi  los  que  apremian  los  po- 
»  bres,  faciéndoles  mal:  e  contra  esto  dixo  Nuestro  Señor 
»  Jesu  Christo  en  el  Evangelio:  Que  quien  quiere  mal  a  los 

*  pobres  aborrece  á  el  mismo,  e  quien  los  despreciaba,  6  les 
»  fazia  mal,  a  el  mismo  lo  fazia.  E  otrosi  los  que  furtan,  6 
»  roban  lo  ajeno.  E  sobre  esto  dixo  Sant  Agustín:  Que  nin- 
»  guno  non  se  podria  salvar,  si  non  tornasse  lo  que  oviesse 
»  tomado.  E  otrosi  los  que  dan  a  logro,  porque  lo  que  ganan, 

>  es  contra  derecho,  e  defendimiento  de  la  vieja  Ley  e  de  la 
»  nueva.  E  otrosi  las  malas  mujeres,  que  facen  maldad  de 
»  su  cuerpo.  E  contra  esto  dixo  Isay as  Profeta:  Non  tomaras 
»  gualardon  de  las  malas  mujeres.  E  otrosi  los  que  quebran- 
»  tran  las  Eglesia«,  e  toman  ende  algunas  cosas  por  fuerza. 
»  E  otrosi  los  que  tienen  barraganas  paladinamente,  e  los 
» que  fazen  simonías.  E  otrosi  los  clérigos  que  resoiben 
»  Eglesia  de  manos  de  legos  si  non  lo  fazen  por  algunas  de 
»  las  razones  que  dize  en  el  titulo  que  fabla.  Del  derecho 

>  de  Patronadgo,  que  han  los  omes  en  las  Eglesias.  E  otrosi 

>  los  que  se  acompañan  a  sabiendas  con  los  descomulgados 
»  de  la  mayor  descomunión:  de  ninguno  destos  non  deven 
»  los  clérigos  rescebir  ofrendas,  si  manifiestamente  ovieren 

>  fecho  tales  pecados,  nin  de  los  otros  que  fizieren  grandes 


(1)    Cap.  III,  de  Usuri»:  cap.  II,  de  Raptor, 
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>  yerros,  e  desaguisados  paladinamente,  e  esto  se  deve  en- 
»  tender,  en  quanto  duraren  en  tales  pecados,  e  non  quieren 
»  fazer  penitencia  dellos.» 

Los  títulos  XXVni  y  XXIX,  Ubro  I  de  la  Novísima  Reoo- 
pilación  también  tratan  de  la  demanda  de  limosnas  volunta- 
rias; pues  el  tít.  XXVIII  se  ocupa  de  ios  qüestóres  de  las  ór- 
denes y  demandantes;  requisitos  para  que  los^ frailes  puedan 
pedir  limosna,  como  asimismo  los  ermitaños;  de  las  licen- 
cias que  deben  obtenerse  y  reglas  para  las  qüestaciones  de 
los  Regulares  mendicantes.  El  tít.  XXIX  se  refiere  á  la  re- 
dención de  cautivos  cristianos,  y,  por  tanto,  habla  de  las  li- 
mosnas que  pueden  pedirse  con  tal  objeto. 

Respecto  á  si  las  oblaciones  voluntarias  pertenecen  ó  no 
al  Párroco,  según  la  nueva  disciplina,  heaquí  la  regla  que 
establecen  generalmente  los  canonistas.  Todas  las  oblacio- 
nes que  se  hacen  dentro  de  los  límites  de  una  parroquia,  co- 
rresponden por  derecho  común  al  Párroco  del  lugar,  ora  se 
hagan  dentro  ó  fuera  de  la  iglesia  parroquial,  bien  en  capi- 
lla ú  oratorios  privados,  ó  á  alguna  devota  imagen  que  se 
venere  en  casas  particulares,  á  menos  que  milite  en  contra 
una  costumbre  legítimamente  introducida,  ó  conste  ser  otra 
la  intención  y  voluntad  de  los  oferentes.  La  razón  de  esta 
aserción  es  porque,  siempre  que  no  conste  lo  contrario,  se 
presume  que  esas  oblaciones  se  hacen  al  Párroco  por  razón 
de  la  cura  de  almas,  de  la  administración  de  sacramentos  y 
otros  oficios  sagrados. 

Mas  convienen,  empero,  en  que  si  consta  suficientemente 
ser  la  voluntad  de  los  oferentes  que  sus  oblaciones  se  apli- 
quen á  la  fábrica  ú  ornato  de  la  iglesia,  ó  á  otra  causa  pía, 
ó  para  comodidad  del  sacerdote  celebrante,  se  debe  satisfa- 
cer esta  intención  y  aplicar  conforme  á  ella  las  oblaciones; 
pues  siendo  éstas  voluntarias,  el  donante  ú  oferente  es  ar- 
bitro para  destinarlas  al  objeto  que  le  agrade.  Lo  mismo 
debe  decirse  cuando  una  legítima  costumbre  aplique  tales 
oblaciones,  no  al  Párroco,  sino  á  la  iglesia,  ó  á  otro  lugar  6 
cosa  pía. 

De  esto  se  deduce :  1.^  Que  las  oblaciones  que  se  hacen 


400 

en  las  capillas,  oratorios  6  en  otros  lugares  piadosos  donde 
se  venera  alguna  imagen,  no  pertenecen  al  Párroco,  sino  á 
la  capilla  ó  iglesia,  para  el  ornato  de  ella,  ó  para  el  culto  de 
la  imagen,  porque  la  costumbre  adjudica  esas  oblaciones  al 
fin  expresado,  y  al  mismo  fin  tiende  también  la  intención 
de  los  oferentes,  como  advierte  muy  bien  el  Cardenal  Luca: 
2.®  Que  las  oblaciones  que  se  hacen  en  las  cajas  6  cepillos 
colocados  dentro  ó  fuera  de  las  iglesias,  tampoco  pertenecen 
al  Párroco,  sino  á  la  iglesia  misma,  ó  al  fin  determinado 
con  que  se  hayan  hecho,  por  el  cual  está  también  la  costum- 
bre y  la  intención  de  los  donantes. 

Finalmente,  las  oblaciones  que  se  hacen  en  las  iglesias 
de  Regulares  pertenecen  á  éstos  y  no  al  Párroco;  porque  si 
bien  aquéllos  residen  en  el  territorio  de  la  parroquia,  no  son 
de  la  parroquia  ni  reciben  del  Párroco  los  sacramentos. 

IV 

Los  derechos  de  estola  y  pie  de  altar  son  oblaciones  de- 
bidas, esto  es,  que  pueden  exigirse  con  arreglo  á  la  tasa  ó 
cuota  fijada  por  el  Obispo;  tales  son,  los  estipendios  ó  emo- 
lumentos que  se  dan  al  Párroco  ó  á  otros  ministros  sagrados, 
por  razón  de  algún  ministerio  personal. 

Ya  hemos  dicho  que  desde  antiguo  acostumbraron  los 
cristianos  á  dar  algunas  limosnas,  según  su  piedad  y  bienes 
de  fortuna,  cuando  recibían  los  sacramentos  ó  se  les  dispen- 
saban otros  sagrados  oficios;  así  como  también,  que  estas 
limosnas  ú  oblaciones  tenían  el  carácter  de  voluntarias;  y 
que  por  su  repetición  y  continuo  uso  vinieron  luego  á  ser 
consideradas  como  laudables  costumbres:  de  modo  que  eran 
muy  pocas,  y  hasta  mal  miradas,  las  personas  que  pudien- 
do  hacerlas,  prescindían  de  esta  costumbre  inmemorial  en- 
tre los  cristianos. 

El  Concilio  IV  de  Letrán,  teniendo  en  cuenta  las  necesi- 
dades de  aquellos  tiempos  y  la  falta  de  medios  para  el  sos- 
tenimiento de  los  ministros  de  Jesucristo,  si  bien  mandó  que 
se  administrasen  los  sacramentos  y  otros  oficios  sagrados, 
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sin  exigir  ninguna  erogación,  dijo  al  propio  tiempo  que  los 
fieles  fuesen  obligados  á  prestar  las  oblaciones  de  costumbre; 
y  que  aun  pudiesen  ser  compelidos  por  el  Obispo  los  que  re- 
husasen prestarlas:  Sacramenta  aunt  libere  conferenda:  cogit 
tamen  Ordinarim  Laicos  observare  laudabiles  consttetudines  (1). 
Más  claro,  el  Concilio  condena  la  avaricia  de  ciertos  cléri- 
gos que  exigían  dinero  por  las  exequias  de  los  difuntos, 
bendiciones  de  los  que  contraen  matrimonio  y  por  otros 
actos  religiosos,  presentando  impedimentos  ficticios,  cuan- 
do no  satisfacían  su  deseo;  pero  á  la  vez  reprueba  la  perver- 
sidad de  algunos  legos,  que  bajo  frivolos  pretextos  trabaja- 
ban por  derogar  la  costumbre  laudable,  introducida  por  la 
piedad  de  los  fieles,  de  ofrecer  alguna  cantidad  con  motivo 
de  dichos  actos.  En  una  palabra,  prohibe  las  injustas  exac- 
ciones, y  manda  se  observen  las  costumbres  piadosas. 

Estas  obvenciones  no  son  iguales  en  todas  partes,  ni 
existe  una  disposición  general  acerca  de  la  cantidad  que 
debe  ofrecerse  por  cada  uno  de  los  oficios  sagrados;  así  es 
que  en  cada  diócesis  hay  sus  reglas  especiales,  fundadas,  ya 
en  la  costumbre,  ya  en  decretos  sinodales.  (Generalmente  se 
fijan  por  el  Obispo,  que  es  á  quien  corresponde  este  de- 
recho. 

El  Párroco  ó  Sacerdote  que  exige  obvenciones  que  no  le 
son  debidas,  ó  que  las  exige,  excediendo  la  tasa  fijada  por 
la  autoridad  competente,  es  reo  de  injusticia  y  de  simonía. 
De  injusticia,  porque  vulnera  el  derecho  ajeno,  quedando 
obligado  á  la  restitución.  De  simonía,  porque  infringe  las 
leyes  de  la  Iglesia  dictadas,  con  motivo  de  religión,  en  ho- 
rror de  la  simonía.  T  esto  es  más  que  verosímil,  dice  Suárez, 
aun  cuando  el  Sacerdote  pretenda  que  no  exige  la  cosa  tem- 
poral como  precio  de  la  cosa  sagrada,  sino  como  subsidio  á 
su  honesta  sustentación;  pues  es  cierto  que  la  Iglesia,  al  per- 
mitir las  exacciones  de  que  se  trata,  ha  querido  que  ellas 
sean  determinadas  por  el  Obispo. 

Es  más,  si  la  codicia,  raíz  de  todos  los  males,  dice  el  Tri- 


(1)    Cap.  XLII,  de  Simonía. 
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dentino,  llegare  á  dominar  en  tanto  grado  a  cualquiera  clé- 
rigo ó  legOy  que  presumiere  invertir  en  su  propio  uso,  y 
usurpar  por  sí  ó  por  otros,  con  violencia^  6  infundiendo  te- 
rror, ó  con  cualquiera  otro  artificio  los  bienes,  frutos,  eíno- 
Iwnentos  ú  obvenciones  de  alguna  iglesia  6  de  cualquiera  be- 
neficio secular  ó  regular;  ó  presumiere  estorbar  que  los 
perciban  las  personas  á  quienes  de  derecho  pertenecen,  que- 
de sujeto  á  la  excomunión  por  todo  el  tiempo  que  no  resti- 
tuya; y  si  fuese  clérigo,  quede  además  privado  de  cuales- 
quiera beneficios,  inhábil  para  obtener  otro,,  y  suspenso  á 
voluntad  de  su  Obispo,  del  ejercicio  de  sus  órdenes,  aun 
después  de  estar  absuelto,  y  haber  satisfecho  enteramente  (1). 

Mas  si  todo  esto  es  una  verdad,  no  lo  es  menos  que  las 
legítimas  obvenciones  son  obligatorias  por  parte  de  los  fie- 
les. Los  ministros  de  la  religión  pueden,  por  tanto,  exigir 
los  derechos  de  estola  y  pie  de  altar  fijados  por  el  Ordina- 
rio. Esto  con  tanto  mayor  motivo  respecto  á  España,  cuanto 
que  forman  parte  de  su  exigua  dotación  en  el  Concordato 
de  1851. 

El  art.  33  del  mismo^  dice  así:  «La  dotación  de  los  curas 
en  las  parroquias  urbanas  será  de  3.000  á  10.000  reales;  en 
las  parroquias  rurales  el  mínimum  de  la  dotación  será  de 
2.200.  Los  coadjutores  y  ecónomos  tendrán  de  2.O0O  á  4.000 
reales.  Además  los  curas  propios,  y  en  su  caso  los  coadjuto- 
res, disfrutarán  las  casas  destinadas  á  su  habitación  y  los 
huertos  ó  heredades  que  no  se  hayan  enajenado^  y  que  son 
conocidos  con  la  denominación  de  iglesiarios,  mansos  ú 
otras. 

También  disfrutarán  los  airas  propios  y  stís  coadjutores 
la  parte  que  les  corresponda  en  los  derechos  de  estola  y  pie  de 
altar. :^ 

Es  visto,  por  consiguiente,  que  el  clero  puede  exigir  es- 
tos derechos;  y  la  autoridad  temporal  debe  proceder  contra 
los  morosos  á  petición  de  parte,  en  la  forma  y  modo  que 
determinan  nuestras  leyes  (2). 

(1)  Cap.  XI,  de  Reform.,  Ses.  XXII. 

(2)  En  4  de  Mayo  de  1870  mandó  el  Presidente  de  la  Audiencia  de 
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Aparte  de  esto,  la  Iglesia  puede  emplear  distintos  medios 
para  obligar  á  ios  fieles  al  cumplimiento  de  este  deber.  He 
taquf  la  doctrina  de  Santo  Tomás  con  relación  á  la  materia: 
IBl  carácter,  dice,  de  las  oblaciones  es  voluntario;  pero  se 
hace  obligatorio  cuando  media  contrato  6  promesa,  costum- 
bre 6  necesidad  de  parte  de  los  ministros  de  la  Iglesia  por 
carecer  de  recursos  para  vivir,  en  cuyo  caso  la  autoridad 
-eclesiástica  podrá  castigar  con  la  privación  de  los  sacramen- 
tos á  las. personas  que  no  satisfacen  las  oblaciones  debidas, 
<>  niegan  al  clero  el  necesario  sustento. 

No  se  crea,  empero,  que  los  derechos  de  estola  y  pie  de 
altar  son  precio  de  las  cosas  santas,  porque  ni  se  dan  cosas 
espirituales  por  temporales,  ni  se  miran  como  recompensa 
del  trabajo,  sino  como  medio  de  sustentación  de  los  minis- 
tros del  altar.  Ojalá  pudieran  suprimirse  estos  emolumen- 
tos, porque  el  clero  tuviera  lo  suficiente  para  atender  á  su 
precisa  subsistencia. 

No  se  opone,  pues,  á  esta  doctrina  el  mandato  de  Jesucris- 
to á  los  Apóstoles:  gratis  accepistis,  gratis  date,  porque  los 
sacerdotes  del  Señor  no  exigieron  nunca  retribución  alguna 
por  los  actos  propios  de  su  sagrado  ministerio. 

En  una  palabra,  los  derechos  de  estola  y  pie  de  altar  se 
miran  sólo  como  un  medio  de  sustentación,  no  bajo  ningún 
otro  concepto;  y  en  este  sentido  se  les  debe  por  los  fieles,  así 
por  título  de  justicia  como  de  religión. 

El  mismo  Jesucristo  aprobó  con  su  ejemplo  y  doctrina 
•este  derecho  del  sacerdocio,  puesto  que  las  piadosas  muje- 
res que  le  seguían  suministraban  al  mismo  y  á  los  Apóstoles 
lo  necesario  para  la  vida;  y  por  otra  parte,  previno  á  éstos 
y  á  los  discípulos,  cuando  les  mandó  evangelizar,  que  reci- 
bieran hospedaje  y  alimentos  de  los  habitantes  de  las  ciuda- 
des y  lugares  que  recorriesen. 

Sentado  esto,  veamos  qué  actos  son  los  que  devengan  se- 
mejantes derechos.  Se  devengan  derechos  parroquiales  por 


la  Corufia  que  en  los  Juzgados  de  primera  instancia  no  se  admitiesen 
demandas  sobre  el  pago  de  oblatas,  funerales  y  pie  de  altar.  Pero  esta 
disposición  arbitraria  fué  derogada,  en  18  de  Marzo  de  1872. 
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la  administración  de  los  sacramentos  del  bautismo  y  matri- 
monio, pero  no  por  la  de  la  Sagrada  Eucaristía,  confesión 
y  extramaunción;  también  se  devengan  por  los  funeraleSi. 
transportes  y  aniversarios  de  los  fieles  difuntos;  y  por  el 
festival,  como  misas  solemnes,  procesiones,  novenarios  y 
otros  actos  semejantes. 

El  Obispo  no  puede  llevar  derechos  por  la  administra- 
ción del  orden  y  de  la  confirmación,  y  por  esto  Ensebio  de 
Ancira  habló  en  el  Concilio  de  Calcedonia  del  abuso  intro- 
ducido por  algunos  de  exigir  derechos  en  la  ordenación  dé- 
los presbíteros,  como  en  testimonio  de  honor  y  dependen- 
cia; cuyo  abuso  se  halla  terminantemente  condenado  en  el 
Concilio  n  de  Braga,  celebrado  el  año  de  572,  el  cual  dice- 
en  el  canon  III:  «Que  en  las  ordenaciones  de  los  clérigos- 
Ios  Obispos  no  reciban  lucro  alguno,  sino  que,  conforme 
está  escrito,  den  gratis  lo  que  gratuitamente  recibieron  de^ 
Dios^  ni  la  gracia  de  Dios  é  imposición  de  manos  se  vendan 
por  precio;  pues  los  antiguos  estatutos  de  los  Padres,  ha- 
blando de  las  ordenaciones  eclesiásticas,  se  explicaron  asir 
€  Anatema  al  que  da  y  al  que  recibe.* 

Además,  el  Santo  Concilio  Tridentino  declaró  que  de- 
biendo estar  muy  distante  del  orden  eclesiástico  toda  sos- 
pecha de  avaricia,  no  percibieran  los  Obispos  ni  los  demás 
que  confieren  órdenes,  ni  sus  ministros,  bajo  ningún  pre- 
texto, cosa  alguna  por  la  colación  de  cualesquiera  de  ellos, 
ni  aun  por  la  de  la  tonsura  clerical,  ni  por  las  dimisorias  ó- 
testimoniales,  ni  por  el  sello,  ni  por  ningún  otro  motivo, 
aunque  la  ofrezcan  voluntariamente  (1). 

Hoy  rige,  empero,  el  decreto  dado  por  Inocencio  XI,  co-^ 
nocido  con  el  nombre  de  Tasa  Inocenciana.  En  este  docu- 
mento se  dice  expresamente  que  el  ordenante  ó  Prelado  que 
confiere  los  órdenes,  puede  recibir  la  vela  de  cera  que  se 
ofrece  por  los  ordenandos,  pero  que  ni  el  Obispo  ni  su  Vica- 
rio general  ú  otros  oficiales  pueden  exigir  ni  admitir  ofren- 
da alguna  aunque  sea  voluntaria,  por  la  administración  de 


(1)    Cap.  I,  de  Meform.,  Ses.  XXL 
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la  confirmación  ó  colación  de  la  tonsura  y  de  los  órdenes; 
j  esta  disposición  es  de  carácter  general,  según  repetidas 
declaraciones  de  la  Sagrada  Congregación  del  Concilio. 

De  aquf  que  los  Obispos  sólo  perciban  en  la  administra- 
ción de  estos  sacramentos,  bien  la  vela  de  cera  de  que  antes 
.se  ha  hablado,  bien  una  moneda  tan  insignificante  que  no 
merece  hablarse  de  ello. 

No  obstante  todo  lo  dicho,  sostienen,  los  jansenistas  que 
la  Iglesia  no  debe  llevar  emolumento  alguno  por  la  admi- 
nistración de  los  sacramentos,  y  se  fundan  en  el  canon  48 
del  Concilio  de  Elvira,  el  cual  dispone:  que  se  corrija  la 
Acostumbre  de  echar  ditero  en  la  concha  aquellos  que  se  bauti- 
zan^ no  sea  que  parezca  que  el  sacerdote  concede  por  precio  lo 
que  graciosamente  recibió 

Pero  este  canon  no  prohibe  las  oblaciones  voluntarias; 
y,  en  su  consecuencia,  los  llamados  hoy  derechos  de  estola 
y  pie  de  altar  que  sucedieron  á  las  ofrendas  hechas  al  tiem- 
po de  recibir  los  sacramentos.  Lo  que  prohibió  fué  que  se 
echase  dinero  en  la  concha  al  tiempo  de  bautizar,  por  la 
inconveniei^cia  mezquina  de  entregarlo  en  el  acto  mismo 
4e  administrar  el  sacramento.  Tan  cierto  es  esto^  que  en  el 
■Concilio  II  de  Braga  se,  estableció:  «que  cada  Obispo  mande 
por  sus  iglesias  que  si  los  que  ofreciesen  sus  hijos  pequeños 
al  bautismo  dan  alguna  cosa  por  voto  propio^  sea  admitido; 
pero  si  á  causa  de  su  pobreza  nada  tienen  que  ofrecer,  no 
jse  les  tome  violentamente  por  los  clérigos  prenda  alguna > 

Para  concluir,  nos  haremos  cargo  de  la  doctrina  con- 
BÍgnada  por  Alejandro  III  en  el  título  de  Simonta^  capítu- 
los vm  y  IX. 

En  el  primero  de  estos  capítulos,  dice  el  Pontífice:  «es 
«imoniaco  recibir  precio  por  el  ingreso  en  religión,  por 
conceder  Frioratibus  vel  Capéllis,  por  instituir  Prelados, 
por  conceder  sepultura,  por  el  crisma,  por  el  oleo  santo, 
por  las  bendiciones  de  los  casados  ó  por  otros  sacramentos; 
ni  vale  la  costumbre  en  contrario.»  En  el  cap.  IX,  que  re- 
sume lo  precedente,  se  expresa  en  estos  términos:  Horribile 
nimis  estf  quod  in  quibusdam  Eccles^iis  locum  venalitas  perhi- 
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belur  haberef  ita  ut  pro  Episcopü  vel  Ahbatibus  seu  quíbus^ 
eumque  personis  Ecclesiasticis  ponendis  in  sedem,  sive  intro- 
ducendis  Presbyteris  in  Ecdesiam,  necnon  et  pro  sepulturis, 
et  exequiis  morttiorumf  et  henedictionibus  nubentium,  seu  aliis 
sacramentis  aliquid  requiratur.  PtUant  autem  plures  ex  hoc- 
lieerCf  quia  legem  mortis  de  langa  invaluisse  conauetudine  ar-- 
hitrantur^  non  attendentes^  quod  tanto  graviora  &unt  criminaf, 
quanto  diutius  infelicem  animam  tenuerunt  alligatam.  Ne  igi- 
tur  haec  de  costero  fiant,  vel  pro  p^rsonis  Ecclesiasticis  dedu- 
cendis  in  sedem,  vel  sacerdotibus  instituendis,  aut  sepelien-- 
dis  mortuiSj  seu  benedicendis  núbentibus^  seu  áliis  sacra- 
mentis  con/erendisy  seu  collatis  aliquid  exigatur,  districtius- 
prohibemus.  Si  quis  autem  contra  hoc  venire  praesumpserity 
portionem  cum  Giezi  se  noverit  habiturum. 

Pero  en  estas  disposiciones  se  habla  sólo  de  exigir  emo- 
lumentos por  cada  uno  de  dichos  actos.  Más  claro,  siempre^ 
y  en  todos  tiempos  se  ha  prohibido  que  los  ministros  deL 
altar  exijan  violentamente  cosa  alguna  por  la  administra- 
ción de  los  sacramentos;  mas  esto  no  impide  que  los  fieles 
estén  en  la  obligación  de  atender  á  su  precisa  subsistencia;, 
y  como  los  derechos  de  estola  y  pie  de  altar  forman  hoy 
parte  de  su  dotación,  de  aquf  el  deber  de  los  unos,  y  el  de- 
recho de  los  otros,  para  pagar  y  exigir  respectivamente  los. 
fijados  por  el  Ordinario. 
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CAPÍTULO  XXVI 


I.  Amortización  eclesiástica:  consideraciones  sobre  la  misma:  derechos 
de  los  Príncipes  en  esta  materia:  idea  de  las  leyes  amortizadoras 
en  el  sentido  que  llaman  alganos  pasivo,  y  en  el  activo. — II.  Des- 
de cuándo  se  dieron  en  Espafia:  doctrina  de  las  Partidas:  leyes  de 
la  Nov.  Recop.  relativas  á  este  punto:  principales  disposiciones  del 
decreto  de  las  Cortes  de  27  de  Septiembre  de  1820,  restablecido 
en  30  de  Agosto  de  1836:  ley  de  2  de  Septiembre  de  1841:  decreto 
de  26  de  Julio  de  1844,  y  ley  de  3  de  Abril  de  1845:  Concordato 
de  1861  en  lo  que  se  refiere  á  este  extremo. — III.  Ley  desamorti- 
zadorade  l.o  de  Mayo  de  1855:  Convenio  de  4  de  Abril  de  1860: 
Decretos  y  Reales  órdenes  posteriores.—  IV.  Diferencias  entre  las 
leyes  antiguas  sobre  amortización  y  las  modernas  desamortizado- 
ras:  diferencias  entre  la  propiedad  de  la  Iglesia  y  la  de  los  parti- 
culares. 


El  derecho  indisputable  de  la  Iglesia  para  adquirir  y 
poseer  bienes  inmuebles,  reconocido  por  los  Emperadores 
cristianos,  y  admitido  igualmente  por  todos  los  pueblos 
fundados  sobre  las  ruinas  del  Imperio  Romano,  la  propor- 
cionó grandes  riquezas  en  todas  partes,  y  esta  fué  sin  duda 
la  causa  de  que  se  dictaran  por  la  potestad  temporal  dispo- 
siciones restrictivas  de  aquel  derecho  en  casi  todos  los 
países  de  Europa.  En  una  palabra,  la  Iglesia  ha  estado  en 
posesión  constante  de  todos  sus  bienes,  hasta  que  en  los 
últimos  siglos  se  han  publicado  en  diferentes  reinos  le- 
yes de  amortización.  Estas  tienen  por  objeto  coartar  la 
facultad  de  adquirir  por  parte  de  la  Iglesia,  lo  cual  puede 
tpner  lugar,  según  Golmayo,  de  cuatro  maneras,  á  saber: 
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ó  absolutamente,  ó  hasta  cierta  medida,  ó  exigiendo  la 
liceneia  del  Príncipe  para  cada  adquisición  particular,  6 
pagando  desde  luego  un  tanto  por  ciento  del  valor  de  la 
cosa  adquirida. 

Pero  ño  debemos  confundir,  como  lo  hace  dicho  autor, 
las  leyes  amortizadoras  con  tais  desamortizadoras  propia- 
mente dichas.  Y  mucho  menos  la  Iglesia,  sociedad  divina, 
libre  ó  independíente,  con  aquéllas  otras  corporaciones  6 
personas,  llamadas  manos  muertas,  porque  en  su  poder  se 
estancan  los  bienes,  sacándolos  de  la  circulación  y  sin  po- 
derlos enajenar. 

Las  leyes  de  amortización  limitan  la  propiedad  de  la 
Iglesia,  restringen  su  libertad  para  la  adquisición  de  in- 
muebles, y  aun  prohiben  nuevas  adquisiciones,  pero  nada 
más,  á  diferencia  de  las  desamortizadoras,  que  desconocen 
en  absoluto  su  dominio,  y  hasta  procuran  despojar  á  la 
Iglesia  de  sus  legítimos  bienes  y  de  sus  indisputables  de- 
rechos. 

No  es  tampoco  la  Iglesia  una  corporación  en  cuyas  ma- 
nos se  amortiguan  ó  mueren  los  bienes.  Estos  están  siempre 
vivos  en  la  Iglesia,  porque  distribuye  sus  rentas  con  los  po- 
bres, y  porque  jamás  se  los  ha  negado  al  Estado  en  caso  de 
necesidad. 

Es  más:  la  propiedad  de  la  Iglesia  ha  sido  siempre  un  , 
dique  que  sujetaba  la  ambición  individual:  sus  bienes  han 
sostenido  constantemente  el  equilibrio  entre  los  ricos  y  los 
pobres.  Ved  si  no  cómo  se  extienden  y  desarrollan  en  el  día 
que  ha  faltado  ya  ese  equilibrio,  ciertos  principios  anárqui- 
cos y  atentatorios  de  todo  derecho,  que  es  posible  siembren 
un  día  no  lejano  la  devastación  y  la  muerte. 

Pero  sigamos;  las  leyes  amortizadoras  dieron  lugar  á 
una  lucha  continua  entre  el  sacerdocio  y  el  imperio,  y  á  la 
división  de  los  doctores  acerca  de  la  justicia  ó  injusticia  de 
las  disposiciones  contenidas  en  aquéllas.  Los  unos  defendían 
la  facultad  de  los  reyes  para  impedir  que  las  iglesias  adqui- 
riesen ilimitadamente;  porque  ninguna  corporación  tiene 
derecho,  según  ellos,  para  poseer  más  bienes  que  los  nece- 
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garios  para  cubrir  sus  necesidades,  cuya  teoría  aplicada  á 
la  sociedad  sería  de  funestas  consecuencias,  porque  como 
dicen  muy  bien  los  señorea  Laf  uente  y  Gómez  Salazar^  con- 
cluiría con  la  industria  y  el  trabajo,  cerraría  todas  las  fuen- 
tes de  la  prosperidad  pública,  y  abriría  las  puertas  al  socia- 
lismo y  comunismo.. Por  otra  parte,  ¿quién  iba  á  calificar 
el  límite  entre  lo  necesario  y  lo  superfino,  siendo  así  que  las 
necesidades  de  los  individuos^  como  de  las  corporaciones, 
son  muy  diferentes,  y  lo  que  es  superfino  en  unas  es  necesa-r 
rio  en  otras? 

Otros  doctores  negaban  á  los  poderes  civiles  semejante 
derecho,  como  atentatorio  á  la  inmunidad  eclesiástica,  por- 
que la  Iglesia  no  puede  reconocer  en  las  potestades  tempo- 
rales la  facultad  de  poner  trabas  ó  limitaciones  á  su  dere- 
cho de  adquirir  bienes,  ni  mucho  menos  la  de  prohibir  en 
absoluto  toda  adquisición,  pues  que,  además  de  otras  razo- 
nes en  favor  de  su  independencia,  por  este  medio  podría 
llegar  el  caso  de  carecer  de  lo.  absolutamente  necesario  para 
el  sostenimiento  del  culto  y  sus  ministros. 

Importa  poco  que  los  regalistas  defiendan  la  amortiza- 
ción, diciendo:  1.^  Que  ésta  no  afecta  á  la  Iglesia  sino  á  los 
particulares,  porque  á  éstos  son  á  quienes  se  les  prohibe  do- 
nar sus  bienes  en  favor  de  aquélla.  2.**  Que  así  como  la  Igle- 
sia prohibe  vender  sus  bienes,  el  Estado  tiene  idéntico  de- 
recho con  relación  á  los  de  propiedad  particular.  3.**  Que  no 
se  priva  á  la  Iglesia  del  disfrute  de  los  suyos,  sino  que  los 
aumente  con  perjuicio  del  Estado. 

Pero  estos  argumentos  son  de  mala  fe,  porque  se  fundan 
en  el  sofisma  y  en  el  error. 

Si  el  Estado  quita  á  los  fieles  la  facultad  de  dar  sus  bie- 
nes á  la  Iglesia,  ¿quién  sufre  el  perjuicio  sino  ella?  Por  otra  . 
parte,  si  el  Príncipe  fuera  el  llamado  á  declarar  cuándo  los 
bienes  son  útiles  ó  necesarios  á  la  Iglesia,  tendríamos  que 
ésta  estaría  en  cierto  modo  sometida  á  la  potestad  del  Prín- 
cipe, lo  cual  es  grave  error  contra  el  dogma  y  la  constitu- 
ción misma  de  la  Iglesia. 

Además  de  esto  no  hay  igualdad  entre  los  términos  de  la 
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comparación  que  hacen  en  el  segundo  argumento;  porque  la 
ley  civil  prohibe  que  se  den  bienes  á  la  Iglesia,  mientras 
ésta,  aunque  prohiba  su  enajenación  sin  ciertas  solemnida- 
des por  estar  sus  bienes  consagrados  á  Dios,  los  cede  y  dona^ 
caso  necesario,  en  favor  de  todo  el  mundo. 

En  cuanto  al  argumento  de  que.  las  leyes  amortizadoras 
no  privan  á  la  Iglesia  del  disfrute  de  sus  bienes,  basta  reco- 
rrer la  Historia  para  convencernos  desgraciadamente  de  lo 
contrario.  Verdad  es  que  estas  leyes  merecen  mejor  el  nom- 
bre de  desamortizadoras,  pero  ellas  son  legítima  consecuen- 
cia de  las  primeras.  Aparte  de  esto,  no  debe  olvidarse  que 
dichas  leyes  han  sido  dadas  por  los  mismos  regalistas,  que 
hipócritamente  sostuvieron  aquel  fundamento.  Pero  es  más: 
la  utilidad  ó  necesidad  de  las  leyes  debe  tenerlas  presente  el 
legislador,  y  como  las  leyes  de  esta  especie  afectan  á  la  Igle- 
sia, no  deben  darse  por  los  Príncipes,  sino  pactarse  entre 
ambas  potestades. 

Conviene,  por  tanto,  que  si  las  iglesias  llegan  á  poseer 
más  bienes  de  los  que  le  son  necesarios,  y  esta  acumulación 
pudiese  perjudicar  al  Estado,  lo  cual  se  dice  fácilmente 
pero  no  se  prueba,  como  asientan  los  Sres.  Lafuente  y  Gó- 
mez Salazar,  en  este  caso  puede  recurrirse  á  la  Silla  Apos- 
tólica por  la  potestad  secular,  en  la  seguridad  de  que  sus 
pretensiones  serán  atendidas,  si  son  justas,  como  lo  demues- 
tra evidentemente  la  historia  de  todos  los  tiempos. 

En  resumen:  la  Iglesia  jamás  podrá  reconocer  en  princi- 
pio estas  limitaciones,  que  tienden  á  menoscabar  su  natural 
libertad  é  independencia.  De  aquí  que  proteste  siempre  con 
razón,  como  quien  usa  de  un  medio  de  justa  defensa,  contra 
la  prohibición  de  adquirir  establecida  en  algunos  reinos.  Si 
los  Príncipes  consideran  llegado  el  caso  de  restringir  ó  li- 
mitar los  derechos  de  la  Iglesia  en  este  punto,  deben  acudir 
con  respeto  y  sumisión  al  Romano  Pontífice,  quien  resolve- 
rá lo  más  conveniente  á  los  intereses  de  ambas  potestades. 

Resta  sólo  ocuparnos  del  doble  sentido  que  tien^  la  pala- 
bra amortización:  uno  es  activo  y  el  otro  pcísivo. 

El  activo  consiste  en  la  profanación  de  los  bienes  ecle- 
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siásticoe,  sacándolos  al  mercado  público,  para  que  vayan  á 
manoB  de  los  particulares;  esto  es,  en  la  desamortización 
propiamente  dicha. 

El  pasivo  enfla  restricción  ó  limitación  que  el  Principe  ó 
la  autoridad  temporal  pone  á  las  adquisiciones  de  la  Iglesia. 

Por  esto  decíamos  al  principio,  que  las  leyes  amortizado- 
ras  no  debían  confundirse  con  las  desamortizadoras;  pues 
si  bien  unas  y  otras  se  comprenden  generalmente  en  la  pa- 
labra amortización,  es  lo  cierto  que  son  muy  diferentes, 
como  lo  prueba  el  liecho  de  ser  explicadas  en  diverso  senti- 
do, es  decir,  en  el  activo  y  en  el  pasivo. 

II 

Algunos  autores  hacen  subir  el  origen  de  las  leyes  amor- 
tizadoras  hasta  los  Godos,  asegurando  que  ya  el  Conci- 
lio III  de  Toledo  exigió  la  licencia  del  Rey  para  las  ei^aje- 
naciones  á  favor  de  las  iglesias.  Pero  ni  en  este  Concilio, 
ni  en  el^Fuero  Juzgo,  ni  en  la  historia  de  aquellos  tiempos 
hay  indicio  alguno  de  semejante  determinación.  En  efecto, 
el  canon  XV  del  insinuado  Concilio  á  que  aquéllos  se  refie- 
ren, dice  así:  «Si  alguno  de  los  siervos  del  fisco  construye- 
re iglesias  y  las  dotare  de  su  pobreza,  debe  cuidar  el  Obis- 
po por  medio  de  sus  preces,  que  la  autoridad  real  lo  confir> 
me.»  Como  se  ve,  no  se  prohibe  en  este  canon  la  adquisi- 
ción por  parte  de  las  iglesias;  él  trata  únicamente  de  su 
construcción  y  primera  dotación  por  los  siervos  del  fisco, 
cuya  providencia  no  puede  ser  más  justa;  pues  no  debía 
dicho  siervo  de  enajenar  sus  bienes  sin  real  permiso,  toda 
vez  que  estaban  éstos  afectos  ai  desempeño  de  su  cargo. 
Pero  de  esto  á  sostener  que  en  dicho  Sínodo  se  establecie- 
ron leyes  de  amortización,  hay  una  gran  diferencia;  porque 
precisamente  en  esta  época  se  otorgaron  á  la  Iglesia  espa- 
ñola grandes  privilegios  é  inmunidades.  Y  que  los  Obispos 
estaban  bien  lejos  de  pensar  en  establecer  semejantes  leyes, 
lo  prueba  de  una  manera  cumplida  el  contenido  de  la 
ley  12,  tít.  II,  lib.  IV  del  Fuero  Juzgo.  «Los  clérigos,  ó  los 
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monges,  é  las  monjas  que  non  han  heredero  í^sta  séptimo 
gradOy  é  non  mandan  nada  de  sus  cosas,  la  Eglesia  á  quien 
aiervien  lo  deve  aver  todo.» 

De  aquí  que  puede  afirmarse,  que  las  primeras  leyes  de 
amortización  en  España  son  las  de  los  Fueros;  pues  los 
Reyes,  tan  luego  como  iban  conquistando  territorios,  con- 
cedían á  sus  iglesias  con  exclusión  de  otras,  el  derecho  de 
adquirir  propiedad.  Así  lo  demuestra  el  fuero  dado  á  Tole- 
do por  D.  Alonso  VI,  fuero  que  confirmaron  más  tarde  sus 
sucesores,  extendiéndolo  también  á  las  principales  ciuda- 
des por  ellos  conquistadas.  Por  esto  vemos  que  Alonso  VIII 
sancionó  dicha  ley  en  el  fuero  que  dio  á  Cuenca,  aunque  no 
habla  en  él  de  las  iglesias,  sino  de  los  monasterios.  D.  Fer- 
nando II  adoptó  esta  misma  legislación  para  el  reino  de 
León  y  la  sancionó  en  las  Cortes  de  Benavente  en  1181,  y 
después  su  hijo  y  sucesor  Alonso  IX,  que  conquistó  á  Cáce- 
res,  se  la  dio  entre  las  demás  leyes  de  su  fuero.  El  Saiito 
Rey  D.  Femando  III,  que  confirmó  el  fuero  Toledano,  lo 
extendió  con  la  ley  de  amortización  á  Murcia,  Jaén,  Córdo- 
ba, Carmona,  Niebla  y  Sevilla;  pudiendo  decirse  que  llegó 
á  ser  ley  general  en  los  dos  reinos  de  Castilla  y  de  León 
unidos  bajo  su  reinado. 

Esta  ley  amortizadora  estuvo  vigente  por  espacio  de 
muchos  años,  si  bien  fué  revocada  varias  veces  por  dife- 
rentes Monarcas. 

Pero  se  forman  las  Partidas,  y  en  ellas  se  consigna  una 
doctrina  enteramente  contraria.  La  ley  55,  título  VI,  Par- 
tida 1.*  dice,  que  puede  cada  uno  dar  de  lo  suyo  á  la  Igle- 
sia cuanto  quisiere,  salvo  si  el  Rey  lo  hubiese  defendido 
por  sus  privilegios,  ó  por  sus  cartas.  La  ley  4.*,  tít.  XXI  de 
la  misma  Partida  establece,  que  los  clérigos  pueden  hacer 
testamento  de  sus  cosas;  mas  si  alguno  muere  ab  intestato  y 
sin  parientes  dentro  del  cuarto  grado,  dispone  que  lo  here- 
de la  iglesia  en  que  era  beneficiado.  «E  si  en  muchas  Egle- 
»  sias  oviessen  beneficio,  que  lo  partiessen  entre  todas,  se- 
»  gund  que  viessen,  que  oviessen  llevado  de  cada  una.  E  los 
>  bienes  del  clérigo,  que  ansi  muriesse,  develos  recabdar 
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»  lealmente  el  Perlado  de  aquel  logar,  do  fuesse,  para  dar 
»  a  cada  Eglesia  su  parte,  derechamente.  E  si  non  oviesse 
»  beneticio,  mando^  que  fuesse  de  la  Eglesia,  onde  servia: 
»  ca  razón  es,  que  aquella  sea  su  heredera,  que  lo  allegó  á 
»  Dios,  pues  que  otro  pariente  non  avia.»  También  la  ley  2.*, 
título  III  de  la  Partida  6.*  establece  quiénes  pueden  ser  he- 
rederos, y  entre  éstos  cita  á  la  Eglesia  de  cada  un  lugar  hon- 
rado ^  que  fué  hecho  para  servicio  de  Dios^  e  obras  de  piedad. 

Vemos,  por  tanto>  que  las  Partidas  concluyeron  con  las 
leyes  amortizadoras,  dado  caso  que  existieran  algunas  en  la 
fecha  de  su  publicación. 

Esta  misma  doctrina  se  consigna  en  la  ley  1.^,  titulo  V, 
libro  I  de  la  Novísima  Recopilación,  donde  se  dice:  «Que 
las  cosas  legítimamente  dadas  á  las  iglesias,  se  guarden 
siempre  en  ellas».  Es  más,  las  leyes  5.*  y  6.*  del  mismo  títu- 
lo y  libro  prohiben  que  se  tomen  ú  ocupen  las  rentas  de  las 
iglesias,  ni  sus  bienes,  los  de  monasterios  y  personas  ecle- 
siásticas. Sólo  es  permitido,  según  la  ley  8.*,  que  el  Rey  pue- 
da tomar,  caso  de  necesidad,  la  plata  de  las  iglesias,  con  tal 
que  después  la  restituya  enteramente. 

Pero  en  el  reinado  de  D.  Juan  II  se  da  la  ley  12.*  del  an- 
tedicho libro  y  título,  en  virtud  de  la  cual  se  impone  á  fa- 
vor del  Estado  el  quinto  de  los  bienes  raíces  que  se  donasen, 
vendiesen  ó  de  otra  cualquier  manera,  y  por  cualquier  títu- 
lo, se  transmitiesen  á  las  iglesias.  De  aquí  que  algunos  en- 
tiendan que  el  citado  Monarca  reconoció  en  las  manos 
muertas  el  derecho  de  adquirir  bienes  inmuebles,  toda  vez. 
que  se  limitó  á  imponer  la  alcabala  del  20  por  100  sobre  el 
valor  de  aquéllos;  pero  otros  creen  que  la  ley  de  amortiza- 
ción estaba  vigente,  y  que  D.  Juan  II  no  hizo  más  que  esta- 
blecer una  pena  contra  los  transgresores.  Mas  los  que  tal 
opinan  incurren  en  grave  error,  porque  si  la  ley  amortiza- 
dora  hubiera  estado  vigente,  la  enajenación,  á  favor  de  ma- 
nos muertas^  hubiera  sido  nula,  que  es  la  pena  del  fuero 
Toledano  y  del  de  Córdoba. 

Don  Carlos  III  fué  quien,  por  real  resolución  de  10  de 
Marzo  de  1763,  prohibió  admitir  instancias  de  manos  muer- 
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tas  para  la  adquisición  de  bienes,  aunque  fuesen  vestidas  de 
la  mayor  piedad  y  necesidad.  Y  no  fué  esto  sólo,  sino  que 
por  la  ley  21.*  del  título  y  libro  antes  citados,  renovó  la  ob- 
servancia del  Fuero  de  Córdoba,  prohibiendo  de  que  sus 
vecinos  vendan  ni  den  bienes  inmuebles  á  ninguna  orden, 
excepto  á  la  Catedral.  También  dio  instrucciones  especiales 
para  la  observancia  de  la  ley  de  amortización  en  los  reinos 
de  Valencia  y  Mallorca,  cuya  ley  estaba  alfí  establecida 
desde  los  tiempos  de  la  reconquista  por  D.  Jaime  I  de 
Aragón. 

Por  Real  decreto  de  D.  Carlos  IV,  expedido  en  San  Ilde- 
fonso á  21  de  Agosto  de  1795,  y  cédula  del  24  del  propio 
mes,  se  impuso  un  15  por  100  de  todos  los  bienes  raíces  y 
derechos  reales  que  en  lo  sucesivo  adquiriesen  las  manos 
muertas  en  todos  los  reinos  de  Castilla  y  León,  y  demás  de 
sus  dominios  en  que  no  estuviese  establecida  la  ley  de  amor- 
tización. Asimismo,  dio  nueva  instrucción  para  la  obser- 
vancia de  la  ley  araortizadora  en  el  reino  de j Valencia. 

Pero  en  estos  últimos  tiempos  se  han  dado  varias  y  muy 
contrarias  disposiciones  relativas  á  este  asunto,  tomando  ya 
las  leyes  de  amortización  muy  distinto  carácter. 

En  efecto,  por  decreto  de  las  Cortes  de  27  de  Septiem- 
bre de  1820,  restablecido  en  30  de  Agosto  de  1836,  se  pro- 
hibió á  las  manos  muertas  adquirir  bienes  de  ningún  género 
y  por  ningún  título.  He  aquí  el  tenor  expreso  del  art.  15  del 
decreto  últimamente  citado:  cLas  iglesias,  monasterios,  con- 
ventos y  cualesquiera  comunidades  eclesiásticas,  asi  secula- 
res como  regulares;  los  hospitales,  hospicios,  casas  de  mise- 
ricordia y  enseñanza;  las  cofradías,  hermandades,  enco- 
miendas y  cualesquiera  otros  establecimientos  permanentes, 
sean  eclesiásticos  ó  laicales,  conocidos  con  el  nombre  de 
manos  muertas,  no  puedan  desde  ahora  en  adelante  adqui- 
rir bienes  algunos  ,  raíces  ó  inmuebles  en  provincia  alguna 
de  la  monarquía,  ni  por  testamento,  ni  por  donación,  com- 
pra, permuta,  decomiso  en  los  censos  enfitéuticos,  adjudi- 
cación en  prenda  pretoria  ó  en  pago  de  réditos  vencidos,  ni 
por  otro  título  alguno^  sea  lucrativo  ú  oneroso.» 
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Y  todavía  el  art.  16  extiende  aun  más  esa  prohibición^ 
pues  dice:  cque  tampoco  puedan  en  adelante  las  manos 
muertas  imponer  ni  adquirir  por  título  alguno  capitales  de 
censo  de  cualquiera  clase,  impuesto  sobre  bienes  raíces,  ni 
impongan  ni  adquieran  tributos,  ni  otra  especie  de  grava- 
men  sobre  los  misnios  bienes,  ya  consista  en  la  prestación 
de  alguna  cantidad  de  dinero  ó  de  cierta  parte  de  frutos,  ó 
de  algún  servicio  á  favor  de  la  mano  muerta^  y  ya  en  otras 
reposiciones  anuales.» 

Pero  este  artículo  fué  luego  modificado  por  la  ley  de  3 
de  Mayo  de  1837,  que  permitió  dotar  á  los  establecimientos 
de  instrucción  pública  con  efectos  de  rédito  fijo. 

Más  tarde  se  dio  la  ley  de  2  de  Septiembre  de  1841,  por 
la  que  se  declararon  bienes  nacionales  todas  las  propieda* 
des  del  clero  secular  en  cualesquiera  clase  de  predios,  de- 
rechos y  acciones  de  cualquier  origen  y  nombre  que  sean, 
y  con  cualquiera  aplicación  ó  destino;  como  igualmente  los 
bienes,  derechos  y  acciones  correspondientes  á  las  fábricas 
de  las  iglesias  y  á  las  cofradías.  Y  no.fué  esto  solo,  sino  tam-- 
bién  se  declararon  en  venta  todas  las  fincas,  derechos  y  ac- 
ciones del  clero  catedral,  colegial,  parroquial,  fábricas  de 
las  iglesias  y  cofradías  de  que  acabamos  de  ocuparnos. 

Se  exceptúan,  empero,  de  esta  venta:  1.®  Los  bienes  per- 
tenecientes á  prebendas,  capellanías,  beneficios  y  demás 
fundaciones  de  patronato  de  sangre  activo  y  pasivo.  2.^  Los 
bienes  de  cofradías  y  obras  pías  procedentes  de  adquisicio- 
nes particulares  para  cementerios  y  otros  usos  privativos  á 
sus  individuos.  3.*^  Los  bienes,  rentas,  derechos  y  acciones 
que  se  hallen  especialmente  dedicados  á  objetos  de  hospita- 
lidad, beneficencia  6  instrucción  pública.  4.**  Los  edificios 
de  las  iglesias  catedrales,  parroquiales,  anejos  ó  ayudas  de 
parroquia.  5.**  El  palacio  morada  de  cada  Prelado,  y  la  casa 
que  habiten  los  curas  Párrocos  y  tenientes  con  sus  huertos 
ó  jardines  adyacentes. 

Así  continuaron  las  cosas  hasta  que  por  decreto  de  26  de 
Julio  de  1844  se  suspendieron  las  enunciadas  ventas;  y  por 
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la  ley  de  3  de  Abril  de  1845  se  mandaron  devolver  á  la  Igle- 
sia los  bienes  existentes. 

Celébrase  después  el  Concordato  de  1851,  donde  se  pro- 
cura poner  remedio  á  tantos  males,  fijando  á  la  vez  la  si~ 
tuación  del  clero. 

Importantes  son  á  nuestro  objeto  los  arts.  35,  38,  40  y  41 
del  enunciado  Concordato. 

Según  el  art.  35,  se  devolverían  desde  luego  y  sin  demo- 
ra á  las  comunidades  religiosas,  y  en  su  representación  á 
los  Prelados  diocesanos,  en  cuyo  territorio  se  hallen  los  con- 
ventos, ó  se  hallaban  antes  de  las  últimas  vicisitudes,  los 
bienes  de  su  pertenencia  que  aun  estuviesen  en  poder  del 
Gobierno  y  no  hubieran  sido  enajenados. 

Por  el  art.  38  se  determinan  los  fondos  con  que  ha  de 
atenderse  á  la  dotación  del  culto  y  del  clero,  previniéndose 
además,  que  se  devuelvan  á  la  Iglesia  todos  los  bienes  ecle- 
siásticos no  comprendidos  en  la  ley  de  1845,  y  que  todavía 
no  hayan  sido  enajenados,  incluso  los  que  restan  de  las  co- 
munidades religiosas  de  varones. 

En  el  art.  40  se  declara,  «que  todos  los  expresados 
bienes  y  rentas  pertenecen  en  propiedad  á  la  Iglesia,  y 
que  en  su  nombre  se  disfrutarán  y  administrarán  por  el 
clero». 

Y  en  el  art.  41  se  consigna  expresamente,  «que  la  Iglesia 
tendrá  el  derecho  de  adquirir  por  cualquier  título  legítimo, 
y  su  propiedad  en  todo  lo  que  posee  ahora  ó  adquiriere  en 
adelante,  será  solemnemente  respetada». 

Por  consiguiente,  en  cuanto  á  las  antiguas  y  nuevas  fun- 
daciones eclesiásticas,  no  podrá  hacerse  ninguna  supresión 
ó  unión  sin  la  intervención  de  la  autoridad  de  la  Santa  Sede, 
salvas  las  facultades  que  competen  á  los  Obispos,  según  el 
Santo  Concilio  de  Trento. 

III 

Las  anteriores  solemnes  disposiciones  del  Concordato, 
fueron  vulneradas  y  anuladas  por  la  ley  de  1.^  de  Mayo  de 
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1865.  En  efecto,  según  esta  ley,  se  declararon  en  estado  de 
venta  todos  los  predios  rústicos  y  urbanos,  censos  y  foros 
pertenecientes  al  clero,  á  cofradías,  obras  pías  y  santuarios, 

ala  beneficencia,  instrucción  pública y  cualesquiera 

otros  correspondientes  á  manos  muertas. 

Se  exceptuaron,  sin  embargo,  los  edificios  y  fincas  des- 
tinados al  servicio  público,  los  que  ocupan  hoy  los  estable- 
cimientos de  beneficencia  é  instrucción,  los  palacios  episco- 
pales, y  las  casas  de  los  Párrocos. 

Pero  también  se  mandó  que  en  lo  sucesivo  no  pudiesen 
las  manos  muertas  poseer  predios  rústicos  ni  urbanos,  cen- 
sos ni  foros. 

Y  esto  dio  ya  origen  al  convenio  dp  1859,  publicado  cho- 
rno ley  en  4  de  Abril  de  1860. 

En  este  convenio  se  dice:  «que  el  Gobierno  de  S.  M.  re- 
conoce de  nuevo  formalmente  el  libre  y  pleno  derecho  de  la 
Iglesia  para  adquirir,  retener  y  usufructuar  en  propiedad,  y 
sin  limitación  ni  reserva,  toda  especie  de  bienes  y  valores: 
quedando  en  consecuencia  derogada  por  este  convenio  cual- 
quiera disposición  que  le  sea  contraria,  y  señaladamente  y 
en  cuanto  se  le  oponga,  la  ley  de  1.®  de  Mayo  de  1855.  Los 
bienes  que  en  virtud  de  este  derecho  adquiera  y  posea  en 
adelante  la  Iglesia,  no  se  computarán  en  la  dotación  que  le 
está  asignada  por  el  Concordato»  (1). 

En  otro  artículo  se  consigna  que  en  virtud  del  mismo  de- 
recho, el  Gobierno  de  S.  M.  reconoce  á  la  Iglesia  como  pro- 
pietaria absoluta  de  todos  y  cada  uno  de  los  bienes  que  le 
fueron  devueltos  por  el  Concordato.  Pero  habida  considera- 
ción, añade,  al  estado  de  deterioro  de  la  mayor  parte  de  los 
que  aun  no  han  sido  enajenados,  á  su  difícil  administración, 
y  á  los  varios  contradictorios  é  inexactos  cómputos  de  su 
valor  en  renta,  circunstancias  todas  que  han  hecho  hasta 
ahora  la  dotación  del  clero  incierta  y  aim  incongrua,  el  Go- 
bierno de  S.  M.  ha  propuesto  á  la  Santa  Sede  una  permuta- 
ción, dándose  á  los  Obispos  la  facultad  de  determinar,  de 


(1)    Art.  3.0 
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acuerdo  con  sus  cabildos,  el  precio  de  los  bienes  de  la  Igle- 
sia situados  en  sus  respectivas  diócesis,  y  ofreciendo  aquél 
en  cambio  de  todos  ellos  y  mediante  su  cesión  hecha  al  Es- 
tado, tantas  inscripciones  intransferibles  del  papel  del  3 
/  por  lOQ  de  la  Deuda  pública  consolidada  de  España,  cuan- 

^  /  tas  sean  necesarias  para  cubrir  el  total  valor  de  dichos  bie- 

nes (1). 
^  La  Santa  Sede,  deseosa  de  que  se  llevara  á  efecto  una 

dotación  cierta,  segura  é  independiente  para  el  culto  y  para 
el  clero,  no  encontró  dificultad,  oídos  los  Obispos  de  Es- 
paña, en  que  dicha  permutación  se  realice  en  la  forma  con- 
venida (3). 

Pero  fueron  eximidos  de  la  permutación,  quedando  en 
propiedad  á  la  Iglesia  en  cada  diócesis:  1.^  Los  huertos,  jar- 
dines, palacios  y  otros  edificios  que  estén  destinados  al  uso 
y  esparcimiento  de  los  Obispos.  2.^  Las  casas  destinadas  á  la 
habitación  de  los  Párrocos,  con  sus  huertos  y  campos  ane- 
jos, conocidos  bajo  las  denominaciones  de  iglesiarios,  man^ 
sos  y  otras.  3.®  Los  edificios  de  los  seminarios  conciliares 
con  sus  anejos,  y  las  bibliotecas  y  casas  de  corrección  6  cár- 
celes eclesiásticas.  4.^  Todos  los  edificios  que  sirven  para  el 
culto,  y  los  que  se  hallen  destinados  al  uso  y  habitación  del 
clero  regular  de  ambos  sexos,  como  también  los  que  en 
adelante  se  destinen  á  tales  objetos.  5.^  La  finca  que  esti  - 
mare  el  Obispo  retener  en  su  diócesis,  por  particulares  cir- 
cunstancias (3). 

Finalmente,  en  el  caso  de  que  por  disposición  de  la  auto- 
ridad temporal  la  renta  del  3  por  100  de  la  Deuda  pública 
del  Estado  llegase  á  sufrir  cualquiera  disminución  ó  reduc- 
ción, el  Gobierno  de  S.  M.  quedó  obligado  á  dar  á  la  Igle- 
sia tantas  inscripciones  intransferibles  de  la  renta  que  se 
sustituya  á  la  del  3  por  100,  cuantas  sean  necesarias  para 
cubrir  íntegramente  el  importe  anual  de  la  que  se  emitiera 
en  favor  de  la  Iglesia;  de  modo  que  esta  renta  no  ha  de 

(1)  Art.  4.0 

(2)  Art.  6.0 

(3)  Art  6.0 
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^disminuirse  ni  reducir  qu  ninguna  eventualidad  ni  en  nin- 
gún tiempo  (1). 

Mas  los  Gobiernos  que  se  han  sucedido  en  España  desde 
la  revolución  de  Septiembre  de  1868,  han  dictado  no  pocas 
órdenes,  decretos  y  leyes  en  abierta  oposición  á  este  conve- 
nio y  al  último  Concordato.  Inútil  será  citar  aquí  todas  es- 
tas disposiciones,  que  han  quedado  derogadas  con  la  restau- 
f  ración  de  la  monarquía.  Sin  embargo,  lo  haremos  solamen- 

te respecto  al  decreto  de  21  de  Septiembre  de  1872. 

Por  dicho  decreto  se  autorizó  al  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  para  que  sometiera  á  la  deliberación  de  las  Cortes 
el  proyecto  de  ley,  fijando  el  presupuesto  de  obligaciones 
eclesiásticas  y  las  relaciones  económicas  entre  el  clero  y  el 
Estado.  En  ese  proyecto  de  ley  se  consignó  que  las  Congre- 
gaciones y  Ordenes  religiosas  existentes  en  la  actualidad,  ó 
que  en  lo  sucesivo  se  fundaren,  no  podían  adquirir  y  con- 
servar más  propiedad  territorial  que  la  de  los  edificios  ne^ 
cesarlos  para  el  culto  y  para  la  habitación,  á  no  ser  que  ob- 
tuvieren una  autorización  especial  del  Gobierno  para  poder 
aumentar  ppr  aquel  medio  su  patrimonio. 

También  se  dijo  que  las  sillas  episcopales,  iglesias  y  Ca- 
bildos Catedrales,  Seminarios  Conciliares  y  parroquias  po- 
dían adquirir  y  conservar  la  propiedad  de  toda  clase  de 
bienes,  cuyos  productos  anuales  no  excedan  de  una  canti- 
dad igual  á  la  que  les  corresponda  por  el  presupuesto  ad- 
junto. 

^  Para  hacer  esta  computación  no  se  tomarían  en  cuenta 
los  edificios  y  objetos  destinado^  al  culto,  cementerios,  ca- 
sas de  Seminarios,  casas  episcopales  y  parroquiales,  á  razón 
de  una  por  cada  uno  de  estos  oficios  y  las  ofrendas  volunta- 
rias de  los  fieles. 

Pero  este  proyecto  que  alteraba  las  relaciones  mutuas 
entre  ambas  potestades  y  los  derechos  de  la  Iglesia  mereció 
la  más  solemne  reprobación  por  parte  de  la  Silla  Apostólica, 
y  la  unánime  protesta  de  todo  el  episcopado  y  clero  español. 

(1)     Art.  9.0 
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Posteriormente  se  han  dado  los  decretos  de  9,  23  y  29  de* 
.Enero  de  1875. 

Por  el  primero  de  estos  decretos  se  mandó  que  los  Jefes- 
Económicos,  de  acuerdo  con  los  muy  Reverendos  Arzobis- 
pos y  Reverendos  Obispos^  pusieran  á  disposición  de  los 
mismos  aquellas  propiedades  del  clero  que  exceptuadas  do* 
la  permutación  concordada  con  la  Santa  Sede  en  1860,  exis- 
tan hoy  en  poder  del  Estado  por  consecuencia  de  disposi- 
ciones posteriores  y  no  se  hallen  aplicadas  á  servicios  públi- 
cos. También  se  ordenó,  que  si  se  hubiere  emprendido  la. 
demolición  de  alguno  de  los  edificios  de  dicha  procedencia, 
los  Jefes  Económicos  dispondrían  la  suspensión  de  los  tra- 
bajos. 

Por  el  segundo  de  dichos  decretos  se  previno  á  los  Go- 
bernadores civiles  de  las  provincias  devolvieran  á  los  Ca- 
bildos y  Corporaciones  religiosas  á  quienes  pertenecían  los 
Archivos,  Bibliotecas,  Gabinetes  y  demás  objetos  de  Cien- 
cia, Arte  ó  Literatura  de  que  el  Estado  se  hubiere  incautado- 
en  virtud  del  Decreto  de  1.^  de  Enero  de  1869. 

Asimismo  se  previno,  que  si  entre  los  objetos  que  debían 
ser  devueltos  hubiere  alguno  de  carácter  profano  y  de  tan 
señalado  interés  histórico,  literario  ó  artístico  que  importe 
mucho  su  conservación  en  los  Museos,  Archivos  ó  Bibliote- 
cas, el  Gobernador  daría  cuenta  al  Gobierno  á  fin  de  que,, 
si  lo  juzgaba  conveniente,  solicitase  del  Prelado  ó  de  la  Cor- 
poración á  quien  dicho  objeto  pertenezca,  el  consentimiento- 
ó  el  acuerdo  necesario  para  colocarlos  en  el  lugar  en  que 
pueda  ser  más  útil. 

Por  el  último  de  los  decretos  citados  se  dieron  las  opor- 
tunas órdenes,  para  llevar  á  cumplido  efecto  el  anterior  de- 
creto de  devolución. 

En  una  palabra,  hoy  está  en  vigor  sobre  este  punto  el 
Concordato  de  1851  y  el  Convenio  de  1859;  y  con  arreglo  á 
lo  que  en  ellos  se  dispone  se  han  resuelto  todas  las  cuestio- 
nes relativas  á  esta  materia. 

En  demostración  de  esto  puede  citarse  la  Real  orden  de 
22  de  Agosto  de  1876,  que  resolvió  en  este  sentido  la  queja 
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-elevada  por  el  Arzobispo  de  Santiago  contra  él  Jefe  econo- 
inioo  de  la  Coruña,  quien,  prescindiendo  del  Concordato  y 
•del  convenio  adicional,  sacó  á  la  venta  los  huertos  é  iglesia- 
rios)  que  se  hallan  exceptuados  en  los  citados  documentos. 

Y  todavía  en  época  aun  más  reciente,  6  sea  en  8  de  Mayo 
de  1882,  se  acordó  por  el  Delegado  de  Hacienda  de  la  pro- 
vincia de  Cáceres  la  nulidad  de  la  subasta  de  una  finca  ur- 
l^ana,  por  estar  destinada  á  casa  Rectoral. 

IV 

Algunos  escritores  invocan  ciertos  hechos  de  la  historia 
iintigua,  para  apoyar  en  ellos  sus  proyectos  de  reforma. 

No  reparan  siquiera  en  las  diferencias  esenciales  que 
existen  entre  las  leyes  antiguas  de  amortización  y  las  mo- 
dernas desamortizadoras.  Es  verdad  que  los  Reyes  antiguos 
establecían  ciertas  restricciones,  con  relación  á  las  iglesias 
que  tenían  suficientes  bienes  para  atender  á  las  necesidades 
del  culto  y  sus  ministros;  pero  esto  era  después  de  haberlas 
•dotado  ellos  mismos,  adjudicándoles  parte  de  los  bienes 
conquistados.  El  mismo  fuero  de  Toledo  permite  las  dona- 
<;iones  y  ventas  en  favor  de  la  iglesia  de  Santa  María,  quia 
4ist  sedes  dvitatis,  Y  no  es  esto  sólo,  sino  que  esos  antiguos 
Monarcas  respetaban  religiosamente  las  disposiciones  cañó- 
nicaS;  y  reconocían  la  facultad  de  adquirir  y  poseer  por 
parte  de  la  Iglesia.  Es  más,  conservaron  los  diezmos  y  pri- 
micias; y  aun  concedieron  á  aquélla  grandes  privilegios  é 
inmunidades. 

Y  este  mismo  espíritu  prevalece  aun  en  las  leyes  amor- 
tizadoras  del  siglo  xvi.  En  efecto,  las  Cortes  de  Toledo,  ce- 
lebradas en  1526,  solicitaron  del  Rey  que  nombrase  dos  vi- 
sitadores, el  uno  eclesiástico  y  el  otro  lego,  para  que  reco- 
nociesen los  monasterios  é  iglesias  «y  aquello  que  les  pare- 
oiese,  que  tienen  demás  de  lo  que  han  menester  para  sus 
^gastos,  según  la  comarca  donde  están,  les  manden  que  lo 
Tcndan,  y  les  señalen  qué  tanto  han  de  dejar  para  la  fábri- 
ca y  gastos  de  las  dichas  iglesias  y  monasterios  y  personas 
de  ellos». 
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'-  Contribuyó  á  esto  el  que  los  regalistas  de  la  primera 

)  época  respetaban  los  derechos  de  la  Santa  Sede  sin  mer- 

mar los  de  los  reyes;  pero  los  que  le  sucedieron  defendían 
los  de  los  Príncipes  con  perjuicio  de  los  que  son  propios  d& 
la  Iglesia. 

Hasta  monarcas  tan  amantes  de  sus  regalías  como  lo 
fueron  Carlos  III  y  Carlos  IV,  reconocen  este  derecho  en 
favor  de  la  Iglesia,  por  más  que  le  limitan  y  restringen. 
Ved,  si  no,  las  leyes  19  y  20,  tít.  V,  lib.  I  de  la  Novísima  Re- 
copilación. En  la  primera  de  estas  leyes  dispone  el  señor 
D.  Carlos  III,  que  todas  las  pretensiones  que  se  hagan  pi- 
diendo á  su  Real  persona  licencia  de  amortizar  bienes,  si 
fueren  dignas  de  tener  curso,  se  pasen  á  la  Cámara  por  la 
vía  reservada  de  Hacienda  para  que,  tomando  de  los  Inten- 
dentes ó  Jueces  de  visita  respectivos  las  noticias  necesarias,, 
pudiesen  formar  concepto  de  lo  que  convenía  mejor  á  la 
causa  pública  y  á  su  servicio;  y  siendo  de  su  aprobación  el 
dictamen  que  dieren,  se  despache  por  la  Cámara  el  privile- 
gio requerido.  En  la  segunda  de  las  dos  citadas  leyes,  dice 
el  Sr.  D.  Carlos  IV  que,  «habiendo  llegado  por  la  vicisitud 
de  los  tiempos  á  ser  insuficientes  las  primitivas  dotaciones 
de  las  manos  muertas,  la  piedad  de  los  Soberanos  mis  pre- 
decesores, deseando  que  nada  les  faltase  para  la  decente 
dotación  del  culto  divino  y  sus  ministros,  á  que  con  tanto 
cuidado  y  vigilancia  atendieron  siempre,  fueron  conce- 
diéndolas privilegios  particulares,  según  la  necesidad  de 
cada  mano  muerta,  para  adquirir  bienes  de  realengo  con  el 
gravamen  del  derecho  de  amortización  y  sello  con  que  de- 
bían contribuir  á  mi  Real  patrimonio ^ 

Es  decir,  que  estos  Monarcas,  aunque  dieron  leyes  amor- 
tizadoras,  fueron  muy  diferentes  á  las  publicadas  en  estos 
últimos  tiempos. 

Así  es  la  verdad;  en  el  pasado  siglo  se  ha  empezado  por 
apoderarse  de  los  bienes  eclesiásticos,  por  quitar  los  diez- 
mos y  primicias  y  por  hacer  reformas  de  grande  transcen- 
dencia, asalariando  al  clero  y  sujetándolo  demasiado  á  la 
autoridad  temporal.  En  una  palabra,  se  han  coartado  las 
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facultades  de  la  Iglesia  con  perjuicio  de  su  libertad  é  inde- 
pendencia; y  he  aquí  por  qué  decíamos  que  las  leyes  anti- 
guas de  amortización  difieren  mucho  de  las  modernas  des- 
amortizadoras.  Las  primeras  restringen,  limitan  6  prohiben 
hasta  cierto  punto  las  adquisiciones  de  la  Iglesia;  pero  las 
últimas  tienden  á  la  expropiación,  esto  es,  ai  despojo. 

Al  hablar  de  esta  materia  no  podemos  resistir  la  tenta- 
ción de  consignar  algunas  frases  debidas  al  protestante 
Lord  Carnavon,  Ministro  de  las.  Colonias  de  la  Reina  de  In- 
glaterra. Dice,  entre  otras  cosas,  juzgando  la  supre^ón  de 
los  conventos  y  la  desamortización  eclesiástica,  que  sean' 
cualesquiera  los  efectos  remotos  de  la  supresión  de  los  más 
I-icos  conventos  de  España  y  Portugal,  si  se  considera  el 
abandono  en  que  se  halla  la  agricultura  en  una  gran  parte 
de  la  Península,  la  existencia  de  aquellos  fué  henefidosa^  y  su 
f nolición  un  verdadero  infortunio  para  el  Estado.  Cualquiera 
persona,  añade,  que  atravesaba  España  antes  de  la  exclaus- 
tración, observaba  la  diferencia  que  existía  entre  la  admi- 
nistración práctica  de  los  bienes  poseídos  por  las  Corpora- 
ciones religiosas  y  la  de  los  demás.  El  viajero  no  podía  me- 
nos de  ver  que  en  las  propiedades  del  clero  los  caminos  es- 
taban mejor  conservados,  los  puentes  cuidados  con  más  es- 
mero, y  que  todo  indicaba  mayor  atención,  consagrada  al 
mejoramiento  de  los  bienes,-  que  en  el  resto  del  país.  Nota 
también  que  muchos  monasterios  estaban  situados  en  las 
inmediaciones  de  bienes  pésimamente  cultivados  y  frecuen- 
temente abandonados;  de  lo  que  se  deduce  que  sólo  al  cui- 
dado de  los  religiosos  se  debía  que  sus  tierras  no  estuvieran 
como  las  inmediatas,  mal  cultivadas  ó  completamente 
baldías. 

Y  continúa:  «Contribuciones  que  fácilmente  hubieran 
podido  eludirse,  pagábanse  por  su  influencia;  las  disensio- 
nes locales,  gracias  á  su  auxilio,  eran  prontamente  apaci- 
guadas, manteniéndose  siempre  vivo  un  espíritu  general  de 
lealtad.  En  épocas  difíciles  y  desastrosas  para  la  nación,  los 
conventos  más  ricos  fueron  los  que  hicieron  al  Estado  ma- 
yores beneficios;  y  por  espíritu  de  desinteresada  adhesión. 
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que  no  se  halla  generalmente  en  corporaciones  públicas, 
aliviaron  algunas  veces  con  generosas  y  espontáneas  dádi- 
vas las  necesidades  de  la  monarquía.  9 

Pero  llega  el  año  de  1820,  y  en  cambio  de  tantos  benefi- 
ciosy  se  confiscan  sus  bienes,  señalando  á  los  frailes  un  es- 
tipendio exiguo  y  mal  pagado;  y  aun  en  muchas  ocasiones, 
como  afirma  el  mismo  Lord  Carnavon,  se  les  privó  del  es- 
tipendio ofrecido,  dejándolos  morir  de  hambre. 

Y  no  es  esto  todo.  Después  de  la  contrarrevolución  de 
1823,  añade,  se  restablecieron  los  conventos;  pero  fueron 
suprimidos,  por  último,  por  el  Grobierno  de  Madrid.  «Causa 
espanto  hasta  el  pensar  en  las  crueldades  ejecutadas  con  los 
infelices  frailes  en  aquellas  circunstancias.  Abolir  los  con- 
ventos del  modo  que  se  hizo,  fué,  según  creemos,  impruden- 
te, y  el  procedimiento  seguido  para  efectuarlo  fué  segura- 
mente perverso». 

Y  concluye:  «El  liberal  español  es  el  más  estacionario  de 
los  seres  humanos,  y  el  más  incapaz  para  las  duras  leccio- 
nes de  la  experiencia  práctica;  como  aspiración  especulati- 
va es  siempre  liberal  en  sus  escritos,  pero  nunca  en  la  prác- 
tica, y  el  tiempo  pasa  en  balde  sobre  su  cabeza». 

Semejantes  apreciaciones  no  necesitan  comentarios.  Las 
reproducimos  solamente^  dejando  á  su  autor  la  responsabi- 
lidad de  sus  actos. 

Veamos  ahora  las  diferencias  que  existen  entre  la  pro- 
piedad de  la  Iglesia  y  la  de  los  particulares. 

Estas  diferencias,  en  sentir  de  Golmayo,  son  tres,  á  sa- 
ber: 1.*  En  el  modo  de  adquirir.  2.*  En  el  uso  que  se  hace 
de  los  bienes.  Y  3.*  En  la  facultad  de  enajenar. 

En  cuanto  á  la  primera,  dice  el  propio  expositor,  que  el 
particular  puede  adquirir  indefinidamente,  y  jamás  se  ha 
puesto  en  ningún  pueblo  límites  á  esta  facultad;  respecto  á 
la  Iglesia,  añade,  bien  ó  mal  se  han  dado  leyes  de  amorti- 
zación. En  cuanto  al  uso,  continúa,  el  particular  puede  dis- 
frutar de  sus  bienes,  dándoles  la  inversión  que  tenga  por 
conveniente;  la  Iglesia  no  puede  destinarlos  más  que  al  uso 
prescrito  por  las  leyes  canónicas.  Por  lo  que  respecta  á  la 
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enajenación,  el  particular  puede  hacerla  sin  restricción  de 
ningún  género;  la  Iglesia  no  puede  enajenar  los  suyos  sino 
en  determinados  casos  y  con  ciertas  solemnidades.  Pero  es- 
tas diferencias  no  alteran,  dice,  la  naturaleza  del  dominio, 
y  el  derecho  de  propiedad  es  tal,  aparte  de  estos  caracteres, 
que  no  le  son  esenciales. 

Sin  embargo  de  lo  expuesto  por  tan  ilustrado  canonista, 
creemos  que  la  segunda  y  tercera  diferencia  puede  reducir- 
se á  una  sola;  y  que  la  primera  no  existe  realmente  en  de- 
recho. Las  verdaderas  diferencias,  pues,  las  reducimos  á 
dos,  que  son:  1.*  En  cuanto  al  uso,  administración  y  dispo- 
sición de  dichos  bienes.  2.*^  Respecto  al  objeto  que  se  propo- 
ne el  propietario. 

Y  decimos  que  realmente  no  hay  diferencia  en  el  modo 
de  adquirir,  porque  no  siempre  y  en  todos  tiempos  se  han 
dado  leyes  de  amortización;  y,  además,  porque  éstas  son 
atentatorias  á  la  libertad  é  independencia  de  la  Iglesia.  Por 
otra  parte,  en  los  mismos  títulos  que  funda  el  particular  el 
dominio  de  sus  bienes,  en  esos  mismos  se  funda  la  Iglesia 
para  adquirir  idéntico  derecho  con  relación  á  los  suyos. 

Decíamos  también  que  el  segundo  y  tercer  caso  citados 
por  Golmayo  podían  reducirse  á  uno  solo,  porque  ambos  se 
refieren  al  uso,  administración  y  disposición  de  dichos  bie- 
nes, que  es  el  caso  que  nosotros  fijamos  como  primero.  En 
ofecto,  la  verdadera  diferencia  consiste  en  que  el  particular 
hace  suyo  cuanto  adquiere,  administra  sus  rentas  ó  las  in- 
vierte del  modo  que  mejor  le  place,  y  dispone  de  los  mis- 
mos bienes  según  su  voluntad.  La  iglesia,  por  el  contrario, 
tiene  que  emplear  los  suyos  en  el  culto  y  en  los  pobres;  sin 
poderlos  enajenar,  sino  en  ciertos  casos,  y  con  determina- 
das solemnidades. 

La  otra  diferencia  está  en  el  objeto  que  se  propone  el  in- 
dividuo, con  relación  á  su  capital,  que  es  el  de  aumentarle, 
consiguiendo  las  mayores  rentas  posibles;  y  este  objeto  no 
se  lo  proponía  la  Iglesia,  por  lo  mismo  que  sus  bienes  eran 
patrimonio  de  los  pobres. 


y 


CAPÍTULO  XXVII 


I.  A  qaiéñ  corresponde  el  dominio  de  los  bienes  de  la  Iglesia:  opinio- 
nes acerca  de  este  punto. — II.  Inmunidad  real:  bienes  que  gozan  de 
ella:  vicisitudes  acerca  de  la  misma,  y  pena  impuesta  á  los  que  la 
violan:  disciplina  española  con  relación  á  la  materia. 


Se  disputa  mucho  entre  los  canonistas  acerca  del  domi- 
nio de  los  bienes  eclesiásticos:  el  doctor  Golmayo,  refirién- 
dose á  las  distintas  opiniones  de  los  autores,  dice,  que  puede 
pertenecer  ó  á  las  iglesias  particulares,  ó  á  la  Iglesia  en  ge- 
neral, ó  al  Romano  Pontífice,  ó  á  los  pobres:  y  según  la  teo- 
ría que  se  establezca,  así  serán  diferentes  las  consecuencias 
que  se  deduzcan  en  cuanto  al  disfrute  ó  aplicación  de  dichos 
bienes.  Lo  más  razonable,  en  su  sentir,  es  reconocer  el  do- 
minio de  las  iglesias  particulares,  en  los  bienes  que  respec- 
tivamente se  les  han  donado,  porque  cualquiera  otra  teoría 
trae  inconvenientes  de  consideración.  Así,  por  ejemplo,  aña- 
de, si  el  dominio  de  los  bienes  perteneciese  á  la  Iglesia  en  ge- 
neral, se  podrían  aplicar  los  frutos  ó  rentas  de  una  heredad 
de  cierta  diócesis  á  cualquiera  otra  iglesia  de  distinta  dió- 
cesis de  España  ó  de  otra  parte  del  mundo  católico,  y  seme- 
jante especie  de  centralización,  ni  es  posible  establecerla  en 
tan  grande  escala  en  la  administración  eclesiástica,  ni  se  ha 
intentado  aun  en  la  época  de  más  poder  de  los  Romanos 
Pontífices. 

Cierto  es,  dice  luego  por  nota,  que  en  los  escritos  de  los 
Santos  Padres  y  escritores  eclesiásticos  se  llaman  á  los  bie- 
nes de  la  Iglesia  patrimonio  de  los  pobres;  pero  aunque  esta 
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denominaoión^encierre  una  gcan  verdad,  y  sea  de  muy  alta 
significación,  no  es  bastante  para  fijar  por  ella  la  verdadera 
idea  del  dominio. 

Pero  es  el  caso  que  son  algunas  más  las  opiniones  de  los 
autores,  con  relación  á  esta  materia.  En  efecto,  no  sólo  se 
dividen  en  las  cuatro  ya  expuestas:  sino  que  otros  afirman 
que  el  dominio  de  los  citados  bienes  está  en  eí  clero,  y  al- 
gunos regalistas  los  hace  del  Estado. 

Verdad  es  que  semejantes  opiniones  no  son  admisibles, 
porque  los  bienes  son  de  la  Iglesia,  no  del  clero  ni  del  Es- 
tado. 

Para  probarlo,  basta  sólo  recordar  cómo  se  constituyo 
la  Iglesia  de  Jesucristo:  así  es,  que  los  que  dicen  que  esos 
bienes,  como  temporales,  corresponden  al  Rey,  van  direc* 
tamente  al  cedarismo,  cuyas  doctrinas  están  condenadas  por 
varios  Pontífices. 

El  clero  tampoco  es  propietario  de  dichos  bienes,  sino  sólo 
usufructuario  y  administrador;  estándole  prohibido  ejercer 
acto  alguno  de  verdadero  dominio.  De  aquí  que  en  cierto 
modo  pueda  decirse^  que  las  distintas  opiniones  de  los  auto- 
res quedan  reducidas  á  las  cuatro  de  que  hace  mérito  el 
enunciado  expositor.' 

Ya  hemos  visto,  que  aunque  los  bienes  eclesiásticos  son 
patrimonio  de  los  pobres,  no  puede  decirse  que  éstos  sean 
sus  propietarios.  Ellos  ciertamente  tienen  derecho  á  una 
parte  de  sus  rentas;  pero  esto  no  es  suficiente  para  fijar  su 
dominio. 

Otros  muchos  doctores  entienden  que  el  pleno  dominio 
de  las  cosas  eclesiásticas  reside  en  el  Sumo  Pontífice,  en 
su  calidad  de  Jefe  y  Cabeza  de  la  Iglesia  Universal.  Pero  es 
más  probable,  dice  Donoso,  que  el  dominio  tomado  estric- 
tamente no  reside  en  éste,  y  por  tanto,  que  los  bienes  ecle- 
siásticos pertenecen  en  propiedad  á  las  iglesias,  institutos  ó 
corporaciones  particulares  canónicamente  erigidas,  á  quie- 
nes esos  bienes  han  sido  donados;  porque  en  efecto,  debe 
juzgarse  que  pertenece  el  verdadero  dominio  á  aquel  que 
los  adquiere  en  nombre  propio,  al  cual  se  donan,  por  el 
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cual  se  aceptan  y  que  tiene  derecho  para  mTertirlos  en  sos 
propios  usos.  Obaerra,  empero:  1.*  Que  no  sólo  corresponde 
exclnsiyamente  al  Smno  Pontífice  el  dominio  de  las  cosas 
temporales  de  la  Iglesia  Romana,  sino  qne  también  juzga 
corresponderle  el  de  los  bienes  de  aquellas  corporaciones 
regulares  que  para  más  perfecta  observancia  de  la  pobreza, 
renunciaron  á  toda  posesión  aun  en  común.  2.*  Que  si  bien 
como  se  ha  dicho,  el  dominio  de  ios  bienes  eclesiásticos  to- 
mado estrictamente  pertenece  á  las  iglesias  ó  corporaciones 
particulares  á  quienes  han  sido  donados,  esto  no  excluye 
cierta  especie  de  afta  administración  que,  en  sentir  de  todos 
ios  católicos,  corresponde  al  Romano  Pontífice. 

T  los  Sres.  Lafuente  y  Gómez  Salazar,  considerando  á 
las  iglesias  particulares  como  á  los  menores  puestos  bajo  la 
potestad  del  curador,  sostienen:  1.^  Que  el  dominio  de  estos 
bienes  radica  en  las  respectivas  iglesias  particulares.  2.^  Que 
la  administración  de  los  mismos  corresponde  al  clero  de  di- 
chas iglesias.  3.®  Que  la  cúratela  é  inspección  corresponde 
al  Obispo  de  la  diócesis,  puesto  que  Mspo  significa  inspec- 
tor. 4.^  Que  el  dominio  eminente  se  halla  en  el  Sumo  Pontí- 
fice, sin  cuyo  permiso  no  se  pueden  enajenar  los  bienes  in- 
muebles, así  como  se  necesita  la  licencia  del  Juez  para  ena- 
jenar los  del  menor.  5.^  Que  los  frutos  y  rentas  de  dichos 
bienes  deben  emplearse  en  el  fin  á  que  se  han  destinado,  ó 
sea  en  el  sostenimiento  del  culto  y  clero  de  la  propia  iglesia 
y  de  los  pobres  en  general,  y  en  particular  de  los  que  viven 
dentro  de  la  feligresía. 

Esta  opinión,  añaden,  concilia  todas  y  cada  una  de  las 
demás;  esto  con  tanto  mayor  motivo,  cuanto  qu^  los  bienes 
de  la  Iglesia  se  han  equiparado  siempre  á  los  bienes  de  los 
menores,  y  en  este  concepto  gozan  del  beneficio  de  restitu- 
ción in  integrum^  según  repetidas  disposiciones  conciliares 
y  pontificias. 

De  lo  expuesto  se  deduce,  que  la  opinión  más  común  es 
la  de  aquellos  que  sostienen  que  el  dominio  de  los  bienes 
eclesiásticos  corresponde  á  las  iglesias  particulares,  si  bien  el 
Romano  Pontífice  tiene  el  derecho  de  alta  inspección  y  ad- 
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ministracióiiy  pudiendo  en  su  consecuencia  tomar  los  acuer- 
dos oportunos,  cuando  así  lo  exija  e!  interés  público  de  la 
Iglesia.  Por  esto,  hemos  visto,  que  i^iuchos  Pontífices  han 
impuesto  cargas  sobre  determinados  bienes  eclesiásticos, 
como  también  suprimido  algunos  monasterios,  aplicando 
sus  bienes  á  otros  usos  píos. 

lí 

Consiste  la  inmunidad  real,  como  sabemos,  en  que  los 
bienes  eclesiásticos  sean  libres  y  exentos  de  toda  carga, 
contribución  y  exacción  impuesta  por  la  autoridad  tem- 
poral. 

Desde  antiguo  gozaron  estos  bienes  de  muchos  privile- 
gios, que  en  parte  han  llegado  hasta  nuestros  tiempos. 

Dichos  bienes  estaban  libres  de  impuestos  y  contribu- 
ciones desde  Constantino.  Esta  inmunidad,  sin  embargo, 
no  provenía  de  los  hombres,  sino  de  la  naturaleza  de  estos 
mismos  bienes.  A  pesar  de  esto,  mandando  los  sucesores  de 
aquel  Emperador,  pagaba  la  Iglesia  las  contribuciones  ordi- 
narias, gozando  sólo,  y  no  siempre,  de  la  exención  de  car- 
gas viles  y  repartos  extraordinarios. 

Los  reyes  francos  fueron  quienes  otorgaron  la  más  com- 
pleta exención  á  las  tierras  que  adjudicaron  á  ambos  cleros: 
al  mismo  tiempo  mandaban  dar  á  cada  parroquia  una  por- 
ción de  terreno  completamente  libre  de  toda  carga.  Empe- 
ro, los  fondos  pecheros  que  adquiría  la  Iglesia  por  donacio-^ 
nes,  continuaban  pagando  como  antes. 

Los  Obispos,  en  vista  de  la  conducta  de  los  Príncipes, 
acudían  con  donativos  voluntarios  á  las  necesidades  públi- 
cas; y  aun  en  casos  extraordinarios  las  iglesias  mismas  con- 
tribuían al  Estado  con  asentimiento  espontáneo  suyo,  con  el 
de  los  Papas  y  el  de  los  Concilios. 

Los  reyes  francos  no  escasearon  solemnes  promesas  y  ga- 
rantías para  asegurar  la  inmunidad  de  los  bienes  de  la  Igle- 
sia. Esta  en  cambio  jamás  ha  negado  al  Estado  su  valiosa 
protección,  y  aun  sus  propios  bienes;  pero  ha  sostenido  en 
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todos  los  tiempos  sus  indisputables  derechos,  reclamando 
que  no  se  olviden  los  principios  eternos  d§  justicia,  y  el  que 
la  autoridad  temporal  no  proceda  en  esta  materia  sin  acuer- 
do de  la  eclesiástica. 

Mas  suceden  otros  tiempos,  y  las  autoridades  tempora- 
les imponen  á  dichos  bienes  cargas  extraordinarias  é  inso- 
portables. He  aquí  por  qué  el  Concilio  III  de  Letrán  impuso 
la  pena  de  excomunión  á  los  seglares  que  gravasen  con  tri- 
butos los  bienes  de  los  clérigos  ó  de  las  iglesias  ó  usurparan 
su  jurisdicción,  á  menos  que  desistan,  previa  monición,  de 
semejante  atentado.  No  siendo  suficientes  las  disposiciones 
de  este  Concilio  para  remediar  tantos  abusos,  el  IV  Latera- 
nense  prohibió  á  las  autoridades  temporales  imponer  cargas 
á  los  bienes  eclesiásticos  bajo  igual  pena  de  excomunión, 
mientras  no  den  la  competente  satisfacción,  incurriendo  en 
idéntica  censura  sus  fautores  y  cooperadores.  Estas  mismas 
prohibiciones  fueron  reiteradas  por  varios  Sumos  Pontífices. 

Pero  antes  de  seguir  ocupándonos  de  las  vic'situdes  por 
que  ha  atravesado  esta  inmunidad,  menester  es  distinguir 
las  especies  de  bienes  que  gozan  de  semejante  privilegio. 

Corresponden  á  la  primera  especie  las  mismas  Iglesias 
materiales  y  sus  cementerios;  los  vasos  sagrados,  paramen- 
tos y  otros  objetos  consagrados  ó  bendecidos  que  sirven  al 
culto  divino:  la  segunda  especie  consta  de  los  bienes  tempo- 
rales de  las  iglesias  y  beneficios  donados  por  los  fundado- 
res ú  otros  fieles  con  el  objeto  de  que  se  inviertan,  por  los 
Prelados  eclesiásticos,  en  la  conservación  y  conveniente  or- 
nato de  las  propias  iglesias,  en  la  honesta  sustentación  de 
sus  rectores  ó  ministros,  y  el  sobrante,  si  lo  hubiere,  en  fa- 
vor de  causas  pías:  los  de  la  tercera  y  última  especie  son  los 
bienes  propios  de  las  iglesias  y  de  los  clérigos,  adquiridos 
por  cualquir  título  temporal,  v.  gr.,  por  compra,  herencia, 
donación,  etc. 

Ahora  bien:  en  cuanto  á  la  inmunidad  de  los  bienes  de 
la  primera  especie  ninguna  duda  cabe,  puerto  que  siendo 
consagrados  ó  bendecidos  y  destinados  exclusivamente  al 
culto  divino,  no  pueden  aplicarse  á  usos  profanos.  Son,  pues, 
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inmunes  por  su  propia  naturaleza,  y  están  terminantes  las 
prescripciones  canónicas  (1). 

Los  bienes  de  la  segunda  especie  gozan  también  de  in~ 
munidad,  según  varios  textos  canónicos  (2).  La  razón  de  ello 
es,  porque  estando  destinados  estos  bienes  al  culto  divino, 
á  la  conservación  de  la  Iglesia  y  sus  ministros,  al  alimento 
de  los  pobres  y  á  otros  objetos  piadosos,  no  es  lícito  inver- 
tirlos en  otros  usos,  como  sucedería  si  se  les  gravase  con 
exacciones  y  cargas  emanadas  de  la  autoridad  seglar,  en 
perjuicio  del  culto  divino  y  de  las  causas  pías  expresadas. 

Sin  embargo,!  estos  bienes  no  se  eximen  de  las  cargas  y 
tributos  reales  anexos  perpetuamente  á  los  mismos  bienes, 
antes  de  pasar  á  la  Iglesia;  porque  es  claro,  que  el  que  le 
transfiere  una  propiedad,  no  puede  perjudicar  derechos  de 
tercero.  Tampoco  están  exentos  de  las  cargas  que  por  razón 
natural  les  son  propias,  como  la  construcción  pro  rata  de  la 
pared  divisoria  y  otras  análogas. 

Gozan,  por  último,  de  inmunidad,  los  bienes  patrimo- 
niales de  los  clérigos;  pero  esto  es  ya  por  especial  privile- 
gio, fundado,  empero,  en  la  equidad  natural;  pues  es  justo 
que  los  que  desempeñan  el  ministerio  de  la  religión  en  ser- 
vicio de  Dios,  y  en  bien  de  la  sociedad,  sean  eximidos,  en 
justa  compensación,  de  todo  tributo  y  carga.  Santo  Tomás 
dice  á  este  propósito:  Ad  hoc  debito  solvendi  tributa  liberi 
sunt  clerici  ex  privilegio  principum,  Quod  quidem  aequitatem 
naturalem  habet.  Hoc  autem  ideo  aequum  estf  quia  sicut  reges 
soíUcitudinem  habent  de  bono  publico  in  bonis  temporalibuSf 
ita  ministri  Dei  in  spiritualibm;  et  si  per  hoc  qí4úd  Deo  in 
spiritt4alibus  ministrante  recompensant  Regi  quod  pro  eorum 
pace  laborant. 

Debe  también  observarse,  en  orden  á  la  inmunidad  real, 
que  bajo  el  nombre  de  iglesias  se  comprenden  no  sólo  los 


(1)  Can.  IV,  cau8.  XIX,  quaestlll:  can.  XXXVIII,  dist  I,  de  Con^ 
secratione. 

(2)  Cap.  IV  et  VII,  de  Inmunit  ecdes.;  cap.  IV,  de  Censihus,  in 
Sexto. 
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monasterios,  sino  todos  los  lugares  píos  y  religiosos  erigi- 
dos con  autoridad  del  Obispo.  Asimismo  se  entiende  por 
personas  eclesiásticas,  tanto  los  clérigos  de  orden  sacro 
como  los  religiosos  de  uno  y  otro  sexo,  y  aim  los  clérigos 
de  menores  y  tonsurados  que  reúnen  las  condiciones  exigi- 
das por  el  Tridentino  y  demás  decretos  posteriores. 

Decíamos  antes  que  las  prohibiciones  de  los  Concilios 
Lateranenses  fueron  i^eiteradas  por  varios  Pontífices;  y  así 
es  la  verdad:  Alejandro  IV  las  reiteró  en  1260  (1);  Bonifa- 
cio Vni  se  lamentó  de  los  abusos  cometidos  por  los  legos 
contra  los  bienes  de  las  iglesias  y  de  los  clérigos  en  su  Bula 
Clericis  laicos.  Y  téngase  entendido  que  cuando  Felipe  el 
Hermoso  arruinaba  á  sus  pueblos  alterando  la  moneda,  le 
ofreció  el  clero  el  diezmo  de  sus  rentas  para  concluir  aquel 
desorden;  Clemente  V  interpretó  en  el  Concilio  de  Viena  la 
Decíetal  de  Bonifacio  VIII  y  las  de  sus  sucesores,  declaran- 
do que  se  entendiera  conforme  á  lo  preceptuado  en  los  cita- 
dos Concilios  de  Letrán;  León  X  renovó  dicha  Decretal  en 
el  Concilio  V  de  Letrán,  imponiendo  la  pena  de  excomimión 
á  los  que  impusiesen  tributos  á  los  bienes  de  los  eclesiásti- 
cos y  á  los  que  los  exigieren,  ó  recibieren  de  los  que  se  los 
dan  aun  espontáneamente:  también  consta  esta  pena  de  la 
constitución  jRomanm  Pontifex,  de  Urbano  VIII. 

Finalmente,  el  Santo  Concilio  de  Trento  recomienda  á 
los  Príncipes  seculares,  la  inmunidad,  libertad  y  otros  de- 
rechos de  la  Iglesia.  He  aquí  el  tenor  de  su  decreto  (2): 
«Deseando  el  Santo  Concilio  que  no  sólo  se  restablezca  la 
disciplina  eclesiástica  en  el  pueblo  cristiano,  sino  que  tam- 
bién se  conserve  perpetuamente  salva  y  segura  de  todo  im- 
pedimento; además  de  lo  que  ha  establecido  respecto  de  las 
personas  eclesiásticas,  ha  creído  también  deber  amonestar 
á  los  Príncipes  seculares  de  su  obligación,  confiando  que 
éstos,  como  católicos,  y  que  Dios  ha  querido  sean  los  pro- 
tectores de  su  santa  fe  é  Iglesia,  no  sólo  convendrán  en  que 


(1)  Cap.  I,  de  Inmunit.  eccles.,  in  Sexto. 

(2)  Cap.  XX,  de  Reform.,  Ses.  XXV. 
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se  restituyan  sus  derechos  á  ésta,  sino  que  también  reduci- 
rán todos  sus  vasallos  al  debido  respeto  que  deben  profesar 
al  clero,  pérrocos  y  superior  jerarquía  de  la  Iglesia,  no  per- 
mitiendo qué  sus  ministros  ó  magistrados  inferiores  violen 
bajo  ningún  motivo  de  codicia,  ó  por  inconsideración,  la 
inmunidad  de  la  Iglesia,  ni  de  las  personas  eclesiásticas,  es- 
tablecida por  disposición  divina,  y  por  los  sagrados  cáno- 
nes;^no  que  así  aquellos  como  sus  príncipes,  presten  la  de- 
bida observancia  á  las  sagradas  constituciones  de  los  Sumos^ 
Pontífices  y  Concilios.  Decreta  en  consecuencia,  y  manda 
que  todos  deben  observar  exactamente  los  sagrados  cáno- 
nes, y  todos  los  concilios  generales,  así  como  las  demás  cons- 
tituciones Apostólicas,  hechad  á  favor  de  las  personas,  y  li- 
bertad eclesiástica,  y  contra  sus  infractores;  las  mismas  que 

también  renueva  en  todo  por  el  presente  decreto » 

*De  lo  expuesto  se  deduce  claramente,  que  el  violador  de 
la  inmunidad  real  no  sólo  comete  gravísimo  pecado  de  sa- 
crilegio, y  está  obligado  á  la  restitución  de  toda  exacéión 
impuesta  á  las  iglesias  ó  personas  eclesiásticas,  sino  que 
además  incurre,  ipsojure^  en  la  pena  de  excomunión;  cuya 
pena  comprende  á  toda  persona  de  cualquier  dignidad  que 
por  sí  ó  por  otros,  directa  ó  indirectamente,  imponga  ó  exija 
tales  colectas  6  exacciones.  Asimismo  incurren  en  la  propia 
pena  los  que  voluntariamente  entregan  dichas  contribucio- 
nes, y  los  que  las  reciben  a  sponte  dantibm. 

Pero  es  más,  en  la  Bula  ApostoUcae  Seáis  del  inmortal 
Pío  IX,  se  declara,  que  están  sujetos  á  excomunión  latae 
sententiae,  reservada  de  un  modo  especial  al  Romano  Pon- 
tífice, los  que  usurpan  ó  secuestran  la  jurisdicción,  bienes 
ó  rentas  que  pertenecen  á  personas  eclesiásticas,  por  razón 
de  sus  iglesias  ó  beneficios. 

A  pesar  de  esto,  bien  puede  decirse,  que  en  el  estado  ac- 
tual de  las  sociedades  ha  recibido  la  inmunidad  real  ecle- 
siástica gravísimas  heridas,  pues  apenas  quedan  ya  vesti- 
gios de  ella. 

En  cuanto  á  la  legislación  española,  preciso  es  confesar, 
que  nuestras  antiguas  leyes  fueron  favorables  á  esta  inmu- 
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nidad.  Los  monarcas  españoles  la  respetaban  como  era  jus- 
to, y  no  creían  serles  permitido  imponer  gravámenes  ó  con- 
tribuciones á  los  bienes  de  las  iglesias  y  lugares  píos  ó  de 
las  personas  eclesiásticas,  sin  obtener  para  ello  previa  au- 
torización de  la  Silla  Apostólica. 

Conocida  es  la  historia  de  las  contribuciones  llamadas 
del  sí4bsidio^  del  exct^ado^  y  de  miUoíieSy  impuestas  con  au- 
torización Pontificia  (1);  á  las  cuales  se  subrogó,  en  el  siglo 
antepasado,  la  única  contribuciónf  denominada  catastro,  en 
virtud  del  Breve  de  Benedicto  XIV,  expedido  en  6  de  Sep- 
tiembre de  1757. 

Hasta  en  tiempos  más  recientes  en  que  la  inmunidad  de 
los  bienes  eclesiásticos  había  ya  sufrido  gravísimos  perjui- 
cios, y  en  reinados  tan  regalistas  como  los  de  Carlos  IV,  se 
ve  á  este  Monarca  solicitar  del  Romano  Pontífice  la  nece- 
saria facultad  para  enajenar  una  cantidad  de  los  bienes 
eclesiásticos,  con  la  calidad  de  reconocer  á  sus  poseedores 
una  renta  igual  á  la  que  líquidamente  les  rindiesen  los  mis- 
mos bienes,  cuya  facultad  le  fué  concedida  por  Pío  Vn,  en 
Breve  de  14  de  Junio  dj9  1805,  bajo  de  ciertas  condiciones. 
Dicho  Breve  se  inserta  en  la  nota  primera  á  la  ley  1.*,  títu- 
lo V  del  Suplemento  á  la  Novísima  Recopilación;  y  de  él  re- 
sulta que  el  Santo  Padre  concedió  facultad  al  Rey  para  que 
en  todos  sus  dominios  pudieran  enajenarse  otros  tantos  bie- 
nes eclesiásticos,  cuantos  sean  los  que  en  todo  corresponda 
á  la  renta  libre  anual  de  200.000  ducados  de  oro  de  cámara 
y  no  más.  Y  para  hacer  esta  enajenación  en  las  respectivas 
diócesis  de  España,  el  fruto  ó  rendimiento  anual  líquido  ó 


(1)  La  contribución  llamada  el  subsidio  ascendía  á  la  suma  de 
420.000  ducados,  que  anualmente  debía  pagarse  de  las  rentas,  frutos 
y  productos  eclesiásticos  de  los  dominios  de  España  é  Islas  adyacen- 
tes: fué  impuesta  por  Felipe  II  con  expresa  autorización  de  Pío  IV, 
en  Breve  expedido  en  Marzo  de  1661.  La  de  millones  consistía  en  la 
suma  de  24  millones  de  ducados  que  se  obligaron  á  pagar  los  legos  de 
los  reinos  de  Castilla  y  León  con  la  condición,  que  de  esta  suma,  de- 
biesen pagar  los  eclesiásticos  de  dichos  reinos  á  prorrata  con  los  legos, 
la  de  19  millones  y  medio;  á  cuya  imposición  accedió  Gregorio  XIV, 
autorizándola  por  Breve  de  6  de  Agosto  de  1590. 
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neto  de  los  bienes  que  habían  de  enajenarse,  regulado  por 
las  rentas  percibidas  en  el  espacio  del  quinquenio  vencido 
desde  el  principio  del  año  1798  hasta  en  todo  el  de  1802, 
sería  graduado  por  los  Arzobispos,  Obispos  y  Ordinarios 
locales,  juntamente  con  los  Reales  Ministros.  También  im- 
puso la  obligación  de  asegurar  y  pagar  en  dinero  efectivo  á 
las  personas  respectivas,  por  la  Real  Caja  de  Consolidación 
y  Extinción,  una  igual  cantidad  anual  correspondiente  ó 
proporcionada  á  los  insinuados  frutos  ó  productos,  y  que 
había  de  abonarse  siempre  con  toda  integridad  y  sin  ningu- 
na ni  aun  la  más  mínima  dilación  ni  disminución,  aunque 
sea  con  el  título  de  valimiento^  ni  de  los  gastos  que  ocurran 
por  razón  de  la  cobranza. 

Y  no  es  esto  todo;  varias  leyes  del  tít.  IX,  lib.  I  de  la 
Novísima  Recopilación,  tratan  precisamente  de  dicha  inmu- 
nidad. La  ley  1.*  previene  á  los  Concejos  y  Señores  de  los 
pueblos,  que  no  hagan  estatutos  contra  los  clérigos  é  igle- 
sias^ para  que  paguen  pechos.  La  2.^,  dice  que  á  las  iglesias 
y  monasterios.  Prelados,  clérigos  y  religiosos,  se  guarden 
.sus  privilegios  y  franquezas.  Y  la  ley  6.*  se  expresa  así: 
«Exentos  deben  ser  los  sacerdotes  y  ministros  de  la  Santa 
Iglesia  de  todo  tributo,  según  derecho;  y  por  esto  ordena- 
mos y  mandamos  que  en  quanto  á  los  pedidos  de  que  Nos 
entendemos  servir,  y  en  otros  pedidos  de  qualquiera  otra 
calidad,  los  clérigos  sean  libres  de  contribuir  y  pechar  con 
los  Concejos;  pero  que  en  los  pechos  que  son  para  bien  co- 
mún de  todos,  así  como  para  reparo  de  muro  ó  de  calzada, 
ó  de  carrera  ó  de  puente,  ó  de  fuente,  ó  de  compra  de  tér- 
mino, ó  en  costa  que  se  haga  para  velar  y  guardar  la  villa 
y  su  término  en  tiempo  de  menester,  que  en  estas  cosas  ta- 
les, á  f allescimiento  de  propios  de  Concejo,  deben  contribuir 
y  ayudar  los  dichos  clérigos,  por  quanto  es  procomunal  de 
todos  y  obra  de  piedad:  y  otrosí,  de  heredad  que  sea  tribu- 
taria, en  que  sea  el  tributo  apropiado  á  la  heredad,  que  los 
clérigos  que  compraren  tales  heredades  tributarias,  que  pe- 
chen aquel  tributo  que  es  apropiado  y  anexo  á  las  tales  he- 
redades; é  qualquier  que  esta  ley  qtiébrantare^  qtic  pague  con 
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el  doblo  á  los  dichos  clérigos  todo  lo  que  de  ellos  llevare > 

La  ley  8.*,  dispone  que  los  clérigos,  iglesias  y  monaste- 
rios no  paguen  alcabala  de  la§  ventas  que  hicieren  de  su8> 
bienes,  porque  á  los  clérigos  é  iglesias  deben  guardárseles 
las  franquezas  que  por  Dios  les  competen. 

Réstanos  sólo  examinar,  con  relación  á  la  materia,  algu- 
nas disposiciones  de  los  Concilios  Toledanos,  y  el  Concor- 
dato de  1737. 

En  el  Concilio  Toledano  IV,  canon  XLVII,  decretaron, 
los  Padres  de  orden  del  rey  Sisenando:  que  todos  los  clérigos^ 
ingenuos  por  tener  que  entregarse  á  la  religión,  gocen  de  la 
inmunidad  de  todas  las  indicciones  pfiblicas  y  trabajos,  á  fin- 
de  que  sirvan  libremente  á  Dios,  y  no  sean  retraídos  de  Zos- 
oficios  eclesiásticos  impedidos  por  alguna  necesidad. 

Y  eii  el  pliego  que  presentó  el  rey  Egica  á  los  Padres 
del  Concilio  XVI  de  Toledo,  se  lee  lo  siguiente:  «También 
vuestra  honorificencia  cuidará  de  promulgar  que  ningún 
Obispo,  para  pago  de  los  tributos  reales,  toque  en  lo  más 
mínimo  á  los  derechos  de  las  iglesias  parroquiales,  ni  se 
atreva  á  exigir  por  ellos  ningunas  inquisiciones  ó  eveccio- 
nes;  sino  que  contribuirá  al  tesoro  real  con  los  obsequios 
acostumbrados  con  los  productos  de  los  predios  de  sus  se- 
des, sin  dar  nada  á  nadie  por  vía  de  estipendio  de  las  cosas- 
de  las  mismas  iglesias  parroquiales » 

Suponen,  sin  embargo,  las  anteriores  palabras,  que  los 
Obispos  abonaban  al  Rey  ciertas  exacciones,  que  unos  creen, 
serían  libres  y  espontáneas,  y  otros  que  tendrían  únicamen- 
te lugar  por  algún  motivo  extraordinario  de  guerra  ú  otra& 
urgencias  del  Estado. 

Por  último,  el  Concordato  de  1737  vino  á  conceder  que 
todos  aquellos  bienes  que  por  cualquier  titulo  adquiriesen 
cualquiera  iglesia,  lugar  pío  ó  comunidad  eclesiástica,  y  por 
esto  cayesen  en  mano  muerta,  quedasen  perpetuamente  su- 
jetos desde  el  día  en  que  se  firmase  la  presente  concordia  á 
todos  los  impuestos  y  tributos  regios  que  los  legos  pagan,  ¿ 
excepción  de  los  bienes  de  primera  fundación,  y  con  la  con- 
dición de  que  estos  mismos  bienes  que  hubieren  de  adquirir 
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«n  lo  futuro,  queden  libres  de  aquellos  impuestos  que  por 
concesiones  apostólicas  pagan  los  eclesiásticos  y  que  no  pue- 
dan los  tribunales  seglares  obligarlos  á  satisfacerlos^  sino 
que  esto  lo  deban  ejecutar  los  Obispos  (1). 

De  aquí  tomó  pretexto  el  Sr.  D.  Carlos  IH  para  dictar  la 
Keal  orden  de  15  de  Marzo  de  1765,  que  es  la  ley  15,  tít.  IX, 
libro  I  de  la  Nov.  Recop.,  en  virtud  de  la  cual  mandó  que 
la  contribución  de  milicias  se  pague  por  los  clérigos,  comu- 
nidades eclesiásticas  y  manos  muertas  con  proporción  á  sus 
bienes. 

En  esa  ley  se  dice:  que  los  eclesiásticos  y  comunidades 
deben  ser  considerados  para  las  Reales  contribuciones  como 
vasallos  legos  en  todo  lo  que  sea  trafo,  negociación  ó  gran- 
jeria; que  asimismo  todas  las  adquisiciones  hechas  por  las 
manos  muertas  después  del  Concordato  del  año  1737,  no  go- 
zan de  inmunidad  eclesiástica,  y  deben  sujetarse  del  mismo 
modo  á  las  Reales  contribuciones,  sin  que  á  ellas  ni  á  los 
eclesiásticos  las  pueda  preservar  la  excepción  de  nobles, 
porque  el  clero  sólo  debe  gozar  de  la  inmunidad  que  justa  y 
canónicamente  Ib  compete  en  todos  los  bienes  patrimoniales 
y  beneficíales,  y  las  manos  muertas  únicarmente  en  aquellos 
que  tenían  antes  del  citado  Concordato. 


(1)    Art.  8.0 


CAPÍTULO  XXVIll 

I.  Beneficios  eclesiásticos:  etimología  de  esta  palabira  y  sa  semejanza 
con  los  feudos:  definición,  origen  é  historia  de  ijos  beneficios. — Ü^ 
Clasificación  conforme  á  su  naturaleza,  y  las  introducidas  por  lo» 
canonistas  por  diversos  conceptos. — IIL  Cualidades  esenciales,  na- 
turales y  accidentales  de  los  beneficios:  necesidacl  de  su  organiza- 
ción por  lá  de  los  oficios  que  siempre  existieron. — IV.  Beneficios- 
regulares:  su  naturaleza  y  origen:  quién  nombra  para  ellos. — Y* 
Disciplina  de  la  Iglesia  sobre  la  unidad  de  los  beneficios  é  incon- 
venientes de  la  pluralidad  personal  y  real:  abusos  cometidos  du- 
rante la  Edad  Media:  su  reforma  por  los  cánones  Lateranensesr 
opiniones  inventadas  para  eludir  su  cumplimiento:  Constituciones- 
de  Bonifacio  VIII  y  Juan  XXII  acerca  de  este  punto:  lo  dispuesta 
en  el  Tridentino:  representación  que  con  motivo  de  nuevos  abasos 
dirigió  el  Obispo  de  Orihuela  al  Sr.  D.  Carlos  III  en  12  de  Junio 
de  1768. — VI,  Legislación  y  práctica  vigente  en  el  caso  de  obtener- 
se un  segundo  beneficio  incompatible. 


El  tratado  de  beneficios  es,  sin  duda  alguna,  uno  de  los- 
más  interesantes  de  la  ciencia  canónica,  porque  la  doctrina 
de  sus  diferentes  capítulos  es  de  pura  aplicación  y  de  cons- 
tante uso  en  la  Iglesia.  Y  tan  cierto  es  esto  que  dicen  los  ex- 
positores: su  importancia  no  ha  cesado  por  la  enajenación 
de  los  bienes  eclesiásticos,  pues  la  naturaleza  de  los  benefi- 
cios permanecerá  siempre  la  misma,  aunque  varíe  la  form& 
de  la  dotación  de  los  beneficiados. 

Sentado  esto,  vamos  á  examinar  la  etimología  de  esa  vok 
y  su  semejanza  con  los  feudos. 
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sean  diezmos,  sean  primicias,  ó  sean  otros  emolumentos: 
su  destino  no  es  precisamente  á  la  sustentación  de  los  mi- 
nistros, sí  también  á  otros  fines  piadosos;  pero  los  bienes 
feudales  son  de  muy  diferente  condición:  no  tienen  esta  es- 
piritualidad: son  profanos,  y  ligados  á  la  dependencia  de 
una  servidumbre  personal » 

Pero  es  el  caso  que  nadie  trata  de  confundir  los  benefi- 
cios eclesiásticos  con  los  feudos.  Ya  sabemos  que  son  cosas 
muy  diferentes.  Lo  que  afirman  muchos  canonistas,  y  con 
ra:5Ón,  por  cierto,  es  que  los  beneficios  propiamente  dichos 
se  establecieron  en  la  Iglesia  á  imitación  de  los  feudos, 
pues  los  capipos  concedidos  á  los  militares  en  recompensa 
de  sus  servicios,  se  llamaron  en  lengua  latina  beneficios^  y 
en  lengua  germánica  feudos;  de  manera  que  las  dos  palabras 
vienen  á  significar  una  misma  cosa.  Más  claro:  los  feudos 
en  su  origen  no  fueron  otra  cosa  que  la  concesión  de  estos 
terrenos,  si  bien  al  principio  se  otorgaron  solo  mientras 
duraba  el  servicio  ó  por  toda  la  vida  del  agraciado,  y  más 
tarde  se  hicieron  perpetuos  y  pasaron  á  sus  herederos.  Con 
el  transcurso  del  tiempo  estos  propietarios  llegaron  á  ser 
grandes  señores,  con  el  mero  y  mixto  imperio  en  extensas 
comarcas. 

Ahora  bien:  una  cosa  análoga  se  ve  en  la  institución  de 
los  beneficios.  En  efecto,  vigente  todavía  el  acervo  común, 
principiaron  los  Obispos  á  conceder  á  algunos  clérigos  be- 
neméritos un  predio  para  que  disfrutasen  su  renta,  dándoles 
así  la  dotación  de  una  vez  en  lugar  de  hacerlo  por  distribu- 
ciones. La  concesión,  empero,  era  solo  durante  cierto  tiem- 
po ó  de  por  vida;  pues  muerto  el  beneficiado  volvían  los 
predios  á  la  masa  general  de  bienes;  pero  como  quiera  que 
estos  casos  se  fueron  haciendo  cada  vez  más  frecuentes,  lle- 
gó por  último  á  fijarse  la  disciplina  general  de  pasar  los 
bienes  al  sucesor  en  el  beneficio,  sin  necesidad  de  nueva 
gracia. 

En  este  sentido  y  no  en  otro  es  como  debe  explicarse  la 
semejanza  de  loe  beneficios  con  los  feudos.  Por  lo  demás, 
ya  sabemos  que  el  beneficio  como  oficio  ha  existido  siem- 
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pre,  mientras  los  feudos  corresponden  á  la  historia  de  la 
Edad  Media. 

Todavía  Donoso  lleva  aun  más  allá  el  origeií  de  la  voz 
beneficio,  pues  afirma  que  este  nombre  significa  el  predio 
fiscal  que  los  Emperadores  Romanos  solían  dar  á  los  jefes  j 
soldados  beneméritos  que  se  distinguían  en  la  defensa  del 
astado,  para  que  así  pudieran  proporcionarse  en  su  retiro 
y  en  la  ancianidad,  una  conven  ente  subsistencia.  A  este 
ejemplo,  añade,  la  Iglesia  comenzó  á  distribuir  predios  á 
los  clérigos  más  distinguidos,  para  que  se  alimentasen  con 
sus  productos;  y  estos  predios  se  llamaron  beneficios,  y  los 
clérigos  que  los  obtenían  beneficiados.  Y  luego  díce^  extin- 
guida la  vida  común  del  clero  y  distribuidos  en  varias  por- 
ciones los  bienes  eclesiásticos,  los  clérigos  vinieron  á  obte- 
ner peculiares  prebendas  de  que  gozaban  durante  la  vida, 
de  manera  que  el  derecho  de  percibir  los  réditos  eclesiásti> 
eos,  anexo  en  otro  tiempo  á  la  ordenación,  por  la  cual  el 
clérigo  era  adscrito  á  determinada  iglesia  q#e  le  suminis- 
traba la  subsistencia,  es  hoy  día  inherente  á  los  beneficios, 
cuyos  réditos  percibe  para  su  honesta  y  congrua  susten- 
tación. 

En  una  palabra,  aunque  el  beneficio  como  oficio  existió 
siempre  en  la  Iglesia,  no  llegó  á  organizarse  como  tal  bene- 
ficio hasta  el  siglo  xii;  y  de  aquí  su  semejanza  con  los 
feudos. 

El  beneficio  eclesiástico  se  define  generalmente  dicien- 
do: «derecho  perpetuo  instituido  por  autoridad  de  la  Igle- 
sia que  compete  al  clérigo  por  razón  de  un  oficio  espiritual, 
para  percibir  en  nombre  propio  cierta  parte  de  los  frutos 
de  los  bienes  eclesiásticos;»  ó  en  otros  términos:  el  derecho 
de  percibir  una  renta  eclesiástica  aneja  á  un  oficio  espiritual 
ó  ministerio  perpetuo  creado  por  la  Iglesia, 

Y  otros  le  definen  propter  o/ficium. 

Aunque  las  definiciones  indicadas  explican  realmente  su 
verdadero  concepto,  como  quiera  que  puede  haber  benefi- 
cio sin  renta,  preferimos  la  siguiente:  Cierto  género  de  mi^ 
¿ida  eclesiástica,  con  que  se  obliga  uno  á  desempeñar  el  sagra- 
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oado,  el  Arzobispado,  el  Obispado  y  las  AbaiUas  con  juris- 
dicción cuasi  episcopal.  También  se  llaman  beneficios  con- 
sistoriales, porque  el  Romano  Pontífice  los  confiere  en  el 
Consistorio  de,Gardenales. 

Son  menores  los  que  carecen  de  las  condiciones  expre- 
sadas; más  claro:  todos  los  demás  beneficios  inferiores, 
como  la  dignidad,  el  personado,  el  oficio,  el  simple  canoni- 
cato y  la  parroquia. 

Estos  beneficios  menores  se  dividen  á  su  vez  en  dobles  y 
sencillos.  Se  llaman  dobles  los  que,  además  del  oficio  común, 
tienen  aneja  jurisdicción,  preeminencia  ó  administración 
eapeoial,  cuales  son  las  dignidades,  personados  y  oficios. 
hoB  simples. 6  sencillos  no  UevsLn  consigo  cura  de  almas,  ni 
dignidad,  personado  ú  oficio,  sino  que  sólo  fueron  institui- 
dos para  la  recitación  de  las  horas  canónioas  y  celebración 
de  otros  divinos  oficios.  Debemos,  empero,  advertir,  que 
en  tratándose  de  cosas  odiosas  y  restriotivas,  los  canonica- 
tos no  entran  en  esta  denominación,  porque  participan  de 
la  dignidad  del  capítulo. 

Los  beneficios  dohles  se  subdividen  en  curados  y  no  cu- 
rados. Son  curados  los  que  tienen  jurisdicción  en  el  fuero 
interno  y  cura  de  almas,  como  los  beneficios  parroquiales; 
y  no  curados,  aquellos  que  no  llevan  cura  de  almas,  aunque 
tengan  jurisdicción.  Decimos  esto,  porque  hay  algunos  au- 
tores, como  García  y  Barbosa,  que  llaman  también  benefi- 
cios curados  á  los  que  sólo  entrafian  jurisdiooíón  en  el  fuero 
externo  ó  oontenoioso.  Pero  es  más:  el  carácter  distintivo 
de  los  curados  es  la  administración  de  los  Sacramentos  jure 
•  proprio;  y  de  aquí  que  no  puedan  llamarse  tales,  aun  aque- 
llos que  sólo  llevan  jurisdicción  en  el  fuero  interno. 

Los  beneficios  simples  ó  sencillos  se  subdividen  también 
en  residenciales  y  no  residenciales;  pero  esta  clasificación  es 
abusiva,  porque  todos  ios  beneficios  propiamente  dichos 
exigen  residencia. 

Se  dicen  beneficios  propios  los  que  están  sujetos  á  lae 
reglas  canónioas. sobre  este  punto,  é  impropios  loa  que  no  lo 
están. 
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Aparte  de  estas  olasificáciones,  que  son  las  esenciales, 
los  canonistas  han  introducido  otras  varias. 

En  primer  lugar,  y  por  razón  de  las  personas  á  quienes 
corresponden,  se  dividen  en  beneficios  seculares  y  regulen 
res.  Los  primeros  competen  á  los  clérigos  seculares  que  no 
profesan  la  regla  de  ningún  instituto  religioso.  Los  segun- 
dos se  dan  á  los  regulares. 

En  segundo  lugar,  y  por  razón  de  quien  los  confiere,  se 
dividen  también  en  reservados  y  no  reservados,  siendo  los 
primeros  de  colación  Pontificia. 

Igualmente  se  dividen:  Por  razón  del  tiempo,  en  título  y 
en  encomienda.  Por  tolerancia  de  la  disciplina,  en  compcíti- 
bles  é  incompatibles.  Por  el  modo  de  conferirlos,  en  electivos, 
colativos,  y  de  patronato.  Por  razón  de  su  semejanza,  en  uni- 
formes y  difortnes.  Y  por  razón  de  su  origen,  en  patrimo- 
niales y  no  patrimoniales. 

Los  beneficios  titulares  son  aquellos  que  se  conceden  en 
título,  es  decir,  perpetuamente;  mientras  los  dados  en  en- 
comienda son  sólo  temporales.  Los  compatibles  pueden  po- 
seerse con  otro  al  misino  tiempo,  lo  cual  se  prohibe  respec- 
to de  los  incompatibles. 

Se  dicen  beneficios  electivos,  los  que  se  confieren  por 
elección  ó  sufragio,  advirtiéndose  que  no  pierden  su  de- 
nominación, aunque  la  elección  deba  ser  confirmada  por 
el  superior  respectivo.  Algunos,  sin  embargo^  Uámanlos 
entonces  électivo-confir motivos.  Se  denominan  coldtivos  los 
que  se  dan  por  libre  colación  del  Ordinario,  sin  previa  elec- 
ción ni  presentación  de  otro.  Son  patronados,  aquellos  que 
se  confieren  previa  la  presentación  del  patrono,  ó,  más 
breve,  los  que  están  sujetos  al  derecho  de  patronato. 

Llámanse  uniformes  los  que  son  de  una  misma  clase,  y 
diformes  los  que  no  lo  son. 

Finalmente,  dicense  patrimoniales  aquellos  que  deben 
conferirse  a  clérigos  que  sean  de  tal  pueblo,  lugar  ó  pro- 
vincia, ó  nacidos  de  tal  familia,  si  los  hay  idóneos.  No  pa- 
trimoniales son  los  que  pueden  concederse  á  cualquier  cléri- 
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go  digno,  sea  el  que  se  quiera  el  lugar  de  su  nacimiento  (!)• 
Todavía  los  canonistas  nos  hablan  de  beneficios  mantM'' 
les  6  en  economato ^  es  decir,  revocables  ad  nutum  y  perpetuos. 
Pero  considerando  otros  que  la  perpetuidad  es  de  esencia 
en  el  beneficio  eolesiástrco,  niegan  con  razón  á  los  primeros 
la  calidad  de  tales. 

III 

Los  canonistas  asemejan  el  beneficio  eclesiástico  á  un 
contrato  consensual,  porque  tanto  en  el  uno  como  en  el 
otro  existen  condiciones  esenciales,  naturales  y  acciden- 
tales. 

Llámanse  esenciales  aquellas  cualidades  ó  circunstancias 
sin  la^  cuales  no  puede  existir  el  beneficio:  naturales  son  las 
que,  atendida  su  naturaleza  ordinaria,  intervienen  en  él, 
pero  que  pueden  ser  alteradas  por  la  voluntad  de  los  funda- 
dores; y  accidentales  son  aquellas  circunstancias  que  en  un 
todo  dependen  de  la  voluntad  de  éstos.      ' 

Ahora  bien:  son  requisitos  esenciales  del  beneficio  ecle- 
siástico: 1.®  La  intervención  de  la  legítima  autoridad  eclesiás- 
tica. 2.®  Cargo  ú  oficio  sagrcido.  3.®  Dotación  necesaria. 


(1)  El  tit.  XXI,  libro  I  de  la  Nov.  Recop.  está  especialmente  con- 
sagrado á  la  provisión  de  beneficios  patrimoniales.  Contiene  cuatra 
leyes:  la  primera,  que  es  de  D,  Carlos  y  Doña  Juana,  trata  de  dicha 
provisión  en  los  Obispados  de  Burgos,  Falencia  y  Calahorra,  consi- 
guiente al  motu  propno  de  Clemente  VIII,  expedido  en  28  de  Abril  de 
1696:  la  segunda,  de  los  mismos  Monarcas,  fija  el  orden  que  han  de 
observar  los  Obispos  de  Falencia  en  la  provisión  de  dichos  beneficios , 
sin  admitir  permutas  ni  resignaciones:  la  ley  tercera,  que  es  también 
de  los  propios  Monarcas,  determina  que  lo  proveído  cerca  de  los  be- 
neficios en  los  Obispados  de  Burgos,  Falencia  y  Calahorra,  se  ex- 
tienda á  todos  los  lugares  donde  sean  patrimoniales;  y  la  cuarta,  del 
señor  D.  Carlos  I,  previene  que  todos  los  negocios  pendientes  en  el 
Consejo  sobre  beneficios  patrimoniales  y  de  Patronazgo  Real  se  remi- 
tan á  las  Audiencias  para  que  allí  se  vean  y  determinen. 

Mas  por  el  Concordato  de  1861  se  derogó  en  Espafia  el  privilegio 
de  patrimonialvdad.  £1  art.  26  del  mismo,  dice  así:  c  Cesará,  por  consi- 
guiente, el  privilegio  de  patrimonialidad  y  la  exclusiva  ó  preferencia 
que  en  algunas  partes  tenían  los  patrimoniales  para  la  obtención  de 
caratos  y  otros  beneficios». 
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Algunos  canonistas  añaden  otra  circunstancia  más,  que 
68  la  persona  á  quien  se  da.  Pero  es  bien  obvio  que  siendo 
cualidad  esencial  el  cargo  ú  oficio  sagrado,  ha  de  haber  per* 
sona  eclesiástica  que  lo  desempeñe. 

Y  que  son  esenciales  estas  circunstancias  lo  reconocen 
todos  los  autores.  Berardi  dice:  «No  puede  haber  beneficio 
eclesiástico,  ni  puede  decirse  tal  mientras  no  sea  erigido 
con  expreso,  6  á  lo  menos  tácito  consentimiento  del  Obis- 
po Diocesano;  pues  ni  se  pueden  repartir  de  otro  modo  en  la 
Iglesia  los  sagrados  ministerios,  ó  distribuir  los  réditos  ecle- 
siásticos. En  la  erección  de  cualquiera  beneficio  siempre  de- 
berá mirarse  si  es  útil  el  público  ministerio  que  se  prescri- 
be al  beneficiado,  y  si  son  bastantes  sus  rentas  para  sobre- 
llevar las  cargas » 

Esto  mismo  enseña,  entre  otros,  el  Dr.  Golmayo;  si  bien 
equivocadamente  califica  de  segundo  requisito  la  interven- 
ción de  la  autoridad  eclesiástica,  y  concede  el  primer  lugar 
á  una  condición  que  sólo  es  natural  del  beneficio. 

La  intervención,  pues,  de  la  legítima  autoridad  eclesiás- 
tica es,  sin  duda  alguna,  el  primer  requisito  esencial,  por- 
que sin  esa  intervención  no  puede  erigirse  beneficio.  Y  es 
más,  aunque  algunos  autores,  como  Berardi,  se  contentan 
con  el  consentimiento  tácito,  es  lo  cierto  que  se  requiere  el 
expreso,  porque  como  contrato  consensual,  debe  intervenir 
el  consentimiento  expreso  de  las  partes. 

Esto  supuesto,  conviene  advertir  que  la  legítima  autori- 
dad eclesiástica  lo  es  en  la  diócesis  el  Obispo,  y  en  la  Iglesia 
universal  la  misma  Iglesia  ó  el  Romano  Pontífice.  Sin  em- 
bargo, el  Obispo,  como  guardador  de  la  disciplina  ecle- 
siástica, no  puede  admitir  cláusula  alguna  de  la  fundación, 
que  sea  contraria  al  derecho  común:  sólo  puede  hacerlo  en 
el  caso  que  dicha  disciplina  general  esté  derogada  por  el 
Romano  Pontífice  para  aquel  reino  ó  provincia,  ó  se  en- 
cuentre modificada  en  contrario  por  la  disciplina  particu- 
lar de  aquel  país. 

En  una  palabra:  sin  la  intervención  y  aprobación  de  la 
legítima  autoridad  eclesiástica  no  puede  erigirse  beneficio 
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alguno.  Por  falta  precisamente  de  este  requisito  no  se  cuen- 
ta en  la  clase  de  beuef  icios  las  capellanías  laicales  y  legados 
piadosos  de  misas,  aunque  el  poseedor  tenga  de  por  vida  los 
bienes  de  la  fundación,  y  cumpla  por  sí  las  cargas. 

El  segundo  requisito  esencial  lo  es  el  oficio  ó  cargo,  por- 
que el  beneficio  se  da  por  el  oficio.  De  aquí  que  la  posesión 
de  una  renta  eclesiástica  sin  obligación  alguna,  aunque  la 
tenga  un  clérigo,  no  le  da  el  título  de  beneficiado;  y  por  el 
oontrariO;  se  llama  título  al  oficio  ó  cargo  sagrado  que  des- 
empeña. 

A  la  Iglesia  corresponde  también  fijar  las  obligaciones 
que  han  de  ir  anejas  á  cada  beneficio,  y  deben  ser  tales,  que 
redunden  en  manifiesta  utilidad  de  los  fieles. 

El  tercero  de  los  requisitos  expresados  es  la  dotación  ne- 
oesaria,  porque  digno  es  el  operario  de  su  merced,  y  en  tal 
supuesto,  quien  sirve  un  oficio  debe  vivir  con  los  produc- 
tos de  ese  mismo  oficio. 

Las  condiciones  naturales  de  los  beneficios  son  las  si- 
guientes: 1,*  Perpetuidad.  2.*  Indivisibilidad.  3.*  Singulari- 
dad, He  aquí  cómo  explica  estas  propiedades  el  inmortal  Be- 
rardi:  «Serán  perpetuos  por  dos  razones:  ya  porque  el  bene- 
ficio erigido  una  vez  subsista  para  siempre,  ya  porque  el 
clérigo  que  obtuvo  beneficio,  ni  puede  cederle,  ni  puede 
ser  removido  del  mismo  sin  que  intervenga  para  ello  justo 
motivo.  Son  indivisos,  por  cuanto  no  se  admiten  dos  perso- 
nas al  mis  no  título  de  un  beneficio;  pues  una  vez  que  lle- 
garon á  repartirse  los  oficios  eclesiásticos  y  bienes  de  las 
iglesias,  superfina  sería  una  nueva  desmembración  mien- 
tras no  pida  la  pública  utilidad  se  hagan  de  uno  muchos 
beneficios.  Son  singulares,  porque  cada  clérigo  debe  con- 
tentarse con  un  beneficio,  si  no  consta  ser  insuficientes  los 
réditos  de  uno  solo  para  mantener  un  ministro.» 

Todas  estas  condiciones  naturales  pueden  considerarse 
de  dos  maneras,  á  saber:  personales  y  reales. 

Por  esto  dice  Golmayo  que  la  perpetuidad  puede  consi- 
derarse con  respecto  al  beneficiado  ó  con  respecto  á  la  Igle- 
sia. Con  respecto  á  la  Iglesia,  indica  que  ésta  ha  considera- 
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do  conveniente  crear  un  oficio,  no  para  un  cierto  número 
de  años,  sino  para  un  tiempo  largo,  indefinido,  como  conse- 
cuencia de  una  necesidad  permanente.  Con  respecto  al  be- 
neficiado, la  perpetuidad  quiere  decir  que  ha  de  ser  por  to- 
da su  vida,  como  lo  es  la  ordenación,  á  la  cual  estuvieron 
anejos  I03  beneficios  por  muchos  siglos. 

Y  en  efecto,  tanto  la  perpetuidad  personal  como  la  real, 
se  fundan  en  graves  consideraciones. 

Ya  sabemos  que  conforme  á  la  disciplina  antigua,  iban 
los  beneficios  anejos  á  la  ordenación;  de  aquí  que  fuesen  si- 
multáneos los  actos  ordenar,  asignar  y  designar.  Ahora 
bien:  como  los  beneficios  hacen  acreedor  al  clérigo  de  sus 
productos,  con  los  cuales  acude  á  su  precisa  subsistencia,  si 
el  clérigo  siempre  es  tal,  porque  el  orden  imprime  carácter, 
perpetuos  deben  ser  los  medios  con  que  atienda  á  las  necesi- 
dades imprescindibles  de  su  vida.  Y  no  se  diga  que  esa  an- 
tigua disciplina  sufrió  luego  alteración,  porque  si  bien  es 
cierto  que  niás  tarde  se  separaron  aquellos  actos,  también 
lo  es  que  ese  cambio  fué  puramentejaccidental.  Por  otra 
parte,  el  beneficio  es  un  cargo  público,  y  como  tal  no  puede 
simplemente  renunciarse.  Si  á  esto  se  agrega  que  el  benefi- 
ciado al  aceptar  el  beneficio  celebra  realmente  un  contrato 
con  la  Iglesia  que  se  lo  concede,  tendremos  probados  los 
fundamentos  de  dicha  perpetuidad,  puesto  que  los  contratos 
no  terminan  por  sola  la  voluntad  de  una  de  las  partes. 

Y  que  es  contrato,  lo  enseñan  las  obligaciones  y  derechos 
que  recíprocamente  tienen  las  partes. 

La  Iglesia  no  puede  sin  justa  causa  remover  al  beneficia- 
do, ni  éste  tampoco  puede  dimitir  su  cargo  por  solo  su  ca- 
pricho. 

La  parpetuidad  real  se  justifica  también  por  la  perpetui- 
dad de  los  oficios  eclesiásticos,  pues  éstos  han  existido  en 
todos  los  tiempos;  y  además,  porque  deben  respetarse  esos 
oficios  como  la  voluntad  del  fundador. 

Mas  esta  primera  cualidad  ó  condición  de  los  beneficios 
tiene  asimismo  sus  justas  excepciones. 

En  primer  lugar,  no  son  perpetuos  por  lo  relativo  á  las 
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personas  los  beneficios  regulares,  porque  estos  regulares 
están  sujetos  á  la  voluntad  de  su  superior. 

En  segundo  término,  y  por  lo  que  hace  á  la  perpetuidad 
real,  tampoco  lo  son  los  d6  las  iglesias  recepticias:  se  llaman 
así  aquellas  en  que  se  dan  tantos  beneficios  cuantos  pueden 
sostener  las  rentas,  y  si  algún  día  aminoran  éstas  hay  nece- 
sidad de  disminuir  también  los  beneficios. 

Además,  el  fundador  ha  podido  erigirlo  temporalmente, 
y  ser  aceptado  por  la  Iglesia. 

Por  todo  esto,  la  perpetuidad  no  puede  considerarse 
como  requisito  esencial  de  los  beneficios,  según  pretenden 
algunos  canonistas. 

Respecto  á  la  disciplina  particular  de  España,  sabido  es 
el  contenido  del  art.  6.*^  del  Concordato  de  1737,  por  virtud 
del  cual  se  abolió  la  costumbre  de  erigir  beneficios  tempo- 
rales; acordándose  además  que  S.  S.  expidiese  letras  circu- 
lares á  los  Obispos  de  España,  mandándoles  que  no  permi- 
tan en  adelante  semejantes  erecciones  de  beneficios,  debien- 
do éstos  ser  instituidos  con  aquella  peí*petuidad  que  ordenan 
los  sagrados  cánones;  y  los  que  estuviesen  erigidos  de  oti*a 
forma,  no  gozarían  de  ejtención  alguna.  Para  la  observancia 
de  esta  disposición  se  dio  luego  por  D.  Felipe  V  la  ley  5,*, 
tít.  XII,  libro  I  de  la  Nov.  Recop.,  donde  se  declara  qué  los 
tales  beneficios  no  gozarían  de  privilegios  algunos  de  exen- 
ción. 

La  indivisibilidad,  otro  de  los  requisitos  naturales,  es 
también  personal  y  real.  La  personal  consiste  en  que  no  se 
divida  el  derecho  entre  dos  clérigos;  ó  más  claro,  en  que  el 
beneficio  sea  servido  únicamente  por  una  sola  persona. 
Esta  propiedad  se  justifica:  1.^  Por  el  principio  de  unidad 
que  es  fundamental  en  la  Iglesia.  2.^  Porque  siendo  un  de- 
recho no  debe  dividirse,  toda  vez  que  los  derechos  son  de 
suyo  indivisibles.  Y  3.®  Porque  estarían  los  oficios  peor  des- 
empeñados. 

La  indivisibilidad  real  consiste  á  su  vez  en  la  prohibición 
de  dividir  los  productos  del  beneficio,  por  más  que  éste  sea 
pingiie.  Y  se  funda  en  que,  caso  contrario,  quedaría  el  be- 

Inst.  db  Dbrbcho  canónico  —  Tomo  II  29 
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nefl ciado  incongruo,  y  muy  particularmente,  en  que  se  in- 
fringiría la  voluntad  del  fundador. 

La  indivisibilidad,  sin  embargo,  cede  también  á  la  evi- 
dente utilidad  de  la  Iglesia. 

La  singularidad,  último  de  los  requisitos  naturales,  se 
considera  asimismo  como  personal  y  reah  La  personal  con- 
siste  en  que  cada  beneficiado  tenga  sólo  un  beneficio,  y  la 
real  en  que  éste  permanezca  aislado,  esto  es,  sin  unirse  á 
ningún  otro  beneficio.  La  singularidad  personal  se  justifica: 
1.®  Por  la  dificultad  de  desempeñar  bien  más  de  un  cargo. 
2.**  Porque  dichos  beneficios  pueden  tener  condiciones  es- 
peciales, V.  gr.,  la  residencia,  y  es  imposible  residir  á  la  vez 
en  dos  pimtos  diversos.  3.^  Porque  se  excita  la  avaricia,  dan- 
do lugar  á  la  comisión  del  delito  de  simonía.  Y  4.**  Porque 
se  disminuye  el  culto. 

La  singularidad  real  se  justifica  también  por  las  mis- 
mas razones;  y  además,  porque  esa  fué  la  voluntad  del  fun- 
dador^ toda  vez  que  éste  no  quiso  que  su  beneficio  se  uniese 
á  otro. 

La  singularidad  cede  igualmente  á  la  pública  utilidad  de 
la  Iglesia,  como  sucede  en  el  caso  de  que  un  beneficio  quede 
incongruo. 

Ya  hemos  manifestado  que  los  requisitos  accidentales 
dependen  en  todo  de  la  voluntad  de  los  fundadores.  Por 
esto  precisamente  no  puede  fijarse  su  número.  Pero  sí  dire- 
mos que  las  condiciones  puestas  en  el  instrumento  de  fun- 
dación, siendo  posibles  y  honestas,  deben  observarse  estric- 
tamente; las  imposibles  ó  torpes  se  tienen  por  no  puestas, 
según  el  sentir  de  varios  canonistas,  quienes  invocan  para 
ello  el  capítulo  último  de  Conditionihus  appositis. 


IV 


Se  dicen  beneficios  regulares,  aquellos  que  corresponden 
á  los  religiosos. 

De  estos  beneficios,  unos  tienen  por  objeto  la  observan- 
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-cia  de  la  disciplma  monástica  y  gobierno  de  los  monjes,  ta- 
les como  las  Abadías,  Prioratos  y  demás  oficios  claustrales; 
otros  no  tienen  relación  con  la  vida  'monástica,  y  seculares 
6n  su  origen,  han  llegado  á  incorporarse  á  los  monasterios, 
l)ien  por  expresa  voluntad  del  fundador,  bien  por  prescrip- 
ción de  cuarenta  años. 

De  aquí  que  los  beneficios  puedan  ser  regulares  en  cua- 
tro casos,  á  saber:  1.**  Por  su  naiuraleisa.  2.^  For  su  funda- 
ción. 3.°  For  la  unión,  Y  4.°  For  la  prescripción  de  cuarenta 
años. 

Se  dice  beneficio  regular  por  su  naturaleza,  el  creado 
<5on  objeto  de  que  un  monje  rija  la  iglesia  donde  está  insti- 
tuido; lo  es  por  razón  de  fundación,  cuando  el  fundador 
quiere  que  lo  sirva  un  religioso;  lo  es  por  unión,  cuando 
isiendo  secular  en  su  origen  se  ha  unido  luego  á  un  monas- 
terio; y,  por  último,  adquiere  este  carácter  por  prescrip- 
<5ión,  cuando  el  monje  viene  desempeñándolo  como  tal  be- 
neficio durante  el  tiempo  de  cuarenta  años. 

En  caso  de  duda,  se  presume  siempre  que  el  beneficio  es 
isecular,  y  esta  presunción  tiene  que  destruirse  por  una 
prueba  positiva  en  contrario  de  parte  de  los  monjes. 

Por  regla  general,  los  beneficios  regulares  se  conceden 
4  los  religiosos  por  autoridad  de  sus  superiores,  pudiendo 
ser  removidos  libremente  de  ellos  por  los  mismos  Prelados. 
Pero  si  se  trata  de  beneficio  que  lleve  aneja  la  cura  de  al- 
mas, entonces  los  Vicarios  nombrados  por  los  monasterios 
quedan  sujetos  á  la  autoridad  episcopal.  Y  lo  que  es  más, 
no  puede  constituirse  ninguno,  aunque  sea  ad  nutum  amo- 
vible, sino  previo  examen  y  consentimiento  del  Obispo, 
excepto  el  monasterio  de  Cluni  con  sus  límites,  y  excepto 
también  aquellos  monasterios  ó  lugares  en  que  tienen  su 
ordinaria  y  principal  mansión  los  Abades,  los  Generales  6 
Superiores  de  las 'Ordenes,  así  como  los  demás  monasterios 
ó  casas  en  que  los  Abades  y  otros  superiores  de  regulares 
ejercen  jurisdicción  episcopal  y  temporal  sobre  los  Parro- 
<50S  y  feligreses,  salvo,  no  obstante,  el  derecho  de  aquellos 
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Obispos  que  ejerzan  mayor  jurisdicción  sobre  los  referidos 
lugares  6  personas  (1). 


La  disciplina  antigua  de  la  Iglesia  sobre  la  unidad  de 
los  beneficios  era  de  tal  naturaleza,  que  prohibía  todo  abu- 
so en  esta  materia,  porque  los  aspirantes  al  ministerio  ecle- 
siástico quedaban,  como  sabemos,  en  el  acto  y  á  la  vez  or- 
denados y  adscritos  al  servicio  de  una  iglesia,  de  la  que 
recibían  la  porción  necesaria  para  su  alimento  y  sustenta- 
ción. La  pluralidad  de  beneficios  en  aquellos  tiempos  hu- 
biera sido  lo  mismo  que  adscribirse  á  dos  iglesias,  desem- 
peñar dos  oficios  y  percibir  dos  rentas,  lo  cual  ya  se  prohi- 
bió por  el  Concilio  Calcedonense,  ' 

Mas  para  explicar  esta  materia  con  el  debido  método^ 
dividen  los  autores  su  historia  en  cuatro  distintas  épocas. 
La  primera,  diceU;  comprende  desde  el  siglo  iv  al  ix;  pues- 
no  entran  en  ella  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia:  la  segun- 
da abraza  desde  el  ix  hasta  la  celebración  de  los  Concilios^ 
Lateranenses:  la  tercera  desde  éstos  ál  Concilio  Tridentino; 
y  la  cuarta  hasta  nuestros  días. 

En  la  primera  época  son  dignos  de  especial  estudio  lo& 
cánones  de  los  Concilios  Calcedonense  y  II  de  Nicea.  Pero 
antes  de  hacernos  cargo  de  sus  disposiciones  con  relación  á 
este  punto,  bueno  es  recordar  que  ya  el  Concilio  de  Antio- 
quía,  celebrado  en  el  año  de  341,  acordó  lo  siguiente  (2): 
«Si  algún  presbítero,  diácono  ó  clérigo,  desamparada  su 
iglesia,  creyere  pasar  á  otra  y  allí  poco  á  poco  va  haciendo 
sus  gestiones  para  permanecer  perpetuamente,  no  debe  mi- 
nistrar en  adelante  en  especial  si  hubiere  sido  exhortado 
por  su  Obispo  á  que  regrese.  Y  si  no  obedeciere  á  este  lia- 
mamiento  y  perseverare  allí,  debe  totalmente  ser  depuesta 
de  su  oficio  sin  quedarle  esperanza  alguna  de  restitución. 


(1)  Cap.  XI  de  Regular.,  Ses.  XXV,  Conc.  Trident. 

(2)  Can.  III. 
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'Y  si  algún  Obispo  recibiese  al  depuesto  por  esta  culpa,  será 
reprendido  por  el  sínodo  común  como  conculcador  de  los 
•derechos  eclesiásticos.» 

A  pesar  de  tan  terminante  prescripción,  es  lo  cierto  que 
en  el  siglo  v  se  cometieron  ya  algunos  abusos,  y  para  evi- 
tarlos en  lo  sucesivo,  se  (Ueron  los  cánones  X  y  XX  del 
Ooncilio  de  Calcedonia.  El  primero  de  éstos  cánones  dice 
así:  «No  es  lícito  á  un  clérigo  ser  ordenado  para  las  igle- 
sias de  dos  ciudades,  sino  solamente  para  aquélla  á  la  que 
se  le  designó  al  principio:  y  si  por  vanidad  se  colocase  en 
iglesia  mayor,  mandamos  que  sea  restituido  á  la  propia,  á 
la  que  primeramente  fué  agregado  y  que  sólo  allí  ejerza  su 
ministerio.  Pero  si  alguno  ha  sido  trasladado  de  su  iglesia 
á  otra,  no  tenga  ya  nada  de  común  con  la  primera,  ni  con 
los  martirios  y  hospitales  constituidos  bajo  la  dependencia 
de  la  misma  iglesia,  ni  con  los  negocios  de  éstosi  Y  aque- 
llos que  se  atrevieren  después  de  la  promulgación  del  pre- 
sente canon  de  este  grande  y  universal  sínodo  á  obrar  en 
contrario,  establece  el  Concilio  que  sean  degradados.» 

Este  canon  sirvió  á  Cristiano  Lupo  para  notar  que  él  es 
una  clarísima  objeción  á  la  pluralidad  de  beneficios.  Pero 
aunque  así  sea,  no  es  menos  cierto  que  la  Iglesia  ha  profe- 
sado siempre  una  misma  doctrina  acerca  de  la  unidad  de 
los  dfioios  sagrados. 

La  sanción  del  •  antedicho  canon  se  encuentra  también 
repetida  en  el  XX  del  mismo  sínodo:  «Según  ya  hemos  es- 
tablecido, dice,  no  es  lícito  á  los  clérigos  constituidos  en 
sus  iglesias  ser  ordenados  para  las  de  otra  ciudad,  sino  per- 
manecer en  aquella  en  que  empezaron  á  ejercer  su  ministe- 
rio, exceptuando  á  los  que  perdieren  sus  ciudades  propias 
y  por  necesidad  tuvieren  que  emigrar  á  otras  iglesias,  Y  si 
algún  Obispo  después  de  este  canon  admitiere  á  un  clérigo 
perteneciente  á  otro  Obispo,  establece  el  Santo  Concilio 
<iue  el  que  le  admite  y  el  admitido  estén  excomulgados  por 
todo  aquel  tiempo  que  tarde  el  clérigo  en  volver  á  su  propia 
Iglesia». 

Vemos,  por  tanto,  que  la  adscripción  ligaba  perpetua- 


454 

ente  al  clérigo  con  la  Iglesia,  y  ein  las  dimisoñas  del 
bíspo  del  territorio,  ni  el  clérigo  podía  marchar  á  otra  par- 
,  ni  recibirlo  ningún  Obispo,  bajo  la  impoeición  al  uno  y  al 
ro  de  severÍBimas  penas. 

Esta  misma  dis<íiplina  se  confirmó  más  tarde  en  el  Con- 
lio  II  de  Kicea,  VII  general,  celebrado  el  afto  de  787. 

El  canon  XV  de  este  santo  Sínodo  se  explica  en  estos  tér- 
tnos:  (En  adelante  ningún  clérigo  estará  matriculado  en 
)s  iglesias,  por.iue  esto  huelo  á  negociación  y  lucro  torpe; 
es  contrario  á  la  costumbre  eclesiástica,  puea  el  Señor 
jo:  qué  nadie  puede  servir  á  dos  amos;  porque  ó  aborrecerá 

tmo  y  amará  al  otro:  ó  al  unosufrirA y  al  otro  despreciará; 
íes  según  el  Apóstol,  cada  uno  en  la  votación  en  qmfv&  lla- 
ado,  en  ella  perminezca,  y  asista  á  una  sola  iglesia.  Y  lo  que 
1  la  Iglesia  se  hace  por  un  lucro  torpe,  es  ajeno  de  Dios, 
ay  diversos  medios  necesarios  á  esta  vida:  y  el  que  quiera, 
impre  lo  necesario  para  el  cuerpo:  pues  el  Apóstol  dijo: 
\Í8  manos  suministraron  lo  que  hasícAa  para  mí  y  para  los  quj 
ttaban  conmigo.  Esto  es  relativo  á  los  que  viven  on  esta  ciu- 
ad  protegida  por  Dioa,  Pero  dispénsese  con  los  que  se  ha- 
an  en  otras  poblaciones  por  la  escasez  de  hombres». 

En  Espala  se  dictaron  también  varias  disposiciones  re- 
itivas  á  la  materia. 

El  can.  XII  del  Conc.  I  de  Toledo,  manda  que  no  sea  11- 
re  á  ningún  clérigo  separarse  de  su  Obispo  y  entrar  en 
omunión  con  otro. 

El  Concilio  Hispalense  II,  celebrado  el  año  619,  dijo  en 
a  canon  III:  que  habiéndose  hecho  presente  por  el  Obispo 
e  Itálica,  que  cierto  clérigo  llamado  Spasando,  desampa- 
ando  su  iglesia,  á  la  que  había  sido  dedicado  desde  su  in- 
EiDcia,  se  habla  trasladado  á  la  do  Córdoba,  <le  mandamos 
ue  si  no  tenía  otra  cosa  que  alegar  para  permanecer  allí, 
bedecicse  á  su  propio  Obispo:  pues  se  encuentra  escrito  en 
as  leyes  civiles  acerca  de  los  colonos,  que  sigan  donde  em- 
ezaron  á  habitar  (1).  Lo  mismo  debemos  decir  respecto  S 

(I)  La  ley  civil  que  ee  cita  en  este  canon  ea  la  agraria  del  Código, 
e  Colonia  agrorum,  lib.  XI, 
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los  clérigos  que  trabajan  en  el  campo  de  la  iglesia,  á  quie- 
nes está  niandado  por  los  cánones  que .  permanezcan  donde  . 
empezaron.»  Y  continúa  el  canon. estableciendo  penas,  ya 
contra  el  clérigo  desertor,  ya  contra  quien  lo  reciba,  y  no 
trate  inmediatamente  de  su  regreso  á  la  iglesia  propia. 

Pero  es  el  caso  que,  aun  durante  esta  primera  época,  se 
permitió  la  pluralidad  de  benef  icio3  por  justas  causas:  tales 
eran  la  escasez  de  eclesiásticos  para  servir  los  oficios  6  la 
pobreza  de  las  mismas  iglesias;  es  decir,  la  evidente  utilidad 
6  la  urgente  necesidad,  si  bien  los  Metropolitanos  para  evi- 
tar abusos  procedían  á  la  unión  de  los  citados  beneficios. 
Comió  prueba  de  esto  pueden  citarse,  además  del  canon  XV 
del  Conc.  II  de  Nicea,  los  Concilios  de  Mérida  y  XVI  de  To- 
ledo. El  canon  XIX  del  de  Mérida  dice  así:  «Hay  varias  igle- 
sias en  las  parroquias,  que  construidas  por  los  fieles,  pare- 
cen que  tienen  ó  muy  poca  ó  ninguna  renta;  por  lo  que  mu- 
chas están  por  decreto  sacerdotal  encargadas  á  un  solo  presbíte- 
ro.:k  El  Canon  V  del  XVI  de  Toledo  dispone:  «que  bajo  nin- 
gún concepto  se  encarguen  muchas  iglesias  á  un  solo  pres- 
bítero, porque  ni  puede  sólo  ministrar  en  todas  ellas,  ni 
asistir  á  los  .pueblos  con  derecllo  sacerdotal,  ni  tampoco  cui- 
dar como  debe  de  sus  cosas:  debiendo  observarse  que  aquella 
iglesia  que  poseyere  diess  maneipia  haya  de  tener  un  sacerdote 
propio j  y  que  la  que  no  los  tuviere  se  agregue  á  otras » 

Mas  llega  el  siglo  ix,  y  los  legos  empiezan  á  apoderarse 
de  los  bienes  eclesiásticos,  quedando  las  iglesias  eñ  una  si- 
tuación bien  precaria.  Ya  no  tenían  éstas  lo  suficiente  para 
atender  al  sostenimiento  de  los  ministros  del  culto,  y  fué 
preciso  autorizarles  para  el  desempeño  de  varios  oficios 
eclesiásticos,  siempre  que  fuesen  compatibles.  Por  otra  par- 
te, era  general  la  creencia  de  que  podían  servirse  los  bene- 
ficios por  sustitutos.  La  Iglesia,  empero,  no  dejó  de  dictar 
disposiciones  para  corregir  los  abusos,  como  lo  prueban  los 
cánones  de  los  Concilios  de  Aquisgran  y  de  París.  ¿Y  cómo 
había  de  permanecer  estacionaria,  si  la  pluralidad  de  bene- 
ficios trae  muchos  inconvenientes?  Las  mismas  razones  que 
justificaa  las  propiedades  naturales  de  dichos  beneficios 
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demuestran  á  la  vez  los  inconvenientes  de  la  pluralidad.  Por 
esto  el  docto  Golmayo  los  resume  diciendo:  1.®  Que  llevan- 
do cada  beneficio  un  oficio  6  cargo  que  desempeñar,  no  es 
de  creer  que  un  sujeto  pueda  desempeñar  cumplidamente 
dos  oficios.  2.®  Que  se  opone  á  la  ley  de  la  residencia,  si  los 
beneficios  están  en  diferentes  localidades,  3.®  Que  se  excita 
la  avaricia,  por  la  acumulación  de  dos  rentas.  4.®  Que  se  dis- 
minuye el  número  de  ministros;  y  5.**  Que  es  en  perjuicio 
del  culto  divino  y  demás  obligaciones  del  sacerdocio. 

A  pesar  de  esto  los  abusos  crecían  en  número,  porque 
con  el  espíritu  de  los  siglos  medios  vino  el  trastorno  de  la 
disciplina;  se  desarrolló  la  ambición  de  muchos  clérigos  á 
la  sombra  de  la  corrupción  general,  llegando  el  caso  de  mi- 
rarse sin  extrañeza  la  acumulación  de  dos  y  más  beneficios 
en  una  misma  persona. 

Pero  avanzan  los  tiempos,  y  ya  en  el  siglo  xii  principia 
á  centralizarse  el  poder  en  la  Silla  Romana,  y  se  ve  la  ten- 
.dencia  á  uniformar  la  disciplina  y  á  corregir  los^abusos. 

Alejandro  III  convocó  en  Roma  el  Concilio  III  de  Letrán 
y  en  él  se  mandó  que  ninguno  pudiese  obtener  dos  dignida- 
des ó  dos  parroquias,  y  que  el  que  obtuviese  un  segundo 
beneficio  lo  perdiese,  y  al  colador  se  le  privase  de  la  potes- 
tad de  conferir  (1).  Como  quiera  que  este  canon  estaba  con- 
cebido en  términos  que  hacía  imposible  la  colación  de  uii 
segundo  beneficio,  el  mismo  Pontífice  dio  en  el  año  siguien- 
te al  beneficiado  el  derecho  de  optar  (2). 

Sin  embargo*  sucedía  con  frecuencia  que  el  que  tenía 
dos  beneficios  los  conservaba  mientras  no  se  le  despojase 
del  uno  por  la  autoridad  eclesiástica,  y  esto  hizo  que  Ino- 
cencio III  en  el  Concilio  IV  de  Letrán  determinase  que  por 
el  solo  hecho  de  obtener  un  segundo  beneficio  quedase  va- 
cante el  primero  (3).  Más  aún:  si  el  colador  deja  transcurrir 
seis  meses  sin  conferir  .el  primer  beneficio,  pasa  esta  facul- 
tad al  superior  llamado  á  hacerlo  jure  devoluto^  previniendo 

(1)  Cap.  III  de  Clericis  non  residentibus. 

(2)  Cap.  XIV^  de  Praebendis  et  dignitatibm. 

(3)  Cap.  XXVIII  de  Fraeberuiis  et  dignitatibus. 
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también  al  que  ha  percibido  los  frutos  desde  la  vacante^ 
que  los  emplee  en  utilidad  de  la  iglesia  en  que  está  fundado. 
Esto  mismo  se  dispuso  respecto  á  los  personados,  y  se  aña- 
dió que  ninguno  pueda  tener  en  la  misma  iglesia  muchas 
dignidades  6  personados,  aunque  no  tengan,  aneja  la  cura 
de  almas.  De  estas  disposiciones  quedaron  sólo  exceptuadas 
aquellas  personas  ilustres  por  su  nacimiento  y  ciencia  que 
hubiesen  obtenido  dispensa  de  la  Silla  Apostólica,  por  vir- 
tud de  sus  especiales  circunstancias. 

Es  de  advertir,  empero,  que  aunque  Ips  cánones  citados 
de  los  Concilios  Lateraaenses  sólo  hablan  de  parroquias,  dig- 
nidades y  personados,  el  mismo  Inocencio  III  había  prohi- 
bido ya  en  1210  la  acumulación  de  dos  prebendas  (1). 

A  pesar  de  tan  terminantes  prescripciones,  no  pudo  ce- 
rrarse enteramente  el  camino  á  la  ambición  y  mala  fe.  Y  no 
pudo  cerrarse,  tanto  porque  las  Decretales  reconocen  cier- 
ta clase  de  beneficios  que  no  exigen  residencia,  cuanto  por 
el  gran  número  de  dispensas  pontificias  obtenidas  por  los 
clérigos.  Es  verdad  que  hubo  algunos  Pontífices  que  pusie- 
ron limitaciones  para  hacer  más  difíciles  estas  dispensas; 
pero  también  lo  es  que  sobrevino  el  cisma  de  Occidente,  y 
fué  imposible  realizar  sus  laudables  deseos. 

Durante  este  período  se  inventaron  varias  opiniones  para 
eludir  los  cánones  Lateranenses.  En  primer  lugar  se  dijo  que 
las  prohibiciones  de  estos  sínodos  eran  sólo  aplicables  á  los 
que  tenían  más  de  un  beneficio  en  una  misma  iglesia;  luego 
se  habló  de  beneficios  uniformes  y  diformes,  y  también  se 
distinguió  entre  los  uniformes  sub  eodem,  et  &úb  diverso  tecto. 
Igualmente  se  hizo  distinción  entre  los  residenciales  y  no 
residenciales,  compatibles  é  incompatibles,  titulares  y  en 
encomienda,  unidos  durante  la  vida  del  beneficiado  y  ser 
vidosen  vicariato. 

Esto  no  obstante,  y  con  objeto  de  evitar  los  abusos  en 
materia  de  dispensas  pontificias,  el  Concilio  11  Lugdunenso 
concedió  facultad  á  los  Ordinarios  para  revisar  dichas  dis- 


(1)    Cap.  IX  de  Concessione  praebendae. 
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pensas  si  no  las  presentaban  dentro  del  tiempo  que  se  les 
había  señalado,  proveer  los  beneficios,  y  si  la  dispensa  era 
dudosa,  consultar  al  Romano  Pontífice  y  no  dar  curso  á  las 
que  se  hubiesen  obtenido  contra  derecho  (1). 

Siguiendo  este  mismo  espíritu  represivo,  Bonifacio  YIII 
declaró  nulas  las  obtenidas  con  los  vicios  de  obrepción  ó 
subrepción  (2),  y  Juan  XXII  en  la  Constitución  Execrabilis 
mandó  que  sólo  tuvieran  efecto  las  concedidas  con  arreglo 
á  derecho,  es  decir,  aquellas  que  se  hubiesen  alcanzado  con 
justa  causa  (3). 

Pero  en  el  Concilio  de  Trento  es  donde  están  contenidas 
las  últimas  disposiciones  sobre  la  pluralidad  de  los  bene- 
ficios. 

En  la  sesión  VII  se  contienen  tres  decretos:  el  primero 
(cap.  II)  ordena,  que  ninguna  persona  de  cualquier  digni- 
dad, grado  ó  preeminencia  que  sea,  presuma  admitir  y  re- 
tener á  un  mismo  tiempo  contra  lo  establecido  en  los  sagra- 
dos cánones^  muchas  iglesias  metropolitanas  ó  catedrales  en 
título  ó  por  encomienda,  ni  bajo  cualquiera  otro  nombre; 
debiéndose  tener  por  muy  feliz  el  que  logre  gobernar  bien 
una  sola  con  fruto  y  aprovechamiento  de  las  almas  que  le 
están  encomedadas.  «Los  que  obtienen  al  presente  muchas 
iglesias  contra  el  tenor  de  este  decreto,  queden  obligados  á 
renunciarlas  todas^  á  excepción  de  una  sola,  que  elegirán  á 
su  voluntad  dentro  de  seis  meses,  si  pertenecen  á  la  dispo- 
sición libre  de  la  Sede  Apostólica,  y  si  no  pertenecen  dentro 
de  tm  año.  A  no  hacerlo  así,  téngase  por  el  mismo  hecho 
dichas  iglesias  por  vacantes,  á  excepción  de  sola  la  última 
que  obtuvo.» 

.  El  segundo  decreto  (cap.  IV),  dice:  «que  cualquiera  que 
en  adelante  presuma  admitir  y  retener  á  un  mismo  tiempo 
muchos  beneficios  eclesiásticos  curados  ó  incompatibles  por 
cualquier  otro  motivo,  ya  por  vía  de  unión  mientras  dure 


(1)  Cap.  in  de  Officio  ordinarií,  in  Sexto. 

(2)  Cap.  XXt  de  Praebendis  et  digaitatibaSy  in  Sexto. 

(3)  Ectracag.  Coman.,  IV  de  Praebendis  et  dignitatibus. 
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su  vida,  ya  de  encomienda  perpetua,  6  con  cualquiera  otro 
nombre  y  título  y  contra  la  forma  de  los  sagrados  cánones, 
y  en  especial  contra  la  constitución  de  Inocencio  III,  que 
principia  De  multa;  quede  privado  ipso  jure  de  los  tales  be- 
neficios, como  dispone  la  misma  constitución^  y  también 
en  fuerza  del  presente  canon.» 

El  tercero  (cap.  V),  renueva  la  constitución  Ordinarii 
de  Gregorio  X,  publicada  en  el  Concilio  general  II  de  Lyon; 
y  dispone  que  obliguen  con  rigor  los  Ordinarios  de  los  lu- 
gares á  todos  los  que  obtienen  muchos  beneficios  eclesiás- 
ticos curados,  ó  por  otra  causa  incompatibles,  á  que  presen- 
ten sus  dispensas;  y  caso  de  no  hacerlo, .  procedan  contra 
ellos  según  la  citada  Constitución. 

En  la  sesión  XXI,  cap.  V,  se  fijan  los  casos  en  que  los 
Obispos  pueden  hacer,  según  la  forma  del  derecho,  unio- 
nes perpetuas  de  beneficios  curados  ó  no  curados,  con  otros 
que  lo  sean. 

Últimamente,  el  cap.  XVII,  Ses.  XXIV,  determina  que 
en  adelante  no  se  confiera  más  que  un  solo  beneficio  ecle- 
siástico á  cada  persona^  aunque  esté  distinguida  con  la  pre- 
eminencia de  Cardenal;  y  si  este  beneficio  no  fuese  bastan- 
te para  la  decente  sustentación  del  clérigo,  se  le  puede  con- 
ferir otro  simple,  con  tal  que  ambos  no  exijan  residencia 
personal.  «Todo  lo  cual,  dice  el  decreto,  se  ha  de  entender 
no  sólo  respecto  de  las  iglesias  catedrales,  sino  también 
respecto  de  todos  los  demás  beneficios  cualesquiera  que 
sean,  así  seculares  como  regulares,  aun  de  encomiendas  y 
de  cualesquiera  otro  título  y  calidad.  Y  los  que  al  presente 
obtienen  muchas  iglesias  parroquiales,  ó  una  catedral  y 
otra  parroquial,  sean  absolutamente  precisados  á  renunciar 
dentro  del  tiempo  de  seis  meses  todas  las  parroquiales,  re- 
servándose únicamente  sólo  una  parroquial  ó  catedral;  sin 
que  obsten  en  contrario  ningunas  dispensas  ni  uniones  he- 
chas por  el  tiempo  de  su  vida;  á  no  hacerse  así,  repútense 
por  vacantes  de  derecho  las  parroquiales  y  todos  los  bene- 
ficios que  obtienen,  y  confiérase  libremente  como  vacantes 
á  otras  personas  idóneas,  sin  que  las  personas  que  antes  los 
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« 

poseian  puedan  retener  en  sana  conciencia  los  frutos  des- 
pués del  tiempo  que  se  ha  señalado.  Desea,  no  obstante,  el 
Santo  Concilio,  que  se  dé  providencia  sobre  las  necesidades 
de  los  que  renuncian,  mediante  alguna  disposición  oportu- 
na, según  pareciere  conveniente  al  Sumo  Pontífice.» 

Empero,  el  Concilio  no  señaló  cuánta  había  de  ser  la 
renta  necesaria  para  la  decente  sustentación  del  clérigo; 
por  esto  en  los  casos  que  ocurran  la  fijará  el  Obispo,  aten- 
dida la  condición  personal  del  beneficiado  y  las  circunstan- 
cias particulares  de  cada  localidad. 

Consiguiente  á  estas  disposiciones  muchos  se  apresura- 
ron á  devolver  sus  múltiples  beneficios,  y  algunos  fueron 
,  tan  desinteresados  que  apenas  retuvieron  lo  suficiente  para 
atender  á  su  congrua  sustentación. 

Mas  dichos  decretos  permiten,  sin  embargo,  la  posesión 
de  dos  beneficios  bajo  estas  dos  condiciones:  primera,  que 
uno  solo  no  baste  para  la  congrua  sustentación  del  benefi- 
ciado; y  segunda,  que  los  beneficios  no  sean  incompatibles. 
Júzganse  tales,  los  que  requieren  personal  residencia  en  di- 
versas iglesias  ó  lugares;  como"  también  los  uniformes  .íoí» 
eodem  tecto:  ei\tiéndese  por  uniformes  los  que  han  sido  ins- 
tituidos para  igual  fin,  é  imponen  un  mismo  oficio,  que  debe 
desempeñarse  al  propio  tiempo.  Por  el  contrario,  se  consi- 
deran compatibles  los  beneficios  que  no  exigen '  personal 
residencia;  cuales  son  muchos  de  los  simples,  y  los  que  si 
bien  existen  sub  eodem  tecto,  son  diferentes  en  los  fines  y 
oficios. 

Para  conferir  á  un  clérigo  dos  beneficios  compatibles, 
cuando  así  lo  exige  la  necesidad  de  proveer  á  su  congrua 
sustentación,  basta  la  dispensa  del  Obispo;  pero  cuando  no 
hay  tal  necesidad,  ó  se  trata  de  obtener  beneficios  incompa- 
tibles, entonces  es  indispensable  la  dispensa  de  la  Silla 
Apostólica. 

Respecto  á  la  disciplina  particular  de  España,  puede  de- 
cirse que  es  la  misma  general  de  la  Iglesia.  En  efecto,  la 
doctrina  de  las  Decretales,  con  relación  á  este  punto,  pasó 
al  inmortal  Código  de  las  Siete  Partidas.  Una  prueba  de  esto 
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nos  ofrecen  las  leyes  4.*  y  5.%  título  XVI,  Part.  1.*  Por  otra 
parte,  sabido  es  que  los  decretos  del  Tridentino  son  leyes 
del  reino. 

Pero  es  el  caso  que  las  disposiciones  de  este  Santo  Síno- 
do, si  bien  contribuyeron  á  curar  el  mal,  no  le  extinguieron 
por  completo.  La  avaricia  sugirió  en  algunos  dos  disculpas 
para  eludir  sus  preceptos:  primera,  suponer  que  el  primer 
beneficio,  por  pingüe  que  fuese,  no  era  suficiente  para  la 
decente  manutención  del  clérigo;  y  segunda,  considerar 
como  beneficios  simples,  y  por  consiguiente,  compatibles  y 
que  no  requieren  residencia,  todos  los  que  no  se  llaman  cu- 
rados: opinión  desconocida,  de  la  antigiíedad  y  contraria  á 
la  verdadera  idea  de  los  beneficios,  qtre  fueron  instituidos 
para  auxiliáis  á  los  Párrocos.  Tantos  abusos  y  sus  fatales 
consecuencias  los  pintó  con  el  mayor  celo  el  Obispo  de  Ori- 
huela,  limo.  Sr.  D.  José  Tormo,  en  la  representación  que 
dirigió  al  Sr.  D.  Carlos  III  en  12  de  Junio  de  1768.  El  Fiscal 
de  S.  M.  en  el  Supremo  Consejo  de  Castilla,  á  quien  se  pasó 
dicha  exposición,  fué  de  la  misma  opinión  que  aquel  ilustre 
Prelado,  y  confirmó  la  doctrina  de  que  todos  los  beneficios 
requieren  la  residencia  y  servicio  personal.  En  su  conse- 
cuencia, el  Monarca  decretó  en  29  de  Noviembre  de  aquel 
año,  que  quince  de  los  beneficios  de  la  diócesis  de  Orihuela, 
que  se  llamaban  simples,  fuesen  reducidos  á  la  forma  anti- 
gua y  convertidos  en  beneficios  curados.  En  la  diócesis  de 
Cartagena  se  agregaron  también  varios  de  estos  beneficios 
á  los  curatos  de  corta  dotación.  Y  aunque  todo  esto  se  hizo 
con  el  mejor  deseo,  la  verdad  es  que  no  era  el  Monarca  la 
autoridad  competente  para  ello. 

Por  último,  en  el  Concordato  de  1851  se  dice  (1):  que 
cSu  Santidad,  por  sumrte,  y  S.  M.  la  Reina  porlasuya^ 
convienen  en  que  no  se  conferirá  ninguna  dignidad,  canon- 
gía  ó  beneficio  de  los  que  exigen  personal  residencia,  á  los 
que  por  razón  de  cualquier  otro  cargo  ó  comisión  estén 
obligados  á  residir  continuamente  en  otra  parte.  Tampoco 


(1)    Artículo  19. 
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se  conferirá  á  los  que  estén  en  posesión  de  algún  benefício 
de  la  clase  indicada  ninguno  de  aquellos  cargos  ó  comisio- 
nes, á  no  ser  que  renuncien  uno  de  dichos  cargos  ó  benefi- 
cios, los  cuales  se  declaran,  por  consecuencia,  de  todo  punto 
incompatibles.» 

«En  la  Capilla  Real,'  sin  embargo,  podrá  haber  hasta  seis 
prebendados  de  las  iglesias  catedrales  de  la  Península; 
pero  en  ningún  caso  podrán  ser  nombrados  los  que  ocupan 
las  primeras  Sillas,  los  canónigos  de  oficio,  los  que  tienen 
cura  de  almas,  ni  dos  de  una  misma  iglesia.» 

«Respecto  de  los  que  en  la  actualidad,  y  en  virtud  de  in- 
dultos especiales  ó  generales,  se  hallen  en  posesión  de  dos 
ó  más  de  estos  beneficios,  cargos  ó  comisiones,  se  tomarán 
desde  luego  las  disposiciones  necesarias  para  arreglar  su 
situación  á  lo  prevenido  en  el  presente-  artículo,  según  las 
necesidades  de  la  Iglesia  y  la  variedad  de  los  casos.» 

Además  de  la  excepción  hecha  por  el  citado  Concordato 
en  favor  de  algunos  capellanes,  existe  también  otra  res- 
pecto á  los  auditores  de  la  Rota  Romana  y  española. 

VI 

La  Iglesia  no  encadena  al  beneficiado  hasta  el  punto  de 
que  le  impida  obtener  otro  beneficio  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones canónicas.  Llegado  este  caso,  el  primer  benefi- 
cio vaca  ipsofure^  según  lo  dispuesto  por  Inocencio  HI  en 
el  Concilio  de  Letrán,  acerca  de  lo  cual,  lejos  de  hacer  in- 
novación alguna  el  Concilio  Tridentino,  lo  confirmó  termi- 
nantemente. 

Mas  es  de  advertir,  que  la  vacante  no  tiene  lugar  desde 
la  aceptación,  sino  desde  el  día  en  quM9  el  beneficiado  toma 
quieta  y  pacífica  posesión  del  segundo  beneficio.  Si  se  le 
moviese  pleito,  conserva  el  primer  benefició  hasta  su  ter- 
minación, no  habiendo  en  ello  fraude  ni  connivencia  de 
parte  del  beneficiado  con  el  fin  de  percibir  las  dos  rentas. 

En  España  se  levanta  la  oportuna  acta,  cuando  tiene  lu- 
gar la  posesión  de  un  beneficio;  acta  que  se  remite  á  Ma- 
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drid  si  su  dotación  es  de  cuenta  del  Gobierno;  y  desde  ese 
instante  cesa  el  beneficiado  en  el  desempeño  dé  su  primer 
beneficio. 

Algunos  autores  afirman  que  después  de  la  posesión  tie- 
ne el  beneficiado  dos  meses  para  optar  por  uno  ú  otro  be- 
neficio; pero  esto  no  tiene  fundamento  en  el  derecho  de  las 
Decretales,  ni  en  el  Tridéntino,  y  tampoco  se  practica  en 
las  iglesias  de  España.  También  es  opinión  bastante  general, 
qne  los  beneficios  que  se  dicen  incompatibles  por  razón  del 
título  vacan  ip$o  jure,  y  los  que  lo  son  por  retención  no  va- 
can sino  por  sentencia  judicial;  pero  esta  distinción  carece 
asimismo  de  fundamento  y  no  se  admi^-e  en  la  práctica^  se- 
gún prueba  García  con  sólidas  razones,  en  su  tratado  de 
beneficios. 


CAPÍTULO  XXIX 


T.  Beneficios  impropios:  Capellanías:  origen  y  razón  de  su  institución: 
sns  clases:  en  qué  convienen  y  se  diferencian  de  los  beneficios  pro- 
pios: igualmente  de  los  aniversarios,  legados  ú  obras  pías. — II. 
Examen  de  las  Capellanías  eclesiásticas:  de-  las  laicales:  á  cuál  de 
estas  clases  pertenecen  en  caso  de  duda:  obligaciones  de  los  Cape- 
llanes: si  pueden  ser  removidos. — IIX.  Disciplina  de  la  Iglesia  de 
España  sobre  Capellanías,  según  lo  consignado  en  la  Bula  Aposto- 
lid  Ministerii:  leyes  de  la  Nov.  Recop.,  relativas  á  la  materia:  las 
desamortizadoras  y  posteriores  al  Concordato  de  1861. — IV.  Si 
pueden  instituirse  después  de  éste  y  al  tenor  de  sus  disposiciones. 


Son  beneficios  impropios  las  Capellanías  6  ciertos  legados 
piadosos  instituidos  á  favor  de  los  clérigos. 

Capellanía  es,  según  Berardi,  una  carga  que  está  aneja  á 
cierta  iglesia  ó  capilla,  cuyo  desempeño  se  encomienda  á 
alguna  persona,  y  regularmente  se  halla  destinada  á  las 
funciones  divinas  ó  sagradas.  El  que  po&ee  la  Capellanía  se 
dice  Capellán.  Si  á  éste  se  le  encarga  el  ministerio  de  im 
acto  divino  ó  sagrado,  deberá  ser  el  tal  clérigo,  y  estar 
constituido  en  aquel  orden  que  requiere  el  oficio  prescrito 
en  la  fundación.  Si  la  ejecución  de  este  ministerio  se  impuso 
á  la  Capellanía  en  términos  de  que  pudiese  ser  desempeña- 
do aun  por  otro  que  no  fuese  Capellán,  hasta  los  legos  mis- 
mos serán  admitidos  á  poseer  dichas  Capellanías  y  aun  tam- 
bién niños  y  mujeres. 

De  aquí  resulta,  añade,  la  distinción  entre  Capellanías 
eclesiásticas  y  merelegas. 


yJI: 
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El  sabio  y  virtuoso  maestro  Dr.  D.  Ramón  de  Beas  y 
Dutary  definía  las  Capellanías,  diciendo:  son  la  obligación  de 
celebrar  misas  ü  otros  ministerios  eclesiásticos  en  determifiados 
dias^  señalados  por  el  fundador  y  y  en  una  capilla  ó  altar  de- 
signado por  éste  á  su  voluntad.  » 

Se  dicen  misas  ú  otros  oficios,  porque  no  es  de  necesi- 
dad sea  el  Sacrificio  Santo  solamente;  en  determinado  día, 
porque  los  fundadores  así  lo  han  querido,  y  en  una  capilla 
6  altar,  porque  á  ellos  va  inherente  la  carga.  De  aquí  la  eti- 
mología de  la  palabra  Capellanía. 

Las  Capellanías  no  se  hallan  acomodadas  estrictamepte 
á  la  naturaleza  y  cualidades  esenciales  de  los  demás  cargos 
eclesiásticos,  y  por  esto  son  conocidas  con  el  nombre  de 
oficios  impropios. 

Ellas  fueron  muy  posteriores  á  los  beneficios,  como  lo 
dice  claramente  su  denominación  de  impropios;  porque  di- 
cho es  que  antes  debieron  conocerse  los  propios.  En  efecto, 
en  el  siglo  xii  se  organizaron  los  beneficios,  y  los  particu- 
lares y  corporaciones,  queriendo  imitar  estas  fundaciones, 
erigieron  á  su  vez  las  Capellanías.  Esto  tuvo  lugar  en  los 
siglos  XIII  y  XIV,  llegando  á  su  completo  desarrollo  en  el  xv. 

Las  Capellanías  son  eclesiásticas  y  laicales»  Las  primeras 
se  erigen  con  autorización  de  la  autoridad  eclesiástica,  man- 
dando ésta  espiritualizar  los  bienes.  Esto  último  es  de  esen- 
cia para  resolver  muchas  dudas  que  pueden  ocurrir  en  la 
práctica,  pues  varias  veces  se  ruega  al  Obispo  en  la  escritu- 
ra de  fundación  que  interponga  su  beneplácito,  y  es  preciso 
saber  que  esto  no  es  bastante  para  que  la  Capellanía  pueda 
considerarse  eclesiástica,  sino  que  se  requiere  además  que 
los  bienes  queden  espiritualizados  y  fuera  del  comercio  de 
los  hombres. 

Hay  casos,  sin  embargo,  en  que  no  se  necesita  la  inter- 
ven3ión  del  Obispo  para  la  erección  de  una  Capellanía  de 
esta  clase,  como  sucede  cuando  se  erige  en  una  corporación 
eclesiástica  y  sus  bienes  quedan  de4a  misma  manera  espi- 
ritualizados, pues  se  unen  á  los  de  dicha  corporación  que 
también  lo  son. 
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La  capellanía  laical  es  en  la  que  para  nada  interviene  la 
autor  idad  eclesiástica;  de  modo  que  más  bien  debiera  lla- 
marse cargo  6  fideicomiso.  ' 

Las  eclesiásticas  se  subdividen  en  colativas  y  familiares, 
Llámanse  colativas  aquellas  que  el  Obispo  puede  conferir  á 
quien  quiera,  sin  tener  que  esperar  la  presentación  del  pa- 
trono; y  familiares  6  de  sangre,  las  que  el  Obispo  tiene  que 
proveer  en  ciertos  individuos  de  la  familia  del  fundador,  ó 
en  los  presentados  por  los  patronos. 

Estas  capellanías  eclesiásticas,  que  son  las  llamadas  real- 
mente beneficios  impropios,  convienen  y  se  diferencian  de 
los  propios. 

Convienen  en  las  condiciones  esenciales  de  todo  bene- 
ficio; lo  cual  no  puede  dejar  de  ser  si  han  de  estimarse 
como  tales. 

Se  diferencian:  1.*^  En  que  los  beneficios  son  de  utilidad 
inmediata  de  la  Iglesia,  y  las  capellanías  sólo  miran  al  bien 
privado  del  fundador.  2.°  En  que  para  la  erección  de  los 
beneficios  ha  de  intervenir  precisamente  la  autoridad  ecle- 
siástica, y  en  la  de  las  capellanías  puede  no  intervenir  alguna 
vez.  3.^  En  que  los  beneficios  sólo  se  conceden  á  clérigos 
por  lo  menos  tonsurados,  y  las  capellanías  se  dan  también  á 
legos.  4.*^  y  principal.  Que  en  los  beneficios  el  título  reside 
propiamente  en  la  Iglesia;  y  el  título  de  la  capellanía  está  en 
el  fundador,  patrono  ó  Capellán.  En  el  fundador  sí  existe; 
por  su  muerte,  en  el  patrono,  caso  de  ser  patronada;  y  si  es 
libre  en  el  Capellán,  desde  el  momento  en  que  toma  pose- 
sión de  ella. 

Sentado  esto,  veamos  ahora  lo  que  se  entiende  por  ani- 
versarios, legados  ú  obras  pías. 

Llámase  aniversario  la  celebración  anual  de  cierto  núme- 
ro de  misas,  que  se  han  de  decir  en  determinado  día  por  el 
alma  de  los  difuntos,  para  conseguir  su  eterno  descanso;  y 
legados  ü  obras  pias,  que  son  lo  mismo,  consisten  en  la 
fijación  de  un  oficio  sagrado,  entregando  ciertos  bienes  á 
una  persona  ó  corporación,  para  que  los  invierta  en  el  fin  á 
que  fueron  destinados.  Se  dice  legado  por  la  forma  en  que 
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«e  hace;  y  obra  pía,  porque  se  propone  un  fin  piadoso. 

Muchas  veces  los  fundadores  nombran  á  una  persona  6 
•corporación  para  que  administren  los  bienes  y  los  inviertan 
-en  obras  pías,  6  sólo  les  da  derecho  para  presentar  á  un  clé- 
rigo, siendo  éste  el  llamado  á  administrar  dichos  bienes  y 
emplearlos  en  fines  piadosos;  y  tanto  en  uno  como  en  otro 
caso,  la  fundación  se  llama  Patronato  de  legos. 

Estos  patronatos  suelen  confundirse  con  los  laicales, 
siendo  cosas  muy  diferentes.  Patronato  laical  es  el  que  re- 
sulta de  un  beneficio  instituido  en  iglesia  con  bienes  de  le- 
4jos;  y  el  patronato  de  legos  no  es  beneficio,  sino  una  me- 
moria piadosa  ó  posesión  de  bienes  legos  con  carga  piadosa. 

Tales  como  se  refieren  estas  obras  pías,  vinieron  des- 
pués de  los  beneficios;  primero  los  aniversarios,  luego  los 
legados  y  últimamente  las  obras  pia3,  entre  las  cuales  se 
contaron  las  Capellanías,  que  siguieron  á  estas  instituciones. 

Convienen  todas  ellas:  Primero,  en  la  causa,  que  es  per- 
petua. Segundo,  en  que  siempre  han  de  celebrarse. 

Se  diferencian:  Primero,  en  que  la  obligación  que  resulta 
de  los  aniversarios,  legados  ú  obras  pías  es  personal,  y  no 
acaba  con  los  bienes  de  la  persona  ó  corporación,  á  menos 
■que  el  fundador  señale  una  finca  determinada,  pues  enton- 
ces cesa  la  obligación  cuando  desaparece  la  finca;  pero  en  la 
capellanía  la  obligación  es  real,  y  en  todo  caso  consumiéndo- 
se ó  faltando  los  bienes  se  extingue  la  obligación.  Segundo, 
los  bienes  de  las  capellanías  como  eclesiásticos  no  pueden 
enajenarse  de  la  misma  manera  que  los  seculares,  sino  que  se 
sujetan  á  los  trámites  y  prescripciones  mandadas  observar 
para  la  venta  de  los  bienes  de  la  Iglesia;  y  los  de  las  obras 
pías,  como  bienes  profanos,  habrán  de  sujetarse  á  lo  que 
disponga  el  derecho  civil  que,  q^  justa  consideración  á  tan 
laudable  objeto,  tiene  prescrito  se  guarde  el  orden  estable- 
cido en  la  enajenación  de  los  bienes  de  menores.  Tercero  y 
último,  los  bienes  de  las  capellanías  no  pueden  tampoco  di- 
vidirse, pero  sí  los  de  las  otras  obras  pías. 

Berardi  indica  además  otra  diferencia:  Los  legados  pia- 
dosos, dice,  hechos  en  favor  de  clérigos,  tienen  también 


--4-.;;-;f"í' 


468 

aneja  cierta  carga  en  orden  á  cosas  divinas  ó  sagradas;  pero 
no  está  inherente  dicha  carga  á  la  iglesia  ó  capilla,  sino  á  la 
herencia  de  aquél  que  dejó  señalada  tal  obligación.  De  ahí 
se  sigue  que  na  se  puede  fundar  una  capellanía  sino  asignan- 
do cierta  dotación  separada  de  la  herencia,  á  semejanza  de- 
aquella que  se  señala  en  la  erección  de  beneficios;  pero  que 
el  legado  pío  se  ordena  muy  bien  sin  fijar  dotación  deter- 
minada, y  sólo  sí  imponiendo  á  los  herederos  la  obligación 
de  entregar  cada  año,  y  en  tiempos  señalados,  la  correspon- 
diente cuota  ó  estipendio  al  clérigo  que  ejerce  el  divino  ó 
sagrado  ministerio. 

II 

Ya  sabemos  lo  que  se  entiende  por  Capellanía  .eclesiásti- 
ca y  por  capellanía  laical.  Ahora  bien:  en  las  capellanías- 
eclesiásticas  han  de  observarse  todas  las  reglas  de  los  be- 
neficios, menos  cuando  por  costumbre  ó  fundación  se  hu- 
biere establecido  otra  cosa.  No  siendo  así,  han  de  sujetarse 
á  las  prescripciones  canónicas.  Por  esto  se  exige  para  su 
erección  expediente* previo  y  aprobación  del  Obispo;  cola- 
ción y  canónica  institución,  sin  que  influya  para  nada  en  su 
naturaleza  el  que  el  derecho  de  presentación  corresponda  á 
un  patrono  eclesiástico  ó  lego;  y  por  último,  si  la  capellanía 
es  colativa,  debe  darse  por  escrito  el  título  de  institución. 

Además  de  esto,  y  caso  de  ser  la  capellanía  patronada, 
tiene  que  presentar  el  patrono  en  el  término  señalado  para 
los  beneficios,  y  se  han  de  conferir  á  clérigos  que  tengan 
catorce  años,  pues  antes  sólo  pueden  tener  la  administración. 
También  exige  la  capellanía  residencia,  por  más  que  esto  no 
sea  costumbre  en  España.  Como  beneficios  que  son  no  pue^ 
den  reunirse  á  otros,  á  no  ser  que  su  renta  baje  de  la  tasa 
sinodal,  es  decir,  que  son  incompatibles;  y  en  su  virtud,  lo» 
clérigos  que  acumulan  muchas  y  con  rentas  pingües  están 
obligados  á  dejarlas,  y  quedarse  con  una  sola;  de  lo  con- 
trario, tendrán  una  cosa  que  no  les  pertenece. 

Si  la  capellanía  es  familiar,  debe  el  Obispo  conferirla  al 
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presentado  por  el  patrono;  pero  pudiera  suceder  que. éste 
4ejara  transcurrir  el  término  de  seis  meses  sin  hacer  pre- 
.sentación  alguna^  y  en  este  caso  se  pregunta:  ¿podrá  el  Obis- 
po concederla  separándose  de  la  fundación  al  clérigo  que 
tenga  por  conveniente? 

Y  nuestra  opinión  es  que  no  puede,  porque  el  Obispo  sólo 
viene  á  suplir  la  negligencia  del  patrono,  esto  es,  que  podrá 
conferirla  sólo  á  las  personas  que  reúnan  las  condiciones 
prescritas  por  el  fundador. 

En  cuanto  á  las  capellanías  laicales,  como  no  son  más 
que  un  cargo  ó  fideicomiso,  ni  se  consideran  como  benefi- 
cios aun  impropios,  ni  pueden  servir  de  título  de  ordena- 
ción. Estas  capellanías  pueden  estar  en  una  corporación,  la 
•cual  esté  facultada  para  nombrar  una  persona  que  cumpla 
las  cargas,  y  también  para  que  esta  misma  tenga  la  admi- 
nistración. En  este  último  caso  el  clérigo  no  está  obligado 
á  tomar  posesión;  pero  si  quiere  puede  hacerlo,  con  tal  que 
sea  ante  la  autoridad  secular.  Encargado  de  cualquier  modo 
de  la  capellanía,  está  en  la  obligación  de  cumplir  las  cargas, 
y  si  no  lo  hace,  podrá  demandarlo  el  patrono  ante  el  Juez 
civil,  quien  tiene  además  facultad  para  compeler  al  patrono 
y  hasta  para  embargarle  los  bienes,  caso  necesario. 

Pero  supongamos  que  existe  duda  acerca  de  la  clase  á 
•que  corresponde  la  capellanía,  esto  es,  que  después  de  ha- 
berse recurrido  á  cuantos  documentos  pueden  esclarecer  el 
asunto,  se  ignora  si  será  eclesiástica  ó  laical.  Pues  bien:  en 
•este  caso,  hay  quien  dice  que  debe  reputarse  laical  como 
una  memoria  de  misas,  fundándose  en  el  principio  común 
de  que,  puesto  que  en  el  auto  de  erección  no  se  encuentra 
el  precepto  del  Obispo  diciendo  admito,  debe  tenerse  por 
laical;  mas  otros  opinan  que  debe  tomarse  por  eclesiástica, 
•en  razón  á  que  no  es  necesario  que  el  mandato  sea  expreso, 
si  por  los  hechos  así  se  presume. 

Por  último,  así  como  las  Capellanías  eclesiásticas  se  ri- 
gen por  las  disposiciones  de  la  Iglesia,  las  laicales  lo  son 
generalmente  por  las  leyes  civiles. 

Respecto  á  las  obligaciones  de  los  Capellanes,  sólo  di- 
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remos  que  están  en  el  deber  de  cumplir  las  cargas  de  las 
Capellanías  que  poseen,  para  lo  cual  se  les  han  concedido; 
'  de  lo  contrario,  incurren  en  las  penas  marcadas  por  los  cá- 
nones. 

Los  Obispos,  lo  mismo  que  los  patronos,  si  bien  pueden, 
remover  á  los  Capellanes  á  su  arbitrio,  no  deben  hacerlo,  1 
menos  que  para  ello  haya  justa  causa,  por  más  que  los  Ca~ 
pellanes  no  tengan  acción  á  quejarse. 

Esta  doctrina,  sin  embargo,  tiene  luego  diferentes  expli-- 
caciones,  según  la  clase  de  Capellanías. 

Si  son  eclesiásticas,  el  Obispo  podrá  remover  y  el  patro- 
no en  su  caso  al  Capellán,  pero  sólo  cuando  se  lo  permita 
la  fundación.  Es  la  razón,  porque  estas  Capellanías  son  be- 
neficios impropios,  y  como  tales,  para  remover  á  sus  po- 
seedores necesítase  causa  canónica. 

SI  son  laicales  y  de  aquellas  en  que  uno  tiene  la  admi- 
nistración y  otro  cumple  las  cargas,  el  Obispo  ó  el  patrono 
podrán  alejar  al  Capellán  cuando  lo  estimen  oportuno,  pueá 
es  indiferente,  cumpliendo  con  las  cargas,  que  las  misas  so 
digan  por  éste  ó  por  aquél  clérigo.  Mas  si  la  administración, 
y  cumplimiento  pesan  sobre  un  mismo  individuo,  este  clé- 
rigo no  debe  separarse  sin  justa  causa,  porque  se  asemeja  á 
las  Capellanías  eclesiásticas,  aunque,  como  hemos  dicho,  no 
puede  quejarse  si  se  le  separa  arbitrariamente. 

III 

La  disciplina  de  España  en  esta  materia  se  halla  consig- 
nada en  la  Bula  Apostolici  Ministerii  y  en  la  ley  convenid 
de  24  de  Junio  de  1867. 

Según  la  citada  Bula,  que  es  del  Pontífice  Inocencio  XIII^ 
su  fecha  13  de  Mayo  de  1723,  los  Obispos  suprimirán  luego- 
al  punto  los  beneficios  y  Capellanías  que  no  tienen  renta 
alguna  cierta.  Y  por  lo  que  mira  á  otros  beneficios  y  Cape- 
llanías, cuya  renta  anual  no  llega  ni  aun  á  la  tercera  parte^ 
de  la  congrua,  se  determina  que  á  ninguno  en  adelante  se^ 
le  confiera  la  primera  tonsura  con  motivo  de  adquirir  de^ 


471 

recho  alguno  de  dichos  beneficios  ó  Capellanías.  Y  para  que 
los  derechos  de  patronato  queden  ilesos  cuanto  sea  posible, 
será  lícito  á  los  patronos,  tanto  eclesiásticos  como  seglares, 
hacer  nombramientos  de  dichos  benefieios  y  Capellanías, 
no  como  de  beneficios  eclesiásticos  que  piden  en  los  nom- 
brados prima  tonsura,  sino  como  de  legados  píos,  y  los 
nombrados,  aunque  no  estén  tonsurados,  podrán  poseerlo 
como  tales  legados,  con  la  obligación  de  cumplir  todas  las 
cargas  impuestas  por  los  fundadores  (1). 

Posteriormente  dispuso  el  Sr.  D.  Carlos  III  que  los  be- 
neficios y  Capellanías  que  por  su  tenuidad  no  llegaren  á  la 
tercera  parte  de  la  congrua,  ya  sean  de  libre  colación  ó  de 
patronato,  las  extinga  ó  suprima  cada  Prelado,  como  se  dis- 
pone en  el  párrafo  8.**  de  la  Bula  ApostoUci  Ministerii^  des- 
tinando los  primeros  al  Seminario  conciliar,  fábricas  de 
iglesias,  dqtación  de  párrocos  ú  otros  usos  píos,  como  son 
dotes  para  huérfanas,  escuelas  de  primeras  letras,  hospita- 
les ú  o^os  semejantes,  y  convirtiendo  los  segundos  en  le- 
gados piadosos,  aunque  presenten  los  patronos,  de  modo 
que  nunca  se  reputen  por  beneficios  eclesiásticos,  cumplien- 
do inviolablemente  los  que  gozaren  unos  y  otyos  las  cargas 
que  tuvieren  anejas  (2). 

En  1796  dio  también  el  Sr.  D.  Carlos  IV  una  Real  orden 
relativa  á  Capellanías.  Esta  Real  resolución  forma  la  ley  6.*^, 
título  XU,  lib.  I  de  la  Nov.  Recop.  En  ella  se  dice:  que  á  fin 
de  evitar  dudas  en  la  inteligencia  de  la  cláusula  del  decreto 
de  28  de  Abril  de  1789,  se  declara  que  deben  entenderse  com- 
prendidas en  ellas  las  Capellanías  y  cualesquiera  otras  fim- 
daciones  perpetuas,  sin  que  se  puedan  hacer,  no  procedien- 
do licencia  Real  á  consulta  de  la  Cámara,  ni  con  otros  bie- 
nes que  los  que  se  expresan  en  dicho  decreto  por  lo  respec- 
tivo á  los  mayorazgos.  En  una  palabra:  que  para  la  funda- 
ción de  Capellanías  había  de  obtenerse  Real  licencia,  y  los 
bienes  de  su  dotación  no  habían  de  ser  raíces. 


(1)  Párrafo  8.0 

(2)  Ley  2  a,  tít.  XVI,  lib.  I  de  la  Nov.  Recop. 
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Después  publicó  este  Monarca  otro  Real  decreto  man- 
dando vender  los  bienes  de  Patronatos  de  legos  y  obras 
pías,  y  redimir  con  ellos  las  deudas  de  la  nación:  su  valor 
había  de  imponerse  en  la  Caja  de  amortización,  que  abona- 
ría un  tres  por  ciento.  Para  autorizar  estas  ventas  no  fué 
preciso  acudir  á  la  Iglesia,  por  tratarse  de  bienes  seculares. 
Pero  en  1805  se  quiso  hacer  lo  mismo  con  los  de  Capella- 
nías, y  al  efecto  acudió  D.  Carlos  IV  á  la  Santa  Sede  en  so- 
licitud de  esta  gracia.  El  Romano  Pontífice  Pío  VII  accedió 
á  ella,  por  su  Breve  de  14  de  Junio  de  dicho  año;  pero  ad- 
virtió de  que  el  precio  que  se  sacare  de  la  indicada  venta,  se 
invirtiera  puatualmente  en  la  extinción  y  cancelación  de  las 
monedas  representativas,  llamadas  Vales  Reales,  y  en  el  ali- 
vio de  las  gravísimas  y  urgentísimas  necesidades  de  estos 
reinos. 

Varias  disposiciones  se  dieron  para  el  cumplimiento  de 
este  BrevC;  muchas  de  las  cuales  se  insertan  en  la  ley  1.*, 
título  V,  lib.  I  del  Suplemento  de  la  Nov.  Recop. 

Consiguiente  á  tales  disposiciones  empezaron  á  venderse 
los  bienes  de  Capellanías,  Patronatos  de  legos  y  obras  pías; 
y  así  se  siguió  hasta  que  la  Junta  central,  estando  la  Fami- 
lia Real  en  Bayona,  mandó  suspender  los  efectos  del  Breve. 

Nada  se  dijo  después  hasta  la  ley  de  11  de  Octubre  de 
1820,  en  cuyo  artículo  1.**  se  suprimen  todos  los  mayoraz- 
gos, fideicomisos.  Patronatos  y  cualquiera  otra  especie  de 
vinculaciones  de  bienes  raíces,  muebles,  semovientes,  cen- 
sos, juros,  foros,  ó  de  cualquiera  otra  naturaleza,  los  cua- 
les se  restituyeron  á  la  clase  de  absolutamente  libres.  Pero 
es  más,  el  artículo  14  de  la  misma  ley  prohibe  en  absoluto 
fundar  mayorazgo,  fideicomiso.  Patronato,  Capellanía,  obra 
pía,  ni  vinculación  alguna  sobre  ninguna  clase  de  bienes  ó 
derechos,  ni  prohibir  directa  ni  indirectamente  su  enaje- 
nación. 

Estas  disposiciones  fueron  derogadas  en  1824;  pero  en  6 
de  Junio  de  1835  se  dio  ya  una  ley  que  puede  reputarse  de 
transacción,  y  en  30  de  Agosto  de  1836  volvieron  á  restable- 
cerse. 


473 

Sigue  luego  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  en  cuyo  ar- 
tículo 1.^  se  dijo:  Que  los  bienes  de  las  Capellanías  colativas, 
á  cuyo  goce  están  llamad^^s  ciertas  y  determinadas  familias, 
se  adjudicarán  como  de  libre  disposición  á  los  individuos  de 
ellas  en  quienes  concurra  la  circunstancia  de  preferente  pa- 
rentesco, según  los  llamamientos;  pero  sin  diferencia  de 
sexo,  edad,  condición  ni  estado.  En  el  artículo  4.**  se  deter- 
minó igualmente:  Que  cuando  sólo  el  Patronato  activo  fue- 
se familiar  se  adjudicasen  también  ios  bienes  en  concepto 
de  libres  á  los  parientes  llamados  á  ejercerlo.  En  el  5.®  se 
previene  que  si  en  alguna  fundación  se  dispusiere  de  los 
bienes  para  en  el  caso  en  que  dejare  de  existir  la  Capella- 
nía, se  cumplirá  lo  determinado  en  aquélla.  Se  ordena,  em- 
pero, en  el  art.  6.*^,  que  las  disposiciones  precedentes  ten- 
drán toda  su  aplicación  á  las  Capellanías  vacantes  en  la  ac- 
tualidad y  las  demás  según  fueren  vacando.  En  el  7.^,  que 
los  poseedores  actuales  continuarían  gozando  las  Capella- 
nías en  el  mismo  concepto  en  que  las  obtuvieron,  y  con  en- 
tera sujeción  á  las  reglas  de  las  fundaciones  respectivas; 
pero  pudiendo  usar  en  su  caso  del  derecho  que  les  corres- 
ponda en  virtud  de  los  anteriores  artículos.  También  se  dice 
en  el  art.  8.®,  que  los  pleitos  pendientes  sobre  dichas  Cape- 
llanías, podían  continuar;  y  éstas  proveerse  como  tales,  que- 
dando los  que  lleguen  á  obtenerlas  -en  el  mismo  caso  que  los 
actuales  poseedores.  Por  último,  el  art.  9.^  determina  que 
los  parientes  ó  personas  que  tuviesen  derecho  á  los  bienes 
de  Capellanías,  que  no  estaban  vacantes,  ó  sobre  las  que 
pendía  litigio,  podrán  desde  luego  pedir  que  se  les  declare 
la  propiedad  de  dichos  bienes,  sin  perjuicio  del  usufructo 
que  á  los  poseedores  corresponde. 

Inútil  creemos  advertir,  que  esta  misma  ley  en  su  art.  11, 
dispuso:  que  la  adjudicación  de  los  citados  bienes  se  enten- 
diera con  la  obligación  de  cumplir,  pero  sin  mancomunidad, 
las  cargas  civiles  y  eclesiásticas  á  que  estaban  afectos. 

Ahora  bien:  desde  esta  época  hasta  el  aflo  de  1851,  se  vio 
á  los  Capellanes  dividir  entre  sí  los  bienes  dotación  de  sus 
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colativas  y  á  otras  semejantes  fundaciones  piadosas  familia- 
res, que  á  causa  de  su  .peculiar  índole  y  destino/ y  de  los  di- 
ferentes derechos  que  en  ellos  radican,  no  pueden  compren- 
derse en  la  permutación  y  cesión  de  que  aquí  se  trata,  serán 
objeto  de  un  convenio  particular  celebrado  entre  la  Santa 
Sede  y  Su  Majestad  Católica.» 

En  cumplimiento  de  lo  solemnemente  estipulado,  tuvo 
después  lugar  este  convenio,  que  constituye  la  disciplina  vi- 
dente sobre  la  materia. 

En  24  de  Junio  de  1867  se  publicó  como  ley  dicho  oour 
venio,  de  cuyas  principales  disposiciones  vamos  á  ocu- 
parnos. 

En  primer  lugar,  se  determina  que  las  familias  á  quienes 
se  hayan  adjudicado  ó  se  adjudiquen  por  tribunal  compe- 
tente los  bienes,  derechos  y  acciones  de  Capellanías  colati- 
vas de  patronato  familiar  activo  ó  pasivo  de  sangre,  recla- 
mados antes  del  día  17  de  Octubre  de  1851,  fecha  de  la  pu- 
blicación del  Concordato  como  ley  del  Estado^  redimirán 
dentro  del  término  y  en  el  modo  y  forma  que  se  disponga 
en  la  instrucción  para  la  ejecución  del  presente  convenio, 
las  cargas  de  carácter  puramente  eclesiástico  de  cualquier 
clase,  específicamente  impuestas  en  la  fundación  y  á  que  en 
todo  caso,  y  como  carga  real,  son  responsables  los  dichos 
bienes. 

En  segundo  término  se  dice,  que  las  familias,  asimismo, 
á  quienes  se  hayan  adjudicado  ó  adjudicaren  por  estar  pen- 
diente su  adjudicación  ante  los  tribunales,  los  mencionados 
bienes,  derechos  y  acciones  reclamados  con  posterioridad 
al  Real  decreto  de  30  de  Abril  de  1852,  redimirán  igualmen- 
te las  cargas  de  la  propia  índole  y  naturaleza,  considerán- 
dose para  este  solo  efecto  como  carga  eclesiástica  la  congrua 
de  ordenación,  establecida  por  las  sinodales  de  la  respecti- 
va diócesis  al  tiempo  de  la  fundación. 

Luego  se  consideran  completamente  extinguidas  las  Ca- 
pellanías de  cuyos  bienes  tratan  los  párrafos  precedentes,  y 
que  hayan  sido  ó  fueren  adjudicadas  por  los  tribunales  á 
las  familias  cuyo  patronato,  desapareciendo  á  petición  de 
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las  mismas  la  coleotivad  de  bienes  de  que  procedía,  dejó  de 
existir. 

Después  se  declaran  subsistentes,  si  bien  con  sujeción  á 
las  disposiciones  de  dicho  convenio,  las  Capellanías  cuyos 
bienes  no  hubiesen  sido  reclamados  á  la  publicación  del 
Real  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1856,  y  sobre  los  cua- 
les, por  consiguiente,  no  pende  juicio  ante  los  tribunales. 

Por  el  art.  5.**  se  determinan  las  familias  y  personas  que 
están  obligadas  á  redimir  las  cargas  eclesiásticas  de  la  pro- 
pia índole  y  naturaleza. 

En  el  7.*  se  dice,  que  los  poseedores  de  bienes  dé  domi- 
nio particular  exclusivo  gravados  con  cargas  eclesiásticas, 
podrán  también  redimirlas  si  tal  fuese  su  voluntad;  pero 
será  en  ellos  obligatorio  en  el  modo  y  forma  establecido 
para  los  otros  casos,  satisfacer  las  obligaciones  eclesiásticas 
vencidas  y  no  cumplidas,  toda  vez  que  lo  sea  por  culpa  de 
los  poseedores. 

Según  el  art.  8.^,  la  redención  de  cargas,  la  conmutación 
de  rentas  y  el  pago  del  importe  de  las  obligaciones  vencidas 
y  no  cumplidas,  se  verificará  entregando  al  respectivo  dio- 
cesano títulos  de  la  Deuda  consolidada  del  tres  por  ciento, 
por  todo  su  valor  nominal. 

En  el  art.  10  se  previene,  que  los  juicios  pendientes  en 
los  tribunales  civiles,  deberán  continuar  Begún  el  estado 
que  tenían  al  tiempo  de  la  suspensión  decretada  en  28  de 
Noviembre  de  1856;  disponiendo  además  lo  que  debe  hacer- 
se en  el  caso  de  que  las  familias  no  entreguen  al  diocesano 
los  títulos  correspondientes  en  el  término  que  por  el  juez  se 
prefije. 

Por  el  art.  12  se  determina  que  la  congrua  de  ordenación 
en  las  Capellanías  subsistentes  será  al  menos  de  2.000  reales. 
Se  declaran  incongruas  las  que  no  produzcan  esta  renta 
anual  líquida,  la  cual  se  fijará  por  el  producto  de  los  bienes 
en  el  último  quinquenio,  deduciendo  la  porción  que  el  dio- 
cesano á  petición  de  las  familias,  y  consideradas  con  equi- 
dad todas  las  circunstancias,  creyese  reservar  con  be- 
nignidad apostólica  á  las  mismas,  cuya  porción  en  ningún 
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caso  podrá  exceder  de  la  cuarta  parte  de  dicho  producto. 

Hech^  esta  deducción,  dice  otro  artículo,  las  familias  in- 
teresadas entregarán  al  diocesano  los  títulos  necesarios  de 
la  deuda  consolidada  del  3  por  100  por  lo  demás  de  dicha 
renta,  cuyos  títulos  se  convertirán  en  inscripciones  intrans-* 
f eribles  de  la  propia  Deuda  del  Estado.  Verificada  la  entre- 
ga de  aquéllos,  los  bienes  de  la  Capellanía  corresponderán, 
en  caUdad  de  libres,  á  la  respectiva  familia. 

Por  el  art.  15  se  dispone  que  cuando  los  títulos  del  3 
por  100  entregados  por  la  familia  produzcan  al  menos  una 
renta  anual  líquida  de  2.000  reales,  se  constituirá  sobre  esta 
congrua  nueva  Capellanía  en  la  iglesia  en  que  anterior- 
mente estuvo  fundada  la  Capellanía  de  que  procedan  los  tí- 
tulos, y  en  su  defecto,  en  otra  iglesia  del  territorio,  procu- 
rando el  diocesano  en  cuanto  sea  posible,  que  se  cumpla  la 
voluntad  del  fundador,  pudiendo,^  esto  tío  obstante ,  por 
fines  del  mejor  servicio  de  la  Iglesia,  modificar  ó  conmutar, 
con  autoridad  apostólica  que  al  efecto  se  le  confiere,  tanto 
respecto  de  este  punto  como  de  todo  lo  demás  susceptible 
de  mejora,  lo  establecido  en  la  fundación. 

Más  adelante  se  establece  que  se  forme  en  cada  diócesis 
un  acervo  pío  común  con  los  títulos  de  la  Deuda  proceden- 
tes de  la  redención  de  cargas,  del  importe  de  las  no  cumplí  - 
das,  ó  de  bienes  de  Capellanías  colativas  incongruas,  con 
objeto  de  constituir  nuevas  Capellanías  congruas  patro- 
nadas. 

Estas  Capellanías  se  proveerán  precisamente,  según  el 
art.  17,  dentro  del  término  canónico,  serán  incompatible» 
entre  sí,  y  no  podrán  proveerse  en  menores  de  catorce  años. 
Los  provistos  en  ellas  deberán  seguir  la  carrera  eclesiástica 
en  Seminario,  ya  sea  en  calidad  de  externos,  ya  de  internos, 
ó  como  ordenase  el  diocesano,  según  la  abundancia  ó  esca- 
sez de  medios  al  intento;  y  también  estarán  obligados  á  as- 
cender á  orden  sacro,  teniendo  la  edad  canónica,  so  pena,, 
en  otro  caso,  de  declararse  vacante  la  Capellanía. 

También  se  previene  en  el  18  que  se  forme. en  cada  dió- 
cesis otro  acervo  pío  común  con  los  títulos  de  la  Deuda  con- 
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solidada,  procedentes  de  las  obliga<}iones  á  que  se  refiere 
el  art.  5.^,  la  parte  á  ellas  aplicable  del  6.^,  y  en,  su  caso, 
oon  lo  correspondiente  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  7,^; 
siendo,  además,  parte  de  este  acervo  común  las  inscripcio- 
nes que  el  Gobierno  debe  entregar  por  los  conceptps  que 
expresa.  ' 

Los  diocesanos,  añade,  fundarán  con  dichas  inscripcio- 
nes el  número  de  Capellanías,  á  título  de  ordenación^  que 
sean  posibles,  no  bajando  de  2.000  reales  la  congrua  de 
cada  una. 

Estas  Capellanías  serán  provistas  exclusivamente  por  los 
mismos  diocesanos,  observándose,  en  cuanto  sean  aplica- 
bles, las  reglas  establecidas  anteriormente  respecto  de  las 
nuevas  Capellanías  familiares. 

Los  pleitos  sobre  adjudicación  de  Capellanías,  dice  el 
art.  20,  que  pendían  en  los  tribunales  eclesiásticos  y  fueron 
suspendidos  en  1856,  continuarán  su  curso  'según  el  estado 
que  entonces  tenían. 

En  el  art.  21  se  lee  que  en  todo  aquello  que  para  la  eje- 
cución de  este  convenio  no  bastare  el  derecho  propio  délos 
diocesanos,  obrarán  éstos  en  concepto  de  delegados  de  la 
Santa  Sede. 

Además  de  esto.  Su  Santidad,  en  todo  lo  que  pueda  ser 
necesario,  extiende  la  benigna  sanción  contenida  en  el  ar- 
tículo 42  del  Concordato  de  1851,  á  los  bienes  á  que  se  re- 
fiere el  presente  convenio  (1). 

Finalmente,  no  son  objeto  del  mismo  por  su  índole  es- 
pecial, según  el  art.  22,  las  comunidades  de  beneficiados  de 


(1)  Concordato  de  1861,  art.  42:  «El  Santo  Padre,  á  instancia  de  Su 
Majestad  Católica  y  para  proveer  á  la  tranquilidad  pública,  decreta  y 
declara  que  los  que  durante  las  pasadas  circunstancias  hubiesen  com- 
prado en  los  dominios  de  España  bienes  eclesiásticos,  al  tenor  de  las 
disposiciones  civiles  á  la  sazón  vigentes  y  estén  en  posesión  de  ellos, 
y  los  que  hayan  sucedido  ó  sucedan  en  sus  derechos  á  dichos  compra- 
dores, no  serán  molestados  en  ningún  tiempo  ni  manera  por  Su  San- 
tidad, ni  por  los  Humos  Pontífices  sus  sucesores;  antes  bien,  así  ellos 
como  sus  causahabientes  disfrutarán  segura  y  pacíficamente  la  pro- 
piedad de  dichos  bienes  y  sus  emolumentos  y  productos.» 
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las  diócesis  de  la  Corona  de  Aragón,  ni  tampoco  las  piezas 
de  Patronato  familiar,  activo  ó  pasivo  de  sangre,  fundadas 
en  otras  diócesis,  que  constituyen  verdaderos  beneficios 
parroquiales. 

En  25  de  Junio  del  propio  año  se  publicó  la  instrucción 
de  que  se  hace  mérito  en  la  ley  precedente. 

Dicha  instrucción  comprende  siete  capítulos  y  setenta  y 
tires  artículos.  El  capítulo  primero  se  ocupa  de  las  disposi- 
ciones preliminares;  el  segundo,  de  las  Capellanías  adjudi- 
cadas, ó  cuya  adjudicación  se  pidió  por  las  familias  antes 
del  28  de  Noviembre  áe  1856;  el  capítulo  tercero,  de  los  Pa- 
tronatos laicales  y  reales  de  legos,  memorias,  obras  pías  y 
otras  fundaciones  de  la  misma  índole,  de  patronato  fami- 
liar, activo  ó  pasivo,  gravadas  con  cargas  puramente  ecle- 
siásticas y  de  las  de  esta  misma  índole,  que  afectan  á  bie- 
nes de  dominio  particular  exclusivo,  ó  vendidos  por  el  Es- 
tado con  este  gravamen;  el  capítulo  cuarto  trata  de  las  Ca- 
pellanías declaradas  subsistentes,  y  del  acervo  pío  común 
de  que  tratan  los  artículos  16  al  18  del  convenio;  el  capítulo 
quinto  se  litnita  al  acervo  común  para  fundar  Capellanías 
de  libre  nombramiento  de  los  diocesanos;  el  capítulo  sexto 
á  las  comunidades  de  beneficiados  coadjutores  de  las  dió- 
cesis en  la  antigua  Corona  de  Aragón,  y  el  séptimo,  de  la 
expedición  y  custodia  de  las  inscripciones  intransferibles. 

Vemos,  pues,  que  la  ley  convenio  de  1867  forma  la  dis- 
ciplina vigente  en  España  sobre  esta  materia. 

Pero  debe  observarse,  que  desde  la  revolución  de  1868 
se  han  dictado  por  la  autoridad  civil  varias  disposiciones 
que  contrarían  ó  alteran  más  ó  menos  aquellos  acuerdos. 

'  En  este  caso  se  encuentra  el  decreto  del  Ministerio  de 
Hacienda  de  1.®  de  Marzo  de  1869.  En  él  se  dispuso  que  los 
individuos  ó  corporaciones  que  posean  ó  administren  por 
cualquier  título  que  sea  bienes  correspondientes  á  obras 
pías,  patronatos  y  demás  fundaciones  de  bienes  amortiza- 
dos, presentarán  en  las  Administraciones  de  Hacienda,  den- 
tro del  término  de  treinta  días,  contados  desde  la  publica- 
ción de  dicho  decreto  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia 
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respectiva,  relaoiones  duplicadas  de  todas  las  fincas,  cen- 
sos, derechos  y  acciones  que  constituyan  la  dotación  de  las 
referidas  fundaciones;  prefiniéndose  además,  que  los  indi- 
viduos ó  corporaciones  que  posean  ó  administren  bienes  de 
la  mencionada  procedencia  podrán  intentar  los  recursos  de 
excepción  y  cualesquiera  otros  que  estimen  conveniente  en 
el  término  improrrogable  de  dos  meses:  pasado  este  plazo 
procederá  á  ejercerse  la  acción  investigadora. 

Es  otro  el  decreto  del  propio  Ministerio  de  12  de  Agosto 
de  1871,  en  el  que  se  dice:  «Correspondiendo  á  la  potestad 
civil  declarar  las  excepciones  que  se  contienen  en  las  leyes 
de  1.**  de  Mayo  de  1855  y  11  de  Julio  de  1856;  los  que  se 
crean  con  derecho  á  los  bienes  de  Capellanías  familiares  ó 
de  sangre  y  memorias  piadosas,  presentarán  sus  solicitudes 
documentadas  ante  las  Administraciones  económicas  de  las 
provincias  en  que  aquellos  radiquen,  dentro  del  término  im- 
prorrogable de  seis  meses,  contados  desde  la  publicación 
del  decreto  en  el  Boletín  oficial,» 

A  esta  solicitud  deben  acompañar  otros  documentos,  cua- 
les son:  escrituras  de  fundación,  título  de  colación  ó  de  pre- 
sentación, partidas  sacramentales  que  justifiquen  el  entron- 
que del  recurrente  con  el  fundador,  y  una  relación  de  los 
bienes  dótales  de  la  Capellanía  ó  fundación  piadosa.  Com- 
pleto el  expediente,  se  remite  á  la  Dirección  general  de  Pro- 
piedades y  Derechos  del  Estado,  la  cual  propone  al  Ministe- 
rio de  Hacienda  la  resolución  legal  que  merezca  la  excep- 
ción. Y  no  es  esto  solo,  sino  que  modificando  el  art.  2.°  del 
Reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria, 
prescribe  á  los  Registradores  de  la  propiedad  que  suspen- 
dan la  inscripción  por  defecto  subsanable  de  los  bienes  con- 
mutados por  los  diocesanos,  mientras  no  se  presente  el  tras- 
lado de  la  orden  ministerial  declarativa  de  su  excepción. 

El  plazo  de  seis  meses  de  que  antes  se  ha  hecho  mérito, 
fué  prorrogado  por  otros  seis  en  virtud  de  otro  decreto  de 
13  de  Febrero  de  1872;  y  últimamente  lo  fué  también  hasta 
el  31  de  Diciembre  de  dicho  año,  por  decreto  de  27  de 
Agosto. 
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Vino  luego  el  decreto  de  8  de  Octubre  de  1873,  que  sus- 
pendió en  todas  las  diócesis  de  España  la  ejecución  de  la  ley 
de  24  de  Junio  de  1867  y  la  Instrucción  de  25  del  mismo  mes 
y  año  sobre  arreglo  de  las  Capellanías  colatiyas;  ordenando 
además  á  los  Registradores  de  la  propiedad  que  denegasen 
la  inscripción  ó  anotación  de  todo  documento  posterior  á 
la  fecha  del  citado  decreto. 

Pero  afortunadamente  se  derogó  disposición  tan  arbitra- 
ria por  otro  decreto  de  24  de  Julio  de  1874,  cuya  parte  dis- 
positiva dice  así:  '' 

«Art.  1.*^  Se  declara  sin  ningún  valor  ni  efecto  el  decre- 
» to  de  8  de  Octubre  de  1873,  por  el  cual  se  suspendió  en  to- 

>  das  las  diócesis  de  España  la  ejecución  de  la  ley  de  24  de 

>  Junio  de  1867  y  de  la  instrucción  á  ella  relativa  de  25  del 
»  mismo  mes' y  año,  restableciéndose  por  tanto  en  todas  sus 
»  partes  la  ley  é  instrucción  mencionadas.  > 

«Art.  2.^    Todos  los  negocios  gubernativos  y  contencio- 

>  sos  que  se  hallen  en  suspenso  por  efecto  del  citado  decre- 
»  to,  continuarán  en  curso  ordinario  con  arreglo  á  lo  pres- 

>  cripto  en  las  antedichas  ley  é  instrucción,  pudiéndose  in- 
»  coar  igualmente  los  que  procedieren  de  conformidad  con 
» las  mismas.» 

«Art.  3.°  Las  autoridades  de  cualquier  clase  y  grado  que 
»  fueren,  así  como  las  comisiones  diocesanas,  se  ajustarán 
» .estrictamente  sobre  esta  materia  á  lo  dispuesto  en  el  pre- 
»  senté  decreto.» 

IV 

Después  del  citado  Concordato  se  ha  presentado  la  si- 
guiente cuestión:  ¿podrán  en  el  día  instituirse  Capellanías 
'eclesiásticas?  Los  autores  emiten  dos  distintas  opiniones: 
unos  están  por  la  afirmativa,  fundándose  en  que  por  dicho 
Concordato  se  reconoce  en  la  Iglesia  el  derecho  de  adquirir 
bienes  raíces,  y  siendo  la  Capellanía  una  adquisición,  sólo 
bajo  diferente  forma,  concluyen  de  aquí  que  los  particula- 
res pueden  fundar  tales  Capellanías.  Y  para  quitar  todo  gé- 
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ñero  de  duda,  añaden,  ouando  hoy  se  trate  de  una  funda- 
ción de  e^ta  dase,  lo  primero  será  acudir  al  Gobierno  con 
solicitud,  y  éste  resolverá  lo  que  crea  justo  y  oportuno; 
otros  discurren  de  esta  manera:  es  cierto,  dicen,  que  el 
Ck>ncordato  da  facultad  á  la  Iglesia  para  adquirir  bienes 
raíces,  pero  esto  es  en  cuanto  al  fondo  común  de  la  Iglesia, 
no  en  cuanto  á  los  particulares,  respecto  de  lo  que  subsiste 
la  ley  prohibitiva  de  la  institución  de  Capellanías,  porque 
esta  ley  no  está  derogada  por  el  Concordato. 

Los  de  la  primera  opinión  tienen  á  su  favor  un  gran  pre- 
cedente, cual  es  el  pensamiento  que  dominó  en  el  Concor- 
dato. Los  segundos  tienen  á  su  vez  ciertos  principios  de  de- 
recho, puesto  que  una  ley  no  se  deroga  mientras  no  se  re- 
voque por  otra  explícita  ó  implícitamente. 

Es  cierto  que  los  primeros  tienen  también' en  su  apoyo 
la  doctrina  toda  de  derecho  canónico,  que  enseña  que  los 
beneficios  son  favorables,  y  en  caso  de  obscuridad  se  estará 
por  ellos;  pero  los  otros  dicen,  que  en  el  caso  de  que  se 
trata  no  hay  semejante  obscuridad,  toda  vez  que  expresa- 
mente se  prohibe  en  una  ley,  que  según  los  buenos  princi- 
pios de  derecho,  está  en  su  fuerza  y  vigor. 

En  medio  de  tan  diversas  y  fundadas  opiniones,  no  qui- 
siéramos consignar  la  nuestra:  pero  nos  debemos  á  la  ense- 
ñanza y  creemos  cumplir  con  ella  exponiendo  sencillamente 
nuestro  humilde  sentir. 

Según  el  espíritu  que  domina  en  el  art.  41  del  último 
Concordato,  como  también  en  el  S.^  del  convenio  ley  de  4 
de  Abril  de  1860,  y  muy  particularmente  á  lo  taxativo  de 
los  arts.  16  y  18  del  convenio  adicional  sobre  Capellanías 
colativas,  publicado  como  ley  en  1867,  somos  de  opinión 
que  los  particulares  pueden  hoy  fundar  dichas  Capellanías, 
siempre  que  las  doten  con  papel  de  la  Deuda  del  Estado  y 
acudan  al  Gobierno  de  S.  M.  para  obtener  la  debida  apro- 
bación. 

Y  esta  nuestra  humilde  opinión  la  vemos  sancionada  por 
sentencia  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia  de  28  de  Abril 
de  1882,  pues  en  ella  se  establece:  1.®  Que  la  prohibición  de 
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fundar  Capellanías  establecida  por  el  art.  14  de  la  ley  de  11 
de  Octubre  de  1820,  restablecida  en  1836,  quedó  derogada 
por  el  art.  45  del  Concordato  de  1851,  por  ser  opuesta  á  lo 
que  se  dispone  en  sus  arts.  41  y  43,  según  los  cuales  la 
Iglesia  tiene  derecho  de  adquirir  ppr  cualquier  titulo  legí* 
timo,  como  lo  es  la  fundación  de  una  Capellanía,  cuyos 
bienes  sean  espiritualizados.  2.^  Que  la  fundación  de  Cape- 
llanías no  tiene  otra  restricción  que  la  de  convertir  los  bie- 
nes cuando  sean  inmuebles  en  inscripciones  intransferibles 
de  la  Deuda  pública,  conforme  á  la  letra  y  espíritu  del  mis- 
mo Concordato,  del  convenio  adicional  publicado  como  ley 
en  4  de  Abril  de  1860,  del  de  Capellanías  colativas  de  24  de 
Junio  de  1867,  del  art.  26  de  la  ley  de  1.*"  de  Mayo  de  1855, 
del  3.*^  de  la  de  11  de  Julio  de  1856  y  otras  disposiciones. 


CAPÍTULO  XXX 


I.  Eesidencia:  su  definición,  clases  y  fundamento:  derecho  de  que 
procede. — Ü.  Residencia  de  los  Obispos  hasta  el  Concilio  de  Tren- 
to:  disposiciones  de  los  Concilios,  y  especialmente  del  último:  jus- 
tas causas  que  los  excusan  de  esta  obligación,  y  formalidades  para 
ausentarse:  penas  contra  los  no  residentes. — HE.  Residencia  de  los 
Dignidades  y  Canónigos:  causas,  tiempo  y  formalidades  para  au- 
sentarse, coniorme  á  las  Decretales  y  al  Tridentino. — IV.  Residen- 
cia de  los  Capellanes  de  honor  y  Auditores  de  la  Rota:  disciplina 
particular  de  la  Iglesia  de  España,  conforme  al  Concordato  de  1861. 
V.  Residencia  de  los  Párrocos:  causas  legitimas  para  su  ausencia 
por  el  derecho  nuevo  y  por  el  Concilio  de  Trento. — VI.  Residencia 
de  los  demás  beneficiados:  penas  contra  los  Párrocos  y  demás  be- 
neficiados no  residentes,  y  solemnidades  para  privarlos  de  sus  be- 
neficios.— VII.  Lo  dispuesto  sobre  residencia  en  la  Nov.  Recop.:  de- 
creto de  las  Cortes  de  28  de  Junio  de  1822  acerca  de  la  misma 
materia. —VIH.  Excusa  de  la  residencia  por  la  jubilación:  en  qué 
beneficios  puede  concederse  ésta,  cuándo,  cómo  y  por  quién. 


Se  entiende  por  residencia  la  permanencia  continua  de  un 
clérigo  en  m  iglesia  ó  en  el  lugar  de  su  beneficio^  para  prestar 
personalmente  él  servicio  que  le  está  encomendado. 

La  residencia,  por  tanto,  no  ha  de  ser  sólo  material,  sino 
laboriosa  y  bastante  para  poder  cumplir  las  cargas  del  be- 
neficio. 

Hay  varias  clases  de  residencia,  á  saber:  material,  for- 
mal y  moral.  Llámase  material  la  del  beneficiado  que  estan- 
do en  el  lugar  de  su  beneficio,  no  presta  el  servicio  corres- 
pondiente. Es  formal,  si  el  beneficiado  con  voluntad  desem- 
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peña  el  cargo  por  sí.  Y  es  moral,  cuando  uno  quiere  estar 
en  el  lugar  de  su  beneficio,  y,  sin  embargo,  no  lo  está. 

Dicen  algunos  que  también  se  conoce  la  residencia  lla- 
mada fingida,  que  consiste  en  considerar  al  beneficiado  pre- 
sente, aunque  de  hecho  no  lo  esté  por  algima  justa  causa. 

La  verdadera  residencia  es  la  formal.  No  obstante,  se 
considera  también  como  tal  la  fingida,  si  concurre  real- 
mente justa  causa.  La  residencia  material  sólo  sirve  para  el 
fuero  extemo. 

Su  fundamento  se  explica  por  la  obligación  que  tiene  el 
beneficiado  de  levantar  las  cargas,  y  levantarlas  por  sí  y 
asiduamente.  También  se  encuentra  en  el  Evangelista  San 
Juan^  donde  se  lee:  Yo  soy  el  huen  pastor.  El  buen  pastor  da 

la  vida  por  sus  ovejas y  conoeco  mis  ovejas  y  las  mías  me 

co'iiocen. 

Igualmente  San  Pedro,  refiriéndose  á  las  obligaciones 
de  los  Obispos,  dice:  Pascite  qui  in  bovis  est  gregem  Dei, 

providentes  non  coacte  sed  spontanee  secundum  Deum /or- 

ma  facti  gregis  ex  animo. 

Ahora  bien:  ¿de  qué  derecho  procede  semejante  obli- 
gación? 

Los  Padres  del  Santo  Concilio  de  Trento  disputaron  lar- 
gamente sobre  si  procedía  ó  no  de  derecho  divino,  y  aun- 
que no  creyeron  prudente  consignar  en  sus  decretos  una 
explícita  decisión  de  esa  cuestión,  insinuaron  con  bastante 
claridad  la  afirmativa  en  el  siguiente  texto:  «Estando  man- 
dado por  precepto  divino  á  todos  los  que  tienen  encomenda- 
da la  cura  de  almas,  que  conozcan  sus  ovejas,  ofrezcan  sa- 
crificio por  ellas,  las  apacienten  con  la  predicación  de  la  di- 
vina palabra,  con  la  administración  de  los  Sacramentos 
y  con  el  ejemplo  de  todas  las  buenas  obras;  que  cuiden  pa- 
ternalmente de  los  pobres  y  otras  personas  infelices,  y  se 
dediquen  á  los  demás  ministerios  pastorales,  cosas  todas  que 
de  ningún  modo  pueden  ejecutar  ni  cumplir  los  que  no  velan 
sobre  su  rebaño  ni  le  asisten,  sino  le  abandonan  como  mer- 
cenarios ó  asalariados;  el  Sacrosanto  Concilio  los  amones- 
ta y  exhorta  á  que,  teniendo  presentes  los  mandamientos  di- 
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vinos,  y  haciéndose  él  ej emplear  de  su  grey^  la  apacienten  y  go- 
biernen en  justicia  y  en,  verdad»  (1). 

Vernos^  pues,  que  los  Obispos  y  demás  pastores  que  ejer- 
cen la  cura  de  almas  tienen  el  deber  de  la  residencia  por  de- 
recho divino,  al  menos  secundario  é  indirecto.  Tal  es  tam- 
bién la  opinión  de  una  grqn  mayoría  de  los  teólogos  y  cano- 
nistas. Y  lo  que  es  más,  Barbosa  cita  sobre  treinta  y  ocho 
autores  que  defienden  ser  la  residencia  de  derecho  divino, 
y  Pignatelli  aduce  más  de  cuarenta  en  favor  de  la  misma 
opinión.  Mas  la  residencia  de  los  canónigos  y  demás  benef  ir 
ciados  sine  cura  procede,  en  nuestro  sentir,  3ÓI0  de  precepto 
eclesiástico.  Nos  fundamos  para  ello  en  el  decreto  Tridenti- 
no,  cuyas  palabras  quedan  transcritas. 

n 

Desde  muy  antiguo  la  Iglesia  dictó  disposiciones  para 
evitar  los  males  que  se  seguían  por  la  no  residencia  de  los 
Obispos.  Ya  en  el  Concilio  de  Nicea  I  general  se  prohibe  a 
los  Obispos,  presbíteros  y  diáconos  pasar  de  una  ciudad  á 
otra  (2),  y  en  el  de  Sardica  se  decreta:  Que  los  Obispos  na 
vayan  á  la  Corte,  á  no  ser  aquellos  que  fueren  invitados  ó 
llamados  por  carta  del  Emperador  (3);  y  sí  fuese  preciso 
para  pedir  gracia  por  los  desgraciados  envíen  entonces  á  su 
diácono,  porque  éste  no  causa  envidia,  y  porque  podrá  más 
pronto  dar  parte  de  lo  que  hubiere  alcanzado  (4).  Todavía 
los  cánones  X,  XI  y  XII  de  este  último  Sínodo  se  ocupan  de 
lo  mismo. 

El  canon  X  establece  que  «si  los  Obispos  emprendieren 
un  camino  tan  incómodo  para  alivio  de  los  pupilos,  viudas 
-ó  miserables  que  no  tienen  causas  inicuas,  alegarán  motivo 
algún  tanto  justo »  El  canon  XI  agrega  á  las  anteriores 


(1)  Cap.  I,  de  Eeform,,  Ses.  XXHl. 

(2)  Can.  XV. 

(3)  Can.Vin. 

(4)  Cap.  IX. 
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sentencias  una  pena,  cual  es  la  de  excomunión.  En  el  XU  se 
fija  una  restricción,  no  sea  que  algún  Obispo,  sin  saber  lo 
que  se  había  decretado,  viniese  de  repente  á  las  ciudades  de 
tránsito.  Esta  disciplina  continuó  en  observancia  hasta  el  si> 
glo  IX;  pero  desde  esta  época  empezó  á  relajarse  á  conse- 
cuencia de  los  abusos  que  se  introdujeron  durante  el  régi- 
men feudal.  Los  Obispos,  aceptando  los  feudos,  que  no  de- 
jaban de  tener  sus  atractivos  y  ventajas,  se  vieron  compro- 
metidos cerca  de  los  Príncipes  en  una  porción  de  obligacio- 
nes que  eran  incompatibles  con  las  peculiares  del  episcopa- 
do: tales  eran  las,  expediciones  militares,  los  viajes  á  la  Cor- 
te^ la  asistencia  á  los  Consejos,  etc.  Más  adelante,  partici- 
pando muchos  del  espíritu  aventurero  y  belicoso  de  la  épo- 
ca, se  incorporaron  á  las  expediciones  que  iban  á  la  Pales- 
tina, y  todo  contribuyó  con  los  viajes  á  Roma,  centro  des- 
pués de  casi  todos  los  negocios,  á  que  la  residencia  estuvie- 
se bastante  abandonada.  Por  otra  parte,  el  Cisma  de  Occi- 
dente vino  también  á  relajar  por  completo  las  disposiciones 
eclesiásticas  sobre  tan  importante  materia. 

La  Iglesia,  empero,  no  dejó  de  recordar  á  todos  los  bene- 
ficiados la  obligación  de  residir,  según  puede  verse  en  el  tí- 
tulo ly,  lib.  in  de  las  Decretales. 

Pero  sus  disposiciones  no  fueron  cumplidas,  y  todavía 
existían  abusos  en  la  época  que  se  celebró  el  Santo  Concilio 
de  Trento. 

Los  Padres  de  este  Santo  Sínodo  miraron  con  tanto  inte- 
*  res  el  asunto,  que  no  faltó  mucho  para  declarar,  según  dicen 
varios  tratadistas,  que  la  residencia  de  los  Obispos  era  de 
derecho  divino.  Y  ciertamente,  que  aunque  el  decreto  no  se 
redactó  en  términos  tan  explícitos,  vino  á  hacerse  esta  mis- 
ma declaración  de  una  manera  indirecta,  cuando  dijeron: 
que  les  estaba  mandado  por  precepto  divino  el  cumplimiento 
de  ciertos  deberes,  los  cuales  de  ningún  modo  pueden  cum- 
plir los  que  no  velan  sobre  su  rebaño,  ni  le  asisten,  sino  que 
le  abandonan  como  mercenarios  ó  asalariados.  En  seguida 
declaran:  que  todos  los  Pastores  que  mandan,  bajo  cualquier 
nombre  ó  título,  en  Iglesias  patriarcales,  primadas,  metro- 
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politanid'y  catedrales,  cualesquiera  que  sean ,  aunque  sean 
Cardenales  de  la  Santa  Romana  Iglesia,  están  obligados  á 
residir  personalmente  en  su  iglesia  ó  en  la  diócesis  en  qué 
deban  ejercer  el  ministerio  que  se  les  ha  encomendado  (1). 

Esta  misma  doctrina  se  encuentra  también  consignada 
en  el  cap.  I  de  Reform.,  Sea.  VI  del  propio  Sínodo.  En  efec- 
to, por  dicho  decreto  se  amonesta  á  todos  los  que  gobiernan 
iglesias  Patriarcales,  Primada 3,  Metropolitanas,  Catedrales 
y  cualesquiera  otras,  bajo  cualquier  nombre  y  título  que  sea, 
á  fin  de  que,  poniendo  atención  sobre  sí  mismo  y  sobre  todo 
el  rebaño  >á  que  lo3  aaiguó  el  Eapíritu  Santo  para  gobernar 
la  Iglesia  de  Dios,  que  la  adquirió  con  su  sangre,  velen  conu 
m%ndci  el  Apóstol,  trabajen  en  todo  y  cumplan  con  su  ministe- 
rio. «Mas  sepan  que  no  pueden  cumplir  de  modo  alguno  con 
él,  si  abandonan  como  mercenarios  la  grey  que  se  les  ha  en- 
comendado y  dejan  de  dedicarse  á  la  custodia  de  sus  ovejas, 
cuya  sangre  ha  de  pedir  de  sus  manos  el  Supremo  Juez; 
siendo  indubitable  que  no  se  admite  al  pastor  la  excusa  de 
que  el  lobo  se  comió  las  ovejas  sin  que  él  tuviese  noticia » 

Es  evidente,  por  tanto,  el  deber  que  tienen  los  Obispos  de 
residir  personalmente  en  sus  respectivas  diócesis.  Pero  esto 
no  obsta  para  que  puedan  ausentarse  por  justas  causas.  El 
mismo  Santo  Concilio,  en  su  cap.  I  de  Reform,^  Ses.  XXIII, 
dice  que  los  Obispos  no  pueden  estar  ausentes,  sino  por  las 
causas  y  del  modo  que  expresa.  Es,  á  saber:  «Cuando  la  ca- 
ridad cristiana,  las  necesidades  urgentes,  obediencia  debida 
y  evidente  utilidad  de  la  Iglesia  y  de  la  República  pidan  y 
obliguen  á  que  alguna  vez  algunos  estén  ausentes,  y  en  estos 
casos  decreta  el  Sacrosanto  Concilio  que  el  Romano  Pontí- 
fice ó  el  Metropolitano  ó  en  ausencia  de  éste  el  Obispo  su- 
fragáneo más  antiguo  que  resida,  que  es  el  mismo  que  de- 
berá aprobar  la  ausencia  del  Metropolitano,  deben  dar  por 
escrito  la  aprobación  de  las  causas  de  la  ausencia  legítima; 
á  no  ser  que  ocurra  ésta  por  hallarse  sirviendo  algún  empleo 
ú  oficio  de  la  República  anejo  á  los  Obispados;  y  como  las 


(1)    Cap.  I,  de  Reform.,  Ses.  XXni. 
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causas  de  esto  san  notorias  y  algunas  veces  repentinas,  ni 
aun  será  necesario  dar  aviso  de  ellas  al  Metropolitano.  Per- 
tenecerá, no  obstante,  á  éste  juzgar  con  el  Ck)ncilio  provin- 
cial de  las  licencias  que  él  mismo  ó  su  sufragáneo  haya  Con- 
cedido, y  cuidar  que  ninguno  abuse  de  este  derecho  y  que 
los  contraventores  sean  castigados  con  las  penas  canónicas. 
Entre  tanto,  tengan  presente  los  que  se  ausentan,  que  deben 
tomar  tales  providencias  sobre  sus  ovejas  que,  en  cuanto 
pueda  ser,  no  padezcan  detrimento  alguno  por  su  ausencia. 
Y  por  cuanto  los  qae  se  ausentan  solo  por  muy  l)reve  tiem- 
po no  se  reputan  ausentes,  según  sentencia  de  los  antiguos 
cánones,  pues  inmediatamente  tienen  que  volver,  quiere  el 
Sacrosanto  Concilio  que  fuera  de  las  causas  ya  expresadas, 
no  pase  por  ninguna  circunstancia  el  tiempo  de  esta  ausen- 
cia, sea  continuo  ó  sea  interrumpido,  en  cada  un  año  de  dos 
meses  6  á  lo  más  de  tres,  y  que  se  tenga  cuidado  en  no  per- 
mitirla sino  por  causas  justas  y  sin  detrimento  alguno  de  la 
grey,  dejando  á  la  conciencia  de  los  que  se  ausentan  que  es- 
pera sea  religiosa  y  timorata  la  averiguación  de  si  es  así  ó 
no,  pues  los  corazones  están  patentes  á  Dios,  y  su  propio 
peligro  los  obliga  á  nO  proceder  en  sus  obras  con  fraude  ni 
simulación.  Entre  tanto,  los  amonesta  y  exhorta  en  el  Señor, 
que  no  falten  de  modo  alguno  á  su  iglesia  catedral  (á  no  ser 
que  su  ministerio  pastoral  los  llame  á  otra  parte  dentro  de 
su  diócesis)  en  el  tiempo  de  Adviento,  Cuaresma,  Natividad, 
Resurrección  del  Señor,  ni  en  los  días  de  Pentecostés  y  Cor- 
pus Christi,  en  cuyo  tiempo  principalmente  deben  restable- 
cerse sus  ovejas  y  regocijarse  en  el  Señor  con  la  presencia 

de  su  Pastor » 

Vemos,  pues,  que  el  Concilio  distingue  dos  especies  de 
ausencia:  una  propiamente  dicha  que  se  extiende  fuera  del 
trimestre,  y  otra  breve  que  no  excede  ese  espacio  de  tiem- 
po. Para  la  primera  no  sólo  requiere  legítima  causa,  sino  la 
aprobación  por  escrito  del  Metropolitano,  á  menos  que  se 
trate  de  un  oficio  ó  cargo  del  Estado,  anejo  al  Obispado. 
Pero  debe  observarse  que  Urbano  VIII,  en  su  constitución 
Sancta  Synodus^  exigió  para  esta  ausencia  la  precisa  autori- 
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zación  del  Romano  Pontífice;  y  aunque,  según  advierte  el 
Adioionador  español  de  Ferraris,  el  Rey  de  España  interpu- 
so súplica  de  dicha  constitución,  respecto  de  los  puntos  en 
que  no  guarda  armonía  con  el  citado  decreto  del  Tridenti- 
no,  es  lo  cierto  que  Benedicto  XIV,  en  su  Bula  Ad  universae, 
reprodujo  la  disposición  de  Urbano  VIII. 

Para  la  segunda  especie  de  ausencia  requiere  también  el 
Concilio  justa  causa,  pero  reserva  el  juicio  acerca  de  ella  á 
la  conciencia  de  los  que  se  ausentan.  De  aquí  que  no  tengan 
necesidad  de  licencia  alguna  para  ausentarse  por  dos  ó  tres 
meses  cada  año;  si  bien  no  deban  hacerlo  en  los  días  que 
menciona  dicho  decreto,  al  menos  que  su  ministerio  pasto- 
ral los  llame  á  otra  parte  dentro  de  su  diócesis.  Adviértese 
también  que,  según  la  citada  constitución  de  Benedicto  XIV,. 
no  es  lícito  juntar  los  tres  meses  de  un  año  con  los  tres  in- 
mediatos del  año  siguiente,  de  manera  que  la  ausencia  se 
prolongue  hasta  seis  meses;  como  también  que  el  que  no  usó 
del  beneficio  del  trimestre  en  un  año,  no  puede  con  ese  pre- 
texto dilatar  la  ausencia  en  cualquier  otro  año. 

Igualmente  el  Concilio  exige  que  en  todo  caso  de  ausen- 
cia no  sufra  detrimento  la  grey;  por  cuya  razón  deben  nom- 
brar antes  un  Gobernador  eclesiástico  ó  Vicario  general  con 
las  facultades  necesarias.  En  España  dirigen  además  coma- 
nicación  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  sólo  para  poner 
el  hecho  de  la  ausencia  en  conocimiento  del  Gobierno. 

Debe  asimismo  notarse  que  el  Obispo  no  pide  licencia 
para  hacer  la  visita  (nd  limina  apostolorwn,  ni  para  asistir  al 
Concilio  provincial,  ni  para  ir  á  Roma  si  tiene  cargo  espe- 
cial en  alguna  Congregación;  porque  á  todas  estas  cosas  está 
obligado  por  derecho  eclesiástico. 

Viniendo  ahora  á  las  causas  que  legitiman  dicha  ausen-^ 
cia  por  tiempo  ilimitado,  esto  es,  por  más  de  tres  meses,  sa- 
bemos que  el  Concilio  señala  cuatro:  primera,  caridad  cris- 
tiana; segunda,  necesidad  urgente;  tercera,  obediencia  debi- 
da; y  cuarta,  evidente  utilidad  de  la  Iglesia  y  del  Estado. 

Existe  la  primera  cuando  el  Obispo  con  su  influencia  ó 
predicación  creyese  poder  extinguir  el  cisma  ó  la  herejía 
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en  lina  iglesia,  ó  conciliar  loe  ánimos  de  los  soberanos  cris- 
tianos en  una  grave  desavenencia  6  escaQdaloso  rompí- 
miento,  etc.  Concurre  la  segunda  si  el  Obispo  adolece  de 
una  grave  enfermedad,  de  la  que  le  sea  imposible  sanar  si 
no  muda  de  temperamento  saliendo  de  la  diócesis;  ó  bien 
cuando  una  grave  persecución  amenaza  su  persona;  pero  si 
la  persecución  se  extiende  á  toda  la  grey,  no  le  es  lícito 
abandonarla,  antes  debe  asistirla  y  animarla  con  sus  pala- 
bras y  ejemplo;  porque  el  buen  pastor  da  la  vida  por  sus  ove^ 
jas  y  el  fnercenario  huye.  Interviene  la  tercera  cuando  le 
llama  el  Sumo  Pontífice,  ó  el  Rey.  Y  por  último,  se  verifica 
la  cuarta,  cuando  el  Obispo  se  ausenta  por  defender  los  de- 
rechos de  su  iglesia  ó  los  de  su  Silla;  ó  bien  cuando  es  Con- 
sejero del  Rey,  Diputado  ó  Senador,  y  en  general,  cuando 
sus  servicios  son  necesarios  en  negocios  de  interés  para  el 
Estado. 

En  cuanto  á  la  breve  ausencia.  Benedicto  XTV  en  la  ci- 
tada constitución  Ad  umversae,  excluye  deL  catálogo  de  las 
causas  justas  animi  levitas^  oblectationum  eupiditas  aliaeqae 
fútiles  causae.  La  causa  para  que  sea  aeqtia,  como  exige  el 
Tridentino,  es  menester  que  sea  proporcionada  al  tiempo 
de  la  ausencia;  y  asi,  aunque  pueda  excusar  la  breve  ausen- 
cia^ el  deseo  de  un  conveniente  y  oportuno  desahogo  ó  dis- 
tracción, ó  el  de  visitar  los  parientes  ó  amigos,  se  debe 
usar  de  ese  permiso,  dice  San  Ligorio  y  otros  que  cita,  con 
la  debida  parsimonia. 

Réstanos  sólo  indicar  las  penas  establecidas  contra  los 
Obispos  no  residentes. 

Golmayo  dice,  con  referencia  al  Tridentino,  que  los 
Obispos  que  sin  justa  causa  están  ausentes  de  su  diócesis 
más  de  seis  meses,  quedan  privados  ipso  jure  de  la  cuarta 
parte  de  los  frutos,  los  cuales  se  aplicarán  á  la  iglesia  ó  á 
los  pobres,  y  sí  la  ausencia  continuase  otros  seis  meses  más^ 
perderán  otra  cuarta  parte,  con  igual  aplicación.  Creciendo 
la  contumacia,  se  les  puede  privar  la  vuelta  á  su  iglesia  por 
el  Metropolitano,  ó  si  éste  fuese  el  ausente  ó  estuviese  va- 
cante la  Silla  Metropolitana  por  el  Sufragáneo  más  antiguo. 
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dando  cuenta  dentro  de  tres  meses  al  Romano  Pontífice 
para  que,  según  la  naturaleza  del  caso,  6  provea  lo  conve- 
niente,  6  dote  á  las  iglesias  de  mejores  pastores.  Donoso 
enseña  que  el  que  se  ausenta  contra  el  tenor  de  las  nlisposi- 
oiones'Tridentinas,  á  más  del  pecado  mortal  en  que  incurre, 
no  hace  suyos  los  frutos  pro  rata  temporis  absentiaef  ni  pue- 
de retenerlos  tuta  conscientia^  sino  que  es  obligado  á  resti- 
tuirlos á  la  fábrica  de  la  iglesia  6  á  los  pobres  del  lugar. 

Como  sobre  este  asunto  hay  dos  decretos  del  Tridenti- 
no,  conviene  conocer  sus  palabras,  para  deducir  luego  sus 
legítimas  consecuencias.  El  primer  decreto  lo  es  el  capí- 
tulo I  de  Reform. ,  Ses,  VI,  cuyo  tenor  en  esta  parte  es  el 
siguiente:  «No  obstante,  por  cuanto  se  hallan  algunos  en 
este  tiempo^  lo  que  es  digno  de  vehemente  dolor,  que  olvi- 
dados aun  de  su  propia  salvación,  y  prefiriendo  los  bienes 
terrenos  á  los  celestes  y  los  humanos  á  los  divinos,  andan 
vagando  en  diversas  cortes  ó  se  detienen  ocupados  en  agen- 
ciar negocios  temporales,  desamparada  su  grey  y  abando- 
nando el  cuidado  de  las  ovejas  que  les  están  encomendadas, 
ha  resuelto  el  Sacrosanto  Concilio  innovar  los  antiguos  cá- 
nones promulgados  contra  los  que  no  residen,  que  ya  por 
injuria  de  los  tiempos  y  personas  casi  no  están  en  uso,  como 
-en  efecto  los  innova  en  virtud  del  presente  decreto,  deter- 
minando también,  para  asegurar  más  su  residencia  y  refor- 
mar las  costumbres  de  la  Iglesia,  establecer  y  ordenar  otras 
cosas  del  modo  que  se  sigue.  Si  alguno  se  detuviere  por  seis 
meses  continuos  fuera  de  su  diócesis  y  ausente,  dé  su  igle- 
sia, sea  Patriarcal,  Primada,  Metropolitana  6  Catedral,  en- 
comendada á  él  bajo  cualquier  título,  causa,  nombre  6  de- 
recho que  sea,  incurra  ipso  jure,  por  dignidad,  grado  6 
preeminencia  que  le  distinga,  luego  que  cese  el  impedimen- 
to legitimo  y  las  justas  y  racionales  causas  que  tenía,  en  la 
pena  de  perder  la  cuarta  parte  de  los  frutos  de  un  año,  que 
se  han  de  aplicar  por  el  superior  eclesiástico  á  la  fábrica 
de  la  iglesia  y  á  los  pobres  del  lugar.  Si  perseverase  ausen- 
te por  otros  seis  meses,  pierda  por  el  mismo  hecho  otra 
cuarta  parte  de  los  frutos,  á  la  que  se  ha  de  dar  el  misnüo 
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destino.  Mas  si  crece  su  contumacia,  para  que  experimente 
la  censura  más  severa  de  los  sagrados  cánones,  esté  obliga* 
do  el  Metropolitano  á  denunciar  los  Obispos  sufragáneo» 
ausentes^  y  el  Obispo  sufragáneo  más  antiguo  que  resida  al 
Metropolitano  ausente,  bajo  pena  de  incurrir  por  el  mismo» 
hecho  en  el  entredicho  de  entrar  en  la  iglesia  dentro  de 
tres  meses,  por  cartas  ó  por  un  enviado  al  Romano  Pontífi- 
ce,  quien  podrá,  según  lo  pidiere  la  mayor  ó  menor  contu-' 
macia  del  reo,  proceder  por  la  autoridad  de  su  suprema 
Sede  contra  los  ausentes,  y  proveer  las  mismas  iglesias  de 
pastores  más  útiles,  según  viere  en  el  Señor  que  sea  máa 
conveniente  y  saludable». 

El  otro  decreto  lo  constituye  el  cap.  I  de  Reform.j  Se- 
sión XXIII,  que  dice  así:  «Si  alguno  estuviese  ausente  con- 
tra lo  dispuesto  en  este  decreto,  establece  el  Sacrosanto 
Concilio  que  además  de  las  penas  impuestas  y  renovadas 
en  tiempo  de  Paulo  III  contra  los  que  no  residen,  y  además 
del  reato  de  culpa  mortal  en  que  incurre,  no  hace  suyos  los 
frutos  respectivamente  al  tiempo  de  su  ausencia,  ni  se  los 
puede  retener  con  seguridad  de  conciencia,  aunque  no  se 
siga  ninguna  otra  intimación  más  que  ésta,  sino  que  está 
obligado  por  sí  mismo,  ó  dejando  de  hacerlo  será  obligada 
por  el  superior  eclesiástico  á  distril^irlos  en  fábricas  de 
iglesias^ ó  en  limosnas  á  los  pobres  xiel  lugar,  quedanda 
prohibida  cualquiera  convención  ó  composición  que  llaman 
composición  por  frutos  mal  cobrados ^  y  por  la  que  también 
se  le  perdonasen  en  todo  ó  en  parte  los  mencionados  fru- 
tos, sin  que  obsten  privilegios  ningunos  concedidos  á  cual- 
quiera colegio  ó  fábrica » 

Ahora  bien:  conocido  ya  el  tenor  de  ambos  decretos  será 
fácil  contestar  la  siguiente  pregunta  de  los  canonistas,  á 
saber:  ¿están  los  dos  vigentes  y  pueden  concillarse  sin  con- 
tradicción? La  opinión  afirmativa  es  ta  más  general,  si  bien 
otros  son  de  sentir  contrario..  Los  primeros  dicen  que  si  el 
Obispo  se  ausenta  por  cinco  meses,  no  perderá  los  frutos 
ipso  jure  en  los  dos  últimos;  pero  tendrá  que  probar  la  cau- 
sa de  su  ausencia.  Mas  si  excede  de  los  cinco  meses,  enton- 
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ees  le  será  aplicable,  no  ya  el  cap.  I  de  Reforín.  de  la  Se- 
sión XXUI,  sino  el  propio  capitulo  de  la  Ses.  TI. 

Nosotros  creemos  también  que  pueden  concillarse  am- 
bos decretos;  pero  disentimos  de  los  canonistas  anteriores 
en  la  manera  6  forma  de  exponer  su  opinión. 

Es  indudable,  en  nuestro  sentir  que,  según  el  citado  de- 
creto de  la  Ses.  VI,  no  es  lícito  estar  ausentes  cinco  meses 
continuos;  así  también  lo  declararon  los  Padres  Tridentinos 
en  el  otro  mencionado  decreto  de  la  Ses.  XXIII,  que  dice: 
«Y  para  que  los  puntos  que  santa  y  útilmente  se  establecie- 
ron antes  en  tiempo  de  Paulo  III,  de  feliz  memoria,  sobre 
la  residencia,  no  se  extiendan  violentamente  á  sentidos  con- 
trarios á  la  mente  del  sagrado  Concilio^  como  si  en  virtud  de 
aquel  decreto  fuese  licito  estar  ausentes  cinco  meses  continuos^ 
el  Sacrosanto  Concilio  insistiendo  en  ellos,  declara,  etc » 

En  seguida  manda  que  todos  los  Pastores  están  obligadc^ 
á  residir  personalmente  en  su  iglesia  ó  diócesis,  y  que  no 
puedan  ausentarse  sino  por  las  causas  y  del  modo  que  ex- 
presa. 

Es  visto,  por  tanto,  que  el  referido  capítulo  de  la  Se- 
sión XXIII,  confirma  y  ratifica  lo  dispuesto  en  el  cap.  I  de 
Reform.  de  la  Ses.  VI,  explicando  á  la  vez  los  conceptos  de 
esta  última  disposición. 

Así,  pues,  el  Obispo  que  se  ausente  de  su  diócesis,  aun- 
que sea  por  dos  ó  tres  meses,  siempre  deberá  hacerlo  con 
justa  causa  que  deberá  apreciar  según  su  conciencia;  pero 
si  se  ausentase  sin  causa  alguna,  estará  obligado  á  distri- 
buir los  frutos  de  su  Silla  respecto  al  tiempo  de  su  ausen- 
cia en  fábricas  de  iglesias  ó  en  limosnas  á  los  pobres  del 
lugar. 

Mas  si  la  ausencia  fuera  de  cuatro  ó  cinco  meses,  necesi- 
ta obtener,  previa  justificación  de  causa,  la  oportuna  licen- 
cia de  la  Silla  Apostólica.  Si  se  ausentase  sin  llenar  seme- 
jantes requisitos,  incurriría  en  las  penas  marcadas  en  el  ca- 
pítulo I  de  Reform.j  Ses.  XXIII.  Y  si  la  ausencia  §e  extien- 
de á  seis  meses  ó  máS;  luego  que  cese  el  impedimento  legí- 
timo y  las  justas  y  racionales  causas  que  tenía  para  ello,  in- 
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currirá,  además  de  las  penas  citadas,  en  las  que  se  fiían, 
«egún  los  casos,  en  el  decreto  sobre  residencia,  de  la  Se- 
sión VI. 

m 

La  residencia  de  los  dignidades  y  canónigos  no  se  ha  de 
entender,  como  dice  Golmayo,  por  la  simple  permanencia 
en  la  ciudad;  es  necesario,  además,  que  asistan  á  la  iglesia 
y  cumplan  todas  las  obligaciones  propias  de  su  oficio,  por- 
que tienen  obligación  de  levantar  personalmente  las  cargas 
de  su  prebenda.  Es  cierto  que  en  la  Edad  Media  y  después 
del  abandono  de  la  vida  común,  entre  otros  vicios  de  la 
¿poca,  fue  muy  señalado  el  de  la  no  residencia,  el  cual  se 
hizo  frente  con  varias  de  las  disposiciones  del  título  de  Cle^ 
ricis  non  residentibus. 

Sé  reconocieron,  emjpero,  algunas  justas  causas  de  au- 
sencia, como,  por  ejemplo,  una  enfermedad  (1),  para  estu- 
diar las  ciencias  eclesiásticas  (2)  ó  por  utilidad  de  la  Igle- 
sia (3). 

El  Santo  Concilio  de  Trento,  renovando  la  ley  de  la  re- 
sidencia, concede  á  los  capitulares  tres  meses  á  lo  más  todos 
los  años  para  que  puedan  ausentarse  sin  licencia  del  supe- 
rior. A  este  tiempo  llaman  récle^  pero  no  debe  usarse  de  él, 
según  los  intérpretes^  sin  que  concurra  alguna  causa  razo- 
nable, de  la  cual  será  juez  cada  uno,  según  su  conciencia. 
He  aquí  la  disposición  Tridentina  á  que  aludimos  (4):  «No 
sea  lícito  en  fuerza  de  estatuto,  ó  costumbre  ninguna,  á  los 
que  obtienen  dignidades,  canohgías,  prebendas  ó  porciones 
en  las  dichas  catedrales  ó  colegiatas,  ausentarse  de  ellas 
más  de  tres  meses  en  cada  un  año;  dejando,  no  obstante,  en 
su  vigor  las  constituciones  de  aquellas  iglesias,  que  requie- 
ren más  largo  tiempo  de  servicio;  á  no  hacerlo  así,  queda 


(1)  Cap.  I,  de  Cítrico  aegrotante. 

{2)  Cap.  XII,  de  Cleric,  non  resident. 

(3)  Cap.  XIII,  de  Jd.  id. 

(4j  Cap.  XII,  de  Eefomi.,  Ses.  XXIV. 
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privado  en  el  primer  año,  cualquiera  que  no  cumpla,  de  la 
mitad  de  los  frutos  que  hayan  ganado  aun  por  razón  de  su 
prebenda  y  residencia.  Y  si  tuviere  segunda  vez  la  misma 
negligencia,  quede  privado  Je  todos  los  frutos  que  haya  ga- 
nado en  aquel  año,  y  si  pasare  adelante  su  contumacia,  pro- 
cédase  contra  ellos  según  las  constitucioties  de  los  sagrados 
cánones.  Los  que  asistieren  á  las  horas  determinadas,  parti- 
cipen de  las  distribuciones;  los  demás  no  las  perciban,  sin 
que  estorbe  colusión  ó  condesóendencia  ninguna,  según  el 
decreto  de  Bonifacio  VIII,  que  principia  Consuetudinem,  el 

mismo  que  vuelve  á  poner  en  uso  el  Santo  Concilio > 

De  esta  disposición  y  decisiones  de  la  sagrada  congrega- 
ción de  intérpretes  del  Concilio,  que  pueden  verse  en  Fagna- 
no.  Barbosa,  Ferraris  y  en  la  Institución  107  de  Benedic- 
to XIV,  se  deduce  lo  siguiente:  1.*  Que  los  tres  meses  de  va- 
cación que  permite  el  Concilio,  se  entienden  ser  noventa 
días,  que  se*  pueden  tomar  continuos  ó  discontinuos  en  el 
término  del  año.  2.®  Que  en  virtud  de  este  permiso,  no  se 
pueden  ausentar  á  un  tiempo  sino  á  lo  más  la  tercera  parte 
de  los  canónigos,  y  esa  ausencia  no  ha  de  ser  en  Cuaresma, 
ni  Adviento,  ni  en  las  festividades  solemnes  de  Natividad, 
Resurrección,  Pentecostés  y  Corpus.*3.®  Que  se  deben  obser- 
var las  reglas  y  estatutos  de  las  iglesias  particulares,  que  li- 
mitan el  recle  á  uno  ó  dos  meses  en  el  año,  quedando  suje- 
tos los  que  exceden  el  término  fijado  en  ellos  á  las  penas  del 
Concilio  contra  los  no  residentes.  4.^  Que  para  usar  del  res- 
pectivo recle  no  se  exige  causa  especial,  ni  aun  licencia  ex- 
presa del  Obispo;  pero  es  necesario  ésta  si  se  hubiere  de 
salir  del  territorio  de  la  diócesis.  5.^  Que  puede  el  Obispo, 
con  justa  causa,  conceder  licencia  para  ausentarse  por  un. 
término  más  ó  menos  prolongado,  á  más  de  los  tres  meses 
permitidos  por  el  Concilio.  6.®  Que  en  las  penas  contra  los 
no  residentes  debe  observarse  la  graduación  prescripta  por 
el  Tridentino;  de  manera  que  en  el  primer  año  se  les  prive 
de  la  mitad  de  los  frutos  de  la  prebenda,  en  el  segundo  de 
todos  y  en  el  tercero  se  les  destituya.  7.°  Que  vencido  el  tri- 
mestre, no  es  menester  intimarles  vuelvan  al  servicio  de  la 
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Iglesia;  pero  para  aplicarles  la  pena  de  privación  de  parte  6 
de  todos  los  frutos,  se  les  debe  intimar  que  comparezcan  á 
exponer  las  causas  que  puedan  excusarlos;  y  para  proceder 
á  la  destitución,  transcurrido  el  tercer  año,  es  menester  se 
les  cite  de  nuevo,  fijándoles  un  breve  término  para  que 
comparezcan  personalmente,  bajo  apercibimiento  de  desti- 
tuirles si  persistieren  en  la  contumacia;  y  no  pudiendo  ser 
habidas  las  personas,  se  les  ha  de  citar  por  tres  edictos,  y 
espirado  el  término  del  último,  todavía  se  les  debe  esperar 
por  seis  meses.  8.®  Que  los  frutos  de  que4e  priva  al  no  resi- 
dente se  han  de  aplicar  á  la  fábrica  de  la  iglesia,  si  ésta  es 
pobre;  y  no  siéndolo,  á  otro  lugar  pío,  al  arbitrio  del  Obis  - 
po.  9.**  Que  los  ausentes  no  gozan  en  el  período  del  trimestre, 
las  distribuciones  cotidianas,  sino  sólo  los  frutos  ó  rentas  de 
la  prebenda. 

Dicho  es  que,  además  del  trimestre  concedido  por  el  Tri- 
dentinp,  pueden  las  dignidades  y  canónigos  ausentarse  de 
su  iglesia  por  mayor  tiempo,  siempre  que  concurra  una 
justa  causa  y  obtengan  licencia  de  la  autoridad  eclesiástica 
correspondiente.  Esta  autoridad  lo  es  en  cada  diócesis  su 
propio  Obispo. 

Algunos  autores  hablan  también  en  este  lugar  de  las  jus- 
tas causas  para  ausentarse  los  prebendados,  y  al  intento  re- 
producen las  cuatro  de  que  nos  hemos  ocupado  al  tratar  de 
la  residencia  de  lo3  Obispos,  á  saber:  1.®  Caridad  cristiana, 
que  tiene  lugar  cuando  el  prebendado  hubiese  de  ausentarse 
para  socorrer  al  prójimo  en  casos  de  grave  importancia.  2.^ 
Urgente  necesidad,  como  lo  sería  la  mortífera  insalubridad 
del  clima,  la  grave  enfermedad  corporal,  un  peligro  inmi- 
nente de  la  vida,  la  peste,  etc.;  pero  en  este  último  caso,  ha  de 
quedar  en  la  iglesia  el  número  suficiente  de  capitulares  para 
el  esplendor  del  culto  divino.  3.**  La  obediencia  debida  al 
superior,  como  si  el  Romano  Pontífice  emplease  al  preben- 
dado en  negocio  importante  de  la  Silla  Apostólica  ó  de  la 
Iglesia  universal.  4.^  La  evidente  utilidad  de  la  Iglesia  6 
del  Estado;  tal  sucede  si  el  prebendado  hubiese  de  asistir  al 
Concilio  provincial  ó  diocesano,  ó  si  el  bien  del  Estado  exi- 
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giese  ocuparle  en  un  empleo  ó  comisión  de  alta  importancia. 

Se  considera  también  que  concurre  eeta  causa,  cuando 
el  Obispo  necesita  de  los  servicios  del  prebendado,  porque 
el  cap.  XV  de  Clericis  non  residentibm  faculta  al  Obispo 
para  ocupar  en  su  servicio  dos  canónigos. 

Igualmente  existe  por  razón  de  estudiod,  á  fin  de  que  los 
canónigos  puedan  formar  dignamente  el  senado  del  Obispo. 
El  cap.  V  de  Magistris  les  concede  para  ello  el  término  de 
cinco  años. 

IV 

Hay  exenciones  de  la  residencia  que  tienen  su  funda- 
mento en  privilegios  especiales,  y  otras  en  las  disposicio- 
nes del  derecho  común.  En  el  primer  caso  están  varios  de 
los  Capellanes  de  la  Real  Capilla;  en  el  segundo  los  Audito- 
res de  la  Rota  Romana  y  de  la  Rota  Española,  La  primera 
exención  se  funda  en  que  los  Capellanes  reales  tienen  el 
rango  y  categoría  de  Canónigos  de  iglesia  catedral.  La  de 
los  Auditores  de  la  Rota  Romana  y  de  la  Rota  Española  en 
que  están  ocupados  en  el  servicio  de  la  Iglesia,  causa  la 
más  legítima  para  excusar  de  la  residencia;  los  primeros, 
conociendo  en  la  capital  del  mundo  cristiano  de  los  nego- 
cios contenciosos  de  los  países  católicos;  los  segundos  en 
Madrid,  de  todos  los  de  la  Iglesia  Española.  Estos  altos  ma- 
gistrados deben  estar  constituidos  en  dignidad,  como  se 
previene  expresamente  en  el  cap.  XI  de  Rescriptis  in  SextOj 
puesto  que  ejercen  en  concepto  de  delegados  la  jurisdicción 
Pontificia. 

Hemos  dicho  que  la  exención  de  los  Capellanes  reales 
tiene  su  fundamento  en  privilegios  Pontificios.  En  efecto, 
por  Bula  de  Benedicto  XIV  se  exceptuaron  de  la  residencia 
seis  capellanes  de  honor.  Pío  VH  extendió  esta  gracia  á 
doce,  por  su  Breve  de  28  de  Julio  de  1815,  y  Gregorio  XVI 
la  amplió  á  todos  los  eclesiásticos  que  sirviesen  en  la  Real 
Capilla,  por  el  suyo  de  6  de  Agosto  de  1833. 

La  disciplina  vigente  en  España  sobre  esta  materia  se 
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«nouentra  consígiíada  en  el  Conoordiato  de  1851,  cuyo  ar- 
tículo 19  dice  asi:  «En  atención  á  que,  tanto  por  efecto  de 
las  pasadas  vicisitudes,  como  por  razón  de  las  disposicio- 
nes del  presente  Concordato,  han  variado  notablemente  las 
circunstancias  del  clero  español,  S.  S.  por  su  parte,  y  S«  M. 
la  Reina  por  la  suya,  convienen  en  que  no  se  conferirá  nin- 
guna dignidad^  canongía  ó  beneficio  de  los  que  exigen  per^ 
Bonal  residencia  á  los  que  por  razón  de  cualquier  otro  car- 
go ó  comisión  estén  obligados  á  residir  continuamente  en 
otra  parte.  Tampoco  se  conferirá  á  los  que  estén  en  pose- 
sión de  algún  beneficio  de  la  clase  indicada  ninguno  de 
aquellos  cargos  ó  comisiones,  á  no  ser  que  renuncien  uno 
de  dichos  cargotí  ó  beneficios,  los  cuales  se  declaran,  por 
<;onsecuencia,  de  todo  punto  incompatibles.» 

«En  la  Capilla  Real,  sin  embargo,  podrá  haber  hasta 
«eis  prebendados  de  las  iglesias  catedrales  de  la  Península; 
pero  en  ningún  caso  podrán  ser  nombrados  los  que  ocupan 
las  primeras  Sillas,  los  Canónigos  de  oficio,  los  que  tienen 
cura  de  almas,  ni  dos  de  una  misma  iglesia.» 

«Respecto  de  los  que  en  la  actualidad  y  en  virtud  de  in- 
dultos especiales  ó  generales  se  hallan  en  posesión  de  dos 
é  más  de  estos  beneficios,  cargos  ó  comisiones,  se  tomarán 
desde  luego  las  disposiciones  necesarias  para  arreglar  su 
situación  á  lo  prevenido  en  el  presente  artículo,  según  las 
necesidades  de  la  Iglesia  y  la  variedad  de  los  casos.» 


Aunque  reducidos  á  un  círculo  más  pequeño,  los  Párro- 
<50S  tienen  que  cumplir  respecto  de  sus  feligreses  iguales  de- 
beres que  los  Obispos,  porque  lo  mismo  que  á  éstos,  si  bien 
•en  diversa  escala,  les  está  encomendada  la  cura  de  almas. 
Por  eso  el  Concilio  Tridentino  los  comprendió  en  el  mismo 
decreto  y  puso  al  principio  consideraciones  sobre  la  obliga- 
ción de  la  residencia,  que  son  comunes  á  los  unos  y  á  los 
otros.  Después  trata  en  particular  de  la  de  cada  uno  de 
ellos,  y  refiriéndose  á  los  curas  inferiores  y  demás  que  ob- 
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tienen  algún  beneficio  eclesiástico  con  cura  de  almas,  dice^ 
que  siempre  que  se  ausenten  sea  con  causa  conocida  y  apro« 
bada  por  el  Obispo,  y  dejando  Vicario  idóneo,  que  ha  de 
aprobar  el  mismo  Ordinario,  con  la  debida  asignación  de 
renta.  «Ni  obtengan,  añade,  la  licencia  de  ausentarse,  que 
se  ha  de  conceder  por  escrito  y  de  gracia,  sino  por  grave 
causa,  piás  allá  del  tiempo  de  dos  meses »  (1). 

Tres  condiciones,  por  tanto,  deben  concurrir  para  que  la 
ausencia  de  los  Párrocos  sea  excusable:  el  nombramiente 
de  sustituto,  licencia  del  Obispo  y  causa  legítima.  En  cuanta 
á  la  primera,  el  decreto  Tridentino  exige  se  nombre  Vicario 
idóneo,  es  decir,  un  sacerdote  aprobado  y  facultado  para 
administrar  en  la  diócesis  el  Sacramento  de  la  penitencia. 
La  licencia  del  Obispo  se  requiere  para  cualquier  ausencia^ 
aunque  sea  breve. 

Tan  cierto  es  esto,  que  en  más  de  una  ocasión  han.  decla- 
rado las  Congregaciones  romanas  que  no  es  lícito  ausentar- 
se por  una  semana  sin  esa  licencia,  aunque  se  deje  sustituta 
idóneo.  Por  otra  parte,  el  sínodo  de  Santiago  de  1763  man- 
da, bajo  de  grave  precepto,  que  ningún  cura  salga  fuera  de 
su  curato  por  más  de  dos  días,  aunque  deje  sustituto  que 
sea  confesor  aprobado,  sin  Ucencia  in  scriptis  del  Obispo  ó 
Provisor,  ó  al  menos  con  la  del  Vicario  foráneo  que  hubiese 
en  la  provincia^  el  cual  la  puede  conceder  sólo  por  cuatre 
días.  Débense,  por  lo  mismo,  consultar  sobre  esto  los  esta- 
tutos de  las  respectivas  diócesis.  En  cuanto  á  la  causa  legí- 
tima debe  distinguirse  la  breve  ausencia  que  no  exceda  eL 
bimestre  de  la  que  traspasa  este  período.  Para  la  primera 
basta  cualquier  causa  racional  y  justa,  según  el  prudente 
juicio  del  Párroco  y  del  superior;  pero  tal  que  guarde  pro- 
porción con  el  tiempo  de  la  ausencia.  Mas  para  la  segunda^ 
son  menester  graves  causan,  tales  como  las  que  se  explica- 
ron tratando  de  la  residencia  de  los  Obispos. 

Verdad  es  que  el  Concilio  no  las  fijó  expresamente  cuan- 
do se  ocupó  de  la  ausencia  de  los  Párrocos;  pero  el  común 


(1)    Cap.  I,  de  Befoi-m.,  Sea.  XXIIL 
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sentir  de  los  tratadistas  aplica  á  ésta  las  mismas  causas  se- 
ñaladas en  el  Concilio  para  la  ausencia  deles  Obispos.  Con* 
forme  con  esta  doctrina,  la  Sagrada  Congregación  del  Con- 
•cilio  lia  dictado  varias  declaraciones  sobre  el  particular,  á 
¡saber:  Consultada  sobre  si  los  Párrocos  podían  ausentarse 
con  licencia  del  pbispo  para  seguir  estudios  literarios,  pues- 
to que,  según  el  cap.  XXXIV  de  Elect.  in  Sexto,  podía  con- 
•cedérseles  por  siete  años,  contestó  negativamente. 

También  se  preguntó  si  podía  el  Párroco  por  vejez  faltar 
Á  la  residencia  dejando  Vicario  idóneo,  y  la  Congregación 
respondió  negative;  pues  aun  cuando  en  este  caso  pueda  el 
Párroco  tener  sus  Vicarios  para  que  le  auxilien  en  la  admi- 
nistración de  los  Sacramentos,  él  debe  estar  al  frente  de  su 
parroquia.  Tampoco  le  excusa  de  residir  la  insalubridad 
del  aire,  ni  el  peligro  de  la  peste  ó  de  contraer  enfermeda- 
des contagiosas;  pues  en  estos  casos  es  cuando  los  fieles  ne- 
■cesitan  más  de  los  consuelos  del  Pastor,  y  éste  debe  morir 
^n  el  ejercicio  de  su  sagrado  ministerio. 

Ahora  bien:  si  se  trata  de  alguna  otra  enfermedad  grave 
j  en  el  pueblo  no  hubiese  medios  de  curación,  entonces  el 
Obispo  puede  dar  licencia  al  Párroco  por  tres  ó  cuatro  me- 
.ses  para  curarse  en  los  pueblos  inmediatos.  Igualmente  tie- 
ne declarado  la  Sagrada  Congregación,  que  por  enemistades 
•con  los  fielea  se  le  puede  conceder  hasta  un  año  de  ausencia, 
habiendo  peligro  de  la  vida;  pero  si  el  origen  de  esas  ene- 
mistades y  su  continuación  es  por  culpa  del  Párroco,  se  pue- 
de proceder  contra  él  y  aun  privarle  del  beneficio.  Asimis- 
mo declaró  que  no  puede  el  Obispo  valerse  de  un  Párroco 
para  la  visita  ni  otros  servicios  de  la  diócesis  por  más  dé 
dos  meses. 

VI 

Todos  los  beneficios  exigen  residencia;  pero  el  haberse 
disminuido  por  la  injuria  de  los  tiempos  las  rentas  de  mu- 
•chos  de  ellos,  y  el  haber  consentido  los  Obispos  ciertas  fun- 
daciones con  la  sola  carga  de  decir  algunas  misas,  ha  sido 
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la  causa  de  que  loa  intérpretes  hagan  la  distinoión  de  beno- 
f  icios  residenciales  y  no  residenciales.  Esta  distinción,  qu& 
es  por  cierto  anticanónica,  ha  sido  adoptada  en  la  práctica» 
A  esto  contribuyeron  las  Decretales  hablando  de  beneécios 
que  exigen  residencia.  También  el  Tridentino  contribuyó  a 
ello^  en  el  hecho  de  permitir  al  que  posee  un  beneficio  in- 
congruo, que  se  le  confiera  otro  beneficio  simple,  con  tal 
que  ambos  no  exijan  residencia  personal. 

En  cuanto  á  la  ausencia  de  estos  beneficiados,  he  aquí  có- 
mo se  explica  el  Santo  Concilio  de  Trento  en  su  cap.  II  de 
Beform.y  Ses.  VI:  «Todos  los  eclesiásticos  inferiores  á  Ios- 
Obispos,  que  obtienen  oualesquier  beneficios  eclesiásticos 
que  pidan  residencia  parsonal,  ó  de  derecho,  ó  por  costum- 
bre, sean  obligados  á  residir  por  sus  Ordinarios,  valiéndose 
éstos  de  los  remedios  oportunos  establecidos  en  el  derecho, 
del  modo  que  les  parezca  conveniente  al  buen  gobierno  de- 
las  iglesias  y  al  aumento  del  culto  divino,  y  teniendo  consi- 
deración á  la  calidad  de  los  lugares  y  personas;  sin  que 
á  nadie  sirvan  los  privilegios  é  indultos  perpetuos  para  no 
residir,  ó  para  percibir  los  frutos  estando  ausentes.  Los  per- 
misos y  dispensas  temporales,  sólo  concedidas  con  verdade- 
ras y  racionales  causas,  que  han  de  ser  aprobadas  legítima- 
mente ante  el  Ordinario,  deben  permanecer  en  todo  su  vi- 
gor; no  obstante,  en  estos  casos  será  obligación  de  los  Obis- 
pos, como  delegados  en  esta  parte  de  la  Sede  Apostólica,  dar 
providencia  para  que  de  ningún  modo  se  abandone  el  cui- 
dado de  las  almas,  deputando  Vicarios  capaces  y  asignán- 
doles congrua  suficiente  de  los  frutos,  sin  que  en  este  par- 
ticular sirva  á  nadie  privilegio  algimo  ó  exención.» 

Las  penas  contra  los  Párrocos  no  residentes  están  conte- 
nidas en  el  Concilio  de  Trento.  Previene  éste  que ,  además 
del  reato  de  culpa  mortal  en  que  incurren,  no  hacen  suyos, 
los  frutos  respectivamente  al  tiempo  de  su  ausencia,  sino- 
que  están  obligados  á  distribuirlos  en  fábricas  de  iglesias  6 
en  limosnas  á  los  pobres  del  lugar. 

Y  luego  añade:  «Si  citados  por  edictos,  aunque  no  se  lea 
cite  personalmente,  fueren  contumaces,  quiere  que  sea  libre 
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á  los  Ordinarios  obligarlos  con  censuras  eclesiástioas,  se- 
cuestro ywprivaeión  de  frutos  y  otros  remedios  del  derecho, 
aun  hasta  llegar  á  privarles  de  sus  beneficios,  sin  que  se 
pueda  suspender  esta  ejecución  por  ningún!privilegio,  licen- 
cia, familiaridad,  exención,  ni  aun  por  razón  de  cualquier 
beneficio  que  sea,  ni  por  pacto  ni  estatuto,  aunque  esté  con- 
firmado con  juramento  ó  con  cualquiera  otra  autoridad,  ni 
tampoco  por  costumbre  inmemorial ,  que  más  bien  se  é^ehe 
reputar  por  corruptela,  ni  por  apelación,  ni  inhibición,  aun- 
que sea  en  la  Caria  Romana,  ó  en  virtud  de  la  constitución 
Eugeniana » 

De  los  demás  beneficiados  nada  dice  el  Concilio,  de  lo 
cual  se  infiere  que  dejó  subsistente  la  legislación  de  las  De- 
cretales respecto  á  los  ausentes,  según  la  cual,  si  después  de 
citados  dejan  pasar  seis  meses  sin  presentarse,  se  les  puede 
privar  del  beneficio  (!)• 

Asimismo  ordena  que  á  Tos  contumaces  se  les  puede  tam- 
bién castigar  con  suspensión  y  excomunión  antes  de  privar- 
les del  beneficio. 

Respecto  á  las  solemnidades  que  para  esto  último  deben 
tener  lugar,  sólo  diremos  que  á  ningún  beneficiado  se  le 
puede  privar  del  beneficio  sin  oirle,  para  saber  si  la  causa 
de  su  ausencia  es  ó  no  canónica.  Para  esto  se  le  ha  de  citar 
personalmente,  y,  caso  de  no  saberse  dónde  para,  por  edic- 
tos fijados  en  las  puertas  de  la  iglesia.  Si  se  le  cita  personal- 
mente, basta  con  una  sola  citación;  pero  si  se  hace  por  me- 
dio de  edictos,  deben  ser  tres  sucesivos,  fijándole  tiempo 
para  presentarse.  Pasados  seis  meses  después  del  plazo  seña- 
lado sin  que  llegue  á  presentarse,  puede  el  Obispo  suspen- 
derlo ó  excomulgarlo,  ó  declarar  desde  luego  vacante  el  be- 
neficio. En  efecto,  consultada  la  Sagrada  Congregación  del 
Concilio  sobre  si  el  Obispo  estaba  autorizado  para  poner  en 
práctica  cualquiera  de  estos  medios,  contestó:  Ita  est;  asi  es. 

Para  esto  no  es  necesario,  dice  Golmayo,  un  juicio  ordi- 
nario; podrá  hacerse  en  ocasiones  gubernativamente,  con 


(1)    Cap.  XI,  de  Cleric.  non  resident 
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derecho  siempre  el  beneficiado  á  recurrir  al  superior,  si 
considera  injusta  la  providencia  del  Obispo. 
.  No  se  opone  á  esta  doctrina  la  decretal  de  Su  Santidad 
Alejandro  III  (cap.  IV  de  Clericis  non  residentibm),  en  la  que 
se  dice  que  no  d^be  patrocinarles'  el  efugio  de  la  apelación^ 
porque,  en  sentir  de  la  mayor  parte  de  los  canonistas,  debe 
éstOi^nt^n^ex^se  sólo  en  el  efecto  suspensivo,  pero  no  en  el 
devoíutiypf.í  _, 
'■  ■     ■■   * 

vn 

Todo  el  tít.  XV,  lib.  I  de  la  Nov.  Recop.,  está  especial- 
mente consagrado  á  la  residencia  de  los  clérigos  en  sus  igle- 
sias y  beneficios.  Comprende  ocho  leyes:  por  la  primera  se 
dispone  que  los  extranjeros  que  tuvieren  cartas  de  natura- 
leza para  haber  beneficios  en  estos  reinos,  sean  obligados 
de  venir  á  residir  personalmente  los  dichos  beneficios  den- 
tro de  ocho  meses  después  que  de  ellos  fueren  proveídos; 
^  por  la  ley  segunda,  se  previene,  que  los  Prelados  señalen 
tiempo  á  los  clérigos  que  tengan  beneficios  curados  para 
que  vengan  á  residir  en  ellos;  y  si  no  lo  hicieren,  que  no 
ganen  los  frutos  de  los  tales  beneficios;  la  tercera,  se  ocupa 
de  la  precisa  residencia  de  los  provistos  en  beneficios  ecle- 
siásticos, con  objeto  de  que  cumplan  por  sus  personas  las 
cargas  á  que  están  afectos;  por  la  ley  cuarta,  se  manda  que 
la  Cámara  no  consulte  para  piezas  eclesiásticas  persona  que 
no  se  halle  residiendo  su  beneficio  ó  ministerio;  la  quinta 
ordena,  que  los  eclesiásticos  pretendientes  en  la  Corte  se  re- 
tiren á  sus  diócesis  y  pueblos;  la  sexta  previene  asimidmo, 
que  se  retiren  á  sus  iglesias  y  domicilios  los  eclesiásticos  sin 
destino  ni  ocupación  precisa  en  la  Corte;  por  la  ley  séptima 
se  dispone,  que  no  se  permita  venir  á  la  Corte  prebendado 
alguno  de  las  iglesias  con  título  de  diputado  sin  justa  y  fun- 
dada causa,  y  sin  que  preceda  Real  licencia  y  sólo  por  el 
tiempo  necesario^  y  que  de  ningún  modo  puedan  ir  con  di- 
cho título  ni  otro  pretexto  alguno  los  canónigos  ó  preben- 
dados de  oficio,  ó  que  tengan  á  su  cargo  cura  de  almas,  go- 
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biemo  6  jurisdicción  eclesiástica;  la  octava,  se  publicó  en 
cumplimiento  de  la  ley  anterior,  mandando  en  su  conse- 
cuencia al  Gobernador  del  Consejo,  que  disponga  se  retiren 
dentro  de  mes  y  medio  á  sus  iglesias  todos  los  eclesiásticos 
que  estuvieren  en  Madrid  con  licencia^  y  que  la  Cámara  á 
nadie  la  conceda  sin  expreso  consentimiento  ú  orden  del 
Monarca,  encargando  además  al  Vicario  general  de  Madrid, 
que  cuando  se  le  presenten  dichos  individuos  cuide  de  que 
concluidas  sus  licencias  se  restituyan  á  sus  iglesias,  y  si  no 
lo  hiciesen,  dé  cuenta  á  la  Cámara  para  que  tome  provi- 
dencia. 

El  tít.  XIV  del  mismo  libro,  contiene  también  ocho  le- 
yes relativas  todas  á  la  naturaleza  de  estos  reinos  para  ob- 
tener beneficios  en  ellos.  De  estas  leyes  es  la  más  importan- 
te á  nuestro  objeto  la  cuarta,  que  dice  asi:  «Ordenamos  y 
mandamos,  que  se  guarde  y  cumpla  precisa  é  inviolable- 
mente lo  dispuesto  por  las  leyes  que  prohiben  el  concedei* 
naturaleza  á  los  extranjeros  de  estos  reynos,  y  de  nuevo 
prohibimos  la  concesión  de  ellas;  y  es  nuestra  voluntad  que 
por  ningují  caso  ni  consentimiento  se  pueblan  dar  ni  den;  y 
el  Presidente  y  los  del  nuestro  Consejo  de  la  Cámara  tengan 
particular  cuidado  en  la  observancia  de  las  dichas  leyes,  á 
los  quales  mandamos,  que  sobre  ello  agora  ni  en  ningún 
tiempo  nos  consulten  cosa  alguna:  y  asimismo  prohibimos  al 
Reyno  el  prestar  consentin^iento  parlb  ello,  aunque  preceda 
la  mayor  causa  que  se  pueda  considerar:  y  que.lo?  extran- 
jeros que  al  presenta  tienen  rentas  eclesiásticas  en  nuestros 
reynos  y  s^fioríoe  de  Castilla,  no  las  gocen  aiifo  fuere  resi- 
diendo en  ellos.»  ' 

Por<  decreto  de  las  Cortes  de  28  de  J.unio  de  1822,  se  de- 
claró que  la  nación  no  reconocía  ningún  beneficio  eclesiás- 
tico sin  la  obligación  de  residir,  que  se-^ntendiese  lo  mismo 
con  los  canónigos  y  demás  eclesiásticos,  y  que  si  no  se  pre- 
sentaban'en  el  tiempo  prefijado,  se  entendiese  que  renun- 
ciaban sus  prebendas. 
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Guando  los  beneficiados  no  pueden  levantar  las  cargas 
de  su  ministerio  por  impedírselo  un  padecimiento  grave, 
perpetuo  é  incurable,  ó  por  efecto  de  su  avanzada. edad,  e» 
preciso  proveer  á  las  necesidades  de  la  Iglesia,  nombrando 
otros  clérigos  aptos  para  el  servicio,  y  jubilar  aquéllos  asig- 
.  nándoles  una  parte  de  las  rentas  del  beneficio  para  atender 
á  su  subsistencia.  Aunque  esta  jubilación  les  excusa  de  la 
asistencia  diaria  á  su  iglesia,  tienen  todavía  que  asistir  en 
ciertas  solemnidades,  por  exigirlo  así  el  esplendor  del  culto. 

Pero  estos  derechos  de  jubilación  no  se  conceden  á  todoe 
los  beneficiados  en  general,  sino  sólo  á  los  que  desempeñan 
en  propiedad  sus  cargos,  como  son  los  dignidades,  canóni- 
gos y  beneficiados  de  iglesias  catedrales,  curas  Párrocos, 
beneficiados  y  coadjutores  ó  tenientes  perpetuos  de  las  igle- 
sias parroquiales  mediante  justificación  de  causa.  Para  ello 
el  Prelado  ó  su  Vicario  forman  el  oportuno  expediente,  bien 
de  oficio  ó  ya  á  petición  de  parte,  y  en  él  se  da  audiencia 
al  Fiscal  eclesiástico.  Justificada  que  sea  la  causa  canónica, 
se  señala  al  clérigo  imposibilitado  la  cantidad  correspon- 
diente, con  arreglo  á  la  Real  orden  de  30  de  Abril  de  1852, 
regla  8.*  y  art.  2.°  de  la  de  13  de  Octubre  de  1864,  y  art.  21 
del  Real  decreto  de  15  de  Febrero  de  1867. 

Por  lo  demás,  el  derecho  canónico  no  tiene  regla  fija  en 
esta  materia,  y  hay  que  atenerse  al  derecho  consuetudina- 
rio de  la  Iglesia  y  provincia,  y  á  los  estatutos  capitulares. 

Los  años  de  servicio  que  se  exigen  para  conceder  la  ju- 
bilación son  cuarenta  continuos,  si  bien  se  computa  el  tiem- 
po que  el  beneficiado  haya  estado  en  diferentes  iglesias,  co- 
mo también  el  que  haya  permanecido  enfermo;  pero  no  el 
que  hubiese  invertido  en  estudios. 

También  se  ha  dictado  posteriormente  un  Real  decreto 
en  22  de  Abril  de  1882,  sobre  jubilaciones  de  los  prebenda- 
dos de  Ultramar. 

Hay,  sin  embargo,  algunas  iglesias  catedrales,  como  la 
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Metropolitana  de  Sevilla,  donde  se  observa  la  práotioa,  de 
que  la  residencia  en  dicho  coro  sea  por  cuarenta  años  con- 
tinuos, sin  que  se  incluya  en  este  tiempo  el  que  por  ausen- 
cia ú  otra  causa  hubieren  dejado  sus  individuos  de  residir, 
como  tampoco  el  que  anteriormente  hayan  servido  en  otras 
iglesias. 


-^i^SÜ'»:' 


CAPÍTULO  XXXI 


I.  Colación  de  los  beneficios:  diferentes  modos  de  conferirlos. — II.  Ex- 
plicación de  la  colación  propia:  á  quién  corresponde  por  derecho 
ordinario:  disciplina  d»  la  Iglesia  antes  y  después  del  siglo  xil. — 
m.  Del  derecho  de  conferir  beneficios  por  títulos  especiales:  los 
que  tiene  el  Cabildo  catedral  Sede  plena  y  vacante:  su  fundamento. 
IV.  Derecho  de  devolución:  explicación  del  cap.  II  de  Concessione 
praebendae  en  cuanto  á  suplirse  recíprocamente  la  negligencia  el 
Obispo  y  Cabildo.-^y.  Disciplina  de  la  Iglesia  sobre  la  provisión 
de  los  beneficios  electivos  y  electivo-confírmativos. — VI.  Derecho 
actual,  conforme  al  «iltimo  Concordato. — VII.  Institución  canónica 
corporal  y  autorizable:  posesión. 


Entiéndese  por  colación,  ia  concesión  del  beneficio  hecha 
libre  y  canónicamente  por  el  que  tiene  legitima  autoridad;  6 
como  dice  Donoso,  <la  concesión  del  beneficio  vacante». 

La  colación  tuvo  en  lo  antiguo  diferentes  nombres,  á 
saber:  incar dinación ,  asignación  y  adscripción,  Pero  desde 
el  siglo  XII,  se  introdujo  aquella  voz,  por  confer^^se  el  be- 
neficio por  un  acto  especial  separado  de  la  ordenación.    , 

De  cuatro  modos  pueden  conferirse  los  beneficios:  por 
elección,  postulación,  -colación  é  institución. 

Las  dos  primeras  formas  se  usan  generalmente  para  la 
provisión  de  los  beneficios  mayores:  la  colación  se  hace  con 
toda  libertad  por  el  colador,  y  la  institución  obliga  á  éste  á 
conferir  el  beneficio  al  presentado  por  el  patrono,  si  es 
digno. 

Se  diferencia  la  colación  de  la  elección,  postulación  y 
presentación,  en  que  el  que  elige,  postula  ó  presenta,  no  da^ 
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sino  que  pide  se  confiera  el  beneficio  ú  oficio;  pero  el  que 
confiere^  da  ppr  sí  mismo. 

Dicen  algunos,  que  la  colación  significa  realmente  cual- 
quiera concesión  de  derecho,  y  en  este  sentido  podrá  lla- 
marse tal,  toda  elección  ó  institución.  También  enseñan 
que  aunque  la  concesión  del  beneficio  la  haga  libremente 
el  Obispo,  no  por  esto  deja  de  ser  una  verdadera  elección, 
puesto  que  al  fin  el  Obispo  es  quien  elige  la  persona  del  be- 
neficiado. 

De  aquí  que  muchos  dividan  la  colación  en  libre  y  nece- 
saria: llámase  necesaria  la  que  se  hace  ex  necessitate  juris; 
en  cuanto  la  motiva,  la  presentación,  nominación,  elección, 
ó  el  mandato  del  superior:  libre  ó  voluntaria  es  la  que  ema- 
na, ó  en  la  que  sólo  interviene  el  derecho  del  Prelado,  sien- 
do por  consiguiente  una  gratuita  concesión  del  beneficio 
hecha  por  aquél. 

n 

Ya  sabemos  que  la  colación  propia  se  define:  concesión 
libre  y  canónica  del  beneficio  vacante^  por  quien  tiene  legitima 
potestad. 

Y  esta  definición  es  tan  clara,  que  no  necesita  explica- 
ción alguna.  En  la  colación  propia  el  colador  confiere  libre- 
mente, sin  ninguna  limitación  ó  restricción.  Además  el  be- 
neficio debe  estar  vacante,  pues  de  lo  contrario  es  nula  la 
colación.  Esta  ha  de  ajustarse  también  á  las  prescripciones 
canónicas,  haciéndose  por  el  que  tiene  legítima  autoridad 
en  la  Iglesia. 

El  Obispo  es,  por  tanto,  el  natural  é  inmediato  colador 
de  todos  los  beneficios  de  su  diócesis,  pues  que,  dándose 
siempre  el  beneficio  con  motivo  de  un  ministerio  espiritual 
y  sagrado,  corresponde  conferirlo  á  aquel  á  quien  compete 
por  medio  de  la  ordenación,  destinar  el  clérigo  al  ministe- 
rio sagrado.  Juris  dispositione,  dice  el  Cardenal  de  Luca, 
primaevoque  Ecclesiae  usu  attentis  omnia  beneficia  quomodocum' 
que  vacantia  ad  Episcopi  seu  ordinarii  loci  coUationen  spec- 
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tare.  Este  derecho  'de  los  Obispos  ha  recibido,  empero,  nu- 
merosas restricciones,  principalmente  desde  que  tuvieron 
lugar  las  reservas  Pontif  ieias,  de  las  cuales  nos  ocuparemos 
más  adelante. 

Mas  para  estudiar  oon  algún  cuidado  la  6olación  de  be- 
neficios, conviene  distinguir  dos  épocas:  la  primera  hasta  el 
siglo  xii;  la  segunda  desde  este  siglo  en  adelante.  En  la  pri- 
mera época  no  había  uií  acto  especial  para  conferir  el  bene- 
f  ioiO;  sino  que  la  colación  iba  necesariamente  unida  á  la  or- 
denación; y  como  ésta  era  lo  principal  y  en  ella  iba  enyuel- 
to  como  accesorio  el  servicio  al  altar  y  el  derecho  á  los  ali- 
mentos, de  aquf  es  que  siendo  el  Obispo  el  ministro  de  la 
ordenación,  á  él  correspondía  por  derecho  ordinario  la  fa- 
c^ltad  de  conferir  beneficios.  Pero  desde  el  siglo  xii  en  ade- 
lante'se  confiere  ya  la  colación  del  beneñcio  por  un  acto 
separado  de  la  ordenación,  y  entonces  principia  á  verse 
personas  ordenadas  sin  beneficio,  y  en  sentido  contrario 
otras  que  disfrutaban  xm  beneficio^  mientras  llegaba  el  caso 
de  recibir  los  órdenes.  Esta  novedad,  sin  embargo,  aunque 
trajo  el  peligro  de  poder  haber  clérigos  vagos  sin  oficio  ni 
beneficio,  como  también  el  de  que  personas  legas  disfruta- 
ran rentas  eclesiásticas  en  concepto  de  beneficiados,  no  pudo 
perjudicar  los  derechos  episcopales,  por  cuya  causa  los 
Obispos  son  siempre,  por  derecho  común  y  ordinario,  los 
solos  coladores  de  todos  los  beneficios  de  la  diócesis.  Por 
otra  parte,  la  colación  de  beneficios  forma  parte  muy  prin- 
cipal del  gobierno  de  la  Iglesia,  como  que  tiene  por  objeto 
la  formación  de  ministros  y  la  distribución  de  todos  los 
oficios  eclesiásticos  en  su  diferente  escala,  y  únicamente  el 
Obispo  es  en  su  territorio  á  quien  corresponde  de  ordinario 
esta  suprema  potestad. 

A  pesar  de  esto,  es  lo  cierto  que  desde  el  siglo  xii  empie- 
zan á  limitarse  los  derechos  de  los  Obispos,  en  cuanto  á  ser 
los  exclusivos  coladores  de  los  beneficios  eclesiásticos.  Con- 
tribuyó á  ello,  tanto  las  reservas  Pontificias  como  fes  con- 
cesiones de  la  Silla  Apostólica  en  favor  de  algunos  Reyes 
cristianos,  por  haber  dotado  éstos  varias  iglesias.  También 
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lueron  causa  de  este  nuevo  orden  de  oosaa  las  exenciones 
que  disfrutaban  algunas  eoiporaoiones  y  el  derecho  de 
presentación  otorgado  á  los  patronos. 

III 

A  consecuencia  de  las  causas  mencionadas  en  el  párrafo 
precedente  y  de  conferirse  por  actos  distintos  la  ordenación 
y  la  colación  de  beneficios,  se  introdujo  una  nueva  juris- 
prudencia que  existe  todavía  vigente. 

Según  esta  jurisprudencia,  la  ordenación  corresponde  á 
la  potestad  del  orden  episcopal,  y  la  colac,ión  de  beneficios 
corresponde  á  la  potestad  de  jurisdicción.  La  primera  la  ad- 
quiere el  Obispo  en  la  consagración,  y  la  segunda  por  la 
confirmación.  Ahora  bien:  como  ambas  potestades  son  in- 
dependientes y  proceden  de  distinto  origen,  la  de  orden  no 
puede  ejercerse  sino  por  el  que  tenga  el  carácter  episcopal; 
pero  la  de  jurisdicción  puede  ejercerse  por  los  que  carezcan 
de  esta  cualidad.  Esto  con  tanto  más  motivo,  cuanto  que  la 
jurisdicción  puede  adquirirse  por  delegación,  por  costum- 
bre, prescripción  y  privilegio;  todos  estos  serán  otros  tantos 
títulos^speciales  para  conferir  beneficios.  El  que  pretenda 
hacerlo  en  virtud  de  alguno  de  ellos,  tiene  que  probar,  em- 
pero, su  legítima  adquisición,  porque  de  lo  contrario  el  de- 
recho común  favorece  la  facultad  ordinaria  de  los  Obispos. 

Dicen  algunos,  que  puede  el  fundador  poner  en  las  ta- 
blas de  la  fundación  que  el  beneficio  haya  de  ser  conferido 
por  algún  Prelado  inferior^  dignidad  6  corporación  ecle- 
siástica, y  esta  condición,  como  cualquiera  otra  que  fuese 
honesta,  el  Obispo  no  podría  menos  de  admitirla  antes  del 
Concilio  de  Trento.  Después  de  su  celebración,  como  se  tra- 
tó en  varios  de  sus  capítulos  de  restablecer  la  autoridad  or- 
dinaria de  los  Obispos,  ya  depende  de  la  voluntad  de  éstos 
el  admitir  ó  no  las  condiciones  que  tiendan  á  menoscabar 
sus  derechos. 

Veamos  ahora  qué  dignidades  eclesiásticas  han  interve- 
nido en  dicha  colación. 
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Los  Arcedianos  y  los  Ecónomos  en-  su  tiempo,  tomaron 
alguna  parte  en  la  colación  de  beneficios,  pero  era  indirec- 
tamente, es  decir,  con  jurisdicción  preventiva,  en  cuanto 
manifestaban  en  ocasiones  al  Obispo  que  no  podía  ordenar 
más  sujetos,  porque  las  rentas  de  la  Iglesia  no  alcanzaban  á 
sostener  mayor  número  de  ministr<5fe. 

Los  Prelados  inferiores,  carecen  de  semejante  facultad, 
aun  para  conferir  los  beneficios  parroquiales,  porque  no 
pueden  convocar  á  sínodo  para  el  nombramiento  de  exami- 
nadores sinodales.  Podrán  hacer,  sin  embargo,' lo  uno  y  lo 
otro,  en  virtud  de  privilegio  Pontificio. 

Los  Vicarios  generales  tampoco  pueden  conferir  benefi- 
cios, como  no  tengan  para  ello  facultades  especiales  por  el 
Obispo. 

En  cuanto  á  los  derechos  de  los  Cabildos  Sede  plena,  he 
aquí  cómo  se  explica  Golmayo:  Mientras  la  colación  de  be- 
neficios estuvo  unida  á  la  colación  de  órdenes,  el  Cabildo 
de  la  iglesia  catedral  no  pudo  tener  otra  intervención  en  el 
asunto  que  la  de  dar  al  Obispo  su  consejo  ó  consentimiento, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  derecho.  Desde  el  si- 
glo XI,  aflade,  sin  cambiar  los  principios  ni  las  leyes,  cam- 
"  bió  la  disciplina,  porque  perteneciendo  ya  la  colación  de 
beneficios  á  la  potestad  de  jurisdicción,  no  había  imposibi- 
lidad en  que  fuese  ejercida  por  los  Cabildos.  En  esta  nueva 
situación,  dice,  la  índole  y  organización  de  estas  corppra- 
ciones  propendía  á  ensanchar  sus  prerrogativas,  y  como  te- 
nían sus  bienes  independientes  de  la  mesa  episcopal,  pre- 
tandieron  en  muchas  partes  tener  mayor  participación  en 
la  provisión  de  las  prebendas  que  la  que  el  derecho  les  con- 
cedía. 

Los  Obispos,  por  su  parte,  naturalmente  habían  de  resis- 
tir las  invasiones;  pero  abierta  la  lucha,  los  resultados  no  pu- 
dieron menos  de  ser  fatales  por  punto  general  á  la  autori- 
dad episcopal.  Aquel  estado,  continúa,  acabó  en  casi  todas 
partes  por  dejar  á  un  lado  el  derecho  común,  dando  lugar  á 
las  costumbres,  convenciones,  transacciones  y  estatutos  par- 
ticulares^ en  los  cuales  los  Cabildos  casi  siempre  salieron 
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favorecidos.  De  aquí  provino  el  haber  Cabildos  que  se  alza- 
ron con  el  derecho  de  conferir,  6  todos  ó  muchos  de  los  be- 
neficios erigidos  en  la  iglesia  catedral,  principalmente  los 
que  constituyen  el  Cabildo,  sin  contar  para  nada  con  el 
Obispo;  en  otros  era  la  oolación  simultánea  por  el  Obispo  y 
Cabildo,  otras  la  alternativa;  á  veces  el  voto  del  Obispo 
equivalía  al  de  todo  el  Cabildo;  en  otras  partes  asistía  úni- 
camente como  presidente,  no  faltando  también  el  caso  de 
asistir  como  simple  Canónigo^  unida  antes  una  canongía  & 
la  dignidad  episcopal^  como  medio  de  ejercer  alguna  in- 
fluencia en  una  corporación  de  la  que  estaba  enteramente 
excluido.  Lo  que  ocurrió  con  los  Cabildos  catedrales  tuvo 
también  lugar,  más  ó  menos,  con  los  de  las  iglesias  cole- 
giatas. 

Hasta  aquí  el  enunciado  expositor.  Y  aunque  ciertamen- 
te los  cabildos,  restablecida  la  vida  común,  quisieron  inter- 
venir, á  imitación  de  los  monjes,  en  la  colación  de  benefi- 
cios de  la  iglesia  catedral,  no  es  menos  cierto  que  esas  cor- 
poraciones han  carecido  siempre  de  derecho  para  conferir 
beneficios,  Sede  plena.  La  separación,  por  tanto,  de  la  or- 
denación y  colación  no  introdujo  esta  novedad  en  la  disci- 
plina. Verdad  es  que  algunos  citan  como  4tt»damento  de 
ese  derecho  el  título  de  Consuettidine  de  las  Decretales:  pero 
no  por  esto  puede  afirmarse  que  los  cabildos  lo  ejercieran 
por  derecho  común,  porque  en  dicha  colección  ^e  recogie- 
ron no  sólo  las  disposiciones  ó  leyes  generales  de  la  Igle* 
sia,  sino  también  las  del  derecho  especial.  Por  lo  demás,  es 
indudable  que  se  cometieron  muchos  abusos,  y  que  los 
Obispos  se  mostraron  poco  enérgicos  para  conservar  sus 
derechos. 

En  una  palabra:  el  Obispo  es  el  colador  ordinario  de  la 
diócesis,  y  el  cabildo  sólo  debe  dar  su  consejo  ó  consenti- 
miento, según  los  casos. 

Respecto  á  la  colación  de  beneficios  por  los  cabildos. 
Sede  vacante^  dice  el  expositor  citado:  Toda  la  potestad  de 
jurisdicción  episcopal  pasa  al  cabildo  Sede  vacante;  y  según 
esta  regla,  al  cabildo  debería  corresponder  en  tal  estado  la 
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colación  de  todos  los  beneficios  de  la  diócesis.  Pero  la  re- 
gla general  se  convierte  en  excepción  en  el  caso  presente, 
resultando  que  el  cabildo  no  tiene  más  facultades  que  las 
que  se  le  han  concedido  expresamente  por  las  leyes,  ó  se  le 
han  reconocido  por  la  interpretación  común  de  los  pragmá- 
ticos. Para  explicar  esta  anomalía,  añade,  los  autores  han 
inventado  diferentes  teorías,  siendo  una  de  ellas,  la  de  que 
la  colación  de  beneficios  debía  considerarse  como  parte  de 
los  frutos,  y  en  tal  concepto  conservarse  íntegros  para  el 
sucesor;  pero  lo  que  parece  más  probable  es  que  la  colación 
de  beneficios  no  sea  tan  urgente  que  no  pueda  dilatarse 
hasta  la  instalación  del  nuevo  Obispo  y  que  al  verificarse  el 
cambio  de  disciplina,  ni  los  Obispos  pudieron  creer  que 
esta  novedad  había  de  ser  en  perjuicio  de  sus  derechos,-ni 
los  cabildos  pretenderían  aumentar  los  suyos  en  virtud  de 
esta  alteración;  de  lo  contrario  los  Obispos  se  hubieran  es- 
forzado por  conservar  el  estado  antiguo.  Las  excepciones, 
continúa,  en  favor  de  los  cabildos,  son  las  siguientes:  ins- 
tituir los  presentados  por  los  patronos,  confirmar  las  elec- 
ciones en  los  beneficios  electivos,  si  el  Obispo  tuviese  esta 
prerrogativa,  conferir  los  beneficios  de  su  libre  colación  y 
aquellos  cuya  colación  le  corresponde  juntamente,  ó  con  su 
consejo  ó  consentimiento,  como  también  los  de  la  libre  co- 
lación del  Obispo  cuando  estando  éste  suspenso  sea  además 
moroso  en  pedir  la  relajación  de  la  suspensión. 

Fijemos  ahora  nosotros,  con  relación  á  este  punto,  la 
doctrina  que  consideramos  más  acertada.  Es  evidente  que, 
conforme  á  la  disciplina  antigua,  los  cabildos  catedrales 
Sede  vacante,  no  podían  conferir  beneficios;  y  la  razón  es 
bien  obvia,  pues  en  dicha  época  se  conferían  aquéllos  con 
la  ordenación,  y  el  cabildo  jamás  ha  podido  ordenar.  Por 
esto  dijo  Honorio  III,  que  el  cabildo  Sede  vacante  nunca  ha 
hecho  las  veces  del  Obispo,  como  sin  duda  las  haría  si  con- 
firiese toda  clase  de  beneficios.  Por  lo  demás,  claro  es,  que 
caso  de  vacante,  toda  la  jurisdicción  necesaria  pasa  al  ca- 
bildo, y  aun  la  voluntaria;  si  bien  ésta  con  algunas  limita- 
ciones. De  aquí  que  el  cabildo  catedral  Sede  vacante  tenga 
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todas  las  facultades  que  expresamente  le  concede  el  derecho, 
y  también  las  que  le  han  reconocido  la  común  opinión  de  los 
pragmáticos.  Por  esto  puede  el  cabildo  admitir  las  resigna- 
ciones in  favorem  y  permutas  de  beneficios  en  los  casos  en 
<¡}xe  pudiera  hacerlo  el  Obispo,  como  también  conferir  por 
derecho  de  devolución  los  que  éste  conferiría,  si  viviese: 
asimismo  los  vacantes  in  curia,  si  el  Romano  Pontífice  no 
los  confiere  dentro  de  un  mes.  Igualmente  puede  sacar  á 
concurso  los  beneficios  parroquiales.  También  los  de  fun- 
dación particular,  á  los  cuales  el  fundador  ha  llamado  á 
personas  de  determinado  pueblo  ó  familia:  los  de  patrona- 
.toS;  los  de  su  libre  colación  y  aquellos  otros  cuya  colación 
le  corresponde  alternativa  o  simultáneamente  con  el  Obis- 
po. Y  por  último,  la  de  aquellos  beneficios  cuya  colación  se 
ordenara  en  virtud  de  un  mandato  pontificio  de  providendo. 

IV 

Se  entiende  por  derecho  de  devolución,  el  acto  por  el 
cual  el  superior  suple  la  negligencia  del  inferior.  Y  por  in- 
mediato superior  aquél  que  lo  es  por  razón  de  la  diócesis 
en  que  está  el  beneficio,  no  el  que  lo  sea  respecto  de  aquél 
que  debió  conferirlo.  Así,  pues,  es  superior  inmediato  del 
cabildo  y  coladores  inferiores  el  Obispo  de  la  diócesis,  de 
éste  lo  es  el  Metropolitano  de  su  provincia  eclesiástica,  y  así 
gradualmente  hasta  el  Romano  Pontífice.  Si  el  colador  es- 
tuviese exento  de  la  jurisdicción  episcopal,  el  derecho  de 
devolución  corresponderá  al  inmediato  superior,  si  fuese 
Prelado  secular;  mas  si  fuera  regular,  suplirá  la  negligen- 
cia el  Obispo  como  delegado  de  la  Silla  Apostólica. 

Parece  se  opone  á  esta  doctrina  lo  dispuesto  en  el  capítu- 
lo II  de  Goncessione  praebendae^  que  dice:  Si  autem  Episco- 
pus  ubi  ad  eum  spectat,  con/erre  distulerit,  per  capitulum  or- 
dinetur.  Quod  si  ad  capitulum  pertinuerit,  et  intra  praescrip- 
tum  terminum  hoc  non  fecerit^  Episcopus  secundum  Deum  hoc 
cum  religiosorum  virorum  consilio  exequátur.  Vel  si  omnes 
forte  neglexerint,  Metropolitanus  de  ipsis  secundum  Deum 
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absque  illorum  contradidione  disponat  Pero  esta  regia,  que^ 
algunos  entienden  por  el  derecho  de  suplirse  recíprocamen- 
te la  negligencia  el  Obispo  y  Cabildo,  debe  sólo  aplicarse  á 
aquellos  casos  en  que  por  transacciones,  costumbres  ó  esta* 
tutos  la  colación  corresponda  juntamente  al  Obispo  y  Ca- 
bildo, y  usen  de  su  derecho  de  una  manera  alternativa  ó 
por  tumo,  pero  nunca  en  el  sentido  de  que  el  Cabildo  su- 
pla la  negligencia  del  Obispo,  porque  aquél  no  es  superior 
de  éste.  Así,  pues,  si  el  Obispo  es  moroso,  conferirá  el  Ca- 
bildo, pero  no  será  supliendo  la  negligencia  y  por  derecho- 
de  devolución,  sino  por  la  alternativa  que,  han  establecido. 
El  derecho  no  ha  fijado  tiempo  dentro  del  cual  haya  de 
conferir  el  superior,  por  lo  que,  si  también  hubiese  negli- 
gencia, el  superior  suyo  le  señalará  un  tiempo  prudencial,, 
pasado  el  cual  le  corresponderá  la  devolución  hasta  llegar 
al  Romano  Pontífice,  cuya  morosidad  no  puede  suplirse  por 
nadie  en  concepto  de  devolución,  puesto  que  no  tiene  supe- 
rior en  la  tierra. 


Cuando  la  concesión  de  un  beneficio  se  hace  por  muchos,, 
llámase  el  acto  elección.  Pero  á  veces  se  requiere  otro  acto- 
subsiguiente,  que  consiste  en  la  aprobación  de  un  superior , 
De  aquí  la  distinción  de  beneficios  electivos  y  electivo-con- 
firmativos. 

Los  requisitos  que  prescribe  el  derecho  de  las  Decretales, 
tanto  de  parte  de  la  elección,  como  de  los  electores,  son  los* 
siguientes:  De  parte  de  la  elección  requiérese:  1.^  Que  haya 
vacado  el  beneficio  por  alguna  de  las  causas  canónicas:  2.^ 
Que  se  cite  á  todos  los  que  tienen  derecho  de  dar  su  sufra- 
gio, con  tal  que  residan  dentro  de  la  provincia.  Si  se  omite 
la  citación  de  alguno,  puede  éste  reclamar,  y  la  elección 
declararse  nula  por  sentencia  del  juez:  3.^  El  ausente  impe- 
dido de  concurrir,  si  acredita  la  verdad  del  impedimento^ 
puede  enviar  su  sufragio,  ó  dar  poder  ^  uno  de  los  electo- 
res, ó  también  á  un  extraño  si  lo  consiente  el  capítulo:  4.^  El 
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<}iie  elige  en  nombre  propio  y  ajeno  no  puede  dividir  los  bu- 
iragios  en  diferentes  personas,  porque  obraría  contra  su 
conciencia;  salvo  si  en  el  poder  se  le  ordena  que  vote  por 
X)er8ona  determinada:  5.^  En  los  beneficios  menores  debe 
procederse  á  la  elección  en  el  término  de  seis  meses,  trans- 
«currido  el  cual,  se  devuelve  al  próximo  superior  el  derecho 
de  elegir,  y  de  éste  á  otros,  si  los  hay,  hasta  llegar  al  Roma- 
no Pontífice. 

Por  parte  de  los  electores  se  requiere:  1.^  Que. éstos  per- 
tenezcan al  cuerpo  del  capítulo,  si  bien  otros  pueden  obte- 
ner también  el  derecho  de  elegir  por  costumbre  6  privile- 
gio, como  no  sean  legos:  2.®  A  veces,  aun  los  que  pertene- 
<5en  al  cuerpo  del  capítulo,  carecen  del  derecho  de  elegir,  ó 
por  impedimento  de  derecho  natural,  como  los  furiosos, 
fatuos,  etc.,  ó  por  impedimento  canónico,  como  los  suspen- 
sos, entredichos  y  excomulgados  por  sentencia  del  juez;  lo 
mismo  se  entiende  respecto  de  los  herejes,  cismáticos  y 
apóstatas,  si  son  públicamente  denunciados;  y  finalmente, 
de  los  que  no  han  recibido  los  órdenes  sagrados:  3.®  Pierden 
ad  tempus  el  derecho  de  elegir,  así  los  que  admiten  á  sufra- 
,gar  en  la  elección  á  personas  legas,  cuya  elección  se  dice 
hecha  por  abtisum  saecularis  potestatis,  como  los  que  faltan  á 
las  formas  prescritas  por  derecho,  ó  eligen  á  sabiendas  á  un 
indigno. 

La  elección  puede  tener  lugar  de  tres  modos:  por  cucm 
inspiración,  por  compromiso  y  por  escrutinio. 

En  cuanto  á  los  electivo-conf  irmativos,  sólo  nos  toca  aña- 
dir que  celebrada  la  elección,  se  pide  el  consentimiento  al 
«lecto,  quien  debe  prestarlo  en  el  término  de  un  mes,  y  una 
vez  verificado,  pedir,  dentro  de  tres  meses,  la  confirmación 
xd  superior. 

VI 

La  disciplina  vigente  en  España  respecto  á  la  colación  de 
beneficios,  está  consignada  en  el  Concordato  de  1851. 

Según  el  art.  18,  se  reservan  á  la  libre  provisión  de  Su 
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Santidad  la  dignidad  de  Chantre  en  todas  las  iglesias  metro 
politanas  y  en  las  sufragáneas  de  Astorga,  Avila,  Badajoz, 
Barcelona,  Cádiz,  Ciudad  Real,  Cuenca,  Ouadix,  Huesca, 
Jaén,  Lugo,  Málaga,  Mondoñedo,  Orihuela,  Oviedo,  Piasen 
cia,  Salamanca,  Santander,  Sigüenza,  Túy,  Vitoria  y  Zamo- 
ra, y  en  las  demás  sufragáneas  una  canongía  de  las  de  gra-. 
cia,  que  quedará  determinada  por  la  primera  provisión  que 
haga  S.  S. 

La  dignidad  de  Deán  se  provee  siempre  por  S.  M-  en 
todas  las  iglesias  y  en  cualquier  tiempo  y  forma  que  vaque. 
Las  canongias  de  oficio  se  proveen,  previa  oposición,  por 
los  Prelados  y  Cabildos. 

Las  demás  dignidades  y  canongias,  en  rigurosa  alterna- 
tiva por  S.  M.  y  los  respectivos  Arzobispos  y  Obispos. 

Los  beneficiados  ó  capellanes  asistentes  se  nombran  al- 
ternativamente por  S.  M.  y  los  Prelados  y  Cabildos. 

También  se  determina  que  las  prebendas,  canongias  y 
beneficios  expresados  que  resulten  vacantes  por  resigna  ó 
por  promoción  del  poseedor  á  otro  beneficio,  no  siendo  dé- 
los reservados  á  S.  S.,  serán  siempre  y  en  todo  caso  provis- 
tos por  la  Corona.  Asimismo  lo  serán  los  que  vaquen  Sede- 
vacante,  6  los  que  hayan  dejado  sin  proveer  los  Prelados  á 
quienes  correspondía  proveerlos  al  tiempo  de  su  muerte^ 
traslación  ó  renuncia.  Iguahnente  corresponderá  á  S.  M.  la 
primera  provisión  de  las  dignidades,  canongias  y  capella- 
nías de  las  nuevas  catedrales  y  de  las  que  se  aumenten  en  la 
metropolitana  de  Valladolid  (que  fué  creación  del  misma 
Concordato),  á  excepción  de  las  reservadas  á  S.  S.,  y  de- 
las  canongias  de  oficio,  que  debían  proveerse  como  de  or- 
dinario. 

Mas  en  todo  caso  los  nombrados  para  los  expresados  be- 
neficios deben  recibir  la  institución  y  colación 'canónicas  de^ 
sus  respectivos  Ordinarios. 

Conforme  al  art.  23,  las  reglas  establecidas  anteriormen- 
te para  la  provisión  de  las  prebendas  y  beneficios  6  ca- 
pellanías de  las  iglesias  catedrales,  se  observarán  puntual- 
mente en  todas  sus  partes  respecto  de  las  iglesias  colegiatas. 
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Según  el  26,  todos  los  curatos  sin  diferencia  de  pueblos, 
de  clases,  ni  del  tiempo  en  que  vaquen,  se  proveerán  en 
concurso  abierto  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  Santo 
Concilio  de  Trento,  formando  los  Ordinarios  ternas  de  los 
opositores  aprobados  y  dirigiéndolas  á  S.  M.  para  que  nom* 
bre  entre  los  propuestos. 

Los  curatos  de  patronato  eclesiástico  se  proveen  nom* 
brando  el  patrono  entre  los  de  la  tema  que  del  modo  ya  di- 
cho formen  los  Prelados,  y  los  de  patronato  laical  nombrando 
el  patrono  entre  aquellos  que  acrediten  haber  sido  aproba- 
tios  en  concurso  abierto  en  la  diócesis  respectiva,  señalán- 
dose á  los  que  no  se  hallen  en  este  caso  el  término  de  cuatro 
meses  para  que  hagan  constar  haber  sido  aprobados  sus 
ejercicios  hechos  en  la  forma  indicada,  salvo  siempre  el  de- 
recho del  Ordinario  de  examinar  al  presentado  por  el  pa- 
trono si  lo  estima  conveniente. 

Los  coadjutores  de  las  parroquias  se  nombran  por  los 
Ordinarios,  previo  examen  sinodal. 

En  cuanto  á  todas  las  demás  cosas  que  pertenecen  al  de- 
recho y  ejercicio  de  la  autoridad  eclesiástica,  los  Obispos 
gozarán,  según  otro  artículo,  de  la  plena  libertad  que  esta- 
blecen los*  sagrados  cánones. 

Debemos,  por  último,  citar  el  Real  decreto  concordado 
de  6  de  Diciembre  de  1888,  para  que  la  mitad  de  las  canon- 
gías  y  beneficios  de  gracia  se  provean  en  adelante  por  opo- 
sición. 

vn 

Nombrado  el  beneficiado^  debe  pedir  la  institución  ca- 
nónica y  la  posesión  corporal  y  autorizable.  Tiene  lugar  lo 
primero  por  la  imposición  de  un  bonete  ú  otra  ceremonia 
usual;  y  lo  segundo  por  requerimiento  al  Deán  y  cabildo,  si 
se  trata  de  beneficios  catedrales^  para  que  lo  pongan  en  po- 
sesión de  la  prebenda,  designándosele  en  señal  de  dicha  po- 
sesión asiento  en  el  coro  y  Sala  capitular;  de  cuyo  acto  cer- 
tifica el  secretario  del  cabildo,  firmando  el  acta  el  Deán,  dos 
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canónigos,  el  interesado  y  el  secretario.  Cuando  se  trata  de 
otra  oíase  de  beneficios,  la  posesión  se  da  por  el  Párroco  ó 
Vicario  de  la  iglesia,  dando  fe  del  acto  un  notario  ecle- 
siástico, y  firmando  ambos  el  acta  pon  el  interesado  y  dos 
testigos. 

Ningún  término  asigna  el  derecho  para  la  toma  de  po- 
sesión. Sin  embargo,  si  el  nuevo  titular  diferiese  este  acto 
notablemente,  podría  el  Obispo  señalarle  término  para  ello. 

Verificada  la  toma  de  posesión,  prescribe  el  Tridentino, 
que  todo  el  que  haya  obtenido  beneficio  con  cura  de  almas 
esté  obligado  á  hacer  por  lo  menos  dentro  de  dos  meses, 
contados  desde  que  tomó  la  posesión,  pública  profesión 
de  su  fe  católica  en  manos  del  mismo  Obispo,  ó  si  éste  se 
hallare  impedido,  ante  su  Vicario  general,  ú  otro  oficial, 
prometiendo  y  jurando  que  ha  de  permanecer  en  la  obe- 
diencia de  la  Iglesia  Romana.  Los  provistos  de  canongías  y 
dignidades  de  iglesias  catedrales,  deben  hacer  lo  mismo,  no 
sólo  ante  el  Obispo,  ó  algún  oficial  suyo,  sino  también  ante 
el  cabildo;  y  á  no  ejecutarlo  así,  no  hacen  suyos  los  frutos, 
sin  que  les  sirva  para  esto  haber  tomado  posesión  (1). 

Y  nótese  que  la  profesión  de  fe  no  puede  emitirse  por 
procurador,  según  lo  demuestra  Benedicto  XIV,  en  la  60 
de  sus  Instit.,  párrafo  3.®       ' 

Finalmente,  la  pacífica  posesión  del  beneficio,  por  el 
término  de  tres  años,  como  sea  exenta  de  todo  vicio  de  si- 
monía, aunque  por  otra  parte  sólo  estribe  en  título  colorado^ 
tiene  la  misma  fuerza  que  la  prescripción  cuadragenaria. 
Así  lo  establece  la  regla  36  de  la  Cancillería  apostólica,  re- 
lativa al  poseedor  trienal. 


(1)    Cap.  Xn,  de  JK^orm.,  Ses.  XXIV. 


CAPÍTULO  XXXI I 


I.  Provisión  Apostólica  de  los  beneficios:  su  fundamento:  colaciones 
Pontificias  hechas  en  la  Iglesia  universal  antes  y  después  del  si- 
glo XII:  sus  diferentes  formas. — II.  Mandatos  de  providendo:  bu 
origen:  qué  número  de  ellos  se  expendían  al  principio,  y  á  favor 
de  qué  clase  de  personas:  causas  por  las  que  el  Prelado  á  quien  se 
mandaba  podía  suspender  su  ejecución:  carácter  de  las  letras  mo- 
nitoriaSy  preceptorias  y  ejecutorias. — III.  Provisiones  por  preven- 
ción, concurso,  devolución  y  afección:  cuándo  tenían  éstas  lugar: 
la  afección  es  distinta  de  la  reserva. — IV.  Reservas  Pontificias:  su 

•  clasificación  general:  las  que  se  contienen  en  las  Decretales:  las 
que  están  en  el  Sexto  de  las  Decretales:  son  diferentes  las  de  las 
vacantes  apitd  Sedem  Ápostolicam  de  las  vacantes  in  Curia:  las  de 
Juan  XXII  y  Benedicto  XII:  las  de  las  Reglas  de  Cancelaría:  las 
de  las  Bulas  Pontificias:  cuáles  son  perpetuas:  si  todas  están  vi- 
gentes para  toda  clase  de  beneficios. — V.  Juicio  critico  sobre  las 
prevenciones^  mandatos  y  reservas,  señalando  las  causas  de  su 
aumento:  decretos  de  los  Concilios  de  Constanza  y  Basilea  sobre  la 
materia:  disposiciones  del  Tridentino  relativas  á  este  punto. — VL 
De  las  reservas  en  España  por  los  Concordatos  de  1753  y  1861. 


Se  entiende  por  provisión  Apostólica  de  los  beneficios,  la 
concesión  de  éstos  por  parte  de  la  Silla  PonHficia. 

Algunos  escritores,  partiendo  del  supuesto  de  que  la 
Iglesia  es  una  verdadera  monarquía,  conceden  al  Romano 
Pontífice  la  plenaria  disposición  de  todos  los  beneficios; 
otros,  por  el  contrario,  ensalzan  la  autoridad  episcopal 
hasta  el  punto  de  formar  de  cada  Obispo  un  pequeño  sobe- 
rano. Ambas  teorías,  dice  Golmayo,  adolecen  del  vicio  de 
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canónigos,  el  interesado  y  el  secretario.  Cuando  se  trata 
otra  clase  de  beneficios,  la  posesión  se  da  por  el  Parroc 
Vicario  de  la  iglesia,  dando  fe  del  acto  un  notario  e<^o- 
siástico,  y  firmando  ambos  el  acta  pon  el  interesado  y 
testigos. 

Ningún  término  asigna  el  derecho  para  la  toma  de  p^ 
sesión.  Sin  embargo,  si  el  nuevo  titular  diferiese  este  acto 
notablemente,  podría  el  Obispo  señalarle  término  para  eUo. 

Verificada  la  toma  de  posesión,  prescribe  el  Tridentmo, 
que  todo  el  que  haya  obtenido  beneficio  con  cura  de  almas 
esté  obligado  á  hacer  por  lo  menos  dentro  de  dos  meses, 
contados  desde  que  tomó  la  posesión,  púbüca  profesión 
de  su  fe  católica  en  manos  del  mismo  Obispo,  ó  si  éste  se 
hallare  impedido,  ante  su  Vicario  general,  ú  otro  oficial, 
prometiendo  y  jurando  que  ha  de  permanecer  en  la  o  )e- 
diencia  de  la  Iglesia  Romana.  Los  provistos  de  canongia^ 
dignidades  de  iglesias  catedrales,  deben  hacer  lomisui'- 
sólo  ante  el  Obispo,  ó  algún  oficial  suyo,  sino  tambi-y. 
el  cabildo;  y  á  no  ejecutarlo  así,  no  hacen  suyos  los 
sin  que  les  sirva  para  esto  haber  tomado  posesi(Hi  í 

Y  nótese  que  la  profesión  de  fe  no  puedo  «^ 
procurador,  según  lo  demuestra  Benedicto  > 
de  sus  Instit.,  párrafo  3.^       ' 

Finalmente,  la  pacífica  posesión  del  V> 
término  de  tres  años,  como  sea  exenta  do  ' 
monia,  aunque  por  otra  parte  sólo  estriV' 
tiene  la  misma  fuerza  que  la  prescriv 
Así  lo  establece  la  regla  36  de  la  Caiv 
latíva  al  poseedor  trienal. 

(1)    Cap.  Xn,  de  Befarm.,  Sea.  XX  i 
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una  peligrosa  exageración.  En  buenos  principios,  añade/ 
los  Obispos  son  los  coladores  ordinarios  de  todos  los  bene- 
ficios de  la  diócesis,  y  de  hecho  las  iglesias  particulares  po* 
drían  estar  perfectamente  gobernadas  en  esta  parte,  sin  in- 
tervención alguna  del  Romano  Pontífice;  pero  al  mismo 
tiempo  es  preciso  reconocer  en  la  Silla  Apostólica,  como 
centro  de  unidad,  ciertas  prerrogativas,  que  son  consecuen- 
cia  de  la  supremacía. 

Cierto  es,  diremos  nosotros,  que  el  gobierno  de  la  Igle- 
sia no  es  monárquico;  pero  tampoco  es  aristocrático  ni  de- 
mocrático: su  forma  de  gobierno  es  especial,  sai  generis; 
mas  esto  no  obsta  para  que  el  Romano  Pontífice,  en  virtud 
del  primado  de  honor  y  jurisdicción  que  ostenta  en  toda  la 
Iglesia,  tenga  facultad  plenaria  para  disponer  y  ordenar 
cuanto  sea  necesario  y  conveniente  al  bien  de  la  misma. 
Y  este  derecho  que  nadie  puede  disputar  á  la  Santa  Sede, 
lleva  anejo  el  de  disponer  de  todos  los  beneficios  eclesiás- 
ticos, reservándose  su  provisión  si  el  interés  de  la  misma 
Iglesia  lo  exige.  En  una  palabra,  el  fundamento  de  la  pro- 
visión Apostólica  de  los  beneficios  descansa  en  las  prerro- 
gativas que  corresponden  al  Sumo  Pontífice  como  Primado 
de  la  Iglesia  universal.  Por  esto  dicen  muy  acertadamente 
algunos  expositores,  que  esta  facultad  es  esencial  ó  inhe- 
rente al  gobierno  de  la  misma  Iglesia;  mucho  más  cuando 
como  Jefe  Supremo  de  ella  tiene  el  derecho  de  suplir  los 
defectos  y  corregir  los  excesos  de  las  autoridades  infe- 
riores. 

Los  Obispos  confieren  ciertamente  por  derecho  ordina- 
rio los  beneficios  de  sus  respectivas  diócesis;  pero  este  de- 
recho no  puede  en  manera  alguna  considerarse  en  absoluto 
como  limitativo  de  los  que  ostenta  la  cabeza  de  la  Iglesia; 
así  es  que  pertenece  á  ésta  extender  ó  limitar  la  potestad  de 
aquéllos,  con  arreglo  á  las  necesidades  y  conveniencias  de 
la  sociedad  cristiana. 

¿Y  cómo  había  de  negarse  semejante  facultad  al  Vicario 
de  Jesucristo,  cuando  es  sabido  que,  si  bien  en  escala  infe- 
rior, tanto  el  Primado  de  Cartago  en  todas  las  iglesias  de 
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África,  como  los  Patriarcas  de  Alejandría  y  Constantínopla 
en  las  de  sus  patriarcados,  podían  ordenar  clérigos  en  lo 
antiguo,  sin  menoscabo  de  los  derechos  episcopales? 

Si  Dios  es  inmutable,  lo  mismo  representa  Pío  X  que 
San  Pedro  en  el  régimen  y  gobierno  de  su  Iglesia;  y  si  el 
derecho  de  conceder  beneficios  descansa  precisamente  en 
esta  supremacía,  dicho  es  que  en  todos  tiempos  han  podido 
los  Pontífices  proveer  por  sí  los  beneficios  eclesiásticos. 

Esto  no  obsta  para  que,  según  los  tiempos  y  las  circuns- 
tancias, hayan  ó  no  consentido  en  otras  autoridades  ecle- 
siásticas el  ejercicio  de  semejante  facultad.  Por  esto  vemos 
que  durante  los  once  primeros  siglos  de  la  Iglesia  apenas 
se  mezclaron  los  Pontífices  en  la  provisión  de  los  benefi- 
cios eclesiásticos  de  las  distintas  naciones  católicas:  los 
Obispos  y  Ordinarios  de  las  diócesis  cumplían  con  esta  par- 
te importantísima  de  su  sagrado  ministerio,  y  en  los  pocos 
casos  en  que  pudiera  haber  faltas  ó  excesos  que  corregir, 
al  instante  ocurrían  á  poner  remedio  los  Metropolitanos  y 
Concilios  provinciales.  En  efecto,  cortos  son  los  ejemplos 
de  clérigos  ordenados  por  el  Romano  pontífice  para  ajenas 
diócesis,  y  casi  todos  los  que  pudieran  citarse  son  más  bien 
en  concepto  de  Metropolitano  ó  Patriarca  de  Occidente  que 
de  Primado  de  la  Iglesia  imiversal. 

Pero  Adriano  IV  y  sus  inmediatos  sucesores  en  la  Silla 
Apostólica  dictaron  ya  algunas  disposiciones  mandando  á 
los  Obispos  y  á  otros  á  quienes  correspondía  por  derecho 
común  la  provisión  de  ciertos  beneficios,  que  los  confirie- 
sen á  las  personas  designadas  por  ellos.  Y  esto  lo  hicieron 
para  corregir  los  muchos  abusos  cometidos  en  dicha  época. 
Al  intento  basta  recordar:  1.^  Que  los  Obispos  conferían  los 
órdenes  sin  título,  contra  lo  mandado  por  los  sagrados  cá* 
nones.  2.^  Que  el  poder  de  los  Reyes  y  magnates  se  dejaba 
sentir  demasiado,  y  los  Obispos  no  tenían  siempre  la  nece-' 
saria  energía  para  dejar  de  conferir  los  beneficios  á  las  per- 
sonas recomendadas  por  aquéllos,  aunque  fuesen  indignas. 
3.^  Que  la  piedad  antigua  se  iba  eiítibiando,  y  los  bienes  de 
la  Iglesia  empezaban  á  excitar  miradas  codiciosas.  4.^  Que 
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los  Obispos  descuidaban  á  veces  sus  iglesias  por  los  debe- 
res que  les  imponía  el  cargo  de  señor  feudal.  5.^  Que  el 
pueblo  cristiano  se  encontraba  desatendido  por  falta  de  mi- 
nistros. 

Si  á  todo  esto  se  agrega  que  en  el  siglo  xii  fué  cuando 
tuvo  lugar  la  separación  de  los  actos  ordenación  y  colación, 
se  comprenderá  fácilmente  los  motivos  que  impulsaron  á  los 
Pontífices  parra  reservarse  la  provisión  de  muchos  benefi- 
cios fuera  de  la  metrópoli  romana.  Además  no  dejaba  de 
ser  conveniente,  principalmente  en  aquellos  tiempos,  que 
se  presentaran  en  la  capital  del  mundo  cristiano  personas 
eclesiásticas  de  las  provincias,  porque  de  este  modo  se  afir- 
maban más  en  la  fe  y  estrechaban  los  lazos  que  les  unían  al 
centro  de  la  unidad  católica. 

Las  diferentes  formas  de  provisión  Apostólica  lo  fueron 
los  mandatoe  de  providendo,  reservas  y  prevenciones. 

II 

Entiéndese  por  mandato  de  providendo  un  diploma  ó  bú- 
lete en  el  cual  mandaba  el  Romano  Pontífice  á  los  Ordina- 
rios de  los  lugares  que  confiriesen  un  beneficio  al  clérigo 
que  en  él  designaba. 

Los  mandatos  eran  de  dos  clases,  ó  para  beneficios  que 
ya  estaviesen  vacantes  al  expedir  las  letras  apostólicas,  6 
para  los  que  vacasen  primero;  en  este  último  caso  recibían 
el  nombre  de  gracias  expectativas. 

Ya  hemos  manifestado  que  Adriano  IV  fué  el  primera 
de  los  Pontífices  que  1154  hizo  uso  de  los  mandatos  de  pro- 
videndOf  pero  conviene  advertir  que  los  expidió  con  mucha 
moderación  y  prudencia.  Lo  mismo  hicieron  sus  inmediatos 
sucesores,  especialmente  Alejandro  III,  Inocencio  in,  Hono- 
rio III  y  Gregorio  IX,  siendo  digno  de  notar  que  durante 
todo  el  pontificado  de  Honorio  III  sólo  se  expidió  un  man- 
dato á  favor  de  cada  iglesia.  Después  se  fueron  generalizan- 
do en  proporción  que  de  parte  de  los  Obispos  se  iban  gene- 
ralizando también  los  abusos  en  las  provincias. 


— - 
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Al  principio  no  se  conferían  sino  á  favor  de  clérigos 
que,  además  de  ser  de  ciencia  y  virtud,  no  obtuviesen  otro 
beneficio;  por  eso  se  decía  que  los  mandatos  eran  in  forma 
pauperum,  in  forma  communi  ó  secundum  Apostolüm.  Todas 
estas  fórmulas  eran  las  palabras  con  que  en  los  distintos  ca- 
sos princ  piaba  el  rescripto.  Cuando  el  mandato  se  expedía 
á  favor  d¿  clérigos  pobres,  se  empleaban  las  palalras  infor- 
ma pauperum;  si  el  objeto  era  la  observancia  del  derecho 
común,  según  el  cual  ninguno  debía  ordenarse  sin  título,  y 
de  hacerlo,  el  ordenante  debía  conferirle  inmediatamente 
algún  beneficio,  se  decía  in  forma  communi;  y  por  último, 
secundum  Apostolüm  es  el  principio  de  un  breve  de  Inocen- 
cio III  al  Obispo  de  Zamora,  imponiendo  al  ordenante  la 
obligación  de  mantener  de  sus  propios  bienes  al  ordenado 
sin  título  hasta  que  le  confiera  un  beneficio  * 

Las  formas  de  concesión  eran  ó  comisorias  ó  graciosas; 
las  comisorias  consistían  en  las  facultades  que  daba  el 
Romano  Pontífice  á  los  Obispos  para  que  examinasen  las 
causas  alegadas,  y  sólo  siendo  ciertas  fuese  válida  la  cola- 
ción del  beneficio;  son  graciosas  cuando  el  Romano  Pontí- 
fice da  la  posesión  desde  luego  al  beneficiado. 

Los  Prelados  podían  suspender  la  ejecución  de  un  man- 
dato  de  providendo  cuando  concurrían  justas  causas,  si  bien 
estaban  en  el  deber  de  exponerlas  á  la  Silla  Apostólica  con 
respeto  y  sumisión,  sin  perjuicio  de  ejecutar  lo  que  el  Pon- 
tífice resolviera  con  conocimiento  de  ellas.  Estas  causas 
pueden  reducirse  á  las  siguientes:  1.^  Por  beneplácito  del 
Pontífice.  2.*  Por  razón  de  edad  y  cualidad.  3.*  Por  razón  de 
las  prebendas. 

Si  los  Obispos  se  excusaban  de  ejecutar  dichas  letras  sin 
que  concurriera  una  justa  causa,  se  expedían  letras  monito- 
rias, que  sólo  contenían  consejo;  si  también  eludían  su  cum- 
plimiento, se  mandaban  las  preceptorias^  que  envolvían  pre- 
cepto; y  si  todavía  se  resistían,  se  daban  las  llamadas  ejecu- 
torias, por  las  cuales  se  prescribía  la  ejecución  del  mandato 
Apostólico^  y  á  veces  se  cometía  la  ejecución  á  un  comisario 
que  al  efecto  se  nombraba. 
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ni 

Se  entiende  por  prevención  el  derecho  del  Romano  Pon- 
tífice para  nombrar  ó  conferir  un  beneficio  en  concurrencia 
con  el  Ordinario;  y  en  este  caso,  es  preferida  la  colación 
que  se  hubiese  hecho  primero;  así,  pues,  si  el  Papa  provee 
un  beneficio  en  un  clérigo,  é  ignorando  esto  el  Obispo 
nombra  el  mismo  beneficio  en  favor  de  diferente  persona, 
valdrá  la  provisión  que  se  hubiera  hecho  primeramente. 

Este  derecho  de  prevención  no  debió  de  tener  lugar  al 
principio  sino  en  los  beneficios  vacantes  in  curia;  pero  re- 
servados después  éstos  á.la  Silla  Apostólica  por  Clemente  lY, 
ya  fué  inútil  la  prevención  respecto  de  ellos,  y  se  extendió  á 
las  provincias.  Sin  embargo,  conviene  advertir  que  donde 
esté  admitida  la  regla  9."  de  Cancelaría  no  tiene  lugar  se- 
mejante derecho,  porque  la  provisión  de  los  beneficios  va- 
cantes se  hace  conforme  á  dicha  regla.  También  debe  en  este 
punto  tenerse  muy  en  cuenta  los  concordatos  entre  la  Santa 
Sede  y  los  Príncipes  cristianos. 

Para  evitar  los  fraudes  á  que  daban  lugar  los  preten- 
dientes en  el  ejercicio  del  derecho  de  prevención,  se  dictaron 
las  reglas  de  Cancelaría  de  verosimili  notitia  y  cur9u  ambUio- 
so.  Según  la  primera,  debe  mediar  un  tiempo  razonable,  en 
proporción  á  las  distancias,  desde  la  vacante  hasta  la  peti- 
ción en  Roma,  bajo  pena  de  nulidad  de  la  colación;  por  la 
segunda  también  se  decreta  la  nulidad,  si,  aunque  medie 
tiempo  bastante,  se  prueba  que  la  pretensión  se  hizo  antes 
de  ocurrir  la  vacante. 

Igualmente  provee  S.  S.  los  beneficios  por  concurso:  tiene 
esto  lugar  cuando,  tanto  el  Pontífice  como  el  Obispo,  pro- 
veen un  beneficio  en  el  mismo  día,  siendo  válido  el  nombra- 
miento de  aquel  que  primero  tome  posesión,  y  fuera  de  este 
caso,  se  prefiere  por  práctica  el  nombrado  por  el  Papa. 

También  confiere  S.  S.  por  devolución  cuando,  según  de- 
recho, se  le  devuelve  la  colación,  es  decir,  cuando  provee 
supliendo  la  negligencia  del  inferior  en  bien  de  la  Iglesia. 


527 

Y,  por  último,  por  afección:  se  dicen  afectos  aquellos  be- 
neficios en  que  se  mezcla  6  pone  mano  el  Sumo  Pontífice. 
Se  distingüemele  la  reserva  en  que  la  afección  es*  temporal  y 
la  reserva  perpetua,  esto  es,  los  beneficios  afectos  los  con- 
fiere el  Papa  por  una  sola  vez,  y  los  reservados  perpetua- 
mente; asimismo  se  distinguen  en  que  la  afección  es  de  he- 
cho y  la  reserva  de  derecho. 


IV 


Se  entiende  por  reservas  pontificias  los  derechos  que  ejer- 
cen los  Pontífices  para  proveer  ciertos  beneficios,  cuya  co- 
lación correspondería  ,áe  otro  modo  á  los  Obispos  ú  otros 
coladores  inferiores. 

Las  reservas  se  dividen:  primero,  en  generales  y  particu- 
lares. Son  generales  las  que  comprenden  todos  los  beneficios 
de  una  clase,  como,  por  ejemplo,  todas  las  primeras  sillas 
post  pontificalem;  las  particulares  sólo  se  refieren  á  alguno  ó 
algunos  beneficios  determinados.  A  esta  clase  pueden  tam- 
bién referirse  las  reservas  mentales,  que  son  aquellas  por 
las  cuales  el  Sumo  Pontífice  se  reserva  de  antemano  la  co^ 
lación  de  un  beneficio  para  conferirlo  en  su  día  á  una  per- 
sona que  tiene  in  mente.  Debe,  sin  embargo,  advertirse  que 
las  reservas  mentales  pueden  consistir  tanto  en  la  omisión 
del  beneficio  como  en  la  del  beneficiado,  aunque  se  exprese 
aquél,  ó  bien  en  la  de  ambas  cosas;  segundo,  también  pue- 
den clasificarse  las  reservas  por  razón  del  lugar,  por  razón 
del  tiempo,  por  razón  de  la  dignidad  de  las  personas  y  por 
razón  de  la  dignidad  de  los  beneficios.  Son  reservas  por  ra- 
zón del  lugar  los  beneficios  vacantes  in  curia;  lo  son  por 
razón  del  tiempo  los  que  vacan,  por  ejemplo,  en  los  ocho 
meses  apostólicos;  lo  son  por  razón  de  la  dignidad  de  las 
personas  las  primeras  sillas  post  pontificalenij  y  por  razón 
de  la  dignidad  de  los  beneficios  los  que  vaquen  en  determi- 
nadas iglesias,  V.  gr.,  los  de  las  Basílicas  de  San  Pedro  y 
San  Juan  de  Letrán;  tercero,  también  se  clasifican  en  reser- 
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vas  contenidas  en  el  cuerpo  del  Derecho ^  en  las  Extraxfctgan- 
teSf  en  las  Reglas  de  Cancelaría  y  en  Bulas  Pontificias. 

En  las  Decretales  no  se  contiene  reserva  alguna  propia- 
mente dicha,  sino  sólo  prevenciones.  La  primera  reserva  se 
encuentra  en  el  Sexto,  siendo  el  autor  de  ella  Clemente  IV, 
aunque  en  el  capítulo  II  de  Praebendis  et  dignitatihtis  in 
Sexto  se  lee  con  referencia  al  primero,  Clemente  m,  alias 
quartus  (an.  1190  Romae):  porque  si  bien  Clemente  III  vivía 
en  el  año  1190  y  el  Pontificado  de  Clemente  IV  no  empezó 
hasta  el  de  1265,  conviene  notar  con  Berardi  que  si  la  De- 
cretal fuese  de  Clemente  III  se  hubiera  insertado  en  las  de 
Gregorio  IX.  Además  de  esto,  Bonifacio  VHI  manifiesta  en 
el  prefacio  del  Sexto,  que  va  á  hacer  la  compilación  desde 
Gregorio  IX  y  sucesores  Pontífices,  es  decir,  de  los  decre- 
tos expedidos  desde  el  año  1227  en  que  éste  fué  elevado  á  la 
Silla  Pontificia;  y  como  Clemente  III  la  ocupó  mucho  antes, 
parece  que  sus  decretos  no  debían  incluirse  en  esta  última 
colección;  esto  con  tanto  mayor  motivo,  cuanto  que  Grego- 
rio IX  había  recogido  ya  en  la  suya  todos  los  decretos  de 
dicho  Pontífice.  En  comprobación  de  esto,  puede  también 
observarse  que  en  el  Sexto  de  las  Decretales  no  hay  ningu- 
na otra  que  lleve  el  nombre  de  Clemente  III,  y  aun  esta  de 
que  se  trata  contiene  la  añadidura  alias  quarím. 

Este  Pontífice  se  reservó  las  vacantes  in  curia,  6  sea  la 
provisión  de  aquellos  beneficios,  cuyos  poseedores  murie- 
sen en  el  lugar  donde  estaba  la  corte  pontificia.  Bonifa- 
cio Vni  extendió  esta  reserva  á  los  beneficios  cuyos  posee- 
dores falleciesen  dentro  del  término  de  dos  jornadas  ó  cua- 
renta millas  de  distancia  de  la  curia;  y  á  los  de  los  curiales 
que  muriesen  en  los  pueblos  próximos  á  la  misma  curia,  ó 
acompañando  á  ésta  cuando  se  transfiere  á  otro  lugar.  Se 
ve,  según  esto,  que  los  beneficios  vacantes  in  curia  podían 
ser  de  dos  clases,  á  saber:  de  curiales  6  de  personas  extra- 
ñas que  fuesen  allí  para  negocios  propios  6  ajenos,  ó  por 
cualquier  otro  motivo. 

El  mismo  Pontífice  dispuso  después  que  las  parroquias 
vacantes  en  la  curia  quedasen  excluidas  de  la  reserva,  ya  en 
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el  caso  de  estarlo  la  Silla  Pontíficia,  ya  cuando  aquéllas  no 
hubieran  sido  provistas  por  el  Papa,  á  pesar  de  hallarse  va- 
cantes antes  de  la  muerte  de  éste  (1). 

Debe,  por  último,  tenerse  presente  que  el  Papa  ha  de 
conferir  los  beneficios  vacantes  en  la  curia  dentro  del  tér- 
mino de  un  mes,  pasado  el  cual  sin  hacerlo,  pueden  verifi- 
carlo los  respectivos  Ordinarios  (2). 

Además  de  estas  reservas,  existen  las  llamadas  apud  Se- 
dem  Apostolicam,  es  decir,  que  son  diferentes  las  de  estas 
vacantes,  de  las  de  in  curia.  Unas  y  otr^s  se  diferencian: 
1.**  En  que  las  reservas  de  las  vacantes  apad  Sedem  Apostoli- 
cam estaban  implícitamente  contenidas  en  las  vacantes  in 
curia.  2.®  En  que  las  primeras  son  para  beneficios  que  va- 
quen donde  esté  la  puria  Pontificia,  lo  cual  no  sucede  res> 
pecto  de  las  segundas.  3.^  En  que  las  reservas  apud  Sedeni 
Apostolicam  son  perpetuas,  mientras  las  segundas  son  tem- 
porales. 

Su  Santidad  Juan  XXII  dio  una  grande  extensión  á  la  re- 
serva de  los  beneficios  vacantes  in  curia^  ya  fuesen  mayoretí 
6  menores,  electivos  ó  de  libre  colación,  seculares  6  regu- 
lares, pues  declaró  reservados  como  vacantes  apud  Sedem 
Apostolicam^  no  sólo  los  que  lo  fuesen  por  muerte,  como  lo 
disponían  las  antiguas  decretales,  sino  los  que  vacasen  de 
cualquiera  manera  por  actos  que  tuviesen  lugar  en  la  curia 
romana,  tales  como  la  deposición,  privación,  la  denegación 
de  la  postulación  ó  de  la  confirmación  de  la  elección,  la  re- 
nuncia, traslación  y  consagración;  también  reservó  los  bene- 
ficios de  los  Cardenales,  Legados,  Capellanes  comensales  del 
Romano  Pontífice,  Vicecanoelarios,  Notarios,  Penitencia- 
rios, Abreviadores  y  Oficiales  de  la  curia  que  vacasen  por 
defunción  de  los  mismos  en  cualquier  punto  (3).  Igualmente 
reservó  los  que  vacasen  ipso  jure  por  la  adquisición  de  otro 
beneficio  incompatible  (4j. 


(1)  Cap.  XXXV  de  Praebend.  et  dignit,  ¡n  Sexto. 

(2)  Cap.  ill,  ídem  id. 

(3)  Extrav,  Ex  debito  IV,  De  electione  ínter  communes, 

(4)  Extrav,  ExecraMlü  IV.  De  Praebend.  ínter  communes. 
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Las  reservas  de  todos  estos  benef  ioiosi  la  hizo  dicho  Pon- 
tífice solamente  por  el  tiempo  de  su  pontificado.  Con  este 
mismo  carácter  de  temporal  la  renovó  después  su  inmediato 


'  sucesor  Benedicto  XII  en  su  decretal  Ad  régimen,  dada 

/  en  1335. 

Los  Pontífices  sucesores  de  estos  últimos  siguieron  sus 
huellas  en  la  materia  de  que  nos  ocupamos,  pues  además  de 
confirmar  las  antiguas  reservas,  establecieron  otras  nuevas 
en  las  reglas  de  Cancelaría.  Estas  reglas,  no  son  otra  cosa 
más  que  la  norma  ó  pauta  á  que  se  ajustan  en  dicha  depen- 
dencia para  la  provisión  de  beneficios.  Son  también  por  su 
naturaleza  temporales,  puesto  que  cesa  su  observancia  por 
la  muerte  del  Papa,  y  para  nada  se  tiene  tampoco  en  cuenta 
si  el  sucesor  no  lad  restablece.  Bien  es  verdad  que  suele  ha- 
cerlo tan  pronto  como  sube  al  pontificado.  Las  principales 
reservas  contenidas  en  dichas  reglas  son  las  siguientes:  1.* 
Se  confirman  las  reservas  de  Juan  XXII  y  Benedicto  XU,  los 
beneficios  que  obtuviesen  varios  de  los  oficiales  de  la  Silla 
Apostólica,  aunque  hubiesen  dejado  de  serlo,  y  también  los 
provistos  por  los  Obispos  ú  otros  coladores  contra  los  de- 
cretos y  forma  del  Santo  Concilio  de-Trento.  2.*  Todas  las 
iglesias  catedrales  y  monasterios  de  varones  cuya  renta  ex- 
ceda de  200  florines  de  oro  (1),  y  los  beneficios  que  vaquen 
estando  vacante  la  Silla  episcopal.  S,^  Se  amplían  las  reser- 
vas contenidas  en  la  Extravagante  Ad  régimen,  y  se  reser- 
van los  beneficios  que  renunciasen  en  fraude  de  la  Silla 
Apostólica,  aquellos  que  van  á  ser  proveídos  por  la  misma  á 
otro  beneficio  incompatible  con  el  primero.  4.*  Las,  digni-' 
dades  mayores  post  Pontificalem  en  las  iglesias  catedrales, 
así  como  la  primera  de  las  dignidades  de  las  colegiatas,  cu- 
ya renta  pase  de  10  florines  de  oro.  5.^  Los  beneficios  de  los 

(1)  Loe  200  florines  de  oro  valen,  según  Gol  mayo,  899  ducados  es- 
pañoles ó  sean  4.389  reales,  equivalentes  á  1.097  pesetas  25  céntimos. 
Selvagio  afirma  que  lo  que  dispone  la  regla  2.&  respecto  á  los  monaste- 
rios de  varones  no  comprende  á  las  abadías  trienales  de  los  monjes  y 
otras  dignidades  y  preposituras,  las  cuales  quedan  á  la  libre  elección 
de  los  capítulos  generales,  según  Constitución  de  Benedicto  XIV  de  7 
de  Octubre  de  1741. 
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colectores  y  subcolectores  de  los  frutos  de  la  Cámara  Apos- 
tólica. 6.^^  Todos  los  beneficios  de  los  curiales  que  mueren 
•en  el  camino  cuando  se  trasladaren  á  la  curia.  7.*  Los  bene- 
ficios de  los  camareros  y  cursores  del  Sumo  Pontífice.  8.* 
Los  canonicatos,  prebendas,  dignidades,  personados  y  ofi- 
•cios  de  las  tres  iglesias  de  San  Juan  de  Letrán,  San  Pedro 
en  el  Vaticano  y  Santa  María  la  Mayor,  y  los  que  vacan  en 
las  iglesias  titulares  d^  los  Cardenales  durante  su  ausencia. 
*9.*  Todos  los  benefiéíos  que  vacasen  durante  los  ocho  meses 
.Apostólicos,  que  lo  son:  Enero,  Febrero,  Abril,  Mayo,  Ju-, 
lio.  Agosto,  Octubre  y  Noviembre.  En  la  segunda  parte  de 
«estas  reglas  se  previene,  sólo  en  beneficio  de  los  Obispos  y 
no  de  los  demás  coladores,  que  pueden  usar  de  la  alternati- 
va de  seis  meses  con  el  Papa  en  la  provisión  de  los  benefi- 
cios que  no  estén  reservados  por  otro  concepto;  pero  para 
esto  ^an  de  pedirla  por  escrito,  aceptarlas  por  letras  suscri- 
tas por  su  mano  y  selladas  con  su  propio  sello,  y  han  de  re- 
:sidir  en  sus  iglesias.  Los  seis  meses  eU  que  es  permitida  á 
los  Obispos  dicha  alternativa  lo  son:  Febrero,  Abril,  Junio, 
Agosto,  Octubre  y  Diciembre;  los  demás  meses  quedan  re- 
servados al  Sumo  Pontífice. 

En  diferentes  bulas  pontificias  se  hallan  asimismo  con- 
si^adas  varias  reservaciones.  Clemente  V,  renovada  la  re- 
;serva  de  los  beneficios  vacantes  apud  Sedem  ApostoUcam^ 
reservó  perpetuamente  á  la  colación  Pontificia  los  Obispa- 
dos que  careciesen  de  clero  y  pueblo  in  partibus  infidelium, 
San  Pío  V  en  su  bula  Cum  ex  Apostolatus  reservó  igualmen- 
te los  beneficios  vacantes  por  crimen  (le  herejía.  El  mismo 
Pontífice,  por  su  bula  IntolerabiliSy  los  que  se  obtienen  in 
confidentiam^  esto  es,  por  simonía  confidencial.  También  di- 
-cho  Papa  por  su  bula  Sanctissimus  in  Christo  reservó  los  be- 
neficios que  vacan  hallándose  vacante  la  Silla  Episcopal. 
Igualmente  reservó  en  su  bula  Tn  conferendis  los  beneficios 
parroquiales  que  no  fuesen  provistos  por  concurso.  Alejan- 
dro VI  reservó  asimismo  por  su  bula  In  eminenti  sedis  los 
beneficios  que  ofenden  á  los  litigantes,  jueces  y  causídicos 
.  de  la  curia  Romana.  Paulo  IV  en  su  bula  ínter  costeras  re- 
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servó  igualmente  los  de  aquellos  que  oon  nombre  supuesto 
se  ingieren  en  el  examen  y  obtienen  el  beneficio  en  lugar  de 
otros,  ó  que  ofrecen  pensiones  por  obtenerlo.  Gregorio  XIII, 
en  su  bula  Humano  vix  judicio,  reservó  también  los  benefi- 
cios que  vacaran  por  resignación,  en  I09  cuales  no  se  hubie- 
se observado  el  precepto  del  mismo  Pontífice  para  la  publi- 
cación de  ésta.  Finalmente,  Sixto  V  y  Benedicto  XIII  reser- 
varon los  beneficios  vacantes  por  no  llevar  los  poseedores 
el  hábito  y  tonsura  clerical.  Existe  gran  diferencia  entre  la 
reserva  de  las  reglas  de  Cancelaría  y  las  demás  que  se  con- 
tienen, ó  en  el  cuerpo  del  derecho,  ó  en  las  Extravagantes- 
6  en  las  bulas  Apostólicas;  pues  mientras  éstas  son  perpe- 
tuas, aquéllas  pierden  su  fuerza  muerto  el  Pontífice.  No 
obstante,  vacante  la  Silla  Apostólica,  puede  el  Obispo  con- 
ferir todos  los  beneficios  que  se  reservan  en  las  reglas  de 
Cancelaría.  ^ 

Cuando  las  reservas  van  adheridas  á  la  cosa,  esto  es,  al 
beneficio,  como  son  las  contenidas  en  la  reglas  1.*,  2.*,  3.*^ 
4.*  y  8.*,  ó  pertenece  á  cierta  persona,  cuyo  oficio  lleva  en 
si  la  reservación,  tales  como  las  que  se  contienen  en  las  5.*^^ 
6.*  y  7.*,  permanece  la  reserva,  aun  muerto  el  Pontífice, 
Así,  pues,  ninguno  de  estos  beneficios  puede  conferir  el 
Obispo,  excepto  aquellos  que  tienen  cura  de  almas,  los  cua- 
les puede  conferirlos  á  fin  de  que  no  sufra  el  pueblo  detri- 
mento, si  se  dilatase  mucho  tiempo  su  colación. 

Por  lo  demás,  sabido  es  que  muchas  de  las  reglas  de 
Cancelaría  se  hallan  modificadas  por  los  Concordatos  ce* 
lebrados  con  los  Príncipes  de  los  diversos  reinos  cató- 
licos. 

Hay  también  beneficios  que  por  su  naturaleza  no  están 
sujetos  á  reserva,  tales  son:  1.^  Los  llamados  impropios,  ó 
sean  las  Capellanías.  2.^  Los  que  llevan  aneja  cura  de  almas. 
3.®  Aquellos  en  cuya  provisión  interviene  otra  persona  dife- 
rente del  colador  ordinario.  4.**  Los  de  derecho  de  patronato. 
Y  5.^  Los  beneficios  parroquiales  unidos  á  Monasterios  6 
Cabildos. 
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La  expedición  de  los  mandatos  de  providendo  en  su  ori- 
gen no  vino  á  ser  otra  cosa,  en  sentir  de  Golmayo,  que  la 
aplicación  de  un  principio  de  gobierno,  á  saber,  que  al  Ro- 
mano Pontífice  corresponde  como  cabeza  de  la  Iglesia  su- 
plir los  defectos  y  corregir  los  excesos  de  los  inferiores;  pero 
-este  principio  es,  si  se  quiere,  accidental,  es  decir,  se  deriva 
de  otro  mucho  más  alto,  cual  es,  que, al  Papa  le  está  enco- 
mendado por  derecho  divino  el  gobierno  de  la  Iglesia  uni- 
versal. Por  esto  puede  conferir  todos  los  beneficios  del 
mundo  cristiano,  cuando  lo  considere  necesario  ó  conve- 
niente para  el  bien  de  la  misma  Iglesia;  y  haciéndolo  así  no 
priva  de  ningún  derecho  á  los  Obispos,  porque  é&tos  están 
.sujetos  al  Pontífice  como  centro  de  unidad.  Claro  es  tam- 
bién que  cuando  existieron  excesos  y  abusos  por  parte  de 
los  Obispos,  ordenando  clérigos  sin  título,  la  Silla  Apostó- 
lica tuvo  necesidad  de  suplir  los  defectos  y  corregir  los  ex- 
<iesos  de  aquellos.  En  efecto,  cuando  tales  clérigos  eran  des- 
atendidos por  sus  Prelados  se  presentaban  en  Roma  pidien- 
do la  congrua  alimenticia  que  se  les  negaba  en  las  provin- 
cias, y  en  semejante  situación  se  concibe  bien  que  el  Pri- 
mado de  la  Iglesia  universal  les  proveyese  de  un  mandato 
para  que  su  Obispo  les  confiriera  un  beneficio.  La  reserva 
de  los  beneficios  vacantes  in  curia  también  tenía  el  lauda- 
ble objeto  de  que  la  vacante  durase  el  menor  tiempo  posi- 
ble. En  cuanto  á  las  demás  reservas  y  prevenciones,  sólo 
diremos  que  unas  y  otras  tienen  sólo  por  objeto  manifestar 
el  cuidado  y  suprema  inspección  del  Romano  Pontífice  en 
la  Iglesia  universal,  y  son  como  un  medio  puesto  en  sus 
manos  para  recompensar  servicios  de  cierta  naturaleza,  ó 
para  promover  tal  vez  trabajos  de  interés  público  eclesiás- 
tico. 

Hay,  sin  embargo,  autores  que  dicen  que  el  número  de 

mandatos,  reservas  y  prevenciones  fué  llevado  á  un  grado 

^  de  exageración  que  no  hacia  justificable  el  bien  de  la  Iglo- 
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sia.  El  buen  gobienio  de  la  díficesia,  la  obEervanoia  de  las 
leyes  eclesiásticas  y  los  honores  debidos  al  Romano  Pontífi- 
ce, eran  atenciones,  añaden,  que  estaban  aatisfectiaa  oon. 
mucho  menos.  Pero  sí  bien  se  observa,  penetrando  un  poco- 
en  la  historia  de  aquellos  tiempos,  se  ve,  afirma  Golmayo^ 
una  tendeacia  muy  marcada  á  la  centralizacióQ  del  poder 
en  la  Silla  Apostólica,  cosa  que  de  cierta  manera  era  con- 
veniente, y  que  hasta  cierto  punto  se  llevó  á  cabo  á  la  som- 
bra de  las  circunstancias  y  siguiendo  el  espíritu  de  los  tiem- 
pos. Los  espíritus  vulgares,  aúade^  al  ver  aquel  nuevo  or- 
den de  oosas  y  el  aumento  de  prerrogativas  de  la  Silla  Ro- 
mana, hablan  de  usurpación  y  de  despojo  de  los  derechos- 
episcopales;  pero  este  es  un  lenguaje  que  no  consiente  la 
sana  doctrina,  niJa  buena  crítica,  ni  el  espíritu  filosófico' 
de  la  historia.  Por  lo  demás,  continúa,  la  centralización  del 
poder  en  la  SiUa  Romana  no  es  posible  llevarla  á  cabo  has- 
Ca  el  punto  de  anular  en  la  Iglesia  la  institución  divina  de 
los  Obispos,  así  como  tampoco  debe  ensalzarse  la  autoridad 
episcopal  oon  peligro  de  la  unidad,  como  por  la  injuria  de 
los  tiempos  acaeció  durante  el  cisma  de  Occidente,  cuando- 
ae  celebraron  los  Conoilioa  de  Constanza  y  Basilea. 

Hasta  aquí  dicho  expositor;  pero  conviene  á  nuestro  ob- 
jeto el  hacer  constar  que  una  cosa  es  el  aumento  de  pre- 
rrogativas de  la  Silla  Romana,  y  otra  muy  diferente  el 
uso  ó  ejercicio  de  ellas.  Los  Concilios  provinciales  y  lo» 
metropolitanos  conocieron  ciertamente  antes  del  siglo  xii 
de  multitud  de  asuntos  eclesiásticos,  pero  esto  lo  hacían 
como  delegados  del  Sumo  Pontífice;  así  es  que  tan  luego 
oomo  las  circunstancias  lo  hicieron  necesario,  volvió  ese 
conocimiento  á  su  primitiva  fuente.  Y  esto  no  produce  au- 
mento de  prerrogativas,  sino  el  ejercicio  de  las  que  son  in- 
herentes al  Primado  de  la  Iglesia  universal.  Aparte  de  esto^ 
no  debe  perderse  de  vista  que  una  de  las  causas  que  má» 
contribuyeron  al  ejercicio  de  dichas  facultades  por  parte 
del  Romano  Pontífice,  fueron  los  abusos  cometidos  por  los 
Concilios  provinciales,  que  faltos  de  libertad  é  independen- 
cia en  aquellos  calamitosos  tiempos,  entronizaban  la  intrt- 
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ga.  Si  á  esto  se  agrega  los  cismas  que  posteriormente  ocu- 
rrieron, y  en  especial  el  de  Occidente,  con  motivo  del  cual 
cada  Pontífice  procuraba  hacerse  de  adictos,  relajando  en 
este  punto  la  disciplina;  las  peticiones,  de  los  reyes  y  las 
miserias  propias  de  lo»  hombres,  se  comprenderá  desde 
luego  que  todas  ellas  fueron  causas  suficientes  para  llevar 
á  la  exageración  las  reservas  y  mandatos  de  providendo. 

Contra  tales  abusos  se  levantó  un  clamoreo  bastante  ge- 
neral, el  cual,  por  lo  que  hace  al  episcopado,  se  dejó  sentir 
bien  claramente  en  los  Concilios  de  Constanza  y  Basilea. 
En  el  primero  se  trató  de  las  reservas  como  asunto  que, 
después  de  elegido  Pontífice,  se  había  de  arreglar;  pero 
esta  elección  era  la  grande  y  perentoria  necesidad  de  la 
época,  y  una  vez  verificada  en  la  sesión  XLI,  no  volvieron 
los  Padres  á  ocuparse  del  asunto.  No  sucedió  lo  mismo  en 
el  Concilio  de  Basilea,.  donde  se  dieron  tres  disposiciones 
relativas  á  esta  materia.  En  la  primera  se  derogaron  todas 
las  reservas,  excepto  las  contenidas  en  el  cuerpo  del  derecho 
y  las  que  correspondiesen  al  Romano  Pontífice  en  los  Esta- 
dos de  la  Iglesia.  Por  la  segunda  anuló  completamente  las 
gracias  expectativas,  pero  dejó  subsistente  el  derecho  de 
prevención.  Por  la  tercera  de  esas  disposiciones  limitó  los 
mandatos  de  providendo  á  uno,  si  el  colador  tenía  diez  en 
una  misma  iglesia,  y  dos  si  tenía  cincuenta  ó  más. 

Pero  debe  notarse  que  este  Concilio  se  convirtió  en  una. 
asamblea  cismática  desde  que  se  puso  en  contradicción  con 
Eugenio  IV,  que  lo  trasladó  primero  á  Ferrara  y  después  á 
Florencia;  así  es  que  de  las  cuarenta  y  cinco  sesiones  que 
comprende,  sólo  se  consideran  legítimas  las  veintiséis  pri- 
meras. Sin  embargo,  las  dos  primeras  decisiones  de  que 
acabamos  de  hacer  mérito  se  acordaron  en  las  sesiones  XII 
y  XXIII;  no  así  la  última,  que  tuvo  lugar  en  la  sesión  XXXI. 

Por  lo  tanto,  las  naciones  católicas  no  pudieron  acep- 
tar todas  las  reformas  hechas  en  el  Concilio  de  Basilea; 
únicamente  Francia  recibió  varios  de  sus  artículos.  Y  no 
pudieron  aceptarlas  las  naciones  católicas,  no  tan  sólo  por 
razón  de  su  origen,  cuanto  porque  el  principal  objeto  de  los 
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regalistas  al  oponerse  á  las  reservas  fué  el  de  hacer  guerra 
al  Pontificado. 

De  aquí  que  pueda  asegurarse  que  las  reservas  continua- 
ron subsistentes  como  lo  estaban  antes,  hasta  los  tiempos  en 
que  se  celebró  el  Santo  Concilio  de  Trento. 

En  este  Santo  Sínodo  se  abrogaron  los  mandatos  de  pro- 
videndo,  las  gracias  expectativas  y  otras  de  esta  naturaleza. 
He  aquí  el  tenor  expreso- del  cap.  XIX,  de  Meform.^  Se- 
sión XXIV:  «Decreta  él  Santo  Concilio  que  á  nadie  en  ade- 
lante se  concedan  mandamientos  de  providencio,  ni  las  gra- 
cias que  llaman  expectativas,  ni  aun  á  colegios,  universida- 
des, senados,  ni  á  ningunas  personas  particulares,  ni  aun 
bajo  el  nombre  de  indulto,  ó  hasta  cierta  suma,  ni  con  nin- 
gún otro  pretexto;  y  que  á  nadie  tampoco  sea  lícito  usar  de 
las  que  hasta  el  presente  se  le  hayan  concedido.  Tampoco  se 
concedan  á  persona  alguna,  ni  aun.á  los  Cardenales  de  la 
Santa  Romana  Iglesia,  reservaciones  mentales  ni  otras  nin- 
gunas gracias  para  obtener  los  beneficios  que  vaquen  de  fu- 
turo, ni  indultos  para  iglesias  ajenas  ó  monasterios;  y  todoe 
los  que  hasta  aquí  se  han  concedido,  ténganse  por  abro- 
gados.» 

Es  visto,  por  tanto,  que  no  sólo  quedaron  vigentes  las 
reservas  ordinarias,  es  decir,  las  prevenciones  y  las  reser- 
vas en  general,  en  la  forma  que  venían  de  antiguo,  sino  que 
todavía  los  Romanos  Pontífices  hicieron  después  otras  varias 
para  casos  especiales,  según  hemos  tenido  ocasión  de  mani- 
festar al  ocupamos  de  las  establecidas  por  las  Bulas  Ponti- 
ficias. 

VI 

Los  regalistas  mostraron  en  España  gran  empeño  para 
que  las  reservas  Pontificias  pasasen  al  Príncipe,  y  aun  ins- 
taron para  que  el  Rey  lo  solicitase  así  de  la  Silla  Apostólica. 
Con  tal  motivo  mediaron  varias  contestaciones  entre  ambas 
potestades,  hasta  que  por  último  se  firmó  el  Concordato 
de  1753  entre  S.  S.  Benedicto  XIV  y  Su  Majestad  Católica 
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D.  Femando  VI.  Por  este  concordato  se  transfirieron  al  Rey 
de  España  muchos  derechos,  puesto  que  se  le  concedió  el 
Real  patronato  de  todas  las  iglesias  de  su  reino. 

Esto  nos  lleva  ya  á  tratar  de  los  beneficios  reservados 
expresamente  en  dicho  Concordato  á  la  Silla  Apostólica.  Es- 
tos beneficios  fueron  en  número  de  cincuenta  y  dos,  y  han 
de  proveerse  siempre  por  el  Pontífice  reinante  eú  cualquier 
tiempo  que  vaquen,  aunque  entonces  se  hallare  vacante  la 
Silla  Apostólica,  y  aunque  se  hallaren  sitos  en  lugares  y  dió- 
cesis á  ouyos  Obispos  y  Prelados  se  hubieren  acaso  conce- 
dido^ ó  se  concedieren  en  adelante,  cualesquiera  indultos, 
aun  amplísimos,  de  conferir  algunos  ó  todos  los  beneficios 
eclesiásticos  reservados  y  afectos  por  otra  parte  á  la  Silla 
Romana  y  que  aconteciere  vacar  por  cualquier  modo  ó  tí- 
tulo, aun  por  consecución  de  otra  iglesia  ó  beneficio  ecle- 
^ástico  de  patronato  de  los  reyes  católicos  ó  pertenecientes 
por  otra  parte  á  lá  nominación  ó  presentación  de  los  mis- 
mos reyes  ó  por  cualquiera  persona;  y  aunque  se  hallare  que 
algunos  de  ellos  sean  del  dicho  patronato  real  por  funda- 
ción, dotación,  privilegio  ú  otro  legítimo  título. 

Dichos  cincuenta  y  dos  beneficios  son  los^  siguientes: 

En  la  catedral  de  Avila,  el  arcedianato  de  Aréválo. 

En  la  de  Barcelona,  el  priorato,  antes  regular  y  ahora 
secular,  de  la  colegiata  de  Santa  Ana. 

En  la  de  Burgos,  la  maestrescolia  y  el  arcedianato  de  Pa- 
lenauela. 

En  la  de  Calahorra,  el  arcedianato  de  Na  jera  y  la  teso- 
reria. 

En  la  de  Cartagena^  la  maestrescolia,  y  en  su  diócesis,  el 
beneficio  simple  llamado  de  Albacete. 

En  la  de  Ciudad  Rodrigo,  la  maestrescolia. 

En  la  de  Córdoba,  el  arcedianato  de  Castro,  y  en  s^  didce-^ 
sis  el  beneficio  simple  de  Belálcázar  y  el  préstamo  llamado  de 
Castro  y  Espejo. 

En  la  de  Cuenca,  el  arcedianato  de  Alarcón  y  la  teso- 
rería. 

En  la  de  Gerona,  el  arcedianato  de  Ampurdán. 
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En  la  de  Huesca,  la  chantria. 

En  la  de  Jaén,  el  arcedianato  de  Baeza^  j  en  su  diócesis^ 
el  beneficio  simple  de  Arjonilla. 

En  la  catedral  de  Lérida^  la  preceptoria. 

En  la  de  Mallorca,  la  preceptoria  y  la  prepositura  de  San 
Antonio  Vienense, 

.  En  terHtorio  nuüius  dioecesis  en  el  reino  de  Toledo,  el 
beneficio  simple  de  Santa  María,  de  la  ciudad  de  Alcalá  li 
Beal. 

En  la  catedral  de  Orense,  el  arcedianato  de  Bubal. 

En  la  diócesis  de  Orihuela,  el  beneficio  simple  de  Santa 
María  de  Elche. 

En  la  catedral  de  Osma,  la  maestrescolía  y  la  cAadia  de 
San  Bartolomé. 

En  la  de  Oviedo,  la  chantria. 

En  la  de  Pamplona,  la  fiospitalaria,  antes  regular,  ahora 
encomienda^  y  la  preceptoria  general  de  ORte. 

En  la  de  Plasencia,  el  arcedianato  de  Medellín  j  elde  Trur 
jillo. 

En  la  de  Salamanca,  el  arcedianato  de  Monleón. 

En  la  de  Santiago,  el  arcedianato  de  la  Reinan  él  arcedia- 
nato de  Santa  Tasia  y  la  tesorería. 

En  la  de  Sevilla,  el  arcedianato  de  Jeree^  j  en  su  diócesis 
el  beneficio  simple  de  la  Puebla  de  Cruísvnán^  y  él  préstamo  de 
la  iglesia  de  Santa  Cruz  de  Ecija. 

En  la  de  Sigüenza,  la  tesorería  y  la  abadía  de  Santa  Co- 
loma. 

En  la  de  Tarazona,  la  tesorería. 

En  la  de  Tarragona,  el  priorato. 

En  la  de  Toledo,  la  tesorería  y  en  su  diócesis  el  beneficio 
simple  de  Vallecas. 

En  la  de  Tortosa,  la  sacristía  y  la  hospitalaria. 

En  la  diócesis  de  Túy,  el  beneficio  simple  de  San  Martín 
del  Rosal. 

En  la  catedral  de  Urgel,  el  arcedianato  de  Andorra. 

En  la  de  Valencia,  la  sacristía  mayor. 

En  la  de  Zamora,  el  arcedianato  de  Toro. 
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En  la  de  Zaragoza,''eZfami?resfcMrpo  de  Larocayelde  Bel- 
cíife(l). 

Estas  disposiciones  se  encuentran,  sin  embargo,  modifi- 
cadas por  el  art.  18,  del  Concordato  de  1851,  que  dice  así: 
«En  subrogación  de  los  cincuenta  y  dos  beneficios  expresa- 
dos en  el  Concordato  de  1753,  se  reservan  á  la  libre ,  provi- 
sión de  S.  S.  la  dignidad  de  chantre  en  todas  las  iglesias 
metropolitanas  y  en  las  sufragáneas  de  Astorga,  Avila,  Ba- 
dajoz, Barcelona,  Cádiz,  Ciudad  Real,  Cuenca,  Guadix, 
Huesca,  Jaén,  Lugo,  Málaga,  Mondoüedo,  Crihuela,  Ovie- 
do, Plasencia,  Salamanca,  Santander,  Sigüenzá,  Túy,  Vito- 
ria y  Zamora,  y  en  las  demás  sufragáneas  una  canongía  de 
las  de  gracia,  que  quedará  determinada  por  la  primera  pro- 
visión que  haga  Su  Santidad.  Estos  beneficios  se  conferirán 
con  arreglo  al  mismo  Concordato.» 


(1).  £n  lagar  del  préstamo  de  Santa  Cruz  de  Ecíja  (SeviHa),  se  sub- 
rogó y  reservó  á  la  libre  y  perpetua  colación  de  la  Santa  Sede  en 
1767,  uno  de  los  tres  beneficios  simples  servideros  de  Santa  María  de 
Alcalá  la  Real. 
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CAPÍTULO  XXXIIl 


I.  Real  Patronato  de  los  Monarcas  españoles:  su  origen  histórico  con 
respecto  á  la  presentación  para  los  benefícios  mayores  y  para  la  de 
los  menores. — II.  Fundamento  canónico  del  Patronato  universal  y 
del  especial  que  ejercen  nuestros  Reyes  en  algunas  provincias 
eclesiásticas  de  sus  dominios:  concepto  verdadero  del  ejercicio  de 
estos  derechos.—- m.  Concordato  de  1763  con  relación  al  Patrona- 
to universal. — ^IV.  Disciplina  posterior,  según  el  Concordato  de 
1851:  diferencias  de  este  Patronato  y  el  patronato  en  general. — V. 
Honores  que  se  dispensan  á  los  Reyes  de  Espafia  en  las  iglesias. 
VI.  Patronato  de  los  Santos  Lugares. 


Llámase  Real  Patronato  universal,  la  facultad  Real  de 
presentar  personas  aptas  para  que  se  les  confiera  los  beneficios 
que  vacan  en  los  reinos  de  España,  Como  se  observa,  el  Real 
Patronato  no  es  lo  mismo  que  patronato  real,  porque  el  pri- 
mero es  el  que  los  Reyes  ejercitan  presentando  para  todos 
los  beneficios  de  la  Iglesia  de  España;  y  el  segundo  es  el 
que  va  unido  á  alguna  cosa^  título  ó  derecho,  y  pasa  siem- 
pre al  particular  que  es  poseedor  de  ella. 

La  facultad  de  nominar  puede  hacer  relación  lo  mismo  á 
los  beneficios  mayores  que  á  los  menores;  y,  por  tanto,  de- 
bemos distinguir  los  unos  de  los  otros. 

Las  sediciones  y  alborotos  ^ue  á  veces  producía  la  in- 
tervención del  pueblo  en  la  provisión  de  los  Obispados  fue- 
ron causa,  según  los  Sres.  Lafuente  y  Gómez  Salazar,  de 
que  los  Emperadores  tomaran  parte  en  estos  asuntos,  si 
bien  limitándose  en  un  principio  á  proteger  la  elección  ca- 
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nónica  con  toda  la  fuerza  de  su  poder,  cuya  práctica  di6 
por  resultado  la  exclusión  del  pueblo  en  todo  lo  relativo  á 
la  elección  de  Obispo,  reemplazándole  los  Príncipes  católi- 
cos, quienes  ejercieron  mayor  ó  menor  influencia  en  esta 
materia,  según  las  distintas  circunstancias  y  diversidad  de 
costumbres  de  los  diferentes  países  en  que  asentaron  sus 
tronos  después  de  la  destrucción  del  imperio  de  Occidente. 
De  aquí  que  los  Príncipes  católicos  entraran  en  posesipn  de 
este  derecho^  usando  de  él  en  virtud  de  concesión  ó  aquies- 
cencia de  la  Iglesia. 

Algunos  pretenden  que  data  este  derecho  de  los  tiempos 
de  la  monarquía  visigoda,  pero  en  nuestro  sentir  incurren 
en  lamentable  error.  Los  reyes  visigodos  no  obtuvieron 
gracia  alguna  de  la  Iglesia  de  España  antes  de  la  conver- 
sión de  Recaredo;  así  que  el  Concilio  III  de  Toledo,  al  cual 
asistió  aquél,  nada  dice  ni  dispone  en  honor  del  Monaroa» 
Tampoco  hay  vestigios  del  Real  Patronato  en  los  Concilios 
Toledanos  subsiguientes  hasta  el  XII,  celebrado  en  el  aña 
de  681.  Verdad  es  que  en  el  canon  VI  de  este  último  sínodo 
se  dijo:  Que  salvando  el  privilegio  de  cada  provincia  fuera 
licito  en  adelante  al  Pontífice  de  Toledo  consagrar  Prelado 
para  cualquiera  provincia  en  lugar  de  los  difuntos,  y  ele- 
gir para  sucesores  de  los  muertos  á  quienes  la  potestad  real 
nomhrctóe;  pero  esl^  canon  fué  verdaderamente  transitorio,, 
y  no  tavo  otro  fundamenta  que  la  razón  política  ó  el  com- 
promiso del  Monarca.  Tan  cierto  es  esto,  que  en  el  Conci- 
lio XVI  de  Toledo,  reinando  Egica,  sucesor  de  Ervigio,  di- 
cen los  Padres,  luego  de  privar  del  honor  y  del  lugar  á 
Sisberto,  Obispo  de  Toledo,  que  ellos  con  consentimiento  del 
clero  y  pueblo  pertenecientes  á  la  Sede  Toledana,  trasladan 
canónicamente  á  Félix,  Obispo  de  Sevilla,  á  la  iglesia  de 
Toledo,  pasando  á  la  cátedra  hispalense  Faustino,  Obispo 
de  Braga,  y  trayendo  á  ésta  á  Félix,  Prelado  de  la  de 
Oporto. 

Nada  dice  en  contrario  la  carta  de  San  Braulio  á  San 
Isidoro  de  Sevilla,  porque  ésta  se  reduce  á  una  simple  re- 
comendación cerca  de  la  autoridad  Real,  y  nadie  podrá  ex- 
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trafiar  que  Monarcas  católicos,  hijos  sumisos  y  obedientes 
de  la  Iglesia,  pudieran  influir  en  la^rprovisión  de  algunos 
oficios  eclesiásticos,  con  tanto  más  motivo  cuanto  que  eran 
entonces  muy  intimas '  las  relaciones  entre  ambas  potesta- 
des; pero  este  nada  tiene  de  común  con  el  derecho  de  pre- 
sentar y  nominar. 

El  primer  documento  donde  se  habla  de  patronato  lo  es 
una  Bula  de  Urbano  II  en  favor  de  Pedro  I,  Rey  de  Ara- 
gón; pero  este  Patronato  era  sólo  sobre  lasTiglesias  de  las 
poblaciones  que  se  tomasen  á  los  sarracenos,  y  sobre  las 
que  se  construyesen  á  sus  expensas,  siendo  además  limitado 
y  relativo  á  las  rentas  de  las  iglesias  conquistadas  sin  dere- 
cho especial  de  presentación,  y  exceptuando  terminante- 
mente  las  catedrales.  Aun  así  y  todo,  sólo  fué  extensiva 
esta  gracia  á  los  reinos  de  Aragón  y  á  los  que  luego  se  le 
unieron,  como  Navarra,  Baleares,  .Cataluña  ylValencia. 

La  ley  18,  título  V,  Partida  1.^,  en  que  algunos  se  fun- 
dan para  probar  el  patronato  universal  de  los  Reyes  de  Es- 
paña, tampoco  consigna  semejante  derecho,  limitándose 
sólo  á  determinar  que  cuando  fina  el  Obispo  de  algún  lu- 
gar, deben  hacerlo  saber  el  Deán  y  los  canónigos  al  Rey, 
pidiéndole  por  merced  que  le  plega  que  ellos  puedan  fasser 
su  elección  desembargadamente  é  que  le  encomiendan  los  bienes 
de  la  Eglesia:  é  el  Éey  deve  gelo  otorgar ^  é  entinarlos  recarb^ 
dar  y  é  después  que  la  elección  ovieren  fecho  ^  preséntenle  el  cte- 
gidOf  é  el  mándele  entregar  aquello  qtie  resdbió.  En  el  mismo 
sentido  está  concebida  la  ley  58,  título  XXXII  del  Ordena- 
miento de  Alcalá. 

El  monumento  más  antiguo  que  se  conoce  con  relación  á 
la  presentación  de  Obispos  es  el  privilegio  concedido  por 
Urbano  V  en  favor  de  D.  Pedro  I  de  Castilla,  consistente  en 
que  no  pudieras  ser  provistos  los  Obispados  de  España,  sin 
el  beneplácito  regio. 

Alejandro  VI  y  Julio  II  concedieron  también  este  dere- 
cho á  los  Reyes  Católicos  en  los  reinos  de  Granada  é  Indias, 
haciéndolo  extensivo  á  los  beneficios  menores.  Y  por  últi- 
mo, Adriano  VI  concedió  á  su  discípulo  el  Emperador  Car- 
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los  y  el  derecho  de  nombrar  los  Obispos  para  todas  las 
iglesias  de  la  nación  española. 

Vemos,  por  tanto,  que  data  de  antiguo  el  derecho  de  pre- 
sentación por  parte  de  los  Monarcas  españoles  para  los  be  - 
neficios  mayores;  poro  no  así  en  cuanto  á  los  menpres,  pues 
éstos  traen  su  origen  desde  el  siglo  xv,  y  sólo  para  las  va- 
cantes que  ocurrieran  en  los  reinos  de  Granada  y  de  las  In- 
dias. Es  verdad  que  desde  los  Reyes  Católicos  principiaron 
las  pesquisas  acerca  de  las  fundaciones  y  dotaciones  reales, 
pesquisas  que  continuaron  en  los  reinados  de  Carlos  I,  Fe- 
lipe II,  Felipe  ni  y  Felipe  IV;  mas  no  es  menos,  cierto  que 
el  Patronato  universal,  propiamente  dicho,  lo  adquirieron 
los  Monarcas  españoles  por  el  Concordato  de  1753. 

II 

Los  Príncipes,  por  la  sola  consideración  de  ser  Jefes  del 
Estado,  no  tienen  derecho  para  intervenir  en  el  nombra- 
miento de  los  ministros  del  altar.  Es  inadmisible,  por  tanto, 
la  teoría  sostenida  por  algunos  Gobiernos,  según  la  cual  las 
regalias  corresponden  á  los  Soberanos  como  derechos  ma- 
jestáticos. 

Y  es  inadmisible,  porque  de  lo  contrario  tendríamos  que 
reconocer  ese  derecho  en  los  Monarcas  ó  Emperadores  in- 
fieles, lo  cual  es  un  absurdo. 

El  Verdadero  fundamento  del  Real  Patronato  universal 
está  en  el  privilegio  Pontificio.  IT  tan  cierto  es  esto,  que  la 
Santa  Sede  alega  en  muchas  de  estas  gracias  los  motivos 
personales,  en  cuya  virtud  las  otorga.  Ciomo  prueba  de  ello, 
basta  recordar  las  Letras  Apostólicas  de  Marzo  de  1874;  en 
que  Su  Santidad  concede  la  gracia  á  los  Presidentes  de  la 
república  del  Perú  de  presentar  para  los  beneficios  mayo- 
res y  menores  en  la  forma  otorgada  á  los  Reyes  de  España, 
siempre  que  profesen  la  religión  católica  y  la  protejan,  lo 
mismo  que  sus  bienes  y  rentas. 

La  reconquista  del  poder  de  los  infieles,  á  que  algunos 
autores  dan  mucha  importancia,  no  es  título  legítimo  para 


.  'i 


/ 


544 

adquirir  semejante  derecho.  En  efecto,  jamás  ha  reconoci- 
do el  derecho  eclesiástico  que  la  conquista  sea  título  sufi- 
ciente para  adquirir  et  de  Patronato.  Pero  es  más,  la  Iglesia 
no  puede  reconocerle,  porque  es  contraria  á  todo  derrama- 
miento de  sangre.  Por  otra  parte,  si  la  reconquista  fuese 
título  bastante  para  adquirir  aquel  derecho,  corresponde- 
ría éste,  no  sólo  al  Monarca,  sino  también  al  pueblo,  por- 
que todos  los  españoles  contribuyeron  á  arrancar  este  rico 
vergel  de  manos  de  los  infieles,  regando  la  tierra  con  su 
sangre  generosa. 

Además,  de  esto^  los  Reyes,  como  jefes  del  Estado,  tienen 

obligación  de  atender  á  una  necesidad  pública,  como  sería, 

por  ejemplo,  erigir  una  parroquia  en  una  población  de  un 

considerable  número  de  habitantes.  Consiguiente  á  esto,  ad- 

^  mitido  el  cristianismo  en  un  país  ó  por  primera  vez,  y  con 

^  mucha  más  razón  si  se  ha  reconquistado  del  poder  de  los 

infieles,  comoha  sucedido  en  España,  tiene  que  entrar^  se- 
/  gún  Golmayo,  en  el  sistema  general  de  gobierno,  y  como 

/  medio  de  atender  á  una  necesidad  social,  dotar  el  culto  y 

/  clero,  dejarle  adquirir  bienes,  ó  proveer  de  cualquiera  ma- 

nera á  su  subsistencia,  como  se  haría  con  la  Instrucción  pú- 
blica, con  establecimientos  de  beneficencia,  ó  con  otro  ob- 
jeto de  utilidad  general;  pero  dejando  á  cada  cosa  sus  natu- 
rales condiciones,  que  respecto  de  la  Iglesia  serian  la  libre 
elección  de  sus  ministros. 

Vemos,  por  tanto,  que  la  reconquista  no  es  en  sí  título 
suficiente  para  adquirir  el  derecho  de  Patronato. 

Mucho  menos  lo  es  en  el  supuesto  de  que  el  edificio  fue- 
se ya  en  otro  tiempo  iglesia,  porque  entonces  la  conquista 
tiene  carácter  de  restauración  ó  restitución.  Por  esto,  cuan- 
do Francia  se  apoderó  en  el  siglo  xvii  del  Rosellón  y  otros 
territorios  de  Cataluña,  la  Santa  Sede  no  reconoció  en  el 
conquistador  el  derecho  de  Patronato. 

¿Pero  lo  será,  por  ventura,  la  fundación,  construcción 
y  dotación  de  iglesias  ó  beneficios^  hechas  por  nuestros  pia- 
dosísimos Monarcas?  Indudablemente  lo  sería  si  se  tratase 
de  fundaciones  particulares,  es  decir,  de  aquellas  que  hici> 
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sen  los  Reyes  como  simples  particulares;  pero  no  de  las  que 
verificaran  como  jefes  del  Estado,  porque  en  esto  satisfacen 
una  necesidad  social.  He  aquí  por  qué  dice  Golmayo:  «Ad- 
mitiendo como  un  hecho  la  dotación  de  todas  las  iglesias 
por  nuestros  Reyes  después  de  la  reconquista,  lo  cual  no  es 
fácil  de  probar,  todavía  no  consideramos  este  título  como 
bastante  legítimo  para  adquirir  ipsofacto  el  Patronato  uni- 
versal, porque  en  este  caso  todos  los  reyes  tendrían  igual  de- 
recho, puesto  que  la  erección  de  iglesias  y  beneficios  en  to- 
das partes  ha  tenido  un  origen  análogo». 

Hay,  sin  embargo,  algunas  iglesias  sobre  las  cuales  ejer- 
cen nuestros  Reyes  semejante  derecho;  tales  son,  por  ejem- 
plo, las  reales  capillas  de  Reyes  Nuevos  de  Toledo,  de  Sai} 
Fernando,  de  Sevilla,  y  de  Reyes  Católicos,  de  Granada; 
porque  todas  ellas  son  de  su  exclusiva  fundación.  ¿Pero  pue- 
den alegar  el  mismo  título  con  relación  á  todas  las  iglesias 
de  España?  Ya  hemos  visto  que  no,  y  por  esto  el  Patronato 
universal  no  tiene  otro  fundamento  que  el  privilegio  Ponti- 
ficio. Es  más,  no  sólo  otorgó  la  Santa  Sede  á  nuestros  cató- 
licos Monarcas  el  Patronato  universal,  sino  también  el  es- 
pecial que  ejercen  en  algunas  provincias  eclesiásticas. 

Ahora  bien,'que  nuestros  Reyes  hayan  ejercido  este  de- 
recho en  bien  de  la  Iglesia  y  con  gloria  de  la  nación  españo- 
la, es  ya  otra  muy  distinta  cuestión.  Por  lo  demás,  el  haber 
entrado  como  base  en  el  Concordato  de  1753  le  da  la  fuerza 
y  consideración  de  los  pactos  internacionales  y  la  garantía 
que  se  debe  á  la  fe  de  los  tratados.  De  aquí  que  el  Real  Pa- 
tronato no  sea  ya  revocable  rebtcs  ita  stantibm,  pero  para 
ello  tiene  el  patronato  que  cumplir  con  todas  las  obligacio- 
nes que  le  impone  su  honroso  título. 

m 

El  Romano  Pontífice  renunció  por  el  Concordato  de 
1753  el  ejercicio  de  todos  los  derechos  que  tenía  en  España 
sobre  reservas,  quedándole  sólo  la  facultad  de  conferir  á 
españoles  cincuenta  y  dos  beneficios,  que  fueron  señalados 
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nominalmente  en  diferentes  iglesias.  Desde  entonces  los  Re- 
yes de  España  vienen  ejerciendo  el  Patronato  universal,  cu- 
yos derechos  son  los  siguientes:  1.^  El  de  la  nómina  de  to- 
dos los  Arzobispados,  Obispados,  monasterios  y  beneficios 
consistorales  de  España,  y  de  todos  los  beneficios  menores 
del  reino  de  Granada  y  de  las  Indias,  acerca  de  los  cuales 
no  había  controversia;  por  eso  se  declaró  deber  quedar  la 
Real  Corona  en  la  pacífica  posesión  de  estos  derechos,  toda 
vez  que  lo  fundaba  en  Bulas  y  privilegios  Apostólicos.  Se 
convino,  empero,  en  que  los  nominados  á  los  Arzobispados 
como  Obispados,  monasterios  y  beneficios  consistoriales, 
deban  también  en  lo  futuro  continuar  la  expedición  de  sus 
respectivas  Bulas  en  Roma.  2.^  Asimismo  se  dio  al  Rey  ca- 
tólico el  derecho  universal  de  nombrar  y  presentar  indistin- 
tamente en  todas  las  iglesias  metropolitanas,  catedrales,  co- 
legiatas y  diócesis  de  los  reinos  de  las  Españas  á  las  digni- 
dades mayores,  post  Pontijicalem,  y  otras  en  catedrales,  y 
dignidades  principales,  y  otras  en  colegiatas,  canonicatos, 
porciones,  prebendas,  abadías,  prioratos,  encomiendas,  pa- 
rroquias, personatos,  patrimoniales,  oficios  y  ]>enefioios 
eclesiásticos,  seculares  y  regulares,  cum  cura  et  sine  cura,  de 
cualquier  naturaleza  que  sean,  que  entonces  existieran  y  que 
en  adelante  se  fundaren,  si  los  fundadores  no  se  reservasen 
en  sí  y  en  sus  sucesores  el  derecho  de  presentar  en  los  do- 
minios y  reinos  de  las  Españás,  con  toda  la  generalidad  con 
que  se  hallan  comprendidos  en  los  meses  apostólicos  y  casos 
de  las  reservas  generales  y  especiales.  3.®  Igual  derecho  se 
le  otorgó  en  el  caso  de  vacar  los  beneficios  en  los  meses  or- 
dinarios, cuando  vacan  las  sillas  Arzobispales  y  Obispales, 
ó  por  cualquier  otro  título.  4.^  También  la  Santa  Sede  sub- 
roga á  la  Majestad  del  Rey  católico  y  Reyes  sus  sucesores, 
dándoles  el  derecho  universal  de  presentar  á  los  beneficios 
que  ella  confería  en  los  reinos  de  las  Españas  por  razones  de 
las  reservas,  bien  por  sí  ó  por  medio  de  la  Dataría,  Cance- 
laría Apostólica,  Nuncios  é  indultarlos,  con  facultad  de 
usarlo  en  el  mismo  modo  que  usa  y  ejerce  lo  restante  del 
Patronato  perteneciente  á  su  Real  Corona. 
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Entiéndase,  sin  embargo,  que  no  por  estas  concesiones 
se  confirió  al  Rey  católico  ni  á  sus  sucesores  jurisdicción  al- 
guna eclesiástica  sobre  las  iglesias  comprendidas  en  los  ex- 
presados derechos,  ni  tampoco  sobre  las  personas  que  pre- 
sentare y  nombrare  para  las  dichas  iglesias  y  beneficios; 
pues  todas  éstas  deben  recibir  indistintamente  las  institucio- 
nes y  colaciones  canónicas,  unas  de  la  Santa  Sede,  otras  de 
J9US  respectivos  ordinarios.  Igualmente  se  acordó  que  cuando 
los  presentados  y  nombrados,  bien  por  defecto  de  edad  ó  por 
•cualquier  otro  impedimento  canónico,  tuvieren  necesidad  de 
alguna  dispensa  ó  gracia  apostólica,  recurrieran  siempre  en 
lo  futuro  á  la  Santa  Sede,  para  obtener  la  gracia  ó  dispen- 
sación. 

Posteriormente  los  Monarcas  españoles,  en  uso  de  dicho 
Patronato,  han  venido  haciendo  varias  declaraciones  con 
relación  al  ejercicio  de  semejante  derecho.  La  ley  7.*,  títu- 
lo XVIII,  lib.  I  de  la  Nov.  Recop.,  declara  que  las  vacantes 
>que  se  causaren  por  resignas  puras  y  simples  en  l<5s  ocho 
meses  reservados  tocan  á  la  Real  presentación,  correspon- 
diendo sólo  á  ibs  Ordinarios  la  provisión  de  aquéllas  que  se 
liicieren  en  los  cuatro  meses  ordinarios.  La  ley  8.*  del  mismo 
título  y  libro  dispone  que  el  Rey  no  sólo  proveerá  los  bene- 
ficios, cuyas  vacantes  se  causaban  estándolo  las  mitras,  en 
meses  ordinarios,  sino  también  los  que  dejaban  de  proveer 
los  Prelados  al  tiempo  de  su  muerte  ó  traslación  á  otros 
Obispados,  aimque  los  beneficios  hubiesen  vacado  en  dichos 
meses  ordinarios.  La  ley  10  previene  que  siempre  que  ocu- 
rra vacante  de  dignidad,  canongía,  prebenda  ú  otro  cual- 
quier beneficio  ú  oficio  etílesiástico,  por  promoción,  que  se 
sirva  hacer  la  Santa  Sede,  de  su  poseedor  á  algunas  de  las 
cincuenta  y  dos  piezas  eclesiásticas  reservadas  á  la  provisión 
de  S.  S.,  ha  de  proveerse  por  la  Corona,  cualquiera  que  sea 
el  mes,  caso  y  forma  en  que  se  verifique  dicha  vacante.  Por 
último,  la  ley  11  del  propio  libro  y  título,  reserva  también 
á  la  provisión  de  la  Corona  todas  las  piezas  eclesiásticas  que 
vacaren  por  muerte  de  sus  poseedores  natural  ó  civil,  ncae- 
<3ida  en  Roma  ó  en  la  Curia  romana,  sin  diferencia  de  que 
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sean  6  no  curiales  los  poseedores;  y  luego  añade:  Que  si  su- 
cediere ser  Cardenales,  comensales ,  ojicialesr  del  Papau  otra 
cualquier  curial,  me  toca  igualmente  la  provisión,  aunque  los^ 
tales  poseedores  no  se  hallen  ni  residan  en  Roma  al  tiempo  de 
su  fallecimiento,  sino  en  otro  pueblo,  reino  6  provincia,  cual- 
quiera que  sea;  pues  donde  quiera  que  acaeciere  su  muerte,  que-- 
dan  vacantes  apud  Sedem,  y  reservados  á  mi  lieal  provisión 
los  beneficios  que  posean;  sin  que  obste  el  que  después  del  dtado- 
Concordato  haya  cesado  enteramente  y  aboUdose  de  raía,  res- 
pecto de  la  Dataria,  todo  el  ejercicio  de  las  reservas  de  meses  y 
de  las  aflicciones  de  todas  especies,  simples,  dobles,  generales^, 
especiales,  reales  y  personales,  y  délas  lieglas  de  Cancelaría, 
á  excepción  de  los  cincuenta  y  dos  beneficios  reservados  á  la 
perpetua  colación  y  provisión  de  la  Santa  Sede;  pues  han  que- 
dado en  su  fuerza  y  vigor  todos  estos  derechos,  su  uso  y  ejer- 
cido, y  trasladados  á  mi  favor  y  de  los  Beyes  que  por  tiempo- 
fueren  de  estos  mis  reinos  de  España,  para  su  inviolable  y 
perpetuo  ejercicio  por  subrogación,  conforme  al  referido  Con^ 
cordato,  en  la  misma  forma  que  antes  de  su  celebración  perte- 
neda,  y  lo  ejercía  la  Santa  Sede  sin  diferencia  alguna, 

IV 

El  Concordato  de  1753  sufrió  una  verdadera  modifica- 
ción por  el  art.  18  del  de  1851.  En  efecto,  según  este  artícu- 
lo, en  vez  de  los  cincuenta  y  dos  beneficios,  se  reservaron  á 
la  libre  provisión  de  S.  S.  la  dignidad  de  Chantre  en  todas 
las  iglesias  Metropolitanas  y  en  veintidós  sufragáneas^  que  se 
mencionan,  y  además  una  canongía  de  gracia  en  las  otras 
sufragáneas,  que  quedaría  determinada  por  la  primera  pro- 
visión que  hiciera  la  Santa  Sede.  También  se  acuerda  que 
la  dignidad  de  Deán  ha  de  proveerse  siempre  por  S.  M,  en 
todas  las  iglesias  y  en  cualquier  tiempo  y  forma  que  vaque. 
Las  demás  dignidades  y  canongías,  excepción  hecha  de  laa 
de  oficio,  se  proveen  en  rigurosa  alternativa  por  S.  M.  y  los 
respectivos  Arzobispos  y  Obispos.  Los  beneficiados  ó  Cape- 
llanes asistentes,  se  nombran  también  alternativamente  por 
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Su  Majestad  y  los  Prelados  y  cabildos.  Asimismo  se  acordó 
que  las  prebendas,  oanoBgías  y  beneficios  expresados  que 
resulten  vacantes  por  resigna  6  por  promoción  del  poseedor 
é  otro  benelicio,  no  siendo  de  los  reservados  á  S.  S.,  serán 
siempre  y  en  todo  caso  provistos  por  S.  M.  Igualmente  lo 
jserán  los  que  vaquen  Sede  vacante,  6  los  que  hayan  dejado 
sin  proveer  los  Prelados  á  quienes  correspondía  proveerlos 
al  tiempo  de  su  muerte,  traslación  ó  renuncia.  Y  por  último, 
corresponde  á  S.  M.  la  primera  provisión  de  las  dignidades, 
•canongías  y  capellanías  de  las  nuevas  catedrales  y  de  las  que 
se  aumentaron  en  la  nueva  Metropolitana  de  Yalladolid, 
excepción  hecha  de  las  reservadas  á  S.  S.  y  de  las  canon- 
gías  de  oficio  que  se  proveen  como  de  ordinario.  Pero  en 
todo  caso,  los  nombrados  para  los  expresados  beneficios 
deben  recibir  la  institución  y  colación  canónicas  de  sus  res- 
pectivos Ordinarios. 

Las  mismas  reglas  deben  observarse  puntualmente  para 
la  provisión  de  las  prebendaá  y  beneficios  ó  capellanías  en 
las  iglesias  colegiatas,  según  el  tenor  expreso  del  art.  23  del 
antedicho  Concordato.  En  cuanto  á  los  beneficios  curados, 
•dispone  el  26  se  provean  en  concurso  abierto,  formando  los 
Ordinarios  ternas  de  ios  opositores  aprobados  y  dirigiéndo- 
las á  S.  M.  para  que  nombre  entre  los  propuestos. 

Además  provee  la  Corona  ciertas  capellanías,  como  son 
las  de  honor,  las  de  las  Reales  capillas  de  Toledo,  Sevilla, 
•Granada  y  San  Marcos  de  Salamanca,  las  castrenses  y  los 
curatos  de  las  Ordenes  militares. 

Debemos,  por  último,  reproducir  también  en  este  lugar 
•el  Real  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1888,  el  cual  dispone: 
'Que  en  adelante  se  provea  por  oposición  la  mitad  de  las  ca- 
nongías  y  beneficios  de  gracia,  correspondientes  á  cada 
iglesia  catedral  ó  colegial,  y  la  otra  mitad  según  el  turno  es- 
tablecido por  el  Concordato,  aplicándose  á  la  oposición  la 
mayor  parte  cuando  no  fuese  divisible  por  dos  el  número  de 
canónigos  ó  beneficiados. 

Posteriormente  se  expidió  otro  Real  decreto  concordado, 
«u  fecha  23  de  Noviembre  de  1891,  fijando  las  condiciones 


que  deben  tener  lodos  los  que  aipüea  á  prebendaí  de  í^Ib-- 
rias  eatedrakc  6  colegiatas. 

T  en  Cn^  por  ocro  Real  deereio,  también  eoneordado,  de 
14  de  Seftíembre  de  1893,  se  determinó:  primero,  que  los 
Coras  EeónoaKis  qoe  hajan  desempeñado  sa  cai^  ana  mi* 
tad  más  del  tiempo  exigido  á  los  Pirroeos  pan  sn  ipgreso 
en  el  clero  catedral  ó  colegial,  podrán  optar  á  las  ?wigmag 
categorías  qoe  para  éstos  señala  el  anterior  Real  decreto;  se- 
gimdo,  qne  los  profesores  de  Religión  y  Moral  de  las  Escue- 
las Normales  de  Maestros  y  Maestras,  se  ccMisiderarán  asi- 
milados i  loe  de  Seminario  é  Institoto;  teroat>,  todo  aqnd. 
que  se  haUe  en  condiciones  para  solicitar  ana  preboida,  Iss 
tiene  para  aspirar  i  otra  de  inferior  categ<Mía. 

El  Real  Patronato  se  diferencia  del  patronato  en  gmierak 
primero,  en  qoe  aquél  no  tiene  tiempo  mareado  para  pre- 
sentar; fiegtindo,  en  qne  tampoco  se  pierde  por  el  no  uso; 
tercero,  en  que  las  cuestiones  sobre  el  mismo  se  deeidm  por 
el  Tribunal  Supremo,  ó  por  el  Consejo  de  Estado,  sí  son  ad- 
ministrativas. El  Patronato  en  geneñü  no  goza  de  ninguno 
de  estos  privil^os. 


Los  honores  que  se  dispensan  á  los  Monarcas  están  indi- 
cados en  el  Pontifical  romano.  Pero  los  de  España  disfrutan 
además  de  todos  aquéllos  que  les  corresponden  como  patro- 
nos de  las  iglesias,  como  son,  entre  otros,  el  de  que  su  nom- 
bre se  recite  entre  las  preces  públicas,  el  honor  de  incienso, 
de  agua  bendita  y  de  asiento  preeminente  en  el  mismo  pres- 
biterio. 

Debe,  sin  embargo,  hacerse  mérito  erpecial  de  una  ley 
de  D.  Juan  I^  que  es  la  6.*,  tít.  I,  lib.  I  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, cuyo  contenido  se  reduce  á  mandar  «que  cuando 
»  Nos,  ó  el  Príncipe,  ó  los  Infantes  nuestros  hijos,  fuéremos 
»  á  cualquier  ciudad,  villa  ó  lugar,  que  los  clérigos  no  sal- 
»  gan  con  las  cruces  de  las  iglesias,  como  en  otro  tiempo  so- 
»  lían  hacer,  á  recibir  á  Nos,  ni  al  Príncipe  ni  á  Infantes^ 
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»  más  que  Nos  vamos  á  hacer  reverenoia  á  la  Cruz  dentro  en 

>  la  iglesia,  como  es  razón:  y  que  las  Cruces  no  salgan  á  Nos 

>  de  la  puerta  de  la  iglesia  á  fuera,  pero  que  la  procesión  de 

>  los  clérigos  salga  de  la  puerta  adelante,  y  porque  este  re* 
»  cibimiento  con  Cruces  no  debe  ser  hecho  á  Señores  tem- 
»  porales,  salvo  á  Rey,  6  á  Reina,  ^  Príncipe  heredero;  man- 

>  damos  y  defendemos  que  no  se  haga  á  otro  señor  tempo^ 
»  ral  alguno». 

VI 

El  breve  expedido  por  Clemente  VI  en  25  de  Noviembre 
de  1342  á  favor  de  los  Reyes  de  Sicilia  y  sus  sucesores, 
dice:  «Que  Roberto  y  Sancha,  Reyes  de  Sicilia,  obtuvieron 
del  Sultán  de  Babilonia  el  Santo  Sepulcro  y  otros  Sa- 
grados Lugares,  á  costa  de  muchos  gastos  y  trabajos:  que 
dicho  Rey  de  Babilonia  hizo  donación  á  los  mismos  del  Ce- 
náculo y  capillas  en  que  el  Espíritu  Santo  descendió  sobre 
los  Apóstoles  y  en  donde  Jesucristo  se  apareció  al  Apóstol 
Santo  Tomás:  que  la  referida  Reina  construyó  un  edificio  en 
el  Monte  Sión,  dentro  del  cual  quedaba  el  Cenáculo  y  dichas 
capillas,  sosteniendo  doce  religiosos  franciscanos  para  que 
cuidasen  de  aquellos  lugares  y  rindieran  los  debidos  home- 
najes á  nuestro  Divino  Redentor.»  Por  todo  lo  cual,  el  referi- 
do Papa  concedió  á  los  citados  Reyes  y  sucesores  que  pudie- 
ran nombrar  religiosos  de  la  citada  orden,  hasta  el  número 
señalado  ele  cojhsilio  seniorum  dicti  ordinis,  para  que  sirvie- 
ran en  dichos  lugares. 

El  reino  de  Sicilia  se  unió  á  la  Corona  de  Aragón  en 
tiempo  de  Alfonso  V,  y  Femando  de  Aragón  era  Rey  de  Si- 
cilia al  unirse  en  matrimonio  con  Isabel  la  Católica. 

Los  Reyes  de  España  fueron  en  su  virtud  Reyes  de  Sici- 
lia y  de  Jerusalén  hasta  Carlos  III,  desde  cuyo  tiempo  sólo 
conservan  el  último  título,  y  en  este  concepto  han  dado  cre- 
cidas sumas  para  la  reparación  de  los  Santos  Lugares. 

Fundada  la  obra  pía  de  Jerusalén  ó  Comisaría  general 
de  los  Santos  Lugares  para  la  recolección  de  limosnas  desti- 
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nadas  al  sostenimiento  del  culto  y  de  los  religiosos  de  di- 
chos oonrentos  y  lugares,  la  Corona,  después  de  la  supre- 
sión de  los  institutos  religiosos,  nombró  para  la  adminis- 
tración temporal  comisarios  clérigos,  y  después  legos.  Su- 
primida la  Comisaria,  los  asuntos  de  la  misma  radican  en  el 
Ministerio  de  Estado,  y  de  él  depende  en  la  parte  económica 
y  temporal  el  convento  franciscano  que  existe  en  Composte- 
la,  del  cual  salen  misioneros  para  aquellos  lugares,  á  peti- 
ción del  Gobierno  y  con  la  licencia  de  su  General. 


^ 


CAPÍTULO  XXXIV 


I.  Forma  para  la  provisión  de  las  canongías  de  oficio:  método  y  solem- 
nidades prácticas:  en  caso  de  empate  en  la  votación,  ¿quién  lo  de- 

•  cide? — II.  Provisión  de  beneficios  parroquiales  antes  y  después  del 
Concilio  de  Trento:  Constitución  de  San  Pío  V  In  conferendis,  y  las 
posteriores  de  Clemente  XI  y  Benedicto  XIV  sobre  la  forma  del 
concurso  y  apelación  del  que  se  considere  pospuesto  á  otro  menos 
digno:  inconvenientes  <]e  la  apelación:  método  establecido  en  la  úl- 
tima constitución  para  estos  concursos. — III.  Método  de  Toledo  en 
la  disciplina  particular  de  la  Iglesia  de  España:  leyes  recopiladas 
sobre  la  materia:  de  cuántos  modos  puede  ser  el  concurso  y  su 
práctica. — IV.  Provisiones  de  parroquias  sujetas  á  patronato  ecle- 
siástico ó  laical,  conforme  al  Tridentino  y  al  Concordato  de  1851. 


Las  prebendas  de  oficio  en  las  iglesias  catedrales  lo  son, 
como  sabemos,  cuatro;  dos  por  derecho  común,  á  saber:  la 
Penitenciaria  y  la  Lectoral,  y  las  otras  dos,  que  son  Magis- 
tral y  Doctoral,  por  derecho  español.  No  sucede  lo  mismo 
en  las  iglesias  colegiatas,  en  donde  hay  sólo  dos  canónigos 
de  oficio  con  los  títulos  de  Magistral  y  Doctoral.  Todas  es- 
tas prebendas  se  proveen  por  los  Prelados  y  Cabildos,  pre- 
via oposición  ó  concurso;  medio  establecido  por  la  Iglesia, 
no  sólo  para  recotnpensar  los  méritos  literarios,  sino  tam- 
bién para  que  sirva  á  otros  de  estímulo  y  continúen  con 
perseverancia  la  carrera  de  las  ciencias  eclesiásticas.  Sabe- 
mos igualmente  que  la  provisión  por  concurso  de  los  dos 
primeros  oficios  se  mandó  por  la  constitución  Pastoralis  de 
Benedicto  XIII,  y  respecto  á  los  segundos  por  el  Concilio 
Oompostelano  del  año  1S65,  si  bien  otro  Toledano  del  pro- 
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pió  año  dispuso  lo  mismo  con  relación  al  Lectoral.  En  Es- 
paña hay  que  tener  presente  la  constitución  de  Gregorio  XV 
y  las  disposiciones  de  los  Concordatos  de  los  años  175& 
y  1851. 

En  resumen:  las  canongfas  de  oficio  se  proveen,  previa 
oposición,  por  los  Prelados  y  Cabildos.  Mas  si  estas  preben- 
das son  de  la  exclusiva  provisión  de  estos  últimos,  es  sufi- 
ciente la  elección  capitular  y  la  posesión  para  entrar  el  su- 
jeto en  el  completo  ejercicio  de  sus  funciones:  si  son  de  Real 
Patronato,  el  Cabildo  manda  á  la  Cámara  propuesta  en  ter- 
na de  los  más  dignos,  para  que  Su  Majestad  elija  á  uno  de 
los  propuestos,  al  cual,  con  la  Real  cédula,  le  da  el  Cabildo 
la  posesión. 

En  cuanto  al  método  y  solemnidades  prácticas  del  con- 
curso, sólo  debemos  decir  que  en  España  se  emplea  el  de 
Toledo.  Se  empieza  por  fijar  edictos  que  contienen,  no  sólo 
el  llamamiento,  sino  el  oficio  vacante,  término  para  presen- 
tar la  solicitud  y  condiciones  qi^e  debe  reunir  el  sujeto.  Los 
opositores  han  de  acompañar  también  los  documentos  que 
acrediten  sus  méritos  y  servicios.  Llegado  el  día  señalado, 
tienen  lugar  los  ejercicios  ante  el  Cabildo,  presidido  por  su 
Obispo,  y  en  su  defecto  por  el  Deán,  dignidad  ó  canónigo 
más  antiguo  que  esté  presente.  Consisten  dichos  ejercicios 
en  tres  actos:  1.^  Disertación  de  una  hora  en  latín  y  contes- 
tar á  dos  argumentos  sobre  la  misma  materia.  2.^  Argumen- 
.  tos  de  media  hora  en  el  propio  idioma.  Y  3.^  Sermón  6  ex- 
tracto y  sentencia  de  un  ple.to  en  lengua  castellana.  Para  la 
disertación  se  conceden  veinticuatro  horas;  el  pique  para  la 
misma  se  hace,  si  la  canongía  vacante  es  la  Lectoral,  en  las 
Sagradas  Escrituras;  si  es  la  Magistral,  en  el  Maestro  de  las 
Sentencias,  y  si  fuese  la  Doctoral,  en  las  Decretales.  Para  la 
canongía  penitenciaria  hay  que  distinguir  si  los  opositores 
son  canonistas  ó  teólogos,  pues  si  son  teólogos,  el  pique  se 
hace  en  el  libro  IV  del  Maestro  de  las  Sentencias.  El  pique 
para  el  último  ejercicio  tiene  lugar,  respecto  de  los  teólo- 
gos, en  el  libro  de  los  Evangelios.  Verificadas  las  oposicio- 
nes, se  reúne  el  Cabildo  para  la  elección,  y  en  ella  tiene  el 
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Prelado  tres,  cuatro  6  cinco  votos,  según  el  número  de  los 
capitulares,  obteniendo  la  canongía  de  oficio  el  que  reúna 
mayor  número  de  votos. 

Pero  pudiera  suceder  que  resultara  empate,  y  en  este 
caso  se  pregunta:  ¿Quién  lo  decide?  Según  la  Bula  Creditam 
nóbis  de  Sixto  IV,  debía  ser  preferido  el  más  noble;  mas  Ale- 
jandro VIÍ,  en  su  constitución  Romanus  Pontifex,  derogó 
aquélla  en  cuanto  á  esto,  disponiendo  fuese  elegido  el  de 
mayor  edad  sin  ninguna  otra  consideración.  A  pesar  de  esto, 
suscitóse  en  España  la  misma  cuestión  á  consecuencia  de  lo 
prescrito  en  el  art.  14  del  Concordato  del  año  1851,  que  dice 
que  cuando  presidan  los  Prelados  tendrán  voz  y  voto  en  to- 
dos los  asuntos  que  no  les  sean  directamente  personales,  y 
s^u  voto  además  será  decisivo  en  caso  de  empate.  En  vista  de 
esto,  unos  sostienen  que  la  citada  constitución  de  Alejan- 
dro VII  estaba  modificada  por  el  antedicho  Concordato,  y 
otros,  que  semejante  disposición  se  referia  únicamente  al 
caso  en  que  el  Obispo  tuviera  un  solo  voto  y  no  en  la  elec- 
ción ó  nombramiento  de  personas,  en  la  cual  t^nía  el  Pre- 
lado tres,  cuatro  ó  cinco  votos,  según  que  el  número  de  los 
capitulares  fuese  de  dieciseis,  veinte  ó  mayor  de  veinte.  Pero 
esta  cuestión  está  hoy  resuelta  por  el  Tribunal  de  la  Rota 
española  en  su  sentencia  de  13  de  Julio  de  1876.  El  hecho 
que  la  produjo  fué  el  siguiente:  Celebrados  en  la  iglesia  ca- 
tedral de  Túy  en  el  año  de  1872  los  ejercicios  de  oposición  á 
la  canongía  penitenciaria,  bajo  la  presidencia  de  su  Reve- 
rendo Obispo  por  dos  únicos  opositores,  resultó  del  escruti- 
nio empatada  la  votación.  El  citado  ObispO;  después  de  ha- 
cer uso  de  sus  tres  votos,  decidió  el  empate  en  favor  del  de 
menor  edad;  mandando  se  le  diede  posesión  de  dicho  oficio. 
Esto  dio  origen  á  que  el  de  mayor  presentase  escrito .  en  el 
Provisorato  de  Túy,  pidiendo  que,  dándose  por  nula,  de 
ningún  valor  ni  efecto  la  institución  anticanónica  y  pose- 
sión de  la  Penitenciaría  dada  al  coopositor,  se  declarase 
que  le  correspondía  su  obtención  por  esta  vacante,  y  que, 
como  electo  por  la  ley,  en  virtud  del  empate,  por  ser  de 
mayor  edad,  se  le  diese  la  colación  y  se  le  expidiese  título  y 
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mandamiento  posesorio  con  rendimiento  de  frutos;  y  segui- 
dos los  autos  por  todos  sus  trámites,  se  dictó  sentencia  de- 
finitiva en  13  de  Marzo  dd  1874,  por  la  cual  el  Provisor  de 
Túy  declaró  válida  y  legítima  la  elección,  institución  canó- 
nica y  posesión  de  la  Penitenciaría  dadas  al  de  menor  edad, 
fundándose  principalmente  en  que  el  Concordato  de  1851  es 
la  ley  suprema  del  caso  en  cuestión,  y  que  los  términos  ge- 
nerales y  absolutos  en  que  se  expresa  el  par.  3.^  art.  14  no 
admiten,  lógica  ni  legalmente,  distinción  posible  entre  vo- 
taciones sobre  cosas  y  las  que  se  refieren  á  elección  de  per- 
sonas al  efecto  de  limitar  la  prerrogativa  de  decidir  ios  em- 
pates, sino  que,  por  lo  contrario,  todas  los  votaciones  están 
comprendidas  en  la  generalidad  de  sus  términos  claros, 
precisos  y  terminantes  que  otorgan  á  los  Prelados  voz  y  vo- 
to en  todos  los  asuntos  cuando  presiden  con  voto  decisivo 
en  caso  de  empate  además.  Interpuesto  por  el  de  mayor 
edad  el  correspondiente  recurso  de  apelación  ante  el  Metro- 
politano de  Santiago,  fué  confirmada  dicha  sentencia  por 
otra  de  4  de  Marzo  de  1875,  y  habiéndose  alzado  de  ella  el  in- 
teresado para  ante  el  Supremo  Tribunal  de  la  Rota  españo- 
la, el  primer  turno  declaró  en  11  de  Febrero  de  1876  que  la 
citada  canongía  correspondía  por  esta  vez  y  vacante  con  to- 
das las  rentas  vencidas  al  de  mayor  edad,  revocando  al  in- 
tento la  dictada  por  el  antedicho  Metropolitano.  En  la  sen- 
tencia dictada  por  este  primer  tumo  se  consignaron,  entre 
otros,  los  siguientes  considerandos:  Que  no  habiéndose  con- 
cedido expresamente  á  los  Prelados  en  el  par.  4.^  (art.  14 
del  Concordato  de  1851)  la  facultad  de  decidir  el  empate  en 
las  elecciones  de  personas,  ni  pudiéndose  ampliar  á  ellas  la 
que  les  concede  el  3.^  respecto  de  las  demás  votaciones,  de- 
ben observarse,  cuando  ocurriese,  las  disposiciones  canóni- 
cas que  estaban  vigentes  antes  de  dicho  Concordato;  y  que 
no  habiendo  sido  derogada  expresamente  la  reif^ida  dispo- 
sición del  Papa  Alejandro  VII,  debe  tenerse  por  vigente 
mientras  no  se  resuelva  lo  contrario  por  la  Suprema  Potes- 
tad eclesiástica,  porque  todo  lo  que  se  alegue  para  suponer- 
la derogada  por  el  párrafo  3.®  del  art.  14  del  Concordato, 
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no  podrá  pasar  de  los  límites  de  una  presunción  6  ilación 
más  ó  menos  fundada,  pero  siempre  dudosa,  y  sin  la  certe- 
za, por  consiguiente,  que  es  necesaria  en  derecho  para  tener 
por  derogada  y  dejar  de  cumplir  una  disposición  cierta, 
clara  y  terminante  que  ha  estado  vigente.  Entonces  el  de 
menor  edad  interpuso  nuevo  recurso  ante  el  segundo  turno 
del  mismo  Supremo  Tribunal,  quien  por  su  sentencia  de  IS 
de  Julio  de  1876  reformó  la  dictada  por  los  limos.  Sres.  Au- 
ditores del  anterior  turno,  y  confirmó  la  pronunciada  por  el 
Provisor  Vicario  general  Juez  Metropolitano  de  Santiago, 
confirmatoria  de  la  dada  en  primera  instancia  por  el  Provi- 
sor Vicario  general  de  la  diócesis  de  Tuy,  mandando  que, 
mediante  á  que  con  esta  determinación  y  las  dos  citadas  del 
Diocesano  de  Tuy  y  del  Metropolitano  de  Santiago,  hay  tres 
conformes,  se  librara  la  correspondiente  ejecutoria  con  de- 
volución de  los  autos  al  tribunal  inferior  de  donde  proce- 
den. En  esta  sentencia  se  procuró  armonizar  las  disposicio- 
nes citadas  del  Concordato  de  1851  con  la  Bula  Romanus 
Fontife^,  En  efecto,  en  ella  se  dijo  «que  cuando  el  Obispo 
presida  los  actos  de  oposición  á  prebendas  de  oficio  y  resul- 
te luego  empate,  le  toca  decidir,  conforme  á  dicho  Concor- 
dato; pero  que  si  no  quiere  hacer  uso  de  esta  facultad  ó  no 
preside  los  actos,  entonces  debe  resolverse  el  empate  en  fa- 
vor del  de  mayor  edad,  según  la  citada  Bula  de  Alejan- 
dro VII.  Y  én  verdad  que  nos  complace  tal  resolución,  no 
sólo  porque  está  más  conforme  con  los  principios  canónicos,, 
sino  también  porque  esta  ef  a  desde  antiguo  la  opinión  de 
nuestro  muy  querido  maestro  el  Dr.  Beas  y  Dutari.  Por  esto 
no  podemos  resistir  á  la  tentación  de  copiar  en  este  lugar 
algunos  considerandos  de  dicha  sentencia: 

«Considerando  que  para  apreciar  debidamente  la  varia- 
ción disciplinal  introducida  por  el  art.  14  del  novísimo 
Concordato,  es  necesario  fijar  la  vista  en  los  derechos  de 
que  carecían  antes  los  Obispos  y  en  los  que  al  presente  go- 
zan, punto  sobre  que  ha  discurrido  oportunamente  el  ante- 
rior tumo;  pero  no  es  menos  necesario  fijar  las  condiciones 
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de  la  autoridad  episeopal,  respecto  *de  los  Cabildos,  que  aír- 
van  de  base  á  la  decisión  del  caso  de  autos: 

«Considerando  que  dadas  estas  condiciones  (las  cuales 
refiere  en  otro  considerando),  si  pudo  surgir  la  duda  sobre 
si  el  voto  de  los  Obispos  es  ó  no  decisivo  en  caso  de  empate 
en  las  elecciones  de  personas,  por  no  hacerse  mención  de 
esta  cualidad  en  el  par.  4.^  del  citado  art.  14;  también  pudo 
entenderse,  dada  la  generalidad  con  que  se  halla  redactado 
el  párrafo  anterior  y  la  tendencia  del  Concordato  S  robus- 
tecer y  ampliar  la  autoridad  de  los  Prelados,  que  no  se  con- 
cretaba á  los  asuntos  interiores  del  Cabildo,  sino  que  la 
cualidad  decisoria  de  los  empates  era  inherente  á  la  Pre- 
sidencia: 

«Considerando  que  así  se  entendió  en  efecto  por  cuantos 
escritores  comentaron  el  Concordato  en  aquella  época,  j 
aun  se  hizo  aplicación  práctica  por  algunos  insignes  Prela- 
dos,  entre  ellos  el  muy  Rdo.  Arzobispo  de  Santiago,  que  deci- 
dió un  empate  en  caso  de  elección  de  un  prebendado  de  ofi- 
cio; y  el  muy  Rdo.  Arzobispo  de  Tarragona,  Sr.  Costa  y  Bo- 
rras, uno  de  los  colaboradores  del  Concordato,  en  los  estatu- 
tos  que  dio  á  su  Cabildo,  transcribió  sin  limitación  alguna 
en  el  art.  47  los  cuatro  párrafos  del  art.  14: 

«Considerando  que  por  respetable  que  sea  la  versión  que 
el  anterior  turno  ha  dado  al  Real  decreto  de  3  dé  Enero 
de  1868,  la  verdad  es  que  se  presenta  más  natural,  lógico  y 
conforme  al  espíritu  del  Concordato  la  contraria,  favorable 
al  voto  decisivo  de  los  Obispos  en  todos  los  asuntos  y  nego- 
cios, incluso  el  de  la  elección  de  personas:  1.®  Porque  en  el 
idioma  capitular  la  palabra  asunto  ó  negocio  comprende  to- 
dos los  negocios  y  asuntos  comunes  al  Cabildo,  ya  sean  es- 
pirituales, ya  temporales,  así  gubernativos  como  adminis- 
trativos y  económicos,  nombramientos  de  dependientes, 
etcétera,  de  lo  cual  son  una  buena  prueba  los  artículos  de 
los  estatutos  de  la  Santa  Iglesia  de  Túy,  que  obran  compul- 
sados en  autos.  2.^  Porque  constando  como  consta  la  inten- 
ción de  las  dos  supremas  potestades  concordantes  á  favor 
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de  la  autoridad  de  los  Prelados,  no  es  verosímil  que  habién- 
doles dado  un  voto  preeminente  y  de  cualidad  en  los  nego- 
cios peculiares  de  los  Cabildos,  que  por  lo  común  interesan 
poco  al  Obispo,  se  lo  hayan  rehusado  en  los  asuntos  que  les 
son  comunes  con  el  Cabildo  y  están  más  en  relación  con  la 
dignidad  episcopal,  y  la  mayor  responsabilidad  que  pesa  so- 
bre los  Prelados,  cuales  son  los  relativos  á  la  elección  canó- 
nica de  personas  eclesiásticas.  3.^  Porque  si  no  se  hizo  men- 
ción del  voto  decisivo  en  las  votaciones  sobre  nombramien- 
to de  personas,  tampoco  se  hizo  exclusión  del  propio  voto, 
<3omo  era  preciso  para  que  se  pudiera  conocer  que  el  legis- 
Ifidor  se  corregía  á  sí  mismo,  retirando  á  los  Obispos  una 
facultad  que  con  razón  parecía  haberles  concedido: 

♦Considerando  que  no  debe  parecer  exorbitante  el  nú- 
mero múltiple  de  votos  concedido  á  los  Prelados  en  el  pá- 
rrafo 4.®,  pues  sobre  que  el  Obispo  es  el  cola(ior  nato  de  los 
beneficios  de  su  diócesis,  el  Concilio  Tridentino  quiso  que 
la  elección  de  canónigo  penitenciario  fuese  exclusivamente 
del  Obispo^  sin  contar  para  nada  con  el  Cabildo: 

♦Considerando  que  si  alguna  duda  pudiera  restar  acerca 
de  esto,  desaparecería  á  vista  de  la  Bula  Credite  novis,  su 
fecha  18  de  Enero  de  1663,  en  la  que  el  Papa  Alejandro  VII 
ordenó  que  las  elecciones  de  guardianes,  ministros  y  custo- 
dios de  la  familia  ultramontana  de  la  Orden  de  San  Fran- 
cisco, se  hagan  por  escrutinio  secreto,  y  que  en  igualdad  de 
sufragios  el  Presidente  tenga  voto  decisivo,  prueba  de  que 
aquel  Sumo  Pontífice  no  halló  incompatibilidad  entre  la 
forma  de  la  elección  secreta  y  la  decisión  del  empate  por  el 
Presidente: 

»Considerando  que  ai  la  ley  nueva  contiene  disposiciones 
incompatibles  con  la  antigua,  aun  cuando  no  las  revoque  y 
anule  textualmente,  las  abroga  tácitamente;  pero. tan  sólo  en 
las  disposiciones  que  son  positivamente  incompatibles,  de 
donde  se  infiere  que  la  Bula  Romanus  Pontifex  del  Papa 
Alejando  VII  ha  sido  modificada  por  el  Concordato;  mas 
sólo  en  el  caso  de  que  presida  el  Obispo  y  haga  uso  de  su 
voto  preeminente,  quedando  en  su  vigoren  los  demás  casos.» 
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An;^^  drrl  Con/rUi*'^  d*  Treno  v.^ioe  L::»  tenAñcios  se 
f-^ríaa  ie  ¡a  mi^ma  csan-era,  rei:i«:ia  i  que  el  e .  lador  pcxfia 
H.rfjfjT  líTj.'^rm^ii'e  á  Cíiatiq-iier  sujeío  r<Ai  tal  que  tQTÍese  las 
0^  iail  liíieí  pT«'?rltaá  p>r  lí>*  cánones.  5a  obligacK^n,  por 
tanto,  fiaría  ele-^  el  má*  dli-no,  pero  eaíe  apunto  en  de  «hh 
clencía  j  rie^spon^abílídid  dei  fnero  iniemo. 

El  Santo  CV^ncilio  de  Trento,  eoniprecüendo  ia  impor- 
tancia del  canro  parr>:iu.ial,  e=table*2ió  que  luego  qoe  el 
TibL-po  t#rn^a  noticia  de  la  va?ante,  nombre  para  la  iglesia 
en  Vicario  capaz,  con  eori^^ma  suficiente  de  frut*:>s  á  sa  ar- 
blaío,  el  cual  deba  cump-lir  v>la3  las  obli^ciones  de  la 
Tr/amz  iglesia  ha^ta  que  el  curato  se  provea.  Después  de 
e-to,  dejó  al  arbitrio  del  ObLsp»>  ó  colador  el  adoptar  uno  de 
lo3  siguientes  métodoa:  ó  elegir  el  Obispo  los  sujetos  idó- 
neos que  le  pareciese,  ó  convijear  á  concurso  para  que  se 
prerfenten  los  que  se  coasi  ieren  con  aptitud  necesaria  para 
el  deáempeño  del  ministerio  parroquiaL  Elste  Uamamiento 
debe  hacerse  dentro  de  diez  días,  desde  la  noticia  de  la  va- 
cante^ cuyo  plazo  puede  ser  prorrogado  p:>r  justa  causa.  Los 
elegidos  por  el  colador  6  los  que  se  presenten  en  yirtud  de 
\ff9  edictos  convocatorios,  según  el  método  que  hubiese 
adoptado,  han  de  ser  examinados  por  el  Obispo  6  su  Vicario 
j  otros  tres  examinadores  por  lo  menos.  De  los  aprobados 
ha  de  elegir  el  colador  el  más  digno  para  conferirle  el  be- 
neficio, debiendo  apreciarse  esta  cualidad,  no  sólo  por  la 
ciencia,  sino  por  la  prudencia,  la  edad,  las  costumbres  y 
otras  circunstancias  conducentes  al  mejor  gobierno  de  la 
iglesia  vacante.  Hecho  el  examen  en  esta  forma,  el  Concilio 
negó  toda  apelación,  ni  aun  á  la  Sede  Apostólica,  del  juicio 
de  los  examinadores  ni  de  la  colación  hecha  «i  su  virtud 
por  el  Obispo.  Dispuso,  sin  embargo,  que  si  las  rentas  de 
una  parroquial  fuesen  tan  cortas  que  no  correspondan  al 
trabajo  de  este  examen  ó  no  haya  persona  que  quiera  suje- 
tarse á  él,  ó  si  por  las  manifiestas  parcialidades  ó  facciones 
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que  haya  en  algunos  lugares  se  puedan  fácilmente  originar 
mayores  disensiones  3^  tumultos,  pueda  el  Ordinario,  si  así 
le  pareciere  conveniente,  según  su  conciencia  y  con  el  dic- 
tamen de  los  deputados,' valerse  de  otro  examen  secreto, 
omitiendo  el  método  prescrito  y  observando,  no  obstante^ 
todas  las  demás  circunstancias  ya  mencionadas  (1). 

Como  se  observa,  el  Concilio  de  Trento,  si  bien  fijó  las 
bases  acerca  de  la  forma  en  que  deben  proveerse  las  parro- 
quias, no  señaló  en  concreto  las  reglas  que  habrían  de  ob- 
servarse en  los  concursos.  Por  otra  parte,  el  citado  decreto 
Tridentino,  ó  no  se  ejecutaba  puntualmente,  6  se  ejecutaba 
mal.  Y  todo  esto  contribuyó  á  que  San  Pío  V  diese  su  cons- 
titución In  conferendiSf  que  fué  publicada  en  15  de  Abril . 
de  1566.  Por  dicha  constitución  se  declararon  nulas  las  pro- 
yisiones  de  igle^as  parroquiales  sin  el  examen  por  concur-^ 
80;  y  además  se  reservó  la  Santa  Sede  la  colación  de  aque- 
llas en  que  no  se  hubiese  observado  lo  dispuesto  por  dicho 
Santo  Sínodo.  Todavía  dicho  Santo  Pontífice,  con  objeto  de 
que  no  se  dilatase  demasiado  el  hacer  la  provisión  y  asegu- 
rar el  acierto  en  lo  posible,  limitó  el  tiempo  de  la  prórroga 
para  la  convocatoria  á  otros  diez  días,  disponiendo  también 
que  si  la  colación  correspondía  al  Obispo,  había  de  hacerse 
dentro  de  seis  meses,  desde  la  vacante;  si  correspondía  al 
Romano  Pontífice,  se  le  había  de  significar  el  más  digno 
dentro  de  cuatro,  y  si  la  iglesia  era  de  derecho  de  patrona- 
to, la  institución  no  se  había  de  dilatar  más  de  dos  meses 
después  de  la  presentación  del  patrono,  con  derecho,  si  no 
á  pedirla  al  Metropolitano,  al  Chispo  más  inmediato  ó  á  la 
Silla  Apostólica.  Igualmente  concedió  el  derecho  de  apelar 
al  que,  considerándose  más  digno,  fuese  mal  juzgado  por 
los  examinadores  sinodales, ó  pospuesto  por  el  Obispo.  Esta 
apelación,  sin  embargo,  sólo  tiene  lugar  en  el  efecto  devo- 
lutivo, y  se  interpone  del  Obispo  al  Metropolitano;  si  ¿1  juez 
a  quo  era  Metropolitano  ó  algún  Obispo  exento,  la  apelación 
se  llevaba  ante  el  Obispo  más  inmediato,  como  delegado 


(1)    Cap.  XVín,  de  Eeform,,  Ses.  XXIV. 
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del  Romano  Pontífice.  Pero  hoy  corresponde  este  derecho 
al  Supremo  Tribmial  de  la  Rota. 

Este  derecho  de  apelación  vino  á  ser  casi  inútil  por  ma- 
cho tiempo,  porque  siendo  el  examen  verbal  y  no  formán- 
dose tampoco  expediente  por  escrito  de  las  demás  cualida- 
des de  los  opositores,  el  juicio  d^ apelación  más  bien  era  un 
mievo  juicio  que  no  la  confirmación  ó  revocación  del  ante- 
rior. Para  evitar  estos  inconvenientes  se  mandó  por  Cle- 
mente XI  lo  siguiente:  1.^  Que  el  examen  verse  sobre  las 
mismas  materias.  2.^  Que  el  sermón  y  las  respuestas  se  pon- 
gan por  escrito,  firmando  cada  opositor  sus  trabajos.  3.^ 
Que  la  duración  de  los  ejercicios  sea  igual  para  todos.  4.° 
Que  tengan  el  mismo  tiempo  de  preparación.  5.^  Que  se  les 
encierre  en  completa  incomunicación.  Y  6.°  Que  no  se  ad- 
mita la  apelación  si  no  se  interpone  dentro  de  diez  días 
desde  que  se  hizo  la  colación.  Las  contestaciones  deben  es- 
cribirse en  latín  y  la  plática  en  idioma  vulgar. 

Estos  mismos  capítulos  se  consignaron  en  la  constitución 
Cum  illud  de  Benedicto  XIV,  en  la  cual  se  dieron  también 
nuevas  reglas  paradla  ejecución  del  decreto  Tridentino  y  de 
la  constitución  de  San  Pío  V. 

La  forma  del  concurso,  según  esta  última  constitución, 
es  la  siguiente:  1.^  Convocatoria  pública  por  edictos,  fiján- 
dose en  ella  el  término  dentro  del  cual  se  presentarán  las 
solicitudes  por  los  que  aspiren  á  tomar  parte  en  dicho  con- 
curso, y  los  documentos  relativos  á  sus  méritos  y  servicios, 
que  se  dirigirán  al  secretario  ó  persona  que  se  designe.  2.^ 
Transcurrido  el  término  señalado  en  la  convocatoria  y  lle- 
gado el  día  en  que  deben  empezar  los  ejercicios,  el  secreta- 
rio del  concurso  hará  un  extracto  fiel  y  exacto  de  los  mé- 
ritos, servicios  y  demás  circunstancias  de  cada  imo  de  los 
opositores,  y  entregará  un  ejemplar  al  Obispo  ó  su  vicario 
y  otro  á  cada  uno  de  los  examinadores  sinodales.  3.^  Los 
ejercicios  deben  hacerse  con  arreglo  á  lo  prescrito  por 
Clemente  XI.  4.^  Los  examinadores  procederán  con  la  ma- 
yor escrupulosidad  en  el  cumplimiento  de  su  cargo,  ya  en 
cuanto  á  la  ciencia  y  elegancia  en  el  decir  de  cada  uno  de 
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lo8  opositores,  ya  respecto  á  su  vida  y  costumbres,  negando 
la  aprobación  á  los  inhábiles  y  proponiendo  al  Obispo  los 
idóneos.  5.^  El  Obispo  ó  su  vicario  general  y  los  examina* 
dores  sinodales  entregarán  al  secretario  del  concurso^  des- 
pués de  terminadas  las  oposiciones,  la  nota  ó  extracto  que 
les  entregó  al  empezar  los  ejercicios,  cuyos  documentos 
•quemará  ó  conservará  en  las^ictas,  sin  que  pueda  enseñarlos 
á  nadie,  á  nó  mediar  mandato  del  Obispo  ó  su  vicario.  6.^ 
El  Ordinario  nombrará  al  más  digno  entre  los  aprobados, 
sin  que  obste  para  ponerle  en  posesión  el  recurso  de  apela- 
ción ó  inhibición  interpuesto  por  cualquiera  persona. 

En  cuanto  al  recurso  de  apelación,  dispuso  asimisúio, 
con  objeto  de  evitar  los  inconvenientes  ya  manifestados: 
1.^  Que  no  se  admitiesen  nuevos  documentos  al  apelante. 
2.^  Que  el  expediente  se  remitiera  original  al  juez  de  apela- 
ción, ó,  por  lo  menos,  un  auténtico  testimonio  de  las  ^ctas, 
sacado  y  firmado  por  el  secretario  del  concurso  y  otro  no- 
tario designado  por  el  Prelado  ó  vicario  general  en  su  caso, 
•como  también  por  los  examinadores  sinodales.  3.^  Que  si  el 
Obispo  tuviese  algunas  causas  secretas  que  pudieran  influir 
en  el  fallo,  las  manifestase  al  superior  bajo  la  fe  de  inviola- 
ble secreto.  Y  4.®  Que  en  habiendo  dos  sentencias  confor- 
mes no  se  admitiese  otra  apelación. 

m 

Admitido  en  España  el  Santo  Concilio  de  Trento,  se  adop- 
tó también  el  método  del  concurso  ú  oposición;  pero  en  vez 
de  convocar  para  cada  vacante,  se  hace  cuando  existe  un 
número  considerable  de  parroquias  que  proveer. 

El  método  que  se  observa  en  el  Arzobispado  de  Toledo 
para  los  concursos,  se  ajusta  en  lo  esencial  al  espíritu  del 
señalado  por  Benedicto  XIV,  con  la  circunstancia  de  estar 
previsto  todo  de  tal  modo,  que  no  puede  menos  de  resultar 
una  elección  acertada.  En  primer  lugar  se  fijan  los  edictos 
públicos  de  convocatoria  para  concurso  firmados  por  el  Pre- 
lado y  sellados  con  sus  armas,  dándose  en  ellos  el  término 
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de  treinta  días  sin  contar  el  de  la  fecha.  Durante  dicho  tér- 
mino firman  la  oposición  los  aspirantes  por  si  mismos  ó  por 
procurador  con  poder  bastante.  En  segundo  lugar,  el  secre- 
tario del  concurso  fija,  después  de  transcurrido  dicho  tér- 
mino, segundo  edicto,  llamado  de  comparecencia,  con  tér- 
mino  de  ocho  días,  á  fin  de  que  todos  los  opositores  compa- 
rezcan personalmente  dentro  de  aquéllos  ante  él  para  exhi- 
bir sus  títulos,,  grados  y  demás  documentos  que  acrediten 
su  mérito;  y  si  fuesen  Curas,  sus  servicios  y  antigüedad  en 
el  ministerio  y  curatos  que  han  obtenido.  Es  cargo  del  se- 
cretario del  concurso  poner  con  toda  claridad  la  partida  y 
asiénjto  de  cada  uno  de  los  opositores.  En  esos  asientos  se 
escribe  du  nombre  y  apellido,  su  patria,  diócesis,  edad,  es- 
tudios, años  de  carrera  y  en  qué  Universidad  6  Seminario 
la  siguieron,  nombres  de  los  maestros,  á  lo  menos  dos  de 
facultad  mayor,  y  si  tienen  grados  mayores  ú  oposiciones 
hechas.  A  ios  Curas  se  les  pregunta  también  qué  curatos 
han  obtenido,  y  por  cuántos  años,  haciéndolo  constar  por 
los  mismos  títulos;  categoría  del  curato  que  al  presente  go- 
zan; cuánto  importa  su  renta  cada  año  por  un  quinquenio,  y 
en  qué  partido  del  Arzobispado.  El  opositor  nuevo  tiene  que 
presentar:  primero,  partida  de  bautismo;  segundo,  letras 
comendaticias  de  su  Prelado,  si  fuere  de  otra  diócesis;  ter- 
cero, títulos  de  orden  eclesiástico,  bastando  haber  recibido 
la  primera  tonsura.  Sin  estos  documentos  no  puede  admi- 
tirse á  ninguno,  á  no  mediar  habilitación  del  Prelado.  El 
Cura  párroco  ha  de  hacer  constar,  por  el  testimonio  de  su 
posesión,  haber  residido  en  el  curato  tres  años  continuos  a! 
menos,  sin  cuyo  requisito  no  se  le  admite. 

Es  de  advertir  también,  que  los  puntos  pafa  la  oposición 
se  dan  por  el  catecismo  de  San  Pío  V  á  los  teólogos,  y  por 
las  Decretales  á  los  canonistas;  y  sobre  el  que  se  haya  ele- 
gido, debe  hacerse  la  lección  de  media  hora  en  las  veinti- 
cuatro que  se  le  conceden  al  efecto.  Le  arguyen  dos  coopo- 
sitores por  espació' de  un  cuarto  de  hora  cada 'uno,  pues 
todos  ellos  se  dividen  en  bjncas^  ternas  ó  cuatrincas.  Cada 
ejercicio  se  censura  separadamente,  y  la  censura  y  gradúa- 
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<5i6n  superior  es. el  número  7.  Los  ejercicios  de  cada  oposi- 
tor son  cinco:  lección  y  defensa,  argumento  primero,  argu- 
mento segundo,  y  examen  de  moral  por  espacio  de  media 
hora.  De  modo  que  la  censura  mayor  que  puede  obtenerse 
«s  la  del  núm.  35. 

Luego  de  terminados  los  ejercicios,  se  reúnen  los  exa- 
minadores sinodales  en  casa  del  presidente  del  concurso 
con  el  secretario,  y  allí  se  cotejan  todas  las  listas  de  censu- 
ra, reformándose  cualquiera  diferencia  6  equivocación  á 
pluralidad  de  votos.  El  secretario  pasa  después  de  hecho  el 
ootejo  á  colocar  los  opositores,  empezando  por  los  Curas,  en 
una  de  las  cinco  clases  en  que  se  dividen,  según  el  número 
de  puntos  que  han  obtenido.  Hecho  esto,  se  pone  una  nueva 
listai  que  firmada  por  el  presidente  y  por  todos  los  jueces, 
se  remite  al  Prelado.  Acto  seguido  el  secretario  del  concur- 
so fija  edicto  para  la  primera  provisión.  El  edicto  señala  el 
término  de  ocho  días,  y  dentro  de  ellos  cada  uno  de  los 
opositores  puede  firmar  los  curatos  que  le  acomoden,  ó  no 
firmar  ninguno.  Remitido  también  este  pliego  al  Prelado,  y 
oído  el  Consejo  de  la  Gobernación  sobre  la  vida  y  costum- 
hres  de  los  opositores,  propone  á  la  Corona  en  tema  para 
curato.  El  Rey  nombra  generalmente  á  los  propuestos  en 
primer  lugar  por  el  Prelado. 

Los  nombrados  tienen  obligación  de  sacar  de  la  Canci- 
llería del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  la  correspondiente 
<;édula,  y  con  ella  presentan  al  diocesano  una  solicitud  pi- 
diendo la  colación  é  institución  canónica.  El  Prelado  la  da 
-comúnmente  por  la  imposición  del  bonete,  y  además  el  nom- 
brado hace*  en  manos  del  Ordinario  la  protestación  de 
la  fe. 

El  tít.  XX,  libro  I  de  la  Nov.  Recop.  contiene  varias  le- 
yes relativas  á  la  provisión  de  beneficios  curados.  La  ley  1.*, 
que  es  de  D.  Carlos  y  Doña  Juana,  encarga  á  los  Prelados 
•que  provean  dichos  beneficios  en  personas  de  letras  y  de 
buena  vida  y  costumbres.  La  ley  2.*,  del  Sr.  D.  Per^an- 
do  VI,  dispone  que  se  confieran  por  oposición  y  concurso, 
XLO  sólo  cuando  vaquen  en  los  meses  ordinarios,  sino  tam- 


bien  cuando  esto  teng 
servas,  aunque  la  pi 
La  ley  5.*,  que  es  del 
Ordinarios  coladores 
sen  el  día  y  mes  de  li 
mo  poseedor,  su  rent 
loB  edíotos  para  el  ooi 
toree  y  sus  nombres, 
los  tres  que  vayan  en 
exprese  asimismo  su 
dios  y  méritos,  y  si  h 
más  cualidades  y  re 
propio  Monarca,  rece 
curen  establecer  en  I 
las  oposiciones,  ezán 
todo  de  ascensos  que 
ledo » 

A  pesar  de  los  def 
es  lo  cierto  que  la  íoi 
no  se  observó  ni  obst 

de  modo  que  dichas  disposiciones  recopiladas  sólo  obligan 
en  aquello  que  estén  de  acuerdo  con  el  Concordato  de  1851 
y  otras  disposiciones  caaónicas  no  derogadas  por  éste. 

Para  concluir,  el  concurso  puede  ser  perentorio  6  dilato- 
rio, cerrado  y  abierto,  pídilico  y  privado.  Es  perentorio  cuan- 
do se  hace  dentro  de  diez  días,  y  dilatorio  cuando  se  pro- 
rroga. Es  cerrado  cuando  únicamente  se  llama  á  los  de  la 
diócesis,  y  abierto  cuando  se  convoca  á  todos  los  que  quie- 
ran venir,  ya  sean  de  la  diócesis  ó  ao.  Por  último,  es  públi- 
co 6  privado,  según  la  forma  de  los  ejercicios. 

En  la  práctica  se  fijan  edictos,  se  nombran  examinado- 
res sinodales  y  se  forma  expediente  de  méritos  y  servioios- 
El  edicto  contiene  la  convocatoria,  los  beneficios  vacantes, 
el  término  para  presentar  solicitudes  y  condiciones  para  el 
«samen. 
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IV 

Dispone  el  Santo  Concilio  de  Trento  que  si  la  parroquia 
fuere  de  derecho  de  patronato  eclesiástico,  pero  que  perte- 
nezca su  institución  al  Obispo  y  no  á  otro,  tenga  el  patro- 
no obligación  de  presentarle  la  persona  que  juzgare  más 
digna  entre  las  aprobadas  por  los  examinadores,  para  que 
el  Obispo  le  confiera  el  beneficio.  Mas  cuando  haya  de  ha- 
cer la  colación  otro  que  no  sea  el  Obispo,  en  este  caso,  di- 
ce, elija  el  Obispo  solo  de  entre  los  dignos  el  más  digno,  el 
cual  será  presentado  por  el  patrono  á  la  persona  que  deba 
hacer  la  institución.  Si  fuese  el  beneficio  de  derecho  de  pa- 
tronato de  legos,  entonces  debe  examinarse  la  persona  pre- 
sentada por  el  patrono  por  los  examinadores  deputados,  y 
no  ha  de  admitirse  si  no  le  hallaren  idóneo  (1). 

Pero  esta  disciplina  ha  sufrido  alguna  modificación  por 
el  art.  26  del  Concordato  del  año  1851.  En  dicho  artículo, 
después  de  convenirse  que  todos  los  curatos,  sin  diferencia 
de  pueblos,  de  clases,  ni  del  tiempo  en  que  vaquen,  se  pro- 
vean en  concurso  abierto,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el 
Santo  Concilio  de  Trento,  formando  los  Ordinarios  temas 
de  los  opositores  aprobados  y  dirigiéndolas  á  S.  M.  para  que 
nombre  entre  los  propuestos,  se  establece  lo  siguiente:  «Los 
curatos  de  patronato  eclesiástico  se  proveerán  nombrando 
el  patrono  entre  los  de  la  tema  que  del  modo  ya  dicho  for- 
man los  Prelados,  y  los  de  patronato  laical,  nombrando  el 
patrono  entre  aquellos  que  acrediten  haber  sido  aprobados 
en  concurso  abierto  en  la  diócesis  respectiva,  señalándose  á 
los  que  no  se  hallen  en  este  caso  el  término  de  cuatro  me- 
ses, para  que  hagan  constar  haber  sido  aprobados  sus  ejer- 
cicios hechos  en  la  forma  indicada,  salvo  siempre  el  dere- 
cho del  Ordinario  de  examinar  al  presentado  por  el  patro- 
no, si  lo  estima  conveniente». 

También  se  dispone  en  dicho  articulo  que  los  coadjuto- 
res de  las  parroquias  sean  nombrados  por  los  Ordinarios, 
previo  examen  sinodal. 


(1)    Cap.  XVra,  Sea.  XXIV. 


I  -    %T7; 


CAPÍTULO  XX.XV 


I.  Derecho  de  Patronato:  origen  del  nombre  patrono:  definición  de  se- 
mejante derecho:  su  fundamento  y  origen  histórico. — 11.  Discipli- 
na general  y  la  particular  de  España  sobre  este  derecho,  principal- 
mente en  la  época  de  los  visigodos  (cánones  XXXVIII  del  Conci- 
lio IV  de  Toledo  y  II  del  IX):  disposiciones  consignadas  ^n  las  le- 
yes de  Partidas  (tít.  XV  de  la  I.&:  verdadero  concepto  del  derecho 
de  Patronato  conforme  á  la  doctrina  canónica. — III.  Divisiones  del 
derecho  de  Patronato:  á  qué  especie  pertenece  en  caso  de  duda: 
cómo  se  transmite  el  hereditario:  de  cuántos  modos  es  el  familiar, 
diferencia  entre  el  activo  y  pasivo:  si  la  patrimonialidad  cesó  des- 
de el  Concordato  de  1861:  sentencia  del  Supremo  Tribunal  de  la 
Rota  de  la  Nunciatura  Apostólica,  pronunciada  en  autos  sobre  este 
asunto  (24  de  Julio  de  1879).— IV.  Modos  de  adquirir  el  derecho  de 
Patronato:  originarios  y  derivativos:  se  fija  la  disciplina  vigente 
acerca  de  cada  uno  de  los  que  se  comprenden  en  los  miembros  de 
esta  división:  si  adquiere  el  derecho  de  Patronato  el  usufructuario, 
el  arrendatario,  el  marido  por  los  bienes  dótales  de  su  mujer,  el 
poseedor  de  buena  fe  y  el  depositario  de  cosa  litigiosa  durante  el 
tiempo  del  litigio:  personas  incapaces  de  adquirirlo  ó  retenerlo. 
V.  Modos  de  probar  dicho  derecho:  diferencia  de  las  pruebas  cuan- 
do se  hacen  por  nobles  ó  por  personas  poderosas:  disciplina  del 
Concilio  de  Trento  acerca  de  este  punto. — VI.  Derechos  de  los  pa- 
tronos, sus  oficios  y  cargas:  derechos  honoríficos,  útiles  y  onero- 
sos.— VII.  Presentación:  origen  histórico  del  derecho  de  presentar, 
principalmente  en  España  (cánones  I  y  II  del  Toledano  IX):  tiem- 
po y  modo  de  hacer  la  presentación:  diferencias  entre  la  que  hace 
el  patrono  eclesiástico  y  el  laical:  presentación  por  muchos:  la  de 
un  Patronato  litigioso. — VIII.  De  la  institución  canónica. — IX.  Cau- 
sas por  las  que  se  pierde  el  derecho  de  patronato,  ya  por-  volun- 
tad, ya  por  hecho  ú  omisión  inculpable  ó  culpable. 


La  palabra  patrono  procede  del  derecho  romano,  según  el 
cual  se  daba  este  nombre  á  los  que  manumitían  sus  escla- 
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TOS.  También  se  concedió  á  los  grandes  capitanes  que  derra- 
maban su  sangre  por  la  patria,  y  últimamente  á  los  aboga- 
dos y  custodios.  En  la  Edad  Media  se  dio  igualmente  este 
^nombre  á  los  grandes  señores,  porque  ellos  debían  de  ser 
los  padres  y  defensores  de  sus  vasallos.  He  aqui  por  qué  San 
Raimundo  de  Peñafort  no  tuvo  inconveniente  en  llamar  así 
á  los  bienhechores  y  protectores  de  las  iglesias^  ¿T  cómo 
había  de  tenerle,  si  desde  la  más  remota  antigüedad  apare- 
cen vestigios  de  los  privilegios  anejos  al  Patronato?  En  efec- 
to, según  consta  de  las  epístolas  de  San  Paulino  de  Ñola,  á 
fines  del  siglo  iv  ó  á  principios  del  v,  se  inscribían  los  nom- 
bres y  elogios  de  los  fundadores  en  las  iglesias  edificadas 
por  ellos. 

Defínese  el  Patronato:  conjunto  de  derechos  honorificoSy 
útiles  y  onerosos  qt^e  corresponden  á  la  persona  católica  que^ 
con  consentimiento  del  Obispo^  Im  fundado,  construido  ó  dota- 
do alguna  iglesia  ó  erigido  en  ella  un  beneficio. 

La  gratitud  de  la  Iglesia  para  con  sus  bienhechores  es  el 
origen  y  fundamento  de  este  derecho,  ya  por  disciplina  ge- 
neral de  la  Iglesia,  ya  también  por  la  particular  de  España. 
Pero  no  se  entienda  por  esto  que  dichos  bienhechores  tenían 
por  esta  sola  consideración  derecho  de  ninguna  clase.  Los 
derechos  de  que  gozaron,  andando  el  tiempo,  fueron  una 
pura  gracia  de  la  Iglesia.  De  aquí  que  se  diga  que,  si  bien 
no  es  necesaria  una  ley  ó  privilegio  para  hacer  capaces  á  los 
legos  de  derechos  espirituales,  tales  como  el  de  sepultura  y 
percepción  de  Sacramentos,  sí  la  necesitaron  para  ostentar 
los  de  patrono,  porque  sin  esa  ley,  la  Iglesia  hubiera  conti- 
nuado en  su  primitiva  libertad.  Algunos,  sin  embargo,  en- 
tienden que  este  derecho  puede  considerarse  como  una  con- 
secuencia del  de  propiedad;  pero  semejante  opinión  es  equi- 
vocada y  errónea,  pues  no  puede  ostentarse  dicho  título 
sobre  cosas  espirituales  ó  anejas  á  lo  espiritual.  Se  trata 
únicamente,  como  hemos  manifestado,  de  una  obra  merit  )- 
ria  que  la  Iglesia  reconoce  y  acepta  como  tal,  viniendo,  en 
su  virtud,  á  contar  al  fundador  en  el  número  de  sus  prote  )- 
tores.  Así  hubieran  podido  continuar  las  cosas  constante- 
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mente,  pero  la  Iglesia  quiso  conceder  algunas  prerrogativas 
á  los  fundadores,  ya  para  recompensar  su  generosidad,  yn 
también  para  excitar  la  piedad  de  los  fieles  á  hacer  iguales 
fundaciones. 

Por  esto  las  diferentes  prerrogativas  que  constituyen  el 
derecho  de  Patronato,  ni  se  concedieron  de  una  vez,  ni  lo 
fueron  por  un  decreto  general  de  la  Iglesia;  todo  fué  obra 
del  tiempo  y  de  disposiciones  particulares.  Las  primeras 
distinciones  concedidas  á  los  patronos  consistieron  en  recitar 
sus  nombres  en  las  preces  públicas,  inscribirlos  en  las  dypti* 
cas  de  las  iglesias  que  habían  fundado,  y  hasta  dárselos  á  los 
mismos  templos;  de  aquí  los  nombres  de  Basílica  Gonstanti- 
na,  titulo  de  Dámaso^  Eudoxia,  etc. 

Por  lo  que  hace  al  derecho  de  presentación,  empezó  por 
una  concesión  especial  á  favor  de  un  Obispo,  que  fundó  un 
beneficio  en  ajena  diócesis  hacia  el  año  441  (1).  Este  prece- 
dente sirvió  para  extenderlo  luego  á  los  fundadores  legos; 
ello  os  que  en  el  Código  y  Novelas  de  Justiniano,  en  las  cua- 
les se  recopiló  en  gran  parte  la  disciplina  de  la  Iglesia,  ya 
se  consignó  como  doctrina  corriente  (2).  Pero  en  esta  época 
todavía  eran* derechos  personalísimos  del  fundador;  la  trans- 
misión á  sus  herederos  fué  posterior,  sin  que  la  Historia 
pueda  señalarnos  el  tiempo  preciso  en  que  se  introdujo  esa 
notable  alteración  en  la  disciplina.  Se  cree,  sin  embargo, 
que  cuando  los  feudos  llegaron  á  ser  hereditarios,  los  ora- 
torios fundados  en  los  campos  para  uso  de  las  familias  pa- 
saron también  á  los  herederos,  y  con  ellos  el  derecho  de 
nombrar  los  clérigos  como  sus  antecesores. 

n 

Ya  sabemos  que  la  gratitud  de  la  Iglesia  para  con  sus 
bienhechores  es  el  verdadero  fundamento  del  derecho  de 
Patronato,  lo  mismo  por  disciplina  general  de  la  Iglesia  que 


(1)  Concilio  Araueicano,  can.  10. 

(2)  Nov.  123,  Cap.  XVIII,  Ley  XLVI,  Cód.  de  Episc.  et  deric. 


por  la  particular  de^España.  Pero  es  el  caso  que  en  los  si- 
glos medios  dieron  los  Reyes  muchas  iglesias  en  feudo  y  en- 
comienda á  los  legos,  y  éstos  cometieron  no  pocos  abusos 
en  medio  de  la  confusión  y  desorden  de  aquellos  tiempos. 
Como  prueba  de  esta  verdad,  pueden  citarse  las  disposicio- 
nes de  los  Concilios  ni  y  IV  de  Lelrán,  que  pusieron  reme- 
dio á  tantos  males V  fijaron  $  la  vez  los  derechos  de  lo%  pa- 
tronos. Mas  semejantes  disposiciones  no  bastaron  para  cortar 
el  mal  de  raíz,  y  por¡esta  razón  el  Santo  Concilio  de  Trento 
dijo:  «Así  como  es  injusto  quitar  los  derechos  legítimos  de 
los  Patronatos,  y  violar  las  piadosas  voluntades  que  tuvie- 
ron los  fieles  al  establecerlos;  del  mismo  modo  no  debe  per- 
mitirse con  este  pretexto  que  se  reduzcan  á  servidumbre  los 
beneficios  eclesiásticos,  como  con  imprudencia  los  reducen 
muchos»  (1).    " 

Respecto  á  los  primeros  vestigios  del  derecho  de  Patro- 
nato en  la  «iisciplina  española,  puede  decirse  que  se  encuen- 
tran en  el  Concilio  11  de  Braga,  cuyo  canon  VI  condena  el 
lucro  torpe,  que  algunos  se  proponían  construyendo  igle- 
sias. He  aquí  su  tenor:  «Estable 3ióse,  que  si  alguno  en  ade- 
lante edifica  una  Basílica,  no  por  ^la  devoción  de  fe,  sino 
por  codicia,  con  objeto  de  partir  entre  él  y  los  clérigos  las 
ofrendas  del  pueblo  por  causa  de  haber  construido  la  tal 
Basílica  en  tierra  propia,  como  se  dice  que  sucede  en  algu- 
nas partes;  ningún  Obispo  consienta  en  voto  tan  abomina- 
ble, ni  se  atreva  á  consagrar  una  Basílica  creada,  no  por  el 
patrocinio  deilos  santos,  sino  más  bien  bajo  condición  tri- 
butaria». 

Pero  los  ConcQios  Toledanos  nos  hablan  ya  de  una  ma- 
nera más  explícita  y  definida  de  semejante  derecho.  El  ca- 
non XXXIII  del  IV  dice:  «Tengan  también  entendido  los 
fundadores  de  Basílicas  que  no  tienen  potestad  alguna  en 
las  cosas  que  dan  á  las  mismas  iglesias,  pues  que  según  los 
estatutos  de  los  cánones  pertenecen  á  la  ordenación  del  Obis- 
po ^  lo  mismo  la  iglesia  que  su  dote».  Mas  el  canon  XXXVIII 


(1)    Cap.  IX,  de  Befarm,,  Ses.  XXV. 
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del  mismo  Sínodo  ordena  que  se  pasen  alimentos  á  los  fun- 
dadores de  las  iglesias  ó  á  sus  hijos,  si  quedan  reducidos  á 
,1a  pobreza;  pues  si  los  sacerdotes  deben  dar  consuelo  á  los 
indigentes,  mucho  más  deben  hacerlo  con  quienes  tienen 
obligación  mutua  de  restitución.  El  canon  11  del  Concilio  IX 
fija  á  su  vez  los  derechoé  del  Patrono,  pues  decreta  lo  si- 
guiente: «Habiéndose  acostumbrado  muchas  veces  á  sacar 
por  medio  de  súplicas  y  en  cierto  modo  con  fuerza  lo  que  no 
se  debe,  ¿coa  cuánta  más  razón  debe  concederse  sin  obs- 
táculo lo  que  se  debe  por  rigor  de  derecho?  Y  porque  se  sa- 
be que  sucede  muchas  veces,  que  las  iglesias- parroquiales  ó 
los  sagrados  Moaasterioa,  por  insolencia  ó  incuria  de  algu- 
nos Obispos  caen  en  una  ruina  horrorosa,  de  modo  que  se 
origina  de  aquí  una  tristeza  grave  á  los  fundadores,  mayor 
que  el  gozo  que  habían  tenido  al  construirlos;  por  lo  tanto, 
decretamos  piadosamente,  que  mientras  vivan  los  fundado- 
res de  las  iglesias  se  les  permita  cuidar  de  ellas,  y  presen- 
tar á  los  Obispos,  para  que  sean  ordenados  en  estos  títulos, 
Rectores  idóneos.  Y  si  por  casualidad  no  fueren  aptos  los 
que  eligieren,  entonces  el  Obispo  local,  con  anuencia  de 
ellos,  ordenará  á  los  que  han  de  servir  en  los  sagrados  cul- 
tos. Mas  si  menospreciados  los  fundadores,  el  Obispo  pre- 
sumiese ordenar  para  el  ministerio  de  las  mencionadas 
iglesias,  tenga  entendido  que  su  ordenación  es  írrita;  y  para 
vergüenza  suya  serán  ordenados  otros  á  elección  de  los  fun- 
dadores en  lugar  de  los  que  él  había  puesto.» 

Las  leyes  del  tít.  XV,  Partida  1.*,  contienen  lo  dispuesto 
en  las  Decretales  acerca  de  esta  materia. 

Véase  con  cuánta  razón  decíamos  que  la  disciplina  par- 
ticular de  España,  sobre  el  Patronato,  era  la  misma  que  la 
general  de  la  Iglesia.  Para  probarlo,  basta  á  nuestro  inten- 
to reproducir  en  este  lugar  la  ley  1.%  de  las  quince  que 
comprende  el  mencionado  título:  €patrontis  en  latín,  tanto 
quiere  dezir  en  romance,  como  padre  de  carga,  ca  assi  como 
el  padre  del  ome,  es  encargado  de  fazienda  del  fijo,  en 
criarlo,  e  en  guardarlo,  e  en  buscalle  todo  el  bien  que  pu- 
diere; assi  el  que  fiziere  la  Eglesia,  es  tenudo  de  sof rir  la 
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carga  della,  ahondándola  de  todas  las  cosas  qne  fueren 
menester  quando  la  f aze,  e  amparándola  después  que  fuere 
fecha.  E  Patronadgo  es  derecho,  o  poder,  que  ganan  en  la 
Eglesia,  por  bienes  que  f  azen,  los  que  son  Patronos  della,  e 
este  derecho  gana  orne  por  tres  cosas.  La  una  por  el  suelo, 
que  da  a  la  Eglesia  en  que  la  fazen.  La  segunda  porque  la 
fazen.  La  tercera  por  heredamiento  que  le  da,  á  que  dizen 
dote,  onde  bivan  los  clérigos  que  la  sirvieren,  e  de  que  pue* 
dan  complir  las  otras  cosas,  segund  dize  en  el  titulo  que 
fabla.  De  como  deven  fazer  las  Eglesias.  Otrosi  pertenescen 
al  Patrón  tres  cosas  de  su  derecho,  por  razón  de  Patronad- 
go. La  una,  es  honra.  La  otra,  es  pro,  que  deve  aver  ende. 
La  tercera,  cuydado,  e  trabajo  que  deve  aver.  E  quando  la 
Eglesia  vacare,  deve  presentar,  clérigo  para  ella.  E^esto  se 
entiende,  si  non  fuere  Eglesia  catedral,  6  conventual,  ca  en 
estas  átales  el  Cabildo,  o  el  Convento,  ha  de  elegir  su  Per- 
lado, e  después  desto  hanle  de  presentar  la  elección  fecha 
al  Patrón,  que  le  plega,  e  le  otorgue.  Pero  si  el  Patrón, 
quando  quisiere  fazer  Eglesia  que  sea  CoUegiada,  que  quie- 
re tanto  dezir,  como  conventual,  dixere  quiere  este  dere- 
cho aver  en  ella,  que  pueda  el  eolo  elegir  el  Perlado,  o  con 
los  otros  clérigos,  que  y  fuessen  e  lo  ovieren  de  elegir;  si  el 
Papa  gelo  otorgare  bien  lo  puede  aver,  e  de  otra  guisa  non. 
E  esso  mismo  seria,  si  el  Papa  diesse  ende  privillejio,  que 
pudiesse  esto  fazer,  maguer  non  fuesse  Patrón.  Mas  si  cos- 
tumbre fuesse  que  el  Patrón  estoviesse  delante,  quando  la 
elección  f  iziessen  los  clérigos,  o  que  le  rogassen  que  vinies» 
se  y,  bien  puede  ser  y  maguer  non  lo  mandasse  el  Apostó- 
lico. Aun  honra  ha  en  otra  cosa,  que  quando  viniere  a  la 
Eglesia,  que  le  deven  poner  encima  de  la  Procession,  quan- 
do la  fizieren,  assi  como  Mayoral,  e  aya  en  la  Eglesia  logar 
mas  honrado  que  los  otros,  para  seer.» 

De  todo  lo  expuesto  se  deduce  fácilmente  cuál  es  el  ver- 
dadero concepto  del  derecho  de  patronato,  conforme  ^  la 
doctrina  canónica. 

El  patrono  es  el  abogado,  el  defensor  de  los  beneñcios 
sobre  los  cuales  ostenta  aquel  derecho.  Pero  no  por  esto  se 
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crea  que  adquiere  ninguna  jurisdioción  sobre  el  clérigo  que 
sirve  el  beneficio,  como  tampoco  mezclarse  eji  la  adminis- 
tración de  los  bienes.de  su  dotación;  y  si  lo  ejecuta  se  mira 
como  usurpador  de  los  bienes  de  la  Iglesia,  incurriendo  en 
la  sanción  de  los  sagrados  cánoneñ.  Todavía  se  fija  de  una 
manera  más  especial  el  concepto  de  losjpatronos  en  el  capi- 
tulo III  de  Be/orm.,  Ses.  XXIV,  y  cap.  IX  de  Be/orm.,  Se- 
sión XXV  del  Santo  Concilio  de  Trento  (1).  Por  esto  mu- 
chos limitan  sus  derechos  al  de  nominar  ó]  presentar  á  un 
clérigo  para  una  iglesia  ó  beneficio  vacante.  Pero  sus  ver- 
daderos derechos  se  comprenden  en  los  siguientes  versos: 

Patrono  debetur  honor,  onus^  uHlitasque^ 

Praesentet,  praesit^  defendat,  álcftur  egentis. 

* 

III 

El  patronato  se  divide  en  eclesiáatíco,  laical  y  mixto;  en 
real  y  personal ,  en  hereditario  y  familiar ^  y  en  activo  y  paw- 
vo.  Llámase  patronato  eclesiástico  el  que  va  unido  á  alguna 
iglesia,  dignidad,  oficio  eclesiástico  ó  corporación  monásti- 
ca; laical  el  que  corresponde  á  personas  legas  ó  corporacio- 
nes laicales.  Conviene,  sin  embargo,  fijarse  también  en  la 
clase  de  bienes  con  que  se  fundó;  si  lo  fué  con  bienes  ecle- 
siásticos, el  patronato  será  eclesiástico;  si  con  bienes  patri- 


(1)  Cap.  III  de  Reform.,  See.  XXIV:  tNo  presuman  loe  patronos 
entrometerse  en  materias  pertenecientes  á  la  administración  de  los 
Sacramentos,  ni  se  mezclen  en  la  visita  de  los  ornamentos  de  la  Igle- 
sia, ni  en  las  rentas  de  bienes  raíces  ó  fábrica,  sino  en  cuanto  esto  les 
competa,  según  el  establecimiento  y  fundación;  por  el  contrario,  los 
mismos  Obispos  han  de  ser  los  que  han  de  entender  en  ello,  cuidando 
de  que  las  rentas  de  las  fábricas  se  inviertan  en  usos  necesarios  y  úti- 
les á  la  Iglesia,  según  tuviesen  por  más  conveniente». 

Cap.  IX  de  Reform.,  Ses.  XXV:  tNo  se  entrometan  por  ninguna 
causa  ni  motivo  los  patronos  de  los  beneficios  de  cualquier  orden  ni 
dignidad,  aunque  sean  comunidades,  universidades,  colegios  de  cual- 
quiera especie  de  clérigos  ó  legos,  en  la  cobranza  de  los  frutos,  rentas, 
obvenciones  de  ningunos  beneficios,  aunque  sean  verdaderamente  por 
su  fundación  y  dotación  de  derecho  de  su  patronato,  sino  dejen  al  cura 
ó  al  beneficiado  la  distribución  de  ellos,  sin  que  obste  en  contrario 
costumbre  alguna». 
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moniales^  será  laical.  La  persona  del  fundador,  dice  muy 
oportunamente  Golmayo,  no  puede  servir  de  regla  para  co- 
nocer su  naturaleza,  porque  puede  ser  persona  eclesiástica  y 
fundar  un  patronato  laical  con  sus  bienes  familiares,  y  pue- 
de ser,  por  el  contrario,  un  lego  y  fundar  un  patronato  ecle- 
siástico con  bienes  eclesiásticos,  poseídos  en  encomienda  ó 
con  otro  título.  Es  de  advertir  que  cuando  el  patronato  laical 
se  cede  á  una  iglesia  ó  dignidad  eclesiástica,  se  convierte  en 
eclesiástico.  Patronato  mixto  es  el  que-participa  de  la  natu- 
raleza de  ambos,  gozando  de  lasisualidades  que  son  más  fa- 
vorables al  uno  y  al  otro;  se  funda,  por  ejemplo,  un  patro- 
nato mixto,  si  uno  concurre  á  la  fundación  con  bienes  ecle- 
siásticos y  otros  con  bienes  patrimoniales;  ó  si  siendo  uno 
solo  hace  la  fundación  con  diferentes  bienes;  ó  ya  cuando  se 
le  da  una  naturaleza  mixta  en  la  propia  escritura  de  funda- 
ción, como  sucedería  en  el  caso  de  que  se  dispusiera  que  la 
presentación  correspondiese  en  parte  á  una  dignidad  ecle- 
siástica y  en  parte  á  los  herederos. 

Guando  se  duda  si  tm  patronato  es  eclesiástico  ó  laical, 
se  presume  eclesiástico,  porque  es  lo  que  menos  se  opone  al 
derecho  comúá  y  á  la  libertad  de  la  Iglesia. 

Llámase  patronato  real  el  que  va  unido  á  alguna  cosa,  tí- 
tulo ó  derecho  y  pasa  siempre  al  que  es  poseedor  de  la  cosa. 
'Es  personal  el  que  corresponde  á  alguna  persona  sin  consi- 
deración á  cosa  alguna.  El  patronato  eclesiástico  es  siempre 
real,  porque  va  unido  á  alguna  dignidad  ú  oficio  eclesiásti- 
co. Mas  en  casó  de  duda  sobre  si  es  real  ó  personal,  se  pre- 
sume personal. 

El  psLtronaio  Jhereditario  es  el  que  pasará  los  herederos 
conforme  á  la  voluntad  del  poseedor,  y  familiar  al  que  úni- 
camente son  llamados  los  de  la  familia,  es  decir,  los  descen- 
dientes del  fundador.  Pero  como  quiera  que  también  pudie- 
ran llamarse  por  éste  á  sus  parientes  colaterales,  en  este 
caso  se  denomina  el  patronato  gentilicio. 

El  patronato /a/we7¿íír  se  subdivide  en  primogenialy  lineal, 
descendental  y  mixto. 

Es  primogenial  exk2ináo  únicamente  se  llama  al  primo- 


576 

génito  de  cierta  familia;  lineal,  cuando  lo  está  toda  una  lí- 
nea, concluida  la  cual  pasa  á  otra;  deacendental,  cuando  son 
Uamadbs  los  descendientes  del  fundador,  estén  ó  no  en  la 
familia,  y  mixto,  cuando  los  llamados  reúnen  las  dos  cuali- 
dades de  ser  herederos  é  individuos  de  la  familia. 

Debemos  hacer  notar  que  el  fundador  y  cualquier  patro- 
no pueden  convertir  el  Patronato  hereditario  en  familiar  6 
gentilicio,  porque  esto  puede  redundar  en  beneficio  de^la 
Iglesia;  pero  no  puede,  por  el  contrario,  conmutarlo  en  he- 
reditario siendo  familiar  ó  gentilicio. 

Finalmente,  el  patronato  puede  ser  (ictivo  y  pasivo.  El 
activo  es  el  que  hemos  definido  en  el  primer  párrafo,  y  el 
pasivo  consiste  en  el  derecho  de  ser  nombrado  para  una 
iglesia  6  beneficio.  Dicen  los  Sres.  Lafuente  y  Gómez  Sala- 
zar  que  si  existen  muchos  de  la  línea  6  líneas  designadas  en 
la  fundación,  adornados  de  laa  cualidades  prescritas,  es  ne- 
cesario el  nombramiento  del  patrono  activo;  lo  cual  no  su- 
cede en  el  caso  de  existir  solamente  uno  con  las  circunstan- 
cias necesarias  al  efecto,  porque  entonces  éste  tiene  derecho 
al  beneficio,  sin  necesidad  de  ser  propuesto  por  el  patrono 
activo,  aun  dado  caso  que  lo  haya. 

¿Y  cuáles  son  esas  circunstancias  para  tener  derecho  á 
ser  presentado  por  el  patrono  activo?  Las  circunstancias  á 
que  se  refieren  dichos  expositores,  además  de  las  se  inaladas 
en  la  fundación,  pueden  resumirse  en  las  siguientes:  1.*^  De- 
be ser  clérigo  de  tonsura  por  lo  menos.  2.*  Ha  de  tener  la 
edad  prescrita  por  los  cánones  para  ejercer  el  ministerio  á 
que  esté  obligado  por  el  derecho  ó  la  fundación.  3.*  Debe 
hallarse  adornado  de  la  ciencia  ó  conocimientos  científicos  . 
prevenidos  por  el  derecho,  para  el  ministerio  propio  del  be- 
neficio. 

Para  concluir:  entre  el  patronato  activo  y  pasivo  existen 
notables  diferencias,  á  saber:  1.*  En  el  activo  hay  ventajas 
y  obligaciones;  en  el  pasivo  sólo  se  trata  de  la  utilidad  de 
los  llamados.  2.^  Que  el  activo  puede  tener  lugar  en  la  igle- 
sia y  en  el  beneficio,  y  el  pasivo  únicamente  en  el  beneficio. 
3.*  Que  del  activo  £on  capaces  las  mujeres  y  los  niños;  en  el 
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pasivo  se  necesita  capacidad  para  recibir  órdenes.  Y  4.*  Qué 
el  activó  disminuye  la  libertad  de  la  Iglesia,  y  el  pasivo  la 
del  patrono. 

El  patronato  pasivo  puede  ser  familiar  6  patrimonial. 
En  el  primer  caso  tiene  derecho  á  ser  nombrado  el  que  per- 
'  tenece  á  una  familia,  bien  en  línea  recta  ó  transversal,  se- 
gún lo  dispuesto  por  el  fundador.  En  el  patrimonial  tienen 
derecho  á  ser  nombrados  los  naturales  (\e  una  diócesis  ó  de 
determinada  localidad  para  los  beneficios  de  la  misma,  con 
exclusión  de  los  extraños. 

Este  derecho,  dicen  muchos  canonistas,  no  existe  ya 
entre  nosotros  respecto  á  los  beneficios  curados,  porque  el 
art.  26  del  Concordato  de  1851  dice  terminantemente:  que 
«todos  los  curatos,  sin  diferencia  de  pueblos,  de  clases  ni 
del  tiempo  en  que  vaquen,  se  proveerán  en  concurso  abier- 
to, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Santo  Concilio  de  Tren- 

to Cesará,  por  consiguiente,  el  privilegio  áñ  patrimoniali' 

dad  y  la  exclusiva  ó  preferencia  que  en  algunas  partes  te- 
nían los  patrimoniales  para  la  obtención  de  curatos  y  otros 
beneficios.» 

Pero  esto  necesita  de  alguna  explicación  con  motivo  á 
una  sentencia  del  Supremo  Tribunal  de  la  Rota  de  la  Nun- 
ciatura Apostólica,  su  fecha  24  de  Julio  de  1879.  En  autos 
seguidos  eu  el  Provisorato  de  León  sobre  vacante  y  provi- 
sión del  beneficio  curado  de  la  Iglesia  parroquial  de  Barrio- 
suso,  en  los  que  se  mostró  único  opositor  D.  Pedro  Gutié- 
rrez, nominado  por  el  Concejo  de  vecinos  de  aquella  pobla- 
ción, se  resolvió  en  6  de  Diciembre  de  1878  que  dicho  bene- 
ficio había  de  proveerse  por  concurso  general,  toda  vez  que 
habiéndose  causado  la  vacante  con  posterioridad  á  la  publi- 
cación del  novísimo  Concordato,  debe  considerarse  en  todo 
su  vigor  en  el  caso  presente  el  art.  26  del  mismo.  Interpues- 
ta apelación  de  esta  sentencia  para  ante  el  Juez  Metropoli- 
tano de  Burgos,  se  confirmó  en  todas  sus  partes  por  otra 
de  8  de  Mayo  de  1879,  diciéndose  en  ella  expresamente: 
«Que  sólo  caben  dentro  del  Concordato  de  1851,  según  se 
ba  declarado  de  ima  manera  auténtica,  los  patronatos  laica- 
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les  pertenecientes  á  las  familias  particulares,  fundadoras 

ó  poseedoras  del  patronato »  Mas  el  Supremo  Tribunal 

de  la  Rota,  en  su  sentencia  ya  citada  de  24  de  Julio  de  1879, 
dijo:  «Considerando  que  la  patrimonialidad  6  Patronato 
de  los  vecinos  y  patrimoniales  de  Barriosuso  y  la  de  igual 
clase  de  otros  pueblos  no  fué  abolida  por  el  art.  26  del 
Concordato  de  1851;  porque  habiéndose  dispuesto  en  él, 
por  punto  general,  que  todos  los  curatos,  sin  diferencia 
de  pueblos,  se  proveyeran  en  concurso  abierto,  se  orde- 
nó en  su  consecuencia,  como  medio  seguro  y  adecuado 
para  conseguirlo  ó  más  bien  para  remover  los  obstáculos 
que  entonces  existían  de  hecho  ó  de  derecho  para  que  los 
concursos  fueran  abiertos,  «que  cesara  el  privilegio  de  pa- 
trimonialidad y  la  exclusiva  6  preferencia  que  en  algunas 
partes  tenían  los  patrimoniales  para  la  obtención  de  curatos 
y  otros  beneficios;»  con  lo  cucd  se  dio  á  entender  con  toda  cla- 
ridad que  se  derogaba  únicamente  la  patrimonialidad  que  ser^ 
vía  de  impedimento  para  que  los  concursos  f  iteran  abiertos,  que 
es  en  realidad  de  verdad  el  objeto  principal  y  directo  de  dicho 
articulo,  como  lo  evidencia  su  simple  lectura:  y  que  por  con- 
siguiente no  se  intentó,  ni  era  menester  para  conseguir  el 
indicado  propósito,  que  cesara  la  patrimonialidad  de  los 
naturales  de  los  pueblos  ó  parroquias  que,  como  es  'mani- 
fiesto, no  impide  que  los  concursos  generales  para  curatos 
sean  abiertos^  sino  la  que  tenían  los  naturales  de  los  anti- 
guos reinos  independientes  del  de  Castilla,  como  los  de  Va- 
lencia, Aragón,  Mallorca,  etc.,  la  cual,  en  efecto,  daba  oca- 
sión á  que  los  concursos  fueran  cerrados » 

«Considerando  además  que  habiendo  el  Concordato 
mandado  de  un  modo  taxativo  que  ^cesara  el  privilegio  de 
patrimonialidad^^ ,  no  es  posible,  sin  dar  una  interpretación 
ó  sentido  violento  á  su  texto,  extender  la  cesación  á  la  pa- 
trimonialidad que  no  tiene  origen  de  un  privilegio,  y  que 
es  indudable  que  tal  extensión  equivaldría  á  una  interpre- 
tación auténtica  que  sólo  al  legislador  compete  hacer  en  su 
caso,  y  nunca,  ni  por  ningún  motivo  á  los  Jueces;  porque 
como  es  notorio,  están  obligados  á  juzgar  aplicando  las  dia- 
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posiciones  legales  según  su  significación  obvia  y  literal,  es- 
pecialmente cuando  no  son  dudosas  ni  obscuras,  sino  bien 
•espaladinadas  6  manifiestas;  sin  que  les  sea  permitido,  á  tí- 
tulo de  penetrar  el  espíritu  de  la  ley,  interpretar  la  inten- 
ción y  propósitos  del  legislador  para  extenderla  á  más  casos 

•que  los  comprendidos  en  sus  términos »  Y  en  su  conse- 

-cuencia,  revocó  la  sentencia  definitiva  pronunciada  por  el 
Provisor  Juez  Metropolitano  de  Burgos;  declarando  en  su 
lugar,  que  el  Curato  de  Barriosuso  es  de  patronato  laical,  y 
ser  debido  y  perteneciente  en  cualquier  tiempo  y  forma  que 
vaque,  á  los  hijos  patrimoniales  de  dicho  lugar^  etc. 

Es  visto,  por  tanto,  que  la  citada  disposición  del  Concor- 
•dato  de  1851,  está  limitada,  en  sentir  de  dicho  Tribunal,  al 
privilegio  de  patrimonialidad  y  exclusiva;  pero  no  á  la  pa-' 
iximonialidad  de  los  naturales  de  los  pueblos  ó  parroquias 
que  no  traen  su  origen  de  un  mero  privilegio.  Esta  misma 
doctrina  se  confirmó  también  por  otra  sentencia  del  propio 
Tribunal  de  11  de  Julio  de  1882. 


IV 

Los  modos  de  adquirir  el  derecho  de  patronato  son  por 
lo  general  dos,  á  saber:  la  fundación  ó  dotación.  Esta  es 
también  la  doctrina  del  Santo  Concilio  de  Trento,  en  el  capí- 
tulo XII  de  Reform.y  Ses.  XIV;  «Ninguno  tampoco  de  cual- 
quiera dignidad  eclesiástica  ó  secular  que  sea,  pueda  ni  deba 
impetrar,  ni. obtener  por  ningún  motivo  el  derecho  de  pa-. 
tronato,  si  no  fundare  y  constituyere  de  nuevo  iglesia,  be- 
neficio ó  Capellanía,  ó  dotare  competentemente  de  sus  bie- 
nes patrimoniales  la  que  esté  ya  fundada,  pero  que  no  tenga 
dotación  suficiente.  En  el  caso  de  fundación  ó  dotación,  re- 
sérvese al  Obispo  y  no  á  otra  persona  inferior,  el  menciona- 
do nombramiento  de  patrono.» 

Sin  embargo,  hay  modos  originarios  y  modos  derivati- 
vos. Los  primeros  se  reducen  á  los  siguientes:  dotación^  edi- 
Jicación,  la  dación  de  fundo  ó  de  área  en  qíie  edificar ^  la  reedi- 
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ficacidn,  redotación  y  el  privilegio.  Los  derivativos  son:  la^ 
prescripción,  sucesión,  donación  y  contrato. 

En  cuanto  á  la  fundación;  se  ha  de  distinguir  si  es  de  igle- 
sia 6  beneficio. 

Si  es  fundación  de  iglesia  son  necesarias  tres  cosas:  la 
donación  de  un  fundo  en  el  que  se  edifique,  la  'construcción 
del  templo  y  la  dotación.  Si  no  se  hace  más  que  una  de  estas- 
cosas,  será  bienhechor,  pero  no  patrono;  y  lo  más  que  po- 
drá concedérsele  por  el  Obispo,  si  lo  pide  en  el*  acto  de  la 
donación,  es  algún  derecho  análogo  al  acto  que  ejecute, 
V.  gr.,  el  de  sepultura,  si  lo  permiten  las  leyes,  al  qqe  dio  el 
fundo,  poner  su  nombre  ó  sus  armas  el  que  edificó,  y  los- 
alimentos  al  que  dio  la  dote  si  llegase  á  pobreza.  También 
puede  concederse  el  de  asiento  preferente,  incienso,  etc.; 
pero  nunca  la  plenitud  de  los  derechos  de  patronato.  Mas  si 
para  las  tres  cosas  han  concurrido  tres  personas,  entonces 
las  tres  adquieren  el  derecho  de  patronato  como  si  fuesen 
un  solo  individuo. 

Pero  si  se  trata  de  la  fundación  de  un  beneficio  basta  el 
acto  del  fundador  de  destinar  los  bienes  que  sean  necesarios- 
para  el  sostenimiento  del  clérigo  que  haya  de  desempeñar 
cierto  oficio  en  la  iglesia. 

Los  verdaderos  fundadores  adquieren  el  derecho  de  pa- 
tronato ipsofacto,  esto  es,  sin  necesidad  de  reservárselo  ex- 
presamente en  las  tablas  de  la  fundación,  con  tal,  empero, 
que  haya  mediado  consentimiento  del  Obispo,  y  no  se  trate 
de  iglesia  catedral  ó  colegial;  porque  respecto  á  éstas  se  re- 
quiere expresa  reserva  de  dicho  derecho  y  concesión  espe- 
cial de  la  Silla  Apostólica. 

Respecto  á  la  reedificación  y  aumento  de  dote  de  iglesia 
ó  beneficio,  rigen  ya  otras  disposiciones.  En  primer  lugar,, 
se  requiere  para  obtener  por  este  título  el  derecho  de  pa- 
tronato, que  se  pacte  expresamente  con  la  legítima  autori- 
dad eclesiástica.  En  segundo  lugar,  que  la  reedificación  sea 
de  tal  naturaleza  que  sin  ella  no  pueda  subsistir  el  teinplo, 
y  que  falten  para  esto  los  medios  ordinarios  señalados  en  el 
derecho.  Finalmente,  que  el  culto  y  sus  ministros  puedan. 
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'Sostenerse  mediante  dicha  redotación.  Para  todo  esto  debe 
tenerse  por  norma,  según  el  Tridentino,  la  evidente  necesi^ 
dad  de  la  iglesia  6  del  beneficio  (1). 

Los  cánones  no  señalaban  la  cantidad  á  que  había  de  as-: 
•cender  la  redotación  para  adquirir  semejante  derecho,  y  por 
-este  motivo  se  cometieron  no  pocos  abusos  en  el  siglo  xv, 
^concediéndose  esta  prerrogativa  por  un  pequeño  aumento  de 
dote.  Estos  abusos  dieron  lugar  á  la  constitución  Cum  ab 
Apostólica  Sede  de  S.  S.  Inocencio  VIII,  por  la  cual  se  revo- 
<jaron  las  anteriores  concesiones,  al  menos  que  éstas  exce- 
diesen de  la  mitad  del  valor  de  la  dote  benef  icial.  Continua- 
ron, sin  embargo,  las  concesiones  de  patronato  por  peque- 
ñas dotaciones,  hasta  que  Adriano  VI  las  revocó  en  su 
constitución  Accepto,  conservando  solamente  las  que  reca- 
yesen sobre  iglesias  rescatadas  del  poder  de  los  infieles,  res- 
pecto de  los  beneficios  mayores  de  catedrales,  regulares  y 
conventuales;  disponiendo  en  cuanto  á  los  beneficios  meno- 
res que  el  aumento  de  dote  para  adquirir  ese  derecho  fuese 
la  mitad,  por  lo  menos,  de  la  que  hubiere  quedado. 

Por  último,  si  la  iglesia  ó  beneficio  que  se  reedifica  ó  re- 
dota  es  de  derecho  de  patronato,  debe  contarse  con  el  pa- 
trono, y  si  éste  no  satisface  la  necesidad  de  la  reedificación 
ó  aumento  de  dote,  puede  otorgarse  á  otro  el  hacerlo,  go- 
zando en  su  virtud  del  derecho  de  compatronato;  ó  sea  de 
alternar  con  el  patrono  antiguo  en  la  presentación  para  ob- 
tener el  beneficio. 

El  privilegio  es  también  otro  de  los  modos  originarios 
para  adquirir  el  derecho  de  patronato.  Pues  bien:  antes  del 
siglo  XV,  no  sólo  los  Romanos  Pontífices,  sino  también  los 
Obispos,  concedían  ese  derecho  por  dicho  título,  aun  por 
pequeños  aumentos  de  dotación.  Luego  se  dictaron  las  dis- 
posiciones de  que  antes  nos  hemos  ocupado,  y  últimamente 
«1  Santo  Concilio  de  Trento  abrogó  todas  las  facultades  y 
privilegios  concedidos,  tanto  en  fuerza  de  patronato,  co- 
mo de  cualquiera  otro  derecho,  para  nombrar,  elegir  y 


(1)    Cap.  IX,  de  Brform.,  Sea.  XXV. 
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presentar  á  los  beneficios  cuando  vacan,  exceptuando  soló- 
los patronatos  que  competen  sobre  iglesias  catedrales,  aaf 
como  los  que  pertenecen  al  Emperador  y  Reyes,  ó  a  los  que^ 
poseen  reinos,  y  otros  sublimes  y  supremos  Príncipes  que^ 
tienen  dereotio  de  imperio  en  sus  dominios,  y  los  que  estén, 
concedidos  á  favor  de  estudios  generales  (1). 

Los  Obispos  no  pueden,  por  tanto,  conceder  ya  semejan- 
tes gracias.  Sólo  puede  hacerlo  el  Sumo  Pontífice,  porque  el 
mismo  Santo  Concilio  declaró  que  todas  y  cada  una  de  las 
cosas  establecidas  en  dicha  Asamblea  sobre  la  reforma  de- 
costumbres y  disciplina  eclesiástica  están  decretadas  en  ta- 
les términos,  qiie  siempre  quede  salva  la  autoridad  de  la  Sede- 
Apostólica,  y  se  entienda  que  lo  queda  (2).  Sin  embargo,  na 
suelen  tampoco  conceder  gracias  de  esta  índole,  al  menos 
que  concurran  graves  causas  de  necesidad  ó  utilidad  de  la 
Iglesia. 

Entre  los  modos  derivativos  citamos  en  primer  término 
la  prescripción.  Consiste  ésta  en  adquirir  por  el  transcurso- 
del  tiempo  el  derecho  de  patronato;  y  es  de  advertir  que  la 
prescripción  no  sólo  se  da  contra  los  patronos,  sino  también 
contra  una  iglesia  libre.  En  el  primer  caso  son  necesarios 
cuarenta  años,  pero  en  el  segundo  se  requiere  la  posesión 
inmemorial,  puesto  que  se  trata  de  derogar  el  derecho  co- 
mún, según  el  cual  los  beneficios  son  de  la  libre  colación 
del  Obispo. 

Otro  de  los  modos  derivativos  lo  es  la  sucesión,  cuyo 
derecho  no  se  conoció  en  los  primeros  tiempos,  porque  era 
una  gracia  puramente  personal;  pero  ya  en  siglos  posterio- 
res se  hizo  perpetuo  en  casi  todas  las  provincias  cristianas, 
pasando  á  los  sucesores  del  fundador.  Conforme  á  esta  dis- 
ciplina, se  sucede  en  el  derecho  de  patronato  de  varios 
modos,  á  saber:  1.^  Si  el  patronato  es  laical  personal,  se 
transfiere  con  los  bienes  á  los  herederos  testamentarios  6 
legítimos;  y  como  es  indivisible,  pasa  á  todos  in  solidum^  es 


(1)  Cap.  IX,  de  Reform.,  Ses.  XXV. 

(2)  Cap.  XXI,  de  Beform.,  Ses.  XXV. 
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decir,  que  la  sucesión  se  verifica  in  stirpes  no  in  capitán  aun* 
que  las  partes  de  la  herencia  sean  desiguales.  2.°  Si  es  laical 
real  se  transmite  al  sujeto  á  quien  ha  pasado  la  finca,  dere- 
cho 6  título  á  que  va  anejo.  3.^  Si  es  eclesiástico  pasa  al  su- 
cesor en  la  dignidad,  oficio  6  cargo« 

También  so  transmite  por  donación;  pero  en  este  caso 
deben  obsenrarse  las  reglas  siguientes.  Si  es  patronato  ecle- 
siástico, ha  de  ser  con  las  solemnidades  prescritas  por  de- 
recho para  la  enajenación  dé  las  cosas  eclesiásticas.  Si  es 
laical  se  ha  de  distinguir  si  la  donación  es  á  la  Iglesia  ó  al*» 
gún  lugar  religioso,  ó  á  otro  lego;  si  lo  primero,  puede  ha- 
cerse sin  consentimiento  del  Obispo,  porque  el  hecho  redun- 
da en  beneficio  de  la  Iglesia;  mas  si  la  donación  es  á  otro 
lego,  es  necesario  aquel  consentimiento,  porque  no  es  indi- 
ferente para  la  Iglesia  el  tener  éste  ó  el  otro  patrono. 

Por  último,  se  transmite  mediante  contrato ,  incluyendo 
en  él  la  permuta  y  compraventa,  no  del  patronato  real,  sino 
de  la  cosa  á  la  cual  va  anejo.  Por  esto  la  permuta  ha  de  ser 
con  otra  cosa  espiritualizada,  y  la  venta  no  puede  limitarse 
al  derecho  de  patronato  separadamente,  sino  á  la  cosa  á  que 
va  adherido.  De  aquí  que  no  se  pueda  aumentar  el  precio, 
ni  aun  usar  de  fórmulas  que  aparezcan  indicar  la  enajena- 
ción de  un  derecho  espiritual. 

Dedúcese  de  esto  que  el  derecho  de  patronato  se  trans- 
fiere aun  con  el  dominio  útil  de  la  cosa  á  que  va  unido.  Por 
eso  pasa  al  usufructuario,  pues  éste  tiene  derecho  á  todo  lo 
que  provenga  con  ocasión  de  la  cosa  fructuaria.  Iguales  ra- 
zones militan  en  favor  del  marido,  durante  el  matrimonio, 
si  el  patronato  va  anejo  al  fundo  dotal;  como  también  res- 
pecto al  poseedor  de  buena  fe,  que  ha  sido  tenido  por  ver- 
dadero dueño.  No  se  encuentra  en  este  caso  el  arrendatario, 
porque  aunque  el  rescripto  Ex  literis  de  Alejandro  in  le 
concede  el  derecho  de  presentar,  por  razón  del  fundo  arren- 
dado ad  firmaiUf  este  arrendamiento,  según  los  intérpretes, 
no  es  el  ordinario,  sino  de  por  vida  ó  por  el  largo  tiempo  de 
cien  años.  Y  lo  mismo  puede  decirse  con  relación  al  depo- 
sitario de  cosa  litigiosa,  durante  el  tiempo  del  litigio.  Ta 
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nos  ocuparemos  más  detenidamente  de  esta  m£ 
hlar  del  patronato  litigioso. 

Mas  adviértese  que  hay  personas  incapaces  c 
retener  semejante  derecho.  Y  la  razón  es  bien ,( 
recho  de  patronato,  como  espiritual  ó  apejo  á  c 
tuales,  tiene  bu  fundamento  en  la  comunión 
nadie  que  esté  fuera  de  esta  comunión  puede  oi 

Por  esto  son  incapaces  de  él  los  judíos,  infi( 
jes,  y  excomulgadoa  con  excomunión  mfiyor,  si 
contumaces.  Sin  embargo,  existe  entre  unos  y 
guíente  diferencia:  los  judíos  é  infieles  no  pued 
lo;  los  herejes  y  excomulgados  contumaces,  ai 
no  pueden  conservarlo.  Si  el  excomulgado  no  e 
conserva  el  título;  pero  pierde  el  ejercicio  mien 
nezca  en  la  excomunión. 

Las  mujeres  y  los  nióos  son  personas  hábileí 
mujeres,  si  no  son  ilustres,  no  se  les  puede  dar 
los  honores  de  incienso,  asiento  de  distinción  ] 
eminencias. 

En  cuanto  á  los  monjes,  pueden  adquirirlo 
en  algunos  casos,  sin  que  sean  obstáculos  los  v 
ticos,  como  9i  se  les  concediese  por  privilegio, 
serrasen  al  hacer  la  profesión,  ó  si  siendo  fami 
licio,  y  muertos  los  agnados,  correspondiese  al 
arreglo  á  la  fundación;  porque  la  regla  de 
muerto  para  el  siglo  no  debe  llevarse  al  extren 
él  no  haya  ninguna  clase  de  derechos;  pues  con 
rardi,  todavía  tiene  los  derechos  de  ciudad,  y  < 
gunos  familiares. 


El  derecho  de  patronato  puede  probarse  poi 
de  los  siguientes  medios:  1."  Por  las  tablas  de  I 
ó  dotación,  y  en  caso  de  no  existir  los  originali 
nio  auténtico  de  los  mismos,  por  testigos  que 
legal  forma  estar  conformes  con  aquéllos  loí 
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presentados.  2.^  Por  deposiciones  de  testigos  que  se  refie- 
ran á  haber  visto  los  instrumentos  públicos,  ó  de  otro  modo 
den  testimonio  de  semejante  derecho.  3.^  Por  las  enunciati- 
vas expresadas  en  varios  documeptos  y  por  distintos  nota- 
rios, siempre  que  el  patrono  pruebe  además  que  ha  estado 
en  la  cuasi  posesión  de  este  derecho  por  espacio  de  cuaren* 
ta  añoS'.  4.**  Por  los  monumentos  antiguos,  como  inscripcio- 
nes en  piedra  ó  bronce,  armas  "ó  escudos  de  familia  coloca- 
dos en  el  altar,  columnas  6  paredes  de  iglesia  ó  capilla  don- 
de está  erigido  el  beneficio.  5.®  Por  las  presentaciones  he- 
chas durante  cien  años,  ó  por  tiempo  inmemorial,  con  tal 
que  se  hayan  llevado  á  efecto.  6.^  Por  las  letras  de  Su  San- 
tidad, despachos  del  Obispo  y  libros  de  visita  en  que  se  re- 
conozca expresamente  el  derecho  de  patronato,  ó  se  conce- 
dan alimentos  á  alguna  persona  en  concepto  de  patrono. 

Mas  si  se  trata  de  personas  nobles  ó  poderosas,  comuni- 
dades 6  universidades,  en  las  cuales  pueda  sospecharse 
usurpación,  entonces  se  requiere  una  prueba  más  fuerte; 
pues  además  de  todas  las  circunstancias  dichas,  inclusa  la 
de  posesión  inmemorial,  se  han  de  acompañar  escrituras 
auténticas  de  presentaciones  continuas  llevadas  á  cabo  por 
espacio  de  cincuenta  años,  al  menos.  Así  lo  dispone  termi- 
nantemente el  cap.  IX  de  Reform.y  Ses.  XXV  del  Santo 
Concilio  de  Trento;  pero  exceptúa  los  patronatos  que  com- 
peten sobre  iglesias  catedrales,  asi  como  los  que  pertenecen 
á  Emperadores,  Reyes  y  Príncipes,  que  tienen  derecho  de 
imperio  en  sus  dominios,  y  los  que  estén  concedidos  á  favor 
de  estudios  generales.  También  dispone  que  se  reputen  ob- 
tenidas por  subrepción  las  agregaciones  hechas  por  vía  de 
unión  de  beneficios  libres  con  iglesias  sujetas  á  derecho  de 
patronato,  aunque  sea  de  legos,  siendo  en  términos  que  los 
beneficios  libres  referidos  hayan  pasado  á  ser  de  la  misma 
naturaleza  de  los  otros  beneficios  á  quienes  se  unen,  y  que- 
den constituidos  bajo  el  derecho  de  patronato.  Igualmente 
previene  que  si  todavía  no  han  tenido  pleno  cumplimiento 
estas  agregaciones,  ó  en  adelante  se  hicieren  á  instancia  de 
cualquiera  persona  que  sea,  se  reputen  obtenidas  por  su- 
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brepoión,  asf  como  las  mismas  uniones,  aunque  se  hajan 
concedido  por  autoridad  apostólica.  Las  agregaciones,  em- 
pero, hechas  antes  de  cuarenta  años,  y  que  han  tenido  efec- 
to y  completa  incorporación,  revéanse,  no  obstante,  y  examí^ 
nense  por  los  Ordinarios,  como  delegados  de  la  Sede  Apostó-- 
lica;  declarándose  Irritas  las  que  se  hayan  obtenido  por  su- 
brepción ú  obrepción,  así  como  las  uniones.  Ordena,  por 
último,  que.  los  mismos  Ordinarios,  como  delegados,  exa- 
minen con  exactitud  todos  los  patronatos  que  haya  en  las 
iglesias  y  cualesquiera  otros  beneficios,  aunque  sean  digni- 
dades que  antes  fueron  libres,  adquiridos  después  de  cua- 
renta años,  ó  que  se  adquieran  en  adelante,  ya  sea  por  au- 
mento de  dotación,  ya  por  nuevo  establecimiento  ú  otra 
semejante  causa,  aun  con  autoridad  de  la  Sede  Apostólica; 
sin  que  les  impidan  en  esto  facultades  ó  privilegios  de  nin- 
guna  persona;  y  revoquen  enteramente  los  que  no  hallaren 
legítimamente  establecidos  por  muy  evidente  necesidad  de 
la  Iglesia,  del  beneficio  ó  de  la  dignidad;  y  restablezcan  di- 
chos beneficios  á  su  antiguo  estado  de  libertad,  sin  perjui- 
cio de  los  poseedores,  restituyendo  á  los  patronos  lo  que 
habían  dado  por  esta  causa. 


VI 

Ya  sabemos  que  á  los  patronos,  en  su  calidad  de  aboga- 
dos y  protectores  de  la  Iglesia,  se  les  otorgan  ciertas  pre- 
rrogativas y  privilegios^  Esto  mismo  hace  que  tengan  sus 
oficios  y  sus  cargas.  Los  patronos  tienen  el  insigne  derecha 
de  presentar  á  los  clérigos  que  hayan  de  ser  instituidos  en 
el  beneficio  patronado.  Además  pueden  inquirir  privada- 
mente si  los  beneficiados  cumplen  con  las  cargas,  si  se  ad- 
ministran bien  los  bienes  y  otras  cosas  semejantes,  y  si  no- 
tasen algún  abuso,  deben  ponerlo  en  conocimiento  del  su- 
perior, pidiendo  que  ponga  el  oportuno  remedio.  Gomo  car- 
ga especial  tiene  la  de  reparar  la  iglesia  siempre  que  sea  ne- 
cesario. 

Conviene,  empero,  advertir  que  no  debe  confundirse  el 
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derecho  de  Patronato  con  el  que  llaman  de  Abogacía,  aun- 
que,  al  parecer,  ae  le  asemeja  bastante.  En  la  Edad  Media 
acostumbraron  varias  iglesias  nombrar  para  sí  á  ciertos 
abogados,  bajo  cuya  protección  quedasen  seguras.  A  veces, 
dice  Berardi,  se  concedía  este  género  de  abogacía  á  algunas 
personas,  de  suerte  que,  verificado  su  fallecimiento,  pudie- 
se la  Iglesia  señalar  para  sí  otro  abogado;  á  veces  se  otor- 
gaba á  cierta  familia,  de  manera  que  de  padres  pasase  á  hi* 
jos  y  nietos;  á  veces  se  concedía  como  un  derecho  heredita- 
rio, al  cual  eran  admitidos  todos  los  herederos.  Los  emolu- 
mentos pertenecientes  á  estos  abogados  se  reducían  á  cier- 
tos censos,  como  también  á  víveres,  alimentos  y  otros  arbi- 
trios semejantes. 

Sentadas  estas  diferencias^  pasemos  á  indicar  los  dere- 
chos honoríficos,  útiles  y  onerosos  del  patrono. 

Derechos  honoríficos, — El  patrono  lego  puede  poner  su 
nombre  en  la  iglesia,  y  en  su  defecto,  pintar  ó  esculpir  en  las 
paredes  sus  armas  personales  ó  de  familia;  y  decimos  el  pa- 
trono lego,  porque  el  eclesiástico  no  puede  hacerlo,  para 
evitar  que  se  crea  que  el  patronato  es  hereditario  ó  fami- 
liar. También  goza  la  prerrogativa  de  que  su  nombre  se  re^ 
cite  entre  las  preces  públicas,  rogando  especialmente  por  él. 
Asimismo  le  corresponde  el  honor  de  incienso,  de  agua  ben- 
dita, de  candela  y  pan  bendito,  asiento  de  distinción,  y,  por 
último,  el  derecho  de  sepultura  cuando  el  fundador  la  ha 
señalado  expresamente,  y  no  se  opone  á  ello  ta  ley  civiL 

Derechos  útiles. — ^Otro  de  los  derechos  del  patrono  es  el 
de  alimentos,  si  llega  á  pobreza,  y  esto  aunque  en  la  funda- 
ción se  hubiese  reservado  alguna  pensión  con  consentimien- 
to del  Obispo.  Los  alimentos  se  señalan  por  el  Prelado,  se- 
gún su  prudente  juicio,  pero  debe  tener  en  cuenta  la  condi- 
ción del  patrono  y  los  bienes  de  la  iglesia  ó  del  beneficiado. 
Cuando  llega  el  caso  de  tener  el  patrono  que  hacer  uso  de 
este  derecho,  ha  de  probar  tres  cosas,  á  saber:  1.^  Que  es 
pobre.  2.*  Que  no  ha  venido  á  tal  estado  P9r  culpa  suya.  Y 
3.*^  Que  la  iglesia  ó  beneficiado  tiene  algún  sobrante  des- 
pués de  atender  á  sus  necesidades.  Es  de  advertir  que  el  de- 
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recho  á  los  alimentoá  no  tiene  lugar  cuando  el  patronato  lo 
ejerce  alguna  Universidad  6  corporación,  porque  la  Iglesia, 
en  tal  caso,  no  podía  atender  á  la  pobreza  de  todos  sus  indi-* 
viduos.  Esto,  no  obstante,  sería  recomendable  que  por  equi- 
dad contribuyese,  á  sostener  sus  cargas  con  alguna  presta- 
ción señalada  por  el  Obispp. 

Se  promueve  la  cuestión  de  si^  cedido  el  ¡derecho  de  pa- 
tronato, puede  el  patrono  conservar  el  de  alimentos.  Unos 
sostienen  la  afirmativa,  por  ser  este  derecho  personalísimo; 
otros  están  por  la  negativa,  puesto  que,  según  ellos,  cedido 
lo  principal,  se. supone  cedido  todo  lo  que-  va  anejo.  Hay 
quien  dice,  en  fin,  que  el  patrono  cedente  puede  pedir  los 
alimentos  al  cesionario,  no  á  la  iglesia  6  beneficiado,  y  que 
si  el  patrono  donatario  se  los  niega,  puede  aquél  revocar  la 
donación  por  ingratitud.  Golmayo  se  decide  por  otra  distinta 
opinión,  que  por  cierto  nos  parece  muy  acertada,  y  es  la  si- 
guiente: «Si  el  patronato  se  ha  cedido  á  la  iglesia  y  ésta  ha 
quedado  libre,  teniendo  antes  obligación  de  dar  alimentos, 
,mucho  más  la  tendrá  después  de  la  nueva  generosidad  del 
patrono.  Si  la  cesión  ha  sido  á  un  extraño,  como  que  el  pa- 
tronato es  indivisible,  todos  los  derechos  pasarán  al  nuevo 
patrono:  de  lo  contrario,  la  iglesia  tendría  que  dar  alimentos 
á  éste  como  tal  patrono,  y  al  antiguo  por  suponerse  que  se 
los  había  reservado  al  tiempo  de  la  cesión.»    ^ 

Derechos  onerosos. — Se  consideran  tales  las  obligaciones 
del  patrono  con  relación  al  culto  y  sus  ministros;  tiene  ade- 
más que  reparar  la  iglesia  cuando  sea  preciso,  y  caso  de 
destrucción,  reedificarla.  Si  se  trata  de  un  beneficio,  debe 
aumentar  la  dotación  cuando  sus  rentas  no  sean  suficientes 
para  la  congrua  sustentación  del  beneficiado. 

vn 

Se  entiende  por  presentación  él  nombramiento  que  hace  el 
patrono  de  un  sujeto  para  el  beneficio  vacante.  Si  este  sujeto 
es  idóneo,  no  puede  menos  el  Obispo  de  conferirle  el  bene- 
ficio. La  presentación  ha  de  hacerse  por  escrito  y  en  docu- 
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mentó  fidedigno,  poniéndola  en  manos  del  Obispo;  de  lo 
contrario  no  se  entiende  verificada,  porque,  según  la  frase 
vulgar,  es  necesario  pulsare  áurea  Ordinarii. ' 

En  cuanto  al  origen  de  semejante  derecho,  ya  sabemos 
que  procede  del  siglo  v,  pues  empezó  ppr  un  caso  especial 
en  favor  de  un  Obispo  que  fundó  un  beneficio  en  ajena  dió- 
cesis, extendiéndose  luego  á  los  fundadores  legos.  Hay  que 
notar,  sin  embargo,  que  cuando  la  colación  de  beneficios 
estuvo  unida  á  la  ordenación,  la  presentación  de  parte  del 
patrono  no  era  para  el  beneficio,  sino  para  los  órdenes. 

Por  lo  que  hace  relación  á  España,  tenemos  el  Conci- 
lio IX  de  Toledo,  celebrado  el  año  de  655,  en  el  cual  se  con- 
signa ya  este  derecho  del  patrono.  Tanto  en  su  canon  I  como 
en  el  n,  se  trata  de  la  materia.  Dice  el  canon  I:  «Determina- 
mos que  sea  lícito  á  los  hijos  dignos,  nietos  y  parientes  más 
honestos  de  aquel  que  construyó  y  dotó  una  iglesia  cuidar 
de  ella,  de  modo  que  si  viere  que  el  sacerdote  ó  ministro  la 
defrauda  en  algo,  los  reprenda  honestamente,  ó  lo  denun- 
cie al  Obispo  ó  al  juez  para  que  lo  corrija;  y  si  el  Obispo 
fuese  el  que  intenta  hacer  esto,  procure  dar  parte  al  Metro- 
politano, y  si  fuere  éste  el  usurpador^  entonces  no  dilate 
manifestárselo  al  Rey.  A  los  herederos  no  les  sea  lícito  tener 
potestad  en  las  referidas  cosas  como  si  fueran  suyas,  ni  em- 
plear rapiña  ó  fraude  ni  ninguna  violencia,  sino  cuidar  de 
ellas  saludablemente  para  que  no  reciban  ningún  daño.  Y  si 
algimo  temerariamente  quisiese  contravenir  á  estas  amones- 
taciones, restituirá  con  oprobio  lo  robado  y  quedará  exco- 
mulgado por  un  año».  El  canon  11  se  expresa  en  estos  tér- 
minos: «Habiéndose  acostumbrado  muchas  veces  á  sacar  por 
medio  de  súplicas,  y  en  cierto  modo  con  fuerza  lo  que  no  se 
debe,  ¿con  cuánta  más  razón  debe  concederse  sin  obstáculo 
lo  que  se  debe  por  rigor  de  derecho?  Y  porque  se  sabe  que 
sucede  muchas  veces  que  las  iglesias  parroquiales  ó  los  sa- 
grados monasterios,  por  insolencia  ó  incuria  de  algunos 
Obispos,  caen  en  una  ruina  horrorosa,  de  modo  que  se  ori- 
gina de  aquí  una  tristeza  grave  á  los  fundadores,  mayor 
que  el  gozo  que  habían  tenido  al  construirlos;  por  lo  tanto^ 
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decretamos  piadosamente  que  mientras  vivan  los-  fundadores 
de  las  iglesias f  se  les  permita  cuidar  de  ellas  y  presentar  á  los 
Obispos,  para  que  sean  ordenados  en  estos  Ututos  rectores  idó^ 
neos.  T  si  por  casualidad  no  fueren  aptos  los  que  eligieren, 
entonces  el  Obispo  local,  con  anuencia  de  ellos,  ordenará  á 
los  que  han  de  servir  en  los  sagrados  cultos.  Mas  si  menos- 
preciados los  fundadores,  el  Obispo  presumiese  ordenar 
para  el  ministerio  de  las  mencionadas  iglesias,  tenga  enten- 
dido que  su  ordenación  es  írrita,  y  para  vergüenza  suya  se- 
rán ordenados  otros  á  elección  de  los  fundadores,  en  lugar 
de  los  que  él  había  puesto». 

En  este  canon  está  muy  expreso  el  derecho  de  presenta- 
ción en  favor  de  los  fundadores  legos  durante  su  vida;  y 
aunque  muchos  expositores  creen  que  este  derecho  no  pasa- 
ba á  los  herederos,  sin  embargo,  otros,  con  mayor  número 
de  datos,  opinan  que  sí. 

La  Iglesia,  emperp,  no  fijó  al  principio  tiempo  alguno 
para  la  presentación;  pero  siempre  mostró  deseos  de  que  los 
beneficios  se  confiriesen  cuanto  antes;  de  aquí  que  cuando 
la  colación  de  éstos  estuvo  unida  á  la  ordenación,  probable- 
mente no  mediaría  más  tiempo  que  desde  la  vacante  á  las 
próximas  ordenaciones.  Mas  en  un  Concilio  Romano,  cele- 
brado el  año  de  853,  bajo  el  Pontificado  de  León  IV,  se  fija 
ya  tiempo  para  que  los  patronos  usen  de  su  derecho.  En  es- 
te sínodo  se  señalan  tres  meses  después  de  haber  sido  amo- 
nestados por  el  Obispo  de  la  diócesis  para  que  constituyan 
presbíteros.  Esta  disciplina  fué  en  cierto  modo  confirmada 
por  el  Concilio  III  de  Letrán,  que  señaló  cuatro  meses  para 
los  patronos  legos.  En  efecto,  se  dispuso  en  esta  Asamblea 
que  el  Obispo  confiriese  libremente  si  los  patronos  no  pre- 
sentasen á  ninguno  dentro  de  dicho  período  de  tiempo;  y 
como  en  este  canon  se  habla  de  fundadores  y  herederos,  cla- 
ro es  que  se  refería  al  patronato  laical.  Convienen,  empero, 
los  autores  en  que  no  fueron  cuatro  sino  tres,  los  meses  que 
para  presentar  concedió  al  patrono  lego  el  enunciado  Con- 
cilio Lateranense,  y  al  intento  dicen  que  en  varios  ejempla- 
res de  las  Decretales,  especialmente  en  la  primera  colección. 
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86  lee  el  número  tres;  pero  que  por  error  de  los  amanuen* 
868,  en  algunos  códices  se  pusieron  cuatro.  Ello  es  lo  cierto, 
que  los  intérpretes  se  inclinaron  desde  luego  á  lo  más  favo- 
rable á  los  patronos,  y  más  adelante  lo  consignó  así  Bonifa- 
cio Vin  en  el  Sexto. 

Posteriormente  Alejandro  in  señaló  seis  meses  para  los 
patronos  eclesiásticos,  pues  dijo:  Que  si  hubiese  controver- 
sia acerca  del  patronato  y  no  se  hubiera  dirimido  dentro  de 
seis  meses  después  de  la  vacante  del  beneficio,  que  lo  con- 
firiera el  Obispo.  Y  como  quiera  que  no  distinguió  de  patro- 
natos, fué  fácil  á  los  comentaristas  interpretar  este  rescrip- 
to, respecto  del  patronato  eclesiástico;  doctrina  que  tam- 
bién adoptó  después  Bonifacio  VIII  en  el  Sexto  de  las  Decre- 
tales. 

El  tiempo  para  la  presentación^  aunque  debe  contarse 
postquam  beneficia  vacaverint,  no  corre  sino  desde  que  llega 
á  noticias  del  patrono;  lo  cual  deberá  hacerse  constar  de 
una  manera  oficial. 

Por  lo  respectivo  al  modo,  ya  sabemos  que  la  presen- 
tación ha  de  hacerse  por  escrito  y  en  documento  fide- 
digno. 

Las  diferencias  entre  los  derechos  del  patronato  ecle- 
siástico y  secular  se  hallan  resumidas  en  el  siguiente  dís- 
tico: 

Clerious  et  laicas  distant  per  plura  patroni, 
Poenitei  et  tempas,  subjectio,  Faenaque  forsan. 

La  primera  es  respecto  al  modo  porque  el  patrono  ecle- 
siástico no  puede  variar  la  presentación  hecha,  es  decir,  que 
no  puede  presentar  más  que  una  vez;  y  el  patrono  lego  pue- 
de hacer  sucesivamente  otras  varias;  pero  sin  poder  retirar 
la  primera,  por  cuya  causa  se  llama  variación  acumulativa. 

La  segunda  diferencia  es  la  relativa  al  tiempo,  pues  el 
eclesiástico  tiene  seis  meses  para  presentar,  y  el  lego  sola- 
mente cuatro. 

La  tercera  consiste  en  que  los  curatos  de  patronato  ecle- 
siástico se  proveen  nombrando  el  patrono  uno  de  entre  los 
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de  la  terna  formada  por  los  Prelados,  j  los  de  patronato 
laical,  nombrando  el  patrono  entre  aquéllos  que  hayan  sido 
aprobados  en  concurso  abierto  en  la  diócesis  respectiva. 

La  cuarta  se  reñere  á  que  el  patrono  eclesiástico  que  á 
sabiendas  ó  por  ignorancia  presenta  un  indigno,  6  un  inep- 
to, pierde  por  aquella  vez  su  derecho;  mientras  que  el  pa- 
trono lego  en  un  caso  semejante,  puede  hacer  nuevas  pre- 
sentaciones, si  no  han  transcurrido  los  cuatro  meses  que  se 
le  conceden. 

Todavía  añaden  algunos  autores  otra  diferencia,  cual 
es,  que  en  tiempo  de  las  reservas  Pontificias  los  beneficios 
de  derecho  de  patronato  eclesiástico  estaban  sujetos  á  ellas, 
y  no  los  de  patronato  laical. 

*  Si  el  derecho  de  patronato  es  mixto  y  alternan  los  patro- 
nos, cuando  toca  el  turno  al  eclesiástico  se  considera  comp 
eclesiástico,  y  cuando  corresponde  al  patrono  lego  se  esti- 
ma como  laical.  Pero  si  presentasen  juntos  se  comunican  los 
derechos,  y  prevalecen  los  que  son  más  favorables. 

Si  son  muchos  los  patronos,  ó  concurren  todos  á  hacer 
la  presentación  á  manera  de  colegio,  ó  la  hacen  individual 
y  separadamente,  ó  convienen  para  evitar  discordias  en  ir 
alternando  por  turno.  En  el  primer  caso  se  hace  una  verda- 
dera elección  con  arreglo  á  las  leyes  comunes,  y  el  que  ten- 
ga mayoría  de  votos  será  el  presentado.  En  el  segundo  ca- 
so cada  uno  hace  el  nombramiento  sin  contar  con  los  de- 
más, en  diferente  escritura  y  en  distinto  tiempo,  y  también 
el  que  reúna  la  mayor  parte  de  estos  votos  aislados  se  ten- 
drá por  presentado.  Si  no  hubiese  mayoría,  el  Obispo  que- 
da en  libertad  de  elegir  entre  ellos.  En  el  tercer  caso,  para 
que  haya  lugar  ¿I  turno,  es  preciso  que  convengan  todos 
los  patronos,  sin  exceptuar  uno  solo,  en  adoptar  este  mé- 
todo. 

Si  el  turnarlo  no  presenta  dentro  del  tiempo  por  un  caso 
fortuito,  como  la  muerte  ó  renuncia  del  nombrado  antes 
de  darle  la  institución,  puede  proceder  á  nueva  presenta- 
ción, concediéndole  más  tiempo  para  ello.  Si  es  por  obs- 
táculo que  le  hayan  puesto  el  colador,  el  compatrono,  ó  nn 
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extraño,  tampoco  pierde  su  derecho;  pero  si  el  no  presen- 
tar ha  sido  por  culpa  suya,  pierde  el  derecho  por  aquella 
vez,  y  el  Obispo  conce/ierá  á  los  compatronos,  según  Bé- 
rardi,  un  térjoaino  prudencial  más  breve  que  el  de  los  cua- 
tro meses. 

Los  patronatos  municipales  se  rigen  por  estas  mismas  re 
glas,  pues  ya  se  hace  la  presentación  por  el  municipio  á  plu- 
ralidad de  votos,  ya  individualmente,  según  las  prácticas 
establecidas,  6  ya  por  todos  los  vecinos,  6  por  turno,  con 
arreglo  a  la  costumbre  6  convenios  celebrados. 

Guando  existe  controversia  acerca  del  derecho  de  patro- 
nato entre  dos  6  más  personas,  si  una  de  ellas  está  en  quie- 
ta posesión  del  patronato,  puede  hacer  la  presentación  en 
uso  de  su  derecho,  del  cual  no  puede  ser  despojado  sino 
mediante  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 
Mas  cuando  ninguno  de  los  litigantes  está  en  posesión  del 
patronato,  el  Obispo  confiere  libremente  por  aquella  vez, 
después  de  transcurrir  los  cuatro  meses  en  el  laical  y  seis  en 
el  eclesiástico,  sin  prejuzgar  nada ,  por  este  acto  sobre  los 
respectivos  derechos  de  los  contendientes.  Pero  si  todos,  de 
común  acuerdo  ó  en  particular,  hacen  la  presentación  den- 
tro del  término  legal,  el  Obispo  tiene  obligación  de  instituir 
á  uno  de  los  presentados,  si  es  digno,  y  no  hay  duda  por 
otra  parte  de  que  el  beneficio  ó  iglesia  son  ¡de  derecho  de 
patronato.  Si  la  controversia  es  con  el  Obispo,  que  disputa 
pertenecerle  la  libre  provisión  del  beneficio,  entonces  no  po- 
drá proveerlo  hasta  que  se  resuelva  el  litigio,  aunque  haya 
transcurrido  el  tiempo  señalado  á  los  patronos  para  hacer 
la  presentación,  á  fin  de  que  no  se  crea  ó  sospeche  que  se 
vale  del  medio  de  introducir  litigios  con  el  objeto  de  apro- 
piarse derechos  que  quizás  no  le  corresponden. 

vm 

Se  llama  institución  la  cólacwn  del  beneficio,  hecha  por  él 
Obispo  en  el  presentado  por  el  patrono. 

Antes  de  hacerla  debe  examinar  el  Obispo  si  el  sujetóos 
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digno,  es  deoir,  si  tiene  las  cualidades  que  exige  el  derecho  y 
las  especiales  de  la  fundación.  Si  es  indigno^  el  patrono  l^o 
puede  presentar  nuevamente,  según  tenemos  ya  manifesta- 
do; pero  él  eclesiástico  pierde  su  derecho  por  aquella  vez, 
y  el  Obispo  confiere  'gleno  jure.  Del  juicio  del  colador,  que 
rechaza  como  indigno  al  "presentado  por  el  patrono,  se  pue* 
de  apelar  al  inmediato  superior. 

Debe  advertirse  que  si  ocurre  el  caso  de  conferir  el  Obis- 
po porque  el  patrono  ha  dejado  pasar  el  tiempo  sin  usar  de 
su  derecho,  no  lo  hace  jure  devolutOy  como  lo  haría  el  Me- 
tropolitano, supliendo  la  negligencia  del  inferior,  sino  jure 
proprio  como  colador  ordinario,  pero  respetando  fas  condi- 
ciones establecidas  en  la  escritura  de  fundación. 

IX 

■ 

Aunque  el  derecho  de  patronato  es  perpetuo  por  su  na- 
turaleza, puede  perderse  por  varias  causas,  á  saber:  1.*  Por 
voluntad  del  fundador.  2.*  Por  algún  hecho  ú  omisión  del 
patrono.  3.*  Por  algún  crimen  canónico.  4.*, Por  la  natura- 
leza de  las  cosas.  Y  5.*  Por  extinción. 

Se  pierde  por  voluntad  del  fundador,  cuando  éste  ha 
mandado  alguna  cosa  ó  puesto  una  condición  bajo  la  pena 
de  perder  dicho  derecho;  puesto  que  asi  como  tiene  fa- 
cultad para  señalar  las  reglas  que  han  de  observarse  en 
su  ejercicio,  de  la  misma  manera  puede  imponer  obligacio- 
nes que  hayan  de  cumplirse  necesariamente  por  los  suce- 
sores. ' 

Se  pierde  por  algún  hecho  ú  omisión  del  patrono,  bien 
en  el  caso  de  renunciar  éste  expresa  ó  tácitamente  senlejan* 
te  derecho;  bien  consintiendo  se  provea,  varias  veces  por 
otros  sin  hacer  por  su  parte  la  presentación,  dejando  así  pa- 
sar el  tiempo  necesario  para  prescribir;  bien  dando  su  li- 
cencia para  que  la  iglesia  ó  beneficio  de  patronato  se  iman 
á  otra  iglesia  ó  monasterio;  bien,  por  último,  si  lo  vende  se- 
paradamente ó  lo  transfiere  por  otro  título  contra  las  dispo- 
siciones canónicas. 
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Se  pierde  por  crimen,  si  mata  6  mutila  al  rector  ú  otro 
beneficiado  de  la  iglesia'por  sí  6  por  otro;  si  incurre  en  he- 
rejía 6  excomunión,  con  la  diferencia  de  que  ai  es  contumaz 
pierde  este  derecho  en  absoluto,  y  de  no  serlo,  conserva  el 
título,  aunque  no  puede  ejercerlo  mientras  permanezca  en 
dicho  estado;  y  en  fin,  si  usurpa  los  derechos  de  la  Iglesia, 
convierte  las  cosas  eclesiásticas  en  sus  propios  usos,  ó  im- 
pide que  se  perciban  por  los  que  tengan  derecho  á  las 
mismas. 

Se  pierde  igualmente  por  la  naturaleza  de  las  cosas, 
cuando  la  iglesia  se  arruina  ó  se  consume  la  dote  del  bene- 
ficio, en  cuyos  casos  necesita  el  patrono  reedificar  aquélla 
6  redotar  éste  para  conservar  su  derecho. 

Se  pierde,  en  fin^  por  la  extinción,  si  se  suprime  el  bene- 
ficio al  cual  estaba  afecto  el  derecho  de  patronato,  ó  deja 
de  existir  la  familia  llamada  á  ejercer  este  derecho. 

Perdido  el  derecho  de  patronato  por  el  poseedor  en  cual- 
quiera de  los  casos  referidos,  unas  veces  pasa  al  sucesor  en 
la  dignidad,  si  es  eclesiástico,  ó  á  quien  corresponda,  según 
el  llamamiento,  si  es  familiar  ó  gentñicio;  otras  al  señor 
del  dominio  directo,  del  feudo  ó  del  enfiteusis,  según  que  le 
perdió  el  usufructuario,  el  vasallo  ó  enfiteuta.  Pero  si  el 
patronato  es  hereditario  y  lo  pierde  el  poseedor,  la  Iglesia 
adquiere  la  libertad,  porque  el  heredero,  no  puede  adquirir 
lo  que  ya  no  tenía  el  testador.  Lo  mismo  puede  decirse 
cuando  el  patronato  es  personal  y  acaba  por  la  muerte  del 
patrono,  y  también  cuando,  siendo  familiar  ó  gentilicio,  se 
extingue  la  familia  ó  la  agnación. 

Para  concluir,  nos  haremos  cargo  de  la  siguiente  cues- 
tión que  presentan  algunos  autores:  Arruinada  la  iglesia  y 
perdido  el  derecho  de  patronato,  ¿puede  el  patrono  apro- 
piarse los  ornamentos,  vasos  sagrados  y  todos  los  enseres 
del  templo?  Esta  cuestión  la  resuelve  Golmayo  de  este  modo: 
«Si  la  iglesia  no  se  reedifica  porque  el  patrono  no  quiere, 
no  tiene  derecho  á  nada;  lo  contrario  sería  recompensar  su 
negligencia,  y  el  Obispo  en  tal  caso  dispondrá  de  todo.  Si 
está  dispuesto  á  reedificar  y  el  Obispo  no  lo  considera  con- 
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veniente,  entonces  Be  ha  de  distinguir  entre  el  patrono  que 
abdicó  toda  interyención  y  administración  y  el  que  áe  reser- 
vó alguna,  como  guardar  llaves  ó  ejercer  otros  actos  que  in- 
diquen la  continuación  de  dominio.  En  el  primer  caso,  él  pa- 
trono no  puede  reclamar  ninguna  de  las  cosas  referidas;  en 
el  segundo  puede  disponer  de  todo:  de  las  cosas  que  no  pue- 
den convertirse  en  usos  profanos,  por  estar  consagradas  ó 
bendecidas,  donándolas  á  otras  iglesias;  de  las  demás  con- 
virtiéndolas en  usos  propios.» 
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JLIBRO  IV 


Úerecho  criminal  eciasiásilco 


EpHome  de  iom  príncipatem  doiitos  BGÍB9ÍimíiGOB 

CAPÍTULO  PRIMERO 

I.  Concepto  del  derecho  criminal. — n.  La  Iglesia  recibió  dé  Jesucristo 
la  verdadera  potestad  coercitiva  sobre  todos  los  cristianos. — m. 
Razón  de  método  para  anteponer  el  tratado  de  los  delitos  al  de  las 
penas,  contra  la  opinión  de  algunos  publicistas  modernos. — IV.  De- 
lito: su  definición:  se  diferencia  del  pecado:  significación  de  la  pa- 
labra crimen:  si  son  dos  cosas  distintas  la  alarma  y  el  escándalo. — 
y.  La  Iglesia  conoce  del  pecado  y  del  delito:  ventajas  de  este  doble 
conocimiento  exclusivo  suyo:  procura  sofocar  el  mal  en  su  origen, 
practicando  la  verdadera  teoría  de  la  prevención,  tan  discutida  en 
los  tiempos  modernos.— VI.  Clasificación  múltiple  de  los  delitos: 
cuál  debe  considerarse  más  acertada. 


Si  graye  6  importante  es  esta  rama  del  derecho,  lo  es 
mucho  más  con  relación  á  la  Iglesia,  sociedad  divina,  crea-- 
da  por  Cristo  para  santificar  y  purificar  al  hombre, 

Pero  antes  de  entrar  en  el  estudio  de  su  derecho  crimi- 
nal, séanos  permitido  dar  una  ligera  idea  del  concepto  ge- 
neral que  entraña  esta  parte  de  la  legislación. 

Cuando  el  derecho,  tomando  por  base  los  principios  de 
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la  moral,  y  sin  desdeñar  las  lecciones  de  la  Historia,  ni  el 
criterio  que  le  ofrece  la  utilidad  pública,  se  ocupa  en  esta- 
blecer las  reglas  que  han  de  guiar  á  la  sociedad  al  erigir  en 
delitos  determinadas  acciones,  fijando  á  la  vez  los  medios 
de  reprimirlos,  entonces  viene  á  constituir  la  rama  conocida 
con  el  nombre  de  criminal. 

Varias  son  las  escuelas  que  se  han  disputado  el  triunfo 
al  fijar  el  origen  de  semejante  derecho.  Descuellan  desde 
luego  entre  todas  ellas  y  dan  lugar  después  á  diversas  rami- 
ficaciones, por  una  parte  los  espiritualistas  y  por  otra  los 
utilitarios,  nombre^  nacidos  de  que  los  primeros  se  fundan, 
en  un  principio  moral,  al  paso  que  los  segundos  se  apoyan  en. 
un  interés  material. 

El  hombre  ha  nacido  para  la  sociedad;  esta  es  una  ver- 
dad innegable;  lo  prueba  el  matrimonio,  la  formación  de  la 
familia,  la  necesidad  del  lenguaje,  y  hasta  la  de  un  trabaja 
común  para  atender  á  las  primeras  necesidades  de  la  vida. 
Siendo,  pues,  la  sociedad  un  medio  necesario  para  desenvol- 
ver nuestra  inteligencia,  para  hacer  buen  uso  de  nuestra  li- 
bertad y  para  graduar  rectamente  la  responsabilidad  por 
actos  contrarios  á  la  moral,  resulta  que  no  es  tan  sólo  un 
derecho  de  la  especie  humana,  sino  que  constituye  también 
uno  de  sus  principales  deberes.  Si  el  hombre  falta  á  estos 
deberes,  si  no  guarda  el  orden  debido^  es  evidente  que  oe  ha 
hecho  acreedor  á  una  pena.  Pues  bien:  esta  pena  ha  de  im- 
ponérsela el  poder  legitimo  social,  porque  es  el  único  que  es 
superior  respecto  al  individuo. 

En  el  Génesis,  se  narra  el  primer  delito  cometido  en  la 
tierra  por  el  primer  hombre,  el  procedimiento  criminal  quo 
se  siguió  y  la  pena  impuesta  al  delincuente.  El  hombre  an- 
tes de  pecar  tenía  el  deber  de  trabajar,  pero  sin  fatiga.  Et 
posuit  eum  in  paradiso  voluptatis  ut  operaretur  et  custodiret 
eum.  Praecepitque  ei  {ley  positÍYB),  Non  est  bonumhominem 
esse  solum  (sociabilidad),  faciamus  ei  adjutorium  simile  sibi 
(mutuo  auxilio).  Et  erunt  diio  in  carne  una  (matrimonio  en. 
el  estado  de  la  naturaleza).  Sigue  luego  á  esto  la  narracióa 
del  primer  delito^  con  todos  los  trámites  del  proceso,  cita- 
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ción,  comparecencia,  interrogatoriOi  disculpa  con  cargo  á  la 
mujer,  traslado  á  ésta,  y  su  disculpa^  y  por  último,  la  sen- 
tencia. El  cap.  in  refiere  á  su  vez  el  delito-de  Gain  y  su  con- 
siguiente pena.  Los  capítulos  siguientes  narran  también  la 
perversión  de  la  priAiera  raza,  su  extinción  y  los  preceptos 
de  la  nueva  ley,  poniendo  por  base  la  prohibición  del  asesi- 
nato y  la  pena  de  sangre  por  sangre. 

Estos  hechos  prueban  evidentemente  el  derecho  de  la  so- 
ciedad para  penar  á  los  infractores  de  sus  preceptos. 

II     • 

Que  la  Iglesia  es  una  verdadera  sociedad,  por  reunir  los 
tres  poderes  legislativo,  coercitivo  y  judicial,  se  ha  demos- 
trado cumplidamente  en  nuestro  libro  Isagógico.  Ahora 
bien;  si  la  Iglesia  es  una  sociedad,  y  como  tal.  Ubre  é  inde- 
pendiente, preciso  es  que  tenga  medios  y  facultades  para 
cumplir  sus  fines.  Es  más,  si  esta  asociación  no  es  material- 
mente forzosa,  sino  voluntaria,  los  que  formen  parte  de  ella 
están  en  el  deber  de  aceptar  sus  leyes.  Y  siendo  esto  así,  la 
*  consecuencia  es  bien  lógica:  la  Iglesia^  tiene  potestad  para 
erigir  en  delitos  las  infracciones,  y  castigar  á  los  culpables. 

De  otra  manera  no  sería  posible  concebir  sociedad  bien 
ordenada,  ni  leyes,  ni  magistrados. 

Pero  es  que  la  facultad  de  penar,  lo  mismo  que  las  de  pre- 
dicar, legislar,  juzgar  y  administrar,  son  en  la  Iglesia  de  de- 
recho divino,  á  diferencia  de  lo  que  sucede  en  las  socieda- 
des humanas.  En  efecto,  Jesucristo  dio  á  San  Pedro,  en  sin- 
gular y  para  toda  la  Iglesia,  la  potestad  de  atar  y  desatar 
quodcumque  ligaveriSy  que  se  transmitió  á  los  Romanos  Pon- 
tífices. También  dijo  á  los  demás  Apóstoles  en  plural  quae- 
cumqué  álligaveritis,  facultad  que  se  transmitió  igualmente  á 
los  Obispos  sus  legítimos  sucesores  en  las  iglesias  particu- 
lares. Los  Obispos,  pues,  tienen  el  deber  de  conservar  la  pu- 
reza de  la  doctrina,  la  integridad  de  las  costumbres  y  de 
promover  la  observancia  de  las  virtudes  cristianas,  y  el 
cumplimiento  de  estos  tres  grandes  objetos  no  puede  reaU- 
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zarse^  si  no  se  encuentran  aquéllos  revestidos  de  un  poder 
exterior.  Y  este  poder  se  demuestra  no  sólo  por  los  textos 
pitados,  sino  también  por  otros  muchos  de  las  sagradas  Es- 
crituras: Si  peccaverit  in  te  frater  tutés,  dijo  Jesucristo  de- 
lante de  sus  discípulos dic  Ecclesiae.  iSi  autem  Ecclesiam 

non  audierit,  sit  Ubi  sicut  ethnicus  et  publicanus.  También  les 
dijo  en  otra  ocasión:  Qui  vos  audit,  me  audit;  qui  vos  spemit^ 
ine  spernit,  palabras  que  indican  desde  luego  autoridad  y 
jurisdicción. 

Asimismo  se  prueba  la  potestad  coercitiva  de  la  Iglesia 
con  las  palabras  de  San  Pablo:  Si  quis  non  obedit  verbo  nos- 
tro  per  epistolam,  huno  nótate,  et  ne  commisceamini  cum  illa; 
y  también  por  aquellas  otras:  0})edite  praepositis  vestris  et 
súbjacete  eis.  También  amenaza  á  los  de  Corintio  con  casti- 
gos: Se  hahere  in  prontu,  les  dice,  ulcisci  omnem  inqbedien^ 
tiam  ex  potestate  quam  dedit  nobis  Domini4s;  y  todavía  les  ad- 
vierte que  no  crean  que  sólo  trata  de  aterrarlos  por  escrito, 
porque  lo  mismo  que  expresa  de  palabra  realizaría  de  he- 
cho si  estuviese  presente:  quia  quales  sumus  verbo  per  episto^ 
lam  absentes,  tales  et  praese^tes  in  /acto, 

Y  esta  potestad  coercitiva,  de  origen  divino,  la  ejercen 
en  la  Iglesia  las  supremas  autoridades,  que  son:  el  Romano 
Pontífice  y  los  Obispos.  En  su  consecuencia,  pueden  castigar 
á  todos  los  cristianos,  lo  mismo  clérigos  que  legos,  porque 
tanto  los  unos  como  los  otros  son  miembros  de  esta  divina 
sociedad.  Ahora,  los  hechos  punibles  pueden  ser  diferentes, 
porque  hay  delitos  que  sólo  los  clérigos  pueden  cometer,  en 
razón  de  su  estado. 

Por  lo  demás,  es  sabido  que  la  potestad  judicial  es  inse- 
parable de  la  coercitiva,  y  que  la  Iglesia  ha  hecho  constan- 
temente aplicación  de  sus  leyes  penales. 

III 

Algunos  publicistas  modernos,  al  ocuparse  del  derecho 
criminal,  anteponen  el  tratado  de  las  penas  al  de  los  delitos, 
pues  dicen  que  la  pena  es  siempre  preestablecida  por  la.  ley. 
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De  este  mismo  sentir  son  los  Sres.  Lafaente  j  Gómez  Sala- 
zaTi  quienes  manifiestan,  en  apoyo  de  su  opinión,  que  antes 
que  Adán  pecara,  Dios  le  había  impuesto  una  sola  prohibi- 
ción, y  con  ella  una  pena:  In  quacumque  enim  dié  comederis 
ex  eo,  morte  moribria. 

A  pesar  de  esto,  nosotros  entendemps  que  es  más  metó- 
dico y  científico  el  estudio  previo  de  los  delitos,  porque 
sin  realizar  ^stos  no  hay  pena  propiamente  dicha.  Más  cla- 
ro, la  pena,  aunque  preestablecida  por  la  ley,  es  siempre 
posterior  al  delito;  es  decir,  que  mientras  el  hombre  no  eje- 
cuta acto  alguno  punible,  no  puede  decirse  que  incurre  en 
sanción  penal.  De  manera,  que  la  comisión  del  delito  ha  de- 
preceder  á  la  pena.  Y  no  se  diga  que,  aunque  posterior  en 
su  japlicación,  es  conocida  de  antemano;  porque  esto  mismo 
sucede  con  el  delito,  toda  vez  que  al  establecerse  la  pena,  se 
fija  y  determina  el  delito  á  que  se  refiere. 

Tan  cierto  es  esto,  que  el  mismo  Dios,  al  imponerle  á 
*  Adán  una  sola  prohibición,  y  con  ella  una  pena,  vino  á  de- 
finir el  delito;  pues  éste  no  es  otra  cosa  que  la  infracción  del 
precepto  con  sanción  penal. 

En  una  palabra;  la  pena  es  preestablecida  por  la  ley, 
para  evitar  la  arbitrariedad;  pero  no  porque  sea  anterior  al 
delito;  al  contrario,  la  pena  supone  siempre  la  preexistencia 
del  delito,  * 

Por  esto  creemos  más  metódico  y  científico  el  ocupamos 
en  primer  término  de  los  delitos,  y  en  segundo  de  las  penas 
correspondientes. 

IV 

Llámase  delito  toda  acción  ü  omisión  voluntaria  y  Ubre 
penada  por  la  ley.  Se  dice  acción  ü  omisión,  porque  el  delito 
puede  consistir  en  hacer  ó  en  no  hacer;  en  hacer,  cuando  la 
ley  prohibe  la  acción,  y  en  no  hacer,  cuando  la  manda.  Las 
palabras  voluntaria  y  libre  se  emplean  para  indicar  que  el 
agente  responsable  ha  de  obrar  por  su  voluntad  libre,  sin 
.fuerza  ni  coacción  de  ningún  género,  y  con  conocimiento  y 
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deliberaoión.  Se  añade  penada  por  la  ley,  porque  si  la  in- 
fracción legal  no  lleva  pena,  el  hecho  que  se  manda  ó  que  se 
prohibe  no  entra  en  el  círculo  de  la  legislación  criminal. 

Todo  delito  entraña  la  razón  de  pecado,  mas  no  todo  pe- 
cado es  delito,  porque  muchos  de  aquéllos  no  están  sujetos 
á  la  coerción  de  las  leyes  humanas,  sino  sólo  á  la  divina  vin- 
dicta. 

Por  esto  la  Iglesia  tiene  dos  fueros,  el  interno  y  el  exter* 
no:  en  el  interno  conoce  de  los  pecados;  en  el  extemo  de  los 
delitos.  De  aquí  que  pueda  juzgar  á  la  vez  de  un  mismo  acto 
en  ambas  jurisdicciones. 

Definen  los  teólogos  el  pecado:  Dictum,  factum  vel  con^ 
cupitum  contra  legem  Dei  aetemam^  y  como  la  afirmación  y 
la  negación  están  en  igual  caso  y  corresponden  á  un  género 
{affirmatio  et  negatio  ad  idem  genu»  reducuntur),  comprende 
también  la  definición,  las  omisiones,  esto  es,  lo  callado 
cuando  se  debió  decir,  y  lo  omitido  cuando  se  debió  hacer. 

La  palabra  criftien  significaba  antiguamente  y  signifi6a 
en  algunos  países^  el  delito  enorme.  Pero  ni  el  derecho  cañó* 
nico  ni  el  español  admiten  ya  esta  clasificación^  pues  sólo 
hablan  de  delitos  graves  y  leves.  Más  bien  se  considera  di- 
cha palabra  como  genérica,  pues  llamamos  procedimiento 
criminal  al  que  se  sigue  para  la  averiguación  de  los  delitos 
y  de  las  faltas,  y  también  decimos  conducta  criminal  con 
relación  á  todo  aquel  que  comete  actos  punibles,  sea  cual- 
quiera su  gravedad.  Berardi  distingue  el  delito  del  crimen, 
diciendo:  Cualquiera  hecho,  dicho,  deseo,  ó  aun  omisión 
contra  la  ley  eternit  del  Señor  es  delito;  pero  no  á  todo  de- 
lito corresponde  el  nombre  de  crimen.  Entonces  se  dirá  cri- 
men cuando  se  impuso  por  las  leyes  cierta  pena  con  que  se 
satisfaga  por  él  á  la  república  ofendida. 

Parece,  pues,  confundir  el  delito  con  el  pecado  y  el  cri- 
men con  el  delito.  Esto  es^  llama  delito  al  pecado,  y  al  deli- 
to crimen.  Verdad  es  que  para  explicar  de  algún  modo  su 
concepto,  añade:  «Por  ley  eterna  de  Dios  entendemos  aquí» 
no  sólo  cualquiera  ley  promulgada  por  el  mismo  Dios  á  los 
hombres,  si  también  la  ley  ó  preceptos  de  aquéllos  que  tienen 
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potestad  legítima  y  están  constituidos  por  superiores  en 
la  Iglesia,  6  en  la  repúbUoa  civil,  según  la  divina  ordena- 
ción». 

El  delito^'produoe  alarma  y  escándalo,  que  son  por#  cier- 
to dos  cosas  distintas.  Alarma  es  la  perturbación  que  intro- 
duce en  los  ánimos  por  el  temor  de  ser  los  individuos  lesio- 
nados en  sus  derechos.  El  escándalo  es  el  mal  ejemplo  que 
se  da  á  los  demás,  enseñándoles  ó  animándoles  á  perjudicar 
los  derechos  ajenos.  Por  eso  la  pena  en  sus  dos  conceptos 
de  enseñanza  y  medicina  atiende  al  remedio  de  ambos  ma- 
les, con  la  diferencia  que  el  Estado  se  inclina  más  al  re- 
medio de  la  alarma,  y  la  Iglesia  á  la  reparación  del  escán- 
dalo. 


Ya  hemos  manifestado  que  la  Iglesia  tiene  dos  fueros,  el 
interno  y  el  extemo;  en  el  interno  conoce  de  los  pecados,  y 
en  el  externo  de  los  delitos. 

Este  doble  conocimiento  exclusivo  suyo  proporciona 
grandes  ventajas,  pues  procura  sofocar  el  mal  en  su  origen, 
practicando  la  verdadera  teoría  de  la  prevención. 

En  efecto,  el  pecado  precede  al  delito  y  lo  interno  á  lo 
extemo;  pues  mucho  antes  de  que  se  llegue  al  terreno  de  la 
tentativa,  donde  los  criminalistas  principian  á  estudiar  la 
generación  del  delito,  el  teólogo  viene  estudiando  el  peca- 
do. Lo  primero  que  ocurre  al  hombre  es  el  pensamiento  pe- 
caminoso; si  lo  desecha  débilmente,  vuelve  á  pasar  otra  vez 
por  su  inteligencia,  y  ya  entonces  siente  placer.  El  deleite 
pasa  á  ser  deseo  malo  no  rechazado,  luego  es  apetecido,  y  en 
seguida  se  ocupa  el  pensamiento  en  idear  los  medios  para 
conseguir  ese  fin.  Pues  bien,  todo  esto  se  verifica  en  el  te- 
rreno psicológico:  el  jurista  y  el  canonista  nada  de  esto  ven: 
la  policía  ni  lo  sospecha,  ni  puede  prevenirlo;  el  racionalis- 
ta apenas  se  digna  estudiarlo.  Pero  el  teólogo  lo  atiende  y 
examina,  y  lo  castiga  también  severamente  en  el  tribunal 
d^  la  penitencia,  matando  en  %n  germen  esas  malas  pa- 
siones. 
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La  policía,  dicen  los  Sres.  Laf uente  y  Gómez  Salazar, 
previene  el  delito  al  germinar;  la  justicia  humana,  en  sus 
tribunales  eclesiásticos  y  civiles,  lo  castiga  después  de  na- 
cido y  á  veces  luego  que  ya  ha  dado  su  triste  fruto,  y  ade* 
más  perniciosa  semilla;  pero  la  religión  estudia  ese  mismo 
hecho  al  nacer  en  la  mente,  y  allí  procura  sofocarlo  por  el 
arrepentimiento,  más  que  frustrarlo.  Los  Estados  que  ma- 
tan la  religión,  añaden,  se  privan  de  ese  gran  recurso 
para  impedir  la  generación  de  los  delitos  en  la  raíz  de  los 
pecados,  y  llevan  el  castigo  de  su  impiedad  é  ingratitud  en 
el  desarrollo  de  la  inmoralidad,  que  al  indiferentismo  sigue, 
reduciéndolo  todo  á  la  parte  física  material  y  grosera,  á  ma- 
nera de  esos  malos  padres,  que  dejan  á  sus  hijos  cometer 
toda  clase  de  extravíos  reservándose  el  castigarlos  brutal- 
mente cuando  les  molestan. 

Y  ciertamente  que  esta  teoría  de  la  prevención  es  la  ver- 
dadera. El  mal  ha  de  matarse  en  su  raíz,  ha  de  extinguirse 
al  nacer,  ha  de  sofocarse  en  su  germen.  Si  así  se  practicara 
por  todos  los  puebloS;  indudablemente  que  los  hombres 
tendrían  hábitos  de  honradez  y  de  trabajo,  y  no  se  leerían 
esas  estadísticas  criminales,  que  enseñan  de  lo  que  es  capaz 
el  hombre  cuando,  olvidándose  de  su  Dios,  se  entrega  á  to- 
da clase  de  malas  pasiones.  Por  esto  la  religión  de  Jesucris- 
,  to,  la  única  divina  y  verdadera,  explicando  al  hombre  sus 
deberes  en  todas  las  esferas  de  la  vida,  purificando  su  con- 
ciencia y  dirigiéndolo  á  su  fin  ulterior,  realiza  en  la  socie- 
dad el  mayor  de  los  bienes,  la  más  grande  de  las  conquis- 
tas, el  orden  y  la  moralidad, 

VI 

Los  jurisconsultos  clasifican  generalmente  los  delitos:  1.® 
En  públicos  y  privados;  entendiéndose  por  los  primeros 
aquellos  que  ofenden  inmediatamente  á  la  religión  ó  ala 
sociedad,  ó  que  dañando  al  individuo,  causan  también  gra- 
ve daño  á  la  sociedad,  como  el  asesinato;  y  por  los  segun- 
dos, los  que  ofenden  directamente  á  un  individuo  de  la  so- 
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oiedad,  pero  sin  causar  á  ésta  gran  perjuicio;  v.  g.,  la  inju- 
ria. 2.^  En  atroces,  graveé  y  leves;  debiéndose  atender  para 
calificarlos  al  mayor  ó  menor  perjuicio  que  infieren,  y  á  lal» 
circunstancias  que  respectivamente  concurren.  3.^  En  ordi- 
narios y  extraordinarios,  siendo  los  primeros  aquellos  á  que 
la  ley  establece  pena  especial;  y  extraordinario,  cuando  la 
pena  no  la  impone  la  ley,  sino  que  la  deja  al  prudente  arbi-^ 
trio  del  juez.  4.^  En  nominados  é  innominados;  los  nomina- 
dos son  los  que  tienen  un  nombre  especial  en  el  derecho, 
por  ejemplo,  el  hurto,  el  adulterio,  etc.,  é  innominados  cuan- 
do carecen  de  nombre  especial  jurídico,  v.  g.,  el  mal  trato, 
el  allanamiento  de  la  morada  ajena  y  otros.  5.^  En  infama- 
torios y  no  infamatorios,  según  causan  6  no  infamia.  6.^  En 
capitales  y  no  capitales,  por  razón  de  la  pena  con  que  se 
castigan. 

Pero  la  división  más  general^  por  lo  que  á  nuestro  obje- 
to conduce,  es  la  siguiente:  eclesiásticos,  civiles  y  mixtos. 
Los  delitos  eclesiásticos  son  los  que  van  directamente  con- 
tra la  religión,  como  la  apostasia,  la  herejía  y  otros;  los  ci- 
viles son  los  que  ofenden  directamente  á  la  sociedad,  y  no 
tienen  relación  con  las  cosas  espirituales,  como  el  homici- 
die  y  el  hurto;  y  mixtos  los'que  ceden  al  mismo  tiempo  en 
parjuicio  de  la  religión  y  de  la  sociedad,  como  el  adulterio, 
concubinato  y  otros.  El  conocin^iento  de  los  primeros  per- 
tenece exclusivamente  á  los  jueces  eclesiásticos;  el  de  los  se* 
gimdos  á  los  jueces  civiles  ó  seglares,  si  bien  cuando  los  de- 
lincuentes son  clérigos  sólo  deben  ser  juzgados  por  la  au- 
toridad eclesiástica,  por  razón  del  fuero  personal  de  que 
gozan;  y  el  de  los  últimos  corresponde  á  ambas  autoridades, 
es  decir,  tanto  al  juez  civil  como  al  eclesiástico. 

Es  de  advertir  que  para  deslindar  la  naturaleza  de  los 
delitos  no  se  ha  de  atender  solamente  á  la  prohibición  legal, 
porque  por  efecto  dé  la  protección  que  mutuamente  se  pres- 
tan las  dos  sociedades,  sucede  que  delitos  ecleaiástioos  se 
castiguen  también  por  las  leyes  civiles,  y  al  contrario.  Así 
sucedía  en  España,  pues  el  tít.  I,  libro  II  del  Código  penal 
de  1850  estaba  consagrado  á  los  delitos  contra  la  religión; 
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pero  en  el  Código  penal  de  1870,  que  es  el  vigente,  qued6 
suprimido  dicho  titulo;  sólo  se  conservan  en  el  quinto  dos 
artículos,  que  lo  son  el  349  y  el  350,  consagrados  á  penar  la 
infracción  de  las  leyes  sobre  inhumaciones  y  violación  de 
sepulturas.  También  la  sección  3.*,  cap.  II,  tít.  II  del  mis- 
mo libro  está  destinada  á  los  delitos  relativos  al  libre  ejer- 
cicio de  tos  cultos,  sin  establecer  ninguna  excepción  en  fa- 
vor del  catolicismo;  y  por  último,  en  el  cap.  II,  libro  III 
existe  un  artículo,  el  586,  núm.  1.^,  en  el  que  se  castiga  co- 
mo falta  el  hecho  de  perturbar  los  actos  de  un  culto  ó  ¡de 
ofender  los  sentimientos  religiosos  de  los  concurrentes  á 
ellos,  de  un  modo  no  previsto  en  las  disposiciones  anterior- 
mente citadas. 

Asimismo  es  digno  de  notar  que  el  fuero  personal  de  los 
clérigos  se  encuentra  de  hecho  muy  modificado  en  España, 
á  consecuencia  de  la  ley  civil  de  unificación  de  fueros;  pe- 
ro esto  nada  obsta  con  relación  á  las  leyes  de  la  Iglesia,  que 
el  Estado  no  puede  modificar  ni  derogar. 

Berardi  nos  enseña  otra  nueva  clasificación  4e  delitos: 
Guancio  amonestaba  el  Apóstol,  dice,  á  todos  los  fieles,  que 
viviésemos  en  este  mundo  sobria,  justa  y  piadosamente^  había 
dividido  al  parecer  todos  los  delitos  y  crímenes  en  tres  es- 
pecies, como  que  hay  unos  que  cometemos  contra  nosotros 
mismos,  esto  es,  contra  la  s/obriedad;  hay  otros  en  que  delin- 
quimos contra  el  prójimo,  esto  es,  contra  la  justicia;  hay 
otros  con  que  ofendemos  á  Dios,  esto  es,  á  la  piedad  misma. 

Después  de  esto  presentó  él  su  clasificación  diciendo: 
Hay  unos  delitos  que  se  cometen  directamente  contra  Dios: 
otros  en  que  se  delinque  contra  las  cosas  dedicadas  al  mis- 
mo: unos  que  son  comunes  á  legos  y  clérigos,  y  otros  que 
son  propios  de  los  últimos.  En  el  título  dedicado  á  los  crí- 
menes cometidos  directamente  contra  Dios  se  ocupa  de  los 
apóstatas,  herejes,  adivinos,  agoreros,  arúspices,  magos, 
sortílegos,  blasfemos  y  perjuros.  En  el  que  consagra  á  los 
delitos  cometidos  contra  las  cosas  dedicadas  á  Dios  habla 
del  sacrilegio,  simonía,  del  desprecióla  la  veneración  de  los 
santos,  y  del  vilipendio  de  los  Sacramentos  y  Sacramentales. 
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En  otro  titulo  trata  de  Iob  crímenes  propios  de  los  clérigos;  y 
al  efecto,  numera  sos  principales  obligaciones,  que  son:  tener 
cuidado  de  la  religión,  ejercer  el  divino  ministerio,  instruir 
€il  pueblo,  y  disponer  á  los  fieles  para  que  reéiban  digna* 
mente  los  Sacramentos.  Y  en  otro  se  ocupa  de  los  demás 
crímenes  comunes  á  todos;  pero  no  de  cuantos  castigan  las 
leyes  civiles,  sino  sólo  de  aquellos  que  tienen  establecida  una 
pena  especial  en  la  disciplina  eclesiástica.  Por  esto  menciona 
únicamente  los  delitos  de  adulterio,  estupro,  incesto,  concu- 
binato, homicidio,  pugilato,  desafío,  falsedad,  robo,  hurto 
y  usiira. 

Cavallario  sólo  trata  de  la  apostasía,  herejía,  cisma  y  si- 
monía. 

Selvagio  cita,  además  de  estos  cuatro  delitos,  la  adivi- 
nación, magia,  sortilegio,  maldición,  blasfemia,  sacrilegio 
y  usura. 

•  El  Obispo  Devoti  pone  casi  los  mismos  que  Selvagio, 
pero  añade  el  perjurio  y  los  delitos  de  sensualidad. 

El  Sr.  Donoso,  Obispo  de  la  Ser,  sigue  á  Devoti. 

Las  lecciones  del  Seminario  de  San  Sulpicio  clasifican 
los  delitos  canónicos  en  tres  grupos,  á  saber:  contra  la  fe, 
contra  la  religión  y  contra  la  justicia.  En  los  dos  primeros 
grupos  comprenden  lo&  de  Selvagio  y  Devoti.  En  el  tercero 
añade  el  homicidio,  aborto,  duelo,  falsifiríación  y  robos. 

El  Sr.  D.  Joaquín  Aguirre  dividió  también  los  delitos 
canónicos  en  tres  grupos:  1.®  Delitos  contra  la  religión.  2.® 
Delitos  contra  el  culto.  Y  3.^  Delitos  peculiares  de  los  cléri- 
gos. En  el  primer  grupo  consigna  la  apostasía,  herejía  y 
cisma.  En  el  segundo,  la  blasfemia,  perjurio,  violación  de 
voto,  sacrilegio,  reiteración  de  sacramentos  y  simonía.  En 
el  tercero  subdivide  los  delitos  canónicos  en  tres  clases:  de* 
Utos  contra  el  sacramento  del  orden,  delitos  contra  la  dig- 
nidad y  honestidad,  y  delitos  contra  el  desempeño  del  oficio 
ó  ministerio.  Se  le  olvidaron,  sin  embargo,  en  ima  clasifica- 
ción tan  minuciosa,  la  falta  de  rezo  y  falta  de  residencia. 

Los  Sres.  Lafuente  y  Gómez  Salazar  presentan  otra  divi- 
sión más  completa',  pero  algo  más  compleja,  pues  parten  de 
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los  objetos  del  derecho  canónico,  que  son:  el  dogma,  la  mo- 
ral y  la  disciplina.  De  aquí  que  clasifiquen  los  delitos:  í.^ 
Contra  la  fe  y  la  religión.  2.^  Contra  el  estado  clerical  y  la 
jurisdicción  eclesiástica.  3.^  Contra  la  moral  pública  y  pri- 
vada. 

Todavía  la  ciencia  moderna  pudiera  presentar  otra  nue- 
va clasificación,  tomando  por  base  la  intensidad  criminal 
del  acto  punible,  según  la  penalidad  canónica,  al  tenor  de 
las  reservas  de  censuras  contenidas  en  la  Bula  Apostólicas 
Sedia, 

Respetando  mucho  la  opinión  de  tan  ilustrados  canonis* 
^  tas,  y  teniendo  en  cuenta  que  el  estudio  de  los  delitos  civiles, 

propiamente  dichos,  son  de  la  competencia  del  Estado,  nos 
atrevemos  á  presentar  una  nueva  clasificación  que,  en  nues- 
tro sentir,  es  más  metódica  y  didáctica  que  las  anteriores, 
á  saber:  delitos  eclesiásticos,  delitos  contra  la  castidad  y  de- 
litos contra  la  moral.  / 

Debemos,  empero,  advertir  que  en  este  último  grupo 
sólo  comprendemos  aquellos  delitos  que,  sin  pertenecer  á 
los  grupos  anteriores,  son  objeto  de  sabias  disposiciones  por 
parte  de  la  Iglesia. 

Pero  en  esta  obra  elemental,  sólo  trataremos  de  los  prin- 
cipales delitos  eclesiásticos. 


■?«:- 
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CAPÍTULO  11 


I.  Delitos  eclesiásticos:  Apostasia,  su  definición  y  clases. —11.  Apósta- 
tas por  abrazar  el  judaismo  ó  el  gentilismo  en  la  antigua  disciplina 
y  sus  auxiliadores  y  favorecedores:  penas  que  se  les  impusieron: 
interpretación  del  canon  I  del  Concilio  de  Elvira:  las  que  se  esta- 
blecen en  la  Bula  Apostolicae  Seáis. — III.  Si  incurren  en  estas  pe- 
ñas  como  verdaderos  apóstatas  los  que  profesan  el  indiferentismo 
y  racionalismo  moderno.— IV.  Dolorosa  tolerancia  que  dispensan 
á los  apóstatas  los  Códigos  civiles. — Y.  Si  puédela  Iglesia  perse- 
guir á  los  legos  apóstatas  donde  hay  libertad  de  conciencia. — VI. 
Apostasla  del  monacato  y  del  clericato:  quiénes  incurren  en  ell%  y 
penas  á  que  son  acreedores. 


La  naturaleza  del  delito  eclesiástico  consiste,  no  sola- 
mente en  la  transgresión  de  la  ley  de  Dios,  promulgada  por 
la  Iglesia,  sino  también  en  llevar  esa  ley  una  sanción  penal. 

La  palabra  apost%sÍ2  viene  de  otra  griega  que  significa 
deserción,  y  se  define  el  abandono  voluntario  de  ¿a  fe  cristict- 
na  que  se  profesó  en  el  bautismo.  La  apostasía,  pues,  es  la  se- 
paración completa  de  la  doctrina  católica,  como  la  del  Em- 
perador Juliano,  conocido  por  el  Apóstata,  y  la  de  Enri- 
que VIII  de  Inglaterra. 

Este  crimen  se  comete,  como  dicho  es,  por  el  solo  hecho 
de  separarse  totalmente  de  la  religión  verdadera,  cualquie- 
ra que  sea  la  que  se  abrace  después,  y  aunque  no  se  profese 
ningima,  como  sucede  á  los  ateos. 

Pero  en  lo  antiguo  sólo  se  conocieron  dos  clases  de  após» 
tatas  del  cristianismo,  unos  que  abrazaban  la  religión  ju- 
daica, y  otros  la  gentílica. 

lN8T.  DB  Dbrb:;ho  canónico  —  TOlfO  II  S9 
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En  los  tiempos  modernos  son  pocos  los  que  se  hacen  idó- 
latras, a  no  ser  en  países  salvajes  é  incivilizados.  En  los  ci- 
vilizados, aunque  no  faltan  casos  groseros  de  idolatría,  son 
más  bien  por  ignorancia  y  superstición. 

II 

Sabido  es  que  en  los  tiempos  de  la  persecución  no  había 
en  el  imperio  otras  religiones  que  la  de  los  judíos  y  la  de  los 
gentiles,  y  por  consiguiente  los  apóstatas  del  cristianismo  no 
podían  pasar  más  que  á  una  de  las  dos.  De  los  que  pasaban 
al  judaismo  podemos  distinguir  tres  clases:  unos,  que  hacían 
completa  abjuración  de  la  doctrina  católica;  otros,  que  con- 
servaban algunos  de  sus  dogmas,  y  otros  que  los  conserva- 
ban todos,  aceptando  únicamente  varias  prácticas  y  supers- 
ticiones judaicas.  Como  ejemplo  del  primer  caso  podemos 
citar  á  Aquila,  famoso  traductor  é  intérprete  de  los  libros 
sagrados;  como  ejemplo  del  segundo,  á  los  Cerintianos  y 
Ebionitas,  .que  intentaron  hacer  una  fusión  de  las  dos  reli- 
giones; y  como  ejemplo  del  tercero,  á  varios  cristianos  que, 
continuando  sumisos  á  la  Iglesia  y  profesando  la  misma  fe, 
se  apegaban  demasiado  á  las  costumbres  judaicas  en  puntos 
subalternos  que  no  afectaban  á  las  creencias.  Estos  cristia- 
nos guardaban  el  sábado  como  los  judíos,  asistían  á  sus 
convites  y  se  valían  para  preservarse  y  curar  las  enferme- 
dades de  remedios  supersticiosos,  como  los  ensalmos  y  amu- 
letos. 

De  todos  estos  apóstatas,  únicamente  los  primeros  pue- 
den considerarse  tales,  pues  los  segundos  eran  más  bien  he- 
rejes, y  los  últimos,  aunque  pecasen  gravemente,  no  se  se- 
paraban de  la  fe  cristiana. 

Es  de  advertir,  empero,  que  los  apóstatas  que  del  cristia- 
nismo pasaban  al  judaismo  todos  eran  voluntarios,  porque 
la  religión  judaica  no  era  religión  del  Estado,  y,  por  tanto, 
no  tenían  los  judíos  medios  de  ejercer  violencia  sobre  los 
cristianos. 

No  sucedía  lo  mismo  con  los  apóstatas  que  se  pasaban  á 
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los  gentiles,  porque  esta  apostasía  podía  ser  volantaria  6 
forzosa;  voluntaria  cuando  tenía  lugar  libremente  y  en  odio 
de  la  religión  cristiana,  y  forzosa  cuando  lo  verificaban  los 
<5ristianos  por  el  terror  de  las  penas  y  los  edictos  de  pros- 
cripción de  los  Emperadores.  Ahora  bien:  los  reos  de  esta 
apostasía  eran  de  tres  clases,  á  saber:  turificadoreSf  sacrifi-' 
cctdores  y  libeláticos. 

Todos  ellos,  sin  embargo,  son  conocidos  en  la  historia  y 
disciplina  eclesiástica  con  el  nombre  de  lapsos  6  caídos.  Se 
llamaban  así  porque  abandonaban  la  religión  cristiana  sólo 
por  debilidad,  esto  es,  por  miedo  á  los  tormentos  y  perse- 
<$uoiones.  Pero  luego  tomaban  la  denominación  de  una  de 
las  tres  clases  antedichas,  según  la  diferente  manera  de  ab- 
jurar el  cristianismo  y  la  prueba  que  hacían  de  su  apostasía. 

Los  turificctdores,  ofrecían  incienso  y  vino  como  partes 
esenciales  de  los  sacrificios  que  se  ofrecían  á  los  dioses;  los 
^acrificadores  comían  las  carnes  inmoladas  en  los  sacrificios; 
y  los  liheláticos  abjuraban  sólo  por  escrito  ó  por  libelos,  que 
daban  á  los  magistrados,  ó  bien  los  recibían  de  éstos  para 
evitarse  hacer  los  sacrificios.  De  aquí  que  hubiese  realmente 
tres  clases  de  liheláticos',  unos  negaban  su  religión  á  los  ma- 
gistrados, manifestándoles  que  ellos  no  eran  cristianos,  y 
que  estaban  dispuestos,  por  tanto,  á  ofrecer  sacrificios  á  los 
ídolos  en  cuanto  fuesen  llamados  por  la  autoridad ;  otros  se 
valían  de  un  siervo  ó  un  amigo  gentil  para  que  sacrificasen 
ó  abjurasen  la  fe  en  su  nombre,  obteniendo  en  su  virtud  del 
magistrado  un  salvoconducto  ó  libelo  de  seguridad,  como 
al  lo  hubieran  hecho  personalmente;  algunos,  en  fin,  se  pre- 
sentaban haciendo  su  profesión  de  fe  como  cristianos  y  ma- 
nifestando que  no  querían  sacrificar;  pero  conseguían  por 
dinero  ú  otros  dones  un  documento  de  abjuración  para  su 
seguridad. 

Los  turificadores  y  sacrificadores  estaban  libres,  sin  otra 
prueba,  de  las  penas  establecidas  por  las  leyes  imperiales 
-contra  los  cristianos,  entrando  además  en  la  quieta  y  pacífi- 
ca posesión  de  todos  los  derechos  propios  de  los  ciudadanos 
romanos.  Pero  es  de  notar  que  cuando  la  Iglesia  venía  des- 
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pues  á  conocer  del  hecho,  caso  de  reconciliación,  para  apli- 
car la  penitencia  correspondiente,  examinaba  el  grado  da 
criminalidad  del  sujeto,  teniendo  en  cuenta  estas  circuns- 
tancias: 1.'  Si  se  habían  presentado  voluntariamente  á  hacer 
los  sacrificios  antes  de  ser  llamados  y  á  los  primeros  ama- 
gos de  la  persecución,  ó  si  habían  sido  sobrecogidos  por  el 
miedo  ó  por  la  fuerza  de  los  tormentos.  2.*  Si  los  sacrificios- 
se  habían  hecho  por  ellos  en  nombre  de  su  familia  y  do- 
mésticos, ó  si  habían  obligado  á  sacrificar  á  su  mujer,  hijos,, 
familiares  y  amigps,  3.*  Si  se  habían  presentado  alegres  y 
con  vestidos  de  gala,  ó  con  señales  de  tristeza  y  abatimiento. 

Respecto  á  los  Ubeláticos  es  necesario  distinguir  la'  clase 
á  que  correspondían;  los  de  la  primera  y  segunda  eran  reo» 
de  verdadera  apostasía;  pero  los  de  la  tercera  lo  eran  úni- 
camente de  un  disimulo  criminal,  por  cuanto  en  el  libelo  se- 
hacía  constar  que  habían  sacrificado. 

Había  también  en  los  primeros  siglos  muchos  cristiano& 
que,  sin  ser  verdaderos  apóstatas^  favorecían  de  varias  ma- 
neras la  idolatría.  Tales  eran  los  que  tomaban  á  su  cai^o 
desempeñar  el  oficio  de  los  Flamines  ó  sacerdotes  de  la  gen- 
tilidad en  los  juegos  y  espectáculos  que  se  daban  al  puebla 
en  los  días  festivos  de  los  gentiles  y  en  honor  de  sus  dioses^ 
Contribuían  también  á  sostener  estas  supersticiones  idolá- 
tricas los  que  tomaban  parte  en  los  espectáculos,  como  Ios- 
cómicos,  farsantes  y  aurigas.  Por  otro  concepto  se  hacían 
igualmente  participantes  del  crimen  de  idolatría  los  fabri- 
cantes de  los  ídolos,  los  que  edificaban  los  templos  y  ador- 
naban los  altares,  y  los  que  vendían  las  víctimas,  incienso  y 
demás  cosas  necesarias  para  los  sacrificios. 

Por  la  antigua  disciplina  se  impuso  á  los  apóstatas  qu& 
eran  además  reos  de  idolatría  la  pena  de  excomunión,  que* 
había  de  durar  hasta  el  fin  de  la  vida,  pues  se  creyó  nece- 
sario todo  este  rigor  para  que  no  se  abatiese  el  ánimo  de  los 
fieles  en  los  días  de  la  persecución.  Sin  embargo,  muchos 
escritores  entienden  que  la  comunión  que  se  negaba  á  Ios- 
idólatras  no  era  la  absolución  ó  reconciliación  con  la  Igle- 
sia, sino  la  comunión  Eucarística,  cuya  interpretación, 
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gún  Golmayo,  no  se  oonoilia  bien  con  el  espíritu  de  los  cá- 
nones. 

Otros,  con  más  razón,  opinan  que  las  palabras  nec  in  fine 
accipiat  communionem  se  refieren  á  la  reconciliación  y  abso- 
lución denegada  aun  al  fin  á  los  lapsos  (1). 

Pero  esta  severidad  cesó  después,  admitiéndose  á  la  re- 
conciliación á  todos  los  que  la  pedían  verdaderamente  arre- 
pentidos de  su  crimen.  Para  éstos  no  había  ya  penas  deter- 
minadas, sino  que  se  les  sujetaba  á  una  penitencia  arbitra- 
ria más  ó  menos  dura  y  por  más  ó  menos  tiempo,  según  la 
naturaleza  y  cirisunstancias  del  delito  en  cada  caso  par- 
ticular. 

Veamos,  empero,  lo  que  dispoi^e  el  canon  I  del  Concilio 
•de  Elvira,  y  cómo  se  concilla  su  precepto  con  las  disposicio- 
nes de  los  Concilios  Ancirano  y  Niceno.  He  aquí  el  tenor  de 
dicho  canon:  «El  que  después  de  recibir  la  fe  en  el  bautismo, 
siendo  ya  de  edad  adulta,  se  presentase  al  templo  de  los  gen- 
tiles para  idolatrar,  y  cometiere  este  crimen  capital,  que  es 
la  maldad  más  grande ,  no  recibirá  la  comunión  ni  aun  al 
fin  de  su  vida.>  Pero  obsérvese  que  este  canon  se  refiere 
6ólo  al  apóstata  que  fué  idólatra.  Para  el  que  no  lo  fué,  de- 
termina el  canon  XLVI  del  mismo  Concilio,  que  reciba  la 
oomunión  después  de  diez  años  de  penitencia.  Los  otros  dos 
Concilios  citados  establecen  que ,  á  los  que  sinceramente  se 
arrepienten,  no  se  les  ha  de  negar  el  Viático  al  fin  de  su 
vida,  y  esta  disposición  es  contraria  á  la  de  Elvira.  Querien- 
do Inocencio  I  concordarlas,  dijo:  «Que  acerca  de  esto,  lo 
establecido  primero  era  más  duro,  pero  que  lo  segundo  era 
más  suave  en  obsequio  á  la  misericordia;  porque  la  costum- 
1)re  antigua  ordenaba  que  se  les  concediera  la  penitencia  y 
se  les  negara  la  comunión;  pues  como  que  en  aquellos  tiem- 
pos eran  muy  frecuentes  las  persecuciones,  á  fin  de  que  por 
la  facilidad  de  la  comunión  los  hombres,  seguros  de  recon- 


(1)  £1  que  desee  más  pormenores  acerca  de  este  particular/  puede 
consultar  las  obras  de  Jorge  Ambianas,  Juan  Darsis,  Lorenzo  Land- 
meter  y  Albaspineo. 
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<$iliarse,  no  tuyieran  tan  poco  reparo  en  apostatar,  se  neg6 
oon  razón  la  comunión,  pero  no  la  penitencia,  con  objeto  d» 
no  negarles  todo;  y  las  circunstancias  fueron  causa  de  esta 
dureza.  Mas  después  que  Nuestro  Señor  dio  la  paz  á  las  igle- 
sias, depuesto  que  fué  el  terror,  pareció  bien  que,  á  los  que 
estaban  á  punto  de  morir,  se  les  diera  la  comunión  y^  la  mi- 
sericordia del  Señor,  como  Viático  para  partir,  para  que  na 
se  crea  que  seguimos  las  huellas  de  los  herejes  novacianos, 
que  niegan  á  éstos  el  perdón.  Se  dará,  pues,  con  la  peniten- 
cia la  última  comunión,  para  que  los  hombres  se  liberten  de 
la  muerte  eterna  por  mediación  de  nuestrQ  Salvador.» 

Acerca  de  lo  que  debe  hacerse  con  aquellos  que  por  ins- 
piración de  Dios  se  conviertan  á  la  religión  cristiana  de  la 
mahometana,  gentílica,  ó  de  cualesquiera  otras,  y  después- 
de  recibido  el  bautismo  vuelven  á  sus  antiguas  tinieblas,  se 
manda  por  Gregorio  XI  que  queden  sujetos  á  los  jueces  do 
la  violada  religión,  y  que  se  les  castigue  como  á  herejes  con 
las  penas  de  tales.  Y  lo  que  es  más:  Inocencio  III  añade  á  las- 
penas  de  los  herejes  la  confiscación  de  bienes  y  la  entrega 
de  los  reos  á  los  jueces  seglares  para  que  los  castiguen;  pero- 
si  se  arrepienten,  deben  volverse  á  admitir  en  la  paz  y  gre- 
mio de  la  Iglesia;  sin  embargo,  se  les  colocará  perpetuamen- 
te en  una  cárcel,  según  constitución  de  Gregorio  IX. 

El  Santo  Concilio  de  Trento,  en  el  cap.  VII,  de  Foenit.y 
Sesión  XIV,  dice  lo  siguiente:  «Creyeron  nuestros  santísimos 
padres  que  era  de  grande  importancia  para  el  gobierno  del 
pueblo  cristiano,  que  ciertos  delitos  de  los  más  atroces  y 
graves  no  se  absolviesen  por  un  sacerdote  cualquiera,  sino 
sólo  por  los  sumos  sacerdotes;  y  esto  es  la  razón  por  qué  los- 
Sumos  Pontífices  han  podido  reservar  á  su  particular  juicio, 
en  fuerza  del  supremo  poder  que  se  les  ha  concedido  en  la 
Iglesia  universal,  algunas  causas  sobre  los  delitos  más 
graves.» 

Finalmente,  en  la  Bula  Apostolicae  Seáis,  última  expre- 
sión del  Derecho  penal  eclesiástico,  están  sujetos  los  apósta- 
tas, así  como  sus  encubridores,  favorecedores,  y,  en  gene- 
ral, todos  los  que  de  cualquiera  manera  los  defiendan,  á  ex— 
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comunión  latae  sententicte  reservada  de  un  modo  especial  al 
Romano  Pontífice. 

m 

En  nuestro  sentir,  es  indudable  que  tanto  los  que  profe- 
san el  indiferentismo  como  el  racionalismo  moderno,  son 
verdaderos  apóstatas.  En  efecto,  el  indiferentista  se  burla 
de  todas  las  religiones,  j  las  mira  con  igual  desprecio,  di*- 
ciendo  públicamente  que  lo  mejor  es  no  hablar  de  religión. 
Afines  al  indiferentismo  son:  el  materialismo,  que  niega 
todo  lo  sobrenatural;  el  panteísmo,  que  adora  á  la  naturale- 
za con^o  Dios;  el  racionalismo,  que  niega  la  revelación  y 
sólo  admite  lo  que  alcanza  la  limitada  razón  humana;  el  an- 
tropoteísmo,  que  adora  á  la  humanidad  terrestre  y  limita  á 
ella  toda  su  objetividad;  el  positivismo,  que  se  aproxima  al 
materialismo  y  culto  del  yo;  y  el  solidarismo,  que  tiende  á 
matar  todas  las  creencias  religiosas  con  el  más  brutal  des- 
potismo, jurando  vivir  y  morir  sin  religión,  oponiéndose  á 
que  los  demás  profesen  alguna,  y  asediando  brutalmente  á 
los  moribundos  para  impedirles  reconciliarse  con  la  Iglesia, 
ó  recibir  los  auxilios  espirituales.  Y  ¡horrible  sarcasmo! 
Todo  esto  se  hace  y  ejecuta  á  nombre  de  la  libertad.  Verdad 
es  que  la  Historia  nos  demuestra,  que  aquellos  que  invocan 
tan  dulce  palabra  son  precisamente  los  mayores  déspotas  del 
mundo.  Pero  sigamos;  todas  estas  escuelas  se  reducen  al 
ateísmo  más  ó  menos  solapado;  esto  es,  se  apartan  en  abso- 
luto de  la  fe  católica;  y  de  aquí  que  podamos  decir,  que  to- 
dos ellos  son  verdaderos  apóstatas  del  cristianismo.  Por  lo 
mismo  incurren  en  las  penas  de  que  antes  hemos  hecho  mé- 
rito. 

IV 

Desde  los  tiempos  de  Teodosio  figura  la  apostasía  como 
delito  público,  imponiéndose  á  los  apóstatas  por  las  leyes 
civiles  diferentes  penas.  En  el  Código  Teodosiano  se  impo- 


616 

nían  las  siguientes:  privación  de  la  testamentif acción  aotivk 
y  pasiva,  también  de  la  facultad  de  hacer  donaciones,  inf a> 
mia  perpetua,  y  aun  la  pena  de  muerte,  si  por  fuerza  ó  su- 
gestiones se  hacía  apostatar  al  siervo  ó  al  ingenuo. 

Las  antiguas  leyes  españolas  castigaban  asimismo  á  los 
apóstatas  con  idénticas  penas  que  á  los  herejes.  En  el  inmor- 
tal Código  del  Rey  Sabio  se  les  impone  la  pena  de  muerte  y 
la  de  confiscación  de  sus  bienes  (1).  Pero  en  la  ley  5.*  del 
tít.  XXV,  Part.  7.*,  se  dice:  «e  porque  tal  ome  como  este  es 
falso,  e  escarnecedor  de  la  ley,  non  deve  fincar  sin  pena, 
maguer  se  arrepienta.  E  porende  dixeron  los  sabios  anti- 
guos, que  debe  ser  enfamado  para  siempre;  de  manera,  que 
en  testimonio  nunca  sea  cabido,  nin  pueda  aver  oficio,  nin 
lugar  honrado,  nin  pueda  f  azer  testamento,  nin  pueda  ser 
establescido  por  eredero  de  otros  en  ninguna  manera.  E  aun 
demás  desto,  vendida,  ó  donación  que  le  oviessen  fecho,  ó 
que  fiziesse  el  á  otro,  da  aquel  dia  en  adelante  qu'ele  entro 
en  el  corazón  de  fazer  esto,  non  que  vala:  e  esta  pena  tene- 
mos que  es  mas  fuerte  a  este  atal,  qué  si  lo  matasen.  Ca  la 
vida  deshonrada  le  sera  peor  que  muerte,  non  pudiendo 
usar  de  las  honras,  e  de  las  ganancias,  que  vee  usar  comu- 
nalmente á  los  otros». 

Por  la  ley  3.*,  tít.  III,  lib.  XII  de  la  Nov.  Recop.,  se 
mandó  que  los  reconciliados  por  el  delito  de  apostasia,  ni  los 
hijos  y  nietos  de  los  condenados  por  otro  delito  hasta  la  se- 
gunda generación  por  línea  masculina  y  primera  por  línea 
femenina,  no  puedan  ser  ni  sean  del  Consejo,  ni  Oidores  de 
las  Audiencias  y  Chancillerías,  ni  Secretarios,  ni  Alcaldes, 
ni  Alguaciales,  ni  Mayordomos,  ni  Contadores  mayores  ni 
menores,  ni  Tesoreros,  ni  Pagadores,  ni  Contadores  de 
Cuentas,  ni  Escribanos  de  Cámara,  ni  dementas,  ni  Chanci- 
llería,  ni  Registradores,  ni  Relatores,  ni  Abogado,  ni  Fiscal, 
ni  tener  otro  oficio  público  ni  Real  en  la  Corte  y  Chancille- 
rías,  y  asimismo  que  no  puedan  ser  ni  sean  Corregidor,  ni 
Juez,  ni  Alcalde,  ni  Alcaide,  ni  Alguacil,  ni  Merino,  ni  Pre* 


(1)    Ley  4.»,  tít.  XXV,  Part.  7.a. 
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boste,  ni  Veinticuatro,  ni  Regidor,  ni  Jurado,  ni  Fiel,  ni 
Ejecutor,  ni  E8cri};>ano  público  ni  del  Concejo,  ni  Mayordo- 
mo, ni  Notario  público,  ni  Físico,  ni  Cirujano,  ni  Boticario, 
ñi  tener  otro  oficio  público  ni  Real  en  alguna  de  las  ciuda- 
des, villas  7  lugares  de  estos  reinos,  bajo  las  penas  en  que 
incurren  las  personas  privadas  que  usan  de  oficios  para  que 
no  tienen  capacidad,  y  so  pena  también  de  confiscación  de 
todos  sus  bienes  para  la  Cámaría  y  Fisco,  en  cuyas  penas  in- 
curren por  el  mismo  hecho,  sin  otro  proceso,  sentencia  ni 
declaración;  quedando  además  las  personas  á  merced  del 
Rey. 

El  Código  penal  de  1850  castiga  al  español  que  aposta- 
tare públicamente  de  la  religión  católica,  apostólica,  roma- 
na, con  la  pena  de  extrañamiento  perpetuo.  Pero  esta  pena 
cesaba  desde  el  momento  en  que  volvía  al  gremio  de  la 
Iglesia.  Además  se  le  imponía  la  de  inhabilitación  perpetua 
para  toda  profesión  ó  cargo  de  enseñanza  (1). 

Mas  el  vigente  Código  de  1870,  obra  de  la  revolución 
del  68,  suprimió  por  completo  el  título  del  anterior,  relativo 
á  los  delitos  contra  la  religión.  Y  en  esto  fué,  si  se  quiere, 
lógico,  porque  proclamada  entonces  por  la  Constitución  del 
Estado  la  libertad  de.  cultos,  no  podía  considerarse  punible 
ni  la  apostasía  ni  la  herejía.  ¿Pero  qué  fe  puede  merecer  el 
hombre  que  reniega  de  la  religión  de  sus  padres,  de  la  sana 
y  santa  doctrina  católica  y  hasta  dé  sus  más  nobles  senti- 
mientos? ¿Podrá  esperarse  nunca  de  ser  tan  despreciable 
una  idea,  un  pensamiento,  un  hecho,  en  fin,  que  tienda  al 
bien  de  sus  hermanos? 

Por  esto  es  digna  de  censura  la  dolorosa  tolerancia  que 
dispensan  hoy  á  los  apóstatas  los  Códigos  civiles. 


La  Iglesia  puede  indudablemente  imponer  á  los  apósta- 
tas de  su  fe  las  censuras  canónicas,  porque  es  una  sociedad 


(1)    Arte.  136  y  187. 
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libre  é  independiente  de  la  del  Estado.  Importa  poco  que  en 
éste  haya  libertad  de  cultos  ó  libertad  de  conciencia,  por* 
que  esto  sólo  servirá  para  los  Códigos  civiles,  pero  no  para 
las  leyes  eclesiásticas.  Y  téngase  presente  que  no  es  lo  mis- 
mo libertad  de  cultos  que  libertad  de  conciencia.  Por  esto  se 
advierte  en  la  práctica  cierta  contradicción  de  principios 
entre  el  Código  fundamental  de  la  Monarquía  y  el  vigente 
Código  penal,  pues  cuando  éste  se  redactó  había  en  España 
libertad  de  cultos,  y  hoy  existe  sólo  la  libertad  de  concien- 
cia; siendo  además  religión  del  Estado  la  católica,  apostóli- 
ca y  romana. 

Parecía,  pues,  lógico  que  este  espíritu  predominase  en 
las  leyes  civiles. 

Pero  concluyamos;  la  Iglesia  puede  imponer  en  los  cita- 
dos países  á  los  legos  apóstatas,  no  sólo  la  pena  de  excomu- 
nión y  privación  de  sepultura  eclesiástica,  sino  también  la 
de  infamia  canónica  para  ellos  y  sus  descendientes,  irregu- 
laridad para  el  caso  de  que  se  conviertan,  y  la  pérdida  de 
derechos  de  patronatos,  pensiones  y  otros,  si  los  tuviesen. 

VI 

Se  llama  apóstata  de  la  vida  monástica  ó  del  estado  reli- 
gioso el  monje  profeso  que  abandona  su  monasterio  sin  le- 
gítima licencia,  con  ánimo  de  no  volver  más  á  él.  Importa 
poco  que  la  deserción  tenga  lugar  conservando  el  hábito, 
porque  la  razón  formal  de  la  apostasía  consiste  en  abando- 
nar la  religión,  síne  aninio  revertendi,  sea  sin  hábito  ó  con 
él.  Las  penas  contra  estos  apóstatas  han  sido  impuestas  por 
el  derecho  común  ó  por  las  constituciones  y  reglamentos  de 
las  órdenes  regulares.  Según  el  derecho  común,  se  les  im- 
pone la  pena  de  excomunión,  en  la  cual  incurren  ipso  fac- 
ió (1);  también  se  hacen  irregulares,  y  si  se  ordenasen  du- 
rante la  apostasía,  no  pueden  ejercer  el  orden  recibido  sin 


(1)    Cap.  II,  de  Oítuic.  vd  MorMch,  in  Sexto. 
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dispensa  pontifioia,  aunque  se  reconciliasen  con  su  Abad  y 
recibiesen  la  penitencia  (!)• 

Por  las  constituciones  de  las  órdenes  se  les  prohibe  ele- 
gir y  ser  elegidos  para  las  prelacias,  y  se  les  pueden  imponer 
las  penas  de  cárcel,  ayunos  ú  otras  penitencias  arbitrarias, 
según  la  prudencia  del  superior. 

Por  la  regla  de  San  Benito,  á  la  cual  se  acomodaron  las 
constituciones  de  otras  religiones,  se  les  abren  las  puertas 
del  monasterio  hasta  tercera  vez. 

Es  importante  también  á  nuestro  objeto  la  Decretal  de 
Gregorio  IX  (cap.  XXIV,  de  Regular. )f  en  la  cual  se  previo- 
ne  que  los  superiores  regulares  requieran  solícitamente  to- 
dos los  años  á  los  fugitivos  para  que  vuelvan  al  monasterio, 
y  que  se  les  obligue  á  recibirlos  bajo  censuras  eclesiásticas, 
previa  monición,  salva  la  disciplina  de  la  orden. 

También  el  derecho  novísimo  se  ocupa  de  esta  materia. 
La  Sagrada  Congregación  del  Concilio  de  Trento  declaró 
en  1624  que  los  fugitivos  y  apóstatas,  lleven  ó  no  el  hábito 
monástico,  puedan  y  deban  ponerse  en  prisión  por  el  Obis- 
po, y  entregarlos  á  los  superiores  regulares  para  que  los 
castiguen  según  su  instituto.  Benedicto  XIV  se  ocupa  asi- 
mismo del  asunto  en  su  constitución  Pastor  banus.  Además, 
dice  en  su  obra  de  Synodo  Bioecesana,  que  la  Silla  Apostó- 
lica suele  publicar  indultos,  generalmente  el  año  de  jubileo, 
á  favor  de  los  apóstatas  que,  volviendo  á  su  religión  dentro 
de  los  plazos  señalados,  confiesen  su  culpa,  pidan  con  hu- 
mildad la  absolución  á  sus  superiores  y  prometan  guardar 
en  adelante  el  propósito  de  mejor  vida.  Bajo  estas  condicio- 
nes, y  usando  de  misericordia,  quedan  libres  de  todas  las 
penas.  Pasados  los  términos  fijados  en  los  indultos,  si  los  fu- 
gitivos y  apóstatas  llegan  á  la  sagrada  Penitenciaría  en  cual- 
quier tiempo,  todavía  encuentran  acogida  para  moderar  las 
penaS;  á  fin  de  que  los  superiores  de  la  orden  los  reciban 
humanamente;  y  aun  para  que  en  circunstancias  especiales 
queden  libres  de  toda  pena. 


(1)    Cap.  VI,  de  Apostatis. 
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La  apoetasía  del  orden  ó  estado  clerical  tiene  lugar  cuan- 
do el  clérigo  ordenado  in  sacris  deserta  de  su  estado  y  abra- 
za el  laical,  abandonando  permanentemente  el  hábito  y  ton- 
sura clerical,  y  viviendo  en  todo  cual  si  fuera  lego. 

E^  visto,  por  tanto,  que  sólo  los  clérigos  ordenados  in 
sacris  pueden  incurrir  en  esta  apostasfa,  pues  su  estado  es 
nna  especie  de  servidumbre  perpetua  para  el  ministerio  de 
la  Iglesia. 

Las  penas  contra  estos  apóstatas,  son  ^las  siguientes: 
1.^  Infamia  en  que  incurren  ipso  fado  (1).  2.®  Excomunión 
no  lata  sino  ferenda;  pero  si  contrajesen  matrimonio,  en- 
tonces seria  latae  sententiae  (2),  3.^  Irr^ularidad,  que  pro- 
viene de  la  infamia;  pero  caso  de  matrimonio,  nacería  de  1^ 
bigamia  similitudinaria,  no  obstante  la  nulidad  de  aquél  (8). 
4.^  Pérdida  de  los  privilegios  clericales,  si  amonestados  tres 
veces  por  el  Obispo  no  entran  en  sus  deberes  (4).  5.^  La  pri- 
sión, si  otros  medios  más  suaves  fueran  inútiles  para  su  en- 
mienda (5). 

El  docto  Golmayo,  en  la  nota  7.*,  par.  12,  lib.  in  de  sus 
Instituciones  canónicas,  cita  un  ejemplo  muy  notable  de  apos- 
tasía  en  el  pasado  siglo  en  el  distinguido  diplomático  Carlos 
Mauricio  de  Tayllerand,  Obispo  de  Autun.  Elegido  diputa- 
do de  los  Estados  generales  en  1789,  principió  á  figurar  to- 
mando una  parte  muy  activa  en  la  revolución  francesa.  Él 
fué  quien  consagró  los  Obispos  constitucionales,  haciendo 
después  renuncia  de  su  Obispado.  Entonces  empezó  la  ca- 
rrera de  los  destinos  civiles,  en  los  cuales  llegó  á  ser  primer 
ministro  en  el  Directorio,  y  luego  del  Consulado.  Antes  de 
su  elevación  al  ministerio  expidió  Pío  VI  tres  breves:  por 
el  primero,  de  10  de  Marzo  de  1791,  se  lamentaba  de  su  con- 
ducta; por  el  segundo,  de  13  de  Abril,  lo  declaró  suspenso 
de  todas  sus  funciones  episcopales;  por  el  tercero,  de  19  de 


(1)  Can.  XXIII,  cauB,  II,  quaest  VII:  can.  II,  cam,  III,  quaest.  IV. 

(2)  Clement.  únic,  de  Consangmn, 
(8)  Cap.  VII  de  Bigamis  non  ordin, 
(4)  Cap.  XXV  de  Sentent.  excom, 
(6)  Cap.  V  de  ApoBtaUs, 
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Marzo  de  1792,  le  dirigió  nuevas  moniciones  canónicas,  co- 
mo igualmente  á  los  demás  Obispos  que  habían  prestado  ju- 
ramento á  la  constitución  civil  del  clero,  amenazándoles  con 
la  excomunión  si  en  el  término  de  cuatro  meses  no  volvían 
al  buen  camino.  Cuando  Tayllerand  llegó  á  ser  primer  mi- 
nistro en  el  tiempo  del  Consulado,  trató  de  legalizar  su  si- 
tuación, y  al  efecto  se  dirigió  humildemente  á  Pío  Vil  pi- 
diendo la  reconciliación  con  la  Iglesia,  la  absolución  de  cen- 
suras en  que  hubiera  podido  incurrir  y  la  secularización  de 
los  órdenes  y  comunión  lega,  todo  lo  cual  le  fué  concedido, 
teniendo  presente  altas  consideraciones  de  Estado  y  de  bien 
público,  por  Breve  de  23  de  Junio  de  1802. 


CAPÍTULO  Ili 


I.  Herejía:  su  definición:  constitutivos  de  la  verdadera:  sus  especies: 
dudosos  en  la  fe  y  sospechosos  de  herejía:  fautores,  defensores  7 
receptores  de  los  herejes:  penas  canónicas  contra  los  mismos:  las 
impuestas  en  la  Bula  Apoetolicae  Sedis. — II.  Penas  de  los  Códigos 
civiles:  consideraciones  sobre  éstas. — III.  La  Iglesia  nunca  impuso 
ni  aprobó  las  penas  de  muerte  ni  de  sangre  contra  los  herejes. — 
IV.  Abjuración  de  la  herejía:  disciplina  acerca  de  ella  caando  el  he- 
reje nació  y  fué  bautizado  en  la  secta,  y  cuando  fué  antes  católico: 
quién  absuelve  de  la  herejía. — V.  Juez  legítimo  para  declarar  el 
dogma  y  anatematizar  á  los  que  se  separen  de  su  doctrina:  la  Igle- 
sia no  puede  permitir  la  sociedad  de  los  herejes  con  los  verdaderos 
creyentes. — VI.  Prohibición  de  libros  contra  la  fe  y  la  moral:  di- 
versos modos  de  condenarlos:  índice  de  libros  prohibidos  al  tenor 
del  Tridentino  y  Bula  de  Pío  IV  de  24  de  Marzo  de  1664. 


La  palabra  herejía  procede  de  otra  griega  que  significa 
secta,  la  cual,  como  enseña  Devoti,  puede  tomarse  lo  mismo 
en  buen  sentido  que  en  malo;  pero  el  uso  antiquísimo  de  los 
escritores  eclesiásticos  la  toma  en  mal  sentido,  definiéndola: 
error  voluntario  del  entendimiento  de  un  hombre  cristiano  en 
materias  de  fe  con  pertinacia  de  la  voluntad.  Donoso  entien- 
de que  dicha  voz  significa  lo  mismo  que  elección,  por  cuan- 
to el  hereje  elige,  entre  los  dogmas  de  la  fe,  aquellos  que 
juzga  más  conformes  á  su  razón. 

Según  la  citada  definición,  son  necesarias  tres  cosas  para 
que  haya  verdadera  herejía,  á  saber:  error  en  la  fe  de  parte 
de  un  hombre  cristiano;  que  la  doctrina  negada  haya  sido 
propuesta  por  la  Iglesia  católica  como  punto  de  creencia;  y 


623 

qae  con  la  ciencia  del  entendimiento  haya  pertinacia  ú  obs- 
tinación de  la  voluntad. 

La  completa  ignorancia  de  los  diversos  ramos  del  saber 
humano  y  las  falsas  apreciaciones  científicas  sobre  materias 
de  la  exclusiva  competencia  de  la  razón,  no  entran  en  este 
círculo.  En  una  palabra,  el  error  ha  de  ser  acerca  de  las 
verdades  reveladas,  es  decir,  de  las  contenidas  en  la  Escri- 
tura y  la  tradición,  y  propuestas  por  la  Iglesia  á  la  creencia 
de  los  fieles.  Además  es  necesario  que  el  error  sea  volunta- 
rio, esto  es,  libre  y  espontáneo  por  parte  del  sujeto. 

También  es  de  advertir  que  dicho  error  ha  de  ser  por 
parte  de  un  liombre  cristiano,  porque  los  errores  de  los 
ateos,  judíos,  mahometanos,  gentiles  é  idólatras  no  son  erro- 
res de  herejía,  sino  de  infidelidad.  Más  claro,  el  que  no  pro- 
fesa la  religión  cristiana  no  es  hereje,  sino  infiel,  y  la  Iglesia 
no  juzga  de  eis  quiforis  sunt,  sino  sólo  de  a(][uellos  que  fueron 
bautizados.  Tampoco  debe  confundirse  la  herejía  con  la 
apostasía;  porque  la  herejía  consiste  en  negar,  con  pertina- 
cia; alguno  ó  algunos  de  los  dogmas  católicos,  mientras  la 
apostasía  importa  la  total  abjuración  de  la  fe  cristiana. 

Igualmente  debe  notarse  que  el  error  ha  de  ser  contra- 
rio á  los  dogmas  definidos  por  la  Iglesia.  De  aquí  que  no  de- 
ba juzgarse  hereje  el  que  sigue  opiniones  acerca  de  las  cua- 
les la  Iglesia  aun  no  ha  pronunciado  su  fallo.  Por  esto  San 
Cipriano  pudo  sostener  contra  el  Papa  Esteban  su  opinión  fa- 
vorable á  la  nulidad  del  bautismo  conferido  por  los  herejes^ 
porque  esta  célebre  cuestión  fué  libre  en  un  principio.  No 
sucedió  lo  mismo  cuando  la  Iglesia  pronunció  ya  su  juicio 
sobre  este  asunto;  pues  desde  este  momento  se  adhirió  San 
Cipriano  á  la  doctrina  de  la  Iglesia. 

Asimismo  es  indispensable,  para  que  exista  herejía,  la 
pertinacia  en  el  error.  Se  dice  que  hay  pertinacia  cuando 
existe  una  adhesión  obstinada  á  su  propio  dictamen  contra 
la  doctrina  y  fe  católica.  Si  el  error  es  por  ignorancia  y  fal- 
ta de  discernimiento,  entonces  no  puede  decirse  propiamen- 
te que  haya  herejía.  Por  esto  el  que  asiente  al  error  con  ig- 
norancia invencible  no  es  hereje;  pero  sí  lo  es  el  que  sigue 
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el  error  con  ignorancia  afectada,  es  decir,  que  no  quiere 
instruirse  para  no  verse  obligado  á  abrazar  la  verdad.  La 
\rerdadera  significación  de  la  pertinacia  está  expresada  per- 
fectamente en  aquel  célebre  dicho  de  San  Agustín;  Errare 
potete,  sed  haereticm  non  ero;  lo  cual  quiere  decir:  que  aun- 
que se  caiga  en  el  error  no  será  con  pertinacia,  ni  se  incu- 
rrirá, por  tanto,  en  herejía,  porque  en  cuanto  se  conozca  lo 
abandonará  y  volverá  á  la  fe  de  la  Iglesia. 

La  herejía  se  divide  en  varías  especies  ó  clases:  primera^ 
objetiva  6  subjetiva.  La  herejía  objetiva  se  refiere  á  su  obje- 
to, es  decir,  á  sí  misma:  la  subjetiva  hace  relación  al  sujeto 
que  la  abraza;  segunda /ormaZ  y  material.  La  formal  es  aque- 
lla de  que  antes  nos  hemos  ocupado,  6  sea  la  herejía  subje- 
Uve  s^umpta;  la  material  consiste  en  el  error  de  un  hombre 
bautizado  contra  las  verdades  de  la  fe  por  pura  ignorancia 
y  sin  pertinacia.  La  herejía /ormaZ  se  divide  en  interna,  ex- 
terna  y  mipcta.  Es  interna  la  que  sólo  existe  en  el  interior  ó 
en  la  mente  sin  que  se  manifieste  exteriormente  con  palabras 
ó  hechos;  es  externa^  cuando  se  niega  por  hechos  ó  de  pala- 
bra la  fe  que  se  conserva  en  el  corazón;  y  mixta  la  que, 
existiendo  en  el  alma,  se  exterioriza  por  actos  suficientes. 
La  herejía  externa  se  subdivide  en  oculta  y  pública  6  moni-' 
fiesta.  Es  oculta  la  que  se  exterioriza  con  palabras  ó  con  al- 
gún hecho  ó  signo  sensible;  pero  sin  que  nadie  lo  perciba,  ó 
sólo  en  presencia  de  uno  ú  otro.  Es  píMica  6  manifiesta  la 
que  se  vierte  en  público  ó  en  presencia  de  muchos. 

En  cuanto  al  fuero  externo,  jbI  derecho  canónico  com- 
prende bajo  el  nombre  de  hereje,  no  sólo  á  los  manifiestos, 
sino  á  los  sospechosos  de  herejía,  á  los  que  prestan  fe  á  los 
herejes,  á  los  receptadores,  defensores  y  fautores  de  ellos. 
También  se  comprenden  en  muchos  casos  á  los  dudosos  en 
la  fe;  porque  si  bien  la  duda  es  sólo  la  suspensión  del  juicio 
entre  el  consentimiento  y  el  disentimiento,  es  lo  cierto  que 
el  que  duda  con  una  duda  positiva  es  formalmente  hereje, 
porque  aunque  no  niegue  la  verdad,  presta  su  disentimiento 
á  la  doctrina  de  la  Iglesia  y  no  cree  en  la  infalibilidad  de 
ésta  al  proponerle  el  punto  como  cosa  de  fe.  Para  este  caso 
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tiene  lugar  el  dicho  del  Papa  Esteban:  Bubius  infide,  infide- 
lis  esL 

.  Sospechosos  de  herejía  son  aquellos  que,  si  bien  no  pro- 
fesan manifiestamente  el  error,  se  presume  por  varios  in- 
dicios ó  conjeturas,  que  yerran  con  pertinacia  acerca  de  la 
fe.  La  ^apecha  de  herejía  se  divide  en  leve,  vehemente  y  vio^ 
Unta. 

Es  leve  la  que  emana  de  palabras  ó  de  hechos  exterio- 
res que  siendo  inciertos  y  equívocos,  apenas  suministran 
ninguna  presunción.  La  velieniente  resulta  de  argumentos 
que  muchas  veces  son  ciertos  y  que,  por  tanto,  constituyen 
presunción  de  derecho,  la  cual  debe  destruirse  con  prueba 
en  contrario.  Es,  por  último,  violenta  la  que  produce  pre- 
sunción juris  et  de  jure)  y  respecto  de  ésta  no  se  admite  prue- 
ba en  contra;  tal  sucede  si  aquél  sobre  el  cual  recae  vehe- 
mente sospecha,  se  niega  á. purgarse  por  el  juramento  ó  ab- 
juración; ó  si  el  excomulgado  permanece,  durante  un  año, 
en  la  excomunión  por  obstinación. 

Los  que  prestan  fe  á  los  herejes  son  aquellos  que  no  sólo 
asientan  á  uno  ú  otro  error  contrario  al  catolicismo,  sino  los 
que  en  general  muestran  decisión  por  la  doctrina  de  los  mis- 
mos. Se  dicen  receptadores  los  que  acogen  y  ocultan  al  he- 
reje que  huye,  por  causa  de  herejía,  para  no  caer  en  mano 
del  juez.  Defensores  son  los  que  de  cualquier  modo,  con 
fuerza  6  dolo,  de  palabra  ó  por  escrito,  defienden  los  erro- 
res y  personas  de  los  herejes,  para  que  aun  perseverando  en 
la  herejía,  estén  seguros  de  la  persecución  y  castigo  judi- 
cial; como  también  los  que  arrancan  de  las  cárceles  ó  de 
manos  del  juez  á  los  capturados  por  causa  de  herejía,  ó  pro- 
hiben ó  impiden  su  castigo.  Llámanse,  en  fin,  fautores  los 
que  positiva  ó  negativamente  prestan  auxilio,  favor,  consejo 
ó  cualquiera  otra  cooperación  para  que  los  herejes  no  sean 
aprehendidos  ó  castigados  por  la  herejía. 

Las  penas  eclesiásticas  contra  los  herejes  son:  1.^  La  ex- 
comunión mayor  ipso  facto^  en  la  cual  incurren  también  los 
que  los  encubren,  protegen  y  defienden  como  tales  here- 
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jes  (1).  Sin  embargo,  los  autores  presentaiii  con  relación  á  los 
receptadores,  defensores  y  fautores  dos  casos  de  excepción, 
á  saber:  cuando  los  que  reciben  y  favorecen  á  los  herejes 
están  unidos  á  ellos  por  vínculos  muy  estrechos,  como  pa- 
dres ó  hijos,  y  cuando  por  la  acogida  y  protección  dispensa- 
da al  hereje  no  se  haya  propagado  más  la  herejía,  ó  se  ha- 
yan seguido  funestos  resultados.  2.^  La  denegación  de  se- 
pultura eclesiástica,  bajo  pena  de  excomunión  contra  los  que 
la  conceden  (2).  3.*  La  irregularidad  con  infamia,  siendo 
también  irregulares  los  que  siguen  ó  prestan  fe  á  los  here- 
jes, sus  receptadores,  defensores  y  fautores  (3).  Incurren 
igualmente  en  irregularidad  los  hijos  de  los  herejes  hasta  la 
segunda  línea  paterna  y  primera  de  la  materna,  si  los  pa- 
dres murieron  en  la  herejía  (4).  4.*  Si  los  herejes  fuesen  clé- 
rigos, son  depuestos  y  privados  de  todos  sus  beneficios  y 
cargos  eclesiásticos  (5).  De  aquí  resulta  que  la  colación  de 
un  beneficio,  hecha  después  del  lapso  en  herejía^  es  inválida 
y  sin  efecto.  En  cuanto  á  los  beneficios  ya  obtenidos,  aun- 
que pueden  y  deben  ser  priyados  de  ellos,  por  sentencia  del 
juez  eclesiástico,  no  los  pierden  ipso  fado,  y  por  lo  mismo 
son  válidos,  en  sentir  de  varios  autores,  los  actos  jurisdic- 
cionales ejercidos  antes  de  la  sentencia  judicial. 

Hay  además  otras  varias  penas  que,  aunque  están  con- 
signadas en  el  cuerpo  del  derecho  canónico,  no  tienen  hoy 
aplicación  en  la  práctica;  tales  son:  1.^  Que  los  herejes  y  sus 
fautores,  si  persisten  por  un  año  en  la  excomunión,  pierdan 
los  derechos  de  testamentif  acción  activa  y  pasiva  (6).  2.*  Que 
sean  infames  ipso  jure,  pierdan  el  derecho  de  elegir  y  dar 
testimonio,  y  de  ser  nombrados  para  cargos  públicos  (7).  3.* 
Que  sus  bienes  sean  confiscados,  si  son  legos,  por  el  juez  se- 


(1)  Cap.  VIII,  IX  et  XIII,  par.  5.©  de  Haereticis:  cap.  XIII  de  ídem 
in  S^rto. 

(2)  Cap.  VIII,  de  Haereticis:  cap.  II  de  id.  in  Sexto. 

(3)  Cap*.  II,  par.  2. o  de  Haereticis ,  in  Srxto. 

(4)  Cap.  XV,  de  Haereticis ^  in  Sexto, 

(5)  Cap.  IX,  de  Haereticis. 

(6)  Cap.  XIII,  par.  6.o  de  Haereticis. 

(7)  ídem,  ídem. 
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glBT;  j  si  son  eclesiásticos  por  el  juez  eclesiástico,  aplicán- 
dose los  de  éstos  á  la  iglesia  en  que  tienen  sus  beneficios  (1). 
4.^  Que  los  hijos  de  familia  queden  libres  de  la  patria  po* 
testad  (2).  5.^  Que  los  subditos  y  vasallos  sean  absueltos 
del  juramento  de  fidelidad  (3).  6.^  Que  si  requeridos  los  se- 
ñores temporales  por  el  Metropolitano  y  Obispos  compro- 
Tinciales  no  expulsasen  de  sus  dominios  á  los  herejes,  sean 
excomulgados,  y  si  dentro  de  un  año  no  cumpliesen  con  la 
referida  disposición,  se  ponga  el  caso  en  conocimiento  del 
Bomano  Pontífice,  para  que  los  prive  de  su  honor  y  digni- 
dad, y  deje  libres  sus  estados  para  que  los  ocupen  los  Prín- 
cipes católicos  (4)»  7.*  La  de  prisión  perpetua,  si  sorprendi- 
<íbs  en  la  herejía  no  quisiesen  hacer  penitencia  (5). 

Es  de  notar  que  para  incurrir  encías  penas  contra  la  he* 
rejía,  no  basta  que  ésta  sea  interna,  sino  que  se  exteriorice, 
pues  la  Iglesia  en  el  fuero  externo  no  impone  penas  por  de- 
litos meramente  internos.  Tampoco  basta  la  externa,  porque 
realmente  no  es  hereje  quien  niega  por  miedo  ú  otra  causa 
una  verdad  de  fe,  sin  que  así  lo  sienta  en  su  interior.  A  pe- 
sar de  esto,  la  Iglesia  puede  juzgarle  en  el  fuero  externo. 

En  una  palabra,  la  herejía,  por  la  cual  se  incurre  en  di- 
chas penas,  es  la  mixta  de  interna  y  externa,  y  aun  así  es 
preciso  para  incurrir  en  las  que  se  refieren  al  fuero  extemo 
que  la  herejía  sea  manifiesta  y  pública.  Basta,  empero,  la 
oculta  para  incurrir  en  aquellas  penas  que  no  requieren  la 
acción  del  superior,  v.  gr.,  la  excomunión,  etc. 

Por  la  Bula  ApostoUcae  Sedis  se  declara  que  están  sujetos 
á  excomunión  latae  sententiae,  reservada  de  un  modo  espe^ 
cial  al  Romano  Pontífice,  todos  y  cada  uno  de  los  herejes, 
cualquiera  que  sea  su  denominación  y  la  secta  á  que  perte- 
nezcan, así  como  los  que  den  crédito,  sus  encubridores,  fa- 
vorecedores, y  en  general  todos  los  que  de  cualquiera  ma- 
nera los  defiendan. 


(1)  Cap.  X,  de  Haereiicie:  cap.  XIII,  par.  l.o,  ídem. 

(2)  Cap.  II,  par.  '4.o  de  Haereticü,  in  Sexto. 

(3)  Cap.  XVI,  de  Haereticis^ 

(4)  Cap.  Xin,  par.  3. o  de  Haereticis, 
(6)  Cap.  XV,  par.  l.o  de  Haereticis, 
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En  los  Códigos  romanos  se  observa  desde  luego  que  no 
hay  una  misma  pena  para  todos  los  herejes,  sino  que  en  unas 
ocasiones  hay  mayor  rigor  que  en  otras,  y  que  la  mayor  6 
menor  severidad  depende  mucho  de  su  número  y  condición. 
Por  esto  vemos  en  los  Códigos  de  Teodosio  y  Justiniano  que 
los  Emperadores  Romanos  combinaron  los  medios  de  ata* 
que  y  defensa  contra  los  herejes  que  sucesivamente  se  fueron 
presentando  según  lo  exigían  las  circunstancias,  para  lo  cual 
recorrieron  un  largo  catálogo  de  penas,  desde  la  pecuniaria 
hasta  la  capital.  He  aquí  las  más  principales:  infamia,  pri- 
vación de  honores,  expulsión  de  la  milicia  palatina  y  de  la 
administración  de  la  provincia,  incapacidad  para  testar  y 
para  ser  instituidos  herederos,  confiscación  de  bienes  á  fa- 
vor del  fisco  ó  del  pueblo  romano,  privación  del  derecho  de 
donar  y  recibir  donaciones,  de  comprar  y  vender  y  celebrar 
otros  contratos,  expulsión  de  su  domicilio,  ciudad  ó  provin- 
cia, penas  pecuniarias,  castigos  corporales,  destierro  y  pena 
capital. 

Vienen  luego  los  Príncipes  cristianos  y  también  imponen 
penas  temporales  contra  los  herejes,  dispensando  así  protec- 
ción á  la  Iglesia.  Federico  II,  Emperador  de  Alemania, 
después  de  calificar  el  crimen  de  herejía  de  más  horrible 
que  el  de  lesa  majestad,  impone  contra  ellos  en  toda  la  ex- 
tensión de  sus  dominios  la  pena  de  confiscación  de  bienes  y 
la  de  muerte,  y  á  los  fautores  y  encubridores  destierro  per- 
petuo, confiscación  de  bienes  é  infamia,  que  pasaba  también 
á  sus  hijos.  No  menos  graves  fueron  las  leyes  de  España, 
aun  en  reinados  tan  gloriosos  como  el  de  D.  Alfonso  el  Sabia 
y  los  Reyes  Católicos.  Y  ésta  fué  asimismo  la  legislación  que 
por  largo  tiempo  estuvo  vigente  en  los  diferentes  reinos  de 
Europa. 

El  tít.  XXVI,  Part.  7.*,  contiene  seis  leyes,  todas  ellas 
relativas  á  los  herejes.  Por  la  primera  se  explica  el  signifi- 
cado de  la  palabra  hereje,  que  tanto  quiere  decir  en  román- 


«e  como  departiníiento,  porque  el  hereje  es  departido  de  la  fe 
«atólica  de  los  cristianos.  Por  la  segunda  se  dice  que  loa  be- 
rejes  pueden  ser  acusados  de  cada  uno  del  pueblo  delante 
de  los  Obispos  6  de  los  Vicarios,  y  ai  despula  de  examinados 
«n  los  artículos  de  la  fo  y  en  los  sacramentos,  encontraren 
4stos  que  yerran,  entonces  deben  procurar  sacarlos  del 
error;  y  si  tomasen  á  la  fe,  laego  de  reconciliados  débanlos 
perdonar.  Pero  si  no  quisieren  separarse  del  error,  los  juz- 
garán por  herejes  y  entregarán  S  los  jueces  seglares,  quienes 
les  castigarán  de  esta  manera:  <que  si  fuere  el  hereje  predi- 
cador, á  que  disen  consolador,  dévenlo  quemar  en  fuego,  de 
manera  que  muera.  E  essa  misma  pena  deven  aver  loa  des- 
oreydos,  que  diximos  de  suso  en  la  ley  ante  desta,  que  non 
creen  aver  gualardon,  nin  pena,  en  el  otro  siglo.  E  si  non 
fuere  predicador,  mas  creyente,  que  vaya,  e  este  con  los  que 
fiziessen  el  sacrificio  á  la  sazón  que  lo  fiziessen,  e  que  oye 
cotidianamente,  6  quando  puede,  la  predicación  dellos, 
mandamos,  que  muera  por  ello  essa  misma  muerte, .  porque 
se  dá  á  entender  que  es  hereje  acabado,  pues  que  cree,  e  va 
al  sacrificio,  que  fazen.  E  si  non  fuere  creyente  en  la  creen- 
cia dellos,  mas  lo  metiere  en  obra,  leyéndose  al  sacrificio 
dellos,  mandamos  que  sea  echado  de  nuestro  Señorío  para 
«iempre,  o  metido  en  cárcel,  fasta  que  se  arrepienta,  se  tor- 
ne á  la  fe.  Otrosi  dezimos,  que  los  bienes  de  los  que  son 
condenados  por  herejes,  ó  que  mueren  conocidamente  en  la 
creencia  de  la  herejía,  deven  ser  de  sus  fijos,  o  de  sus  des- 
■cendientes  dellos.  E  si  los  non  ovieren,  mandamos  que  sean 
de  los  mas  propíneos  parientes  católicos  dellos.  E  si  tales 
parientes  non  ovieren,  dezimos,  que  si  fueren  seglares  los 
lerejes,  el  Rey  deve  heredar  todos  sus  bienes;  e  si  fueren 
«lerigos,  puede  la  Eglesia  demandar,  e  aver,  fasta  un  afio 
después  que  fueron  muertos,  lo  suyo  dellos.  E  dende  en  ade- 
lante lo  deve  aver  la  Cámara  del  Rey,  si  la  Eglesia  fuera 
negligente  en  lo  non  demandar  en  aquel  tiempo.  E  si  por 
aventura,  non  fuere  creyente,  ni  fuere  a!  sacrificio  dellos, 
ase!  como  sobredicho  es,  mas  fuere  á  oyr  doctrina  dellos; 
mandamos,  que  peche  diez  libras  de  oro  á  la  Cámara  del 
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Rey,  e  si  non  oviere  de  que  lo  pechar,  denle  cincuenta  azo- 
tes publicamente». 

Por  la  ley  3.^  quedan  desheredados  los  hijos  herejes; 
pero  si  después,  conociendo  su  yerro,  se  convierten  á  la  t& 
católica,  son  obligados  sus  hermanos  de  dar  á  cada  uno  de- 
ellos  su  parte  en  los  bienes  de  su  padre;  mas  no  los  frutos  6 
productos  de  las  cosas,  si  no  quisieren. 

Por  la  ley  4.^  se  declara  inhábiles  á  los  herejes  para  ob- 
tener beneficios,  dignidades  y  oficios  públicos;  además  no 
pueden  hacer  testamento  sino  á  favor  de  sus  hijos  católicos, 
como  tampoco  heredar,  donar  ni  vender. 

Por  la  ley  5.^  se  imponen  penas  á  los  encubridores  de  los. 
herejes;  si  el  encubridor  recibe  á  sabiendas  en  su  casa  á  al- 
gún hereje  6  consiente  que  muestre  ó  predique  á  otros  en 
ella,  ó  que  se  reúnan  varios  para  hablar  ó  tener  sus  cabil- 
dos, pierde  la  casa  en  que  los  acogió  á  favor  de  la  Iglesia; 
pero  si  aquel  que  los  acogió  en  casa  de  otro  fué  sin  conoci- 
miento del  señor  de  ella,  en  este  caso  no  se  pierde  la  casa; 
mas  el  que  los  recibió  debe  pagar  diez  libras  de  x>ro  á  la  Cá- 
mara del  Rey,  y  si  fuese  insolvente,  sufrir  la^  pena  de  azo- 
tes públicamente  por  todo  el  lugar  donde  esto  acaeció. 

Por  la  ley  6.^  se  dispone:  que  si  algún  cristiano  acogiere- 
ó  amparase  en  su  tierra  á  los  herejes,  y  después  de  amones- 
tados por  sentencia  de  excomunión  que  diera  contra  él  al- 
gún Prelado,  no  obedeciere  dicha  sentencia  y  estuviese  ea 
esta  rebeldía  por  un  año,  quede  infamado  por  ello,  de  ma- 
nera que  jamás  pueda  tener  oficio  ni  lugar  honrado.  «E  de- 
más desto,  si  fuere  Rico  ome  Señor  de  tierra  ó  de  algún  cas- 
tillo, pierda  porende  el  Señorío  que  avia  en  la  tierra  ó  en  el 
castillo,  e  sea  del  Rey;  e  aun  demás  desto,  que  sea  echado- 
de  la  tierra,  e  se  fuere  otro  ome  vil,  el  cuerpo  e  cuanto  ovie- 
rC;  esté  á  la  merced  del  Rey,  quel  faga  tal  escarmiento,  quaL 
entendiere  que  meresce  por  tal  yerro  como  este». 

El  tít.  III,  lib.  Xn  de  la  Nov.  Recop.  está  igualmente 
consagrado  á  los  herejes  y  excomulgados.  La  ley  1.^  ordena: 
que  después  que  por  el  Juez  eclesiástico  fuere  alguno  con- 
denado por  hereje  pierda  todos  sus  bienes  y  sean  para  la 


Cámara.  La  2.',  que  es  de  Iob  aeñores  Reyes  Católicos,  dioe: 
que  por  cuanto  algunas  personas  condenadas  por  herejes  ee 
ausentan  del  reino  y  se  van  á  otros  lugares,  donde  con  fal- 
Bas  relaciones  han  impetrado  subrepticiamente  exenciones  y 
absoluciones,  y  luego  de  esto  intentan  volver  al  reino, 
imandamos  que  no  sean  osados  las  tales  personas  condena- 
das de  volrer,  ni  vuelvan  ni  tomen  á  nuestros  Reinos  y  Se- 
dorios  por  ninguna  vía,  manera,  causa  ni  razón  que  sea,  so 
pena  de  muerte  y  perdimiento  de  bienes,  en  la.qual  pena 
queremos  y  mandamos,  que  por  ase  mismo  hecho  incurra;  y 
que  la  tercia  parte  de  los  dichos  bienes  sea  para  la  persona 
que  lo  acusare,  y  la  tercia  parte  para  la  justicia,  y  la  otra 
tercia  parte  para  la  nuestra  Cámara > 

La  ley  3/  prohibe  tener  oficios  públicos  al  reoonoiliado, 
y  al  hijo  ó  nieto  del  condenado  por  la  Santa  Inquisición. 

El  Código  penal  de  1850  no  castiga  expresamente  al  he- 
reje, como  lo  hace  respecto  del  apóstata.  Contiene,  sin  em- 
bargo, dos  artículos  en  los  cuales  se  imponen  penas  á  los 
que  públicamente  ejecutan  ciertos  actos  contra  la  religión 
católica  (1). 

No  sucede  lo  mismo  en  el  vigente  Código  penal,  porque 
éste  fué  publicado  después  de  proclamada  en  España  la  li- 
bertad de  cultos. 

El  examen  do  las  anteriores  disposiciones  civiles  prue- 
ban evidentemente,  contra  los  calumniadores  y  enemigos 
de  la  Iglesia,  de  que  ciertas  penas  de  sangre  sólo  se  impn- 
sieron  por  las  autoridades  seglares.  Y  en  verdad  que  aun- 

(1)  Árt.  129.  4EI  qne  cet«bre  actos  públicos  de  au  culto  que  no  sea 
el  de  1&  religión  católica,  apostólica,  romana,  será  castigado  con  la  pe- 
na de  extrañamiento  temporali. 

Art.  130.  (Serán  caatigadoB  con  la  pena  de  prisión  correccional: 
1.0  El  qne  incnlcare  públicamente  la  inobservancia  de  loa  preceptos 
religiosos.  2.°  El  que  con  igual  publicidad  se  mofare  de  algunos  de  los 
mÍBterioB  6  Sacramentos  de  la  Iglesia,  ó  de  Otra  manera  excitare  á  su 
desprecio.  3.»  El  que  habiendo  propalado  doctrinas  ó  máximas  contra- 
rias al  dogma  católico,  persistiere  en  publicarlas  después  de  haber 
sido  condenadas  por  !a  Autoridad  ecleBiáetica). 

«El  reincidente  en  estos  delitos  será  castigado  con  el  extrafiamien- 
to  temporal». 
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que  estas  penas  eran  demasiado  duras,  es  preciso  no  olvidar 
la  época  en  que  se  consignaron  en  los  Códigos  civiles,  como 
también  el  indisputable  derecho  del  Jefe  del  Estado  para 
castigar  los  atentados  contra  las  leyes  fundamentales  del 
país.  Por  lo  que  hace  á  la  naturaleza  del  delito,  necesario 
es  fijarse  en  la  consideración  de  que  la  herejía  no  es  sólo  la 
falta  de  fe  en  algún  dogma  católico,  porque  este  hecho  como 
acto  interior  del  entendimiento  no  es  punible  en  el  fuero 
externo,  sino  que  el  hereje  hace  pública  profesión  de  su 
doctrina,  extravía  las  inteligencias,  seca  el  corazón  de  mu- 
chos que  se  encuentran  bien  con  la  fe  de  sus  mayores;  arro- 
ja la  cizaña  dentro  del  hogar  doméstico,  tal  vez  conspira 
contra  las  instituciones,  y  hasta  toma  algunas  veces  las  ar- 
mas para  defender  y  propagar  su  creencia.  ¡Ah!  Que  lo  te- 
rrible de  esas  penas  impidió  que  se  derramase  en  España  la 
sangre  á  torrentes,  como  sucedió  en  Alemania  y  otros  paí- 
ses de  Europa. 

Si  á  esto  se  agrega  que  el  pueblo  español  conservaba  en- 
tonces una  fe  viva,  y  que  tenía  por  una  calamidad  las  al- 
teraciones en  materia  de  religión,  se  comprenderá  bien  que 
las  penas  impuestas  á  los  herejes  habían  de  ser  las  más 
duras. 

Por  otra  parte,  cuando  en  un  pueblo  no  hay  hábitos  de 
tolerancia,  cuando  se  desconocen  los  principios  fundamen- 
tales del  derecho  penal,  cuando  las  gentes  están  familiari- 
zadas con  la  pena  de  muerte,  tiene  ésta  una  explicación  muy 
satisfactoria  para  los  delitos  de  herejía,  que  perturbaban  el 
orden  y  la  tranquilidad  de  los  Estados. 

III 

El  derramamiento  de  sangre  humana  está  en  contradic- 
ción con  los  sentimientos  de  dulzura  y  mansedumbre  pre- 
dicados constantemente  por  la  Iglesia.  Por  esto  vemos  que 
dicha  pena  no  tiene  cabida  en  sus  códigos,  y  que  para  ella 
es  una  máxima  proverbial  é  inconcusa:  Non  est  Ecdesiae 
poenas  cum  sanguine  poseeré;  así  cumple  el  pacto  de  Noé, 
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muy  realzado  por  Jesucristo,  legislador  supremo,  que  de- 
rramó su  sangre,  pero  jamás  la  ajena. 

La  Historia^ viene  también  á  comprobar  esta  misma  ver- 
dad, pues  no  tenía  precisamente  otro  objeto  el  asilo  de  los 
templos  y  la  intervención  de  los  Obispos  cerca  de  los  Em- 
peradores, que  el  arrancar  de  manos  del  verdugo  á  los  reos 
sentenciados  á  muerte.  Todavía  se  demuestra  aún  más  su 
repugnancia  én  el  hecho  de  declarar  excluidos  del  sacerdo- 
<jio  á  los  que  hubiesen  derramado  la  sangre  de  sus  herma- 
nos. ¡Oh  doctrina  admirable  y  sublime  del  catolicismo!  Sólo 
tú  eres  capaz  de  inspirar  sentimientos  tan  nobles  y  eleva- 
dos; sólo  tú  predicas  la  caridad  verdadera;  sólo  tú  enseñas 
á  amar;  sólo  tú,  en  fin,  elevas  el  alma  hasta  el  sacrificio. 
Pobre  inteligencia  y  pobre  razón  aquella  que,  apartándose 
de  ti,  quiere  buscar  en  otras  fuentes  el  origen  del  bien.  Pero 
sigamos:  este  espíritu  de  lenidad  por  parte  de  la  Iglesia  nun- 
ca fué  desmentido,  pues  en  el  período  de  veinte  siglos 
que  van  corriendo,  no  se  encuentra  una  sola  disposición  le- 
gislativa en  la  cual  se  imponga  la  pena  de  muerte  contra  los 
herejes.  Es  más,  ni  siquiera  se  aconseja  ni  aprueba  directa 
ó  indirectamente.  Y  esta  observación,  no  sólo  tiene  lugar 
respecto  de  los  Concilios  generales,  Decretales  Pontificias  y 
cánones  de  los  Concilios  provinciales  y  diocesanos,  sino  aun 
tratándose  de  los  Santos  Padres  en  particular.  Doctores  de 
la  Iglesia  y  escritores  eclesiásticos  de  todas  las  escuelas. 

IV 

La  benignidad  de  la  .Iglesia  se  comprende  perfectamente 
en  el  hecho  de  admitir  en  su  seno  al  hereje  que  da  muestras 
de  arrepentimiento.  No  sucede,  por  cierto,  lo  mismo  en  la 
sociedad  civil^  porque  si  ésta  impone  una  pena  al  delincuen- 
te, tiene  necesidad  de  cumplirla  aunque  llore  su  crimen;  al 
menos  que  el  Príncipe  venga  con  un  indulto  á  templar  los 
rigores  de  la  ley.  La  Iglesia,  por  el  contrario,  en  cuanto  el 
hereje  desiste  de  sus  doctrinas  heréticas,  ya  sea  antes  de 
principiar  el  juicio,  ya  sea  durante  él,  se  le  vuelve  á  recibir 
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en  la  comunión,  desapareciendo  por  completo  algunas  penas 
7  moderándose  otras  al  arbitrio  y  prudencia  del  juez. 

Pero  como  esta  benignidad  pudiera  dar  motivo  á  incu- 
rrir en  el  mismo  delito,  la  Iglesia  tiene  declarado  que  usará 
de  mayor  rigor  con  los  que  reincidiesen  en  la  misma  here- 
jía ó  abrazasen  otra  nueva.  Por  esto,  cuando  el  hereje  arre- 
pentido desea  volver  al  seno  de  la  Iglesia  católica ,  se  le  re- 
cibe si  primeramente  detesta  y  abjura  su  error  y  promete 
solemnemente  que  en  adelante  no  se  separará  de  la  doctrina 
de  la  Iglesia;  asi  es  que  la  abjuración  comprende  dos  partes: 
la  primera  es  la  retractación  de  la  herejía,  y  la  segunda  la 
expresa  profesión  de  la  fe  católica.  Mas  aquellos  que  llama- 
mos lapsos,  ó  que  han  caído  más  de  una  vez  en  la  herejía, 
deben  ser  entregados  á  la  autoridad  secular  para  que  les 
imponga  los  debidos  castigos,  aunque  no  se  les  niega  los  sa- 
cramentos de  la  Penitencia  y  Eucaristía,  si  dieren  manifies- 
tas pruebas  de  arrepentimiento  (1). 

Antiguamente  era  distinta  la  disciplina  cuando  el  hereje 
nació  y  fué  bautizado  en  la  secta,  y  cuando  fué  antes  cató- 
lico. Los  que  venían  á  la  Iglesia  católica  siendo  nacidos  y 
bautizados  en  la  herejía,  no  sólo  eran  recibidos  por  la  peni- 
tencia, sino  también  por  la  imposición  de  manos;  y  si  no 
fueron  ungidos  en  la  herejía,  se  recibían  asimismo  por  la 
unción  del  sagrado  crisma ;  porque  aunque  el  bautismo  re- 
cibido se  tenía  por  válido  si  había  sido  administrado  con  la 
forma  é  intención  de  nuestra  Santa  Madre  Iglesia,  se  estima- 
ba quedar  en  suspenso  la  caridad  existente  sólo  en  la  unidad 
con  la  Iglesia,  hasta  volver  al  seno  de  la  misma.  Por  el  con- 
trario, los  que  siendo  católicos  incurrían  después  en  herejía, 
volvían  al  gremio  de  la  Iglesia  por  sólo  la  penitencia,  que 
era  ya  más  breve  ó  más  larga,  en  razón  a  las  cosas  y  disci- 
plina de  los  tiempos. 

En  los  países  en  que  había  Inquisición  se  distinguían  tres 
clases  de  abjuraciones,  á  saber:  de  formali,  de  vehementi  y 
de  leve.  La  primera  se  hacía  por  el  hereje  reconocido;  la  se- 


(1)    Cap.  IX,  de  Haereticis:  Cap.  IV,  de  Haereticia,  in  Sexto, 
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gunda  por  el  profundamente  sospechoao,  y  la  tercera  por  el 
que  lo  era  levemente.  Para  las  dos  primeras  se  le  ponía  al 
aousado  un  saco  bendito,  que  tenia  en  la  parte  posterior  la 
figura  de  una  cruz  de  color  rojo  azafranado,  al  qu^se  lla- 
maba de  San  Benito  (1). 

La  autoridad  le^tíma  para  absolver  de  la  herejía  lo  es 
dentro  de  su  diócesis  el  Obispo  propio;  pero  sólo  en  el  fue- 
ro de  la  oonoiencia,  j  sin  que  puedan  delegar  esta  facultad 
á  sus  vicarios:  asf  lo  dioe  expresamente  el  capítulo  VI  de 
Seform.,  Ses.  XXIV  del  Santo  Concilio  de  Trento. 

Sin  embaído,  deben  tenerse  presentes  las  disposiciones 
de  la  Bula  Apoatolicae  Seáis  del  inmortal  Pío  IX,  pues  sabi- 
do es  que  los  herejes  están  sujetos  por  dicha  Bula  á  exco- 
munión IcUae  sentenfiae,  reservada  de  un  modo  especial  al 
Romano  Pontífice,  y  los  efectos  de  esta  reserva  especial  con- 
sisten en  que  la  absolución  de  estas  censuras  queda  reser- 
vada á  la  Silla  apostólica,  sin  que  la  autorización  general 
para  absolver  de  los  casos  y  censuras  ó  excomunioneB  re- 
servadas al  Romano  Pontífice,  sea  bastante  por  ningún  mo- 
tivo para  conceder  la  absolución  de  ésta.  Es  más,  los  qne 
bajo  cualquier  pretexto  se  atreviesen  á  absolver  de  estas  ex- 
comuniones sin  la  debida  autorización,  incurren  en  exco- 
munión reservada  ai  Romano  Pontífice,  á  no  ser  que  dicha 
absolución  se  haya  dado  i»  articulo  mortia,  en  cuyo  caso  sub- 
siste para  los  penitentes  absueltos  la  obligación  de  sujetar- 
se, si  convaleciesen,  á  los  mandatos  de  la  Igleda. 


La  Iglesia  docente  es  la  única  que  puede  declarar  el  dog- 
ma y  anatematizar  á  los  que  se  separen  de  su  doctrina.  De 
aquí  que  el  cuerpo  de  loa  Obispos  con  sti  legítima  cabeza  el 
Romano  Pontífice,  centro  de  la  unidad,  sean  los  llamados 
por  derecho  divino  á  una  y  otra  cosa. 

Y  entiéndase  que  para  esto  lo  mismo  pueden  conslderar- 


(1)    Diccionario  del  Abate  Andrés,  palabra  Abjvradán. 
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¿e  reunidos  en  Concilio  que  dispersos  por  todo  el  orbe,  por- 
que de  cualquier  manera  qtie  se  consideren,  su  autoridad 
es  infalible  en  la  definición  de  materias  de  fe  y  de  cos> 
tumbres. 

Lo  mismo  puede  decirse  con  relación  al  Romano  Pontí- 
fice, Vicario  de  Jesucristo,  sucesor  de  San  Pedro  y  Prima- 
do de  la  Iglesia  universal,  porque  du  palabra  es  también  in- 
falible cuando  habla  ex  cathedra,  esto  es,  con  la  autoridad 
del  que  enseña  y  del  que  manda,  en  uso  de  la  plenitud  de  su 
potestad  suprema;  asi  lo  ha  declarado  expresamente  el  Con- 
cilio Vaticano.  Y  aparte  de  esto,  así  lo  exige  también  la  or- 
ganización de  la  misma  Iglesia  y  las  exigencias  del  público 
gobierno.  Además,  no  siempre  y  en  todas  ocasiones  puede 
consultarse  á  los  Obispos,  y  menos  reunirlos  en  Concilio  ge- 
neral; y  claro  es  que  si  fuese  necesario  lo  uno  ó  lo  otro^  ca- 
da vez  que  se  propagan  nuevas  herejías,  Jesucristo  no  hu- 
biera dado  á  su  Iglesia  todos  los  medios  necesarios  para  su 
defensa  y  conservación. 

Sentado  esto,  veamos  ahora  si  la  Iglesia  como  verdadera 
madre  puede  permitir  la  sociedad  de  los  herejes  con  los  cre- 
yentes. 

La  comunicación  con  los  herejes  puede  tener  lugar,  ó  en 
el  mismo  culto  de  la  religión  falsa,  ó  en  los  ritos  de  la  reli- 
gión verdadera,  6  en  los  oficios  de  la  vida  civil  y  objetos 
de  urbanidad. 

Pero  antes  de  entrar  en  esta  materia  conviene  advertir 
que  no  se  trata  de  los  herejes  personalmente  excomulgados 
y  denunciados  como  tales,  pues  á  éstos  se  aplican  las  reglas 
generales  relativas  á  los  excomulgados  nominatim,  de  que  se 
hablará  en  su  lugar  oportuno.  Tampoco  se  trata  de  los  que, 
profesando  errores  heréticos,  viven  entre  los  católicos,  sin 
constituir  secta  separada,  con  su  respectivo  culto  y  minis- 
tros, respecto  de  los  cuales  sólo  ocurre  notar,  que  en  cuanto 
á  admitirlos  á  la  recepción  de  los  Sacramentos,  y  en  cuanto 
á  la  sepultura  eclesiástica,  se  les  deben  aplicar  las  prescrip- 
ciones generales  relativas  á  los  pecadores  públicos. 

En  una  palabra,  trátase,  pues,  de  los  herejes  que  profesan 
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una  secta  separada,  anatematizada  por  la  Iglesia  católica^ 
con  su  ministerio  y  culto  cismático. 

Esto  supuesto,  la  comunicación  en  los  ejercicios  ó  prác- 
ticas de  la  religión  falsa,  es  prohibida  por  derecho  natural, 
tanto  por  el  peligro  j  escándalo  como  por  la  injuria  que  so 
irroga  á  Dios  con  el  culto  sacrilego;  asi  no  es  lícito  recibir 
el  bautismo  de  los  herejes,  salvo  el  caso  de  extrema  necesi-  f 

dad,  ni  ejercer  el  oficio  de  padrino  en  bautismo  conferido 
por  los  mismos,  etc.  Empero  el  asistir  á  los  ritos  heréticos, 
como  al  matrimonio  ó  al  entierro,  por  sola  urbanidad  y 
como  mero  espectador,  sin  tomar  parte  alguna  en  las  preces 
heréticas,  no  se  juzga  iUcito  como  no  haya  escándalo.  Res- 
pecto  de  la  asistencia  á  la  predicación  de  los  ministros  he- 
rejes, generalmente  se  juzga  ilícita  por  el  escándalo  y  peli- 
gro de  ruina  espiritual. 

También  está  prohibida  la  comunicación  con  los  herejes 
en  todo  lo  concerniente  al  culto  y  ritos  sagrados  de  la  reli- 
gión católica.  Por  esto  no  es  lícito  conferirles  los  sacra- 
mentos ni  sepultarlos  en  lugar  sagrado  aun  sin  las  cere- 
monias del  rito  católico.  Asimismo  prohiben  las  leyes  ecle- 
siásticas que  los  católicos  contraigan  matrimonio  con  los 
herejes;  y  si  á  veces  se  dispensa  este  impedimento,  es  con 
determinadas  condiciones. 

Mas  la  comunicación  con  los  herejes  no  denunciados  en 
los  oficios  de  la  vida  civil,  ó  por  causa  de  mera  urbanidad, 
no  se  prohibe  por  ninguna  ley  positiva.  Sin  embargo,  en 
muchos  casos  habrá  obligación  de  evitarla,  por  razón  del 
escándalo  y  peligro  de  ruina  espiritual.  En  cuanto  á  laa 
disputas  con  los  herejes  acerca  de  materias  de  fe,  el  derecho 
canónico  dispone  lo  siguiente:  Inhibemus  ne  cuiquam  laicae 
personas  liceai  publica^  vel  privatim  de  fide  catlholica  disputare.  . 
Qui  vero  contra  fecerit,  excommunicationis  laqueo  innodetur. 
Pero  esta  censura,  en  el  común  sentir,  es  sólo  conminatoria, 
y  no  se  refiere  sino  á  las  discusiones  ó  disputas  propiamente 
dichas. 
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VI 


La  Iglesiai  como  depositaría  é  intérprete  de  las  verdades 
contenidas  en  ios  libros  revelados,  tiene  el  indisputable  de- 
reclio  de  prohibir  y  condenar  los  libros  que  contengan  erro- 
res contra  la  fe  y  las  costumbres.  Y  este  derecho  lo  ha 
ejercido  constantemente  desde  tos  primeros  siglos,  pudiendo 
considerarse  como  un  justo  medio  de  defensa  para  rechazar 
los  ataques  exteriores  de  sus  enemigos.  Por  esto  vemos  que 
el  Concilio  de  Nicea  condenó  los  libros  de  Arrio,  el  Calcedo- 
nense  hace  mérito  de  haberse  arrojado  al  fuego  los  de  Nes- 
torio,  y  en  tiempos  posteriores  sufrieron  igual  suerte  en  el 
de  Constanza  los  de  Juan  Hus  y  Wiclef .  También  el  Romano 
Pontífice  ha  ejercido  siempre  este  derecho,  porque  tiene  la 
plenitud  del  poder,  y  es  Jefe  Supremo  de  la  Iglesia  univer- 
sal. Igualmente  usan  de  él  los  Obispos,  como  defensores  na- 
tos de  la  fe  y  de  la  moral,  con  la  diferencia  que  la  decisión 
de  éstos  no  obliga  fuera  de  los  límites  de  la  diócesis^  y  está 
sujeta  á  las  definiciones  irrevocables  de  la  Iglesia  docente. 

Como  consecuencia  de  este  derecho  existe  el  de  prohibir, 
sin  previa  licencia,  la  impresión  de  los  libros  que  tratan 
de  materias  religiosas,  porque  la  controversia  ó  libre  discu- 
sión eíi  puntos  dogmáticos  ó  morales  sería  acabar  con  la  fe 
y  las  costumbres. 

El  examen  de  los  libros  para  cerciorarse  si  contienen  6 
no  alguna  cosa  digna  de  censura  es  tarea  de  difícil  desem- 
peño, no  sólo  por  el  grande  numero  y  diversidad  de  publi- 
caciones, sino  por  lo  delioado  que  es  fijar  los  límites  hasta 
donde  es  lícito  llegar  en  cierta  clase  de  investigaciones. 

Por  esto  los  Padres  Tridentinos,  en  el  decreto  de  la  elec- 
ción de  libros,  Ses.  XVIII,  dijeron:  «Y  habiendo  reconocido, 
ante  todas  cosas,  que  se  ha  aumentado  excesivamente  en  es- 
tos tiempos  el  número  de  libros  sospechosos  y  perniciosos, 
en  que  se  contiene  y  propaga  por  todas  partes  la  mala  doc- 
trina; lo  que  ha  dado  motivo  á  que  se  hayan  publicado  con 
religioso  celo  muchas  censuras  en  varias  provincias,  y  en 
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especial  en  la  santa  ciudad  de  Roma,  ain  que,  no  obstante, 
haya  seryido  de  provecho  alguno  medicina  tan  saludable  á 
tan  grande  y  perniciosa  enfermedad;  ha  tenido  por  conve- 
niente que,  destinados  varios  Prelados  para  este  examen,  consi- 
derasen con  el  mayor  cuidado  qué  medios  se  deban  poner  en  eje- 
cución respecto  de  dichos  libros  y  censuras:  é  igualmente  que 
diesen  cuenta  de  esto  á  su  tiempo  al  mismo  Santo  Concilio^  par 
ra  que  éste  pueda  con  más  facilidad  separar  las  varias  y  pere-- 
grinas  doctrinas  como  cizaña  del  trigo  de  la  verdad  cristiana^ 
y  deliberar  y  dscretar  tnás  cómodamente  en  esta  materia  lo  que 
le  pareciese  más  oportuno,  para  quitar  escrúpulos  de  las  con- 
ciencias de  muchas  personas,  y  extirpar  las  causas  de  muchas 
quejas,.,,.» 

Más  adelante,  ó  sea  en  la  última  de  sus  sesiones,  se  dijo 
lo  siguiente:  «En  la  sesión  segunda,  celebrada  en  tiempo  de 
nuestro  Santísimo  Padre  Pío  IV,  cometió  el  Santo  Concilio 
á  ciertos  Padres  escogidos,  que  examinasen  lo  que  se  debía 
hacer  sobre  varias  censuras,  y  libros  ó  sospechosos  6  perni- 
ciosos, y  diesen  cuenta  al  mismo  Santo  Concilio*.  Y  oyendo 
ahora  que  los  mismos  Padres  han  dado  la  última  mano  á 
esta  obra,  sin  que  el  Santo  Concilio  pueda  interponer  su  jui- 
cio con  distinción  y  oportunidad,  por  la  variedad  y  muche- 
dumbre de  los  libros,  manda  que  se  presente  al  Santísimo 
Pontífice  Romano  cuanto  dichos  Padres  han  trabajado,  para 
que  se  determine  y  divulgue  por  su  dictamen  y  autori- 
dad  » 

Los  Padres  que  componían  dicha  comisión  remitieron  en 
efecto  su  índice  al  Pontífice  Pío  IV,  quien  lo  examinó  por 
sí  mismo,  y  mandó  fuese  examinado  por  varones  peritos  ó 
prácticos;  y  por  último,  dio  á  luz  el  mismo  índice,  y  lo  con- 
firmó por  Bula  especial  de  24  de  Marzo  de  1564. 

Posteriormente  San  Pío  V,  como  sabemos,  instituyó  la 
Congregación  del  índice,  la  cual  confirmó  después  Sixto  V. 
Se  compone  de  un  número  indeterminado  de  Cardenales,  al 
arbitrio  del  Romano  Pontífice,  y  cuenta  en  concepto  de  auxi- 
liares con  un  crecido  número  de  teólogos,  canonistas  y  otros 
profesores  de  ciencias  y  letras,  que  se  llaman  consultores. 
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Esta  CongregaQÍón  procede  gubernativamente  para  lá  con- 
denación de  libros.  Debe  advertirse  que  no  es  lo  mismo  con- 
denar un  libro  que  prohibirlo;  pues  á  veces  se  prohiben  los 
buenos^  si  contienen  alguna  cosa  que  pueda  perjudicar.  En . 
una  palabra,  la  Iglesia  no  solamente  prohibe  los  libros  he- 
réticos, sino  también  aquellos  que  contienen  palabraii  sa^ 
pientes  heresifUy  erróneas,  malsonantes,  blasfemas,  impías,  te- 
merarias, escandalosas,  cismáticas  é  injuriosas. 

Se  llaman  proposiciones  sapientes  heresim  las  que  á  pri- 
mera vista  parecen  heréticas,  pero  que  en  realidad  admiten 
un  sentido  católico;  son  erróneas  las  que  se  oponen  á  una 
conclusión  cierta  y  evidentemente  deducida  de  una  verdad 
de  fe  definida  por  la  Iglesia;  malsonantes  las  que  en'sí  mis- 
mas nada  tienen  de  contrario  á  la  fe  católica,  pero  que  sue- 
nan mal  ó  no  pueden  consentirse  en  una  persona  sospechosa 
de  herejía;  blasfemas  son  aquellas  que  entrañan  una  injuria 
á  Dios;  impías  las  que  se  oponen  á  la  piedad;  temerarias  las 
que  contienen  una  aserción  destituida  de  grave  fundamento, 
y  es  además  contraria  á  la  común  doctrina  de  los  teólogos; 
escandalosas  las  que  producen  escándalo  á  los  oyentes,  pres- 
tándoles fácil  ocasión  para  abrazar  un  error;  cismáticas  las 
que  excitan  desorden  y  sedición  contra  la  autoridad  ecle- 
siástica; injuriosas,  en  fin,  son  las  que  irrogan  injuria  ó 
causan  perjuicio  á  cierto  estado  ó  condición  de  los  fieles. 

Adviértese,  por  último,  que  una  misma  proposición  pue- 
de ser  á  un  tiempo  calificada  con  varias  de  las  expresadas 
notas. 

Los  libros  que  se  prohiben  se  ponen  en  el  catálogo  ó  ín- 
dice expurgatorio  para  conocimiento  de  los  fieles,  los  cua- 
les no  pueden  leerlos  bajo  severas  penas,  á  menos  que  estén 
habilitados  con  las  correspondientes  licencias. 

En  las  reglas  dadas  á  raíz  del  Concilio  de  Trento  sobre 
esta  materia  se  impuso  la  pena  de  excomunión  latae  senten- 
tioCf  pues  dice:  statim  in  excommunicationis  sententiam  incu- 
rrant. 

Finalmente,  la  Bula  Apostolicae  Seáis  pone  este  delito  en 
el  caso  ó  número  segundo  de  los  reservados  especiales,  di- 
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CAPÍTULO  IV 

i  I.  Cisma:  en  «qué  se  diferencia  de  la  herejía:  sus  clases:  el  de  los  que 

apelan  de  las  decisiones  Pontificias  al  futuro  Concilio  general. — 
IL  Si  comete  cisma  el  que  injustamente  se  separa  de  sus  Prelados 
inmediatos,  conservando,  empero,  la  unidad  con  el  Papa:  si  los  fie- 
les deben  abstenerse  de  la  comunión  de  su  Obispo  hereje  ó  cismá- 
tico.— III.  Penas  contra  los  cismáticos,  según  el  derecho  común: 
las  de  la  Bula  ApostoUcae  Sedis:  las  impuestas  por  la  misma  Bula 
contra  las  corporaciones  que  apelen  de  las  disposiciones  ó  manda- 
tos del  Pontífice  Romano. 


Cisma  viene  de  una  palabra  griega  equivalente  á  la  la- 
tina scissiOf  que  significa  separación  ó  división.  Por  lo  que 
hace  á  nuestro  propósito,  se  define:  rompimiento  de  la  uni- 
dad de  la  Iglesia  universal,  en  cuanto  ésta  constituye  un  cuer- 
po místico,  del  cual  son  miembros  las  iglesias  particulares  y 
todos  los  fieles  y  y  su  cabeza  visible  el  Romano  Pontífice. 

Los  cismáticos,  por  tanto,  creen  en  unos  mismos  dog- 
mas, pero  se  separan  de  la  obediencia  de  sus  legítimos  pas- 
tores, produciendo  de  esta  manera  la  división.  Es  difícil, 
sin  embargo,  que  subsistan  mucho  tiempo  en  el  cisma  sin 
venir  á  parar  en  la  herejía,  porque  vienen  á  protestar  con 
su  conducta  contra  la  autoridad  de  la  Iglesia. 

Uno  y  otro  delito  convienen  en  que  ambos  rompen  la 
unidad  de  la  Iglesia;  pero  se  distinguen  á  su  vez  en  que  la 
herejía  rompe  la  unidad  en  la  fe,  mientras  el  cisma  sólo 
produce  el  rompimiento  de  los  vínculos  que  unen  á  los  fie- 
les con  sus  legítimos  pastores,  ó  á  las  iglesias  particulares 
entre  sí. 
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San  Agustín  establece  dicha  diferencia  en  los  siguientes 
términos:  Solet  quaeri^  ¿schismaüci  quid  áb  haereticis  distent? 
Et  hoc  invenirte  quod  scliismaticos,  non  fides  diversa  faciat^ 
-sed  communionis  disruptae  societas  (1). 

Lo  mismo  dice  San  Jerónimo,  citado  también  por  Gra- 
ciano. 

El  cisma  puede  ser  puro  ó  acompañado  de  herejia.  Es 
puro  cuando,  sin  negar  ningún  dogma  de  fe,  se  rehusa  la 
obediencia  debida  al  legítimo  superior  eclesiástico;  va 
acompañado  de  herejia  cuando  al  propio  tiempo  se  niega 
algún  dogma  6  verdad  de  fe,  Pero  en  este  caso  se  aplican 
las  penas  establecidas  para  los  herejes. 

Algunos  autores  señalan  también  la  división  de  cisma 
general  y  parcial,  según  que  el  cismático  niegue  la  obe- 
diencia al  Papa  y  á  la  Iglesia,  al  Obispo  ó  á  su  propio  Pá- 
rroco ó  superior  jerárquico,  regular  6  capitular. 

Pero  las  clases  más  principales  de  cisma  son:  interno  y 
externo.  Es  interno  cuando  alguno  se  separa  injustamente  de 
la  iglesia  particular  á  que  pertenece,  excitando  en  ella  dis- 
turbios y  desórdenes,  presidiendo  6  tomando  paj-te  en  ban- 
dos ó  parcialidades,  que  rompen  la  unidad  y  violan  la  obe- 
diencia debida  al  propio  Obispo.  Es  externo  cuando  se  rom- 
pen los  vínculos  que  unen  entre  sí  á  las  iglesias  particula- 
res. Este  cisma  externo  es  particular  ó  universal.  Se  llama 
particular  cuando  las  discordias  de  las  iglesias  particulares 
no  alteran  la  armonía  y  unidad  de  éstas  con  la  Iglesia  cató- 
lica; se  dice  universal  cuando  quedan  aisladas  y  se  rompen 
los  vínculos  que  las  unen  con  el  conjunto  de  iglesias  parti- 
<$ulares;  esto  es,  cuando  se  separan  de  la  comunión  de  la 
Iglesia  católica. 

Sólo  este  último  puede  llamarse  cisma  en  propiedad;  á 
los  otros  impropiamente!  se  les  atribuye  esa  denominación. 

Sin  embargo,  una  de  las  especies  ó  ramificaciones  del 
cisma  es  la  apelación  al  Concilio  futuro^  invención  de  los 
políticos  del  siglo  xvi,  y  que  trataron  de  explotar  los  ¿anse- 

(1)    S.  Math.,q.  11. 
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nistas  del  xvii,  quienes  inventaron  á  su  vez  el  recurso  del 
Papa  mal  informado  al  Papa  bien  informado.  En  la  Bula 
Apostolicae  Sedis  se  comprende  este  delito  en  el  caso  cuarto 
del  primer  grupo  7  á  continuación  del  cisma,  como  análoga 
á  éste,  castigándose  asimismo  con  excomunión  latae  senten- 
tiie^  reservada  especialmente  á  la  Santa  Sede.  T  lo  que  e& 
más,  en  idéntica  censura  incurren  también  aquellos  que  hu- 
biesen prestado  auxilio,  favor  6  consejo  para  la  apelación^ 

n 

El  cisma  interno  sabemos  que  consiste  en  que  alguno  se 
separe  injustamente  de  la  iglesia  particular  á  que  pertenece^ 
Este  cisma  puede  principiar  dentro  de  los  límites  de  una  pa- 
rroquia 6  de  una  comunidad,  si  bien  no  llegaría  á  calificar- 
se de  verdadero  hasta  que  se  violase  la  obediencia  debida  al 
propio  Obispo.  A  pesar  de  esto,  el  centro  de  la  unidad  cató- 
lica es  la  Iglesia  Romana,  por  ser  el  Romano  Pontífice  ca- 
beza de  la  Iglesia  universal;  y  de  aquí  que  no  puedan  ser 
propiamente  cismáticos  aquellos  que  están  en  su  comunión^ 
Todavía  algunos  autores  hacen  extensiva  esta  doctrina  al 
cisma  externo.  Van-Spen  dice:  que  no  pueden  considerarse 
cismáticas  las  iglesias  particulares  que  no  comunican  con  la 
Romana  como  iglesia  particular,  con  tal  que  estén  en  comu- 
nicación con  otras  muchas  iglesias.  Por  esta  causa,  añade,, 
no  fueron  cismáticas  las  iglesias  de  Asia,  que  en  la  cuestión 
sobre  la  celebración  de  la  Pascua  estuvieron*  en  desacuerdo- 
con  el  Papa  San  Víctor,  porque  la  cuestión  no  la  tuvieroa 
los  Obispos  de  Asia  con  el  Romano  Pontífice^  sino  con  el 
Obispo  de  Roma.  De  este  mismo  sentir  es  también  Cavalla- 
rio.  Nosotros  creemos  que  tales  opiniones  son  demasiado  pe- 
ligrosas, porque  es  muy  difícil  la  distinción,  y  se  presta  ade- 
más á  grandes  abusos. 

Volviendo  al  cisma  interno,  diremos  que  es  muy  difícil 
se  presente  el  caso  de  separarse  uno  de  su  Prelado  inmedia- 
to, conservando,  empero,  la  unidad  con  el  Papa,  porque  el 
Obispo  está  en  la  comunión  católica  ó  no.  Si  está  en  la  co- 
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mumón  católica,  no  se  ezpUoa  cómo  una  persona  aa  separe 
■de  la  obediencia  debida  á  bu  legítimo  superior  sin  faltar  á 
la  unidad  con  el  Papa.  Si  no  lo  está,  es  llegada  la  cuestión 
de  si  los  fieles  deben  abstenerse  de  la  comunión  de  su  Obis- 
po hereje  ó  cismático,  y  de  esto  ya  nos  ocuparemos  después. 

Sin  embaído,  si  llegara  alguna  vez  á  presentarse  en  la 
práctica  el  primer  caso,  entendemos  que  más  que  cisma, 
propiamente  dicho,  habría  desobediencia  y  desacato  al  su- 
perior legítimo.  Este  delito,  afine  con  el  cisma,  pueden  cas- 
tigarlo los  Obispos  hasta  con  excomunión,  y  si  fuesen  clé- 
rigos los  culpables,  con  la  suspensión  y  el  entredicho. 

He  aquí  por  qué  dice  Devoti  que  loa  que  injustamente  se 
fieparan  de  su  Iglesia  y  de  su  Obi^»,  si  son  clérigos,  deben 
ser  depuestos,  y  si  son  legos,  arrojados  fuera  de  la  Iglesia. 

Mas  si  el  Obispo  peca  en  la  piedad  y  es  reo  de  herejía, 
npostasCa  ó  cisma,  que  es  la  segunda  cuestión,  bien  pueden 
los  cristianos  separarse  de  su  comunión  (1). 


Las  penas  fulminadas  por  derecho  canónico  contra  los 
«ismáticoa  puros  son  las  siguientes:  primera,  excomunión 
mayor  (2);  segunda,  inhabilidad  para  obtener  beneíioioa  y 
oficios  eclesiásticos  (3);  tercera,  los  que,  á  sabiendas,  reci- 
ben órdenes  de  un  Obispo  cismático,  incurren  ipso  /acto  en 
suspensión  (4);  cuarta,  si  durante  la  suspensión  ejerciesen 
los  órdenes,  se  hacen  también  irregulares  (5). 

Ademáa  de  eato,  un  canon  del  Lateranense  (cap.  ,1,  de 
Schtsmaticia)  declara  nulas  las  ordenaciones  hechas  por  loa 
■oismátiooa,  la  colación  de  beneficios  y  todoa  loa  actoa  de  la 
jurisdicción  eclesiástica.  Sin  embargo,  la  nulidad  de  los  ór- 
denes Hfthn  ATitaníla^a  =A1^ ,._  í ^,-flJnin 
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En  él  cáBo  3é  los '  glandes '  cismas,  c6mo  sucedió  con*  el 
llamado  deOceidente;  és  inútil  hablar  de  penas,  porqué  ig- 
norándose d6ndé  está  la  legitimidad,  ño  hay  crimen,  y  los 
esfuerzos  de  los  Prelados  y  de  los  fieles  deben  encaminarse 
entonces  á  procurar  la  renuncia  de  los  contendientes. 

La  Bula  Apostolicae  Sedü  pena  con  excomunión  laiae 
9ententiáe,  reservada  especialmente  al  Romano  Pontífice,  a 
los  cismáticos,  y  aquellos  que  se  sustraen  ó  separan  perti- 
nazmente de  la  obediencia  del  Romano  Pontífice  existente, 
ó  que  exista  en  lo  sucesivo. 

Por  la  misma  Bula  se  dice:  que  incurren  ipso  jure  en  en- 
tredicho reservado  de  una  manera  especial  al  Romano  Pon- 
tífice las  universidades,  colegios  y  cabildos,  <^ualquiera  que^ 
sea  su  nombre,  que  apelan  á  un  futuro  Concilio  general  so- 
bre las  disposiciones  ó  mandatos  del  mismo  Romano  Pontí- 
fice que  exista  pro  tempore. 
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dice  deliberada  para  excluir  los  movimientos  que  no  son 
premeditados.  Por  las  palabras  comprar  ó  vender,  no  sólo  se 
entiende  el  contrato  de  compra  y  venta,  sino  cualquiera 
otro  contrato  nominado  6  innominado,  tácito  ó  expreso. 
También  bajo  la  palabra  precio  se  comprende,  no  solamen- 
te el  dinero,  sino  todo  lo  que  por  cualquier  concepto  tiene 
estimación  ó  puede  sernos  de  alguna  utilidad,  porque  siem- 
pre resulta  que  de  una  manera  ú  otra  las  cosas  espirituales 
son  objeto  de  comercio. 

La  simonía  puede  ser  de  diferentes  clases,  á  saber:  por 
razón  de  la  ley  prohibitiva,  se  divide  en  simonía  de  derecho 
divino  y  simonía  de  derecho  eclesiástico. 

La  simonía  de  derecho  divino  es  la  que  tiene  lugar  en  las 
cosas  sagradas  y  espirituales  por  su  naturaleza,  como  los 
Sacramentos;  y  la  de  derecho  eclesiástico,  la  que  no  tiene 
más  f  undameüto  que  la  ley  de  la  Iglesia^  que  las  ha  coloca- 
do entre  las  espirituales  por  motivos  de  bien  público.  Por 
razón  de  los  actos  con  que  se  comete,  se  divide  asimismo 
en  mental,  convencional,  real  y  confidencial. 

Consiste  la  mental  en  el  propósito  de  dar  ó  recibir  una 
cosa  temporal  como  precio  ó  motivo  directo  de  la  espiritual, 
ó,  en  otros  términos,  en  la  intención  que  tiene  el  sujeto  al 
dispensar  á  otro  un  servicio  de  obligarle  por  este  medio  á 
que  le  confiera  alguna  cosa  espiritual  ó  aneja  á  lo  espiritual, 
y  viceversa;  como  si  uno  prestase  dinero  al  patrono  de  un 
beneficio  con  intención  de  obtener  la  presentación  para  di- 
cho cargo.  Simonía  convencional  es  el  pacto  mutuo  expreso 
ó  tácito  acerca  de  la  venta  de  la  cosa  sagrada  ó  tradición  de 
la  temporal  por  la  sagrada,  pero  que  todavía  no  se  ha  con- 
sumado por  la  ejecución.  Esta  clase  de  simonía  suelen  sub- 
dividirla  los  autores  en  puramente  convencional  y  mixta.  Se 
dice  que  es  puramente  convencional,  cuando  no  se  ha  proce- 
dido á  la  entrega  por  ninguna  de  las  partes,  y  convencional 
mixta  cuando  alguna  de  ellas  lo  ha  verificado.  Llámase 
simonía  real  el  mismo  pacto,  ya  completo  y  perfeccionado 
de  una  y  otra  parte  por  la  ejecución.  La  simonía  confiden^ 
cial  tiene  lugar  en  los  beneficios,  y  consiste  en  elegir,  pre- 
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jnsto  llamar  la  atención  del  superior  acerca  de  los  méritos 
7  cualidades  de  iina  persona. 

En  cuanto  á  la  materia  de  la  simonía,  ya  sabemos  que 
lo  son  las  cosas  espirituales  6  anejas  á  las  espirituales.  Llá- 
manse  cosas  espirituales  las  que  por  su  naturaleza  se  refie- 
ren directamente  á  la  salud  de  las  almas  y  al  culto  divino. 
Particularizando  más  estas  ideas,  podemos  distinguir  las 
cosas  espirituales  en  tres  clases:  la  primera  secundum  essen- 
tiam,  como  los  dones  del  Espíritu  Santo,  la  potestad  de  ju- 
risdicción y  el  carácter  sacerdotal;  la  segunda  secundum 
causam,  como  los  Sacramentos,  que  son  causa  de  la  gracia, 
á  la  cual  pueden  referirse  el  sacrificio  de  la  Misa,  los  Sa- 
cramentales, el  Sagrado  Crisma,  etc*^  la  tercera  secunduHí 
effectum,  como  dispensar  y  conmutar  votos,  administrar 
los  Sacramentos  y  otras  funciones  sagradas.  Se  dicen  cosas 
anejas  á  las  espirituales  aquellas  que,  si  bien  en  sí  mismas, 
ó  por  su  naturaleza,  no  son  espirituales,  están  de  tal  modo 
imidas  á  la  cosa  espiritual  ó  sagrada,  que  son  inseparables 
de  ella.  Y  esta  conexión  puede  ser  también  de  tres  mane- 
ras, á  saber:  antecedenter,  concomitante,  et  donsequenter.  Es 
untecedenter  cuando  la  cosa  temporal  existe  y  tiene  valor 
propio  antes  de  unirse  á  la  cosa  espiritual;  tales  son  los  tem- 
plos, altares,  vasos  sagrados,  ornamentos  y  demás  objetos 
consagrados  ó  benditos.  Es  concomitanter  lo  que  va  intrínse> 
ca  é  inseparablemente  unido  á  la  cosa  espiritual,  como  el 
trabajo  actual  ó  ejercicio  corporal  en  la  celebración  de  la 
Misa,  en  la  administración  de  Sacramentos  ú  otras  funciones 
sagradas.  Es  consequenter  lo  que  presupone  ó  depende  de  cosa 
espiritual  y  se  considera  como  un  efecto  í^especto  á  su  causa, 
como  son  los  beneficios,  pensiones  eclesiásticas,  diezmos,  et- 
cétera, que  suponen  un  oficio  ó  ministerio  espiritual  de  don- 
de emanan. 

La  inclinación  natural  de  eludir  la  sanción  de  las  penas, 
y  el  vicio  de  la  avaricia  que  más  ó  menos  se  ha  dejado  sen- 
tir individualmente  en  todos  los  tiempos,  son  causas  sufi- 
cientes para  el  desarrollo  del  delito  de  simonía.  Pero  cuando 
este  vicio  se  generalizó  de  una  manera  más  lamentable ,  fué 


iampoco  se  incurre  eu  pena  ipso  jure,  porque  los  cánones 
qjie  establecen  dichaa  penas  ni)  hablan  de  sola  convención, 
sino  de  la  exacción  real;  pero  en  sentir  de  algunos,  como 
Engel,  puede  el  juez  castigar  i  loe  reos  con  una  pena  arbi- 
traria^ 

La  simonía  penable  es,  por  consiguiente,  la  real,  6  sea 
aquella  que  se  Jia  completado  por  ambaa-partes,  dando  y  re- 
cibiendo la  cosa  espiritual  y  temporal. 

Por  la  antigua  disciplina  se  castigaba  este  delito,  si  los 
simoniacos  eran  clérigos,  con  la  pana  de  deposición;  y  si 
eran  legos,  con  la  de  excomunión. 

Pero  una  vez  separados  los  actos  ordenación  'y  colación, 
era  preciso  distinguir  si  la  simonía  se  había  cometido  en  la 
colación  de  beneficios  eclesiásticos  ó  en  la  de  Órdenes,  ó  en 
el  ingreso  en  religión. 

La  simonía  cometida  en .  los  beneficios  ecleaiástioos  se 
castiga,  según  las  Decretales,  con  estas  penas:  1.^  La  exco- 
munión reservada  al  Sumo  Pontífice,  en  la  cual  incurren, 
no  sólo  los  elegidos,  presentados  é  instituidos,  sino  también 
los  que  eligen,  presentan  ó  instituyen,  y  aun  los  intervento- 
res 7  procuradores  del  pacto  simonlaoo  (1).  2."  La  nulidad 
de  la  postulación,  colación,  presentación  y  elección;  de  ma- 
'  ñera  que  el  que  obtuvo  el  beneficio  está  obligado  á  dimitir- 
lo y  á  restituir  los  frutos  aun  antes  de  la  sentencia  del 
juez  (2).  3.*  La  inhabilidad  para  obtener  el  mismo  beneficio, 
sin  que  el  Obispo  pueda  dispensar  de  ella  (3);  pero  si  el  be- 
neficio fuere  simple  y  la  simonía  se  hubiera  cometido  por 
otros  sin  oonocimiento  del  beneficiado,  entonces  puede 
rehabilitarlo  el  Obispo,  luego  de  haber  libremente  resig- 
nado (i). 

Si  la  simonía  se  comete  en  la  colación  de  órdenes,  péna- 
se, según  la  propia  legislación:  1.°  Con  excomunión  ips^t 
/acto  reservada  al  Papa,  en  cuya  censura  incurre  así  el  or- 

(1)  Extravag.  Cum  delatabih,  de  Simonía,  tTiter.  comm. 

(2)  Ead.  Eitravag. 

(3)  Cap.  XXVU  de  Simonia. 

(4)  Cap.  LIX  de  ElecHone. 
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En  el  oááó  dé  los '  glandes  oismas,'  c6mo  sucedió  con*  el 
llamado  de  Occidente;  és  inútil  hablar  de  penas,  porqdé  ig- 
norándose dónde  está  la  legitimidad,  ño  hay  crimen,  y  los 
esfuerzos  de  los  Prelados  y  de  los  fieles  deben  encamincurse 
entonces  á  procurar  la  renuncia  de  los  contendientes. 

La  Bula  Apostolicae  Seáis  pena  con  excomunión  latae 
senteñtiáe,  reservada  especialmente  al  Romano  Pontífice,  á 
los  cismáticos,  y  aquellos  que  se  sustraen  ó  separan  perti- 
nazmente de  la  obediencia  del  Romano  Pontífice  existente, 
ó  que  exista  en  lo  sucesivo. 

Por  la  misma  Bula  se  dice:  que  incurren  ipso  jure  en 'en- 
tredicho reservado  de  una  manera  especial  id  Romano  Pon- 
tífice las  universidades,  colegios  y  cabildos,  eualquiera  que 
sea  su  nombre,  que  apelan  á  un  futuro  Concilio  general  so- 
bre  las  disposiciones  ó  mandatos  del  mismo  Romano  Pontí- 
fice que  exista  pro  tempore. 


N 


por  la  obligación  6  cargo  que  el  monasterio  contrae  de  sos- 
tentar  la  persona  por  toda  bu  vida,  no  se  prohibe  sino  por 
derecho  eclesifistioo,  y  esto  por  el  peligro  de  gimoaia;  y,  por 
oonsi^iente^  emanando  esta  prohibición  sólo  del  derecho 
eclesiástico,  puede  muy  bien  modificarse,  sea  por  dispensa 
ó  por  costumbre  legítimamente  proscripta.  Todavía  añade 
más  dicho  sabio  Pontífice,  pues  dice  que,  constando  por'la 
experiencia  que  no  hay  ningún  monaster^  de  monjas  que 
no  necesite  de  la  accesión  de  nuevas  dotaciones  para  reparar 
las  diarias  pérdidas  que  sufren  en  sus  réditos,  se  ha  introdu- 
cido por  este  motivo  la  general  práctica  de  exigir  á  todas  las 
monjas  que  se  reciben,  tanto  las  expensas  necesarias  por  el 
ingreso  como  la  dote  competente,  cuando  se  juzga  necesaria; 
pero  que  sólo  corresponde  al  Obispo  la  determinación  de  la 
cantidad  que  por  uno  y  otra  se  exija. 

El  trabajo  extrínseco  es  aquel  que  se  emplea  fuera  del 
ejercicio  de  la  función  sagrada,  v.  gr.,  el  camino  que  se  ha 
de  recorrer  para  ir  á  predicar,  á  celebrar  la  Misa,  etc.  Pues 
bien,  por  éste  trabajo,  enseíian  comúnmente  los  dootores, 
'  que  puede  exigirse  alguna  cosa.  Lo  mismo  puede  decirse 
respecto  á  aquel  que  ha  contraído  la  obligación  de  decir  la 
Misa  en  determinado  tiempo  ó  lugar,  excepción  hecha  del 
Párroco,  porque  el  trabajo  de  éste  es  intrínseco  al  oficio 
pastoral. 

El  lucro  cesante  y  daño  emergente  con  relación  á  este 
objeto,  consiste  en  las  expensas  que  se  hacen  en  una  función 
religiosa,  los  gastos  y  el  perjuicio  que  se  sufre  en  los  pro- 
pios negocios. 

La  libre  y  gratuita  donación  excusa  igualmente  de  simo- 
nía, con  tal  que  no  intervenga  ningún  pacto  explícito  ni  im- 
plícito, por  el  cual,  prestando  la  cosa  temporal,  se  pretenda 
al  menos  excitar  el  ánimo  del  que  da  la  cosa  espiritual,  ó  al 
contrario.  Y  bajo  de  aquélla  se  comprende  también  la  dona- 
ción que  se  hace  por  mera  gratitud  después  de  obtenida  la 
cosa  espiritual,  con  tal  que  asimismo  ningún  pacto  haya 
precedido,  ni  se  espere  nada  por  ella  en  lo  futuro,  Nótese, 
sin  embargo,  que  hay  ciertos  actos  por  los  chales  prohiben 
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las  leyes  eolesüstioas  que  se  reciban  aun  las  donaciones  li- 
"bresy  espontáneas.  En  comprobación  de  esto,  basta  re- 
K^ordar  lo  dispositivo  del  cap.  I  de  Reform,,  Ses.  XXI  del 
Santo  Concilio  de  Trente:  «Debiendo  estar,  dice,  muy  dis- 
tante del  orden  eclesiástico  toda  sospecha  de  avaricia,  no 
^roiban  los  Obispos  ni  los  demás  que  confieren  órdenes,  ni 
BUS  ministros,  bajo  ningún  pretexto,  cosa  alguna  por  la  co- 
lación de  cualesquiera  de  ellos,  ni  aun  por  la  tonsura  cle- 
rical, ni  por  las  dimisorias  ó  testimoniales,  ni  por  el  sello, 
ni  por  ningún  otro  motivoj  aunque  la  ofrezcan  voluntaria- 
¿mente » 

Resta  sólo  ocupamos  de  la  redención  de  la  vejación. 
Oonsiste  ésta  en  remover  por  dinero  los  obstáculos  que  se 
presentan  á  la  consecución  de  im  beneficio  ó  á  la  elección, 
presentación  ó  cualquier  acto  por  el  cual  se  trate  de  conferir 
la  jurisdicción  ó  ministerio  sagrado.  Así,  pues,  existe  seme- 
jante redención  cuando  se  promete  ó  entrega  dinero  ú  otro 
valor  temporal  por  evitar  lá  vejación  que  intenta  irrogarse 
aceil^a  de  las  cosas  espirituales. 

Para  esto,  según  Golmayo,  se  ha  de  distinguir  si  el  que 
pone  el  impedimento  tiene  ó  no  alguna  intervención  en  la 
colación  de  la  cosa  espiritual,  y  si  el  que  trata  de  redimir  la 
vejación  ha  tomado  ya  la  posesión,  tratándose  de  un  bene-* 
f  icio.  Si  el  que  pone  el  impedimento,  añade,  tiene  interven- 
ción en  la  colación  se  comete^simonía,  porque  media  precio, 
*y  lo  que  se  llama  redimir  la  vejación  no  es  más  que  un  pre- 
texto para  cubrirla.  Cita  como  ejemplo  el  caso  de  que  se 
habla  en  el  cap.  XXIII  de  Simonía j  según  el  cual  fué  elegi- 
do uno  Arzobispo  de  Tours  por  la  mayor  parte  de  los  canó- 
i^íg03>  y  habiendo  dado  dinero  un  amigo  al  jefe  de  la  minó- 
ría  que  se  había  opuesto,  declaró  Lucio  III  que  debía  re- 
nunciar, porque  había  mediado  simonía.  Lo  mismo  sucede, 
continúa,  si  en  un  beneficio  litigioso  se  da  dinero  al  cpntra- 
rio  para  que  se  retire  del  juicio  incoado  ó  para  que  no  se 
presente  á  litigar,  porque  este  género  de  transacciones  está 
prohibido  terminantemente  por  los  cánones.  El  único'  caso, 
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dice,  en  que  hay  verdadera  vejación  que  puede  redimirse^ 
por  dinero  sin  nota  de  simonía,  es  cuando  habiendo  tomada 
alguno  posesión  del  beneficio,  intentii  otro  moverle  pleito^ 
sin  tener  derecho  y  con  el  solo  objeto  acaso  de  incomodarle;, 
porque  para  la  adquisición  de  la  cosa  espiritual  en  pleno 
derecho  no  ha  intervenido  precio,  y  se  concibe  bien  la  re- 
dención de  la  vejación  para  continuar  en  la  posesión  de  su 
beneficio  legítimamente  adquirido. 

Devoti  presenta  la  cuestión  en  estos  términos:  ó  aquel 
que  pone  el  impedimento  tiene  derecho  en  la  cosa,  y  el  otro 
que  se  esfuerza  en  removerle  ha  obtenido  su  posesión,  6  no. 
Guando  aquel  tiene  derecho,  y  el  otro  aun  no  ha  tomada 
posesión  de  la  cosa,  se  contrae  simonía;  pero  no  existe  ésta, 
si  ningún  derecho  tiene  el  primero,  y  el  otro  ha  adquirida 
un  derecho  perfecto,  aunque  obra  injustamente  el  que  re- 
cibió el  dinero. 

San  Carlos  Borromeo  dice:  que  sólo  puede  darse  dinero- 
en  los  casos  permitidos  por  derecho,  y  cuando  se  ultima  ó 
transige  algún  negocio,  siempre  que  en  este  caso  se  h&ya 
obtenido  el  consentimiento  del  Obispo. 

Empero,  la  mayor  parte  de  los  canonista^  distinguen  la 
injusta  vejación  que  se  infiere,  para  impedir  la  consecución 
de  la  cosa  espiritual  en  la  que  se  tiene  jiís  in  re^  de  la  que 
se  irroga  para  que  no  consiga  la  cosa  espiritual,  el  que  sola 
tiene  jus  ad  retn.  En  el  primer  caso,  dicen,  que  no  hay  si- 
monía, si  se  ofrece  alguna  cosa  para  redimir  la  vejación;, 
pero  que  en  el  segundo  puede  haberla.  Así,  por  ejemplo, 
sería  simoníaco  el  que  exhibiese  dinero  para  hacer  cesar  la 
injusta  repulsa  que  le  impedía  la  consecución  del  beneficio. 
Pero  no  lo  sería,  si  habiendo  obtenido  la  posesión  de  una 
parroquia,  ofrece  alguna  cosa  temporal  á  quien  le  impide  el 
ejercicio  de  su  ministerio,  ó  no  quiere  entregarle  la  casa 
parroquial. 

Si  la  injusta  vejación  consistiese  en  negar  un  sacramen- 
to, V.  gr.,  si  no  se  quisiese  «dtíiinistrar  el  Viático  y  la  Extre- 
maunción, á  menos  €fué  dé  diese  dinero  por  la  administra- 
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-oión,  dioen  muchos  autores  que  no  sería  lícito  redimirla^ 
porque  sería  hacerse  cómplice  en  el  delito;  pero  otros  mu- 
chos que  cita  San  Ligorio,  defienden  lo  contrario;  porque, 
^egún  ellos,  esto  no  sería  comprar  el  Sacramento,  sino  sólo 
permitir  el  sacrilegio  ajeno;  lo  que  es  lícito,  habiendo  gra- 
ve necesidad  de  recibir  aquél. 


FIN  DE  LA  OBRA 
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de  las  iglesias:  á  quiénes  corresponde,  según  las  Decretales 
y  el  Concilio  de^Trento:  disposiciones  que  rigen  en  nues- 
tra patria  sobre  la  materia,  y  muy  especialmente  las  con- 
tenidas en  el  Concordato  de  1861,  y  Decretos  de  4  de  Octu- 
bre de  1861  y  13  de  Agosto  de  1876.  Circular  del  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia  de  18  de  Diciembre  de  1880. — IV. 
Oratorios:  su  origen  histórico:  clases:  disciplina  sobre  su 
concesión,  y  lo  dispuesto  en  el  Concilio  Tridentino:  Bula 
de  Benedicto  XIV  Magno  cutn  animi  nostri  sobre  los  priva- 
dos: oratorios  públicos:  en  qué  se  diferencian  de  los  priva- 
dos: oratorios  de  los  Obispos  y  Prelados:  de  los  de  hospi- 
tales y  otras  congregaciones:  Capillas  Reales:  origen  de  la 
de  los  Monarcas  espafioles,  y  sus  privilegios. — V.  Altares: 

sus  clases:  disciplina  sobre  su  forma  y  número. — VI.  Ben-  % 

dición  y  consagración  de  las  iglesias  y  altares:  derecho  de 
que  proceden:  antigüedad  y  ritos  de  la  consagración  en  la 
disciplina  antigua  y  actual:  quién  puede  consagrar  y  ben- 
decir las  iglesias  y  altares:  si  la  bendición  puede  delegarse 
y  con  qué  condiciones:  sus  ritos. — Vil.  Profanación  de  las 
iglesias  y  de  cuántas  maneras  puede  ser:  violación  y  actos 
que  dan  lugar  á  ella:  qué  se  entiende  por  polución:  sentido 
de  la.palabra  ftrecrocídn.— VIII.  De  la  reconciliación  de  las 
iglesias:  quién  puede  hacerla,  según  esté  consagrada  ó 
bendecida 244 

CAPÍTULO  XXI 

I.  Inmunidad:  su  definición  y  clases:  doble  concepto  de  la  lo- 
cal: derecho  de  que  procede. — II.  Origen  y  fundamento  del 
derecho  de  asilo  en  las  iglesias:  su  historia  en  el  pueblo 
judío,'  en  el  pagano  y  en  el  cristiano  hasta  la  destrucción 
del  Imperio  romano. — ^III.  Su  extensión  en  la  Edad  Media: 
limitaciones  impuestas  por  las  Decretales. — IV.  Disposi- 
ciones españolas  acerca  de  la  materia  desde  el  Fuero-Juzgo 
hasta  las  Partidas:  Concordato  de  1737:  Breve  de  Clemen- 
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te  XIV  de  12  de  Septiembre  de  1772:  delitos  que  en  la  ac- 
tual disciplina  de  la  Iglesia'de  Espafía  no  gozan  de  inmu- 
nidad.— V.  Bel  Juez  en  las  causas  de  asilo,  y  extradición 
de  loe  reos:  formas  de  ésta,  segiin  la  Nov.  Recop.  Qey  6.», 
título  IV,  lib.  I):  reos  de  violación  de  asilo  y  penas  en  que 
incurren 285 

CAPÍTULO  xxn 

I.  Sepultura:  sus  nombres,  necesidad  y  obligación  piadosa  de 
enterrar  los  cadáveres:  la  cremación  es  contraria  á  la  doc- 
trina católica  y  á  los  sentimientos  de  todos  los  pueblos:  lu- 
gar de  la  Sepultura  entre  los  judíos  y  paganos:  el  de  los 
cristianos  antes  y  después  del  siglo  ix:  diferencias  entre 
las  sepulturas  de  los  cristianos  y  las  de  los  paganos. — II. 
Cementerios:  etimología  de  este  nombre:  sus  clases:  cons- 
trucción y  bendición  de  ellos:  disciplina  de  la  Iglesia,  y  la 
particular  de  España  sobre  la  materia:  interpretación  del 
canon  34  del  Concilio  de  Elvira:  disposiciones  del  derecho 
espafiol  acerca  de  los  mismos.— III.  El  lugar  de  la  sepul- 
tura de  los  fieles  es  el  cementerio  de  su  parroquia:  casos 
de  excepción:  sepelio  y  funeral  de  los  Obispos,  canónigos 
y  beneficiados;  como  también  de  los  regulares,  novicios  y 
educandos:  funerales  de  las  religiosas:  cosas  prohibidas  en 
el  entierro  y  funerales.— IV.  Origen  y  causa  de  los  dere- 
chos por  exequias  y  sepulturas:  fueron  voluntarias  al  prin- 
cipio, luego  laudables  costumbres,  después  obligatorias: 
arancel  de  derechos  funerarios:  cuarta  parroquial  pro  fuñe- 
re:  en  qué  consiste  hoy:  á  quién  debe  pagarse  y  por  quié- 
nes: razón  de  este  derecho  y  obligación. — V.  Fundamento 
de  la  negación  de  sepultura  eclesiástica:  refiéranse  los  ex- 
cluidos, dando  la  razón  canónica  para  ello:  lo  dispuesto  por 
las  leyes  civiles  y  Reales  órdenes  vigentes:  cementerios 
profanos:  su  diferencia,  según  que  son  para  extranjeros  ó 
para  españoles  impenitentes. — VI.  Exhumación  y  trasla- 
ción de  los  cadáveres:  autoridad  que  en  esto  entiende:  ca- 
sos y  formalidades  para  llevarla  á  efecto:  condenación  de 
los  que  profanan  los  cadáveres  con  tratamiento,  feroz,  ó 
contrario  á  la  piedad:  penas  impuestas  por  Bonifacio  VIII: 
casos  en  que  se  permite  desenterrar  y  aun  dividir  un  ca- 
dáver        807 
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CAPÍTULO  xxm 

I.  Seminarios:  su  definición  y  utilidad:  su  historia  desde  los 
primeros  siglos  hasta  el  Concilio  de  Trento.— n.  Antigua- 
dad  de  los  Seminarios  en  España:  cánones  Toledanos:  dis- 
posiciones Trídentinas  acerca  de  ellos  en  general:  sus  es- 
tudios, dirección  y  Administración:  reglas  para  su  creación 
y  dotación.— ni.  Sus  diferentes  clases:  Bula  Aposiolici  mi- 
nisierii  respecto  al  régimen  interior  de  estos  estahleci- 
mientos:  leyes  recopiladas  sohre  su  erección:  principales 
disposiciones  del  Concordato  de  1861  acerca  de  la  materia: 
Reales  decretos  de  21  de  Mayo  de  1862  y  27  de  Noviemhre 
de  18764 — I  Y.  Casas  de  reclusión  y  corrección  para  el  cle- 
ro: Seminarios  de  misiones .< •      349 

CAPÍTULO  XXIV 

I.  Hospitales:  su  definición:  nomhres  particulares  con  que  se 
distinguieron  en  la  antigüedad:  {>reve  historia  de  estos  es- 
tablecimientos hasta  el  Concilio  de  Trento:  su  clasifica- 
ción.— n.  Disciplina  acerca  de  los  llamados  eclesiásticos, 
laicales  y  mixtos:  la  establecida  sobre  su  régimen  y  admi- 
nistración en  el  Concilio  Calcedonense:  disposiciones  de 
los  Concilios  de  Viena  y  de  Trento  sobre  la  materia. — III. 
Leyes  patrias  sobre  el  mismo  asunto:  Bula  de  San  Pío  V 
para  la  reducción  de  ellos  en  España.— IV.  De  sus  iglesias 
ó  capillas. — V.  Juntas  de  Beneficencia:  intervención  del 
clero  en  ellas:  modificaciones  por  la  legislación  moderna.      369 

Cosas  Í0ittpoi^Í0s  ó  iBittpormUdímdBs 
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CAPÍTULO   XXV 

I.  La  Iglesia  necesita  de  bienes  para  el  sostenimiento  del  cul- 
to y  manutención  de  sus  ministros,  y  tiene  derecho  incon- 
cuso para  adquirirlos  y  poseerlos:  opinión  contraria  de  los 
herejes  y  razones  en  que  la  apoyan:  su  refutación.— II.  Di- 
ferencia entre  el  derecho  y  la  forma:  medios  de  sustenta- 
ción  del  culto  y  de  sus  ministros,  empleados  según  las  cir- 
cunstancias.— in.  Oblaciones:  qué  se  entiende  por  ellas: 
sus  clases  y  antigüedad:  cuáles  sustituyeron  á  las  antiguas: 
quién  recibía  éstas  y  de  quiénes  no  podían  tomarse,  según 
disposición  del  Concilio  de  Elvira:  disciplina  actual.— IV. 

IN8T.  DB  DBBBCHO  CANÓNICO  —  TOMO  II  48 
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Derechos  de  estola  y  pie  de  altar:'  obligación  de  pagarlos: 
lo  dispuesto  en  el  Concordato  de  1861  (art.  38):  no  son  pre- 
cio de  las  cosas  santas  ni  recompensa  por  el  trabajo:  doc- 
trina consignada  por  Alejandro  HT  en  el  título  de  Simonía 
(caps.VrayIX) ..•.•^ 390 

CAPÍTULO  XXVI     \ 

I.  Amortización  eclesiástica:  consideraciones  sobre  la  misma: 
derechos  de  los  Principes  en  esta  materia:  idea  de  las  leyes 
amortizadoras  en  el  sentido  que  llaman  algunos  pasivo/ y 
en  el  activo.— 11.  Desde  cuándo  se  dieron  en  Espafia:  doc- 
trina de  las  Partidas:  leyes  de  la  Nov.  Recop,  relativas  á 
este  punto:  principales  disposiciones  del  decreto  de  las 
Cortes  de  27  de  Septiembre  de  1820,  restablecido  en  30  de 
Agosto  de  1836:  ley  de  2  de  Septiembre  de  1841:  decreto  de 
26  de  Julio  de  1844,  y  ley  de  3  de  Abril  de  1845:  Concor- 
dato de  1861  en  lo  que  se  reflere  á  este  extremo. — ^III.  Ley 
desamortizadora  de  l.o  de  Mayo  de  1866:  Convenio  de  4  de 
Abril  de  1860:  Decretos  y  Reales  órdenes  posteriores.—  IV. 
Diferencias  entre  las  leyes  antiguas  sobre  amortización  y 
las  modernas  desamortizadoras:  diferencias  entre  la  pro- 
piedad de  la  Iglesia  y  la  de  los  particulares 407 

CAPÍTULO  xxvn 

I.  A  quién  corresponde  el  dominio  de  los  bienes  de  la  Iglesia: 

opiniones  acerca  de  este  punto. — II.  Inmunidad  real:  bie-  t 

nes  que  gozan  de  ella:  vicisitudes  acerca  de  la  misma,  y 
pena  impuesta  á  los  que  la  violan:  disciplina  espafiola  con 
relación  á  la  materia 426 

CAPÍTULO  XXVIII 

I.  Beneficios  eclesiásticos:  etimología  de  esta  palabra  y  su  se- 
mejanza con  los  feudos:  definición,  origen  é  historia  de  los 
beneficios. — II.  Clasificación  conforme  á  su  naturaleza,  y 
las  introducidas  por  los  canonistas  por  diversos  conceptos. 
III.  Cualidades  esenciales,  naturales  y  accidentales  de  los 
beneficios:  necesidad  de  su  organización  por  la  de  los  ofi- 
cios que  siempre  existieron. — IV.  Beneficios  regulares:  su 
naturaleza  y  origen:  quién  nombra  para  ellos.— V.  Disci- 
plina de  la  Iglesia  sobre  la  unidad  de  los  beneficios  é  in- 
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convenientes  de  la  pluralidad  personal  y  real:  abusos  come- 
tidos durante  la  Edad  Media:  su  reforma  por  los  cánones 
Lateranenses:  opiniones  inventadas  para  eludir  su  cum- 
plimiento: Constituciones  de  Bonifacio  VHI  y  Juan  XXII 
acerca  de  este  punto:  lo  dispuesto  en  el  Tridentino:  repre- 
sentación que  qon  motivo  de  nuevos  abusos  dirigió  el  Obis- 
po de  Orihuela  al  Sr.  D.  Carlos  III  en  12  de  Junio  de  1768. 
VI.  Legislación  y  práctica  vigente  en  el  caso  de  obtenerse 
un  segundo  beneficio  incompatible 438 

CAPÍTULO  XXIX 

I.  Beneficios  impropios:  Capellanías:  origen  y  razón  de  su  ins- 
titución: sus  clases:  en  qué  convienen  y  se  diferencian  de 
los  beneficios  propios:  igualmente  de  los  aniversarios,  le- 
gados ú  obras  pías.— 11.  Examen  de  las  Capellanías  ecle- 
siásticas: de  las  laicales:  á  cuál  de  estas  clases  pertenecen 
en  caso  de  duda;  obligaciones  de  los  Capellanes:  si  pueden 
ser  removidos. — in.  Disciplina  de  la  Iglesia  de  España  sO' 
bre  Capellanías,  según  lo  consignado  en  la  Bula  Apogtolici 
Mmúterii:  leyes  de  la  Nov.  Recop.,  relativas  á  la  materia: 
las  desamortizadoras  y  posteriores  al  Concordato  de  1851. 
-  IV.  Si  pueden  instituirse  después  de  éste  y  al  tenor  de  sus 
disposiciones ^ 464 

CAPÍTULO  XXX 

I.  Residencia:  su  definición,  clases  y  fundamento:  derecho  de 
que  procede. — n.  Residencia  de  los  Obispos  hasta  el  Con- 
cilio de  Trento:  disposiciones  de  los  Concilios,  y  especial- 
mente del  último:  justas  causas  que  los  excusan  de  esta 
obligación,  y  formalidades  para  ausentarse:  penas  contra 
los  no  residentes. — m.  Residencia  de  los  Dignidades  y  Ca- 
nónigos: causas,  tiempo  y  formalidades  para  ausentarse, 
conforme  á  las  Decretales  y  al  Tridentino. — IV.  Residen- 
cia de  los  Capellanes  de  honor  y  Auditores  de  la  Rota:  dis- 
ciplina particular  de  la  Iglesia  de  España,  conforme  al  Con- 
cordato de  1861. — V.  Residencia  de  los  Párrocos:  causas 
legítimas  para  su  ausencia  por  el  derecho  nuevo  y  por  el 
Concilio  de  Trento. — VI.  Residencia  de  los  demás  benefi- 
ciados: penas  contra  los  Párrocos  y  demás  beneficiados  no 
residentes,  y  solemnidades  para  privarlos  de  sus  benefí- 
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cios.— VII.  Lo  dispuesto  sobre  residencia  en  la  Novísima 
Recopilación:  decreto  de  las  Cortes  de  28  de  Junio  de  1822 
acerca  de  la  misma  materia.— VTU.  Excusa  de  la  residen- 
cia por  la  júbüacián:  en  qué  beneficios  puede  concederse 
ésta,  cuándo,  cómo  y  por  quién 484 

CAPÍTULO  XXXI 

I.  Colación  de  los  beneficios:  diferentes  modps  de  conferirlos. 
II.  Explicación  de  la  colación  propia:  á  quién  corresponde 
por  derecho  ordinario:  disciplina  de  la  Iglesia  antes  y  des- 
pués del  siglo  XII.— III.  Del  derecho  de  conferir  beneficios 
por  títulos  especiales:  los  que  tiene  el  Cabildo  catedral  Sede 
plena  y  vacante:  su  fundamento. — IV.  Derecho  de  devolu- 
ción: explicación  del  cap.  II  de  Concessúme  praebendae  en 
cuanto  á  suplirse  recíprocamente  la  negligencia  el  Obispo 
y  Cabildo. — V.  Disciplina  de  la  Iglesia  sobre  la  provisión 
de  los  beneficios  electivos  y  electivo-confirmativos. — VI. 
Derecho  actual,  confornáe  al  último  Concordato. — VII.  Ins- 
titución canónica  corporal  y  autorizable:  posesión 508 

CAPÍTULO  XXXII 

I.  Provisión  Apostólica  de  los  beneficios:  su  fundamento:  co- 
laciones Pontificias  hechas  en  la  Iglesia  universal  antes  y 
después  del  siglo  xil:  sus  diferentes  formas. — n.  Manda- 
tos de  providendo:  su  origen:  qué  número  de  ellos  se  expen- 
dían al  principio,  y  á  favor  de  qué  clase  de  personas:  cau- 
sas por  las  que  el  Prelado  á  quien  se  mandaba  podía  sus- 
pender su  ejecución*,  carácter  de  las  letras  monitorias,  pre^ 
citorias  y  ejecutorias, — III.  Provisiones  por  prevención, 
concurso,  devolución  y  afección:  cuándo  tenían  éstas  lugar: 
la  afección  es  distinta  de  la  reserva. — IV.  Reservas  Ponti- 
ficias: su  clasificación  general:  las  que  se  contienen  en  las 
Decretales:  las  que  están  en  el  Sexto  de  las  Decretales:  son 
diferentes  las  de  las  vacantes  apud  Sedem  Aposiolicam  de 
las  vacantes  m  Curia:  las  de  Juan  XXII  y  Benedicto  XII: 
las  de  las  Reglas  de  Cancelaría:  las  de  las  Bulas  Pontifi- 
cias: cuáles  son  perpetuas:  si  todas  están  vigentes  para 
toda  clase  de  beneficios.— V.  Juicio  crítico  sobre  las  pre- 
venciones, mandatos  y  reservas,  señalando  las  causas  de 
BU  aumento:  decretos  de  los  Concilios  de  Constanza  y  Ba< 
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silea  sobre  la  materia:  disposiciones  del  Trídentino  relati- 
vas á  este,  punto.— VI.  De  las  reservas  en  Espafia  por  los 

Concordatos  de  1763  y  1861 621 

« 

CAPÍTULO  xxxm 

I.  Real  Patronato  de  los  Monarcas  españolee:  su  origen  histó- 
rico con  respecto  á  la  presentación  para  los  beneficios  ma- 
yores y  para  la  de  los  menores.— 11,  Fundamento  canónico 
del  Patronato  universal  y  del  especial  que  ejercen  nuestros 
Reyes  en  algunas  provincias  eclesiásticas  de  sut  dominios: 
concepto  verdadero  del  ejercicio  de  estos  derechos.— IQ. 
Concordato  de  1763  con  relación  al  Patronato  universal. —  ^ 
rv.  Disciplina  posterior,  según  el  Concordato  de  1861:  di- 
ferencias de  este  Patronato  y  el  patronato  en  general. — V. 
Honoves  que  se  dispensan  á  los  Reyes  de  Espafia  en  las 
iglesias.— VI.  Patronato  de  los  Santos  Lugares. . .- 640 

CAPÍTULO  XXXIV 

I.  Forma  para  la  provisión  de  las  canongías  de  dfício:  método 
y  solemnidades  prácticas;  en  caso  de  empate  en  la  vdta- 
ción,  ¿quién  lo  decide? — II.  Provisión  de  beneficios  parro- 
quiales antes  y  después  del  Concilio  de  Trento:  Constitu* 
ción  de  San  Pío  V  In  conferendis,  y  las  posteriores  de  Cle- 
mente XI  y  Benedicto  XIV  sobre  la  forma  del  concurso  y 
apelación  del  que  se  considere  pospuesto  á  otro  menos 
digno:  inconvenientes  de  la  apelación:  método  establecido 
en  la  última  constitución  para  estos  concursos. — III.  Méto- 
do de  Toledo  en  la  disciplina  particular  de  la  Iglesia  de  Es- 
pafia: leyes  recopiladas  sobre  la  materia:  de  cuántos  modos 
puede  ser  el  concurso  y  su  práctica.— IV.  Provisiones  de 
parroquias  sujetas  á  patronato  eclesiástico  ó  laical,  confor- 
me al  Tridentiño  y  al  Concordato  de  1861  663 

CAPÍTULO  XXXV 

I.  Derecho  de  Patronato:  origen  del  nombre  patrono:  defini- 
ción de  semejante  derecho:  su  fundamento  y  origen  histó- 
rico.—II.  Disciplina  general  y  la  particular  de  Espafia  so- 
bre este  derecho,  principalmente  en  la  época  de  los  visigo- 
dos (cánones  XXXVm  del  Concilio  IV  de  Toledo  y  II 
del  IX):  disposiciones  consignadas  en  las  leyes  de  Partidas 
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(tit.  XV  de  la  1.&):  verdadero  concepto  del  derecho  de  Pa; 
tronato  conforme  á  la^  doctrina  canónica. — m.  Divisiones 
del  derecho  de  Patronato:  á  qué  especie  pertenece  en  caso 
de  dada:  cómo  se  transmite  el  hereditario:  de  cuántos  mo- 
dos es  el  familiar:  diferencia  entre  el  activo  y  pasivo:  si  la 
patrimonialidad  cesó  desde  el  Concordato  de  1861:  senten- 
cia del  Supremo  Tribunal  de  la  Rota  de  la  Nundatura 
Apostólica,  pronunciada  en  autos  sobre  este  asunto  (24  de 
Julio  de  1870).— 'IV.  Modos  de  adquirir  el  derecho  de  Patro- 
nato: originarios  y  derivativos:  se  fija  la  disciplina  vigente 
acercí^  de  cada  uno  de  los  que  se  comprenden  en  loe  miem- 
bros de  esta  división:  si  adquiere  el  derecho  de  Patronato 
el  usufructuario,  el  arrendatario,  el  marido  por  los  bienes 
dótales  de  «u  mujer,  el  poseedor  de  buena  fe  y  el  deposi- 
tario de  cosa  litigiosa  durante  el  tiempo  del  litigio:  perso* 
ñas  incapaces  de  adquirirlo  ó  retenerlo.— V.  Modos  de  pro- 
bar dicho  derecho:  diferencia  de  las  pruebas  cuando  se  ha- 
cen por  nobles  ó  por  personas  poderosas:  disciplina  del 
Concilio  de  Trentó  acerca  de  este  punto.-— VI.  Derechos  de 
los  pat]y>nos,  sus  oficios  y  cargas:  derechos  honoríficos,  úti- 
les y  onerosos.--<VII.  Presentación:  origen  histórico  del 
derecho  de  presentar,  principalmente  en  Eápafia  (cáno- 
nes I  y  II  del  Toledano  IX):  tiempo  y  modo  de  hacer  la 
^  presentación:  diferencias  entre  la  que  hace  el  patrono  ecle- 
siástico y  el  laical:  presentación  por  muchos:  la  de  un  Pa- 
tronato litigioso.— Vin.  De  la  institución  canónica.— IX. ' 
Causas  por  las  que  se  pierde  el  derecho  de  patronato,  ya 
por  voluntad,  ya  por  hecho  ú  omisión  inculpable  ó  cul- 
pable.  • ,   668 
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Bpftome  de  los  principales  delitos  eelesiásticos. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

I.  Concepto  del  derecho  criminal. — II.  La  Iglesia  recibió  de  Je- 
sucristo la  verdadera  potestad  coercitiva  sobre  todos  los 
cristianos.— in.  Razón  de  método  para  anteponer  el  trata- 
do de  los  delitos  al  de  las  penas,  contra  la  opinión  de  al- 
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gunos  pablicifltas  modernos. — IV.  Delito:  en  definición:  se 
diferencia  del  pecado:  significación  de  la  palabra  crimen: 
si  son  dos  cosas  distintas  la  alarma  y  el  escándalo. — V.  La  . 
Iglesia  conoce  del  pecado  y  del  delito:  ventajas  de  este  do- 
ble conocimiento  exclusivo  suyo:  procura  sofocar  el  mal 
en  su  origen,  practicando  la  verdadera  teoría  de  la  preven- 
ción, tan  discutida  en  loe  tiempos  modernos. — VI.  Olasifi- 
cación  múltiple  de  los  delitos:  cuál  debe  considerarse  más 
acertada .697 
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antigua  disciplina  y  sus  auxiliadores  y  favorecedores:  pe- 
nas que  se  les  impusieron:  interpretación  del  canon  I  del 
Concilio  de  Elvira:  las  que  se  establecen  en  la  Bula  Apos- 
tolicae  SedU, — m.  Si  incurren  en  estas  penas  como  verda- 
deros apóstatas  loa,  que  profesan  el  indiferentismo  y  racio- 
nalismo moderno.— rV.  Dolorosa  tolerancia  que  dispensan 
á  los  apóstatas  los  Códigos  civiles.— V.  Si  puede  la  Iglesia 
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ciencia.— VI.  Apoetasía  del  monacato  y  del  clericato:  quié- 
nes incurren  en  ella^  y  penas  á  que  son  acreedores 609 
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contra  los  mismos:  las  impuestas  en  la  Bula  Ápostolicae 
Sedii.—IL.  Penas  de  los  Códigos  civiles:  consideraciones 
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juración de  la  herejía:  disciplina  acerca  de  ella  cuando  el 
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dos  de  condenarlos:  índice  de  libros  prohibidos  al  tenor 
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eeo 


CAPÍTULO  IV 


PácteM. 


I.  Cisma:  en  qué  se  diferencia  de  la  herejía:  sus  clases:  el  de 
los  que  apelan  de  las  decisiones  Pontificias  al  futuro  Con- 
cilio general.— II.  Si  comet'  dbma  el  que  injustamente  se 
separa  de  sas  Prelados  inmediatos,  conseryando,  empero, 
la  unidad  con  el  Papa:  si  los  fieles  deben  abstenerse  de  la 
comunión  de  su  Obispo  hereje  ó  cismático. — III.  Penas  con- 
tra los  cismáticos,  según  el  derecho  común:  las  de  la  Bula 
Apoétolicae  Sedis:  las  impuestas  por  la  misma  Bula  contra 
las  corporaciones  que  aprlen  de  las  disposiciones  6  man- 
datos del  Pontífíce  Romano • .  • . .       642 
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I.  Amortización  eclesiástica:  consideraciones  sobre  la  misma: 
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amortizadoras  en  el  sentido  que  llaman  algunos  pasivo/ y 
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trina de  las  Partidas:  leyes  de  la  Nov.  Recop.  relativas  á 
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